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INTRODUCCION
La trascendencia que en la estructura de Los sistemas 
fiscales se reconoce en la actualidad a la imposiciôn perso­
nal y muy especialmente al Impuesto sobre la Renta de las Per 
sonas Fisicas, justificaria por si sola la importancia del 
estudio de la unidad familiar, por constituir esta un concep- 
to bâsico en tal figura impositiva, tanto desde la perspecti- 
va de su configuraciôn como a efectos de su aplicaciôn prac­
tice.
Pocas afirmaciones gozan de una aceptaciôn tan amplia, 
dentro del vasto campo de anâlisis del fenômeno financière, 
como la consideraciôn de que el impuesto sobre la renta cons- 
tituye la pieza clave de todo sistema tributario moderno (1 ). 
Ello se fundamenta, como es sabido, en que ademâs de ser un 
recurso (2 ) de gran potencial recaudatorio, el impuesto sobre 
la renta es el mas adecuado para alcanzar los postulados de 
equidad y progresividad. '-La cre-encia de que el impuesto so­
bre la renta es el mas equitativo de todos los impuestos pro­
cédé de la convicciôn de que es el que mejor se acomoda a la 
capacidad de pago" (3). Y dado que esa capacidad de pago (ex- 
presiôn que debe entenderse équivalente a capacidad econômi- 
ca) ha de estar referida al sujeto pasivo de la imposiciôn, 
la determinaciôn de la persona o personas llamadas a satisfa- 
cer la deuda tributaria no es intrascendente en relaciôn con 
los principios materiales de justicia tributaria, esto es, 
del fundamento mismo de la imposiciôn (4 ).
Si nos situamos en el piano de la técnica juridico-tri 
butaria, siendo el sujeto elemento esencial de todo tributo.
la relevancia de los problemas que el mismo pueda plantear 
se acrecienta cuando nos referimos al impuesto sobre la ren­
ta, de naturaleza personal, y en el que aquel elemento puede 
configurarse aislada o individualmente, o como supuesto de 
subjetividad plural por referencia al grupo familiar, con las 
consecuencias que la adopciôn de una u otra posibilidad lleva 
consigo.
Facilmente se comprende que siendo el impuesto perso­
nal aquel que, segùn conocida expresiôn del profesor Sainz 
de Bujanda, "tiene por fundamento un presupuesto objetivo que 
no puese ser pensado mas que por referencia a una persona de- 
terminada" (5 ), la definiciôn de esta ultima es cuestiôn de 
la mayor relevancia; no solo por indicar quien asume la obli­
gation tributaria derivada de la realizaciôn del hecho imponi^ 
ble, sino también por la incidencia que estructuralmente des- 
pliega sobre la propia configuraciôn del presupuesto de he­
cho. Si ademâs el sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria 
se configura en relaciôn con el grupo familiar al que aquél 
pertenece, a las consideraciones anteriores viene a anadirse 
la necesidad de precisar las influencias que de la pertenen- 
cia del sujeto pasivo a una unidad familiar pudieran derivar- 
se sobre cada uno de los elementos de aquella obligaciôn.
Desde la perspectiva de la aplicaciôn del impuesto, 
la trascendencia del concepto unidad familiar queda suficien- 
temente puesta de manifiesto al considerar el elevado numéro 
de contribuyentes a los que afecta. Segùn datos del Ministerio 
de Hacienda, respecte al periodo impositivo correspondiente
al afio 1 9 7 9 , el 7 9 ' 7 por ciento de las declaraciones procesa- 
das corresponde a personas casadas (6 ), y por tanto, inclui- 
das en una unidad familiar. Y aùn es superior a ese porcenta- 
je la incidencia de la unidad familiar en este sentido, ya 
que no solo el matrimonio constituye modalidad de la misma, 
de manera que entre el 2 0 ' 3  por ciento correspondiente a dé­
clarantes solteros y viudos serân muchas las personas que in- 
tegran una de las modalidades de unidad familiar previstas 
en nuestro ordenamiento (7 ).
La importancia del tema que nos ocupa es corroborada 
por la atenciôn que le han prestado Asociaciones e Institu- 
ciones Internacionales relacionadas con temas financieros y 
fiscales, asl como por el interés concedido a su estudio en 
cuantos proyectos y documentes de reforma tributaria se han 
llevado a cabo en distintos paises en estos ultimes anos (8 ). 
En este sentido, la Asociaciôn Fiscal Internacional (IFA) le 
dedicô uno de los temas del Congreso de 1955, celebrado en 
Amsterdam (9), y vuelve a ocuparse del mismo en el Congreso 
de 1972, en Madrid (10). Las IX Jornadas Luso-Hispano-America 
nas de Estudios Tributaries, celebradas en Pôvoa de Varzim 
(Portugal), en 1980, consagran su segundo tema a "la unidad 
familiar como sujeto fiscal" (11). En la misma llnea, en el 
mes de junio de 1982, se desarrollaron en Madrid unas Jorna­
das de estudios, bajo el tema "fiscalidad y familia", organi- 
zadas por la Secretaria General Técnica y el Institute de Estu 
dies Fiscales, ambos del Ministerio de Hacienda (12). Asimis- 
mo, el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE estudia en uno
de sus informes "el tratamiento reservado a las unidades fami 
liares en los diverses sistemas de impuestos sobre la renta 
y de seguridad social en vigor en los paises miembros de la 
OCDE" (13).
Es conocida la amplitud y detalle con que se analiza 
el problema de los contribuyentes individuales y familiares 
en el llamado Informe Carter (14), que es calificado en oca- 
siones de "paladin de la unidad familiar" por la defensa que 
hace de la misma. La influencia que, en este sentido, ha ejer 
cido el Informe Carter sobre un numeroso grupo de autores es 
notable; y muy especialmente, debe tenerse en cuenta el influ 
jo de sus propuestas en el Proyecto de Ley de nuestro vigente 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, y aùn en el 
texto definitive del mismo (1 5 ).
También dentro del âmbito de estudios y proyectos de 
reforma fiscal (16), y en una linea de propuestas distintas 
a las contenidas en el Informe Carter, pueden citarse, como 
mas significatives, el Informe de la Comisiôn presidida por 
J.E. Meade para el estudio de la Estructura y Reforma de la 
Imposiciôn Directa (Informe Meade) (17), el Informe del Comi­
té de Revisiôn de la Imposiciôn presidido por K.W. Asprey (In 
forme Asprey) (18) y el "Libre Verde", "La imposiciôn sobre 
el marido y la mujer" (1 9 ).
Por otra parte, la unidad familiar es tema de constan­
te actualidad, ya que con esta expresiôn se alude a un conjun
to de problemas que, en palabras de Palao Taboada, "es uno 
de los campos del Derecho Tributario sujeto en nuestros dlas 
a mayores tensiones evolutivas". De entre las causas que pue­
den sefialarse como explicativas de esta situaciôn, "una es 
la transformaciôn de las relaciones familiares, que trata de 
romper el modelo de la familia burguesa plasmado en los Côdi- 
gos Civiles de la época liberal. Dentro de ella destaca por 
su importancia la tendencia a la llamada "emancipacion de 
la mujer", es decir, a la plena equiparaciôn social, econômi- 
ca y juridica del varôn, que se manifiesta enérgicamente en 
el cambio de posiciôn de ambos cônyuges en el matrimonio" 
(20).
A todas estas consideraciones viene a anadirse una cir 
cunstancia adicional que dota aùn de mayor interés para noso- 
tros el estudio de la unidad familiar: su novedad, ya que la 
unidad familiar se ha regulado por primera vez en nuestro or­
denamiento tributario con la Ley del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas de 8 de septiembre de 1978, y aunque 
es uno de los aspectos del Impuesto a los que la doctrina ha 
prestado mayor atenciôn (quizâs sôlo comparable a la dedicada 
a los incrementos y disminuciones de patrimonio), son numero- 
sos los problemas y cuestiones que, como tendremos ocasiôn 
de comprobar, confluyen sobre esta figura.
Por todo ello, consideramos que queda suficientemente 
justificada la procedencia de un trabajo de tesis doctoral 
sobre el tema de la unidad familiar en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas.
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Aunque son numerosos, como hemos indicado, los traba- 
jos y publicaciones relativos al tema de la unidad familiar, 
muchos de ellos de indudable calidad y rigor, carecemos, sin 
embargo, en nuestra literatura cientîfica de un estudio mono- 
grâfico en el que aquél se plantée en toda su extension, des­
de un punto de vista estrictamente jurldico. Efectivamente, 
en ocasiones esos trabajos analizan ùnicamente alguno de los 
aspectos de la problemâtica de la unidad familiar, por ejem- 
plo y mas significativamente, en relaciôn con el sujeto pasi­
vo del impuesto, o se hace referencia a varias cuestiones, 
pero como parte de un estudio mas general del impuesto sobre 
la renta. Otras veces se tratan problemas aplicativos concre­
tes y otras, en fin, se aborda su examen desde un punto de 
vista econômico o, al menos, no exclusivamente juridico.
El propôsito de nuestra investigaciôn lo constituye 
la configuraciôn juridica de la unidad familiar, entendiendo 
por configuraciôn juridica la respuesta a una triple interro- 
gante: c,qué es?, cpor qué?, ôcuâles son sus efectos? (2 1 ). 
Un estudio sistemâtico y riguroso exige, ineludiblemente, el 
tratamiento de esas très cuestiones. La unidad familiar, a la 
que comùnmente se viene considerando problema propio del suje 
to pasivo del impuesto, despliega sin embargo su eficacia so­
bre todos y cada uno de los elementos de la obligaciôn tribu­
taria; y aùn siendo posible una investigaciôn analitica de 
cada uno de ellos, esa posibilidad es relative, ya que todos 
integran una relaciôn juridica y en consecuencia existe una 
llnea lôgica de conexiôn entre todos ellos. Dicho con otras 
palabras, la susceptibilidad de estudio individual de cada
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una de las cuestiones que comprende la problemâtica dogmâtica 
y prâctica de la unidad familiar no puede hacerse ni hacer 
olvidar,es decir, sin tener en cuenta, que toda instituciôn 
juridica forma parte de un sistema, por lo que el anâlisis 
de una cuestiôn determinada y la resoluciôn que a la misma 
se dé condiciona la determinaciôn de los demâs que no estân 
siendo tratados en ese momento.
El método que vamos a aplicar en nuestro trabajo es 
el propio de la ciencia del Derecho, esto es, el enfoque juri 
dico. Y no podria ser de otra forma, ya que la metodologia 
juridica es la ùnica operativa -adecuada e idônea- para proce 
der al estudio de la normativa tributaria, que no es sino una 
parte del Derecho Financiero (22).
No es este el lugar mâs adecuado para tratar del pro­
blema del método en el Derecho financiero (23), entre otras 
cosas, porque el tema puede reputarse, con razôn suficiente­
mente planteado y resuelto en toda su plenitud de aspectos. 
Pero si consideramos necesaria una referencia a la premisa 
metodolôgica de la que partimos, teniendo en cuenta, en apoyo 
de tal método de estudio y frente a posibles suspicacias pro- 
venientes, ya de los ûltimos reductos de los defensores del 
método integral (24), ya de représentantes de otras discipli­
nas sociales, la necesidad de separar el estudio juridico de 
la unidad familiar del que puede llevarse a cabo en el seno 
de otras ciencias. Como tan acertadamente ha expuesto Sainz 
de Bujanda, "cada sector de la realidad sôlo puede convertir-
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se en objeto de conocimiento de ciencias separadas cuando se 
le investiga con métodos adecuados para aislar, dentro del 
grupo de fenômenos que lo componen, el aspecto o aspectos so­
bre los que se construye sistemâticamente cada una de dichas 
ciencias. Se trata, en definitiva, de hacer abstracciôn de 
ciertos contenidos de un mismo objeto, para examinarlo en al- 
guna de sus peculiares caracterîsticas" (25). Y en otro lugar 
senala: "Una teorla juridica del impuesto ES una teoria que, 
dando por supuestos los aspectos econômicos del impuesto y 
que su estudio pertenece a otras disciplinas destaca como ob­
jeto propio de conocimiento los elementos juridicos de la im­
posiciôn, y trata de explicarlos de modo sistemâtico" (26).
Esta precisiôn es importante, porque el trasfondo eco­
nômico que subyace en todo el fenômeno financiero se hace pa­
tente con relaciôn al tema que nos ocupa; basta pensar en el 
propio concepto o en el fundamento de la unidad familiar para 
apreciar hasta qué punto han sido tenidos en cuenta, en la 
regulaciôn de esta materia, los aspectos econômicos de la m±s 
ma. tPodemos y debemos prescindir de ellos absolutamente, en 
lôgica consecuencia con el método adoptado?. ^Pueden los ju- 
ristas tener en cuenta, al desarrollar su labor, los resulta- 
dos de las ciencias no juridicas que se refieren a la Hacien­
da? (27). La respuesta, como tantas otras veces la encontramos 
en palabras del profesor de Madrid; cuando los juristas ac- 
tùan como "interprètes de las normas, es obvio que su trabajo 
ha de dirigirse precisamente a conocer con exactitud el conte 
nido de esas mismas normas, o, mâs exactamente, a conocer la 
realidad normada tal como el ordenamiento la ofrece". Y mâs
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adelante continua: "cuando en la tarea interpretativa, el ju­
riste toma en consideraciôn los resultados de las ciencias 
sociales no juridicas -v.gr., de la llamada ciencia de la Ha­
cienda-, esto no significa que taies resultados deban inte- 
grarse o confundirse con los que la ciencia del Derecho le 
procura, sino que tan sôlo podrân ser empleados para valorar 
la realidad formai que el ordenamiento juridico le ofrece. 
Asumen, pues, taies resultados yn papel instrumental y subor- 
dinado y deberân utilizarse con suma cautela" (28). Tal es 
el sentido que debe darse a la referencia o utilizaciôn, en 
algunos puntos de este trabajo, de conocimientos o conceptos 
acuhados en otras disciplinas cientlficas.
Por lo que se refiere al enfoque sistemâtico, este de­
be consistir en encuadrar el estudio de la unidad familiar 
en el âmbito de la relaciôn juridica tributaria, como catego- 
rla explicativa de aquella figura (29). Como afirma Rodriguez 
Bereijo, "es ya un lugar comûn que la moderna ciencia del De­
recho Tributario se ha construido en torno al concepto de re­
laciôn juridica tributaria" (30). Aunque ya en 1926 el gran 
jurista suizo Ernst Blumenstein advirtiô que el elemento aglu 
tinante del Derecho Tributario "lo constituye... la configura 
ciôn de la relaciôn juridica existente entre las corporacio- 
nes que exigen el impuesto y los sujetos afectados por el mi^ 
mo" (31), se acepta unânimemente que "corresponde a Giannini
(3 2 ) el mérito de haber sido el primero en configurar el con­
cepto de relaciôn juridico impositiva, aunque la excesiva in- 
determinaciôn que preside la definiciôn por él alumbrada ha
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impedido que tal concepto produjera todos los frutos que ca- 
bia esperar" (33). Giannini construye una relaciôn de "conte- 
nido complejo, puesto que de ella derivan, de un lado, pode- 
res y derechos, asi como obligaciones, de la autoridad finan- 
ciera, a la que corresponden obligaciones positivas y negati- 
vas, asi como derechos de las personas sometidas a su potes- 
tad; y de otra parte, con caracter mas especifico, el derecho 
del ente publico a exigir la correlativa obligaciôn del con- 
tribuyente de pagar la cantidad équivalente al importe del 
impuesto debido den cada caso" (3 4 ).
Desde que Giannini dibujara su concepto de relaciôn 
juridica compleja (3 5 ) se ha recorrido un largo camino, en 
el que se encuentra fundamentalmente, y por lo que al enfoque 
intersubjetivo del fenômeno tributario se refiere, la critica 
que al profesor de Bari hiciera Berliri (36), quien puso de 
manifiesto la indeterminaciôn y vaguedad de la construcciôn 
de aquél (37). Asi, la doctrina ha ido perfilando el concepto 
de relaciôn juridica tributaria, abandonando el esquema de 
relaciôn compleja y centrando el estudio en el multiforme con 
junto de vinculos juridicos que forman su contenido, de entre 
los cuales destaca el protagonismo de la obligaciôn tributa­
ria. De manera que "hay que distinguir... la relaciôn juridi­
ca tributaria, entendida en sentido cunplio, es decir, como 
comprensiva de cuantos vinculos juridicos produce la aplica­
ciôn de las normas tributarias entre el ente publico y los 
contribuyentes, de la relaciôn juridica tributaria, concebida 
en sentido restringido, es decir, de la que sôlo comprende 
el crédite del ente publico y la consiguiente deuda tributa-
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ria a cargo de la persona obligada al pago" (38).
Aunque la problemâtica de la unidad familiar no se ago 
ta en el marco de la obligaciôn tributaria, es en torno a es­
ta ultima donde tal figura adquiere mayor relieve y significa 
ciôn, y de la que nos ocupamos preferentemente en nuestro tra 
bajo (39). Por otra parte, en la metodologia de este estudio 
se ha considerado mâs conveniente valerse de esquemas inter­
prétatives ya desarrollados por la doctrina suficientemente, 
pues la elecciôn de una nueva categoria hubiera excedido los 
limites propuestos: la configuraciôn juridica de la unidad
familiar, y no los fundamentos teôricos de todo el Derecho 
tributario (40).
No nos resta, para finalizar esta introducciôn, sino 
aludir al Derecho financiero como rama o sector del Ordena­
miento juridico (41). El principle bâsico de unidad del Orde­
namiento explica por si solo las referencias que efectuaremos 
a lo largo de nuestro trabajo a normas y categorias del Dere­
cho privado, especialmente del Derecho de obligaciones y del 
Derecho de familia.
16
(1) Afirma Richard GOODE que algunas de las crîticas dirigi- 
das al impuesto sobre la renta "reflejan poco mâs que 
el disgusto por una imposiciôn gravosa de cualquier cla- 
se y se concentran en la reducciôn de los tipos del im- 
puesto" ("The Individual Income Tax", The Brookings Ins­
titution, Washington, 1964; traducciôn castellana, El 
Impuesto sobre la Renta", lEF, Madrid, 1973, pâg. 15). 
Una propuesta de supresiôn puede verse en TOURET, D ., 
"Contre l'impôt sur le revenu. Pour l'impôt différencié 
et progressif sur la dépense". Revue de Science Financiè 
re, 1977, pâgs. 872 a 897.
(2) Empleamos el término recurso, en expresiôn acunada por 
SAINZ DE BUJANDA, "para aludir a institutos juridicos 
que operan como fuente de ingresos" ("Sistema de Derecho 
Financiero", Facultad de Derecho de la Universidad Com­
plutense, Madrid, 1977, t.1.,vol.1 2 , pâg. 479).
(3) GOODE, op.cit., pâg. 25.
(4) Vid., ut infra, capitule 1, epigrafe relative al Derecho 
comparado, donde nos referimos a la declaraciôn de in- 
constitucionalidad de la acumulaciôn de las rentas de 
los cônyuges en Alemania e Italia.
(5) "Estructura juridica del sistema tributario". Hacienda 
y Derecho, 11, Institute de Estudios Politicos, Madrid, 
1 9 6 2, pâgs. 299 y ss., en especial pâg. 307.
(6 ) "Anâlisis de los resultados de la aplicaciôn del nuevo 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas corres­
pondiente al Ejercicio de 1979 y medidas a adoptar", Mi­
nisterio de Hacienda, Madrid, pâg. 12; esta publicaciôn 
tuvo como finalidad "acompanar" los datos estadisticos 
incluidos en la "Memoria de la Reforma Tributaria,1980", 
"de un primer anâlisis y valoraciôn realizados por el 
Ministerio" (pâg. 7).
(7) El porcentaje exacto de déclarantes que forman unidad
familiar no consta en los datos estadisticos publicados 
por el Ministerio, ya que ùnicamente se refieren a "Dis- 
tribuciôn de las declaraciones por circunstancias fami­
liares" (cfr. "Anâlisis de los resultados...", cit.,pâg. 
12). Para una estimaciôn de circunstancias familiares 
por Delegaciones, puede verse, "Memoria de la Reforma 
Tributaria, 1980", Ministerio de Hacienda, pâgs. 159 y
ss.
(8 ) Si bien, desde luego, la perspectiva con que se aborda
el estudio en ellos es diferente en unos y otros, y, en 
general, difiere de la que adoptamos en nuestro trabajo. 
Sobre este punto, véase, mâs adelante, consideraciones 
metodolôgicas.
(9) Cahiers de Droit Fiscal International, nùms. 28 y 30,
primer tema: "Le cumul des revenus du foyer familial au 
double point de vue de l'établissement et du recouvre­
ment de l'impôt".
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(10) Cahiers de Droit Fiscal International, vol. LVll a, pri 
mer tema: "Le régime fiscal des unités familiales (reve 
nus, fortune, successions)".
(11) Las ponencias y comunicaciones espaholas pueden verse 
en "Memoria de la Asociaciôn Espanola de Derecho Finan­
ciero, 1980", Edersa, Madrid, 1981, pâgs. 327 y ss.
(12) Algunas de las ponencias presentadas aparecen recogidas 
en CT; num.44, 1983 (secciôn "Tribuna Fiscal"), precedi 
das de un estudio introductorio de PENA ALVAREZ, F., 
bajo el tîtulo "La familia en el Impuesto sobre la Ren­
ta: cuestiones y consideraciones", loc.cit., pâgs. 185  
y ss.
(13) "La situation des unités familiales au regard de l'im­
pôt et des transferts sociaux dans les pays membres de 
l'OCDE", Organisation de Coopération et de Développe­
ment Economiques, Paris, 1977.
(14) Report of the Royal Commission on Taxation, Otawa,1966- 
1967, t.3, "Imposiciôn de la renta: primera parte, con­
tribuyentes individuales y familiares"; versiôn caste­
llana, "Informe Carter", lEF, Madrid, 1975 (el tomo 3 
de la versiôn original se corresponde con el vol . 11 de 
la traducciôn castellana).
(15) Si bien en esto, como en tantas otras cosas, hemos dado 
acogida a esa influencia cuando ya podla prâcticamente 
considerarse superada, a tenor de la evoluciôn normati­
va operada en los restantes paises europeos.
(16) Una relaciôn de "ejemplos bâsicos" de los mismos puede 
verse en ALBl IBANEZ, E., Introducciôn a la ediciôn es­
panola del "Informe Meade", lEF, Madrid, 1980, pâgs. 
9 y 10.
(17) "The Structure and Reform of Direct Taxation", Institu­
te for Fiscal Studies, Allen and Unwin, Londres, 1978; 
traducciôn castellana, lEF, Madrid, 1980.
(1 8 ) Australian Government Publishing Service, Camberra,1975 
(una traducciôn de textos seleccionados puede verse en, 
Revista del Institute de Estudios Econômicos, num.4, 
1981, monogfafico sobre "Sistema fiscal y familia", 
pâgs. 3 y ss.).
(19) Publicado por Her Majesty's Stationery Office, Londres, 
1980 (traducciôn de textos seleccionados, en Revista 
del Institute de Estudios Econômicos, num.4, 1981, mono 
grâfico, citado, pâgs. 89 y ss.).
(20) PALAO TABOADA, 0., "El tratamiento de la familia en la 
imposiciôn sobre la renta", Civitas, REDF, num. 29, 
1981, pâg. 5 .
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(21) Cuestiones, por lo demâs, aplicables no sôlo a cual­
quier figura o instituciôn juridica, sino también a la 
propia realidad que llamamos "derecho", cuando se con- 
vierte en objeto de especulaciôn cientîfica. Un clâsico 
ejemplo en este sentido, lo constituye la obra de Jaime 
GUASP, "Derecho", Madrid, 1971; también Hans NAWIASKY, 
"Allgemeine Rechtsiehre als System der Rechtlichen 
Grundbegriffe", traducciôn al castellano de la segunda
ediciôn en lengua alemana, por José ZAFRA VALVERDE, 
"Teoria General del Derecho", Ediciones Rialp, Madrid, 
1 9 6 2, pâgs. 20 y ss.
(22) Vid. por todos, SAINZ DE BUJANDA, "Un arquetipo de Dere 
cho tributario", en Hacienda y Derecho, 11, Instituto 
de Estudios Politicos, Madrid, 1962, pâg. 231.
(23) La literatura cientîfica con relaciôn al mismo es muy 
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cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Sistema de Derecho financiero", 
cit., pâgs. 319 y ss.; RODRIGUEZ BEREIJO, A., "Introduc 
ciôn al estudio del Derecho financiero", lEF, Madrid, 
1 9 7 6, pâgs. 355 y ss.
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finanziario e Scienza delle finanze", Riv.lt.Dtto.Fin., 
1939, nùm.1, pâgs. 9 y ss), junto con las de ROMANELLl- 
GRIMALDI ("Metodologia del Diritto finanziario", Rass. 
Dtto.Pubb., v.XV, I960, pâgs.1 y ss.; traducciôn al ca^ 
tellano de VICENTE-ARCHE, "Metodologia del Derecho fi­
nanciero, RDFHP, num. 42, 1961), y D'AMATl ("11 discor­
so sul metodo nel Diritto finanziario". Jus.,1958,fasc. 
IV, en especial pâg. 16), son de las "mâs complétas y 
agudas que se han producido. Tras ellas serâ dificil 
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INZ DE BUJANDA, "Sistema...", cit., pâg. 390).
(25) "Un arquetipo de Derecho tributario", cit., pâg. 229.
(26) "Organizaciôn politica y Derecho financiero", en Hacien
da y Derecho,1, Instituto de Estudios Politicos, Ma­
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remodelaciôn, de los conceptos propios y especificos 
de otras ciencias sociales" (SAINZ DE BUJANDA, "Sistema 
de Derecho financiero'.’,.cit., pâg. 387).
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econômicos, cfr., asimismo, SAINZ DE BUJANDA, "Naturale 
za del hecho imponible". Hacienda y Derecho, IV, Insti­
tuto de Estudios Politicos, Madrid, 1966, pâgs. 609 y 
ss.
(29) De este enfoque sistemâtico no se desprende necesaria- 
mente la consecuencia de la aceptaciôn del concepto de 
relaciôn juridica tributaria como ùnica y suficiente 
categoria o esquema conceptual en torno al cual deba 
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ro. Es este un problema que excede del objeto y finali­
dad de nuestro trabajo, diferente y diferenciable del 
mismo. Sobre el tema cfr., en nuestra doctrina, RODRI­
GUEZ BEREIJO, "Introducciôn al estudio del Derecho fi­
nanciero", cit., cap. IV, pâgs. 183 y ss., y bibliogra- 
fia alli citada.
(30) "Introducciôn al estudio del Derecho financiero", cit., 
pâg. 235.
(31) "Schweizerisches Steuerrecht", J.C.B. (Paul Siebeck), 
Tubinga, 1926, prôlogo; (citado por SAINZ DE BUJANDA, 
"Un arquetipo...", cit., pâg. 237).
(3 2 ) "11 rapporte giuridico d'imposta", Giuffrè, Milân,1937.
(33) BERLIRI, A., "Principii di Diritto Tributario", Giuf­
frè, Milân, vol.11, 1957; traducciôn castellana de N. 
AMOROS y E. GONZALEZ, Edit.Der.Fin., Madrid, 1971, pâg. 
7 6 , en nota 5 .
(34) "Instituciones de Derecho tributario" (traducciôn de 
F. SAINZ DE BUJANDA), Ed.Der.Fin., Madrid, 1957, pâgs. 
68-69.
(35) Concepto que vuelve a reproducir en su obra "1 concetti 
fondamentali di Diritto tributario", Utet, Turin, 1956.
(36) "Principles...", cit., vol.11.
(37) Para una exposiciôn critica del concepto de relaciôn
juridica tributaria compleja, véase, en nuestra doctri­
na: RODRIGUEZ BEREIJO, op.cit., pâgs. 277 y ss.; PEREZ 
DE AYALA, J.L., "Potestad de imposiciôn y relaciôn tri­
butaria (1 1 ): las teorias sobre la relaciôn juridica
tributaria y su revisiôn en la moderna doctrina", en 
RDFHP, nùm. 8 6 , 1970, pâgs. 137 y ss.
(38) SDFUM, dirigido por SAINZ DE BUJANDA, "Notas de Derecho 
financiero", Servicio de Publicaciones de la Facultad 
de Derecho de la Universidad Complutense, t.l, vol. 22, 
Madrid, 1976, pâg. 207.
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(39) Volveremos sobre ello en el capitule 111, dedicado a 
la identificacion de la unidad familiar, al poner de 
manifiesto la nocion juridico legal de la misma.
(40) Vid., en este sentido, el "recurso a la categoria de 
relaciôn juridica tributaria", para explicar el regimen 
de transparencia fiscal, en FALCON Y TELLA, R., "Anâli­
sis de la transparencia tributaria", lEF, Madrid, 1984, 
pâgs. 29 y ss.
(41) Sobre este tema, vid. SAINZ DE BUJANDA, "Sistema...", 
cit., pâgs. 399 y ss.
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1. CONCEPTO DE UNIDAD FAMILIAR
A.- Introducciôn.
Una de las cuestiones bâsicas con que se enfrenta el 
legislador a la hora de configurar un impuesto de naturaleza 
personal es la determinaciôn del sujeto o grupo de sujetos 
a quienes deba referirse la manifestaciôn de capacidad econô- 
mica que se quiere someter a tributaciôn. Esta decisiôn ad­
quiere un especial relieve en el âmbito del impuesto sobre 
la renta de las personas fisicas que, siendo el impuesto per­
sonal y el impuesto subjetivo por antonomasia, ha de estructu 
rarse teniendo en consideraciôn el marco familiar en el que 
el individuo se desenvuelve y en el que desarrolla su existen 
cia, y que tan decisivamente influye sobre su propio nivel 
de vida.
En este orden de consideraciones, llega a suscitarse 
el problema de quién sea en realidad el titular de aquella 
capacidad econômica sobre la que ha de incidir el tributo, 
manifestândose en toda su plenitud la dialéctica idividuo-gru 
po familiar (1). La figura de la unidad familiar surge preci­
samente como una posible respuesta al problema referido, y 
tal origen no plantea el menor género de duda o interpreta- 
ciôn. Sin embargo, lo que no parece tan incuestionable es el 
propio concepto de unidad familiar, ya que la expresiôn es 
utilizada frecuentemente para designar distintas realidades, 
bien sea para aludir a un conjunto de problemas, relacionados 
entre si, pero que pueden y deben ser diferenciados, bien pa-
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ra referirse a alguno de esos problemas en particular.
No es ajena a esta diversidad el que sobre el tema de 
la unidad familiar, ademas de la especifica problematica tri- 
butaria, gravita toda una serie de consideraciones sociales, 
sociologicas, politicas, etc. (2 ), que no siempre se delimi- 
tan con claridad de lo que constituye propiamente el aspecto 
jurldico (3 ), asi como el hecho de que, cuando de unidad fam^ 
liar se trata, da la impresion de que se tiene una idea pre- 
concebida de lo que por tal deba entenderse.
Habremos de indagar, por tanto, en primer lugar, el 
concepto de unidad familiar, intentando desentranar cual es 
la realidad tributaria que este concepto comprende (4 ).
B .- Sentido estricto.
a) Unidad familiar como modalidad de unidad contribu- 
yente.
En el ambito de la tributacion de las personas flsi- 
cas, como ya hemos indicado, el establecimiento de un impues- 
to personal plantea un problema fundamental y previo: la de-
signacion de la unidad contribuyente.
Por designacion de la unidad contribuyente debe enten­
derse la determinacion de la persona o personas cuya capaci- 
dad economica ha de quedar sometida a tributacion (5). Con 
claridad y precision define Soler Roch la unidad contribuyen­
te al decir que se trata de una "nocion de caracter economico
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que désigna al ente al que se atribuye, de modo unitario, la 
riqueza qüe se quiere, en cada caso, gravar" (6 ). En puridad, 
puede calificarse a este problema de previo porque la corres- 
pondiente figura tributaria deberâ estructurarse a partir de 
la decision tomada sobre el mismo (7). El término unidad con­
tribuyente es utilizado con preferencia en los trabajos y por 
cuantos autores se han ocupado del tema, pero en ocasiones 
también se emplea el de "unidad de imposiciôn" (8 ), o se ha- 
bla de "unidad fiscal" (9 ) para designar el mismo concepto.
Por lo general, la opciôn respecte a la delimitaciôn 
de la unidad contribuyente se plantea en termines de elegir 
"entre dos modalidades distintas de gravamen: individual o
familiar, en funciôn ae la valoraciôn que se otorgue a la in- 
cidencia de la realiaad familiar en la capacidad econômica 
del individuo" (10). Ciertamente, la alternativa fundamental 
puede reducirse a los termines unidad contribuyente indivi­
dual 6 familiar, pero este binomio no agota todas las posibi- 
lidades. En este sentido, quizâs sea mas exacte distinguir 
entre unidad contribuyente individual, este es, la persona 
fisica aislada, y unidad contribuyente supraindividual, es 
decir, de âmbito mas amplio que el individuo. Dentro de esta 
segunda categorla pueden diferenciarse, a su vez, varias posi 
bilidades:
1â: Que la unidad contribuyente esté constituida por 
los cônyuges.
2ë: Que la unidad contribuyente esté integrada por los 
cônyuges y por los hijos a su cargo.
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3-: Que en la unidad contribuyente se incluyan perso­
nas del circule familiar distintas de los hijos.
4^: Que la unidad contribuyente esté formada por perso 
nas que vivan en comùn, aunque no estén unidas por lazos faird 
liares o vinculos de parentesco (1 1 ).
Los très primeros supuestos constituyen modalidades 
de unidad contribuyente familiar, mientras que el cuarto inte 
gra una unidad contribuyente supraindividual, pero no fami­
liar, y cae, por tanto, fuera del tema objeto de nuestro estu 
dio (1 2 ).
El sentido que hemos dado' ea llamar estricto del con­
cepto de unidad familiar se corresponde con la opciôn de gra­
vamen familiar; es decir, se trata de una unidad contribuyen­
te, de naturaleza supraindividual, definida por relaciôn al 
grupo familiar al que el individuo pertenece (13). La elecci- 
ôn de ésta u otra modalidad de unidad contribuyente estarâ 
supeditada a la decisiôn de si se considéra portador de la 
respectiva capacidad econômica a la familia o grupo en el que 
el individuo se encuentra inserto, o a éste, como persona fi­
sica aislada.
b) Unidad contribuyente familiar y tributaciôn conjun- 
ta: proximidad y distinciôn.
La nociôn de unidad familiar como modalidad de unidad 
contribuyente va indisolublemente unida al establecimiento 
de un sistema de tributaciôn conjunta o acumulada. Asi, es 
tradicional tomar como punto de partida en los estudios dedi-
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cados al tema que nos ocupa, la consideraciôn de la alternat! 
va tributaciôn separada "versus" tributaciôn conjunta (1 4 ). 
En el primer caso, la unidad impositiva es el individuo, con 
independencia, en principio, de cuâl sea su situaciôn perso­
nal, mientras que en el segundo la unidad impositiva es la 
familia o grupo familiar, mas o menos ampliamente considera- 
do. El criterio fundamental de distinciôn entre ambos siste- 
mas radica en que exista o no acumulaciôn de bases imponibles
(15). En el sistema de tributaciôn separada la base imponible 
del impuesto es la que corresponda a cada persona considerada 
aisladamente, como individuo. En el sistema de tributaciôn 
conjunta o acumulada la base imponible esta constituida por 
la suma de las bases impoonibles de todos los miembros inclul 
dos en el grupo familiar considerado.
Entre unidad contribuyente familiar y sistema de tribu 
taciôn conjunta se da una correspondencia absoluta. En este 
sentido, tanto darla plantear la cuestiôn en termines de de- 
terminaciôn de la unidad impositiva individual o familiar, 
como de elecciôn de un sistema de tributaciôn aislada o inde- 
pendiente, frente a un sistema de tributaciôn conjunta o acu­
mulada (es decir, familiar, haciendo abstracciôn de la posibi 
lidad de tributaciôn conjunta pero no familiar anteriormente 
mencionada). Si se elige al individuo como unidad contribuyen 
te el impuesto correspondiente se estructurarâ en base a un 
sistema de tributaciôn aislada, mientras que si se opta por 
la familia, irremediablemente ha de establecerse un sistema 
de acumulaciôn. En este sentido puede decirse que ambos con-
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ceptos son équivalentes, en cuanto hay una correspondencia 
(equivalencia) absoluta entre ellos.
Sin embargo, lo que, a nuestro entender ya no es exac­
te es considerar ambos conceptos como idénticos, de ahi la 
necesidad de diferenciar este sentido estricto de unidad farni^  
liar. Efectivamente, una cosa es el ente al que se atribuye 
o con relaciôn al cual se détermina la riqueza que se quiere 
gravar (unidad contribuyente), y otra cosa distinta es el co­
mo se détermina esa riqueza (sistema de tributaciôn).
Para incidir en esta distinciôn es necesario hacer re- 
ferencia al concepto de impuesto personal. Sabido es que el 
impuesto personal se caracteriza por tener "como fundamento 
un presupuesto objetivo que no puede ser pensado mas que por 
referenda a una persona determinada" (16). El elemento obje­
tivo del presupuesto de hecho en esta clase impuestos ha de 
ser, consiguientemente, definido por la norma con referenda 
a un sujeto determinado. "La renta global -escribe Sainz de 
Bujanda- o el patrimonio de un sujeto, sôlo pueden concebirse 
como objeto impositivo si van referidos a un ente concrete 
y determinado (17). Pues bien, el concepto de unidad contribu 
yente familiar ha de situarse en relaciôn con esa configura- 
ciôn del hecho imponible, ya que el presupuesto de hecho pue­
de tener una dimensiôn individual, en cuyo caso la personali- 
zaciôn se realiza o concreta en el individuo, y puede tener 
una dimensiôn mas compleja, actuando entonces la personaliza- 
d ô n  del gravamen a través de un ente supraindividual (1 8 ): 
la familia en nuestro caso.
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Esta afirmaciôn no debe inducir a error, ya que en rea 
lidad con la expresiôn familia o ente familiar se esta desig- 
nando un conjunto de personas fisicas, pero no un sujeto de 
distinta naturaleza; quiere decirse que aquélla no es mas que 
un modo abreviado de referirse a estas.
Cuando nos referimos a un sistema de tributaciôn lo 
que se esta planteando es la determinaciôn de la base imponi­
ble del impuesto correspondiente: si se trata de un sistema 
de tributaciôn individual la base imponible (cinéndonos al 
impuesto personal) comprenderâ la renta global o el patrimo­
nio de una sola persona; si, por el contrario, se trata de 
un sistema de tributaciôn conjunta la base imponible estarâ 
constituida por la suma de las rentas globales o patrimonies 
correspondientes a varias personas. De esta forma cobra todo 
su sentido la afirmaciôn de que "en el sistema de imposiciôn 
separada la unidad subjetiva es el individuo, mientras que 
en los de imposiciôn conjunta o acumulaciôn la unidad es la 
familia"(19).
c) Aspecto econômico y significado juridico: breve re- 
ferencia al principio de capacidad contributiva.
La unidad familiar esta constituîa por una relaciôn 
o situaciôn que asciende al piano jurldico directamente a tra 
vés de la normativa tributaria, es decir, sin haber sido an­
tes configurada por otro sector del ordenamiento. Cuando el 
legislador tributario acoge la figura de la unidad familiar 
esta haciendo relevante en el mundo jurldico una realidad to-
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mada de la realidad social y econômica. La designaciôn de la 
familia como unidad contribuyente présenta, como todo el fenô 
meno de la imposiciôn, un aspecto de clara significaciôn eco­
nômica. La familia, reconocida como una unidad de consumo (y 
a veces de producciôn), "la economia doméstica" (20), consti­
tuye una unidad econômica y en cuanto tal plantea, en relaci­
ôn con la imposiciôn, una amplia y compleja problematica que 
puede ser abordada desde una perspectiva y aplicando unos cri 
terios distintos a los de la ciencia jurîdica (21).
Sin embargo, no por ello puede decirse, obviamente, 
que la unidad familiar sea un concepto econômico, porque al 
ascender al piano jurldico, la norma reviste esa realidad so­
cial y econômica con el atributo de la juridicidad, transfor- 
mândola en una realidad jurldica (22). Lo que debemos pregun- 
tarnos entonces en este punto inicial es por que el legisla­
dor ha considerado necesario "transformar" la realidad unidad 
familiar en concepto jurldico; o, como dirla Salnz de Bujan­
da, lo que ha de desentranarse "son los criterios valorativos 
que han presidido la operaciôn creadora de la realidad jurldi 
ca" (23). Sin perjuicio de que en otro capltulo tratemos mas 
ampliamente del fundamento de la unidad familiar, la duda que 
se suscita en este momento es el presupuesto bâsico de la de­
signaciôn de la familia como unidad contribuyente, llegando 
a sustituir a la que en principio parece que deberla ser la 
unidad contribuyente "natural", tratândose de la imposiciôn 
sobre las personas fisicas: esto es, la unidad contribuyente 
individual.
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La unidad contribuyente familiar se ha fundamentado 
repetidamente en el postulado de la comunidad econômica en 
el seno de la familia, ya que ésta se ofrece como "centro 
unificado de decisiones respecto a adquisiciones, consumo y 
ahorro, en funciôn de sus totales ingresos y del numéro de 
individuos que la integran" (24). En este orden de considera­
ciones es verdaderamente significativa la afirmaciôn que hace 
Cosciani con relaciôn al impuesto sobre la renta, al decir 
que "la admisiôn de la familia como unidad contribuyente, no 
se basa en el presupuesto jurldico de la disponibilidad de 
la renta por parte de su poseedor, sino en un presupuesto eco 
nômico... Quien acepta este principio... parte de la premisa, 
a veces impllcita, de que dada una cierta cuantla de renta 
de la familia^ ésta se distribuye en el presupuesto fami­
liar entre las diversas categorlas de gasto y entre consumo 
y ahorro del mismo modo tanto si la renta proviene de un miem 
bro sôlo o de varios" (25).
Ciertamente, no se puede negar el fundamento econômico 
de la unidad familiar, pero &sôlo tiene un fundamento econômi 
co?. c,Cuando el legislador tributario acoge la unidad fami­
liar lo hace ùnicamente por razones de Indole econômica?. Sin 
duda la respuesta ha de ser negativa, porque es el principio 
de capacidad econômica o capacidad contributiva el que hace 
relevante a la unidad familiar en el piano juridico. El legis 
lador puede considerar al nùcleo familiar como unidad suscep­
tible de imposiciôn "en la medida en que trasciende la mera 
capacidad econômica individual de los miembros que la compo- 
nen" (26), como consecuencia de la adopciôn conjunta de deci-
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siones, puesta en comùn, et., pero, adviértase bien que es 
a consecuencia de ello, pero no exclusivamente por ello. Esta 
insuficiencia de la realidad econômica familiar como presupu­
esto bâsico es manifestada por Palao al referirse a la "exis- 
tencia efectiva o presunta de una 'comunidad doméstica' como 
condiciôn necesaria, aunque no suficiente, para una especial 
consideraciôn (de la familia), por las normas fiscales" (27).
Al decir que la unidad familiar puede ser una unidad 
econômica susceptible de imposiciôn no debe entenderse tal 
expresiôn en el sentido de que pueda asumir la titularidad 
pasiva de la relaciôn tributaria; este es un problema distin- 
to, al que nos referiremos mâs adelante. Lo que tal expresiôn 
quiere significar, como ya hemos manifestado, es que la fami­
lia puede ser identificada como "titular o portadora de la 
correspondiente capacidad econômica o contributiva sometida 
a gravamen por el tributo de que se trate" (28).
Y en este sentido, habria que matizar la afirmaciôn 
de Cosciani, ya que la admisiôn de la familia como unidad con 
tribuyente no se basa, efectivamente, en el presupuesto juri­
dico de la disponibilidad de la renta por parte de su posee­
dor, pero, desde luego, si se basa en un presupuesto juridi­
co : el principio de capacidad contributiva, como criterio ma­
terial de justicia para la distribuciôn de la carga tributa­
ria (29). El fundamento juridico de la unidad familiar debe 
hallarse en el principio contributivo que, en la medida en 
que se considéré que la pertenencia a una familia modifica, 
cualitativa y cuantitativamente, la capacidad econômica indi-
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vidual, exigirâ que dicha capacidad se considéré de modo con­
junto y no individualmente (30). Asi pues, el fundamento eco­
nômico de la unidad contribuyente familiar, que en modo algu­
no puede discutirse, no se puede confundir ni identificar con 
la idea de justicia que hace operative a este concepto en el 
campo del Derecho tributario.
C.- Sentido amplio.
aj Ünidad familiar como modo abreviado de referencia 
al problema del tratamiento tributario de la familia.
Sabemos que unidad familiar, estrictamente considera­
da, es una modalidad de unidad contribuyente de carâcter su­
praindividual, en la que se incluyen un conjunto de personas 
unidas por lazos familiares. Sin embargo, este sentido estric 
to no suele ser objeto de consideraciôn aislada, ya que cuan­
do se aborda el tema de la unidad familiar, incluso cuando 
se hace bajo la denominaciôn de unidad contribuyente, se tra­
ta por lo general del problema mâs amplio del tratamiento £is 
cal de las rentas familiares. Ello es perfectamente lôgico, 
ya que la elecciôn de la unidad contribuyente es una cuestiôn 
preliminar, pero inmediatamente hay que plantearse cuâl debe 
ser el tratamiento fiscal que haya de darse a la unidad elegi^ 
da (31). Cuando se habla de unidad familiar normalmente se 
estâ pensando no sôlo en una determinadas unidad impositiva, 
sino también, y muy especialmente, en todo un conjunto de mé- 
todos y normas referentes a la determinaciôn y cuantificaciôn
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y cuantificaciôn de la deuda tributaria (acumulaciôn, deduc- 
ciôn por circunstancias familiares, etc.) (32). Llamamos asi 
unidad familiar en sentido amplio a todo el conjunto de pro­
blemas que el sometimiento a tributaciôn de la familia o gru­
po familiar supone o implica.
Se trata de una cuestiôn compleja ya que, como senala
Ramallo, aunque la alternativa gravamen individual "versus"
gravamen familiar es sencilla, "la instrumentaciôn técnica 
en donde quede plasmada la opciôn polltica que se adopte pue­
de ser muy variada. Y las soluciones, incluso, ademâs de mul­
tiples son relativas, pues, en ultima instancia..., a los mi^ 
mos resultados se puede llegar construyendo una base imponi­
ble amplia, por la acumulaciôn de rentas o patrimonies, esta- 
bleciendo tipos impositivos bajos y deducciones elevadas, que 
buscando bases imponibles de menor amplitud, mediante la no 
acumulaciôn, elevando los tipos y disminuyendo la cuantla de 
las deducciones" (33).
El problema de la designaciôn y tratamiento de la uni­
dad contribuyente, como tal cuestiôn jurldica, puede ser abor 
dado en dos niveles o momentos ditintos (34). En el primero 
de ellos, el problema se plantea "antes" de su regulaciôn por 
un ordenamiento determinado; el campo de estudio es entonces 
muy amplio, ya que deben tenerse en cuenta todas las alterna­
tives posibles y efectûar una valoraciôn de las mismas. En 
el segundo, la realidad de que se trata ha sido ya definida 
y configurada por el ordenamiento juridico y el objeto de es­
tudio se limita a esa regulaciôn positiva.
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Planteado el tema de la unidad familiar en el primero 
de esos momentos, su objeto no puede limitarse a considerar 
el tratamiento fiscal de la unidad familiar, ya que ésta no 
es mâs que una posibilidad, que debe ser analizada en compara 
ciôn con las otras alternativas posibles. Por ello, para refe 
rirnos en este momento de nuestro trabajo al sentido amplio 
de unidad familiar, considérâmes mâs adecuado aludir al trata 
miento tributario de la familia, lo que no presupone una op­
ciôn concreta, sino una consideraciôn del problema (35).
Cuando nos planteamos el tema de la unidad familiar 
en la regulaciôn positiva de un impuesto determinado el pano­
rama se ha concretado considerablemente, ya que queda referi- 
do a un determinado tratamiento, de una determinada modalidad 
de unidad contribuyente. Ahora bien desde esta perspectiva, 
la unidad familiar no se circunscribe a la delimitaciôn de 
un concepto plasmado en una norma tributaria; antes al contra 
rio, lo que ha de delimitarse es todo un conjunto de disposi- 
ciones relativas a la aplicaciôn y determinaciôn de un tribu­
to, en funciôn de esa unidad familiar.
b) Aspectos y problemas que deben diferenciarse.
En el tratamiento tributario de la familia aparecen 
entremezclados una diversidad de problemas que es necesario 
delimitar con claridad para una exacta comprensiôn del mismo. 
Estos problemas pueden delimitarse en torno a los dos aspec­
tos sustanciales del tratamiento tributario de la familia.
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1 2 . El primero de esos aspectos se refiere a la "deter 
minaciôn de la carga tributaria que ha de recaer sobre la fa­
milia o sobre sus miembros"(36). Es este el aspecto al que 
mâs atenciôn se le ha dedicado, por su intima conexiôn con 
las exigencias de igualdad y justicia distributiva, y en el 
que se centran principalmente las discusiones en esta mate­
ria. La cuantificaciôn del débite tributario que, como es sa­
bido, se détermina en funciôn de la base imponible y del tipo 
de gravamen, depende, por lo que anuestros efectos se refiere, 
de las siguientes cuestiones:
- En primer lugar, cuestiôn que puede calificarse de 
primaria, se plantea la opciôn entre dos alternativas: impo­
siciôn separada o imposiciôn acumulada, segûn que la unidad 
subjetiva bâsica deba ser el individuo o el grupo familiar. 
Sabemos ya que en" el primer caso la base imponible del impues­
to serâ la que corresponda a cada persona fisica, considerada
aisladamente, y con independencia de que pertenezca o no a 
una familia. En el segundo caso, la base imponible del impues­
to estarâ constituida por la suma de las bases imponibles de 
los miembros incluidos en el grupo familiar. Al sumarse aqué- 
llas, pasan a formar una base imponible conjunta o acumulada.
En el supuesto de que se opte por un sistema de imposi 
ciôn conjunta, se plantea, ademâs un problema especifico. Si 
el impuesto es progresivo se produce un incremento de progre- 
sividad por efecto del juego combinado de acumulaciôn de ba­
ses imponibles y tarifa progresiva. Este efecto puede ser de- 
seado, y no adoptarse medida alguna respecto al mismo, o pue­
de ser indeseado, total o parcialmente, en cuyo caso deberâ
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corregirse consecuentemente.
- La segunda cuestiôn de la cual depende la carga tri­
butaria que ha de recaer sobre la familia o sobre sus miem­
bros es la relevancia que se concéda a las circunstancias per 
sonales y familiares en si mismas consideradas (37). Es éste 
un problema distinto al mencionado en primer lugar:
-porque es de diferente naturaleza: se trata, como es 
obvio, del fenômeno de la subjetivaciôn del impuesto; 
-porque surge tanto en el sistema de imposiciôn sépara 
da como en el de imposiciôn conjunta, y 
-porque dentro de cada una de las alternativas separa- 
ciôn-acumulaciôn es posible atender al mismo con muy 
diversas fôrmulas (38).
En este orden de consideraciones manifiesta Palao que 
"el problema de la cuantificaciôn de las deudas tributarias 
de las personas unidas por lazos familiares es mâs amplio y 
se plantea cualquiera que sea el término elegido dentro de 
la primera alternativa sehalada. Se trata, en general, de de- 
terminar si y en qué manera van a ser tenidas en cuenta las 
circunstancias familiares a efectos de la cuantia del impues­
to" (39). Asi pues, se trata de dos problemas distintos, pero 
ambos son relevantes por lo que a la determinaciôn de la car­
ga tributaria sobre los miembros de la familia se refiere (40).
22. El segundo de los aspectos es el relative a la asun 
ciôn de la titularidad pasiva de las distintas situaciones 
jurldicas subjetivas a que dâ lugar la aplicaciôn del impues­
to, y, en primer lugar, de la obligaciôn tributaria material
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(41). Este aspecto debe diferenciarse claramente del anterior
(42), si bien la relaciôn entre ellos es "asimétrica" en el 
sentido de que sôlo ofrece distintas posibilidades de configu 
raciôn en el supuesto de imposiciôn conjunta, ya que la tribu 
taciôn separada implica la existencia de titularidades juridi 
cas diferenciadas en cada sujeto pasivo. Pero "que se trata 
de dos aspectos distintos lo demuestra que un mismo sistema 
de determinaciôn de las cargas familiares puede coexistir con 
diversas configuraciones de los sujetos pasivos del impuesto. 
Asi, por ejemplo, la acumulaciôn puede aplicarse considerando 
sujeto pasivo sôlo al maridoo bien a ambos cônyuges por sepa- 
rado" (43).
Dentro de este segundo aspecto debe diferenciarse tam­
bién la atribuciôn de los deberes juridicos formales. sobre 
la cual pueden matenerse, sustancialmente, dos posturas: o
bien entender que viene determinada por la configuraciôn que 
se adopte para la titularidad pasiva material (44), o que, 
por el contrario, no tiene por qué coincidir con aquélla con­
figuraciôn (45). En definitiva, nos referimos al problema de 
la denominada "solidaridad formai", esto es, si la solidari- 
dad se extiende también a los deberes formales. Este problema 
no se plantea con relaciôn a la unidad familiar en nuestro 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, ya que a tal 
efecto se disponen normas propias para esta figura, pero ello, 
precisamente, no resuelve el problema genérico de la "solida­
ridad formai".
42
c) Impuestos en los que el problema se plantea. 
c ') Impuestos personales.
Hasta ahora hemos tratado del concepto de unidad fami­
liar sin referirlo exclusivamente al impuesto sobre la renta, 
ya que la unidad familiar, en cuanto modalidad de unidad con­
tribuyente sometida a un sistema de tributaciôn conjunta o 
acumulada, puede plantearse, en principio en todo impuesto 
personal que grave a las personas fisicas. Sin embargo, la 
unidad familiar encuentra su mâs adecuado planteamiento en 
el impuesto sobre la renta, y a él se circunscribe el tema 
objeto de nuestro estudio, por lo que procédé justificar esta 
delimitaciôn.
Las condiciones que deben darse en un impuesto para 
que en él pueda plantearse el tema de la unidad familiar son 
las siguientes: Es necesario que se trate de un impuesto per­
sonal , porque es justamente en los impuestos de esta naturale 
za, %n los que el presupuesto objetivo se define con relaciôn 
a una persona determinada, donde puede tenerse en cuenta la 
pertenencia de la misma a un ente de naturaleza supraindivi­
dual como es la familia, tanto a efectos de la propia configu 
raciôn del hecho imponible, como de definiciôn de la base im­
ponible del impuesto. Sôlo en este tipo de impuestos la base 
imponible puede estar constituîa por la suma de las bases im­
ponibles correspondientes a varias personas. Ademâs, "el tipo 
de problemas que se plantean aqui surgen por definiciôn tan 
solo respecto a las personas fisicas y a los impuestos que 
las gravan. En los impuestos sobre las personas jurldicas se
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plantean problemas de acumulaciôn de naturaleza muy diversa 
(tratamiento fiscal de los grupos de sociedades, por ejonplo" 
(46). Asimismo, para que la acumulaciôn tenga verdadera tras- 
cendencia, o lo que es lo mismo, para que incida sobre la ca­
pacidad econômica de la unidad gravada, es necesario que se 
trate de un impuesto progresivo, porque sôlo en este caso la 
acumulaciôn de las bases imponibles de varios sujetos influye 
sobre la cuantia de la deuda tributaria (47). "En los impues­
tos con tipo proporcional la acumulaciôn o no de las bases 
imponibles puede suscitarse como problema (de indole mâs for­
mai) de determinaciôn de dichas bases, de cumplimiento de de­
beres formaels, etc., pero sin trascendencia respecto a la 
cuantia del impuesto a satisfacer" (48).
De acuerdo con este planteamiento, parece que el tema 
de la unidad familiar puede suscitarse en très impuestos dis 
tintos: el impuesto sobre la renta, el impuesto sobre el pa­
trimonio neto y el impuesto sobre sucesiones, ya que los 
très pueden reunir esas caracteristicas. Tal fué el punto de 
partida del Congreso de la IFA celebrado en Madrid en 1972, 
cuyo primer tema quedaba referido "a la consideraciôn que re- 
ciben las familias desde el punto de vista de los impuestos 
sobre la renta y sobre el patrimonio y de los derechos de su- 
cesiôn" (49). Sin embargo, el problema del tratamiento fiscal 
de la unidad familiar se ha planteado de manera principal y 
casi exclusiva en el impuesto sobre la renta. Veamos sucinta- 
mente por qué.
Por lo que se refiere al impuesto sobre el patrimonio
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neto, "puede afirmarse que en aquellos sistemas en que esta 
vigente un impuesto sobre el patrimonio de las personas fisi­
cas la opciôn gravamen individual 'versus' gravamen familiar 
se ha planteado y ha sido mayoritariamente resuelta a favor 
de la familia como unidad contribuyente, a través del sistema 
de tributaciôn conjunta de los bienes y derechos que la inte­
gran" (50). Pero a pesar de ello el problema no suele ser ob­
jeto de consideraciôn aislada o ‘independiente, ya que, dada 
la estrecha relaciôn que existe entre este impuesto y el im­
puesto sobre la renta por cuanto aquél puede ser considerado 
complementario de éste (51), la unidad familiar debe regular- 
se conforme a los mismos principios en uno y en otro (52). 
Como pone de relieve el profesor Palao (53), el hecho de que"la 
unidad familiar en el impuesto sobre el patrimonio ho haya 
dado origen a tantas discusiones como en el impuesto sobre 
la renta, puede deberse entre otras a las siguientes causas: 
1è, la limitada difusiôn de esta modalidad impositiva (54); 
2^, el hecho de que los tipos sean en algunos sistemas propor 
cionales, lo que élimina el problema (55); 3^, la naturaleza 
misma del patrimonio como objeto de gravamen, frente al cual 
tienen especial consistencia los argumentos en favor de la 
acumulaciôn (56). En particular, la acumulaciôn se justifica 
como medio para evitar el fraccionamiento artificial del pa­
trimonio familiar entre los miembros del grupo (57).
En este orden de consideraciones es ciertamente expre- 
siva la observaciôn que hacia Erik Reuterswârd en la ponencia 
general del Congreso de la IFA, de 1972, al senalar que "mien 
tras que exista imposiciôn acumulada... en el impuesto sobre
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la renta no parece que puedan suscitarse objeciones contra 
la imposiciôn conjunta de los patrimonios", y conclula este 
punto afirmando que la existencia, en general, de dicha acurnu 
laciôn y "la manera en que se ha regulado tal imposiciôn de 
las unidades no dan lugar a ningùn comentario por parte de 
la IFA" (58).
En cuanto a los impuestos sucesorios, tanto si se tra­
ta del impuesto que recae sobre las adquisiciones o cuotas 
hereditarias, como del que grava el patrimonio del difunto, 
no se plantea en ningùn caso problemas de delimitaciôn de una 
unidad contribuyente familiar, ni de imposiciôn conjunta, en 
consecuencia. "En efecto, en cuanto al impuesto sobre las aa- 
quisiciones hereditarias no se plantea problema alguno de im­
posiciôn conjunta de unos y otros herederos. Por lo que se 
refiere al impuesto sobre el patrimonio hereditario, las eues 
tiones que se plantean son, en el caso de que en el momento 
de la muerte existiera un matrimonio, mâs que de acumulaciôn, 
de deslinde de los bienes pertenecientes al fallecido respec­
to a los de su cônyuge, pues la muerte produce la disoluciôn 
de la sociedad conyugal. Esta disoluciôn estâ regida princi­
palmente por las normas civiles que determinan la titularidad 
de las distintas clases de bienes" (59). Asi pues, aunque en 
los impuestos de esta clase se tengan en cuenta las relacio- 
nes familiares (60), principalmente a efectos de determinar 
el tipo aplicable a las adquisiones hereditarias, como es sa­
bido, se trata de un tema distinto al de la tributaciôn de 
la familia como unidad contribuyente, y los problemas que pue 
da suscitar son, por tanto, de distinta naturaleza (61).
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El planteamiento autônomo y "universal" (62) del tema 
de la unidad familiar queda asi referido al impuesto sobre 
la renta de las personas fisicas, paradigma o exponente tipi- 
co de impuesto personal, impuesto progresivo por excelencia 
y el mâs idôneo para valorar la efectiva capacidad econômica 
de cada uno de los contribuyentes.
b ) Relaciones familiares e impuestos subjetivos: delimj^ 
taciôn respecto al tema objeto de estudio.
La influencia de las circunstancias personales y 
familiares constituye uno de los aspectos de los cuales depen 
de la determinaciôn de la carga tributaria que ha de recaer 
sobre la familia o sobre sus miembros, y es, por tanto, uno 
de los problemas que deben abordarse dentro del tratamiento 
tributario de la familia.
Ahora bien, la subjetividad del impuesto no es propia 
mente una cuestiôn especifica de aquel problema, en el senti­
do de que sôlo se plantée cuando la unidad contribuyente es 
la familia, ya que en los impuestos personales en general do­
mina el criterio subjetivo de imposiciôn y por lo tanto se 
verifica la adaptaciôn del gravamen a las circunstancias per­
sonales del contribuyente, aunque se trate de un sistema de 
imposiciôn individual. Como ha puesto de manifiesto Sainz de 
Bujanda, en los impuestos personales la adaptaciôn a la capa 
cidad contributiva se reliza mâs enérgicamente que en el im­
puesto real, verificândose esa adaptaciôn a través dh dos vias: 
1^: sometiendo al impuesto las rentas o bienes de una persona
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en vez de los bienes o rentas considerados en su objetividad. 
2^: Adaptando el gravamen a las circunstancias personales 
-familiares, sociales-, del contribuyente (63). Ello no se 
contradice, obviamente, con la realidad de que en el supuesto 
de que la unidad subjetiva tributaria sea la familia, esas 
circunstancias adquieren una dimension mâs compleja, por cuan 
to, por propia definiciôn, han dè referirse entonces a un gru­
po de personas y no a una sola persona. La relaciôn entre tra 
tamiento tributario de la familia y subjetividad del impuesto 
es Clara y no es necesario insistir sobre ello.
Ahora bien, lo que queremos senalar aqui es que la pre 
sencia de las relaciones familiares en un impuesto puede con^ 
tituir un problema de distinta indole al que plantea la reali 
dad familiar desde el punto de vista que lo abordamos noso- 
tros. En este sentido, como tan acertadamente ha puesto de 
relieve Sainz de Bujanda, "la '^ ubjetivaciôn' o la 'objetiva- 
ciôn' del impuesto es un fenômeno amplisimo que afecta al si£ 
tema de determinaciôn de las cuotas impositivas y que, por lo 
tanto, no puede juridicamente identificarse -aunque de hecho 
ambos fenômenos ofrezcan amplias zonas de coincidencia- con 
la distinciôn entre impuestos reales y personales, que sôlo 
responde a la distinta configuraciôn del presupuesto objeti­
vo...". "La 'subjetivaciôn' del impuesto, continua el profe­
sor de Madrid, se producirâ, efectivamente, siempre que los 
elementos de cuantificaciôn de la deuda tributaria -es decir, 
la base imponible, los tipos de gravamen y los recargos o de­
ducciones de la cuota- se acomoden a las circunstancias perso 
nales del sujeto pasivo... Por tal razôn los impuestos reales
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son susceptibles -sin perder esta naturaleza- de subjetiva­
ciôn" (64) .
La identificaciôn de la subjetividad del gravamen como 
un fenômeno especifico pone de manifiesto que la relevancia de 
las circunstancias personales y familiares, a efectos de cuan 
tificaciôn de la deuda tributaria, pueden ser contempladas 
en su propia subjetividad, como objeto de consideraciôn aisla 
da. Esta circunstancia se advierte o identifica claramente 
con relaciôn a aquellos impuestos en que, bien por su propia 
naturaleza (impuestos reales), bien por su configuraciôn nor­
mativa (impuestos sucesorios), no se plantea problema de de­
terminaciôn de una unidad contribuyente familiar y, sin embar 
go, la realidad familiar de la persona obligada es relevante 
para la cuantificaciôn de la obligaciôn tributaria (65). Pero 
también en aquellos impuestos en los que puede establecerse 
la tributaciôn conjunta (impuesto sobre la renta, impuesto 
sobre el patrimonio), es posible llevar a cabo un estudio es­
pecifico de la subjetivaciôn de los mismos, puesto que a pe­
sar de la Intima conexiôn entre personalidad y subjetividad 
por razôn del principio de capacidad contributiva, se trata 
de fenômenos perfectamente diferenciables des el punto de vis 
ta estructural.
Desde esta perspectiva, la realidad familiar y, mâs 
concretamente, la relevancia de las relaciones familiares, 
se ha planteado en âmbitos impositivos muy diversos; no sôlo 
en el impuesto sobre la renta, sobre el patrimonio o en los 
impuestos sucesorios, sino también en el impuesto sobre trans
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misiones patrimoniales, en los suprimidos impuestos sobre los 
rendimientos de trabajo personal, sobre las rentas derivadas 
del capital, etc. (66), y no sôlo en el âmbito impositivo, 
sino también en el de toda la tributaciôn (67).
Lo que ocurre es que, generalmente, cuando se ha proce 
dido al examen de este tema, no se ha limitado el mismo a con 
siderar la familia desde la perspectiva de la subjetividad 
del gravamen, sino que se invierten los términos y se contem­
pla el fenômeno de la tributaciôn en funciôn de la familia, 
convirtiéndose ésta, si se nos permite la expresiôn, en "pro- 
tagonista tributaria" (68). El tema adquiere en no pocas oca­
siones connotaciones ideolôgicas, basadas en afirmaciones ta­
ies como que la familiar es la "célula fundamental de la so­
ciedad", "creaciôn milenaria" (69), "instituciôn natural" 
(70), u otras semejantes, y excede la consideraciôn jurldica 
del problema (71).
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2. EL TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LA FAMILIA: DIVERSOS SITEMAS.
A.- Planteamiento.
El estudio de los diversos sistemas de tratamiento fi^ 
cal de las rentas familiares puede efectuarse desde dos pers- 
pectivas diferentes, que implican diversos méto dos de abordar 
el problema. Segûn una de esas perspectivas, tal estudio pue­
de llevarse a cabo a través de las soluciones aportadas al 
problema de la tributaciôn de la familia en los distintos or- 
denamientos, lo que nos llevaria a una exposiciôn comparada 
de los diversos sistemas positives de imposiciôn de las ren­
tas familiares. Sin embargo, aunque el interés de todo examen 
del Derecho comparado es algo que no necesita ponerse de mani 
fiesto, en nuestro caso este tipo de planteamiento pierde par 
te de su virtualidad por razôn de la râpida evoluciôn a que 
esta sometida esta materia, que, como hemos indicado al ini- 
cio de este trabajo, es uno de los campos del Derecho tributa 
rio sujeto en la actualidad a mayores tensiones evolutivas. 
El cambio es tan râpido que se ha dicho por una destacada es- 
pecialista alemana que estos estudios comparativos nacen ya 
en parte superados en el momento de su publicaciôn (72).
Por ello, es necesario considerar la segunda de las 
perspectivas sehaladas, desde la cual se pretende destacar 
no una regulaciôn positiva determinada, o un conjunto de ellas 
sino cuales son los tipos fundamentales de los diversos siste 
mas, descubriendo las lineas esenciales en las que éstos se 
fundamentan (73). Esta forma de operar présenta la indudable
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ventaja de hacer resaltar con mayor claridad las opciones 
principales que se le ofrecen al legislador al regular esta 
materia.
A nuestro efectos, y en un intento de aprovechar el 
interés de ambos planteamientos, exponemos en primer lugar 
los sistemas de tratamiento fiscal de las rentas familiares 
desde esta segunda perspectiva, para después abordar cuâl ha 
sido la soluciôn acogida en los ordenamientos positivos mâs 
prôxirnos al nuestro (74).
En este orden de consideraciones, es un método prâcti- 
camente unânime plantearse el problema de la tributaciôn de 
la familia ocupândose en primer lugar del matrimonio, esto 
es, del tratamiento que deba darse a las rentas de los cônyu­
ges, y contemplando en un segundo término a los hijos. La fis 
calidad del matrimonio es asi considerada como exponente o 
centro de gravedaa del problema mâs amplio de la tributaciôn 
de las rentas familiares, ya que, por un lado, encontrar un 
tratamiento adecuado de aquél constituye la parte mâs dificil 
ael problema (75) y, por otro, se trata de un problema "prima 
rio", por cuanto el plantearse la inclusiôn o no ae los hijos 
(u otras personas de las que pueden integrar el grupo fami­
liar) en la unidad contribuyente, carece de sentido si previa 
mente no se han considerado como tal a los padres. De acuerdo 
con este planteamiento, también nosotros trataremos el proble 
ma general de la tributaciôn de las rentas familiares hacien­
do especial referencia a las rentas de los cônyuges y exami- 
nando en particular los problemas que plantean la tributaciôn
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de los hijos y de unidades fainiliares basadas en relaciones 
distintas de la conyugal. Si bien es necesario advertir que 
de esta forma de procéder no debe deducirse que existan dife- 
rencias realmente sustanciales en los postulados de los diver 
SOS sistemas cuando el problema se plantea con relaciôn a 
unas u otras personas o supuestos.
B .- Sistemas de tratamiento fiscal de las rentas familia- 
res.
a) Alternativa bâsica: imposiciôn separada "versus"
imposiciôn conjunta.
Los diversos sistemas de tratamiento fiscal de las ren 
tas familiares pueden clasificarse en dos grandes grupos, que 
se corresponden con las soluciones bâsicas de delimitaciôn 
de la unidad contribuyente: individual y supraindividual, es- 
to es, de âmbito mas amplio que el individuo. En el primer 
caso nos encontramos con el comunmente denominado sistema de 
imposiciôn separada, en el que la unidad subjetiva tributaria 
es el individuo; en el segundo supuesto, se trataria de un 
sistema de imposiciôn conjunta o acumulada, en el que la uni­
dad es la familia, mas o menos ampliamente considerada. Por 
ello este sistema se denomina también en ocasiones de "tribu- 
taciôn familiar" (76). En el sistema de imposiciôn separada, 
como sabemos, la base imponible esta constituîda por la renta 
de cada persona fisica, aisladamente considerada, mientras 
que en el sistema de imposiciôn conjunta, acumulada o fami-
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liar, se toma como base imponible la suma de las rentas de 
todas las personas incluidas en la unidad familiar delimitada.
Advierte el profesor Ramallo que "el termino acumula- 
cion en Derecho tributario, y concretamente en .los impuestos 
personales, puede entenderse tanto en sentido objetivo (ren­
tas de distintas 'fuentes' que se acumulan) como en sentido 
subjetivo (rentas acumuladas de mas de una persona individu­
al). En sentido técnico, y por lo aqui y ahora nos afecta, 
el sistema de acumulacion consiste en la vinculaciôn que el 
ordenamiento juridico hace de rentas de diferentes fuentes 
y sujetos... como si fuesen obtenidas y disfrutadas... por 
una persona individual y ùnica, a efectos de formar la base 
imponible del impuesto. La acumulacion en sentido objetivo 
es, pues, imprescindible a un impuesto personal, ya que, de 
lo contratio, estariamos ante la tradicional imposiciôn de 
producto, que grava rentas parciales. La acumulaciôn en sent^ 
do subjetivo ya no es, sin embargo, un requisito inherente 
a un impuesto personal" (77).
La existencia en el derecho comparado de ordenamientos 
en los cuales tiene lugar la acumulaciôn respecte del matrimo 
nio, pero no respecte de los hijos, ha llevado en ocasiones 
a formular una triple clasificaciôn de sistemas, aunque, en 
realidad, no se trata mas que de diferenciar en dos termines 
la alternativa de la tributaciôn acumulada. En el sentido se- 
nalado, en un Informe del Comité de Asuntos Fiscales de la 
OCDE, relative a las unidades familiares, se utilizan los 
termines, "imposiciôn separada" ("imposition séparée"), "impo-
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siciôn comûn" ("imposition commune") e "imposiciôn familiar" 
("imposition du revenu familial"), cada uno de ellos con una 
précisa significaciôn (78): "En el sistema de imposiciôn sepa 
rada la persona (79) tributa sôlo por su propia renta. En el 
sistema de imposiciôn comûn se suman las rentas percibidas 
por los cônyuges para determinar la renta imponible de la fa­
milia. En el sistema de imposiciôn familiar para determinar 
la renta imponible de la familia se suman las rentas de los 
cônyuges y las de los hijos menores a su cargo" (80).
Por nuestra parte, y a los efectos de este trabajo, 
no consideramos necesaria esta triple clasificaciôn, que sôlo 
responde a distintas posibilidades de configuraciôn de una 
unidad familiar, por lo que empleamos los términos imposiciôn 
conjunta, acumulada o familiar indistintamente, con la signi- 
ficaciôn anteriormente expuesta; lo que ademâs, es acorde con 
el sentido con que son utilizados por nuestra doctrina al dis 
tinguir las dos alternativas fundamentales, reiteradamente 
mencionadas.
b) Delimitaciôn de ambas alternativas.
Aparentemente, y por lo que hemos dicho hasta ahora, 
la distinciôn entre lo que constituye un sistema de tributa­
ciôn separada y un sistema de tributaciôn conjunta no plantea 
problema alguno. Sin embargo, esa Clara diferenciaciôn entre 
los dos sistemas se ve obstaculizada al tener en cuenta la 
existencia de "opciones intermedias", asî como de determina- 
dos métodos de tributaciôn sobre la renta acumulada, y de la
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consideraciôn, tanto en una como en otra de las dos alternat! 
vas, de las circunstancias familiares del contribuyente. Con 
relaciôn a este problema, ha sido quizâs el profesor Palao 
quien con mayor precisiôn y claridad ha definido un criterio 
delimitador entre los dos sistemas: "El criterio de distinci­
ôn, dice el citado profesor, radica... en que exista o no acu 
mulaciôn de las rentas, cualquiera que sea el método de apli- 
caciôn del impuesto a la renta acumulada" (81).
En cuanto a las llamadas "opciones intermedias" (82), 
pueden considerarse como taies, fundamentalmente, las siguien 
tes :
19 : aquellos sistemas en los cuales se produce la acu­
mulaciôn ùnicamente a partir de una cierta cuantia o nivel 
de renta, por debajo de la cual la imposiciôn es separada, 
ya sea obligatoria o facultativamente;
22: aquellos sistemas en los que tiene lugar la acumu­
laciôn sôlo para determinadas categorias de renta, por lo que 
bien pueden denominarse sistemas de "acumulaciôn parcial" 
(83), y que pueden bâsicamente caracterizarse por procéder 
la tributaciôn separada para las rentas "ganadas", tributando 
conjuntamente las derivadas del capital. Por rentas ganadas 
hay que entender todas las que no proceden del capital, consi^ 
derândose, por tanto, como taies, las provenientes del traba­
jo, dependiente o independiente, asî como las de carâcter em- 
presarial. Hay que tener ademâs en cuenta que la "acumulaciôn 
parcial" puede venir formulada en dos sentidos inversos: asî, 
siendo el principio general la acumulaciôn, es posible esta-
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blecer la tributaciôn separada (opcional u obligatoria) para 
las rentas ganadas, o bien, siendo la norma general la tribu­
taciôn separada, se impone la tributaciôn conjunta para las 
rentas procédantes del capital (84).
En todos estos casos nos encontramos realmente ante 
sistemas mixtos, por lo que no pueden adscribirse en termi­
nes generates a una u otra de las dos categorias bâsicas. En 
puridad, se trata de opciones que representan un compromise 
entre la separaciôn absoluta y la acumulaciôn total, intentan 
do aunar las ventajas y responder al fundamento de uno y otro 
sistema, por lo cual, precisamente, como todos los compromi­
ses, no satisfarâ a los partidarios de los pures principles 
(84bis).
Cuestiôn distinta, a efectos de adscripciôn a uno de 
los sitemas fundamentales, es la consideraciôn que en ocasio­
nes han merecido determinados métodos de tributaciôn sobre 
la renta acumulada (85): nos referimos a aquellos sistemas
en los cuales tiene lugar una divisiôn o promediaciôn de la 
renta familiar para hallar el tipo de gravamen aplicable, por 
lo que suelen denominarse también "métodos per capita" ("per 
capita approach") (86). Pertenecen a esta categoria los siste 
mas conocidos como "income splitting" o "splitting" simplemen 
te, propio de los Estados Unidos, y el "cociente familiar" 
("quotient familial") francés. Estos métodos han sido conside 
rados en ocasiones como procedimientos "sui generis", ya que, 
aunque en ellos tiene lugar la acumulaciôn de rentas, por sus 
resultados se aproximan a la imposiciôn separada. Asi, por
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ejemplo, en nuestra doctrina, Gota Losada distingue entre 
"tributaciôn separada", "tributaciôn conjunta" y "tributaciôn 
dividida", para referirse con esta ultima a los sistemas de 
promediaciôn de la renta (87). Creemos, sin embargo, de acuer 
do con el criterio delimitador antes expuesto, que taies méto 
dos deben incluirse entre los sistemas de tributaciôn conjun­
ta, puesto que en ellos se verifica la acumulaciôn de las ren 
tas de diverses personas, con independencia de cuales sean 
sus resultados en comparaciôn a la tributaciôn separada (88).
Mayores dificultades supone el préciser la funciôn o 
inlfuencia que, sobre la distinciôn imposiciôn separada - acu 
mulada, haya de atribuirse a la consideraciôn de las circuns­
tancias familiares en la determinaciôn de la carga fiscal.
Sabido es que tanto en el sistema de imposiciôn acumu­
lada como en el de tributaciôn separada la carga tributaria 
se gradua (en mayor o en menor medida) en funciôn de las cir­
cunstancias personales y familiares del contribuyente. Ello 
ha de ser asi porque la aplicaciôn de un impuesto invariable 
ante las circunstancias familiares sôlo séria posible en el 
supuesto de que las cargas de familia no disminuyeran el bie- 
nestar econômico del obligado por el impuesto (89). De la acep- 
taciôn de este postulado se derivaria el establecimiento de 
un impuesto en el que los gastos necesarios para atender a 
las cargas familiares formarian parte de la utilizaciôn de 
la renta, es decir, serian considerados como una elecciôn de 
consumo, sin excepciôn alguna (90). Sin embargo, tal postura, 
en términos absolutos, es dificilmente defendible, siendo ad-
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mitido prâcticamente sin discusiôn (91) el principio opuesto, 
segun el cual, el impuesto personal sobre la renta ha de "es- 
tablecer la carga tributaria en funciôn de las circunstancias 
familiares del sujeto, ya que estas circunstancias inciden 
en la capacidad de pago, de forma que el gravamen ha de ser 
tanto mas liviano cuantas mayores cargas tenga el contribuyen­
te" (92), El resultado es que ya sea el individuo o la fami­
lia la unidad elegida, en ningun caso se hace total abstrac- 
ciôn de las circunstancias familiares, por lo que a la deter­
minaciôn de las cargas tributarias se refiere. Y aqui es don- 
de surge el error, o, si se prefiere, la duda: ^debe interpre 
tarse este hecho en el sentido de que la alternativa unidad 
contribuyente individual o familiar es ùnicamente relative?, 
ôsupone una aproximaciôn entre los dos sistemas tributaciôn 
individual-tributaciôn acumulada?. La respuesta, evidentemen- 
te, dependerâ de lo que se entienda por cada uno de estos con 
ceptos, que es, precisamente, donde querîamos llegar.
En primer lugar, puede entenderse que el sistema de 
tributaciôn individual "puro" es aquel en el que ademâs de 
ser la unidad contribuyente el individuo, no se tienen en c u œ  
ta las circunstancias familiares del mismo. La configuraciôn 
del sistema de tributaciôn separada con arreglo a esta dupli- 
cidad de caracteristicas dériva, a nuestro entender de una 
interpretaciôn muy amplia del cocepto de unidad contribuyen­
te, lo que lleva a obtener conclusiones "excesivas" (que no 
se derivan de la propia naturaleza de las cosas) de la afirma 
ciôn de que en el sistema de imposiciôn separada la unidad 
contribuyente es el "individuo aisladamente considerado, de
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donde se desprende aquella doble caracterizaciôn.
En efecto, esa consideraciôn aislada de la persona pue 
de entenderse significative a los efectos de definiciôn de 
la base imponible del impuesto, lo cual es exacte, pero tam­
bién puede entenderse que es toda la estructura del impuesto 
la que debe reflejar la existencia de una sola persona (aque­
lla que constituye la unidad contribuyente), para que pueda 
calificarse como imposiciôn separada. Frente a esta opiniôn, 
hay que tener en cuenta que la unidad contribuyente, como sa­
bemos, désigna al ente al que se atribuye, de modo unitario, 
la riqueza que se quiere en cada caso gravar; la elecciôn de 
una unidad contribuyente, individual o familiar, supone, por 
tanto, un criterio distinto de definiciôn de la base imponi­
ble del impuesto, pero el concepto técnico de unidad contribu 
yente ninguna relaciôn présenta (es, pués, un concepto inde­
pendiente) con la relevancia de las circunstancias personales 
y familiares a los efectos de cuantificaciôn de la deuda tri­
butaria. Cuestiôn distinta es que la elecciôn de una unidad 
contribuyente familiar se refleje efectivamente en toda la 
estructura del impuesto y, particularmente, por lo que ahora 
nos interesa, que se concedan unas deducciones o desgravacio- 
nes por circunstancias familiares en las que intervenga la 
unidad contribuyente familiar delimitada; estas deducciones 
formarân parte del tratamiento o, si se prefiere, del régimen 
juridico de la unidad familiar, pero no integran el concepto 
de unidad familiar.
La graduaciôn de la carga tributaria en funciôn de las
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circunstancias personales y familiares del contribuyente per­
tenecen al fenômeno de la subjetivacion del impuesto, y debe, 
por tanto, diferenciarse claramente de la determinaciôn de 
la riqueza gravada por el tributo (de una persona o de va­
rias) que es lo ùnico que presupone la elecciôn de una unidad 
contribuyente determinada, siendo, por tanto, el ùnico crite­
rio adecuado en punto a definiciôn y delimitaciôn de un siste 
ma de tributaciôn.
Sin embargo, una interpretaciôn amplia de lo que deba 
entenderse por unidad contribuyente ha llevado a identificar, 
errôneamente a nuestro entender, la elecciôn de una unidad 
contribuyente familiar con la posibilidad de atenciôn a las 
relaciones familiares, como si la opciôn unidad contribuyente 
individual significase o implicara, por propia definiciôn, 
la ausencia de regulaciôn de taies circunstancias en la subje 
tivâciôn del tributo.
Las conclusiones "excesivas" a que nos referimos y que 
se derivan de esta interpretaciôn podemos resumirlas en las 
dos siguientes:
-El sistema de imposiciôn individual "puro" se présen­
ta como una hipôtesis, como una posibilidad abstracta, pero 
la adopciôn de tal sistema en la prâctica es incompatible con 
la exigencia de subjetividad del impuesto.
-El hecho de que en todo caso se preste atenciôn a las 
circunstancias familiares del contribuyente supone una aproxi 
maciôn entre los sistemas de imposiciôn individual y acumula­
ciôn (92bis).
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Por nuestra parte entendemos que, efectivamente, el 
impuesto personal sobre la renta ha de tener en cuenta las 
circunstancias familiares del contribuyente (ya que forman 
parte esencial de sus circunstancias personales), y ello tan­
to si el impuesto se basa en una unidad contribuyente indivi­
dual como familiar, lo que se debe al carâcter subjetivo de 
aquel impuesto, subjetividad que ha de realizar por exigen­
cies de su adaptaciôn a la capacidad contributive de la perso 
ne obligada por el tributo. Pero esa subjetividad, y esto es 
lo que nos interesa subrayar, no viene determinada, no estâ 
subordinada en modo alguno a la adopciôn de uno u otro tipo 
de unidad contribuyente, y particularmente de una unidad con­
tribuyente familier (93).
En definitive, lo que queremos poner de manifiesto es:
1 2 : Que un sistema de tributaciôn separada se caracte- 
riza por someter a gravamen las rentas de una sole persona 
y un sistema de tributaciôn conjunta por gravar las rentas 
acumuladas de varias personas.
22 : Que en esa caracterizaciôn no interviene la adapta 
ciôn del impuesto a las circunstacias personales y familiares 
del contribuyente, adaptaciôn que se realiza a los efectos 
y en el âmbito estricto de la cuantificaciôn de la deuda tri­
butaria, y no a los de determinaciôn de la riqueza gravable 
por el tributo (94).
32: Que el hecho de que tanto en el sistema de tributa 
ciôn separada como en el de tributaciôn acumulada se verifi- 
que la adaptaciôn a taies circunstancias no supone, en modo 
alguno, una aproximaciôn entre los dos sistemas, en cuya deli
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mitaciôn no interviene el grado de subjetividad del impuesto.
Por ultimo, para finalizar la distinciôn entre imposi­
ciôn separada y acumulaciôn, es necesario distinguir, "por 
un lado, el piano procedimental de la determinaciôn conjunta 
o separada de las rentas -es decir, en un mismo procedimiento 
o en procedimientos diversos- del piano 'material' de la acu­
mulaciôn de las mismas. Es perfectamente imaginable la fija- 
ciôn conjunta de bases imponibles diversas que conducen a deu 
das tributarias diferentes. Por otro lado, es necesario mante 
ner separada la acumulaciôn de las bases... de las obligacio- 
nes tributarias resultates de su titularidad" (95). Consecuen 
temente con este criterio hay que incluir entre los sistemas 
de tributaciôn conjunta aquél en que exista acumulaciôn de 
rentas con senalamientos de cuotas distintas para el marido 
y la mujer (96). Por el contrario, deberâ excluirse de ellos 
un hipotético sistema en el que el impuesto se liquida "como 
si" se tratase de personas independientes (sin acumulaciôn 
de rentas, por consiguiente), con exacciôn del impuesto a car 
go de una sola persona (97).
c) Fundamento de los dos sistemas.
La fundamentaciôn de cada uno de los dos sistemas con­
siderados suele apoyarse tanto en argumentes positives: venta 
jas que ese sistema présenta, como en razones de carâcter ne­
gative: inconvenientes del sistema contrario (98).
El argumente positive bâsico en favor del sistema de
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tributaciôn acumulada radica en la afirmaciôn de la existen­
cia de una capacidad econômica del grupo familiar en cuanto 
tal (99). La atribuciôn a la familia de una especîfica capaci 
dad econômica es una consecuencia directa de la consideraciôn 
de la misma como unidad econômica de consumo, en armonia con 
el punto de partida de la teorîa econômica (100). El hecho 
de que la pertenencia a una familia modifique, cualitativa 
y cuantitativamente, la capacidad econômica individual de los 
miembros que la integran, hasta el punto de que esta no pueda 
valorarse aisladamente, sino de una manera conjunta, se expli^ 
ca por una serie de proposiciones, sobradamente conocidas.
En primer término, se considéra la familia "en su cali 
dad de unidad financiera" (101), o de "unidad socioeconômica 
bâsica" (102), ya que en ella tiene lugar una "unidad de ren­
ta" que se reparte en el presupuesto familiar entre los diver 
SOS gastos, tanto ordinarios como extraordinarios (103). En 
este sentido, no puede pasarse por alto la observaciôn de que 
la puesta en comûn de las rentas obtenidas por los distintos 
miembros de la familia no se produce por igual en todos los 
niveles de renta: es mayor para los niveles de renta bajos 
y medio-bajos, y disminuye en los estratos de ingresos medios- 
superiores, como consecuencia de su menor propension al consu 
mo (104).
En segundo lugar, las decisiones relativas a los gas­
tos que han de efectuarse y a la distribuciôn entre consumo 
y ahorro son tomadas por los cônyuges conjuntamente (105).
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En tercer lugar, se presta una especial atenciôn a las 
supuestas ventajas econômicas derivadas de la vida en comûn, 
que produce lo que se denominan "economlas de escala": deter­
minados gastos aprovechan por igual a una o mas personas, 
por lo que el hecho de la convivencia con un presupuesto co­
mûn posibilita ciertos ahorros esenciales, que se traducen 
en un incremento de la capacidad contributiva (106).
Por lo que se refiere a los principales inconvenientes 
que suelen atribuirse al sistema de tributaciôn separada, fun 
damento negative de la acumulaciôn, son bâsicamente los sigud^ 
entes (107):
Primero, la dificultad de graduar el impuesto en fun­
ciôn del nûmero de personas que el contribuyente tenga a su 
cargo (108).
Segundo, el problema que puede suponer el cômputo ade 
cuado de determinados ingresos que son comunes a la familia 
y que dificilmente podrian ser imputados a los distintos miem 
bros individuales que la integran, con un mînimo de racionali 
dad.
Tercero, la posibilidad de limitar la progresividad 
del impuesto fraudulentamente, mediante una redistribuciôn 
de la renta entre los diversos miembros de la familia. Esta 
redistribuciôn puede lograrse bien mediante una adecuada dis­
tribuciôn de los elementos patrimoniales productores de renta 
entre las personas de la familia que no tengan renta alguna 
o la tengan en inferior cuantia, bien mediante centrâtes simu- 
lados entre familiares (de trabajo, por ejemplo). Estos me- 
dios de limitar la progresividad impositiva son tanto mâs cri
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ticables por cuanto la posibilidad de llevarlos a cabo aumen- 
tan con el nivel de renta de la familia, desvirtuando los pro 
pios cimientos de la progresividad. Producer ademâs, discrimi 
naciones a favor de la familia frente a contribuyentes aisla- 
dos, y discriminaciones entre families que obtengan rentas 
procedentes de elementos patrimoniales o de actividades empre 
sariales, frente a otras en que todas sus rentas provengan 
del trabajo personal de sus miembros, ya que las posibilida­
des efectivas de llevar a cabo estos repartos de renta son 
distintas, como es claro, segun la naturaleza de las mismas 
(109).
En cuarto lugar, en un sistema de tributaciôn separada 
familias con igual nivel de renta global satisfacen cuotas 
impositivas de muy diversa cuantia. Es claro que, siendo la 
tarifa progresiva, la carga tributaria global sobre la fami­
lia depende de que la renta sea obtenida por un solo miembro 
o por varios, y en este ultimo caso, de la proporciôn en que 
sea obtenida por cada uno de ellos.
La imposiciôn conjunta es considerada por sus defenso- 
res como la mâs ajustada a la realidad de la familia, tanto 
desde el punto de vista econômico como sociolôgico, ya que 
lo normal es que el individuo pertenezca a un grupo familiar, 
y no el que se encuentre aislado (110).
Pero igualmente cabe afirmar, como hacen los partida­
rios de la imposiciôn separada, que lo verdaderamente realis- 
ta es gravar al individuo, "es decir, gravar a cada persona 
segûn su renta, su capacidad econômica, permitirle la deduc-
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ciôn de aquellos gastos que legalmente deba (alimentes, por 
ejemplo) y evitarie en todo caso aparecer ante Hacienda con 
una dependencia de rentas o titularidades que ni de hecho ni 
de derecho se producer" (111).
En efecto, si las objeciones formuladas a la imposi­
ciôn separada son dignas, cuanto menos, de tenerse en conside 
raciôn, no es menos cierto que lo son igualmente las crticas 
que pueden imputarse a la imposiciôn conjunta. En este senti­
do, la critica a la consideraciôn de la familia como unidad 
contribuyente, fundamento negativo del sistema de tributaciôn 
separada, puede efectuarse a distintos niveles.
Por un lado, cabe negar el postulado de la unidad eco­
nômica en el seno de la familia (112), ya que si bien hay que 
reconocer que los matrimonies en muchas ocasiones comparten 
sus gastos, lo que ya no es tan seguro es que esa puesta en 
comûn se verifique en tan elevada medida, ni mucho menos de 
manera universal. Asi, dice el Informe Asprey que "en algu- 
nos matrimonies, y no sôlo en los peer avenidos, puede ser 
normal que ambos cônyuges sigan pautas completamente separa- 
das de gasto y disfrute de sus ingresos" (113). Igualmente 
manifiesta Palao que "la afirmaciôn de que los miembros de 
la familia ponen sus rentas (no necesariamente sus bienes) 
en comûn en mayor o menor medida es, desde luego, una proposi^ 
ciôn de hecho; peio es también una norma ética sobre la que 
se funda un juicio apriorlstico (114). En cuanto afirmaciôn 
positiva estâ sujeta a contrastaciôn empirica" (115).
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Por otra parte, cabe objetar que la familia como uni­
dad contribuyente es una entidad abstracta, sujeta necesaria­
mente a una delimitaciôn, basada ya en criterios juridicos 
ya en criterios econômicos, pero, en cualquier caso, con una 
gran dosis de arbitrariedad, "por lo que es inferior a la im­
posiciôn individual, cuya unidad impositiva esta perfectamen- 
te definida" (116).
La imposiciôn separada se fundamenta cada vez en mayor 
medida en los profundos cambios que ha experimentado la reali 
dad social y econômica de la familia, que exige una respuesta 
distinta a la formulada en otras épocas (117). El sistema de 
tributaciôn separada es defendido asimismo en base al princi­
pio de equidad, ya que es el ùnico que consigue la igualdad 
entre la tributaciôn de las personas casadas y de las perso­
nas solteras, en cuando individuos (118).
Intimamente relacionado con la defensa de la igualdad 
entre la tributaciôn de los individuos, o mejor, como una con 
secuencia de la misma, se encuentra uno de los argumentes fun 
damentalmente esgrimidos en favor del sistema de tributaciôn 
separada: es el basado en la necesidad de que el matrimonio 
sea tratado como un hecho neutral desde el punto de vista tri^  
butario, o si se prefier, la neutralidad fiscal respecte del 
matrimonio. En efecto, una de las consideraciones mâs constan 
tes en los estudios y trabajos dedicados al tratamiento tribu 
tarie de las rentas familiares, es la relativa a que la cele- 
braciôn del matrimonio no debe incrementar la carga fiscal 
respecte a la soportada por los cônyuges con anterioridad a
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la celebraciôn del mismo, cuando ambos obtienen renta (119). 
Con ello se estâ subrayando el rechazo a una discriminaciôn 
fiscal negativa hacia el matrimonio, pero, claro estâ, el si^ 
tema tributario sôlo es neutral en este aspècto cuando no exls 
te ventaja ni desventaja en la posiciôn de ambos contribuyen­
tes después de haberse casado. Sin embargo, si se verifica 
la acumulaciôn de las rentas de los cônyuges, el incremento 
de la carga fiscl de los mismos puede proudcirse muy facilmen 
te, como consecuencia de la progresividad de la tarifa (120). 
Asimismo, el establecimiento de determinados métodos de tribu 
taciôn sobre la renta acumulada (121), o la concesiôn de de­
ducciones o desgravaciones muy amplias cuando la renta de la 
mujer se sume a la del marido, puede producri un efecto venta 
joso para las parejas casadas, igualmente criticable (122).
No cabe duda de que el considerar a la persona fisica 
como unidad contribuyente es la soluciôn mâs adecuada si se 
desea que la decisiôn de contraer matrimonio no afecte de for 
ma significativa a la cuantia del impuesto que han de satisfa 
cer dos personas que obtienen renta (123).
Por otra parte, aunque mucho se ha hablado de la in- 
fluencia, real o de hecho, que la regulaciôn fiscal puede ejer- 
cer sobre la decisiôn de contraer matrimonio, no exister sufi 
cientes datos al respecte para poder dar una respuesta funda- 
da, si bien cabe pensar que, salvo casos extremes, realmente 
no tiene una influencia decisiva, siendo otro tipo de conside 
raciones las que inducen a una pareja a aceptar o rechazar 
la instituciôn matrimonial (124).
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Otros argumentos en favor de la tributaciôn separada, 
si bien, en nuestra opiniôn, de menor entidad en términos cua 
litativos, son los basados en el principio de igualdad entre 
los sexos y el respeto a la intimidad a que cada uno de los 
cônyuges tiene derecho (125).
Por ultimo, incluso dos defensores del sistema de acu­
mulaciôn, como son Oldman y Temple, admiten la ventaja que 
la tributaciôn separada représenta frente a los complejos pro 
blemas que lleva consigo la adopciôn de la tributaciôn conjun 
ta, afirmando que aunque "la imposiciôn conjunta de los espo- 
sos es mâs razonable desde el punto de vista econômico y de 
la prâctica administrativa..., el sistema de imposiciôn sepa­
rada encuentra una justificaciôn plausible en la concepciôn 
pragmâtica de tal sistema como una soluciôn de compromise a 
los diflciles problemas del reparte de las cargas fiscales; 
como una soluciôn que, al menos, puede eliminar las injusti- 
cias que pudieran derivarse de un sistema de imposiciôn con­
junta mal establecido'» ( 1 26).
d) Consideraciones finales: evoluciôn hacia una imposi 
ciôn separada.
Si a la vista de los argumentos expuestos, nos pregun- 
tâsemos cuâl de los dos sistemas estudiados debe aceptarse 
preferentemente, tendriamos que reconocer que no es posible 
propugnar el establecimiento de una u otra fôrmula de tributa 
ciôn con caractères de validez general (127). Frente a la de­
fensa mâs o menos entusiasta de un determinado sistema (128),
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es necesario reconocer que en el tratamiento tributario de 
la familia se dan cita una serie de principios, cada uno de 
ellos defendible desde diversos puntos de vista, pero que 
no son compatibles entre si; por ello, cualquier soluciôn que 
se adopte, ha de ser considerada como una fôrmula de transa- 
ciôn o compromise y no como la "panacea universal" del proble 
ma (129).
Cada uno de estos sistemas parte de un principio dis­
tinto e inconciliable que, como expresa Palao, radica en la 
adopciôn de "un criterio diverse para la comparaciôn de la 
carga fiscal. En el sistema de imposiciôn separada es el gra­
vamen de los individuos el que se trata de igualar... En el 
sistema de imposiciôn conjunta la comparaciôn se establece 
entre la carga tributaria global que soporta la unidad fami­
liar considerada y otras unidades o individuos... Esto signi 
fica, continua Palao, que existe una incompatiblidad entre 
ambos fines: la equiparaciôn de los miembros de la familia 
individualmente considerados con otras personas individuales 
con igual renta y la del grupo familiar con otros de la misma 
clase" (1 3 0 ). Esta diferencia pone de manifiesto que la elec­
ciôn entre ambos sistemas no puede decidirse con argumentos 
exclusivamente racionales, ya que tiene caractères propios 
de una elecciôn de base ideolôgica y politica (131). Decidir 
si los términos entre los cuales ha de valorarse y establecer 
se la igualdad son los individuos en si mismos considerados 
o las familias a las que éstos pertenecen, es cuestiôn que 
encierra una peticiôn de principio acerca del concepto de jus 
ticia que se considéré mâs adecuado a la realidad (132).
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Verdaderaiïientei el problema podrla reducirse a estos tér­
minos, entre los que se da en ultima instancia la incompatibi 
lidad expresada: ^cuales son los términos entre los cuales 
quiere valorarse el principio de igualdad: las familias o los 
individuos?. &Quiénes deben ser tratados de igual manera a 
efectos fiscales, las familias que tengan la misma renta to­
tal o los individuos que se encuentren en iguales circunstan­
cias?. Aqui se encuentra verdaderamente el nudo gordiano de 
la cuestiôn: en que la elecciôn de una u otra alternativa de­
be ser una consecuencia de ,lo que se entienda que es mâs jus­
te . No es que no deba prestarse atenciôn a las diversas consi 
deraciones que alegan los defensores de cada sistema, antes 
al contrario, han de tenerse présentes, so pena de adoptar 
una soluciôn errônea. Pero lo que en modo alguno puede hacer- 
se es prestarles una consideraciôn tal que relegue u olvide 
lo que es el fundamento juridico fundamental; cada cosa debe 
cehirse a sus justos términos. En este orden de consideracio­
nes, es constatable el carâcter econômico de los argumentos 
bâsicos del sistema de acumulaciôn, siendo évidente que esos 
argumentos no son los ùnicos que se tienen en cuenta a la ho- 
ra de establecer un sistema de esa naturaleza. Asi, de seguir 
se el fundamento econômico hasta sus ultimas consecuencias 
habria que disponer la tributaciôn conjunta para las rentas 
mâs bajas, principalmente, ya que es en éstas donde se produ­
ce, con mayor intensidad que en las mâs altas, la comunidad 
econômica en el seno de la familia, en punto a puesta en co­
mûn de ingresos, adopciôn conjunta de decisiones, etc., como 
consecuencia de su mayor propensiôn al consumo. Sin embargo.
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este criterio no es sostenido por nadie, ni siquiera por aque 
llos que, en principio, dicen basarse en la realidad social 
y econômica de la familia. Luego, hay algo mâs que se estâ 
teniendo en cuenta, y ese algo mâs no dériva de la fundamenta 
ciôn econômica y de la realidad social de la familia, sino 
de un elemental criterio de justicia que es ineludible aca- 
tar. Si hemos prestado tanta atenciôn a la argumentaciôn sos- 
tenida por los defensores del sistema de acumulaciôn es prec^ 
samente para poner de manifiesto la contradicciôn que aqui 
subyace: se parte de una atenciôn fundamental a la realidad 
econômica, pero la vinculaciôn a esa realidad solo se produce 
relativamente.
Cuando decimos que no puede decidirse que principio 
de imposiciôn es mâs adecuado, lo hacemos pensando en que no 
puede afirmarse de forma taxativa y universalmente vâlida 
lo que sea mâs justo. Pero de lo que no cabe duda es de que 
aquello que se entienda por justicia ha de ser el criterio 
fundamental que présida la elecciôn de una opciôn determina­
da. El criterio de justicia no resuelve el problema, pero po­
ne los medios, présenta un camino adecuado para resolverlo.
En el transcurso de la evoluciôn normative de los dis­
tintos paises en estos ûltimos ahos, cabe observer que se ha 
producido una tendencia hacia el establecimiento de un siste­
ma de imposiciôn separada (133) -especialmente para las ren­
tas del trabajo- o, al menos, hacia un sistema en el que pue­
da optarse por esta, abandonando la imposiciôn conjunta obli-
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gatoria (134).
Asî, segûn el mencionado Informe de la OCDE sobre las 
unidades familiares, en el ano 1978 el sistema de tributaciôn 
individual estaba permitido en 18 paises de la OCDE (135) y 
era obligatoria, al menos para ciertas catégories de rentas, 
en 14 paises (136).
En el periodo comprendido entre 1970 y 1977, y por lo 
que se refiere a las rentas del trabajo, ya que el objeto de 
estudio de este Informe, como ya hemos indicado, se circuns- 
cribe a esta catégorie de rentas, el peso de una imposiciôn 
conjunta obligatoria a una imposiciôn separada obligatoria 
se produce en los siguientes paises: Dinamarca (1970), Suecia 
(1971), Austria y Holanda (1973), Finlandia (1976) y Bélgica 
(1977). Ademâs, en 1972 Gran Bretaha establece también la tri^  
butaciôn separada, si bien con carâcter facultative. Menciôn 
especial merece el caso de Italia, al que nos referiremos mâs 
adelante. Baste aqui con sehalar que el tradicional principio 
de acumulaciôn en este pais, fué declarado inconstitucional 
por la Sentencia de la Corte Costituzionale, de 15 de julio 
de 1976. El sistema de tributaciôn separada se estableciô por 
la Ley de 13 de abril de 1977.
La menciôn de estos datos obedece, mâs que a una fina- 
lidad expositiva o meramente ilustrativa, al deseo de dejar 
constancia de cuâl es la tendencia de la evoluciôn de los pai­
ses de nuestra ârea cultural con relaciôn al tema que nos ocu 
pa, lo que, a nuestro juicio, es mucho mâs importante que el 
mero dato informative (1 37 ).
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C M é t o d o s  de imposiciôn sobre la renta acumulada.
a) Clasificaciôn fundamental de estos métodos y compa­
raciôn entre ellos.
Los diversos métodos de imposiciôn sobre la renta acumu­
lada pueden clasificarse en dos grandes categorias, segûn que 
en ellos tenga o no lugar una promediaciôn de la renta fami­
liar para hallar el tipo impositivo aplicable.
En el primero de ambos métodos a la renta global de 
la unidad familiar se le aplica un divisor determinado (que 
puede coincidir con el nûmero de miembros de aquella unidad 
o ser un nûmero distinto) y el cociente asi obtenido es el 
que détermina el tipo medio aplicable a la renta conjunta. 
En el segundo, el tipo impositivo aplicable es el que corres­
ponde al total de la renta familiar, lo que no se contradice, 
obviamente, con la posibilidad de que se aplique alguna medi­
da de reducciôn de la cuota impositiva.
Los sistemas de promediaciôn de la renta suelen reci- 
bir la grâfica denominaciôn de métodos "per capita" ("per ca­
pita approach") (138), mientras que al segundo tipo de método 
se le denomina "método unitario" ("unit approach") (139) o 
también "método de reducciôn" por las desgravaciones (en sen­
tido amplio) de que van generalmente acompanados (140).
Ambos métodos responden a concepciones diversas acerca 
de cuâl debe ser el criterio de igualdad entre el gravamen 
de unidades fiscales distintas (141). El método unitario tien
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de (142) a gravar a todas las unidades fiscales (143) que ten 
gan la misma renta global con la misma intensidad, con inde­
pendencia del numéro de personas que integren cada unidad. 
Los métodos "per capita", por el contrario, gravan de diferen 
te forma (con diferente intensidad) a las unidades fiscales, 
en funciôn del numéro de individuos que las compongan, aùn 
teniendo la misma renta conjunta.
En el método unitario el reparto de las cargas fisca­
les se verifica teniendo en cuenta fundamentalmente la cuan­
tia de renta global de cada unidad fiscal, renta que se grava
como si fuese obtenida por una sola persona, de manera que 
la progresividad del impuesto es independiente de la composi- 
ciôn de cada unidad fiscal. En los métodos "per capita" se 
tiene en cuenta no sôlo la cuantia total de la renta de cada 
unidad, sinto también, y de manera fundamental, el numéro de 
personas que han de satisfacer sus necesidades con cargo a 
dicha renta (144); la progresividad varia en funciôn de estas 
dos magnitudes, por lo que unidades fiscales con igual renta 
pagarân cuotas tributarias diversas segûn la composiciôn de 
las mismas. En definitiva, el método unitario adopta el crite 
rio de igualdad entre las rentas totales de las unidades fis­
cales, mientras que el método "per capita" toma como términos
de comparaciôn las rentas médias de los miembros de las unida 
des familiares, con las de individuos aislados. En el primer 
caso se tiende a igualar el gravamen de las distintas unida­
des fiscales con igual renta. En el segundo, se tiende a "tra 
tar igualitariamente las rentas de la unidad familiar en com­
paraciôn con las de individuos singulares cuyas rentas tota­
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les sean iguales a la global de aquella" (145).
De este planteamiento se deduce que, al menos en prin­
cipio, sôlo el método unitario responde plenamente al funda­
mento de la acumulaciôn. En él se presta una atenciôn primor­
dial a las supuestas ventajas econômicas derivadas de la vida 
en comûn, de donde résulta el criterio tantas veces repetido 
de que los cônyuges deberlan pagar menos impuestos que un sol 
tero que percibe una renta total idéntica (por razôn de las 
cargas familiares), pero deberlan pagar mâs impuesto que dos 
solteros que gane cada uno la mitad de las rentas de los côn­
yuges (por razôn de las economlas de escala) (146). El método 
"per capita", al verificar una divisiôn formai o ficticia de 
la renta, equipara el impuesto de la unidad a la suma de los 
impuestos de individuos en nûmero igual a sus miembros, desco 
nociendo las supuestas ventajas econômicas derivadas de la 
vida en comûn (147).
b) La técnica de las desgravaciones en el método uni­
tario .
Como hemos dicho, el método unitario es, en principio, 
el mâs adecuado para realizar los postulados del sistema de 
tributaciôn acumulada, puesto que en él es la renta total de 
la unidad fiscal la magnitud que détermina sustancialmente 
el inpuesto a pagar por aquella unidad. La atenciôn a las car­
gas familiares (que, como sabemos, han de ternerse en cuenta 
en todo sistema), se verifica mediante desgravaciones, utili- 
zando este término en sentido amplio. Por ello es frecuente
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que cuando se establece un método unitario de tributaciôn con 
junta de las rentas familiares, los cônyuges soporten una car 
ga fiscal mas elevada, puesto que se parte del principle de 
que la convivencia supone un ahorro en los gastos de consume, 
que se traduce en un incremento de la capacidad contributiva 
(148).
Ahora bien, aunque estas afirmaciones, ampliamente di- 
fundidas, encierran una gran parte de verdad, deben, sin em­
bargo, matizarse, ya que de le contrario pueden dar una idea 
equivoca acerca de le que verdaderamente constituye un método 
unitario. En primer lugar, hay que deshacer la erônea identi- 
ficaciôn, que de ahî pudiera derivarse, entre método unitario 
y desgravaciones o reducciones por cargas familiares. El he- 
cho de que aquel método vaya acompanado de estas desgravacio­
nes para verificar la subjetividad del gravamen, no puede in- 
terpretarse como una identificaciôn de los mismos. El concep- 
to de método unitario lo ûnico que supone es una tributaciôn 
conjunta sin division de las rentas; lo que identifica al mé­
todo unitario, lo ûnico que este en si mismo conlleva es la 
ausencia de division de las rentas (149). Por su parte, las 
desgravaciones son una "técnica formai", que pueden utilizar- 
se en cualquier sistema de tributaciôn y que, en si mismas 
consideradas, no caracterizan a ningûn método impositivo en 
particular (150).
En segundo lugar, el método unitario no tiene porqué 
conducir necesariamente a un tratamiento mas gravoso del ma- 
trimonio (151): primero, porque pueden establecerse unas de-
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ducciones personales y familiares muy amplias; y, segundo, 
porque mediante la técnica de las desgravaciones también pue­
den corregirse los efectos derivados de la acumulacion sobre 
la progresividad que se consideren indeseados o excesivos 
(1 5 2 ). La posibilidad de corregir el incremento de progresivi 
dad "acumulada" mediante desgravaciones tampoco es manifesta- 
da suficientemente, como si la unica finalidad posible de las 
mismas debiera conretarse en la adecuacion del gravamen a las 
cargas familiares del contribuyente.
Asi pues, el hecho de que el método unitario sea el 
que mejor se acomode al fundamento de la tributaciôn acumula- 
da, y que su adopciôn en la prâctica responda frecuentemente 
a los postulados de aquel sistema, no implica que con tal mé­
todo no puedan conseguirse resultados distintos a los que se 
derivarian de una fiel adopciôn de los principios de la imposi^ 
ciôn conjunta.
Teniendo en cuentra estas observaciones pasamos a expo 
ner las técnicas mas frecuentes de las llamadas "desgravacio­
nes" , cuyo estudio, desde el punto de vista con que es aborda 
do por la generalidad de los autores, limitamos a su utiliza- 
ciôn como técnica de adecuaciôn del gravamen a las cargas fa- 
miiares del contribuyente, aunque reiteramos la posibilidad 
de que estas técnicas pueden también emplearse para corregir 
los efectos indeseados de la acumulaciôn. Asimismo, como man^ 
fiesta Lagares "no debe perderse de vista que estos sistemas 
son aplicables cualquiera que sea la unidad contribuyente ele 
gis (individuo o familia)" (153), y dentro de ésta, ya se dis
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ponga un sistema unitario o un método "per capita" de tributa 
cion conjunta.
Con el método desgravaciones en sentido amplio se de- 
signan una amplia variedad de técnicas (154) a través de las 
cuales se dismunuye la cuantîa del impuesto. Estas técnicas 
pueden operar bien en la base, bien en la cuota.
Por lo que respecta a las REDUCCIONES EN LA BASE cabe 
distinguir dos modalidades: simples deducciones y desgravacio 
nés en sentido estricto:
- Las deducciones en la base consisten en restar de 
ésta una determinada cantidad, que puede ser fija para cada 
tamano familiar (o persona dependiente), o también variable.
Centrândonos en las deducciones de cantidades fijas 
en la base se fundamentan, obviamente, en la necesidad de su^ 
traer al impuesto una cantidad minima indispensable para el 
matenimiento de la persona, pero considerando que debe ser 
independiente del nivel de renta de la misma. La cuantia de 
estas deducciones varia, por tanto, segûn las cargas familia­
res (ya que dependen del compute de las personas dependien- 
tes), pero no varian en funciôn de la renta del contribuyen­
te. En definitiva, son iguales en iguales circunstancias fam^ 
liares, para cualquier nivel de renta.
Esta deducciôn de cantidades fijas en la base producen 
dos efectos: 12; la cantidad que se resta en concepto de deduc 
ciôn queda exenta del impuesto; 22; la renta gravada lo es
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a un tipo inferior al que en principle le corresponderîa. Lo- 
gicamente, siendo la tarifa progresiva, una disminuciôn en 
la base conlleva la aplicaciôn de un tipo mas reducido. En 
consecuencia, la deducciôn de cantidades fijas en la base su­
pone un mayor bénéficié al crecer la renta, por cuanto la de- 
tracciôn reduce la renta gravable en una suma fija y reduce 
el impuesto en funciôn del tipo marginal (155), discriminando 
en favor de los contribuyentes de rentas mas altas frente a 
los de rentas mas bajas (156).
Las deducciones en la base de cuantia variable o por- 
centual consisten en restar de la base un determinado porcen- 
taje de la misma, variando, por tanto, en funciôn de la ren­
ta. "La escala de porcentaje suele ser creciente con el tama­
no de la familia. Asi, por ejemplo, si la carga familiar esta 
formada por el cônyuge, entonces se deduce el 5 por ciento 
de la base imponible; si ademâs existe un hjo, entonces se 
deduce el 7 por ciento, si son dos hijos, el 9 por ciento, 
etc..." (157).
La disminuciôn del gravamen crece mas râpidamente aùn
que en el caso anterior, dado su caracter creciente con la
renta, no sôlo en funciôn del tipo progresivo -lo que es co-
mùn a las fijas-, sino también del crecimiento mismo de la 
cuantia exenta. Estos sistemas, en los que la disminuciôn de 
la carga impositiva es mayor, para iguales cargas familiares 
a mayores nives de renta, se ajustan a la idea de que el cos- 
te de mantenimiento de las personas dependientes crece al cre 
cer la renta, opiniôn basada en la consideraciôn de que los
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miembros dependientes de la familia se benefician, no de un 
nivel minimo o medio, sino de un nivel adecuado de renta. Si 
la deducciôn por cargas familiares no varia al variar la ren­
ta, no se estâ teniendo en cuenta', dice Lauré, "la disminu­
ciôn del bienestar econômico que el jefe de la familia sufre 
al procurar a las personas a su cargo un tren de vida supe­
rior al minimo" (158). No obstante, su aceptaciôn desde el 
punto de vista de la justicia tributaria (especialmente desde 
la funciôn redistributiva), parece ser todavia mas rechazable 
que el supuesto anterior (159).
- En cuanto a las desgravaciones en sentido estricto 
consisten en eximir una parte de la renta ‘imponible, pero 
sin disminuir o reducir la progresividad del impuesto, por 
lo que se 11aman también "exenciôn con progresividad". En es­
ta medida el tipo a aplicar es el correspondiente a la base 
imponible antes de la exenciôn, aunque se aplique solamente 
a la renta no exenta. Es decir, el tipo seleccionado es el 
que corresponde a la base sin reducciôn alguna; seleccionado 
el tipo se reduce la base en la cantidad a desgravar que co- 
responda, y sobre esta base liquidable se gira el tipo (160).
La cantidad a desgravar puede, al igual que en las 
deducciones, ser fija o variable. Incluimos en las desgrava­
ciones en sentido estricto de cantidad variable (ademâs de 
las porcentuales) aquellas en las que el importe de la dismi­
nuciôn de la base viene dado por la aplicaciôn del tipo medio 
a una cantidad fija (161). Lo que ya no nos parece tan claro es 
si puede entenderse que los supuestos de desgravaciôn de can-
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tidad variable no afectan a la progresividad del impuesto. 
Formalmente no, pero materialmente, si la cuantia a desgravar 
es un porcentaje de la renta, o una cantidad aplicada al tipo 
medio (que es mayor cuanto mayor es la renta), los contribu­
yentes de rentas altas obtendran un beneficio relative mayor 
que los de rentas mas bajas.
Las REDUCCIONES EN LA CUOTA pueden igualmente diferen- 
ciarse en desgravaciones y deducciones.
Las desgravaciones en la cuota consisten en aplicar 
a una determinada cantidad (que puede ser fija o variable) 
el tipo medio de gravamen, y el resultado deducirlo de la cuo 
ta (162). Este procedimiento tiene también el inconveniente 
de beneficiar mas a los contribuyentes con rentas altas fren­
te a los de rentas mas bajas, ya que, como es claro, el tipo 
medio en una tarifa progresiva es creciente con la renta (163).
Las criticas senaladas a estos procedimientos de dismi^ 
nucion de la cuantia del impuesto, criticas a las que se une 
el importante grado de complejidad que introducen en la liqui^ 
daciôn del tributo (164), llevan a preferir la adopciôn de 
deducciones fijas en la cuota ("créditos de impuesto" o "tax 
credits"), pudiéndose apreciar una tendencia en el Derecho 
comparado en favor de esta modalidad, tendencia a la que se 
ha sumado el nuevo impuesto espanol sobre la renta de las per 
sonas fisicas. Se senala en favor de las deducciones constan­
tes en la cuota (que, aunque sean independientes de la renta, 
lôgicamente varian con el numéro de componentes de la fami-
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lia) (165) el que, al contrario que la medida anterior, favo- 
recen mas a los contribuyentes de rentas inferiores, ya que, 
comparativamente, la disminuciôn que se les concede es supe­
rior. A ello se une su simplicidad como técnica liquidatoria 
(166).
c) Los métodos "per capita": sus modalidades.
Como sabemos, los métodos "per capita" son aquellos 
en los que tiene lugar una divisiôn o promediaciôn de la ren­
ta familiar a efectos de aplicaciôn de la tarifa. Si el divi­
sor es el numéro de miembros de la familia ("n"), el tipo me­
dio de gravamen résultante sera el mismo que el de un indivi­
duo cuya renta sea "y"/"n", siendo "y" la renta de la familia 
(167). La distribuciôn puede hacerse también en fracciones 
desiguales, y ademâs se pueden lograr resultados anâlogos al 
de la promediaciôn opérande sobre otros elementos del câlculo 
de la cuota impositiva, por ejemplo, sobre la tarifa; de don- 
de resultan las diversas modalidades de este método que a con 
tinuaciôn veremos.
Como se desprende de la caracterizaciôn antes senalada, 
estos métodos no atienden ûnicamente a la correcciôn de los 
efectos indeseados de la acumulaciôn sobre la progresividad 
del impuesto. Acertadamente manifiesta Lagares que los siste­
mas de promediaciôn de la renta "no pueden considerarse como 
soluciones exclusivamente encaminadas a evitar discriminacio- 
nes en contra de la familia como unidad contribuyente cuando 
mâs de uno de sus miembros obtiene rentas propias. De algùn
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modo estos sistemas inciden también en la finalidad de ade- 
cuar la capacidad tributaria (entiéndase capacidad econômica) 
al tamano de la unidad familiar, con independencia de cuâl 
sea la distribuciôn de la renta en el seno de la propia fami­
lia" (168)., aunque en algunos sistemas -asi, en el cociente 
familiar- esta doble finalidad se aprecie mâs claramente que 
en otros.
El mâs tipico de los métodos "per capita" es el conco- 
cido como "income splitting" o "splitting" simplemente. En 
este sistema el valor de "n" es igual a 2, sea cuâl sea el 
numéro de miembros de la unidad familiar que obtenga rentas 
propias e, incluso, si la renta familiar es obtenida por un 
solo miembro de la familia. Asi pués, el "splitting" consiste 
en dividir por dos la renta del matrimonio para hallar el ti­
po medio a aplicar a la renta conjunta, o lo que es lo mismo, 
multiplicar por dos el impuesto calculado sobre la mitad de 
dicha renta. La idea bâsica del "splitting" es por tanto la 
de una particiôn ficticia de la renta a efectos del câlculo 
del impuesto, haciendo abstracciôn de cômo se distribuye la 
obtenciôn de aquélla.
Este método de promediaciôn de la renta présenta deter 
minadas ventajas que le convierten en una soluciôn, aparente- 
mente al menos, muy sugestiva; particularmente, parece reunir 
lo mejor del sistema de tributaciô separada y lo mejor de la 
acumulaciôn. Asi, élimina las distribuciones fraudulentas de 
renta entre los miembros de la familia, pero, al mismo tiempo 
suprime el aumento de la carga fiscal derivado de la acumula-
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ciôn, mediante la divisiôn formai de la renta a efectos de 
determiner la progresividad (169). Frente al sistema de impo- 
siciô separada se senala que este sistema es mâs ventajoso 
para el matrimonio (170), obteniéndose la mâxima ventaja cuan 
do es uno solo de los cônyuges el que obtiene la totalidad 
de la renta, y produciéndose la igualdad cuando ambos cônyu­
ges obtienen igual cuantia de ingresos.
Pero el "splitting" présenta también serios inconve- 
nientes, que pueden concretarse en las nuevas discriminacio- 
nes que introduce, y que son, fundamentalmente: la de los sol 
teros frente a los casados, y la de los grupos de renta mâs 
baja frente a los de renta mâs alta. El mecanismo del "spli­
tting", basado en la idea de que la renta sôlo puede estimar- 
se significativamente sobre una base "per capita" (171), uni- 
do ademâs a las deducciones personales y familiares que gene- 
ralmente le acompanan, produce un desplazamiento inadecuado 
de la carga tributaria sobre los solteros (172). Y no sôlo 
sobre éstos, ya que el sistema es particularmente injuste pa­
ra los viudos, viudas y divorciados que, aùn teniendo familia 
res a su cargo (es decir, pudiéndose considerar a estas perso 
nas como "cabezas de familia"), no pueden acogerse a este tra 
tamiento (173).
Por estas razones, se ha dicho frecuentemente que el 
"splitting" no es neutral respecte al matrimonio, sino favore 
cedor del mismo (174). Parece especialmente criticable el que 
se procéda a la divisiôn de la renta aunque ésta sea obtenida 
por uno solo de los cônyuges, en cuyo caso el beneficio para
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el matrimonio puede considerarse realmente excesivo; aunque 
en este caso lo que estâmes poniendo verdaderamente en entre- 
dicho es la justicia o injusticia de hacer abstracion de la 
forma en que se distribuye la obtenciôn de la renta, a efec­
tos de la promediaciôn de la misma (175).
El "splitting", por otra parte, discrimina también en 
funciôn del nivel de renta, ya que bénéficia en mayor grado 
a los contribuyentes de rentas altas frente a los de rentas 
bajas. Los mayores bénéficiés de este método se encuentran 
en los tramos de rentas médias y altas, siendo sus ventajas 
menores para las rentas bajas y muy altas (176).
Para paliar de algùn modo estos inconvenientes (177) 
se han propuesto determinadas medidas correctoras o modifica- 
doras de este sistema. Asi, por ejemplo, el Informe Meade (178) 
propone lo que llama "splitting parcial de la renta", consis­
tante en que, siendo la unidad fiscal el individuo, tributan 
conjuntamente las rentas derivadas de la inversiôn, que se- 
rian tratadas a efectos fiscales como si correspondieran en 
partes iguales a cada cônyuge. En realidad, este sistema pro- 
duciria inconvenientes por lo menos tan graves como lo que 
se tratan de evitar, ya que dâ una ventaja a la renta de la 
inversiôn, en comparaciôn con la del trabajo, como reconoce 
el propio Informe (179).
Quizâs la propuesta de perfeccionamiento mâs adecuada 
es la que se concrete en una "reducciôn creciente del divisor 
a partir de una determinada renta total o, lo que es igual, 
empleo de una divisiôn cada vez mâs désignai de la renta (de
87
50/50 se pasa, por ejemplo a 40/60, 30/70, etc...)" (180).
Correcciôn similar, pero menos flexible, que tiende 
a corregir la discriminaciôn entre solteros y casados, pero 
no la que se produce entre grupos de rentas altos y bajos (a 
la que se encamina la anterior), es la propuesta de un divi­
sor inferior a 2. Asi, por ejemplo, un Informe del Consejo 
Cientifico del Ministerio Federal (alemân) de Hacienda, de 
11 de febrero de 1967, propuso que el divisor del "splitting" 
correspondiente a los matrimonios no se fijara en 2, sino en 
1,8 (181). Otras propuestas son las llamadas "congelaciôn de 
la cantidad deducida" y "congelaciôn de la ventaja fiscal". 
En la primera el empleo del "splitting" total se limita a un 
cierto nivel de renta, a partir del cual se mantiene constan­
te la cantidad a deducir de la renta total. En la segunda, 
la diferencia entre la deuda de un individuo aislado y de un 
matrimonio permanece constante a partir de un cierto nivel 
de renta (182).
Ahora bien, con independencia de los posibles perfec- 
cionamientos del "splitting", lo que no debe perderse de vis­
ta es que estas modificaciones aunque pueden mitigar o ate- 
nuar algunos de los inconvenientes que se derivan de tal sis­
tema, lo que no pueden hacer es eliminar totalmente aquellos 
efectos desfavorables que son inherentes a los principios in- 
formadores del mismo (183).
El "splitting", como método de tributaciôn de las ren­
tas familiares, se encuentra vigente, por lo que sabemos, en 
Estados Unidos y en la Repûblica Federal Alemana. Aunque el
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primer sistema tributario que adopté este procedimiento fué 
el norteamericano, su paternidad, doctrinalmente hablando, 
se atribuye a los economistas ingleses Sidney Webb (184) y 
J.A. Hobson (185) a principios de este siglo (186). Las cir­
cunstancias que explican su implantaciôn en Estados Unidos 
las referiremos en el apartado correspondiente a la exposi- 
ciôn del Derecho comparado.
Otra modalidad de los métodos "per capita" es el siste 
ma llamado de "quotient familial", que tiene su origen, por 
lo que al derecho positivo se refiere, en el sistema tributa­
rio francés. El sistema del "cociente" consiste en dividir 
el total de la renta imponible correspondiente a la unidad 
familiar en un cierto numéro de partes, determinado en fun­
ciôn del numéro de personas de que estâ formada la familia, 
aplicândose el baremo progresivo al resultado asi obtenido. 
El resultado de esta operaciôn, multiplicado por el numéro 
de partes, détermina la cuantia del impuesto a pagar (187). 
En este sistema el valor de "n" es funciôn del numéro de miem 
bros de la familia, valorando generalmente al cônyuge como 
1 y a cada hijo por 0,50, pero siempre con independencia de 
cuâl sea realmente el numéro de personas intégrantes de la 
unidad familiar que obtengan rentas propias.
El método del "quotient familial" supone la aplicaciôn 
de la idea bâsica del "splitting", pero ampliândola o, como 
dice Palao (188), llevândola hasta sus ultimas consecuencias. 
En efecto, mientras el "splitting" limita al matrimonio la 
aplicaciôn del principle de que el impuesto debe graduarse
89
en funciôn del numéro de personas que han de satisfacer sus 
necesidades con cargo a la renta gravada, el "quotient" la 
extiende ademâs a los hijos. Este sistema, al tener en cuenta 
de una manera plena las cargas familiares, aparece como una 
fôrmula todavia mâs atractiva que el "splitting" para los de- 
fensores de la tributaciôn segûn la renta "per capita". Fre­
cuentemente se ha dicho que su principal ventaja radica en 
ser el ûnico sistema que soluciona conjuntamente el problema 
del incremento de progresividad derivado de la acumulaciôn 
y la consideraciôn de todas las circunstancias familiares que 
puedan suponer aumento o disminuciôn de cargas (189). Si bien 
como sabemos tal afirmaciôn no es del todo cierta (190).
Los graves inconvenientes del "quotient familial" ex­
plican, sin embargo, que este método, aparentemente tan suges 
tivo, cuente con menos seguidores de los que en principio ca- 
bla esperar. En efecto, "si el método del 'quotient familial' 
supone la aplicaciôn a ultranza del 'splitting', es lôgico 
que sus ventajas e inconvenientes sean los mismos que los de 
este método, pero magnificados" (191). El principal defecto 
que se atribuye a este sistema es el elemento de arbitrarie- 
dad însito en la fijaciôn de los divisores. Ademâs, tratândo- 
se de divisores crecientes se acentûa la discriminaciôn entre 
los contribuyentes solteros y casados, por un lado, y los de 
rentas bajas y altas, por otro (192).
Las propuestas de perfeccionamiento del "quotient" son 
muy variadas y, lôgicamente, son anâlogas a las formuladas 
para el "splitting" (193). Recogemos aquî las contenidas en
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un Proyecto de Reforma del impuesto sobre la renta presentado 
por el Gobierno francés en 1969 (194), en el que se formula- 
ban dos alternativas:
-La primera combinaba dos medidas de modificaciôn: por 
un lado, se estableclan divisores crecientes segûn el nûmero 
de hijos (hasta dos hijos, el divisor era 0,5 por cada uno; 
a partir de 3, era 1 por cada hijo); y, por otra parte, se fi- 
jaba un limite mâximo a la reducciôn impositiva que lleva apa 
rejada el cociente, duplicândose la cuantia de este limite 
a partir del tercer hijo.
-La segunda alternativa consistia en sustituir parcial 
mente el sistema del cociente familiar por deducciones en la 
base imponible. A los contribuyentes casados con hijos, prime 
ro se les deduciria la cantidad correspondiente a los hijos, 
y luego se les aplicaba el divisor 2 sobre la base imponible 
résultante. A los casados sin hijos, se les continuaba apli- 
cando el sistema tradicional del cociente conyugal (divisor 
2).
Al igual que sehalâbamos con relaciôn al "splitting", 
las diversas propuestas de perfeccionamiento del "quotient 
familial" no eliminan adecuadamente los inconvenientes de es­
te sistema, que sôlo se aplica en Francia y en Luxemburgo, 
si bien en este pals se trata mâs bien de una variedad del 
"quotient" originario (195).
Para finalizar esta exposiciôn general de los distin­
tos sistemas de imposiciôn sobre las rentas familiares no nos 
queda sino hacer alusiôn al método de doble tarifa, consisten 
te, en su forma mâs simple, como su propio nombre indica, en
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la aplicaciôn de escalas de tipos diferenciadas para los con­
tribuyentes casados y los solteros (196).
El método de doble tarifa ha merecido las mâs diversas 
calificaciones: a veces es considerado como un sistema inter- 
medio entre el método unitario y el método "per capita"(197), 
o se le incluye entre las posibles soluciones para evitar las 
discriminaciones originadas por la suma de rentas familiares 
(198), o entre las soluciones para compensar las cargas deriva­
das del mantenimiento de personas dependientes (199). En reali 
dad, como sostiene Palao, cuya posiciôn al respecte comparti 
mos plenamente, "la existencia de una tarifa doble con una 
escala para casados sujetos a liquidaciôn conjunta de sus 
rentas y otra para personas individuales es una caracterîsti- 
ca puramente formai de un impuesto, no reveladora en si misma 
de ningûn criterio determinado acerca de la respectiva carga 
tributaria de dichos sujetos. Los tipos de ambas escalas pue­
den reflejar, en efecto, cualquier relaciôn deseada entre el 
gravamen de los sujetos a los que se aplican" (200).
En este orden de cosas, se ha puesto de manifiesto 
(201) la semejanza existente entre el sistema de doble tarifa 
y el denominado "recargo de solterla" vigente en otro tiempo 
en nuestro pals. El "recargo de solterla", que como su propio 
nombre indica se aplicaba a los contribuyentes solteros, res- 
pondla a la finalidad de adecuar la carga tributaria a las ma 
yores cargas familiares, si bien, a nuestro entender de una 
manera imperfecta, ya que en realidad suponla exigir mayor 
cuota a quienes no tenlan ese tipo de cargas (202). La Ley
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de Reforma Tributaria de 1940 estableciô que los contribuyen­
tes solteros serian gravados multiplicando el tipo que fuese 
de aplicaciôn por el coeficiente 1,3 (203), de ahî que, de
modo simplificado, se operase aplicando la escala del impues­
to y sumando a la cuota asi hallada el llamado "recargo de 
solterla": 30 por ciento.
Asimismo, cuando la relaciôn deseada entre el gravamen 
de los casados y de los solteros es igual a la résultante del 
"splitting" la doble tarifa, en realidad, viene a coincidir 
con este procedimiento; tal es, precisamente, la forma de apli 
caciôn del "splitting" en Estados Unidos (204).
Pero, naturalmente, "la aplicaciôn de una doble tarifa 
cobra pleno sentido cuando no se limita a ser expresiôn for­
mai de un criterio automâtico, como el "splitting" u otro cual 
quiera, sino que se utiliza precisamente por su flexibilidad 
para obtener la imposiciôn relativa deseada en cada caso por 
el legislador" (205). El ejemplo mâs caracterlstico en este 
sentido lo constituye la propuesta del Comité Carter, que se 
concrete en la aplicaciôn de una escala de gravamen para los 
que viven independientes y otra para las families. La primera 
tiene mayor progresividad que la segunda hasta un determinado 
nivel de renta, en que se iguala la progresividad de ambas 
escalas; ello se debe a que en este punto puede considerarse 
que comienzan las economlas de escala para la unidad familiar 
de modo que en ese punto tiende a coincidir la capacidad eco­
nômica de la unidad familiar y de las personas que vivan inde 
pendientes (206).
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En opinion de Palao la doble tarifa tiene el inconve­
niente, frente a sistemas mâs simples y rîgidos, como el "spli 
tting", de hacer menos transparente para los ciudadanos la 
relaciôn existente entre la tributaciôn de la familia y de 
los individuos (207).
D .- Problemas derivados del trabajo de la mujer casada.
Una de las cuestiones que tradicionalmente vienen sien 
do abordadas dentro del problema amplio del tratamiento de 
las rentas familiares es la relativa a la tributaciôn de la 
mujer casada, especialmente respecte de sus rentas derivadas 
del trabajo. Se afirma reiteradamente que la frecuencia cada 
vez mayor del hecho de la mujer casada trabajadora (208) obli  ^
ga a plantearse de manera especial el tratamiento fiscal de 
la misma. Antes de referirnos a los aspectos mâs importantes 
del tema, considérâmes necesario hacer las siguientes observa 
ciones:
1â: El problema nos interesa exclusivamente desde el 
punto de vista de la justicia tributaria, y no desde otras 
perspectivas distintas (209).
2ë : Es évidente que la referenda al problema que la 
tributaciôn de la mujer casada plantea, desde el punto de vi^ 
ta de la justicia tributaria, se debe mâs a circunstancias 
sociales y sociolôgicas que a razones puramente juridicas. 
Desde un punto de vista estrictamente jurldico el tema debe- 
rla quedar referido al cônyuge que obtenga menor renta (210).
32 : De la mera enunciaciôn del problema se dériva que
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nos referirnos a las rentas de la mujer derivadas de la reali­
zation de una actividad remunerada, ya que, por lo que se re­
fiere a las rentas del capital, como quedô indicado, respecto 
de ellas tienen especial consistencia y significaciôn los 
argumentos bâsicos de la tributaciôn conjunta.
Desde el punto de vista de la justicia tributaria la
posiciôn de la mûjer casada trabajadora respecto al tratamien 
to fiscal de las rentas familiares présenta, fundamentalmen­
te, dos aspectos de interés, segûn la perspectiva adoptada, 
por cuanto su situaciôn puede ponerse de manifiesto en compa­
raciôn con las dos situaciones siguientes: 1^) Con la de la
mujer soltera o, en general, la mujer a la que el Derecho tri^  
butario trata como un individuo aislado que realiza el mismo 
trabajo; aqui consideramos el problema de la mujer como indi­
viduo, como contribuyente, planteândonos la posible discrimi­
naciôn fiscal de la mujer casada. 2 â) Con la del matrimonio 
en que sôlo trabaja un cônyuge, en cuyo caso comparamos, no 
la situaciôn de la mujer, sino la del matrimonio en que ambos 
cônyuges obtienen renta, con otro matrimonio de igual renta, 
pero obtenida por uno solo de los cônyuges (211). En définitif 
va, el trabajo de la mujer casada plantea dos problemas rela- 
cionados con la neutralidad impositiva: neutralidad respecto
a la mujer soltera y neutralidad entre matrimonios segûn se
distribuya en ellos la obtenciôn de la renta.
a) Situaciôn respecto a la mujer soltera.
No son precisos ya muchos argumentos para comprender
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que el ûnico sistema que no altéra la situaciôn fiscal de la 
mujer después del matrimonio es el de tributaciôn separada 
(212). En los sistemas de acumulaciôn siempre se discrimina 
a la mujer casada frente a la soltera, salvo en el caso, pura 
mente fortuito, de que tratândose de un sistema de promedia­
ciôn de la renta, marido y mujer obtengan ingresos en igual 
cuantia (213), ya que tanto en el método unitario como en los 
métodos "per capita" la renta de cada uno de los cônyuges se 
grava a un tipo impositivo que viene determinado no sôlo por 
la cuantia de la propia renta sino también por la cuantia de 
la renta del otro.
En el método unitario la renta de la mujer (e igualmen 
te la del marido) se grava al tipo correspondiente a la renta 
conjunta, por lo que su situaciôn es claramente discriminato- 
ria con relaciôn a la mujer soltera con igual renta. Es fre- 
cuente afirmar que en el método unitario la renta de la mujer 
es gravada al tipo marginal del marido; esta opiniôn es una 
Clara consecuencia de "la consideraciôn tradicional segûn la 
cual la renta de la mujer se agrega a la del marido como cabe 
za de familia"(214). Asimismo, es una consecuencia de lo que 
consideramos una "visiôn parcial" del problema, ya que, por 
un lado, en este método la renta de la mujer no es gravada 
al tipo marginal del marido, sino a un tipo superior al mismo 
y , por otra parte, también el marido ve incrementado el tipo 
marginal -y consiguientemente el tipo medio- que recae sobre 
su renta, como consecuencia de la acumulaciôn (215).
En los métodos "per capita", y cihéndonos al "split­
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ting", prototipo de los sistemas de promediaciôn de la renta, 
la discriminaciôn de la mujer casada frente a la soltera igual 
mente se produce (216), salvo en el caso puramente fortuito, 
como hemos dicho, de que la cuantia de la renta de la mujer 
sea exactamente igual a la del marido, en cuyo caso su situa­
ciôn no varia. Pero salvo en este supuesto, la mujer casada 
ve alterada su situaciôn fiscal: si obtiene renta en cuantia 
inferior al marido, el tipo medio al que es gravada su renta 
es superior al que grava la renta (igual cuantitativamente) 
de la mujer que tributa de forma aislada; si su marido no ob­
tiene renta, o la obtiene en inferior cuantia, su posiciôn 
mejora frenta a la soltera (217).
Si se quiere evitar esta diferencia de trato, no ya 
ûnicamente por un criterio de igualdad en la tributaciôn de 
la mujer con independencia de su estado civil, sino también, 
y muy especialmente, por la influencia de aquella diferencia- 
ciôn sobre la neutralidad fiscal respecto al matrimonio, la 
soluciôn puede ser tanto un sistema de imposiciôn individual 
puro como la adopciôn de alguna de las "formulas intermedias" 
ya analizadas, especialmente, claro esta, la que consiste en 
la tributaciôn separada de las rentas ganadas de los cônyu­
ges. Como hemos visto, existe una tendencia en la evoluciôn 
del Derecho comparado que se inclina a preferir este sistema 
mixto (218).
b ) Comparaciôn con los matrimonios en que sôlo trabaja 
un cônyuge.
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La equidad en el reparto de las cargas fiscales, por 
lo que a imposiciôn de la familia se refiere, se centra no 
sôlo en la distribuciôn relativa del impuesto entre los solte 
ros y los casados, sino también entre los matrimonios, en fun 
ciôn de cômo se distribuye en ellos la obtenciôn de la renta: 
se trata de diferenciar entre los hogares en los que la tota­
lidad de la renta es obtenida por uno solo de los esposos, 
frente a los hogares en que los dos esposos tienen una activi 
dad remunerada (219).
El problema se plantea desde los propios postulados 
del sistema de acumulaciôn, que es el que se propone tratar 
por igual a los matrimonios de iguales rentas. Aunque, en prin 
cipio, esa igualdad se persigue con independencia del origen 
y naturaleza de la renta, no cabe duda de que, desde el punto 
de vista de la equidad, es necesario dilucidar si esa indepen 
dencia ha de mantenerse hasta el punto de que dos matrimonios 
con iguales ingresos deban soportar la misma carga tributa­
ria, aunque en uno de ellos sean obtenidos sôlo por el marido 
y en el otro por el marido y la mujer (220). Como decimos, 
el problema se plantea desde el propio fundamento del sistema 
de acumulaciôn, ya que es generalmente reconocido por los de- 
fensores de este sistema que las ventajas econômicas deriva­
das de la vida en comùn que implica el matrimonio, disminuyen 
cuando la mujer ejerce una actividad fuera del hogar (221).
Aunque el tema tiene una indudable trascendencia de^ 
de el punto de vista de la justicia tributaria, la cuestiôn 
no es indiscutida ni indiscutible. Por un lado, se argumenta
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que los mayores costes que para la mujer casada supone el tra 
bajar fuera del hogar (cuidado de la casa, atenciôn a los hi­
jos, etc...) debe reflejarse en la tributaciôn de los ingre­
sos que obtiene. Por otra parte se considéra que el concéder 
una situaciôn fiscal mâs ventajosa para los matrimonios en que 
ambos cônyuges trabajan, puede producir discriminaciones in­
justes, ya que es frecuente que la esposa permanezca en el 
hogar precisamente por la necesidad de atender a su familia, 
o también por no encontrar un puesto de trabajo. El problema 
se circunscribe entonces, en buena medida, a diferenciar en­
tre los matrimonios en los cuales la mujer permanece en casa 
voluntariamente, sin tener responsabilidades familiares, por 
un lado y, por otro, todos los demâs (222). Sin embargo, la 
dificultad de distinguir entre uno y otro tipo de situaciones 
limita el problema a los términos inicialmente expuestos: es- 
to es, la diferenciaciôn entre la tributaciôn de los matrimo­
nios, segûn que trabaje solamente uno de los cônyuges o los 
dos ejerzan una actividad remunerada.
Desde esta perspectiva es generalmente reconocido que 
"un hogar en el que uno solo de los esposos obtiene renta, 
deberia pagar en total un impuesto mayor que un hogar en el 
que los dos esposos trabajan, a igualdad de renta total"(223). 
Para hacer efectiva esta distribuciôn sôlo existen dos posibi^ 
lidades: 1) Inclusiôn de la "renta imputada" del ama de casa 
entre las del matrimonio; 2) Permitir a la mujer casada traba 
jadora la deducciôn de los mayores costes derivados de su si­
tuaciôn (224).
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La primera de estas dos vîas plantearîa dificultades 
casi insuperables (225). Por un lado, son conocidas las difi­
cultades de câlculo de la renta virtual (226); por otro, se 
manifiesta la injusticia que supondria el gravar precisamente 
esta modalidad de renta imputada en sistemas tributaries en 
los que la generalidad de las rentas de esta especie escapan 
a la imposiciôn (227). Asi pués, dentro de los postulados de 
la imposiciôn conjunta, no queda sino la otra soluciôn, esto 
es, la consideraciôn de los mayores gastos soportados por la 
mujer casada trabajadora (228).
Tampoco esta alternativa estâ exenta de dificultades. 
En primer lugar, la de determiner la cuantîa de taies gastos, 
si bien esta dificultad es relativa; bastarâ con considerar- 
los como gastos necesarios para la obtenciôn de la renta, pre 
via justificaciôn (229). Otra soluciôn es la concesiôn de una 
deducciôn en la base o en la cuota, por un tanto alzado (230). 
En segundo lugar, existe la dificultad de delimiter cuândo 
procédé tal desgravaciôn, especialmente en los supuestos en 
que la mujer ayuda al marido en su actividad, lo cual es muy frecuente 
en determinadas actividades y profesiones (pequehos négocies 
familiares, actividades agricoles, etc.), pero que se prestan 
facilmente al fraude, dadas las posibilidades de manipulaciôn 
de centrâtes entre cônyuges (231).
E .- Problemas relacionados con la definiciôn de la unidad 
familier.
La unidad familier, como sabemos, es una realidad so-
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cial y econômica que asciende al mundo jurldico directamente 
a través de la normative tributaria, por lo que es imprescin- 
dible que, cuando el legislador tributario acoja la figura 
de la unidad contribuyente familier, délimité las personas 
incluldas en elle, es decir, que se define la composiciôn sub 
jetiva de la unidad familier. Es este un problema complejo, 
porque confluyen en él, al menos dos aspectos: la realidad
econômica de la unidad gravada y la regulaciôn del ordenamien 
to jurldico privado relativa a la familia. El legislador ha 
de atender y combiner ambos aspectos, que constituyen sendos 
criterios de delimitaciôn:
-un criterio que puede calificarse de meramente econô­
mico, y
-un criterio jurldico, siendo relevantes en este senti^ 
do :
-las normes relacionales del Derecho de familia: ma­
trimonio, filiaciôn, patrie potestad, etc. y 
-las normes reguladoras de las relaciones econômicas 
familiares.
A ello hay que ahadir exigencies derivadas de la racionalidad 
y virtualidad prâctica, especialmente, claro estâ, la posibi­
lidad de control de la aplicaciôn efectiva de las normes, por 
lo que en ocasiones se opta por sacrificar "la perfecciôn y 
la justicia distributive en aras de una mayor simplicidad im­
positiva" (232).
El punto de partida o primera exigencia que debe darse 
para plantear la delimitaciôn de la unidad familier es que 
ésta debe referirse a personas que vivan en comùn, ya que.
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en otro caso, no se produce esa realidad de la "comunidad do- 
méstica" familiar, Esa comunidad que constituye una familia 
"esta compuesta, al menos, por progenitores y procreados, y 
en la que pueden participer otras personas..., unidas ya por 
lazos de sangre, ya por el vinculo de sumisiôn a una misma 
autoridad" (233). Asi las cosas, pueden diferenciarse très 
modalidades teôricas de unidad contribuyente familier, a las 
que ya nos hemos referido, segûn esté formada exclusivamente 
por los cônyuges, por los cônyuges mâs los hijos, o se inclu- 
yan ademâs en elle otros miembros distintos de los hijos. Sin 
embargo, en la prâctica de los sistemas fiscales las opciones 
se reducen a las dos primeras modalidades, descartândose la 
inclusiôn de otros miembros del grupo familiar (que no sean 
cônyuges e hijos), en la composiciôn de la unidad contribuyen 
te, aunque convivan en el mismo domicilio todos ellos (234). 
La razôn fundamental de tal exclusiôn parece hallarse en que 
"a medida que nos aiejamos de la familia nuclear se va debili 
tando paulatinamente la presunciôn de que existe una comunidad 
econômica entre los parientes" (235). Esta idea se recoge en 
el Informe Carter, al considerar que, si bien esas personas 
se integran frecuentemente en el hogar familiar, existen otros 
casos en que esta relaciôn social no existe mâs que en parte 
o incluso no existe en absolute (236). En ultima instancia, 
deberia comprobarse en cada caso cuâl es la realidad de la 
familia, es decir, se tratarla de una situaciôn puramente de 
hecho, de las cuales, como norma general, huye el legislador 
cuando de delimiter la unidad familiar se trata. En consecuen 
cia, puede afirmarse paclficamente, como ponen de manifiesto
102
Anton, Diaz Malledo y Garcia Martin (237) que "desde el punto 
de vista tributario se suele entender per familia no la fami- 
lia 'prolongada' formada por la totalidad de la parentela y 
correspondiente a culturas preteritas, sino la familia 'nu­
clear' (constituida por esposo, esposa e hijos), concepto 
sociologico que coincide con una de las acepciones juridicas 
del término: la sociedad paterno filial".
Habiendo tratado hasta el momento de la tributacion de 
las rentas familiares haciendo especial referenda al matrimo 
nio, como ya quedo indicado, corresponde ahora referirnos a 
la tributacion de los hijos y a los problemas planteados por 
situaciones familiares o de hecho, ya sean propiamente distin 
tas de la conyugal, ya se produzcan dentro de la misma.
a) Tributacion de los hijos,
Por lo que se refiere al tratamiento fiscal de los hi­
jos, han de delimitarse dos cuestiones claramente diferencia- 
das, cuya distincion, por lo demas, es igualmente valida para 
otras personas de la familia distintas a los hijos: una es
la relativa a la acumulacion o no de sus rentas con las de 
los padres; otra, la que atahe a las cargas familiares deri 
vadas de su manutenciôn. Cuando hablamos de definiciôn de la 
unidad familiar en sentido estricto nos estamos refiriendo 
ûnicamente a la primera de estas cuestiones, ya que la unidad 
familiar supone ûnicamente, como hemos manifestado en mas de 
una ocasiôn, la delimitaciôn de las personas cuyas rentas se 
van a integrar en la base imponible del impuesto. El trata-
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miento fiscal de las cargas familiares que se derivan de la 
existencia de personas a cargo de otras, es un problema,como 
vimos, distinto y, en cierto sentido mas amplio. Ahora bien, 
supuesta una modalidad determinada de unidad familiar, es evi^  
dente que esa delimitaciôn ha de tener un reflejo en el âmbi- 
to de la subjetividad del impuesto. Dicho con otras palabras, 
cuando el legislador opta por una unidad contribuyente fami­
liar forzosamente ha de partir de la composiciôn de la misma 
para dar el tratamiento adecuado, por lo menos, a las perso­
nas que en ella se incluyan; después puede ampliar ese circu­
le de personas, a efectos de la consideraciôn de las cargas 
familiares, pero no puede prescindir de las incluidas en la 
unidad contribuyente. En definitive, aunque la definiciôn de 
la unidad familiar no se refiere a las personas que van a ser 
tenidas en cuenta en el âmbito de la subjetividad del impues­
to, una vez definida una determinada modalidad de unidad fami 
liar esta puede adoptarse para una serie de efectos mas am- 
plios o distintos de los que se derivan estrictamente del pro 
pio concepto.
En el sistema de acumulaciôn de las rentas de los pa­
dres puede suscitarse la conveniencia de sumar a ellas las 
rentas de los hijos para formar la base imponible. La posibi 
lidad se plantea ûnicamente con relaciôn a los hijos menores 
de edad, aunque, por lo general, de optarse por la solcuiôn 
afirmativa, la acumulaciôn se verifica cualquiera que sea la 
naturaleza de su filiaciôn (238). De cualquier forma, es de 
advertir aqui la transaciôn o compromise que subyace en esa 
delimitaciôn, entre el criterio econômico y el jurîdico en
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punto a la definiciôn subjetiva de la unidad familiar, como 
ya hemos senalado.
Existen importantes argumentes tanto en favor de la 
inclusiôn de las rentas de los hijos en las de la familia, 
como en favor de su exclusion (239). En principio, la solu- 
ciôn positiva parece mas acorde con los postulados bâsicos 
de la acumulaciôn, que son igualmente vâlidos con relaciôn 
a los cônyuges como con referenda a los hijos. Particularmen 
te, dos son los argumentes esencialmente esgrimidos desde es­
ta perspectiva: primero, que las rentas de los hijos aumentan 
la capacidad econômica de la familia (240) y, segundo, que 
évita las transaciones fraudulentas entre padres e hijos para 
eludir el impuesto (241). La acumulaciôn de las rentas de los 
hijos menores encuentra ademâs una explicaciôn plausible en 
la legislaciôn civil, que frecuentemente otorga a los padres 
facultades de administraciôn sobre los bienes de aquéllos(242).
En contra de la acumulaciôn se alega la excesiva dure- 
za que puede suponer gravar determinadas rentas del mener al 
tipo marginal correspondiente a la renta acumulada de la fami^  
lia (243), asi como los efectos desestimulantes sobre el tra- 
bajo de los jôvenes (244). La acumulaciôn se califica incluse 
de arbitraria (245). Generalmente se senala que la considera­
ciôn de los hijos como miembros de la unidad contribuyente 
suele encontrarse condicionada en alto grade por el ordena- 
miento civil, asi como que en este punto el legislador tribu­
tario suele prestar una especial atenciôn a las normas rela- 
cionales del Derecho de familia y a las que regulan la titula
105
ridad de las distintas clases de rentas (246). Pero no siem- 
pre ocurre asi (y de ello es un buen ejemplo nuestro IRPF) 
y también con relaciôn a la tributaciôn de los hijos es posi- 
ble dar preferencia a los criterios econômicos frente a los 
juridico-privados (247).
Por lo que se refiere al Derecho comparado, las solu- 
ciones son, lôgicamente, muy variadas: van desde la acumula­
ciôn hasta la separaciôn, pasando por soluciones intermedias 
(248). De entre estas ultimas, pueden destacarse dos modalida 
des (249): la de tributaciôn separada de las rentas "ganadas" 
del hijo, y la que consiste en acumular a las rentas de los 
padres ûnicamente las de los hijos que procedan de bienes cu­
ya titularidad les haya sido transferida por aquéllos (250). 
Es interesante la propuesta del Comité Carter en este punto, 
que, aunque opta por la acumulaciôn de las rentas de los hi­
jos menores, recomienda varias disposiciones atenuantes en 
atenciôn a determinados problemas que esta tributaciôn conjun 
ta plantea (251). Estas propuestas son las siguientes:
-El hijo menor de 21 ahos que vive fuera del hogar y 
esta soltero, cuando obtiene rentas de su trabajo o de la ex- 
plotaciôn de un negocio, debe tener derecho a tributar sépara 
damente, ya sea por su propia elecciôn o por la de sus padres.
-El hijo soltero, de mas de 21 ahos, pero menor de 25, 
que continûa estudiando, debe tener derecho de continuar for- 
mando parte de la unidad familiar integrada por sus padres, 
si ello le conviene. Es évidente la influencia de esta pro 
puesta y de la anterior en nuestro IRPF de 1978.
-Las rentas de un hijo, miembro de la unidad familiar.
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que procedan de su trabajo o negocio o de transaciones con 
extrahos a la unidad familiar, deberîan estar exentas del im­
puesto si no sobrepasan una determinada cuantîa (fijada por 
el Comité en 500 dôlares), no incluyéndose esta renta en la 
declaraciôn familiar. Si las rentas del hijo son superiores 
a esta cantidad, no se ahadirîa a la renta familiar mas que 
la parte que exceda de aquélla.
En cuanto al tratamiento fiscal de las cargas deriva- 
das de la manutenciôn de los hijos, hemos analizado ya las 
distintas técnicsB de las desgravaciones, cualquiera de cuyas 
modalidades puede adoptarse al respecte (252). Hemos menciona 
do también la preferencia en el Derecho comparado por el sis­
tema de deducciones fijas en la cuota (253), pudiéndose gra- 
duar la cuantîa de las mismas en funciôn de la edad de los hi^  
jos o del numéro de éstos (254).
Por ultimo, cabe observar "la existencia comûn de una 
asimetrîa entre el régimen de las rentas de los hijos y el 
de las desgravaciones por ellos. Las primeras dejan de agre- 
garse, en su caso, a las de los padres una vez alcanzada la 
mayorîa de edad; por el contrario, las desgravaciones se sue- 
len prolongar en el tiempo mas alla de este limite. En el pri^  
mer aspecto prevalece el dato jurîdico civil sobre la reali- 
dad econômica, que prédomina en el segundo" (255).
b) Otras relaciones familiares y de hecho.
Bajo esta denominaciôn pueden plantearse una variada 
serie de relaciones familiares, a las que ûnicamente haremos
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una breve referencia. Por un lado, es necesario aludir a la 
existencia de parientes o miembros de la familia, distintos 
de los padres y los hijos. La presuncion de la existencia de 
una comunidad econômica en el seno de la familia no es en es­
tes casos lo suficientemente fuerte como para servir de fun—  
damento a una acumulaciôn de sus rentas, por lo que no suelen 
incluirse en la unidad familiar en sentido estricto (256). 
Naturalmente, esto no excluye la posibilidad de que las leyes 
fiscales tengan en cuenta la obligaciôn juridica en muchos 
casos y moral en otros, de contribuir al mantenimiento de ta­
les personas, admitiendose la concesiôn de desgravaciones o 
deducciones, con una serie de limites y condicionamientos por 
lo general. En este sentido, tanto puede exigirse una depen- 
dencia econômica de hecho, como la existencia juridica de un 
deber de mantenimiento para que haya lugar a tal deducciôn 
(257).
En cuanto a las situaciones familiares basadas en cornu 
nidades distintas de la conyugal, nos encontramos fundamental 
mente con los supuestos de families en las que sôlo existe 
el padre o la madre, y con los llamados "matrimonios de he­
cho" o "parejas unidas irregularmente".
En cuanto a las primeras ("padres" solteros o viudos, 
cônyuges divorciados o separados legalmente), tratandose de 
un método unitario suelen recibir la misma consideraciôn que 
las families "completes" (258), salvo en lo referente a la 
deducciôn por matrimonio, obviamente (259). Pero cuando el me 
todo vigente es el "splitting" u otro sistema de promediaciôn
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de la renta, surge el problema de si ha de series aplicado 
o no a estas unidades familiares. Asi, en el sistema norteame 
ricano, a los "cabeza de familia" o de "hogar" ("heads of hou 
sehold"), concepto que désigna, en termines generates, a la 
persona que mantiene a otra, se les aplica una tarifa especi- 
fica, que les confiere una situaciôn intermedia entre los sol. 
teros y los cônyuges que declaran conjuntamente sus rentas 
(260). El "quotient familial" se aplica también, por los pai- 
ses que lo adoptan, a este tipo de unidades, con diferentes 
divisores segùn los casos (261).
El supuesto de los "matrimonios de hecho" suele ser 
ignorado por régla general por las leyes tributaries(262). 
En esta circunstancia se ha visto en ocasiones una discrimina 
ciôn injuste hacia el matrimonio, cuando el sistema tributa­
rio establece un trato de disfavor a las parejas legalmente 
unidas. Incluso se ha hablado de un estimulo para no contraer 
matrimonio o para que se produzcan "divorcios en fraude de 
ley fiscal", aunque, como hemos dicho ya, se ha exagerado la 
posible influencia de la legislaciôn fiscal sobre la inclina- 
ciôn a aceptar o rechazar la situaciôn matrimonial (263).
Cuando el sistema de tratamiento fiscal de las rentas 
de los cônyuges suponga un trato mas beneficioso, la equipara 
ciôn de las uniones de hecho puede plantearse como un demanda 
de éstas (264). En nuestra opiniôn, en cualquiera de ambos 
supuestos, pretender equiparar estas "uniones de hecho" a los 
matrimonios legalmente constituidos tropieza con la dificul- 
tad fundamental de la prueba de las mismas, por lo que consi-
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ramos adecuado no darles relevancia a efectos fiscales (265).
Por ultimo, las separaciones de hecho que pueden darse 
dentro de la situaciôn matrimonial suelen estar reconocidas 
(266), si bien como es lôgico este reconocimiento se encuen­
tra condicionado a la justificaciôn de tales circunstancias: 
que exista un convenio regulador de la separaciôn, se haya 
interpuesto la demanda, etc... Una excepciôn la encontramos 
en nuestro IRPF, en el que ûnicamente se tiene en cuenta la 
"separaciôn judicial" (267).
F.- Unidad familiar y modalidades de asunciôn de la titula
ridad pasiva de la relaciôn juridica tributaria.
Para concluir este punto, relativo a los sistemas de 
tatamiento fiscal de las rentas familiares, no nos resta sino 
hacer algunas breves consideraciones sobre las modalidades 
de asunciôn de la relaciôn juridica tributaria cuando se ha 
optado por un sistema de tributaciôn familiar. En efecto, "tal 
cuestiôn surge ûnicamente en el sistema de imposiciôn conjun- 
ta, pués la imposiciôn separada no parece compatible mas que 
con la plena independencia en la titularidad de las respecti- 
vas obligaciones " (268).
Como se recordarâ, en el tratamiento tributario de la 
familia deben diferenciarse claramente dos aspectos: uno, re­
lativo a la determinaciôn de la carga tributaria que ha de 
recaer sobre la familia o sobre sus miembros, cuya cuantîa, 
como es sabido, depende fundamentalmente de la base imponible
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y del tipo de gravamen. A los problemas que plantea este pri­
mer aspecto y a las distintas soluciones que a ellos se ofre- 
cen nos hemos referido hasta ahora. Un segundo aspecto es el 
que hace referencia a la asunciôn de la titularidad pasiva 
de la relaciôn juridica tributaria y, dentro del mismo, en 
primer lugar de la obligaciôn tributaria material, aspecto 
al que nos referimos en este momento.
Como ya advertimos en otro lugar, la atenciôn dedicada 
al primer aspecto es por régla general muy superior a la dedi 
cada al segundo; asi lo hemos hecho también nosotros en esta 
parte de nuestro trabajo, ya que hemos de referirnos mas ex- 
tensamente a distintas modalidades de asunciôn de la obliga­
ciôn tributaria en otros momentos del mismo. Lo importante 
ahora es subrayar la diferencia entre ambas categorlas de pro 
blemas, ya que en la no diferenciaciôn entre ellos se encuen­
tra el origen de buena parte de los problemas y confusiones 
que suscita la unidad familiar (269). La identificaciôn entre 
la conveniencia, para algunos de que la familia sea la unidad 
contribuyente, y la necesidad de que la familia sea el sujeto 
pasivo de impuesto, es la mas Clara y trascendente muestra 
de esa confusiôn (270).
Efectivamente, una Clara distinciôn entre ambos aspec­
tos constituye tal vez el punto clave para el entendimiento 
y comprensiôn de la figura de la unidad familiar. Por un la­
do, nos encontramos con la determinaciôn de la capacidad eco­
nômica que se quiere someter a tributaciôn y el cômo se va 
a efectuar ese sometimiento. Por otro, nos referimos al lado
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pasivo de una obligaciôn juridica. En el primer supuesto ha­
blamos de unidad contribuyente y sistemas de tratamiento fis­
cal de la misma; en el segundo, del sujeto pasivo del impues­
to y de modalidades de asunciôn de la titularidad correspon­
diente (271). Naturalmente, lo mas sencillo y lo normal es 
que asuma esa titularidad quien manifiesta la capacidad econô 
mica gravada por el tributo, pero no siempre ocurre asi (272). 
Esa "disociaciôn" puede ser muy heterogénea y deberâ valorar- 
se en cada supuesto en funciôn de la regulaciôn conferida por 
el ordenamiento tributario de que se trate. Por lo que a noso 
tros ahora nos interesa, cuando el legislador ha optado por 
la familia, mas o menos ampliamente considerada, como unidad 
contribuyente, son varias las soluciones posibles en punto 
a la atribuciôn de la titularidad pasiva de la obligaciôn tri 
butaria (273).
a) Titularidad separada. En este caso, cada uno de los 
cônyuges o, en general, de los miembros de la unidad familiar, 
es deudor de una obligaciôn tributaria distinta de las que 
vinculan a los demâs. El inconveniente que esta soluciôn tie­
ne, desde el punto de vista de la Administraciôn, es la mayor 
dificultad derivada de la necesidad de practicar liquidacio- 
nes independientes. La liquidaciôn separada puede realizarse 
a elecciôn del contribuyente, sin que ello influya sobre la 
cuantîa total del impuesto (274).
b) Titularidad ùnica. Se caracteriza por la existencia 
de una sola deuda tributaria por cada unidad familiar. Esta 
segunda soluciôn puede adoptar, a su vez, alguna de estas dos
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modalidades:
a ') Asuncion de la titularidad por uno solo de los 
miembros de la familia, generalmente el marido o la persona 
que posea la administraciôn de los bienes de la familia (275) 
a quien se imputan o atribuyen todas las rentas que concurren 
en el nùcleo familiar, es decir, las suyas y las de los demâs 
individuos compqnentes de la familia que, en principio, no 
adquieren la condiciôn de sujetos pasivos. No parece haberse 
hecho cuestiôn suficiente de esta interesante forma de titula 
ridad, que se ha aceptado como la natural prolongaciôn en el 
âmbito fiscal de las facultades civiles que el marido poseîa 
hasta fechas recientes (276).
b ') Atribuciôn de la titularidad a la unidad fami­
liar , tesis defendida a partir de la concepciôn de la unidad 
familiar como sujeto pasivo sin personalidad juridica. Esta 
era la soluciôn adoptada en el Proyecto de Ley del Impuesto 
espahol sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1978, basân 
dose en el tenor literal del articule 33 de la Ley General 
Tributaria, reconduciendo esta figura al concepto de "unidad 
econômica susceptible de imposiciôn" (277). La soluciôn, sin 
embargo, finalmente acogida en el texto definitive de la Ley 
e sin duda preferible a esta, ya que la figura de los sujetos 
sin personalidad plantea demasiadas incertidumbres como para 
servir de base adecuada para la soluciôn técnica de la obliga 
ciôn tributaria familiar. Por otra parte, una configuraciôn 
en este sentido plantearia el problema de determinar el alcan 
ce juridico que reviste dicho reconocimiento: si la considéra 
ciôn de la familia agota sus efectos en la configuraciôn sub-
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jetiva del hecho imponible o détermina, ademâs, su posiciôn 
deudora en relaciôn con la obligaciôn impositiva (278).
c ) Titularidad solidaria. En este supuesto cada uno 
de los miembros de la unidad familiar es deudor frente a la 
Hacienda Pûblica por el total impuesto de aquélla. En princi­
pio, existe también una sola obligaciôn tributaria, con una 
pluralidad de sujetos; sin embargo, las dudas que a tal res­
pecte plantea la naturaleza juridica del vinculo solidario, 
no permite incluirla en el apartado anterior (279). Esta for­
ma de titularidad présenta un especial interés, especialmente 
garantista, desde el punto de vista de la Hacienda Pûblica, 
ya que supone la declaraciôn de la responsabilidad solidaria 
de todos los sujetos pasivos incluidos en la unidad familiar, 
mientras que en el caso de titularidad ûnica puede ser discu- 
tido si la responsabilidad no afecta mâs que a los bienes del 
marido y a los de la sociedad conyugal. Es posible, no obstan 
te, combinar la solidaridad con la ejecuciôn separada, de for 
ma que ésta tenga lugar frente a cada miembro de la unidad 
familiar por su cuota parte correspondiente. De esta manera 
se armonizan las ventajas de la gestiôn y liquidaciôn conjun- 
tas y ûnica del impuesto con el respeto a la autonomia patri­
monial de los componentes de la familia. Esta posibilidad es­
té regulada en la "Abgabenordnung" alemana de 1977, en sus 
parâgrafos 268 y siguientes (280). En principio, puede pare- 
cer extraho hablar de titularidad solidaria, con responsabiTi 
dad limitada para cada sujeto pasivo a su parte de deuda co­
rrespondiente. Ciertamente, esta forma de responder parece
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contraria a lo que constituye la esencia de la solidaridad, 
si bien cabe entender que verdaderamente esta contradicciôn 
no se produce, acudiendo a las nociones de débite y responsa­
bilidad. Asi, en el supuesto que comentamos, los cônyuges son, 
en principio, deudores solidarios, pero sôlo responden de su 
parte alicuota de la deuda (281). No obstante, la califica- 
ciôn del supuesto es problemâtica ya que es cuanto menos dudo 
so que pueda aceptarse una disociaciôn entre deuda y responsa 
bilidad en el sentido expuesto (282).
Al aspecto de la responsabilidad se le prestô mayor 
atenciôn en el Congreso de la IFA de 1955 que en el celebrado 
en 1972, incluyéndose entre sus resoluciones "que es anormal 
que cualquiera de los cônyuges pueda ser, directa o indirecta 
mente, responsable del pago de impuestos adeudados por la ren 
ta aportada por el otro, cuando sôlo este ultimo tiene la di^ 
posiciôn de ellas en virtud del Derecho civil o de familia" 
(283).
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3. DERECHO COMPARADO.
La Exposiciôn de Motivos del Proyecto de Ley del Im­
puesto espahol sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1978 
se referia a la unidad contribuyente afirmando que, aunque 
pudiera parecer obvio, tal como indica su denominaciôn, que 
este Impuesto debe gravar en todo caso la renta de cada suje­
to pasivo considerado aisladamente, "sin embargo, aunque el 
prinicpio general es este, todas las legislaciones fiscales, 
y también este Proyecto de Ley, consideran que, en el caso 
de contribuyentes que forman parte de una familia, es dicha 
familia la que debe consituir la unidad contribuyente, acumu- 
lândose, en consecuencia, la totalidad de las rentas pertene- 
cientes a sus miembros" (284).
Basta una ligera incursiôn a algunas de esas legisla­
ciones para comprobar que tal afirmaciôn sôlo es parcialmente 
valida. Aunque, desde luego, es frecuente que en el impuesto 
sobre la renta la unidad contribuyente sea la familia, adop- 
tândose un sistema de acumulaciôn, no faltan sistemas tributa 
rios en los que la unidad de imposiciôn es el individuo (285) 
y, por régla general, cuando se establece un sistema de impo­
siciôn acumulada o familiar, se prevén importantes excepcio- 
nes a la misma. Por otro lado, como sabemos, tan significati- 
va como la elecciôn uno u otro sistema de imposiciôn es el 
método elegido para la acumulaciôn de las rentas familiares, 
y en este punto es diflcil encontrar en el Derecho comparado 
un sistema en el que la acumulaciôn se lleve a cabo con tanta
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amplitud y rigidez como la prevista en nuestra Ley de 8 de 
septiembre de 1978, al menos, entre los paises mas proximos 
a nuestra area cultural y geografica, a los cuales limitamos 
nuestro estudio.
Como hemos senalado, cabe afirmar que los ordenamien-
tos en los que el impuesto sobre la renta se aplica en fun­
ciôn de la acumulaciôn de las rentas familiares (ya de los 
cônyuges ya también de los hijos), siempre prevén importantes 
excepciones a esa régla de la acumulaciôn y, en ocasiones, 
se concede a los cônyuges un derecho de opciôn. Ademâs, es 
dificil justificar, con base en el Derecho comparado, un régi 
men de acumulaciôn que tan gravoso résulta para la familia
respecte al impuesto que hubiera correspondido en el supuesto 
de que sus miembros tributasen separadamente (286).
Limitândonos a los principales paises europeos, y a 
una referencia al sistema norteamericano, fundamentalmente 
por el interés que el origen de la adopciôn del "splitting"
en este pais présenta, iremos viendo en lineas générales la 
estructura de la imposiciôn sobre la renta en cada uno de 
ellos, dando una resena de su evoluciôn histôrica cuando ello 
sea de interés. Asimismo, no nos limitaremos a exponer cuâl 
es la unidad contribuyente en cada uno de estos paises, lo 
que daria una visiôn parcial y en muchos casos errônea del 
sistema adoptado, sino que intentaremos dar una visiôn gene­
ral de cuâl es en cada caso el sistema de imposiciôn de las 
rentas familiares (287).
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A.- Francia.
a) La imposiciôn sobre la renta. Breve resefia de su 
evoluciôn histôrica (288).
El sistema Frances de imposiciôn sobre la renta arran- 
ca de la primera guerra mundial, que reemplazô al sistema lia 
mado de las "cuatro viejas" (289). Después de numerosos inten 
tos de reforma, y bajo el impulso del Ministre de Hacienda 
Joseph Caillaux, la imposiciôn sobre la renta fué completamen 
te modificada por una serie de leyes adoptadas entre el 29 
de marzo de 1914 y el 31 de junio de 1917. Los promotores de 
la reforma de 1914-1917 se inspiraron en dos ejemplos extran- 
jeros: las cédulas britânicas y el impuesto global prusiano. 
El sistema comportaba dos niveles de imposiciôn: en el prime­
ro, las diversas categorlas de rentas eran gravadas separada­
mente por impuestos distintos, llamados cédulas ("cédules"); 
en el segundo, el conjunto de las rentas era gravado por el 
Impuesto General sobre la Renta ("Impôt Général sur le Reve­
nu"). Las cédulas (en numéro de ocho), permitlan un tratamien 
to discriminatorio segùn el origen de la renta, en todas las 
fases de la imposiciôn. En el nivel global, la extensiôn de 
la materia imponible quedaba reducida por la falta de exacti- 
tud de la evaluaciôn de muchas de las diversas clases de ren­
tas, lo que llevô a una elevaciôn considerable de los tipos 
de gravamen.
En principio, este impuesto debla efectuar la persona- 
lizaciôn por diferentes sistemas: deducciones en la base, re- 
ducciones por cargas familiares, baremos progresivo. Pero los
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dos primeros procedimientos se extendieron paulatinamente a 
los impuestos cedulares sobre los beneficios y sobre los sue! 
dos y salarios, sin que, por otra parte, ganara en justicia, 
pués los "forfaits" y las posibilidades de fraude quebranta- 
ban la base del impuesto, lo que se traducia, ademâs, en un 
escaso rendimiento recaudatorio (290).
El râpido' envejecimiento del sistema instaurado en 1914- 
1917 propiciô una nueva reforma: la de 1948, origen del moder 
no sistema francés de imposiciôn. La reforma de 1948 se carac 
terizô por très innovaciones fundamentales : el intento de uni^  
ficaciôn de la imposiciôn sobre la renta de las personas flsi 
cas, la creaciôn de un impuesto sobre las sociedades y la glo 
balizaciôn de las rentas de la empresa.
Por lo que se refiere a la unificaciôn de la imposi­
ciôn sobre la renta de las personas fisicas, la supresiôn de 
las cédulas représenté un paso importante hacia la misma, asi 
como una cierta simplificaciôn del sistema. Sin embargo, el 
nuevo impuesto llamado "Impôt sur le Revenu des Personnes Ph^ 
siques", establecido en sustituciôn de los impuestos cedula­
res y del Impuesto General sobre la Renta, se subdividla en 
un impuesto proporcional y en un impuesto progresivo, muy pro 
ximo al antiguo Impuesto General. La unificaciôn, por tanto, 
no fué mâs que parcialmente conseguida en 1948.
La acentuaciôn de la unificaciôn del impuesto sobre 
la renta se llevô a cabo por la reforma de 1959, mediante la 
supresiôn del impuesto proporcional (que habla alcanzado en 
1958 el tipo del 22 por ciento), y de la modificaciôn del an-
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tiguo "sobreimpuesto" progresivo en un verdadero impuesto uni^  
tario sobre la renta de las personas fisicas. La reforma lle- 
vada a cabo por la Ley de 12 de julio de 1965 y disposiciones 
subsiguientes, incidio sobre importantes puntos de la imposi­
ciôn de las empresas y de las rentas del capital mobiliario.
El Impuesto sobre Sociedades ("Impôt sur les Sociétés"), 
nacido en la reforma de 1948, tras sucesivas reformas parcia- 
les (1959, 1965, 1976,1979), se aplica, en principio, sôlo
a las sociedades de capitales, mientras que las sociedades 
de personas tributan en régimen de transparencia, salvo que 
opten por quedar sujetas al Impuesto sobre Sociedades. Las 
normas sobre la determinaciôn del bénéficie gravado por este 
ultimo impuesto son similares a las que se aplican para deter 
minar los beneficios industriales y commerciales gravados en 
el Impuesto sobre la Renta.
b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("L’Impôt sur le Revenu"): la imposiciôn "par foyer" 
y el "quotient familial".
La denominaciôn de Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas (reforma de 1948), fué sustituida en la Ley de 
21 de diciembre de 1970 por la de Impuesto sobre la Renta 
("Impôt sur le Revenu"). El articule primero del "Code Géné­
ral des Impôts" (CGI) dispone que: "Se establece un impuesto 
anual ûnico sobre la renta de las personas fisicas, designado 
con el nombre de Impuesto sobre la Renta. Este impuesto grava 
la renta neta global del contribuyente...". El impuesto es
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progresivo y su tarifa aumenta por tramos. La unidad contribu 
yente es la familia, aunque la progresividad es modulada por 
el sistema del "quotient familial". Las rentas familiares no 
son sometidas a ningùn otro impuesto. En el capitule de los 
impuesto locales, las familias no pagan mâs que la Contribu- 
ciôn Mobiliaria, que grava el valor locativo de la vivienda.
El principio de imposiciôn familiar ("par foyer fami­
lial") se remonta al origen mismo de este impuesto, es decir,
al Impuesto General sobre la Renta establecido por la Ley de 
15 de julio de 1914, principio que figura actualmente en el 
art. 6,1 del CGI.
La aplicaciôn del Impuesto sobre la Renta depende de
las nociones de domicilio fiscal y de fuente de la renta. Es 
necesario distinguir dos categorias de personas: las domici-
liadas en Francia, que son gravadas por el total de sus ren­
tas, y las que tienen su domicilio fiscal fuera de Francia, 
que, en principio, estân sometidas al impuesto si tienen ren­
tas de origen francés o si disponen de una vivienda en este
pals.
-Personas domiciliadas en Francia: definiciôn del domi^ 
cilio fiscal (291).
1. Hogar en Francia. Con carâcter general se entiende 
por hogar ("foyer") el lugar donde el contribuyente o su fami^  
lia (esposa e hijos) habita normalmente, es decir, el lugar 
de su residencia habituai. La nociôn de "hogar" permite consi 
derar como domiciliado fiscalmente en Francia al contribuyen-
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te que, aunque ejerza su actividad profesional en el extranje 
ro, tenga a su mujer y a sus hijos residiendo en Francia.
2. Lugar de residencia habituai en Francia. A este 
efecto es suficiente con que una persona haya residido en 
Francia mâs de 183 dîas en el curso de un mismo afio, para que 
sea considerado como residente durante el mismo.
3. Actividad profesional en Francia. Este criterio se 
aplica a quienes ejercen una actividad profesional, asalaria- 
da o no, salvo que justifiquen que se trata de una actividad 
ejercida a titulo accesorio (292).
4. Centro de intereses econômicos. Se trata del lugar 
donde el contribuyente posee la sede de sus négociés o donde 
administra sus bienes; asimismo, puede tratarse del lugar don 
de el contribuyente tiene el centre de sus actividades profe- 
sionales o donde obtiene la mayor parte de sus rentas (293).
Los extranjeros domiciliados en Francia son gravados 
en principio (bajo réserva de Convenios Internationales), por 
el conjunte de sus rentas, ya sean éstas de origen extranjero 
o de origen francés (294).
-Personas domiciliadas fuera de Francia. Se diferencia 
entre los que no disponen de una vivienda en Francia y los 
que si disponen de ella. Los primeros no son sometidos al im­
puesto mâs que si obtienen rentas de origen francés, y ûnica­
mente son gravados por estas rentas. Los segundos son someti­
dos al impuesto ya por sus rentas de origen francés ya sobre 
una "base estimada" ("forfaitaire") igual a dos veces el va­
lor locativo de su o sus viviendas, en el caso de que no ob-
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tengan renta alguna en este pais, o sea menos elevada (295).
- La imposiciôn "par foyer".
Cada "contribuyente" (296) esta sometido al impuesto 
tanto por sus beneficios y rentas personales como por los de 
su mujer y los de sus hijos a su cargo (art. 6,1 del CGI). 
Esta régla de la imposiciôn "par foyer" tiene dos excepciones:
1^) El contribuyente puede optar por la imposiciôn se­
parada de los hijos a su cargo cuando éstos obtengan una ren­
ta de trabajo o de un patrimonio independiente al de aquél.
2^) La mujer casada puede optar por la imposiciôn sepa 
rada en los très casos siguientes: cuando existiendo separa­
ciôn de bienes, ya sea convencional o judicial, no vive con 
su marido; cuando habiendo presentado demanda de separaciôn 
G de divorcio haya obtenido del juez autorizaciôn para ocupar 
una residencia separada; cuando habiendo sido abandonada por 
su marido, o habiendo abandonadô ella misma el domicilio con 
yugal, obtiene rentas propias. Cuando los cônyuges son grava­
dos separadamente, cada uno de ellos es considerado como un 
soltero, con los hijos que tenga a su cuidado.
La renta imponible de la familia es igual a la suma 
algebraica de las rentas de sus miembros. Las posibles pérdi- 
das sufridas por uno de ellos se compensa con la renta de los 
demâs. Existen determinados gastos deducibles de la renta glo 
bal, de los cuales a nuestros efectos son de mencionar los 
siguientes:
-Gastos por el cuidado de hijos pequefios: se concede
a los viudos, viudas, divorciados y matrimonios cuando ambos
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cônyuges trabajen la jornada compléta. La deducciôn procédé 
ûnicamente por el cuidado de los hijos menores de 4 ahos (297).
-Pensiones alimenticias. Como régla general, las pen- 
siones alimenticias satisfechas en los supuestos previstos 
por el Côdigo Civil ("Code Civil", arts. 205 a 211) son dedu­
cibles de la renta del duedor alimentario, si bien con cier- 
tas condiciones y requisitos, que varîan en funciôn de cada 
supuesto:
-Respecto de los pagos de alimentes entre ascendien 
tes y descendientes, deben responder a una necesidad real del 
que los percibe.
-Respecto a las pensiones alimenticias satisfechas 
a los hijos mayores de edad, se dispone una cuantîa limite 
por ano e hijo (14.230 francos), asi como la imposibilidad 
de computer como gasto las prestaciones por alimentes cuando 
el hijo sea considerado "a cargo del contribuyente", a efec­
tos del "quotient". Asimismo, se disponen reglas especificas 
segûn que se trate de hijo casado o soltero (298).
-Con relaciôn a las pensiones alimenticias en caso 
de divorcio o separaciôn, son deducibles las correspondientes 
a mantenimiento de los hijos y las debidas al cônyuge o ex- 
cônyuge, si bien con relaciôn a estas ûltimas se exige que 
sean debidas por decisiôn judicial, ya en virtud de sentencia 
ya por haberse interpuesto demanda de separaciôn o divorcio, 
y siempre que los cônyuges vivan efectivamente separados.
Como régla general en cuanto a la imposiciôn "par fo­
yer", la ley fiscal toma en consideraciôn ûnicamente las si-
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tuaciones constituidas al amparo del Derecho civil (299): ma­
trimonio, divorcio y viudedad, no dandose relevancia a las 
uniones de hecho, y en cuanto a las separaciones ûnicamente 
en cuanto a los efectos anteriormente senalados.
- El "quotient familial".
El sistema del cociente familiar fué establecido en 
Francia por la Ley de 31 de diciembre de 1945 (300). Se ha
puesto reiteradamente de manifiesto la doble finalidad del 
mismo, que se concreta en un objetivo demogrâfico (se pensaba 
en un efecto incitador de la natalidad por el efecto de reduc 
ciôn del impuesto) y en un objetivo de equidad (puesto que 
la capacidad contributiva del cabeza de familia disminuye en 
funciôn de las cargas de mantenimiento de los hijos) (301).
El câlculo del impuesto sobre la renta familiar se efec 
tûa a través de las siguientes fases:
En primer lugar, la renta neta global es dividida por 
un determinado nûmero de parte, fijado en funciôn de la situa 
ciôn familiar del contribuyente (302).
Al resultado de esta divisiôn se le aplica el baremo 
progresivo, obteniéndose la imposiciôn concerniente a una par­
te.
La cuantîa del impuesto relativo a una parte se multi- 
plica por el nûmero de partes para obtener la cuantîa bruta 
del impuesto.
La cuantîa neta del impuesto es obtenida después de 
la aplicaciôn de ciertas imputaciones.
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La fecha con relaciôn a la cual se détermina la situa­
ciôn y las cargas familiares es, en principio, el 1 de enero, 
pero en caso de matrimonio durante el ano o de aumento de las 
cargas familiares durante el transcurso de mismo, puede tomar 
se en cuenta la situaciôn existente al 31 de diciembre.
La determinaciôn del numéro de partes supone la conside 
raciôn de las personas a cargo del contribuyente, en las que 
hay que diferenciar los hijos y otras personas a su cargo 
(arts. 194 y ss. del CGI). Son considerados como hijos a car­
go del contribuyente: los menores de 21 ahos, los mayores de 
21 pero menores de 25 que prosiguen sus estudios, los que es- 
tén cumpliendo el servicio militar -con independencia de su 
edad- y los disminuidos o invâlidos, sea cuâl sea su edad (303). 
En principio, los hijos solteros mayores de 18 ahos y los ca- 
sados, de cualquier edad, son gravados independientemente, 
pero, no obstante, pueden optar por la posibilidad de inte­
grar el hogar de sus padres cuando cumplen una de las très 
primeras condiciones mencionadas. En este caso, el hijo solte 
ro cuenta como una media parte a efectos de determinar el "quo 
tient", mientras que por el hijo casado lo que se permite es 
la deducciôn en la base, en concepto de alimentes, que ya he­
mos mencionado (304).
Por otra parte, todo contribuyente puede considerar 
como estando a su cargo a sus ascendientes, hermanos o herma- 
nas disminuidos fîsicamente, asi como a los de su cônyuge, 
con la condiciôn de que convivan en el mismo domicilio (305).
En cuanto a la determinaciôn en concrete del numéro
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de partes, existe un principio y unas excepciones. El princi­
pio es que los solteros, divorciados o viudos, sin cargas de 
familia, tienen derecho a una parte. El contribuyente casado 
tiene derecho a dos partes, a las que se anade una media par 
te por persona a su cargo.
Las excepciones son las siguientes, fundamentalmente:
1) A partir del periodo correspondiente al ano 1980, el ter- 
cer hijo a cargo del contribuyente da derecho a media parte 
suplementaria. 2) Los solteros, casados o viudos sin cargas 
de familia tienen derecho a una parte y media cuando hubieren 
tenido hijos que hayan fallecido, o cuando sean invâlidos o 
disminuidos. 3) Para los solteros y divorciados que tengan 
cargas de familia, la primera persona a su cargo da derecho 
a una parte entera en lugar de media parte.
El numéro de partes a tomar en consideraciôn para la
divisiôn de la renta imponible puede fijarse como sigue:
-Soltero, divorciado o viudo, sin hijos a su cargo..........  1
-Casado, sin hijos a su cargo.........................  2
-Soltero o divorciado con 1 hijo a su cargo......... 2
-Casado o viudo con 1 hijo a su cargo..............  2,5
-Soltero o divorciado con 2 hijos a su cargo.........  2,5
-Casado o viudo con 2 hijos a su cargo...............  3
-Soltero o divorciado con 3 hijos a su cargo.........  3,5
-Casado o viudo con 3 hijos a su cargo...............  4
-Soltero o divorciado con 4 hijos a su cargo.........  4
-Casado o viudo con 4 hijos a su cargo..............  4,5
Y asi sucesivamente, aumentando media parte por hijo a car 
go del contribuyente.
Como hemos dicho, al resultado de la divisiôn de la 
renta por el numéro de partes que corresponde, se le aplica
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la tarifa progresiva (306), obteniéndose as! el impuesto rela 
tivo a una parte. Esta cantidad es entonces multiplicada por 
el numéro de partes y el resultado détermina la cuantia del 
impuesto (307). La cuantia neta del impuesto se obtiene dedu- 
ciendo a la cantidad asi obtenida los "avoir fixcaux" o crédi 
tos de impuesto relativos a las rentas de capital mobiliario 
y las retenciones realizadas sobre ciertas categorias de ren­
tas. La "majoration" del impuesto instituida en 1981, ha sido 
disminuida para 1983 (308).
Es necesario subrayar la importante limitaciôn introdu 
cida al régimen del "quotient familial" por la Ley de Finan- 
zas para 1982, segùn la cual la deducciôn o reducciôn del 
impuesto como consecuencia de la aplicaciôn del método expues 
to no puede exceder de 7.500 francos por cada media parte en 
concepto de hijo a cargo de contribuyente. Tal limitaciôn hu- 
bo de ser adoptada como consecuencia de las continuas criti- 
cas de que era objeto el sistema, por la discriminaciôn que 
conlleva en el tratamiento fiscal de las rentas elevadas fren 
te a las rentas modestas (309).
Este es el régimen aplicable a las personas que tienen 
su domicilio fiscal en Francia. Aquellos cuyo domicilie fis­
cal esta situado fuera de Francia son gravados en el marco 
de una obligaciôn fiscal restringida que, como sabemos, es 
diferente segùn que el contribuyente disponga o no de una vi- 
vienda en este pals.
Para los no domiciliados que no disponen de una vivien 
da en Francia, existe una derogaciôn del principle de la pro-
128
gresividad del impuesto: la ley prevé que el impuesto no pue­
de ser inferior al 25 por ciento de la renta imponible. Sin 
embargo, esta imposicion minima no se aplica a quienes pueden 
justificar que la imposicion en Francia de su renta global 
mundial supondria una imposicion inferior a ese minimo. Si 
esta prueba es aportada, los contribuyentes interesados son 
sometidos al impuesto segùn el baremo progresivo y el cocien- 
te familiar aplicable a los domiciliados (art.197,A del CGI).
Para los no domiciliados que disponen de una o mas vi- 
viendas en Francia, cuando son gravados sobre la base "forfa^ 
taire" consistente en 3 veces del valor locativo de la vivien 
da, el impuesto se calcula segùn el baremo progresivo y el 
cociente familiar aplicable a los domiciliados, y no es de 
aplicaciôn el impuesto minimo previsto para las rentas de ori^  
gen francés. No obstante, este sistema de imposiciôn "forfai­
taire" minima comporta importantes excepciones que reducen 
considerablemente su aplicaciôn. Asi, no procédé cuando las 
rentas de origen francés sean superiores a la base de imposi­
ciôn "forfaitaire", en cuyo caso es la cuantia de estas ren­
tas la que debe tenerse en cuenta. Tampoco es aplicable a los 
domiciliados en un pais que haya concluido con Francia un Con 
venio de doble imposiciôn.
B.- Bélgica.
a) La imposiciôn sobre la renta.
La actual estructura de la imposiciôn sobre la renta
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en Bélgica dériva de la Ley de 20 de noviembre de 1962. Sin 
embargo, para valorar realmente el alcance de esta reforma 
conviene hacer alguna referenda a la evoluciôn de la estruc­
tura de aquella imposiciôn.
En 1821 fueron establecidos en Bélgica très impuestos 
directes: la "contribution foncière", la "contribution perso­
nnelle" y "le droit de patente". La contribuciôn personal 
constituia un impuesto sobre la renta global del contribuyen­
te, determinada por un método indiciario (310). A estos très 
impuestos la Ley de 1 de septiembre de 1913 ahadiô la "taxe 
sur les revenus et profits réels", que constituia una especie 
de imposiciôn sobre la renta de los valores mobiliarios. Por 
Ley de 29 de octubre de 1919 se sustituyô este sistema de im­
puestos directos por un sistema dualistade imposiciôn, inspi- 
rado en la reforma francesa de 1914-1917. Efectivamente, se 
combinô un sistema cedular con una imposiciôn sobre la renta 
global, realizada por el denominado "Impôt Complémentaire Per 
sonnel", que gravaba el conjunto de las rentas sometidas a 
los impuestos cedulares (311).
Esta estructura de imposiciôn fué objeto de reforma 
por la mencionada Ley de 20 de noviembre de 1962, siendo la 
mas importante llevada à cabo desde la efectuada en 1919. El 
antiguo sistema de impuestos cedulares fué sustituido en esa 
fecha por un impuesto ùnico sobre la renta global del contri­
buyente. Este impuesto varia segùn la cualidad del sujeto 
pasivo, distinguiéndose:
- El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas
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("Impôt des Personnes Physiques"), que grava a los residentes 
por el con junto de todas sus rentas, cualquiera que sea su 
naturaleza y origen.
-El Impuesto de Sociedades ("Impôt des Sociétés"), que 
grava a las personas juridicas residentes en Bélgica que ejer 
cen operaciones de carâcter lucrative.
-El Impuesto de las Personas Juridicas ("Impôt des Per 
sonnes Morales"),al que estân sujetas las entidades dotadas 
de personalidad juridica y residentes en Bélgica, que no rea- 
licen actividades con una finalidad lucrativa.
-El Impuesto de los no residentes ("Impôt des non-rési^ 
dents"), que grava a las personas fisicas o juridicas, no re­
sidentes en Bélgica,por los rendimientos obtenidos o satisfe- 
chos en el territorio del Estado.
El antiguo sistema de impuestos cedulares no desapare- 
ciô por completo, ya que subsiste a través de la instituciôn 
del "précompte", que es una especie de entrega a cuenta sobre 
el impuesto global. Exister très grandes categorias de "pré­
comptes": el inmobiliario, el mobiliario y el profesional. 
Aunque se han introducido algunas modificaciones en 1973, 1980 
y 1982, la legislaciôn fiscal belga no ha sufrido ninguna re­
forma fundamental desde 1962.
b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("Impôt des Personnes Physiques"). La imposicion 
"par foyer". Sus excepciones.
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El Impuesto de Personas Fisicas (312) présenta las si- 
guientes caracteristicas fundamentales:
Se trata de un impuesto sintético y progresivo. La ren 
ta global de los habitantes del Reino comprende las obtenidas 
o satisfechas tanto en Bélgica como en el extranjero.
El impuesto se adapta a la capacidad contributiva del 
deudor teniendo en cuenta las cargas familiares, determinados 
gastos personales y otros elementos de naturaleza anàloga.
Los esposos son gravados, en principio, conjuntamente, 
sobre la renta acumulada. A esta acumulaciôn se anaden igual- 
mente la renta de los hijos, cuando los padres tienen el dis- 
frute legal de las mismas.
El impuesto es anual; salvo excepciôn, el periodo impo 
sitivo se corresponde con el aho civil.
Estân sujetos al impuesto los residentes en el territo 
rio del Estado. Son consideradas residentes las personas fis^ 
cas que tengan en Bélgica su domicilio fiscal y aquellas que 
hayan establecido en este pais la sede de su patrimonio ("siè 
ge de la fortune"). La nociôn de domicilio fiscal no se cor­
responde con la de domicilio civil; responde a un estado de 
hecho: la permanencia o la residencia efectiva en el pais. 
Por "siège de la fortune" hay que entender, no el lugar en 
el que se encuentran los bienes intégrantes del patrimonio, 
sino el lugar en el que el titular de estos bienes realiza 
o supervisa la administraciôn de los mismos. La "siège de la 
fortune" puede ser igualmente el lugar en el que una persona 
realiza sus négociés o sus ocupaciones.
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Como regia general, rige la imposicion "par foyer" 
(313): las rentas de los esposos se acumulan, con independen- 
cia de cual sea el regimen economico matrimonial. La cotiza- 
cion esta establecida a nombre de los dos cônyuges. A partir 
del periodo impositivo correspondiente a 1981 para esta acumu 
lacion se prevén las siguientes situaciones particulares(art. 
75 del CIR):
No se aplica la acumulaciôn al aho durante el cual se 
haya contraldo matrimonio, ni tampoco en el que se produzca 
la disoluciôn del mismo o tenga lugar la separaciôn de cuer- 
pos y de bienes. En esos casos cada uno de los esposos es gra 
vado separadamente, por todas las rentas del aho en el que 
se haya producido uno de esos sucesos.
En caso de separaciôn de hecho cada uno de los esposos 
es gravado separadamente por sus propias rentas. Sin embargo, 
en este supuesto la tributaciôn separada se aplica unicamente 
a partir del aho siguiente a aquel en que se haya producido 
tal separaciôn y en el que, por tanto, esta haya sido efecti­
va durante todo el periodo impositivo. En consecuencia, las 
rentas de los esposos obtenidas durante el aho en que tenga 
lugar la separaciôn de hecho deben ser acumuladas, incluso 
aunque se haya interpuesto demanda de separaciôn o divorcio.
Reglas especiales se disponen también para el supuesto 
de fallecimiento del cabeza de familia, segùn ejerza o no una 
actividad profesional. En el primer caso la renta imponible 
comprende los ingresos obtenidos por los esposos hasta la fe­
cha del fallecimiento, incluyéndose en ella asimismo la que 
corresponde al fallecido y haya sido recibida por la sucesiôn
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durante la parte del aho posterior al fallecimiento. Cuando 
el jefe de familia no ejerza una actividad profesional la ren 
ta imponible comprende unicamente las recibidas por los cônyu 
ges hasta la fecha del fallecimiento.
Por lo que se refiere a las rentas de los hijos, se 
acumulan a las de sus padres cuando éstos tengan el disfrute 
legal de las mismas, regulado por los articulos 381 a 397 del 
"Code Civil", entendiéndose por "disfrute legal" el derecho 
que la ley civil confiere a los padres de usar los bienes mue
bles e inmuebles de sus hijos y de disponer de las rentas de
taies bienes. La acumulaciôn tiene lugar respecte de los hi­
jos légitimés y adoptives, pero no respecte de los hijos natu 
raies. Como consecuencia de esta norma general, se derivan 
importantes normas particulares, segùn las cuales, no se acu­
mulan en ningùn caso a las rentas de los padres:
-las obtenidas por los hijos de su trabajo;
-las boisas, ayudas o becas de estudio concedidas a 
los hijos;
-los pages por alimentes que correspondan a los hijos;
-las rentas de los hijos naturales, como ya ha quedado
indicado, asi como las de los hijos incapacitados ("inter­
dits" ).
En estos supuesto, y respecte a estas rentas, el hijo 
es siempre gravado separadamente. La imposiciôn separada rige 
asimismo como principio general respecte de los huérfanos.
El sistema de tratamiento fiscal de las rentas familia 
res exige diferenciar por una parte el régimen de tributaciôn
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conjunta y, por otra, la atencion dedicada a las cargas fami­
liares. La tributaciôn conjunta se rige por unas réglas espe­
ciales, ampliamente modificadas por la citada Ley de 11 de 
abril de 1983, y que son reguladas en los articules 80 a 87 
del CIR. Estas reglas son verdaderamente complejas, y son di£ 
tintas segùn la cuantia de las rentas obtenidas y la naturale 
za de las mismas. Como principio general, pueden calificarse 
de normas de reducciôn del impuesto en favor de los esposos. 
Dentro de ellas hay que distinguir los siguientes supuestos 
y regimenes:
1 ) Si la renta de los esposos no supera la cifra de
750.000 francos belgas. Dentro de este caso hay que diferen­
ciar :
a) Si uno solo de los esposos obtiene rentas profesio- 
nales (314): el tipo a aplicar a la totalidad de la renta se 
détermina teniendo en cuenta ùnicamente el 74 por ciento de 
la misma ("régime du fractionnement").
b) Si los dos cônyuges obtienen rentas profesionales, 
tanto si ejercen una actividad distinta uno del otro, como 
si un cônyuge ayuda al otro en su actividad ("régime de la 
quote-part" al que después nos referiremos). En este caso la 
renta de aquél que la obtiene en menor cuantia es gravada se­
paradamente; imposiciôn separada, adviértase, que afecta ùni­
camente a estas rentas profesionales ("régime du décumul").
Como norma general, la reducciôn calculada segùn el 
"régime du décumul" no puede ser inferior a la que se deriva- 
rla de la aplicaciôn del "fractionnement" antes expuesta. Si
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no es asi, sera este ultimo el regimen a aplicar.
2) Si la renta de los cônyuges esta comprendida entre
750.000 y 1.500.000 francos belgas. Se prevén dos sistemas 
distintos de reducciôn del impuesto, aplicândose aquel que 
resuite mas favorable en cada caso.
a) "Régime du fractionnement limité": a efectos de de­
terminer el tipo impositivo aplicable a los primeros 750.000 
francos, sôlo se tiene en cuenta el 87 po ciento de esta can­
tidad, lo que équivale a una deducciôn uniforme en la cuota de 
13.666 francos. La parte de renta que exceda de 750.000 fran­
cos es sometida a la tarifa normal.
b) "Règle de palier". Consiste en aplicar el régimen 
de "fractionnement simple" o de "décumul", tal como han sido 
expuestos en el apartado 1), pero incrementândose la cuantia 
del impuesto asi calculado con el 20 por ciento de la cuantia 
de la renta que exceda de 750.000 francos; por ejemplo, si 
la renta es de 780.000 francos, a la cuantia de la deuda impo 
sitiva, calculada segùn uno de esos dos sistemas, se le suman
6.000 francos (315).
3) Si la renta de los cônyuges es superior a 1.500.000
francos belgas. Se disponen también dos sistemas, aplicândose
el que resuite mâs favorable.
a) El impuesto calculado segùn la tarifa normal se re­
duce en una suma fija de 4.618 francos.
b) "Règle de palier" cuando la renta de los cônyuges 
excede de 1.500.000 francos: al impuesto calculado segùn la 
tarifa normal aplicada a la totalidad de la renta se le apli-
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ca la deducciôn de 13.666 francos (recuérdese el "régime du 
fractionnement limité"), pero incrmentândose a su vez ese re­
sultado con el 10 por ciento de la cuantia de la renta que 
exceda de 1.500.000 francos.
Las reglas vistas en los apartados 2) y 3) son aplica- 
bles tanto si ambos cônyuges intervienen en la obtenciôn de 
la renta, como si es obtenida por uno solo de ellos. Cuando 
los dos cônyuges obtienen rentas profesionales, y esta renta 
acumulada es superior a 750.000 francos belgas, al impuesto 
calculado segun los sistemas previstos en fuciôn de la cuan­
tia de la misma, se le aplica una reducciôn complementaria.
4) Reducciôn complementaria o adicional cuando ambos 
cônyuges obtienen rentas profesionales y la cuantia de la ren 
ta conjunta excede de 750.000 francos belgas. Esta reducciôn 
complementaria es igual a la diferencia existante entre el 
impuesto debido sin reducciôn alguna en funciôn de la tarifa 
normal y el impuesto debido segùn la tarifa normal pero redu- 
ciendo la renta acumulada en 56.000 francos. Es decir, prime- 
ro, a la renta acumulada se le aplica la tarifa, lo que da 
la cuota normal que séria debida por un contribuyente aisla- 
do; segundo, a la renta conjunta se le deducen 56.000 francos 
y a esta base reducida se le aplica la tarifa, de donde se 
obtiene otra cuota que podemos llamar reducida. El resultado 
de restar a la cuota normal esta cuota reducida es la cuantia 
de la deducciôn complementaria.
Es de advertir que esta deducciôn complementaria proce 
de ùnicamente no sôlo cuando los dos cônyuges obtienen rentas
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profesionales, sino también cuando siendo la cuantia de la 
renta conjunta entre 750.000 y 1.500.000 francos, el impuesto 
ha sido calculado aplicândose el régimen del "fractionnement 
limité", o sea, la reducciôn en la cuota de 13.666 francos, pe­
ro no cuando se ha aplicado la "règle de palier". Dicho con 
otras palabras, la deducciôn complementaria es incompatible 
con la "règle de palier" aplicada a las rentas comprendidas 
entre 750.000 y 1.500.000 francos. Por el contrario, cuando 
los cônyuges obtienen renta conjuna superior a 1.500.000 fran 
cos procédé tanto si el impuesto se ha calculado en funciôn 
de la reducciôn de 4.618 francos como en funciôn de la "règle
de palier" prevista para este supuesto.
El régimen de tributaciôn de los cônyuges en el impue^
to belga sobre la renta exige considerar ademâs dos tipos de
normas previstas: el régimen de la "quote-part" y los casos 
de pérdidas sufridas por uno de los cônyuges.
El régimen de la "quote-part" atiende a la determina- 
ciôn de la renta que debe ser atribuida al cônyuge que ayuda 
al otro en su actividad. Es aplicable cuando el cônyuge ejer- 
ce una actividad industrial, comercial o agrîcola, o desarro- 
11e una profesiôn liberal, cargo u oficio; asimismo, si es 
socio activo de una sociedad belga de personas. El cônyuge 
debe ayudar al otro efectivamente y no percibir rentas de una 
actividad profesional propia. La "quote-part" es, por tanto, 
la parte de los beneficios que se atribuye al cônyuge del que 
ejerce la actividad cprofesional o lleva a cabo la explota- 
ciôn empresarial de que se trate. La cuantia de esta "quote-
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part" no puede ser mayor que la remuneracion normal al tipo 
de ayuda prestada. Se trata de una cuestion de hecho que debe 
râ ser apreciada en cada supuesto, si bien se dispone como 
limite general que en ningùn caso podrâ superar el 30 por 
ciento del total de la renta derivada de la actividad en cues 
tion.
En cuanto al régimen de pérdidas sufridas por uno de 
los esposos, en principio es compensada con las rentas obteni 
das por el otro, pero se diferencia entre pérdidas de rentas 
profesionales y no profesionales. La compensacion debe llevar 
se a cabo en el aho en que se produce la pérdida y priorita- 
riamente con las rentas de la misma naturaleza obtenidas por 
el otro cônyuge. El excedente eventual de las pérdidas puede 
compensarse en los ejercicios siguientes, si bien en el caso 
de pérdidas no profesionales la posibilidad se limita a los 
5 ahos siguientes y ùnicamente con los ingresos propios de 
aquèl que la ha sufrido.
Por lo que se refiere al tratamiento fiscal de las car 
gas familiares hay que diferenciar el régimen de deducciôn 
relative a hijos de matrimonies, por un lado y, por otro, el 
reste de las deducciones por aquel concepto.
La deducciôn que corresponde a los cônyuges por hijos 
a su cargo adopta la modalidad de reducciôn en la cuota de 
cuantia variable (porcentual) en funciôn del nùmero de hijos, 
con una cuantia minima y un limite maxime en cada supuesto 
(3 1 6).
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En cuanto a otras deducciones por cargas familiares 
se concede una deducciôn fija en la cuota (4.618 f.b.) para 
los casos siguientes:
-para los viudos, viudas, padres y madrés solteros, 
cuando tengan uno o varies hijos a su cargo;
-para los contribuyentes que tengan a su cargo a sus 
ascendientes o los de su cônyuge, tanto en llnea directa como 
colateral hasta el segundo grade inclusive. A los ascendien­
tes se asimilan las personas que hayan asumido el mantenimien 
to del contribuyente cuando era menor.
Se dispone, como es habituai, una deducciôn especial 
(8.000 f.b.) por razôn de incapacidad fisica o pslquica, apli 
cable tanto al contribuyente, como a su cônyuge, como a las 
personas a cargo de aquél, si bien con ciertas limitaciones 
en funciôn, principalmente, de la cuantia de renta obtenida 
por la persona afectada de la incapacidad (317).
Por ultimo, se concede una deducciôn especial en con­
cepto de celebraciôn de matrimonio (20 por ciento del impues­
to), que es de aplicaciôn a quienes se casan por primera vez, 
procediendo en el periodo impositivo siguiente a aquel en que 
se haya celebrado el matrimonio.
G.- Holanda.
a) La imposiciôn sobre la renta.
Como los demâs paises del Mercado Comûn, Holanda ha 
adoptado un sistema fiscal moderno a principles de este si-
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glo. Pero el origen de la estructura financiera de este pais 
se retrotrae a la Ley de 12 de julio de 1.821, considerable­
mente influida por el sistema fancés de la época. Por lo que 
se refiere a los impuestos directos, la Ley de 1.821 estable- 
cia très formas de imposiciôn sobre la renta, que gravaba la 
renta territorial, la personal y la renta industrial o comer­
cial. La contribuciôn personal constituia un impuesto sobre 
la renta global del contribuyente, determinada por el método 
indiciario.
El sistema implantado por la Ley de 1821, que de acuer 
do con las caracteristicas de aquel momento, reposaba esen- 
cialmente en la imposiciôn sobre el gasto, permaneciô en vi­
gor hasta 1914, fecha en que se abre un nuevo periodo en la 
historia impositiva holandesa. El Impuesto sobre la Renta se 
estableciô en 1914, gravando el conjunto de las rentas de las 
personas fisicas y teniendo en consideraciôn la situaciôn fa­
miliar del contribuyente. En 1918 se establece un Impuesto 
sobre los beneficios distribuidos de las Sociedades, y en 1933 
un Impuesto sobre la cifra de négocies ("Omzetbelasting"), 
a fin de equilibrar los gastos gubernamentales, incrementados 
a raiz de la crisis de 1929, mientras que los ingresos habian 
disminuido o, en todo caso, permanecian constantes.
La actual estructura de la imposiciôn sobre la renta 
del sistema tributario holandés procédé de la Ley de reforma 
del Impuesto sobre la Renta (la "Wet op in-Komstenbelasting") 
de 16 de diciembre de 1964, y la Ley de reforma del Impuesto 
sobre Sociedades (la "Wet op Vennootschapsbelasting") de 1969.
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El sistema holandés, por tanto, como el de la mayoria 
de los paises, conoce un Impuesto sobre la Renta de las Perso 
nas Fisicas y un Impuesto sobre Sociedades ("Vennootschaps­
belasting"), que se distinguen en funciôn de sus respectives 
sujetos pasivos y por las diferentes modalidades de liquida- 
ciôn y recaudaciôn.
El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("Inkomstenbelasting") grava la renta global de la persona 
fisica, que se obtiene por la suma algebraica de las siguien­
tes categorias de rendimientos netos, para cada una de las 
cuales existe normas de evaluaciôn particulares: rendimientos 
que tengan caracter de bénéficié, rendimientos que no tengan 
caracter de bénéficié y rendimientos procedentes de una "par- 
ticipaciôn importante" ("winst uit aanmerkelykbelang"). La 
evaluaciôn de los primeros es muy similar a la evaluaciôn de 
la renta gravada por el Impuesto sobre Sociedades.
b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas. 
("Inkomstenbelasting"). La acumulaciôn y sus excep­
ciones .
Como es usual, este impuesto se aplica en funciôn de 
dos criterios de sujeciôn: el del domicilio y el de fuente 
de la renta. No existe una definiciôn estricta de lo que debe 
entenderse por domiciliaciôn en el territorio del Estado, otor 
gando la condiciôn de residente; se trata de una nociôn que 
debe apreciarse con arreglo a las circunstancias de hecho y 
la intencionalidad de las personas, y su aplicaciôn debe refe
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rirse a cada caso concreto. No obstante, existen sobre esta 
materia numerosas decisiones jurisprudenciales que, en su con 
junto, aplican el concepto de residencia extensivamente. En 
general, la persona que tiene en Holanda una vivienda, como 
arrendatario, o propietario, y habita normalmente en ella con 
su familia, asi como el que permanece en este pais mâs de 183 
dias al aho, es considerado residente.
Los residentes asumen una obligaciôn fiscal ilimitada, 
es decir, son gravados por el conjunto de sus rentas, con in- 
dependencia de su naturaleza y origen. Los no residentes asu­
men una obligaciôn fiscal limitada, esto es, sobre sus rentas 
de fuente holandesa.
El contribuyente, su mujer y sus hijos menores forman 
una sola unidad fiscal para ciertas categorias de rentas, que 
son acumuladas en cabeza del jefe de familia. Existen, sin 
embargo, un cierto numéro de excepciones, segùn los cuales 
la mujer casada y los hijos menores tributan separadamente. 
Las normas de imposiciôn conjunta y de imposiciôn separada, 
reguladas en el articule 5 de la Ley del Impuesto, son las 
siguientes:
19) La renta de la mujer casada y no definitivamente 
separada es, en principio, considerada como formando parte 
de la renta de su marido, con las siguientes excepciones:
-beneficios de una empresa dirigida efectivamente por 
la esposa;
-rentas provenientes del trabajo de la esposa, ya sea 
directa o indirectamente (indemnizaciones, etc...);
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-beneficios derivados de una empresa o negocio explota 
do por cuenta del esposo, que son imputados a la esposa en 
1/3, 1/5 o 1/9 de su cuantia, segùn que la mujer haya trabaja 
do en esa actividad durante el aho con carâcter de pleno em- 
pleo, medio empleo o dedicaciôn parcial, respectivamente(3l8).
Las rentas de la mujer no comprendidas en estos supues 
tos (asi, rentas del capital), son consideradas como rentas 
del marido. Asimismo, en estos supuestos, a efectos de de- 
ducciôn de cargas excepcionales, los limites son apreciados 
ùnicamente en funciôn de la renta del marido.
2 2 ) Respecto de las rentas de los hijos menores, se
previene lo siguiente:
-Las rentas del hijo menor, diferentes de las prove­
nientes del capital o de obligaciones personales, son someti­
das a imposiciôn a nombre del hijo, aunque exista sobre ellas 
un usufructo legal de los padres.
-En consecuencia, las rentas procedentes del capital 
y de obligaciones personales de un menor, son consideradas 
como parte de la renta del padre que ostente la "autoridad
parental".
Para la aplicaciôn de estas dos ùltimas reglas, las 
prestaciones sociales, en general, no son consideradas como
obligaciones personales.
En los supuestos en que la esposa o los hijos no acumu 
lan sus rentas a las del cabeza de familia, cada uno de ellos 
recibe una "hoja de imposiciôn", con una excepciôn: cuando
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la renta de la mujer casada proviene principalmente de los 
beneficios obtenidos por una empresa dirigida por su esposo, 
y que le hayan sido imputados con arreglo a las normas senala 
das. En este caso, el impuesto por ella debido debe incluirse 
en la "hoja de imposiciôn" del marido, aunque la mujer conti­
nua siendo deudora del impuesto correspondiente.
Las cargas personales y familiares, para los residen­
tes en Holanda, se tienen en cuenta mediante deducciones de 
la renta imponible de cantidades fijas. Existe una exonera- 
ciôn minima y unas exoneraciones suplementarias para quienes 
no perciben determinados subsidios familiares, por causa de 
invalidez, edad, etc.
Los no domiciliados en Holanda no pueden beneficiarse 
de estas reducciones, salvo que se dé uno de los supuestos 
siguientes: que haya sido acordado por una convenciôn; que 
el contribuyente obtenga rentas que provengan de un trabajo 
ejecutado en Holanda, o también fuera de su territorio siem­
pre que en este caso el contrato de trabajo sea relevante a 
efectos del impuesto sobre los salarios; asimismo, si se tra­
ta de ingresos o fondos periôdicos percibidos de una persona 
juridica holandesa de Derecho publico. Si el total de estas 
dos ultimas categorias de renta es inferior a la suma exonéra 
da, la exoneraciôn se aplica, no obstante, integramente, de 
manera que el contribuyente no queda gravado mâs que por las 
rentas que provengan de fuentes distintas a las mencionadas^ 
que son imponibles en su integridad.
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D.“ Gran Bretana.
a) La imposicion sobre la renta.
Los impuestos sobre la renta ocupan en el sistema 
fiscal britanico un lugar esencial. El origen de esta imposi­
cion en Gran Bretana es muy antiguo. Ya en el siglo XIV exis- 
tian determinados impuestos directos, en parte calculados a 
partir de las rentas del contribuyente. Pero es en 1799 cuan­
do aparece el primer "autentico" impuesto sobre la renta. Ba- 
jo el impulse de William Pitt, y con la finalidad de finan- 
ciar las guerras contra Francia, la Ley de 9 de enero de 1799 
estableciô la imposiciôn de las rentas por encima de las 60 
libras, con un caracter esencialmente proporcional. Este im­
puesto ("Income Tax"), fué abandonado en 1802 (después de la 
paz de Amiens), para ser restablecido por la Ley de 11 de agœ 
to de 1803, Ley que reviste una importancia particular ya que 
introdujo el mécanisme de la retenciôn en la fuente, y deci- 
diô la creaciôn de las cédulas. Cuatro de las cinco cédulas 
creadas en esta época permanecen en vigor en la actualidad.
La impopularidad de este impuesto acarreô su supresiôn 
nuevamente en 1842, si bien, en principio, con un caracter 
provisional por un periodo de très ahos. De esta forma, la 
"Income Tax" no ha sido integrada oficialmente en el sistema 
fiscal britânico, aùn siendo su pieza maestra. No es conside­
rado como un impuesto permanente y el Parlamento debe, cada 
aho, prorrogar su existencia por una "resoluciôn" especial.
La imposiciôn de la renta fué completada por la insti-
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tuciôn de la "Super Tax", denominada "Surtax" en 1928: se tra 
ta de un impuesto superpuesto a la "Income Tax", que grava 
esencialmente a las personas fisicas cuya renta exceda de una 
determinada cuantia. En su origen, la "Super Tax" era propor­
cional, pero devino progresiva a partir de 1914.
Hasta la "Finance Act" de 1965, las sociedades estaban 
sometidas a la "Income Tax" y "Profits Tax", si se trataba 
de sociedades de capitales; mientras que las sociedades de 
personas tributaban en transparencia, siendo sus socios some­
tidos a la "Income Tax" y a la "Surtax". La reforma de 1965 
suprimiô la "Profits Tax" y creô la "Corporation Tax" para 
gravar las sociedades de capitales, que son asi excluidas del 
âmbito de aplicaciôn de la "Income Tax". Para las sociedades 
de personas no se produjeron cambios; cada socio quedaba some 
tido a la "Income Tax" y a la "Surtax".
Desde la supresiôn de la "Surtax" en 1974, la imposi­
ciôn sobre la renta en Gran Bretana se lleva a cabo a través 
de la "Income Tax" para las personas fisicas y la "Corpora­
tion Tax" para las sociedades. Las normas bâsicas estân conte 
nidas en la "Income and Corporation Tax Act" (ICTA), de 1970. 
La "Income Tax" grava la renta de los individuos clasificândo 
la en seis categorias diferentes o cédulas. A efectos del Im­
puesto de Sociedades se adopta un concepto de "company" muy 
amplio, que comprende tanto las Sociedades y Asociaciones do­
tadas de personalidad juridica como las carentes de personal! 
dad, pero excluyéndose a las sociedades de personas ("part­
nership" ).
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b) La "Income Tax". Imposiciôn conjunta: su evoluciôn.
La "Income Tax" es aplicada en funciôn de dos cri­
terios de sujeciôn: la residencia y la fuente de las rentas 
(319). El criterio de la fuente de las rentas présenta pocas 
dificultades y, lôgicamente, su conceptuaciôn depende de cada 
categoria de rendimiento. Por el contrario, la residencia su- 
pone un verdadero problema. En el derecho inglés el término 
"residencia" no désigna una nociôn técnica y precisamente de- 
finida. Asimismo, es necesario distinguir la residencia del 
domicilio, que implica o supone una estancia permanente. A 
menudo, residencia y domicilio coinciden, pero no siempre ocu 
rre asi, ni es necesario que ocurra. Existen cinco elementos 
principales que determinan la residencia de un individuo. Ba^ 
ta la realizaciôn de uno de ellos para considerar a una perso 
na como residente en Gran Bretana. Estos cinco elementos son 
los siguientes:
1.- Presencia fisica continuada en Gran Bretana, duran 
te 6 meses o mâs durante el aho impositivo (320): détermina 
la consideraciôn de residente durante todo el periodo. La au- 
sencia fisica durante un aho de imposiciôn conlleva la pérdi­
da de esa consideraciôn.
2.- Residencia del aho precedente. Los nacionales que 
residen ordinariamente en Gran Bretaha no pierden su condi­
ciôn de residente por la ausencia provisional de este pais.
3.- Regularidad de visitas a Gran Bretaha, si de su 
frecuencia puede deducirse que forma parte de la forma ordina 
ria de vida de una persona.
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4.- Finalidad de visitas a Gran Bretana. Aunque no sean 
frecuentes, si una persona no manifiesta que su presencia en 
en el pais es temporal y no tiene intenciôn de establecerse 
en él, puede llegar a ser considerada como residente en fun­
ciôn de la finalidad de sus visitas a este pais.
5.- Lugar de residencia en Gran Bretaha. La posesi- 
ôn de un lugar de residencia en el Reino Unido es un factor 
decisivo que por si mismo otofgai a su poseedor la cualidad 
de residencia a efectos fiscales, incluso aunque permanezca 
en él menos de 6 meses al aho.
En cuanto al concepto del domicilio, el criterio de 
la intencionalidad juega en él un papel importante. La inten­
ciôn de establecerse definitivamente en Gran Bretaha debe ma- 
nifestarse para que una persona pueda considerarse como domi- 
ciliado. De hecho, el concepto del domicilio es una combina- 
ciôn de las nociones de residencia y de intenciôn de continuar 
residiendo. Los menores tienen un domicilio "dependiente": 
el de sus padres, en principio. Antes de 1974 la mujer casada 
adquiria automâticamente el domicilio de su marido, pero des­
pués de esta fecha, la esposa conserva su propio domicilio, 
a menos que pruebe o manifieste que lo ha cambiado.
La importancia de la distinciôn entre residencia y do­
micilio radica en los diferentes efectos fiscales de estos 
dos conceptos: fundamentalmente, el residente no domiciliado 
no es gravado mâs que por la renta que obtenga en el Reino 
Unido o que le sea satisfecha por un "empleador" residente, 
asi como por la parte de renta que, no incluida en estas cate
149
gorîas, haya utilizado en el pais.
En cuanto a las modalidades de aplicaciôn de la "Inco­
me Tax", y por lo que a personas fisicas se refiere, la impo­
siciôn se realiza por hogar, a nombre del cabeza de familia. 
El marido y la mujer que vivan juntos constituyen una unidad 
fiscal o de imposiciôn. El impuesto se aplica a las rentas 
acumuladas, como si se tratase de las rentas obtenidas por 
una sola persona. La acumulaciôn no se produce cuando el ma­
trimonio se disuelve, ni tampoco cuando marido y mujer viven 
separados, ya sea mediando decisiôn de los Tribunales, ya por 
contrato de separaciôn o porque asi se derive de circunstan­
cias de hecho, siempre que, en este ultimo caso, la separa­
ciôn haya durado al menos un aho.
La acumulaciôn de las rentas de los esposos debe dife- 
renciarse de la acumulaciôn de las rentas de los hijos, por 
cuanto el tratamiento de una y otra es diferente, y ha sido 
objeto de una distinta evoluciôn, que pasamos a exponer.
-Acumulaciôn de la renta de los esposos.
1 2 ) Ahos anteriores al aho fiscal 1 972-73. La renta 
de la mujer casada que viva con su marido se acumula a la ren 
ta de este. La ICTA de 1970 précisa que se considéra que una 
mujer vive con su marido a menos que los esposos estén sépara 
dos mediando decisiôn de los Tribunales o contrato de separa­
ciôn, o cuando las circunstancias de hecho los mantienen sepa 
rados, siempre que esta separaciôn dure al menos un aho. Se 
considéra asimismo que los esposos no viven juntos y, por tan
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to, son gravados separadamente, si uno es residente y el otro 
no, y si, siendo los dos residentes, uno de ellos se ausenta 
durante un aho impositivo.
El marido y la mujer pueden solicitar ser gravados se­
paradamente, siempre que la peticion se haga antes del 6 de 
julio y tiene efectos para ese aho y los sucesivos hasta que 
esa solicitud sea revocada. Las deducciones se reparten entre 
marido y mujer, asumiendo cada uno el impuesto correspondien­
te a su renta. Sin embargo, la imposicion separada no puede 
conducir a evitar una parte de la deuda del impuesto, pues 
el importe total a pagar por los dos esposos debe ser el mis­
mo tanto si tributan separada como conjuntamente.
2 2 ) Regia aplicable a partir del aho fiscal 1972-73. 
La Finance Acta de 1971 prevé la posibilidad de que las ren­
tas "ganadas" de la mujer tributen separadamente, aunque los 
esposos vivan juntos. Si la elecciôn es efectuada, las rentas 
que tributan separadamente son sometidas a la "Income Tax" 
como si fuesen obtenidas por una mujer soltera. Las demâs ren 
tas de la esposa continùan siendo gravadas conjuntamente con 
las de su marido. Esta opciôn tiene, por tanto, como finali­
dad, reducir la progresividad del impuesto.
3-) Nuevas reglas de la Finance Act de 1976. Para el 
aho en que se célébré el matrimonio, la renta de la mujer no 
serâ acumulada a la del marido, quien no puede entonces bene­
ficiarse de la deducciôn sobre la renta ganada de la esposa. 
Las deducciones adicionales para las viudas que tienen hijos 
a su cargo no son concedidas si la persona en cuestiôn vuelve
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a contraer matrimonio en cualquier momento del aho impositivo 
y convive con su marido.
-Acumulaciôn de las rentas de los hijos.
Por Ley de 1968 y unicamente para los ahos 1969-70,
1970-71 y 1971-72, las rentas de los hijos son agregadas a 
las del cabeza de familia, si bien con ciertas limitaciones:
el hijo debe ser menor de 18 ahos, ser soltero y no ejercer
un trabajo regular. En esta acumulaciôn se hace exclusiôn de 
toda renta ganada.
La Finance Act de 1971 derogô esta régla a partir del 
aho fiscal 1972-73, siendo considerado cada hijo como un con­
tribuyente independiente.
Las deducciones personales y familiares adoptan la mo­
dalidad de reducciones fijas de la cuantia de la renta, pre- 
viamente a la aplicaciôn de la tarifa. Si la renta de un aho 
es inferior al conjunto de las deducciones, el contribuyente 
pierde el derecho sobre las deducciones no efectùadas, pues 
no existe disposiciôn que permita trasladarlas a otro periodo 
impositivo.
Se concede una deducciôn general, de diferente cuantia 
segùn se trate de un contribuyente soltero o de un contribu­
yente casado (321). Para beneficiarse de esta ùltima es preci 
so que el hombre casado se encuentre en una de las dos situa­
ciones siguientes: 1) que su mujer viva con él o, 2) que so- 
porte por completo su mantenimiento y no deduzca ninguna can­
tidad correspondiente al mismo en la determinaciôn de su ren-
152
ta. Si los dos esposos estân separados de forma permanente 
y el marido mantiene a su mujer, aunque sea de forma volunta- 
ria, tiene derecho a una deducciôn fija en la cuantia de su 
renta (322). A partir del ano fiscal 1974-75, si las rentas 
de la mujer tributan separadamente, a cada uno de los cônyu- 
ges les sera aplicable la deducciôn correspondiente a un sol- 
tero.
Las deducciones por hijos, tras sucesivas modificacio- 
nes en su regulaciôn (ICTA de 1970, Finance Act de 1971, Fi­
nance Act de 1977), han sido suprimidas, como régla general, 
por la Finance Act de 1979; no son mantenidas mas que para 
los hijos que vivan en el extranjero y para determinados estu 
diantes becarios (323).
Ademâs de otras deducciones (en favor de la vejez, por 
mantenimiento de parient es, etc.) (324), se concede una deducciôn 
personal suplementaria sobre la renta ganada de la mujer, a 
la que, lôgicamente, sôlo se tiene derecho si las rentas de 
los esposos tributan conjuntamente. Las deducciones persona­
tes se aplican a la renta del marido, no a la de la mujer. 
No obstante, si la mujer obtiene renta "ganada", el marido 
tiene derecho a una deducciôn personal suplementaria sobre 
la misma, que puede llegar al 100 por cien de su cuantia, con 
un limite de 1.785 libras, para el ano fiscal 1983-84. Existe 
también una deducciôn en concepto de mantenimiento del hogar 
y cuidado de hijos, para determinados contribuyentes (325).
Estas deducciones no son aplicables mas que a los con­
tribuyentes que residan en el Reino Unido. Sin embargo, la
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ICTA de 1970 prevé que determinadas categorias de no residen- 
tes pueden reclamarlas, si bien con limitaciones particula- 
res.
E Italia.
a) La imposiciôn sobre la renta.
Como en otros paises europeos, la imposiciôn sobre 
la renta en Italia, responde histôricamente en su configura- 
ciôn a una estructura cedular. A este sistema cedular de im- 
puestos se anadiô en 1923 (326) un impuesto complementario
y progresivo sobre la renta global de las personas fisicas, 
instituyéndose posteriormente el Impuesto sobre las Sociedades.
Durante la década de 1950 la estructura del sistema 
italiano de impuestos sobre la renta fué revisada y armoniza- 
da, labor que se tradujo en la elaboraciôn del "Testo Unico 
delle Leggi sulle Imposte Dirette"(327). Este sistema quedaba 
caracterizado por su dualidad: las rentas eran primero grava- 
das por una serie de impuestos cedulares y después por un im­
puesto complementario sobre el conjunto de las rentas, impues 
to que era distinto segùn se tratase de una persona flsica 
o de una persona jurldica.
Con la finalidad de simplificaciôn y de armonizaciôn 
con la fiscalidad de otros paises miembros de la C.E.E., se 
dictô la Ley de delegaciôn para la Reforma tributaria (Ley 
de 9 de octubre de 1971, num. 825) (328), en virtud de la cual 
se llevô a cabo la importante reforma de 1973, que entraria
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en vigor el 1 de enero de 1974.
En el sistema fiscal italiano existen dos impuestos 
sobre la renta, distintos segùn se trate de personas fisicas 
o de personas juridicas (329). El Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas ("Imposta sul reddito delle Persone Fis^ 
che"), recae sobre la renta neta global del contribuyente, 
aplicândose normas distintas a cada una de las siguientes cia 
ses de rendimientos, para determinar la base imponible: rendi 
mientos del capital inmobiliario ("redditi fondiori"), de ca­
pital mobiliario ("redditi di capitale"), de trabajo ("reddi­
ti de lavoro"), de empresa ("redditi d'impresa") y rendimien­
tos diversos. El impuesto se détermina segùn una tarifa pro- 
gresiva por tramos, teniendo en cuenta determinadas deduccio­
nes por cargas de familia.
Para las personas juridicas ("Imposta sul reddito del­
le Persona Giuridiche") la imposiciôn se realiza con un tipo 
ùnico, concediéndose reducciones a determinados organismoa 
y sociedades.
A ello hay que anadir las rentenciones del impuesto 
en la fuente, sistema muy extendido en Italia.
b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas.
("Imposta sul reddito delle Persone Fisiche").
La norma fundamental que disciplinô este impuesto 
en la Reforma de 1973 es el D.P.R. nùm. 597. Ahora bien, este 
Decreto, que habia sido objeto de numerosas modificaciones
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hasta 1976 (330), fundamentalmente por la llamada "minirefor­
ma" Visentini (Ley 576, de 2 de diciembre de 1975), fué sus-
tancialmente modificado por la Ley de 13 de abril de 1977,
num. 114 (Reforma Pandolfi). Esta Ley es fundamental por lo 
que a tributacion de las rentas familiares se refiere, ya que
el origen de la misma se encuentra en la declaracion de in-
constitucionalidad de la acumulacion ("cumulo") de aquellas 
rentas.
a') Sistema anterior: la acumulacion de rentas ("cumu­
lo dei redditi") y su inconstitucionalidad.
La acumulacion de las rentas familiares era el sis­
tema tradicional en Italia desde el establecimiento del im­
puesto complementario y progresivo sobre la renta, de 1923,
siendo sucesiva y fundamentalmente recogido en los articulos
131 y 139 del "Testo Unico" de 1958, en el articulo 2 de la 
Ley de delegaciôn de 9 de octubre de 1971 y en los articulos 
2 y 4 del DPR 597 de 1973.
La mujer cuya renta era imputada al marido no ténia 
la consideraciôn de sujeto pasivo del impuesto (331), de lo 
que se derivaban numerosos problemas, sobre los cuales la doc 
trina habia tenido ocasiôn de manifestarse, llamando reitera- 
damente la atenciôn sobre la posible inadecuaciôn a los pre- 
ceptos constitucionales (332). La Ley de 2 de diciembre de 
1975, num. 576 (Ley "Visentini"), introdujo un cambio sustan- 
cial en esta situaciôn, ya que declarô coobligados solidarios 
a ambos cônyuges en el Impuesto personal sobre la Renta.
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Tras una Sentencia desestimatoria de 1975 (333), la
Corte Costituzionale declarô la inconstitucionalidad de la 
acumulaciôn en su Sentencia de 15 de julio de 1976, num. 179 
(334), respecte a la normativa del Impuesto anterior a las 
modificaciones introducidas por la Ley Visentini de 1975.
Efectivamente, como manifiesta Perrone (335), sobre 
el tema de la acumulaciôn de rentas, tal y como la cuestiôn 
aparecla regulada después de las modificaciones de 1975, la 
Corte no se pronuncia expresamente, estimando que no podla 
declarer la ilegitimidad de la Ley 576, como consecuencia de 
la declaraciôn de ilegitimidad de las normas originarias del 
IRPEF. Pero aunque la declaraciôn de inconstitucionalidad no 
afecte a la nueva normativa, la Corte deja entender claramen- 
te que, a su juicio, la acumulaciôn de rentas, en si misma 
considerada, no responde al mandate constitucional.
Las disposiciones sobre la acumulaciôn son declaradas 
ilegitimas por violar los principles constitucionales de igu^ 
dad de los ciudadanos (art. 3), igualdad jurldica y moral de 
los cônyuges (art. 29) y capacidad contributive (art. 53).
La razôn fundamental por la que se déclara la ilegiti­
midad de la normativa del "cumulo" puede concretarse en la 
faite de reconocimiento a la mujer casada, no legal y efecti­
vamente separada de su cônyuge, la cualidad de sujeto pasivo 
del impuesto. Esta situaciôn, que habia sido calificada por 
Manzoni (336) de "curatela fiscale", introducia una dispari- 
dad en el tratamiento fiscal, entre marido y mujer, dispari- 
dad que no es, segùn entendiô la Corte, "adecuada y racional-
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mente justificada" (337), y que bien puede considerarse con­
traria al principio de igualdad, no solo formalmente entendi- 
do, sino también moral y juridicamente. La situaciôn era aùn 
mas contradictoria, como sefiala Zorzi (338), si se tiene en 
cuenta que la mujer casada que percibia rentas del trabajo 
se encontraba sujeta al régimen de retenciôn en la fuente, 
lo que presuponîa inequivocamente la atribuciôn de subjetivi- 
dad pasiva, cualidad que, sin embargo, le era negada ulterior 
mente al acumularse su renta con la del marido.
Este aspecto de la ilegitimidad es generalmente admit^ 
do por la doctrina italiana, si bien se pone de manifiesto 
que, precisamente, habia sido modificado por la Ley de 1975, 
estableciendo la obligaciôn de declaraciôn conjunta de la ren 
ta, y reconociendo a la mujer casada la condiciôn de sujeto 
pasivo del impuesto. Por tanto, una sentencia que se hubiese 
limitado a poner de manifiesto la ilegitimidad de la legisla- 
ciôn sobre la acumulaciôn de rentas, en base a la diversidad 
de tratamiento fiscal entre el hombre y la mujer, hubiese te­
nido unos efectos limitados cronolôgicamente, ya que a partir 
de 1975 la ley habia reconocido a la mujer subjetividad tribu 
taria (339).
Sin embargo, este aspecto "formai" (340) del institute 
de la acumulaciôn no es el ùnico abordado por la Corte, que 
entrô a considerar el aspecto sustancial del "cumulo", o como 
diria Manzoni (341 ly^el problèma del:Vqüantüm^_del^impuesto.
Desde esta perspective, la Corte Costituzionale entien- 
de, por una parte, que la Constituciôn italiana, en su articu
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lo 53,1 dispone la obligaciôn de contribuir al sostenimiento 
de los gastos publicos atendiendo a la propia y personal capa 
cidad contributiva (342). No obstante, el argumente no se ba­
sa tanto en la consideraciôn de la capacidad contributiva en 
cuanto atributo del individuo, como en el entendimiento de 
que tal capacidad ha de estimarse en relaciôn con las rentas 
de las cuales se tiene la libre disponibilidad. En este senti 
do, se afirma en la Sentencia: "No se explica cômo y por que 
un sujeto (el marido) puede y debe presentar una mayor capaci 
dad contributiva por la existencia de rentas correspondientes 
a otras personas y de las cuales no tiene legalmente la pose- 
siôn, esto es, el disfrute y administraciôn sin necesidad de 
rendir cuentas" (343). Tal consideraciôn de la capacidad con­
tributiva no se encuentra desvinculada, como es évidente, del 
argumente anterior.
Por otro lado, la Corte rechaza los dos presupuestos 
bâsicos en funciôn de los cuales se lleva a cabo la acumula­
ciôn: la presunciôn de que la capacidad contributiva de dos 
personas que viven juntas en superior a la de dos sujetos con 
igual renta que vivan separadamente, y la puesta en comûn de 
las rentas. Ello supone estimar la ilegitimidad de la acumula 
ciôn en cuanto tal y no sôlo de una normativa en conreto que 
la régulé, es decir, implica la invalidez del principio en 
que se inspira el sistema de tributaciôn acumulada (344).
Como consecuencia de este rechazo la Corte argumenta 
también en base a la desigualdad de tratamiento que la acumu­
laciôn supone respecto de las parejas unidas en matrimonio
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o unidas de hecho, por cuanto en este caso quedan sujetas al 
impuesto separadamente, aùn benfeciândose de las eventuales 
ventajas derivadas de la vida en comùn (345), lo que se en­
cuentra en claro contraste no sôlo con el principio constitu­
cional de igualdad de los ciudadanos ante la Ley, sino tam­
bién, entiende la Corte con los intereses protegidos por el 
articule 31, que asegura la protecciôn de la familia (346).
Posiblemente, como subraya Perrone (347), la causa fun 
damental que decidiô la inconstitucionalidad de la acumula­
ciôn fué la "injusta onerosidad del gravamen", mas que la ile 
gitimidad estructural de la normativa de la misma. Y de ello 
es buena prueba, dice el citado autor, el que un tribute que 
revestia las mismas caracteristicas que motivaron la declara­
ciôn de inconstitucionalidad del "cumulo" -el Impuesto de Fami­
lia-, tuvo durante muchos afios una vida indiscutida hasta su 
derogaciôn en 1973, por el hecho de que su progresividad era 
muy moderada ( 348 ).
Como consecuencia de esta Sentencia, se dictô la Ley 
de 13 de abril de 1977, nùm.114, que sanciona el principio 
de tributaciôn separada, modificando el D.P.R. nùm. 597, cuyo 
articulo 32 dispone ahora que "El impuesto se aplica sobre 
la renta global neta formada por todas las rentas del sujeto 
pasivo, comprendidas las rentas ajenas de las que tenga la 
libre disponibilidad y la administraciôn sin deber de rendi- 
ciôn de cuentas*(349).
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b') Sistema vigente: la imposiciôn separada ("tassazio 
ne separata")
Estân sometidas al impuesto las personas fisicas 
que residan en el territorio italiano (obligaciôn fiscal ili- 
mitada) y aquellas que no residan en él, por sus rentas de
fuente italiana (obligaciôn fiscal limitada). Se consideran 
residentes, ademâs de las personas empadronadas como taies, 
aquellas que tienen establecido en Italia al lugar principal 
de sus negocios e intereses y las que permanecen en el pais
por un periodo superior a 6 meses al ano.
La régla general es la imposiciôn separada de las ren­
tas de los esposos. No obstante, el articulo 17 de la Ley nùm 
114 dispone que los cônyuges no legal ni efectivamente sépara 
dos pueden presentar en una misma declaraciôn las rentas de
cada uno de ellos, incluidas aquellas que le son imputadas
(350). Pero la renta sera calculada separadamente, sobre la 
renta global de cada cônyuge. La imposiciôn separada de los 
esposos implica la reparticiôn entre ellos de ciertas clases 
de rentas y cargas deducibles. Las principales disposiciones 
a este respecto son las siguientes:
-Las rentas de los bienes que constituyen la comunidad 
legal (arts. 177 y ss. del Côdigo Civil) y el fondo patrimo­
nial (arts. 167 y ss. del mismo cuerpo legal) se atribuyen 
por mitad de su cuantia neta a cada uno de los esposos.
-La misma reparticiôn procédé para las rentas de los 
bienes de los hijos menores, de las cuales los padres tengan 
el usufructo legal, que son atribuidas por mitad incluso aun-
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que los hijos vivan con uno solo de los esposos. En el supues 
to de que faite uno de los padres o si uno solo de ellos tie­
ne el usufructo legal, estas rentas le serân imputadas en su
totalidad.
-Si la cuantia de las deducciones relativas a las car­
gas de familia es superior al impuesto debido por uno de los 
cônyuges, el otro puede beneficiarse de ella, deduciendo esa 
diferencia del impuesto por él adeudado.
-Si los cônyuges optan por la presentaciôn de sus ren­
tas en una misma declaraciôn, las deducciones por cargas fam^ 
liares, reducciones del impuesto correspondientes a détermina 
das categorias de rendimientos, asi como las retenciones y 
créditos de impuesto que correspondan a cada cônyuge, serân 
deducidas de la suma de la cuantia de los dos impuestos debi­
do s .
La atenciôn a las cargas de familia se verifica median
te deducciôn de la cuota de cantidades fijas. Ademâs de la
deducciôn general para cada contribuyente, se concede una de­
ducciôn por el cônyuge no legal ni efectivamente separado, 
con la condiciôn de que no posea rentas propias; sin embargo, 
la deducciôn procédé si el cônyuge obtiene rentas que estén 
exentas del impuesto.
La deducciôn por hijos viene representada por una can- 
tidad fija segùn el nùmero de hijos, pero de manera que la 
deducciôn unitaria por cada uno de los cuatro primeros es la 
misma, incrementândose a partir del quinto hasta el octavo
(351). Dan derecho a deducciôn los hijos menores, asi como
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los incapacitados para el trabajo de forma permanente, y aque 
llos que no hayan superado la edad de 26 anos, si prosiguen 
sus estudios o se encuentran realizando un aprendizaje con 
ceracter gratuito, siempre que no obtengan rentas propias por 
encima de una determinada cuantia.
Si uno de los cônyuges no obtiene renta, o si las que 
obtiene estân exentas del impuesto, las deducciones por hijo 
son dobles para el otro cônyuge. Igualmente, si se trata de 
un hijo adoptado o afiliado por uno solo de los cônyuges, la 
deducciôn por aquel es doble para el cônyuge al que correspon 
da.
A los no residentes no les son aplicables las deduccio 
nes por cargas familiares.
F .- Alemania.
a) La imposiciôn sobre la renta.
El sistema fiscal alemân comprende très clases de 
impuestos sobre la renta: Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas, Impuesto sobre la Renta de las Corporaciones 
e Impuesto Cultual.
El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("Einkommensteuer") (352) grava unicamente las rentas globa­
les de los individuos, en las que se integran siete catego­
rias de base. A efectos de evaluaciôn hay que diferenciar dos 
grupos de renta, ya que a cada uno de ellos se le aplica un
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sistema distinto. El primero, incluye los salarios, los rendi 
mientos de capital mobiliario, etc., y la renta se calcula 
segùn un método simplificado consistente en determinar la di­
ferencia entre ingresos y gastos. El segundo comprende las 
rentas derivadas de explotaciones agricoles y forestales, in­
dustriales, comerciales o artesanales, y de actividades profe 
sionales no asalariadas. Para determinar el bénéficié imponi­
ble se aplica un principio original y caracterîstico del sis­
tema alemân, el del balance fiscal ("Steuerbilanz"), que con­
siste en comparer la variaciôn del active del balance fiscal 
entre el inicio y el fin del periodo impositivo.
El Impuesto sobre las Corporaciones ("Kôrperschafts- 
teuer") grava a las sociedades de capitales y a otras entida- 
des asimiladas a elles. La Ley del Impuesto ("Kdrperschafts- 
teuergesetz" ) , de 31 de agosto de 1976 -entrada en vigor el 
1 de enero de 1977-, ha supuesto profundos cambios en este 
tributo.
El Impuesto Cultual ("Kirchensteuer") es un tributo 
recaudado por la Corporaciones religiosas reconocidas por el 
Derecho pùblicc^ entre sus miembros, en el que se toma como 
base la renta de las personas fisicas.
b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("Einkommensteuer"). Imposiciôn de las rentas fami­
liares: su evoluciôn.
El método tradicional de imposiciôn de las rentas 
familiares en Alemania, que consagraba el sistema de acumula-
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ciôn de las rentas de los esposos fué declarado inconstitucio 
nal por la Decisiôn (353) del "Bundesverfassungsgericht", de 
17 de enero de 1957 (354). Esta Decisiôn declarô nulo el para 
grafo 26 de la Ley del Impuesto sobre la Renta (EStG) de 1951 
(355), si bien en aquél momento era de aplicaciôn la EStG de 
16 de diciembre de 1954 (356), que establecia, de acuerdo con 
la tradiciôn alemana, un sistema de acumulaciôn, con excep- 
ciôn de las rentas del trabajo, tanto dependiente como inde- 
pendiente de la mujer (357).
El argumente fundamental considerado por el Tribunal 
Constitucional (358) es la incompatibilidad de la acumulaciôn 
con el articulo 6,1 de la Ley Fundamental de Bonn, que consa- 
gra el principio de protecciôn del matrimonio y de la familia 
(359), por cuanto la evaluaciôn conjunta de las rentas del ma 
trimonio, unida al tipo progresivo, supone un mayor gravamen 
para el mismo en comparaciôn con las personas solteras que 
tributan aisladamente. Para el alto Tribunal, el pronuncia- 
miento del articulo 6 de la Ley Fundamental no es una mera 
declaraciôn programâtica, sino una norma con valor vinculante 
que supone un limite juridico a la libertad de la discreciona 
lidad legislativa (360).
Por otra parte, entiende el Tribunal que la Ley del 
Impuesto sobre la Renta consagra en su parâgrafo 1 el princi­
pio de la imposiciôn individual, al afirmar que son sujetos 
pasivos del impuesto las personas naturales, aunque después 
el parâgrafo 26 dispone una excepciôn al establecer la acumu­
laciôn de rentas. El principio inicial del Impuesto debe re-
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lacionarse asimismo con en el articulo 3 de la Ley Fundamen­
tal, que dispone inequivocamente que "todas las personas son 
iguales ante la ley, lo que supone que la igualdad en la tri­
butaciôn debe quedar referida a los individuos y no a los 
matrimonios, como, sin embargo, se dériva de la acumulaciôn.
La citada Decisiôn de 1957 creô un vacio législative 
que, tras un periodo en que rigiô una legislaciôn transito- 
ria, fué cubierto por la Ley de 17 de julio de 1958, estable­
ciendo un sistema sustancialmente idéntico al que se encuen­
tra en vigor en la Repûblica Federal Alemana (361).
Tras aquel pronunciamiento, siete anos mas tarde, en 
1964, se présenté un caso anâlogo. Se trataba esta vez de la 
liquidaciôn conjunta del padre con los hijos menores, igual­
mente prevista en la Ley del Impuesto sobre la Renta. El Tri­
bunal Constitucional acudiô nuevamente al argumento decisivo 
del articulo 6 de la Ley Fundamental, entendiendo que el prin 
cipio en él consagrado protege no sôlo al matrimonio sino tam 
bién a la familia en general (362). Desde que tal acumulaciôn 
fué declarada ilegitima la renta del hijo menor es gravada 
separadamente de la de sus padres (363).
El "Bundesverfassungsgerichts" ha tenido ocasiôn de 
pronunciarse no sôlo sobre la ilegitimidad de la acumulaciôn 
de las rentas, sino también sobre la constitucionalidad del 
régimen de tratamiento fiscal de las cargas derivadas de la 
manutenciôn de los hijos. Las reducciones por hijos en el Im­
puesto sobre la Renta fueron suprimidas por la Ley de Reforma 
de 5 de agosto de 1974, rigiéndose las ayudas por hijos por
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la llamada "Kindergeldgesetz" de 31 de enero de 1975 (364).
Ello diô ocasiôn a una amplia polémica sobre la constituciona 
lidad de la primera de las citadas leyes (365), polémica que 
fué zanjada por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 
de 23 de noviembre de 1976, que declarô constitucional las 
disposiciones relativas a la no consideraciôn en el Impuesto so­
bre la Renta de la manutenciôn de los hijos, contenidas en 
la Ley de Reforma de 19 74 (366).
No obstante, los hijos son tenidos en cuenta de diver­
ses maneras en el Impuesto alemân sobre la Renta, dando lugar 
a reducciones especiales en ciertos supuestos, regulados en 
el parâgrafo 33 de la EStG (367). Asi, para determinar la ren 
ta neta imponible, junto a la edad del contribuyente (368) 
y otros gastos especiales (369) se prevé las llamadas "cargas 
extraordinarias" ("aussergewohnliche Belastungen"), que son 
deducibles de los ingresos. Existen dos categorias de "cargas 
extraordinarias": aquellas que son deducibles sin relaciôn
con la renta del contribuyente y las que sôlo proceden cuando 
superan una determinada parte alicuota de la renta del contri 
buyente. Entre las primeras se comprenden los gastos efectua- 
dos por la formaciôn profesional de los hijos, con ciertos 
requisitos. Entre las segundas se incluyen, por ejemplo, gas­
tos por enfermedad, por accidente, por asistencia a parientes 
disminuidos, por procedimiento seguidos en caso de divorcio, 
etc... Este régimen de deducibilidad de las cargas es un ele- 
mento peculiar de la legislaciôn fiscal alemana; sucintamente 
consiste en que para poder considerar esos gastos como deduci 
bles, la cuantia de los mismos debe superar un determinado
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porcentaje de la renta. Y para la determinaciôn del porcenta- 
je se tiene en cuenta el numéro de hijos, ademâs del volumen 
de la renta (370).
Ademâs de las "cargas extraordinarias" existen otras 
reducciones en la base, como es la relativa al mantenimiento 
y cuidado del hogar. Esta deducciôn se concede a los contribu 
yentes solteros y a los matrimnios que vivan separados, con 
determinadas condiciones de edad. La cuantia de esta deduciôn 
(que es una cantidad fija) se incrementa cuando el contribu­
yente tiene algùn hijo a su cargo (371).
Volviendo al sistema de imposiciôn vigente en el Im­
puesto alemân sobre la Renta, los cônyuges pueden elegir en­
tre una imposiciôn separada y una imposiciôn conjunta. Este 
sistema es objeto de regulaciôn en los parâgrafos 26, 26a y
26b de la EStG. La opciôn por la imposiciôn conjunta no es 
posible mas que si los dos esposos han ostentado durante todo 
el periodo de imposiciôn la cualidad de persona sujeta al im­
puesto por obligaciôn fiscal ilimitada.
También en Alemania la sujeciôn al impuesto reviste 
dos modalidades: obligaciôn fiscal ilimitada para las perso­
nas que tengan en el territorio del Estado su domicilio o su 
residencia habituai, y una obligaciôn fiscal limitada en: 3 
los demâs casos, para ciertas categorias de rentas que tengan 
su fuente en Alemania. El domicilio (parâgrafo 8 de la "Abga- 
benordnung" de 1977), se define como el lugar en el que el 
individuo tiene la intenciôn de residir de una manera defini- 
tiva. Por residencia habituai (parâgrafo 9 de la "A.O.") se
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entiende el lugar en el que una persona permanece en circuns- 
tancias taies que permitan conocer que su permanencia no es 
meramente pasajera. Se considéra como residencia habituai la 
permanencia continuada de mas de seis meses de duraciôn, no 
teniéndose en cuenta las interrupciones por corto plazo, por 
un lado, a efectos de ese cômputo y, por otro, no siendo de 
aplicaciôn el mismo cuando la residencia tenga lugar exclusi- 
vamente por motivos de visita, recreo, curaciôn o por motivos 
privados similares, siempre que no dure mas de un ano.
Si los cônyuges optan por la declaraciôn conjunta, es­
ta debe incluir la renta de ambos, asi como las deducciones, 
cargas extraordinarias y gastos excepcionales que les sean 
de aplicaciôn a cada uno de ellos. En el supuesto de declara­
ciôn conjunta, la imposiciôn se realiza segùn el método del 
"splitting" ("Splitting Tabelle"): la renta neta acumulada
de los dos cônyuges es dividida por dos; el impuesto calcula- 
do sobre una parte se multiplica a continuaciôn por dos para 
obtener el impuesto conjunto a pagar.
Como ya quedô indicado en otro lugar, en el caso de 
liquidaciôn conjunta los cônyuges son considerados deudores 
solidarios, pero cada uno de ellos puede solicitar que la eje 
cuciôn por razôn de este impuesto se limite a su cuota parte 
correspondiente. Esta "distribuciôn de las deudas solidarias" 
y los criterios con que ha de efectuarse se régula en los pa­
râgrafos 268 y siguientes de la "Abgabenordnung" de 1977.
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G.- Estados Unidos. Origen y evoluciôn del "splitting"
(372) .
El sistema de imposiciôn sobre la renta en los Estados 
Unidos tiene su origen en la Ley de 1913 que, aun con numero­
sas reformas, se mantiene en la actualidad (373). Comprende 
este sistema un Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisi­
cas ("Individual Income Tax"), que grava a las personas natu­
rales y a los patrimonios en administraciôn, y un Impuesto 
sobre la Renta de Sociedades ("Corporation Income Tax") al 
que estân sujetas las sociedades que no limitan la responsabi 
lidad de sus socios; aquellas en las que se limita esta res- 
ponsabilidad no tributan generalmente como entidades, sino 
en régimen de transparencia: los beneficios obtenidos son corn 
putados en el impuesto personal sobre la renta a pagar por 
sus propietarios o socios, con independencia de la distribu­
ciôn efectiva de aquéllos.
La "Individual Income Tax" grava la renta global del 
contribuyente, si bien la base sobre la que se aplican los
tipos présenta una cierta complejidad en su determinaciôn(374).
Esquemâticamente, sobre la renta bruta han de efectuarse los 
siguientes ajustes: a) supuestos de no sujeciôn; b) deduccio­
nes de la renta bruta; c) deducciones de la renta ajustada; 
d) exenciones personales; e) aplicaciôn de los tipos de grava 
men; f) créditos del impuesto; g) aplicaciôn del minimo exen- 
to (375).
La adopciôn del "splitting" tiene su origen en la ex±s
tencia en este pals de una diversidad en el régimen econômico
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matrimonial entre los distintos Estados de la Federaciôn (376) 
que producia importantes diferencias locales en la tributa­
ciôn. En algunos Estados régla un sistema de comunidad de ga- 
nanciales (377), conocido con el nombre de "community proper­
ty Law", herencia del Derecho civil de Espaha y Francia. En 
los demâs, se aplicaba un régimen econômico matrimonial dis­
tinto al de gananciales, por influencia de la "common Law". 
Las consecuencias que estos dos sistemas produjeron en el im­
puesto sobre la renta fueron bien distintas en ambos casos. 
En los primeros ("community property states") las rentas, no 
sôlo de la propiedad, sino también las del trabajo se conside 
raba que perteneclan por igual al marido y a la mujer, por 
lo que los Tribunales hablan mantenido el criterio de que los 
casados podlan presentar declaraciones separadas (378) inclu- 
yendo en cada una la mitad de las rentas comunes. En los de­
mâs Estados no existla la posibilidad de dividir entre dos 
las rentas comunes, pero se admitia la validez de las transmi^ 
siones de bienes productores de renta, tanto de los cônyuges 
entre si como respecto a los hijos y otros parientes, habién- 
dose concedido igualmente la posibilida de presentar declara­
ciones separadas en este sentido. Los ingresos derivados del 
trabajo no gozaban de tal divisiôn o atribuciôn, por lo que 
los verdaderamente discriminados eran las personas que exclu- 
siva o mayoritariamente percibian esta clase de rentas.
Esta situaciôn diô lugar a que varios Estados adopta- 
ran el régimen de comunidad, con el claro propôsito de obte­
ner el tratamiento correspondiente en el impuesto sobre la 
renta (379).
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La Reforma de 1948 (380) tratô de suprimir estas desi- 
gualdades implantando el sistema de "splitting", es decir de 
division de las rentas, por lo que, en realidad, lo que hizo 
fué extender a todas las personas casadas el sistema antes 
aplicable a los residentes en Estados con régimen de comuni­
dad, pero, al mismo tiempo, introdujo una reducciôn en el im­
puesto sobre la renta, y una reasignaciôn del mismo. El esta­
blecimiento del "splitting" fué mas una soluciôn polîtica de 
compromise que una reforma inspirada bâsicamente en la idea 
de justicia. Lo decisivo no era suprimir la desigualdad con 
respecto a la imposiciôn de rentas de la misma cuantia, sino 
suprimir las diferencias locales existentes en la tributaciôn 
(3 8 1).
El "splitting" tuvo muy poca importancia para los con­
tribuyentes de rentas bajas, e igualmente tuvo escasa trascen 
dencia relativa para los contribuyentes con ingresos muy ele- 
vados. En el amplio intervalo central la progresividad del 
impuesto se redujo notablemente, lo que, lôgicamente, favore- 
ciô la aceptaciôn de esta fôrmula, al tiempo que se introduje 
ron grandes diferencias en el impuesto exigible, para iguales 
rentas, a las personas casadas y a las personas solteras (382). 
Igualmente, como sabemos, con este sistema se producen discri 
minaciones no sôlo entre la tributaciôn de los solteros y los 
casados, sino especialmente, entre los matrimonios y los viu- 
dos, viudas y divorciados y, en general, todas aquellas perso 
nas que tienen a otras a su cargo, quienes sôlo obtienen de­
ducciones parciales al compararlas con las obtenidas por las 
personas casadas que efectùan una declaraciôn conjunta. La
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"Tax Reform Act" de 1969 supuso una reducciôn parcial de este 
tratamiento preferencial. Bajo esta Ley, que entrô en vigor 
en 1 9 7 1, se iniciô una nueva estructura de tipos de gravamen 
(383).
La forma en que se aplica el Impuesto en la actuali­
dad, en sus rasgos esenciales, es la siguiente: se distinguen 
cuatro situaciones diferentes, a cada una de las cuales les 
es de aplicaciôn una tarifa distinta: 1) matrimonios que for- 
mulan declaraciôn conjunta; 2) personas consideradas "cabezas 
de familia o de hogar"; 3) los solteros sin personas a su car 
go; 4) matrimonios que presentan declaraciones separadas. Co­
mo se deduce de ello, los cônyuges pueden elegir entre la tri^  
butaciôn separada o la tributaciôn conjunta, si bien la mayo- 
ria opta por esta ultima (384).
Aunque todas las escalas de tipos comienzan en el 14 
por ciento y tienen un tipo marginal del 70 por ciento, la 
amplitud de los escalones impositivos difiere para cada tari­
fa, lo que produce la consecuencia de que, tras el primer tra 
mo, se producen deudas tributarias diferentes para iguales 
rentas gravables. La tarifa de la declaraciôn conjunta es la 
que tiene los escalones mas amplios y produce, de esta mane­
ra, el mas bajo impuesto relativo (385). Las reducciones del 
impuesto para los matrimonios que formulan declaraciôn conjun 
ta es inferior a la que se derivaria del "splitting" puro de 
la renta, esto es, aplicando un divisor dos (386). La tarifa 
aplicable a las personas consideradas "cabezas de familia o 
de hogar" ("heads of household"),en las que se incluyen los
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solteros, viudos o divorciados que tienen a su cargo a otras 
personas, les confiere una situaciôn intermedia entre el tra­
tamiento que reciben los matrimonios y el de los individuos 
aislados (387).
El "splitting" del sistema norteamericano ha evolucio- 
nado, por tanto, desde una modalidad "pura" del mismo a un 
sistema de tarifas multiples, cuyos resultados le equiparan 
a un sistema de imposiciôn conjunta con determinadas deduccio 
nes (383). Esta evoluciôn se ha visto notablemente acentûada 
recientemente, como consecuencia de la adopciôn por el Congre 
so de determinadas medidas de reducciôn del impuesto cuando 
ambos cônyuges desempenan un trabajo remunerado, alejândose 
asi aun mas de la idea originaria del "splitting", en el que, 
como sabemos, se prescinde de la distribuciôn en la obtenciôn 
de la renta. Esta reducciôn impositiva especial, que ha alcan 
zado plena efectividad en 1983, supone la deducciôn del 10 
por ciento de la renta salarial del llamado "trabajador secun 
dario", es decir, del cônyuge cuya renta del trabajo sea infe 
rior cuantitativamente, con una deducciôn maxima de 3.000 dôla 
res (389).
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4. CONCLUSIONES.
El término unidad familiar no présenta una significa­
ciôn unîvoca. Con independencia de otras posibles acepciones 
en el terreno social, sociolôgico, econômico, etc., desde el 
punto de vista tributario la realidad comûnmente llamada uni­
dad familiar puede entenderse en dos sentidos distintos, aun­
que Intimamente relacionados.
En su sentido estricto, el concepto de unidad familiar 
hace referencia a una modalidad de unidad contribuyente en 
los impuestos personales. Por unidad contribuyente entendemos 
la determinaciôn de la persona o personas cuya capacidad eco- 
nômica ha de quedar sometida a tributaciôn. Asi, unidad fami­
liar es una unidad contribuyente de carâcter suprainidividual 
en la que se incluyen dos o mas personas unidas por lazos fa­
miliares o vînculos de parentesco.
En un sentido mas amplio, se habia de unidad familiar 
para referirse de manera abreviada al problema del tratamien­
to fiscal de las rentas familiares. Cuando un determinado im­
puesto se estructura sobre la base de una unidad contribuyen­
te familiar, todos los elementos de la obligaciôn tributaria 
correspondiente presentan peculiaridades en su configuraciôn, 
respecto de la obligaciôn tributaria de las personas no in­
cluidas en una unidad familiar. En este sentido, la presencia 
de la unidad familiar en un impuesto determinado supone todo 
un régimen de aplicaciôn del impuesto, en funciôn de esa uni­
dad familiar.
175
Pero el problema del tratamiento fiscal de las rentas 
familiares puede ser abordado desde otra perspectiva mas am­
plia, que podemos llamar "parapositiva", sin que por ello pue 
da considerarse "metajuridica". Desde este punto de vista, 
se habia de unidad familiar para aludir a las distintas alter 
nativas de configuraciôn de la unidad contribuyente familiar 
y a los diferentes sistemas de tratamiento fiscal de la misma.
De manera mas abreviada podemos decir que unidad fami­
liar en sentido estricto significa la designaciôn de una uni­
dad contribuyente definida por relaciôn al grupo familiar al 
que el individuo pertenece. En su sentido mas amplio, por uni^  
dad familiar se entiende el tratamiento fiscal a que es some­
tida la unidad familiar considerada. Este tratamiento puede 
quedar circunscrito al efectivamente otorgado por la regula­
ciôn positiva de un impuesto determinado, o ser referido a 
un terreno mas amplio, en el que se trata de determinar cua­
les son los posibles sistemas de tratamiento fiscal de la uni^  
dad familiar. Hasta ahora nos hemos ocupado de la unidad fami^  
liar desde esta ultima perspectiva.
Los dos sentidos del concepto de unidad familiar deben 
tenerse en consideraciôn, sin que ninguno de ellos pueda ser 
descartado por razones de inutilidad o falta de concreciôn 
técnica. El sentido estricto hace referncia al ente con rela­
ciôn al cual se détermina la riqueza gravable por el tributo. 
El sentido amplio implica el régimen o el sistema con arreglo 
al cual se verifica aquel sometimiento a tributaciôn. Este 
no puede efectuarse sin haber configurado o delimitado aquél
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previamente; pero, a su vez, la mera consideraciôn del primer 
aspecto no es de por si suficientemente representativa de lo 
que la figura de la unidad familiar supone.
La unidad familiar puede plantearse en los impuestos 
personales en general, y no sôlo en impuesto sobre la renta 
de las personas fisicas. Sin embargo, es con relaciôn a este 
impuesto donde la presencia de la unidad familiar présenta 
mayor complejidad desde el punto de vista tecnico y donde el 
tema adquiere la mayor importancia. Puede pacificamente afir- 
marse que el planteamiento autônomo y universal del tema de 
la unidad familiar queda referido al impuesto sobre la renta 
de las personas fisicas, al que, consecuentemente, limitâmes 
nuestro estudio.
En el tratamiento tributario de las rentas familia­
res aparecen entremezclados diversos problemas que es necesa- 
rio diferenciar con nitidez para una clara comprensiôn de la 
figura que nos ocupa. Esencialmente, son dos los aspectos que 
deben delimitarse:
- Uno, es el relativo a la determinaciôn de la carga 
tributaria que ha de recaer sobre la familia o sobre sus miem 
bros; nos referimos entonces, fundamentalmente, a los elemen­
tos de cuantificaciôn del débito tributario.
- Otro, hace referencia a la titularidad de los distin 
tos deberes juridicos derivados de la aplicaciôn de las leyes 
tributarias y, en primer lugar, de la obligaciôn tributaria 
material.
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Uno y otro aspecto no tienen porqué coincidir, o mas 
exactamente, en modo alguno puede identificarse la posibili- 
dad de que la unidad familiar sea la unidad contribuyente de 
un impuesto con la posibilidad de que la unidad familiar sea 
sujeto pasivo de un impuesto. La identificacion que, en este 
sentido, se ha querido ver en ocasiones es la mas Clara con 
secuencia de los nocivos efectos y confusiones que puede ori- 
ginar el no diferenciar los dos aspectos previamente senala- 
dos. La posible "disociaciôn" entre la titularidad de la capa 
cidad econômica gravada por el tributo, y la titularidad de 
las distintas situaciones jurldicas subjetivas a que da lugar 
la aplicaciôn del impuesto, deberâ resolverse en cada caso 
con arreglo a la configuraciôn efectuada por la normativa tri^  
butaria de que se trate.
Precision de gran importancia es la relativa a la sig- 
nificaciôn del término unidad familiar en si mismo considera- 
do. Cuando hablamos de unidad familiar o del ente unidad fami  ^
liar no debe caerse en el error de entender que nos estamos 
refiriendo a un ente superpuesto o distinto a las personas 
que lo integran; antes al contrario, la expresiôn unidad fami^ 
liar no es mas que un modo abreviado de referencia a un con- 
junto de personas fisicas entre las que existe una relaciôn 
determinada.
Problema cualitativamente menos importante, pero que 
no por ello puede pasarse por alto, es la relaciôn existante 
entre la figura de la unidad familiar y la consideraciôn fis­
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cal de las circunstancias personales y familiares a efectos 
de cuantificaciôn de la deuda tributaria.
La relaciôn existante entre unidad familiar en sentido 
estricto y relevancia fiscal de las circunstancias personales 
y familiares del contribuyente es idéntica a la distinciôn 
entre personalidad del impuesto y subjetividad del gravamen. 
En el primer caso nos encontramos con una determinada configu 
raciôn del presupuesto objetivo del tributo, que queda referi 
do a un ente concrete y determinado: la unidad familiar. En
el segundo, se trata de un sistema de cuantificaciôn de la 
deuda impositiva, que responde al fenômeno de la subjetiva- 
ciôn.
Cuando se trata de unidad familiar en sentido aplio, 
la relaciôn es de distinta Indole a la senalada. En este ca­
so, la consideraciôn a efectos fiscales de las circunstancias 
personales y familiares es un fenômeno en cierto sentido mas 
amplio y en cierto sentido mas estricto que aquél. Es mas am- 
plio porque, tratândose del fenômeno de la subjetivaciôn del 
impuesto puede plantearse tanto en los impuestos personales 
como en los impuestos reales y dentro de los primeros, todo 
impuesto personal debe ser un impuesto subjetivo, por su espe 
cial aptitud para adaptarse a la capacidad contributiva del 
sujeto gravado, y ello tanto si la unidad subjetiva tributa­
ria es un grupo familiar como si es un individuo.
Pero, a la vez, es mas estricto, porque esa subjetivi­
dad forma parte del régimen a que esta sometida la unidad fa­
miliar. Es obvio que cuando el sujeto sometido no es ûnico.
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sino plural, esa subjetivaciôn adquiere, por propia defini- 
ciôn, una dimensiôn mas compleja. Por ello lo correcto es en­
tender que la consideraciôn personales y familiares a efectos 
de la subjetividad del impuesto, no integra el concepto de 
unidad familiar, pero si forma parte del regimen de la misma.
Los diversos sistemas de tratamiento fiscal de las ren 
tas familiares pueden clasificarse en dos grandes grupos: si£ 
tema de imposiciôn separada y sistema de imposiciôn acumula- 
da o conjunta. La distinciôn entre ellos responde a un ûnico 
criterio: la ausencia o verificaciôn, respectivamente, de las 
acumulaciôn subjetiva de rentas, con independencia de cual 
sea el método de imposiciôn sobre la renta acumulada.
La opciôn entre una y otra alternativa responde a cri- 
terios distintos e inconciliables entre si, que, en puridad, 
encierran una peticiôn de principle : uno y otro sistema adop- 
tan un criterio diverse para la comparaciôn de la carga fis­
cal: en el primero, es el gravamen de los individuos el que 
se trata de igualar; en el segundo la igualdad se establece 
entre grupos familiares unitariamente considerados y los indi^  
viduos. Cada uno de ellos supone una distinta forma de enten­
der y de llevar a cabo el principle de igualdad. Por ello, 
no es posible recomendar, en termines mas o menos absolûtes, 
la preferencia por uno u otro sistema. Existen importantes 
argumentes que justifican tanto una como otra alternativa. 
Ahora bien, desde esta perspectiva lo que si esta claro es 
que el criterio que ha de presidir toda elecciôn en este sen­
tido es un criterio juridico, el criterio juridico por exce-
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lencia: la idea de lo justo. Desde luego, este principle no 
resuelve por si solo el problema, pero si presta una via de 
resolucion adecuada, ya que, cualquier tipo de consideraciôn 
ha de enmarcarse y , si es necesario, supeditarse a este prin 
cipio supremo.
En este orden de consideraciones, aunque la elecciôn 
de un sistema de imposiciôn conjunta se ha fundamentado repe- 
tidamente en argumentes econômicos y particularmente en la 
comunidad econômica en el seno de la familia, se trata en to­
do caso de una fundamentaciôn parcial, ya que la unidad fami­
liar no carece de fundamento juridico. Este fundamento juridi 
ce se concreta en el principle de capacidad contributiva. Na- 
turalmente puede ser discutido si la pertenencia de un indivi­
duo a una unidad familiar incide cualitativa y cuantitativa 
mente en su capacidad econômica hasta el punto de que esta 
deba valorarse con relaciôn al grupo familiar y no con respec 
to al individuo en si mismo considerado, pero, precisamente, 
ello forma parte de la peticiôn de principle a que antes nos 
hemos referido. En cualquier caso, lo que importa es destacar 
que el fundamento econômico de la unidad familiar, que en mo­
do alguno puede negarse, no se puede confundir ni identificar 
con su fundamento juridico, que es el que verdaderamente hace 
opérante a este concepto en el campo del Derecho tributario.
Las pQsibilidades de sometimiento a tributaciôn de una 
unidad familiar son prâcticamente inagotables. Sin embargo, 
en muchos casos, las opciones son relativas, ya que a los mi^ 
mos resultados se puede llegar con procedimientos y métodos
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aparente y formalmente muy distintos. Hemos prestado una espe
cial atencion a este ambito, a fin de hacer resaltar con d a -
ridad cuales son las opciones principales que se le ofrecen 
al legislador al regular esta materia, procurando poner de 
manifiesto las ventajas e inconvenientes que cada alternativa 
présenta y efectuando en cierto sentido un anâlisis que pudie 
ra calificarse de "desmitificador" o relativista, si se pre- 
fiere. Ello responde a la realidad de esta materia y subraya 
la inconsistencia de una serie de tôpicos o, al menos, ideas 
ampliamente difundidas sobre la tributaciôn de las rentas fa­
miliares, taies como la defensa de sistemas de promediaciôn 
de la renta, sin advertir los graves problemas que de ellos 
se derivan, o la identificaciôn entre sistema de acumulaciôn 
e incremento de la carga tributaria que ha de pesar sobre los 
miembros de la familia, como si fuera ineludible una relaciôn
de causa a efecto entre ellos.
Hemos prestado también un especial interés en el anàli 
sis del Derecho comparado, efectuando en cada caso una breve 
exposiciôn de la evoluciôn histôrica relativa a la imposiciôn 
sobre la renta, lo que considérâmes de utilidad no sôlo a los 
efectos de una mejor comprensiôn de la actual regulaciôn de 
las rentas familiares en cada uno de esos paises, sino tam­
bién porque pone de manifiesto las semejanzas y diferencias 
con la evoluciôn normativa de nuestro propio sistema tributa­
rio, que sera objeto de examen en el capitule siguiente.
Del anâlisis de los sistemas vigentes mas prôximos a 
nuestra ârea cultural y geogrâfica se desprende el hecho ine-
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lidible de una tendencia hacia la tributaciôn separada de las 
rentas familiares, especialmente respecte de las rentas gana- 
das, ya que para las rentas del capital parecen tener una es­
pecial consistencia los presupuestos basicos de la tributa­
ciôn conjunta. Esta exposiciôn pone asimismo de manifiesto 
la dificultad de encontrar un sistema entre los paises mas 
prôximos al nuestro, parangonable al contenido en el Impuesto 
espanol sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1978. En 
todos los sistemas de acumulaciôn analizados se prevén impor­
tantes excepciones a la tributaciôn conjunta y se presta una 
especial atenciôn a la mayor carga tributaria que los miem­
bros de la familia deberian soportar como consecuencia de la 
acumulaciôn de bases imponibles y tarifa progresiva, articu- 
lândose sistemas que palien o limiter ese efecto. En ocasio­
nes, los miembros de la unidad familiar obtienen un tratamien 
to mas ventajoso que las personas solteras lo que, desde lue­
go, puede ser tan criticable como la situaciôn opuesta.
La declaraciôn de inconstitucionalidad del sistema de 
acumulaciôn en Alemania y en Italia, révéla la importancia 
y complejidad de la unidad familiar, a la vez que subraya la 
incompatibilidad existente entre determinados conceptos econô 
micos y determinados principios jurîdicos, a los que, desde 
hace ya bastantes anos, se les ha reconocido el papel funda­
mental que les corresponde, por lo que a tributaciôn de las 
rentas familiares se refiere.
Si hubiéramos de resumir en una sola idea el estudio
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llevado a cabo en este capitule no cabe duda de que esta ha- 
bria de ser la conviccion de que no existe una solucion, no 
ya ideal, sino aceptable o recomendable con caractères de va­
lidez general, del problema analizado. Ello se revela como 
un hecho indubitable no solo a nivel de estudio teorico sino 
también con relaciôn a los sistemas vigentes. Todos ellos, 
aun los mas dispares, son objeto de fuertes criticas. Es dif^ 
cil encontrar un pais donde se muestre mas o menos general 
conformidad con el sistema de tributaciôn de las rentas fami­
liares adoptado, lo que se traduce en la opiniôn continuamen- 
te expresada segùn la cual toda soluciôn dada a este problema 
forzosamente ha de considerarse como una fôrmula de transa- 
ciôn o compromise, por cuanto subyacen en él una serie de 
principios, incompatibles entre si, pero defendibles en fun- 
ciôn de la perspectiva que se adopte.
En cualquier caso, cada vez adquiere mayor importancia 
el argumente, en buena medida sociolôgico, de la neutralidad 
fiscal respecte al matrimonio, que juridicamente se concreta 
en la convicciôn de que es la capacidad contributiva de cada 
persona la que debe tenerse en consideraciôn, asi como el he­
cho de que los complejos problemas que desde el punto de vis­
ta de la equidad origina la tributaciôn conjunta de las ren­
tas, aconseja en buena medida la imposiciôn separada de las 
mismas, especialmente de las derivâdas del trabajo, tanto de- 
pendiente como independiente, ya que, como hemos dicho, para 
las rentas del capital tienen especial significado los presu­
puestos bâsicos de la acumulaciôn.
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5. NOTAS.
(1) Cfr., en este sentido, COLMENAR VALDES, S., "El sujeto: 
la unidad familiar", RDFHP, nûm.142, 1979, pâg. 684.
(2) Esta circunstancia es puesta de manifiesto por ANTON, 
DIAZ MALLEDO y GARCIA MARTIN ("La unidad contribuyente", 
HPE, num. 30, 1974, pâg. 162): "Se ha ponderado la impor 
tancia de las circunstancias familiares en el contexte 
vital del individuo. El fenômeno obedece a motivaciones 
que desbordan ampliamente el marco técnico-tributario.., 
para insertarse en uno muchisimo mâs amplio".
(3) Quizâs el mâs claro ejemplo lo encontramos en la ponen- 
cia general del Congreso de la IFA de 1972, al afirmarse 
allî que "la cuestiôn de si los miembros de una familia 
deben tributar conjunta o separadamente debe decidirse 
dentro de cada pais prestândose especial atenciôn a fac- 
tores taies como las~formas de vida, las tradiciones y 
las condiciones internas de tipo social, economico y po­
litico" (REUTERSWARD, E ., en Cahiers de Droit Fiscal In- 
ternational, vol. LVIIa, pâg. 1/96; el subrayado es nue^ 
tro ).
(4) Por razones de claridad y sistemâtica en la exposiciôn 
considérâmes preferible abordar primeramente el sentido 
mâs especifico y después el mâs general, y no a la inver 
sa.
(5) Vid. ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contribuyente", 
cit., pâg. 161, donde los autores dan una de las pocas 
definiciones que encontramos de unidad contribuyente, 
ya que, por lo general, el concepto se da por entendido.
(6) SOLER ROCK, M.T., "Notas sobre la configuraciôn de las 
obligaciones y deberes tributaries con especial referen­
cia al Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", 
Civitas REDF, num. 25, 1980, pâg. 23.
(7) LAGARES CALVO, M.J., en uno de los primeros trabajos de- 
dicados en nuestro pais especificamente a este tema, ca- 
lifica asimismo de previa esta cuestiôn ("La unidad con­
tribuyente en el impuesto sobre la renta", HPE, num.3, 
1970, pâg. 69. Igualmente RAI^ IALLO, J . , ("La unidad fami­
liar como sujeto en el ordenamiento tributario espanol", 
Civitas REDF, num. 29, 1981, pâg. 44), califica a esta 
de "decisiôn previa".
(8) Informe CARTER, cit., vol. II, pâg. 135; OCDE, "La situa 
tion des unités familiales...", cit., pâg. 13.
(9) Informe MEADE, cit., pâg. 553.
(10) SOLER ROCH, "La unidad contribuyente en el Impuesto Ex- 
traordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fisi­
cas", Civitas REDF, nùms. 15-16, 1977, pâg. 523.
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(11) Para una Clara distinciôn entre familiares y parientes, 
cfr. ALBALADEJO, M., "Curso de Derecho civil", IV, "De­
recho de familia", Bosch, Barcelona, 1982, pâgs. 9 y 
10 .
(12) El supuesto, efectivamente, no es tan extrano como a 
primera vista pudiera parecer y de ello encontramos un 
buen ejemplo en nuestra historia impositiva: El 11 de
septiembre de 1918 (Gaceta del 15 del mismo mes), se 
publico en nuestro pais un Real Decreto sobre Exaccio- 
nes Municipales, en el que se concedia extraordinaria 
amplitud al Repartimiento General de Utilidades que ha- 
bia sido autorizado como ingreso de los Municipios en 
la Ley de 12 de junio de 1911. El articulo 63 del men- 
cionado Real Decreto regulaba la estimaciôn por signos 
externos "de las utilidades imponibles en la parte per­
sonal del repartimiento", y en él se contenia un aparta 
do F), segùn el cual: "siempre que varias personas suje 
tas a la obligaciôn de contribuir..., vivan en comuni­
dad , la estimaciôn por signos externos induira îâ co- 
rrespondiente a todas ellas, y la renta computada se 
considerarâ como la suma de las rentas individuales..." 
(el subrayado es nuestro) (vid. Revista "De Economia", 
nùms. 33-34, monogrâfico dedicado a documentaciôn de 
la evoluciôn histôrica del impuesto sobre la renta en 
Espaha, enero-abril de 1955, pâgs. 39 y ss., en espe­
cial pâg. 52. Sobre el origen y evoluciôn del Reaprti- 
miento puede asimismo consultarse el trabajo de ALBINA 
NA, "El Repartimiento General de Utilidades: impuesto
territorial de cupo con ribetes personales", Civitas 
REDF, nùm. 33, 1982, pâgs. 5 y ss.).
El precepto citado es recogido en idénticos termines 
en la noma 6ë del art. 28 de la Ley de 20 de diciembre 
de 1932 (Gaceta del 23 de diciembre), por la que se es- 
tablecîa la Contribuciôn General sobre la Renta; en es­
te articule se regulaba igualmente la estimaciôn de la 
renta imponible por signos externos. Las vicisitudes 
de la estimaciôn de la base imponible segùn signos ex­
ternos puede verlas el lector interesado en CALLE SAI2, 
R., "La crisis de los signos externos de renta gastada, 
como procedimiento de determinaciôn de la base imponi­
ble del impuesto espanol sobre la renta de las personas 
fisicas", HPE, nùm.3, 1970, pâgs. 45 y ss.
Hay que tener en cuenta, ademâs, respecte al supuesto 
que aqui comentamos, que el art. 5^ del Decreto 3391/ 
1973, de 21 de diciembre, por el que se aprobaban nor- 
rnas sobre valoraciôn y aplicaciôn de los signos exter­
nos en el IGRPF (BOE de 22 de enero de 1974), se dispo- 
nia asimismo que "cuando varias personas sujetas a la 
obligaciôn de contribuir vivan en comunidad, la estima­
ciôn por signos externos induira la correspondiente 
a todas ellas..." (el subrayado es nuestro), esto es, 
sustancialmente lo mismo que se contenia en el Decreto
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de 1 9 1 8.
La expresiôn empleada en estas normas es "vivan en cornu 
nidad", sin ningûn tipo de exigencias respecte a vlncu- 
los o lazos familiares, por lo que claramente constitu- 
ye un ejemplo del supuesto mencionado en el texto, de 
unidad contribuyente supraindividual, pero no familiar. 
Naturalmente, cuestiôn distinta es la virtualidad prâc- 
tica que pueda tener un precepto de esta naturaleza.
(13) A este sentido estricto parece referirse RAMALLO ("La 
unidad familiar...", cit., pâg. 4 6 ), al decir, con rela 
ciôn a nuestro vigente IRPF, que "la ley fiscal tiene 
econômicamente a la UF como base".
(14) Quizâs sea LAGARES ("La unidad contribuyente...", cit., 
pags. 69 y ss.) el que mâs atenciôn dedica a la unidad 
contribuyente estrictamente considerada.
(15) Cfr., en este sentido, PALAO, "La unidad familiar como 
sujeto fiscal", en "Memoria de la Asociaciôn Espanola 
de Derecho Financière, 1980',' Edersa, Madrid, 1981, pâg. 
332.
(16) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Estructura jurldica del sistema 
tributario", cit., pâg. 3 0 7.
(17) Ibidem., pâg. 307, in fine, y 308 (el subrayado es nues 
tro ) .
(18) Cfr. SOLER ROCH, "La unidad contribuyente...", cit., 
pâg. 537.
(19) PALAO, "El tratamiento de la familia...", cit., pâg. 
1 0 .
(20) Cfr. BARRE, R., "Economia Politica", Ariel Barcelona, 
1981, t.I, pâg. 119.
(21) Vid., por ejemplo, las reflexiones matemâticas sobre 
el tema de JOHANSEN, L ., "Public Economies", Nort-Ho 
H a n d  Publishing Company, Amsterdam, 1975, pâgs. 221 
y ss.; asimismo SCHMOLDERS ("Teoria general del impues­
to" , Ed.Der.Fin., Madrid, pâgs. 131 y ss.), analiza los 
efectos de noticia y de renta, sobre las economias do- 
mésticas.
(22) Cfr. VICENTE-ARCHE, F., "Consideraciones sobre el hecho 
imponible", RDFHP, nùm. 3 9 , I960, pâgs. 536 y ss.
Como pone de relieve SAINZ DE BUJANDA ("Sistema de Dere 
cho financière", cit., pâg. 3 8 7 ), lo verdaderamente re­
levante en este caso es que el legislador haya dado aco 
gida a esa realidad, inicialmente extrajuridica, remode 
lândola adecuadamente, es decir, virtiéndola al piano
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juridico sin romper los principios y conceptos propios 
y especificos del Derecho, configurandose "con estricto 
y escrupuloso respeto a las categorias logico-juridi- 
cas, esto es, a lo que constituye el torso de la cien- 
cia del Derecho".
(23) "Naturaleza del hecho imponible", cit., pâg. 610.
(24) COLMENAR, "El sujeto: la unidad familiar", cit., pâg.
684.
(25) COSCIANI, C ., "Ciencia de la Hacienda", Ed.Der.Fin., 
Madrid, 1980, pâgs. 566-567.
(26) SOLER ROCH, "La unidad contribuyente...", cit., pâg.523
(27) "El tratamiento de la familia...", cit., pâg. 34.
(28) Tal es el concepto que de "contribuyente" sostiene ALBI
NANA, "Derecho financiero y tributario", Ministerio de 
Hacienda, Madrid, 1979, pâg. 469, y, con mayor amplitud 
en su tratamiento, en "Contribuyentes y sustitutos de
contribuyentes en el Derecho tributario espanol", en
"Problemas financières actuales", lEF, Madrid, 1973, 
pâgs. 165 y ss., en especial 179 y ss.
(29) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Reflexiones sobre un sistema 
de Derecho tributario espanol", en Hacienda y Derecho, 
III, Institute de Estudios Politicos, Madrid, 1963,pâgs.
181 y ss., en especial pâg. 188.
(30) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obli­
gaciones y deberes...", cit., pâg. 23.
(31) Cfr. LAGARES, "La unidad contribuyente...", cit., pâg. 
69.
(32) En este sentido, RAMALLO, "La unidad familiar...", cit. 
pâg. 56.
(33) Ibidem., pâg. 44; el subrayado es nuestro.
(34) Vid. SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica del sistema 
tributario", cit., pâgs. 283 y ss., donde el profesor 
de Madrid se refiere a las fases del proceso de pénétra 
ciôn juridica en el âmbito tributario.
(35) Un estudio exhaustivo de este aspecto del tema nos 11e-
varia demasiado lejos, por lo que nos limitamos a cons^
derar, dentro del mismo, aquellos problemas y cuestio- 
nesmâs relevantes a efectos de comprender y valorar
nuestra realidad juridica.
(36) Cfr. PALAO, "El tratamiento de la familia...", cit.,
pâg. 8; el autor estima que "en cierto sentido, podemos
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considerar este aspecto como material".
(37) Prâcticamente todos los autores que se han ocupado del 
tema coinciden en la necesidad de diferenciar entre los 
problemas y soluciones relatives a los efectos indesea- 
dos de la acumulaciôn, discriminaciones originadas por 
la suma de bases imponibles, etc., por un lado, y com- 
pensaciôn de cargas familiares, adecuaciôn del gravamen 
a las cargas familiares del contribuyente, etc., por 
otro. Cfr. LAGARES, "La unidad contribuyente...", cit., 
pâgs. 70 y ss.; ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contri 
buyente", cit., pâgs. 167 y ss.; COLMENAR, "El sujeto.: 
la unidad familiar", cit., pâgs. 687 y ss., etc.
(38) En este sentido deben entenderse opiniones como la de
GOODE ("El impuesto sobre la renta", cit., pâg. 282),
de que "la aceptaciôn del principle de considerar al
marido y a la esposa, o a la familia total, como unidad
contribuyente, no resuelve la cuestiôn de determinar 
la relaciôn adecuada entre la cuota impositiva de las 
personas casadas y de las personas solas".
Asimismo,’ sostiene MENNEL, A., ("Die Einkommensbesteue- 
rung von Èhè und Familie in internationalen Vergleich",
en Deustche Steuer - Zeitung (A), 1978, pâg. 323), que 
tanto en la imposiciôn separada como en la liquidaciôn 
conjunta surgen luego los problemas acerca de en que
manera y con que amplitud deberân ser tomadas en consi­
deraciôn las cargas familiares".
(39) "El tratamiento de la familia...", cit., pâg. 8.
(40) Opiniôn contraria se mantiene en la doctrina suiza, al 
sostener que el problema de la carga fiscal sobre las 
rentas familiares es independiente de la acumulaciôn 
o no acumulaciôn de las mismas, puesto que esta no dé­
termina aquélla; vid. esta opiniôn recogida por PALAO, 
op.cit., pâg.8, nota 7, y la crîtica que ahî se hace.
(41) Cfr. PALAO, op.cit., pâgs. 8-9; el autor califica este 
aspecto de formai, aunque no lo sea desde una perspectif 
va estrictamente juridica, por contraposiciôn al prime­
ro, al que califica de material.
(42) En la doctrina suiza es usual la distinciôn entre "de- 
ber tributario subjetivo" ("subjektive steuerpflicht"): 
determinaciôn del sujeto pasivo de la obligaciôn tribu­
taria, y "deber tributario objetivo" ("objektive steuer 
pflicht"), bajo el cual se présenta el problema de la 
acumulaciôn o no de las rentas familiares; cfr. HOHN, 
E., "Steuerrecht", Paul Haupt, Berna, 1972, pâg. 41 
(cit. por PALAO, op.cit., pâg.8, nota 7).
Asimismo, THORSON, D., distingue entre unidad familiar 
a efectos de la liquidaciôn ("tax assesment unit"), a 
efectos de la declaraciôn ("tax filing unit"), y a efec
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tos del pago ("tax paying unit") ("An analysis of the 
sources of continued controversy over the tax treat­
ment of familiy income", National Tax Journal, volumen 
XVIII, num. 2, junio 1965, pag. 114).
(43) PALAO, opc.cit., pag. 9; se refieren también a las dis- 
tintas posibilidades de configuraciôn del sujeto pasivo 
en los supuestos de acumulaciôn, RAl^ALLO, "La unidad 
familiar...", cit., pâgs. 54 y ss.; SOLER ROCH, "La uni^  
dad contribuyente...", cit., pâgs.538 y ss.
(44) Cfr., en este sentido, PALAO, loc.ult.cit.
(45) Cfr., en este sentido, SOLER ROCH, "Notas sobre la con-
figuraciôn de obligaciones y deberes...", cit., pâg. 
43.
(46) PALAO, "El tratamiento de la familia...",cit., pâg.6.
(47) "Con un impuesto fijo no importa cuâl sea la unidad con 
tribuyente, pero en un impuesto progresivo esta cues­
tiôn plantea un problema de dificultad casi insuperable 
en cuanto a la equidad entre los contribuyentes" (BLUM,
W.J., y KALVEN, H.Jr., "El impuesto progresivo: un tema
dificil", lEF, Madrid, 1972, pâg. 99) (obviamente, la
expresiôn "impuesto fijo" alude al impuesto de tipo in­
variable, es decir, al impuesto proporcional, no al im­
puesto de cuota fija); la misma idea puede verse reco­
gida en NEUMARK, F., "Principios de la imposiciôn",lEF, 
Madrid, 1974, pâg. 193.
(48) PALAO, op.cit., pâg. 6.
(49) "Memoria de la Asociaciôn Espanola de Derecho Financie­
ro, 1972", Edersa, Madrid, 1974, pâg. 77, y en Cahiers 
de Droit Fiscal International, vol. LVIIa, cit.
(50) SOLER ROCH, "La unidad contribuyente...", cit., pâg. 
524; en este mismo sentido, la ponencia general del Con 
greso de la IFA, 1972, "Cahiers...", cit., pâg. 1/87.
(51) Sobre el carâcter complementario del impuesto sobre el 
patrimonio puede verse, FEREZ DE AYALA, J.L., "Explica- 
ciôn de la técnica de los impuestos", Edersa, Madrid, 
1981, pâgs. 152 y ss.
(52) Esto, que puede considerarse un principio general, como 
todos los principios, tiene sus excepciones, y un buen 
ejemplo en este sentido lo encontramos en nuestro lEPPF 
y el IRPF. Sin embargo, esta disparidad puede conside­
rarse excepcional y dériva, entre otras circunstancias, 
del carâcter excepcional de aquél, siendo de esperar 
que la situaciôn se normalice cuando sea aprobado el 
IPN.
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(53) Op.cit., pâg. 7.
(54) Asi, por ejemplo, senalaba Erik REUTERSWARD (Ponencia 
general, Congreso de la IFA, 1972, loc.cit., pâg. 1/87)
que "existe impuesto sobre la fortuna en siete de los 
diecinueve paises abarcados por la investigaciôn".
(55) Cfr. REUTERSWARD, loc.cit.: de los siete paises en que 
existia impuesto sobre el patrimonio, solo en très era 
progresivo.
(56) En el mismo sentido se manifiesta SOLER ROCH ("La uni­
dad contribuyente...", cit., pâg. 552), ai decir que 
"en el contexte de un impuesto sobre el patrimonio, el 
sistema de acumulaciôn no présenta alguno de los aspec­
tos mâs negatives que se han puesto de manifiesto en
relaciôn con esta figura en el impuesto sobre la ren­
ta" .
(57) Vid. la valoraciôn que de la unidad contribuyente en el 
impuesto sobre el patrimonio hace SOLER ROCH (op.cit. 
en nota anterior, pâgs. 551 y ss.), en uno de los pocos 
trabajos üedicaaos especîficamente a este tema. Sobre 
el mismo también puede verse, HIERRO ECHEVARRIA, A., 
"La unidad familiar como sujeto fiscal. Notas sobre el 
tratamiento fiscal de la familia en el nuevo régimen
tributario espanol", en "Memoria AEDF, 1980", loc.cit., 
pâgs. 474 y ss.; una referencia al origen y evoluciôn 
de la acumulaciôn en el impuesto sobre el patrimonio, 
en RAI4ALL0, "La unidad familiar...", cit., pâg., 53.
(58) "Cahiers de Droit Fiscal International", vol. LVIIa, pâg.
1/38.
(59) PALAO, "El tratamiento de la familia...", cit., pâg. 
7.
(60) Cfr. ponencia espanola al Congreso de la IFA, 1972, pre 
sentada por GOTA, "Cahiers...", cit., pâgs. 11/77 y ss.
(61 ) Vid. las conclusiones del ponente general REUTERSWARD, 
loc.cit., pâg. 1/38: "Los informes relatives a la impo­
siciôn sobre las cuotas hereditarias o sobre el caudal 
relicto, presentados por los distintos paises, ponen 
de manifiesto que en ellos no existe tributaciôn de las 
unidades familiares", y conclura sus recomendaciones 
sobre este punto afirmando que "no constituye una mate­
ria importante en cuanto al asunto tratado y, en conse­
cuencia no hay base para una declaraciôn por parte de 
la IFA" (pâg. 1/39).
(62) Asi lo califica PALAO, op.cit., pâg. 7.
(63) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica del sistema 
tributario", cit., pâg. 306.
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(64) Ibidem.
(65) Un clarîsimo ejemplo lo constituye las desgravaciones 
a familias numerosas, bénéficiés fiscales concedidos 
ya en la Tarifa primera de la Contribuciôn sobre las 
Utilidades de la riqueza mobiliaria; cfr. YEBRA, P., 
"La familia ante el ordenamiento tributario", RDFHP, 
nùm. 123, 1976, pâg. 549.
(66) Cfr. YEBRA, "La familia...", cit., pâgs. 541 y ss.; GO­
TA, ponencia espanola al Congreso de la IFA, 1972, en 
"Memoria de la AEDF", cit., pâgs. 149 y ss.
(67) Cfr. YEBRA, "La familia...", cit., pâgs. 555 y ss.
(68) En este sentido, afirma YEBRA: "Lo ùnico que queremos 
significar, en definitiva, es la necesidad de un estu­
dio global de todos los gravâmenes que inciden sobre 
la situaciôn familiar" (loc.cit. en nota anterior).
(69) Cfr. RODRIGUEZ PEREZ, H., "La familia y el Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas", RDFHP, nùm. 162, 
1982, pâg. 1.478.
(70) Cfr. YEBRA, "La familia...", cit., pâg. 504.
(71) Cfr. CORRAL GUERRERO, L., "La unidad familiar como suje 
to fiscal. Reflexiones metodolôgicas para su estudio", 
RDFHP, nùm. 158, 1982, pâgs. 515 y ss. Diversos aspec­
tos de consideraciôn de la familia pueden verse en BRA- 
CCINI, R., "Osservazioni sulla rilevanza tributaria dei 
doveri economici familiari", en Dir. e Prat.Trib.,1977, 
nùm. 5, pâgs. 1.225 y ss.
(72) MENNEL "Die Einkommensbesteuerung...", cit., pâg. 323.
(73) Tal es el punto de vista que adopta PALAO en su excelen 
te trabajo, reiteradamente citado, "El tratamiento de 
la familia en la imposiciôn sobre la renta".
(74) Tal modo de procéder puede considerarse, asimismo, habi 
tuai; cfr., por ejemplo, LAGARES, "La unidad contribu­
yente...", cit.; BURGOS BELASCOAIN, G., "La unidad con­
tribuyente en el impuesto sobre la renta de las perso­
nas fisicas. Un concepto en revisiôn", CT, nùm.23,1977, 
pâgs. 141 y ss.; OLDMAN, 0., y TEMPLE, R., "Etude compa 
rée de l'imposition des personnes mariées", Rev. de Sc. 
Finan. 1959, pâgs. 551 y ss., si bien estos autores ex- 
ponen primero las soluciones que se ofrecen en derecho 
comparado y posteriormente analizan el fundamento de 
los diversos sistemas.
(75) Vid., en este sentido el estudio de la Comisiôn MEADE, 
versiôn castellana, loc.cit., pâg. 554.
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(76) ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contribuyente", cit., 
pâg. 165.
(77) RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 50.
(78) OCDE, "La situation des unités familiales...", cit., 
pâgs. 13-14.
(79) Es de advertir que las palabras originales utilizadas 
en el informe son "salarié" y "revenus salariaux", dado 
que se excluyen del âmbito de estudio del mismo las ren 
tas que no proceden del trabajo (loc.cit., pâg. 8).
(80) En el mismo sentido, puede verse, "La imposiciôn sobre
el marido y la mujer", publicado por Her Majesty's Sta­
tionery Office, Londres, 1980 (parcialmente traducido
en la Revista del Institute de Estudios Econômicos,nùm. 
4, 1981, pâgs. 89 y ss., en especial pâg. 102, por don­
de se hace la cita).
(81) "La unidad familiar como sujeto fiscal", en "Memoria 
AEDF, 1980", Edersa, Madrid, 1981, pâg. 332.
(82) Cfr. ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contribuyente", 
cit., pâg. 165.
(83) PALAO, "El tratamiento de la familiar...", cit., pâg. 
34.
(84) Cfr. ANTON, DIAZ y GARCIA, op.cit., pâg. 166. La varie- 
dad de fôrmulas y sistemas de tributaciôn es prâctica­
mente infinite; por ejemplo, la separaciôn de las ren­
tas ganadas puede aplicarse a las obtenidas por los côn 
yuges o sôlo a las de la mujer, en cuyo caso tributan 
conjuntamente las rentas del capital de ambos y las del 
trabajo del marido; puede aplicarse solamente a las ren 
tas ganadas del hijo, tributando todas las demâs conjun 
tamente; pueden separarse las rentas del hijo y las de 
la esposa, etc. . .
(84bis) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 34, en nota.
(65) LAGARES, "La unidad contribuyente...", cit., pâg. 76.
ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contribuyente", cit., 
pâg. 171.
(86) THORSON, "An analysis of the sources...", cit., pâg. 118.
(87) "Tratado del Impuesto sobre la Renta", Edit.Der.Fin., 
t.I., Madrid, 1971, pâgs. 114 y ss.
Particular juicio merecen también estos métodos a ANTON 
DIAZ y GARCIA (op.cit., pâg. 163) quienes entienden, 
con relaciôn a la determinaciôn de la unidad contribu­
yente que en los sistemas que "como el alemân o el nor- 
teamericano..., necesitan, por motivos de equidad, cor-
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régir a través de algûn procedimiento (splitting) el 
efecto de la tarifa progresiva..., no se esta conside—  
rando -en puridad- a la familia como unidad contribuyen 
te, ya que, si asi fuera, ese séria el supuesto normal, 
siendo la situaciôn particular que habria que corregir 
o diferenciar la del individuo sin relaciones familia­
res, y no a la inversa, como ocurre".
(88) Tal es la opinion que sostiene PALAO, con relaciôn, con
cretamente, al "splitting" (op.cit., pâg. 10).
(89) Cfr. LAURE, Maurice, "Tratado de Politica Fiscal", Ed.
Der.Fin., Madrid, I960, Pâg. 157.
(90) Senala LAURE (loc.ult.cit.), que admitir tal cosa sé­
ria équivalente a pretender que los gastos de un contri 
buyente ocasionados por su mujer, sus hijos u otras per 
sonas a su cargo, le producer la misma especie de satis 
facciôn que cualquier otra clase de gastos. Esta postu­
re ante las circunstancias familiares résulta de difi­
cil defensa si tenemos en cuenta, continua LAURE, que 
el contribuyente no tiene la iniciativa en sus gastos 
familiares, cosa que no ocurre en los restantes gastos.
(91) Aunque PECHMAN senalô la "dificultad de justificar los
beneficios derivados del splitting para quien prefiere 
gastar parte de sus rentas en una esposa, en lugar de 
otra manera" (citado segùn lo recoge THORSON, op.cit., 
pâg. 121), tal afirmaciôn parece referirse a unos bene­
ficios derivados de la promediaciôn de la renta que son 
consiaerados excesivos, mâs que a la defensa de un im­
puesto invariable ante las circunstancias familiares.
(92) LAGARES, op.cit., pâg. 70, recogiendo la opiniôn de LAU 
RE, op.cit. pâg. 158. Ningùn problema, obviamente, plan 
tearia la aceptaciôn de que a un sistema de taies carac 
teristicas se le llame de "imposiciôn individual puro", 
pero lo que nos preguntamos aqui es si en la califica­
ciôn de un determinado sistema de tributaciôn en uno 
de los dos grupos fundamentales interviene o es relevan 
te la adaptaciôn del impuesto a las circunstancias famî 
liares.
(92bis) En este sentido afirman ANTON, DIAZ y GARCIA, que 
"La dicotomla anterior (unidad contribuyente individual 
o unidad contribuyente familiar) es, en cierto sentido 
falsa, al menos en termines absolûtes. La elecciôn -qui 
micamente pura- de la opciôn primera, contradecirla el 
carâcter personal de los gravâmenes que recaen sobre 
la renta total de las personas, en cuanto en estes no 
se hace abstracciôn de las circunstancias del contribu­
yente, de las cuales son componente esencial las fami­
liares. La adaptaciôn a dichas circunstancias, pues, 
tenderla en cierto sentido a hacer convergentes ambas 
posibilidades" ("La unidad contribuyente", cit., pâg. 
162; el subrayado es nuestro).
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También PALAO (op.cit., pâgs. 10-11), parece acoger la 
nociôn senalada en el texto, al decir que "para el sis­
tema de imposiciôn individual puro los gastos necesa- 
rios para atender a las cargas familiares forman parte 
de la utilizaciôn de la renta".
(93) Obviamente, cuestiôn distinta es que cuando se elige 
a la familia como unidad contribuyente la subjetividad 
del gravamen adquiera necesariamente una dimensiôn mâs 
compleja e, incluso, mâs relevante.
(94) Asi parece entenderlo COLMENAR ("El sujeto: la unidad
familiar", cit., pâg. 688), al decir que la tributaciôn 
separada "supone total prescindencia del grupo familiar 
desde el punto de vista acumulativo, pero sin descartar 
un adecuado trato respecto a las cargas familiares".
Opiniôn anâloga se encuentra en LAGARES (op.cit., pâg. 
71), aunque inicialmente, a la vista de los argumentos 
en base a los cuales defiende la unidad contribuyente 
familiar (loc.cit., pâgs. 69-70), pudiera pensarse otra 
cosa.
(95) PALAO, op.cit., pâg. 10.
(96) Este era el supuesto del impuesto sobre la renta vigen­
te en nuestro pais con anterioridad a la reforma tribu­
taria de 1978, cuando el régimen econômico del matrimo­
nio fuese el de separaciôn de bienes (vid. art. 14 del 
Texto Refundido del IGRPF, de 23 de diciembre de 1967), 
supuesto que GOTA LOSADA ("Tratado del Impuesto sobre 
la Renta", cit., t.II, pâg. 99) denomina de "acumula­
ciôn relativa".
(97) Vid.por todos el ejemplo que de confusiôn entre ambos 
aspectos recoge PALAO, loc.ult.cit.
(98) En opiniôn de M.J. McIntyre ("La declaraciôn individual 
en el impuesto sobre la renta de las personas fisicas: 
prolegômenos para un future anâlisis", CT, num.44/1983, 
pâgs. 238-239), en realidad, tanto la defensa de la tr^ 
butaciôn conjunta como de la tributaciôn separada se 
basa, esencialmente, en poner de manifiesto los defec- 
tos del sistema que se rechaza, o sea, se trata mâs de 
centrer la atenciôn sobre una fundamentaciôn negative 
que de carâcter positive.
(99) Asi, el Comité CARTER, cuya defensa de la familia como 
unidad de imposiciôn no es independiente del ccaace^ to 
integral de renta que el Informe propone, afirma, con 
referencia al sistema tradicional de separaciôn en Cana- 
dâ, que "este sistema créa injusticias, puesto que es 
la capacidad tributaria de la familia y no la de sus 
miembros la que debe tomarse en cuenta en el momento 
de establecer la carga fiscal" (la cita se hace literal
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mente por la version espanola, loc.cit., vol.II, pâg. 
165; el término"capacidad tributaria',' obviamente, debe 
entenderse como "capacidad contributiva").
(100) Vid. las argumentaciones del Imforme CARTER, basadas
en la convicciôn de que la familia constituye "la célu 
la econômica fundamental de la sociedad" y que "desde 
el principio los mismos cônyuges adoptan el concepto 
econômico de la familia como unidad de renta" (vers, 
espanola, vol.II, pâgs. 142 y ss.).
(101) Informe CARTER, loc.cit.
(102) OCDE, "La situation des unités familiales...", cit., 
pâg. 19.
(103) Cfr. Informe CARTER, loc.cit. Asimismo el Informe de 
la OCDE (loc.cit., pâg. 37), senala que "en esta postu 
ra se dâ por sentado que los miembros de la familia 
efectivamente reûnen sus ingresos y consideran sus ga^ 
tos como sufragados a un presupuesto comùn".
(104) Cfr. GOODE, op.cit., pâgs. 283-284.
(105) Cfr. Informe CARTER, loc.ult.cit.
(106) Vid. NEUMARK, F., "Principios de la imposiciôn", lEF,
Madrid, 1974, pâg^ 193; MUSGRAVE, R.A., y MUSGRAVE, 
P.B., "Hacienda Pûblica teôrica y aplicada" (traduc- 
ciôn de la 3^ ediciôn en lengua inglesa), lEF, Madrid, 
1981, pâg. 547; GOODE, op.cit., pâg. 283; Informe de 
la OCDE, cit., pâg. 37, etc. Grâficamente manifiesta 
COSCIANI ("Ciencia de la Hacienda", cit., pâg. 568) 
que "es necesario tener en cuenta que los miembros de
una familia que poseen cada uno su propia renta, vi- 
viendo juntos gastan menos en su mantenimiento, por 
el alquiler de la casa y por otros gastos fijos (cale- 
facciôn, gas para cocinar, energia para iluminaciôn, 
servicios domésticos, automovil, etc...) que las perso 
nas que viven separadas. Vivir juntos..., realizando 
economias de escala se puede traducir en una disminu- 
ciôn sustancial del coste de vida, aumentando la capa­
cidad contributiva".
(107) Vid. las consideraciones sobre este punto de GALLO, 
Franco, "Regime fiscale délia famiglia e principio di 
capacité contributiva", Riv.Dir.Fin., 1977, nûm.1, 
pâgs. 98 y ss.
(108) Cfr. LAGARES, "La unidad contribuyente...", cit.,pâgs. 
69-70. A la vista de las consideraciones realizadas 
mâs arriba, entendemos que en todo caso tal afirmaciôn 
debe entenderse en el sentido de que en el sistema de 
tributaciôn conjunta este problema encuentra una solu­
ciôn mâs sencilla que en el sistema de tributaciôn se­
parada.
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Para un comentario crîtico del trabajo de LAGARES, 
vid. BURGOS BELASCOAIN, "La unidad contribuyente en 
el impuesto sobre la renta...", cit., pâgs. 141 y ss.
(109) Cfr. GOODE, op.cit., pâg. 285; LAGARES, loc.cit., PA­
LAO, op.cit., pâg. 14.
(110) Asi, por ejemplo, en nuestra doctrina, GOTA ("Tratado 
del Impuesto...", cit., t.I, pâg. 114), afirma que "el 
hombre, excepto casos contados..., viven en el seno 
de su familia. El impuesto personal sobre la renta de­
be considerar como sujeto pasivo normal a la familia, 
en lugar de al hombre aislado, concepto este pûramente 
teorico y carente de fundamentaciôn sociolôgica".
En anâlogo sentido, KULLMER, L., ("Die Ehegattenbes- 
teuerung. Ihre Geschichte, Problematik und Neuregelung 
in Deutschland, diskutiert unter Berücksichtigung der 
Erfahrungen in den USA", Klostermann, Frankfurt, a.M. , 
I960, pâgs. 69-70), califica la imposiciôn individual 
de "irreal" y afirma que los métodos de imposiciôn "o- 
rientados hacia la familia" ("faliaenorientiert") pue­
den "reclamar para si la cualidad de una mayor proximi^ 
dad a la realidad econômica frente al sistema indivi­
dual" (citada segùn la recoge PALAO, op.cit., pâg.14).
(111) BANACLOCHE,J ., "Los sujetos pasivos y sus obligaciones 
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas" 
Civitas REDF, nùms. 17-18, 1978, pâg. 36.
(112) Vid., en este sentido, el anâlisis de HACKMAN, Johanes 
("Ein Vorschlag zur Ehegattenbesteuerung", en Finanz- 
Archiv, N.F., Vol.31 (1973), pâgs. 495 y ss.), con la 
conclusiôn de que los cônyuges constituyen sôlo en par 
te una unidad econômica, por lo que solamente deben 
ser tratados fiscalmente como unidad respecto a dicha 
parte, mientras que el resto debe ser gravado de forma 
separada (pâgs. 501 y ss., en especial 509).
(113) Informe ASPREY, loc.cit., pâg. 12.
(114) Cfr. THORSON, (op.cit., pâg. 116), quien afirma con 
relaciôn a la determinaciôn de la extensiôn de la uni­
dad familiar que "aunque la amplitud de la puesta en 
comùn ("pooling") es una cuestiôn de hecho, debemos 
procéder sobre la base de una mezcla de observaciones 
'a priori' y empîricas por sociôlogos de la familia 
y otros especialistas en ésta".
(115) PALAO, op.cit., pâg. 12. Concluye el autor sus refle­
xiones sobre este punto afirmando que "ciertamente que 
estas criticas no son, a nuestro juicio, suficientes 
para invalider el postulado de la comunidad econômica 
en el seno de la familia. Sin embargo, tienen el inte­
rés de poner por primera vez en tela de juicio el axio
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ma de la unidad econômica familiar y son, por tanto, 
sintomâticas de un cambio paulatino en la doctrina do­
minante" (pâg. 13).
(116) Ibidem. En este sentido, senala LITTMANN, K., ("Kritis 
che Marginalien zur Kontroverse Individuelle Veranla- 
gung oder Haushaltsbesteuerung", Finanz-Archiv, N.F., 
vol.27 (1968), pâg. 185), que "el verdadero error de 
la construcciôn de la imposiciôn familiar ("Haushalts­
besteuerung") consiste en que el hogar se define a 
efectos tributarios de conformidad con las normas juri 
dico-civiles y no con arreglo a circunstancias de he­
cho" .
Asimismo, RAMALLO ("La unidad familiar...", cit., pâg. 
45) dice que "no son vâlidos los apriorismos en favor 
o en contra de la familia o de un tipo u otro de fami­
lia, sino que hay que partir de la complejidad de las 
formas interpersonales de convivencia dentro de la so­
ciedad y de que cada una de ellas tiene su propio meca 
nismo econômico que habrâ que localizar".
(117) En este sentido, el Informe ASPREY (loc.cit., pâg. 10) 
manifiesta su rechazo a un sistema de tributaciôn obli 
gatoria de la unidad familiar, frente al sistema de 
tributaciôn individual tradicional en Australia, ya 
que, "en un momento en que la mujer juega un papel eco 
nômico y social cada vez mayor, la supresiôn de este 
derecho se considerarla sin duda como un paso atrâs. 
Y los reparos no vendrîan sôlo de parte de las muje- 
res; también los hombres podrîan oponerse a una fusion 
universal y obligatoria de sus asuntos fiscales con 
los de sus esposas'î En la misma linea, "La imposiciôn 
sobre el marido y la mujer", loc.cit., pâgs. 94 y 95.
(118) Cfr. THORSON, op.cit., pâg. 117, si bien ahade que in­
cluso desde este punto de vista (imposiciôn individu­
al), existe alguna necesidad de una deducciôn para la 
mujer trabajadora, con el fin de evitar la imposiciôn 
de renta bruta y no neta (se refiere, naturalmente, 
a los mayores gastos que, respecto a una mujer solte- 
ra, ha de realizar la mujer casada que trabaja fuera 
del hogar).
(119) Es esta una de las resoluciones adoptadas en el Congre 
so de la IFA de 1955, que se reiteran en el de 1972 
(cfr. "Cahiers...", vol. 30, pâgs. 99 y 100, y vol. 
LVIIa, pâgs. 1/73 y 1/96. En el mismo sentido, la reco 
mendaciôn 3^ de las IX Jornadas Luso-Hispano-America- 
nas de Derecho financiero, en "Memoria de la Asocia­
ciôn Espanola de Derecho Financiero, 1980", cit., pâg. 
522; Informe MEADE, loc.cit., pâg. 554, etc...
(120) La demostraciôn analitica puede verse en JOHANSEN, op.
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cit., pâg. 222. Con razôn senala el Informe de la OCDE 
(loc.cit., pâgs. 37-38), la dificultad de compaginar 
el reconocimiento de "economias de escala" con la "nue 
va necesidad de neutralidad fiscal hacia el matrimo­
nio" .
(121) Nos referimos a los procedimientos de promediaciôn de 
la renta.
(122) Vid. la critica que al sistema britânico se contiene 
en el "Libro Verde", "La imposiciôn sobre el marido 
y la mujer", (loc.cit., pâgs. 91, 96 y 97), por consi­
derar excesivas las desgravaciones fiscales concedidas 
a los matrimonios cuando los dos cônyuges trabajan.
(123) Este fué uno de los factores que indujeron a Dinamarca 
a introducir el sistema de tributaciôn individual, pa­
is donde no existen ventajas ni desventajas fiscales 
al contraer matrimonio, respecto a las rentas del tra­
bajo, con relaciôn al impuesto que pagaban de solte- 
ros. Situaciôn similar se dâ en la mayorla de los pai­
ses que consideran al individuo como unidad contribu­
yente (cfr. OCDE, "La situation des unités familia­
les...", cit., pâg. 46).
Por otra parte, CALLE SAIZ, R. , ("Sistema fiscal en 
Espaha y en el Mercado Comùn", Guadiana de Publicacio- 
nes, Madrid, 1969, pâg. 45), al referirse a la doctri­
na fiscal de la integraciôn europea sobre armonizaciôn 
de los impuestos directos, senala, entre otras cosas, 
la "necesidad de garantizar que los contribuyentes ca- 
sados no soporten una mayor presiôn fiscal que los sol^  
teros".
Debe advertirse que, como régla general, el problema 
comentado se pone de manifiesto especialmente con rela 
ciôn a las rentas del trabajo, ya que tratândose de 
rentas del capital, tienen especial consistencia los 
fundamentos bâsicos del sistema de acumulaciôn.
(124) Cfr., en este sentido, la opiniôn de NEUMARK (op.cit., 
pâgs. 153 y ss.): cita este autor (pâg. 154, nota 167) 
un estudio de la "Royal Commision on the Taxation of 
Profits and Income" (Second Report, Cmd. 9105, Londres 
1954, pâg. 36), en el que dicha Comisiôn se muestra 
"escéptica sobre la sugerencia de que un hombre y una 
mujer sean disuadidos, de hecho, del matrimonio, por 
un câlculo frio de sus obligaciones financieras".
(125) Cfr. las consideraciones que sobre estos puntos se con 
tienen en "La imposiciôn sobre el marido y la mujer", 
cit., con relaciôn al sistema britânico (loc. cit., 
pâgs. 92 y 95 y ss.).
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(126) OLDMAN y TEMPLE, "Etude comparée de l'imposition des 
personnes mariées". Revue de Science Financière, 1959, 
nùm. 4, pâg. 572.
Paises con sistema de tributaciôn separada son: Austra 
lia, Argentina, Canadâ, Italia, Japôn, Suecia y Vene­
zuela (cfr. OCDE, "La situation des unités falimilia- 
les...", cit., pâg. 46; "Cahiers de Droit Fiscal Inter 
national", vol.LVIIa).
(127) Vid. OLDMAN y TEMPLE, op.cit., pâg. 571. En opiniôn 
de PALAO (op.cit., pâg. 14),"estos argumentos no perm^ 
ten inclinar decididamente la balanza en uno u otro 
sentido". Tal fué también una de las conclusiones 
générales'de la IFA en su Congreso de 1972, al renun- 
ciar a formular alguna proposiciôn o recomendaciôn con 
creta sobre el problema de si los miembros de la fami­
lia debian tributar conjunta o separadamente (vid. E. 
REUTERSWARD, ponencia general, loc.cit., pâg. 1/96).
(128) El Comité CARTER ha insistido especialmente en la nece
sidad de establecer un sistema de acumulaciôn (vol. II 
pâgs. 135 y ss.). La influencia de las propuestas del 
Informe en nuestra doctrina ha sido considerable: vid. 
por ejemplo, GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâgs. 118 
y ss.; asimismo, la comparaciôn que entre las propues­
tas del Informe CARTER y nuestro anterior IGRPF hacen 
BRENA CRUZ, F., y SOTO GUINDA, J., en "El Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas como paradigma 
del sistema tributario del futuro: la aportaciôn del
Informe Carter" (vers, espanola del Informe CARTER, 
loc.cit., vol.I, pâgs. XXI y s s. en especial XXXVII y ss.
(129) Vid. las consideraciones del Informe MEADE, (loc.cit., 
pâgs. 553 y ss.) sobre este punto, donde se ponen de 
manifiesto los conflictos entre fines fiscales del tra 
tamiento de la unidad fiscal; en el mismo sentido, "La 
imposiciôn sobre el marido y la mujer", loc.cit.,pâgs. 
89 y ss.
(13ü) Op.cit., pâgs. 10 y 11.
(131) Cfr. PALAO, loc.ult.cit. Igualmente, ponencia gene­
ral del Congreso de la IFA de 1972, loc.cit., pâg. 1/ 
96.
(132) Dice PALAO (op.cit., pâg. 14), que la afirmaciôn de 
que el sistema de imposiciôn individual "conduce a un 
gravamen injuste por tratar desigualmente a familias 
con igual renta estâ presuponiendo que son familias 
y no individuos el término de comparaciôn". Asimismo, 
observa el Informe de la OCDE, cit., pâg. 51, que los 
defensores de la imposiciôn individual aceptan por lo 
general la indicaciôn de que la imposiciôn separada 
conduce inevitablemente a cargas tributarias desigua- 
les entre familias con igual renta total, segùn la dis
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tribuciôn en la obtenciôn de la misma; pero argumentan 
que este resultado no es realmente injusto, porque la 
renta conjunta del matrimonio no deberla considerarse 
como el indicador mâs adecuado de la capacidad contri­
butiva.
Como acertadamente senalan OLDMAN y TEMPLE (op.cit., 
pâg. 563), el problema estriba en determinar si los 
vinculo derivados del matrimonio son de tal naturaleza 
que todos los hogares que tengan la misma renta total 
deben pagar aproximadamente el mismo impuesto.
(133) PALAO, op.cit., pâg. 15; ANTON, DIAZ y GARCIA, op.cit. 
pâg. 163, observaciôn que se refleja en sus conclusio­
nes (pâgs. 174-175); WOLKERSDOFF, L., "Die Neuregelung 
der Ehegattenbesteuerung in der Bundesrepublik. Motive 
und Losungsversuche", Finanz-Archiv, N.F.,vol.18 (1957- 
58), pâg. 84; OCDE, "La situation des unités familia­
les..." cit., pâgs. 9 y 15 y ss. En Canadâ, a pesar 
de las recomendaciones de la Comisiôn CARTER, se ha 
mantenido el sistema tradicional de separaciôn (cfr. 
BRENA y SOTO, loc.cit., pâg. XXXIV).
(134) Lo que es acorde con las consideraciones anteriores,
ya que el rechazo de fôrmulas obligatorias o el esta-
blecimiento de sistemas mixtos (en el que se mezclan 
los principios de la imposiciôn separada y de la acumu 
laciôn), no hacen mâs que reflejar la convicciôn de
que no existe una soluciôn ideal a este problema.
(135) Todos los paises miembros, excepto Espaha, Francia,
Islandia, Luxemburgo, Suiza y Portugal (loc.cit., pâg. 
15).
(136) La tributaciôn separada era optativa en todo caso en: 
Alemania, Estados Unidos, Noruega y Gran Bretaha.
(137) No puede dejar de llamar la atenciôn e, incluso, resu^ 
tar chocante, a la vista de estas consideraciones, la 
regulaciôn que de la unidad familiar se llevô a cabo
en nuestro pals en el aho 1978. Ello a pesar de deter- 
minadas propuestas de establecimiento de un sistema 
ecléctico, como la formulada por MARTINEZ MARTINEZ, 
D. , ("La reforma de la imposiciôn sobre la renta: un
informe de 1976", lEF, Madrid, 1979, pâg. 86), quien
aconsejaba que se acumularan las rentas del marido y
de la mujer, asi como las de los hijos, siempre que 
excedieran de una determinada cantidad, pero se exclulan 
"de esta acumulaciôn las rentas procédantes del traba­
jo personal de la mujer, salvo que éstas sean superio- 
res a las del marido derivadas de este mismo origen, 
en cuyo caso serân éstas y no las de la mujer las ex- 
cluldas"
(138) Cfr. THORSON, op.cit., pâg.118.
(139) Ibidem.
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(140) Esta distinciôn entre método "per capita" y "método 
unitario viene a coincidir con la clasificaciôn que 
hace LAGARES ("La unidad contribuyente...", cit.), en­
tre "soluciones que pretenden fundamentalmente evitar 
discriminaciones por la suma de rentas familiares" 
(pâg. 75 y ss.) y "soluciones que pretenden exclusiva- 
mente adecuar el gravamen a las cargas familiares del 
contribuyente" (pâg. 73 y ss.). Igualmente, ANTON,DIAZ 
y GARCIA (op.cit., pâgs. 167 y ss.) distinguen entre 
"correcciôn de los efectos indeseables de la acumula­
ciôn" y "compensaciôn de las cargas familiares".
Por otra parte, COLMENAR (op.cit., pâgs. 689 y ss.), 
adopta un criterio distinto, clasificando esto métodos 
de imposiciôn en: soluciones que propugnan "respecto
al grupo familiar un trato mâs favorable que el que 
le hubiera correspondido a través del régimen de tribu 
taciôn separada" (en las que incluye los métodos "per 
capita") y soluciones que propugnan "un regimen menos 
favorable que el que hubiese correspondido al grupo 
familiar si sus miembros hubiesen tributado separada­
mente, pero mâs beneficioso que el que corresponde a 
las personas solteras con rentas de igual cuantla" 
(considerando como taies la técnica de las desgravacio 
nés ) .
(141) La comparaciôn se establece entre unidades fiscales 
de distintos tamanos, pero con iguales rentas (cfr. 
THORSON, op.cit., pâg. 118; PALAO, op.cit., pâg. 16). 
El problema, como claramente exponen OLDMAN y TEMPLE 
(op.cit., pâg. 566), consiste en que "los paises en 
los que las rentas del marido y de la mujer son, en 
todo o en parte, sumadas a los fines del câlculo del 
impuesto, deben resolver la cuestiôn de determinar si 
es précise gravar a la familia con mâs o menos intensi 
dad que dos personas que en total tengan la misma ren­
ta que aquélla".
(142) Considérâmes necesario introducir la idea de "tenden­
cia", ya que la subjetividad del impuesto impide que 
pueda prescindirse absolutamente de la composiciôn de 
la unidad fiscal.
(143) Utilizamos aqui el término unidad familiar para refe- 
rirnos a la unidad contribuyente integrada por mâs de 
una persona, y unidad fiscal cuando queremos aludir 
tanto a la unidad contribuyente familiar como a la uni­
dad contribuyente individual.
(144) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 17.
(145) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 19. Cita este autor el si­
guiente "dilema" (puesto de relieve por KULLMER, op. 
cit., pâg. 79): "cuanto mâs igualitariamente se traten 
las rentas de la unidad familiar en comparaciôn con
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las de individuos singulares cuyas rentas totales sean 
iguales a la global de aquélla -a lo que tienden los 
metodos "per capita"-, menos se satisfera la exigencia 
de tratar desigualmente las rentas altas y bajas -a 
la cual se orienta el método unitario". En consecuen- 
cia, continua PALAO, "cabe sostener... que el método 
'per capita' es mas adecuado para paises en los que 
no existen grandes diferencias en la distribucion perso 
nal de la renta, en los que, por tanto, la comparacion 
solteros-casados pasa a un primer piano, mientras que 
el método unitario, en el cual se aceptan de forma mas pie 
na los efectos de la progresividad del impueso sobre 
las rentas globales de la familia, es mas recomendable 
para paises con distribucion desigual de la renta".
(146) Cfr. Informe CARTER (vers, espanola, cit., vol.II,pag. 
165); aqul se matiza que los conyuges deberlan pagar 
mas impuestos que dos solteros "en casi todas las cate 
gorias de renta". Elio se debe a la consideracion de 
que "en el estadio inferior de la escala de renta, los 
conyuges experimentan a menudo algunas desventajas eco 
nomicas inherentes al matrimonio. Los solteros que tie 
nen una renta debil pueden, por ejemplo. compartir el 
coste del alojamiento con algunas personas", por lo 
cual, a niveles bajos de renta "la contribucion total 
de los conyuges no debe ser en ningun caso mas elevada 
que la suma de las contribuciones de estas dos perso­
nas tomadas separadamente". Teniendo ademas en cuenta 
que "en el estadio superior de la escala de rentas la 
situacion matrimonial tiene relativamente poco efecto 
sobre la capacidad economica voluntaria", se llegaa la 
conclusion de que "cuando dos personas ricas se casan, 
su impuesto total deberia ser mas elevado que la suma 
de los impuestos que pagaban corno célibes, en razôn 
de las economîas de la vida en comùn, aunque estas eco 
nomlas son minimas si se las compara con sus rentas. 
El aumento del impuesto consiguiente al matrimonio de­
beria estar, en consecuencia, en proporciôn menor para 
estas personas que para los contribuyentes con rentas 
menos elevadas, que se casan" (vol.11, cit., pâgs. 17 
y 18; para el concepto de "capacidad econômica volunta 
ria" o *"discrecional", véase el mismô vol., pâg. 36).
(147) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 18. Veânse los resultados 
del Informe de la OCDE (loc.cit., pâgs.37 y ss.), acer 
ca de la fiscalidad de las personas solteras y de los 
matrimonios, segûn los diferentes sistemas de los paises 
analizados.
(148) Cuando se argumenta que este sistema es discriminato- 
rio para la familia lo que se estâ haciendo en reali- 
dad es negar la existencia de economias de escala, 
puesto que si se verifican realmente éstas, no hay di^ 
criminaciôn.
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(149) Por ello, en puridad, solo existe una modalidad de "mé 
todo unitario", mientras que si existen diversas moda- 
lidades de "método per capita", puesto que son varias 
las posibilidades de procéder a la promediacion de la 
renta. En este sentido, acertadamente habla PALAO (op. 
cit., pâg. 19) de "la técnica de las desgravaciones 
en el método unitario'^ designaciôn que adoptamos aqul.
(150) En este sentido, por ejemplo, y significativamente, 
vid. el estudio de W.J. TURNIER, "Valoraciôn de las 
deducciones personales a efectos del Impuesto personal 
sobre la Renta.- El Ideal", en CT, num.45, 1983, pâgs. 
227 y ss., en especial, 229 y ss., donde se analiza 
la evoluciôn legislativa de las deducciones personales 
en el Impuesto federal sobre la Renta en EEUU, y pâgs. 
253 y ss., donde se manifiestan los "très _pBapeies. bâ- 
sicos" que a juicio del autor desempenan las deduccio­
nes; también, el estudio introductorio a ese trabajo, 
de SOTO GUINDA, J ., ("El impuesto sobre la renta y las 
deducciones personales: introducciôn a un estudio de 
W.J. Turnier", loc.cit., pâgs. 223 y ss.).
(151) Nos referimos fundamentalmente a un tratamiento mâs 
gravoso respecto al que les corresponderîa antes de 
contraer matrimonio, en el supuesto de que ambos cônyu 
ges obtengan renta. Los diversos métodos utilizados 
para comparar la fiscalidad de las personas solteras 
y de los matrimonios pueden verse en OCDE, "La situa­
tion des unités familiales...", cit., pâgs. 38 y ss.
(152) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 19, quien afirma que a tra- 
vés de las técnicas de las desgravaciones "pueden con- 
seguirse resultados que aproximan los efectos del méto 
do 'unitario' a los del método 'per capita". En el mis 
mo sentido observa GROVES ("Federal Tax treatment o7 
the family", The Brookings Institution, Washington, 
1963, pâg. 30) que "deducciones, exenciones, gradua- 
cion y splitting son, cuando menos, primos hermanos 
y hasta cierto punto sustitutos los unos de los otros" 
Igualmente, el Informe de^la OCDE (loc.cit., pâg. 9), 
sehala que por diversos métodos se puede llegar a la 
misma carga tributaria.
Esta posibilidad no parece tenerla en cuenta COLMENAR 
al clasificar los métodos de imposiciôn conjunta (vid. 
ut supra, nota 140).
(153) Op.cit., pâg. 75.
%
(154) No pretendemos formular aqul toda una teorla acerca 
de las deducciones familiares, de las que nos ocupamos 
unicamente a los efectos de mostrar una panorâmica ge- 
geral de las alternativas con que se enfrenta el legi^ 
lador a la hora de elegir el tratamiento que haya de 
darse a las rentas familiares. Una amplia exposicion
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de las desgravaciones familiares puede verse en GRO­
VES, op.cit., capitule II, pâgs. 18 y ss. Sobre el te- 
ma puede verse también, entre otros, LAGARES, op.cit., 
pâgs. 73 y ss.; PALAO, op.cit., pâgs. 19 y ss.; ANTON, 
DIAZ y GARCIA, op.cit., pâgs. 168 y ss; COSCIANI,"Cien 
cia de la Hacienda", cit., pâgs. 577 y ss.
(155) Cfr. COSCIANI (loc.ult.cit.), quien ilustra esta 
afirmaciôn con el siguiente ejemplo: "la detracciôn
de 100.000, en otras palabras, reduce el impuesto en 
10.000 para aquellos cuya renta supone un tipo del lo 
por 100, y de 50.000 para quienes su renta supone el 
tipo del 50 por 100".
(156) No obstante, también se le pueden encontrar ciertas 
ventajas, asi, COSCIANI (loc.ult.cit.) sehala que 
"este método élimina el inconveniente de que los con­
tribuyentes que superan por poco el umbral de exenciôn 
sean gravados por la renta total con un imprevisto cre 
cimiento del tipo; admite el minimo exento y permite 
un alivio respecto a los tipos mâs altos con una cier- 
ta graduaciôn".
(157) LAGARES, op.cit., pâg, 74; COSCIANI (loc.ult.cit.) 
sehala que generalmente se aplica el porcentaje con 
un mâximo; por ejemplo, el porcentaje puede ser 10, 
pero la cantidad en que se puede reducir la base nunca 
puede ser superior a 100.000. Sehala asimismo la posi­
bilidad de que estas deducciones se reduzcan gradual- 
mente al crecer la renta ("vanishing exemption" en la 
terminologia anglosajona), método que acentûa la pro­
gresividad respecto a la que formalmente résulta de 
la escala de tipos del impuesto (pâg. 158). Igualmente 
GROVES (op.cit., pâgs. 34 y ss.), ahade a las exencio­
nes porcentuales ("percentage of income allowances") 
y fijas ("continuing exemptions"), otros dos tipos: 
las que se conceden hasta un limite mâximo de renta 
("initial exemptions") y las que van disrninuyendo gra- 
dualmente al aumentar la renta ( "vanishing exemptions").
(158) LAURE, op.cit., pâg. 158.
(159) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 20.
(160) Cfr. PALAO, loc.ult.cit.; GOTA, op.cit., t.I, pâg. 
117. sehala LAGARES (op.cit., pâgs. 73-74) que las sim 
pies deducciones en la base "permiten ahorrar al con- 
tribuyente su propio impuesto al valor del tipo margi- 
na..., mientras que las desgravaciones solo permiten 
al contribuyente el ahorro de la cantidad desgravada 
al tipo medio..." (subrayado del original).
(161) Cfr. PALAO (op.cit., pâg. 20), quien distingue "entre 
simples deducciones de la base y desgravaciones en sen 
tido estricto. En las primeras el importe de la dismi-
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nuciôn impositiva viene dado por la aplicaciôn del ti­
po marginal a la cantidad deducida, en las segundas, 
se aplica el tipo medio (exenciôn con progresividad)".
(162) Cfr. ANTON DIAZ y GARCIA, op.cit., pâg.169; COLMENAR, 
op.cit., pâg. 690. Este era el sistema seguido por 
nuestro IGRPF (vid. arts. 36 y 37 del Texto Refundido 
del Impuesto).
(163) Cfr. "Informe sobr el sistema tributario espahol" ( "Li^  
bro Verde" para la reforma tributaria), vol.II, pâgs. 
157 y 167; COLMENAR (op.cit., pâgs. 690-691), argumen­
ta que este problema se resovla (en parte), no admi- 
tiéndose la desgravaciôn por esposa a los contribuyen­
tes cuya base liquidable excediera de 1.600.000 pese­
tas .
(164) "Informe sobre el sistema tributario espahol", cit.,
pâg. 157. Véanse los ejemplos con los que, mediante 
câlculos comparatives, ilustran ANTON, DiAZ y GARCIA 
cada una de las diferentes opciones (op.cit., pâgs.
169-170).
(165) Vid. las consideraciones ce LAGARES (op.cit., pâgs.
74-75), sobre los sistemas de reducciones en la cuota, 
por cantidades fijas o por cantidades variables, cre- 
cientes o decrecientes con la renta; ANTON, DIAZ y GAR 
CIA (op.cit., pâg. 169), donde se refieren también a 
la sustraciôn de cantidad variable en cuota.
(166) Por ello, se recomendaba su adopciôn, ademâs de en el 
"Informe sobre el sistema tributario espahol" (cit., 
pâg. 167), por ANTON, DIAZ y GARCIA (op.cit., pâg.175) 
por MARTINEZ MARTINEZ (op.cit., pâgs. 100 y ss.), etc. 
Este procedimiento tampoco carece de detractores, lôg^ 
camente, aquellos que sostienen la hipôtesis de que 
los gastos no discrecionales aumentan con la renta.
El Informe CARTER también recomienda la adeducciôn de 
cantidades fijas en la cuota para compensar las cargas 
derivadas del mantenimiento de personas dependientes 
(cfr. vers, espahola, loc.cit., vol.II, pâgs. 204 y 
ss., especialmente 207-208). En principio, el Informe 
CARTER rechaza tanto el sistema de deducciones de la 
base como el de deducciôn fija en la cuota ("tax cre­
dits"). La primera, por no admitir la hipôtesis bâsica 
de la misma, de que los gastos no discrecionales de 
una pareja no sôlo crecen con la renta, sino que lo 
hacen al ritmo de incremento de los tipos marginales; 
en opiniôn del Comité, la adopciôn de una medida de 
esta naturaleza "implicarîa una reducciôn injustifica- 
da para las parejas de renta elevada y no suficiente- 
mente generosa para las rentas modestas". Pero igual­
mente critica el "tax credits", por originar exactamen 
te el sistema opuesto, ya que équivale a la aceptaciôn
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de la hipôtesis de que los gastos no discrecionales 
de los cônyuges no aumentan con la renta. Si se conce­
de una deducciôn importante de este ultimo tipo, "se 
llegarîa a ser demasiado generoso para las parejas de 
renta modesta y no lo suficiente para las parejas de 
renta media o elevada"(loc.cit., pâg. 18)
La opiniôn del Comité es que los gastos de los padres 
para con sus hijos aumentan con la renta, pero no tan 
râpidamente como lo hace el tipo marginal del impues­
to. Por ello, la soluciôn ideal séria, segûn el Infor­
me, la adopciôn de escalas de tipos de gravamen dife­
rentes segûn la composiciôn de las unidades familia­
res, lo que permitiria seguir esa via intermedia. Pero 
reconoclendose las dificultades que originarlan estas 
escalas supletorias (que no son justificadas por las 
pequehas ventajas que implican), considéra preferible 
la concesiôn de deducciones fijas en la cuota, que son 
"mâs simples" y cuyas "imperfecciones jugarian a favor 
de las familias de renta modesta, lo cual nos parece 
razonable" (cfr. loc.cit., pâgs. 18 y 19).
(La terminologia de la versiôn espanola se presta a 
confusiôn: lo que se entiende por "desgravaciôn" y por 
"exenciôn fija", términos utilizados en los argumentos 
expuestos, es aclarado en la pâg. 206 del mismo vol. 
II. Hemos adaptado la terminologia alli utilizada a 
la significaciôn cada en nuestro trabajo, ya que ambas 
no se correspondian).
(167) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 17; LAGARES, op.cit., pâg. 
75.
(168) LAGARES, op.cit., pâg. 76.
(169) LAGARES (op.cit., pâg. 80) proponia este sistema, si 
bien reservândolo exclusivamente para los casos en que 
marido y mujer concurrieran a la obtenciôn de la ren­
ta. En contra BURGOS BELASCOAIN, op.cit., pâg. 143.
MUNOZ BERGER ("El tratamiento de la unidad familiar 
en el Impuesto sobre la Renta", CT, nûm.28,1979, pâgs. 
113-115), pone de manifiesto el desincentivo que hacia 
la formaciôn de la unidad familiar o hacia el trabajo 
del segundo de los cônyuges se dériva del sistema de 
coeficiente elegido por el legislador espahol, lo que 
demuestra mediante el câlculo matemâtico de diversos 
supuestos. Ello le lleva a la conclusiôn de que es mâs
adecuada la promediaciôn del "splitting" a partir de
ciertos niveles de renta familiar y de nûmero de miem- 
bros de la familia que aporten renta.
(170) Cfr. LAGARES (op.cit., pâgs.75-76), quien sehala la
"discriminaciôn favorable" que para el matrimonio se 
dériva de los sistemas de promediaciôn en general. Véa 
se, asimismo, los resultados del estudio de la OCDE 
(loc.cit., pâgs. 41 y ss), en el que se pone de mani­
fiesto que en los paises que utilizan sistemas de pro-
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mediaciôn de la renta, el porcentaje del impuesto paya 
do por la persona casada respecto a la soltera apenas
sufre variaciôn cuando la renta del matrimonio es do-
ble que la de la persona soltera, es decir, cuando am­
bas unidades tienen la misma renta "per capita" (la 
comparacion se refiere a contribuyentes con renta del 
trabajo équivalente a la de un trabajador medio, sien- 
do la renta del matrimonio obtenida por un solo cônyu- 
ge).
(171) Cfr. GOODE, op.cit., pâg. 284.
(172) Dice GOODE: "Mi opinion es que el impuesto sobre la
renta de las personas solas résulta ahora indebidamen- 
te fuerte en comparacion con el aplicable a las perso­
nas casadas" (op.cit., pâg. 283). Los propios defenso- 
res del método "per capita" aceptan en ocasiones que 
a niveles altos de renta la consideracion "per capita" 
es inadecuada (cfr. GOODE, op.cit., pâg. 284). Asimis­
mo, afirma NEUMARK ("Principios de la imposiciôn", 
cit., pâg. 195) que con el "splitting", "se mitiga el 
efecto de la progresiôn, si bien de manera francamente 
desigual en muchos de sus aspectos. Este es, al fin 
y al cabo, el objetivo perseguido; lo ùnico que falta 
por resolver..., es la cuestiôn de si la diferencia- 
ciôn conseguida con el procedimiento "splitting" en 
el gravamen tributario de solteros y matrimonios -su- 
puesta una misma renta-, no excede en muchos casos las 
proporciones requeridas por el postulado de la capaci­
dad de pago".
(173) Cfr. HERBER, "Hacienda Pûblica moderna", lEF, Madrid,
1975, pâgs. 202 y ss.; GOODE, op.cit., pâgs. 279 y ss.
donde se recogen las sucesivas rnodificaciones del sis­
tema norteamericano para paliar o evitar estas situa- 
ciones injustas.
Una amplia exposiciôn de las diversas discriminaciones 
que origina el "splitting", en OLDMAN y McIntyre, "Im­
posiciôn de la familia en un impuesto sobre la renta 
extensive y simplificado", CT, num.44, 1983, pâgs. 199 
y ss., en especial, pâgs. 207 y ss.; también, McInty­
re, "Como resolver el dilema del impuesto sobre el ma­
trimonio: un test", CT, num. 44, 1983, pâgs. 193 y ss.
(174) Dice NEUMARK (op.cit., pâg.155) que "ni los mismos de-
fensores del procedimiento del 'splitting' niegan que
éste, por su parte, provoca en muchos casos verdaderas
injusticias... Asi, por ejemplo, no es sino aparente—  
mente un chiste (malo) que algunos expertos america- 
nos, a raiz de la implantaciôn del procedimiento de 
'splitting', les hayan calculado a los solteros ricos 
la cuantia de la 'dote' que gracias a la nueva regla- 
mentaciôn tributaria les aportaria un cônyuge sin nin-
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guna renta o con una muy modesta".
La situacion originada por el "splitting" y a la que 
NEUMARK se refiere es conocida con la expresion "dote 
o regalo de bodas del Tio Sam", y es frecuente su uti- 
lizacion; vid. MUTEN, Leif, "La evoluciôn del impuesto 
sobre la renta a partir de la primera guerra mundial", 
HPE, num. 3, 1974, pâg. 446.
Un buen resumen de los argumentos a favor y en contra 
del "splitting", en VOGEL, K. , "berücksichtigung von 
Unterhaltspflichten im Einkommensteuerrecht", en DStR, 
1977, pâgs. 37 y ss.
(175) Desde este punto de vista critica LITTMANN (op.cit.,
pâg. 184) el método del "splitting". En contra, PALAO 
(op.cit., pâg. 25), quien considéra que resultan des- 
viadas las crîticas que desde la perspectiva senalada
se hacen a este método, pués el "splitting" no se pro-
nuncia, en realidad, acerca de la distribuciôn interna
de las rentas, sino que se limita a arbitrar un méca­
nisme de determinaciôn de la carga tributaria sobre 
la renta global de la unidad familiar.
(176) Cfr. PALAO (op.cit., pâg. 24), donde se précisa que
"la ventaja del 'splitting' depende de la estructura 
de las tarifas, siendo tanto mayor cuanto mâs fuerte 
sea la progresividad del impuesto".
En el mismo sentido, GOODE (op.cit., pâg.280), al de­
cir, con ocasiôn del establecimiento opcional del "spli^  
tting" en Estados Unidos, que "tuvo muy poca, o ningu- 
na, importancia, para la gran mayoria de los matrimo­
nios cuyas rentas recalan enteramente en los dos prime 
ros tramos, e, igualmente, escasa trascendenica relatT 
va para el reducido nûmero de contribuyentes con ingre- 
sos extremadamente altos".
(177) A los que, sin duda, podrîan ahadirse otros mâs, como 
el de la pérdida de recaudaciôn que supone; vid., en 
este sentido, GOODE, op.cit., pâgs. 272 y ss.; PALAO, 
op.cit., pâgs. 25, donde el autor recoge también otros 
inconvenientes de este sistema.
(178) Informe MEADE, loc.cit., pâgs. 564-565.
(179) Piénsese, por ejemplo, en dos familias, en las que la 
mujer no obtiene renta alguna, viviendo una de aquéllas 
ûnicamente de rentas del trabajo, y otra sôlo de ren­
tas derivadas de la inversiôn. Otras posibles modalida 
des del "splitting" son también consideradas por el 
Informe MEADE, bajo las denominaciones de "sistema no 
restringido de quotient", y "sistema restringido de 
quotient" (vid. Informe MEADE, loc,cit., pâgs.565 y ss.)
(180) PALAO, op.cit., pâg. 26.
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(181) Cfr. NEUMARK, op.cit., pâg. 195.
(182) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 2b. Este "splitting" perfe- 
ccionado o mejorado viene a coincidir sustancialmente 
con lo que THORSON denomina "modified per capita ap­
proach" (op.cit., pâgs. 122-123).
(183) Cfr. PALAO, loc.cit. En el mismo sentido, NEUMARK (op. 
cit., pâg. 196), al decir que estas propuestas son, 
en principio "acertadas", pero que es imposible evitar 
una cierta arbitrariedad.
(184) En su obra "How to Pay for the War", Westminister, Fa­
bian Society, 1916, pâgs. 237-238.
(185) "Taxation in the New State" (New York: Harcourt, Brace 
and Howl, 1920, pâgs. 85-88).
(186) Citados por THORSON, op.cit., pâg. 119, notas 21 y 22, 
respectivamente, quien dice que los padrinos intelec- 
tuales del "plan per capita" eran economistas preocupa 
dos por el bienestar de las clases de renta baja y me­
dia. Desde esta orientaciôn era un paso lôgico propo- 
ner que no sôlo las exenciones, sino también el incre­
mento de los tipos marginales se ajustase al numéro 
de personas de la unidad econômica", si bien limitaban 
su recomendaciôn, de acuerdo con su idea inicial, a 
los tramos inferiores de renta (loc.cit, pâgs. 119 y 
122). Al mismo origen doctrinal se refiere GROVES (op. 
cit., pâg. 64), si bien cita ûnicamente a WEEB.
(187) Cfr. BREJON DE LAVERGNEE, "Pour une réforme du quo­
tient familial", Rev.Sc.Fin., 1976, nûm.2, pâg. 291.
(188) Op.cit., pâg. 28.
(189) Cfr. GOTA, op.cit., pâg. 115. Asimismo, COLMENAR (op. 
cit., pâg. 690) dice que es un sistema mâs perfecto 
que el "splitting", por las razones apuntadas en el 
texto. Atendiendo a esta doble caracterizaciôn, ANTON, 
DIAZ y GARCIA, lo incluyen tanto dentro de las solucio 
nés posibles para compensar las cargas familiares (op. 
cit., pâg. 168), como en los procedimientos de correc- 
ciôn de los efectos indeseados de la acumulaciôn (pâg. 
171), si bien estos autores aclaran que "en realidad 
son problemas interdependientes que se aislan para un 
mâs adecuado anâlisis" (pâg. 171, nota 14).
(190) El fundamento del "quotient", como el de los sitemas 
de promediaciôn de la renta en general, no debe hallar 
se tanto en ser una fôrmula para corregir la progresi­
vidad derivada de la acumulaciôn, como en ser un méto­
do de tributaciôn en el que la carga tributaria se gra 
dûa en funciôn de las personas que han de satisfacer
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SUS necesidades con cargo a la renta gravada, descono- 
ciendo al mismo tiempo la posible existencia de econo­
mias de escala. Naturalmente, la promediaciôn de la 
renta puede utilizarse como medida correctora del in­
cremento de progresividad, pero en este caso su aplica 
ciôn deberâ estar limitada a los supuestos en que, efec 
tivamente, se produzca acumulaciôn de rentas de mâs 
de un miembro de la unidad familiar.
(1 9 1 ) PALAO, op.cit., pâg. 28 (el subrayado es nuestro). En 
este sentido, vid. la ponencia francesa al Congreso 
de la IFA, de 1972, por Pierre GASTINEAU, loc.cit., 
pâgs. 11/133-134; también, "Journal Officiel", de la 
Repûblica francesa ("Opiniones e Informes del Consejo 
Econômico y Social), 1984, nùm.1, de 31 de enero,pâgs. 
54 y ss., donde se analiza el estatuto matrimonial en 
relaciôn con el sistema fiscal francés, especialmente, 
pâg. 58, epîgrafe relative a la critica del sistema.
(1 9 2) PALAO, loc.ult.cit. NEUMARK, op.cit., pâg. 197. la 
objeciôn es general: vid. la critica de determinados 
organismes oficiales franceses, recogidos en el infor­
me de la OCDE, loc.cit., pâgs. 24 y 29. Asimismo, BRE­
JON DE LAVERGNEE (op.cit., pâg. 315), manifiesta la 
contradicciôn que el sistema del "quotient familial" 
supone, en relaciôn con la exoneraciôn fiscal de las 
rentas bajas (que no se benefician de este sistema), 
asi como con el principio de equidad vertical y de 
equidad horizontal.
(1 9 3 ) BREJON DE LAVERGNEE, (op.cit., pâgs. 364 y ss.), propo 
ne que "cada familia, segûn su tamano, tenga baremo 
propio" (pâg. 367). Algunas propuestas son recogidas 
por PALAO, op.cit., pâg. 29, nota 82.
(1 9 4 ) Republique Françcaise, "Rapport au Conseil Economique 
et Sociel sur les orientations de la Reforme de l'Im­
pôt sur le Revenu des Personnes Physiques", presentado 
en nombre de M. Maurice Couve de Murville por M. Fran­
çois Ortoli y por M. Jacques Chirac, 1969 (citado por 
GOTA, op.cit., pâg. 116, de donde lo tomamos).
En el "Journal Officiel" de 31 de enero de 1984, ya 
citado (pâgs. 59 y ss.), se contienen también propues­
tas de revisiôn del sistema francés, pero se limitan 
a considerar las posibilidades de extender o reducir 
el âmbito de aplicaciôn del "quotient", tal como viene 
configurado en la legislaciôn.
(1 9 5 ) Cfr. JEMMING, J., y HAMILIUS, J., ponencia de Luxembur 
go al Congreso de la IFA, 1972, loc.cit., pâgs. Il7 
195 y ss. Vid. también la opiniôn de PALAO, op.cit., 
pâg. 28, nota 80 y pâg. 29.
(196) Decimos en su forma mâs simple porque, en ocasiones.
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la tarifa no es doble sino multiple; por ejemplo, an­
tes de la reforma de 1975, Finlandia tenia un sistema 
de tributaciôn conjunta obligatoria con 3 tablas impo- 
sitivas distintas para las diferentes situaciones fami^  
liares (vid. "La situation des unités familiales...", 
cit., pâgs. 19 y 97 yss.; "Cahiers...", cit., vol.LVII 
a, pâgs. II/115 y ss.
(197) Cfr. COLMENAR, op.cit., pâg. 691.
(198) Cfr. LAGARES, op. cit., pâgs. 75 y 77.
(199) Cfr. ANTON, DIAZ y GARCIA, op.cit., pâg. 168.
(200) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 27
(201) Cfr. LAGARES, op.cit., pâg.77; GOTA, "Tratado...",cit. 
t.I, pâg. 119.
(202) El recargo de solteria fué regulado por primera vez 
en nuestro sistema tributario por el Estatuto Provin­
cial de 20 de marzo de 1925, al establecer las disposa^ 
ciones a las cuales deberian ajustarse las Diputacio- 
nes Provinciales en la percepciôn del Impuesto de Cédu 
las Personales. Este recargo era progresivo y oscilaba 
del 20 al 60 por ciento (vid. art. 226, apartado L, 
y art. 227 del mencionado Estatuto, en la Gaceta del 
21 de marzo del mismo aho).
Posteriormente, el recargo de solteria se introdujo 
en la 'Gohtribuciôn General sobre la Renta, por la Ley 
de reforma tributaria de 16 de diciembre de 1940, y 
fué suprimido por la Ley de 8 de abril de 1967, de si£ 
tematizaciôn y tarifas de los impuestos sobre la renta 
(vid. GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâgs. 119 y 162 
y ss.)
(203) El sistema era de aplicaciôn a los solteros, varones
y mayores de 25 ahos, y a los viudos, también varones 
y mayores de 25 ahos, que carecieran de sucesiôn; vid. 
arts. 56 y 57 de la Ley de 16 de diciembre de 1940 (Bo
letines del 21 y 22 de diciembre.
(204) Cfr. GOODE, op.cit., pâg. 279: "Los maridos y las espo
sas que formulan declaraciôn conjunta por el impuesto 
utilizan una escala de tipos con tramos de bases de
una amplitud igual al doble de la escala para personas
solas y personas casadas que presentan declaraciones 
separadas... Las escalas separadas fueron programadas 
por el Ministerio de Hacienda para simplificar la de­
claraciôn del impuesto".
La posibilidad de adecuar la doble tarifa a cualquier 
tipo de relaciôn deseada se pone de manifiesto en la 
propuesta de PECHMAN (mencionada por THORSON, op.cit., 
pâg. 121), consistante en permitir a los matrimonios
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dividir por dos sus rentas, pero aplicandoles una tari 
fa con tramos reducidos a la mitad, con lo que se éli­
mina el efecto de la division, consiguiéndose resulta­
dos équivalentes a los que se derivarian de un #etodo urâ 
tario. Esta propuesta ténia por finalidad el paso del 
sistema norteamericano del "splitting" al método de 
simple acumulaciôn.
(205) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 27.
(206) Cfr. Informe CARTER, loc.cit., vol.II, pâgs.193 y ss.,
especialmente, 228 y ss. (vid. la relaciôn de esta pro
puesta con la senalada en la nota 146).
(207) PALAO, loc.ult.cit.
(208) Indices de participaciôn de la mujer en la poblaciôn 
activa en diversos paises de la OCDE, en los ahos 1974 
y 1975, en "La situation des unités familiales...",
cit., pâgs. 52 y ss., donde se expone también un exa­
men comparative de los diversos sistemas tributaries 
en este punto.
(209) Como puede ser la influencia de la regulaciôn fiscal 
de las rentas familiares sobre la oferta de trabajo 
femenino.
Al "efecto de umbral" ("threshold effect") o "efecto 
marginal impositivo sobre la propensiôn al trabajo de 
la mujer casada", se refiere, por ejemplo, MUTEN, op. 
cit., pâgs. 446 y ss.
(210) Vid. Erik REUTERSWARD (loc.cit., pâg. 1/96), al incluir 
entre sus conclusiones que "es importante que las nor- 
mas sobre la tributaciôn de las unidades familiares 
no sean de un tipo tal que contrarresten la prontitud 
de un cônyuge para conseguir un empleo remunerado. Que 
dicho efecto se produce facilmente si se da la tributa 
ciôn conjunta de la unidad familiar y, en tal caso, 
con respecto al cônyuge que tiene la renta de trabajo 
personal mâs baja".
Especial interés pone McIntyre ("La declaraciôn indivi 
dual...", cit., pâgs. 245 y ss.) en poner de manifies­
to la "supuesta discriminaciôn del principio de la de­
claraciôn conjunta en contra de las esposas que traba- 
jan fuera del hogar". Sehala el autor que tal afirma­
ciôn "parece frlvola e incluso malévola" y entiende, 
acertadamente para nosotros, que en su funcionamiento 
y en su intenciôn, Ib tributaciôn conjunta es aplicable 
exactamente de la misma forma a maridos y esposas, 
siendo, en definitive, neutral respecto al sexe (pâg. 
246).
(211) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 29, si bien en la compara- 
ciôn de la segunda situaciôn este autor parte de la
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posiciôn de la mujer casada que trabaja fuera de su 
hogar, frente al "ama de casa"; una comparacion en es­
te mismo sentido se realiza en el Informe de la OCDE, 
loc.cit., pâgs. 65 y ss.
(212) Cfr. "Journal Officiel", de 31 de enero de 1984, cit., 
pâg. 59; también OCDE, "La situation des unités fami­
liales...", cit., pâg.61, donde se menciona que la equi 
paraciôn entre la mujer trabajadora casada y la que 
no lo estâ es un argumente usual en favor de la imposi 
ciôn separada; esta fué la razôn por la que Suecia 
adoptô tal sistema, abandonando el de imposiciôn con­
junta.
(213) Dice PALAO (op.cit., pâg. 30) que "todos los métodos
de imposiciôn conjunta ignoran el problema de las ren­
tas de trabajo de la mujer". Ello se debe a que estos
métodos lo que toman en consideraciôn "son las rentas 
acumuladas del matrimonio, cualquiera que sea su natu­
raleza y su perceptor" (subrayado del original).
(214) Ibidem., nota 84.
(215) La discriminaciôn, por tanto, se produce igualmente,
(prescindiendo del posible ahorro derivado de la vida 
en comùn) para el hombre y para la mujer, respecto a 
los solteros con igual renta. Por ello es mas "neutro"
decir que las rentas conjuntas se gravan al tipo margi
nal correspondiente; cfr. KULLMER, op.cit., pâg. 89, 
nota 55 (cit. por PALAO, loc.cit. en nota anterior).
(216) En contra PALAO (loc.cit.), al afirmar que "en el su­
puesto del 'splitting' carece de sentido la compara- 
ciôn entre el tratamiento de las rentas del trabajo 
de la mujer con la de otra trabajadora en iguales cir- 
cunstancias", ya que lo que este método se propone es 
que la tributaciôn que recaiga sobre las rentas acumula­
das del matrimonio no sea en ningùn caso superior a 
la que soportan dos individuos con iguales rentas tota 
les. "La heterogeneidad de ambos conceptos de renta
-la individual y la conjunta...-, veta las comparacio-
nes".
(217) No compartimos la afirmaciôn de BURGOS BELASCOAIN ("La
unidad contribuyente...", cit., pâg. 143) de que el 
"splitting' en cuanto al trabajo de la mujer casada
no es neutral, sino beligerante a favor ya que reduce
la carga fiscal que soportarîan dos sujetos de distin- 
to sexo que contrajeran matrimonio con respecto al im­
puesto que pagaban de solteros". Ello sôlo séria cier­
to si el "splitting" procediera en el caso de que los 
dos cônyuges obtuvieran renta, pero dado que la renta 
se divide con independencia de su obtenciôn, esa divi- 
siôn no es beligerante a favor del trabajo de la mujer 
casada. Si es cierto, como sabemos, que el "splitting"
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reduce la carga fiscal de las personas que han contra^ 
do matrimonio, respecto a la que soportaban de solte­
ros (salvo el supuesto fortuito ya mencionado de que 
la renta se obtenga al 50 por ciento), pero, precisa- 
mente, el mâximo beneficio lo obtienen cuando uno de 
los dos no percibe renta alguna.
(218) El hecho de que la promediacion de la renta o la conce 
siôn de desgravaciones adicionales a la unidad fami­
liar cuando la esposa trabaja pueda evitar que la car­
ga total sobre los esposos no sea superior a la que 
soportaban antes de contraer matrimonio, no impide la 
discriminaciôn manifestada, que se refiere a la compa- 
raciôn de un individuo (mujer casada), frente a otro 
individuo (mujer soltera). Vid. el Informe de la OCDE 
(loc.cit., pâgs. 58 y ss.), segûn el cual la unidad 
fiscal no résulta ser un factor decisivo respecto al 
tipo medio de gravamen de la familia cuando la mujer 
trabaja, en los niveles medios de renta, debido preci- 
samente a esas desgravaciones adicionales. Sin embar­
go, en los niveles altos de renta la unidad fiscal si 
adquiere importancia, porque en ellos es mâs debil el 
efecto de las desgravaciones.
(219) De esta triple comparaciôn (solteros, matrimonios con 
una renta y matrimonios con dos rentas), parten OLDMAN 
y TEMPLE en su trabjao "Etude comparée...", ya citado, 
pâgs. 551 y ss.
(220) La cuestiôn es igualmente vâlida tanto con relaciôn a 
un método unitario como a un método "per capita", aun­
que en ocasiones se haya insistido especialmente en 
ella desde la perspectiva de este ultimo; asi, por 
ejemplo, NEUMARK "Pincipios...", cit., pâg. 196.
(221) Cfr. OLDMAN y TEMPLE, op.cit., pâg. 567, circunstancia 
que, dicen los autores, se reconoce "incluso en los 
paises donde los hogares soportan una carga fiscal mâs 
gravosa".
(222) Cfr., en este sentido. Informe ASPREY, loc.cit., pâgs. 
13-14, y "La imposiciôn sobre el marido y la mujer", 
cit., pâg. 96.
(223) Cfr. OLDMAN y TEMPLE (op.cit., pâg. 572), quienes ana- 
den que "los hogares que tengan dos rentas deberian 
por su parte pagar mâs impuesto sobre sus dos rentas 
que el que pagarian dos personas solas con sus rentas 
correspondientes. Esta reparticiôn estâ basada en las 
ventajas econômicas derivadas de la vida en comùn, que 
son mâximas cuando uno solo de los esposos trabaja. 
Para completar el esquema, una persona sola deberia 
pagar un impuesto al menos igual al establecido sobre 
el hogar con una renta ûnicamente, pués las ventajas 
econômicas derivadas de la vida en comùn no son taies
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que dos personas puedan vivir con menos dinero que una 
sola".
(224) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 31.
(225) Cfr. OCDE, "La situation des unités familiales...",
cit., pâg. 66; asimismo, GOODE (op.cit., pâg.175), di­
ce que "los intentos de valorar los servicios realiza- 
dos dentro del hogar tropezarian inmediatamente con 
obstâculos insuperables tanto de naturaleza teôrica . 
como prâctica. Séria imposible distinguir las activida 
des que producer servicios valiosos de los recreo y 
separar lo comercial de lo no comercial, lo importante 
de lo trivial". En el mismo sentido se manifiesta el 
Informe CARTER, vol.II, pâg. 137.
(226) Cfr. GOODE (op.cit., pâgs. 175-176), quien cita,^ en
este sentido, la observacion de SIMONS de que en elcompu 
to de los servicios realizados dentro del hogar "tiene 
que enfrentarse uno... con la necesidad de deternerse 
en algûn momento; pero no es posible senalar un punto 
conveniente para ello. &Debe incluirse el valor del 
afeitado?, ôde la instrucciôn de los ninos?, <î,de los 
servicios de una madré como enfermera?". El propio GOO 
DE sehala que "la exclusion de los servicios realiza­
dos para si mismo es menos incorrecta de lo que puede 
parecer, ya que, en gran medida, la realizaciôn de 
esos servicios compite con el ocio, que es otra forma 
de consumo y, por lo mismo, una parte de la renta que 
también escapa al gravamen. Entre el habitante de una 
zona alejada del centro de la ciudad que pasa los fi­
nes de semana atendiendo a su jardin y su vecino que 
va a jugar al golf no hay desigualdad impositiva. Exi^ 
te desigualdad..., entre el tratamiento impositivo de 
esas dos personas y una tercera que realiza horas ex- 
traordinarias dentro de su trabajo normal los fines 
de semana". En parecidos términos se expresa MUTEN, 
op.cit., pâgs. 444 y ss.
(227) El ejemplo tipico con que se suele efectuar la compara 
ciôn es el alquiler de una casa ocupada por su propie- 
tario; vid. OCDE, "La situation des unités...", cit., 
pâg. 66; en el mismo sentido. Informe CARTER, cit., 
vol.II, pâgs. 54 y ss.
(228) Es curioso en este punto el sistema britânico que con­
cede a los matrimonios en que ûnicamente trabaja la 
esposa las mismas desgravaciones fiscales que a los 
matrimonios en que trabajan ambos cônyuges (cfr. "La 
imposiciôn sobre el marido y la mujer", loc.cit., pâg. 
98).
(229) Es conocida la polémica surgida en nuestro pals con 
ocasiôn del IRPF de 1978, en razôn de la cual se indu 
yô un nûmero 3 al articulo 45 del segundo Reglamento
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segûn el cual no se consideran gastos necesarios para 
la obtenciôn de la renta "los de guarderia infantil, 
aûn cuando trabajen ambos cônyuges, y de empleados de 
hogar".
(230) Vid., en este sentido, la propuesta del Informe CARTER 
de una deducciôn fija en la cuota para los matrimonios 
en que ambos esposos trabajan, cuando tengan uno o mâs 
hijos; y otra deducciôn adicional cuando alguno de los 
hijos sea menor de siete ahos, puesto que "los gastos 
suplementarios originados por el cuidado de los hijos 
cuando los dos esposos trabajan..., tienen mayor impor 
tancia cuando los hijos se encuentran en edad escolar" 
(ver. espahola, vol.II, pâg. 220).
En cuanto a los matrimonios sin hijos observar el Comi^  
té CARTER que muchos de los gastos suplementarios que 
origina el trabajo de la mujer "no son mâs que la com- 
pra de un mayor tiempo de ocio y de liberaciôn de desa 
gradables tareas domésticas". Y ahade que el procedi­
miento adecuado en principio séria gravar la "renta 
imputada" ("imputed income") en forma de ocio, permi- 
tiendo la deducciôn de los gastos necesarios para su 
obtenciôn. "Sin embargo, puesto que es absolutamente 
imposible gravar la renta imputada, no séria equitati- 
vo admitir la deducciôn de estos gastos" (loc.cit., 
pâg. 218 y nota 22 al capitulo 11, pâg. 237).
(231) A pesar de estas posibilidades de fraude, una de las 
conclusiones del Congreso de la IFA de 1955, que se 
reiteran en el de 1972, es la de que "los matrimonios 
en los que uno de los cônyuges ayuda al otro en su ocu 
paciôn no debe quedan obligado a soportar cargas mâs 
pesadas que las de los matrimonios en los que cada es- 
poso tiene su propia ocupaciôn o empleo" (vid."Cahiers 
de Droit Fiscal International", vol.30, pâgs. 99 y 10U 
y vol.LVIIa, pâgs. 1/89 y 1/96.
(232) Cfr. GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâg. 124.
(233) Cfr. LACRUZ BERDEJO, J.L., y SANCHO REBULLIDA, F.de A
"Derecho de Familia", Bosch, Barcelona, 1978, t.I, 
pâgs. 9 y ss.
(234) Cfr. OCDE, "La situation des unités familiales...", 
cit., pâgs. 13 y 14; Infrome ASPREY, loc.cit., pâg.3; 
"La imposiciôn sobre el marido y la mujer", loc.cit., 
pâg. 102; Informe CARTER, cit., vol.II, pâgs.14 y ss. 
y 153 y ss.
(235) PALAO, op.cit., pâg. 38.
(236) Informe CARTER, cit., vol.II, pâg. 163.
(237) "La unidad contribuyente", cit., pâg. 164. En pareci­
dos términos se expresa LAGARES ("La unidad contribu-
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yente...", cit., pâg.72), quien habla de lazos de pa- 
rentesco proximo.
(238) Cfr. el Informe del Ponente General Jean de LONGUEVI- 
LLE al Congreso de la IFA de 1955, loc.cit., pâgs.2 
y 11.
(239) Cfr. Informe CARTER, vol.II, pâg. 151.
(240) Considéra el Comité CARTER (loc.cit. en nota anterior) 
que ello es asi tanto en las familias de renta modesta 
como en las acomodadas; en las primeras, porque es nor 
mal la puesta en comùn de los ingresos de sus miem- 
bros; en las segundas porque, aunque no se verifique 
esa puesta en comùn, el hijo se costea parte de sus 
necesidades (vestidos, diversiones, etc...) que, de 
otra forma, hubiesen tenido que sufragar sus padres, 
al menos en parte.
(241) Cfr. SURREY, Stanley S., "Federal taxation of the fam_i 
ly. The Revenue Act of 1948", Harvard Law Review, vol. 
61 (1947-48), pâg. 1114; en el mismo sentido. Informe 
CARTER, loc.cit., pâgs. 151-152, donde se pone nueva- 
mente de manifiesto la intima conexiôn existante entre 
el sistema de acumulaciôn defendido por el Comité y 
el concepto comprensivo de renta que constituye la cia 
ve del sistema propuesto por el mismo.
(242) Cuando el ordenamiento juridico privado confiera a los 
padres el usufructo de los bienes del hijo menor, pro- 
piamente no puede hablarse de acumulaciôn, ya que en- 
tonces, en realidad, la renta corresponde a aquéllos. 
Un ejemplo de confusiôn en este sentido lo tenenmos 
en GOTA, (op.cit., t.I, pâg.122), al decir que "la acu 
mulaciôn aceptada como principio general se régula es- 
pecificamente segûn el Derecho civil de cada pâis, im- 
putando al padre las rentas de los menores, cuando de 
acuerdo con estas normas le corresponde la titularidad 
de las mismas".
(243) Especialmente, las pequehas ganancias obtenidas a tiem 
po parcial por el colegial; vid. Informe CARTER, vol. 
II, pâg. 152; SURREY (op.cit., pâg. 115, in fine) se 
refiere irônicamente a esta observaciôn como el "argu­
mente de los peniques del colegial que reparte periôdi^ 
cos" ("pennies-of-the-schoolboy-who-delivers-newspa 
pers argument").
(244) MUTEN (op.cit., pâgs. 447-448) habla de un efecto sim^ 
lar al "threshold" sehalado para la esposa que traba­
ja, que se produce con relaciôn a los hijos, sobre to­
do en aquellos casos en los cuales se permiten desgra­
vaciones por hijos sôlo a condiciôn de una imposiciôn 
conjunta de las rentas de hijos y padres, o sôlo res­
pecto de hijos sin ninguna renta propia.
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A esta situacion se refieren también ANTON, DIAZ y GAR 
CIA (op.cit., pâgs. 166-167)i al mencionar que "es muy 
frecuente subordinar el hecho de la acumulaciôn de 
la renta de los hijos a la previa consideraciôn de és- 
tos como persona a cargo del contribuyente, estableci- 
éndose un paralelismo entre el propio hecho de la acu­
mulaciôn y el derecho del contribuyente a gozar de un 
tratamiento especial en concepto de cargas fmiliares".
(245) GOOODE (op.cit., pâg.288): "No parece factible, sin 
embargo, elaborar un conjunto de reglas referidas a 
la cumulaciôn de todas las rentas de la familia. La 
distribuciôn de la propiedad y las prâcticas familia­
res difieren tanto que los intentos de realizar la acu 
mulaciôn es probable que fuesen entrometidos y arbitra 
rios. Esto serla cierto incluso si la acumulaciôn se 
limitase a los padres y a los hijos menores. En ocasio 
nes los padres carecen de control efectivo sobre las 
rentas de sus hijos menores y , en otros casos, tienen 
el control sobre las rentas y propiedades de los hijos 
adultos y de otras personas dependientes".
(246) Cfr. ANTON, DIAZ y GARCIA, op.cit., pâg. 166.
(247) Vid. Congreso de la IFA de 1972 (loc.cit., pâg. 1/80)
al preguntarse el ponente general REUTERSWARD sobre la 
influencia del Derecho civil sobre la estructura de 
las normas tributarias con relaciôn a la tributaciôn 
de las rentas familiares, reconociendo que, aunque en 
muchos casos es évidente esta influencia, realmente 
no es necesario en absolute que se produzca.
(248) Cfr. MENNEL, op.cit., pâgs. 362 y ss.
(249) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 35.
(250) Para SURREY (op.cit., pâg. 1116), esta soluciôn, que
también le parece ilôgica, saldrîa al paso del que de­
nomina "argumente del abuelo generoso o del pariente 
indulgente" ("generous-grand parent-or-indulgent- rela 
tiva argument").
Son obvias las dificultades administrativas que aca- 
rrearla este sistema, como pone de manifiesto este 
ultime autor, dificultades que también son destacadas 
por el Informe CARTER (loc.ult.cit.).
(251) Vid. Informe CARTER, loc.cit., pâgs. 153 y 167 y ss.
(252) En este punto, como en todo nuestro trabajo, hemos
prescindido de la consideraciôn de las posibles ayudas
familiares o prestaciones sociales, que vendrian a corn 
pletar el tema ("transferts sociaux", "social security 
benefits"). El lector interesado puede consultar el 
Informe de la OCDE, "La situation des unités familia­
les...", cit., pâgs. 9 y 30 y ss.
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(253) OCDE, "La situation des unités familiales...", cit., 
pâg. 10.
(254) El Informe CARTER (loc.cit., pâgs. 207-208), propone 
una deducciôn media decreciente, consecuencia del reco 
nocimiento de que el primer hijo ocasiona mayores gas­
tos que los siguientes. La propuesta es, en cierto mo­
do innecesaria, puesto que si la cuantia de la deduc­
ciôn en la cuota es fija, al ser la tarifa progresiva 
el beneficio fiscal relative desciende del segundo hi­
jo respecto al primero, del tercero respecto al segun­
do, etc. Por esta razôn precisamente se ha criticado 
la deducciôn por hijos en nuestro IRPF de 1978, como 
veremos en su momento.
(255) PALAO, op.cit., pâg. 37.
(256) El Informe CARTER (loc.cit., pâgs. 163 y ss.) se plan- 
tea especialmente, al considerar la existencia de "ôtras 
personas a expensas de la unidad familiar", el caso 
de los padres del contribuyente, que "integran frecuen 
temente la familia, tanto por su presencia fisica como 
por su influencia en los gastos familiares". Sin embar 
go, opta por su no inlcusiôn en la unidad familiar.
(257) El Comité CARTER, que admite la posibilidad de deduc­
ciones en la cuota por donativos a parlantes cercanos, 
con un determinado limite (pâgs. 256 y ss.), piensa 
que no es necesario que la persona esté enteramente 
a expensas de la unidad de imposiciôn para que esa de­
ducciôn pueda solicitarse (pâg. 164).
(258) Cfr. Ponencia general del Congreso de la IFA de 1972, 
loc.cit., pâgs. 1/94 y 95.
(259) En el Informe CARTER (loc.cit., pâg. 207), la escala 
aplicable a estas familias es la misma que la de los 
matrimonios, pero el primer hijo se subroga en el lu- 
gar del padre o madré que falta, de forma que las de­
ducciones por hijo sôlo empezarian a aplicarse a par­
tir del segundo.
(260) Cfr. OCDE, "La situation des unités familiales...", 
cit., pâgs. 94 y 94.
(261) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 38.
(262) En este sentido, la ponencia general al Congreso de 
la IFA de 1955 (loc.cit., pâgs. 2 y 3), al afirmar que 
"ninguna legislaciôn fiscal equipara la concubina a 
la esposa, ni prevé, por tanto, la acumulaciôn de las 
rentas de quienes viven en concubinato, incluso aunque 
formen un solo hogar". Igualmente, la ponencia general 
del Congreso de 1972 (loc.cit., pâgs. 1/75-76), si 
bien se menciona que hay excepciones a esta norma en
220
las legislaciones de Austria y Suecia. También el In­
formel de la OCDE (loc.cit., pâg. 45), sehala que en 
la legislaciôn fiscal sueca una pareja no casada puede 
reclamar el mismo tratamiento que una pareja casada.
(263) El Informe CARTER (loc.cit., pâg. 164), considéra jus- 
to que las parejas unidas irregularmente, y sus hijos, 
sean tratados como unidades familiares, con independen 
cia de su estado civil; "No obstante, para que esta 
medida sea realizable,. desde el punto de vista admi­
nistrative, séria necesario adoptar una régla précisa 
que permitiera establecer cuando tal uniôn debe recono 
cerse a los fines del impuesto". Asi, piensa que para 
la aplicaciôn de tal principio podria requerirse, en­
tre otras cosas, una manifestaciôn, en este sentido, 
de los interesados.
(264) REUTERSWARD (loc.cit., pâg. 1/96) afirma que en la ac- 
tualidad la tributaciôn conjunta aparece frecuentemen- 
te como un método de conferir ventajas en el caso de 
una determinada forma de convivencia, y se refiere a 
la unidad familiar como "grupo privilegiado".
(265) PALAO (op.cit., pâg. 39) justifica esta misma postura 
por razones cte "practicabilidad", y de la "inadmisibili^ 
dad de intromisiones en la esfera de la intimidad per­
sonal" .
(266) Vid. Ponencia general al Congreso de la IFA de 1955
("Cahiers...", vol. 28, pâg.3): "casi todos los paises
reconocen el 'hecho' de la separaciôn eventual de los
esposos. Las rentas de los esposos que viven habitual-
mente separados no son generalmente acumuladas".
(267) Articulo 5-,1,segundo de la Ley del Impuesto, y 15,1, 
b) del Reglamento.
(268) PALAO, ope.cit., pâg. 40.
(269) "Es necesario distinguir el problema del câlculo del
impuesto, es decir, de la carga fiscal que ha de gra­
var al grupo familiar, del relative a la recaudaciôn
del impuesto. Estos dos problemas son, en efecto, com- 
pletamente distintos; una de las primeras causas de 
confusiôn que reina manifiestamente desde este punto 
de vista en muchos espiritus se debe, sin duda, al he­
cho de que generalmente son identificados" (Jean de 
LONGUEVILLE, ponencia general al Congreso de la IFA 
de 1955, "Cahiers...", vol 28, pâg. 4).
(270) En nuestra doctrina tenemos numerosos ejemplos de iden
tificaciôn entre unidad contribuyente y sujeto pasivo,
en el sentido sehalado; asi, por ejemplo, GOTA, "Trata 
do...", cit., t.I, pâg.114; YEBRA, "La familia...", 
cit., pâg. 561; MENDOZA OLIVAN, "Sistema fiscal y fam^
221
lia", Rev. del Institute de Estudios Economicos, num. 
4, 1981, pâg. XIV, etc...
(271) Una clara diferenciacion puede verse en CIANI, Arnaldo 
("Ancora sull'unita impositiva dell'IRPEF", en Riv. 
Dir.Fin.Sc.Fin., num.l, 1980, pâgs. 136 y ss.), quien 
manifiesta la necesidad de distinguir entre "defini- 
cion de la unidad impositiva" y "determinaciôn del su­
jeto pasivo del impuesto", para evitar peligrosas con-
fusiones. A la individualizaciôn de la primera cree
preferible llamarle "elemento subjetivo econômico", 
mientras que denomina "elemento subjetivo juridico" 
al segundo.
PALAO (op.cit., pâgs. 8 y 9), como ya hemos sehalado, 
llama al primero "aspecto material", y al segundo "as- 
pecto formai".
(272) El fenômeno no es exclusive de los supuestos de pluri-
subjetividad tributaria; piénsese en el caso del "sus- 
tituto" del contribuyente, de nuestra Ley General Tri­
butaria; en ese caso, quien asume la posiciôn deudora
(sustituto) no es quien manifiesta la capacidad econô­
mica gravada; por el contrario, el titular de esa capa 
cidad econômica (sustituido), no asume la obligaciôn 
tributaria.
(273) Cfr. SOLER ROCH, "La unidad contribuyente...", cit., 
pâgs. 538 y ss.; PALAO, op.cit., pâgs. 40 y ss.
(274) Cfr. PALAO, loc.cit. en nota anterior.
(275) Esta era la soluciôn prevista en nuestra anterior le­
gislaciôn, salvo en el caso de que el régimen econômi­
co matrimonial fuese el de separaciôn de bienes. Era 
también la soluciôn adoptada en Italia, que fué anula- 
da por la Corte Costituzionale.
(276) Algunos intentos de explicaciôn dogmâtica pueden encon
trarse en la doctrina suiza, al recurrir a la figura 
de la "sustituciôn": cfr. BLUMENSTEIN, Ernst, "Sistema 
di Diritto delle imposte", Giuffrè,Milân, 1954, pâgs.
62-63. En la doctrina espahola, PEREZ DE AYALA, J.L., 
recurre a la "ficciôn" ("Las ficciones en el Derecho 
tributario", Ed.Der.Fin., Madrid, 1970, pag. 130), y 
GOTA ("Tratado del Impuesto...", cit., t.II, pâg. 99), 
recurre a la figura del "sujeto pasivo sin personali- 
dad juridica" prevista en el art. 33 de la LGT.
(277) Vid. por todos las consideraciones de SOLER ROCH ("La 
unidad contribuyente...", cit., pâgs. 540 y ss.) sobre 
la atribuciôn de subjetividad tributaria a la unidad 
familiar.
(278) Cfr. SOLER ROCH, op.cit., pâg. 541, haciéndose eco de
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la tesis sustentada por CORTES DOMINGUEZ en "Una con­
tribucion al estudio de la capacidad juridica tributa­
ria", Moneda y Crédite, num.94, 1965, pâg. 106.
(279) Dice PALAO (op.cit., pâg. 41) respecto a la atribu­
ciôn de titularidad solidaria que "en cierto sentido 
es una soluciôn intermedia respecto a las dos anterio- 
res, pues reune aspectos de ambas", con lo que parece 
hacerse eco de la controversia en torno a la naturale­
za juridica de la solidaridad.
(280) Cfr. PALAO, loc.ult.cit. Vid. "Ordenanza Tributaria 
alemana", traducida y anotada por PALAO, lEF, Madrid, 
1980, pâgs. 190 y ss.
Vid. también esta posibilidad, con anterioridad a la 
"Abgabenordnung" de 1977, en KRUSE, H.W., "Derecho tr^ 
butario" (traducciôn de la 3^ ediciôn en lengua alema­
na), Edersa, Madrid, 1978, pâgs. 109 y 248.
(281) Asi, en el supuesto que comentamos (parâgrafos 268 y 
ss. de la "Abgabenordnung" de 1977), hay que tener en 
cuenta que los cônyuges que presentan declaraciôn con­
junta en el Impuesto sobre la renta son deudores soli- 
darios, pero que cada uno de ellos podrâ solicitar que 
la ejecuciôn por razôn de este impuesto se limite en 
cada caso a la cantidad que resuite de la distribuciôn 
del mismo. Igual regulaciôn rige para el Impuesto so­
bre el patrimonio.
(282) Vid., ut infra, el capitulo relativo a la naturaleza
juridica de la unidad familiar, en el epigrafe dedica-
do a su consideraciôn como un supuesto de solidaridad 
tributaria.
(283) "Cahiers de Droit fiscal international", vol. 30, pâg. 
100; ponencia general de J. de LONGUEVILLE, vol. 28, 
pâg. 13.
(284) B.O. de las Cortes, num.46, de 11 de enero de 1978;
recogido en Civitas REDF, nùms.17-l8, 1978, pâg.95 (el 
subrayado es nuestro).
(285) Vid., ut supra, nota 126.
(286) El Informe NEUMARK parece inclinarse por la tesis de 
que es necesario reducir la tributaciôn de las perso- 
cas casadas, en relaciôn a las personas solteras de 
igual renta: "El régimen fiscal de las rentas de los 
esposos y de los hijos puede entranar muy importantes 
desigualdades de cargas, aûn siendo las tarifas idénti 
cas".
"En los paises de la C.E.E., a excepciôn de Fran­
cia, que ha admitido hace bastante tiempo un método 
anâlogo en sus efectos al 'splitting' norteamericano.
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instituyendo el 'quotient familial', el sistema de im­
posiciôn global de las rentas de los esposos con des­
gravaciones fijas estuvo en vigor hasta 1958; la refor 
ma alemana (adopciôn del 'splitting') ha hecho mas ur­
gente un acercamiento de las regulaciones en la mate­
ria. No es necesario unificar todos los detalles de 
las estructuras. El C.F.F. estima, sin embargo, que, 
como consecuencia de la evoluciôn econômica y social 
mâs reciente, y en razôn de los regimenes de Francia 
y Alemania, parece indicado generalizar, bien el méto­
do de base imponible de los conjuntos o economias do­
mésticas, bien el de los baremos o tarifas que garanti^ 
cen que esta imposiciôn no se convertirâ en cargas de­
masiado pesadas, a causa de la progresividad, en rela­
ciôn con la imposiciôn de las rentas globalmente idén- 
ticas que perciben los solteros... En este orden de 
ideas, séria necesario encontrar una soluciôn parecida 
al problema de la imposiciôn de las rentas de los hi - 
jos menores que estén aûn a cargo del contribuyente".
"Se observa, en general, la tendencia a anadir estas 
rentas a las de los padres, a menos que se trate de 
rentas ganadas por los propios hijos... Dicho de otra 
forma, las rentas de los hijos menores a anadir a las 
de los padres, estân limitadas a las 'fundadasî..." 
(Rapport du Comité Fiscal et Financier. Communauté Eco 
nomique Européenne, 1962, pâg. 35; traducciôn castella 
na, Comisaria del Plan de Desarrollo Econômico y So­
cial, Madrid, 1965, pâg. 76.
(287) Es dificil la recomendaciôn de obras donde se recoja
el Derecho comparado vigente. Una evoluciôn de los si^
temas en los distintos paises puede obtenerse de la 
comparaciôn entre las ponencias presentadas al Congre­
so de la IFA de 1955 y el de 1972, si bien el nûmero
de trabajos presentados en el primero de ellos es mu-
cho mâs reducido.
Para Portugal y los paises de ârea hispânica puede acu 
dirse a las ponencias presentadas en las IX Jornadas 
Luso-Hispano-Americanas de Derecho financiero, célébra 
das en Porto-Povoa de Varzim, en 1980, si bien la Memo 
ria de la Asociaciôn Espahola de Derecho Financiero 
no recoge, lôgicamente, sino los trabajos espaholes.
Una exposiciôn esquemâtica, pero clara del sistema vi­
gente en 1974 en los paises miembros de la OCDE puede 
verse en "La situation des unités familiales...", cit. 
pâgs. 72 y ss. Pero las modificaciones desde esta fe- 
cha son numerosas e importantes, po lo que tanto este 
estudio como las referencias del segundo Congreso de 
la IFA sobre el tema deben manejarse con sumo cuidado.
La evoluciôn histôrica del Impuesto sobre la Renta en 
determinados sistemas de Derecho comparado puede verse 
en CARO, A., ESCRIBANO, A., HERNANDEZ DE LA TORRE, C., 
PARAMIO, J. y ZANCADA,F., "Evoluciôn y tendencies ac-
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tuales del Impuesto sobre la Renta en el Derecho compa
rado", HPE, num.30, 1974, pâgs. 35 y ss.
La normativa de la C.E.E., actualizada periodicamente, 
en Pierre FONTANEAU, "Fiscalité Européenne", editada 
por "Les cahiers fiscaux européens", Niza.
(288) Seguimos, fundamentalmente, la exposiciôn de FONTANEAU 
("Fiscalité...", cit., vol. dedicado a FRANCIA), y la 
resena relativa a "historia de la legislaciôn fiscal 
familiar", contenida en el "Journal Officiel", de 31 
de enero de 1984, ya citado, pâgs. 55 y ss.
(289) Contribution foncière, mobilière, des patentes, et 
l'impôt des portes et fenêtres.
(290) De este periodo el sistema francés conserva una diver-
sificaciôn en los métodos de determinaciôn de las ren­
tas y de la recaudaciôn del impuesto; diversificaciôn 
que, por otra parte, se produce en todos los sistemas 
(mâs o menos acentuadamente), pués ello ha de ser asi 
por exigencias de técnica fiscal.
(291) El sistema de domicilio fiscal como criterio de suje- 
ciôn al impuesto, sustituyendo a la nociôn de residen- 
cia habituai, se aplica a partir de 1977 (para las ren 
tas obtenidas en ese aho). Pero este sistema no fue 
aplicable a los extranjeros domiciliados en Francia 
mas que a partir del 19 de enero de 1979; cfr. FONTA­
NEAU, P., "La notion de résident", Dir.Prat,Trib.,1978 
num.3, pâgs. 887 y 888.
(292) En opiniôn de FONTANEAU (loc. cit. en nota ante­
rior), la ley establece una presunciôn segûn la cual 
toda persona que ejerza en Francia una actividad profe 
sional, asalariada o no, estâ domiciliada en este pais.
(293) El legislador tiene en cuenta, para définir el domici­
lio fiscal, un triple orden de criterios: de orden per 
sonal, de orden profesional y de orden econômico. El 
recurso al criterio econômico no serâ muy frecuente, 
puesto que, en general, una persona que ejerce su pro- 
fesiôn en Francia residirâ principalmente en este pais 
ella misma o su familia (cfr. FONTANEAU, loc.ult.cit. ).
(294) Antes de la reforma fundamental sobre la territoriali- 
dad del impuesto (de 1977), los extranjeros domicilia­
dos en Francia eran gravados por la totalidad de sus 
rentas, con una excepciôn importante: la no sujeciôn
de las rentas de origen extranjero que hubieran sido 
sometidas al impuesto personal sobre la renta global 
en el pais de origen de aquellas personas. Esta excep­
ciôn fué derogada, con vigencia, como hemos dicho, a 
partir de 1979; cfr. P.FONTANEAU, "L'imposition des
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étrangers en France", Dir.Prat.Trib.,1977, num. 3, pâg. 
568.
(295) El triple del valor locativo de la vivienda es, por 
tanto, un minimo legal.
(296) La expresion tradicional "jefe de familia" ("chef de 
famille") ha sido sustitulda por la de "parent" o "le 
contribuable", por el Decreto de 6 de octubre de 1983, 
n2. 897, que ha introducido determinadas modificacio­
nes, necesarias a tenor del art. 2-VIII de la Ley de 
Finanzas para 1983. Como consecuencia de la mencionada 
supresiôn de la nociôn "chef de famille", se dispone 
que "los esposos deben firmar la declaraciôn conjunta 
de sus rentas..."; cfr. "Journal Officiel", de 31 de 
enero de 1984, cit., pâg. 56.
(297) La posibilidad de que los cônyuges deduzcan estos gas­
tos cuando ambos esposos trabajan "a plein temps", ha 
sido establecida en 1983, modificândose el art. 154,3 
del CGI; anteriormente sôlo se concedîan estos gastos 
para los viudos, viudas y divorciados; cfr, "J.O.", 
num.cit., pâg.57, donde se dice que esta modificaciôn 
ha suprimido una "injusticia chocante". La deducciôn 
se dispone para los gastos efectivamente sufragados, 
con un limite de 4.000 francos por aho e hijo; asimis­
mo, tal deducciôn no procédé mas que por las rentas 
de trabajo y profesionales.
(298) Pueden verse en "Fiscalité Européenne", t.I de los de- 
dicados a FRANCIA, secciôn de Impuestos sobre la Renta, 
epigrafe 405.
En este punto se han introducido modificaciones por 
la Ley de Finanzas para 1982; para una comparaciôn con 
la anterior regulaciôn, vid. BRIZ DE LABRA, R. , "El 
Impuesto sobre la Renta en Francia: modificaciones re- 
cientes", CT, num. 45, 1983, pâgs. 256).
(299) Una amplia exposiciôn de la nociôn de "foyer fiscal", 
en "J.O.", de 31 de enero de 1984, cit., pâgs. 57-58.
(300) "Journal Officiel", "Lois et Décrets", 1 de enero de 
1946, pâgs. 2 y ss.
(301) Vid. las consideraciones crîticas de BREJON DE LAVER­
GNEE, N ., (op. cit.,pâgs.291 y ss., en especial 301 
y ss.), sobre estos dos objetivos y su "consecuciôn".
(302) En sentido restringido se le puede llamar "quotient" 
a este divisor, pero, propiamente, el "quotient" es 
el procedimiento de câlculo del impuesto.
(303) Los hijos invâlidos o disminuidos siempre dan derecho 
a una parte o a media parte en el câlculo del cocien-
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te, segûn que sean titulares o no de la carta de inva­
lidez .
(304) La cuantia limite prevista para esta deducciôn en la 
base (14.230 francos) se eleva al doble cuando el hijo 
estâ casado, y puede llegar a 42.690 francos cuando 
el "nuevo matrimonio" tiene a su vez, un hijo, siem­
pre que, para la elevaciôn de la cantidad prevista en 
estos dos supuestos, el padre pueda demostrar que es 
él solo quien contribuye al mantenimiento del hijo ca­
sado. Se prevé una "indiciaciôn" anual de estas canti­
dades, en funciôn de la actualizaciôn de los tipos im- 
positivos (vid. BRIZ DE LABRA, op.cit., pâg. 255).
(305) El ejercicio de esta facultad se réserva a los contri­
buyentes cuya renta anual, acumulada con la de las per 
sonas a su cargo, no sea superior a 20.000 francos, 
aumentândose esta cifra en 4.000 francos por persona 
considerada a cargo del contribuyente.
(306) Para 1983 el tipo varia del 5 por ciento, aplicable 
al tramo de renta comprendido entre 13.770 f. y 14.390 
f., al 65 por ciento, a partir de 212.750 f.
Este fuerte incremento de la progresividad de la tari­
fa respecto a la prevista para 1981, supone una limita 
ciôn de los efectos "beneficiosos" del "quotient", co­
mo es claro, para todas las rentas que, de esa forma, 
alcanzan el tipo marginal.
(307) Existen algunas reglas particulares de câlculo del im­
puesto, relativas a las plusvalias; vid. "Fiscalité 
Européenne", vol. citado, epigrafe 456.
(308) Ibidem.
(309) Cfr. "J.O.", de 31 de enero de 1984, pâg. 56. Por lo
demâs, recuérdese las criticas de que es susceptible
el "quotient familial", como hemos expuesto al anali- 
zar los métodos "per capita". El Conseil Economique 
et Social francés, se hace amplio eco de ellas en su 
Informe sobre "El estatuto matrimonial", "J.O." cit., 
pâgs. 58 y ss.
(310) Mâs concretamente, se establecia sobre el valor locati 
vo de la vivienda, las puertas y ventanas, el nûmero
de chimeneas, el mobiliario de la vivienda, los servi-
dores y los caballos.
(311) Contribuciôn territorial sobre las rentas de las pro­
piedades inmobiliarias, el impuesto sobre la renta de
los capitales mobiliarios y el impuesto sobre las ren­
tas profesionales.
(312) Las disposiciones fondamentales son: el "Code des Im­
pôts sur le revenu" (CIR) y el "Arrêté Royal" d'exécu­
tion del Côdigo. El "Bulletin des contributions", pu-
227
blicaciôn mensual de la propia Administraciôn belga, 
reproduce las disposiciones légales y administratives, 
asî como decisiones jurisprudenciales.
(3 1 3) La acumulaciôn de las rentes de los esposos y de les 
hijos, regulada por los articulos 73 a 76 del CIR, ha 
sido modificada por la Ley de 11 de abril de 1983; con 
anterioridad a esta, la ultime modificaciôn de la mate 
rie fué la llevada a cabo por la Ley de 8 de agosto 
de 1980.
(3 1 4 ) Por rentes profesionales hay que entender toda contra- 
prestaciôn directe o indirectamente (pensiones, etc.) 
derivada del trabajo personal o del ejercicio de une 
actividad empresarial o profesional.
(3 1 5 ) 20 por ciento de 780.000-750.000, o sea, 20 por ciento 
de 30.000 francos.
(316) Asî, para un hijo, se dispone une reducciôn del impues 
to del 7,5 por ciento, con un minimo de 6.000 f.b. y 
un mâximo de 8.000; para dos hijos, el 20 por ciento,
con un minimo de 14.625 f.b. y un mâximo de 19.500.
etc. Para 6 hijos, la reducciôn del impuesto es del 
95 por ciento, con un minimo de 148.500 f.b. y un mâxi 
mo de 198.000; de siete hijos en adelante, se dispone 
una deducciôn fija de 252.000 f.b., incrementada en
54.000 f.b. por hijo a cargo del contribuyente, a par­
tir del séptimo (vid. "Fiscalité Européenne", vol. de- 
dicado a BELGICA, secciôn de Impuestos sobre la Renta, 
epigrafe 263).
(3 1 7 ) Para una exposiciôn mas amplia de estas deducciones,
vid. "Fiscalité Européenne", vol.cit., epigrafes 263- 
264.
(318) En los très casos hay un limite minimo y mâximo respec 
to a la cuantia de la renta imputada; esta norma, regu 
lada en el art. 5,2 de la Ley del Impuesto, es igual- 
mente aplicable al marido cuando es él quien trabaja 
en un negocio o empresa explotado por cuenta de su mu- 
jer.
(3 1 9) Nos referimos ûnicamente a los criterios de sujeciôn
aplicables a las personas fisicas, no a las sociedades 
de personas, que, como hemos dicho, son sometidas a 
este impuesto, ya sean colectivas o comanditarias. El 
lector interesado puede consultar "Fiscalité Europée­
nne", vol. dedicado a GRAN BRETANA, secciôn de Impues­
tos sobre la Renta", epigrafes 23 y ss., donde se expo 
nen con amplitud los criterios de sujeciôn de las so­
ciedades de personas.
(3 2 0 ) El ano fiscal va del 6 de abril al 5 de abril siguiente.
(321) 1 . 7 8 5 libras y 2.795, respectivamente, segùn la Finance
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Act de 1983.
(322) Deducciôn que se cifra en 2.795 libras.
(323) Las cuantlas, diferentes segûn la edad de los hijos, 
pueden verse en "Fiscalité Européenne", loc.cit., epi­
grafe 257, donde se contiene, ademâs una exposiciôn 
de la evoluciôn legislativa de esta materia.
(324) Ibidem., epigrafes 255-256 y 258 y ss.
(325) Ibidem., epigrafes 263 y ss.
(326) R.D. de 30 de diciembre de 1923, num. 3.062. Una deta- 
llada relaciôn de la legislaciôn aplicable, asi como 
una visiôn general del impuesto y bibliografia bâsica
sobre el mismo, en GIANNINI, A.D., "Instituciones de
Derecho tributario" (traducciôn de F. SAINZ DE BUJAN- 
DA), Ed.Der.Fin., Madrid, 1957, pàgs. 441 y ss.
(327) D.P.R. de 29 de enero de 1958, num. 645.
(328) Una amplia consideraciôn de la Ley de delegaciôn al 
Gobierno para la reforma tributaria , en lo referente 
al impuesto sobre la renta de las personas fisicas, 
puede verse en : ZOBOLI, Giancarlo, "L'Imposta sul Red 
dito delle Persone Fisiche", Dir.Prat.Trib.,1973, num. 
5, pàgs. 917 y ss.; ANTONINI, Euclide, "L'Imposta sul 
Reddito delle Persone Fisiche. Profili Giuridici", Dir. 
Prat.Trib., 1972, num.2, pàgs. 219 y ss.; DI PIETRO, 
"Consideraciones sobre la Reforma tributaria italiana" 
(traducciôn al castellano de G. CASADO OLLERO, Civitas 
REDF, num. 22, 1979, pàgs. 275 y ss.).
(329) Las disposiciones fundamentales datan de 1973, y son 
los siguientes Decretos del Présidente de la Repùbli- 
ca, de 29 de septiembre: D.P.R. num. 597 ("Imposta sul 
reddito delle Persone Fisiche"); D.P.R. num. 598 ("Im­
posta sul reddito delle Persone Giuridiche" ), y très 
normas comunes a ambos impuestos: el D.P.R. num. 600 
("Accertamento delle Imposte sui redditi"), el D.P.R. 
num. 601 ("Agevolazioni fiscali in materia d'imposte 
dirette") y el D.P.R. num. 602 ("Riscossione delle Im­
poste sui redditi").
Ha habido posteriores modificaciones del D.P.R. num. 
597, entre ellas, fundamentalmente, la introducida por 
la Ley num.114, de 13 de abril de 1977. En 1980 se die 
taron dos Decretos Leyes (num. 288, de 3 de julio, y 
num. 503, de 30 de agosto), que afectaban a diverses 
impuestos, entre ellos los impuestos sobre la renta, 
pero no han sido objeto de ratificaciôn legislalativa, 
aunque su validez para los actos realizados antes del 
30 de septiembre de 1980 ha sido mantenida por la Ley 
num. 687, de 28 de octubre de 1980.
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(330) El lector interesado puede verlas en "Nuova Rivista
Tributaria", en el numéro correspondiente al mes de 
octubre de 1976.
(331) Cfr. BERLIRI, "Il Testo delle Imposte Dirette", Giu-
ffrè. Milan, I960, pâg. 353.
(332) Vid. AMORTH, G., "Considerazioni sulla imputazione di
reddito altrui", Dir.Prat.Trib., 1975, num.2, pàgs.250 
y ss.; ZINGALI, G., "La famiglia nella Costituzione 
e nella riforma tributaria", Dir.Prat.Trib.,1971, num. 
5, pàgs.701 y ss.; GLENDI, C., "La responsabilità soli 
dale per l'imposta sul redditi delle persone fisiche", 
Dir.Prat.Trib., 1974, (II), num.3, pàgs. 467 y ss.
(333) Se trata de la Sentencia de 6 de febrero de 1975, num. 
26 (en Giurisprudenza Costituzionale, 1975, fasc.1,
pàgs.111 y ss.), a la MANZONI dedicô un excelente co- 
mentario: "Cumulo dei redditi e legittimità costitu­
zionale: non manifesta infondatezza o manifesta fonda- 
tezza délia questione", Giur.Cost., 1975, fasc.3-4,
pàgs. 2053 y ss. El texto de esta Sentencia, asimismo 
en, Boll.Trib., 1975, pàgs.500 y ss., con comentario 
de A.E. GRANELLI ("Il cumulo al vaglio délia Corte Co^ 
tituzionale: tanto rumore per nulla...", loc.cit.);
también de este ultimo autor: "Lui, lei... e il Fisco" 
Boll.Trib.,1975, pàg. 815; MARONGIU, G., "Il cumulo 
al vaglio délia Corte Costituzionale", Dir.Prat.Trib.,
1975,(11), num.2, pàgs. 177 y ss.; PIETRANTONIO, L., 
"Sulla illegittimità costituzionale del cumulo dei re­
dditi", Im.Dir.Er., 1975,(11), pàgs. 257 y ss. (este 
ultimo trabajo se refiere a una "Ordinanza"de la Corte Costitu­
zionale, de 10 de octubre de 1975, num. 230).
(334) El texto de la Sentencia puede verse en Giur.Cost.,
1976, fasc.6,8, pàgs. 1095 y ss.; Riv.Dir.Fin.Sc.Fin.,
1977,(11), num.2, pàgs. 113 y ss.; Dir.Prat.Trib., 
1976,(11), num.3, pàgs. 337 y ss., con comentario de
Enrico DE MITA.
Naturalmente, ello diô lugar a una amplia producciôn 
doctrinal: FEDELE, A., "Possesso di redditi, capacité 
contributiva ed incostituzionalità del cumulo", Giur. 
Cost., 1976, fasc.12, pàgs. 2159 y ss.; ZORZI, A.G., 
"Ma il cumulo dei redditi è davvero illegitimo?",Giur. 
Cost., 1976, fasc.12, pàgs. 2207 y ss.; PERRONE, L., 
"Il cumulo dei redditi, il principle della capacité 
contributiva e la progressivité del sistema tributa­
rio", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1977,(II), num.2, pàgs. 113 
y ss. (existe traducciôn al castellano, de CASADO, HE- 
RRERO y VIBORAS, en CT, num.42, 1982, pàgs.227 y ss.); 
PROVINI, G., "Il cumulo e la diversificazione dei red­
diti", Boll.Trib., 1976, pàgs. 1401 y ss.; GRANELLI,
"Finalmente abolita la... tassa di maritaggio", ibi­
dem., pàgs. 1172 y ss.; STEFANI, G., "Imposte persona-
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le, cumulo dei redditi e capacité contributiva", ibi­
dem., pâgs. 1637 y ss.; GALLO, F., "Regime fiscale de­
lla famiglia e principle di capacité contributiva", 
Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1977, nûm.1, pàgs. 93 y ss., etc.
(335) PERRONE, "Il cumulo dei redditi...", loc.cit., pàgs. 
113-114.
(336) "Cumulo dei redditi e legittimità costituzionale...", 
cit., pàg. 2056.
(337) Sentencia de 15 de julio de 1976, num.179, Giur.Cost., 
1976, pàgs. 1115 y 1116 in fine.
(338) "Ma il cumulo dei redditi è davvero illegittimo?", 
loc.cit., pàg. 2214.
(339) Cfr. PERRONE, "Il cumulo dei redditi...", loc.cit., 
pàg. 121. Sobre la modificaciôn fundamental que la Ley 
de 1975 supuso en este punto, vid. la opiniôn de la 
Corte Costituzionale, loc.cit., pàgs. 1107 y ss., espe 
cialmente, 1109 in fine.
(340) "La ilegitimidad de la acumulaciôn puede ser referida
tanto al aspecto formai del institute como al sustan- 
cial... En realidad, el régimen positive de la acumula 
ciôn puede plantear dudas sobre su legitimidad consti­
tutional, pero ûnicamente con referencia a determina- 
dos aspectos meramente organizativos, que no afectan 
ni comprometen la validez del principle en el que aqué 
lia se inspira" (ZORZI, "Ma il cumulo dei redditi...", 
cit., pàg. 2213.
(341) Cfr. "Cumulo dei redditi e legittimità costituziona­
le...", cit., pàg. 2058.
(342) Vid. la critica que a este argumente realiza PERRONE,
"Il cumulo dei redditi...", cit., pàgs. 129 y ss.
(343) Sentencia num. 179, loc.cit., pàg. 1112.
(344) La critica a esta parte de la Sentencia se concrete 
especialmente en la afirmaciôn de la efectiva reduc­
ciôn de los gastos por el hecho de la convivencia;
vid. PROVINI, "Il cumulo e la diversificazione dei re­
dditi", loc.cit., pàg. 1402; PERRONE, "Il cumulo dei 
redditi...", cit., pàgs. 127-128.
(345) Vid. Sentencia num.179, loc.cit., pàg. 1117.
Tampoco este argumente carece de replicas. Asî, PERRO­
NE (op.cit., pàg. 128, nota 16), recogiendo la misma 
opiniôn de PROVINI, entiende que tal discriminaciôn 
no se produce en los termines en que lo entiende la 
Corte, ya que en los casos de parejas unidas de hecho
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realmente no se verifica esa tendencia a la puesta en 
comûn o confluencia de recursos entre la pareja (que 
normalmente se produce entre los cônyuges), ya que co­
mo consecuencia de la inestabilidad de la relaciôn ba- 
sada en la simple convivencia, cada uno de ellos perma 
nece mas estrechamente ligado a su propia e individual 
situaciôn econômica.
(346) Sobre este punto entiende PERRONE (op.cit., pàgs. 137- 
138) que el precepto constitucional parece hacer refe­
rencia màs bien a formas de intervenciôn directa, como 
pueden ser las ayudas sociales y otras medidas, espe­
cialmente para las familias de bajo nivel econômico, 
y no a ayudas de naturaleza fiscal. Por otra parte, 
continua PERRONE, en materia tributaria exister no po- 
cos ejemplos de medidas favorables a la familia (tari­
fa del Impuesto de Sucesiones, deducciones por hijos 
en el Impuesto sobre la Renta, etc.) y hay que tener 
en cuenta ademàs que no se puede pretender que cada tri^  
buto deba prever, so pena de inconstitucionalidad, un 
tratamiento de favor para con la familia.
(347) Op.cit., pàgs. 146-147; en realidad, todo el trabajo 
de PERRONE tiene como finalidad poner de manifiesto 
precisamente que aquella injusticia es la que motiva la 
sentencia de la Corte.
(348) No obstante, vid. el trabajo de NAPOLITANO, L., "L'og- 
getto dell'Imposta di Famiglia: profili costituziona- 
li", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1965, num.2, pàgs. 285 y ss. 
Sobre el Impuesto de Familia, nos remitimos a lo que 
diremos en el capitule dedicado a la naturaleza juri- 
dica de la unidad familiar, dentro del epigrafe relatif 
vo a la pretendida subjetividad tributaria de la uni­
dad familiar.
(349) Vid. CAROZZI, A.M., "Solidarietà e limitazioni all'op- 
posizione ail'esecuzione nella vigente disciplina dell' 
imposizione sui redditi dei coniugi", Riv.Dir.Fin.Sc. 
Fin., 1979, num.2, pàgs. 320 y ss.; critica la autora 
esta Ley, por considerar que el sistema que consagra 
"no es conforme con el espiritu de la Sentencia" (pàg. 
321 ).
(350) Se trata de los rendimientos de las sociedades simples, 
en nombre colectivo y comanditarias simples (art. 5 
del D.P.R. num. 597), asi como los de las empresas fa- 
miliares (nueva categoria creada por el art. 89 de la 
Ley num. 151, de 19 de mayo de 1975), que tengan eh 
el territorio del Estado su sede legal o administrati- 
va o el objeto principal de su actividad. Sus rentas 
se imputan a cada socio en proporciôn a su porcentaje 
de participaciôn en los beneficios, independientemente 
de su efectiva percepciôn.
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(351) -18.000 liras por 1 hijo,
-36.000 liras por 2 hijos,
-54.000 liras por 3 hijos,
-72.000 liras por 4 hijos,
-102.000 liras por 5 hijos,
-144.000 liras por 6 hijos,
-186.000 liras por 7 hijos,
-276.000 liras por 8 hijos,
-114.000 liras por cada hijo a partir del 82,
(352) La base positiva de este Impuesto, ademâs de la "Abga-
benordnung" de 1977, se encuentra en: la Ley del Im­
puesto ("Einkommensteuergesetz", EStG), en su redac- 
ciôn de 6 de diciembre de 1981; el Decreto de aplica- 
ciôn ("Durchfüehrungsverordnung", EStDV), en su redac- 
ciôn de 23 de junio de 1982, y las directrices relati- 
vas al Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
("Einkommensteuer - Richtlinien", EStR), en su redac- 
ciôn de 7 de abril de 1982, y relatives al Impuesto 
sobre los Salarios ("Lohnsteuer Richtlinien", LStR), 
en su redacciôn de 3 de marzo de 1981.
(353) KLEIN, F., ("Bundesverfassungsgericht und Ehegattenbe£
teuerung", Finanz-Archiv, vol.18 (1957-58), pâg.236,
nota 1 ) , puntualiza que la declaraciôn del Tribunal 
Constitucional ha de considerarse como una "Decision" 
("Beschluss"), ya que, por no haber tenido lugar la 
vista oral no es, con arreglo a la Ley del Tribunal, 
una Sentencia ("Urteil").
(354) El texto de la "Decision" puede verse en la recopila- 
ciôn oficial "Entscheidungen des Bundesverfassungsge- 
richts" (BVerfGE), 1957, vol.6, pâgs. 55 y ss.
Como es lôgico, la Decision del alto Tribunal ocasionô 
una abundante producciôn doctrinal, con frecuencia har 
to critica para el mismo. En este sentido, quizâs el 
autor mas representativo sea KLEIN (op. y loc.cits, 
en nota anterior). Asimismo, sobre la argumentaciôn 
de la "Decisiôn", puede verse, entre otros, VANGEROW, 
"Zum Beschluss des Bundesverfassungsgerichts vom 17.1. 
1957", Steuer und Wirtschaft, 1957, pâgs. 259 y ss. 
Un amplio comentario de esta Decisiôn, en YEBRA, "La 
familia ante el ordenamiento tributario", cit., pâgs. 
527 y ss., donde se recogen las opiniones mas relevan­
tes sobre la misma.
(355) Vid. "BundesGesetzBlatt" (BGBl), 1952, I, pâg. 33.
(356) BGBl, 1954, I, pâg. 373. Sobre esta situaciôn legisla­
tiva y las reformas de la Ley del Impuesto habidas en­
tre 1951 y 1954, vid. VANGEROW, "Zum Beschluss...", 
cit., pâgs. 259-261.
(357) Cfr. PALAO, "EL tratamiento de la familia...", cit., 
pâg. 23.
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(358) Las referencias al contenido de la "Beschluss" se ha- 
cen indirectamente, fundamentalmente por VOGEL, Klaus, 
"L’influsso della giurisprudenza della Corte Costitu­
zionale sul iritto tributario vigente nella Repubbli- 
ca Federale Tedesca" (traducciôn al italiano de A. FAN 
TOZZI), en Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1968, num.l, pâgs. 10 
y ss.; también, por el comentario de YEBRA, op. y loc. 
cits.
(359) La inconstitucionalidad de la evaluaciôn conjunta de 
los cônyuges en el Impuesto sobre la Renta, dice KRUSE 
("Derecho tributario", cit., pâg. 107), "tuvo un efec- 
to sorprendente".
(360) La influencia que, en este sentido, cabe apreciar en­
tre la declaraciôn de inconstitucionalidad del "cumu­
lo" en Italia, por la Corte Costituzionale, es clara. 
Asî lo hace constar PERRONE, op.cit., pâgs. 119-120, 
nota 7, y ZORZI, op.cit., pâg. 2217.
(361) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 24.
(362) BVerfGE, vol.18, pâg. 97.
(363) Vid. VOGEL, "L'influsso délia giurisprudenza...", cit. 
pâg. 12.
(364) Vid. PALAO, op.cit., pâg. 36, nota 115.
(365) A favor de la Ley de referencia, y en defensa de su
constitucionalidad, se manifestaron: HOFFMANN, SCHNEI­
DER y PAULICK. En contra de la aboliciôn de las exen- 
ciones por hijos en el Impuesto sobre la Renta, consi- 
derando anticonstitucional la Ley de 1974: VOGEL, KLE­
IN, KRAUSE, MEYER, MULLER, RULAND, FRIAUF y TIPKE (vid 
VOGEL, "Beriicksichtigung von Unterhaltspflichten im 
Einkommensteuerrecht", DStR, 1977, 2, pâg. 31, nota
6 .
(366) Vid. el amplio comentario de VOGEL a esta sentencia,
"Berücksichtigung von Unterhaltspflichten...", cit. 
en nota anterior.
(367) Vid. "Fiscalité Européenne", 1.1 de los dedicados a
ALEMANIA, secciôn de Impuestos sobre la Renta, epigra­
fes 166 y ss.
(368) Parâgrafo 24 de la EStG: la reducciôn consiste en el
40 por ciento del salarie o de otras rentas ganadas
por el contribuyente, con un limite de 3.000 marcos;
la deducciôn corresponde a los contribuyentes que ha- 
yan cumplido 64 ahos.
(369) La regulaciôn de estos gastos especiales es muy amplia
y se contiene en muy diverses parâgrafos de la Ley del
Impuesto; el lector interesado puede consultaries en
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"Fiscalité Européenne", cit., epigrafes 159 y ss.
(370) Asi, para determinar lo que se considéra "carga exigi­
ble" ("Zumutbare Belastung"), a partir de la cual las 
"cargas extraordinarias" ("Aussergewôhnliche Belas- 
tungen") son deducibles de los ingresos, se disponen los 
siguientes porcentajes:
hasta de 24.000 de 50.000 mas de
24.000 a a 100.000
marcos 50.000 100.000 marcos
marcos marcos
1.Contribuyentes
sin hijo.......... 7%   1%   8%.... .....  8%
2.Esposos que op
tan por base con
junta.............. 5%   6%   7%.... .....  8%
3.Contribuyentes
con 1 o 2 hijos... 3% ......  4%   6% .....  7%
4. Contribuyentes
con 3 o mas hi­
jos a su cargo.... 1 % ........  2%   4% .....  1%
(371) Con anterioridad a 1980 se permitia la deducciôn de 
los gastos ocasionados por el empleo de una servidora 
doméstica ûnicamente cuando formasen parte de la fami­
lia al menos très hijos de edad inferior a 18 ahos, 
o dos, cuando ambos cônyuges o el contribuyente no ca- 
sado, trabajasen. Pero el Tribunal Constitucional ale- 
mân, ante el cual se planteô el problema de la legiti­
midad de esta clase de gastos, declarô en su Decisiôn 
("Beschluss") de 11 de octubre de 1977 (BVerfGE, 47,1) 
por una parte, que dichos gastos no son deducibles en 
su importe efectivo como gastos profesionales o de pro 
ducciôn, pero, por otra, resolviô que la limitaciôn 
de la deducciôn por este concepto al supuesto de que 
existieran dos o très hijos, segûn los casos, era con­
traria al principio de igualdad establecido en el art. 
3,1 de la Ley Fundamental, estimando el Tribunal que 
la disminuciôn de la capacidad contributiva era la mi£ 
ma en ambos casos. Ese es el origen de la actual regu­
laciôn de los gastos de referencia (cfr. PALAO, op. 
cit., pâg. 36, nota 116).
Vid. el comentario de BACHMANN a la citada decisiôn: 
"Die Steuerliche Behandung der Kinderbetreuungskosten" 
en Steuer und Wirtschaft, 1979, pâgs. 379 y ss.
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(372) Una detallada y documentada exposiciôn, en el estudio 
de KULLMER, "Die Ehegattenbesteuerung...", cit., pâgs. 
41 y ss. Sobre el tema puede asimismo consultarse: GRO 
VES, "Federal Tax...", cit., pâgs. 60 y ss.; WOLKERS- 
DORF, "Die Neuregelung...", cit., pâgs. 91 y ss.; BIN­
DER, R., "Das splitting als Mittel der Ehegattenbes­
teuerung in den USA. Methoden und tatsachliche Wirkun- 
gen", Finanz-Archiv (N.F.), vol. 17, (1956-57), pâgs.
260 y ss.; PALAO, "El tratamiento de la familia...", 
cit., pâgs. 21 y ss.
(373) El primer Impuesto Federal sobre la Renta de las Perso 
nas Fisicas fué aprobado en 1861, si bien esta Ley, 
antes de su aplicaciôn efectiva, fué reemplazada por 
otra en 1862, siendo suprimido el Impuesto en 1872.
(374) Las ganancias de capital estân sujetas a un tratamien­
to preferencial desde 1921, y las rentas ganadas se 
gravaron a tipos preferenciales durante un cierto nume 
ro de ahos (cfr. GOODE, op.cit., pâg.12).
(375) Cfr. BERBER, op.cit., pâg. 192.
(376) Por lo que bien puede considerarse, dice PALAO (op. 
cit., pâg.21),como un notable ejemplo de la influencia 
que las normas del Derecho civil, en materia de regime 
nes econômicos matrimoniales, pueden ejercer sobre la 
fiscalidad de la familia.
(377) En un principio eran ocho los Estados en que regia la 
comunidad de gananciales.
(378) Lo que constituia una excepciôn al principio de imposi^ 
ciôn conjunta, que habia prevalecido desde la creaciôn 
del impuesto.
(379) Este cambio no beneficiaba a todos los contribuyentes,
puesto que la distribuciôn y fraccionamiento de los
bienes productores de renta podia hacerse, como hemos 
dicho, entre hijos y parientes, mientras que en el ré­
gimen de comunidad la division sôlo alcanzaba a los
cônyuges.
(380) Vid. una amplia exposiciôn de esta reforma y de sus
antecedentes en SURREY, "Federal Taxation...", cit., 
pâgs. 1097 y ss.
(381) Este aspecto se ha puesto de manifiesto reiteradamen- 
te: GROVES, op.cit., pâg. 59; BINDER, op.cit., pâg. 
262; PALAO, op.cit., pâg. 22; NEUMARK, op.cit., pâgs. 
154-155, quien lo utiliza para criticar la implanta- 
ciôn del "splitting" en Alemania.
(382) En opiniôn de GOODE (op.cit., pâgs. 281-282), los efec 
tos del "splitting" no fueron tenidos en cuenta y "no
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se han estudiado con detenimiento desde entonces. La 
mayor parte de los que se dieron cuenta de los efectos 
creian, al parecer, que las desigualdades entonces 
existentes solo podlan eliminarse mediante declaraciôn 
conjunta obligatoria, lo cual habia sido rechazado rei^  
teradamente por el Congreso... En realidad, la discri­
minaciôn entre personas casadas hubiera podido elimi­
narse con una tercera alternativa que... hubiera podi­
do consistir en el establecimiento de una nueva escala 
de tipos de gravamen para maridos y esposas que presen 
tasen declaraciones separadas, con tramos de una amplî 
tud igual a la mitad de los de la escala aplicable al 
resto de las declaraciones".
Esta posibilidad viene a coincidir con una propuesta 
de PECHMAN (vid. supra, nota 204), de quien cita GOODE 
(loccit., nota 25) su estudio "Income splitting", en 
"Tax Revision Compendium", House Ways and Means Commi^ 
tee, 1959, vol I, pâgs. 473 y ss. PECHMAN ha insistido 
especialmente en una reforma del sistema norteamerica- 
no; vid., por ejemplo, su obra, conjuntamente con Georg 
F . BREAK, "Federal Tax Reform. The imposible Dream?", 
Studies of Government Finance, The Brookings Institu­
tion, Washington, 1975.
(383) La Tax Reform Act de 1976 tuvo esencialmente como fina 
lidad la simplificaciôn y mayor igualdad del sistema 
impositivo; vid. Congress of the United States (Joint 
Commitee on Taxation), "General Explanation of the Tax 
Reform Act of 1976", Washington, 1976 (especialmente, 
pâgs. 105 y 115 y ss.). Pero es discutido que tal Re­
forma haya logrado los fines propuestos; vid., en este
sentido, HAUSMAN, Donald I., y VANDER KAM, Henry P., 
"1976. U.S. Tax Reform", Canadian Tax Journal, vol. 
XXIV, num. 6, 1976, pâg. 573.
(384) Cfr. OLDMAN, 0., y McINTYRE, M.J., "Imposiciôn de la
familia en un impuesto sobre la renta extensive y sim-
plificado", CT, num. 44, 1983, pâg. 207, nota 35.
(385) Ibidem., pâg. 206.
(386) Recordemos que el Ministerio de Hacienda programô en
un principio las escalas separadas para facilitar la 
aplicaciôn del "splitting". Inicialmente, a los matri­
monies que formularan declaraciones conjuntas les era 
de aplicaciôn una escala de tipos de gravamen con tra­
mos de bases de una amplitud igual al doble de la esca 
la para personas solas y personas casadas que présenta 
ran declaraciones separadas; como es obvio, ello produ 
ce el mismo efecto que aplicar un divisor 2.(cfr. GOO­
DE, op.cit., pâg. 279).
(387) En la Reforma aplicada en 1971, la diferencia del im­
puesto pagado por un individuo aislado, respecto al
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de un matrimonio con la misma renta, no es nunca supe­
rior al 20 por ciento, mientras que antes de esta re­
forma podîa llegar a superar el 40 por ciento (cfr.
GOODE, op.cit., ed.revisada de 1'976, pâg. 229).
(388) Cfr. PALAO, op.cit., pâg. 23.
(389) Cfr. McINTYRE, "Como resolver el dilema del impuesto
sobre el matrimonio: un test", CT, num. 44, 1983, pâg. 
193. En este trabajo se exponen con claridad dos dis- 
criminaciones originadas por el sistema norteamerica-
no, a las que el autor désigna "impuesto sobre el ma­
trimonio" e "impuesto por permanecer soltero". El pri- 
mero de ellos puede tener lugar en dos supuestos dis- 
tintos: para los matrimonios con renta inferior a la 
media la causa es que la deducciôn global correspon­
diente al matrimonio es 1100 dôlares menos que la co­
rrespondiente a dos individuos solteros; para los ma­
trimonios con rentas mâs elevadas, que son los que mâs 
frecuentemente formulan declaraciones separadas, la 
discriminaciôn se produce como consecuencia de la dife 
rente escala aplicable, que puede suponer un gravamen 
mâs elevado que el correspondiente a una persona solte 
ra con igual renta.
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1. PLANTEAMIENTO: delimitaciôn del objeto.
La exposiciôn de motives del Proyecto de Ley del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1978, al abor 
dar el problema de la "definiciôn de la unidad contribuyente" 
senalaba que, aunque "a este respecto pudiera parecer obvio 
que, como indica su denominaciôn el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas debe gravar en todo caso la renta de 
cada sujeto pasivo considerado aisladamente..., en el caso 
de contribuyentes que forman parte de una familia, es dicha 
familia la que debe constituir la unidad contribuyente, acumu 
lândose, en consecuencia, la totalidad de las rentas pertene- 
cientes a sus miembros". Y mâs adelante se afirma: "En este
sentido, el Proyecto de Ley implica un perfeccionamiento fun- 
cional sobre la situaciôn actual..., porque perfila la unidad 
familiar como auténtica unidad contribuyente" (1).
Con independencia de las posibles consideraciones acer 
ca de ese pretendido "perfeccionamiento" del Proyecto de Ley 
en este punto, lo que hemos de retener ahora del pasaje ex- 
puesto es la relativa novedad de la unidad familiar que en 
él se contiene, lo que nos plantea la cuestiôn de los antece­
dentes de esta figura.
En efecto, por un lado, la unidad familiar es una nove 
dad del Proyecto, por cuanto se perfila "como auténtica uni­
dad contribuyente", pero, por otro, se estâ haciendo referen­
cia a una determinada situaciôn, respecto de la cuâl esa nue­
va configuraciôn no es sino "un perfeccionamiento funcional".
243
Esa situaciôn, en la parece hallarse el origen de la unidad 
familiar, por lo que a nuestro Derecho positivo se refiere, 
no puede ser otra, a la vista del texto transcrito, que la 
acumulaciôn subjetiva de rentas de personas que componen una 
familia. La vinculaciôn entre unidad familiar y sistema de 
tributaciôn conjunta es ahi a todas luces évidente. Ahora bi­
en, esta delimitaciôn de lo que constituye el origen de la 
unidad familiar, tiene una doble consecuencia: una, en un sen 
tido positivo, otra, en un sentido negativo.
En un sentido positivo, résulta que lo que habrâ de 
indagarse son las normas en que se haya plasmado el sistema 
de tributaciôn conjunta, verificado, no por referencia al con 
cepto de unidad familiar -novedad del Proyecto de Ley-, sino 
como mera suma de bases imponibles, en principio, pertenecien 
tes a diversas personas fisicas (2) que, como sabemos, es lo 
que constituye aquel sistema de tributaciôn. Por ello, y esta 
es la delimitaciôn negativa, determinados aspectos que, cons- 
tituyendo parte del régimen de la unidad familiar, no inte- 
gran el concepto de unidad familiar en sentido estricto, no 
pueden incluirse en estos antecedentes. Su estudio estaria 
justificado desde una perspectiva distinta y mâs amplia, refe 
rida a la relevancia a efectos fiscales de las relaciones fa- 
miliares. Pero esta consideraciôn excede del objeto de nues­
tro trabajo (3).
244
2. PRIMERA ETAPA: ACUMULACION EN LA PERSONA DE UNO DE LOS CON 
YUGES.
La evoluciôn histôrica de la imposiciôn personal en 
Espana, por lo que a personas fisicas se refiere (4), compren 
de très etapas distintas (5):
- La primera de ellas alcanza desde los origenes de 
la gestaciôn del principio de personalidad, hasta el afio 1932, 
fecha de la implantaciôn de nuestro primer impuesto sobre la 
renta de las personas fisicas, con la llamada Contribuciôn 
General sobre la Renta.
- La segunda abarca desde 1932 hasta 1978, y se carac- 
teriza por la vigencia sucesiva de dos impuestos (la Contribu 
ciôn General sobre la Renta, mencionada, y el Impuesto Gene­
ral sobre la Renta de las Personas Fisicas), de naturaleza 
personal, que recaen sobre la renta de los individuos, pero 
que establecen un gravamen complementario respecto a la impo­
siciôn de producto, que mantiene asi su carâcter de imposi­
ciôn principal y definitiva.
- La tercera etapa se inicia con el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas de 1978, con el que se estable- 
ce una "verdadera" imposiciôn personal, segûn la terminologia 
hacendistica, ya que no se trata de un gravamen complementa­
rio, sino de un impuesto principal, con autonomia propia.
En cierta forma puede decirse, por tanto, que las dos 
primeras etapas senaladas integran un sôlo periodo histôrico, 
caracterizado por intentos, mâs o menos logrados, de estable­
cimiento de un impuesto personal y principal sobre la renta.
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precedente de nuestra actual imposiciôn de esta naturaleza. 
Esta distinciôn en dos grandes.periodos se adecùa perfectamen 
te a la evoluciôn de la tributaciôn conjunta, verdadera cons­
tante de la imposiciôn personal en nuestro ordenamiento, como 
tendremos ocasiôn de comprobar enseguida. En la primera de 
ellas la acumulaciôn se produce en cabeza de uno de los cônyu 
ges; la segunda se inicia con la apariciôn de la unidad fami­
liar en el Proyecto de Ley del vigente IRPF. La modificaciôn 
sustancial que, respecto a la conf iguraciôn de la unidad fami^  
liar del Proyecto, se llevô a cabo en el texto definitivo, 
justifica que aquél deba ser considerado como el precedente 
inmediato de la actual regulaciôn de la unidad familiar.
Y sin mâs preâmbulos, pasamos a exponer estos anteceden 
tes, distinguiendo en este primer periodo très sub-etapas, 
en funciôn de las normas en las que aquéllos se encuentran 
insertos.
A.- En los precedentes de un impuesto personal sobre la 
renta.
a) La Contribuciôn Extraordinaria de Guerra de I81O.
De entre los muy diversos ejemplos que en ocasiones 
se senalan como precedentes remotos de la imposiciôn personal 
(6), uno de ellos destaca por su importancia, que constituye, 
ademâs, todo un signo precursor de cuâl habrla de ser la his- 
toria de esta imposiciôn en rluestro pals. Nos referimos a la 
Contribuciôn Extraordinaria de Guerra, implantada por la "Su-
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prema Junta Central y Gubernativa del Reyno", en virtud de 
dos Reales Decretos, de 1 y 12 de enero de 1810 (7). Se trata 
de una contribuciôn directa, en la modalidad de cuota, sobre 
los sueldos de los empleados y sobre los haberes o rentas de 
los demâs ciudadanos, establecida como via extraordinaria de 
obtenciôn de recursos, destinada a financiar la guerra contra 
los Franceses, para poner fin "a la opresiôn y a la esclavi- 
tud con que nos ha amenazado el tirano de la Europa" (8).
La aplicaciôn del tribute ocasionô énormes complicacio 
nes, en parte por la resistencia de los interesados, y en par 
te por la dificultad de llevar a cabo la determinaciôn y re- 
caudaciôn del mismo. Ello diô lugar a que se dictaran varias 
disposiciones desarrolladoras y aclaratorias, y es precisamen 
te en una de ellas donde se encuentra, por lo que a nosotros 
se nos alcanza, la primera norma sobre tributaciôn familiar 
conjunta de nuestra historia impositiva. Se trata de la Orden 
de 19 de febrero de 1812, dada por las Cortes générales y ex­
traordinarias, con ocasiôn de la consulta efectuada por la 
Junta Superior de Murcia, respecto a si los bienes del marido 
y de la mujer deberian formar masa comûn a los efectos de es­
ta Contribuciôn, o considerarse por separado, por ser diferen 
te su propiedad. El problema se resolviô en el sentido de con 
siderar como "masa ûnica los bienes de ambos consortes..., 
por ser comûn el usufructo" (9).
Con este precepto se inicia lo que ha de constituir 
una constante de la imposiciôn personal en nuestro ordenamien 
to: la tributaciôn conjunta, que, como vemos, se remonta a
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los propios origenes de aquella. El tan traido y llevado pro­
blema del incremento de la carga tributaria por el hecho del
matrimonio se producla ya por aquel entonces, dado que la ta­
rifa del tribute era rapidamente progresiva. No puede dejar 
de subrayarse la razon alegada como causa para formar esa "ma 
sa comûn", ya que se trata de un fundamento exclusivamente 
juridico: la titularidad comûn del usufructo. No obstante, 
el valor de estas disposiciones es mâs simbôlico que de otra 
indole, ya que el fracaso de la Contribuciôn Extraordinaria 
no se hizo esperar, siendo suprimida en 1813 (10).
b ) El Impuesto de Cédulas Personales.
El Impuesto de Cédulas Personales, con independen­
cia de otros precedentes de las mismas (11), fué instaurado 
por el Decreto de 26 de junio de 1874 (12), con ocasiôn de 
la aprobaciôn de los Presupuestos Générales del Estado para 
el ejercicio 1874-1875 (13). En realidad, este Impuesto no
puede conceptuarse como un impuesto personal sobre la renta, 
no sôlo por sus grandes defectos en orden a la determinaciôn 
de las bases, sino, principalmente, porque pretendia el grava 
men de capitaciôn por clases (14). Su mayor interés estriba 
en su influencia sobre los sucesivos proyectos de impuesto 
sobre la renta, que habrian de sucederse a lo largo del pri­
mer tercio de este siglo; proyectos que, salvo alguna excepc^ 
ôn, como veremos, partian de una adaptaciôn de las Cédulas 
Personales. Asimismo, con él se inicia una linea de complemen 
tariedad en la tributaciôn de la renta, otra de nuestras cons 
tantes histôricas.
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La regulaciôn del Impuesto de Cédulas Personales que 
a nosotros nos interesa es la contenida en el Estatuto Provin 
cial de 20 de marzo de 1925 (Gaceta de Madrid del 21 de mar­
zo), que constituye la regulaciôn mâs compléta y acabada de 
aquél. El Estatuto Provincial dispuso que la percepciôn del 
Impuesto de Cédulas Personales corresponderla a las Diputacio 
nes Provinciales, disponiéndose las normas a las que deberia 
ajustarse esa percepciôn en los artlculo 226 a 229. En ellos 
se establecian très tarifas para la percepciôn del tribute: 
la tarifa primera por rentas de trabajo, la tarifa segunda por 
contribuciones directas y la tarifa tercera por alquileres. 
Pués bien, para fijar la clase de cédula correspondiente a 
la tributaciôn por la tarifa segunda se acumulaban todas las 
cuotas que el contribuyente y su esposa pagasen por contribu 
ciones directas, "salvo cuando por ministerio de la ley, por 
pacto , o por providencia judicial, rigiese el sistema de se- 
paraciôn matrimonial de bienes" (15). Para la fijaciôn del 
importe y clase de cédula de las mujeres casadas se seguian 
reglas especiales, y en cierto modo casulsticas, segûn la ta­
rifa o tarifas por las que tributase el marido (16), pero es­
tas reglas no eran de aplicaciôn "cuando la mujer viva en ré­
gimen de separaciôn de bienes durante el matrimonio, por mi­
nisterio de la ley, pacto o providencia judicial", en cuyo 
caso "tributarâ con independencia del marido, con arreglo a 
la tarifa y clase que le sea aplicable, segûn sus circunstan- 
cias" (17).
El Impuesto de Cédulas Personales fué suprimido por 
el artîculo primero de la Ley de 19 de enero de 1943, justifi 
cândose tal supresiôn en el preâmbulo de dicha Ley, por el he-
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cho de que la ampliaciôn de las bases de la CGR, que recala 
sobre el mismo objeto que las Cédulas, originaba una doble 
imposiciôn que no era posible admitir (18).
B.- En los proyectos de un impuesto personal sobre la Renta
Manifiesta Gota Losada que "toda la historia de nu­
estra imposiciôn personal se caracteriza por dos hechos bâsi- 
cos: el primero tiene carâcter politico y afecta al impulso 
de estas reformas, que fueron obra principal del partido libe 
ral, aunque, como es frecuente, los conservadores, una vez 
en el poder, se apropiaron de estas ideas; el segundo es de 
carâcter técnico y consiste en que la misma persona, el profe 
sor Flores de Lemus, estudiô y redactô la mayorla de los pro­
yectos, que si bien fracasaron, constituyen obras que tienen 
todavia un gran valor, pués muchos de los problemas que enton 
ces existlan, subsister -escribe Gota en 1971-, o han sido 
resueltos recientemente" (19).
Efectivamente, con el Proyecto de Cobiân, de 1910, se 
inicia una serie de intentos continuados de establecimiento 
en nuestro pais de un impuesto personal sobre la renta que, 
en cuanto a las personas fisicas, no habria de dar fruto has­
ta la CGR de 1932. Caracteristica constante de todos ellos 
es su naturaleza de impuesto complementario, con la unica ex­
cepciôn del Proyecto de Calvo Sotelo de 1926, que constituia 
un impuesto ùnico y principal (20). Por lo que a tributaciôn 
de los cônyuges se refiere, ha de subrayarse lo que integra, 
como hemos senalado ya, una constante de nuestra imposiciôn
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personal: el gravamen conjunto del marido y la mujer, limita- 
do a las personas unidas por vinculos legales, lo que se man­
tiene en la actualidad; y la acumulaciôn de las rentas en la 
persona de uno de los cônyuges, principalmente el marido, que 
habria de persistir hasta el Impuesto de 1978.
El Proyecto de Eduardo Cobiân, presentado el 21 de ju­
nio de 1910 con ocasiôn de la Ley de Presupuestos para 1911, 
se basaba en una reforma y mejora del Impuesto de Cédulas Per 
sonales (21). Sin embargo, frente a la anterior estructuraci- 
ôn de este Impuesto, que comprendia, como hemos visto, très 
tarifas distintas, el Proyecto gravaba unitariamente la renta 
total, determinada, en principio, por estimaciôn directa, es 
decir, por la diferencia entre ingresos y gastos (22), some- 
tiendo a su âmbito de aplicaciôn tanto a las personas natura- 
les como a las personas juridicas. La tarifa comprendia très 
clases de cédulas: comunes, graduadas y especiales, siendo
las graduadas ligeramente progresivas (23).
La imposiciôn total de la renta era la suma de los im­
puestos de producto mâs el Impuesto de Cédulas Personales, 
sistema dualista de imposiciôn que, con alguna excepciôn, ha­
bria de mantenerse hasta la reforma de 1964. El articulo 25 
del Proyecto contenia una norma que es recogida, casi literal^ 
mente, en proyectos sucesivos: "Cada titular serâ gravado con 
independencia de toda otra persona o entidad. Sin embargo, 
los ingresos procedentes de los bienes de la sociedad conyu­
gal se acumularân al liquido imponible del cônyuge que tenga 
la administraciôn legal de los mismos".
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A pesar de que el Proyecto era moderado en su sentido 
social, "la resistencia que los contribuyentes oponen a la 
implantaciôn de todo impuesto personal", como reconocia el 
propio Cobiân, hizo que no llegara a convertirse en realidad. 
Sin embargo, el propôsito de su autor se cumpliô en gran medi 
da, por cuanto gran parte de las disposiciones por él prévis- 
tas fueron literalmente recogidas en la Ley Carner de 1932 
y regulaciones posteriores (24).
El Proyecto que el 28 de mayo de 1913 presentara el 
Ministro de Hacienda Félix Suârez Inclân, era mâs ambicioso 
que el de su predecesor. Se trataba de una verdadera Contribu 
ciôn General sobre la Renta, y no de una reforma de las Cédu­
las Personales (25), si bien tiene grandes analogies con el 
de Cobiân. Asi, la Contribuciôn General sobre la Renta que 
se queria implanter se sumaba a los impuestos de producto pa­
ra todas las rentas que superasen el minimo de exenciôn (fija 
do en 5.000 pesetas anuales), por lo que no rompia el sistema 
dualista de imposiciôn. Asimismo, gravaba tanto a las perso­
nas naturales como a las juridicas. La base imponible se fija 
ba exclusivamente por estimaciôn directa, pretendiéndose gra­
var la renta verdaderamente obtenida, que séria declarada por 
el contribuyente y comprobada por la Administraciôn, lo que, 
desde luego, era en aquel momento una verdadera utopia (26). 
La tarifa era ligeramente progresiva.
En cuanto a la tributaciôn de los cônyuges, el articu­
lo 1 1 del Proyecto recogia la norma contenida en el articulo 
25 del Proyecto de 1910, continuando con la tradiciôn de una
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disposiciôn que verdaderamente *'hizo fortuna" en nuestra his- 
torîa impositiva. En concrete, el mencionado articule 11 esta 
blecia que ”Cada titular de una renta sera gravade cen inde- 
pendencia de teda etra persona e entidad. Les ingreses prece- 
dentes de les bienes de la seciedad cenyugal se acumularân 
al liquide impenible del cônyuge que tenga la administraciôn 
legal de diches bienes".
El 14 de neviembre de 1919, Gabine Bugallal presentaba 
un nueve Preyecte (27), basade en una nueva referma del Irnpue^  
te de Cédulas Persenales, pretendiéndese la implantaciôn de 
la Centribuciôn General sobre la Renta per una sustituciôn 
paulatina de aquél. En él ne se centienen apertacienes innova 
doras, ya que se basa fundamentalmente en el Preyecte que en 
su dia presentara Cebiân, si bien era menes elaberade y cense 
guide que este (28). Su nevedad mas importante censistia en 
que ne gravaba a las personas juridicas, ya que en aquel me­
mento estaba en estudie la referma que en 1920 abecaria en 
la implantaciôn de la impesiciôn personal sobre las secieda- 
des. El articule 5^ recegia la tradicienal nerma, segùn la 
cual: "Cada titular deberâ ser gravade individualmente. Sin 
embargo, les ingreses precedentes de les bienes de la secie­
dad cenyugal se acumularân al liquide impenible del cônyuge 
que tenga la administraciôn de les mismes".
Quizâs per su mederaciôn, el Preyecte alcanzô mejer 
fortuna que sus precedentes, pues llegô a la Cemisiôn de Ha­
cienda del Cengrese, aùn cuande ne pasô de ahi su vida.
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El siguiente jalon en esta etapa de intente de instau- 
raciôn de un impueste personal sobre la renta le censtituyen 
les Preyectes de 1921 y 1922, de les Ministres de Hacienda 
Francisco de Asîs Cambô y Batlle y Francisco Bergamîn, respec 
tivamente. En realidad, se trata del misme Preyecte, ya que 
de la preyectada referma que en 1921 elevara Cambô al Censeje 
de Ministres (29) y que ne llegô a ser presentada a las Cer­
tes per la sebrevenida crisis del Gabinete, se segregaren mas 
tarde las bases relativas a la referma del Impueste de Cédu­
las Persenales, que censtituyeren, cen muy ligeras medifica- 
cienes, el Preyecte de Ley que el 18 de abril de 1922 fué pre 
sentade al Cengrese de les Diputades (30).
En este Preyecte se renunciaba a la implantaciôn de 
un impueste general sobre la renta, censiderande que el pals 
ne efrecia las cendicienes adecuadas para elle, pretendiénde­
se simplemente, ceme hemes diche, mejerar el Impueste de Cédu 
las Persenales (31). La razôn fundamental debe imputarse, sin 
duda, a la dificultad, e mejer, impesibilidad en aquelles me­
mentos, de cenecer y determinar la renta global del centribu- 
yente, le que censtituye el preblema fundamental en un impue^ 
te de esta naturaleza. As! le habîa cemprendide Cambô (32), 
per le que, partiende de una pestura enermemente realista, 
prescindiô de determinar la renta global de mode directe, uti^  
lizande le que deneminaba "facteres principales" y "facteres 
indiciaries" (33). Per le que a tributaciôn de les espeses 
se refiere, la nevedad mas importante de esta medificaciôn 
del Impueste de Cédulas Persenales venla centenida en la base 
tercera, a tener de la cual quedaban suprimidas las cédulas 
de cônyuges (34).
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Aunque el Proyecto de 1922 alcanzara mejor fortuna que 
ningun otro anterior, llegando a discutirse en el Congreso, 
los avatares politicos pusieron un paréntesis en la actividad 
parlamentaria y con él en la reforma del Impueste de Cédulas 
Persenales, finalizande asi la vida de este Preyecte.
El Preyecte de Ley de 17 de neviembre de 1926 estable- 
ciende el Impueste de Rentas y Ganancias, presentade per el 
Ministre de Hacienda José Calve Setele, marca el ultime hite 
de esta serie de fallides intentes de intreducir la impesici­
ôn global sobre la renta de las personas fisicas en nuestre 
sistema impesitive. La impertancia de este Preyecte de refer­
ma se cemprende facilmente al pener de manifieste su finali- 
dad, que censistia, nada mas y nada menes, en la unificaciôn 
en el régimen de las centribucienes directas. Esta unificaci­
ôn se intentaba preducir en un triple erden: 1 2 ) El meramente 
fermai de la acumulaciôn de las cuetas de les distintes im- 
puestes; 22) El legrar la ceherencia impositiva del sistema 
fiscal espanel; y 3^) "La unificaciôn impositiva prepiamente 
dicha", es decir, el establecimiente de la Centribuciôn ùnica 
sobre Rentas y Ganancias, "cen un sole criterie y un sole eb- 
jete de impesiciôn", en lugar del sistema de impuestes multi­
ples que venia rigiende en nuestra Hacienda.(35).
El Preyecte, que era muy amplie (114 articules) (36), 
regulaba prâcticamente teda la impesiciôn directa, estable- 
ciende un impueste ûnice y principal sobre la renta, y ne me­
ramente una referma e adaptaciôn de las Cédulas Persenales, 
ceme hacian les demâs preyectes, a excepciôn del de Suârez
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Inclân, tal como sefialâbamos al ocuparnos del mismo. Suprimîa 
los impuestes de preducte (37), sustituyéndeles per las dene- 
minadas "liquidacienes parciales del impueste sobre Rentas 
y Ganancias. En palabras de Geta Lesada, "este nueve Impueste 
es une en tedes sus mementos y fraccienes, menes en el de la 
liquidaciôn, que se divide segùn las categerîas de renta. Ca­
da categeria de renta es ebjete de una liquidaciôn parcial, 
en la cual, naturalmente, per grande que sea el cuidade de 
reducirla a su perciôn neta personal, ne es pesible tener en 
cuenta las circunstancias subjetivas ni aplicar mas que un 
tipe prepercienal de tributaciôn. Estas circunstacias subjet^ 
vas, que cenvierten la suma de preductes e participacienes 
en el preducte, en renta personal, se saldan en la liquida­
ciôn cemplementaria, que viene per tal mode a rectificar las 
liquidacienes parciales, dândeles su ferma definitiva y cen- 
virtiéndelas en verdaderas fraccienes de una cueta ùnida y 
personal (38).
Ahera bien, precisamente en el aspecte que a nesetres 
nos interesa, este es, la eveluciôn histôrice-legal del régi­
men de tributaciôn cenjunta, el Preyecte de 1926 ne es espe- 
cialmente significative, derivande su interés exactamente de 
la ausencia de regulaciôn al respecte. En efecte, en este Pro 
yecte ne se recege disposiciôn alguna relativa a la acumula­
ciôn, ni en sentide similar a la prevista en les Preyectes 
de 1910, 1913 y 1919, y que, pesteriermente, encentrames en 
la CGR y en el IGRPF, ni en un sentide distinte (39).
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C En los Impuestes sobre la Renta.
a) Expesiciôn crenelôgica (40).
El Preyecte de 1926 ne llegô a cenvertirse en ley 
quizâs perque, ceme cen tante acierte habia indicade ya anes 
atrâs Canga Argüelles, "en materia fiscal las refermas han 
de ser limitadas, prudentes, si se quiere que arraiguen en 
la vida ecenômica del pals" (41). La idea central de la Cemi­
siôn encargada del estudie del Preyecte diferia ampliamente 
de la expresada en el misme, que era mâs ambiciesa y, cense- 
cuentemente, mâs cempleja y difîcil de llevar ca cabe. Sin em 
barge, ceme Calve Setele habia vaticinade, su prepuesta era 
"un germen que flerecerâ cualquier dia si... el Parlamente 
quiere de veras acemeter el gran preblema de medernizar nues­
tre sistema tributaries(42). Efectivamente, les esfuerzes cen 
tinuades durante tante tiempe dieren al fin sus frutes: per
Ley de 20 de diciembre de 1932 (Gaceta del 23 de diciembre), 
siende Ministre de Hacienda Jaime Carner, se implantaba en 
Espaha un impueste personal sobre la renta, si bien de manera 
mâs bien simbôlica que efectiva, baje la deneminaciôn de Cen­
tribuciôn General sobre la Renta.
a') La Centribuciôn General sobre la Renta y sus medi- 
ficacienes.
Les antecedentes (43) de la CGR fueren principalmen 
te: la legislaciôn de la Hacienda Local espanela, algunes de 
les preyectes anterieres de centribuciôn sobre la renta y el
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derecho y la doctrina alemanas (44). El Impuesto era comple- 
mentario de la imposiciôn directa de producto, y un instrumen 
to con fines politico-sociales, mâs que fiscales (45).
La CGR mantenia las dos modalidades de sujeciôn al im­
puesto, obligaciôn personal y obligaciôn real de contribuir, 
ya previstas en Proyecto de Cobiân de 1910. Como es sabido, 
la primera recae sobre las personas con residencia habituai 
en Espaha, y en funciôn del total importe de su renta en el 
periodo de imposiciôn (art.29,A y Art.4^,A de la Ley de 1932). 
La aplicaciôn de la segunda quedaba condicionada a "que el 
titular no esté sujeto a la obligaciôn personal de contribuir 
con arreglo a los preceptos de esta Ley" (art. 3 2 ), quedando 
sometido a gravamen por el conjunto de rendimientos obtenidos 
en el territorio nacional (art. 32 y art. 4 2 ,8 ).
El sujeto pasivo de la CGR, tanto en su modalidad de 
obligaciôn personal como en su modalidad de obligaciôn real 
de contribuir, habia de ser persona fisica o natural, sin ex­
cepciôn alguna. La igualdad entre sujeto pasivo y persona fi­
sica se confirma a tenor del articule 17: "Cada titular serâ 
gravado con independencia de otra persona o entidad", establÇ 
ciéndose como norma general la imputaciôn individual de rendi 
mientos sometidos a gravamen. Ahora bien, al articule 17 pre- 
veia a continuaciôn una importante excepciôn al principle de 
individualidad del impuesto, al disponer: "Sin embargo, los
ingreses precedentes de los bienes de la Seciedad cenyugal 
se acumularân a la utilidad impenible del cônyuge que tenga 
la administraciôn legal de los mismos".
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Aunque la CGR habria de permanecer en vigor hasta la 
Reforma Tributaria de 1964, durante su periodo de vigencia 
fué objeto de diversas modificaciones (46) que, en su mayor 
parte afectaron, aunque no sustancialmente, a la prevista acu 
mulaciôn de rendimientos en la sociedad conyugal. La primera 
de esas modif icaciones, por lo que se refiere al tema que 
nos ocupa, es la contenida en la Reforma de 16 de diciembre 
de 1940, llevada a cabo por el Ministro de Hacienda José La- 
rraz (47). Segùn el articulo 54 de la mencionada Ley de Refor 
ma tributaria (BOE del 21 y 22 de diciembre), el segundo pâ- 
rrafo del articule 17 de la Ley de 1932 quedaba modificado 
en el sentido de disponer la acumulaciôn de "los ingresos per 
tenecientes a la sociedad conyugal". Asimismo, se ahadia un 
nuevo pârrafo a este precepto, que venia a completar de mane­
ra importante la anterior regulaciôn: "Cuando, sin mediar sen 
tencia de divorcio, el régimen econômico del matrimonio fuese 
de separaciôn de bienes, la acumulaciôn antes dicha, de las 
rentas de los cônyuges, se practicarâ en la persona del mari- 
do, y si estuviese incapacitado, en la de la mujer, sin per- 
juicio del prorrateo de la exacciôn entre las rentas de los 
cônyuges".
La Ley de 16 de diciembre de 1954 (BOletin del dia 17 
del mismo mes) (48), introdujo una nueva causa de excepciôn 
a la acumulaciôn de ingresos de los cônyuges, al anadir a la 
anteriormente prevista "sentencia de divorcio", el supuesto 
de "separaciôn judicial" (49).
El articulo 17 del texto regulador de la CGR quedaba, 
por tanto, définitivamente redactado de la forma siguiente:
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"Art.17. Constituirâ la renta imponible del contribuyen- 
te la suma de los ingresos netos obtenidos durante el 
periodo de imposiciôn..., observândose, ademâs, en su 
caso, las normas siguientes:
1 ) Cada persona sera gravada con independencia de toda 
otra persona o entidad.
3) Los ingresos pertenecientes a la sociedad conyugal 
se acumularân, a los efectos de esta Contribuciôn, en 
la persona del cônyuge que tenga la administraciôn le­
gal de dicha sociedad.
Sin embargo, cuando sin mediar sentencia de divorcio 
o separaciôn judicial, el régimen econômico del matrimo 
nio fuera de separaciôn de bienes, la acumulaciôn antes 
dicha de las rentas de los cônyuges se practicarâ en
la persona del marido, y si estuviese incapacitado, en 
la de la mujer, sin perjuicio del prorrateo de la exac­
ciôn entre las rentas de los cônyuges".
b*) El Impuesto general sobre la Renta de las Personas 
Fisicas.
Con la Ley de Reforma Tributaria de 11 de junio de 
1964, nace el IGRPF, sustituyendo a la CGR (50). Surge formai^ 
mente este Impuesto con la pretensiôn de ser un impuesto prin 
cipal, frente a la anterior Contribuciôn, que era un impuesto 
complementario (51). El articulo 110 de la Ley establecia que 
el Impuesto entraria en vigor el dia 1 de enero de 1966; no 
obstante, el articulo 25 del D,L.8/1966, de 3 de octubre, pro- 
rrogô su entrada en vigor hasta el 1 de enero de 1967. El men 
cionado articulo 110 disponia, asimismo, que el Impuesto se 
regiria "por los preceptos contenidos en la Ley de 16 de di­
ciembre de 1954 y posteriores, en lo que no resulten modifica 
dos por la présente". El Texto Refundido de la Ley del Impue^
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to fué aprobado por D.3358/1967, de 23 de diciembre (BOE de 
18 de marzo de 1968) (52). El numéro 8 del articulo 112 de 
la Ley de 11 de junio de 1964 recogia casi literalmente el 
apartado 3) del articulo 17 de la Ley de 1954, referido, como 
hemos visto, a la acumulaciôn de ingresos de la sociedad con­
yugal. En el T.R. tal disposiciôn se contenia en el numéro 
2 del articulo 14 (53).
Asi pues, prâcticamente desde 1940, y con la sola sal- 
vedad de la ligera modificaciôn de 1954, la acumulaciôn de las 
rentas de los cônyuges en el âmbito del impuesto sobre la ren 
ta, ha sido objeto de idéntica regulaciôn, cuya problemâtica 
mâs importante pasamos a exponer (54).
b) Exposiciôn sistemâtica.
a') Supuestos de acumulaciôn.
Como hemos visto, en los dos tributos que histôrica 
mente han configurado la imposiciôn personal sobre la renta 
de las personas fisicas en el ordenamiento financière espahol 
rige el principle general de inidividualidad del impuesto, 
este es, de imputaciôn individual de rendimientos sometidos 
a gravamen. Pero este principle general sufre una importante 
excepciôn: la acumulaciôn de rendimientos de personas fisicas 
distintas, pero ligadas por vinculo matrimonial. A ella hay 
que anadir la de los hijos menores de edad, no emancipados, 
si bien es este caso no puede hablarse acumulaciôn en sentido 
técnico. A estes supuestos nos referimos seguidamente.
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a") En la sociedad conyugal.
La ley fiscal parte de la existencia de la sociedad 
conyugal respecte de los bienes présentes y futures (55) de 
quienes se unan en matrimonio, e imputa al administrador de 
dicha comunidad de frutos la suma de los que a ella pertenez- 
can (56). El estudie de este supuesto abarca cuatro aspectos 
distintos: 1 2 . Ambito objetivo de la acumulaciôn; 22. Quién 
tiene la administraciôn legal de la sociedad conyugal; 3 2 . 
Supuestos de no acumulaciôn de ingresos; 4 2 . Supuestos de acu 
mulaciôn con prorrateo de la exacciôn entre los cônyuges (57).
1 2 . Ambito objetivo de la acumulaciôn.
La Ley de 20 de diciembre de 1932 disponia (art.17) 
la acumulaciôn "de los ingresos procedentes de los bienes de 
la sociedad conyugal". La aplicaciôn de esta disposiciôn diô 
lugar a numerosas dudas, a causa de la establecida relaciôn 
de pertenencia a la sociedad conyugal, no de los ingresos di- 
rectamente, sino de los bienes mismos que los produjeran (58). 
Asimismo, la acumulaciôn se verificaba en el cônyuge que tu- 
viera la administraciôn legal de los bienes, no de la socie­
dad.
En este orden de cosas, el problema surgia especialmen 
te en el supuesto de que los bienes no fueran de la sociedad, 
pero si lo fueran los ingresos, lo que, ef ectivamente, ocu- 
rria respecte de los bienes parafernales, en el régimen econo 
mico matrimonial de gananciales (59). Para resolver estos ex­
tremes se dictô la Orden de 13 de junio de 1936 (Gaceta del 
4 de julio), "modelo de bien decir y de razonamientos juridi-
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cos" (60), por la que se declaraba que los frutos de los bie­
nes parafernales solo podian ser objeto de acumulaciôn cuan­
do, expresamente y bajo fe de Notarié, la mujer los hubiera 
entregado al marido con intenciôn de los administrara; pues 
de no ser asi, el dominie y la administraciôn correspondia 
a la mujer, por lo que "a ella incumbe verificar la declara- 
ciôn y el page de la contribuciôn sobre la renta que elles 
originan" (61).
Otro punto importante al que attende la mencionada Or­
den es la trascendencia que haya de darse al régimen econômi­
co matrimonial pactado, al que ninguna alusiôn hacià la Ley
de 1932. Al respecte, parte la Orden de 13 de junio de 1936
de la consideraciôn de "que al emplearse la deneminaciôn gêné 
rica de sociedad conyugal, ha de entenderse que dentro de tal 
deneminaciôn se comprenden todos los bienes del patrimonio 
familiar, cuyo régimen administrative pueden libremente regu­
lar los cônyuges", a tenor del articule 1315 del Côdigo Civil
(62). Pero, dado que la Ley reguladora de la Contribuciôn, 
al referirse a la sociedad conyugal no alude a la sociedad
de gananciales de modo especial, puesto que no es éste el ùni^
ce régimen econômico familiar admitido, résulta que "habiendo 
contrato de capitulaciones hay que atemperarse al mismo, y, 
en su defecto, a la ley, con todas sus modalidades".
Ciertamente, en toda la historia de la evoluciôn legal 
del tema que nos ocupa, no encontramos otra disposiciôn en 
la que tan "escrupulosamente" se atemperen las normas tributa 
rias a las del Derecho privado, y muy especialmente, a las 
que regulan la titularidad de las distintas clases de rentas
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y bienes, constituyendo un verdadero modelo en este sentido
(63). Ahora bien, tal disposiciôn debe ser entendida dentro 
del propio contexto histôrico en que se desarrollô; quiere 
decirse con ello que no pueden trasladarse los criterios que 
en un determinado momento han de considerarse como vâlidos, 
a otro momento posterior, fundamentalmente, habida cuenta del 
desarrollo conceptual y dogmâtico del derecho tributario des­
de 1936 hasta el momento présente. De cualquier forma, la vi­
gencia de esta disposiciôn fué muy limitada, ya que quedô de- 
rogada por la Ley de 16 de diciembre de 1940 (art. 54), que 
diô un alcance mâs amplio al supuesto de acumulaciôn, a la 
vez que prevenla la trascendencia del régimen econômico matri­
monial pactado, en un sentido diferente al sehalado en la Or­
den de 1936.
El precitado articulo 54 de la Ley de 1940, dispuso 
la acumulaciôn "de los ingresos pertenencientes a la sociedad 
conyugal", "en la persona del cônyuge que tenga la administra 
ciôn legal de dicha sociedad". Y esta norma habria de permane 
cer vigente hasta el nuevo IRPF de 1978 (64). Asi, la acumula 
ciôn habia de producirse en todo caso (salvo que mediara sen­
tencia de divorcio o separaciôn judicial), y sea cuâl fuere 
el régimen econômico del matrimonio, que no afecta al âmbito 
objetivo de la acumulaciôn. Esta comprende todas las rentas 
que, siendo objeto de gravamen, pertenezcan a cualquiera de 
los cônyuges, tanto si se trata de una titularidad comûn, co 
mo de una titularidad privativa (65).
El problema del mayor gravamen résultante de la acumu-
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laciôn fué ya puesto de manifiesto en aquellos anos (66), a 
la vez que iba abriéndose camino la idea de constituir a la 
familia en sujeto del impuesto (67).
2 2 . Administrador legal de la sociedad conyugal (68).
La determinaciôn de quién sea el administrador le­
gal de la sociedad conyugal supone tanto como el precisar a 
quien ha de imputarse la total renta imponible, como conse- 
cuencia de la acumulaciôn prevista (69). La norma general en 
en este sentido venia contenida en el articulo 59 del Côdigo 
Civil, segùn el cual, correspondia al marido la administraciôn 
de los bienes de la sociedad conyugal, salvo estipulaciôn en 
contrario. La reforma del citado cuerpo legal llevada a cabo 
por Ley de 2 de mayo de 1975, que afectô a este articulo, no 
alterô, sin embargo, el régimen previsto en el mismo en el 
punto que a nosotros nos interesa, ya que la modificaciôn con 
sistiô en suprimir determinadas limitaciones impuestas al me­
ner de 18 anos (70).
Respecte a la administraciôn de la sociedad legal de 
gananciales, el marido era el administrador de la misma, se­
gùn disponia el anterior articulo 1412 del Côdigo Civil, y 
salvo lo dispuesto en el articulo 59 del mismo Côdigo (71).
Asi pués, la acumulaciôn de los ingresos conyugales 
a efectos de tributaciôn, se producia generalmente en la per­
sona del marido (72). Excepcionalmente, correspondia a la mu­
jer la administraciôn de los bienes del matrimonio en los su­
puestos previstos en el articulo 1441 del Côdigo Civil (73). 
Originariamente, estos supuestos eran los siguientes;
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-cuando la mujer fuere tutora del marido,
-cuando hubiera pedido la declaraciôn de ausencia de és­
te,
-cuando se hubiere acordado la separaciôn a instancia 
de la mujer, por interdicciôn civil del marido,
-cuando el marido estuviese prôfugo o declarado rebelde 
en causa criminal, o 
-si hallândose absolutamente impedido para la administra 
ciôn no hubiere proveido sobre ello.
La Reforma de 2 de mayo de 1975, por un lado, suprimiô
el supuesto mencionado en tercer lugar y, por otro, los am-
pliô a los siguientes (74):
-en el supuesto de abandono de familia por el marido
(75), previéndose asimismo que 
-en el ejercicio de las medidas provisionales el juez 
podia otorgar la administraciôn de los bienes de la so­
ciedad conyugal indistintamente al marido o a la mujer 
(art. 68,42) .  Conforme al régimen previsto en la refor­
ma de 1958, sôlo excepcionalmente, y con anterioridad 
a la misma, en ningùn caso.
3 2 . Supuestos de no acumulaciôn de ingresos.
La acumulaciôn de ingresos en la sociedad conyugal, 
establecida como excepciôn al principle general de imputaciôn 
individual, no procedla en determinados supuestos. Esta ex­
cepciôn a la excepciôn (76), o lo que es lo mismo, aplicaciôn 
de la norma general, no se encontraba expresamente regulada 
en la Ley de 1932, siendo introducida por la Ley de reforma tribu­
taria de 1940, tal como se dériva de la redacciôn de su articu­
lo 54. La hipôtesis de no acumulaciôn quedaba referida a que 
hubiera mediado sentencia de divorcio; a este supuesto el tex
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to de 1954 anadiô el de separaciôn judicial (77). Veamos cada 
uno de ellos.
Por lo que se refiere a la "sentencia de divorcio", 
se trataba, de acuerdo con nuestro Côdigo Civil de la época, 
del divorcio imperfecto o mera separaciôn de vida en comûn, 
no del divorcio pleno o vincular, que no fué aceptado por el 
Côdigo hasta la reciente reforma de 1981 (78). qué situa- 
ciôn se referla entonces el numéro 3 del articulo 17 de la 
Ley de 1954 al emplear la expresiôn "sentencia de divorcio 
o separaciôn judicial"?. Esta separaciôn judicial no puede 
ser otra que la "providencia judicial" de separaciôn de los 
bienes de los cônyuges durante el matrimonio, que se regulaba 
en los articulos 1432 y siguientes del Côdigo (79), separa­
ciôn que podian solicitar el marido y la mujer cuando el côn 
yuge del demandante hubiera sido condenado a una pena que lie 
ve consigo la interdicciôn civil, o hubiera sido declarado 
ausente, o hubiere dado causa al divorcio (anterior art. 1433 
del Côdigo Civil) (80).
La Ley de 1954 y sus precedentes, se adecùan, como ve- 
mos, en su terminologia, a la del Côdigo Civil, pero no ocu- 
rre lo mismo con las ulteriores disposiciones sobre la mate­
ria. En efecto, en la reforma del Côdigo llevada a cabo en 
1958, por Ley de 24 de abril, se "desterrô" (81) del texto 
del mismo el término "divorcio", que fué sustituido por la 
expresiôn "separaciôn personal". Sin embargo, la Ley de refor 
ma tributaria de 1964 (art. 112), y el Texto Refundido de la 
Ley del Impuesto, de 1967 (art. 14), continuaron empleando
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el término divorcio, lo que fué objeto de crltica en alguna 
ocasiôn (82). En cualquier caso, en estos supuestos no proce­
dla la acumulaciôn de los ingresos obtenidos por los cônyu­
ges, siendo gravados marido y mujer independientemente; esto 
es, cada uno de ellos venla, en su caso, obligado a cumplir 
los dispuesto en la Ley reguladora del tributo como si el ma­
trimonio no se hubiera contraido (83).
Tanto para los supuestos de separaciôn mediante senten 
cia de divorcio o separaciôn personal, como para los de sepa­
raciôn judicial, ha de tenerse en cuenta el pârrafo primero 
del articulo 1439 del Côdigo Civil, relativo a los efectos 
econômicos de la reconciliaciôn entre los cônyuges, o la desa 
pariciôn de las causas que motivaron la separaciôn, respecti- 
vamente. En estos casos, el citado precepto disponia que "vol 
verân a regirse los bienes del matrimonio por las mismas re­
glas que antes de la separaciôn, sin perjuicio de lo que du­
rante ésta se hubiere ejecutado legalmente". A partir de la 
reforma de 2 de mayo de 1975, este régimen fué radicalmente 
modificado, estableciéndose que "no (se) alterarâ la separa­
ciôn de bienes decretada, salvo que los mismos esposos acuer- 
den lo contrario en capitulaciones matrimoniales".
4 2 . Supuestos de acumulaciôn con prorrateo de la exac­
ciôn.
Como es sabido, la acumulaciôn con prorrateo de la exa 
cciôn fué regulada por la Ley de 16 de diciembre de 1940, di£ 
poniendo su aplicaciôn a aquellos casos en que el régimen eco 
nômico del matrimonio fuere el de separaciôn de bienes, salvo
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que hubiese mediado sentencia de divorcio, supuesto al que 
acabamos de referirnos.
La separaciôn de bienes era el régimen econômico del 
matrimonio cuando asi se hubiere estipulado en capitulaciones 
matrimoniales (art. 1315 del Côdigo) y cuando el matrimonio 
se hubiese contraido violando las prohibiciones del articulo 
45 del côdigo Civil (art. 50,12 del mismo). Igualmente, la 
separaciôn de bienes es el régimen supletorio de primer grado 
en el Derecho forai de Cataluna (84) y Baléares (85). Entende 
mos que hasta 1954 también procedia la acumulaciôn con prorra 
teo de la exacciôn en los supuestos de separaciôn de bienes a 
instancia de parte (la llamada "separaciôn judicial") que pre 
veia el articulo 1433 del Côdigo Civil, que a estos efectos 
quedaban limitados al del cônyuge que hubiese sido declarado 
ausente y al que hubiese sido condenado a una pena que lleva- 
ra consigo la interdicciôn civil. Puesto que el otro caso con 
templado en el mencionado precepto era el del "divorcio" (mâs 
tarde "separaciôn personal"), que era el expresamente excep- 
cionado de toda acumulaciôn.
No obstante, la Ley de 1954 excluyô de la acumulaciôn 
los supuestos en que hubiese mediado sentencia de divorcio 
y también los de separaciôn judicial, por lo que a partir de 
aquella fecha la acumulaciôn con prorrateo de la exacciôn que 
daba expresamente limitada a los casos de separaciôn de bie­
nes, ya convencional, ya legal, anteriormente mencionados.
El régimen de acumulaciôn con prorrateo de la exacciôn
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entre los ingresos de los cônyuges supone, como su propia de- 
nominaciôn indica, que a efectos del câlculo de la total deu- 
da tributaria se suman las rentas obtenidas por el marido y 
la mujer (86), pero cada uno de ellos responde con independen 
cia del otro de sus obligaciones fiscales (87). A tal efecto, 
se lleva a cabo el "prorrateo", o mejor, asignaciôn de las 
cuotas a cada urîo de los cônyuges (88), en proporciôn a los 
ingresos que les hayan sido computados (89). En estos casos, 
segùn establecieron los sucesivos preceptos de referenda, 
la acumulaciôn se practicaba en la persona del marido, y si 
estaba incapacitado, en la de la mujer, con lo que parece in- 
dicarse que el cumplimiento de los deberes formales correspon 
de a uno solo de los sônyuges, debiendo consignarse en una 
misma declaraciôn la renta de ambos (90).
b") Relaciones paterno-filiales.
La llamada "acumulaciôn" de las rentas de los hijos 
menores no emancipados se planteaba como consecuencia del con 
tenido econômico de la patria potestad, ya que a tenor del 
articulo 160 del Côdigo Civil, "los bienes que el hijo no 
emancipado haya adquirido o adquiera con su trabajo o indus- 
tria, o por cualquier titulo lucrative, pertenecen al hijo 
en propiedad, y en usufructo al padre o a la madré que le ten 
g an en su potestad y compania". En realidad, como y a quedô 
indicado, no cabe hablar, por tanto, de acumulaciôn en senti­
do técnico, puesto que las rentas que en este caso se inclu- 
yen entre los ingresos del padre o, en su caso, la madré, co-
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rresponden realmente a estos (91).
Esta "acumulaciôn" de rentas no se encontraba expresa­
mente dispuesta por la legislaciôn reguladora del impuesto. 
Originariamente, ningun precepto se referia a ella. Posterior 
mente, el apartado b) del articulo 18 del texto de 1954, alu- 
diô al cômputo de la renta de los peculios de los hijos a los 
ingresos del padre, con ocasiôn de las deducciones de la base 
por cargas familiares (92). Y en anâlogo sentido se pronunciô 
el Texto Refundido de 1967 al regular las desgravaciones por 
familia (93). En cualquier caso, lo que interesa destacar es 
que esta cuestiôn se resolvia tradicionalmente dentro del mâs 
puro respeto al Derecho privado; esto es, la llamada "acumula 
ciôn de rentas respecte de los hijos sometidos a la patria 
potestad se llevaba a cabo siguiendo un criterio exclusivamen 
te juridico y no un criterio econômico (94).
Ta como se deduce de lo expuesto, esta "acumulaciôn" 
se planteaba ûnicamente, como norma general, respecte de los 
hijos menores no emancipados. Efectivamente, la emancipaciôn 
habilita al mener para régir su persona y bienes como si fue­
ra mayor (95), sin que las limitaciones que supone la necesi- 
dad de consentimiento o autorizaciôn para determinados actes 
sea relevante a nuestros efectos.
Ahora bien, aquella régla general tenla sus excepcio- 
nes, ya que en determinados casos los padres no adquirîan el 
usufructo de los bienes de los hijos, lo que ocurria en los 
siguientes supuestos; cuando el hijo, con consentimiento de
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los padres, viviese independiente de estos (art. 160, CC); 
cuando se tratara de hijo reconocido o adoptado (art. 166, 
CC) (96); cuando los bienes o rentas hubieran sido donados 
o legados al hijo no emancipado para su educacion o instruc- 
cion (art. 162, CC). Tampoco adquiria el usufructo el padre 
o madre que hubiese sido excluido de la herencia en los casos 
del articulo 761 del Côdigo, respecto de los bienes que por 
esta causa heredaran los hijos, ni cuando hubieren sido deshe 
redados conforme al articulo 857 del mismo cuerpo legal (97).
ôPuede entonces concluirse, afirmando que las rentas 
de los hijos menores no emancipados, siempre que no se trata­
ra de alguna de las excepciones sehaladas, se "acumulaban" 
en todo caso a las del padre o madre que ejerciera la patria 
potestad?. Para responder a esta pregunta es precise tener 
en cuenta cuales son los derechos, como usufructuario del ti­
tular de la patria potestad, y en este sentido, segùn el artl 
culo 471 del Côdigo Civil, "el usufructuario tendra derecho 
a percibir todos los frutos naturales, industriales y civi­
les, de los bienes usufructuados". Consecuentemente, la plus- 
valla realizada en virtud de enajenaciôn corresponde al nudo 
propietario, no al usufructuario, ya que no es fruto natural, 
industrial ni civil; esto es, debîa tributar por ella el hi­
jo y no el padre (98).
Por otro lado, a la vista del citado articulo 471, la 
doctrina se planteô la cuestiôn de si realmente las rentas
obtenidas por el hijo de su trabajo personal podian ser im- 
putadas a quien ejerciera la patria potestad; ello, a pesar
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de que el mencionado articulo 160 dispusiera que los bienes 
que el hijo no emancipado adquiriera con su trabajo o indus- 
tria pertenecerlan al hijo en propiedad y en usufructo al pa­
dre o madre que le tuviesen en su potestad y compahia, puesto 
que tal precepto se refiere a los "bienes", no a los rendi­
mientos o remuneraciôn de su trabajo. En este sentido, Albiha 
na y Garcia Anoveros (99) coincidlan en afirmar que respecto 
a taies rentas (100) no procedia su inclusion entre las ren­
tas del padre.
b') Sujeto pasivo de la relaciôn juridica tributaria 
en los supuestos de acumulaciôn.
Hasta ahora, el objeto de nuestra exposiciôn se ha 
centrado en el anâlisis de los supuestos en que se producia 
la acumulaciôn de rentas en la derogada legislaciôn de la im­
posiciôn personal sobre la renta, confirmando la recepciôn 
en nuestro Derecho tributario de la familia como unidad con- 
tribuyente (101), que precede asi en el tiempo a la configura 
ciôn de la unidad familiar como categoria tributaria.
Corresponde ahc^à xietênninarr.elfalcance de la existencia de 
una unidad contribuyente familiar sobre la asunciôn de la ti­
tularidad pasiva de la relaciôn tributaria; o lo que es lo 
mismo, quién es y cômo se configura el sujeto pasivo del im­
puesto en los supuestos de acumulaciôn (102). Ahora bien, el 
tema es por si mismo lo suficientemente amplio y complejo co­
mo para constituir objeto de consideraciôn aislada, y un anâ-
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lisis "in extenso" del mismo nos llevaria demasiado lejos. 
Por ello, nos limitamos a exponer las posiciones que al res­
pecto han sido sustentadas en nuestra doctrina.
A estos efectos, hemos de distinguir los supuestos en 
que el régimen econômico del matrimonio se corresponde con 
los de tipo comunitario -acumulaciôn que podemos llamar ordi- 
naria-, de aquellos en que tal régimen lo es de separaciôn 
-acumulaciôn con prorrateo de la exacciôn?.
Respecto de la acumulaciôn ordinaria o absoluta, dos 
tesis, fundamentalmente, han sido esgrimidas respecto a la 
determinaciôn del sujeto pasivo. Segùn una de ellas, se reco- 
noce como sujeto pasivo del impuesto a la sociedad conyugal, 
acudiendo a la figura del sujeto pasivo sin personalidad jurï. 
dica, prevista en el articulo 33 de la Ley general Tributa­
ria, entendiendo que la comunidad conyugal en el régimen de 
gananciales, y otros anâlogos, constituye una "unidad econômd^ 
ca susceptible de imposiciôn" (103).
Aunque mâs adelante hemos de referirnos al problema 
de la pretendida subjetividad tributaria de la unidad fami­
liar, vaya por delante nuestra opiniôn de que en ningùn caso 
la sociedad conyugal, el matrimonio, ni la familia mâs o me- 
nos ampliamente entendida, pueden asumir la titularidad pasi­
va de una relaciôn juridica; no sôlo por carecer de personally 
dad, sino también porque, sin perjuicio de que disfrute de 
una mayor o menor autonomîa patrimonial, no ostenta el tipo 
de organizaciôn requerido para su consideraciôn como sujeto 
de derecho.
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La segunda de las soluciones consistia en la atribu- 
ciôn de subjetividad tributaria a uno solo de los cônyuges: 
aquel que ostentara la administraciôn de la sociedad conyugal 
(generalmente el marido), puesto que a él se le atribuîan los 
ingresos de la misma (104).
Para Albinana, "admitida la sociedad conyugal como con 
tribuyente por el Impuesto sobre la renta de las personas fi­
sicas, el cônyuge que tenga su administraciôn legal séria el 
représentante (articulo 43-3 de la Ley General Tributaria) 
que actuaria ante la Hacienda Pûblica como sujeto pasivo" 
(105). Por su parte, J.L. Pérez de Ayala acude a la idea de 
ficciôn (106).
En los ùltimos tiempos de la vigencia del IGRPF comien 
za a apuntarse la tesis de que se trata de un supuesto de co- 
titularidad pasiva, afirmando Antôn:"ambos cônyuges son suje- 
tos pasivos, independientemente de que el administrador legal 
de la sociedad sea quien pague la deuda tributaria" (107).
Por lo que se refiere a la acumulaciôn con prorrateo 
de la exacciôn, se reconocen como sujetos pasivos a ambos côn 
yuges, si bien en punto a la atribuciôn de los deberes forma­
les, corresponde su cumplimiento al marido, y de estar éste 
incapacitado a la mujer (108). Tal es la interpretaciôn de 
la exoresiôn legal "la acumulaciôn se practicarâ en la perso­
na del marido, y si estuviese incapacitado, en la de la mu­
jer, sin perjuicio del prorrateo de la exacciôn entre los in­
gresos de los cônyuges" .
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En relaciôn con esta disposiciôn, aùn considerândose 
justificada como medida de lucha contra el fraude (109), se 
ha sehalado reiteradamente la dificultad que su cumplimiento 
podia entrahar en muchos casos, especialmente de separaciôn 
de hecho, asi como la "ignorancia que cada cônyuge puede invo 
car respecto del patrimonio y la renta del otro" (110).
Igualmente se recurre aqui a la idea de ficciôn (111), 
si bien parece descartarse la posibilidad de acudir a la re- 
presentaciôn, puesto que en este caso "el marido (ni la mu­
jer, de estar incapacitado aquél) no es représentante de la 
sociedad conyugal en su proyecciôn econômica" (112).
Por otra parte, entendian Arias Velasco y Garcia Berro 
que en los supuestos de régimen econômico de separaciôn de 
bienes, el cônyuge en quien se practicara la acumulaciôn asu- 
mia una posiciôn semejante a la del sustituto ya que "el pro­
rrateo de la exacciôn entre los ingresos de los cônyuges no 
hace sino facultar al marido -o mujer en su caso- para ejerci 
tar el derecho de traslaciôn, en cuanto parcialmente actùa 
como sustituto de su cônyuge" (113). También se hacia eco de 
esta opiniôn Romani, al afirmar: "que el establecimiento, en 
principio, de una sola liquidaciôn viene motivado por razones 
recaudatorias: al marido se le coloca en una situaciôn algo 
semejante a la del sustituto del contribuyente, en relaciôn 
con la deuda de su mujer. Lo que le aleja de la sustituciôn 
es que puede verse liberado de cualquier prestaciôn material 
(pago) y formai solicitando el prorrateo, posibilidad que se 
le cierra al verdadero sustituto. En definitiva, la Ley ha
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querido configurât, en el caso de separaciôn de bienes, el 
sujeto pasivo ùnico, con posibilidad, facultativa para los 
interesados, de existencia de dos obligados al pago prorratea 
dos" (114).
Por ultimo, entendra Garcia Anoveros que en el supuesto 
de referenda "al existir dos sujetos pasivos en una sola 
obligaciôn tributaria, se plantea el problema de si resultan 
obligados solidaria o mancomunadamente", considerando "de 
aplicaciôn el articulo 34, LGT" (115). Tal interpretaciôn, 
sin embargo, parece contradictoria con la propia expresiôn 
legal ("sin perjuicio del prorrateo de la exacciôn"), asi co­
mo con la interpretaciôn oficial de la misma, en el sentido 
de limitât la responsabilidad de cada cônyuge a la que perso- 
nalmente le correspondiera, segùn sus ingresos (116). Todo 
ello, con independencia de si realmente puede hablarse ce 
"concurrencia de titulares" en el hecho imponible en este su­
puesto (117).
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3. SEGUNDA ETAPA: ACUMULACION EN LA UNIDAD FAMILIAR. MANIFES­
TATION INICIAL DE ESTA FIGURA.
A.- La Reforma de 1978.
"A pesar de que su implantaciôn significô una induda- 
ble mejora respecte a la situaciôn anterior -ha escrito el 
profesor Ferreiro-, el sistema de 1964 hizo pronto patentes 
les defectos que encerraba. Este explica que, sobre todo a 
partir de 1973 se sucedieran les proyectos para su reforma 
(118). Pero esta no habria de iniciarse realmente hasta 1977. 
Cuando les defectos del sistema vigente, puestos insistente- 
mente de relieve desde les sectores académicos, profesionales 
y de la propia Administraciôn financiera, habîan llegado a 
difundirse tanto que se habia creado una verdadera conciencia 
generalizada de la necesidad de comenzar una nueva etapa en 
la vida tributaria del pais"(119). Esta nueva etapa se abre 
con la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, sobre Medidas Urgen­
tes de Reforma Fiscal (120), que "puede considerarse como el 
prologo necesario de la reforma" (121), todavla sin concluir,
que fué iniciada con la aprobaciôn de la Ley 44/1978, de 8
de septiembre, del Impuesto sobre las Renta de las Personas 
Fisicas (122).
El papel fundamental que, en el contexto de la reforma 
tributaria, corresponde al IRPF constituye un lugar comûn, 
por lo que no es necesario insistir sobre ello. Baste con in- 
dicar que el nuevo Impuesto es reiteradamente calificado como 
la modificaciôn mas profunda e importante de la imposiciôn
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directa, a la vez que es el eje de la misma, siendo concebi- 
do, no "Qomo algo aislado, sino como una pieza fundamental de 
un sistema de tributes que la reforma debe contemplar unita- 
riamente" (123).
La normativa contenida en la Ley de 8 de septiembre de 
1978 "représenta la creaciôn de un nuevo impuesto y no una 
reforma" del anterior IGRPF (124). En este sentido, la exposi^ 
ciôn de motives del Proyecto de Ley pone de relieve les très 
"grandes problemas" que, a nivel de conformaciôn estructural, 
présenta el impuesto sobre la renta, que son abordados en 
aquél con un profundo carâcter innovador. Asî, al referirse 
a las "caracteristicas bâsicas del impuesto", incide la expo- 
siciôn de motives en el carâcter de impuesto ùnico, en el con 
cepto de renta, y en les métodos de determinaciôn de las ba­
ses impositivas, senalândose lo siguiente:
"La Contribuciôn General sobre la Renta naciô estructura- 
da como un sobreimpuesto que recala exclusivamente sobre 
las rentas mas elevadas. Esta concepciôn del impuesto 
es la que permanecerâ formalmente hasta la Ley de 11 de 
junio de 1964 y, de hecho, hasta nuestros dias..." (125).
"La razôn de este hecho estriba, como es sabido, en 
que para los bajos niveles de rentas no es de aplicaciôn 
el Impuesto General, quedando sometidos los contribuyen- 
tes a la exacciôn ùnica y definitiva de la imposiciôn 
de producto..
"A superar esta situaciôn se dirige precisamente lo 
previsto en el présente proyecto de ley. En virtud del 
mismo desaparecen los discriminatorios impuestos a cuen- 
ta, tributando la totalidad de la renta de los sujetos 
en el seno del impuesto ùnico, sintético y personal que 
se disena..
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"Frente a la concepciôn tradicional de renta que se 
halla en la historia del impuesto y, en gran parte, en 
la legislaciôn actual, el proyecto adopta el concepto 
de renta genuine de un impuesto personal, esto es, el 
que équivale al consume mas la variaciôn neta en el va­
lor del patrimonio del contribuyente...".
"El tercer elemento matriz de la configuraciôn del 
proyecto ha consistido en devolver al Impuesto sobre la 
Renta la plenitud de sus bases. En la situaciôn vigen­
te..., la base del Impuesto sobre la Renta se encuentra 
hurtada por la proliferaciôn de las técnicas objetivas 
de un lado, y por las numerosas exenciones, reducciones 
y bonificaciones existentes, por otro...".
"El présente proyecto de Ley, en cambio, adopta ante 
este problema una soluciôn que arranca de la propia con­
cepciôn del Impuesto sobre la Renta como un impuesto ge­
neral y de masas, que, con tipos realistas, recae sobre 
bases amplias y comprensivas...".
"Sobre estos très pilares, impuesto ùnico, de base 
comprensiva y estimaciôn directa, descansa toda la arqui^ 
tectura técnica del proyecto...",(126).
Este profundo sentido innovador del Proyecto de Ley es 
igualmente vâlido con relaciôn al tema que nos ocupa, ya que, 
como es sabido, la unidad familiar es introducida en nuestro 
ordenamiento tributario con el IRPF de 1978 (127). Si bien,
por un lado, en la unidad familiar puede verse la continua- 
ciôn del sistema de imposiciôn acumulada, por otro, la unidad 
familiar supone una nueva configuraciôn de aquél, por cuanto 
la tributaciôn conjunta no implica ya ùnicamente la suma de 
bases imponibles en principio correspondientes a varias perso 
nas fisicas, sino la sujeciôn a todo un régimen de aplicaciôn 
del tribute, por referencia a la unidad familiar. Por ello.
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bien puede decirse que la figura de la unidad familiar, aun- 
que no supone una "ruptura" total con el sistema anterior, 
si implica una nueva configuraciôn del mismo, cuyo ùnico pun- 
to en comùn se encuentra en la pertenencia de ambos sistemas 
a los de tributaciôn conjunta (128).
La profunda modificaciôn que sobre la unidad familiar 
se llevô a cabo en el texto legal, respecto del Proyecto del 
mismo, justifica que este deba ser considerado como anteceden 
te inmediato de la regulaciôn de la unidad familiar en la Ley 
4 4/1 9 7 8, muchos de cuyos aspectos no pueden verdaderamente 
llegar a entenderse si no se parte d-e esta primera configura- 
ciôn.
B .- Proyecto ae Ley del Impuesto sobre la Renta de las Per 
sonas Fisicas.
a) Examen del Proyecto.
El Proyecto de Ley del Impuesto sobre la Renta par- 
tla de la configuraciôn de la unidad familiar como sujeto pa- 
sivo del impuesto (art. 49,1), distinguiendo dos categorlas 
de sujetos pasivos por obligaciôn personal de contribuir: la
unidad familiar que tuviese su residencia habituai en territo 
rio espahol, y las personas fisicas que, no formando parte 
de una unidad familiar, tuviesen igualmente su residencia ha­
bituai en territorio espahol.
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A estos efectos, se preveian dos modalidades de unidad 
familiar (art. 59): 1: la formada por "los conyuges y los hi- 
jos menores no emancipados, excepto los que, con el consenti- 
miento de sus padres, viviesen independientes de éstos", y 
2: la constitulda por "el cônyuge y los hijos que se encuen- 
tren bajo su patria potestad, en los casos de disoluciôn del 
matrimonio o separaciôn judicial".
La unidad familiar era considerada residente cuando resi 
diera en territorio espahol cualquiera de los conyuges (art. 
69,3). Y cuando el sujeto pasivo fuera la unidad familiar, 
"se acumularân todos los rendimientos y ganancias de capital, 
tanto de la sociedad conyugal como los privativos de los con­
yuges y de los hijos menores no emancipados, cualquiera que 
sea el régimen conômico de aquélla" (art. 7 9 ,3 ).
En el apartado 4 del articule 79 se disponia que "En los 
supuestos de anualidades satisfechas por alimentes, el impor­
te de las mismas se computarâ como ingreso del alimentario 
y no constituirâ renta gravable en el alimentista".
A "pages o prestaciones de cualquier clase" efectuados 
"entre las disintas personas que componen la unidad familiar" 
se referia el articule 19, num. 4, apartado c), para estable- 
cer, a efectos de la determinaciôn de rendimientos netos, que 
aquéllos no tendrân la consideraciôn de gasto deducible en 
ningûn case, y, en consecuencia, "tampoco se computarân como 
ingreso de la persona que los reciba".
En cuanto a las deducciones de la cuota Art. 29), de las
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previstas en el Proyecto, se relacionaban directamente con 
la unidad familiar, las siguientes:
- Deduccion por razon de matrimonio (art. 29,a).
- Deduccion por hijos, si bien la determinaciôn de los 
hijos que dan derecho a la misma no se corresponde exactamen- 
te con los que integran la unidad familiar (129).
- Deducciôn. especial cuando varies miembros de la unidad 
familiar obtengan rendimientos netos provenientes del trabajo 
personal, de explotaciones econômicas o de actividades profe­
sionales o artisticas, en cuantla superior a 150.000 pesetas, 
en cuyo case, la deducciôn general prevista (15.000 pesetas) 
"se incrementara aplicando a la misma el coeficiente que ré­
sulté de multiplicar 1,2 por el numéro de miembros que perci- 
ban dichas remuneraciones" (art. 29,d).
Al efecto de determinar la procedencia de las deduccio­
nes por cargas familiares, "en los casos de matrimonio, sepa­
raciôn judicial, divorcio y demas alteraciones en la situaci­
ôn familiar o personal del contribuyente durante el periodo 
impositivo, se tendrân en cuenta las circunstancias persona- 
les y familiares..., que existan en la fecha del devengo de 
Impuesto, como si estas hubieren concurrido durante todo el 
ano" (art. 27).
Especial importancia tiene el artlculo 31 , relative al 
"prorrateo y responsabilidad del pago de la deuda tributaria" 
segun el cuâl:
"1. Cuando el régimen econômico del matrimonio sea el
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de separaciôn de bienes, la deuda tributaria se prorra- 
tearâ segûn los rendimientos y ganancias de capital de 
cada cônyuge.
2. En el supuesto del apartado anterior, cada cônyuge 
sera responsable ante el Tesoro Publico del ingreso de 
su respectiva porciôn tributaria.
3. En el caso de rendimientos y ganancias de capital 
de la unidad familiar, que no se encuentre en el supue£ 
to previsto en los apartados anteriores, sera responsa­
ble del pago de la deuda tributaria el cônyuge que ten- 
ga la administraciôn legal de la sociedad conyugal o 
el que ostente la patria potestad de los hijos menores 
no emancipados, segûn los casos".
Por ultimo, en el supuesto de unidad familiar, estaba 
obligado a presentar declaraciôn "la persona que tenga la ad­
ministraciôn legal de la sociedad conyugal. Cuando el régimen 
econômico del matrimonio sea el de separaciôn de bienes, la 
declaraciôn sera suscrita por ambos cônyuges, en su calidad 
de administrador de sus respectives bienes..." (art. 34,2).
De la exposiciôn que antecede puede deducirse lo siguien 
te: De un lado, el Proyecto pretende la configuraciôn de una 
nueva modalidad de sujeto pasivo sin personalidad juridica: 
la unidad familiar; pero de otro, existe una tendencia a "tras 
ladar" disposiciones del régimen de acumulaciôn previsto en 
el anterior impuesto, asî como a emplear la terminologîa del 
mismo, lo que se hace patente en el contenido del artlculo 
31, relativo al prorrateo y responsabilidad del pago de la 
deuda.
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Por lo que se refiere a la relaciôn con el Derecho priva 
do, cabe apreciar una notable influencia del mismo, lo que 
no es mas que una consecuencia de la tendencia a seguir la 
estructura del anterior régimen de acumulaciôn. En este senti^ 
do subyace en el Proyecto una intrînseca contradicciôn, ya 
que si se acoge la figura de la unidad familiar como sujeto 
pasivo, por motivos de indole fundamentalmente econômica, co­
mo veremos en su momento, no se explica que después, a la ho- 
ra de determinar el régimen de aquélla, se acudan a criterios 
juridico-privados. La aplicaciôn de estos criterios, que te­
nia su razôn de ser en la CGR y en el IGRPF, choca con la de- 
finiciôn de la unidad familiar, se aviene malamente con esta 
definiciôn. Asi, por ejemplo, se excluyen a los hijos emanci­
pados de la unidad familiar, atendiendo a criterios juridico- 
privados, pero se acumulan todas las rentas de los no emanci­
pados, atendiendo a criterios econômicos.
En este sentido, la disposiciôn que ms extraneza, e in­
cluse perpelejidad, ocasiona, es la contenida en el numéro 
3 del articule 31, ya que aûn declarândose sujeto pasivo a 
la unidad familiar, el "responsable" del pago de la deuda tri 
butaria es une solo de los cônyuges. Con ello se repite la 
problemâtica del IGRPF, pero agravada. &Qué alcance tiene esa 
declaraciôn de "responsabilidad"?. Es de suponer que se refie 
re a la responsabilidad material del pago, o ingreso de la deu 
da tributaria. Pero ^y los restantes miembros de la unidad 
familiar, puede exigirseles esta "responsabilidad?. también 
es de suponer que séria de aplicaciôn el articule 39 de la
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LGT, pero dado que la unidad familiar no tiene un patrimonio 
separado sobre el que hacer efectiva la deuda, ni el adminis­
trador legal de la sociedad conyugal o el que ostente la pa­
tria potestad de los hijos, es "représentante" (art. 44, LGT) 
de la unidad familiar, al "responsable" al que se refiere el 
artlculo 31 del Proyecto, se le esta atribuyendo una responsa 
bilidad personal por la deuda tributaria correspondiente a 
la acumulaciôn de las rentas de los miembros que constituyan 
la unidad familiar. Dado que el administrador legal de la so­
ciedad conyugal, de acuerdo con la regulaciôn del Côdigo Givi 
vigente en 1978, era generalmente el marido, ôpuede justifi- 
carse esta "relegaciôn" de la mujer casada en el âmbito tribu 
tario? (130). (juizâs la ùnica explicaciôn plausible a este precepto 
pueda encontrarse en razones œ  inercia conceptual respecto 
a la legislaciôn anterior, si bien el hecho de que tal precep 
to deba entenderse referido a la responsabilidad del hecho del 
ingreso del tributo, no aclara las dudas que el precepto origi- 
na.
Otro problema importante de este Proyecto de Ley, que 
trasciende, en cierta medida, al texto de la Ley, es la signi^ 
ficaciôn de su terminologîa en cuanto a las categorlas de su­
jeto pasivo y contribuyente, que, como vemos, no es mas que 
una consecuencia de la falta de precisiôn técnica con que se 
define el elemento subjetivo de la relaciôn tributaria. La 
declaraciôn de subjetividad de la unidad familiar se ve asî 
desvirtùada en el propio articulado, ya que el impuesto se 
estructura, en mucho de sus aspectos, sobre un "contribuyen-
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te" persona flsica, que, también es de suponer, sera aquel 
que asume la "responsabilidad" de la deuda tributaria. Asî, 
por ejemplo, el artîculo 27 se refiere a los casos de matrimo 
nio, separaciôn judicial, divorcio y demâs alteraciones en 
la situaciôn familiar o personal del contribuyente; y con mas 
claridad aûn en el artîculo 26, relativo al periodo impositi­
vo inferior al aho, en el que se considéra omo ûnica causa 
relevante a tal efecto "el fallecimiento del contribuyente" 
(131). También surge la duda de a quién quiere referirse con 
el término "contribuyente", en la tan traîda y llevada deduc­
ciôn de 10.000 pesetas por gastos personales, sin necesidad 
de justificaciôn (132).
De ello sôlo pueden derivarse dos conclusiones: o bien
los términos contribuyente y sujeto pasivo son empleados en 
un sentido distinto al acunado en la Ley General Tributaria, 
o bien se olvidô la existencia de la unidad familiar-sujeto 
pasivo en numerosos preceptros; aunque también es posible que 
hayan de deducirse las dos cosas.
En definitiva, el Proyecto de Ley, por lo que a regulaciôn 
de la unidad familiar se refiere, presentaba sérias incerti- 
dumbres, problemas y lagunas que, en ultima instancia, prove- 
nîan de la atribuciôn de subjetividad a un ente que carece 
de capacidad para asumir derechos y obligaciones, asî como 
de la tendencia a "trasplantar" soluciones del anterior im­
puesto, sin tener en cuenta que el elemento subjetivo del tr_i 
buto habîa cambiado sustancialmente (133).
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Con esta situaciôn se afrontô la tramitaciôn parlamenta-
ra de la Ley del Impuesto sobre la Renta.
b) Tramitaciôn Parlamentaria: modificaciones.
"Muchas de las horas consumidas en el estudio parlamen
tario de la materia, escribe Cazorla refiriéndose al Proyecto
de Ley, tuvieron como fin dar forma y expresiôn juridica a 
algunas disposiciones que, en principio y tal como venîan del 
Gobierno, no eran mas que decisiones politico-econômicas ale- 
jadas del carâcter de norma juridica" (134). Tal es, precisa­
mente, la consideraciôn que ha de aplicarse a la regulaciôn 
de la unidad familiar, siendo patente el elemento econômico 
Insito en las normas del impuesto a aquélla referidas. "El 
Parlamento, a la vista de ello, no pudo dejar de introducir 
su pluma en el Proyecto de Ley sobre la Renta, con el objeto 
de moldear en norma juridica lo que en parte era ùnicamente 
expresiôn politico-econômica" (135).
De las distintas fases del proceso législative parlamen- 
tario una fué especialmente trascendente: la llamada fase de 
Ponencia, ya que en ella "casi con carâcter definitive, salvo 
algunas môdificaciones de mener entidad, (se) elaborô el ac­
tual texto de la Ley sobre Renta" (136). A la fase de Ponen­
cia hemos, por tanto, de referirnos (137).
El Informe de la Ponencia se hace eco, nada mâs iniciar­
se, de la problemâtica de la terminologîa tributaria del Pro­
yecto, formulândose, dentro de las observaciones générales.
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una advertencia sobre la misma (138).
Modificaciôn fundamental llevada a cabo en el seno de 
la Ponencia fué la relativa a la formulaciôn del sujeto pasi­
vo del tributo. Aunque no se habia presentado enmienda alguna 
al artlculo 49 del Proyecto, la Ponencia estimô, por unanimi- 
dad, que debia introducirse en él "alguna precisiôn técnica 
indispensable" (139)."En efecto, se afirma, el proyecto atri- 
buye la calificaciôn de sujeto pasivo a la unidad familiar, 
pero esa calificaciôn no es correcta por dos razones fundamen 
tales :
1^. Porque la unidad familiar carece de personalidad y 
no puede, en consecuencia, ser titular de derechos y 
obligaciones, y
2^. Porque en la hipôtesis de que la unidad familiar que 
dara comprendida dentro de los supuestos de entes sin 
personalidad juridica a que hace alusiôn la Ley General 
Tributaria, seria necesario sehalar la figura de un admi^  
nistrador o représentante de la unidad familiar y califi 
car como responsable de la obligaciôn tributaria a los 
restantes miembros que componen dicha unidad familiar...". 
"Por las expresadas razones, la Ponencia estima que la 
diferencia esencial debe hacerse entre personas fisicas 
que no constituyen unidad familiar y personas fisicas 
que constituyan una unidad familiar, reconociéndose en 
este ultimo caso a todas ellas la calidad de sujeto pasi 
vo del Impuesto" (140).
La larga cita se encuentra justificada por la trascenden 
cia de las afirmaciones que en ella se contienen, ya que to­
das las modificaciones introducidas en el régimen de la uni­
dad familiar parten de esa consideraciôn previa. Asimismo,
289
introduce la Ponencia la idea de la solidaridad, verdadera 
clave de esta figura, al entender que "El pincipio de solida­
ridad en la deuda tributaria que se consagra en este articule 
4 9 , en relaciôn con los articules 31 y 34 de esta Ley, no ha­
ce, en fin, sino confirmar en el ârea de este Impuesto, una 
norma comûn contenida en el articule 34 de la Ley General Tri^  
butaria", proponiéndose a continuaciôn la redacciôn del arti­
cule 49 que, prâcticamente, con el mismo tenor literal, pasô 
al texto definitive.
El numéro 3 del articule 79, que establecia la acumula­
ciôn de los rendimientos y ganancias de capital cuando el su­
jeto pasivo fuese la unidad familiar, fué modificado conse- 
cuentemente, acogiendo ademâs la nueva terminologia de incre- 
mentos de patrimonio. El texto propuesto por la Ponencia fué 
acogido literalmente en la Ley.
Tan solo una enmienda se habia presentado al numéro 3 
del articule 79. Fué formulada por Lôpez Rodô, del Grupo Par- 
lamentario de Alianza Popular, y proponia que "las personas 
casadas y los hijos menores no emancipados (fuesen) gravados 
independientemente unos de otros" (141). Como fundamento se 
alegaba que "en unos tiempos en que muchas parejas, que constitu­
yen de hecho una unidad familiar, prescinden del matrimonio, 
no parece oportuno penalizar a éste fiscalmente". La enmienda 
no prospéré porque, como puso de relieve la Ponencia, "Toda 
la construcciôn del proyecto se basa en la conceptuaciôn de 
la unidad familiar como entidad econômica dotada de una espe-
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cifica capacidad contributiva, lo que obliga a la acumulaciôn 
de todos los rendimientos e incrementos de patrimonio para 
determinar la renta sometida a imposiciôn" (142).
Ciertamente, y haciendo abstracciôn de todo juicio de 
valor sobre el contenido de la propuesta en si mismo conside­
rado en cuanto a gravar independientemente a los miembros de 
la familia, la supresiôn de la acumulaciôn sôlo podia plan- 
tearse desde una enmienda a la totalidad (143); y, desde lue- 
go, carece de sentido no yendo acompahada de una nueva confi- 
guraciôn del sujeto pasivo (144), sobre el que, curiosamente, 
no se présenté enmienda alguna, como ya quedô indicado.
Por lo que se refiere a las modalidades de unidad fami­
liar previstas en el articulo 59, la intervenciôn de la Ponen 
cia supuso, igualmente, innovaciones de entidad, que pueden 
clasificarse en très ôrdenes: inclusion de nuevas figuras y 
alteraciôn de las previstas, sistematizaciôn de las modalida­
des, e incorporaciôn de una norma de no pertenencia simultâ- 
nea. En cuanto a lo primero, parte la Ponencia de una enmien­
da (la numéro 6), suscrita por el Grupo parlamentario Comuni^ 
ta, proponiendo que en el numéro 2 del articulo 5 se recogie- 
ran "los casos de separaciôn matrimonial de mayor relevancia 
sociolôgica" (145). La "parte sustancial" de la misma fué aco- 
gida y, ademâs, "en armonia con el espiritu" que la anima, 
se estimô que "forman unidad familiar el padre o madré solte- 
ros y los hijos menores que con ellos convivan" (146). A ello 
se anadiô la figura de "los hermanos sometidos a tutela", sin 
que conste ninguna aclaraciôn al respecto, ni mediara enmien-
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da alguna en este sentido (147).
En la determinaciôn de los hijos que forman parte de la 
unidad familiar se suprimieron las palabras "no emancipados", 
"con el propôsito de eliminar las posibilidades de emancipa- 
ciones con f inalidades de fraude a la ley" (148). La redacciôn 
propuesta para el precepto fué integramente acogida en el tex 
to de la Ley.
Como consecuencia de las modificaciones anteriores, se 
alterô el articulo relativo a "residencia de la unidad fami­
liar" (art. 62,3), con la redacciôn que habria de pasar igua^ 
mente al texto definitivo.
En cuanto a la regulaciôn del periodo impositivo infe­
rior al ano (149), considéré acertadamente la Ponencia que 
"sôlo contempla el supuesto del fallecimiento del contribuyen 
te que no esté incluido en una unidad familiar. Por ello debe 
completarse regulando este ultimo supuesto, que es precisamen 
te el mâs frecuente" (150). En este sentido, se amplla el elen 
co de hechos que dan lugar a la interrupciôn del periodo impo 
sitivo, se compléta y dâ una regulaciôn mâs técnica a la de­
terminaciôn de la base y de las deducciones a aplicar, en aque 
llos supuestos, disponiéndose asimismo la obligaciôn solida- 
ria frente a la Hacienda Pûblica de los herederos y legata- 
rios, junto con los sujetos pasivos supérstites de la unidad 
familiar.
En materia de deducciones de la cuota (151), se acuerda 
elevar la deducciôn por matrimonio y por hijos (152), ampliân
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dose asimismo el âmbito de la procedencia de esta deducciôn 
(153). Se eleva y amplla la deducciôn por miembro de la unidad 
familiar disminuldo fîsica o psîquicamente, inicialmente refe 
rida sôlo a los hijos, y a la exclusiôn de los hijos casados 
o religiosos, de entre los que dan derecho a deducciôn, se 
asimilan los que sean miembros de Institutes seculares. Se 
incrementa la deducciôn a aplicar cuando mâs de un miembro 
de la unidad familiar obtiene rentas, siendo el coeficiente 
multiplicador de 1,3 en lugar de 1,2 y se rebaja la cuantla 
de renta exigida en este sentido, a 75.000 pesetas. Se propu- 
so igualmente un incremento de la deducciôn general (de 15.000 
a 16.000 pesetas), ùnica de estas propuestas que no fueron 
acogidas en el texto de la Ley.
En esta llnea de sistematizaciôn y armonizaciôn, se rec- 
tifica, "por razones de técnica juridica" (154), la redacciôn 
del apartado correspondiente a la deducciôn por enfermedad, 
accidente o invalidez, en el sentido de sustituir la referén 
cia de taies circunstancias al "contribuyente, su cônyuge, 
hijos..., y ascendientes y otros descendientes legltimos...", 
por "personas que componen la unidad familiar" o "den derecho 
a deducciôn de la cuota" (155).
En cuanto a la determinaciôn de las circunstancias perso 
nales y familiares a efectos de deducciones de la cuota, cuya 
redacciôn, como vimos era fragmentaria y déficiente en su re­
gulaciôn, es objeto de "nueva redacciôn que lo clarifique y 
le infunda mayor rigor" (156). A tal efecto, se establece una 
especie de clausula general, en lugar de una enumeraciôn ca-
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suistica de las situaciones personales y familiares, supri- 
miendose la confusa alusiôn al "contribuyente" (157).
En lôgica correspondencia con la nueva configuraciôn del 
sujeto pasivo del impuesto, se procédé a modificar la responsa 
bilidad de los sujetos pasivos integrados en una unidad fami­
liar, constituyendo asi un nuevo régimen de sometimiento a 
tributaciôn de aquélla, que es lo que debe considerarse la inno- 
vaciôn fundamental. En este orden, manifiesta la Ponencia res 
pecto al artîculo 31 del Proyecto, que "es pertinente procé­
der a una reelaboraciôn compléta del precepto, dirigida a con 
templar hipôtesis que no estân contempladas en el mismo y, 
lo que mâs importa, a armonizarlo con los criterios de técni­
ca juridica y con la terminologia empleados en la Ley General 
Tributaria" (158). Asi, se considéra que "la relaciôn existen 
te entre la Hacienda Pûblica y la persona obligada al pago 
de la deuda tributaria se califica como relaciôn de responsa­
bilidad , siendo asi que los sujetos pasivos del impuesto son 
deudores del mismo y como tal deben ser calificados... y pre­
cisamente en régimen de solidaridad, en armonia con lo dis- 
puesto en el articulo 34 de la Ley General Tributaria, y sin 
perjuicio del prorrateo interno entre los interesados" (159). 
En consecuencia, "la Ponencia propone por unanimidad un nuevo 
texto completo del articulo 31 inspirado en los principios 
a que acaba de aludirse. Merced a ese nuevo texto se distin- 
guen con claridad las relaciones del Fisco con los contribu- 
yentes y las relaciones internas de los contribuyentes entre 
si" (160).
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Por ultimo, se propuso un nuevo texto del articulo 34, 
relativo al deber de declarar, notoriamente ampliado y siste- 
matizado, ya que las normas contenidas en la redacciôn ini- 
cial eran insuficientes en el caso de unidad familiar. Por 
ello "es ineludible introducir normas précisas que determiner 
el contenido de la declaraciôn en el caso de que en la unidad 
familiar estén ambos cônyuges y sehalar los efectos juridicos 
de los distintos tipos de comportamiento que los cônyuges pue 
den seguir en punto al contenido y a la firma de la declara- 
ciônV Finalmente, el régimen de obligaciôn solidaria de la 
deuda impositiva que afecta a todos los componentes de la uni^  
dad familiar exige que ese mismo mecanismo se extienda al âm­
bito de las sanciones por las infracciones que se puedan come 
ter" (161 ).
A las modificaciones sehaladas hay que ahadir la incorpo­
raciôn de la figura de la unidad familiar al articulo 16,1 
apartado c), referido a los rendimientos provenientes de la 
propiedad o posesiôn de inmuebles urbanos, y al articulo 19,1, 
22,b) apartados b') y c'), donde se regular determinadas cate 
gorias de gastos deducibles.
c) Juicio valorativo.
Si, en esta linea de ofrecer una visiôn global de 
la Ley, nos colocamos en el trance de efectuar un juicio valo 
rativo de la misma en comparaciôn con la regulaciôn contenida 
en el Proyecto, hemos de afirmar que, sin duda alguna, el tex 
to definitivo ganô en sistematizaciôn y rigor juridico, sien-
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do, desde luego, mâs completo y coherente el régimen de la 
unidad familiar en él contenido, que el inicialmente previs­
to.(162) .
En este sentido, es necesario poner de manifiesto que 
la importante intervenciôn de la Ponencia de la Comisiôn de 
Hacienda del Congreso, a la que se debe, como hemos visto, 
la actual regulaciôn de la unidad familiar, no ha sido, a 
nuestro entender, adecuadamente valorada en muchas ocasiones, 
especialmente cuando tal valoraciôn se efectùa en parangôn 
con las normas iniciales del Impuesto.
Reconociendo los numerosos problemas y dificultades que 
la unidad familiar suscita y ocasiona, y que en modo alguno 
pueden negarse, es preciso reconocer también que, en todo ca­
so, han de ser menores que los que se derivarian de una conf^ 
guraciôn de la unidad familiar como sujeto pasivo, lo que es 
aberrante desde el punto de vista juridico, y cuya eficacia 
no puede ir mâs allâ de la de ser una mera de claraciôn, que 
en ningûn caso es suficiente para otorgar a la unidad fami­
liar tal calificaciôn,(163).
Por otra parte, el Proyecto de Ley era absolutamente in- 
sufiente en cuanto a la regulaciôn de la unidad familiar, con 
tradictorio en numerosos puntos con la definiciôn inicial de 
la misma, e intentaba aplicar en 1978 una normativa ya obsole 
ta desde hacla ahos. En este sentido, y frente a lo que se 
ha entendido en ocasiones (164), la Ponencia no solo modi'fi&ô 
la definiciôn de unidad familiar como sujeto pasivo, tal como
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ha quedado expuesto; tal modificaciôn fué acompahada de toda 
una consecuente revisiôn del texto legal. Si algun precepto 
pasô inadvertido, ello es verdaderamente marginal en compara­
ciôn con la labor de depuraciôn técnica y juridica llevada 
a cabo, y en modo alguno puede utilizarse, en nuestra opi—  
niôn, para desvirtùar o descalificar esa tarea.
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4. CONCLUSIONES.
La unidad familiar es una nueva categorîa tributaria 
introducida en nuestro ordenamiento con el IRPF de 1978. Sin 
embargo, los antecedentes de esta figura se remontan a los 
propios origenes de la gestaciôn del principio de personali­
dad. Por antecedentes de la unidad familiar entendemos la acu 
mulaciôn subjetiva de rentas, en principio pertenencientes 
a distintas personas fisicas. La diferencia sustancial entre 
la situaciôn anterior y la perfilada por el Impuesto de 1978 
estriba en que, en esta ultima, la acumulaciôn subjetiva de 
bases imponibles se verifica por referencia a la unidad fami­
liar, mientras que en aquélla, tal acumulaciôn tiene lugar 
aludiendo directamente a las personas cuya renta se ha de corn 
putar de forma conjunta. En ambos casos nos encontramos con 
una unidad contribuyente supraindividual, pero sôlo en el vi­
gente Impuesto sobre la Renta cabe hablar propiamente de todo 
un régimen de aplicaciôn del tributo en funciôn de la i n d u —  
siôn del sujeto pasivo en aquélla unidad contribuyente.
Distinguimos asi dos etapas en el evoluciôn histôrico- 
legal analizada. En la primera, que abarca desde 1810 hasta 
el Proyecto de Ley del IRPF de 1978, la acumulaciôn se verify 
ca en la persona de uno de los cônyuges, generalmente el mari 
do. En la segunda, tal acumulaciôn tiene lugar en el seno de 
la unidad familiar y comienza, por tanto, con la manifesta- 
ciôn inicial de esta figura.
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La primera manifestaciôn de la unidad familiar se pro­
duce en el Proyecto de Ley del vigente IRPF. Sin embargo, la 
diferencia sustancial que, respecto al mismo, se llevô a cabo 
en el texto definitivo, justifica que aquélla deba ser consi­
derada antecedente iùmediato de la actual regulaciôn de la 
unidad familiar.
Hemos pasado atenta revista a la evoluciôn histôrico- 
legal de estos antecedentes, procurando centrar las disposi­
ciones analizadas en el contorno juridico en el que se encuen 
tran insertas y en el âmbito en que se producen, a fin de pro 
porcionar una mejor comprensiôn de la misma y una valoraciôn 
mâs adecuada de su contenido
La tributaciôn conjunta, verdadera constante de nues­
tra imposiciôn personal, présenta, por lo que a la primera 
de esas etapas se refiere, unas caracteristicas definidas:
- La acumulaciôn se produce ùnicamente respecto de los 
cônyuges. En ocasiones se alude a la llamada "acumulaciôn de 
las rentas de los hijos", pero en realidad no se trata de ver 
dadera acumulaciôn; las relaciones paterno-filiales, en el âm­
bito de la imposiciôn personal sobre la renta, no son mâs que 
una consecuencia del contenido econômico de la patria potes­
tad, rigiéndose por un criterio exclusivamente juridico-priva 
do. Esta consideraciôn enlaza con la otra de las notas que 
deben sehalarse: el respeto al Derecho privado.
Efectivamente, en el sistema de acumulaciôn estableci- 
do por la norma tributaria cabe apreciar una considerable in-
299
fluencia y un estricto respeto a las normas del Derecho priva 
do que regulan la titularidad de las distintas categorlas de 
rentas y bienes, asi como a las normas relacionales del Dere­
cho de familia. Ello es asi, no sôlo en el âmbito de las rela 
ciones paterno-filiales, ya apuntadas, sino también en el de 
las relaciones conyugales, si bien cabe apreciar aqul una evo 
luciôn, en el sentido de ir desprendiéndose paulatinamente 
la normativa tributaria de las disposiciones del Derecho pri­
vado reguladoras de las relaciones econômicas entre los cônyu 
ges.
Asi, desde 1932 a 1940, durante la vigencia de la CGR, 
y prescindiendo de otros antecedentes, sôlo se acumulan los 
ingresos procédantes de los bienes de la sociedad conyugal, 
siendo gravada la mujer independientemente por los ingresos 
de los bienes parafernales, ya que a ella correspondla la ad­
ministraciôn de los mismos.
A partir de 1940, la acumulaciôn queda referida a los 
ingresos de la sociedad conyugal, asumiendo la titularidad 
pasiva de la relaciôn tributaria el cônyuge que tenga la admi^  
nistraciôn legal de dicha sociedad. En el supuesto de régimen 
econômico de separaciôn de bienes, la acumulaciôn se produce 
igualmente, pero cada cônyuge es sujeto pasivo, respondiendo 
como deudor de su parte de cuota prorrateada.
Esta vinculaciôn del Derecho tributario al Derecho pri 
vado debe entenderse en el contexto histôrico en que se produ 
ce, sin que quepa derivar consecuencias de la misma en punto 
a lo que debe ser la actual regulaciôn de la tributaciôn de
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las rentas familiares, ya que la considerable evoluciôn con­
ceptual y dogmatica de nuestra disciplina aporta hoy dla ele- 
mentos suficientes para dar soluciôn propia a este problema. 
No obstante, la prudencia de criterios con que nuestro legis­
lator histôrico ha solventado la acumulaciôn de las rentas 
de los cônyuges, acogiéndose a criterios juridico-privados 
ya acuhados y de. honda raigambre en nuestro Derecho patrio 
merece la critica mas elogiosa, a nuestro juicio, y la mas 
favorable de las opiniones.
Hemos aludido a las distintas explicaciones que, a efec 
tos de configuraciôn dogmatica, se han formulado en nuestra 
doctrina acerca de la acumulaciôn de rentas llevada a cabo 
en el IGRPF, de las cuales se desprende que no siempre parece 
haberse hecho cuestiôn suficiente de esta importante problema 
tica.
Con el IRPF de 1978 se produce un cambio de orienta- 
ciôn sustancial respecto a la situaciôn anterior, si bien 
existe una tendencia a trasladar situaciones de esta ultima, 
que dificilmente pueden encontrar encaje adecuado en la nueva 
formulaciôn del elemento subjetivo del tributo que en aquél 
se contiene. En efecto, en el Proyecto de Ley, la unidad fami 
liar se definia como sujeto pasivo, pero a la hora de configu 
rar la responsabilidad de la deuda tributaria se acoge exacta 
mente la normativa del anterior Impuesto. En este sentido, 
se disponia que el cônyuge que tenga la administraciôn legal 
de la sociedad conyugal era "responsable" del pago de la deu-
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da tributaria, y en el supuesto de régimen econômico de sepa­
raciôn de bienes cada cônyuge era responsable ante el Tesoro 
Publico del ingreso de su respectiva porciôn tributaria (art. 
31 del Proyecto de Ley).
La exposiciôn del régimen de unidad familiar en el Pro 
yecto de Ley pone de manifiesto su falta de congruencia juri­
dica, y de sistematizaciôn, asi como la existencia de impor­
tantes lagunas en cuanto a la presencia de esta figura, en 
numerosos supuestos. La atribuciôn de subjetividad a la uni­
dad familiar se vé desvirtùada en el propio desarrollo del 
articulado, que parece mâs bien construirse -no podria ser 
de otra forma- sobre la base de un sujeto pasivo persona fisi 
ca. Importante problema de esa regulaciôn, que habria de tras 
ladarse, aunque en menor medida, a la regulaciôn actual, es 
la falta de precisiôn en la utilizaciôn de los términos con­
tribuyente y sujeto pasivo.
En la tramitaciôn parlamentaria del Proyecto, y debido 
fundamentalmente a la intervenciôn de la Ponencia de la Comi­
siôn de Hacienda del Congreso, se modificô sustancialmente 
la configuraciôn prevista en las normas iniciales, en el sen­
tido que finalmente habria de disponerse en la Ley 44/1978, 
de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la Renta de las perso­
nas Fisicas.
Hemos puesto un especial interés en analizar la revi­
siôn parlamentaria del Proyecto de Ley enviado por el Gobier­
no, con la finalidad de poner de manifiesto lo que, a nuestro
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juicio, no siempre ha sabido reconocerse: la positiva modifi­
cation de la definicion y del regimen de la unidad familiar, 
llevada a cabo en la misma. Reconociéndose los numerosos pro- 
blemas que la unidad familiar plantea, debe admitirse igual- 
mente que el texto definitive gano en sistematizacion, cohe- 
rencia y rigor juridico, llevandose a cabo una importante la­
bor de revision de todo el resto del articulado, no solo para 
armonizarlo con la nueva definicion del sujeto pasivo, sino 
también para llenar las lagunas contenidas en las normas ini- 
ciales, aun con referenda a la propia definicion del sujeto 
pasivo inicialmente prevista.
Aunque el concepto juridico legal de unidad familiar 
viene regulado en la Ley del Impuesto en los articules dedica 
dos al sujeto pasivo, distinguiendose entre sujetos pasivos 
que pertenezcan a una unidad familiar, y sujetos pasivos no 
incluidos en una unidad familiar, de esa pertenencia se deri- 
van importantes efectos obre la configuracion de los distin- 
tos elementos de la relacion juridica tributaria, cuya titula 
ridad pasiva aquel asume. A tal analisis hemos de dedicar el 
resto de nuestro trabajo.
5. NOTAS.
(1) Boletin Oficial de las Cortes, num. 46, de 11 de enero
de 1978; también aparece publicado en Civitas,REDF, Num. 
17-18, 1978, pâg. 95.
(2) Explîcitamente a la "acumulacion de las rentas de la so- 
ciedad conyugal", como origen de la situation creada por 
la regulaciôn de la unidad familiar, se refiere H. RODR^ 
GUEZ, "La familia y el Impuesto...", cit.,pâgs. 1477 y
1478; GOTA ('JTratado. . . ", cit., t.I, pâgs. 1 55 y ss.),
utiliza el termine "unidad familiar", al analizar la hi^ 
toria del impuesto sobre la renta, para aludir a la acu­
mulacion; para RAMALLO ("La unidad familiar...", cit., 
pâg.68), "En el nuevo ordenamiento tributario espanol 
que régula la imposiciôn personal no se ha cambiado el 
sistema de acumulacion de rentas, que afecta a la base 
imponible..., pero se ha intentado dar una configuraciôn 
juridica homogénea a la UF...".
(3) Obviamente, elle no se contradice con los sentidos es-
tricto y amplio del concepto de unidad familiar analiza- 
do, ya que, precisamente, antes no existla la unidad fa­
miliar como categorîa tributaria. Asl, mientras que en 
el âmbito del Derecho comparado hemos procurado dar una 
vision general del tratamiento de las rentas familiares 
para poder establecer una adecuada comparaciôn con nues­
tro actual sistema, el estudio de los antecedentes de 
la unidad familiar ha de limitarse a comprobar la evolu- 
ciôn histôrico-legal del origen de esta figura.
(4) En palabras de FUENTES y ALBINANA ("Sistema fiscal espa­
nol y comparado", Madrid, 1968, pâg.127), "La historia 
contemporânea de nuestra imposiciôn personal es una his­
toria dividida. Una historia que sigue derroteros distin 
tos en cada uno de los impuestos intégrantes de la mis­
ma" .
(5) Naturalmente, no tratamos de hater en estas pâginas una 
historia de nuestra imposiciôn personal, aunque hayamos 
de seguir sus hitos y jalones. El lector interesado pue- 
de consultar, entre otras, las siguientes obras: ALBINA­
NA, "Evoluciôn histôrica del sistema fiscal espanol y 
llneas idôneas de su reforma", Boletin de Estudios Econô 
micos, Universidad de Deusto, num. 99, 1976, pâgs. 703
y ss. (recogido por RODRIGUEZ BEREIJO en "Lecturas sobre 
sistema tributario espanol", Universidad Autônoma de Ma­
drid, 1973, pâgs. 181 y ss.); "El sistema fiscal en Espa 
ha", Guadiana de Publicaciones, Madrid, 1974, pâgs. 13# 
y ss.; ANTON, "Una nota sobre la historia del impuesto 
sobre la renta", Civitas, REDF, num. 5, 1975, pâgs. 51
y ss.; BELTRAN FLOREZ, "Evoluciôn histôrica del sistema 
tributario espanol", RDFHP, num. 65-66, 1966, pâgs. 1137 
y ss.; "Lecciones de Derecho fiscal", Lex Nova, Vallado­
lid, 1968, pâgs. 73 y ss.; FUENTES QUINTANA, "Los princi^ 
pios de la imposiciôn espahola y los problemas de su re­
forma (recogido por RODRIGUEZ BEREIJO en "Lecturas...", 
cit., pâgs. 137 y ss.); FUENTES y ALBINANA, "Sistema fi£ 
cal espanol y comparado, cit., pâgs. 127 y ss.; GOTA LO-
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SADA, "Tratado...", cit., T.I, pâgs. 155 y ss. Sobre do- 
cumentaciôn histôrica de los origenes y antecedentes de 
la imposiciôn personal en Espaha existe un numéro monogrâ 
fico de revista: "De Economla", nûms. 33-34, 1955.
(6) Pueden verse con cierta amplitud en la obra de BLANCO 
y MARTINEZ, E ., "El impuesto sobre la Renta", Madrid, 
1909, pâgs. 301 y ss., sobre datos tomados del "Dicciona 
rio de Hacienda" de Canga Argüelles; vid., asimismo, "De 
Economie", num. 33-34, cit., pâg. 15; ALBINANA, "El Re- 
partimiento...", cit., pâgs. 7 y ss., asl como el "Edito 
rial", del num. 3 de HPE.
(7) Una amplia documentaciôn en "De Economie", cit., pâgs. 
18 y ss.
(8) R.D. de 12 de enero de 1810, que disponia que "todos los 
vecinos y habitantes de estos Reynos paguen un tanto pro 
porcionado a sus fortunes y caudales" (vid. loc.cit. en 
nota anterior).
(9) "De Economie", cit., pâg. 29, donde se recoge el texto 
de la Orden.
(10) La supresiôn, en realidad, se debiô a un nuevo intento
del Gobierno de establecer una Contribuciôn Directe, por 
el D. de 13 de septiembre de 1913, suprimiendo la Contri 
buciôn Extraordinaria y las antiguas Rentas Provinciales 
(vid. LAMPREAVE, "1813 y 1817: Dos intentos de una Con­
tribuciôn Directe", RDFHP, Nùm 83, 1969, pâgs.865 y ss.) 
De la Contribuciôn Directe de 1813 ha dicho Victor PARET 
que se trata de un impuesto sintético sobre la renta, 
tan avanzado, que hasta 80 anos mâs tarde no se encuen- 
tra otro seme jante en el Einkommens teuer prusiano (Rev. 
Gral.de Leg.y Jurisp., Madrid, junio de 1927, pâg. 841
(citado segùn se recoge en "De Economie", cit., pâg.31), 
si bien este ultimo fué algo mâs que un intento.
(11) Vid. "De Economie", cit., pâg. 32; BELTRAN "Lecciones
de Derecho fiscal", cit., pâgs. 230 y ss.
(12) Es frecuente encontrar como fecha de referencia de este 
Decreto el dia 23 de junio (asi, p.ej., en "De Economie" 
cit., pâg. 32), pero se trata del 26.
(13) Gaceta de Madrid del 28 de junio, pâg. 837, donde se re-
cogen las "Bases relatives al Impuesto de Cédulas Perso-
nales".
(14) Cfr. GOTA, "Tratado...", t.I., cit., pâg. 161.
(15) Articule 226, apartado J) (el subrayado es nuestro).
(16) Estân contenidas en el apartado LL) del articule 226,
y no ofrecen un especial interés.
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(17) Numéro 52 del apartado LL) del articule 226.
(18) Otro tribute comûnmente considerado entre los preceden- 
tes del impuesto personal sobre la renta es el Reparti- 
miento General de Utilidades, que fué autorizado por 
la Ley de 12 de junio de 1911, y que podia ser estable- 
cido por los Ayuntamientos que suprimieran determinados 
ingresos. Pero en las normas del mismo no encontramos 
ninguna referente a tributaciôn conjunta de personas 
unidas por vinculos familiares. Si se establecia en él 
la acumulacion respecto de aquellas personas que "vivan 
en comunidad", a los efectos de estimaciôn por signos 
externos, lo que, sin duda, constituye un supuesto de 
imposiciôn conjunta no familiar, al que ya nos hemos
referido (vid. nota 12 del capitule I de este trabajo).
(1 9 ) "Tratado...", cit., t.I, pâg. 176.
(20) Sobre los conceptos de impuesto complementario y princi
pal, sistemas dualistas y unitarios, etc., puede verse, 
PARAM10 FERNANDEZ, J., "Clasificaciôn de los sistemas 
de imposiciôn sobre la Renta. La imposiciôn personal 
en Espaha", HPE, num. 30, 1974, pâgs. 13 y ss.
(21) vid. "De Economia", cit., pâgs. 60 y ss., donde se reco 
ge el discurso pronunciado por Cobiân, la Exposiciôn 
de Motives y el Proyecto de Ley reformando el Impuesto 
de cédulas Personales.
(22) Vid. capitule III del Proyecto, "De la estimaciôn del 
liquide imponible", arts. 9 y ss. (loc.cit., pâgs. 71 
y ss.).
(2 3 ) Arts. 29 y 3 2 , y 26 y ss.
(24) Cfr. "De Economia", cit., pâgs. 58-59.
(2 5 ) Ibidem., pâgs. 87 y ss.
(26) Cfr. GOTA, "Tratado...", t.I, cit., pâg. 177.
(2 7 ) La Exposiciôn de Motives y el Proyecto de Ley, asi como 
el veto particular que Cobiân emitiera al Dictamen de 
la Comisiôn Permanente de Hacienda, sobre este Proyec­
to, puede verse en "De Economia", cit., pâgs. 102 y ss.
(28) Cfr. GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâg. 180.
(2 9 ) Esta reforma era muy amplia, ya que afectaba no sôlo 
al aspecto financière del Estado, sino también al de 
las Haciendas Locales; vid. en "De Economia", cit., pâgs. 
118 y ss., la Exposiciôn de Motives de este Anteproyec- 
to de modificaciôn de Tributes y de Haciendas Locales, 
en la parte relativa al tema general de la Reforma tri­
butaria, y al particular de la modificaciôn del Impues­
to de Cédulas Personales.
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(30) Cfr. "De Economia", cit., pâgs. 116-117.
(31) Vid. la Exposiciôn de Motives del Proyecto de Ley en
"De Economia", cit., pâgs. 125 y ss.
(32) La postura de Cambô se pone claramente de manifiesto
en este interesante pasaje de su intervenciôn en el Par
lamente, el 10 de mayo de 1 9 2 2 , con ocasiôn del debate 
de la reforma del Impuesto de Cédulas Personales: "Dije 
ya que el impuesto de Cédulas, tal como yo lo proponîa,
no era un impuesto sobre la renta global: no lo era por
que en Espaha pensar hoy en impuestos globales sobre
la renta o.sobre el capital es vivir en el limbo. En 
Espaha, donde después de decenas de ahos no hemos podi- 
do conocer los sumandos, &hay alguien que pueda estable 
cer una base tributaria sobre la suma? (Acta de Sesio- 
nes del Congreso de los Diputados, reproducida en "De 
Economia", cit., pâgs. 140-141).
(33) Vid. base quinta del Proyecto de Ley ("De Economia",
cit., pâgs. 130 y ss.). Los factores principales eran 
una serie de coeficientes que se aplicaban sobre las
cuotas de las contribuciones directas de producto, y
el resultado se consideraba como el rendimiento obteni- 
do. Los factores indiciarios eran, en realidad, signos 
externos de renta gastada (cfr. GOTA, "Tratado...", cit. 
t.I, pâgs. 183-184).
(34) En contrapartida, se establecia el recargo de solteria
y determinadas deducciones y descensos en los grados
de la tarifa en funciôn del numéro de hijos (base quin­
ta, "modificaciôn de la base, debida a circunstancias 
personales", loc.cit.).
(35) Cfr. el Dictamen emitido por la Comisiôn encargada del
estudio del Proyecto de Ley del Impuesto sobre Rentas 
y Ganancias (reproducido en "De Economia", cit., pâgs. 
256 y ss., en especial, pâg. 257). El Dictamen de esta
Comisiôn, presidida por D. Antonio Flores de Lemus, ha
sido calificado con las mâs favorables criticas y opi- 
niones. Asi, p.ej., dice GOTA que "el Dictamen constitu 
ye un plan de actuaciôn a largo plazo, vigente hoy dia, 
en su planteamiento bâsico, de tal modo, que gran parte
de los fracasos que la Hacienda espahola ha sufrido en
relaciôn al Impuesto personal sobre la Renta, se deben 
sin duda alguna a haberse apartado consciente o incons- 
cientemente, de las directrices sehaladas en uno de los 
estudios mâs logrados de nuestra realidad tributaria" 
("Tratado...", cit., t.I, pâgs. 190-191).
(36) El texto integro del Proyecto en "De Economia", cit., 
pâgs. 212 y ss.
(37) Vid. arts. 12 y 72 del Proyecto de Ley.
(38) "Tratado...", cit., t.I, pâg. 188.
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(39) La adaptaciôn a las circunstancias familiares se verifi 
caba mediante un "recargo de solteria" (num. 3 del art. 
82), y deducciones de la base por matrimonio y por hi­
jos, a efectos de determinar la cuota complementaria 
(art. 10, nùm.1, apartados a) y b).
(40) A efectos de una mejor comprensiôn del tema que nos ocu 
pa, efectuamos en primer lugar una exposiciôn de las 
diversas normas en las que se ha plasmado la acumulaci- 
ôn subjetiva de rentas, de acuerdo con un orden cronolô 
gico. A continuaciôn, llevamos a cabo una exposiciôn 
sistemâtica de la evoluciôn histôrico-legal expuesta.
(41) Citado tal como se recoge en "De Economia", cit., pâg. 
189.
(42) Citado por ALBINANA, "Evoluciôn histôrica del sistema 
fiscal espanol", loc.cit., pâg. 191.
(43) NAHARRO ("La Contribuciôn sobre la Renta: sus repercu-
siones en el proceso econômico y tributario nacional", 
RDFHP, num. 17, 1955, pâgs. 23 y ss.), pone de manifies 
to que el Proyecto de Calvo Sotelo "nada tiene que ver 
ni constituye antecedente de la Ley Carner". Por un la- 
do, "el Proyecto de Calvo Sotelo no se hizo con el ase- 
soramiento, sino con la critica del profesor Flores de 
Lemus... (quien) fué siempre contrario al impuesto so­
bre la renta mientras no existiese una Administraciôn 
de Hacienda diferente de la que conociô, y por ello se 
negô también en 1932 a hacer el Proyecto Carner, que 
fué redactado por un discipulo suyo: el profesor Rodri­
guez Mata. Cierto que una vez escrito el texto introdu- 
jo alguna modificaciôn..., como asimismo, que sus ideas 
sobre la materia se hubieron de reflejar en la obra de 
un discipulo tan allegado al maestro" (pâgs. 24-25).
No obstante, como afirman FUENTES QUINTANA y ALBINANA 
("Sistema fiscal espanol y comparado", cit., pâg. 133), 
entre la propuesta de la Comisiôn nombrada en 1927, pre 
sidida por Flores de Lemus, y la Ley de 1932, "existe 
una Clara uniôn".
(4 4 ) Cfr. NAHARRO (op.cit. ,loc.ult.cit. ),"haciendo uso (al men-
cionar estos antecedentes) del testimonio irrebatible 
de su redactor".
(45) Ibidem. Segùn la Exposiciôn de Motivos, el gravamen afec­
ta "a los privilegiados de la fortuna". Ademâs del men-
cionado trabajo de NAHARRO, y de la bibliografia citada 
en la nota 5 de este capitule, acerca de la CGR puede 
verse: ALBINANA, "La Contribuciôn General sobre la Ren­
ta en los ahos 1953-54", Madrid, 1969; "La Contribuciôn 
General sobre la Renta", PYLSA, Madrid, 1956; AMOROS 
RICA y RODRIGUEZ PEREZ, "La Contribuciôn general sobre 
la Renta", Ed.Der.Priv., Madrid, 1947; BENITEZ DE LUGO
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y GUILLEN, F., "Situaciôn actual de la Contribuciôn Ge­
neral sobre la Renta", RDFHP, num. 61, 1966, pâgs. 183 
y ss.; RODRIGUEZ PEREZ, "Contribuciôn General sobre la 
Renta", RDFHP, nùm. 41, 1961, pâgs. 513 y ss.
(46) Una amplia exposiciôn de las mismas, en GOTA, "Trata­
do...", cit., t.I, pâgs. 197 y ss.; también, y por lo 
que a acumulaciôn se refiere, los principales hitos del 
"movimiento politico, legislativo y doctrinal" para la 
reforma de la CGR, son recogidos por RAMALLO, "La uni­
dad familiar...", cit., pâgs. 51-52.
(47) ALBINANA ("Evoluciôn histôrica del sistema fiscal espa- 
hol y lineas idôneas de su reforma", loc.cit., pâg. 192) 
afirma, con relaciôn a la Ley de 16 de diciembre de 1940 
"que en toda la historia legal del sistema tributario 
espahol no se conoce un intento mâs sereno, mâs verte- 
brado y mâs sincero al servicio de la redistribuciôn 
de las rentas y de los patrimonios personales que el 
contenido en la citada Ley".
Con esta opiniôn contrasta abiertamente la de GOTA, al 
"afirmar que la mesura de la Ley de 1932, su pragmatis­
me prudente, su gran realismo, se echaron por la borda 
en aras de un intento utôpico, irrealizable: el conse-
guir de la noche a la manana, la implantaciôn de un im­
puesto sobre la renta que habrla de alcanzar a un gran 
sector de la poblaciôn espahola". Y mâs adelante conti- 
nùa: "El planteamiento de la Ley de 16 de diciembre de 
1940 fué equivocado.. . Fué un intento utôpico que no 
sorprendiô a nadie, porque no en vano Espaha ha sido 
la patria de los arbitristas, especie de iluminados de 
la Hacienda" ("Tratado...", cit., t.I, pâg. 198; subra- 
yado del original).
(48) Para el lector interesado en este periodo histôrico es 
imprescindible la lectura de la obra de ALBINANA, "La 
Contribuciôn General sobre la Renta en los ahos 1953- 
1954", ya citada.
(49) El articule 26 de la Ley introdujo una nueva norma, que 
carecla de antecedentes en la legislaciôn reguladora 
de la Contribuciôn, segùn la cual: "Toda persona o enti 
dad que satisfaga o abone a otra residente en el extran 
jero utilidades o rendimientos sometidos a esta Contri­
buciôn..., estarâ obligado a declarar a la Administra­
ciôn dicho pago o abono, asi como a retener la cuota 
de la liquidaciôn que oport un cimente procéda, siendo re^ 
pensable del pago de dicha cuota en calidad de segundo 
contribuyente". Esta norma supuso una excepciôn a la 
identidad entre sujeto pasivo y persona fisica, que fué 
objeto de comentario por ALBINANA, en su trabajo "En 
torno al sujeto pasivo de la Contribuciôn General sobre 
la Renta", RDFHP, 1955, pâgs. 401 y ss.
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(50) Vid. la exposiciôn de motivos de la Ley, BOE de 13 de 
junio.
(51) Mucho se ha escrito sobre la naturaleza del IGRPF y las 
opiniones son a menudo dispares, segùn la perspectiva 
con que la cuestiôn sea abordada. No obstante, respecto 
al pretendido carâcter de impuesto principal existe una 
gran coincidencia de pareceres, en el sentido de que 
al mantener la imposiciôn a cuenta su carâcter de mini­
ma -de manera que cuando lo ingresado por ella excedie- 
ra de lo que correspondra pagar por el IGRPF no se pro- 
ducia devoluciôn alguna-, entre otras razones, desvir- 
tùaba el formalmente enunciado carâcter principal del 
Impuesto. Haciéndonos eco de esta opiniôn mayoritaria, 
nos hemos referido en estas pâginas al IGRPF como impu­
esto complementario. A titulo orientativo, podemos sena 
lar sobre el tema: ANTON, "La naturaleza juridcia del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", HPE, 
nùm. 3, 1970, pâgs. 81 y ss.; "Una nota sobre la histo­
ria del Impuesto sobre la Renta", cit., pâgs. 61 y ss.; 
ALBINANA, "Introducciôn al sistema impositivo espahol", 
Guadiana de Publicaciones, Madrid, 1968, pâgs.62 y ss.; 
"El sistema fiscal en Espaha", cit., pâgs. 497 y ss.; 
GARCIA ANOVEROS, "El Impuesto General sobre la Renta 
de las Personas Fisicas", Civitas, Madrid, 1977, pâgs. 
20 y ss.; GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâgs.72 y ss.; 
DRAKE, "Un Impuesto nuevo", Civitas, REDF, nùm. 17-18, 
1978, pâgs. 11-12; PARAMIO, "Clasificaciôn de los siste 
mas de imposiciôn sobre la renta...", cit., pâgs. 2ïï 
y ss.
(52) La Ley de Reforma Tributaria no regulô la tarifa del 
IGRPF, limitândose a sehalar las directrices para su 
elaboraciôn. La Ley de Tarifas fué aprobada el 8 de 
abril de 1967.
(53) "Art.14.1. Cada persona serâ gravada con independencia 
de toda otra persona o entidad.
2. Se exceptùan los ingresos pertenecientes a la socie- 
dad conyugal, que se acumularân en la persona del cônyu 
ge que tenga la administraciôn legal de dicha sociedad. 
No obstante, cuando sin mediar sentencia de divorcio 
o separaciôn judicial, el régimen econômico del matrimo 
nio fuera de separaciôn de bienes, la acumulaciôn se 
practicarâ en la persona del marido, y si estuviese in- 
capacitado, en la de la mujer, sin perjuicio del prorra 
teo de la exacciôn entre los ingresos de los cônyuges".
Una descripciôn de los rasgos fundamentales del IGRPF, 
en cuanto al tratamiento de las rentas familiares, pue­
de verse en GOTA, Ponencia nacional espahola al Congre­
so de la IFA de 1972, Cahiers de Droit Fiscal Interna­
tional, vol. LVIIa, pâgs. 11/65 y ss., especialmente, 
11/68 y ss. (puede verse también en "Memoria de la Aso- 
ciaciôn Espahola de Derecho Financiero. 1972", Edersa,
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Madrid, 1974, pâgs. 149 y ss., especialmente, 153 y ss.); 
asimismo, en HIERRO ECHEVARRIA, "La unidad familiar co­
mo sujeto fiscal...", loc.cit., pâgs. 472 y ss.
(54) Ello es posible, a pesar de las importantes diferencias 
entre ambos tributes (articulaciôn con los impuestos 
de producto, cuyas cuotas se deducen de las cuotas del 
IGRPF, mientras que eran consideradas como "gasto", de- 
duciéndose de la base, en la CGR; de las diferencias 
en cuanto a la renta gravable y la determinaciôn de la 
misma; de los distintos elementos de subjetivaciôn del 
impuesto, etc...), ya que nos referimos exclusivamente 
al supuesto de acumulaciôn en si mismo considerado.
Una referencia a las diferencias entre el régimen de 
acumulaciôn del IGRPF y el sistema de 1978, en GUTIE­
RREZ GONZALEZ, M., "El nuevo Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas", CT, nùm. 29, 1979, pâg. 115.
(55) En este capitule , al referirnos a los preceptos del 
Côdigo Civil, lo hacemos en su redacciôn anterior a la 
reforma de 1981. Asi debe entenderse en adelante, aun­
que no lo hagamos constar, para evitar reiteraciones 
innecesarias.
(56) GARCIA ANOVEROS ("El Impuesto General sobre la Renta.."
cit.,pâg. 56), pone de manifiesto que "en estas disposi 
ciones la Ley incurre en utilizaciôn incorrecte de los 
conceptos, ya que contrapone matrimonio con sociedad 
conyugal y matrimonio con régimen econômico de separa­
ciôn de bienes, y esta contraposiciôn no es correcte,
porque segùn se deduce del articule 1315 del Côdigo Ci­
vil, la sociedad conyugal es el matrimonio, compatible 
con cualquier régimen econômico de bienes del mismo".
(57) Cfr. ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo de la Contri­
buciôn General sobre la Renta", cit., pâgs. 412 y ss.
(58) Cfr. AMOROS y RODRIGUEZ, "Contribuciôn General sobre
la Renta", cit., pâg. 208.
(59) Vid.los anteriores arts. 1382, 1384 y 1 385 del Côdigo Civil.
(60) ALBINANA, op.ult.cit., pâg. 412.
(61) En cuanto a los bienes dotales, el problema no se plan­
tea, "puesto que en la dote estimada el marido es pro-
pietario de ella..., y en la inestimada..., posee el 
marido el usufructo" (0. de 13 de junio de 1936).
(62) Como es sabido, con anterioridad a la reforma de 2 de
mayo de 1975, sôlo se podian otorgar capitulaciones an­
tes de celebrar el matrimonio; tras la mencionada refor 
ma, también después de su celebraciôn.
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(63) Opiniôn contraria a este respecto parecen mantener AMO­
ROS y RODRIGUEZ, "Contribuciôn General...", cit., pâgs. 
208-209.
(64) Recordemos que fué sucesivamente recogida en el articu­
le 17,3 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, en el ar­
ticule 112,8 de la Ley de 11 de junio de 1964 y en el 
articule 14,2 del Texto Refundido del Impuesto.
(65) Una relaciôn de los ingresos pertenecientes a la socie­
dad conyugal a efectos de gravamen -este es, el âmbito 
objetivo de la acumulaciôn-, en ALBINANA, "En torno al 
sujeto pasivo de la Contribuciôn General sobre la Ren­
ta", cit., pâg. 413. Para un examen de los distintos 
regimenes econômicos en relaciôn con la acumulaciôn, 
puede verse: GARCIA ANOVEROS, "EL Impuesto General so­
bre la Renta...", cit., pâgs. 82 y ss.; GOTA, "Trata­
do...", cit., t.II, pâgs. 102 y ss. Este autor, como 
ya indicamos en otro lugar, llama "acumulaciôn relati­
va" a los supuestos en que el régimen econômico matrimo 
niai es el de separaciôn de bienes, mientras que utili­
za la denominaciôn de "acumulaciôn absoluta", "cuando 
el régimen econômico matrimonial estâ total o parcial- 
mente integrado" (loc.cit., pâg. 99).
(66) Vid. RODRIGUEZ PEREZ, H., "Sobre la familia y la Contri
buciôn General sobre la Renta", IHP, nùm. 107, 1952,
pâgs. 254 y ss.; de este mismo autor y AMOROS, "Contri­
buciôn General sobre la Renta", cit., pâg. 92.
(67) AMOROS Y RODRIGUEZ, op.cit., pâgs. 13 y ss.
(68) Las reformas del Côdigo Civil, de 1958 y 1975 no afecta 
ron sustancialmente a este punto. Hay que diferenciar 
las facultades de administraciôn, de las facultades de 
disposiciôn (vid. LACRUZ y SANCHO, "Derecho de familia" 
vol.I, Bosch, Barcelona, 1978, pâg. 244); estas ùltimas 
fueron las modificadas en las mencionadas reformas; so­
bre ello, SOLER ROCH, "Notas sobre la incidencia de la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, en el Impuesto General sobre, 
la Renta de las Personas Fisicas", Civitas, REDF, nùm. 
8, 1975, pâgs. 795 y ss.
(69) Vid. las reflexiones sobre este punto de: GARCIA ANOVE­
ROS, "El Impuesto General sobre la Renta...", cit., 
pâgs. 85 y ss.; ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo 
de la Contribuciôn...", cit., pâg. 414.
(70) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la incidencia de la Ley 
14/1975, de 2 de mayo...", cit., pâg. 797.
(71) SOLER ROCH (op.cit., pâg. 798), pone de manifiesto como 
la administraciôn legal de la sociedad conyugal y el 
régimen de la sociedad legal de gananciales no se vie- 
ron alterados por la reforma. Por ello, "en el âmbito
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de la imposiciôn personal sobre la renta, a efectos de 
determinaciôn del cônyuge administrador, la situaciôn 
no ha variado en absolute" (loc.cit., pâg. 802).
(72) Cfr. SOLER ROCH, op.cit., pâg. 802. Sobre este punto 
se manifiesta Ignacio FEREZ ROYO afirmando lo siguien- 
te : "Este administrador era el obligado a presentar 
igualmente la declaraciôn-liquidaciôn del impuesto, lo 
que planteaba algunos problemas, dado que ello suponia 
no sôlo la declaraciôn de la renta de la sociedad de 
gananciales sino también de la renta que, en su caso, 
se hubiera derivado de los bienes privatives del cônyu­
ge no administrador (por ejemplo, de las plusvallas de- 
rivadas de- los parafernales) que también eran objeto 
de acumulaciôn. Se trasladaba asi al âmbito tributario 
la discriminaciôn existante a favor del marido que, se­
gùn la régla general administra la sociedad de ganancia 
les, y aùn se acrecentaba esta injusta situaciôn al ex- 
tenderla incluse a bienes que en el derecho civil caen 
fuera de la sociedad de gananciales y cuya administra­
ciôn, en principio, no estâ conferida al que se ocupa 
del patrimonio ganancial ("La unida familiar en el Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", tesis 
de licenciatura, inédita, Universidad de Sevilla, pâgs. 
34-35, en nota).
(73) Cfr. LACRUZ y SANCHO, "Derecho de Familia", cit., vol.I 
(1978), pâgs. 289 y ss.
(74) Concediéndose, ademâs, en estos casos, idénticas facul­
tades a las que poseia el marido administrador (art. 
1442 del Côdigo Civil).
(75) SOLER ROCH (op.ult.cit., pâg. 802), dice a este respec­
to: "La novedad que supone el otorgar la administraciôn 
de los bienes conyugales a la mujer, en el supuesto de 
abandono de familia en el marido..., puede presentar 
dificultades, en tanto rige el principio de tributaciôn 
conjunta, de cara a la declaraciôn y pago del impuesto 
por parte de la mujer, sobre todo en aquellos supuestos 
en que los ingresos de la sociedad conyugal provengan 
en su totalidad o mayoritariamente del marido, dada la 
dificultad de control por la mujer de estos ingresos".
(76) Asl la califica ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo 
de la Contribuciôn...", cit., pâg. 415.
(77) Sin embargo, es Clara la vigencia y aplicaciôn de estos 
supuestos de no acumulaciôn desde la misma implantaciôn 
de la CGR; recuérdese el tenor literal del art. 17 de 
la Ley de 1932, y la 0. de 13 de junio de 1936.
(78) Cfr. ESPIN, "Manual de Derecho civil espanol", vol. IV, 
Edit.Rev.de Der.Priv., Madrid, 1982, pâg. 149. Asi, cu­
ando el art. 54 de la Ley de 1940 alude a "sentencia 
de divorcio", se refiere al regulado en los arts. 67
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a 74 y 104 a 107 del Côdigo Civil.
(79) Cfr. ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo...", cit., 
pâg. 416.
(80) Transcrite en su redacciôn originaria.
(81 ) Vid. la exposiciôn de motivos de la Ley.
(82) Cfr. GOTA, "Tratado...", cit., t.II, pâgs. 119-120. En 
este orden de consideraciones, sehala este autor, "que 
la separaciôn personal no produce por si misma la sepa­
raciôn de bienes, sino que esta ha de ser solicitada 
por el cônyuge inocente". Sin embargo, como ponen de ma 
nifiesto LACRUZ y SANCHO ("Derecho de familia", cit. 
vol.I (1978), pâg. 284), la supresiôn ^automâtica del 
régimen legal o convencional se producia en virtud de 
la ejecutoria de separaciôn, tal como disponia el nùm. 
42 del art. 73 del Côdigo Civil. La separaciôn de bie­
nes a instancia de parte que regulaba el art. 1433 te­
nia como finalidad la disoluciôn y liquidaciôn de la 
sociedad de gananciales (art. 1434), que puede no haber 
se producido como efecto de la separaciôn personal, 
"pués es facultative pedir la divisiôn, pero ello no 
obsta para que a partir de la sentencia de separaciôn 
personal el estatuto que gobierna los bienes de los côn 
yuges sea el de separaciôn" (subrayado del original). 
No obstante, hay que reconocer que en el propio âmbito 
de la doctrine civilista no hay unanimidad respecto al 
sentido general del contenido de los articulos 1432 y 
ss. del Côdigo, en su antigua redacciôn (vid. LACRUZ 
y SANCHO, op.cit., pâg. 283).
(83) Cfr. ALBINANA, op.ult.cit., pâg. 416, nota 79. Respecto al 
momento a partir del cual no procedia la acumulaciôn 
de ingresos en la sociedad conyugal, el TEAC, en su Re-
soluciôn de 1 de marzo de 1983, nS 277, ha afirmado que
la adopciôn por el juez de las medidas provsionales, 
que pueden instarse como previas a la demanda de nuli- 
dad o separaciôn, no da lugar a la disoluciôn de la so­
ciedad de gananciales, sino que en ellas el juez se li­
mita a acordar, atendidas las circunstancias del caso, 
a quién corresponde su administraciôn (Considerando 9^) 
La improcedencia de la acumulaciôn de ingresos de la 
sociedad conyugal sôlo podia postularse desde la fecha 
en que se dictô Providencia Judicial "en la que, entre 
otros pronunciamientos, se déclara disuelta la sociedad 
legal de gananciales... por mediar aquella sentencia 
de separaciôn" (Consicerando 10).
(84) Conforme al art. 7,2 de la Compilaciôn Catalana, vigen­
te, "en defecto de pacto el matrimonio quedarâ sujeto 
al régimen de separaciôn de bienes, que reconoce a cada 
cônyuge la propiedad, administraciôn y disposiciôn de 
los bienes propios, sin perjuicio del régimen especial 
de la dote, si la hubiere".
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(85) En Baléares, la Compilaciôn dispone para Mallorca y Me­
norca que "a falta de contrato sobre los bienes, se en- 
tenderâ contraido el matrimonio bajo el régimen de abso 
luta separaciôn de los mismos" (art. 3). Y repite prâc 
ticamente lo mismo para Ibiza y Formentera (art. 66). 
Anade la Compilaciôn que bajo el régimen legal cada côn 
yuge retiene el dominio y la administraciôn de los bie­
nes que le pertenezcan, haciendo suyos todos los frutos 
(art. 4,1).
(86) En este sentido, I. FEREZ ROYO ("La unidad familiar..." 
cit., pâg. 34), al decir que en este caso "estamos ante 
la utilizaciôn de la cumulaciôn como un simple expedien 
te técnico para decidir el tipo progresivo a aplicar 
a las rentas de los cônyuges y no ante una verdadera 
voluntad de gravar a la sociedad conyugal".
(87) Cfr. ALBINANA "En torno al sujeto pasivo...", cit.,pâg. 
417; AMOROS y RODRIGUEZ, "La Contribuciôn General...", 
cit., pâg. 209. La responsabilidad individual de cada 
cônyuge por su respective renta no plantea problema al- 
guno; a ella se refieren la Resoluciôn del TEAC de 5 
de febrero de 1969, y la R. de la D.G.T. de 5 de junio 
de 1976.
(88) GARCIA ANOVEROS, "El Impuesto General...", cit., pâg. 
183.
(89) Sobre la técnica liquidatoria a seguir para efectuar 
el prorrateo, vid. GARCIA ANOVEROS, op.cit., pâgs. 182 
y ss.; GOTA, "Tratado...", cit., t.II, pâgs. 113 y ss.; 
SANCHEZ PINOL y GARCIA LOFEZ ARENOSA, "Manual del Impues­
to sobre la Renta de las Personas Fisicas", Madrid, 1967, 
pâg.256 (cit. por GOTA, op.cit., pâg. 115, nota 260).
(90) Este fué, desde luego, el criterio oficial seguido por 
la Administraciôn, y sostenido por el TEAC en su R. de 
5 de febrero de 1969. No obstante, la cuestiôn no era 
incontrovertida ni incontrovertible; vid., en este sen­
tido, la opiniôn de GOTA, op,cit., pâgs. 117 y ss.; AL­
BINANA, "El sistema fiscal en Espaha", cit., pâgs. 502- 
503.
(91) En este mismo sentido, ANTON, "Una nota sobre el sujeto 
pasivo del impuesto sobre la Renta", CT, nùm. 14, 1975, 
pâg. 23. No obstante, utilizamos el término acumulaciôn 
por ser el comûnmente empleado para referirse a esta 
cuestiôn. Su utilizaciôn, hechas estas advertencias, 
no creemos que pueda inducir a error.
(92) "Art.18. Serâ baja de la renta imponible de los contri- 
buyentes casados o viudos una cantidad igual a la que 
resuite de multiplicar 10.000 pesetas por el nùmero de 
hijos legltimos o legitimados por subsiguiente matrimo-
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nio del contribuyente. A estos efectos no se computa- 
rân :
a) Los hijos varones mayores de veintitrés ahos....
b) Los hijos menores de veintitrés ahos y las hijas sol 
teras que tengan de por si peculio con renta superior 
a la citada suma de 10.000 pesetas anuales, salvo en 
el caso de que la renta de tales peculios haya sido com 
putada en los ingresos del padreV.
(93) "Art.36. Los contribuyentes por obligacion personal ten 
drân derecho a la desgravacion de las siguientes canti- 
dades:........
b) Veinticinco mil pesetas por cada hijo légitime, legi 
timado, natural, reconocido o adoptado, con las siguien 
tes excepciones:
Tercera. Los de uno y otro sexo que tengan de por si 
peculio propio con renta superior a 25.000 pesetas anua 
les o perciban retribuciones de trabajo que superen el 
minimo exento por el Impuesto sobre los Rendimientos 
del Trabajo Personal, salvo que aquella renta haya sido 
computada en los ingresos del cabeza de familia"Z
La Ley Fiscal utiliza la expresion "peculio", propia 
del Derecho romano, aun cuando de este sistema se habia 
prescindido en el Côdigo Civil, adoptandose otro mâs 
adecuado con la organizaciôn de la familia actual (cfr. 
LACRUZ y SANCHO; "Derecho de familia", vol.II, Bosch, 
Barcelona, 1978, pâg. 179).
(94) Afirman AMOROS y RODRIGUEZ, ("La Contribuciôn General 
sobre la Renta", cit., pâg. 209) que "a los emancipados 
se les toma en cuenta... a efectos de la deducciôn esta 
blecida de las rentas de los padres por razôn de hijos, 
cosa no extraha por seguirse alii un criterio econômico 
y no el juridico que aqui ha de régir la acumulaciôn". 
Vid. el trabajo de ALBINANA, "El Derecho privado en el 
ordenamiento tributario espahol", prôlogo al libro de 
M.A. Llamas Labella, "Ensayos sobre jurisprudencia tri­
butaria", lEF, Madrid, 1973, pâgs. XI y ss., en espe­
cial pâg. XLV, donde el autor se refiere al IGRPF.
(95) Cfr. art. 317 del Côdigo Civil, en su redacciôn ante­
rior a la Reforma de 1981.
(96) En su redacciôn originaria. A partir de 1958, la excep­
ciôn quedaba referida a los reconocidos y adoptados en 
forma menos plena, expresiôn que desde 1970 debe enten­
derse équivalente a la de adopciôn simple.
(97) La cuestiôn no se plantea respecto de las personas some 
tidas a tutela, ya sean menores o no, puesto que en nin 
guno de los posibles supuestos de sometimiento a tutela 
tiene otra persona, aunque ejerza facultades de admini^ 
traciôn, el usufructo de los bienes de la persona afec- 
tada. Cfr. GARCIA ANOVEROS, "El Impuesto General...",
316
cit., pâg. 53; ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo..", 
cit., pâg. 420; AMOROS y RODRIGUEZ, "La Contribuciôn 
General...", cit., pâg. 209, GOTA, "Tratado...", cit., 
t.II, pâg. 24.
(98) Esta postura fué mantenida en 1 resoluciôn de la D.G.T. 
de 8 de abril de 1976; vid.la consideraciôn al respec­
to, y en este mismo sentido, de GARCIA ANOVEROS, op. 
cit., pâg. 54. Obviamente, durante el periodo de vigen­
cia de la CGR la tributaciôn se verifica dentro de las 
limitaciones con que eran gravadas las ganancias de ca­
pital
(99) ALBINANA, "En torno al sujeto pasivo...", cit., pâgs. 
419-420; GARCIA ANOVEROS, op.cit., pâgs. 53-54.
(100) No asi para las rentas que produjeran los bienes en
que se hubieran invertido las remuneraciones del traba­
jo personal del hijo, que si se reconocian imputables
al padre; vid. ALBINANA, op.ult.cit., pâg. 420, nota
16.
(101) Esta era, por otra parte, la opiniôn mayoritaria, si 
bien unas veces se hablaba de familia y otras de socie 
dad conyugal; vid. ALBINANA, "El sistema fiscal en Espa 
ha", cit., pâg. 502; ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad 
contribuyente", cit., pâg. 173; AMOROS y RODRIGUEZ, "La 
Contribuciôn General...", cit., pâgs. 13 y 92.
(102) Descartamos, por tanto, "ab initio", el supuesto del 
menor sometido a patria potestad, al que acabamos de 
referirnos; puesto que no se trata de verdadera acumula 
ciôn, ninguna especialidad surge en este sentido. Unica 
mente recorder que, de acuerdo con el art. 154 del Côdî 
go Civil en su anterior redacciôn, la patria potestad 
correspondra al padre y, subsidiariamente, a la madré 
cuando aquél no pudiera ejercitarla.
(103) Tesis sustentada por GOTA ("Tratado...", cit., t.I, 
pâg. 384, t.II, pâgs. 28 y 101), y GARCIA ANOVEROS ("El 
Impuesto General...", cit., pâg. 82). Este ultimo autor 
entiende que la acumulaciôn en una persona fisica (mari 
do o mujer) es una ficciôn innecesaria; si hay régimen 
comunitario, como el de la sociedad legal de ganancia­
les, no hay necesidad de acumulaciôn; si hay régimen 
de separaciôn, la acumulaciôn se produce, pero no en 
un cônyuge, sino en el matrimonio, y los sujetos pasi­
vos son los dos" (loc.cit.). Consecuentemente, 
considéra el autor citado que "si el matrimonio no estâ 
separado judicialmente, la persona que integra el ele- 
mento material del hecho imponible no es una persona, 
sino el matrimonio o la sociedad conyugal" (op,cit., 
pâg. 56).
317
(104) A esta postura se refiere ALBINANA ("El sistema fiscal 
en Espaha", cit., pâg. 501, nota 8), como "doctrine ge­
neral y tâcitamente mantenida". Es, asimismo, la opciôn 
acogida por SOLER ROCH, "Notas sobre la incidencia...", 
cit., pâgs. 800-801; de la misma autora, "La unidad con 
tribuyente...", cit., pâg. 543, nota 50 .
(105) "El sistema fiscal en Espaha", cit., pâg. 502 (subraya 
do de original), y continua ALBINANA: "En el plantea­
miento tradicional o anterior, los cônyuges serân con­
tribuyentes y el que tenga la administraciôn legal de 
la sociedad conyugal serâ el sujeto pasivo". Sobre los 
conceptos de contribuyente y sujeto pasivo sostenidos 
por ALBINANA, vid. nota 28 del capitulo I.
(106) Cfr. FEREZ DE AYALA, J.L. "Las ficciones en el Derecho 
tributario", cit., pâg. 130. Parece acoger esta explica 
ciôn ROMANI BIESCAS, A., "Sujetos pasivos y responsa­
bles tributaries", Cuadernos de Jurisprudencia Tributa­
ria, lEF, Madrid, 1975, pâg. 63.
(107) Cfr. ANTON, "Una nota sobre el sujeto pasivo...",cit., 
pâg. 26.
(108) La Resoluciôn del TEAC de 5 de febrero de 1969 afirmô 
en uno de sus Considerandos que "se deduce claramente 
la importancia y trascendencia del prorrateo de la cuo­
ta global entre los cônyuges... con el fin de cifrar 
exactamente la deuda tributaria que corresponde a cada 
uno, como sujetos pasivos distintos que son..., deuda 
tributaria que habrâ de contabilizarse y contraerse con 
total independencia para cada uno". Vid. esta Resolu­
ciôn comentada por ROMANI, en "Sujetos pasivos y respon 
sables...", cit., pâgs. 62 y ss. Como quedô indicado, 
no existia unanimidad sobre la atribuciôn del cumplimien 
to de los deberes formales; asi, GOTA ("Tratado...", 
cit., t.II, pâg.117), sostenia que las obligaciones for 
maies corresponden a ambos por separado". Aunque no tan 
claramente con relaciôn al IGRPF, parece acoger esta 
opiniôn ALBINANA, "El sistema fiscal en Espaha", cit., 
pâgs. 502-503. Abiertamente en contra de esta posibili- 
dad, la citada R. de 5 de febrero de 1969: "Quedan cla­
ramente establecidos los deberes de ambos cônyuges cuan 
do el régimen del matrimonio es de separaciôn de bie­
nes, deberes que son: en cuanto al marido presentar la 
reglamentaria declaraciôn de las rentas comprensivas 
de los dos cônyuges para la prâctica de una sola liqui­
daciôn. ..".
(109) GOTA, "Tratado...", cit., t.II, pâg. 110; SOLER ROCH, 
"Notas sobre la incidencia...", cit., pâg. 801.
(110) ALBINANA, "El sistema fiscal en Espaha", cit., pâg. 
503.
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(111) PEREZ DE AYALA, "Las ficciones...", cit., pâg. 130.
(112) ALBINANA, "El sistema fiscal en Espaha", cit., pâg. 
502. En el mismo sentido, GOTA ("Tratado...", cit., 
t.II, pâg. 117), al "resaltar que, en principio, el 
marido no représenta a la mujer, ni es administrador 
de sus rentas.
(113) ARIAS VELASCO, J., y GARCIA BERRO, E., "Relaciones ju­
ridico privadas derivadas de la relacion tributaria: el 
derecho de traslacion entre sustituto y contribuyente", 
en el volumen "Problemas tributaries actuales", I£F, Ma 
drid, 1973, pâg. 160.
(114) "Sujetos pasivos y responsables tributaries", cit., 
pâgs. 63-64.
(115) "El Impuesto General...", cit., pâg. 86.
(116) Asi, la R. del TEAC, de 5 de febrero de 1969, continua 
ba, al afirmar que la deuda tributaria habrâ de conta­
bilizarse y contraerse con total independencia para 
cada cônyuge, "notificando a los dos el resultado del 
prorrateo, con indicaciôn de la parte de cuota total 
que le corresponde, con el fin de exigirla separadamen 
te de cada cônyuge".
(117) Vid., mâs adelante, el capitulo dedicado a la naturale 
za juridica de la unidad familiar, en lo referente a 
su consideraciôn como un supuesto de solidaridad tribu 
taria.
(118) Las modificaciones introducidas a partir de 1965 pue­
den verse en ALBINANA, "El sistema fiscal en Espaha", 
cit., pâgs. 150 y ss.; "Evoluciôn histôrica del siste­
ma fiscal espahol...", cit., pâgs. 199 y ss.
(119) FERREIRO LAPATZA, J.J., "Curso de Derecho financiero 
espahol", Pons, Madrid, 1981, pâg. 246. Estas conside­
raciones, referidas al sistema tributario, en general, 
implantado en 1964, son igualmente vâlidas si las apli 
camos al Impuesto sobre la Renta en particular. Esa 
"conciencia generalizada de la necesidad" de una autén 
tica reforma se hace patente en todos los estudios y 
trabajos sobre el tema; en este sentido, pueden seha- 
larse, entre otros: SEVILLA SEGURA, J., "ôQué reforma 
fiscal?", en "Estudios y Programaciôn", Confederaciôn 
Espahola de Cajas de Ahorro, Madrid, 1978 pâgs. 9 y 
ss. (recogido por RODRIGUEZ BEREIJO en "Lecturas...", 
cit., pâgs. 105 y ss.); BANACLOCHE, J., "La reforma 
tributaria", RDFHP, num. 104, 1973, pâgs. 365 y ss., 
especialmente 385 y ss.; "Sistema tributario,1964-1977" 
en XXV Semana de estudios de Derecho financiero. Ed. 
Der.Fin., Madrid, 1978, pâgs. 219 y ss.; LOPEZ BEREN- 
GUER, J., "La reforma tributaria: necesidad y oportuni
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dad", en XXV Sem. ests, de Der. fin., loc.cit., pâgs. 
743 y ss.; OGEA MARTINEZ-OROZCO, M. , "Consideraciones 
sobre el Porqué y el Como de las reformas fiscales", 
en XXV Sem. ests. 3ë Der. fin., loc.cit., pâgs. 345 
y ss.; RODRIGUEZ BEREIJO, A., "La reforma fiscal", 
Rev. de la Facultad de Derecho de la Universidad Complu 
tense, num. 53, 1978, pâgs. 25 y ss.; FUENTES QUINTANA 
E., "Los caminos de la reforma fiscal", en Actualidad 
Econômica, num. 1048, de 22 de abril de 1978 (recogido 
por RODRIGUEZ BEREIJO en "Lecturas sobre sistema tribu 
tario...", cit., pâgs. 125 y ss.).
(120) Sobre el tema puden senalarse: ALBINANA: "La Ley de
Medidas Urgentes en el contexto de la proyectada refor 
ma tributaria", Civitas REDF, nùm. 15-16, 1977, pâgs.
461 y ss.; VILLANUEVA SEGURA, S., "Medidas Urgentes 
de reforma fiscal. Aspectos fundamentales", CT, nùm. 
24, 1978, pâgs. 17 y ss. Asimismo, los trabajos de FER 
NANDEZ ORDONEZ, F., MARTINEZ MARTINEZ, D. , TEJERIZO 
LOPEZ, J.M., y TAMAMES, R. , en la obra colectiva "Medi^ 
das Urgentes de reforma fiscal", vol.I, lEF, Madrid, 
1977. Sobre la tramitaciôn parlamentaria de la Ley 50/ 
1977, vid. CAZORLA PRIETO, L.M., "El Proyecto de Ley 
de Medidas Urgentes de reforma fiscal en las Cortes" 
(I), CT, Nùm. 23, 1977, pâgs. 117 y ss.; "La discusiôn 
del Proyecto de Ley de Medidas Urgentes de reforma fi^ 
cal en el pleno del Congreso de los Diputados y en el 
Pleno del Senado", CT, nùm. 24, 1978, pâgs. 153 y ss. 
Una amplia documentaciôn al respecto, en el vol.II de 
"Medidas Urgentes de reforma fiscal", cit.,
(121) FERREIRO, "Curso de Derecho financiero...", cit., pâg. 
247.
(122) Entrada en vigor el 1 de enero de 1979. Algunas cuestio
nés derivadas de la aplicaciôn temporal de las normas 
tributarias, como "el respeto de los derechos origina- 
dos por hechos ocurridos bajo la legislaciôn anterior 
y el mantenimiento de tal normativa respecto de los 
hechos realizados bajo su régimen..., asl como el res­
peto de las acciones y derechos nacidos y no ejercita- 
dos durante la anterior legislaciôn, con la extensiôn 
y en los términos que les venian reconocidos...", son 
abordados por el TEAC en su R. de 1 de marzo de 1983, 
ns 277. En ella se déclara "en vigor la acciôn de la 
Administraciôn para investigar los hechos imponibles 
que determinaron la liquidaciôn tributaria impugnada 
(de 30 de diciembre de 1976), y su derecho a practicar 
la" (Considerando 6S). rzi el mismo sentido, las Résolu 
ciones del 29 de septiembre, 4 de octubre y 30 de no- 
viembre de 1982.
(123) FERREIRO, "Curso...E, cit., pâg. 250.
(124) DRAKE, "Un Impuesto nuevo...", cit., Pâg. 11 (subraya­
do del original).
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(125) Vid. en Civitas REDF, num. 17-18, pâg. 90.
(126) Ibidem., pâgs. 93-94.
(127) En este sentido, las palabras del diputado YEBRA MAR-
TUL-ORTEGA, al discutirse en el Congreso el dictamen 
emitido por la Comisiôn de Hacienda: "En este impuesto 
se articula por primera vez una figura dogmâtica nueva 
en nuestra legislaciôn, que es la de la unidad fami­
liar" (vid. en Civitas REDF, nùm. 17-18, pâg. 277).
(128) En cierto sentido, aunque con una perspectiva distinta
a Is nuestra, se refiere a esta novedad COLMENAR ("El 
sujeto...", cit., pâg. 685), al afirmar: "En el siste­
ma anterior, representado por la L.R.S.T., de 11 de 
junio de 1964, si bien se acudia al principio de aumu- 
laciôn de rentas..., no era posible afirmar la exister 
cia de un sujeto pasivo por encima de la persona res­
pecto a la cuâl se producia aquella acumulaciôn".
(129) Concretamente, sôlo formaban parte de la unidad fami­
liar, como hemos dicho, los hijos menores no emancipa­
dos, con la excepciôn indicada; sin embargo, la deduc­
ciôn por hijos se regulaba de la forma siguiente, en 
el art. 29, apartado b) : "Por cada hijo legitimo, legi^  
timado, natural o reconocido o adoptado, 5.000 pese­
tas .
Cuando el hijo sea invidente, gran mutilado o gran in- 
vâlido, fisica o mentalmente, cualquiera que sea su 
edad, 10.000 pesetas.
No se practicarâ la deducciôn anterior por:
-Los hijos mayores de veinticinco ahos, de uno y otro 
sexo, salvo la excepciôn anterior.
-Los hijos casados o religiosos profesos, de uno u 
otro sexo.
-Los hijos o hijas que obtengan rentas superiores a
25.000 pesetas anuales, excepto cuando integren la uni^  
dad familiar".
(130) La contradicciôn existante entre este articulo 31 y 
la definiciôn de la unidad familiar como sujeto pasivo 
es puesta de relieve por I. FEREZ ROYO, "La unidad fa­
miliar...", cit., pâgs. 36 y ss.
Es inevitable traer a la memoria la similitud de este 
supuesto con la situaciôn que en Italia habia sido de- 
clarada inconstitucional, precisamente por el no reco- 
nocimiento de titularidad pasiva a la mujer casada, 
como argumento fundamental.
(131) Lo que en alguna ocasiôn ha sugerido el comentario de 
la dificultad que entraharia el cumplimiento de este 
precepto, ya que no se explica cômo puede fallecer la 
unidad familiar
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(132) El articulo 29 del Proyecto de Ley, en su apartado e) 
sôlo contenia dos numéros, previéndose en ambos la de­
ducciôn del 15 por ciento por los gastos personales 
en ellos contenidos. El primero de dichos numéros que­
daba referido a las cantidades abonadas a Montepios 
Laborales y Mutualidades obligatorias y voluntarias, 
cotizaciones a la Seguridad Social, derechos pasivos, 
cotizaciones a Colegios de Huérfanos o instituciones 
similares, y primas de seguro. El importe de estas de­
ducciones no podia exceder en su conjunto de 45.000 
pesetas.
El numéro 2 hacia referencia a "los gastos sufragados 
por el sujeto pasivo... por razones de enfermedad, ac­
cidente o invalidez en la persona del propio contribu­
yente, su cônyuge, hijos legitimos, legitimados, natu- 
rales reconocidos o adoptados, y ascendientes y otros 
descendientes legitimos que convivan y dependan econô- 
micamente del contribuyente, asi como los satisfechos 
por honorarios profesionales medicos y gastos de clini 
ca con motivo del nacimiento de los hijos del contribu
yente, y las cuotas satisfechas a Mutualidades o Socie
dades de seguros medicos".
Y a continuaciôn se disponia:
"Las deducciones de las partidas sehaladas en el apar 
tado e) de este articulo estarân condicionadas a su 
justificaciôn documentai y a la indicaciôn del nombre
y domicilio de las personas o entidades perceptoras
de los importes respectives.
Los contribuyentes podrân optar por deducir los porcen 
tajes anteriormente sehalados o por la deducciôn de 
la cantidad fija de 10.000 pesetas, sin venir obliga- 
dos en este ultimo caso, a la justificaciôn documentai 
de los citados gastos...".
(133) Quizâs tampoco sea ajena a esta problemâtica el elemen
to politico, puesto de manifiesto por CAZORLA al refe­
rirse a "la transaciôn politica como origen de algunas 
normas del actual Impuesto sobre la Renta", en "Refle­
xiones sobre la tramitaciôn parlamentaria de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta", Civitas REDF, nùm. 17- 
18, 1978, pâgs. 5-6. Sobre los limites de la reforma 
fiscal, una valiosa aportaciôn es la de RODRIGUEZ BE­
REIJO, "La reforma fiscal", cit.
(134) "Reflexiones. sobre, la tramitaciôn parlamentaria...", 
cit., pâg. 5.
(135) Ibidem.
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(136) CAZORLA, op.cit., pâg. 7, dice: "La fase de Comisiôn
pasô sin pena ni gloria y muy pocas aportaciones hizo 
al Proyecto. El Pleno tampoco jugô un papel innovador 
destacado, aunque si fué superior al de aquélla... El 
Senado no tuvo participaciôn alguna traducida en modi- 
ficaciones en el Proyecto de Ley sobre la Renta". So­
bre momentos concretos del "iter" parlamentario puede 
verse, del mismo autor: "El Informe de la Ponencia y 
el Dictamen de la Comisiôn en el Proyecto de Ley sobre 
la Renta de las Personas Fisicas", CT, nùm. 26, 1978,
pâgs. 125 y ss.; "El Proyecto de Ley del Impuesto so­
bre la Renta en los Plenos del Congreso y del Senado",
CT, nùm. 27, 1978, pâgs. 163 y ss.
(137) Una documentaciôn compléta del IRPF en Civitas REDF, 
nùm. 17-18, por donde se hacen las citas. Sobre la evo 
luciôn del Proyecto de Ley en el proceso legislativo 
puede verse, entre otros: RAMALLO, "La unidad famili­
ar...", cit., pâgs. 68 a 70; STAMPA, "Estudio sistemâ- 
tico del Impuesto sobre la Renta", Edersa, Madrid,1980 
pâgs. 123 a 137.
(138) En concrete, se referia a la expresiôn "ganancias o
pérdidas de capital", que, por unanimidad se considerô
preferible sustituir por la de "incrementos y disminu- 
ciones de patrimonio", mâs acorde con la tradiciôn es­
pahola, "tanto en la doctrina como en la legislaciôn" 
( loc.cit., pâg. 177).
(139) Concretamente, se afirma que "el articulo 4^ debe man- 
tenerse sustancialmente idéntico al proyecto, pero in- 
troduciendo en éste alguna precisiôn técnica indispen­
sable" (loc.cit., pâg. 181).
(140) Ibidem., pâgs. 181-182.
(141) Se trata de la enmienda ns i ; vid. en Civitas REDF,
nùm. 17-18, pâg. 115.
(142) Ibidem., pâg. 184.
(143) Tan solo fué presentada una enmienda a la totalidad,
suscrita por el Grupo Parlamentario Vasco (loc.cit., 
pâgs. 155 y 177-178).
(144) En este sentido, YEBRA MARTUL-ORTEGA, al intervenir
en contra de la enmienda al art. 79,3, en el debate
en el Pleno del Congreso: "En caso de aprobarse esta 
enmienda, los articulos anteriores entrarian en contra 
dicciôn con la modificaciôn que se introduciria en es­
te apartado 3, con lo cual resultarian inservibles" 
(loc.cit., pâg. 277).
(145) Vid. esta enmienda en Civitas REDF, nùm. 17-18, pâg. 
117.
323
(146) Ibidem., pâg. 183.
(147) Nada se dice sobre el supuesto aparté de su inclusion 
en el Informe de la Ponencia, y del debate en Comisiôn 
no se confeccionô diario de sesiones. Los articulos 
12 a 62 fueron votados en bloque en el Pleno del Con­
greso, sin discusiôn previa, pués no habia sido presen 
tada ninguna enmienda ni voto particular a los mismos.
(148) Aceptândose de esta forma la propuesta contenida en la 
enmienda presentada por el Grupo Parlamentario Comuni^ 
ta (loc.cit., pâgs. 117 y 182).
(149) Inicialmente regulado en el art. 26 del Proyecto, pasa 
a ser el 24 en la Ley; vid. "Advertencia preliminar" 
al art. 24, en el Informe de la Ponencia, loc.cit., 
pâg. 214. Sobre el mismo no se présenté ninguna enmien 
da.
(150) Loc.cit., pâg. 214.
(151) Sobre la cual se presentaron numerosas enmiendas, sien 
do uno de los aspectos mâs discutidos en el Pleno del 
Congreso (vid. el Debate en Civitas REDF, nùm. 17-18, 
pâgs. 314 a 335;.
(152) De 7.500 a 8.500, y de 5.000 a 6.000 pesetas, respecti 
vamente.
(153) Senalaba el Proyecto que no procedia la deducciôn por 
hijos respecto del que obtuviera rentas netas superio­
res a 25.000 pesetas anuales, excepto cuando integra- 
ran la unidad familiar; el limite de 25.000 pesetas 
se elevô a 100.000 pesetas "con lo que... se dâ satis- 
facciôn sustancial a gran parte de las enmiendas pre- 
sentadas" (loc.cit., pâg. 222).
(154) Loc.cit., pâg. 225.
(155) Ibidem.; todas estas propuestas fueron recogidas en 
la Ley, salvo el incremento de la deducciôn general.
(156) Loc.cit., pâgs. 214-215.
(157) El articulo 25 de la Ley recoge el contenido del arti­
culo 27 del Proyecto, y quedaba redactado en los mis­
mos términos con que aparece en la Ley 44/1978.
(158) Loc.cit., pâg. 230.
(159) Ibidem., pâg. 230-231; subrayado del original.
(160) Loc.cit., pâg. 231. A pesar de la trascendencia de es­
te articulo 31 , y de que fué prâcticamente introducido 
en su integridad por la Ponencia, pasô ignoradamente 
por los Plenos del Congreso y del Senado.
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(161) Loc.cit., pâg. 235. El texto del articulo 34 propuesto 
por la Ponencia se recogiô integramente en la Ley, si
bien al num. 1 ("Estarân obligados a presentar déclara 
ciôn los sujetos pasivos en las condiciones que regla- 
mentariamente se establezcan"), el Dictamen de la Comi 
siôn de Hacienda ahadiô un segundo pârrafo, que fue
acogido igualmente en el texto definitivo, segùn el 
cual: "No obstante, no estarân obligados a declarar
los sujetos pasivos que tengan ingresos inferiores a
300.000 pesetas anuales, computândose, en su caso, a
efectos de este limite, todos los ingresos de la uni­
dad familiar" (cfr. Dictamen de la Comisiôn de Hacien­
da", lo.cit., pâg. 273).
(162) En contra parece opinar ALBINANA ("Derecho financiero 
y tributario", Ministerio de Hacienda, Madrid, 1979, 
pâg. 497), al afirmar: "La regulaciôn de la unidad fa­
miliar en el actual Impuesto sobre la Renta de las Per 
sonas Fisicas peca de importantes defectos técnicos
y de notorias faltas de congruencia dispositiva. El 
Proyecto de Ley remitido por el Gobierno fué profunda- 
mente modificado en el debate parlamentario y, des­
pués, el texto de la Ley no quedô revisado en todos 
los preceptos relativos a la unidad familiar, dando 
lugar a incoherencias...".
Compartimos la opiniôn del profesor ALBINANA en punto 
a la existencia de importantes defectos en la regula­
ciôn de la unidad familiar, pero taies deficiencias 
son infinitamente menores, a nuestro juicio, que las 
contenidas en el Proyecto de Ley.
(163) En contra, ALBINANA: "Ni se aceptô la unidad familiar, 
ni se eligiô a la persona fisica como ùnico o fundamen 
tal soporte personal del impusto... No se explica que 
en el estado actual de la doctrina del Derecho tributa 
rio suscite preocupaciones dotar de "subjetividad tri­
butaria" a una unidad familiar carente -ello es obvio- 
de personalidada juridica para el Derecho privado. Y 
en el supuesto de que la decisiôn sea favorable a la 
"persona natural" deberia haberse renunciado a una ti- 
mida "unidad familiar" que nada resuelve y mucho com- 
plica la aaplicaciôn de la Ley" (op.ult.cit., pâgs. 
497-498; subrayado del original).
(164) Vid. la nota 162. BANACLOCHE, con ocasiôn de la deduc­
ciôn de 10.000 pesetas por gastos personales sin nece­
sidad de justificaciôn, afirma: "Todo empezô porque 
los técnicos hicieron una ley coherente, quizâ inequi- 
tativa, en que la unidad familiar era sujeto pasivo 
como el inidividuo no integrado en ella... Pero se cam 
biô en el debate parlamentario la redacciôn de los prT 
meros preceptos. ^Alguien puede mantener que fué un 
olvido no cambiar los ùltimos?. &Puede dudar alguien
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de la eficiencia y competencia del legislador?" ("La 
deducciôn de las 10.000 pesetas", CT, num. 47, 1983,
pâg. 273).
CAPITULO III 
IDENTIFICACION DE LA UNIDAD FAMILIAR
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1. PRELIMINAR: FUENTES NORMATIVAS.
Antes de abordar el concepto de unidad familiar, tal 
como esta figura es regulada en nuestro ordenamiento tributa- 
rio conviene hacer referencia a las principales fuentes norma 
tivas en las que se contiene aquella regulaciôn. No es esta 
precisamente una tarea facil, dado que el IRPF es objeto de 
un incesante desarrollo normative (1), que ha llegado a cali- 
ficarse de auténtica "marana normativa" (2). Las dificultades 
derivadas de la mutaciôn, prolijidad y el incesante flujo de 
disposiciones relatives al Impuesto se incrementan, ademâs, 
por el caracter asistemâtico e imprévisible de las normes re­
glamentarias. Por ello, en estas paginas unicamente podemos 
senalar un extracto de las disposiciones reguladoras del tri­
bute, teniendo en cuenta especialmente, claro esta, aquellas 
que afectan o se refieren a la unidad familier.
A.- Normes con rango de ley.
El régimen jurldico de la unidad familier se encuentra 
fundamentalmente contenido en la Ley 44/1978, de 8 de septiem 
bre, del Impuesto sobre la Rente de las Personas Fisicas (BOE 
de 11 de septiembre). De elle se ha dicho que "en la historié 
juridica de nuestro pais nunca ha habido una ley de tan eleva 
do nivel técnico..., que haya tenido tan emplie difusiôn y 
haya sido tan sentida por especialistas y profanos"(3).
Sin embargo, problèmes de incorrecciôn técnica de la 
Ley han sido senalados, precisamente, con relaciôn al tema
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de los sujetos pasivos. Asi, para Banacloche, "Al hablar del 
sujeto pasivo en el Impuesto sobre la Renta y de sus obligacio 
nés de declaraciôn, ingreso y colaboraciôn en la gestion del 
tributo, se encuentran taies vacios y, a veces, contradiccio- 
nes, que quiza hayan de resolverse atendiendo al contenido 
del nuevo artlculo 3- del Côdigo Civil, que permite interpre­
ter las normes segùn el sentido propio de sus palabras en re­
lation al contexto, los antecedentes histôricos y legislati- 
vos y a la realidad social del tiempo en que han de ser apli- 
cadas, atendiendo fundamentalmente al espîritu y finalidad 
de aquellas" (4). Y en otro lugar sehala este mismo autor que 
"la Ley no tuvo una afortunada revision técnica en su élabora 
ciôn parlamentaria" (5).
Con independencia de que,' ciertamente y como tendre- 
mos ocasiôn de comprobar, son numerosos los problemas que la 
regulaciôn de la unidad familiar suscita, hemos manifestado 
ya nuestra opiniôn acerca de las modificaciones llevadas a 
cabo en la tramitaciôn parlamentaria del Proyecto de Ley, en 
el sentido de que no siempre ha sabido reconocerse la mejora 
que respecto al mismo supuso la redacciôn definitiva de la 
Ley del Impuesto. Dicho con otras palabras: compartimos la
opiniôn de la problemâtica regulaciôn de la unidad familiar 
y de los sujetos pasivos, pero no asumimos la postura que pa- 
rece preferir las normas iniciales del impuesto a las actual- 
mente en vigor, ni desde el punto de vista de su correcciôn 
técnica ni desde la perspectiva de los problemas aplicativos 
que aquéllas hubieran ocasionado.
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A la Ley del IRPF deben anadirse las modificaciones 
contenidas en las leyes de presupuestos, modificaciones dicta 
das al amparo del articulo 134,7 de la Constitucion (6). Aun- 
que estas normas tributarias se han venido dictando, en prin­
ciple, con vigencia exclusiva para el ejercicio al que se re- 
firiera cada ley de presupuestos en cuestion, la prorroga su- 
cesiva de algunos preceptos dificultaba considerablemente el 
determiner en ocasiones cuales de aquellas normas eran de apli 
cacion (7). A esa dificultad intentaba poner fin el Real Dé­
crété Ley 24/1982, de 29 de diciembre, de medidas urgentes 
en materia presupuestaria, financière y tributaria (BOE de 
31 de diciembre de 1982), al declarer en su Preâmbulo que "se 
estima procédante la incorporaciôn a norma permanente de de- 
terminados preceptos fiscales que en los ùltimos ejercicios 
se venlan incluyendo en la Ley Presupuestaria, asi como otros 
que pretenden majorer y coordinar disposiciones diverses...". 
Esa "incorporaciôn a norma permanente" se ha llevado a cabo 
por la Ley 5/1983, de 29 de junio, de medidas urgentes en ma­
teria presupuestaria, financière y tributaria (BOE de 30 de 
junio), résultante de la tramitaciôn como Ley del citado Real 
Decreto Ley, y que recoge en sus articules 9^ y siguientes 
las disposiciones tributarias contenidas en el mismo (8).
No obstante, la Ley de Presupuestos Générales del Esta 
do para 1984, Ley 44/1983, de 28 de diciembre (BOE de 30 de 
diciembre), contiene determinadas normas relativas al IRPF. 
Asi, entre otras disposiciones, se establece, "con vigencia 
exclusiva para el ejercicio de 1984", la escala del Impuesto 
(art. 27); se modifican las deducciones de la cuota (art. 28)
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y se prorroga para 1984 la aplicaciôn del coeficiente de ac- 
tualizaciôn establecido en el articulo 27 de la Ley 9/1983, 
de 13 de julio, de Presupuestos Générales del Estado para 1983 
(art. 29, relativo a la correcciôn monetaria de variaciones 
patrimoniales ).
B.- Normas reglamentarias.
La Ley del Impuesto fué rapidamente objeto de un profu 
so desarrollo reglamentario a través de numerosas disposicio­
nes de este rango, lo que hizo necesaria la elaboraciôn de 
un texto en el que aquéllas se recogieran y sistematizaran
(9). A tal efecto, se dictô el Real Deeretô 2 6 1 9 7 9 ,  de 2 de 
noviembre, aprobando el Reglamento del IRPF (BOE de 14, 15
y 16 de noviembre). Sin embargo, y "contra lo que hubiera si­
do de desear, el Reglamento no derogô, incluyendo en él su 
contenido cuando asi fuera preciso, todas las disposiciones 
de este carâcter emanadas con anterioridad, sino que de forma 
expresa (dejô) subsistantes muchas de ellas" (10). Ello, a 
pesar de la observaciôn general formulada por el Consejo de 
Estado, en el Dictamen sobre el Proyecto de Reglamento, segùn 
la cual, "el Consejo estima necesaria la adopciôn de un crite 
rio de simplificaciôn o unificaciôn normativa para lograr una 
mayor seguridad juridica en materia tributaria. En aplicaciôn 
de este principio deberân refundirse en el Reglamento del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas cuantas disposi 
ciones vengan a incidir en el Impuesto de referencia (11).
En otro orden de consideraciones, y con relaciôn al
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examen global del expediente, el Consejo de Estado emite "en 
primer término su juicio favorable sobre el conjunto de la 
tarea desarrollada", que "ofrece como resultado un Proyecto 
de innegable calidad técnica y pleno rigor en el desarrollo 
de la Ley 44/1978..." Sin embargo, aûn reconociendo el induda 
ble acierto que suponla, en términos générales, la redacciôn 
del Proyecto de Reglamento, el Consejo de Estado manifestaba 
la necesidad de "formuler determinadas observaciones sobre 
el planteamiento del Proyecto y sobre determinados aspectos 
de su articulado". Dentro de las primeras, destacan las cons_i 
deraciones relativas al problema de la habilitaciôn legal en 
nuestro ordenamiento jurldico para el ejercicio de la potes- 
tad reglamentaria (12).
En cuanto a la potestad reglamentaria atribuida al Go- 
bierno, "teniendo en cuenta que el articule 97 de la Constitu 
ciôn Espanola se limita a declarar que el Gobierno ha de ejer 
cer la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constituciôn 
y las leyes", entiende el Consejo de Estado que "sôlo es uti- 
lizable, caso de no mediar una Ley previa, en el âmbito domés 
tico de la Administraciôn. En los restantes supuestos se pré­
cisa la remisiôn legal como instrumento habilitante para el 
ejercicio de la potestad reglamentaria". En este sentido, aun 
que la disposiciôn final tercera de la Ley del Impuesto esta­
blece que "Por el Ministerio de Hacienda y, en su caso, por 
el Gobierno, se dictarân las disposiciones necesarias para 
el desarrollo y aplicaciôn de esta ley", se impone, sin embar 
go, un distinciôn en este punto, segùn la materia que haya 
de ser reglamentada. "Para todo Reglamento que implique grava
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menes al ciudadano se requiere una especifica habilitaciôn 
legal, sin que consecuentemente puedan aceptarse habilitacio- 
nes indeterminadas o globales frente a los derechos de los 
ciudadanos. En cambio, cuando el supuesto a reglamentar se 
refiere a materias administrativas... ha de admitirse la pos^ 
bilidad de una habilitaciôn implicita".
En consecuencia, sobre la materia del Proyecto someti- 
do a Dictamen, hay que delimiter, "por una parte, el desarro­
llo reglamentario de los aspectos administrativos o de ges- 
tiôn, suficientemente cubierto con la clausula general de ha­
bilitaciôn que se contiene en la disposiciôn final tercera 
de la Ley 44/1978; por otro lado, la reglamentaciôn de las 
cargas, gravâmenes u obligaciones impuestas al contribuyente, 
que requieren una especifica habilitaciôn en el texto legal". 
Ademâs, teniendo présente la caracteristica acentuaciôn o ri- 
gidez del principio de legalidad en materia tributaria (13), 
en el desarrollo reglamentario de las materias reservadas a 
Ley "deben ponderarse cuidadosamente los niveles de inciden­
cia previstos en la Ley, a fin de que las nuevas matizaciones 
normativas no generen aumento de la presiôn fiscal directa 
o indirecta en la relaciôn con lo establecido por via legal" 
(14).
"Respecto al posible alcance de la potestad reglamenta 
ria del Ministre para el desarrollo de una Ley, el Consejo 
de Estado entiende que las correspondientes atribuciones por 
via legal han de interpretarse con un criterio estricto". En 
este sentido, se estima que la circunstancia de haberse con-
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cretado en la disposiciôn adicional primera de la Ley 44/1978 
las facultades del Ministre de hacienda en esta materia, indi^  
ca claramente que la voluntad del legislador fué limitar sus 
facultades a las que expresamente se consignan, ya que, de 
lo contrario, no tendria sentido dicha especificaciôn (15).
En cuanto a las observaciones générales sobre materias 
contempladas en el Proyecto, la primera de ellas se refiere, 
precisamente, a la unidad familiar, a cuyo concepto se alude 
"como parâmetro definidor de ciertas obligaciones tributarias 
vinculadas a la imposiciôn sobre la renta de las personas fi­
sicas" , poniéndose de manifiesto "que ni teôrica ni prâctica- 
mente viene a considerarse la unidad familiar como sujeto pa­
sivo de la correspondiente relaciôn juridico-tributaria"(l6).
A los dos anos de vigencia del Reglamento de 1979 se 
hizo necesario dar una nueva versiôn del mismo que recogiese 
las numerosas disposiciones reglamentarias dictadas en ese 
periodo de tiempo, y desarrollase y aclarase algunos precep­
tos légales, lo que, en opiniôn de Banacloche, "situa al Re­
glamento de 1979 en una posiciôn técnica poco airosa al menos 
en previsiôn, ya que también debe considerarse lo que en dos 
anos supone el progreso social" (17). El nuevo texto fué apro 
bado por el Real Decreto de 3 de agosto de 1981 (BOE de 24, 
26 y 27 de octubre), en cuyo Preâmbulo se senalan las dos fi- 
nalidades antes mencionadas (18). Sin embargo, la disposiciôn 
final tercera déclara subsistantes, en cuanto no se opongan 
a lo dispuesto en el nuevo Reglamento, très Reales Decretos, 
asi como numerosas Ordenes Ministeriales y Resoluciones de
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la Direcciôn General de Tributos, con lo que la finalidad de 
sistematizaciôn se ve, en gran medida, desvirtuada.
Las modificaciones introducidas en el Reglamento de 
1981 han sido, por otra parte, numerosas e importantes. Funda 
mentalmente, debe destacarse, la modificaciôn del régimen de 
estimaciôn objetiva singular, llevada a cabo por el Real De­
creto 2 9 3 3/1 9 8 3, de 13 de octubre (BOE de 28 de noviembre), 
posteriormente desarrollado por la Orden de 13 de marzo de 
1984 (BOE de 19 de marzo). Asimismo, la Resoluciôn de la Di­
recciôn General de Tributos de 27 de marzo de 1984 (BOE de 
29 de marzo), aclara y puntualiza algunos detalles relaciona- 
dos con dicho sistema, segùn se dice en su Preâmbulo.
En cuanto a las rentenciones y pagos fraccionados, ha 
de tenerse en cuenta el Real Decreto 1261/1983, de 27 de abril 
(BOE de 20 de mayo), desarrollado por la Orden de 6 de junio 
de 1983 (BOE de 15 de junio), y posteriormente modificado, 
a su vez, por el Real Decreto 307/1984, de 8 de febrero (BOE 
de 18 de febrero), por el que se regulan los pagos a cuenta 
del IRPF.
Por otra parte, la nueva regulaciôn de la tributaciôn 
de las rentas obtenidas sin mediaciôn de establecimiento per­
manente por personas o entidades no residentes en territorio 
espanol, tanto en el Impuesto sobre Sociedades como en el IRPF 
(1 9 ), ha sido desarrollada por la Orden de 29 de julio de 1983 
(BOE de 13 de agosto), y por las Resoluciones de la Direcciôn 
General de Tributos de 17 de febrero y de 12 de marzo, ambas 
de 1984 (BOE de 9 y 23 de marzo, respectivamente), sobre mode
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lo de declaraciôn aplicable a estas rentas.
Por ultimo, y en esta lînea de senalar las principales 
disposiciones sobre la materia, deben consignarse el Real De­
creto 351/1984, de 25 de enero (BOE de 24 de febrero), por 
el que se especifica la tarifa general del Impuesto para los 
sujetos pasivos acogidos a la declaraciôn simplificada y se 
determinan los limites de aplicaciôn de dicha declaraciôn, 
y el Real Decreto 361/1984, de 8 de febrero (BOE de 25 de fe­
brero), sobre delcaraciôn y pago de los Impuestos sobre la 
Renta.
A todo ello debe anadirse que la Orden Ministerial de 
17 de abril de 1980 (BOE de 26 y 28 de bril), en la que se 
recoge la doctrina expuesta en las contestaciones a consultas 
de caracter vinculante formuladas por los contribuyentes, con 
la eficacia prevista en el articulo 18 de la Ley General Tri­
butaria, déclara en su Preâmbulo que "La Direcciôn General 
de Tributos actualizarâ anualmente el répertorie de contesta­
ciones vinculantes, sin perjuicio de la futura incorporaciôn 
al Reglamento del Impuesto..., de aquellas contestaciones que 
por su caracter deban tener la consideraciôn de norma gene­
ral". Con ello parece sentarse el criterio de futuras actuali 
zaciones periôdicas del Reglamento que, de producirse, difi- 
cilmente podria aunarse con la indicada necesidad de una ma­
yor seguridad juridica en materia tributaria (20).
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2. CONCEPTO JURIDICO LEGAL.
En el capitulo I hemos visto el concepto de unidad fa­
miliar con independencia de su regulaciôn por un ordenamiento 
determinado, esto es, hemos tratado de identificar "que es" 
(21 ) la unidad familiar desde una perspectiva parapositiva 
sin que por ello, claro esta, la delimitaciôn efectuada pueda 
calificarse de metajurîdica.
Corresponde ahora abordar el concepto positivo de uni­
dad familiar en nuestro ordenamiento tributario o, lo que es 
lo mismo, identificar la figura de la unidad familiar en nues
tra vigente regulaciôn del Impuesto sobre la Renta de las Per
sonas Fisicas.
A.- Identificaciôn legal de la unidad familiar.
a) Pluralidad de efectos de la unidad familiar y diver
sas caracterizaciones de la misma.
La unidad familiar aparece regulada en la Ley del 
Impuesto en el Capitulo III, dedicado al sujeto pasivo, den­
tro de su Secciôn primera, que comprende las normas généra­
les. Esta incardinaciôn sistemâtica es sin duda consecuencia 
de la redacciôn originaria del Proyecto de Ley, en el que la 
unidad familiar era definida como sujeto pasivo, y ambas cir- 
cunstancias constituyen en buena parte el origen de las nume­
rosas dudas e incertidumbres a que da lugar esta figura.
Como sabemos, en el Proyecto de Ley del IRPF remitido
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por el Gobierno a las Cortes, la formulacion del sujeto pasi­
vo del tributo comprend!a dos categorias distintas: la unidad
familiar que tuviera su residencia habitual en territorio es- 
pahol y las personas fisicas que, no formando parte de una 
unidad familiar, tuvieran igualmente su residencia habitual 
en territorio espahol (22). En la tramitaciôn parlamentaria 
del Proyecto se rechazô la posibilidad de que la unidad fami­
liar fuera sujeto pasivo, estimando la Ponencia de la Comi- 
siôn de Hacienda "que la diferencia esencial debe hacerse en­
tre personas fisicas que no constituyen una unidad familiar 
y personas fisicas que constituyen una unidad familiar, reco- 
nociéndose en este ultimo caso a todas ellas la calidad de 
sujeto pasivo del Impuesto" (23).
De acuerdo con esta nueva formulaciôn se redactô el 
articulo 42 de la Ley, segùn el cuâl:
"Uno. Son sujetos pasivos del impuesto:
a) Por obligaciôn personal, las personas fisicas que 
tengan su residencia habituai en territorio espahol.
b) Por obligaciôn real, cualquier otra persona fisica 
que obtenga rendimientos o incrementos de patrimonio 
producidos en territorio espahol o satisfechos por una 
persona o entidad, pùblica o privada residente en di­
cho territorio.
Dos. Cuando las personas a que se refieren los dos ep^ 
grafes del apartado anterior estén integradas en una 
unidad familiar, todos los componentes de esta ùltima 
quedarân conjunta y solidariamente sometidos al impue^ 
to como sujetos pasivos, con arreglo al régimen que 
para tal supuesto establecen los articulos quinto, sé£ 
timo, apartado très, treinta y uno y treinta y cuatro 
de esta Ley".
341
En este precepto parece contenerse una doble considéra 
ciôn de la unidad familiar: como "conjunto de sujetos pasi­
vos" (24) y como criterio déterminante de la aplicaciôn de 
un régimen especifico. La relaciôn unidad familiar-sujeto pa 
sivo ha acaparado la atenciôn de buena parte de la doctrina, 
que se ha centrado especialmente en el sometimiento conjunto 
y solidario al impuesto de los sujetos componentes de una uni^  
dad familiar. En esta lînea deben encuadrarse todos aquellos 
intentos de identificaciôn de la unidad familiar en funciôn 
del sujeto pasivo o a partir del mismo, hablândose unas veces 
de "sujeto conjuntado y solidario" (25) o de "sujeto multi­
ple" (26); otras se utiliza la aséptica referencia a la uni-- 
dad familiar como "sujeto fiscal" (27), denominaciôn que, siæ 
do expresiva, no aclara ciertamente las cosas cuando de un 
anâlisis jurldico se trata; y en alguna ocasiôn se ha llegado 
a decir que nos encontramos ante un "pseudo sujeto pasivo" 
(28).
Atendiendo no tanto a la caracterizaciôn del sujeto 
pasivo como a la multiplicidad de efectos derivados de la uni^  
dad familiar, se alude a ésta como "concepto técnico de remi­
siôn de normas" (29), o como "parâmetro definidor de ciertas 
obligaciones tributarias" (30). En esta misma llnea, se pone 
de manifiesto la decisiva influencia de la unidad familiar 
en la cuantificaciôn de la obligaciôn tributaria, considerân- 
dola como un "mecanismo de acumulaciôn de rentas" (31), y otras 
veces se senala que la unidad familiar cumple "la misiôn de 
ser una fôrmula técnica para conseguir el efecto econômico
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de la acumulaciôn de rentas..." (32).
Por nuestra parte, creemos que esta "duplicidad" de ca 
racterizaciones merecen distinta consideraciôn. En cuanto a 
la identificaciôn de la unidad familiar en funciôn de los 
efectos que de la misma se deriven es évidente que se presta 
una atenciôn primordial o casi exclusiva a la acumulaciôn de 
rentas (33), lo que, en cierto sentido, no es mas que una con 
secuencia de la existencia de una idea preconcebida de lo que 
por unidad familiar deba entenderse, tal como subraya el pro- 
fesor Ramallo (34), afiadiendo que "normalmente, cuando se ha- 
bla de unidad familiar, se hace pensando en la acumulaciôn 
y en las deducciones por circunstancias familiares". Igualmen 
te, sehala Palao (35) que "la idea de 'definiciôn de la uni­
dad familiar' parece estar vinculada al sistema de acumula­
ciôn". Sin embargo, y con independencia de que, efectivamen- 
te, la acumulaciôn constituye un efecto caracteristico en es­
ta figura, tal como lo entienden los autores citados, y de 
manifiesta importancia, lo que debemos resaltar en este momen 
to es que, cuando de lo que se trata es de determiner el con­
cepto de unidad familiar, debe tenerse présente que son todos 
los efectos o influencias los que han de reconducirse a la 
propia identificaciôn de la figura.
Por otra parte, no basta con sehalar que de la perte­
nencia del sujeto pasivo a una unidad familiar se derivan im­
portantes efectos; lo que ha de explicarse es como se produ- 
cen esos efectos. Una anâlisis jurldico no puede detenerse 
en la afirmaciôn general e indubitable de que estamos en pre-
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sencia de un concepto técnico de remisiôn de normas, u otra 
semejante, porque ello, como dirîa Sainz de Bujanda, equival- 
drla a quedarse en el umbral del problema (36). Un anâlisis 
jurldico de la unidad familiar exige no sôlo resaltar como 
se manifiesta esta figura, sino también, y muy especialmente, 
desentrahar la realidad que la misma comprende.
La unidad familiar constituye todo un régimen de apli­
caciôn del impuesto, no sôlo por la remisiôn contenida en el 
numéro 2 del artlculo 4® de la Ley, que no se refiere mâs que 
a una parte de los efectos que para el sujeto pasivo se deri­
van de su pertenencia a una unidad familiar, sino también, 
y fundamentalmente, por la presencia de la unidad familiar 
en cada uno de los elementos de la relaciôn juridica tributa­
ria (37). Pero esta presencia debe senalarse contrastando los 
mecanismos que en la normativa se contemplan con el bloque 
de principles y conceptos elaborados en el seno de la teorla 
general del Derecho tributario (38), pués, como han escrito 
Cortés Dominguez y Martin Delgado, "no conviene perder de vis 
ta que el intérprete debe buscar en las leyes reguladoras de 
los impuestos y demâs tributos el verdadero sentido que en 
el Derecho positivo de un determinado pals, en un determinado 
momento, tienen las categorias elaboradas por la dogmâtica" 
(39).
Por lo que se refiere a la relaciôn unidad familiar- 
sujeto pasivo, entendemos que no ha sido, en general, adecua- 
damente valorada. Se trata de una cuestiôn especialmente im­
portante, por lo que nos referiremos a ella a continuaciôn.
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para después abordar la nociôn jurldico legal de la unidad 
familiar, partiendo de las premisas sehaladas.
b) La unidad familiar y la subjetividad de la obliga­
ciôn tributaria (40).
Los intentos de identificaciôn de la unidad fami­
liar en funciôn del sujeto pasivo o a partir del mismo tienen 
su base, como sabemos, en el artlculo 42 de la Ley del Impue£ 
to, del cual se deduce lo siguiente:
1 2 : La unidad familiar no ha sido configurada como su­
jeto pasivo de la obligaciôn tributaria, que sôlo es atribui­
da a deudores individuales, personas fisicas, o sea, directa- 
mente a los miembros de la familia (41).
2 2 : Cuando la persona flsica, sujeto pasivo, esté inte 
grada en una unidad familiar aquella obligaciôn se atribuye 
"conjunta y solidariamente" a "todos los componentes de ésta 
ultima".
Esta relaciôn unidad familiar-sujeto pasivo, tal como 
es definida en las disposiciones reguladoras del impuesto, 
obliga a plantearse cuâl es el alcance de la pertenencia a 
una unidad familiar sobre la subjetividad de la obligaciôn 
tributaria, ya que de las dos interpretaciones posibles de 
esta cuestiôn se derivan otras tantas consideraciones de aque 
lia figura. Veamos cada una de ellas.
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a' ) La identificaciôn de la unidad familiar como un 
conjunto de sujetos pasivos. Observaciones crîticas.
Para un sector doctrinal todos los miembros que inte- 
gran la unidad familiar realizan al mismo tiempo el hecho im­
ponible del impuesto y, consecuentemente, todos ellos asumen 
la posiciôn deudora en el seno de la obligaciôn tributaria 
(42). Asi lo entiende el profesor Ferreiro al afirmar que "El 
mandate del articulo 4 2 , 2  parece, pues, claro en cuanto a la 
configuraciôn de todos los miembros de la unidad familiar, 
cuando al menos uno de ellos obtenga rentas gravadas, como 
sujetos pasivos, contribuyentes del tributo" (43).
De acuerdo con este planteamiento, la unidad familiar 
podria identificarse como un conjunto de sujetos pasivos, ya 
que siempre que un miembro obtenga renta nos encontraremos 
con una pluralidad de personas (componentes de la unidad fam^ 
liar) que integran el lado pasivo de la obligaciôn tributa­
ria, en virtud, precisamente, del hecho de su pertenencia a 
una unidad familiar.
La consideraciôn de la unidad familiar como un conjun­
to de sujetos pasivos en el sentido expuesto -consideraciôn 
que, vaya por delante, no compartimos- dériva, a nuestro en- 
tender, fundamentalmente de dos circunstancias o argumentes, 
de désignai entidad cualitativa. En primer lugar, puede encon 
trarse para ello una "base positiva" en el reiteradamente ci­
tado numéro 2 del articulo 42 -articulo bâsico en el anâlisis 
juridico de la unidad familiar-, segùn el cual, cuando el su-
346
jeto pasivo esté integrado en una unidad familiar todos los 
componentes de esta ultima quedarân conjunta y solidariamente 
sometidos al impuesto como sujetos pasivos. Dado que el artl­
culo 52 de la propia Ley establece lo que constituye modalida 
des de unidad familiar "a los efectos previstos en el aparta­
do dos del artlculo anterior", parece logico pensar que el 
término "todos los componentes" hay que relacionarlo con la 
definiciôn de la unidad familiar (44); de lo cual résulta que 
son todas y cada una de las personas incluldas en la unidad 
familiar las que el artlculo 42 estâ sometiendo conjunta y 
solidariamente al impuesto. Esta interpretaciôn del término 
"todos los componentes" podria asimismo considerarse que era 
la sostenida en el Informe de la Ponencia (45) que, al expo- 
ner su criterio en punto al artlculo 42 del Proyecto de Ley 
y explicar la modificaciôn del mismo, afirmaba lo siguiente: 
"La diferencia esencial debe hacerse entre personas fisicas 
que no constituyen unidad familiar y personas fisicas que cor# 
tituyen unidad familiar, reconociéndose en este ultimo caso 
a todas ellas la calidad de sujeto pasivo del Impuesto" (46).
En segundo lugar, argumento que podemos considerar de 
"orden dogmâtico", el entender que todos los miembros de la 
unidad familiar son sujetos pasivos, obtengan o no renta en 
el sentido del artlculo 32,1 de la Ley, parece deducirse, como 
consecuencia ineludible, de la necesidad de encontrar un fun- 
dcimento al sometimiento conjunto y solidario al impuesto de 
las personas que componen la unidad familiar. Asi lo expone, 
con toda claridad, Clavijo al cuestionarse "ôqué es lo que
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détermina que los miembros de la unidad familiar queden soli­
dariamente obligados al impuesto?", entendiendo que "lo que 
détermina que queden solidariamente obligados al impuesto es
que todos..., todos los miembros de la unidad familiar, tribu
tariamente hablando, realizan el hecho imponible del IRPF: 
todos obtienen la renta gravada en el impuesto" (47). La uni­
dad familiar es entendida de esta forma como un caso particu­
lar, como una especificaciôn del supuesto contemplado, de un 
modo general, en el artlculo 34 de la LGT (48), segùn el cual: 
"La concurrencia de dos o mâs titulares en el hecho imponible 
determinarâ que queden solidariamente obligados frente a la 
Hacienda pùblica, salvo que la Ley propia de cada tributo di£ 
pusiere lo contrario". También el Informe de la Ponencia ha- 
cla menciôn expresa del artlculo 34 de la LGT, al afirmar: 
"El principio de solidaridad en la deuda tributaria que se 
consagra en este artlculo 4 2 , en relaciôn con los articulos 
31 y 34 de esta Ley, no hace, en fin, sino confirmar, en el 
ârea de este Impuesto, una norma comùn contenida en el artlcu 
lo 34 de la Ley General Tributaria" (49).
Como vemos, la tesis de que la unidad familiar consti­
tuye, en todo caso, un conjunto de sujetos pasivos es una
cuestiôn ciertamente compleja, que no puede ser tratada en
toda su extensiôn en este momento, ya que se dan cita en ella 
un conjunto de problemas que han de ser delimitados sucesiva- 
mente, por obvias razones de sistematizaciôn. Particularmen- 
te, la remisiôn de la unidad familiar al artlculo 34 de la 
LGT -punto crucial en el tema que nos ocupa- ha de ser objeto 
de estudio en profundidad en el lugar donde abordamos la natu
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raleza juridica de esta figura (50). Ahora bien, hecha esta 
salvedad y al efecto que nos ocupa en este momento -o sea, 
identificaciôn de la unidad familiar, lo cual implica la nece 
sidad de precisar su alcance sobre la subjetividad de la obli 
gaciôn tributaria-, pueden formularse determinadas considera­
ciones sobre el tema, ya que es ineludible que expongamos 
nuestra posiciôn al respecto.
En nuestra opiniôn, ni desde un punto de vista postivo 
ni desde una perspectiva dogmâtica -limitândonos a la argumen 
taciôn expuesta hasta el momento- es necesario atribuir la 
cualidad de sujeto pasivo a todos los miembros de la unidad 
familiar para llegar a una configuraciôn juridica coherente 
de esta figura. En primer lugar, el entender que todos los 
miembros de la unidad familiar son sujetos pasivos, contribu­
yentes, no encuentra apoyo legal en ningûn otro articulo de 
la Ley, aparté, claro estâ, del propio articulo 42,2. Antes 
al contrario, cabe extraer la conclusion opuesta de otros pre 
ceptos légales; asi, el articulo 19,uno,segundo, apartados 
b') y c') se refieren al "sujeto pasivo u otros miembros de 
la unidad familiar", con lo que se "viene a reconocer, dice 
Albinana, que los otros miembros de la unidad familiar no son 
sujetos pasivos" (51). Asimismo, la expresiôn contenida en 
el articulo 31, numéro 2 de la Ley, relative a "la renta que 
le corresponde a cada uno de ellos" implica que la obtenciôn 
de renta se produce individualmente, esto es, "significa ren­
ta obtenida por miembros de la unidad familier o atribuida 
a los mismos por mandato de la Ley" (52).
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Por otra parte, hay que tener en cuenta que el sentido 
que rechazamos del término "todos los componentes" se basa 
principalmente en una interpretaciôn literal o gramatical del 
mismo, pero no tiene en cuenta otros posibles medios de inter 
pretaciôn (53). Desde esta perspectiva, no parece aventurado 
SOStener que cuando el numéro 2 del articulo 42 se refiere 
a todos los componentes de la unidad familiar tal expresiôn 
debe entenderse significative de todos los miembros que sean 
sujetos pasivos, con arreglo a la propia definiciôn de éste, 
contenida en el numéro 1 del mismo precepto. Esto es, cuando 
la norma dice "todos los componentes" se esta refiriendo no 
a los miembros que integran la unidad familiar tal como la 
misma es descrita en el articulo 5 2 , sino a los miembros de 
la unidad familiar definidos en el numéro 1 del articulo 4 2 , 
es decir, aquellos que son sujetos pasivos por haber realiza- 
do el hecho imponible definido en el articulo 3 2 ,1 . El mismo 
sentido encierra, a nuestro parecer, el criterio expresado 
por la Ponencia (54), que si bien es cierto que alude a un 
reconocimiento de la cualidad de sujeto pasivo del impuesto 
a todas las personas fisicas que constituyan unidad familiar, 
inmediatamente déclara que "tal agrupaciôn se circunscribe 
la acumulaciôn de sus rentas" (55), luego quien no obtenga 
renta, no realice el hecho imponible, no puede quedar agrupa- 
do, no es considerado sujeto pasivo.
En otro orden de consideraciones, nos parece preferi- 
ble, en todo caso, centrar el empefio en la interpretaciôn de 
la expresiôn "todos los componentes" de la unidad familiar.
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de forma que se acomode a la formulaciôn legal del hecho impo 
nible que no a la inversa; aunque sôlo sea -dejando a un lado 
otras razones (56)- por los peligros que puede encerrar el ad- 
mitir que el hecho imponible no viene expresamente consignado 
en la norma.
En cuanto a la remisiôn al artlculo 34 de la LGT, que 
parece ser acogida como si fuese el ùnico Ccunino posible para 
fundamentar o explicar la solidaridad de los miembros de la 
unidad familiar, no es en modo alguno necesaria precisamente 
por la propia sanciôn en este sentido de la Ley del Impuesto. 
Asimismo, debe resaltarse que la Ponencia en su referencia, 
mâs que remisiôn, al articulo 34 de la LGT, alude a la "soli­
daridad en la deuda tributaria", pero no a la concurrencia 
de titulares en el hecho imponible, por lo que bien puede con 
siderarse meramente significativa del hecho de que en el Dere 
cho tributario la régla general prevista para el caso de con­
currencia de deudores es la solidaridad, mientras que en el 
Derecho civil lo es la mancomunidad (57). De manera que la 
invocaciôn al precitado artlculo 34 sôlo viene a confirmar 
que la solidaridad de los sujetos pasivos incluldos en una 
unidad familiar no supone ninguna norma excepcional.
En definitiva, la inclusiôn de la unidad familiar en 
el artlculo 34 de la LGT no puede ser aceptada como una cues­
tiôn "apriorlstica", pues, como tan acertadamente sehala SO- 
LER ROCH, "para ver si el precepto résulta aplicable en cada 
caso, deberâ analizarse la configuraciôn del hecho imponible 
en todos sus aspectos, en la Ley reguladora del tributo y
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sôlo despues de dicho anâlisis se podrâ conectar el supuesto 
con lo dispuesto en aquel precepto" (58).
b') La eventual consideraciôn de la unidad familiar 
como un supuesto de plurisubjetividad tributaria. 
Subjetividad y solidaridad.
Rechazada por las razones expuestas la identificaciôn 
de la unidad familiar como conjunto de sujetos pasivos, en 
el sentido, insistimos, de que tal sea la realidad que siem­
pre y en todo caso constituye la unidad familiar, lo que no 
puede dejar de considerarse, claro estâ, es la posibilidad 
de que mâs de un miembro de la unidad familiar asuma la titu 
laridad pasiva de la obligaciôn tributaria. Quizâs no sea 
ocioso advertir que la calificaciôn de este supuesto como 
"eventual" no tiene otra finalidad que contraponerlo a la te­
sis anterior, conforme a la cual tal supuesto se producirîa 
necesariamente. Dicho de otro modo: la calificaciôn de "even­
tual" unicamente pretende poner de manifiesto que se trata 
de algo que no puede "elevarse a categorîa" conceptual en pun 
to a la delimitaciôn de la unidad familiar. Pero séria errô- 
neo derivar de ello cualquier otra consecuencia.
A la vista de cuanto antecede, y puestos a determinar 
el alcance la unidad familiar sobre la subjetividad de la 
obligaciôn tributaria, lo ùnico que puede afirmarse con segu­
ridad, por simple que pueda parecer, es que cuando mâs de un 
miembro de aquella realice el hecho imponible nos encontramos 
ante un supuesto de plurisubjetividad tributaria (59).
352
Como es sabido, la obligaciôn tributaria (.60) es una 
obligation legal de Derecho pûlbico (61), cuyo objeto consis­
te en una prestaciôn de dar dinero (62). Se trata, por tanto, 
de una obligaciôn "ex lege", de contenido pecuniario (63). 
La obligaciôn tributaria, como relaciôn obligatoria que es, 
précisa la existencia de dos personas o, lo que es lo mismo, 
se desenvuelve entre dos sujetos: acreedor y deudor que ocu- 
pan, respectivamente, la posiciôn activa y pasiva de aquélla. 
Es sujeto active o acreedor aquél que tiene el derecho a exi- 
gir el pago de la obligaciôn. Es sujeto pasivo el obligado 
a entregar la cantidad de dinero en que se concrete la presta 
ciôn objeto de la obligaciôn tributaria. De esta manera puede 
definirse el sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria como 
la persona natural o jurldica que asume la posiciôn deudora 
en el seno de la expresada obligaciôn (64).
Aunque frecuentemente esta titularidad pasiva es asumi^ 
da por una sola persona, no hay ningûn inconveniente, sin em­
bargo, para que dicha parte esté integrada por mas de un suje 
to. Aparecen asi los casos de pluralidad de sujetos en la 
obligaciôn, a los que désignâmes con el nombre de supuestos 
de plurisubjetividad tributaria, que pueden genéricamente ca- 
racterizarse como aquellas situaciones complejas en las que 
confluyen una multiplicidad de actuaciones o titularidades 
de diversas personas (65). Cuando se dice que existe plurali­
dad subjetiva "cuando los efectos de un hecho jurldico se ex- 
tienden al mismo tiempo a distintos sujetos" (66) se esta se- 
nalando un posible presupuesto de la pluralidad de titularida
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des. pero, adviértase bien, no es mas que un posible presu­
puesto de aquel fenômeno, que en modo alguno puede reconocer- 
se como presupuesto identificador del mismo (67). La plurisub 
jetividad implica ûnicamente el concurso de titularidades pa- 
sivas y tal es lo que acaece cuando mas de un miembro de la 
unidad familiar obtiene renta. En este caso la unidad fami­
liar implica una confluencia de titularidades subjetivas, en 
el sentido de que la pertenencia a una unidad familiar tiene 
como consecuencia para el sujeto pasivo el que este asume la 
titularidad de la obligaciôn tributaria, no aisladamente, si- 
no junto a otras personas, compartiendo o integrando todas 
ellas la posiciôn deudora.
De las distintas formas posibles de organizaciôn de 
las obligaciones subjetivamente complejas (68), la mas fre- 
cuente en el âmbito del Derecho tributario, asl como la mas 
adecuada a este campo normative en el que se trata de garanti^ 
zar al mâximo el interés concretado en la realizaciôn del cré 
dito tributario (69) es la solidaridad. La solidaridad pasiva 
se caracteriza porque cada deudor esta obligado a cumplir por 
si solo y de una sola vez toda la prestaciôn. "Cada uno es 
por si solo -dice Diez Picazo-, ('uti singuli') deudor de la 
totalidad" (70).
La unidad familiar no constituye una excepciôn a esta 
régla general, ya que el articule 31,2 de la Ley del Impuesto 
dispone que "Los sujetos pasivos que componen una unidad fam^ 
liar estân solidariamente obligados frente a la Hacienda Pû- 
blica al pago de la deuda tributaria que corresponda a la acu
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mulaciôn de rendimientos e incrementos e patrimonio previstos 
en el artîculo séptimo, apartado très de esta Ley...".
La relaciôn entre plurisubjetividad y solidaridad apa- 
rece asl Clara: aquélla es el presupuesto de ésta, lo que se 
expresa frecuentemente con la afirmaciôn de la solidaridad 
pertenece al âmbito de los fenômenos jurldicos subjetivamente 
complejos (71). '
Pero, al mismo tiempo, se manifiesta con nitidez la 
diferência entre ambos fenômenos (72). Por subjetividad hay 
que entender asunciôn de la titularidad pasiva de la obliga­
ciôn tributaria, cualidad que se ostenta por haber realizado 
el hecho hipotéticamente previsto en la norma, que hace sur­
gir o del cual nace aquélla obligaciôn. La solidaridad pasiva 
es una forma tlpica de organizaciôn de la pluralidad de deudo 
res en la relaciôn obligatoria, que se caracteriza porque ca­
da uno de aquéllos tiene por si solo e individualmente el de- 
ber de cumplir integramente la prestaciôn objeto de la rela­
ciôn obligatoria.
Al determinar el sujeto pasivo de una obligaciôn con­
testâmes a la pregunta ^quién responde?. Cuando précisâmes 
que ese sujeto pasivo responde solidariamente estâmes contes- 
tando una pregunta distinta: âcômo responde?. La solidaridad, 
por tanto, no détermina "quién" asume la posiciôn deudora, 
sine "cômo" se asume ésta, afectando no tanto al sujeto como 
a la deuda.
Estas ideas pueden resumirse en la afirmaciôn segûn
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la cual la plurisubjetividad constituye un "prius" respecte 
a la solidaridad y tal principle, aplicado al tema que nos 
ocupa, implica que en el sometimiento conjunte y solidario 
al impuesto de los sujetos integrados en una unidad familiar 
debe diferenciarse claramente: 1) la asunciôn de la propia
cualidad de sujeto pasivo; 2) la solidaridad en la deuda tri­
butaria, de todos y cada uno de esos sujetos pasivos; 3) la 
propia estructura de la relaciôn obligatoria solidaria, en 
cuanto forma de organizaciôn de una obligaciôn subjetivamente 
colectiva (73).
B .- Nociôn juridico legal de la unidad familiar.
a) El punto de partida: la persona fisica.
El punto de partida de toda consideraciôn de la uni^  
dad familiar lo constituye, tal como se desprende de los arti 
culos 42 y 52 de la Ley, la persona fisica (74). Primero, por 
que la persona fisica es la ùnica a la que se atribuye la sub 
jetividad de la obligaciôn tributaria (art. 4 2 ,1 ). Segundo, 
porque la unidad familiar, como fenômeno personal, no es mas 
que la designaciôn unitaria de un conjunto de personas fisi- 
cas (art. 5 2 , "Modalidades de unidad familiar").
Pero es que, ademâs, la unidad familiar aparece, en 
primer término, como un criterio de distinciôn entre sujetos 
pasivos, estableciéndose una diferencia fundamental entre 
ellos segûn formen parte o no de una unidad familiar (art. 
4 2 ,2 ). En este sentido, se habla de unidad familiar para ex-
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presar los efectos que se derivan del hecho de la pertenencia 
a una unidad familiar para el sujeto pasivo en ella incluido, 
en orden a la aplicacion del impuesto y a la determinacion 
de la obligaciôn tributaria.
La unidad familiar surge asi como punto de referencia 
de situaciones juridicas pero, entiéndase bien, no quiere de- 
cirse con ello que constituya un centro autônomo de imputa- 
ciôn de efectos juridicos (75), sino que de la pertenencia 
al grupo llamado unidad familiar se derivan determinados efec 
tos para las personas fisicas en el incluidas. La unidad fami 
liar no asume en ningûn caso la titularidad juridica, que es 
siempre asumida por la persona fisica, pero el contenido de 
la situaciôn juridica de esta ûltima (76) se ve alterado, cua 
lificado, en virtud de su pertenencia a una unidad familiar. 
Por ello, como indica Ramailo, si bien el punto de partida 
hay que situarlo en la persona fisica, inmediatamente hay que 
distinguir entre sujeto pasivo persona fisica individual y 
sujeto pasivo persona fisica que sea miembro de una unidad 
familiar (77).
De esta manera, la relaciôn unidad familiar-sujeto 
pasivo es entendida meramente como planteamiento inicial 
de aquélla figura, pero no como elemento adecuado en punto a 
una incardinaciôn sistemâtica de la unidad familiar.
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b) La unidad familiar como parte integradora del ele­
mento subjetivo del hecho imponible. su incidencia 
en la configuraciôn del elemento objetivo del pre­
supuesto de hecho.
Al tratar del problema de la identificaciôn de los 
sujetos pasivos ponia de manifiesto Berliri que "es necesario 
apartar del camino numerosas cuestiones que los autores sue- 
len afrontar al tratar este tema, pero que no tienen nada que 
ver con él". La primera de estas cuestiones la refer!a el maes 
tro italiano al hecho de que "al hablar de los sujetos pasi­
vos de la obligaciôn tributaria se suele aludir, sobre todo, 
a la influencia que sobre el nacimiento de dicha olbigaciôn 
pueden ejercer la naturaleza fisica o juridica del contribu- 
yente, el estado civil, la profesiôn, la nacionalidad, etc..'.', 
siendo, sin embargo, évidente, continua Berliri, "que estas 
distinciones se refieren a la determinaciôn del presupuesto 
de hecho cuya realizaciôn origina la relaciôn juridica..., 
pero nunca a la teoria de los sujetos de la obligaciôn tribu­
taria" (78).
Esta consideraciôn es perfectamente valida con rela­
ciôn al tema que nos ocupa, en el sentido de que la distin­
ciôn fundamental entre sujetos pasivos, segûn se trate de una 
persona fisica individual o de una persona fisica que perte- 
nezca a una unidad familiar, o lo que es lo mismo, la perte­
nencia a una unidad familiar como hecho cualificador del suje 
to pasivo, ha de verse reflejada en la configuraciôn del pre­
supuesto de hecho, y no en la propia determinaciôn del sujeto
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pasivo de la obligaciôn tributaria.
La necesidad de precisar la incidencia de la unidad 
familiar o, si se prefiere, de la pertenencia a una unidad 
familiar, sobre la configuraciôn del hecho imponible, es asi- 
mismo évidente al tomar en consideraciôn que los sujetos pasi 
vos componentes de una unidad familiar quedan sometidos a un 
"régimen" especial o particular, tal como se desprende del 
numéro 2 del artîculo 42 de la Ley (79).
Como es sabido, el hecho imponible se integra de dos 
elementos fundamentales: uno, objetivo, que consiste en aque 
lia "situaciôn de hecho' a la que la ley vincula cada impues­
to en particular; otro, subjetivo, constituido por la rela­
ciôn en que debe encontrarse el sujeto pasivo con aquel pri­
mer elemento para que nazca a su cargo la deuda impositiva" 
(80).
Aunque la importancia de este segundo elemento fué ya 
senalada por Jarach, al afirmar que el aspecto subjetivo del 
presupuesto consiste tanto en la definiciôn de los sujetos 
activo y pasivo de la obligaciôn tributaria, "como de las re- 
laciones que existen entre estos sujetos y el hecho, es de- 
cir, en una relaciôn causal o lôgica, que vincula los sujetos 
con el hecho que se ha verificado en la realidad" (81), corre^ 
ponde a Salnz de Bujanda el haber precisado la significaciôn 
del elemento subjetivo que ahora nos interesa. Afirma el pro- 
fesor de Madrid que la significaciôn del aspecto subjetivo 
del presupuesto no se circunscribe a esas dos cuestiones, si-
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no que, por el contrario, ofrece ademâs una significaciôn es- 
tructural para el propio presupuesto objetivo. El aspecto sub 
jetivo (determinaciôn del elemento personal de la relaciôn 
tributaria) trasciende a la propia sustancia objetiva del pre 
supuesto, desempefiando una funciôn configuradora sobre el mi^ 
mo (82). Tal es lo que acontece en los impuestos personales, 
en los cuales el presupuesto objetivo carece de sustantividad 
desconectado del sujeto, de forma que aquél, dice Salnz de 
Bujanda en conocida expresiôn, "no puede ser pensado", ni 
"consiguientemente definido", mâs que por referencia a una 
persona determinada (83).
Si trasladamos tales conceptos al âmbito de nuestro 
vigente IRPF résulta, como es claro, que se trata de un im­
puesto personal, ya que recae sobre la renta global (art.3 
de la Ley) y ésta solo puede concebirse como objeto impositi- 
vo si va referida a un sujeto concreto y determinado, que es 
el que hace posible la constituciôn del presupuesto objetivo 
(84).
Pués bien, en el supuesto que nos ocupa lo que ocurre 
es que este sujeto concreto y determinado es una persona fisi 
ca, pero no una persona fisica aislada, independiente, sino 
una persona fisica que pertenece a una unidad familiar, un 
sujeto cualificado por el hecho de su inclusion en una unidad 
familiar, de manera que la estructura del presupuesto objeti­
vo sôlo puede determinarse teniendo en cuenta el hecho de esa 
pertenencia. En este sentido, puede afirmarse que la unidad 
familiar, forma parte del elemento subjetivo del hecho imponi
360
ble (85), en cuanto la relaciôn del sujeto con el elemento 
objetivo se encuentra influida, matizada, por la incluisôn 
de aquél en el grupo familiar, siendo, ademâs, la existencia 
de este grupo la ùnica forma posible de explicar la configura 
ciôn del presupuesto objetivo.
Ahora bien, la afirmaciôn de que la pertenencia del 
sujeto pasivo a una unidad familiar despliega una significa­
ciôn estructural sobre la configuraciôn del elemento objetivo 
del presupuesto de hecho, careceria, obviamente, de validez, 
si no la corroborâsemos con las propias disposiciones regula- 
doras del impuesto o, lo que es lo mismo, si no concretâsemos 
esa significaciôn estructural.
Muy sucintamente, ya que hemos de ocuparnos del hecho 
imponible en un capitulo posterior, la significaciôn senalada 
puede concretarse en los siguientes términos. En cuanto al 
aspecto material (86) ofrece una especial importancia la nor­
ma contenida en el artîculo 19,3, de la Ley, segûn la cual, 
a efectos de determinaciôn de los rendimientos netos proceden 
tes del trabajo, del capital y de actividades empresariales 
y profesionales, "no tendrân la consideraciôn de gastos dedu- 
cibles en ningûn caso...: b) Los pagos o prestaciones de cua^ 
quier clase que se efectûen entre las distintas personas que 
componen la unidad familiar, los cuales tampoco se computerân 
como ingreso de la persona que los reciba". Aunque incardina- 
da en un precepto dedicado a la determinaciôn de la base, es­
ta norma implica que un sujeto, el titular de una actividad 
comercial, por ejemplo, ha de considérer obtenidos como rendi
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mientos propios los pagos efectuados a otra persona y que por 
tanto, en principle, serla renta obtenida por esta ultima. 
Ello, ûnicamente, por razon de la existencia de una unidad 
familiar.
En el aspecto especial, es apreciable la influencia 
que sobre su configuraciôn puede ejercer la pertenencia del 
sujeto pasivo a una unidad familier, ya que establece el artl 
culo 62,3 de la Ley, que "Se considérera que la unidad fami­
lier es residente en territorio espanol siempre que en él re­
sida cualquiera de los cônyuges o el padre o la madré o, en 
su defecto, todos los miembros de la unidad familier". Se tra 
ta, ciertamente, de un aspecto controvertido, ya que si bien 
se régula el concepto de residencia de la unidad familier no 
se prevén con claridad cuales son los efectos de esa residen­
cia. Asi, el Consejo de Estado, en su Dictamen al Proyecto 
del primer Reglamento del Impuesto, proponîa la supresiôn del 
apartado b) del artîculo 12 del mismo, que no llegô, sin em­
bargo, a suprimirse, pasando a integrarse en el artîculo 13 
del texto reglamentario. En concreto, dispone el artîculo 13 
del Reglamento (87):
"Son sujetos pasivos del impuesto por obligaciôn perso­
nal :
a) Las personas fîsicas que tengan su residencia habi­
tuai en territorio espanol,y
b) las personas fîsicas que, aûn no residiendo habi- 
tualmente en territorio espanol, formen parte de una 
unidad familiar que se considéré residente en dicho 
territorio".
Entendîa el Consejo de Estado que este apartado b) debîa
362
suprimirse, entre otras razones, por que "la circunstancia 
de que el artîculo 6,3 de la Ley 44/1978 considéré que la uni. 
dad familiar es residente en territorio espafiol en determina­
dos supuestos no puede desvirtuar lo establecido en el artîcu 
lo 4,1 de la misma Ley" (88).
Por lo que se refiere al aspecto temporal, el sujeto 
pasivo, persona fisica, puede ver interrumpido el période im- 
positivo por causa imputable a otra persona, miembro de la 
unidad familiar a la que aquél pertenezca. En efecto, segûn 
el articule 24,1 de la Ley, "El période impositivo sera infe­
rior al ano para el sujeto pasivo que falleciera en dia dis- 
tinto del treinta y uno de diciembre, y para los demâs suje­
tos pasivos incluidos en la misma unidad familiar". Asimismo, 
se prevén otras causas, relacionadas con la existencia de una 
unidad familiar, que dan igualmente lugar a un période de im- 
posiciôn inferior al ordinario, este es, al anual; segûn el 
nûmero 7 del articule 24, "El période impositivo sera también 
inferior al ano en los casos de disoluciôn o separaciôn matri 
monial, produciéndose el devengo en la fecha de la senten- 
cia...".
Con relaciôn al aspecto cuantitativo, ûnicamente sefia- 
lar la problemâtica de si la acumulaciôn de rentas debe enten 
derse producida en el hecho imponible o en la base imponible 
(89), lo que es especialmente importante teniendo en cuenta 
la "compensaciôn" que en ocasiones se producirâ entre la ren­
ta positiva de unos miembros y la renta negativa de otro u 
otros, asl como la posibilidad de compenser la base imponible
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negativa de un ejercicio con la de los cinco ejercicios si­
guientes (90), lo cual supone una comunicaciôn entre périodes 
impositivos cuyo alcance respecte del hecho imponible de los 
périodes "compensados" esta aun por precisar.
Somos conscientes de la indeterminaciôn contenida en 
esta concreciôn -valga la paradoja- de los efectos que de la 
pertenencia a una unidad familiar pueden derivarse sobre la 
configuraciôn del elemento objetivo del hecho imponible. Fa- 
cilmente se advierte la amplia y compleja problemâtica que 
de la presencia de una unidad familiar se dériva, a efectos 
de la determinaciôn del presupuesto de hecho, problemâtica 
que no corresponde abordar en este momento. Sin embargo, en 
orden a admitir que la unidad familiar forma parte del elemen 
to subjetivo, desempefiando una funciôn conf iguradora sobre 
el presupuesto objetivo, basta con que tal funciôn se ejerza 
con claridad sobre uno de los aspectos senalados para que ha- 
ya de admitirse aquélla afirmaciôn inicial. Y, en este senti­
do, es claro que en el aspecto temporal la existencia de de­
terminados "periodos impositivos cortos" se debe ùnica y ex- 
clusivamente al hecho de la pertenencia del sujeto pasivo a 
una unidad familiar. Quiere decirse que es suficiente con que 
uno solo de los diversos aspectos que integran la estructura 
del elemento objetivo del presupuesto de hecho présente una 
diferente configuraciôn, segûn el sujeto pasivo sea una perso 
na fisica aislada o una persona fisica componente de una uni­
dad familiar, para que hayamos de plantearnos la incidencia 
de esta ûltima sobre la determinaciôn de aquel presupuesto. 
Y dado que, en efecto, en el aspecto temporal se aprecia con
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toda claridad la influencia de la unidad familiar, no obsta 
a la admision de una funciôn configuradora de la misma, en 
el sentido senalado, el hecho de que sea problemâtica la pré­
cisa determinaciôn de su incidencia sobre los restantes aspec 
tos del presupuesto objetivo.
Pensamos, en definitive, que el hecho de que el sujeto 
pasivo pertenezca a una unidad famiilar trasciende a la confi 
guraciôn del presupuesto de hecho que hace surgir la obliga­
ciôn tributaria. El presupuesto de hecho es realizado (91) 
por la persona fisica, ùnica a la que se atribuye la subjeti­
vidad de este impueto, pero en la relaciôn en que el sujeto 
se encuentra con el hecho hipotéticamente previsto en la nor­
ma y acaecido en la realidad, se hace présente la existencia 
del grupo familiar en el que el individuo se encuentra inser- 
to. De los dos aspectos esenciales que ofrece la significa­
ciôn estructural del elemento subjetivo, a saber: definiciôn
del sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria y funciôn confi 
guradora del presupuesto objetivo, es en este ultimo en el 
que debe situarse la influencia de la unidad familiar (92).
Quizâs pudiera pensarse que con la caracterizaciôn se­
nalada acaba la determinaciôn de lo que la figura de la uni­
dad familiar supone. Sin embargo, la propia significaciôn que 
el hecho imponible présenta en todo tributo, evidencia que 
la realidad unidad familiar no puede acabar ahi, antes al con 
trario, la influencia de la unidad familiar en la configura­
ciôn del hecho imponible plantea la necesidad de abordar la 
presencia de la misma en la relaciôn obligatoria derivada de
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aquél y en la relaciôn juridica tributaria, en sentido amplio, 
de la que aquélla forma parte.
c) La unidad familiar como punto de referencia de si­
tuaciones juridicas subjetivas.
Hasta ahora hemos limitado el anâlisis de la unidad 
familiar al âmbito de la obligaciôn tributaria. Sin embargo, 
para comprender el alcance y trascendencia de esta figura es 
précise hacer una referencia, siquiera sea minima, a su pro- 
yecciôn sobre la relaciôn juridica tributaria entendida en 
sentido amplio. Ello es, asimismo, necesario en orden a una 
justificaciôn del contenido de nuestro trabajo que, desde una 
perspectiva sistemâtica, queda fundamentalmente referido a 
la obligaciôn tributaria principal.
Como ya quedô indicado, la unidad familiar constituye 
un punto de referencia de situaciones juridicas (93), en el 
sentido de que de la pertenencia a una unidad familiar se 
dériva una distinta configuraciôn de la posiciôn asumida, en 
cada caso, por los sujetos en aquélla integrados, respecto 
a la que estos mismos sujetos asumirian en el supuesto de no 
formar parte de una unidad familiar.
A pesar de la proximidad terminolôgica entre la conside­
raciôn de la unidad familiar como punto de referencia de si­
tuaciones juridicas, de un lado, y la significaciôn de lo que 
constituye un "sujeto de derecho" para un sector doctrinal, 
por otro (94), no se plantea el problema de que aquélla figu­
ra pueda ser considerada como un supuesto de esta naturaleza.
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ya que, si bien constituye un punto de referencia de cara a 
la configuraciôn de determinadas situaciones juridicas, los 
efectos derivados de esa referencia son siempre imputados a, 
y asumidos por, la persona fisica (95). Dicho con otras pala­
bras, la pertenencia a la unidad familiar es un criterio cua­
lificador de la persona fisica y de la posiciôn por ésta asu­
mida; por lo tanto, se trata de determinar la situaciôn juri­
dica respecto de una persona, pero no la situaciôn juridica 
de la unidad familiar, entendida ésta como centro autônomo 
o independiente de las personas que la integran.
Respecto a la obligaciôn tributaria, la influencia de 
la unidad familiar se manifiesta en una especlfica configura­
ciôn de los elementos que integran la estructura de la misma 
y constituye, por tanto, un régimen de la expresada obliga­
ciôn. Ahora bien, esa influencia no se manifiesta en la asun­
ciôn, en si misma considerada, de la titularidad juridica, 
sino en el contenido de la situaciôn juridica ya asumida.
Mayor trascendencia, desde la perspectiva de la subje­
tividad, présenta la unidad familiar con relaciôn a otras 
obligaciones y deberes, ya que, en algunos de ellos, la pre­
sencia de una unidad familiar puede alterar la determinaciôn 
del sujeto que asume la titularidad pasiva correspondiente, 
esto es, puede ocurrir que, por pertenecer a una unidad fami­
liar, el sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria asuma la 
titularidad pasiva de otras relaciones o vlnculos distintos 
de aquélla, que no asumirla en el caso de constituir un suje­
to pasivo independiente.
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En definitive, lo que quiere decirse es que los distin 
tos vlnculos y relaciones que integran la relaciôn juridica 
tributaria en sentido amplio ofrecen una especlfica configura 
ciôn con relaciôn o por referencia a la unidad familiar, o 
mâs concretamente, cuando el sujeto pasivo pertenece a una 
unidad familiar. Respecto a la obligaciôn tributaria princi­
pal esta especlfica configuraciôn se concrete en el contenido 
de la relaciôn obligatoria, mientras que en otras obligacio­
nes y deberes distintos de aquélla, la unidad familiar puede 
suponer, ademâs, una alteraciôn en la titularidad subjetiva 
de la situaciôn juridica de que se trate. Estas ideas son las 
que, a nuestro entender, se encuentran contenidas en aquellas 
expresiones segûn las cuales la unidad familiar constituye 
un concepto técnico de remisiôn de normas, o un parâmetro de- 
finidor de ciertas obligaciones tributarias (96).
a') Consideraciones sistemâticas: relaciôn juridica tri­
butaria, obligaciôn tributaria, y unidad familiar.
El estudio de las situaciones juridicas subjetivas 
a que dâ lugar la aplicaciôn del impuesto, ha escrito Soler 
Roch, ha constituido, tradicionalmente, uno de los temas fun­
damentales de la dogmâtica juridica tributaria, que se ha de- 
sarrollado, en gran medida, en base a la configuraciôn de las 
relaciones entre la administraciôn y el contribuyente y a sus 
respectivas posiciones juridicas en el procedimiento tributa­
rio (97). Tal evoluciôn adquiere su mâxima expresiôn en la 
teoria de la relaciôn juridica tributaria, que ofrece un ins-
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trumento conceptual valido para la explicacion del fenômeno 
tributario (98).
Como es sabido (99), la aplicaciôn de las normas tribu 
tarias en general y del impuesto en particular, da lugar a 
una multiplicidad de vlnculos jurldicos, cuyo nucleo fundamen 
tal viene constituido por aquella relaciôn obligatoria que 
comprende el crédite del ente publico y la consiguiente deuda 
tributaria a cargo de la persona obligada al pago. A esta rela 
ciôn basica se le denomina obligaciôn tributaria o, también, 
relaciôn juridica tributaria en sentido estricto, mientras 
que con la expresiôn relaciôn juridica tributaria entendida 
en sentido amplio se désigna "el conjunto de vlnculos jurldi­
cos que las normas tributarias producer entre el ente publico 
y los contribuyentes, incluida, entre esos vlnculos, la es- 
tricta obligaciôn tributaria"(100).
Aunque estas ideas se encontraban ya impllcitas en la 
obra de Giannini, que fué el primero en configurar el concep­
to de relaciôn juridica tributaria (101), fué Berliri quien 
précisé tal concepto, distinguiéndolo del de obligaciôn tribu 
taria y poniendo de manifiesto la "indeterminaciôn" de la con 
cepciôn apuntada por el maestro de Bari (102). Para Cortés 
Dominguez y Martin Delgado, la indeterminaciôn de que habla 
Berliri puede concretarse en el origen y el contenido de la 
relaciôn tributaria (103). En efecto, Berliri, consciente de 
la existencia de aquella pluralidad de obligaciones y debe­
res, junto al deseo de ofrecer una visiôn unitaria del fenôme 
no tributario (104), formula su conocida tesis de la relaciôn
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juridica tributaria de contenido complejo, caracterizada por 
la "vis" atractiva del nùcleo central, del que dependen, en 
mayor o menor grado, los restantes "deberes, obligaciones, 
prohibiciones, potestades y derechos regulados por una ley 
tributaria" (105). Ese nùcleo central esta constituido por 
una obligaciôn tributaria actual o potencial, de manera que 
la existencia, al menos eventual, de una obligaciôn tributa­
ria es necesria para que pueda hablarse de relaciôn juridica 
tributaria (106). La relaciôn juridica tributaria se diferen­
cia de la obligaciôn tributaria tanto por su contenido, que 
es en aquélla mâs complejo -pués comprende, salvo excepciones, 
junto a la obligaciôn tributaria otras relaciones jurldicas- 
cuanto por sus respectivos sujetos, ya que en la relaciôn ju­
ridica tributaria pueden participer también otras personas 
distintas del sujeto activo y pasivo de la obligaciôn tribute 
ria (107). En definitive, la aplicaciôn del impuesto dâ lugar 
a una pluralidad de situaciones juridicas subjetivas, corres- 
pondientes a la pluralidad de vlnculos y relaciones integra­
dos en la relaciôn juridica tributaria.
Pués bien, habiendo manifestado ya que la unidad fami­
lier constituye una realidad que afecta al contenido de la 
posiciôn de las partes que, en cada caso, aparecen implicadas 
en la aplicaciôn del tributo, y resultando, por consiguiente, 
que la unidad familier despliega su eficacia sobre la obliga­
ciôn tributaria y también sobre otras obligaciones y deberes 
distintos de aquélla, es évidente que un estudio exhaustivo 
de esta figura debe quedar referido a la relaciôn juridica 
tributaria en sentido amplio y no sôlo a la obligaciôn tribu-
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taria. Sin embargo, tal modo de operar no serla conveniente, 
sobre todo por las dos razones siguientes: primero, porque
la multiplicidad y heterogeneidad de situaciones juridicas 
subjetivas que se desarrollan en el fenômeno tributariao exi- 
girla una amplitud tal en su tratamiento que sôlo es posible 
concéder en detrimento de la obligaciôn tributaria (108). Se­
gundo, porque puestos en trance de elegir, la obligaciôn tri­
butaria, cuyo protagonismo la ha erigido en centro primor­
dial de atenciôn por parte de la doctrina, ofrece un marco 
conceptual mâs elaborado para centrar el estudio de la unidad 
familiar (109).
Ahora bien, aunque no podamos sustraernos aqùi al in- 
flujo de esta realidad, tampoco pueden desconocerse los resul 
tados del estado actual de la doctrina cientlfica sobre la 
determinaciôn de aquella multiplicidad de obligaciones y debe 
res (110). Por ello, aunque nos referiremos, fundamentalmen­
te, al tratamiento de la unidad familiar en el âmbito de la 
obligaciôn tributaria, una vez analizada ésta habremos de re- 
ferirnos a otros vlnculos y situaciones integrados en la rela 
ciô juridica tributaria.
En definitiva, aunque la unidad familiar es una reali­
dad tributaria que afecta al contenido de las distintas situa 
ciones juridicas subjetivas derivadas de la aplicaciôn del 
impuesto, y conceptualmente, por tanto, ha de tenerse présen­
te su influencia sobre la relaciôn juridica tributaria en sen 
tido amplio, estudiamos la unidad familiar, fundamentalmente, 
en el âmbito de la obligaciôn tributaria, sin perjuicio de
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las referencias que, en su momento, hagamos a la relaciôn ju­
ridica tributaria.
b' ) La unidad familiar como un régimen especîfico de 
la obligaciôn tributaria.
Hemos visto que la pertenencia del sujeto pasivo 
a una unidad familiar forma parte del elemento subjetivo del 
hecho imponible, ejerciendo una funciôn configuradora sobre 
el presupuesto objetivo. Pero una vez precisada o ejerciada 
esa funciôn, se agota la influencia de la unidad familiar so­
bre el nacimiento de la obligaciôn tributaria y la atribuciôn 
de la misma a un sujeto determinado. La asunciôn de la titula 
ridad pasiva de la obligaciôn tributaria ha de venir determi­
nada, exclusivamente, por la relaciôn en que la persona fisi­
ca se encuentre en la realidad con el hecho hipotéticamente 
previsto en la norma; ello no implica una contradicciôn con 
la afirmaciôn anterior, teniendo en cuenta las diferentes sig 
nificaciones estructurales del elemento subjetivo del presu­
puesto de hecho.
En este punto adquiere la mayor importancia la distin­
ciôn entre lo que es la subjetividad y aquello que constituye 
la solidaridad, que ha de quedar referida a la deuda tributa­
ria y no a la determinaciôn de la persona que asume la titula 
ridad pasiva de la obligaciôn tributaria.
Si continuâmes analizando la estructura de la obliga­
ciôn tributaria veremos que en cada uno de sus elementos cons
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titutivos se hace patente la presencia la unidad familiar. 
No parece necesario, a estas alturas de la exposiciôn, insis- 
tir en la importancia que la unidad familiar présenta sobre 
la cuantificaciôn de la obligaciôn tributaria. Por lo que se 
refiere a la base imponible, ha de tenerse en cuenta no sôlo 
la acumulaciôn de rendimientos e incrementos de patrimonio 
de todos los miembros de la unidad familiar (art. 7 2 , 3 de la 
Ley y art. 17.1 del Reglamento), sino también la existencia 
de normas concretas para la propia determinaciôn de la base. 
En este sentido, dispone el artîculo 72,4 de la Ley que "En 
los supuestos de anualidades por alimentos satisfechos entre 
cônyuges por decisiôn judicial, el importe de las mismas se 
computarâ como ingreso del perceptor y no constituirâ renta 
gravable en el alimentista" (111). El Reglamento incluye esta 
norma en el Capitulo V, dedicado a la "Determinaciôn de la 
renta", dentro de su Secciôn IV, "Incrementos y disminuciones 
patrimoniales", disponiendo en el artîculo 89 que el importe 
de taies anualidades "se computarâ como incremento patrimo­
nial del perceptor y como disminuciôn en el obligado a satis- 
facerlas" (112).
En este mismo orden de consideraciôn, el articule 19 
de la Ley, al que ya nos hemos referido, articule dedicado 
a lo que constituye rendimientos netos, détermina, en el apar 
tado b) de su numéro 3, que no tendrân la consideraciôn de 
gasto deducible en ningûn caso, "Los pagos o prestaciones de 
cualquier clase que se efectuén entre las distintas personas 
que componen la unidad familiar, los cuales tampoco se compu-
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tarân como ingreso de la persona que los reciba" (113). La 
misma norma viene recogida en el artîculo 75,b) del Reglamen­
to, en el que se précisa lo que no son gastos deducibles (114). 
No obstante, hay que tener en cuenta en este punto lo dispues 
to en el Real Decreto 2933/1983, de 13 de octubre, por el que 
se modifican los preceptos reglamentarios relativos al régi­
men de estimaciôn objetiva singular. Nos ocuparemos de ello 
al analizar el régimen de la unidad familiar; baste aqui con 
indicar que el citado Real Decreto ha supuesto una excepciôn 
a la norma contenida en el artîculo 19,3,b) de la Ley, en cuan 
to al régimen de estimaciôn objetiva singular se refiere. Na- 
turalmente el problema que puede plantearse en este punto es 
la legalidad del Real Decreto de referencia, dado el carâcter 
taxativo de la disposiciôn legal.
El mismo artîculo 19 de la Ley del Impuesto incluye, 
en otro lugar de su contenido, la presencia de la unidad famd^  
liar, al permitir la deducciôn de "las cantidades destinadas 
por el sujeto pasivo u otros miembros de la unidad familiar 
al seguro de accidentes del personal" (art. 19,1,segundo,b,b') 
y a las instituciones de previsiôn del personal, siempre que, 
en este ultimo caso, su administraciôn y disposiciôn no co­
rresponda a aquéllos (art. 19,1,segundo,b,c') (115).
En la determinaciôn de rendimientos procedentes del 
capital inmobiliario es trascendente la pertenencia del suje­
to pasivo a una unidad familiar, ya que se comprenderân como 
taies, "en el supuesto de los inmuebles urbanos utilizados 
por sus propietarios, la cantidad que resuite de aplicar el
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tipo del très por ciento al valor por el que se hallen compu- 
tados o deberian, en su caso, computarse a los efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio Neto" (art. 16,1,b, de la Ley, 
y art. 48,1 del Reglamento), pero ese porcentaje se elevara 
al diez por ciento si se trata de vivienda "propiedad de per­
sona distinta del promotor, que se encuentre desocupada duran 
te mas de diez meses al ano, seguidos o alternos, y que perte 
nezca a miembros de una unidad familiar que posea mas de très 
viviendas" (art. I6,1,c de la Ley, y art. 50,1 del Reglamen­
to) .
En cuanto al régimen de estimaciôn objetiva singular, 
hay que tener en cuenta la ya indicada modificaciôn del régi­
men fiscal de las retribuciones efectuadas entre los miembros 
de una unidad familiar, por cuanto el sistema de estimaciôn 
objetiva singular normal incluyen entre los costes de perso­
nal deducibles para calcular los rendimientos netos, "las re­
tribuciones imputables al titular de la actividad y demâs 
miembros de la unidad familiar que trabajen en la misma"(art.
102,1 ,segunda,apartado a, del Reglamento, modificado por el 
Real Decreto 2933/1983). Dichas retribuciones no sôlo se com- 
putan como gastos deducibles sino que también se integran 
en el rendimiento neto de la actividad empresarial o profesio 
nal de que se trate (art. 102,tercer,1 del Reglamento modifi- 
cado). Asimismo, los limites de volumen de operaciones y nume 
ro de operarios, establecidos como requisitos para poder soli 
citar la aplicaciôn de este régimen quedan referidos al con­
junto de todas las actividades desarrolladas por todos los
375
miembros de una misma unidad familiar (art. 99,4 del Reg1amen 
to segûn su nueva redacciôn). Anâloga norma se contiene en 
el artîculo 103,3 del Reglamento, igualmente de nueva redac­
ciôn, en cuanto a los limites de procedencia del procedimien­
to simplificado de estimaciôn objetiva singular.
La unidad familiar influye, asimismo, en la determina­
ciôn del tipo aplicable, que sera el que corresponda a la ba­
se acumulada, asi como a las deducciones de la cuota, ya que 
el presupuesto de buena parte de las mismas lo constituye, 
precisamente, la existencia de una unidad familiar (116).
En cuanto al pago de la deuda, como causa normal de 
extinciôn de la obligaciôn tributaria, los miembros de la uni^  
dad familiar responden solidariamente, como sabemos, del pago 
de la deuda tributaria que corresponda a la acumulaciôn de 
rendimientos e incrementos de patrimonio de todos los sujetos 
en aquélla incluidos (art. 31 de la Ley y art. 133 del Regla­
mento) .
Por todo ello bien puede concluirse que la unidad fam^ 
liar constituye todo un régime de aplicaciôn del Impuesto y 
de determinaciôn de la obligaciôn tributaria, entendida esta 
expresiôn en un sentido amplio y no sôlo como significativa 
de la estricta cuantificaciôn de la prestaciôn tributaria.
c ') Incidencia de la unidad familiar en la configura­
ciôn de la relaciôn juridica tributaria.
La consideraciôn expuesta de la unidad familiar
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no puede desvincularse, conceptualmente hablando, de la conse 
cuente influencia de tal figura sobre la configuraciôn de la 
relaciôn juridica tributaria, dada la relaciôn existante en­
tre la obligaciôn tributaria y los restantes vinculos y rela­
ciones que integran el contenido de aquélla. En efecto, aun­
que taies vinculos y relaciones tengan un presupuesto de he­
cho autônomo, guardan siempre una relaciôn con la obligaciôn 
tributaria principal, ya actual, ya potencial o eventual.
Asi, y por lo que se refiere a las situaciones juridi­
cas de contenido obligacional (117), tanto las "obligaciones 
tributarias a cuenta", como las "obligaciones accesorias" que 
surgen de la realizaciôn de un hecho autônomo, guardan una 
relaciôn directa con la obligaciôn tributaria. Las primeras, 
por la dependencia de sus efectos juridicos, necesariamente 
referidos a la obligaciôn tributaria principal; las segundas, 
porque sin la existencia de esta ûltima séria imposible el 
nacimiento mismo de la obligaciôn accesoria (118).
Las obligaciones extratributarias traen su causa, fun­
damentalmente, de una obligaciôn tributaria ya satisfecha, 
y en cuanto a los deberes tributaries, desempehan un "papel 
instrumental, en relaciôn *con la existencia -real o potencial- 
de las obligaciones tributarias del sujeto pasivo " (119).
Muy sucintamente, la influencia de la unidad familiar 
respecto a la configuraciôn de estas obligaciones y deberes 
en el âmbito del IRPF puede concretarse en lo siguiente: En 
primer lugar, el Reglamento del Impuesto, dispone, en su arti 
culo 133,2 que la solidaridad de los miembros de la unidad
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familiar, establecida para la obligation tributaria princi­
pal, "se entiende igualmente existante para los fraccionamien 
tos de pago".
En cuanto a las obligaciones accesorias, en sentido 
tecnico, debe considerarse una prestacion especifica de esta 
naturaleza, como afirma Soler Roch, "el recargo previsto en 
el supuesto de que los conyuges integrados en una misma uni- 
dad familiar presenter su declaracion por separado" (art.34,3 
de la Ley, y art. 141 del Reglamento) (120).
Por otra parte, la obligacion solidaria de los miem- 
bros de la unidad familiar, se extiende a todos los conceptos 
incluidos en la deuda tributaria, tal como aparece configura- 
da en el artlculo 58 de la LOT. Expresamente, en este senti­
do, se refiere al "recargo de apremio y las sanciones pecunia 
rias", el artlculo 31,4 de la Ley, explicitando el artlculo 
133,3 del Reglamento que "todos los sujetos pasivos que com- 
pongan la unidad familiar quedarân solidariamente obligados 
al pago de las sanciones que procedan por las infracciones 
previstas en los arts. 77 a 82 de la Ley General Tributaria".
Entre las obligaciones extratributarias, nos encontra- 
mos con el prorrateo entre los deudores solidarios miembros 
de la unidad familiar, regulado en el artlculo 31 de la Ley, 
y 134 y 135 del Reglamento.
Reglas especiales rigen asimismo el deber de declarer, 
cuando el sujeto pasivo pertenezca a una unidad familiar 
(art. 34 de la Ley, y 138 a 141 del Reglamento).
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Como recapitulaciôn de los expuesto podemos concluir 
afirmando que la unidad familiar constituye todo un régimen 
de la relaciôn juridica tributaria en general, y de aplica- 
ciôn y determinaciôn de la obligacion tributaria, en particu­
lar.
379
3. CONFIGURACION SUBJETIVA DE LA UNIDAD FAMILIAR.
A.- Ideas preliminares.
a) La unidad familiar como realidad juridica tributaria.
En su significaciôn mas estricta, la expresiôn uni­
dad familiar no es otra cosa que la designaciôn unitaria de 
un conjunto de personas flsicas unidas por lazos familiares 
o vinculo de parentesco. Se trata, por tanto, de una realidad 
puramente personal o subjetiva.
El legislador espanol de 1978, a la hora de formuler 
la configuraciôn subjetiva de la unidad familiar toma como 
base la familia "nuclear", tlpica de la sociedad industrial 
avanzada, constituida por los progenitores y los hijos en su 
caso, y no la familia "prolongada", en la que se incluyen 
otros parientes (121).
La necesidad de que el legislador tributario defina 
lo que debe entenderse por unidad familiar, esto es, que pre­
cise o délimité las personas que han de considerarse inclui- 
das en aquella designaciôn unitaria, dériva del hecho de que 
estamos ante una figura que asciende al mundo jurîdico direc- 
tamente a través de la normativa tributaria, sin haber sido 
previamente configurada en otra rama del Ordenamiento. Fuera 
de la législation tributaria, el conjunto de personas que, 
en cada caso, constituye una unidad familiar, integra una rea 
lidad social y econômica, pero no una realidad juridica (122), 
La unidad familiar es una realidad juridica exclusivamente
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en el âmbito del sector del ordenamiento que llamamos Derecho 
financière y tributario. Se trata, por tanto, de una realidad 
exclusivamente tributaria, desde un punto de vista jurîdico
(123).
En este orden de cosas, se ha senalado que "la Ley del 
IRPF no pretende, en absolute, modificar el régimen jurîdico 
privado de la familia... La Ley solo pretende... définir y 
regular la unidad familiar a efectos del IRPF y, en sentido 
inverso, a efectos del IRPF la unidad familiar debe ser enten 
dida ùnica y exclusivamente en los termines empleados y con 
los limites fijades de forma expresa por la Ley del Impuesto"
(124).
b) Las dudas entre los conceptos econômicos y jurîdico 
privados.
La determinaciôn de lo que debe entenderse por uni­
dad familiar a efectos de la ley tributaria, puede llevarse 
a cabo con arreglo a criterios diferentes: el legislador pue­
de optar por dar primacîa a la realidad de hecho que en cada 
supuesto constituya la familia, o vincularse a los limites 
jurîdico privados establecidos en la ley civil; y dentro de 
éstos, puede atenerse a los puramente relacionales del Dere­
cho de familia o a los que regulan las relaciones econômicas 
familiares.
El legislador espanol de 1978, como régla general, 
huye de las situaciones de hecho (125) y parte de su someti- 
miento al ordenamiento civil, pero "esos limites civiles no
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son los econômicos regulados por la Ley civil, sino los pura­
mente relacionales del Derecho de familia" (126). Aparece asi 
una importante contradicciôn, subrayada por el profesor Rama- 
llo, en el sentido de que, por un lado, se da entrada a la 
unidad familiar en base a razones de orden fundamentalmente 
conômico (127), considerandose que es la forma de tributaciôn 
que mas adecuadamente se ajusta a la realidad econômica de 
la familia y, sin embargo, de otra parte, se prescinde de las
normas civiles que regulan las relaciones econômicas familia­
res que son, precisamente, las que indican cuâl es la reali­
dad econômica del grupo familiar. "Asi -escribe Ramallo- se 
ve la preponderancia del vinculo matrimonial por encima del 
régimen econômico vigente en el matrimonio. La sociedad de 
gananciales o separaciôn de bienes es indiferente en la medi- 
da en que exista matrimonio. La disoluciôn de la sociedad de 
gananciales no produce consecuencias a efectos de incrementos 
o disminuciones patrimoniales (art. 20,2, pàrrafo 4, IRPF)
sea o no fruto de la disoluciôn del matrimonio y no produce, 
por lo tanto la apariciôn de nuevas unidades familiares, ya 
que estas nuevas unidades aparecerian a raiz de la disoluciôn 
matrimonial, entre otras causas" (128).
La no consideraciôn, como norma general, de las cir- 
cunstancias de hecho, lleva a no concéder ninguna relevancia 
a la separaciôn matrimonial (129), salvo que haya recaido sen 
tencia judicial, y aunque haya sido interpuesta demanda de 
separaciôn y se hayan adoptado medidas provisionales al res­
pecte (130). Pero incluse en este punto -no trascendencia de
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las situaciones de hecho- surge la contradicciôn, al no darse 
ninguna relevancia a la adopciôn de medidas provisionales , 
por ejemplo, lo cual es facil de probar, y sin embaro si con­
céder trascendencia al hecho de que los hijos vivan con inde- 
pendencia de los padres, con la consecuencia de su exclusiôn 
de la unidad familiar de aquéllos (131).
La duda entre los conceptos econômicos y juridico pri­
vados se hace manifiesta, por otra parte, al tener en cuenta 
que, por un lado, se tiende a que desaparezcan agrupaciones 
de personas que se interpongan entre el Fisco y el individuo, 
y se instrumenta la imputaciôn de rendimientos (art. 12 de la 
Ley) y, por otro, se configuraba en el Proyecto de Ley a la 
unidad familiar como sujeto pasivo y como una de las modalida 
des previstas en el articule 33 de la LGT, que son las que 
se quieren evitar precisamente con el régimen de transparen- 
cia fiscal (132).
Adviértase que no se trata de revivir aqui la polémica 
en torno a las relaciones entre la ley fiscal y la ley civil 
(133) -cuestiôn perfectamente delimitada (134)-, sino de des- 
tacar la falta de coherencia que en este punto se pone de ma- 
nifiesto, que nos parece tanto mas criticable por cuanto rom­
pe con la tradiciôn de nuestro Derecho tributario que, como 
hemos visto, ténia en cuenta la parte del ordenamiento priva­
do referente a las relaciones econômicas de la familia, por 
lo que a sistema de tributaciôn conjunta se refiere. Un comen 
tario mas extenso de los diversos puntos sehalados lo efectua 
mos al describir las distintas modalidades de unidad familiar
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Aqui ûnicamente queriamos resaltar que, como ha escrito Rama­
llo, la ley fiscal, en relaciôn a la ley civil, tendra que 
ir perfeccionando y limando esa ambigüedad entre conceptos 
econômicos y juridicos; de lo contrario, este enfrentamiento 
puede poner de manifiesto que la finalidad de aquélla es cla- 
ramente recaudatoria (135).
Exponemos a continuaciôn, en primer lugar, la descrip- 
ciôn de los distintos tipos de unidad familiar, desde una 
perspectiva que podemos llamar estâtiva, para después hacer 
referencia a las alteraciones o vicisitudes de la unidad fami^ 
liar, esto es, la consideraciôn de la misma desde un punto 
de vista dinâmico (136).
A.- Modalidades de unidad familiar.
a) Precisiones conceptuales.
Antes de entrar en la descripciôn de los diferentes 
tipos de unidad familiar conviene hacer algunas puntualizacio 
nés al respecte. En primer lugar, y como se desprende de los 
dicho, la unidad familiar no es una categorîa ùnica, sino que 
existen distintas modalidades de lo que constituye unidad fami 
liar, consagradas en el articule 5^ de la Ley del Impuesto. 
Por otro lado, hemos indicado ya que la unidad familiar desig 
na un conjunto de personas flsicas. Pués bien, al hablar de 
modalidades de unidad familiar nos estamos refiriendo a las 
diversas configuraciones subjetivas de la misma, esto es, a 
las diferentes categories o grüpos de personas que pueden en-
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contrarse comprendidas en aquella designaciôn. Bien puede de- 
cirse, por tanto, que al hablar de modalidades de unidad fam_i 
liar en realidad lo que estamos haciendo es définir la reali­
dad unidad familiar (137). Y, en este sentido, es valida la 
afirmaciôn de que la unidad familiar no constituye una figura 
unitaria o ùnica, por cuanto présenta una pluralidad de confi 
guraciones subjetivas.
Cuando se habla de definiciôn de la unidad familiar 
vuelve a suscitarse la importancia e intima relaciôn entre 
esta figura y el hecho de la acumulaciôn de las rentas. Cier- 
tamente, cuando la Ley define las modalidades de unidad fami­
liar (art. 5 2 ) esta determinando las personas cuyas rentas 
van a ser acumuladas (art. 7 2 ,3 ) o , lo que es lo mismo, deter 
minar quiénes integran la unidad familiar supone tanto como 
precisar el âmbito subjetivo de la acumulaciôn (138). Ahora 
bien, la acumulaciôn, como hemos dicho reiteradamente, aùn 
siendo un efecto importante y caracteristico de la unidad fa­
miliar, no puede identificarse con el concepto de la misma. 
Esto es algo tan sencillo de entender como el hecho de que 
la unidad familiar existe y despliega importantes efectos aun 
que uno solo de sus miembros obtenga renta. Es decir, la uni­
dad familiar es una realidad mas amplia y, en cierto sentido, 
independiente de la acumulaciôn de las rentas de sus miem­
bros .
Idéntica confusiôn de concepto se manifiesta en esas 
comparaciones, relativamente frecuentes, que se efectùan en­
tre quiénes forman parte de la unidad familiar y cuâles de
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esos sujetos son relevantes a distintos efectos, como si se- 
gun el efecto de que se trate, la unidad familiar estuviera 
constituida por unas u otras personas (139). La unidad famii- 
liar, en cada caso, esta siempre constituida por los mismos 
sujetos, esto es, désigna a idéntico conjunto de personas y, 
desde esta perspectiva, la unidad familiar es una figura homo 
génea, que opera con los mismos miembros a lo largo del desa- 
rrollo de la vida de la obligacion tributaria (140). En défi 
nitiva, quiere decirse algo tan simple como que cuando la uni^  
dad familiar forma parte del presupuesto de una norma se tra­
ta siempre de la misma realidad personal. Question distinta 
es que las normas unas veces se refieran a la unidad familiar 
en si misma considerada -realidad personal, conjunto de perso 
nas flsicas- y otras a una persona fisica que forma parte de 
una unidad familiar, cualificada por el hecho de su inclusion 
en una unidad familiar. Pero ello, claro esta, no desvirtùa 
nuestra afirmaciôn anterior.
A nuestro entender, el equivoco que cabe apreciar en 
el punto de referencia -errônea interrelaciôn de concepto en 
tre composiciôn subjetiva de la unidad familiar y sujetos de 
la unidad famiiar relevantes a distintos efectos- tiene su 
origen, en buena medida, en la tendencia a identificar miem­
bros componentes de la unidad familiar con sujetos que asumen 
la titularidad de las diferentes situaciones juridicas subje­
tivas a que da lugar el fenômeno de aplicaciôn del impuesto 
(141). Lo adecuado pensamos, es entender que la titularidad de las 
situaciones juridicas subjetivas puede presenter una diferen-
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te configuraciôn segûn que el sujeto pasivo de la obligaciôn 
tributaria principal sea una persona fisica aislada o una per 
sona fisica que forma parte de una unidad familiar (142). Esto 
es, por otra parte, lo verdaderamente trascendente de la figu 
ra que nos ocupa: no la realidad personal que constituye, si­
no los efectos derivados del hecho de la inclusion en ella 
del sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria.
b) Descripciôn de las diversas modalidades. Incidencia 
de la reforma del Derecho de familia.
a ’) Unidad familiar integrada por ambos cônyuges.
Segûn el articule 52,1 de la Ley, constituye la prime­
ra modalidad de unidad familiar: "La integrada por los cônyu­
ges y, si los hubiere, los hijos menores, légitimés, légitima 
dos, naturales, reconocidos o adoptados, con excepciôn de los 
que, con el consentimiento de los padres, vivan independien- 
tes de éstos". Es ésta la modalidad que podemos considerar 
"tipica o fundamental" de unidad familiar (143), siendo el 
supuesto mas frecuente (144). La problemâtica de la misma se 
centra, a nuestro modo de ver, en dos cuestiones: los hijos
y la no trascendencia del régimen econômico matrimonial.
Dos puntos esenciales han de ser examinados con rela­
ciôn a los hijos: las relaciones filiaciôn y la inclusiôn-ex 
clusiôn, de la unidad familiar, de los hijos emancipados. Lo 
que diremos al respecte es igualmente vâlido para las otras 
dos modalidades de unidad familiar en las que se incluyen hi-
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jos (art. 5 2 ,1 ,segunda y tercera).
En cuanto a la filiaciôn, las referencias de la Ley 
a "los hijos menores légitimés, legitimados, naturales, reco­
nocidos o adoptados" han de entenderse derogadas como conse­
cuencia de la reforma del Côdigo Civil llevada a cabo por la 
Ley 11/1981, de 13 de mayo (145), sobre filiaciôn, patria po- 
testad y régimen econômico del matrimonio, y sustituidas por 
las nuevas clases de filiaciôn reconocidas en nuestro derecho 
(146). En consecuencia, esta modalidad de unidad familiar de­
be entenderse integrada "por los cônyuges y, si los hubiere, 
los hijos menores matrimoniales, los extramatrimoniales cuya 
filiaciôn haya sido legalmente determinada y los adoptivos, 
con excepciôn de los que, con el consentimiento de los padres, 
vivan independientes de éstos" (147). El Reglamento, sin em­
bargo, con una fôrmula mas sencilla, nos dice que constituyen 
esta primera modalidad de unidad familiar: "Los cônyuges y,
si los hubiere, los hijos menores de edad, con excepciôn de 
los que, con el consentimiento de los padres, vivan indepen­
dientes de éstos" (art. 15,1,a) (148).
Respecto de los hijos habidos fuera del matrimonio es 
necesario precisar que la filiaciôn ha de quedar determinada 
legalmente (149) por alguno de los medios previstos en el ar­
ticule 120 del Côdigo Civil (150), ya que, en caso contrario, 
no se da realmente relaciôn de filiaciôn juridica alguna (151). 
La mera filiaciôn biolôgica, ni antes ni después de la refor­
ma del côdigo Civil, es relevante a efectos de unidad fami­
liar. En efecto, la Ley de 8 de septiembre de 1978 excluia
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de la unidad familiar ûnicamente los hijos ilegitimos en quie 
nés no concurriera la condiciôn legal de naturales (segûn la 
anterior terminologie del Côdigo Civil, art. 139), o lo que 
es lo mismo, los hijos ilegitimos no reconocidos (segûn la 
terminologie, mas explicita, de Lacruz y Sancho) (152), y ello 
tanto si su filiaciôn era "conocida como desconocida", o sea, 
tanto si los progenitores eran conocidos como desconocidos 
(153). En definitive, sôlo se excluian y se excluyen de la 
unidad familier los hijos cuya filiaciôn no sea legalmente 
reconocida o determinada, respectivamente, y ello a peser de 
las limitaciones con que anteriormente se regulaba el recono- 
cimiento, ya que los hijos no naturales que hubieran sido un_i 
lateralmente reconocidos gozaban el mismo estado civil que 
los naturales reconocidos (154). La conclusiôn de que los hi­
jos que lo seen biolôgicainente, pero cuya filiaciôn no quede ju 
ridicamente determinada, no pueden tenerse en cuenta a efectos 
del Impuesto, se ve avalada, como expone Ferreiro, por "razo­
nes obvias de seguridad" (155).
Quizâs pueda parecer un contrasentido hablar de filia­
ciôn extramatrimonial cuando el supuesto de unidad familiar 
que contemplâmes ahora es aquel en el que estân integrados 
ambos cônyuges. Sin embargo, hay que tener en cuenta sobre 
ello lo siguiente.
En primer lugar, nada dice la Ley del Impuesto acerca 
de que la relaciôn de filiaciôn haya de darse respecto de los 
dos cônyuges; basta, por tanto, con que el menor sea hijo de 
uno de los cônyuges para que constituya, con ambos, una uni-
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dad familiar. Recuérdese que el artlculo 5 2 ,1 ,primera se re­
fiere a "los cônyuges y, si los hubiere, los hijos menores..."; 
asi, por ejemplo, si el padre o madré soltero, con un hijo 
extramatrimonial reconocido, contrae matrimonio, aunque su 
cônyuge no reconozca ni adopte al hijo, los très forman una 
unidad familiar (156).
En segundo lugar, a las relaciones de filiaciôn se re­
fiere la Ley del Impuesto, con caracter general, al regular 
la primera modalidad de unidad familiar, remitiéndose a la 
misma en las modalidades segunda y tercera. Se produce, como 
es claro, una imprécision legal en este punto, ya que no to- 
das las clases de hijos pueden darse en todas las modalidades 
de unidad familiar (157). Es évidente que el padre o madré 
solteros, por ejemplo, no pueden tener hijos matrimoniales 
y, sin embargo, la Ley se refiere al "padre o madré solteros, 
y los hijos que reùnan los requisitos a que se refieren los 
dos numéros anteriores" (art. 5 2 ,1 ,tercera), entre los que 
se encuentran los matrimoniales (158). Lo mismo cabe afirmar 
si en lugar de matrimoniales hablamos de hijos legltimos, a 
los que alude la Ley fiscal, de acuerdo con el Côdigo Civil 
vigente al publicarse la misma.
En relaciôn a los hijos adoptivos debe senalarse que 
al no hacer distinciôn las normas reguladoras del Impuesto 
entre adopciôn plena y adopciôn simple (arts. 172,178 y 180 
del Côdigo Civil), han de entenderse comprendidas ambas cla­
ses de adopciôn (159). No obstante, deberîa haberse recogido 
en el Reglamento la menciôn hecha por la Ley de los hijos
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adoptivos (160).
Uno de los aspectos concretos de la regulaciôn legal 
de la unidad familiar mas controvertidos es el relative a la 
inclusion en ésta de los hijos menores emancipados, a diferen 
cia del Proyecto de Ley, en el que la unidad familiar se cir- 
cunscribia a "los menores no emancipados, excepte los que, 
con el consentimiento de sus padres, viviesen independientes 
de éstos" (161). La modificaciôn en este punto fué consecuen­
cia, como ya hemos sehalado en otro lugar, de la aceptaciôn 
de una enmienda en la que se proponia la supresiôn de las pa­
labras "no emancipados", alegândose como fundamento de la mi£ 
ma el "eliminar las posibilidades de emancipaciones con fina- 
lidades de fraude a la ley" (162). Las criticas a que ha dado 
lugar la modificaciôn de referencia (163) han sido brillante- 
mente contestadas por Clavijo, quien argumenta que la inclu- 
ciôn de los hijos emancipados "aun yendo en contra de los 
principios de emancipaciôn contenidos en nuestro Côdigo Civil, 
se justifica plenamente tanto desde el ângulo juridico como 
desde la sociologia financiera. Desde el ângulo juridico se 
justifica, ya que la integraciôn de los hijos menores emanci­
pados en la unidad familiar no constituye sino una excepciôn 
-y, por supuesto, desde el ângulo tributario bastante funda- 
mentada- a los efectos de la emancipaciôn. Nuestro legislador 
con esto no ha 'quebrado', como se ha entendido por algûn sec 
tor doctrinal, la instituciôn de la emancipaciôn. Al contra­
rio, lo que ha hecho -y esto hay que tenerlo claro- es ûnica­
mente exceptuar los efectos de la emancipaciôn en el âmbito
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tributario a efectos del IRPF, a fin de evitar muchos de los 
efectos perturbadores que puede producir en el âmbito de este 
sector del ordenamiento juridico. Evidentemente, desde el ân­
gulo de la sociologia financiera se justifica, ya que esta 
•excepciôn' trata de evitar la via de evasiôn que producian 
las denominadas 'emancipaciones con fines fiscales', con efec 
to évidente en la progresividad del IRPF" (164).
Ahora bien, sin desvirtùar en absolute esta argumenta- 
ciôn, hay que destacar, como hace I. Pérez Royo, que "esta 
reforma, para ser verdaderamente eficaz hubiera requerido la 
supresiôn igualmente de la referencia a hijos que, con el con 
sentimiento de sus padres, vivan independientes de éstos", 
ya que, al mantenerse su exclusiôn de la unidad familiar se 
deja abierta "una via de fraude tan expedita como la de los 
emancipados" (165).
El sentido y alcance de esta excepciôn no ha sido, a 
nuestro entender, suficientemente destacados por la doctrina, 
que ha identificado este supuesto con la llamada "emancipa­
ciôn de hecho" o germânica, regulada en el Côdigo Civil (166). 
Asi parece entenderlo Ferreiro, al afirmar "que la nueva re- 
dacciôn del Côdigo Civil (art. 319) no impide seguir afirman­
do que por 'vida independiente' ha de entenderse, segûn la 
interpretaciôn prédominante en la doctrina civilista, 'econo- 
mia doméstica separada' (SANCHEZ ROMAN) o, como dice DE CAS­
TRO, mâs que el tener propio domicilie o la separaciôn fisi­
ca, el ejercercitar una profesiôn, empleo, oficio, comercio 
o industria que es administrado por si y para si" (167).
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En nuestra opinion, sin embargo, la remisiôn de los 
hijos menores excluidos de la unidad familiar a la emancipa­
ciôn de hecho, no aparece tan Clara en el texto legal. Dicho 
con otras palabras: el problema estriba, a nuestro entender, 
en determiner si la excepciôn contenida en la Ley del Impues­
to puede asimilarse o queda referida, a una forma concrete 
de emancipaciôn de las reguladas por el Côdigo Civil (la del 
art. 319, concretàmente), con exclusiôn, por tanto, de las 
demâs clases de emancipaciôn, o si se trata de una circunstan 
cia distinta a las reguladas por el Derecho privado.
La identificaciôn entre la exclusiôn de los hijos meno 
res que, con el consentimiento de los padres, vivieren inde­
pendientes de éstos, y la emancipaciôn de hecho o germânica 
era, efectivamente, correcta en el Proyecto de Ley, en el que, 
literalmente se disponia: "Forman la unidad familiar... los 
cônyuges y los hijos menores no emancipados, excepto los que 
con el consentimiento de sus padres, viviesen independientes 
de éstos". La exclusiôn expresa de estos hijos, considerândo- 
los como no emancipados -porque en caso contrario ya queda- 
rian excluidos sin necesidad de hacer referencia explicita 
a ellos-, se hacia eco de la polémica habida en el seno de 
la doctrina civilista acerca de si la llamada emancipaciôn 
de hecho era o no una verdadera emancipaciôn, y venia asi a 
eliminar, pensamos nosotros, la problemâtica que al respecto 
hubiera podido originarse (168).
Ahora bien, la supresiôn de las palabras "no emancipa­
dos" desvirtùa la excepciôn anteriormente relative a los hi-
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jos menores no emancipados, en el sentido de que ya no puede 
entenderse referida solo a esta clase de hijos, sino que ad- 
quiere un sentido mas amplio y se refiere tanto a los emanci­
pados como a los no emancipados, perdiendose la identifica­
ciôn inicial entre aquella excepciôn y el supuesto previsto 
en el ultimo pàrrafo del artlculo 160 del Côdigo Civil, hoy 
recogido en el artlculo 319.
Quizâs de una forma esquemâtica se comprenda mejor 
nuestra postura sobre este punto. Veamos:
- El Proyecto de Ley excluia de la unidad familiar a 
los hijos menores emancipados, entendiendo que, puesto que 
la emancipaciôn produce el efecto de equiparar al beneficia- 
rio con el mayor de edad, desaparecia con ello la razôn juri­
dica de su inclusiôn en la unidad familiar (169).
- A efectos del impuesto, se equiparaba al menor eman-
cipado a aquel que viviese con independencia de sus padres,
y con su consentimiento, excepciôn que se justificaba: 1 2 )
porque en este caso no se dan los presupuestos que justifican 
la acumulaciôn (170); 22) porque dada la regulaciôn del Côdi­
go Civil en punto a la emancipaciôn y a los efectos que la 
"vida independiente" del menor comportaba sobre su capacidad 
de obrar, podia no estar clara la exclusiôn o inclusiôn del 
menor que viviese independiente, respecto a la unidad fami­
liar de los padres (171).
- En la tramitaciôn parlamentaria del Proyecto se re-
chaza la emancipaciôn como causa de exclusiôn de hijosi
menores de la unidad familiar, para evitar las emancipaciones
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en fraude de ley fiscal. Pero se sigue aceptando la "vida in­
dependiente" del menor, a tal efecto, sin duda porque se con­
sidéra que en este caso no procédé el fundamento de la tribu­
taciôn acumulada (172). Lo que se rechaza es la "emancipaciôn 
juridica" como expediente formai, ya que puede dar lugar a 
situaciones de fraude, pero se acepta el fundamento material 
de la no inclusiôn de los hijos menores, que se concrete en 
que éstos tengan vida independiente de sus padres. En defini­
tive, se prescinde de la emancipaciôn, y la exclusiôn, por 
tanto, hay que entenderla referida a una circunstancia pura­
mente real o material, que puede darse respecto de todos los 
hijos menores, estén o no emancipados (173).
En este sentido, el tener vida independiente significa 
no sôlo que el menor no sea dependiente de sus padres econômd 
camente, sino también que tenga un domicilio separado, porque 
de vivir juntos, "bajo el mismo techo", no desaparece el fun­
damento de la acumulaciôn que, desde el punto de vista jurîdi 
co, se concrete en que la convivencia del grupo familiar modi 
fica cualitativa y cuantitativamente la capacidad contributi­
ve de las personas en él incluidas (174).
En definitive, sobre la inclusiôn-exclusiôn de los hi­
jos menores en la unidad familier entendemos:
1 2 , Se prescinde de la emancipaciôn de derecho o juri­
dica del menor como causa significative estos efectos. En prin 
cipio, el menor emancipado forma parte de la unidad familier.
22. Se excluye de la unidad familier al menor que vive 
independiente de sus padres y con su consentimiento, enten-
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diéndose por vida independiente économie doméstica separada 
y ausencia de convivencia, es decir, circunstancias reales 
o materiales y no una clase de emancipaciôn que, aunque llama 
da "emancipaciôn de hecho" esta regulada por el Derecho.
3 2 . Consecuentemente, si se da el presupuesto ante­
rior, el menor queda excluîdo de la unidad familiar, con inde 
pendencia de que sea un menor emancipado o no emancipado por 
alguna de las causas previstas en el Côdigo Civil.
Por lo que se refiere a la no trascendencia del régi­
men econômico matrimonial, aunque contenida tal norma en el 
artlculo 7 2 , 3 de la Ley del Impuesto, en el que se establece 
la acumulaciôn de las rentas de todos los miembros de la uni­
dad familiar, sistemâticamente ha de traerse a colaciôn en 
este punto, por cuanto supone una de las circunstancias cons- 
titutivas de esta modalidad de unidad familiar. El citado pre 
cepto no deja lugar a dudas: sea cuâl sea el régimen econômi­
co del matrimonio, ello es irrelevante a los efectos de exis- 
tencia de unidad familiar, salvo, claro estâ, que haya recal- 
do sentencia judicial al respecto (175).
El fundamento de esta irrelevancia, tal como declaraba 
la Exposiciôn de Motivos del Proyecto de Ley, se concrete en 
que "de otro modo se pondrla en manos del contribuyente, que 
siempre puede alterar el régimen econômico del matrimonio, 
algo que sôlo compete al poder fiscal: la determinaciôn de
la cuantla del impuesto" (176). Nos encontramos tcunbién aqui 
con la represiôn del fraude como fundamento de la normativa 
de la unidad familiar. La no trascendencia del régimen econô-
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mico matrimonial ha sido tan criticada como la inclusion de 
los hijos menores emancipados, La identidad de los argumentos 
en que se fundamentan ambas criticas hace innecesario el rei- 
terarlas o el formuler una contestacion a las mismas, remi- 
tiéndonos a lo ya expuesto (177).
b') Unidad familiar integrada por un solo cônyuge.
Constituye la segunda modalidad de unidad familiar 
"En los casos de nulidad, disoluciôn del matrimonio o separa­
ciôn judicial, la formada por el cônyuge y los hijos que, te- 
niendo cualquiera de las condiciones a que se refiere el nume 
ro anterior estén confiados a su cuidado" (art. 5 2 ,1 ,segunda 
de la Ley) (178).
Este tipo de unidad familiar no se ha visto sustancial 
mente afectado por las modificaciones introducidas en nuestro 
Côdigo Civil, si salvamos el reenvio hecho en ella a la prime 
ra y la admisiôn del divorcio como causa de disoluciôn del 
matrimonio (179). En este sentido, hay que entender que for­
man esta segunda modalidad de unidad familiar, "en los casos 
de nulidad, disoluciôn del matrimonio o separaciôn judicial 
el cônyuge y los hijos menores, matrimoniales, extramatrimo­
niales cuya filiaciôn haya sido legalmente determinada y adop 
tivos, que no vivan, con su consentimiento, independientes 
de él y que hayan sido confiados a su cuidado" (180).
Aclarados los aspectos relativos a los hijos en los 
términos expuestos al analizar la primera modalidad, realmen­
te esta segunda no présenta problemas en orden a un correcte
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entendimiento de la misma (181). No obstante, debe destacarse 
que el articule 5 2 ,1 ,segunda se refiere a hijos que estén con 
fiados al cuidado del cônyuge de que se trate en cada caso 
(182) y que este concepto "no se identifica con la patria po- 
testad, sino que es una parte del contenido tipico de ésta 
y que puede estar disociada del resto de tal contenido y atri 
buida, por tanto, a persona distinta de la que detenta aqué­
lla" (183).
Por otra parte, y aunque la Ley no deja lugar a duda
(184) al referirse a "separaciôn judicial", hay que resaltar 
que la separaciôn de hecho no se encuentra prevista como cau­
sa constitutiva de esta segunda modalidad de unidad familiar 
en ningùn caso, incluso aunque esté fehacientemente probada
(185). Esta circunstancia ha sido frecuente y fundadamente 
criticada, por cuanto parece estar en contradicciôn con la 
propia intenciôn del legislador, puesta expresamente de mani­
fiesto en algunos pasajes del Informe de la Ponencia, de to- 
mar en consideraciôn la realidad sociolôgica espanola. En es­
te orden de consideraciones, se ha senalado que hubiera sido 
deseable que el artlculo 5 2 ,1 ,segunda hubiera acogido la sepa 
raciôn de los cônyuges como modalidad de unidad familiar no 
ya desde la sentencia en que se contenga la separaciôn judi­
cial, sino desde la admisiôn de la demanda en tal sentido, 
acompahada de las correspondientes medidas provisionales (18^. 
A falta de esta declaraciôn expresa, I. Pérez Royo propone 
"forzar una interpretaciôn extensiva" de este precepto, ten- 
dente, por un lado, a permitir la tributaciôn separada de los 
cônyuges desde la admisiôn de la demanda y, por otro, a tomar
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en consideraciôn también las separaciones de hecho pactadas 
por ambos cônyuges que se hayan protocolizado ante Notario 
(187).
En nuestra opiniôn existen importantes diferencias en­
tre la separaciôn convencional y la separaciôn decretada po 
el Juez al admitir la demanda, que impiden equiparar ambos 
supuestos a efectos de su tratamiento fiscal. En efecto, al 
intervenir en el convenio regulador de la separaciôn ûnicamen 
te la voluntad de los cônyuges, aunque haya sido protocoliza­
do ante Notario, résulta justificado el no concederle virtua- 
lidad para suspender la tributaciôn conjunta, ya que su admi- 
sibilidad podria constituir una via de fraude (188). Pero es­
te motivo no parece tan justificado cuando media una "deci- 
siôn judicial** al respecto, como ocurre al admitirse la deman­
da de nulidad, separaciôn o divorcio y acordarse por el Juez 
las medidas provisionales (189).
Ahora bien, puestos en trance de encontrar un fundamen 
to a la no consideraciôn por parte del legislador tributario 
de este tipo de situaciones, puede acudirse al caracter tran- 
sitorio o provisional de las mismas. Efectivamente, la nuli—  
dad, separaciôn o divorcio, puede ser desestimada o no acorda 
da por el Juez (190), con lo cual, si procediera la tributa­
ciôn separada desde la admisiôn de la demanda podria ocurrir 
que posteriormente los cônyuges tuviesen que volver a tribu- 
tar conjuntamente, con todos los problemas inherentes a posi- 
bles compensaciones entre periodos impositivos, incrementos 
y disminuciones patrimoniales, etc..., que pudieran darse en
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cada caso. Ciertamente, en materia de lo que genéricamente 
podemos llamar "situaciones matrimoniales de hecho", hay que 
obrar con prudencia y , en este sentido, no carece de justifi­
cation la normativa legal. Pero la excesiva cautela en este 
punto se ve desvirtuada o al menos pierde parte de su justi- 
ficaciôn, dede que la Orden Ministerial de 23 de diciembre 
de 1978 (BOE de 4 de enero de 1979), por la que se desarrolla 
ba el sistema de retenciones y fraccionamiento de pago en el 
IRPF, tomô en consideraciôn a la separaciôn de hecho (191). 
Concretàmente, se lee en el articule 22,5 de la citada Orden 
que "En los casos de nulidad, disoluciôn del matrimonio, sepa 
raciôn legal o de hecho se computarân los hijos, a efectos 
de fijaciôn del porcentaje de rentenciôn, en el cônyuge a cu- 
yo cuidado se hallen confiados" (192).
A nuestro modo de entender, el problema subyacente en 
las "situaciones matrimoniales de hecho" y su consideraciôn 
o no por la ley fiscal puede concretarse en la dificultad de 
compaginar o compatibilizar las exigencias derivadas del prin 
cipio material de justicia tributaria, por un lado, y la difi 
cultad de contrôler, por parte de la Administraciôn tributa­
ria, aquello que constituye en cada caso la realidad fami­
liar. Ahora bien, si se entiende que la vida en comùn incide 
en la capacidad econômica del individuo, de tal manera que 
lo adecuado -o lo justo- es atender a la capacidad econômica 
del grupo familiar, entonces hay que aceptar ese principio 
con todas sus consecuencias. Lo que no puede aceptarse, sin 
mâs, es que se imponga una determinada forma de tributaciôn 
en razôn de la realidad familiar y después se prescinda de
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esa realidad en cuanto surge la mas minima dificultad de con­
trol. Desde esta perspectiva, entendemos que no debe haber 
obstaculo para permitir la tributaciôn separada o, si se pre- 
fiere, para incluir en esta segunda modalidad de unidad fami­
liar, la separaciôn matrimonial, siempre que resuite suficien 
temente probada la situaciôn conyugal o familiar que se ale- 
gue en cada caso. No se trata tanto de prever una casuistica, 
que siempre puede verse desbordada por la realidad multifor­
me, como de establecer una formula amplia que dé satisfacciôn 
adecuada a los dos tipos de exigencias antes mencionados: un
criterio elemental de justicia, que exige tratar igual las 
situaciones iguales, y la realidad de la operatividad por par 
te de la Administraciôn.
La fôrmula amplia que proponemos puede concretarse en 
los términos de entender que constituyen unidad familiar a 
los efectos del impuesto, en los casos de nulidad, disoluciôn 
del matrimonio, separaciôn judicial y separaciôn conyugal de 
hecho, siempre que resuite fehacientemente probada, la forma­
da por el cônyuge y los hijos confiados a su cuidado. A estos 
efectos, en ningun caso se considerarâ prueba suficiente la 
mera existencia de convenio regulador de la separaciôn entre 
los cônyuges, aunque haya sido protocolizada ante Notario. 
Con ello se darla acogida en el âmbito del Impuesto a todas 
aquellas situaciones en que realmente cese la convivencia con 
yugal (193), fundamento de la tributaciôn conjunta, pero al 
pesar la carga de la prueba sobre el contribuyente ello no 
supone un "perjuicio incontrôlable" para la actuaciôn inspec-
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tora. La exclusion, como medio de prueba, del convenio régula 
dor de la separaciôn es una medida minima y necesaria de pru­
dencia. En este sentido, compartimos en lo sustancial la posi 
ciôn al respecto de la profesora Soler Roch, quien, con rela­
ciôn al artlculo 42,2 de la Ley 50/1977, considéra deseable 
que se atenùen los efectos de una aplicaciôn excesivamente 
rigida del precepto, pudiendo suspenderse la acumulaciôn des­
de el momento en que el Juez admita la demanda y décrété las 
medidas provisionales (194).
Por lo demas, a efectos de constituciôn de esta modali 
dad de unidad familiar, creemos que en la expresiôn "separa­
ciôn judicial" tanto se acoge la dictada por el Juez civil 
como la acordada por el Tribunal eclesiâstico, ya que la sen­
tencia canônica de separaciôn cumple aqui la misma finalidad 
que la sentencia civil: evitar las posibilidades de fraude
(195).
c') Unidad familiar integrada por el padre o madré sol
teros.
Esta tercera modalidad de unidad familiar no esta- 
ba prevista en el Proyecto de Ley, pero fué introducida, sin 
enmienda previa en tal sentido, por la Ponencia de la Comi- 
ciôn de Hacienda, en atenciôn "a recoger los casos de mayor 
relevancia sociolôgica" (196). Asi, el articule 52,1,tercera 
de la Ley establece que constituyen unidad familiar: "El pa­
dre o madré solteros, y los hijos que reùnan los requisitos 
a que se refieren los dos nùmeros anteriores" (197).
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For lo que se refiere a los reenvios hechos por la Ley 
al tipificar esta tercera modalidad de unidad familiar, debe 
entenderse "que forman parte de ella el padre o la madre (nun 
ca los dos) solteros y los hijos menores, no matrimoniales 
cuya filiacion haya sido legalmente determinada y adoptivos 
(con excepcion de los que con el consetimiento del padre o 
madre vivan independientes de éstos) que estén confiados a 
su cuidado" (198).
Este tipo de unidad familiar es la modalidad que mas 
problemas puede plantear en la prâctica, por lo que a su deli 
mitaciôn se refiere. En este orden de cosas, senala Ferreiro 
que queda por resolver el problema "de aquellas personas que 
pueden desde su nacimiento, al no estar casados sus padres, 
pertenecer a dos unidades familiares diferentes. Dentro de 
esta hipôtesis entra, en concrete, el supuesto, nada anormal 
hoy dîa, de los hijos de quienes, hombre y mujer, viven jun­
tos sin contraer legalmente matrimonio y que, reconocidos por 
ambos, viven bajo su comûn cuidado y protecciôn. en este caso 
-continua el profesor Ferreio-, que sirve como paradigma para 
otros similares, nada prevé la Ley, salvo que el hijo no pue­
de formar parte de dos unidades familiares distintas, con el 
padre y la madre. Nada mas dice tampoco, no podria decirlo, 
el Reglamento, Estimamos que, ante el silencio le la Ley, hay 
que reconocer a estas personas fîsicas el derecho de optar 
por una u otra de las unidades familiares a que pueden perte­
necer. Derecho que se ejercerâ por sus représentantes léga­
les, normalmente los padres, y que supone, como es claro, una 
ventaja adicional para las uniones de hecho frente a la fami-
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lia legalmente constituida, ya que la renta de los hijos se 
podrâ acumular a la de aquél de sus progenitores que la tenga 
menos elevada, con lo que se reduce el efecto progresivo de 
la escala" (199).
Adviértase que el proble que se plantea queda referido, 
entendemos, al supuesto de que se trate de hijos extramatrimo 
niales, reconocidos por el padre y la madre y que vivan bajo 
el cuidado de ambos, ya que si se altera alguna de esas cir- 
cunstancias creemos que si es posible encuadrar el caso en 
una de las modalidades de unidad familiar. Asi, si se trata 
de hijo extramatrimonial, reconocido por ambos padres, pero 
que vive bajo el cuidado de uno de ellos, el hijo formarâ uni
dad familiar con el padre o madre a cuyo cuidado se halle con
fiado (200).
Una soluciôn al problema de referencia es apuntada por 
Banacloche, quien parece entender que en esta modalidad de 
unidad familiar pueden estar incluidos el padre y la madre 
solteros, al afirmar: "Reconocido un hijo natural por el pa­
dre y la madre menores el problema se complica porque dos me­
nores integrarian una unidad familiar con hijos y sin matrimo 
nio" (201). Con independencia de que la soluciôn mas justa 
y coherente sea, en efecto, entender que ambos padres debe- 
rian constituir unidad familiar con el hijo, creemos que, da­
do el tenor literal de la Ley, tal soluciôn no tiene cabida 
en ella. El precepto déclara que la unidad familiar la inte- 
gran "el padre o la madre", lo que sôlo permite referirla a
uno de ellos, pero no a los dos. Por esta razôn, la ùnica sa-
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lida que se vislumbra para este tipo de situaciones es la se- 
nalada por Ferreiro, cuya postura en este punto compartimos 
plenamente (202).
Un supuesto muy comentado, que encaja perfectamente 
dentro de esta modalidad de unidad familiar, es el del menor 
soltero que tiene un hijo legalmente reconocido (203). En es­
te caso, el menor deja automâticamente de pertenecer a la un^ 
dad familiar de sus padres, aunque viva con ellos y le manten 
gan econômicamente, y forma una nueva unidad familiar con su 
hijo (204).
d') Unidad familiar integrada por los hermanos someti 
dos a tutela.
El cuarto tipo de unidad familiar esta constituîdo 
por "Los hermanos sometidos a tutela", segûn la tipificaciôn 
del mismo contenida en el artîculo 5^,1 de la Ley. Hay que 
tener en cuenta sobre ello que la instituciôn de la tutela 
ha sido objeto de reforma por la Ley 13/1983, de 24 de octu- 
bre (BOE de 26 de octubre), que modifica el Côdigo Civil en 
esta materia. ESta modalidad, al igual que la anterior, no 
se encontraba prevista en el Proyecto de Ley del IRPF y apare 
ce por primera vez en el Informe de la Ponencia, que la i n d u  
yô en la redacciôn del artîculo 5- sin que mediara enmienda 
en este sentido y sin efectùar ningûn comentario o explica- 
ciôn al respecto (205).
La critica a la consideraciôn como unidad familiar de 
los hermanos sometidos a tutela ha sido prâcticamente unanime
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por parte de la doctrina que ha calificado espe supuesto de 
"sorprendente", "extrano" o "insolito", sefialando que su jus- 
tificacion no aparece muy clara (206). En este sentido, a raiz 
de la publicacion de la Ley escribia Banacloche que "si bien 
es cierto que los hermanos tutelados que conviven juntos pue­
den tener una cierta economia comun, también lo es que pueden 
estar sometidos a tutela de diferentes tutores, que entre 
ellos no existe mas obligacion mutua que la de alimentes... 
y que, ademâs, la tutela no es mas que una instituciôn de 
guarda y tutela de persona y bienes, o solo esto, referida 
a quienes son incapaces de gobernarse por si mismos... por 
lo que no deja de extranar que a quien no puede gobernarse 
se le una otro incapaz para formar un "conjunto solidario" 
ante la Hacienda Pûblica". Y mas adelante concluye: "lo menos 
que se deberia exigir para este tipo de unidad familiar es 
que convivan juntos &Puede hacerlo el Reglamento?" (207).
A estos dos interrogantes (tutela ejercida por distin­
tas personas y convivencia de los hermanos) venia a responder 
el primer Reglamento del Impuesto, disponiendo que formaban 
unidad familiar: "Los hermanos sometidos a una misma tutela 
que residan todos juntos en territorio espanol, siempre que, 
por su estado y condiciôn, no formen otra unidad familiar" 
(208). Sobre este precepto senalô Stampa que al intentar sol- 
ventar los problemas que la aplicaciôn de este caso suscita, 
el Reglamento "ha hecho imposible la existencia de esta uni­
dad familiar, porque cada tutela es independiente, aunque el 
tutor sea uno solo" (209). "Cabe que los hermanos estén some-
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tidos a la tutela de una sola persona. . . Pero la tutela de 
cada pupilado es una tutela distinta" (210).
De esta objecion se hacia eco el segundo Reglamento, 
que se refiere a:"Los hermanos sometidos a tutela bajo la pro 
teccion de un solo tutor, que vivan juntos en territorio espa 
hoi, siempre que, por su estado y condiciôn, no formen otra 
unidad familiar".
Sobre esta cuestiôn del ejercicio de la tutela por una 
sola persona o por varias, sehala acertadamente Ferreiro que 
a pesar del Reglamento y de la doctrina que, de forma prâcti­
camente unanime han entendido que los hermanos sôlo constitu- 
yen unidad familiar si quedan sometidos a la tutela de una 
sola persona, de la Ley no se dériva tal exigencia. "Al deli- 
mitar este cuarto tipo de unidad familiar -dice el citado 
autor- la Ley no quiere, con toda claridad, que la desapari- 
ciôn fîsica de los padres o la cesaciôn de éstos en el ejerci^ 
cio de la patria potestad suponga la desapariciôn respecto 
de los hijos menores de la unidad familiar, sino que, por el 
contrario, desea que éstos constituyan una nueva unidad fami­
liar tanto si la patria potestad se suple con la tutela de 
uno como si se suple con varios tutores". Y continua: "Es mas, 
la interpretaciôn doctrinal y reglamentaria pugna, a nuestro 
parecer, con el espiritu del Côdigo Civil, que favorece en 
todo caso... la reuniôn en una sola persona de la tutela de 
los hermanos (211). La interpretaciôn reglamentaria favorece, 
por el contrario, el nombramiento de varios tutores ya que 
asi, segûn ella, se evitarâ la acumulaciôn de rentas" (212).
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Por lo que se refiere a la exigencia reglamentaria de 
que los hermanos "vivan juntos" (213) pensamos que merece una 
consideraciôn distinta a la senalada para el ejercicio de la 
tutela, en el sentido de que, aunque no venga exigida explicit 
tamente en la Ley, no cabe duda de que es acorde con el funda 
mento de la unidad familiar (214), ademâs de que la referen­
cia a la convivencia es patente en las modalidades segunda 
y tercera, como hemos visto (215). El vivir juntos en territo 
rio espanol significa, como expone Sâncez Pinilla, "tener un 
mismo hogar familiar. El hecho de estar en colegios distintos 
no debe ser suficiente para afirmar la falta de convivencia, 
ya que esta lo es sôlo en determinados periodos de tiempo (216).
No puede pasarse por alto la supresiôn, en el vigente 
Reglamento, de la palabra "todos", contenida en el primer Re­
glamento; con ello se quiere dar a entender, en nuestra opi- 
niôn, que no es necesario, a efectos de constituciôn de esta 
unidad familiar, que la totalidad de los hermanos estén some­
tidos a tutela. Asi se desprende, por otra parte, de la Con­
sulta de 9 de mayo de 1981, sobre situaciôn tributaria de una 
persona soltera que tiene a su cargo a sus hermanos, por fa- 
llecimiento de la madre y abandono del padre, contestândose 
que "los cinco hermanos menores de edad forman unidad fami­
liar con el padre... en tanto no sean sometidos a otra tute­
la" (217).
Por lo demâs, el tutor (o tutores, segûn la opiniôn 
de Ferreiro que compartimos en este punto plenamente) no for­
ma parte, como es claro, de la unidad familiar (218), asi co-
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mo que los hermanos pueden ser sometidos a tutela bien por 
haber perdido a sus padres o porque éstos hayan sido privados 
de la patria potestad, constituyendo los padres, en este ùlti 
mo caso, una unidad familiar distinta de la de los hijos(219). 
En opinion de Ferreiro, "este es el supuesto normal, general, 
arquetipico, en el que hay que entender penso el legislador 
cuando incluyo en el artîculo 5-,1 esta cuarta modalidad de 
unidad familiar. Pensando que cuando la tutela se constituye 
es precisamente para suplir las funciones que normalmente han 
de desarrollar los padres". Asimismo, hay que entender que 
"el tipo del que ahora tratamos solo es aplicable a los herma 
nos que antes de ser sometidos a tutela partenecian a una mi^ 
ma unidad familiar" (220), tal como se desprende el Reglamen­
to, al precisar "siempre que por su estado o condiciôn no for 
men otra unidad familiar".
c) Caracter taxativo de la enumeraciôn legal y singula
ridad en la pertenencia.
La enumeraciôn legal de los supuestos que constitu- 
yen unidad familiar tiene caracter taxativo, no ejemplificati 
VO. "Se trata de una enumeraciôn cerrada y exhaustiva, de tal 
modo que sôlo las personas integradas en estos cuatro tipos 
son miembros, a efectos del IRPF, de una unidad familiar" 
(221).
En este orden de consideraciones, la doctrina ha desta 
cado la inadecuaciôn existante entre la tipificaciôn de la 
unidad familiar y la realidad social de nuestro pais, que
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muestra una variedad de situaciones familiares que no encuen- 
tran un encaje adecuaddo en la formulacion legal (222). Baste 
recordar, en este sentido, la conclusion del profesor Rama- 
llo, para quien la ley fiscal, en relacion con la ley civil, 
tendra que "crear mas supuestos de hecho que los ontemplados 
por la legislacion civil, apartandose, por tanto, de la ten- 
dencia a seguir necesaria y mecanicamente los esquemas civi­
les" (223). A ello habria que anadir que tras la reforma del 
Derecho de familia se ha producido incluso un desfase entre 
la legislacion fiscal y la legislacion civil, por cuanto esta 
ultima se ha adaptado de manera importante a la realidad so­
cial que régula, sin que tal adaptacion haya tenido un corre­
lative reflejo en aquélla. Tras las ultimas modificaciones 
del Côdigo Civil es necesario, al menos, una modificaciôn 
acorde de los supuestos que constituyen unidad familiar. Como 
dice Ramallo, "no son validos los apriorismos en favor o en 
contra de la familiar o de uno u otro tipo de familia, sino 
que hay que partir de la complejidad de las formas interperso 
nales de convivencia dentro de la sociedad y de que cada una 
de ellas tiene su propio mécanisme econômico que habrâ que 
localizar. Desde este punto de vista, cualquier Ley que régu­
lé un impuesto sobre la renta... sera imperfecta. Las leyes 
tienen que ser complicadas porque la realidad es compleja y, 
aunque parezca una contradicciôn, la complicaciôn de las le­
yes puede ser la seguridad de los ciudadanos" (224).
En otro orden de consideraciones, hay que tener en 
cuenta que los tipos de unidad familiar no siempre son exclu-
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yentes entre si, ya que una persona fisica puede encuadrarse, 
de hecho, en mas de una de las modalidades definidas por la 
Ley (225). A estas situaciones se refiere el articule 5- del 
texto legal, en su numéro 2, disponiendo que "Nadie pertenece 
râ a la vez a dos unidades familiares", con lo que se estable 
ce el principio de singularidad en la pertenencia a la unidad 
familiar. La doctrina ha puesto de relieve que en esta norma 
se contiene una prohibicôn genérica, pero falta un criterio 
de prioridad u orden de prelaciôn que resuelva los casos en 
que haya dudas sobre la modalidad de unidad familiar a la que 
puede pertenecer una persona fisica (226).
Dos soluciones posibles han sido apuntadas a este pro­
blema. Para Colmenar la "prelaciôn no puede ser otra que el 
orden inverso al enunciado en la ley, pues los tipos de uni­
dades familiares se especifican de mayor a menor generalidad, 
y lo especial debe primar sobre lo genérico" (227). En opiniôn 
de Stampa esta "tesis parece razonable, pero quiebra porque 
en varios de estos apartados se contemplan unidades familia­
res sin conexiôn posible y porque algunas de ellas carecen 
de imposibilidad de aplicaciôn (sic) legal". Por ello propug- 
na este autor que "puesto que la Ley no lo prohibe... sea el 
propio contribuyente quien elija la unidad familiar a la que 
desea pertenecer, ya que a falta de norma imperativa, no hay 
razôn alguna para que sea la Administraciôn la que imponga 
su propio criterio al contribuyente, y no este el que haga 
prevalecer el suyo cuando no existe prohibiciôn legal que lo 
impida" (228).
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En nuestra opinion, reconociéndose que la Ley no da 
una respuesta expresaal interrogante de en que unidad fami­
liar ha de encuadrarse una persona fisica que, en principio, 
puede estar integrada en dos unidades familiares diferentes, 
no son tantos los supuestos en que este problema se plantea 
(229). Por un lado, hay que tener en cuenta la precision re­
glamentaria segûn la cual: "Quienes formando una unidad fami­
liar constituyan otra distinta, quedarân excluidos de la pri­
mera" (art. 15,2) (230), con lo cual se esta consagrando "el 
principio de primacia de la ûltima unidad familiar" (231). 
Por otra parte, del orden en que coloca la Ley las distintas 
modalidades y de la tipificaciôn dada a cada una de ellas ca­
be colegir una respuesta para la generalidad de los casos en 
que se planteen dudas sobre la delimitaciôn subjetiva de la 
unidad familiar (232). Cuestiôn diferente, claro esta, es que 
la soluciôn conforme a la tipificaciôn legal parezca o no ade 
cuada a la realidad de cada caso; asi, en el supuesto del me­
nor de edad, soltero, que reconoce a un hijo, que claramente 
forma una unidad familiar con él, o en el de matrimonio sepa- 
rado de hecho, que sigue constituyendo unidad familiar aûn 
cuando cada uno de los cônyuges conviva con otra persona. El 
caso mas flagrante por resolver, como hemos dicho, es el de 
reconocimiento por el padre y la madre de hijos extramatrimo­
niales, cuando éstos se encuentran bajo el cuidado de ambos 
padres. Para estos supuestos, dado que ninguna soluciôn se 
deduce de la Ley, si habrâ que reconocer a esas personas el 
derecho de optar por integrarse en una u otra unidad fcuniliar 
(233), postura, como vimos, adoptada por Ferreiro y a la cual 
nos adherimos (234).
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C.- Vicisitudes de la unidad familiar.
En el apartado anterior hemos visto los sujetos que 
integran una unidad familiar a efectos del IRPF. Corresponde 
ahora hacer referencia a las alteraciones que pueden producir 
se en los tipos de unidad familiar delimitados. Desde esta 
perspectiva, es claro que la unidad familiar, como fenômeno 
personal que es, se encuentra sometida a très contingencias 
fundamentales: constituciôn disoluciôn y modificaciones subje 
tivas.
Del artîculo 52 de la Ley se desprende que la unidad 
familiar puede constituirse a partir de sujetos pasivos indi^  
viduales o a partir de miembros de otra unidad familiar. Cou­
rre lo primero, por ejemplo, cuando dos mayores de edad con- 
traen matrimonio o cuando un soltero mayor de edad reconoce 
a un hijo; acaece lo segundo cuando un menor contrae matrimo­
nio, abandonando la unidad familiar a la que pertenecia, sin 
que por ello esta desaparezca, o cuando el menor tiene un hi­
jo extramatrimonial al que reconoce legalmente; también, cuan 
do los hermanos son sometidos a tutela, bien por haber perdi­
do a sus padres, bien por haber sido privados éstos de la pa­
tria potestad (235). En este sentido, es fundamental la norma 
general segûn la cual cuando una persona miembro de una uni­
dad familiar constituye una nueva unidad familiar, queda ex- 
cluîda de la primera, tal como lo entiende el Reglamento en 
su artîculo 15,2.
La unidad familiar también puede surgir por uniôn de 
dos unidades familiares previas: asî, dos viudos o divorcia-
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dos, que tienen hijos de sus anteriores matrimonies, se casan;
Por otra parte, la desapariciôn de una unidad familiar 
puede dar paso a sujetos pasivos individuales: al césar la
tutela de los hermanos, al morir un cônyuge quedando el "su- 
pérstite" sin hijos, al separarse, mediando sentencia judi­
cial, un matrimonio sin hijos menores, etc... (236). Pero la 
disoluciôn de una unidad familiar puede dar lugar a la forma- 
ciôn de otras unidades familiares, lo que sucederâ, por ejem­
plo, cuando un matrimonio se sépara, anula o divorcia, pasan- 
do cada cônyuge a formar una nueva y distinta unidad familiar 
si tiene hijos confiados a su cuidado, y precisamente con los 
hijos confiados a su cuidado (237).
Entre estas dos situaciones (constituciôn y disoluciôn 
de la unidad familiar), caben modificaciones de la misma, 
bien por aumento, bien por disminuciôn del numéro de sus miem 
bros: mayorîa de edad del menor, cese de la tutela de un her- 
mano, etc... El supuesto normal de incremento del numéro de 
miembros de la unidad familiar sera el nacimiento de un hijo, 
pero se equipara al nacimiento el reconocimiento o la adop- 
ciôn; o por pasar un hijo, en los casos de nulidad, divorcio 
o separaciôn del matrimonio, del cuidado de un cônyuge al cui^  
dado del otro. Asimismo, casos menos frecuentes, por incorpo- 
rarse a la unidad familiar personas que hablan salido de ella: 
como cuando el menor deja de tener vida independiente, o fa- 
llece el hijo extramatrimonial que el menor soltero hubiera 
reconocido, en cuyo caso, vuelve a formar unidad familiar 
con sus padres o padre que le tuviese a su cuidado. Igualmen-
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te, el menor de edad que enviuda, si no tiene hijos, pasa de 
nuevo a formar unidad familiar con sus padres, hasta llegar 
a la mayorîa de edad, salvo que lleve una vida independiente 
de aquéllos y con su consentimiento (238).
Lo caracterîsitico de estos casos, modificaciôn por 
aumento o por disminuciôn del numéro de miembros -dice Rama 
llo-, es que estâmes ante la misma unidad familiar: ni el au­
mento de miembros implica la creaciôn de una nueva unidad fa­
miliar, ni la disminuciôn supone su disoluciôn, necesariamen 
te (239).
La descripciôn de toda esta casuîstica es util a los 
efectos de entender la dinâmica de la unidad familiar, pero 
no hay ningûn precepto legal en el que con caracter general 
se disponga cuando se entiende constituida o disuelta la uni­
dad familiar ni, consiguientemente, las diversas vicisitudes 
de la misma tienen unos efectos determinados. Lo ûnico que 
dispone la Ley sobre este punto es que la determinaciôn de 
los miembros de la unidad familiar y de las circunstancias 
personales y familiares se realizarâ por la situaciôn existen 
te en la fecha del devengo del impuesto (art. 25). Y el im­
puesto se devengarâ, como norma general, el 31 de diciembre 
de cada ano, salvo que concurra una de las circunstancias que 
dan lugar a periodo impositivo inferior al aho: fallecimiento 
del sujeto pasivo en dîa distinto al 31 de diciembre (art. 
24,1), disoluciôn del matrimonio y separaciôn judicial (art. 
24,7), produciéndose el devengo el dîa del fallecimiento en 
primer caso, y en la fecha de la sentencia en los otros dos.
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Los problemas de anticipaciôn del devengo, en cuanto 
a unidad familiar se refiere, la poca sistemâtica prevision 
legal al respecto y el problema de la modificaciôn reglamenta 
ria en este punto, han de ser examinados al abordar el aspec- 
to temporal del hecho imponible. Si son traidos aquî a cola- 
ciôn es ùnicamente para poner de manifiesto lo que, a nuestro 
juicio, es una importante laguna legal: la no previsiôn de
cuando se entiende constituida o disuelta una unidad familiar, 
lo que hubiera servido para dar una regulaciôn mas sistemâti­
ca a diverses aspectos del impuesto, entre ellos, la correc- 
ciôn del periodo impositivo (240).
En definitiva, el precisar las vicisitudes y alteracio 
nés de la unidad familiar es interesante de "lege ferenda", 
pero a efectos de aplicaciôn del impuesto taies circunstan­
cias carecen de efectos determinados por cuanto no aparecen 
previstas como taies en el texto legal.
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4. LA DUALIDAD OBLIGACION PERSONAL-OBLIGACION REAL DE CONTRI- 
BUIR, Y UNIDAD FAMILIAR..
A.- Preliminar: la obligacion real de contribuir, algunas
cuestiones.
Con caracter previo al plantemiento de la problemâtica 
de la unidad familiar en relacion a la existencia de dos moda 
lidades de sujeciôn al impuesto -obligacion personal y obliga 
ciôn real de contribuir- es conveniente hacer referencia, pri 
mero, al propio significado es estas nociones, asi como al 
origen de la distinciôn. Por otra parte, debe aludirse a la 
naturaleza jurldica de la obligacion real de contribuir, eues 
tiôn polémica en nuestra doctrina, de renovado interés como 
consecuencia de la reciente modificaciôn de la misma.
a) Concepto.
La dualidad obligacion personal y obligacion real de 
contribuir viene establecida en el artîculo 42 de la Ley 
del Impuesto, a cuyo tenor, como sabemos, son sujetos pasivos 
por obligacion personal las personas fîsicas que tengan su 
residencia habituai en territorio espahol, mientras que lo. 
son por obligacion real las personas fîsicas que, no residien 
do en Espaha, obtengan rentas producidas en territorio espa- 
ftol o sean satisfechas por una persona o entidad pûblica o 
privada residente en dicho territorio.
Genéricamente, la distinciôn entre la obligaciôn perso
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nal y la obligaciôn real de contribuir se concreta en el âmb^ 
to de la renta que es sometida a gravamen en uno y otro caso. 
En la obligaciôn personal el sujeto pasivo es gravado por su 
renta total, haciendo abastracciôn del lugar en que la renta 
se haya generado, esto es, con independencia de que haya sido 
obtenida en Espaha o en el extranjero; por ello, se le llama 
también obligaciôn ilimitada, en la que queda sometida a tri- 
butaciôn la "renta mundial" del contribuyente. En la obliga­
ciôn real sôlo se toma en consideraciôn la renta obtenida en 
territorio espahol, denominândose en ocasiones obligaciôn li- 
mitada. Esta distinciôn es consagrada por la Ley del IRPF, 
al disponer en su artîculo 7 2 :
"Uno. Los sujetos pasivos por obligaciôn personal serân 
gravados por la totalidad de los rendimientos o incremen 
tos de patrimonio que obtengan, con independencia del 
lugar donde se hubiesen producido y cualquiera que sea 
la residencia del pagador.
Dos. Los sujetos pasivos por obligaciôn real ùnicamente 
serân sometidos al impuesto por el importe de los rendi­
mientos o incrementos de patrimonio obtenidos en territo 
rio espanol o por los satisfechos por una persona o ent^ 
dad pûblica o privada residente en el mismo".
Anâlogas disposiciones se contienen en los artîculos 
16 y 18, respectivamente, del Reglamento del Impuesto.
La sujeciôn a una u otra modalidad de gravamen estriba 
en la residencia del sujeto pasivo: estân sujetos por obliga­
ciôn personal los residentes en territorio espaftol y, por ex- 
clusiôn, quedan sujetos a la obligaciôn real aquellos que no 
son residentes pero obtienen rentas producidas en nuestro te­
rritorio (art. 4 2 , 1 de la Ley) (241).
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Al referirnos a la distinciôn entre la obligaciôn per­
sonal y la obligaciôn real de contribuir hemos aludido a esta 
ultima en termines genéricos ya que, como es sabido, en la 
actualidad la obtenciôn de rentas en Espaha por quienes no 
residen en territorio espahol se encuentra sometida a dos re- 
gîmenes distintos de tributaciôn, segûn que las rentas sean 
obtenidas mediante establecimiento permanente o sin mediaciôn 
de establecimiento permanente. En el primer caso, el régimen 
aplicable es el general contenido en las disposiciones léga­
les y reglamentarias del IRPF. En el segundo, obtenciôn de 
rentas sin mediaciôn de establecimiento permanente, el régi­
men de tributaciôn es el especîficamente establecido por el 
artîculo 17 de la Ley 5/1983, de 29 de junio, de medidas ur­
gentes en materia presupuestaria, financiera y tributaria -que 
recoge prâcticamente idéntico, el contenido del artîculo 16 
del Real Decreto Ley 24/1982, de 29 de diciembre- y disposicio 
nés complementarias de ese precepto (242).
b) Origen.
En nuestro ordenamiento tributario constituye ya una 
tradiciôn llamar obligaciôn personal a la obligaciôn de los 
residentes y obligaciôn real a la obligaciôn de los no resi­
dentes. El origen de esta distinciôn, por lo que al derecho 
positivo se refiere, puede situarse en la regulaciôn dada al 
Repartimiento General de Utilidades por el Real Decreto de 
11 de septiembre de 1918, sobre Exacciones Municipales (243). 
En él se establecîa que "El repartimiento general constarâ 
de dos partes, que se denominarân personal y real" (art. 27)
419
(244). La base de la imposiciôn en la parte personal venia 
constituida por "el valor anual de todas las utilidades perte 
necientes a la persona sujeta a la obligaciôn de contribuir, 
cualquiera que sea el Municipio donde se obtengan, rebajando 
el importe de las cargas e intereses deducibles" (art.31). 
En cuanto a la parte real del Repartimiento, eran objeto de 
gravamen determinadas rentas o rendimientos que se obtuvieran 
en el término Municipal (245).
Estaban sujetas a la obligaciôn de contribuir en la 
parte personal las personas naturales que tuvieran la condi­
ciôn de residentes, cualquiera que fuese su edad y sexo, y 
las que tuvieran casa abierta en el Municipio de la imposi­
ciôn, aunque se hallaren domiciliadas en otro término (art. 
29). Estaba sujeta a la parte real toda persona natural o ju­
rldica que obtuviera en el respective término Municipal los 
rendimientos gravados por este concepto, siendo independiente 
de la vecindad, domicilie o residencia del contribuyente (art 
36).
Ahora bien, aûn constituyendo el Decreto Ley de 11 de 
septiembre de 1918 el origen de la distinciôn entre la obliga 
ciôn personal y la obligaciôn real de contribuir, la parte 
personal y la parte real del Repartimiento no pueden identify 
carse con aquellas dos modalidades de sujeciôn al impuesto, 
en la significaciôn con que hoy las entendemos (246). En efec 
to, segûn lo expuesto, cualquier persona que obtuviera "util^ 
dades" en término Municiapl distinto al de su residencia que- 
daba gravada, en principio, por dos Ayuntamientos: el de su
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residencia y el de obtenciôn de las utilidades, empleândose 
entonces un artifice técnico para evitar la doble imposiciôn 
nacional o interna (247). Asî, segûn el segundo pârrafo del 
articule 27 del citado Real Decreto de 1918, "Los tipos parcia 
les de gravamen de entrambas partes (personal y real) habrân 
de ser idénticos entre si e iguales a la mitad del tipo to­
tal. En consecuencia, la cuota de cada contribuyente sera la 
suma de sus cuotas personal y real, excepto cuando a tenor 
de las disposiciones del présente Real Decreto no procéda la 
imposiciôn de alguna de ellas" (248).
El antecedente directe de la dualidad obligaciôn perso 
nal-obligaciôn real de contribuir, asi como de estas expresio 
nés, se encuentra en el Proyecto de Ley reformando el Impues­
to de Cédulas Personales presentado por Cobiân en 1910. En 
él se disponia, dentro del Titulo tercero, referido a las "ce 
dulas graduadas", un Capitule I, "De la obligaciôn personal 
de contribuir" y un Capitule II, "De la obligaciôn real de con 
tribuir". La sujeciôn a la primera se determinaba en funciôn 
de la nacionalidad, domicilie o residencia (249), mientras 
que la sujeciôn a la segunda venia dada por la obtenciôn de 
determinados tipos de rendimientos (250). La obligaciôn real 
de contribuir se entendia limitada a la parte del liquide im­
ponible comprendida en el mismo, siempre que el titular no 
estuviese sujeto a la obligaciôn personal de contribuir (art. 
62 del Proyecto de 1910).
La Ley de 20 de diciembre de 1932, de la CGR, recogia 
casi literalmente en sus articule 2 2 , 32 y 42 los preceptos
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del Proyecto de Cobiân relatives a este punto. La diferencia 
mâs importante respecto al citado Proyecto se concreta en las 
personas sujetas a la obligacion personal de contribuir, que 
eran aquellas que tuviesen domicilie o residencia habitual 
en Espana, entendiendose por residencia habitual la permanen- 
cia en este pâis por mâs de seis meses durante el ano natu­
ral (art. 22,A de la Ley de 1932). Asimismo, en el articule 
42 de la citada Ley, a la expresiôn "obligaciôn personal de 
contribuir" (apartado A del citado art. 4 2 ), se contraponîa 
la de "imposiciôn real" (apartado B del mismo precepto), en 
lugar de Obligaciôn real.
Por ultime, el Texto Refundido del IGRPF disponia en 
su articule 72 : "Estarân sujetas al Impuesto las personas fi- 
sicas siguientes: a) Las que tengan su domicilie o residencia 
habituai en territorio nacional. Esta obligaciôn personal 
afectarâ a todas las rentas, tano si proceden de fuente nacio 
nal como extranjera. .. b) Las que, sin estar comprendidas en 
la letra anterior, obtengan ingresos en territorio espahol. 
Esta obligaciôn real afectarâ solamente a las rentas obteni­
das en dicho territorio". El criterio para determinar la resi 
dencia (art. 82 del TR), era anâlogo al previsto en la CGR.
c) Naturaleza juridica.
La determinaciôn de la naturaleza juridica de la llama 
da obligaciôn real de contribuir es una cuestiôn ciertamente 
polémica. En primer lugar porque, como hemos indicado ya, no 
existe acuerdo en nuestra doctrina acerca de si la obligaciôn
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de los no residentes, tal como tradicionalmente venia configu 
rada en nuestra imposiciôn sobre la renta, es un impuesto 
real o un impuesto personal. En segundo lugar, el problema 
ha adquirido una nueva dimension como consecuencia del nuevo 
régimen de tributaciôn establecido para las rentas obtenidas 
sin mediaciôn de establecimiento permanente, que ha venido 
a producir una auténtica bifurcaciôn de lo que hasta entonces 
constituia la obligaciôn real de contribuir, prevista como 
un régimen ûnico para los no residentes.
Habremos de partir, por tanto, de un acuerdo previo 
o toma de posiciôn inicial, respecto al caracter de la obliga 
ciôn real segûn el régimen de la misma con anterioridad a la 
modificaciôn introducida por el Real Decreto Ley 24/1982, pa­
ra después ver el estado actual de la cuestiôn a raiz de la 
modificaciôn mencionada.
a') Polémica respecto a la "tradicional" obligaciôn 
real, establecida como un régimen unitario para 
los no residentes.
Al cuestionarnos la nuturaleza de la obligaciôn real 
de contribuir lo primero que hay que aclarar es que nos plan- 
teamos su naturaleza juridica o, lo que es lo mismo, lo que 
queremos indagar es si el Impuesto sobre la Renta establecido 
para los no residentes es un impuesto personal o un impueto 
real, desde un punto de vista exclusivamente jurldico.
Desde esta perspectiva, la expresiôn "obligaciôn real" 
no puede ser mâs desafortunada, como frecuentemente se ha se-
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nalado por parte de la doctrina (251). Primero, porque toda 
obligacion constituye un vinculo personal y el tributo se con 
creta siempre en la existencia de una obligacion (252), en 
una relacion juridica constituida en virtud de ciertos hechos 
entre dos o mâs personas, por la que una, denominada acreedor 
puede exigir de otra, denominada deudor, una determinada pre^ 
taciôn. Segundo, porque la denominaciôn de "real", unida al 
influjo de concepciones extrajuridicas acerca del concepto 
y caracteristicas de los impuestos personales y reales, han 
obstaculizado una clara percepciôn del auténtico sentido de 
esta modalidada de sujeciôn al impuesto.
Concretamente, segûn una opiniôn, la obligaciôn real 
de contribuir no es un impuesto personal, sino un impuesto 
real o de producto, si bien sometido a la aplicaciôn de una 
tarifa progresiva (253). Late en esta postura una indudable 
influencia de la Economia financiera, considerândose impuesto 
personal aquel que grava la renta total de una persona, ha­
ciendo abstracciôn de la fuente de procedencia y teniendo en 
cuenta las circunstancias personales del contribuyente (254). 
Claramente se advierte la identificaciôn que subyace en la 
tesis senalada entre impuesto personal e impuesto subjetivo, 
de un lado, e impuesto real e impuesto objetivo, de otro, con 
ceptos, sin embargo, perfectamente diferenciables y diferen- 
ciados, como ha puesto de manifiesto el profesor Sainz de Bu- 
janda. Hemos senalado ya en mâs de una ocasiôn a lo largo de 
este trabajo la necesidad de diferenciar la personalizaciôn 
del impuesto de la subjetivaciôn del mismo, por cuanto aqué­
lla hace referencia, exclusivamente, a una determinada confi-
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guraciôn del presupuesto objetivo del tributo, mientras que 
esta ultima es un fenômeno mucho mâs amplio, que afecta al 
sistema de cuantificaciôn de la deuda impositiva.
Desde este punto de vista es claro que cuando la suje­
ciôn al impuesto viene dada por obligaciôn real estâmes ante 
un tributo de naturaleza personal, como sostiene Ferreiro al 
afirmar que "el IRPF es, en todo caso, un impuesto personal 
y no real" (255). En efecto, en la obligaciôn real de contri­
buir, tal como es configurada en la Ley del IRPF, queda some­
tida a imposiciôn una masa de rentas -las obtenidas en Espana 
por un sujeto- cuya unidad juridica tibutaria dériva precisa­
mente de su imputaciôn a una determinada persona. "Se dan, 
pues, en ella, los requisitos técnicos de un impuesto perso­
nal, ya que para que este exista no se requiere que el 'obje­
to' de la imposiciôn sean todas las rentas o todos los bienes 
de un sujeto, sino que todas las rentas o todos los bienes 
que, en forma indivisa se someten al impuesto, constituyan 
una unidad juridica por tener un ûnico titular. De ahl que 
la 'obligaciôn personal' de contribuir pueda definirse como 
impuesto universal sobre la renta de un sujeto -es decir, sob 
bre su renta global en el mundo- y la 'obligaciôn real' de 
contribuir, como un impuesto particular sobre una fracciôn 
de la renta de un sujeto, es decir, sobre su renta global en 
Espafia" (256).
Por todo ello, bien puede entenderse, como seftala Fe­
rreiro, que "La expresiôn 'obligaciôn real' no obedece, pués, 
a una clara razôn de lôgica juridica sino, ùnicamente, a una
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tradiciôn que ni es fiel a sus orîgenes, ni aporta ventaja 
alguna con su mantenimiento, sino que, por el contrario, indu 
ce a confusiôn dentro del lenguaje jurldico comûn y ordinario 
que las leyes tributarias deben también respetar en lo posi­
ble en aras de la claridad, sencillez y coherencia del siste­
ma" (257).
Admitido que la obligaciôn real de contribuir, tanto 
en el âmbito de la Ley 44/1978, del IRPF, como en los prece- 
dentes del mismo, es un impuesto de naturaleza personal, pue­
de cuestionarse si se trata del mismo impuesto que la obliga­
ciôn personal de contribuir o si es un impuesto distinto. La 
pregunta no carece de fundamento, ya que si bien, por una par 
te, es distinto el aspecto espacial del hecho imponible en 
una y otra modalidad de tributaciôn, por otro lado es bien 
cierto que esa es la ûnica diferencia estructural que cabe 
apreciar entre aquéllos. Dicho con otras palabras, lo que nos 
preguntamos aqul es si una determinada configuraciôn del as­
pecto espacial, en un determinado tributo, es suficiente para 
conferir individualidad juridica al mismo respecto de otro 
tributo, cuando los restantes elementos del presupuesto obje­
tivo son idénticos en ambos casos (258), que es precisamente 
lo que ocurre entre la obligaciôn personal y la obligaciôn 
real de contribuir que venimos analizando.
En efecto, la diferencia entre la obligaciôn de los 
residentes y la de los no residentes, como ha escrito Ferrei­
ro, estriba ùnicamente en el diferente criterio de sujeciôn 
que se maneja en uno y otro caso (259). Como es sabido, la
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ley debe determinar no solo el espacio fisico en que produce 
sus efectos -el territorio espahol, en nuestro caso-, sino 
también qué relaciones sociales régula la norma, ya que éstas 
pueden realizarse integramente en el territorio de un ente 
publico impositor o, por el contrario, realizarse en el terri^ 
torio de dos o mâs entes pùblicos impositores, o intervenir 
en ellas un sùbdito de otro Estado (260). Es decir, la ley 
debe determinar quiénes o qué hechos o relaciones quedan suje 
tos a los dispuesto en la norma tributaria.
A tal efecto, pueden seguirse dos criterios distintos, 
que obedecen a sendos principios acunados por la doctrina: 
a) Principio de personalidad, basado en un vinculo personal 
de ciudadania o nacionalidad, por el cual el Estado sujeta 
a tributaciôn a sus nacionales, cualquiera que sea el lugar 
en que se realicen los hechos que dan origen a las concretas 
obligaciones tributarias. b) Principio de territorialidad, 
que puede ser de carâcter personal (domicilio, residencia, 
estancia), o de caracter econômico (posesiôn de bienes en el 
Estado, participaciôn en hechos o actividades que se realizan 
en el territorio del mismo), pero en el que siempre estâ pré­
sente una relaciôn del hecho imponible, de alguno de sus ele­
mentos, o de quienes realizan aquél, con el territorio del 
Estado. Pués bien, la Ley del IRPF sigue en su artîculo 42,1, 
en todo caso, el principio de territorialidad, esto es, la 
norma general que détermina la sujeciôn al Impuesto se basa 
en el principio de territorialidad. En un caso (personas fîsi 
cas residentes-obligaciôn personal de contribuir), la rela­
ciôn con el territorio se establece a través del sujeto pasi-
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VO, por su residencia en él. en el otro (personas fisicas no 
residentes-obligacion real de contribuer), se establece a tra 
vés de la fuente productora de rentas, mediante su situacion 
en el indicado territorio (261).
En otro orden de consideraciones, senalaba Berliri re- 
cogiendo la doctrina de Rubino, que dos presupuestos dis- 
tintos deben contener, al menos, un elemento diverso, que es 
el que cualifica el presupuesto particular de que se trate 
(262). Lo que debemos preguntarnos entonces es si el aspecto 
espacial cualifica el presupuesto de la obligacion real de 
contribuir hasta el punto de conferirle individualidad estruc 
tural desde el punto de vista juridico tributario.
En nuestra opinion es indudable que la respuesta debe 
ser afirmativa. Contra ello, sin embargo, podrla objetarse 
la distincion formulada por Rubino y a la que Berliri se adhie 
re, segun la cual si bien todos los elementos del presupuesto 
son necesarios para la produccion del efecto juridico, solo 
algunos de ellos son indispensables para cualificar el conte- 
nido del presupuesto (263). Y pudiera considerarse que, sien- 
do idénticos todos los elementos del presupuesto de la obliga 
cion real de contribuir, respecto al de la obligacion perso­
nal, con la sola salvedad del criterio de sujecion en uno y 
otro caso, no estamos ante un elemento suficientemente rele­
vante para la especificacion del presupuesto.
En este sentido, entendemos que la individualidad del 
presupuesto de la obligacion real de contribuir dériva no so­
lo de la especifica configuracion de su aspecto espacial, si-
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no también de la incidencia que de esa especîfica configura­
cion se dériva en punto a la capacidad contributiva gravada 
por el tributo. En efecto, en la obligacion real no se valora 
la capacidad de contribuir de una manera tan compléta como 
en la obligacion personal o, si se prefiere, la cuota que ha 
de satisfacerse por el sujeto pasivo se détermina menos enér- 
gicamente en funciôn de la capacidad contributiva de la perso 
na obligada de lo que se détermina en la obligacion personal, 
lo que ademâs, se manifiesta en el menor grado de subjetiva- 
ciôn del impuesto. El presupuesto de la obligacion real tiene, 
como es évidente, una estructura contributiva, pero la mani- 
festaciôn de esa capacidad que se somete a gravamen es distin 
ta a la gravada por la obligacion personal, que queda referi- 
da a toda la renta de un sujeto, mientras que en aquélla lo 
es a una fracciôn de esa renta: la obtenida en Espana.
La diferencia esencial entre ambos impuestos viene da­
da, por tanto, por su diferente adaptaciôn a la capacidad con 
tributiva del sujeto obligado, lo que se manifiesta en la me­
nor subjetivaciôn de la obligacion real de contribuir y se 
concrete estructuralmente en la especîfica configuracion del 
elemento espacial del presupuesto objetivo del tributo. Por 
ello, como bien afirmaba Saînz de Bujanda con relaciôn a la 
CGR, la obligacion personal y la obligacion real de contri­
buir tienen un distinto presupuesto, pero los dos impuestos 
que generan son de caracter personal (264).
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b') Incidencia del nevo régim<en de tributaciôn de las 
rentas obtenidas sin medi.aciôn de establecimiento 
permanente.
En la Ley del IRPF, como sabemos, la obligacion real 
de contribuir aparece prevista como lun regimen unitario para 
los no residentes que obtengan renta producida en Espana o 
satisfecha por una persona o entidad pûblica o privada resi- 
dente en territorio espanol.
Frente a este sistema de obligacion real como régimen 
unitario o ùnico, el articule 16 del Real Decreto Ley 24/1982 
introdujo en nuestro ordenamiento uin régimen especifico de 
tributaciôn para las rentas obtenidas sin mediaciôn de esta­
blecimiento permanente, por personas o Entidades no residen­
tes en territorio espanol. Este régimen esta regulado en la 
actualidad, fundamentalmente, por el articule 17 de la Ley 
5/1983, résultante de la tramitaciôn como Ley del precitado 
Real Decreto Ley.
El régimen es de aplicaciôn tanto a las personas fisi­
cas como a las Entidades no residentes en Espana que obtengan 
rendimientos sometidos a tributaciôn por obligaciôn real en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas o sobre 
Sociedades, sin mediaciôn de establecimiento permanente en 
territorio espafiol, siendo de aplicaciôn a partir del 1 de 
enero de 1983. Aunque ya el Reglamento del Impuesto sobre So­
ciedades preveia entre los regimenes especiales del Impuesto 
dos formas de sujeciôn para las Entidades sujetas por obliga­
ciôn real, segûn que operaran en Espafia por mediaciôn de esta
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blecimiento permanente, o sin establecimiento permanente (arts. 
300 y siguientes del Reglamento del Impuesto sobre Socieda­
des, aprobado por el Real Decreto 2631/1982, de 15 de octu- 
bre), dado el escaso tiempo transcurrido desde la apariciôn 
del mismo carecemos todavîa de una prspectiva doctrinal al 
respecto, aunque sin duda ha de ser objeto de atenciôn por 
parte de los estudiosos, dados los numerosos problemas que 
plantea, alguno de los cuales trataremos de manifester aqui.
En este sentido, la primera consideraciôn fundamental 
que se dériva del régimen de referencia es una auténtica bi- 
furcaciôn de la obligacion real de contribuir, por cuanto la 
obtenciôn de rentas por los no residentes se encuentra someti^ 
da a dos Impuestos distintos, segûn que operen en Espafia con 
o sin mediaciôn de establecimiento permanente. A nuestro pare 
cer, el articule 17 del Real Decreto Ley 24/1982, primero, 
y el articule 16 de la Ley 5/1983, después, configurer un Im­
puesto claramente diferenciado de la obligaciôn real de con­
tribuir regulada en la Ley del IRPF y del Impuesto sobre So­
ciedades. Es un impuesto distinto porque distinto es el aspec 
to temporal del hecho imponible, ya que los sujetos pasivos 
"tributarân separadamente por cada devengo, total o parcial, 
de los rendimientos, a través del représentante designado al 
efecto o, en su defecto, del pagador" (art. 17,3 de la Ley 
5/1983). Se trata, por tanto, de un impuesto instantâneo, no 
periôdico como es el IRPF y el Impuesto sobre Sociedades, tan 
to en sus modalidades de obligaciôn personal como real. Por 
otra parte, segûn el nûmero 1 del citado articule 17, a los 
rendimientos a que el mismo se refiere les es de aplicaciôn
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un tipo proporcional, y no una tarifa progresiva, como es la 
del IRPF. Asimismo, segûn el nûmero 5 de dicho precepto no 
resultarâ aplicable la compensaciôn de pérdidas a las rentas 
obtenidas sin mediaciôn de establecimiento permanente en Espa 
fia por personas o Entidades no residentes en territorio espa- 
fïol (265). De este régimen se excluyen en todo caso los incre 
mentos de patrimonio, a los cuales les serân de aplicaciôn 
las normas de determinaciôn de la base imponible y los tipos 
de grvamen contenidos en el régimen general de la obligaciôn 
personal (art.17,4 de la Ley 5/1983).
La tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn 
de establecimiento permanente ha venido, pués, a desgajarse 
del régimen de obligaciôn real contenido en la Ley del IRPF, 
por lo que a nosotros nos interesa. El criterio déterminante 
de uno u otro régimen de tributaciôn es, por tanto, el conce£ 
to de establecimiento permanente, que adquiere asi una impor- 
tancia fundamental. Tal determinaciôn habrâ de llevarse a ca- 
bo conforme al propio concepto de establecimiento permanente 
regulado en el Reglamento del Inpuesto sobre Sociedades (arts. 
306 y ss.). Cuestiôn distinta es los problemas que pueda plan 
tear la vinculaciôn del "establecimiento permanente", nociôn 
acuhada para las Sociedades, a una persona fîsica (266), pero 
por razones obvias, no cabe otra soluciôn.
Para terminar este punto no puede dejar de seflalarse 
la extraheza que causa la insuficiente regulaciôn de una modi 
ficaciôn como la descrita. En este sentido, entiende el profe 
sor Lasarte que "es évidente que el tema hubiera merecido una
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técnica legislativa mas depurada y que sera necesario el desa 
rrollo de esta norma para comprender su alcance" (267). Com- 
partimos plenamente esta opinion, ya que la "extension" del 
régimen de obligaciôn real de contribuir cuando se trata de 
rentas obtenidas sin mediaciôn de establecimiento permanente 
a las personas fisicas no residentes, es absolutamente insu­
ficiente.
Llegados a este punto, y como consecuencia de cuanto 
antecede, debe senalarse lo siguiente:
Primero. Queda fuera del objeto de nuestra considera­
ciôn la tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn de 
establecimiento permanente. No debe perderse de vista que el 
anâlisis efectuado no tiene otra finalidad que determiner la 
relaciôn entre la unidad familiar y la obligaciôn real de con 
tribuir, y en el régimen senalado esta fuera de cualquier gé- 
nero de dudas que el gravamen se lleva a efecto con total in- 
dependencia o, lo que es lo mismo, sin relaciôn alguna con 
la pertenencia o no del sujeto pasivo a una unidad familiar. 
El problème que se plantea en este punto es la incidencia de 
la residencia de la unidad familier sobre el principio de su­
jeciôn por obligaciôn real. Nos remitimos al respecto al capi 
tulo VI de este trabajo, concretamente al epigrafe donde abor 
damos el aspecto espacial del hecho imponible del IRPF.
Segundo. Por la razôn antes apuntada queda igualmente 
fuera de nuestra consideraciôn la obligaciôn real de contri­
buir en el âmbito del Impuesto sobre Sociedades. Existe, ade-
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mas, otra razôn adicional, a la que enseguida nos referire- 
mos, que justifica igualmente, esta exclusiôn.
Tercero. Al hablar aqui de la obligaciôn real de con­
tribuir nos referimos, unica y exclusivamente, al regimen de 
tributaciôn de las rentas obtenidas por jnediaciôn de estable­
cimiento permanente, por personas fisicas no residentes en te 
rritorio espanol*; a esas rentas se asimilan los incrementos 
de patrimonio, en cuanto al régimen aplicable. Pero con ello 
entramos en otra consideraciôn del problema.
c') Identidad entre la obligaciôn real prevista en la 
Ley del Impuesto y la obtenciôn de rentas por per­
sonas fisicas a través de establecimiento permanen 
te. Su configuraciôn como impuesto personal.
Hemos visto que las rentas obtenidas sin mediaciôn de 
establecimiento permanente se desgajan, se separan en su tri­
butaciôn, del régimen de obligaciôn real previsto en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta. Pués bien, el problema que se 
nos plantea en este momento es si esa "separaciôn" altera el 
régimen y la naturaleza de la obligaciôn real de contribuir 
respecto al régimen y configuraciôn de la misma inicialmente 
establecido.
En este orden de consideraciones hay que tener en cuen 
ta que el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades dispone 
en su articule 311 que cuando una Entidad no residente en te­
rritorio espafiol disponga de vaios establecimientos permanen­
tes cada uno de ellos tributarâ de modo independiente, por
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lo que pudiera pensarse que igualmente es de aplicaciôn esta 
norma cuando el titular del establecimiento permanente sea 
una persona fîsica; o sea, segûn esta interpretaciôn, las ren 
tas obtenidas por un persona fîsica mediante diverses estable 
cimientos permanentes no se acumularîan a efectos del Impues­
to, sino que cada una de ellas tributarîa "de modo indepen­
diente" (268). En nuestra opiniôn esta interpretaciôn no sé­
ria valida, puesto que la norma que dispone la tributaciôn 
separada de cada establecimiento permanente se encuentra in- 
serta en el Impuesto sobre Sociedades, no existiendo ningûn 
precepto que remita la tributaciôn de las rentas obtenidas 
por una persona fîsica a través de establecimiento permanente 
al régimen previsto para ese mismo supuesto respecto a las 
Entidades. Es évidente que una cosa es que para delimitar 
cuando una persona fîsica obtiene rentas sin mediaciôn de es­
tablecimiento permanente haya de acudirse al Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades -puesto que en él se aclara que de­
be entenderse por este concepto- y otra cosa bien distinta 
es que haya de aplicarse a la persona fîsica el régimen pre­
visto para las Entidades, aunque en ambos casos se trate de 
obtener rentas por medio de establecimiento permanente.
El artîculo 17 de la Ley 5/1983 dispone una nueva for­
ma de tributaciôn para determinadas rentas, pero no modifica 
ni altera en ninguno de sus preceptos la tributaciôn de las 
rentas no comprendidas dentro de su âmbito, esto es, no cam­
bia el régimen de la obligaciôn real de contribuir previsto 
en el IRPF. Mas aun, el citado artîculo, en su nûmero 4 remi­
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te la tributaciôn de los incrementos de patrimonio al régimen 
general del IRPF o del Impuesto sobre Sociedades, segûn co­
rresponde, por lo que careceria de sentido que las personas 
fisicas no residentes, pero que obtienen rentas en Espana, 
tributasen segûn el Impuesto sobre Sociedades respecto de sus 
rentas obtenidas a través de establecimiento permanente y se­
gûn el IRPF respecto de los incrementos de patrimonio.
En definitiva, pensamos que la existencia de un régi­
men especifico de tributaciôn para las rentas obtenidas sin 
mediaciôn de establecimiento permanente no altera el régimen 
de la obligaciôn real de contribuir previsto en la Ley del Im­
puesto para la obtenciôn de rentas por personas fisicas no 
residentes, si bien como consecuencia de aquél, tal régimen 
se limita, en cuanto a su aplicaciôn, a las rentas obtenidas 
mediante establecimiento permanente y a los incrementos de 
patrimonio en todo caso. Consecuentemente, cuando una persona 
fîsica obtenga rentas de diverses establecimientos permanen­
tes, todas ellas se acumulan a efectos del gravamen; todas 
ellas se imputan a la persona titular de los diverses estable 
cimientos. Y desde esta perspectiva es claro que la riqueza 
gravada por el tributo no puede "ser pensada", no adquiere 
sentido unitario, si no la ponemos en relaciôn con la persona 
que se constituye en sujeto pasivo contribuyente. Esto es, 
estamos en presencia de un impuesto personal, no de un impues 
to real. La personalizaciôn del impuesto en este caso puede 
encontrarse mas mediatizadâ, ser mas dificil de aprehender 
que en la anterior obligaciôn real, pero ello no obsta para
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que la intrînseca configuracion del presupuesto objetivo res- 
ponda a la de un impuesto personal, que es lo que sucede, y 
no a la de un impuesto real, lo que no ocurre.
La obligaciôn real de contribuir, establecida como régi 
men de tributaciôn de las rentas obtenidas en Espana por per­
sonas fisicas no residentes en territorio espanol y para los 
incrementos de patrimonio obtenidos por esas mismas personas, 
de un lado, y la obligaciôn personal de contribuir, de otro 
tienen un distinto presupuesto, pero los dos impuestos que 
generan son de caracter personal. En este caso, a la diferen- 
ciaciôn estructural del presupuesto del tributo, ya analizada 
con relaciôn a la anterior obligaciôn real de contribuir, vie 
ne a anadirse un nuevo elemento en la relaciôn en que el suje 
to pasivo se encuentra con el presupuesto objetivo: la nociôn 
de establecimiento permanente.
B.- El problema de la relaciôn unidad familiar-obligaciôn
real de contribuir.
a) Planteamiento.
La unidad familiar plantea, con relaciôn a la existen­
cia de dos modalidades de sujeciôn al impuesto, una amplia 
problemâtica. Ahora bien, estos problemas pueden agruparse 
en torno a dos cuestiones fundamentales: una, relativa al pro 
pio âmbito material de la unidad familiar, en el sentido de 
si se trata de un régimen aplicable tanto al supuesto de obli 
gaciôn personal como al de obligaciôn real de contribuir.
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Otra, hace referencia a los efectos que para el sujeto pasivo 
pudieran derivarse del hecho de su pertenencia a una unidad 
familiar, en punto al principio individual de sujecion al im­
puesto .
Entre estas dos cuestiones existe, claro esta, una es- 
trecha relaciôn, no sôlo por su comun origen, conceptualmente 
hablando -la existencia de dos principios o criterios de suje 
ciôn al impuesto-, sino también por su vinculaciôn con la no­
ciôn de residencia de la unidad familiar. Sin embargo, consi- 
deramos conveniente abordarlas en lugares distintos, porque 
distinta es la incardianciôn sistematica de cada una de ellas 
En este momento hemos de referirnos a la primera de las cues­
tiones enunciadas, por cuanto la identificaciôn de la unidad 
familiar en el IRPF conlleva la necesidad de precisar si la 
unidad familiar delimitada en el articulo 52 de la Ley esta 
vinculada al impuesto sôlo por obligaciôn personal o si tam­
bién puede estarlo por obligaciôn real. El problema de los 
efectos que la residencia de la unidad familiar pueda tener 
sobre la modalidad de sujeciôn al impuesto de cada uno de los 
sujetos pasivos en aquélla integrados, ha de ser examinado 
al analizar el hecho imponible y mas concretamente en el as­
pecto espacial del mismo.
Dicho con otras palabras, lo que nos planteamos aqui 
es si varias personas fisicas, sujetas todas ellas por obliga 
ciôn real de contribuir, pueden constituir unidad familiar 
o no a los efectos del impuesto, mientras que remitimos a 
otro lugar los problemas derivados del hecho de que uno o va-
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rios miembros de la unidad familiar, pero no todos, sean suje 
tos pasivos por obligacion personal (269).
El problema de la posible vinculaciôn de la unidad fa­
miliar a la obligaciôn real de contribuir tiene su origen en 
el apartado 2 del articulo 42 de la Ley, segun el cual, como 
sabemos, cuando las personas a que se refieren los dos epigra 
fes del apartado 1 del mismo articulo -sujetos pasivos por 
obligaciôn personal y sujetos pasivos por obligaciôn real-, 
estén integrados en una unidad familiar, todos los componen- 
tes de esta ultima quedaran conjunta y solidariamente someti­
dos al impuesto, Del tenor literal de este precepto, por cuan 
to se refiere a las personas de "los dos epigrafes del apar—  
tado anterior", parece deducirse que el régimen de la unidad 
familiar es aplicable tanto si sus componentes son sujetos 
pasivos por obligaciôn personal como si lo son, todos ellos, 
por obligaciôn real.
Sin embargo, esta ultima posibilidad es negada por la doctri­
na que, de forma mayoritaria, ha rechazado la posible vincula 
ciôn de la unidad familiar a la obligaciôn real de contribuir
(2 7 0 ), y asi lo ha entendido igualmente en Reglamento del Im­
puesto, en su articulo 17,2. Veamos las razones que fundamen- 
tan tal interpretaciôn.
b) Rechazo de esta relaciôn y vinculaciôn de la unidad 
familiar a la obligaciôn personal de contribuir.
El problema de si varias personas fisicas, sujetas por 
obligaciôn real de contribuir, pueden constituir unidad fami-
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liar, exige tener en cuenta no solo el articulo 42 de la Ley 
sino también la norma contenida en el articulo 69,3 del mismo 
texto legal, precepto relativo a la residencia de la unidad 
familiar. Segun este precepto, "Se considerara que la unidad 
familiar es residente en territorio espanol siempre que en 
él resida cualquiera de los cônyuges o el padre o la madré 
o, en su defecto, todos los miembros de la unidad familiar". 
Nos encontramos aqui con un concepto nuevo, el de "unidad fa­
miliar residente" y ciertamente problemâtico; primero, por 
la propia significaciôn del concepto, esto es de lo que deba 
entenderse por unidad familiar residente; segundd , por la inde 
terminaciôn de los efectos de esa residencia, que no aparecen 
expresamente regulados.
En efecto, &donde se prevén los efectos de la residen­
cia de la unidad familiar?. No existe otro precepto en la Ley, 
ademâs, claro estâ, del propio articulo 62,3, en que se aluda 
a esa residencia, con lo cual nos encontramos con que en unos 
determinados casos la unidad familiar es residente, pero no 
sabemos cuâles son las consecuencias que de ello se derivan
(271).
La explicaciôn de esta circunstancia se encuentra en 
el Proyecto de Ley del Impuesto. En él, como se recordarâ, 
se consideraba sujeto pasivo, exclusivamente por obligaciôn 
personal, a la unidad familiar que tuviese su residencia ha­
bituai en territorio espanol (art. 4 2 ,1 ,a del Proyecto), con- 
siderândose que la unidad familiar era residente en territo­
rio espafiol cuando en él residiera cualquiera de los cônyuges
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(art. 62,3 del mismo Proyecto).
La cuestiôn, por tanto, estaba clara por lo que se re­
fiere al punto ahora analizado (272) y dejando al margen el 
problema de la propia configuraciôn de la unidad familiar co­
mo sujeto pasivo. Sin embargo, al modificarse por la Ponencia 
la formulaciôn del sujeto pasivo del tributo desapareciô del 
articulo 42 la referencia a la unidad familiar residente, no 
siendo incluida en ningûn otro precepto, lo que origina el 
problema que venimos comentando. Esta situaciôn es aûn mas 
chocante si se tiene en cuenta que la redacciôn del articulo
62,3 del Proyecto de Ley fué modificada por la Ponencia, en 
el sentido de completar la nociôn de residencia de la unidad 
familiar en funciôn de las nuevas modalidades de la misma 
(tercera y cuarta del articulo 5 2 , como se recordarâ) no pre- 
vistas inicialmente, anadiéndose que la unidad familiar es 
residente no sôlo cuando residan en territorio espanol cual­
quiera de los cônyuges, sino también cuando residan en él 
"el padre o la madré o, en su defecto, todos los miembros de 
la unidad familiar". Asi pues, aunque este articulo fué mate- 
rialmente modificado para comprender en su âmbito, es decir, 
para acomodarlo, a las diversas modalidades de unidad fami­
liar, hay que entender que o bien no se advirtiô que al modi- 
ficar el articulo 42 desaparecia de la Ley toda referencia 
a la unidad familiar "residente" que no fuera la propia defi- 
niciôn de la misma, o bien no se considéré necesario aludir 
a ello en otro precepto (273).
Lo que debemos preguntarnos entonces es si la residen-
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cia de la unidad familiar carece de eficacia, como consecuen­
cia de las modificaciones introducidas en el Proyecto de Ley 
y la ausencia de prevision legal expresa de sus efectos, o 
si, por el contrario, debe entenderse con la significaciôn 
originariamente prevista. A nuestro entender esta ultima es 
la respuesta adecuada, ya que asi cabe colegirlo del articulo 
4 2 ,1 ,a), en relaciôn con el articulo 62 de la Ley (274). Des­
de este punto de vista, la residencia es un requisite esen­
cial para la constituciôn de la unidad familiar, con la conse 
cuencia fundamental de que la unidad familiar estâ siempre 
vinculada al impuesto por obligaciôn personal o, lo que es 
lo mismo, la residencia es decisive para que una persona fisi 
ca sea sujeto pasivo individual o miembro de una unidad fami­
liar (275).
Esta es la opiniôn, entre otros, del profesor Ferrei- 
ro, para quién otro precepto, ademâs del 6 2 , 3 abona la inter­
pretaciôn expuesta. Se trata del artîculo 72,3 que dispone: 
"Cuando los sujetos pasivos compongan la unidad familiar se 
acumularân todos los rendimientos e incrementos de patrimonio 
de todos los miembros de la unidad familiar, cualquiera que 
sea el régimen econômico del matrimonio". Al decir "todos los 
rendimientos e incrementos de patrimonio -escribe Ferreiro- 
el articulo parece estar pensando claramente sôlo en los resi 
dentes, puesto que, de otra forma, cuando todos los miembros 
de la unidad familiar fueran no residentes, sôlo podrian ser 
objeto de acumulaciôn los rendimientos e incrementos obteni­
dos en Espafia o satisfecos por una persona o entidad pûblica 
o provada residente en ella (276). Dicho de otra forma: pare-
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ce que el artîculo 7 2 , 3 nos dice que sôlo las unidades fami- 
liares residentes en territorio espafiol deben ser tenidas en 
cuenta a efectos del Impuesto" (277). Desde luego, asî lo ha 
entendido el Reglamento, al disponer en su artîculo 17,2: "Si 
la unidad familiar no es residente en territorio espanol los 
miembros que la integran constituirân en su caso, sujetos pa­
sivos independientes, y no procédera la acumulaciôn de sus 
respectives rentas".
Ciertamente, la Ley podîa haber sido mas explicita en 
este punto; bastaba con el que artîculo 7 2 , 3 hubiese referido 
la acumulaciôn de rentas a los sujetos pasivos que compongan 
una unidad familiar residente, como hace el artîculo 17,1 del 
Reglamento (278). "Pero lo que si parece claro es que la Ley 
no se ha planteado siquiera la posibilidad de gravar a un no 
residente como miembro de una unidad familiar no residente. 
De otro modo, la Ley hubiera tenido que sentar los criterios 
de calificaciôn necesarios para determinar la existencia de 
unidades familiares en sociedades no sometidas a nuestro orde 
namiento juridico y con esquemas de organizaciôn familiar to- 
talmente diferentes al nuestro. Con la regulaciôn contenida 
en la Ley, en efecto, taies problemas serîan sencillamente 
insolubles" (279).
Por otra parte, cabe alegar un ultimo argumento que 
no deja lugar a dudas respecto a la exclusiva vinculaciôn de 
la unidad familiar a la obligaciôn personal de contribuir. 
Se trata de la propia naturaleza de la obligaciôn real, asî 
como del régimen previsto para la misma en cuanto a deduccio-
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nés de la cuota, segûn el cual, a los contribuyentes por obli 
gaciôn real ûnicamente les son de aplicaciôn las deducciones 
relativas a las desgravaciones por inversiones, donaciones 
y retenciones (art. 29 de la Ley, ûltimo pârrafo). Realmente, 
desde este punto de vista carece por completo de sentido apli 
car el régimen de la unidad familiar a la obligaciôn real de 
contribuir, dada, por una parte, la fundamentaciôn de aquélla 
en el principio contributivo y, por otra, la manifestaciôn 
de capacidad contributiva sometida a gravamen en la obliga­
ciôn real, asi como su grado de subjetivaciôn (280).
Todo ello desvirtûa la aparente vinculaciôn de la uni­
dad familiar a la obligaciôn real de contribuir, contenida 
en el articulo 42, pudiendo deducirse de la Ley que sôlo las 
unidades familiares residentes en territorio espanol han de 
ser tenidas en cuenta a efectos del tributo, lo que no se ve, 
ademâs, contradicho, en ninguno de sus preceptos. Esta es, 
por otra parte, como ya quedô indicado, la opiniôn mayorita- 
riamente sostenida por la doctrina, que ha entendido adecuada 
la interpretaciôn reglamentaria contenida en el articulo 17.
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5. CONCLUSIONES.
Hemos dedicado este capitulo a la identificacion de 
la unidad familiar, entendiendo por identificacion de la 
unidad familiar la delimitacion de lo que es esta figura 
en la regulaciôn positiva de nuesto IRPF. Por ello hemos rea- 
lizado en primer lugar una referencia a las fuentes normati- 
vas de este tributo, lo que es necesario dado el incesante 
flujo y mutaciôn de las disposiciones reguladoras del mismo.
Exister una serie de circunstancias que obstaculizan 
una Clara comprensiôn de la figura que nos ocupa. En primer 
lugar existe una idea preconcebida de lo que por unidad fami­
liar deba entenderse, que lleva a identificarla con el hecho 
de la acumulaciôn de las rentas. No obstante, y con indepen- 
dencia de que la unidad familiar sea fundamentalmente estable 
cida para producir este efecto, debe tenerse présente que cuan 
do de lo que se trata es de precisar el concepto de una figu­
ra juridica, son todos los efectos de ella derivados los que 
han de reconducirse a la propia identificaciôn de la figura.
En segundo lugar, la definiciôn de la unidad familiar 
como sujeto pasivo en el Proyecto de Ley del Impuesto, asi 
como su regulaciôn en la Ley 44/1978 en el capitulo dedicado 
al sujeto pasivo, conlleva una tendencia a identificar la uni 
dad familiar en funciôn del sujeto pasivo o a partir del mis­
mo. Sin embargo, la unidad familiar constituye todo un régi­
men del tributo y por ello precisamente no procédé su incardi
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naciôn sistematica en ninguno de los elementos de la obliga­
ciôn tributaria. No obstante, la identificaciôn de la unidad 
familiar debe centrarse en el hecho imponible ya que es en 
él donde la presencia de la unidad familiar adquiere la maxi­
ma significaciôn juridica y estructuralmente.
Estrechamente vinculada con la circunstancia anterior, 
existe una tende'ncia a identificar miembros de la unidad fami^ 
liar con personas que asumen la titularidad pasiva de las dis 
tintas obligaciones y deberes a que da lugar el fenômeno de 
aplicaciôn del Impuesto y, en particular, con los sujetos que 
asumen la titularidad pasiva de la obligaciôn tributaria. 
Coadyuva también en este sentido lo que podemos llamar "con­
cepto tradicional" de solidaridad tributaria, segûn el cual 
la solidaridad es referida al supuesto de concurrencia de ti- 
tulares en la realizaciôn del hecho imponible.
Hemos tratado de delimitar todas estas circunstancias 
de donde se deduce lo siguiente:
En sentido estricto la unidad familiar es una realidad 
puramente personal o subjetiva, por cuanto no es mas que la 
designaciôn unitaria de un conjunto de personas fisicas uni- 
das por lazos familiares o vinculos de parentesco. En este 
orden de consideraciôn la realidad llamada unidad familiar 
asciende al mundo juridico directamente a través de la norma- 
tiva tributaria. Fuera del ordenamiento tributario la unidad 
familiar es una realidad social y econômica, pero no una rea­
lidad juridica. Por ello bien puede decirse que la unidad fa-
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miliar es una realidad exclusivamente tributaria desde el pun 
to de vista juridico. De ahi la necesidad de que el legisla- 
dor tributario defina o délimité que debe entenderse por uni­
dad familiar, esto es, que precise las personas comprendidas 
en esa designaciôn unitaria. Aludimos a esta definiciôn o de- 
limitaciôn con los términos "configuraciôn subjetiva de la 
unidad familiar".
La cuestiôn, sin embargo, se complica considerablemen- 
te cuando se trata de precisar la significaciôn juridica de 
esta realidad personal, siendo lo verdaderamente relevante 
en este sentido no esa realidad en si misma considerada, sino 
los efectos que para el sujeto pasivo de derivan del hecho 
de estar en ella incluîdo . En este sentido, se habla de unidad 
familiar para aludir al hecho de la pertenencia a una unidad 
familiar. Asi, la pertenencia a una unidad familiar es un cri^  
terio cualificador de la persona fisica, ùnica a la que se 
atribuye la subjetividad del Impuesto.
Desde esta perspectiva se pone de manifiesto que la 
unidad familiar constituye todo un régimen de la relaciôn ju­
ridica tributaria en general y de la obligaciôn tributaria 
en particular,, por cuanto la pluralidad de obligaciones y 
deberes a que dâ lugar la aplicaciôn del tributo ofrecen una 
especifica configuraciôn cuando el sujeto pasivo de la obliga 
ciôn tributaria principal pertenece a una unidad familiar. 
Esto es, la unidad familiar afecta a la instituciôn del tribu 
to en su integridad, tanto a sus elementos constitutivos como 
a sus aspectos aplicativos.
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Desde el punto de vista estructural ello se explica 
por la presencia de la unidad familiar en el elemento subjeti^ 
vo del hecho imponible. Facilmente se comprende que siendo 
un impuesto personal aquel cuyo presupuesto objetivo no puede 
ser pensado mas que por relaciôn a una persona determinada, 
résulta que cuando la persona fîsica, sujeto pasivo del im­
puesto, esta integrada en una unidad familiar, la configura­
ciôn del elemento objetivo del presupuesto de hecho no puede 
explicarse si no es teniendo en cuenta el hecho de esa perte­
nencia; es decir, la persona con relaciôn a la cual hay que 
définir el presupuesto objetivo es, no una persona fîsica a±s 
lada, sino una persona fîsica que forma parte de una unidad 
familiar. La presencia de la unidad familiar en el elemento 
subjetivo del hecho imponible despliega su eficacia configura 
dora sobre el elemento objetivo, lo que constituye, como es 
sabido, una de las funciones estructurales de aquélla rela­
ciôn.
Hemos puesto un especial interés en precisar la rela 
ciôn existante entre unidad familiar y subjetividad de la 
obligaciôn tributaria, de una parte, y unidad familiar y acu­
mulaciôn de rentas, por otra. Aunque la acumulaciôn constitu­
ye un efecto fundamental y caracterîstico de la figura que 
nos ocupa, no puede identificarse con ella. La unidad fami­
liar es una realidad mas amplia y en cierto modo independien­
te de la acumulaciôn de bases imponibles, como lo demuestra 
el hecho de que la unidad familiar existe y despliega impor­
tantes efectos aunque uno solo de sus miembros obtenga renta.
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Mas dificultades ocasiona la relaciôn entre unidad fa­
miliar y subjetividad de la obligaciôn tributaria, por cuanto 
nos encontramos aqui con una serie de cuestioes de teoria ge­
neral del Derecho tributario, no siempre claramente delimita- 
das. Particularmente nos referimos a la solidaridad tributa­
ria, cuyo presupuesto esta constituido por la plurisubjetivi- 
dad. La tradicional correlaciôn entre solidaridad en la deuda 
y realizaciôn conjunta del hecho imponible es quizâs lo que 
en mayor medida dificulta un claro entendimiento de esta figu 
ra.
Debe subrayarse la significaciôn de la solidaridad en 
la deuda, que expresa ûnicamente un peculiar modo de respon­
der a una determinada forma de asumir la obligaciôn, pero de 
la cual no puede derivarse que asuma la obligaciôn tributaria 
quien en principio, por si mismo, no resuite personalmente 
obligado. Dicho con otras palabaras, la solidaridad no indica 
quien es sujeto pasivo de la obligaciôn, sino como responde 
ese sujeto pasivo de la prestaciôn objeto de aquélla. La asun 
ciôn de la titularidad pasiva de la obligaciôn tributaria ha 
de venir determinada, exclusivamente, por la realizaciôn del 
hecho imponible legalmente tipificado, esto es, por la obten­
ciôn de renta por una persona fisica, no pudiendo derivarse 
sobre este punto otras consecuencias del hecho de la pertenen 
cia a una unidad familiar, lo que iria en contra, entre otras 
cosas, del principio contributivo.
En definitiva, hay que diferenciar claramente lo que 
constituye la solidaridad tributaria de lo que es la subjeti-
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tividad de la relaciôn tributaria. Esta ultima se ostenta por 
haber realizado el presupuesto tipificado en la norma cuyo 
acaecimiento en la realidad origina el nacimiento de la obli­
gaciôn tributaria. Aquélla hace referencia a un particular 
modo de responder cuando son varias las personas que asumen 
esa titularidad pasiva. Por ello, en puridad, no puede hablar 
se de titularidad solidaria, sino de titularidad pasiva plu­
ral y de responsabilidad solidaria. No obstante, una vez acla 
rados estos extremos puede ser util mantener la terminologia 
tanto por economia del lenguaje como por ser expresiones de 
uso frecuente en la doctrina. Asimismo, la solidaridad, en 
cuanto forma de organizaciôn de obligaciones subjetivamente 
complejas, es la verdadera clave de la unidad familiar y lo 
que, en ultima instancia, explica el régimen de la misma.
Mayor trascendencia, desde la perspectiva de la subje­
tividad, présenta la unidad familiar con relaciôn a otras 
obligaciones y deberes, ya que, en algunos de ellos, la presen 
cia de la unidad familiar puede alterar la determinaciôn del 
sujeto que asume la posiciôn correspondiente; esto es, puede 
ocurrir que, por pertenecer a una unidad familiar, el sujeto 
pasivo de la obligaciôn tributaria principal asuma la titula­
ridad de otras relaciones o vinculos distintos de aquélla, 
y que no asumuiria en el caso de constituir un sujeto pasivo 
independiente. Englobâmes este fenômeno bajo la designaciôn 
genérica de la unidad familiar como punto de referencia de 
situaciones juridicas subjetivas.
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Hay que desterrar la tendencia a identificar miembros 
de la unidad familiar con las personas que asumen la titular! 
dad pasiva de las distintas situaciones juridicas subjetivas 
a que da lugar la aplicaciôn del impuesto. Ello no se contra- 
dice, claro esta, con el hecho de que la unidad familiar es 
una figura hogénea, integrada por las mismas personas a lo 
largo de todo el desarrollo de la vida de la obligaciôn tribu 
taria, esto es, cuando la unidad familiar forma parte del pre 
supuesto de una norma, esta se refiere siempre a la misma rea 
lidad personal. Cuestiôn bien distinta es que sôlo determina­
dos miembros de la unidad famiilar sean relevantes a determi­
nados efectos, puesto que en este caso no nos estamos refi- 
riendo a la unidad familiar, sino a las personas fisicas di­
rectamente, aunque estén cualificadas por el hecho de su per­
tenencia a una unidad familiar.
Por lo que se refiere a la configuraciôn subjetiva de 
la unidad familiar, hemos analizado detalladamente las diver­
sas modalidades definidas en el articulo 52 de la Ley del Im­
puesto, resaltando ciertas dificultades de entendimiento que 
este articulo présenta.
Este anâlisis révéla importantes contradicciones subya 
centes en la tipificaciôn legal de los supuestos que constitu 
yen unidad familiar. Asi, mientras que se da entrada a la uni^  
dad familiar en base a razones de orden fundamentalmente eco­
nômico, la definiciôn de la misma, sin embargo, se lleva a 
cabo en base a los limites del ordenamiento civil puramente
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relacionales del Derecho de familia, prescindiendo de las nor 
mas civiles que regulan las relaciones economicas familiares 
que son precisamente las que indican cual es la realidad eco­
nomica del grupo familiar. Asimismo, como regia general, el 
legislador tributario huye de las situaciones de hecho o de 
dificil prueba, con el proposito de evitar las posibilidades 
de fraude y , en este sentido, es irrelevante la emancipaciôn 
de los hijos a efectos de su exclusion de la unidad familiar. 
Sin embargo, se excluyen de esta a los hijos que vivan con 
independencia de los padres y con su consentimiento, lo que 
en definitiva es una situaciôn puramente de hecho que deja 
abierta una via de fraude tan expedita como pudiera serlo la 
de la emancipaciôn. En cuanto al sentido de esta exclusiôn, 
hemos analizado el supuesto con detenimiento, llegando a la 
conclusiôn de que se trata de una situaciôn puramente fâctica 
que no es identificable con la llamada emancipaciôn de hecho 
regulada en el Côdigo Civil. La ley fiscal prescinde de la 
emancipaciôn juridica a los efectos de la inclusiôn o exclu­
siôn de los hijos menores en la unidad familiar.
Las principales insuficiencias observadas en la régula 
ciôn en este punto son consecuencia, de un lado, de la excesi 
va cautela del legislador y, de otro, de la reforma del Dere­
cho de familia, mas acorde con la realidad social del momen­
to. En este sentido, entendemos que deberia permitirse la tri^  
butaciôn separada de los cônyuges siempre que la falta de con 
vivencia resultare fehacientemente probada, particularmente 
desde la admisiôn por el Juez de la demanda de separaciôn, 
nulidad o divorcio. Séria también conveniente que la modali-
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dad de unidad familiar contemplada en el articule 5-i1|terce- 
ra se configurase no solo con relacion al padre o madre solte 
ro sino también a ambos conjuntamente cuando la filiacion ex­
tramatrimonial queda legalmente determinada respecte de les 
dos, supuesto para el que no encontramos soluciôn adecuada 
en la actual tipificaciôn de la unidad familiar. No se trata- 
ria con elle tante de obligar a constituir unidad familiar 
a les matrimonies de hecho, como de acoger en la legislaciôn 
fiscal una realidad relativamente frecuente hoy, que no tiene 
cabida en ella. En este mismo orden de consideraciones, la 
amplitud con que hoy dia se permite el reconocimiento de hi- 
jos extramatrimoniales puede ocasionar situaciones anômalas, 
dado que no se exige que les hijos le sean de ambos cônyuges 
a efectos de su integraciôn en la unidad familiar de les mis­
mo s .
Respecte de les hermanos sometidos a tutela, entende- 
mos que la precision reglamentaria de que se encuentren bajo 
la protecciôn de un solo tutor carece de apoyo legal. Creemos 
que el hecho de que estén sometidos a la tutela de una perso­
na o de varias es idiferente, ya que ninguna exigencia en es­
te sentido se contiene en el articule 5-,1,cuarta de la Ley. 
Ademâs, la interpretaciôn que propugnamos es acorde con el 
Côdigo Civil (articule 236), que favorece el nombramiento de 
un solo tutor, mientras que la interpretation reglamentaria 
(articule 15,1,d) favorece el nombramiento de varios tutores, 
con le que se évita la constituciôn de unidad familiar.
Se echa a faltar en la Ley una norma que disponga cuan
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do se entiende constituida o disuelta la unidad familiar, lo 
que permitiria un tratamiento mas sistematico y coherente; 
por ejemplo, a efectos de la correccion del periodo impositi- 
vo. En nuestra opinion es fundamental disponer un precepto 
en este sentido, sin que sean relevante, entendemos, las modi 
ficaciones subjetivas de la unidad familiar, o sea, aumento 
o disminucion del numéro de sus miembros cuando ello no supon 
ga la disolucion de una unidad familiar preexistente o la apa 
ricion de una nueva unidad familiar.
Un ultimo punto, relative al propio ambito material de 
la unidad familiar, ha side examinado en este capitule. Se 
trata del problema de si la unidad familiar delimitada en el 
articule 5^ esta vinculada al impuesto solo por obligaciôn 
personal o si también puede estarlo por obligaciôn real, duda 
ocasionada por el articule 42,2 de la Ley, que parece remitir 
el régimen de unidad familiar a ambas modalidades de sujeciôn 
al tribute. Entendemos, de acuerdo con la interpretaciôn re­
glamentaria y doctrinal, que la unidad familiar esta siempre 
vinculada al impuesto por obligaciôn personal, ya que asi se 
desprende del articule 4 2 ,1,a) en relaciôn con el articule
6 2 , 3  de la Ley, y de la propia naturaleza juridica de la obli 
gaciôn real de contribuir. Sôlo las unidades familiares rési­
dantes en territorio espanol han de ser tenidas en cuenta a 
efectos del tribute, lo que, por otra parte, no se contradice 
en ninguno de les preceptos légales. No obstante, hubiera si- 
do deseable una mayor claridad de la Ley en este aspecto. Es- 
pecialmente, deberia explicitarse en el texte legal les efec-
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tos de la "residencia" de la unidad familiar, lo que sin du­
da resolveria muchos problemas, especialmente cuando la "uni­
dad familiar es residente" pero alguno o algunos de sus miem­
bros son sujetos pasivos por obligaciôn real, problema que 
remitimos al lugar donde abordamos el hecho imponible del IRPF.
A efectos de precisar la relaciôn unidad familiar-obli 
gaciôn real de contribuir hemos debido aludir al nuevo régi­
men de tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn de 
establecimiento permanente por personas no residentes en te­
rritorio espanol. Entendemos que este régimen ha venido a 
"sustraer" del IRPF determinados rendimientos, pero que ello 
no altera el régimen de la obligaciôn real tal como esta apa- 
rece regulada en la Ley del Impuesto y disposiciones que la 
desarrollan. En este sentido, el efecto fundamental del régi­
men de tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn de 
establecimiento permanente puede concretarse en la limitaciôn 
del âmbito objetivo de aplicaciôn de la obligaciôn real de 
de contribuir del Impuesto, que queda limitado a las rentas 
obtenidas por mediaciôn de establecimiento permanente y a los 
incrementos de patrimonio, obtenidos unas y otros por perso­
nas fisicas no residentes.
No obstante, llama la atenciôn la isuficiente regula- 
ciôn de una modificaciôn tan importante y que tantos proble­
mas ha de ocasionar. En particular, dificilmente podrâ compa- 
tibilizarse la nociôn de establecimiento permanente, acunada 
para las Sociedades, a las personas fisicas. Es también desea 
ble que se lleve a cabo un desarrollo normative del régimen
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de referencia, en el que se facilite la aplicaciôn del mismo 
a las personas fisicas en él incluidas.
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6. NOTAS.
(1 ) Sobre la amplitud de este fenômeno puede dar una idea 
significativa las numerosas obras dedicadas, desde que 
se implantara el impuesto, a la recopilaciôn y sistemati 
zaciôn de las disposiciones en vigor, asi como la nece- 
sidad de su constante actualizaciôn. Baste con recorder 
aqui las siguientes: RUBINOS TEJADA, A., "Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Fisicas y sobre el Patrimonio", 
Madrid, 1980; CALERO GALLEGO, J., y ESCRIBANO LOPEZ, F., 
"Legislaciôn tributaria. Impuesto sobre la Renta", Uni- 
versidad de Sevilla, 1980; SANCHEZ PINILLA, F., "Los Im- 
puestos en Espana", Ministerio de Hacienda, 8^ ed. rev. 
por Sanchez Pinilla, Madrid, 1980; GOMEZ TARRAGONA, F., 
"Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", Tri­
vium, Madrid, 1984; MARTIN QUERALT, J., y SOLER ROCH, 
M.T., "Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio de las 
Personas Fisicas", Madrid, Tecnos, 1982; 2ë ed. rev., 
1984; MINISTERIO DE HACIENDA, "Impuestos sobre la Renta 
y sobre Sociedades", Madrid, 1979; 2^ éd., 1980; 3^ éd., 
1981 ; 4^ ed., 1982, etc...
(2) CASADO OLLERO, G., y HERRERO MADARIAGA, J., "Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas. Supuestos prac­
tices comentados". Edit. Comares, Granada, 1984, pàg. 
14.
(3) MARTIN DELGADO, J.M., Prôlogo a la obra de Francisco Cia 
vijo, "Los rendimientos del capital en el nuevo Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas", Civitas, Ma­
drid, 1980, pàg. 7; subrayado del original. A pesar de 
ello, para MARTIN DELGADO exister determinados factores 
que coadyuvan a un juicio negative sobre la Ley, que pue 
den concretarse en una multiplicaciôn en exceso del nûme 
ro de contribuyentes que deben pagar el Impuesto median- 
te su ingreso en efectivo al tiempo de presenter la de- 
claraciôn, y en una excesiva amplitud de la obligaciôn 
dé declarer (cfr. loc.cit., pâgs. 8 y ss.).
En otro orden de consideraciones dice STAMPA ("Estudio 
sistematico del Impuesto sobre la Renta", Ed.Der.Fin., 
Madrid, 1980) que "Esta Ley ha adquirido una importancia 
extraordinaria. Excédé, desde luego, de la de una simple 
Ley Fiscal. Puede decirse que afecta a la totalidad de 
la vida de una persona; cine la personalidad del âmbito 
del ciudadano constrehido durante todo su alentar por 
la legislaciôn fiscal, que le espera al nacer para con- 
vertirle en corresponsable tributario de otras personas, 
le preocupa y ocupa en gestiones, cuentas, pagos y pes- 
quisas durante su existencia y le persigue después de 
la muerte para imputarle un bénéficié que -como el Cid- 
ganô después de morir (pàg. 8).
Sobre los caractères générales de la Ley 44/1978, nos
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remitimos a FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, 
"Comentarios a la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas", Civitas, Madrid, 1983, pâgs. 31 a 34.
(4) "Los sujetos pasivos y sus obligaciones en el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Fisicas", cit., pâg. 35.
(5) BANACLOCHE, "Novedades reglamentarias en el Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas", CT, num.39,1981,
pâg. 34.
(6) Segûn el articule 134,7 de la Constituciôn, "La Ley de
Presupuestos no puede crear tributes. Podrâ modificarlos 
cuando una ley tributaria sustantiva asi lo prevea".
Como es sabido, algunas de las cuestiones que plantea
el citado precepto han side ya sometidas al Tribunal
Constitucional: Recurso de inconstitucionalidad num. 38/ 
1981, Sentencia de 20 de julio de 1981 (BOE de 13 de 
agosto, suplemento al num. 193, pâgs. 12 y ss.). Sobre 
el tema vid. FALCON y TELLA, R., "La habilitaciôn a las 
Leyes de Presupuestos para modificar tributes", en Civi­
tas REDF, num. 33, 1982, pâgs. 25 y ss., y bibliografia
alli citada.
Por su parte, la disposiciôn adicional segunda de la Ley 
44/1978, establece: "Dentro de la Ley de Presupuestos, 
y con efecto durante el periodo de aplicaciôn de la mis- 
ma, se podrâ, por razones de politica econômica:
Primero. Modificar la tarifa del Impuesto y la cuantia 
de las deducciones previstas en el articule veintinueve 
de esta Ley.
Segundo. Modificar los percentages, limites y naturaleza 
de la inversiôn prevista en la letra f) del articule 
veintinueve de esta Ley. Se podrân proponer formulas de 
deducciôn en la cuota por inversiôn en pequefia y mediana 
empresa.
Tercero. Modificar las circunstancias que determiner la 
obligaciôn de declarer.
Cuarto. Modificar las circunstancias que determiner la 
obligaciôn de autoliquidaciôn a cargo del contribuyen- 
te".
(7) En este sentido, baste con recorder el articulo 32 de 
la Ley 44/1981, de Presupuestos Générales del Estado pa­
ra 1982 (BOE de 28 de diciembre), por el que se prorroga 
ban preceptos fiscales de las Leyes de Presupuestos de 
1980 y 1981, relatives al IRPF.
(8) Vid. CARROBE GENE, M. , "Modificaciones tributarias en
la Ley de Presupuestos para 1983 y en las leyes de medi- 
das urgentes tributarias", Civitas REDF, num. 39, 1983,
pâgs. 445 y ss.
El Real Decreto Ley 24/1982 entrô en vigor el 1 de enero 
de 1983; la Ley 5/1983, en vigor desde el dîa de su pu-
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blicaciôn, deroga, en su disposiciôn final cuarta, el 
precitado Real Decreto Ley, vigente hasta esa fecha.
(9) Una justificaciôn del dilatado proceso de interpretaciôn 
del Impuesto se ofrece en la "Memoria de la Reforma Tri­
butaria. 1980" ( Ministerio de Hacienda, Madrid, 1981), 
donde se argumenta, entre otras consideraciones, la es- 
tructura del nuevo Impuesto, tan sensiblemente distinta 
de su inmediato precedente, asi como el que "la aplica­
ciôn de las Leyes y Reglamentos constituye 'ajuste* de 
la hipôtesis o caso previsto por la norma juridica y el 
supuesto o caso presentado en la realidad..." (pâg. 57).
Para MARTIN QUERALT, son causas del incesante flujo norma 
tivo, entre otras, "la déficiente redacciôn de muchos 
preceptos que, en su propia entraha llevan la perentoria 
necesidad de ser objeto de posterior aclaraciôn, lo que, 
a su vez, détermina en no pocos casos -especialmente... 
si se acude a la autorizaciôn que el articulo 18 de la 
Ley General Tributaria concede al Ministerio de Hacien 
da- soluciones precisadas de una posterior consolidaciôn 
normative, que permita anclarlas con mayor energia en 
el ordenamiento juridico vigente" (MARTIN Y QUERALT y 
SOLER ROCH, "Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio...", 
cit. (1982), prôlogo, pâg. 15).
(10) FERREIRO, "Curso de Derecho Financière...", cit., pâg.
256. La disposiciôn final tercera del Reglamento de 1979 
declaraba subsistentes un Real Decreto, nueve Ordenes 
Ministeriales y seis Resoluciones de la Direcciôn Gene­
ral de Tributes.
(11) Dictamen del Consejo de Estado, ns 42.101, de 5 de ju­
lio de 1979, pâg. 14.
(12) Ibidem., pâg. 8. Dado que el Proyecto estaba llamado 
a constituir el desarrollo reglamentario o Reglamento 
general para la ejecucuôn de la Ley del IRPF, en cuanto 
al range de la disposiciôn, la forma de Real Decreto es 
la adecuada, a tenor del articulo 17 de la Ley General 
Tributaria.
(13) Cfr. los articules 31,3 y 134,1 de la Constituciôn, y
articulo 10 de la LGT.
(14) Dictamen del Consejo de Estado al Proyecto de primer 
Reglamento del IRPF, cit., pâgs. 9 y ss., dentro de "Ob- 
servaciones de carâcter general".
(15) Ibidem., pâg. 13. "Si una Ley -dice el Consejo de Esta
do- contiene una disposiciôn genérica por la que se atrT 
buye indistintamente el desarrollo reglamentario de la 
misma al Gobierno y a un Ministerio, sôlo las cuestiones 
subsidiaries y detallisticas habrân de reglamentarse por 
el correspondiente Ministro. Pero si ademâs de aquella
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disposiciôn la Ley contuviera un precepto por el que 
se facultase al Ministro para reglamentar determinadas 
materias, se entenderâ complementada la norma genérica 
por la especîfica en el sentido de delimitarse la compe 
tencia ministerial a tenor del madato mas especîfico".
Sobre la potestad reglamentaria ministerial en materia 
tributaria, vid. el trabajo del mismo titulo de FALCON 
y TELLA, en Civitas REDF, num. 37, 1983, pâgs. 61 y ss.
(16) Ibidem., pâgs. 16-17.
(17) "Novedades reglamentarias en el Impuesto sobre la Ren­
ta...", cit., pâg. 28.
(18) Las mâs duras criticas a este nuevo texto reglamentario 
en BANACLOCHE, "Novedades Reglamentarias...", cit., 
pâgs. 27 y ss.
(19) Inicialmente contenida en el articulo 16 del Real Deere 
to Ley 24/1982, y en la actualidad en el articulo 17 
de la Ley 5/1983.
(20) En este sentido, FERREIRO ("Curso de Derecho financiero 
espanol", cit., 6^ éd., 1983) manifiesta que el Regla­
mento "fué seguido, ademâs, por muchas otras disposicio 
nés de este caracter, en un proceso no del todo compatî 
ble con uno de los objetivos que deberia tener la refor 
ma: el logro de un Derecho tributario claro, sencillo 
y coherente que pueda ser facilmente comprendido y mâs 
sencillamente, en funciôn de esa comprensiôn, aceptado 
y cumplido" (pâg. 271).
Por otra parte, BANACLOCHE ("Novedades reglamentarias..V, 
cit., pâgs. 27-28), afirma: "A los principios de legali^ 
dad, de jerarquia de normas, a las reglas veneradas de 
la Ley General Tributaria del lejano 1963, a la parque- 
dad de normas reglamentarias, a la excesiva prudencia 
en su dictado, debe oponerse una realidad nueva: algu­
nas confrontaciones de normas de diverse rango, nada 
menos que 70 disposiciones publicadas en el corto plazo 
de très ahos, ôrdenes ministeriales interprétatives a 
veces contradictories, otras conteniendo mâs de 300 con 
testaciones a consultas de los contribuyentes y publica 
des con efecto vinculante para todos los ôrganos de la 
Administraciôn, dos Reglamentos aprobados en el plazo 
de dos ahos, frente a un sistema que echô de menos du­
rante quince los correspondientes a la mayoria de los 
tributos. Y, sobre todo, normas tributarias con inciden 
cia sustantiva que plantean en ocasiones dudas sobre 
su constitucionalidad, rectificaciones del Tribunal corn 
petente o criticas rotundas de la doctrina... Es el nue 
vo orden tributario".
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(21) Vid. GUASP, "Derecho", cit., pâg. 81; dice el autor que 
el concepto de un ente juridico "aclara que es" ese en­
te, "o lo que es lo mismo, el problema de la identidad 
del ser... dentro del confuso universo de objetos de 
todas clases que la realidad ofrece al que la mira".
(22) Como se recordarâ (vid. supra, capitule II, apartado 
relative al examen del Proyecto de Ley del Impuesto), 
esta dualidad de sujetos pasivos, unidad familiar-perso 
na flsica, quedaba referida ùnicamente a la obligaciôn 
personal de contribuir.
(23) Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 182.
(24) Cfr. RAMALLO, ("La unidad familiar...", cit., pâg. 46), 
quien se refiere a "la soluciôn a la que ha llegado la 
Ley del IRPF al considerar la unidad familiar como con- 
junto de sujetos pasivos".
(25) Cfr. BANACLOCHE, "El sujeto pasivo en el nuevo Impuesto 
General sobre la Renta de las Personas Fisicas", CT, 
num. 26, 1978, pâg. 32 : "Nos encontramos ante la nove- 
dad del impuesto al crearse el sujeto pasivo conjuntado 
y solidario" (subrayado del original).
(26) Cfr. ABELLA POBLET, "Manual del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas", Publicaciones Abella, Madrid,
1980, pâg. 98, donde se dice "la nueva figura del suje­
to multiple y solidario que ostenta la unidad familiar"; 
RODRIGUEZ PEREZ, "La familia y el Impuesto...", cit., 
pâg. 1481, se refiere a la unidad familiar "no como su­
jeto, sino como agrupaciôn de ellos".
(27) Tal fué la denominaciôn del tema II de las IX Jornadas 
Luso-Hispano-Americanas, que versô sobre "La unidad fa­
miliar como sujeto fiscal".
(28) STAMPA, "La legalidad y la unidad familiar en el Impue^
to espanol sobre la Renta", en M.A.E.D.F., 1980, cit.,
pâg. 399.
(29) COLMENAR, "El sujeto: la unidad familiar", cit., pâg.
687, afirma: "La unidad familiar... sirve como concepto 
técnico de remisiôn de normas y afecta ademâs a aspec- 
tos sustanciales en la aplicaciôn del tribute". Emplea 
también la expresiôn "concepto técnico de remisiôn de 
normas"para referirse a la unidad familiar, TEJERIZO 
LOPEZ, J.M., "El concepto de unidad familiar: algunas
ideas générales", en M.A.E.D.F., 1980, Edersa, Madrid,
1981, pâg. 503. ALBINANA, en "Derecho financiero y tri­
butario", cit., habla de "centro de imputaciôn" (pâg.
496).
(30) Dictamen del Consejo de Estado al primer Reglamento del 
Impuesto, pâg. 16: "En la Ley 44/1978 se ha venido a
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instrumentar el concepto de unidad familiar como parame 
tro definidor de ciertas obligaciones tributarias vincu 
ladas a la imposicion sobre la renta de las personas 
fisicas".
(31) BANACLOCHE, "Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas", Ministerio de Hacienda, Madrid, 1982, pâg. 
86.
(32) RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 55, si bien 
ahade que "los principales problemas que plantea la uni^  
dad familiar son jurîdicos y se encuentran vinculados 
mâs al tema de los sujetos pasivos que al de los elemen 
tos de cuantificaciôn de la deuda tributaria".
(33) En este sentido, es un modo bastante frecuente de proce 
der el "separar" la acumulaciôn, mâs o menos explicita- 
mente, de otros efectos de la unidad familiar, lo que 
condiciona, a nuestro juicio, una clara comprensiôn de 
esta figura. Asi, p.ej., COLMENAR ("El sujeto: la uni­
dad familiar", cit., aborda por un lado la acumulaciôn 
(pâgs. 698 y ss.) y por otra parte se refiere a la "pre 
sencia de la unidad familiar en otros preceptos de la 
Ley" (pâg. 719); GORJON PALENZUELA, J.F. ("La unidad 
familiar en la Ley 44/1978 de 8 de septiembre del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", CT, 
num. 28, pâgs. 75 y ss.), habla de "efecto fundamental" 
para referirse a la acumulaciôn, mientras que califica 
de "efecto importante... el principle de la responsabi- 
lidad", la obligaciôn de declarer conjuntamente impue^ 
ta a los cônyuges, y las deducciones de la cuota cuando 
el sujeto pasivo es miembros de una unidad familiar 
(pâgs. 84-85); BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos y sus 
obligaciones...", cit., pâg. 47), utilize la expresiôn
"influencias del concepto de unidad familier" advirtien
do que "las diferencias que para un sujeto pasivo puede 
suponer ester o no integrado en una unidad familier... 
se manifiestan fundamentalmente a través de los elemen- 
tos cuantificadores de la obligaciôn tributaria".
(34) "La unidad familier...", cit., pâg. 56.
(35) "El tratamiento de la familia...", cit., pâg. 34.
(36) Vid. por todos SAINZ DE BUJANDA, "Concepto del hecho 
imponible", en Hacienda y Derecho, IV, Instituto de Es- 
tudios Politicos, Madrid, 1966, pâgs. 257 y ss., en es­
pecial pâg. 334.
(37) En la propia secciôn primera del capitule III se régula 
la residencia de la unidad familier (art. 62, 3) y sin 
embargo tal precepto no es mencionado por el art. 42 
al remitirse al régimen de sometimiento al impuesto en 
el supuesto de pertenencia del sujeto pasivo a una uni­
dad familier.
(3 8 ) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obli-
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gaciones...", cit., pâgs. 5-6: "Este contraste résulta 
especialmente significative en un sector del Derecho 
como es el Derecho tributario, en el que la elaboraciôn 
de instrumentes conceptuales responde a una evoluciôn 
relativamente reciente y en el que, dadas las caracte- 
risticas del fenômeno que se pretende regular, la adap- 
taciôn de la norma a la realidad de dicho fenômeno es 
mayor que en otros sectores del ordenamiento, haciéndo- 
se al mismo tiempo, mâs patente, el proceso de ôsmosis 
entre la norma y el concepto".
(39) "Ordenamiento tributario espanol", Civitas, Madrid, 
1977, pâg. 297.
(40) El concepto de toda instituciôn supone la sintesis de 
su régimen juridico. Por ello, forzosamente, tanto en 
este apartado como en los siguientes, hemos de aludir 
a determinadas cuestiones que han de ser tratadas en 
otros lugares, aunque hayamos de traerlas a colaciôn 
en este momento, en tanto en cuanto sea necesario al 
efecto de identificaciôn de la unidad familiar.
(41 ) Cfr. SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales de la
unidad familiar", en Memoria de la A.E.D.F., 1980, ya . 
citada, pâg. 435.
(4 2 ) Sabido es que "sujeto pasivo es la persona que asume 
la posiciôn deudora en el seno de la obligaciôn tributa 
ria por haber realizado el hecho imponible" (SDFUM, "No 
tas de Derecho Financiero", cit., vol. 2 2, pâg. 6 1 2). 
Esta definiciôn es integramente vâlida a nuestros efec­
tos, con independencia de todas las puntualizaciones 
y matices de que es susceptible, ya que al définir la 
Ley 44/1978 al sujeto pasivo se refiere al "contribuyen 
te" del art. 30 de la LGT, y el contribuyente es el su­
jeto pasivo por antonomasia.
(43) "Comentarios a la Ley del Impuesto sobre la Ley del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", cit., 
pâg, 68; en el mismo sentido, CLAVIJO, "Los rendimien­
tos del capital...", cit., pâg. 115.
(44) Segûn dispone el pârrafo segundo del art. 23 de la LGT, 
"En tanto no se definan por el ordenamiento tributario 
los términos empleados en sus normas, se entenderân 
conforme a su sentido juridico, técnico o usual, segûn 
procéda"; de donde se deduce, como escriben CORTES DO­
MINGUEZ y MARTIN DELGADO, un "primer criterio de inter­
pretaciôn: los términos definidos por ëî ordenamiento 
tributario se entenderân conforme al sentido que la ley 
tributaria les haya dado" ("Ordenamiento tributario es­
panol", cit., pâg. 123; subrayado del original).
(45) Sobre el valor que cabe atribuir a los trabajos prépara 
torios, a los que la doctrina en general les niega el 
caracter de interpretaciôn auténtica, vid. VANONI, "Na-
463
turaleza e interpretaciôn de las leyes tributarias" 
(traducciôn al castellano de Juan MARTIN QUERALT), lEF, 
Madrid, 1973, pâgs. 244 a 253; dice este autor que "El 
conocer la voluntad del legislador représenta una prime 
ra aproximaciôn en el proceso que trata de determinar 
la voluntad de la Ley" (pâg. 245).
En la doctrina espanola, acerca de la importancia de 
los trabajos preparatorios a efectos de interpretaciôn 
de la ley tributaria, puede verse el trabajo de PASTOR 
RIDRUEJO, L ., "La interpretaciôn tributaria ante el nue 
vo Titulo Preliminar del Côdigo Civil", en "Estudios 
de Derecho tributario", lEF, Madrid, 1979, vol.I, pâgs. 
558 y ss.,'donde el autor se refiere a los "Antécéden­
tes histôricos y législatives".
(46) Informe de la Ponencia, lo.cit., pâg. 182.
(47) "Los rendimientos del capital...", cit., pâg. 115.
(48) Ibidem., recogiendo el autor la tesis anteriormente so^ 
tenida por FERREIRO, "Curso de Derecho financiero...", 
cit., (3^ ediciôn, 1978), pâg. 322. Aunque con alguna 
matizaciôn, también es ésta, sustancialmente, la tesis 
de RAMALLO ("La unidad familiar...", cit., pâg. 57).
(49) Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 182.
(50) Hay que tener en cuenta que a pesar de la intima, in- 
trinseca vinculaciôn entre la configuraciôn de la uni­
dad familiar que venimos analizando y su calificaciôn 
como un supuesto del articulo 34 de la LGT, con la con- 
siguiente "adecuaciôn" del hecho imponible, esta remi­
siôn al articulo 34 tiene un alcance mâs amplio; asi, 
puede sostenerse predicando la concurrencia de titula- 
res en el hecho imponible sôlo de los miembros que ob- 
tengan renta. Insistimos en la remisiôn de este proble­
ma al capitulo relative a la naturaleza juridica de la 
unidad familiar.
(51) "Sistema tributario espanol y comparado", Ediciones ICE, 
Madrid, 2ë éd., 1983, pâg. 289. No obstante, destaca 
este mismo autor en otro lugar las dificultades y pro­
blemas que plantea la figura de la unidad familiar, que 
"En unos pasajes aparece como centro de imputaciôn de 
rendimientos e incrementos patrimoniales (articulo 72- 
3), en otros résulta dotada de cierta subjetividad tri­
butaria (articulo 62-3 ), en otros se présenta como una 
mera agrupaciôn de sujetos pasivos (articulo 31-2), et- 
cétera" ("Derecho financiero y tributario", cit., pâg.
497).,
También para ABELLA "hay muchos casos en que se plan­
tean dudas sobre la incidencia de aquella figura -refi^ 
riéndose a la unidad familiar-, sobre todo cuando se 
alude al 'sujeto pasivo' que efectûa determinados ac- 
tos, inversiones o deducciones, y no se sabe hasta qué
464
punto debe extenderse tal condiciôn a todos y cada uno 
de los miembros de la unidad familiar" ("Manual del Im­
puesto...", cit., pâg. 98).
(52) SOLER ROCH, "Notas sobre la c o n f i g u r a c i ô n . , cit., 
pâg. 23. Ahade la autora: "en el primer caso, todo tipo 
de rentas que puedan ser individualmente obtenidas, por 
razôn del trabajo, la actividad o la productividad de 
los patrimonios privativos; en el segundo caso, las ren 
tas del primonio comùn o ganancial".
(53) Vid. VANONI, "Naturaleza e interpretaciôn de las leyes 
tributarias", cit., capitules VI y VII, relatives a los 
"Medios de interpretaciôn, pâgs. 241 y ss.
(54) Seguramente hubiera side de gran utilidad en este punto 
el "Diario de Sesiones", del debate en Comisiôn del Pro 
yecto de Ley, pero como ya quedô apuntado, no se elabo- 
rô tal Diario; por ello, hemos de atenernos al Informe 
de la Ponencia, que es donde ùnicamente encontramos al­
guna explicaciôn al art. 42 de la Ley, por lo que a la 
tramitaciôn parlamentaria de la misma se refiere. Vid. 
la opiniôn que sobre esta circunstancia manifiesta STAM 
PA, "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 124.
(55) Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 182.
(56) Pensâmes en el articulo 24 de la LGT y en la interpréta 
ciôn de las normas que contienen un hecho imponible; 
vid. SAINZ DE BUJANDA, "Naturaleza del hecho imponible" 
en Hacienda y Derecho, IV, pâgs. 565 y ss., en especial 
pâgs. 605 y ss.; CORTES^DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, "Or 
denamiento...", cit., pâgs. 125 y ss.
(57) El articulo 1137 del Côdigo Civil dispone: "La concu­
rrencia de dos o mâs acreedores o de dos o mas deudores 
en una sola obligaciôn no implica que cada uno de aqué- 
llos tenga derecho a pedir, ni cada uno de éstos deba 
prestar integramente, las cosas objeto de la misma. Sô­
lo habrâ lugar a ôsto cuando la obligaciôn expresamente 
lo determine, constituyéndose con el caracter de solida 
ria".
(5 8 ) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 24.
(59) Cfr. SANCHEZ SERRANO, ("Algunos aspectos formales...", 
cit., pâg.434), quien entiende que "El tratamiento que 
la Ley y el Reglamento del nuevo Impuesto sobre la Ren­
ta de las Personas Fisicas hacen de la unidad familiar... 
constituye una respuesta mâs del ordenamiento tributa­
rio ante los problemas que plantean las situaciones corn 
plejas de plurisubjetividad tributaria".
(60) Escribe CORTES DOMINGUEZ: "Un estudio sobre los sujetos 
de la obligaciôn tributaria debe partir de un acuerdo
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sobre el caracter y la naturaleza de dicha obligaciôn" 
("Los sujetos de la obligaciôn tributaria". Rev. de Ad­
ministraciôn Publica, num. 48, 1965, pàg. 10).
(61) Sobre la teorîa juridica de la obligaciôn tributraria, 
en la doctrina espanola, vid.: SAINZ DE BUJANDA, "El 
nacimiento de la obligaciôn tributaria", en Hacienda 
y Derecho, IV, pâgs. 3 y ss.; VICENTE-ARCHE, "Configura 
ciôn juridica de la obligaciôn tributaria", RDFHP, num. 
25, 1957, pâgs. 7 y ss.
(62) Aunque el caracter exclusivamente pecuniario de la obli 
gaciôn tributaria fué negado por BERLIRI, a cuyo juicio 
la obligaciôn en la cual se concrete el impuesto puede 
tener por objeto un dar o un hacer ("Principios de Dere 
cho tributario", vol.I, Ed.Der.Fin., Madrid, 1964, pâgs. 
345 y ss., y en "Corso istituzionale di Diritto tributa 
rio", Giuffrè, Milân, 1965, pâgs. 128 a 130), tal tesis 
puede considerarse ampliamente superada. Para una criti^ 
ca del criterio de BERLIRI, en la doctrina espanola, 
vid. VICENTE-ARCHE, "Notas" a la traducciôn de la obra 
de BERLIRI, "Principios de Derecho tributario", vol.I, 
cit., pâgs. 415 y ss.; SDFUM, "Notas de Derecho finan­
ciero", vol. 32, Madrid, 1975, pâgs. 48 y ss.,y 69-70; “FERREI- 
RO, "La extinciôn de la obligaciôn tributaria", RDFHP, 
num. 77, 1968, pâgs. 1015 y ss.
(63) Cfr. SDFUM, "Notas...", cit., vol. 2 2 , pâgs. 217 y 603.
(64) Ibidem., pâg. 608.
(65) Cfr., en este mismo sentido, SANCHEZ SERRANO, "Algunos 
aspectos formales...", cit., pâg. 434.
(66) Cfr. PRAENA REQUENA, A., "Aplicaciôn del principle de 
solidaridad tributaria", CT, num. 1, pâg. 166.
(67) El identificar la pluralidad subjetiva en funciôn del 
hecho que la origina no es sino una manifestaciôn mâs 
de cierta tradiciôn doctrinal y legislativa, que atien- 
de, para la construcciôn dogmâtica de los sujetos pasi­
vos de la obligaciôn tributaria, no sôlo a la posiciôn de 
éstos en la relaciôn juridica sino también a la diversa 
naturaleza de los hechos que dan origen a esa posiciôn 
y a la distinta relaciôn que guardan con el hecho impo­
nible .
BERLIRI pone un especial interés en distinguir las dis­
tintas relaciones entre el sujeto pasivo de la obliga­
ciôn tributaria y el presupuesto de hecho. "Desde un 
punto de vista rigurosamente lôgico -afirma el maestro 
italiano- dicha posiciôn sôlo puede ser una de las si­
guientes :
1 &. De un hecho realizado por una sola persona puede 
nacer una obligaciôn a cargo de ésta y exclusivamente
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de ésta; en el fondo, es el esquema tipico de la obliga 
ciôn 'ex lege' y que en el campo tributario constituye 
la régla...
2ë. de un hecho realizado por una persona puede nacer 
una obligaciôn a cargo de ésta y de un tercero...
3^. De un hecho realizado por una sola persona puede 
nacer una obligaciôn a cargo de una o mâs personas dis­
tintas del autor del hecho...
4^. De un hecho realizado por una sola persona pueden 
nacer diversas obligaciones a cargo de personas distin­
tas . . .
5^. De un hecho realizado por varias personas puede na­
cer a cargo de todas ellas una obligaciôn igual o va­
rias obligaciones diferentes...
6^. De un hecho puede nacer una obligaciôn a cargo de 
su autor y de otro hecho ligado al primero puede nacer 
una olbigaciôn igual o distinta a cargo del autor de 
este segundo hecho..." ("Principios...", cit., vol.II, 
pâgs. 229 a 231).
(68) "Son très -dice DIEZ PICAZO- las formas bâsicas de orga 
nizaciôn de la pluralidad:
1^. La pluralidad conduce a la fragmentaciôn. Tanto el 
crédite como la deuda se descomponen o se dividen en 
crédites o deudas independientes que recaen sobre una 
parte de la prestaciôn. Cada uno es un deudor o acree- 
dor de una parte. Cabe llamar a estas obligaciones 'obli 
gaciones parciarias'.
2^. La pluralidad conduce a la comunidad. Los crédites 
se atribuyen en comùn al grupo o consorcio y la deuda 
es también una deuda comùn o consorcial. Todos juntes 
(en mano comùn), son deudores o acreedores de la totali 
dad. Estas son las obligaciones que merecen, rigurosa­
mente hablando, el calificativo de "mancomunadas" o tam 
bién de comunes o conjuntas.
3^. La pluralidad conduce a la solidaridad'.' ("Fundamen- 
tos del Derecho civil patrimonial", Tecnos, Madrid, vol. 
12, 1979, pâg. 401).
(69) SOLER ROCH, ("Notas sobre la configuraciôn de obligacio 
nés y deberes...", cit., pâg. 9), se refiere a la exis 
tencia de un interés juridico especîfico, de contenido pa
trimonial, protegido cono tal en las normas financieras, entendiendo 
por aquél"el interés en la organizaciôn y desarrollo de 
la Hacienda, subordinado al interés primario en el cum- 
plimiento de las necesidades pùblicas".
(70) "Fundamentos del Derecho civil patrimonial", cit., pâg.
401 .
(71) FANTOZZI, "La solidarietà nel Diritto tributario", Utet,
Turin, 1968, pâg.1; PRAENA REQUENA, "Aplicaciôn del
principle...",cit., pâg. 166.
(72) Acerca de la necesidad de distinguir entre subjetividad 
y solidaridad, vid. FANTOZZI, op.cit., pâgs. 321 y ss.
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(73) Como ha manifestado RAMALLO ("La unidad familiar...", 
cit., pâgs. 49-50), la regulaciôn de la unidad familiar 
plantea problemas que "trasladan al campo tributario 
toda la teoria general elaborada en el âmbito del Dere­
cho civil sobre la solidaridad. Empezando por tener que 
renovar los esfuerzos por distinguir entre la solidari 
dad en la obligaciôn (cotitularidad del art. 34, LGTT 
y la responsabilidad solidaria (art. 37, LGT) a efectos 
de diferenciar y delimitar, cuando se hable de 'respon­
sable solidario' el que lo sea por deuda propia como 
titular y realizador del hecho imponible, y que, por 
lo tanto, ademâs de ser deudor de la obligaciôn tributa 
ria y obligado al pago voluntario de la misma ("Shuld"T 
responde de él en periodo ejecutivo ("Haftung"), y el 
que lo sea por deuda ajena, con supuesto de hecho pro­
pio de la responsabilidad e, incluso, con la necesidad 
de acciôn de derivaciôn de dicha responsabilidad".
(74) Cfr. RAMALLO, op.cit., pâg. 56.
(75) En definitiva, quiere decirse que no se plantea siquie- 
ra el problema de que la unidad familiar pueda ser con- 
siderada sujeto de derecho. Sobre la categorla de los 
sujetos de derecho desprovistos de personalidad juridi­
ca, vid. GIARDINA, E., "LA capacité giuridica tributa­
ria degli enti colletivi non personificati", Riv.Dir. 
Fin.Sc.Fin., 1962, num. 3, pâgs. 269 y ss. En nuestra 
doctrina, SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica tri­
butaria de los entes colectivos no dotados de personal! 
dad", en Hacienda y Derecho, V, Instituto de Estudios 
Politicos, Madrid, 1967, pâgs. 319 a 487, en especial, 
353 y ss.; CORTES DOMINGUEZ, "Una contribuciôn al estu­
dio de la capacidad juridica tributaria", Moneda y Cré­
dite, num. 94, 1965, pâgs. 87 a 121, en especial, 104 
y ss.
(76) Acertadamente expresa SOLER ROCH que "El contenido de 
las situaciones juridicas subjetivas (es) entendido co­
mo la posiciôn de las partes que, en cada caso, apare- 
cen implicadas en la aplicaciôn del tribute" ("Notas 
sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 11).
(77) Op.cit., pâg. 56. Ahade el autor que "la Ley parece par 
tir del principle de que toda persona fisica es sujeto 
pasivo miembro de una UF mientras no se demuestre lo 
contrario".
(78) "Principios de Derecho tributario", vol.II, cit., pâgs. 
208-209.
(79) "La llamada 'glorificaciôn del hecho imponible' no es 
simplemente una frase con la que resàltar la importan­
cia de esta intituciôn juridida, sino que, efectivamen- 
te, es una frase afortunada, por cuanto significa que 
la teoria y la realidad de la exacciôn de tributos se
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encuentra fuertemente vinculada a la citada instituciôn" 
(RAMALLO, "Hecho iirponible y cuantif icaciôn de la prestaciôn tri­
butaria", Civitas REDF, num. 20, 1978, pâg. 614). Una 
critica mesurada de la "tendencia a la glorificaciôn 
del hecho generador" es la expuesta por SAINZ DE BUJANDA 
en "Concepto del hecho imponible". Hacienda y Derecho, 
IV, pâgs. 262 y ss.
(80) GIANNINI, "Instituciones de Derecho tributario", cit., 
pâg. 141; SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica del 
sistema tributario", en Hacienda y Derecho, 11, pâg. 
299; "Concepto del hecho imponible", cit., pâgs. 330 
y ss.
(81) "Curso superior de Derecho tributario", Liceo Profesio- 
nal CIMA, Buenos Aires, 1957, t.I, pâg. 192.
(82) "Estructura juridica del sistema tributario", cit., 
pâgs. 300-301; "Concepto del hecho imponible", cit., 
pâgs. 390 y ss., especialmente 394.
(83) "Estructura juridica...", cit., pâg. 307; "Concepto del 
hecho imponible", cit., pâgs. 395-396.
(84) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Concepto del hecho imponible", 
cit., pâg. 396.
(85) RAMALLO, ("La unidad familiar...", cit., pâg. 52), se 
refiere a la doble participaciôn que la acumulaciôn tie 
ne en los problemas del aspecto subjetivo del hecho im­
ponible y en los de la cuantif icaciôn del tribute, si 
bien con un sentido distinto del que asignamos aqui a 
la afirmaciôn de que la unidad familiar forma parte del 
elemento subjetivo del hecho imponible.
(86) Sobre los diverses aspectos del elemento objetivo del 
hecho imponible, nos remitimos a SAINZ DE BUJANDA, "Con 
cepto del hecho imponible", cit., pâgs. 333 y ss.
(87) La norma es idéntica en el Reglamento de 1979 y en el 
de 1981.
(88) Dictamen del Consejo de Estado, de 5 de julio de 1979, 
num. 42.101, pâg. 30, dentro de "Observaciones al arti- 
culado".
(89) Se trata, en ultima instancia, de un problema "clâsico" 
de la dogmâtica tributaria, como es la controversia 
acerca del objeto medido por la base imponible.
(90) Art. 21 de la Ley: "Si en virtud de las normas aplica- 
bles para la determinaciôn de la base imponible ésta 
resultase negativa, su importe podrâ ser comprensado 
dentro de los cinco ejercicios siguientes en la cuantia 
que el sujeto pasivo estime conveniente".
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(91) "Realizar el hecho imponible significa... estar realmen
te (y no solo hipotéticamente, como acontece en la nor­
ma) en la relacion que la ley exige que exista entre
el elemento objetivo y una determinada persona para que 
ésta quede obligada" (SDFUM, "Notas de Derecho financie 
ro", cit., vol. 2 2 , pâg. 614; subrayado del original).
(92) No puede dejar de traerse a colaciôn la tesis del profe
sor CORTES DOMINGUEZ sobre la doble acepciôn del térmi- 
no sujeto pasivo en el âmbito de nuestra LGT, ya que
una aparente similitud entre esta distinciôn y lo aqui
senalado, pudiera inducir a error.
Como es sabido, ante el problema que plantea la existen 
cia de sujetos pasivos carentes de personalidad, CORTES 
DOMINGUEZ propone una doble acepciôn del término sujeto 
pasivo: como persona obligada al cumplimiento de las 
prestaciones tributarias y como elemento personal confi 
gurador del presupuesto de hecho ("Una contribuciôn al 
estudio de la capacidad juridica tributaria", cit., 
pâgs. 109 a 113). Pués bien, es évidente que en este
planteamiento se encuentra implicita una "disociaciôn" 
del elemento subjetivo, que en los supuestos del art. 
33 de la LGT, queda referido, en uno de sus aspectos, 
a una persona: la que asume la titularidad pasiva de 
la obligaciôn tributaria, y, en otro, a un ente: el que 
configura el presupuesto de hecho.
Sin embargo la similitud entre este planteamiento y el 
expresado en el texto no es mâs que aparente, ya que 
el problema es radicalmente distinto en ambos casos. 
En efecto, la tesis de CORTES DOMINGUEZ intenta dar una 
soluciôn coherente al hecho de que una ley atribuya la 
subjetividad de la obligaciôn tributaria a un ente que 
carece de personalidad juridica, esto es, de aptitud 
para asumir derechos y obligaciones; sin embargo, ese 
problema aqui no se plantea en ningùn momento porque, 
como hemos dicho, en ningùn caso se le atribuye a la 
unidad familiar la titularidad pasiva de la una rela­
ciôn juridica.
Por otro lado, en el supuesto que nos ocupa el aspecto 
subjetivo -determinaciôn del elemento personal de la 
relaciôn tributaria- queda siempre referido a la perso­
na fisica, a la misma persona fisica tanto en una como 
en otra significaciôn de aquel elemento, si bien la in- 
clusiôn de la persona en una unidad familiar trasciende 
a la configuraciôn del elemento objetivo del presupues­
to de hecho.
(93) Como afirma SOLER ROCH, "La configuraciôn de las situa­
ciones juridicas subjetivas en el âmbito tributario res 
ponde... a la concurrencia de dos criterios que deri- 
van, por un lado, de los intereses protegidos en las 
normas tributarias, y por otro, del contenido juridico 
que, en cada caso, revistan dichas situaciones" ("Notas 
sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 8).
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(94) Literalmente, afirma GIARDINA al exponer su criterio en 
punto a la distinciôn entre las nociones de persona y 
sujeto que se esta en presencia de una "figura subjeti­
va cuando esta ultima viene considerada por las normas 
como punto de referencia de situaciones juridicas" ("La ca 
pacidad giuridica tributaria...", cit., pâg.281); pero 
con tal expresiôn lo que se pretende designar es todo 
"centro de imputaciôn de efectos juridicos" (loc.cit., 
pâg.284) o, mâs exactamente, "centro autônomo de imputa 
ciôn de efectos juridicos" (loc.cit., pâg. 288).
(95) Como es sabido, GIARDINA afirma la capacidad juridica
tributaria de los entes dotados de subjetividad en el 
âmbito del Derecho comùn, mientras que niega aquella ca 
pacidad a los entes colectivos no dotados de subjetivi­
dad en las restantes ramas del Derecho (op.cit., pâgs. 276 
y ss., especialmente, 284 y ss.). En nuestra doctrina, 
CORTES DOMINGUEZ advierte igualmente que "la distinciôn 
entre persona juridica y sujeto de derecho no basta pa­
ra configurar a este ùltimo: es necesario distinguirlo 
también de aquellos entes colectivos, no personificados, 
que no son sujetos de derecho" ("Una contribuciôn al 
estudio de la capacidad...", cit., pâg.105). Insistimos 
en que, con relaciôn a la unidad familiar, ni siquiera 
se plantea la posibilidad de que estemos en presencia 
de un ente dotado de subjetividad, ya que ello sôlo ten 
dria sentido a partir de la imputaciôn a la unidad faniT 
liar de efectos juridicos, lo que no ocurre respecto 
de ninguno de los vlnculos y situaciones a que dâ lugar
la aplicaciôn del tribute.
(96) Vid., supra, notas 29 y 30.
(97) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 6.
(98) Como advertimos en su momento, partimos de la relaciôn 
juridica tributaria como categorla explicativa de la uni­
dad familiar. La "decisiva contribuciôn" y "aportaciôn 
inestimable" que la perspectiva llamada estâtica del fenô­
meno tributario ha supuesto para el desarrollo de esta di£ 
ciplina cientlfica, es reconocida por los propios defen- 
sores de la concepciôn dinâmica o funcional del tribute; 
vid.: PEREZ DE AYALA y GONZALEZ, "Curso de Derecho tri­
butario", Ed.Der.Fin., Madrid, 1978, t.I, pâg.108. Por 
otro lado, manifiestan estes autores que es fâcil adver 
tir que "la diferencia entre uno y otro enfoque no resT 
de... en tomar o no como centro de estudio las situacio 
nés juridicas subjetivas activas y pasivas, que es nota 
comùn a ambos, sino en la forma de llevar a cabo el anâ 
lisis" (loc.cit., pâg.107, in fine). Una sintesis de las dis 
tintas concepciones dogmâticas del fenômeno tributario en relaciôn 
con las situaciones juridicas que en él se desarrollan, puede ver­
se en, SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", cit.,pâgs. 
5 y ss.
(99) Forzosamente hemos de traer a colaciôn ideas ampliamente difundidas, 
que bien pueden ya considerarse tôpicos de la dogmâtica tributaria, 
pero que no por ello, claro estâ, pierden ni un âpice de su valor.
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(100) Cfr. SDFUM, "Notas de Derecho financiero", cit., vol.
2 2 , pâgs. 207-208. En el mismo sentido, FERREIRO, "Cur
so de Derecho financiero...", cit., pâgs. 399 y ss., 
en especial, 404-405.
(101) Que él denomina "d’imposta"; vid. "Il rapporte giuridi 
co d'imposta", cit.
(102) "Principios de Derecho tributario", vol.II, cit., pâg. 
76.
(103) "Ordenamiento tributario...", cit., pâg. 236.
(104) Cfr. "Principios de Derecho tributario", cit., pâgs. 
117-118.
(105) Ibidem., pâg. 129.
(106) Ibidem., pâg. 119.
(107) Ibidem., pâg. 129. Sobre la distinciôn entre sujetos 
de la relaciôn juridica tributaria y sujetos de la 
obligaciôn tributaria, véase también la obra de BERLI­
RI, "Corso istituzionale di Diritto tributario", Giu­
ffrè, Milân, 1965, pâgs. 103-104.
(108) Por otra parte, "es necesario realizar una distinciôn 
entre la obligaciôn tributaria propiamente dicha y los 
demâs efectos juridicos que se integran en el concepto 
de relaciôn juridica tributaria. Esta distinciôn, o 
separaciôn, es conveniente para facilitar la investiga 
ciôn y exposiciôn de la materia, toda vez que la obli­
gaciôn tributaria, en cuanto nùcleo esencial de aquella 
relaciôn..., puede y debe ser objeto de estudio sepa- 
rado, aislândola de todas las demâs obligaciones y de­
rechos que integran la relaciôn juridica tributaria. 
Este modo de procéder estâ generalizado en la doctri­
na..." (SDFUM, "Notas de Derecho financiero", cit., 
vol. 22, pâg. 216).
No obstante, BERLIRI llamaba la atenciôn sobre este 
problema al afirmar que "la obligaciôn tributaria, aùn 
con toda su importancia, no debe polarizar en torno 
a si la atenciôn de los estudiosos" ("Principios...", 
cit., pâg. 117).
(109) "Es precisamente la estructura de la obligaciôn tribu­
taria la que ha sido hasta el momento analizada con 
mayor detalle, sin que pueda decirse otro tanto en lo 
que se refiere al resto de las obligaciones y derechos 
que la acompanan" (SDFUM, "Notas...", cit., pâg. 216). 
En el mismo sentido, FERREIRO, "Curso...", cit., pâg. 
405.
(110) Vid. el citado trabajo de SOLER ROCH, "Notas sobre la
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configuraciôn de obligaciones y deberes...".
(111) Manifiesta BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos y sus obli 
gaciones...", cit., pâg. 47) que "rompiendo la sistema 
tica, el legislador incluyô una no sujeciôn fuera de 
lugar (art. 3.4) o no se atreviô a définir como gasto 
el de alimentes".
(112) Bien es verdad que el presupuesto de esta norma lo con£ 
tituye, no la existencia de una unidad familiar, sino 
la disoluciôn de una unidad familiar antericmente exis 
tente.
(113) Igualmente entiende BANACLOCHE (op.ult.cit., pâg. 
48), que se trata de una determinaciôn de lo que no 
es renta y que, por tanto, su regulaciôn debiô estar 
situada en otro lugar.
(114) Mientras que el articulo 19 de la Ley queda referido 
a la determinaciôn de los rendimientos netos proceden- 
tes tanto del trabajo, como del capital como de activi 
dades profesionales y empresariales, el art. 75 del 
Reglamento se encuentra inserto en la secciôn III del 
capitulo V ("Determinaciôn de la renta"), siendo dedi- 
cada esta secciôn a "Rendimientos de actividades empre 
sariales, profesionales y artisticas".
(115) Ciertamente, como sehala COLMENAR ("El sujeto...", 
cit., pâg. 719), el art. 19 es un precepto de dificil 
hermeneûtica. El Reglamento, por su parte, incluye en 
su art. 73,A),c) el precepto contenido en el art. 19, 
1 ,segundo,b),c'), relative a las asignaciones destina- 
das a instituciones de previsiôn del personal, en tér­
minos anâlogos a aquél; pero no ocurre lo mismo con 
el apartado b ' ) del mismo precepto, ya que segûn el
art. 73,A),b) del texto reglamentario, se considéra
gasto deducible..., "Las cantidades satisfechas en vir 
tud de precepto legal para fines sociales y las desti- 
nadas al seguro de accidentes del personal".
(116) Baste con recordar la deducciôn por matrimonio, por 
hijos, por miembro de la unidad familiar de edad igual 
o superior a setenta ahos, y el incremento de la deduc 
ciôn general cuando mâs de un miembro de la unidad fa­
miliar obtenga renta. A ello habria que ahadir las con 
trovertidas y polémicas diez mil pesetas sin necesidad
de justificaciôn, por gastos personales (art. 29 de
la Ley de 121 y 123 del Reglamento).
(117) Seguimos aqui la clasificaciôn de SOLER ROCH, "Notas
sobre la c o n f i g u r a c i ô n . , cit., pâgs. 15 y ss.
(118) Cfr. SOLER ROCH, op.cit., pâg. 17.
(119) SOLER ROCH (loc.cit., pâg. 20), diferencia entre este
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"papel instrumental", y la consideraciôn como "obliga­
ciones accesorias", en sentido técnico-juridico, de 
los deberes tributaries, en la LGT (art. 35); califica 
ciôn esta ultima que considéra criticable.
(120) Ibidem., pâg. 34.
(121) Cfr. CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", cit., 
pâg. 109; ARGUELLO REGUERA y CORTES MARTINEZ, '^El nue­
vo Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", 
Ediciones Pirâmide, Madrid, 1980, pâgs. 37-38. Por su 
parte, el Consejo de Estado, en su Dictamen al primer 
Reglamento del Impuesto senalaba, con referencia a la 
unidad familiar, que "para la configuraciôn de este 
paramètre, la Ley ha venido a establecer un concepto 
de familia en su sentido mâs estricto o reducido" 
(pâg. 17).
(122) En este sentido entendemos la afirmaciôn de BANACLOCHE 
("Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", 
Ministerio de Hacienda, Madrid, 1982, pâg. 8^6), de que 
"La unidad familiar no es un concepto juridico, como 
quedô claro en la discusiôn parlamentaria de la Ley".
Sobre la necesidad de regulaciôn del concepto de uni­
dad familiar, por ser una realidad social y econômica, 
vid. MARTINEZ LAFUENTE, "La unidad familiar y la impo- 
siciôn indirecta", CT, num. 47,1983, pâg. 283.
(123) El Tribunal Supremo, en una Sentencia de 7 de febrero 
de 1983, invoca la nociôn de unidad familiar delimita­
da en el IRPF para fijar el alcance de una exenciôn 
del Impuesto sobre el Lujo; para un comentario a esta 
Sentencia, vid, MARTINEZ LAFUENTE, "La unidad familiar 
y la imposiciôn indirecta", cit.
El Tribunal Supremo acoge ùnicamente la definiciôn o 
delimitaciôn subjetiva de la unidad familiar, conteni­
da en el articulo 52 de la Ley 44/1978, lo que nada 
presupone o implica respecto a trasladar a la imposi­
ciôn indirecta el problema del tratamiento fiscal de 
las rentas familiares. En contra parece opinar MARTI­
NEZ LAFUENTE (op.cit., pâgs. 283-284). Simplemente se 
trata, entendemos nosotros, de acoger la nociôn juridi 
ca de la realidad unidad familiar, que habiendo adqui­
rido carta de naturaleza en el ordenamiento tributario 
puede ser vâlida y util en otros tributos, y no sôlo 
en el IRPF.
(124) FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, "Comentar- 
rios...", cit., pâg. 72. Igualmente, la Exposiciôn de 
Motives del Proyecto de Ley, al afirmar que la désigna 
ciôn de "la unidad familiar como unidad contribuyente 
incluyendo todas las rentas pertenecientes a sus compo 
nentes... se hace asi exclusivamente a efectos fisca­
les" (recogido en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg.95).
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(125) Segûn la Exposiciôn de Motivos del Proyecto de Ley el
fundamento de la unidad familiar "llevarîa a tratar 
como unidad contribuyente y, por tanto, a acumular las
rentas atendiendo a las situaciones de hecho. Sin em­
bargo, ademâs de la dificultad prâcticà de probar, tan
to las uniones como las separaciones de hecho, en es­
tes casos es bastante menor el riesgo de que sus miem­
bros redistribuyan entre si sus rentas con objeto de 
eludir el impuesto. Por esta razôn se consideran, a 
a los efectos de determinar quiénes forman parte de 
una unidad familiar, exclusivamente a los sujetos uni- 
dos por vlnculos légales" (loc.cit., pâg. 95).
(126) RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 47.
(127) Véase, mâs adelante, el capitulo en que se aborda el
fundamento de la unidad familiar. No obstante, podemos 
mencionar aqui las très ùnicas razones dadas en la Ex­
posiciôn de Motivos del Proyecto de Ley, para conside­
rar a la familia como "unidad contribuyente": 1^, la
existencia de economlas de escala derivadas de la vida 
en comûn; 2â, la dificultad de discernir, en el caso 
de la familia, tanto los ingresos como los gastos que 
puedan corresponder a cada miembro y 3 2 , la unidad fa­
miliar se perfila como auténticaunidad contribuyente, 
con independencia del régimen econômico que tenga el 
matrimonio porque, de otro modo, se pondrla en manos 
del contribuyente algo que sôlo compete al poder fis­
cal: la determinaciôn de la cuantia del impuesto (loc. 
cit., pâg. 95).
(128) "La unidad familiar...", cit., pâg. 46. En anâlogo sen 
tido afirma GORJON PALENZUELA que en la delimitaciôn 
de la unidad familiar se plantea el choque entre crite 
rios juridicos y criterios econômicos... "Pero tampoco 
el criterio econômico résulta siempre suficientemente 
atendido", por lo que concluye que "ni el criterio ju­
ridico ni el econômico conducen a resultados acepta- 
bles" ("La unidad familiar...", cit., pâg. 83).
(129) En este sentido, las Consultas de 23 de abril de 1979, 
sobre situaciôn matrimonial después de separaciôn real 
sin invalidaciôn del vinculo matrimnial, y de 29 de 
julio de 1980, sobre posibilidad de hacer dos declara- 
ciones distintas matrimonios que viven en distintas 
poblaciones, por razones de trabajo. En ellas se rati- 
fica la existencia de unidad familiar, con independen­
cia de las circunstancias concretas de cada caso. La 
primera aparece recogida en la Orden de 17 de abril 
de 1980 (BOE de 26 de abirl), sobre Doctrina expuesta 
en consultas vinculantes a consultas formuladas por 
los contribuyentes. Ambas pueden verse en el "Réperto­
rie de la Doctrina Administrativa del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Fisicas. 1981", Ministerio
de Hacienda, Madrid, 1982, t.I, pâgs. 87-88).
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(130) Vid. articules 102 a 106 del Côdigo Civil.
(131) Circunstancia o paradoja que es puesta de relieve por 
TEJERIZO, "El concepto de unidad familiar...", cit., 
pâg. 504.
(132) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 46.
(133) La critica mâs radical de la legislaciôn del Impuesto, 
en punto a sus relaciones con el Derecho privado, la 
encontramos en STAMPA, "Estudio sistemâtico del Impue^ 
to sobre la Renta", cit., en especial, pâgs. 65 y ss.; 
y del mismo autor, "La legalidad y la unidad familiar 
en el Impuesto espanol sobre la Renta", cit., pâgs. 
404 y ss.
(134) Nos remitimos al excelente trabajo de RAMALLO, "Dere­
cho fiscal frente a Derecho civil: discusiôn en torno 
a la naturaleza del Derecho fiscal entre L. Trotabas 
y F. Geny", Rev. de la Facultad de Derecho de la Uni- 
versidad Complutense, num. 46,1973, pâgs. 7 y ss. So­
bre el tema puede verse, asimismo en nuestra doctrina: 
CALVO ORTEGA, R., "Consideraciones sobre los presupues 
tos cientificos del Derecho financiero", HPE, nùm.1, 
pâgs. 123 y ss., en especial, 137 y ss ; y el citado 
estudio de ALBINANA, "El Derecho privado en el ordena­
miento tributario espanol", especialmente pâgs. XVII 
y ss.
(135) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 47. 
Concluye el autor sobre este punto afirmando que "la 
Ley fiscal, en relaciôn a la Ley civil, tendrâ que ha­
cer dos cosas, en contra de lo que ahora estâ hacien- 
do: a) crear mâs supuestos de hecho que los contempla- 
dos por la legislaciôn civil, apartândose, por tanto, 
de la tendencia a seguir necesaria y mecânicamente los 
esquemas civiles; y b) vincularse mâs a los esquemas 
civiles que regulan las relaciones econômicas familia­
res" .
(136) Adoptâmes asi el criterio de RAMALLO ("La unidad fami
liar...", cit.), quien habla de "punto de vista estâtT 
co: los sujetos de la unidad familiar", y "punto de 
vista dinâmico: las alteraciones en la unidad fami­
liar" (pâgs. 56 y 65, respectivamente).
(137) En este sentido, CLAVIJO ("Los rendimientos del capi­
tal...", cit.) quien entiende por "concepto juridico 
tributario" de unidad familiar el anâlisis de los dife 
rentes tipos de la misma (pâg. 108 en relaciôn con 
pâgs. 109 y ss.; subrayado del original).
(138) En este sentido, FEREZ ROYO, I., "La unidad familiar 
en el Impuesto sobre la Renta...", cit., pâg. 56.
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(139) En este orden de cosas, es particularmente frecuente 
poner de manifiesto el distinto âmbito subjetivo de 
la acumulaciôn y de las deducciones personales, o des- 
tacar la disociaciôn entre la obligaciôn del pago del 
impuesto y la titularidad del deber de declarar. Todo 
ello es, desde luego, cierto, pero no debe mezclarse 
o, mâs bien, confundirse, con la determinaciôn de las 
personas que integran la unidad familiar.
(140) Lo contrario supondrîa admitir que cuando la Ley se 
refiere a la unidad familiar en el art. 7 2 , 3 (acumula­
ciôn de las rentas de todos los miembros de la unidad 
familiar) estâ aludiendo a unas personas y, sin embar­
go, en el art. 19,3,b) (no se computa como ingreso ni 
como gasto las prestaciones de cualquier clase que se 
efectùen entre quienes integran una unidad familiar) 
estâ aludiendo a otras personas diferentes.
Cuestiôn distinta es que unos miembros, por ejemplo, 
den derecho a una deducciôn determinada o que den dere 
cho a deducciôn personas que no forman parte de la unT 
dad familiar (ascendientes). Pero es claro que la uni­
dad familiar a efectos de deducciones de la cuota, en 
el articulo 29 de la Ley ("miembro de la unidad fami­
liar de edad igual o superior a setenta ahos...", 
"cuando varios miembros de la unidad familiar obtengan 
individualmente rendimientos netos...") es la misma 
unidad familiar que encaja en una de las modalidades 
del art. 5 2 .
En este sentido entendemos la siguiente afirmaciôn del 
profesor RAMALLO: "Aunque de la lectura del articulo 
4 2 , 2  y del articulo 52 de la Ley del IRPF pudiera sa- 
carse la impresiôn de que la UF es una figura homogé- 
nea que opera con los mismos miembros a lo largo de 
todo el desarrollo de la vida de la obligaciôn tributa 
ria y de la ejecuciôn de todas las funciones tributa­
rias, esta impresiôn no séria vâlida como conclusiôn" 
("La unidad familiar...", cit., pâgs. 55-56; el subra- 
yado es nuestro).
(141 ) En ultima instancia se estâ valorando inadecuadamente 
la significaciôn de la unidad familiar, porque si no 
fuera por la presencia de la misma no pareceria tan 
extraho que unas personas sean sujetos pasivos de la 
obligaciôn tributaria y que pese sobre otras, por ejem 
plo, el deber de declarar; se trata de situaciones de 
distinta Indole, con distinto presupuesto y que pue­
den, consecuentemente, recaer sobre distintos sujetos.
(1 4 2 ) En este punto se pone claramente de manifiesto la 
"vis" atractiva del nùcleo central que BERLIRI sehala- 
ba.
Un anâlisis de la configuraciôn subjetiva de las dis­
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tintas obligaciones y deberes a que dâ lugar la aplica 
ciôn del impuesto, puede verse en el reiteradamente 
citado trabajo del profesor RAMALLO, "La unidad fami­
liar como sujeto en el Ordenamiento Tributario Espa- 
nol", loc.cit., pâgs. 60 y ss.; distingue el autor en­
tre: sujetos a la retenciôn, sujetos obligados a la 
autoliquidaciôn, declaraciôn y firma de la declara- 
ciôn, sujetos obligados al pago y al ingreso de la deu 
da tributaria, sujetos legitimados para recurrir, suje 
tos a las sanciones y sujetos con derecho al prorrateo 
de la deuda.
(143) Asi se califica en la contestaciôn a una consulta vin- 
culante, de 15 de junio de 1981 ("Repertorio de la Doc 
trina Administrativa...", cit., pâgs. 89-90), sobre 
componentes de la unidad familiar.
(144) Para CLAVIJO ("Los rendimientos del capital...", cit., 
pâg. 110), "Este supuesto de unidad familiar nos pone 
de manifiesto de una manera incuestionable que el ma- 
trimonio, como tal situaciôn jurîdica es el primer cen 
tro de imputaciôn de renta para los cônyuges". En el 
mismo sentido, BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", 
cit., pâg. 37.
(145) Para un anâlisis de las consecuencias de esta Ley, de^ 
de la perspectiva del Derecho financiero, asi como de 
la Ley 30/1982, de 7 de julio, que modifica la regula- 
ciôn del matrimonio y determinaciôn del procedimiento 
a seguir en las causas de nulidad, separaciôn y divor- 
cio, véase MARTINEZ LAFUENTE, "Notas sobre las recien- 
tes Reformas del Côdigo Civil en relaciôn con el Orde­
namiento tributario", Anuario de Derecho Civil, octu- 
bre-diciembre de 1982, pâgs. 1087 y ss.
(146) El art. 108 del Côdigo Civil dispone en su primer pâ- 
rrafo: "La filiaciôn puede tener lugar por naturaleza 
y por adopciôn. La filiaciôn por naturaleza puede ser 
matrimonial y no matrimonial".
(147) FERREIRO, en la obra colectiva "Comentarios a la Ley 
del Impuesto...", cit., pâg. 75.
Muchos comentarios originô en su dîa la redacciôn del 
precepto legal. Particularmente, la "coma" introducida 
entre las palabara "naturales" y "reconocidos" hacia 
dudar, como escribiô BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos 
y sus obligaciones...", cit., pâg. 38), de si nuestro 
legislador, en este articule, "pretendiô incluir a to- 
dos los naturales o sôlo a los naturales reconocidos 
o adoptados".
El Reglamento de 2 de noviembre de 1979 resolviô esta 
duda, "con buen criterio" a juicio de CLAVIJO (op.cit. 
pâg. 112), senalando que integraban la unidad familiar
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"los hijos naturales reconocidos y adoptados" (art. 
15,1,a). "Y, evidentemente -dice CLAVIJO-, no podia
ser otra la solucion, ya que, si no, quedaban fuera 
de la unidad familiar los hijos adoptados no natura­
les" (loc.cit.).
Otros comentarios al precepto legal sobre la cuention 
de referenda, también, entre otros, en: COLMENAR, "El 
sujeto...", cit., pâgs. 693-694; RODRIGUEZ PEREZ, "Co­
mentarios a la Ley y Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas", Edersa, madrid, 1980, 
pâg. 46.
(148) Se recogia, de esta forma, la observaciôn formulada 
por el Consejo de Estado al art. 15 del Proyecto de 
segundo Reglamento, en su Dictamen al mismo (pâgs. 8 
y 9). El Proyecto seguia distinguiendo entre hijos le- 
gitimos, legitimados, naturales reconocidos y adopta­
dos, pero habiendo desaparecido estas distinciones con 
la reforma de 1981 del Côdigo Civil -dice el Dictamen-» 
estableciéndose que no hay mâs que dos clases de filia 
ciôn natural y que tanto esas dos como la adoptiva sur 
ten los mismos efectos, "tal vez pudiera prescindirse 
ya de calificaciones y hablar solamente de hijos meno-
res".
(149) Vid. FERREIRO, quien expresa, si no entendemos mal, 
la misma opiniôn, pero refiriéndose al reconocimiento 
legal exclusivamente ("Comentarios...", cit., pâg.75). 
Desde luego, el reconocimiento serâ la forma ordinaria 
y normal de determinar legalmente la filiaciôn extrama 
trimonial.
Sobre el reconocimiento, vid. LACRUZ y SANCHO, "Dere­
cho de familia", cit., 1982, pâgs. 647 y ss., donde 
escriben estos autores: "De reconocimiento puede ha-
blarse en un doble sentido: amplio y terminal, en cuan 
to 'status' del hijo no matrimonial cuya filiaciôn ha- 
ya sido determinada; y estricta e instrumental, en 
cuanto medio de acceso -declaraciôn o expresiôn de vo 
luntad- a aquel 'status'; en el primer sentido se in- 
cluye en el termino la sentencia judicial; en el segun 
do se excluye". En el Côdigo, precisan estos autores, 
se acoge en el segundo sentido (loc.cit.). Asi
pues, parece mâs exacto hablar de filiaciôn ex trama tri. 
monial legalmente determinada y no de reconocimiento, 
aunque se emplee en un sentido amplio.
(150) Segûn el citado precepto: "La filiaciôn no matrimonial 
quedarâ determinada legalmente:
1 2 . Por el reconocimiento ante el encargado del Regis­
tre Civil, en testamento o en otro documente publico. 
22. Por resoluciôn recalda en expediente tramitado con 
arreglo a la legislaciôn del Registre Civil.
3 2 . Por sentencia firme.
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42. Respecto de la madré, cuando se haga constar la
filiaciôn materna en la inscripciôn de nacimiento prac 
ticada dentro del plazo de acuerdo con lo dispuesto 
en la Ley del Registre Civil".
Senalan LACRUZ y SANCHO ("Derecho de familia", cit., 
1 9 8 2, pâg. 645) que estos medios de determinaciôn de
la filiaciôn extramatrimonial pueden reducirse a dos: 
el reconocimiento y la sentencia.
(151) Hay que diferenciar la filiaciôn, como procedencia bio 
lôgica, de la filiaciôn como vinculo juridico. En este 
sentido, dicen LACRUZ y SANCHO: "Filiaciôn es la proce 
dencia biolôgica de un hijo respecto de sus progenito- 
res... Relaciôn paterno filial es el vinculo juridico
reciproco entre el hijo y cada uno de sus progenitores
y que comporta un entramado de derechos y deberes, po- 
testades y funciones... En principio, la relaciôn juri 
dica coincide con la realidad biolôgica... Sin embar­
go , no siempre existe aquella coincidencia..." (por 
ejemplo, como es claro, en la filiaciôn por adopciôn) 
("Derecho de familia", cit., 1982, pâg. 595).
(1 5 2) Cfr. "Derecho de familia", Bosch, Barcelona, 1978, t. 
n, pâgs. 59 y ss., y 105 y ss. Insisten estos autores 
en que la ùnica clasificaciôn eficaz de la filiaciôn 
ilegitima es entre reconocida y no reconocida (pâg. 
105), ya que "aunque el art. 139 (referia) su conteni 
do a los hijos ilegitimos en quienes no concurriera 
la condiciôn legal de naturales, parece évidente que 
aquellos en quienes concurra pero no hayan sido recono 
cidos se encuentran en la misma situaciôn que si no 
fuesen naturales y les es aplicable el precepto; con 
mayor evidencia, cuando la filiaciôn sea desconocida 
tampoco conduce a nada la discriminaciôn entre natura­
les y no naturales" (pâg. 59, in fine).
(1 5 3 ) La filiaciôn ilegitima no reconocida se clasificaba, 
segûn exponen LACRUZ y SANCHO, en "filiaciôn conocida 
y desconocida" ("Derecho de familia", 1978, t.II, pâg. 
105).
(1 5 4) Cfr. LACRUZ y SANCHO, loc.cit. en nota anterior.
Un tratamiento mâs explicito de esta cuestiôn exigiria 
una amplitud excesiva que, realmente, no consideramos 
necesaria ni justificada dada su falta de vigencia. 
Unicamente queremos llamar la atenciôn sobre este pun- 
to, en el sentido de que es necesario enfrentarse a 
ella con cuidado ya que, dada la complejidad y falta 
de sistemâtica conceptual de la derogada regulaciôn 
del côdigo Civil en materia de filiaciôn, pudiera caer 
se muy facilmente en conclusiones imprecisas o poco 
Claras.
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(155) FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, "Comenta­
rios...", cit., pâg. 75.
(156) Igualmente, si un viudo, con dos hijos, contrae matri­
monio, por ejemplo, con una viuda que a su vez tiene 
dos hijos, los seis forman unidad familiar, aunque no 
adopten a los hijos del otro.
Idéntico criterio al aquî mantenido respecto a la no 
inclusion en el precepto legal del requisite de que 
los hijos sean comunes, es el afirmado por SANCHEZ PI- 
NILLA ("Notas al Impuesto sobre la Renta de las Perso­
nas Fisicas", Institute de Empresa, Madrid, 1982, pâg. 
41), quien al preguntarse sobre la inclusion del nije 
no matrimonial en la unidad familiar formada por su 
padre o madré y el cônyuge de estes, que no sea su pro 
genitor, llega a una respuesta afirmativa, por la ra- 
zôn sehalada. "Esta solucion -anade el autor citado- 
no dejarâ de sorprencer al cônyuge no progenitor, que 
verâ sus rentas acumuladas, a efectos fiscales, a las 
del hijo no matrimonial. Su integraciôn en la unidad 
familiar es una consecuencia mâs de la modificaciôn 
de las normas en torno a la filiaciôn".
También hay que tener en cuenta, en los supuestos de 
unidad familiar integrada por los cônyuges, que uno 
de elles puede verse privado de la patria potestad so­
bre los hijos, sin que tal circunstancia sea relevante 
a efectos de la unidad familiar. Sobre este, vid., LA­
CRUZ y SANCHO, "Derecho de familia", cit., 1982, pâgs. 
728 y ss., donde se refieren los autores a la "Actua- 
ciôn, ejercicio y titularidades individuales" de la pa­
tria potestad ; también SANCHO REBULLIDA, "La patria 
potestad", en la obra colectiva "El nuevo régimen de 
la familia", Civitas, Madrid, 1982, pâgs. 95 y ss., 
en especial, 115 a 120.
(157) Cfr., en este sentido, TEJERIZO ("El concepto de uni­
dad familiar...", cit., pâg. 505), quien senala al res 
pecto que "existe un excesivo mitemismo".
(158) Esta circunstancia es asimismo puesta de manifiesto, 
entre otros, por: COMENAR, "El sujeto...", cit., pâg. 
695, in fine; STAMPA, "Estudio sistemâtico...", cit., 
pâg. 219.
(159) La duda de si se trata de adopciôn plena o simple fué 
prontamente manifestada por BANACLOCHE ("Los sujetos 
pasivos...'', cit., pâg. 39), subrayando también "el em- 
pleo del término adoptado en vez de adoptivo del Côdi­
go". La opiniôn prâcticamente unânime es que debe en- 
tenderse incluida tanto la adopciôn plena como la sim­
ple. A tltulo indicative, cfr. TEJERIZO, "El concepto 
de unidad familiar...", cit., pâg. 504.
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No obstante, de "lege ferenda" puede entenderse que 
en los casos de adopciôn simple, si el adoptado conti­
nua viviendo con su progenitor y no con el adoptante, 
debe integrarse en la unidad familiar de aquél y no 
en la de este. Y ello por la razôn de que respecto a 
la inclusiôn de los hijos en la unidad familiar, la 
Ley atiende esencialmente al hecho de la convivencia.
(160) Cfr. FERREIRO, obra colectiva "Comentarios a la Ley del 
Impuesto...", cit., pâg.75.
(161) Vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg. 101.
(162) Enmienda presentada por el Grupo Parlamentario Comuni^ 
ta; puede verse en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâgs. 
117 y 182.
(163) Las mâs duras criticas en STAMPA ("Estudio sistemâti­
co...", cit., pâg. 211; "La legalidad y la unidad fami^ 
liar...", cit., pâg. 405) y PENA ALVAREZ, F., ("La uni^  
dad familiar en el Impuesto dobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas", tesis doctoral, inédita, pâgs. 211 a 
214). Igualmente, para BANACLOCHE ("Los sujetos pasi­
vos...", cit., pâg. 37), "la inclusiôn de los émancipa 
dos va en contra del ordenamiento privado...". En el 
mismo sentido, entre otros, COLMENAR "El sujeto...", 
cit., pâg. 693; ABELLA POBLET, "Manual del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas", Publicaciones 
Abella, Madrid, 1980, pâg. 102.
(164) "Los rendimientos del capital...", cit., pâg. 111.
(165) "La unidad familiar...", cit., pâgs. 57-58.
(166) Originariamente, en su art. 160, ultimo pârrafo; en 
la actualidad, en su art. 319. Expresamente se remiten 
a la "emancipaciôn de hecho" del Côdigo Civil, al abor 
dar la excepciôn de los hijos que vivan independien- 
tes: COLMENAR, "El sujeto ...", cit., pâg. 693; SAN­
CHEZ PINILLA, "Notas al Impuesto...", cit., pâg. 42; 
GIMENEZ-REYNA, "Aspectos subjetivos, imputaciôn de ren 
dimientos y deducciones de la cuota", CT, num.33, 1980, 
pâg. 212; STAMPA, "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 
230; TEJERIZO, "El concepto de unidad familiar...", 
cit., pâgs. 504; ABELLA, "Manual del Inpuesto...", cit., 
103, etc.
(167) "Comentarios a la Ley del Impuesto...", cit., pâg. 75.
La misma opiniôn respecto a lo que debe entenderse por
"vida independiente", en CASADO y HERRERO, "Impuesto 
sobre la Renta...", cit., pâgs. 17-18.
(168) Antes de la reforma de 1981, la emancipaciôn ténia lu­
gar, segûn el art. 314 del Côdigo Civil, por matrimo­
nio, por la mayor edad y por concesiôn del padre o ma-
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dre que ejerciera la patria potestad; a estas causas 
de emancipaciôn habîa que afiadir las del art. 168, re­
lative a las segundas nupcias de los padres, y las del 
art. 322 en relaciôn con el 324, referentes al "habil^ 
tado de edad". A la "emancipaciôn de hecho" se refe­
ria, como ya hemos indicado, el art. 160 del Côdigo, 
en el que se regulaban los efectos de la patria potes­
tad respecto a los bienes de los hijos. La redacciôn 
de este precepto daba lugar a una controversia sobre 
si realmente se trataba de una verdadera emancipaciôn 
o no, ya que, segûn el tenor literal del mismo, sôlo 
se reputaba como emancipado al menor que viviese con 
independencia de sus padres, para todos los efectos 
relativos a "los bienes que el hijo... haya adquirido 
o adquiera con su trabajo o industria, o por cualquier 
titulo lucrativo", pero no equiparaba su capacidad de 
obrar a la del menor emancipado, en los términos que 
prevenia el art. 317 del Côdigo. Hoy, la emancipaciôn 
de hecho si esta regulada como verdadera emancipaciôn 
en el art. 319, ya citado.
(169) Vid., en este sentido, las observaciones del Consejo 
de Estado, eh el Dictamen al primer Reglamento, en 
cuanto a la configuraciôn de la unidad familiar y los
hijos emancipados (pâg. 17, en "Observaciones de carâc 
ter general").
(170) Vid., supra, nota 127 de este capitulo.
(171) Sobre esta cuestiôn, en el âmbito de la doctrina civi- 
lista, puede verse, BERCOVITZ, R., "La vida indepen­
diente del menor no emancipado", Anuario de Derecho 
Civil, 1972, pâgs. 1083 y ss. Senala el autor que un 
sector doctrinal consideraba que el menor de vida inde 
pendiente era un emancipado, entendiendo que se trata­
ba de una emancipaciôn tâcita, frente a la emancipa­
ciôn expresa y formai del art. 316, y cita, entre, 
otros, dentro de esta postura a: BONET, CASTAN, CLEMEN 
TE DE DIEGO, MANRESA, PUIG BRUTAU y PUIG PENA (cfr. 
BERCOVITZ, op.cit., pâgs. 1083-1084, nota 1). También 
sostenîa esta tesis ESPIN ("Manual de Derecho civil 
espanol", vol.I, Edit. Revista de Derecho Privado, Ma­
drid, 1968, pâg. 211), quien entendra respecto a la 
capacidad del menor que viviese independiente que "se 
trata de una especie de emancipaciôn de hecho que pro- 
ducirâ los mismos efectos que la de derecho, debiendo 
asimilarse mâs concretamente a la emancipaciôn por con 
cesiôn, ya que arranca del consentimiento de los pa­
dres" .
Para otro sector de la doctrina, el art. 160 no conte- 
nla un supuesto de emancipaciôn del menor, ya que, por 
un lado, se estaba contemplando ûnicamente el "status" 
patrimonial del mismo, no quedando afectado, en conse-
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cuencia, su estatuto personal y familiar. El menor se­
guia, pués, sometido a la patria potestad, con todos 
los efectos derivados de ello. Pero, ademas, la vida 
independiente del menor no afectaba a todo su patrimo- 
nio, sino unicamente a aquellos bienes a los que se 
referla el primer pârrafo del art. 160. Mantenlan esta 
interpretacion, llamada "restringida", entre otros: 
ALBALADEJO, DE CASTRO, LACRUZ y SANCHO, y SANCHEZ RO­
MAN (cfr. BERCOVITZ, op.cit., pâg. 1087, nota 6).
Muy grâficamente se referla ALBALADEJO a la "capacidad 
del menor no emancipado que vive con independencia" 
("Derecho Civil", I, Bosch, Barcelona, 1970, pâg.183). 
También parecen mantener esta postura DIEZ PICAZO y 
GULLON, para quienes "la emancipaciôn de que habla el 
art. 160 es limitada... El menor no rige legalmente 
su persona y bienes como si fuera mayor, sigue exis- 
tiendo la patria potestad con sus poderes tuitivos" 
("Sistema de Derecho Civil", vol.I, Tecnos, Madrid, 
1975, pâg. 253). Por su parte, BERCOVITZ entendla que 
se trataba de "una situaciôn intermedia entre la emanc^ 
paciôn tipificada por nuestro ordenamiento y la plena 
sumisiôn a la patria potestad (op.cit., pâg. 1128).
Insistimos en que en la actualidad no ha lugar a esta 
controversia, dado que el art. 319 del Côdigo reputa 
para todos los efectos como emancipado al hijo mayor 
de 16 anos que viva independiente de los padres, con 
su consentimiento.
(172) Ninguna explicaciôn ofrece el Informe de la Ponencia 
sobre el mantenimiento de tal exclusiôn, pero, lôgica- 
mente, no cabe encontrar otra.
(173) El Proyecto de primer Reglamento incluia las palabras 
"estén o no emancipados" al définir la primera modali- 
dad de unidad familiar. Sobre ello entendra el Consejo 
de Estado que "deberâ suprimirse la precisiôn 'estén 
o no emancipados', teniendo en cuenta que la emancipa­
ciôn comporta una equiparaciôn del menor respecto al 
mayor de edad. En lugar de dicho inciso, el Consejo 
estima que deberîa incluirse 'que convivan en el mismo 
domicilio" (Dictamen al primer Reglamento, cit., pâgs. 
30-31, dentro de "Observaciones al articulado").
En otro orden de consideraciones, una identificaciôn 
estricta entre la exclusiôn de los hijos que vivan in- 
dependientes y la emancipaciôn de hecho regulada en 
el Côdigo Civil como una clase de emancipaciôn, lleva- 
da a sus ùltimos términos, insistimos, podria conducir 
a la absurda situaciôn de que el emancipado por otra 
causa (por concesiôn del que ejerza la patria potes­
tad, por concesiôn judicial), no se encontrarîa com- 
prendido dentro de supuesto de exclusiôn, aunque vivie 
se con independencia de sus padres y con su consenti­
miento.
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(174) A pesar de remitir la excepciôn referida a los hijos 
que vivan independientes a la emancipaciôn de hecho 
o germanica, algunos autores sostienen un concepto muy 
amplio de lo que deba entenderse por vida independien­
te. Asi, ABELLA ("Manual del Impuesto...",^ cit., pâg. 
103), al afirmar que "La citada exclusiôn... afecta 
especialmente a los hijos que por razones de estudio 
no conviven con sus padres y residen en Colegios Mayo- 
res u otros Centros o viviendas, en la misma poblaciôn 
de sus padres, o en distinta".
En contra, y mâs cerca de nuestra postura, SANCHEZ PI­
NILLA ("Notas al Impuesto...", cit., pâg. 42), al sos- 
tener que la independencia "no es la meramente flsica 
(por ejemplo en un colegio), sino la unida a una reali 
dad econômica".
Por otra parte, ambos autores coinciden en que si bien 
el consentimiento paterno serâ facil de probar, por 
ejemplo mediante una simple manifestaciôn, en cambio 
la falta de convivencia no lo serâ tanto, salvo en ca­
sos claros de residencia en lugares distintos (op. y 
loc. respectivamente citados). La cuestiôn pensamos 
que puede resolverse sin demasiadas dificultades via 
exigencia de diferentes "domicilies fiscales".
(175) La Orden de 17 de abril de 1980, sobre Doctrina expue^ 
ta en contestaciones vinculantes a consultas formula- 
das por los contribuyentes, recoge una consulta sobre 
"forma de declarar en el caso de separaciôn de bie­
nes", en la que se hace constar que en esos supuestos 
no se produce una ruptura de la unidad familiar, que 
sôlo tiene lugar "en caso de nulidad, disoluciôn del 
matrimonio o separaciôn judicial (subrayado en la Or­
den). Sobre la irrelevancia del régimen econômico del 
matrimonio a efectos tributarios en general y no sôlo 
en el âmbito del IRPF, vid. MARTINEZ LAFUENTE, "Notas 
sobre las recientes Reformas...", cit., pâgs. 1095 y 
ss.
(176) En Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg. 95. Sobre este pun- 
to opina CASES Y MARTINEZ DEL RINCON, A., que "hubiera 
convenido que el Impuesto respectera el régimen econô­
mico de separaciôn de bienes, cuando menos si las capi 
tulaciones se otorgaron antes de promulgarse el vigen 
te Impuesto..." ("La unidad familiar como sujeto fis­
cal", en Memoria de la AEDF, 1980, cit., pâg. 428.
(177) Un analisis de los problèmes que plantearla el estable 
cimiento de un sistema de tributaciôn separada, segûn 
los reglmenes econômicos^ del matrimonio regulados en 
el côdigo Civil, en PENA ALVAREZ, F., "Limitaciones 
a la regulaciôn fiscal de la familia en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas", Civitas REDF, 
nûm. 36, 1982, pâgs.593 y ss., especialmente 597 y ss.
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También examina la forma en que se llevaria a cabo la 
la imputaciôn de las rentas de los miembros de la uni­
dad familiar, segûn las normas del Derecho privado que 
regulan la titularidad de las mismas, COLMENAR, "El 
sujeto...", cit., pâgs. 700 y ss.
(1 7 8 ) El precepto se repite pfacticamente idéntido en el pri^  
mero y segundo Reglamento.
En el Proyecto de Ley esta segunda modalidad de unidad 
familiar quedaba referida al "cônyuge y los hijos que 
se encuentren bajo su patria potestad, en los casos 
de disoluciôn del matrimonio o separaciôn judicial". 
Una enmienda, suscrita por el Grupo Parlamentario Comu 
nista, propuso que se incluyera la separaciôn de hecho 
y que se sustituyera la referenda a la patria potes­
tad por la convivencia. En apoyo de la modificaciôn 
se alegaba "la conveniencia de recoger los casos de 
separaciôn matrimonial de mayor relevancia sociolôgi- 
ca". La Ponencia, por mayorîa, decidiô acoger lo que 
califica de "parte sustancial de la enmienda", propo- 
niendo la redacciôn del art. 5 2 ,1 ,segunda que séria 
recogida literalmente en el texto definitive (vid. "In 
forme de la Ponencia", loc.cit., pâg. 183).
(179) Cfr.FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, "Cômen 
târios...", cit., pâg. 75.
Segûn el art. 85 del Côdigo Civil, "El matrimonio se 
disuelve... por la muerte o la declaraciôn de falleci- 
miento de uno de los cônyuges y por el divorcio". Por 
lo que se refiere a las declaraciones de nulidad del 
matrimonio canônico, "tendrân eficacia en el orden ci­
vil, a solicitud de cualquiera de las partes, si se 
declaran ajustadas al Derecho del Estado en resoluciôn 
dictada por el Juez civil compétente...", segûn dispo­
ne el art. 80 del mismo cuerpo legal. La reforma del 
Titulo IV, del Libro I del Côdigo Civil, Titulo relati 
vo al Matrimonio, articulos 42 a 107, fué llevada a 
cabo por la Ley 30/1981, de 7 de julio.
(180) FERREIRO, obra colectiva "Comentarios...", cit., pâg. 
76.
(1 8 1 ) No obstante, al publicarse la Ley escribiô BANACLOCHE 
("Los sujetos pasivos...", cit.) que "Los problemas 
de este tipo de unidad familiar surgen desde un doble 
punto de vista; el juridico y el de hecho" (pâg. 38). 
En cuanto al primero, se referia el autor al término 
"disoluciôn del matrimonio", que motivô el voto parti­
cular del ponente LOPEZ RODO al apartado 1 del art. 
5 2 , "por entender que una ley de naturaleza estricta- 
mente tributaria... no debe introducir una terminolo- 
gia y una figura juridica como la de disoluciôn matri-
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monial que es ajena a nuestro ordenamiento juridico 
privado" (vid. este "Voto Particular" en Civitas REDF, 
nùms. 17-18, pâg. 183). Sin embargo, es claro que la 
"disoluciôn del matrimonio" si se encontraba recogida 
en nuestro ordenamiento privado vigente al tiempo de 
la tramitaciôn parlamentaria del Proyecto de Ley, pues 
to que el articulo 52 del Côdigo Civil disponia: "El
matrimonio se disuelve por la muerte de uno de los côn 
yuges". Cuestiôn distinta es que el término disoluciôn 
se utilice como sinônimo de divorcio.
En cuanto a la problemâtica de hecho, la entendia BANA 
CLOCHE referida "tanto a las separaciones matrimonia­
les de esta naturaleza, sin trascendencia a efectos 
de la Ley, como a la pérdida de la condiciôn de unidad 
familiar para el cônyuge viudo con hijos que viven in­
dependientes con su consentimiento, o sin hijos, o con 
hijos sin las condiciones previstas en el primer tipo 
de unidad familiar. A la elemental réplica que senala 
que no hay unidad familiar si no hay, al menos, dos 
personas, se opone la dùplica de una consideraciôn so­
cial, de unos efectos econômicos derivados del matrimo 
nio o la patria potestad pasada y otros semejantes" 
(op.cit.,loc.ult.cit.).
(182) A diferencia del Proyecto de Ley, segûn el cual, como 
ya hemos indicado, constituian unidad familiar en los 
casos de disoluciôn del matrimonio o separaciôn judi­
cial, "el cônyuge y los hijos que se encuentran bajo 
su patria potestad" (art. 52,2 del Proyecto).Sobre es­
ta modificaciôn, véase, supra, nota 178.
(183) FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, "Comenta­
rios...", cit., pâg. 76.
Segûn el nuevo contenido del art. 110 del Côdigo Ci­
vil, "El padre y la madré, aunque no ostenten la pa­
tria potestad, estân obligados a velar por los hijos 
menores y a prestarles alimentos". Sobre las medidas 
judiciales concernientes a las relaciones paterno-fi 
liales, en las sentencias de separaciôn, nulidad y di­
vorcio, vid. el art. 92 del Côdigo Civil.
Por otra parte, ponia de manifiesto COLMENAR ("El suje 
to...", cit., pâg. 695) el problema que podia suscitar 
se en los casos en que el padre o madré no estentara 
la patria potestad sobre los hijos confiados a su cui­
dado, ya que "Aunque parece que esta régla atiende a 
la situaciôn verdadera de intereses, pués las econo- 
mlas de escala... tendrân lugar por el hecho de la con 
vivencia del hijo con su padre o madré bajo cuyo cuida 
do esté, el usufructo de sus rentas y, en consecuencia 
su disfrute, seguirâ correspondiendo al titular de 
aquella patria potestad". Hoy el problema no se plan-
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tea, puesto que la reforma de 1981 ha suprimido el usu 
fructo legal anteriormente atribuido al padre o madré, 
sobre determinados bienes de los hijos (arts. 160 y 
162 del CC, en su anterior redacciôn), que tuvieran 
bajo su potestad.
(184) En contra parece entenderlo PONT MESTRES, M., ("Anâli­
sis y aplicaciôn del nuevo Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas", Civitas, Madrid, 1981), al afir 
mar con relaciôn a la separaciôn conyugal de hecho que 
"un problema se plantea y queda por resolver... ^Preva 
lece la unidad familiar, que no existe realmente, o 
la persona de cada uno de los cônyuges por separado?. 
Nada dice la Ley, como si pretendiera ignorar esta rea 
lidad..., con lo que esta situaciôn de hecho queda a 
la dériva..." (pâg. 77; el subrayado es nuestro). No 
obstante, "a falta de norma expresa", admite que el 
supuesto es reconducible al caso general de unidad fa­
miliar, en relaciôn con el art. 7 2 ,3.
(185) Antes de la modificaciôn del Côdigo Civil en materia 
de matrimonio (ley 30/1981, de 7 de julio), se discu- 
tîa en la doctrina civilista la validez de los llama- 
dos "pactos de separaciôn amistosa"; desconociendo el 
côdigo la separaciôn de hecho, un amplio sector doctri^ 
nal negaba la validez de estos pactos, entendiendo que 
eran contraries a la Ley, a las buenas costumbres y 
al orden pûlbico, entre otras razones (sobre el tema, 
vid. HERNANDEZ, C ., "La separaciôn de hecho matrimo—  
niai", Edersa, Madrid, 1982, pâgs. 36 y ss.; DIEZ PICA­
ZO y GULLON, "Sistema de Derecho civil", IV, Tecnos, 
Madrid, 1978, pâgs. 294 y ss.; LACRUZ y SANCHO, "Dere­
cho de familia", t.I, 1978, pâgs. 91 y ss.). Algunos 
autores, sin embargo, sostenlan la validez de los acu- 
erdos de separaciôn de hecho, destacândose entre ellos 
DE LA CAMARA ("La separaciôn de hecho y la sociedad 
de gananciales", en Anuario de Derecho Civil, 1969, 
pâgs. 3 a 127 y 263 a 311, especialmente, pâgs. 21 y 
ss.).
Hoy la situaciôn es sustancialmente distinta, ya que 
el Côdigo Civil menciona en ocasiones la separaciôn 
de hecho sin tildarla en ningûn momento con la conside 
raciôn de ilicitud. En este sentido, el art. 8 1 , 1 2 se 
refiere a la separaciôn convencional o négociai homolo 
gada judicialmente, esto es, decretada por el Juez, 
debiendo acompanarse a la demanda la propuesta de con- 
venio regulador de la separaciôn, conforme a los arts. 
90 y 103 del propio Côdigo. Sobre la separaciôn matri­
monial de hecho en la actual regulaciôn del Côdigo Ci­
vil, ademâs de la citada monografia de C. HERNANDER, 
puede verse: LACRUZ y SANCHO "Derecho de familia",
cit., 1982, pâgs. 216 y ss.; DIEZ PICAZO y GULLON, 
"Sistema de Derecho civil", IV, Tecnos, Madrid, 1982, 
pâgs. 135 y ss.
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El criterio de no concéder relevancia, en ningûn caso, 
a la separaciôn conyugal, salvo que haya reacaido sen­
tencia judicial es reiterado en las contestaciones a 
consultas vinculantes de 23 de abril de 1978 (reœgido 
en la Orden de 17 de abril de 1980) y de 29 de julio
de 1980 ("Repertorio de la Doctrina Administrativa...",
cit., t.I, pâgs. 88-89). En la primera de ellas, sobre 
situaciôn matrimonial después de separaciôn real, se 
expone: si "le es totalmente imposible obtener los da- 
tos de ingresos y gastos correspondientes a su esposa, 
podrâ prescindir de ellos... declarando sus ingresos 
y satisfaciendo por ellos la cuota que procéda. En su 
momento la Inspecciôn de los Tributos harâ... la perti 
nente acumulaciôn de los ingresos de su esposa, practî 
cândose una nueva liquidaciôn, segûn exige la Ley". 
En la segunda, sobre posibilidad de hacer dos declara­
ciones distintas matrimonies que viven en distintas 
poblaciones por razones de trabajo, se contesta que 
"La circunstancia de que los cônyuges residan en pobla 
ciones distintas, no altera su consideraciôn de miem­
bros de una ûnica unidad familiar".
(186) Cfr. I. FEREZ ROYO, "La unidad familiar...", cit., 
pâgs. 59 a 61.
(187) Ibidem.; en el mismo sentido, C. HERNANDEZ, "La sépara
ciôn de hecho...", cit., pâgs. 166 a 171.
(188) Cfr., en este sentido, SOLER ROCH, "La unidad contribu 
yente...", cit., pâg. 532.
(189) Ibidem., pâg. 533.
(190) Salvo en el supuesto de separaciôn a peticiôn de ambos 
cônyuges; vid. art. 8 1 , 1 2 del CC.
(191) Circunstancia que es puesta de manifiesto por RAMALLO, 
"La unidad familiar...", cit., pag. 60; asimismo, I. 
FEREZ ROYO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 61.
(192) Esta norma no se encuentra recogida en el Reglamento 
del Impuesto, que sobre la determinaciôn del porcenta- 
je de las tablas de retenciôn, en punto a circunstan- 
cias familiares, dispone; "...las circunstancias fami- 
liares, en el supuesto de que ambos cônyuges obtengan 
rendimientos de trabajo personal o procédantes de acti 
vidades profesionales o artisticas, sôlo se considera- 
râ en uno de ellos, a opciôn de los sujetos pasivos, 
la que manifestarân, en su caso, ante el pagador o pa- 
gadores de los respectivos rendimientos" (art. 149,1, 
h), segundo pârrafo). Fero la disposiciôn final terce- 
ra del propio Reglamento déclara subsistante, en cuan­
to no se oponga a lo dispuesto en el mismo, entre 
otras disposiciones, la Orden de 23 de diciembre de 
1978. Ninguna referencia a esta Orden, ni al precepto
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reglamentario citado, se contiene en el Real Decreto 
1261/1983, de 27 de abril, sobre régimen de retencio- 
nes y pagos fraccionados en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas y en el Impuesto de Sociedades,
(193) No sôlo cuando sean una consecuencia o tengan como fi- 
nalidad la cesaciôn del estado matrimonial, sino tam­
bién cuando por circunstancias ajenas a la voluntad 
de los cônyuges desaparece, aunque sea temporalmente, 
la vida en comùn; por ejemplo, cuando marido y mujer 
viven en ciudades distintas, por razones de trabajo.
(194) Vid. "La unidad contribuyente...", cit., pâg. 533. Tarn 
bién es ésta, sustancialmente, la postura que al res­
pecto mantiene I. FEREZ ROYO ("La unidad familiar...", 
cit.), quien expresamente manifiesta que "lo ideal hu­
biera sido tomar en consideraciôn estas situaciones 
de separaciôn de hecho, siempre que estuvieran sufi- 
cientemente probadas, no haciendo tributar conjuntamen 
te a los cônyuges que se encontraran en tal situaciôn" 
(pâg. 59).
(195) Ello a diferencia del anterior IGRFF, en el cual, sien 
do lo trascendente a efectos e la tributaciôn separada 
de los cônyuges, la disoluciôn de la sociedad legal 
de gananciales, no era suficiente la Sentencia canôni- 
ca de separaciôn, sino que debla acordarse la ejecu- 
ciôn de la misma por el Juez civil, para que aquélla 
tuviera efectos civiles (anterior art. 82 del CC). Re- 
cuérdese, en este sentido, la Resoluciôn del TEAC, de 
1 de marzo de 1983, en la que se déclara que la acumu­
laciôn de los ingresos de los cônyuges sôlo podla cé­
sar a partir de que se dictara Frovidencia Judicial 
en la que se declarara disuelta la sociedad legal de 
gananciales, y no desde que se interpusiera demanda 
de separaciôn o se hubiera dictado Sentencia por el 
Tribunal eclesiâstico.
(196) Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 183.
(197) Ninguna precisiôn anade el Reglamento; concretamente, 
en el apartado c) del art. 15 del texto reglamentario 
se lee: "El padre o madré solteros y los hijos que reu 
nan los requisitos a que se refiere la letra a) de es­
te apartado y estén confiados a su cuidado".
(198) FERREIRO, en la obra colectiva, "Comentarios...", cit. 
pâg. 76.
(199) Ibidem., pâgs. 74-75.
(200) Cfr. SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impuesto...", cit., 
pâg. 43. El problema no puede plantearse respecto de 
los hijos adoptivos, porque "fuera de la adopciôn por 
ambos cônyuges, nadie puede ser adoptado simultâneamen
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te por mâs de una persona" (art. 172, ultimo pârrafo, 
del CC), y ello tanto respecto de la adopciôn plena 
como para la simple.
(201) "Los sujetos pasivos...", cit., pâgs. 38-39; y anade: 
"lo que, a pesar de todo el ropaje juridico empieza 
a ser de diferencia nebulosa con las uniones de hecho 
que originan el nacimiento de hijos y que no tienen 
relevancia alguna en lo fiscal (salvo, claro, reconoci 
miento, adopciôn...)".
(202) En el sentido de entender que en esta unidad familiar 
no pueden incluirse el padre y la madré solteros, sino 
sôlo uno de ellos, vid., también, RODRIGUEZ PEREZ, "Co 
mentarios a la Ley y al Reglamento...", cit., 1982, 
pâg. 60.
(203) Para comentarios de este supuesto vid., entre otros,
BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", cit., pâg. 38;
CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", cit., pâg. 
113; COLMENAR, "El sujeto...", cit., pâgs. 696-697; 
ABELLA, "Manual del Impuesto...", cit., pâgs. 100 y 
104.
(204) Veânse, en este sentido, los "Supuestos de aplicaciôn 
pfactica", incluldos en el "Repertorio de la Doctrina 
Administrativa...", cit., t.I, pâg. 90.
(205) Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 183.
(206) BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", cit., pâg. 39;
COLMENAR, "El sujeto...", cit., pâg. 697; TEJERIZO,
"El concepto de unidad familiar...", cit., pâg. 506.
(207) Loc.ult.cits.
(208) La inclusiôn de las palabras "todos juntos" fué reco- 
mendada por el Consejo de Estado, que senalô la conve­
niencia de "intercalar la expresiôn... por cuanto la 
unidad familiar presupone una convivencia" (Dictamen 
al primer Reglamento, cit., pâg. 31).
(209) "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 219; subrayado
del original.
(210) Ibidem., pâg. 223; subrayado del original.
(211) Antes de la reforma de 24 de octubre de 1983, en mate-
tia de tutela, ello se derivaba, efectivamente, del 
art. 208 del CC, al que se remite FERREIRO. Tras la 
citada reforma estâ aûn mâs claro el "espiritu" del 
Côdigo, ya que segûn el art. 236, "La tutela se ejerce
râ por un solo tutor", salvo en los supuestos expresa­
mente mencionados en ese mismo precepto.
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(212) "Comentarios...", cit., pâg. 76. Excepciôn a lo que 
puede considerarse interpretaciôn generalizada la cons 
tituye, asimismo, TEJERIZO ("El concpeto de unidad fa­
miliar...", cit., pâg. 506), para quien "el sentido 
ultimo de la instituciôn parece dar a entender que no 
es necesario que los hermanos estén sometidos a la mis 
ma tutela para poder ser incluldos en la unidad fami­
liar" .
(213) En cuanto a la expresiôn "en territorio espanol" nos 
remitimos al lugar donde abordamos el aspecto espacial 
del hecho imponible. Por otro lado, entendemos acerta- 
da la sustituciôn del término "residan" (primer Regla­
mento), por "vivan" (segundo Reglamento), por razones 
obvias.
(214) Cfr., en este sentido, TEJERIZO, "El concepto de uni­
dad familiar...", cit., pâg. 506.
(215) Sobre este punto, SANCHEZ PINILLA subraya, acertadamen 
te, la incoherencia de que "tratândose de hermanos so­
metidos a una misma tutela o de hijos de padre o madré 
solteros, lo decisivo sea la convivencia real, mien- 
tras que tratândose de cônyuges, se desconoce la sepa­
raciôn de hecho" ("Notas al Impuesto...", cit., pâg. 
43).
Estas referencias a la convivencia no obstaculizan la 
distinciôn sehalada, correctamente, por CLAVIJO, entre 
el concepto juridico tributario de unidad familiar y 
el que se dériva de las situaciones de las personas
que vivan bajo el mismo techo, en el sentido de que 
aquél concepto es mucho mâs restringido que éste, y 
no puede, consecuentemente identificarse, aunque a ve- 
ces coincidan (cfr. "Los rendimientos del capital...", 
cit., pâgs. 109-110). Es claro que una cosa es que el 
hecho de la convivencia o el concepto "hogar/piso" no 
pueda identificarse, efectivamente, como unidad fami­
liar, y otra cosa distinta es el que la unidad fami­
liar presupone una convivencia, al menos en principio.
(216) "Notas al Impuesto...", cit., pâg. 43.
(217) Vid. esta Consulta en "Repertorio de la Doctrina Admi­
nistrativa...", cit., t.I, pâg. 89.
(218) Vid., en este sentido, CLAVIJO, "Los rendimientos del
capital...", cit., pâg. 114.
(219) Naturalmente, han de ser privados de la patria potes­
tad el padre y la madré, y constituirse tutela que su- 
pla a ambos, ya que, de no ser asi, no se trata de es­
ta cuarta modalidad, sino de la primera, como vimos.
No obstante, para RODRIGUEZ PEREZ, en el caso de los
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hermanos "la unidad estarâ constituida por ellos, por­
que si la tutela estuviera constituida por incapacidad 
paterna o materna en su caso, habrâ que entender que 
la unidad no estarâ en este caso, sino en uno de los 
dos primeros, o incluso en el tercero, aunque con el 
debido régimen legal de suplencia de la incapacidad, 
suplencia que se referirâ al padre o madré mâs bien 
que tratarse de tutela de los hermanos hijos de los 
mismos" ("Comentarios a la Ley y al Reglamento...", 
cit., 1982, pâg. 60).
(220) Cfr. obra colectiva "Comentarios a la Ley del Impues­
to. ..", cit. , pâg. 74.
(221) FERREIRO, obra colectiva "Comentarios...", cit., pâg. 
73.
(222) Especialmente los llamados "matrimonios de hecho"; 
vid. el complejo supuesto comentado por CASES, "La un^ 
dad familiar...", cit., pâgs. 429-430.
(223) "La unidad familiar...", cit., pâg. 47.
(224) "La unidad familiar...", cit., pâg. 45.
(225) Tal séria el caso del menor de edad, soltero, que tie­
ne un hijo reconocido; si vive con sus padres y le man
tienen, en principio, encaja en la primera modalidad 
de unidad familiar, pero también en la tercera.
(226) Cfr. BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", cit., pâg. 
37; del mismo autor, "El sujeto pasivo en el nuevo Im­
puesto...", cit., pâg. 35; COLMENAR, "El sujeto...", 
cit., pâg. 698; TEJERIZO, "El concepto de unidad fami­
liar...", cit., pâg. 503; GORJON PALENZUELA, "La uni­
dad familiar...", cit., pâg. 84; STAMPA, "Estudio sis­
temâtico...", cit., pâg. 211; GIMENEZ-REYNA, "Aspectos 
subjetivos...", cit., pâg. 212.
(227) Vid.COLMENAR, loc.cit. en nota anterior. Para MUNOZ BANOS es­
te criterio no es convincente, "porque présenta proble 
mas de aplicaciôn" ("La unidad familiar y la acumula­
ciôn de rentas en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas", CT, num.35, 1981, pâg.121).
(228) "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 211. Esta opiniôn 
es también apuntada por TEJERIZO ("El concepto de uni­
dad familiar...", cit., pâg. 503),  advirtiendo que, 
en cualquier caso, es este un tema abierto a la polémi^ 
ca.
(229) Asi parece entenderlo RODRIGUEZ PEREZ ("Comentarios 
a la Ley y Reglamento...", cit., 1982, pâg. 61) quien, 
refiriéndose a la prescripciôn de imposibilidad de per 
tenencia a dos unidades familiares, habla de "preven-
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ciôn que aunque pueda parecer de remota posibilidad, 
tal vez no sobre como criterio final de soluciôn de 
cualquier confusionismo, supuesta la amplitud que se 
ha dado a la unidad familiar".
(230) "Aclaraciôn que quizâ no hubiese sido necesaria por 
évidente" (MUNOZ BANOS, "La unidad familiar...", cit., 
pâg. 1 2 1 .
(231) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 6 6 .
(232) Cfr. FERREIRO, "Comentarios...", cit., pâg. 73.
(233) Situaciôn que puede darse no sôlo entre dos solteros,
sino también entre dos casados, separados de hecho de 
sus respectivos cônyuges, si conviven y tienen hijos 
en comùn, dada la amplitud con que se permite el reco­
nocimiento. Ahora bien, entendemos que no se plantea
el problema, en el sentido expuesto, si se trata de 
una persona soltera y una persona casada, porque de 
acuerdo con la Ley, el casado seguirîa formando unidad 
familiar con su cônyuge y el padre o madré soltero en­
caja, con su hijo, en la tercera modalidad de unidad 
familiar.
(234) Vid, supra, nota 198 de este capitulo.
(235) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 65.
(236) "El cônyuge viudo o separado judicialmente y los solte
ros, sin hijos menores de edad, no constituyen unidad 
familiar", dice una de las "Notas" incluidas en el "Re 
pertorio de la Doctrina Administrativa...", cit., t.I, 
pâg. 90.
(237) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 65;
FERREIRO, "Comentarios...", cit., pâg. 73.
(238) Cfr. "Repertorio de la Doctrina Administrativa...",
loc.ult.cit., supuesto de aplicaciôn prâctica num.4 . 
El supuesto puede parecer chocante, ya que el matrimo­
nio produce la emancipaciôn del menor, pero, como se 
recordarâ, se prescinde de la emancipaciôn de los hi­
jos a efectos de su exclusiôn de la unidad familiar.
(239) Op.cit., pâg. 65. "El supuesto menos claro desde el
punto de vista de la clasificaciôn anterior -dice el
profesor RAMALLO- es el del fallecimiento de uno de
los cônyuges, en cuyo caso el que sobrevive forma UF 
con los hijos (pasando, por tanto, de estar encuadrado 
en el tipo del art. 5 2 ,1 , 1 2 al previsto en el 2 2 ). a 
mi entender, la Ley se inclina por considerar que exi^ 
te una sustituciôn de unidades familiares, mâs que una 
modificaciôn por disminuciôn de sus miembros, permane- 
ciendo la misma" (loc.ult.cit.). Este mismo crite-
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rio se encuentra contenido en la respuesta a una con­
sulta vinculante de 14 de agosto de 1981, sobre pério­
de impositivo en caso de fallecimiento (vid, "Reperto­
rio de la Doctrina Administrativa...", cit., t.I, pâg. 
441 ).
(240) Precisamente por la ausencia de esa prevision legal 
es curioso que en la contestaciôn a la consulta vincu­
lante citada, sobre periodo impositivo en caso de fa- 
llecimiento, se diga que "de acuerdo con los arts. 107 
y 108 del Reglamento del Impuesto, el dîa en que falle 
ciô el esposo de la consultante quedô extinguida la 
unidad familiar compuesta por el matrimonio. En conse­
cuencia, la base imponible del periodo impositivo... 
serâ la renta correspondiente a ese periodo..." (loc.
cit. en nota anterior), Hay que hacer notar que la
"consecuencia" no dériva, segûn la Ley, de la "extin- 
ciôn" de la unidad familiar, sino del fallecimiento 
del cônyuge, ùnica y exclusivamente.
(241) El establecimiento en el impuesto sobre la renta perso 
nal de obligaciones distintas para los residentes y 
los no residentes es una constante en el Derecho compa 
rado, como tuvimos ocasiôn de comprobar en el epîgrafe 
3 del capitulo I, si bien por régla general, como vi­
mos, se les denomina obligaciôn ilimitada y obligaciôn 
limitada, respectivamente.
(242) Vid. el epîgrafe 1 de este capitulo III.
(243) Cfr. FERREIRO, LASARTE, MARTIN QUERALT y PALAO, "Comen
tarios...", cit., pâg. 66. Sobre el Repartimiento Gene 
ral de Utilidades, véase, supra, nota 12 del capitulo
I.
(244) El citado Real Decreto de 11 de septiembre de 1918 apa 
reciô publicado en la Gaceta del 1 5 de septiembre del 
mismo ano. Los articulos que regulaban el recurso muni 
cipal de referencia pueden verse recogidos en la revis 
ta "De Economia", nùms. 33-34,^ cit., pâgs. 42 y ss. 
Sobre la naturaleza y caracteristicas de este tributo, 
nos remitimos al trabajo del profesor ALBINANA, "El 
Repartimiento General de Utilidades...", cit., pâgs. 
16 y ss.
(245) Se trataba, segùn el citado articulo 36, de la "renta 
procédante de la posesiôn de inmuebles y derechos rea- 
les sobre los mismos, o algùn rendimiento de explota- 
ciôn agricole, ganadera, minera, industrial o comer- 
cial".
(246) Y ello es asi aunque en ocasiones se haya sefialado una 
identidad entre la parte personal y real del Reparti­
miento, y la obligaciôn personal y real de contribuir 
reguladas en la CGR; asi, por ejemplo, en "De Econo­
mia", nùms. 33-34, cit., pâg. 53. La diferencia a que
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nos referimos es sehalada por FERREIRO ("Comentarios 
a la Ley del Impuesto...", cit., pâg. 66), al decir 
que la expresiôn obligaciôn real obedece a una "tradi- 
ciôn desvirtuada respecto a sus origenes inmediatos".
(247) Cfr. ALBINANA, "El Repartimiento...", cit., pâg. 18.
(248) ALBINANA, refiriéndose al articulo 462 del Estatuto 
Municipal de 1924, en el que se recogia la norma del 
pârrafo segundo del citado articulo 27 -Estatuto que 
trasplantaba casi integramente, segûn su propia Exposi^ 
ciôn de Motivos, el Real Decreto de 1918-, ha puesto 
de manifiesto la diferencia existante entre esta fôrmu 
la y el método establecido por la CGR de 1932 (art. 
19), para evitar la doble imposiciôn internacional 
("El Repartimiento...", cit., pâgs. 18-19). En contra 
de esta postura, GOTA ("Tratado...", cit., t.I, pâgs. 
165-166), para quien la técnica seguida en el Reparti­
miento para solucionar los conflictos entre distintos 
Ayuntamientos, es la misma que fué utilizada en la CGR 
y en el IGRFF.
(249) Quedaban sometidos a la obligaciôn personal de contri­
buir los espaholes y extranjeros que hubieran obtenido
carta de naturaleza o ganado vecindad en cualquiera
de los Municipios del Reino; los extranjeros que, no 
estando naturalizados en Espaha, llevasen un aho o mâs 
de residencia en este pais o ejercitaren aqui indus­
tria, comercio, profesiôn lucrativa, o poseyeran bie­
nes inmuebles; asimismo, las Corporaciones, Socieda­
des, Asociaciones y Fundaciones, con domicilio en aigu 
na de las provincias espaholas, ademâs de ciertas comu 
nidades de bienes (art. 4^ del Proyecto de 1910).
(250) Segûn el articulo 62 del citado proyecto, se trataba
de liquides imponibles procédantes de la posesiôn de 
inmuebles, explotaciones agricolas, ganaderas, mine­
ras, industriales o comerciales, sitos o realizados, 
respectivamente, en Espaha, asi como los intereses de 
la Deuda pûblica interior del Estado espahol y de las 
Corporaciones administrativas espaholas, o de sueldos, 
pensiones, etc... pagados por aquél o éstas.
(251) Cfr. FERREIRO, "Comentarios...", cit., pâg. 66.
(252) En el estado actual de la doctrina cientifica puede 
considerarse superada la polémica en torno a la natura 
leza obligacional del impuesto territorial y del im­
puesto aduanero; cfr. BERLIRI, "Principios...", cit., 
vol.II, pâgs. 139 a 143 y 173 a 175. En nuestra doctri 
na, SDFUM "Notas...", cit., vol.22, pâgs. 213 a 215; 
CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, "Ordenamiento...", 
cit., pâgs. 171 a 179.
(253) En este sentido, GARCIA ANOVEROS, "El Impuesto General
496
sobre la Renta...", cit., pâg. 89. Niega el autor la 
naturaleza de impuesto personal a la obligaciôn real 
de contribuir, "porque el sujeto no integra el elemen- 
to material del hecho imponible" (pâg. 21). Adviértase 
que lo que se niega es la naturaleza personal del im­
puesto, no de la obligaciôn en que éste s^ e concrete; 
en este sentido, dice el profesor GARCIA ANOVEROS, que 
la llamada obligaciôn real es una obligaciôn personal, 
y por ello critica la denominaciôn utilizada, "lo que 
sucede -continua- es que el impuesto a que pertenece 
es un impuesto real" (pâg.76).
En la misma llnea se manifiesta, asimismo con relaciôn 
al IGRPF, GOTA, "Tratado...", cit., t.I, pâgs.580-581 ; 
con relaciôn al IRPF, PONT MESTRES, "Anâlisis y aplica 
ciôn...", cit., pâgs. 42 y 277; COLMENAR, "El suje­
to...", cit., pâg. 699, entre otros.
(254) Cfr. Lucien MEHL, "Sciece et Technique Fiscales", PUF, 
Paris, t.I, pâgs. 94 y 95. Entre nosotros, PEREZ DE 
AYALA, "Explicaciôn de la técnica de los impuestos", 
cit., pâgs. 55-56.
(255) Op.cit.,loc.ult.cit.
(256) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica...", cit., 
pâg. 363 (subrayado del original). Tal argumentaciôn 
era esgrimida por el profesor de Madrid con relaciôn 
a la CGR. En anâlogo sentido, respecto al IGRPF, ANTON 
PEREZ, "Naturaleza juridica del Impuesto sobre la Ren­
ta", cit., pâg. 85.
(257) Op.cit., loc.ult.cit.
(258) Sobre la configuraciôn estructural del sistema tributa 
rio desde el punto de vista juridico, vid. por todos, 
SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica del sistema tri^  
butario", loc.cit., especialmente pâgs. 282 y ss., don 
de se aborda la nociôn del presupuesto objetivo del 
tributo como elemento sistematizador.
(259) Op.cit., pâg. 66.
(260) Sobre el aspecto espacial del hecho imponible, vid. 
SAINZ DE BUJANDA, "Concepto del hecho imponible", loc. 
cit., pâgs. 346 y ss.
(261) Cfr. FERREIRO, obra colectiva "Comentarios...", cit., 
pâg. 67.
(262) "Principi di Diritto tributario", vol.II, Giuffrè, Mi- 
lân, 1957, pâg. 205; el subrayado es nuestro.
(263) Ibidem. Si a estos ùltimos se les denomina "elementos 
relevantes para la especificaciôn del presupuesto".
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continua BERLIRI, puede reservarse para los primeros 
la designaciôn de "elementos relevantes para la produc 
ciôn del efecto".
(264) "Estructura juridica...", cit., pâg. 363.
(265) Vid. el comentario de LASARTE ("Comentarios...", cit., 
pâg. 302), a la negaciôn de este bénéficie fiscal. Se- 
hala el autor que tal supresiôn puede encontrarse jus-» 
tificada por "las propias razones que justifican la 
compensaciôn de pérdidas", entendiendo que por ser la
obligaciôn real de contribuir un "impuesto de produc-
to", no hay razones para concederle un derecho propio 
de un impuesto personal; si bien, por otra parte, en- 
tiende que el reconocimiento de la compensaciôn de pér 
didas, como sucedîa hasta la modificaciôn de referen­
cia, es un incentive para determinadas inversiones ex- 
tranjeras. Y concluye que "tal vez sea este ultimo da­
te... lo que ha motivado la referencia al estableci­
miento permanente en el caso de las personas fisicas... 
y negando el cômputo de las pérdidas de las demâs posi^ 
bles rentas negativas obtenidas por los no residentes, 
sin duda menos merecedores de la protecciôn fiscal que 
el ejecicio de una actividad empresarial".
(266) En anâlogo sentido se manifiesta LASARTE ("Comenta­
rios...", cit., pâgs.301-302), afirmando que si la nor­
ma que dispone la tributaciôn de rentas obtenidas sin 
mediaciôn de establecimiento permanente por personas 
fisicas no residentes en territorio espahol "se mantie 
ne en su redacciôn actual, serâ necesario aclarar en 
qué medida y a qué efectos se ha introducido en el Im­
puesto sobre la Renta el concepto de establecimiento 
permanente...".
(267) Op.cit., pâg. 302.
(268) Siempre, claro estâ, que se cumplieran los requisitos
exigidos por el mismo articulo 311, segûn el cual, una 
Entidad podrâ disponer de diverses establecimientos 
permanentes cuando: a) Realicen actividades claramente 
diferenciadas ; b) La gestiôn de las mismas se lleve 
a cabo de modo separado.
(269) Esta problemâtica no es nueva en nuestra imposiciôn
personal sobre la renta, ya que una duda similar se
planteaba en el anterior IGRPF. En efecto, dada la au­
sencia de una previsiôn legal expresa por parte del
legislador, surgla la duda de si la acumulaciôn de los 
ingresos de la sociedad conyugal era también aplicable 
cuando ambos cônyuges residieran en el extranjero, es­
to es, en el supuesto de obligaciôn real de contri­
buir.
Para GARCIA ANOVEROS la acumulaciôn era también aplica
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ble a la obligaciôn real de contribuir, en la medida 
en que el Texto Refundido no hacia exclusiôn expresa 
de este extreme, mientras que si la hacia en todos 
aquellos casos en que las normas del impuesto no eran 
aplicables a la obligaciôn real. No obstante, recono- 
cia que la soluciôn no era equitativa (cfr. "El Impue^ 
to General...", cit., pâgs. 88-89).
Opiniôn contraria mantenia GOTA para quien no procedia 
la acumulaciôn de rentas de los cônyuges en el supues­
to de obligaciôn real de contribuir ("Tratado...", 
cit., t.I, pâgs. 588-591).
El mismo problema que en el IGRPF se plantea en la ac­
tualidad en el lEPPF. Para SOLER ROCH, en principio, 
"y dado que la modalidad de imposiciôn real présenta, 
por su propia naturaleza, un notable grado de desperso 
nalizaciôn y objetividad..., podria interpretarse que 
la acumulaciôn prevista en el art. 4^,2 de la Ley (se 
refiere, evidentemente, a la Ley 50/1977, de 14 de no­
viembre, sobre medidas urgentes de reforma fiscal) no 
es aplicable a la obligaciôn real de contribuir. Sin 
embargo, la normativa del lEPPF no limita en ningûn 
momento la tributaciôn conjunta de los bienes y dere­
chos del nûcleo familiar a una de las modalidades del 
gravamen... y, en este sentido, puede mantenerse que 
la tributaciôn conjunta se llevarâ también a cabo en 
este caso, aunque, lôciamente, dentro de los limites 
propios de dicha modalidad impositiva" ("La unidad con 
tribuyente...", cit., pâg. 546).
(270) Excepciôn a esta postura la constituyen ALSINA RIUBRU 
GENT y ARIAS VELASCO, para quienes la norma reglamenta 
ria que excluye la acumulaciôn en relaciôn con la uni­
dad familiar no residente en territorio espanol, "estâ 
en patente contradicciôn con el articulo 4,2 de la Ley, 
ya que en éste se establece el régimen de solidaridad 
y... la acumulaciôn, tanto para los sujetos pasivos 
por obligaciôn personal como para los que lo sean por 
obligaciôn real, cuando unos u otros estén integrados 
en una unidad familiar. Si asi no se entendiese carece 
ria de sentido la referencia a los dos epigrafes del 
apartado anterior, contenida en el precepto legal" 
("Impuesto sobre la Renta de las personas Fisicas", 
Bosch, Barcelona, 1980, pâg. 39; subrayado del origi­
nal). Del sentido de la remisiôn del articulo 4^ a 
"los dos epigrafes del apartado anterior*» nos ocupare- 
mos al analizar la influencia de la unidad familiar 
en la configuraciôn del aspecto espacial del hecho im­
ponible del IRPF.
También MARTIN QUERALT ("Comentarios...", cit., pâgs. 
428-429) parece entender que en el art. 4^,2 de la Ley 
se dispone la acumulaciôn en el supuesto de obligaciôn 
real de contribuir.
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(271) El problema es manifestado por GUTIERREZ GONZALEZ ("El 
nuevo Impuesto...", cit., pâg. 113), al decir que "la 
trascendencia de la residencia de la unidad familiar 
no aparece Clara".
(272) Cfr. BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", cit., pâg. 
42.
(273) Vid., en este sentido, RAMALLO ("La unidad familiar...", 
cit., pâg. 56) quien considéra incluso innecesaria la 
precision del articulo 17,2 del Reglamento. Para RODR^ 
GUEZ PEREZ ("Comentarios a la Ley y Reglamento...", 
cit., pâgs. 67-68), la precision es acertada, aunque 
en realidad, podia considerarse implicite en la Ley.
(274) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 56.
(275) Ibidem., pâg. 57. En el mismo sentido, COLMENAR, "El 
sujeto...", cit., pâgs. 698-699.
(276) No obstante, para RODRIGUEZ PEREZ ("Comentarios a la 
Ley y Reglamento...", cit., pâg. 53), no parece estar 
claro que ello pueda derivarse del término "todos" que 
se aplica a los rendimientos e incrementos de patrimo- 
nio, ya que igualmente cabe entender que "no va mâs 
allâ de los que se definen como gravados por la obliga 
ciôn real de contribuir".
(277) FERREIRO, "Comentarios...", cit., pâg. 71.
(278) Concretamente, dispone el articulo 17,1 del Reglamen­
to: "Cuando los sujetos pasivos estén integrados en 
una unidad familiar residente en territorio espanol 
se acumularân las rentas correspondientes a todos los 
miembros de la unidad familiar, cualquiera que sea el 
régimen econômico del matrimonio".
(279) FERREIRO, "Comentarios...", cit., pâg. 71.
(280) Con anterioridad a la publicaciôn del Reglamento sostu 
vo COLMENAR esta misma opiniôn basândose igualmente 
en la naturaleza de la obligaciôn real de contribuir, 
si bien con un sentido diverso al que nosostros propug 
namos. Concretamente, dice el autor citado "que la uni 
dad familiar sôlo puede aparecer en el supuesto de 
obligaciôn personal... porque es la obligaciôn perso­
nal la que responde a la verdadera naturaleza del Im­
puesto (la obligaciôn real es mâs bien propia de un 
impuesto de producto si bien sujeto al caracter progre 
sivo de las tarifas)y precisamente la unidad familiar 
se impone en funciôn de las circunstancias familiares 
del sujeto pasivo" ("El sujeto...", cit., pâg. 699; 
paréntesis del original). En el mismo sentido que Col- 
menar, GIMENEZ-REYNA, "Aspectos subjetivos...", cit., 
pâg. 214.
CAPITULO IV
NATURALEZA JURIDICA 
DE LA UNIDAD FAMILIAR
BIBLIOTECA 
DE DERECHO
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El concepto de unidad familiar que hemos visto en el 
capitule I y en el capitule III aclara que es la unidad fami­
liar o, le que es le mismo, identifica la realidad llamada 
unidad familiar respecte de cualquier otra realidad. Ahora 
bien, es évidente que no basta con elle para saber le que es 
esta figura juridica. Se hace precise averiguar todavia le 
que hay dentro de ella, "pasar del problema del que al proble 
ma del como" (1), determiner, en otras palabras, respecte a 
la unidad familiar, no ya su identidad, sine su consistencia. 
Esta indagaciôn es la que nos proponemos, justamente, al plan 
tearnos el tema de la naturaleza de la unidad familiar.
Per naturaleza entendemos el modo de ser esencial de 
una cierta realidad, pero en cuanto ese modo de ser apunta 
a la esencia interna de ella; por le tante, no los rasgos que 
la deslindan de otras realidades, sine los que explican, en 
su propio seno, su disposiciôn y comportamiente" (2). En le 
que a la unidad familiar se refiere, aquello sin le cual no 
puede explicarse esta figura, aquella idea o categorla que 
sintetiza su régimen, nos senalarâ cuâl es su naturaleza ju­
rldica.
1. LA PRETENDIDA SUBJETIVIDAD TRIBUTARIA DE LA UNIDAD FAMI­
LIAR.
A.- Planteamiento.
Como se recordarâ, el establecimiento de un sistema 
de tributaciôn conjunta o acumulaciôn de las rentas es compa-
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tible con muy diversas formulas en punto a la titularidad de 
los distintos deberes y obligaciones derivados de la aplica- 
cion de las leyes tributarias y, en primer lugar, de la obli­
gation tributaria material (3). Una de esas formulas consiste 
en la atribuciôn de titularidad a la unidad familiar, concebi 
da como sujeto pasivo sin personalidad jurldica, solution aco 
gida, como es sabido, por el Proyecto de Ley del IRPF remiti- 
do por el Gobierno a las Cortes (4).
Sabemos también que tal configuraciôn fué sustancial- 
mente modificada en la tramitaciôn parlamentaria del Proyec­
to, por iniciativa de la Ponencia de la Comisiôn de Hacienda 
(5). En efecto, en el Imforme de la Ponencia se rechazô la 
calificaciôn de la unidad familiar como sujeto pasivo, consi- 
derândose que "esa calificaciôn no es correcta por dos razo- 
nes fundamentales:"
"12. Porque la unidad familiar carece de personalidad y 
no puede, en consecuencia, ser titular de derechos y 
obligaciones, y
2 2 . Porque en la hipôtesis de que la unidad familiar que 
dara comprendida dentro de los supuestos de entes sin 
personalidad jurldica, a que hace alusiôn la Ley General 
Tributaria, séria necesario senalar la figura de un admi^ 
nistrador o représentante de la unidad familiar y califi 
car como responsable de la obligaciôn tributaria a los 
restantes miembros que componen dicha unidad familiar. 
Esta ultima construcciôn tropieza con obstâculos insalva 
bles, ya que en nuestro ordenamiento jurldico existe la 
figura del administrador legal de la sociedad de ganan- 
ciales, referida exclusivamente al clrculo conyugal en 
el que exista dicho régimen de bienes, pero no existe 
un représentante ni administrador para matrimonios en 
los que no impere dicho régimen de gananciales o para
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otras unidades familiares de composiciôn mas amplia. Por 
ahadidura, las modernas orientaciones de nuestro derecho 
se orientan a concéder a la mujer casada plenitud de ca- 
pacidad para ser titular de derechos y obligaciones, lo 
que détermina que en el ârea de la tributaciôn deba atri 
buirsele el caracter de sujeto pasivo del Impuesto" (6).
A la vista del rechazo de la originaria definiciôn del 
sujeto pasivo y dada la actual formulaciôn del mismo en el 
articule 4^ de la Ley 44/1978, quizâs pudiera parecer ocioso 
o innecesario abordar aquî el problema de la subjetividad tri^  
butaria de la unidad familiar. Sin embargo, pensâmes que el 
tema es de referencia obligada, por dos razones fundamental- 
mente: Primero, porque el hecho de que el texte primitive del 
Proyecto de Ley, en el punto de referencia, no prosperara, 
no puede servir de pretexto para hacernos pasar por alto un 
tema de tal importancia para la dogmâtica juridico-tributa 
ria. Segundo, porque, como ya hemos manifestado repetidas ve- 
ces, pensâmes que en ningùn case la unidad familiar puede asu 
mir la titularidad pasiva de la relaciôn tributaria, siendo 
ineludible que expongamos las razones de tal postura, asi co­
mo que contrastemos esta opiniôn con una hipotética formula­
ciôn legal en sentido contrario.
No es precise hacer un alarde de imaginaciôn para ad- 
vertir que, de prosperar la definiciôn de la unidad familiar 
como sujeto pasivo se hubiera planteado un grave problema de 
interpretaciôn, que no vendrla resuelto por la definiciôn le­
gal, "porque las instituciones no las perfila el legislador 
cuando define, sine cuando califica, y porque, ademâs, las
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definiciones solo seran validas en cuanto respondan a la rea­
lidad que se desprende de la interpretaciôn global del siste­
ma" (7).
A los efectos serlalados, partimos de la argumentaciôn 
contenida en el Informe de la Ponencia, tal como ha quedado 
expuesta, cuyas razones han de servirnos de guîa y pauta fun­
damentales para el anâlisis del problema (8).
B.- El problema de la falta de personalidad juridica de 
la unidad familiar. La unidad familiar y los sujetos 
de derecho.
a) Introducciôn.
La unidad familiar, en cuanto fenômeno personal, 
como sabemos, no es otra cosa que la designaciôn unitaria de 
un conjunto de personas fisicas unidas por lazos familiares 
o vinculos de parentesco, que carece de personalidad juridica 
propia o independiente de los miembros que la integran. En 
principio, pués, puede parecer évidente que, careciendo de 
personalidad -como dice el Informe de la Ponencia- la unidad 
familiar no puede asumir la cualidad de sujeto psivo del im­
puesto, ya que no puede ser titular de derechos y obligacio­
nes. Sin embargo, la cuestiôn no ofrece una soluciôn tan sen- 
cilla o, si se prefiere, este argumente no es realmente deci­
sive para rechazar la atribuciôn de subjetividad tributaria 
a la unidad familiar -como reconoce el propio Informe de la 
Ponencia en la segunda razôn alegada-, ya que tante el Dere-
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cho positive espanol como los ordenamientos tributaries de 
otros paises atribuyen la condicion de sujetos pasivos a en­
tes desprovistos de personalidad juridica.
El problema no es precisamente nuevo en la dogmâtica 
tributaria, ya que la contradiccion existante en el hecho de 
sujetar al page de los tributes a entidades no dotadas de per 
sonalidad ha suscitado una viva polemica en la doctrina que, 
desde construcciones muy diversas (9), trata de explicar de 
una manera coherente este fenômeno (10). Lo que nos plantea- 
mos, por tanto, es la admisibilidad de sujetos pasivos no per 
sonificados, en la medida en que todo intente de configura- 
ciôn de la unidad familiar como ente al que puede imputarse 
la titularidad pasiva de la relaciôn tributaria es en buena 
parte, aunque no exclusivamente (11), una manifestaciôn de 
aquél (12).
En este sentido, la susceptibilidad de imposiciôn de 
la unidad familiar vendria afirmada por los defensores de la 
existencia de una capacidad tributaria distinta y mâs amplia 
que la capacidad general o de Derecho comûn, tesis a la que 
nos referimos seguidamente.
b) La atribuciôn de subjetividad a la unidad familiar 
desde la afirmaciôn de una capacidad tributaria es­
pecial .
La polémica en torno a la admisibilidad de sujetos 
pasivos no personificados se centra, en un primer momento.
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en las relaciones entre las categorias civiles y la subjetivi 
dad tributaria (13). Un nûcleo muy amplio y valioso de tribu- 
taristas -en palabras de Sainz de Bujanda (14)- sostiene la 
existencia de una capacidad especial, que no coincide con la 
capacidad juridica del Derecho privado. Uno de los autores 
mâs representativos de esta tesis, que puede considerarse clâ 
sica, es A.D. Giannini quien, grâficamente, afirma que "mien 
tras todas las personas fisicas y colectivas..., que sean ca- 
paces conforme al Derecho privado, son, sin mâs, capaces para 
el Derecho tributario, este ultimo, en cambio, atribuye tam­
bién la capacidad para ser sujetos pasivos del impuesto a unio 
nés de personas o a conjuntos de bienes carentes de capacidad 
juridica..." (15).
Esta concepciôn es compartida, en la doctrina italia- 
na, por Giussiani, Ingroso, Tesoro, Pugliese, Arena y Vanoni 
(16). Este ultimo sostiene la tesis de referencia desde una 
posiciôn caracterizada, que se concreta en la unicidad del 
concepto lôgico de persona. Estima Vanoni que "si la persona­
lidad juridica significa la capacidad, en abstracto, para ser 
titular de relaciones juridicas de un modo autônomo, es indu- 
dable que no existen diversos modos de ser titular de relacio 
nés juridicas..."."Pero de la unicidad del concepto lôgico 
de persona juridica, dice Vanoni, no tiene porqué deducirse, 
necesariamente, la consecuencia de que la personalidad deba 
actuarse, en concrete, respecte de los diversos campes del 
Derecho, de un modo univoco". Por el contrario, "las exigen- 
cias concretas de cada disciplina juridica llevan a ampliar
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o a restringir o, incluso, a anular la esfera de aplicaciôn 
de la personalidad jurldica respecte a alguna relaciôn o gru- 
po de relaciones, sin que este incida sobre la categorla abs- 
tracta de la persona juridica'.' En definitiva, el concepto ab^ 
tracte de la personalidad (univoco), es diverse de la concre­
ta actuaciôn (variable), respecte a las particulares relacio­
nes juridicas. No toda persona es capaz de toda relaciôn juri 
dica (17).
Mâs recientemente, la tesis de referencia ha side sos- 
tenida por Micheli, para quien"la experiencia legislativa de- 
muestra que el legislador tributario ha sentido la necesidad 
de prever supuestos de subjetividad mâs allâ de los cases en 
que el Derecho civil ha regulado hipôtesis subjetivas de cier 
tes hechos. De ahi una diferencia y a veces una discrepancia, 
mâs o menos sensible, entre los sujetos pasivos del Derecho 
tributario y los sujetos del Derecho civil...". Un primer ele 
mente a destacar, prosigue el citado autor, es precisamente 
que los sujetos del Derecho tributario son considerados por 
la ley, sôlo o preferentemente, como sujetos obligados a com- 
portamientos debidos (deudas y obligaciones), mientras que 
los sujetos del Derecho civil, por el contrario, vienen consi 
derados en su unidad y complejidad de derechos, poderes, suje 
ciones y deberes. Esto se explica por la funciôn estrictamen- 
te instrumental de la figura subjetiva (pasiva) en el ordena­
miento tributario, que atiende a gravar al mayor numéro posi- 
ble de sujetos y de situaciones de hecho que puedan conside­
rarse relevantes para la imposiciôn. Esta preocupaciôn induce
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al legislador a no sentirse vinculado a las normas comunes, 
sino a buscar soluciones diversas, adecuadas a la finalidad 
y al contenido de la norma tributaria (18).
La creencia de que la esfera de los deudores del tribu 
to es mâs amplia que la de las personas dotadas de capacidad 
segùn el Derecho comûn no carece de partidarios entre los au­
tores espanoles. En esta llnea se encuentra N. Amorôs Rica, 
para quien "las situaciones patrimoniales o entidades caren­
tes de personalidad privada... adquieren una personalidad an­
te el Derecho Tributario Espanol" que las hace incluîbles den 
tro de la categorla de personas juridicas (19).
En el fondo de esta postura late un inconfundible pro- 
pôsito de defensa de la justicia tributaria, pués los partida 
rios de la concepciôn "plural" de los conceptos de persona 
y de capacidad aspiran a impedir que, por una construcciôn 
excesivamente rlgida de la personalidad, ciertos tipos de or- 
ganizaciones humanas, portadoras de una capacidad econômica 
y contributiva autonôma, queden excluldas de la obligaciôn 
de tributar por carecer de capacidad jurldica (20). Un claro 
exponente en este sentido lo encontramos en Giannini, al sos- 
tener que "la extensiôn de la capacidad jurldica tiene su ra­
zôn de ser y su justificaciôn en el propôsito de ensanchar 
el âmbito de aplicaciôn del tribute o de faciliar o acelerar 
su liquidaciôn mediante la atribuciôn de personalidad jurldi­
ca a determinadas situaciones de hecho, cuyo sustrato econômi 
co se reputa que es util someter al tribute como objeto ûnico 
y distinto de los demâs objetos impositivos " (21).
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Este tipo de argumentaciôn es particularmente aplica- 
ble con relaciôn a la unidad familiar pués, como hemos seftala 
do repetidamente, es el principio de capacidad contributiva 
el que, en ultima instancia, anima toda consideraciôn de la 
familia desde el punto de vista tributario. Sin embargo, a 
fin de no enturbiar el razonamiento, quedémonos por el momen­
to con la idea de que la consideraciôn de la familiar como 
sujeto pasivo del tributo, aunque se trate de una entidad 
que carece de personalidad, puede ser defendida desde la pers 
pectiva de la existencia de una capacidad juridica tributaria 
no coincidente con la capacidad general o de Derecho comûn. 
La razôn bâsica de tal consideraciôn debe hallarse en la creen 
cia de que el grupo familiar es portador de una capacidad eco 
nômica que se estima conveniente someter a tributaciôn.
c) Negaciôn de la tesis anterior. La unicidad del con­
cepto de capacidad juridica.
La tesis que propugna la admisibilidad de sujetos 
pasivos no personificados en base a la existencia de una capa 
cidad tributaria especial es insostenible frente a la unici­
dad del concepto de capacidad juridica tributaria, por la un^ 
dad del Ordenamiento juridico (22). En este sentido, la afir­
maciôn de una capacidad tributaria especial fué puesta en te­
la de juicio por L.V. Berliri, basândose en los siguientes 
argumentos (23):
-La unidad del ordenamiento juridico hace imposible 
la existencia de una capacidad tributaria especial, distinta
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de la capacidad juridica de Derecho comûn, pués esta nociôn 
no es "redefinible" por un ordenamiento sectorial, ni tal or­
denamiento puede dar de ella una definiciôn autônoma o relati 
va.
-El contenido bâsico de la obligaciôn tributaria con­
siste en "transferir al Erario una determinada suma de dine- 
ro" y "es évidente que el deber de pagar el impuesto presupo- 
ne, lôgica y necesariamente, el reconocimiento de la posibili 
dad de poseer y transferir sumas de dinero; es decir, de la 
capacidad juridica de Derecho privado". En otro caso, nos en- 
contraremos con una declaraciôn meramente formularia, sin nin 
gûn contenido efectivo.
La existencia de una capacidad tributaria distinta a 
la del Derecho privado fué negada igualmente por A. Berliri 
(24), poniendo de manifiesto la poca relevancia prâctica de 
esta construcciôn. Insiste A. Berliri en que es innegable que 
un ente desprovisto de personalidad de Derecho privado nunca 
podria ser sujeto de la obligaciôn de pagar el impuesto, ya 
que el pago presupone necesariamente la capacidad de adquirir 
y poseer el dinero, o sea, una capacidad extra-tributaria. 
Ademâs, el hecho juridico del que nacerla la obligaciôn no 
podria ser un hecho propio de tal ente, sino sôlo un hecho 
juridico de un tercero, ya que de otra forma el ente deberla 
poseer la capacidad de realizar semejante hecho juridico y, 
por tanto, ser capaz también de relaciones no tributarias (25).
Los partidarios de la unicidad del concepto de capaci­
dad en todo el Ordenamiento tratan de servir a la seguridad
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juridica con una construcciôn doctrinal de perfiles claros 
y rigurosos, basândose en el dogma de que toda titularidad 
de relaciones juridicas ha de atribuirse a una persona, fisi- 
ca o juridica (26). Sin embargo, en este orden de cosas, el 
problema parece no tener soluciôn efectiva, porque si bien 
los argumentos en contra de la supuesta extensiôn de la capa­
cidad juridica tributaria son indiscutibles, por otro lado 
el legislador somete a imposiciôn a entes no dotados de perso 
nalidad juridica, que no existen en Derecho y, sin embargo, 
la realidad es que esos entes, o alguien en nombre de ellos, 
satisface la obligaciôn tributaria que, teôricamente, era im­
posible satisfacer. "Siguiendo a los hermanos Berliri, la con 
clusiôn séria poco satisfactoria: los tributaristas no ten-
drian mâs remedio que confesar que la equivocada era la Ley" 
(27).
La doctrina ha intentado entonces superar el problema 
por otras vias, que arrancan de la tesis normativa de la per­
sonalidad, centrando sus consideraciones en la categoria de 
los sujetos de derecho, esto es, fijando el problema dentro 
del campo general de la subjetividad tributaria. En este sen­
tido, C. Lavagna acude a la distinciôn entre sujetos tipicos 
y atipicos (28) y E. Giardina (29) a las categorias de perso­
na y sujeto de derecho, entendiendo que la segunda es mâs am­
plia que la primera (30). Particular eco ha tenido en nuestra 
doctrina la distinciôn entre persona y sujeto de derecho, aco 
gida por los profesores Sainz de Bujanda y Cortés Dominguez 
(31). Veamos, por tanto, la posible consideraciôn de la uni­
dad familiar como un ente de la expresada categoria.
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d) La categoria del sujeto de derecho: Irreductibili­
dad de la unidad familiar.
Como hemos dicho, una importante aportaciôn doctri­
nal considéra qu el concepto de sujeto es mâs amplio que el 
de persona. De esta manera es posible conciliar la atribuciôn 
de la titularidad pasiva de relaciones tributarias a los deno 
minados "entes de hecho", con la unicidad del concepto de ca­
pacidad. Los puntos centrales de esta construcciôn, tal como 
es expuesta por Sainz de Bujanda (32), son los siguientes:
Se parte de la consideraciôn fundamental de que el hom 
bre es el centro del que necesariamente ha de irradiar toda 
la doctrina de la subjetividad juridica. El hombre es origina 
ria y constitutivamente persona; es, en rigor, la persona. 
El ordenamiento positivo no hace otra cosa que reconocer la 
personalidad del hombre y su idoneidad -capacidad juridica- 
para ser titular de relaciones juridicas.
Ahora bien, es obvio que la personalidad y la capaci­
dad juridica han de ser reguladas y, en este sentido, no hay 
razôn alguna para negar la indudable utilidad técnica de la 
llamada doctrina normativa de la personalidad, segùn la cual 
el termine "persona" remite siempre a un conjunto de normas 
que regulan determinados comportamientos. Ello no implica de^ 
conocer el sustrato real sobre el cual la personalidad descan 
sa, que no es confundido con el propio concepto de persona, 
ni con la eficacia de ese concepto en el ârea de las relacio 
nés juridicas, de las que la persona es titular o protagonista.
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Durante largo tiempo la doctrina ha reconducido todas 
las figuras imaginables de titularidad juridica a la dicoto- 
mia persona fisica-persona juridica. Con arreglo a la doctri­
na nomativa de la personalidad la ley aparece y actûa como 
un "esquema de calificaciôn" de una realidad fenomenolôgica 
dada y lôgicamente postulada: persona fisica es el concepto 
juridico que se corresponde a la realidad hombre; persona ju­
ridica es un determinado tipo de entidad colectiva al que por 
sus especiales caracteristicas -organizaciôn, estructura pa 
trimonial, etc.,.-r, la ley califica como tal (33).
Desde esta perspectiva, "el sujeto colectivo -conside 
rado en termines générales- se concibe como el conjunto de 
normas que regulan el 'status', la actuaciôn, la disponibili- 
dad de los bienes y la responsabilidad de los particulares 
de modo distinto a como lo hacen las normas que se refieren 
al sujeto singular, que no se encuentra vinculado (legal o 
negocialmente) en una estructura organizada" (34).
De ello se deduce la univoca significaciôn de la expre 
siôn "persona juridica" en el ordenamiento y la intrinseca 
contradicciôn conceptual en que inevitablemente se incurre 
cuando se déclara que el ordenamiento juridico puede, en de­
terminados sectores -asi, por ejemplo, en el tributario- atr^ 
buir personalidad o considerar como personas a entes que no 
se encuentran previamente subsumidos en el "esquema de califi 
caciôn legal"en el que la persona consiste. No se puede, si- 
multâneamente, ser y no ser persona.
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Desde este punto de vista, queda claro que las normas 
que, en un determinado sector cualquiera del ordenamiento, 
declaran que se considerarâ titular de determinadas relacio­
nes juridicas a entidades que no son personas juridicas, no 
estân calificando como personas a las entidades en cuestiôn, 
sino, simplemente, reconociendo en ellas idoneidad para que 
sirvan de punto subjetivo de referencia de determinados efec­
tos juridicos.
Aparecen asi los llamados "sujetos de derecho", bajo 
cuya denominaciôn quedan comprendidos cuantos entes -sean o 
no personas- hayan sido calificados como taies por el ordena­
miento juridico, Estaremos en presencia de una "figura subje­
tiva" cuando esta venga configurada por las normas como cen­
tro autônomo de imputaciôn de determinadas consecuencias o 
efectos juridicos (35).
La configuraciôn del sujeto de derecho exige distinguir 
lo de la persona juridica y de aquellos entes colectivos, no 
personificados,que no sean sujetos de derecho. La distinciôn 
entre sujeto de derecho y persona juridica radica en que esta 
ultima présenta determinados requisitos de organizaciôn que 
le permiten actuar como tal persona, razôn por la cual el 
ordenamiento le atribuye la expresada cualidad (36). Por ello, 
dice Giardina, "mientras toda colectividad que tenga la consi 
deraciôn de persona juridica es, al propio tiempo, sujeto de 
derecho, no todo sujeto de derecho tiene que ser necesariamen 
te persona juridica" (37). "La persona juridica -segùn expre 
sa con claridad Antonini-, tiene de mâs, justo y solamente.
517
la atribuciôn formai de la personalidad" (38).
Por otra parte, la existencia de un sujeto de derecho 
exige que el ente -centro de imputaciôn de efectos jurîdicos- 
tenga esa consideraciôn en todo el sistema y no sôlo respec- 
to de una situaciôn aislada. Para Giardina, sôlo el ente que 
sea sujeto del sistema complete puede ser considerado como 
sujeto de derecho; de no ser asi, tal ente estaria desprovis­
to no sôlo de personalidad, sino también de subjetividad (39)
Como afirma Sainz de Bujanda, esta construcciôn puede 
"trasladarse, naturalmente, al piano tributario... Los suje­
tos pasivos de la obligaciôn tributaria pueden ser personas 
fisicas o entes colectivos y..., a su vez, estos ùltimos pue­
den estar o no dotados de personalidad. En todo caso, sôlo 
podrân asumir el papel de sujetos pasivos de la obligaciôn 
tributaria aquellos entes colectivos que aparezcan previamen­
te calificados como sujetos de derecho en el ordenamiento ju­
ridico" (40).
A la vista de esta construcciôn parece claro que la 
unidad familiar esta desprovista no sôlo de personalidad, si­
no también de subjetividad, puesto que, siendo una realidad 
social y econômica que asciende al mundo juridico directamen- 
te a través de la normativa tributaria, no estamos ante un 
ente que aparezca precalificado por el ordenamiento juridico 
como sujeto de derecho (41).
Esta carencia de subjetividad de la unidad familiar 
o, mâs exactamente, la ausencia de reconocimiento de la uni-
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dad familiar como "figura subjetiva" dentro del ordenamiento 
general, implica que ante una eventual designation de la mis- 
ma como sujeto pasivo, por parte del legislador tributario, 
surja la necesidad de determinar a que personas en realidad 
han de imputarse los efectos juridicos previstos en la norma 
(42). En este sentido, un buen ejemplo lo encontramos en el 
Proyecto de Ley del IRPF, en el que, calificandose a la uni­
dad familiar como sujeto pasivo, tanto la obligation material 
del pago, como los deberes formales (arts. 31 y 34, respecti- 
vamente, del Proyecto), eran atribuidos directamente ya al 
marido, ya a la mujer, ya a ambos conjuntamente. Dicho con 
otras palabras, la atribuciôn de subjetividad a la unidad fa­
miliar, contenida en el articulo 4^ del Proyecto de Ley, no 
pasa de ser una declaraciôn formularia, que en ningùn caso 
permite configurar a esta entidad como un sujeto de derecho, 
puesto que la relaciôn juridica, asi como los efectos de ella 
derivados se imputan en realidad a una persona fisica: el ad­
ministrador legal de la sociedad conyugal, el cônyuge que os- 
tente la patria potestad, o ambos cônyuges en forma mancomuna 
da, segùn los supuestos, lo que, a nuestro entender, desvir- 
tùa aquella supuesta subjetividad y demuestra que la unidad 
familiar "unitariamente" considerada, no puede asumir la posi 
ciôn deudora (43). Por otra parte, no cabe entender la atribu 
ciôn contenida en los articulos 31 y 34 del proyecto de Ley, 
como una especificaciôn del articulo 44 de la Ley General Tr^ 
butaria, puesto que ni el administrador legal de la sociedad 
conyugal, ni el cônyuge que ostente la patria potestad de los 
hijos, es el représentante legal de la unidad familiar.
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La categoria del sujeto de derecho no es pacificamente 
admitida (44). En este sentido se manifiesta el profesor Fe- 
rreiro al afirmar "que todo sujeto es siempre capaz de asumir 
derechos y obligaciones y que por tanto ha de ser una persona 
fisica o juridica" (45). Asimismo, para Falcon, "Solo la per­
sona puede ser sujeto de una relaciôn tributaria, pues, por 
definiciôn, sôlo,la persona tiene aptitud para ser titular 
de relaciones juridicas" (46). Desde esta perspectiva, como 
es obvio, la posibilidad de que la unidad familiar pueda asu­
mir la titularidad pasiva de la relaciôn juridica es rotunda- 
mente negada, y en el supuesto de que una norma le atribuyera 
tal titularidad, con la expresiôn unidad familiar no se esta­
ria haciendo mas que aludir a las personas fisicas comprendidas 
en el grupo familiar de que se trate, esto es, a las personas 
fisicas incluidas en aquella designaciôn unitaria (47).
C.- La supuesta inclusion de la unidad familiar en el arti 
culo 33 de la Ley General Tributaria.
a) Planteamiento.
Cuando el legislador quiera someter a imposiciôn, 
como sujetos pasivos, a entes colectivos no dotados de perso­
nalidad, tendra que determinar a que tipo de entidades desea 
dar tal consideraciôn, esto es, se plantea la necesidad de 
identificar estos entes de algùn modo, por cuanto sôlo aque­
llos que reunan ciertas caracteristicas podrân asumir obliga­
ciones tributarias. Esta identificaciôn puede realizarla el
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legislador con dos técnicas distintas. La primera "consiste 
en définir los caractères générales que han de concurrir en 
esa clase de entidades, sin hacer menciôn nominal de las mis- 
mas... La segunda técnica puede consistir en la formulaciôn 
de un lista de entidades colectivas, no dotadas de personali­
dad, a las que se atribuya la consideraciôn de sujetos pasi­
vos sin fijaciôn de criterios definidores de tipo general" 
(48).
El articulo 33 de la LGT, en el que se contempla la 
posibilidad de atribuir la consideraciôn de sujetos pasivos 
a las referidas entidades, sigue una formula mixta o eclécti- 
ca, de combinaciôn de ambas técnicas (49), al disponer que: 
"Tendrân la consideraciôn de sujetos pasivos, en las leyes 
tributarias en que asi se establezca, las herencias yacentes, 
comunidades de bienes y demâs entidades que, carentes de per­
sonalidad juridica, constituyen una unidad econômica o un pa- 
trimonio separado, susceptible de imposiciôn". Como es claro, 
lo que a nosotros nos interesa destacar es el sentido de la 
fôrmula definitoria contenida en este precepto, para ver si 
tiene cabida en ella la unidad familiar, posibilidad que, co­
mo se recordarâ, era hipotéticamente indicada en el Informe 
de la Ponencia.
Por otra parte, debe sehalarse que el valor del mencio 
nado articulo 33 es, como ha puesto de relieve el profesor 
Sainz de Bujanda, meramente didâctico u orientador, en el sen 
tido de que establece una fôrmula que para ganar efectividad 
ha de incorporarse a otros textos légales (50).
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b) Examen de la formula legal. Especial referencia a 
la unidad econômica.
Segùn la LGT, para que puedan considerarse sujetos 
pasivos las entidades sin personalidad estas han de consti­
tuer "una unidad econômica o un patrimonio separado, suscepti_ 
ble de imposiciôn" (51). Ciertamente, los criterios utiliza- 
dos para elaborar esta fôrmula definitoria "son poco expresi- 
vos y técnicamente insuf icientes". Lo decisivo es que la enti  ^
dad colectiva sea "susceptible de imposiciôn", mas nada dice 
la Ley acerca de las circunstancias y requisitos en que debe 
entenderse que un ente présenta esta susceptibilidad. Asi 
pues, "sera el interprète el llamado a cumplir esa funciôn, 
valiéndose de las ideas encuadradas en el campo de la teoria 
general del Derecho" (52).
En este sentido, la referencia a la unidad econômica, 
a la que, en principio, pudiera considerarse reconducible la 
unidad familiar (53), es poco afortunada, como manifiesta Cor 
tés Dominguez, por las siguientes razones:
"a) porque la unidad econômica es un concepto econômi- 
co, no juridico. Quiere decirse que no tiene un significado 
juridico preciso;
b) porque normalmente las unidades econômicas adoptan 
formas juridicas équivalentes a entes con capacidad juridica 
o a verdaderos sujetos de derecho;
c) porque el requisite de que el ente constituya una 
unidad econômica no es suficiente para que un sujeto pueda 
ser configurado como tal, ya que no basta con que un ente sea
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centro de imputaciôn de normas juridicas en el Derecho tribu­
tario, para que pueda ser considerado sujeto de derecho, ya 
que séria ilôgico pensar que un sector del Derecho reconocie- 
ra a una entidad como sujeto y el resto del ordenamiento le 
negara tal caracter!stica" (54).
Efectivamente, dado que la susceptibilidad de imposi­
ciôn ha de ser una susceptibilidad juridica, la "uniôn econô­
mica" sôlo podrâ ser sujeto pasivo del tributo -como afirma 
Sainz de Bujanda- reconduciéndola a la categoria de "persona" 
o de "sujeto de derecho" no dotado de personalidad. "Esto ul­
timo sôlo podrâ ocurrir si la 'uniôn econômica' de que se tra 
te se manifiesta externamente como entidad que, aun no estan- 
do dotada de personalidad, disfruta de cierta autonomia patr^ 
monial y de un tipo de organizaciôn que le permita actuar en 
el trâfico como ente tributario. Lo que no es lôgicamente 
posible es que una 'uniôn econômica' pueda se considerada co­
mo tal uniôn econômica, sujeto pasivo del tributo" (55).
Por todo ello, y siguiendo al profesor Sainz de Bujan­
da, bien puede afirmarse "que las entidades colectivas despro 
vistas de personalidad ùnicamente son 'susceptibles de imposi^ 
ciôn' si el hecho imponible se realiza respecte de ellas de 
un modo unitario y autônomo y si, dada su organizaciôn y la 
relaciôn juridica que mantienen con el conjunto de bienes de 
los que fâcticamente disponen, estân en condiciones de cum­
plir la prestaciôn pecuniaria que constituye el objeto de la 
obligaciôn (56). A falta de estos requisitos, las entidades 
de referencia no serân propiamente 'sujetos de derecho' ni
523
podrân, por tanto, ser realmente 'sujetos pasivos' del tribu­
to , aunque un precepto fiscal les otorgue esa consideraciôn 
(57). Cuando esto ocurra el interprète habrâ de desentenderse 
de la declaraciôn formularia y se afanarâ por desvelar cuâles 
son las 'personas' o 'sujetos' que, por reunir los requisitos 
juridicos que acaban de enunciarse, hayan quedado gravadas 
con esa inadecuada declaraciôn formularia" (58).
c) La no "susceptibilidad de imposiciôn" de la unidad
familiar. Referencia a la sociedad conyugal.
A la luz de las consideraciones precedentes parece 
Clara la no susceptibilidad, o mejor, imposibilidad juridica, 
de imposiciôn de la unidad familiar. La unidad familiar, que 
no es otra cosa, insistimos, que un conjunto de personas fisi 
cas unidas por lazos familiares o vinculos de parentesco, no 
ostenta una organizaciôn que le permita actuar en el trâfico 
como ente unitario, ni disfruta de autonomia patrimonial; o 
lo que es lo mismo, no es titular de un patrimonio sobre el 
que hacer efectivo el cumplimiento de la obligaciôn tributa­
ria. Por ello bien puede entenderse que afirmar la susceptibi­
lidad de imposiciôn de la unidad familiar résulta aberrante 
desde un punto de vista juridico, ya que la unidad familiar 
carece de personalidad juridica y no cunple tampoco los requi­
sitos exigidos por el articulo 33 de la LGT para ser conside­
rada sujeto pasivo (59).
Ahora bien, el requisite de la autonomia patrimonial 
présenta una connotaciôn distinta si del âmbito de la unidad
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familiar pasamos al de la sociedad conyugal, cuando en el ma- 
trimonio rige un régimen econômico de tipo comunitario. Sin 
embargo, no por ello puede llegarse a una conclusion distinta 
de la senalada, respecte a la susceptibilidad de imposiciôn 
de la figura que nos ocupa (60).
Por un lado, aunque en determinada Jurisprudencia el 
Tribunal Supremo haya parecido inclinado a atribuir personal! 
dad a la sociedad conyugal (61), esta opiniôn puede conside­
rarse aislada tanto en la propia Jurisprudencia civil (62) 
como en las Resoluciones del TEAC (63). Por otra parte, la 
comunidad conyugal, sea cuâl sea su naturaleza juridica, no 
es una verdadera sociedad (64) y, sin perjuicio de que disfru 
te de una mayor o menor autonomia patrimonial, no ostenta el 
tipo de organizaciôn requerido para asumir de forma unitaria 
y autônoma la titularidad de una relaciôn juridica (65). A 
ello debe anadirse la inexistencia en nuestro Derecho de un 
administrador legal de la sociedad conyugal, lo que supone 
una razôn adicional que confirma la imposibilidad de su confi^ 
guraciôn como sujeto pasivo. Pero con ello entramos en otra 
consideraciôn del problema, que es abordada seguidamente.
d) Cumplimiento y responsabilidad de la obligaciôn tri^
butaria.
La imposibilidad técnico juridica de que la unidad 
familiar pueda asumir la titularidad pasiva de la relaciôn 
tributaria se hace évidente cuando, admitida hipotéticamente
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la asunciôn de aquella titularidad, llega el momento de atri­
buir el cumplimiento de la susodicha obligaciôn.
En efecto, el reconocimiento de subjetividad a la uni­
dad familiar implicaria la asunciôn de la posiciôn deudora 
en la obligaciôn impositiva, con la consecuencia fundamental 
de venir obligada al pago de la prestaciôn tributaria, de la 
que responderîa con todos sus bienes y derechos. Mas he aqui 
que la unidad familiar no es una verdadera organizaciôn, no 
puede actuar como ente unitario a través de un représentante, 
por lo que ha de acudirse a las personas fisicas que la inte­
gran para atribuirles la obligaciôn del pago de la deuda tri­
butaria (66). Ademâs, la unidad familiar no es titular, no 
posee, como tal unidad familiar, bienes y derechos; estos co- 
rresponden siempre a las personas fisicas en ella comprendi­
das, que son las que responderân, por tanto, del pago efecti­
vo asi como de su eventual incumplimiento. Son las personas 
fisicas las deudoras de la obligaciôn impositiva, nacida de 
un hecho imponible que ellas mismas han realizado, son ellas 
las que responden con su patrimonio, luego entonces, inevita­
blemente, ellas son los sujetos pasivos (67). Y por mâs que 
se pretenda afirmar otra cosa, tras la expresiôn unidad fami­
liar no se esconde mâs que una pluralidad de personas fisicas 
que son los verdaderos titulares de la obligaciôn tributaria.
En este sentido, es revelador el Proyecto de Ley del 
IRPF, como ya hemos manifestado. En él, considerândose sujeto 
pasivo a la unidad familiar, a la hora de atribuir el cumpli­
miento y responsabilidad de la obligaciôn tributaria se reçu-
526
rre a determinadas personas fisicas que la integran: adminis­
trador legal de la sociedad conyugal, cônyuge que ostente la 
patria potestad de los hijos, o ambos cônyuges conjuntamente, 
segùn los casos. Esta construcciôn, habida cuenta de la impu­
taciôn de la titularidad pasiva a la unidad familiar, no en­
cuentra encaje adecuado en ninguno de los preceptos de la 
LGT.
Efectivamente, supuesta la subjetividad de la unidad 
familiar, la pretensiôn del acreedor o, si se prefiere, el 
cumplimiento de la prestaciôn, o sea, el pago de la deuda tri^  
butaria, ha de dirigirse o atribuirse, respectivamente, a 
aquel ente de forma unificada; esto es, considerando a la plu 
ralidad de personas que lo integran como figura subjetiva uni^  
taria. Y sôlo si el ente colectivo no satisface la prestaciôn 
entraria en juego la "responsabilidad" subsidiaria y mancomu- 
nada que el articulo 39 de la LGT establece a cargo de los 
coparticipes de las entidades a que se refiere el aticulo 33 
de dicho cuerpo legal (68). Sin embargo, el articulo 31 del 
Proyecto de Ley, en punto a "responsabilidad del pago de la 
deuda" la atribuye directamente a ambos cônyuges en forma man 
comunada cuando el régimen econômico del matrimonio fuese el 
de separaciôn de bienes y, en los demâs supuestos, al adminis^ 
trador legal de la sociedad conyugal o al que ostente la pa­
tria potestad de los hijos menores, segùn corresponda (69). 
Por ello tampoco puede reconducirse la unidad familiar, tal 
como venia configurada en el Proyecto de Ley, al articulo 34 
de la LGT, con independencia de que se tratara o no de un su­
puesto de concurrencia de titulares en la realizaciôn del he-
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cho imponible (70).
La subjetividad de la unidad familiar es incompatible 
con la atribucion de la "responsabilidad" de la deuda corres- 
pondiente a la obligacion tributaria, a alguno o algunos de 
los miembros de aquélla. Y esta incompatibilidad no puede ob- 
viarse argumentando por la via de la derivaciôn de la respon­
sabilidad, en el sentido de entender que la condiciôn de deu- 
dor, asumida en hipôtesis por la unidad familiar, no impide 
que la responsabilidad se materialice en alguno de los miem­
bros que la componen, porque ello supondria una disociaciôn 
entre deuda y responsabilidad que no es admisible en el Dere- 
cho moderno. Aunque en otros periodos histôricos la deuda y 
la responsabilidad, como fenômenos juridicos, hayan podido 
aparecer y funcionar con independencia, en el Derecho moderno 
no ocurre asi (71). La distinciôn entre deuda y responsabi^i 
dad suministra unos datos conceptuales de gran utilidad para 
construir el concepto de obligacion. Pero deuda y responsabi­
lidad -dice Diez Picazo- son ingredientes institucionales del 
fenômeno de la obligacion, que no constituyen dos relaciones 
o dos situaciones juridicamente autônomas y distintas (72). 
Débito y responsabilidad son dos momentos o aspectos de un 
mismo fenômeno (73).
A mayor abundamiento, la configuraciôn de la unidad 
familiar como sujeto pasivo sin personalidad jurldica supon­
dria, como argumentaba el Informe de la Ponencia, la necesi- 
dad de designer un administrador o représentante de la unidad 
familiar (74), y esta construcciôn tropieza con obstâculos
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insalvables. Antes de la reforma del Côdigo Civil existîa en 
nuestro ordenamiento jurldico la figura del administrador le­
gal de la sociedad de gananciales (75), referida exclusivamen 
te al circule conyugal en que rigiera dicho régimen de bie- 
nes, pero en la actualidad nuestro Côdigo establece el princi^ 
pio de gestiôn y disposiciôn conjunta de los bienes comunes 
(76). Obviamente, tampoco existe la figura de un représentan­
te ni administrador para matrimonies en los que no rija un 
régimen de comunidad, ni para otras unidades familiares no 
referidas al "status" matrimonial.
Por otra parte, tampoco es posible atribuir a une de 
los cônyuges la representaciôn legal del otro ante la Hacien­
da Pùblica le que iria en contra del principle constitucional 
de igualdad de los cônyuges, concretado en el articule 66 del 
côdigo Civil, que proclama que "El marido y la mujer son igua 
les en derechos y deberes" (77).
D.- Conclusion: Esterilidad de la configuraciôn de la uni­
dad familiar como sujeto pasivo. Conceptos econômicos 
y conceptos juridicos.
"La posibilidad lôgico juridica -escribe Sainz de 
Bujanda- de que las entidades no dotadas de personalidad cum- 
plan las funciones propias del sujeto pasivo del tribute no 
dériva de que aparezcan nominativamente mencionadas en un pre 
cepto tributario, ni siquiera de que reunan los requisites 
de la definiciôn legal, sine de que esta ultima aparezca for- 
mulada de tal modo que remita a un esquema normative de cali-
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ficaciôn que sea idôneo para asumir taies funciones. Si la 
definiciôn legal no tiene en cuenta las exigencias sistemâti- 
cas que el propio ordenamiento le impone, el resultado sera 
que la funciôn del sujeto pasivo corresponderâ a quien real 
y efectivamente haya realizado el hecho imponible y reuna las 
condiciones jurldicas necesarias para realizar la prestaciôn 
tributaria, y no la entidad a la que de modo verbal y aparen- 
te se considéré sujeto pasivo por el precepto tributario"
(7 8).
Hemos visto que esto es precisamente lo que ocurre con 
relaciôn a la unidad familiar, que no es mas que una forma 
abreviada de designar a una pluralidad de personas fîsicas 
que son las que en todo caso realizan el hecho imponible y 
asumen la posiciôn deudora en el seno de la obligaciôn tribu­
taria. En definitiva, hemos comprobado la imposibilidad técni^ 
co juridica de que la unidad familiar asuma la cualidad de 
sujeto pasivo del impuesto.
En realidad, al definirse a la unidad familiar como 
sujeto pasivo en el Proyecto de Ley del IRPF, con el término 
sujeto pasivo se esta designando, como diria Cortés Dominguez, 
no al deudor de la obligaciôn tributaria, sino al elemento 
personal configurador del hecho imponible. Como es sabido, 
esta es la tesis que respecte a la subjetividad tributaria 
de los entes sin personalidad ha mantenido en nuestra doctri- 
na el citado profesor, para quien al "concepto de sujeto pasi 
vo como persona obligada al cumplimiento de las prestaciones 
tributarias... debe oponerse el de sujeto pasivo como elemen-
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to subjetivo del presupuesto de hecho definido en la norma"
(79). A su juicio, los entes colectivos no dotados de persona 
lidad pueden ser sujetos pasivos del tribute siempre que a 
esta expresion se le atribuya la significacion de elemento per 
sonal configurador del hecho imponible. Pero seria ilogico 
y juridicamente contradictorio que a aquellos entes pretendie 
ra atribuirseles ademas la condiciôn de deudores de la obliga 
ciôn tributaria y la de realizadores de los pagos tributaries 
correspondientes (80).
Llegados a este punto la interrogante o, si se prefie- 
re, la duda, que cabe plantearse es la siguiente: si tan cia- 
ro esta que la unidad familiar no puede ser sujeto pasivo, 
deudor del tribute, ôcômo se explica que algunos autores si- 
gan planteando tal posibilidad?. La respuesta sôlo puede ser 
una: en todo intente de atribuir a la unidad familiar subjet_i 
vidad tributaria subyace una contaminaciôn entre los concep­
tos y termines juridicos y los conceptos y termines econômi­
cos o, en cualquier caso, extrajuridicos; contaminaciôn que 
fué calificada por Berliri como "el equivoco mas grave y que 
en mayor medida perturba el estudio de los sujetos pasivos 
de la obligaciôn tributaria" (81).
En efecto, cuando se intenta elevar a la unidad fami­
liar a la categoria de sujeto pasivo, lo que en realidad se 
pretende es gravar la capacidad econômica o contributiva del 
grupo familiar, y no la del individuo aislado, haciendo que 
el impuesto recaiga sobre las rentas, conjuntamente considéra 
das, de los miembros de la familia. Mas es évidente que enton
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ces de lo que se trata es de la riqueza gravable por el tribu 
to, no del sujeto que ha de asumir la relaciôn obligatoria. 
En este sentido hay que dejar bien claro que si de la conve- 
niencia de gravar la capacidad econômica de la familia -cue^ 
tiôn opinable- dérivâmes la necesidad de calificar a la fami­
lia como sujeto pasivo del impuesto -lo que juridicamente es 
insostenible- estaremos identificando, o mas bien confundien- 
do, dos cosas que: primero, no son identificables y, segundo 
no hay necesidad alguna de identificar.
Lo primero, porque una cosa es la designaciôn de la 
familia como unidad contribuyente (82) y otra distinta la de- 
terminaciôn del sujeto pasivo del impuesto. Claramente se ad- 
vierte que en la identificaciôn rechazada se esta elevando 
el concepto de unidad contribuyente -nociôn de caracter econô 
mico- a la categoria de sujeto pasivo de una obligaciôn -con 
cepto juridico-, cosa que, evidentemente, no puede hacerse 
(83).
Ciertamente, tras esa errônea identificaciôn (84) late, 
como senalaba Sainz de Bujanda, un plausible afân de defensa 
de la justicia tributaria (85), por cuanto lo que se pretende 
en definitiva es que el tributo se imponga sobre la situaciôn 
que se considéra portadora o manifestadora de capacidad econô 
mica. Pero si esto es lo que se considéra que debe hacerse, 
ha de tenerse présente que ello puede lograrse sin tener que 
calificar a la unidad familiar como sujeto pasivo. Dicho con 
otras palabras, el objetivo de justicia material que se quie- 
re alcanzar no es incompatible con los principios y conceptos
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elaborados en el seno de la teoria general del Derecho tribu­
tario. No se produce la necesidad de optar entre el "criterio 
material de justicia", de un lado, y el "formalisme jurldi­
co" , de otro (86). Ambos son, no solo perfectamente compati­
bles, sino que ademas van indisolublemente unidos.
Estas ideas fueron magistralmente expuestas hace ya 
algunos anos por L.V. Berliri, en los siguientes termines: 
Puede suceder "que se reconozca conveniente y juste el que 
frente a una renta de 100 percibida por mitad por la mujer 
y por mitad por el marido, el Estado perciba el impuesto com- 
plementario (87) igual que si dicha renta de 100 hubiera side 
percibida por una sola persona".
"Y bien, llegados a este punto, si se quiere permane- 
cer en el terrene de la polltica financiera, es posible que 
resuite conveniente sintetizar la situaciôn diciendo que el 
sujeto de la relaciôn econômica impositiva viene a ser en tal 
caso la hacienda familiar, en vez de las distintas economlas 
individuales del marido y de la mujer.
"Pero cuando pasamos al terrene juridico, entonces es 
claro que la cuestiôn es, ante todo y sobre todo una cuestiôn, 
no ya de sujetos, sino de contenido de la relaciôn juridica 
tributaria. Se trata, en efecto, de establecer que en lugar 
de dos débites impositivos distintos, determinados cuantitati 
vamente sobre la renta del marido y sobre la de la mujer, nos 
hallamos en presencia de una deuda ùnica determinada cuantita 
tivamente sobre el montante de las dos rentas, y que nace pre
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cisamente del hecho de la existencia de esa renta global.
'•Notese que para tal cuestiôn no es en modo alguno de- 
cisiva la busqueda del sujeto pasivo del impuesto: por lo que, 
una vez admitido que el sujeto pasivo del impuesto pudiese 
ser la 'familia' como ente distinto de las personas del mari­
do y de la mujer, nada impediria que se refiriesen simultanea 
mente a la familia deudas impositivas distintas en correspon- 
dencia con las rentas de la mujer y del marido (88); al igual 
que nada impide que, siendo unica la deuda impositiva, pueda 
referirse simultaneamente a varios sujetos, por ejemplo, al 
marido y a la mujer de manera solidaria...
"Por eso, cuando el legislador déclara, mas o menos 
explicitamente, que varias personas deben ser gravadas como 
si fuesen una sola persona, trata en realidad de establecer 
mas bien cuanto deben pagar aquellas personas a titulo de im­
puesto que no quien debe quedar sujeto al impuesto.
"La cuestiôn del quien surge en un segundo momento.
"En efecto, establecida... la existencia de una deuda 
impositiva unica determinada cuantitativamente sobre la renta 
global de la nujer y del marido se nos preguntara si el im­
puesto debe ser pagado por la mujer, por el marido, o por am­
bos solidariamente, o eventualmente por un ente juridico 'fa­
milia' distinto del uno y del otro.
"Pero en este punto es évidente que inventar un sujeto
pasivo 'familia' séria, ademâs de ilôgico por las razones ya 
expuestas, totalmente superflue; y, en definitiva, seria sola
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mente una expresion verbal, para decir que el impuesto debe 
ser pagado de manera solidaria por la mujer y por el marido" 
(89) .
Valga la larga cita del maestro italiano tanto por la 
claridad de las ideas que en ella se contienen, como por su 
idoneidad para mostrar lo que, para nosotros, es la conclu­
sion mas Clara que cabe extraer en cuanto a la pretendida sub 
jetividad de la unidad familiar se refiere; conclusion que 
puede concretarse en la idea de la esterilidad que conlleva 
todo intento de configuraciôn de la unidad familiar como suje 
to pasivo.
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2. LA UNIDAD FAMILIAR COMO UN SUPUESTO DE SOLIDARIDAD TRIBU­
TARIA.
A.- Planteamiento.
La consideraciôn de que las personas incluidas en una 
unidad familiar se encuentran conjunta y solidariamente some- 
tidas al impuesto supone el otorgar una configuraciôn juridi­
ca homogénea a la unidad familiar, frente a la formula de los 
entes sin personalidad juridica del Proyecto de Ley y frente 
al anterior sistema de acumulaciôn de rentas del IGRPF (90).
La afirmaciôn de que la unidad familiar constituye un 
supuesto de solidaridad tributaria es ya una idea ampliamente 
difundida en nuestra doctrina cientifica, que ha acogido, co­
mo sabemos, la posiciôn mantenida en este punto por la Ponen­
cia. Sin embargo, y por extrano que a primera vista pueda pa- 
recer, con ello no se resuelve la calificaciôn de esta figu­
ra, ya que queda por determinar a que supuesto de solidaridad 
debe reconducirse, y ahl es donde empieza el problema.
Concretamente, el dilema puede reducirse a estos dos 
términos: 19) si la unidad familiar puede encuadrarse en aigu 
no de los supuestos de solidaridad previstos en nuestro Dere­
cho o, 29) si se trata de un supuesto nuevo, distinto de los 
que la doctrina patria ha construido en esta materia. En défi 
nitiva, queda por resolver la cuestiôn fundamental: a que ca­
tégorie juridica pertenece la unidad familiar.
Vaya por delante nuestra opiniôn de que la soluciôn
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ha de buscarse en el segundo de los términos antes senalados, 
por lo que trataremos, en primer lugar, de poner de manifies- 
to la irreductibilidad de la unidad familiar a las categorias 
de la LGT (punto de vista negative), para después abordar la 
configuraciôn de esta figura (punto de vista positive).
En otro orden de consideraciones, debe advertirse que 
no pretendemos hacer aqul un estudio exhaustive de la solida­
ridad tributaria; nos ocupamos del tema ùnicamente en tanto 
en cuanto sea necesario para resolver la calificaciôn juridi­
ca de la unidad familiar. Otra cosa nos llevarla demasiado 
lejos y excederia el objetivo de este trabajo.
B.- Irreductibilidad de esta figura a la Ley General Tri­
butaria.
a) La unidad familiar como un supuesto de solidaridad 
del articule 34 de la Ley General Tributaria.
a') Ideas preliminares.
Contrariamente a lo que se ha senalado en alguna oca- 
siôn (91), el determinar si en la unidad familiar estâmes an­
te un caso particular del supuesto contemplado, en general, 
por el articule 34 de la LGT o si se trata de un supuesto dis 
tinte, no es ùnicamente un problema relevante a efectos dogma 
ticos o teôricos, sino que présenta un gran interés desde una 
perspectiva estrictamente aplicativa, por cuanto de la résolu 
ciôn de esta cuestiôn dériva un criterio de interpretaciôn
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de las normas sobre esta figura, criterio que ha de presidir 
el examen de su régimen jurldico (92). Particularmente, es 
ésta la via que permite delimiter quién es sujeto pasivo, 
quién asume la posiciôn deudora, con un resultado mas restric 
tivo del que generalmente se desprende de esta remisiôn, con 
todas las consecuencias que ello supone en orden a la respon­
sabilidad de la'deuda tributaria.
Por otra parte, es ésta una cuestiôn compleja ya que 
se entrecruzan en ella una serie de problèmes de diverse in­
dole que son precisamente las causas que explican que en un 
determinado momento, por parte de determinados autores, se 
haya sentido la necesidad de remitir la unidad familier al 
articule 34 de la LGT.
En primer lugar, la expresiôn "todos los componentes" 
de la unidad familier, empleada en el articule 4^,2 de la Ley 
para disponer el sometimiento conjunto y solidario al impues­
to de los sujetos pasivos integrados en una unidad familier 
-que es tal como lo entendemos nosotros-, ha sido interpreta- 
da en el sentido de que todos los miembros de la unidad fami­
lier son sujetos pasivos, lo que necesariamente ha de expli- 
carse por una participaciôn o "concurrencia" de todos los su­
jetos en el disfrute u obtenciôn de la renta (93). Ya nos he­
mos ocupado en otro lugar de préciser el alcance del término 
"todos los componentes", y hemos visto como es posible inter 
pretarlo de manera que no todas las personas que pertenezcan 
a una unidad familier seen sujetos pasivos o, mas exactamen- 
te, de manera que sôlo los miembros de la unidad familier que
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obtengan renta en el sentido establecido por el articulo 39,1 
de la Ley, sean sujetos pasivos, por lo que no hemos de reite 
rar aqui la argumentacion expuesta.
Ahora bien, hay que tener en cuenta que la califica­
ciôn de la unidad familiar como un caso particular del articu 
lo 34 de la LGT, puede sostenerse igualmente entendiendo que 
sôlo los miembros que "obtengan renta" son sujetos pasivos. 
Esta parece ser la postura mantenida al respecto por G. de 
la Pena, para quien esta claro que los miembros de la unidad 
familiar que no obtienen renta no son sujetos pasivos (94), 
pero, a la hora de explicar la solidaridad de esos sujetos 
pasivos afirma que, "En cierto modo, el legislador espanol 
no esta haciendo otra cosa... que adoptar en relaciôn con los 
obligados al pago del IRPF que se integran en una unidad fami^  
liar, una soluciôn parecida a la recogida en el articulo 34 
de la LGT" (95). Con ello lo que queremos poner de manifiesto 
es que la remisiôn objeto de anâlisis tiene un alcance mas 
amplio y, en cierto modo, independiente, del hecho de que "to 
dos los miembros" de la unidad familiar sean o no sujetos pa­
sivos, y también que es otra la causa decisiva o fundamental 
que détermina, para algunos autores, dicha remisiôn.
En este sentido, hemos dicho ya que el articulo 34 de 
la LGT es entendido como el ùnico medio posible para explicar 
la solidaridad de la unidad familiar o, lo que es lo mismo, 
como el fundamento juridico de la solidaridad de los miembros 
de la unidad familiar, y este es verdaderamente el argumente 
clave del problema. En la necesidad de remitir la solidaridad
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de la unidad familiar al articulo 34 de la LGT subyacen, a 
su vez, una serie de cuestiones, estrechamente relacionadas, 
que mas tienen que ver con el fenômeno de la solidaridad tri­
butaria en general que con la figura de la unidad familiar 
en particular. Por un lado, el propio concepto de solidaridad 
tributaria, tradicionalmente referido a la concurrencia de 
titulares en el hecho imponible, malamente se aviene con la 
realidad de que, siendo el hecho imponible la obtenciôn de 
la renta por el sujeto pasivo, y siendo sujeto pasivo ùnica­
mente la persona fisica, la solidaridad de la unidad familiar 
tiene en su origen no un hecho imponible, sino una pluralidad 
de hechos imponibles. Dicho con otras palabras, el nudo gor- 
diano de la cuestiôn, desde este punto de vista, estriba en 
determinar si la concurrencia de deudores ùnicamente puede 
darse "cuando sôlo existe un hecho imponible" (96). El proble 
ma es evidenciado por Ramallo, en este significative pârrafo: 
"Cuando los autores dicen que en la UF no existen dos o mas 
titulares en un mismo hecho imponible, sino tantos hechos im­
ponibles como miembros de la unidad familiar obtengan rendi- 
mientos o incrementos de patrimonio sonetidos al impuesto (97), 
pero, por el contrario, aafirman que la concurrencia de deudo 
res se produce cuando sôlo existe un hecho imponible, se pone 
de manifiesto un importante desacuerdo..." (98).
En este orden consideraciones, es también tradicional 
senalar como fundamento juridico de la solidaridad en la obli 
gaciôn tributaria precisamente el hecho de que ésta se encuen 
tra ligada a un "presupuesto ùnico", tal como lo expone Gia- 
nnini, al afirmar "que el fundamento que justifica la solida-
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ridad de la obligaciôn tributaria consiste en que se trate 
de un impuesto que esté ligado a un objeto ùnico, considerado 
como tal, expresa o impllcitamente, por el legislador tributa 
rio" (99).
A todo ello hay que anadir el escaso eco que el articu 
lo 34 de la LGT ha tenido en nuestra doctrina y jurispruden- 
cia (100), a diferencia de la doctrina y jurisprudencia extranjeras
(101), escaso eco que también, claro esta, dificulta una Cla­
ra comprensiôn de la realidad unidad familiar.
Estas son, por tanto, las cuestiones que habremos de 
tratar aqui, separândolas a efectos de exposiciôn en la medi­
da de lo posible, para un mejor entendimiento.
b') Anâlisis del precepto.
Sabido es que el sujeto pasivo del tributo, dentro 
del ordenamiento espanol, es la persona natural o juridica 
que, segùn la ley, resuite obligada al cumplimiento de las 
prestaciones tributarias en virtud de la realizaciôn del he­
cho imponible (art.30, en relaciôn con el art.28, de la LGT)
(102). Pués bien, puede ocurrir que sean varias las personas 
que se encuentren con el hecho imponible en la relaciôn esta­
blecida por la ley para que nazca la obligaciôn tributaria, 
en cuyo caso, taies personas quedan solidariamente obligadas 
frente al ente pùblico, tal como dispone el articulo 34 de 
la LGT, segùn el cual: "La concurrencia de dos o mas titula­
res en el hecho imponible determinarâ que queden solidariamen 
te obligados frente a la Hacienda pùblica, salvo que la Ley
541
propia de cada tributo dispusiere lo contrario".
Como toda norma juridica, este articulo -"de redaccion 
poco Clara", en palabras de Sainz de Bujanda (103)- "une a 
la efectiva producciôn de la hipôtesis que contempla (la con­
currencia de dos o mas titulares en el hecho imponible), una 
tesis o consecuencia juridica (la solidaridad entre dichos 
titulares frente a la Hacienda Pùblica, salvo que la ley pro­
pia de cada Tributo disponga otra cosa)" (104).
El presupuesto de aplicaciôn del precepto (105) viene 
constituido por la existencia de un hecho imponible que pré­
senta una peculiar configuraciôn intrinseca: se trata de
hecho imônible, ùnico en su elemento objetivo, pero mùltiple 
en su elemento subjetivo: a un solo presupuesto objetivo se 
vinculan una pluralidad de elementos subjetivos, tantos cuan- 
tas sean las personas que se encuentran con ese elemento obje 
tivo en la relaciôn prevista por la norma. Sôlo asi adquiere 
significado, en nuestro sentir, la expresiôn "concurrencia 
de titulares" en el hecho imponible (106).
En efecto, esa especifica configuraciôn del hecho impo 
nible es lo que diferencia, estructuralmente, al articulo 34 
respecto al articulo 33, de la LGT. En este ùltimo se trata 
también de un solo hecho imponible, pero es un hecho imponi­
ble ùnico tanto en su elemento objetivo como en su elemento 
subjetivo. Por ello, como ha puesto de relieve el profesor 
Sainz de Bujanda, aunque el articulo 33 de la LGT menciona 
la comunidad de bienes, en rigor, la copropiedad o comunidad
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de bienes en sentido estricto, no tiene cabida en dicho pre­
cepto, sino que es un supuesto comprendido en el articulo 34 
(107). La copropiedad o el puro condominio, arquetipo de la 
"comunidad de bienes" en el âmbito del Derecho civil, "no es 
realmente una verdadera organizaciôn" (108), por lo que el 
hecho imponible no puede ser imputado de forma unitaria, sino 
plural, a los condôminos (109).
Por otra parte, de esa especifica configuraciôn se de­
duce que el alcance del precepto es muy limitado. Sôlo se re­
fiere a los supuestos de pluralidad de contribuyentes, ya que 
el sustituto y el responsable no realizan el hecho imponible 
sino el presupuesto de hecho propio de la sustituciôn o de 
la responsabilidad (110). Por eso, en estos casos, deberia 
aplicarse la régla general del articulo 1137 del Côdigo Ci­
vil, conforme al cual la pluralidad de sustitutos o de respon 
sables no implicaria la solidaridad entre los mismos sino la 
mancomunidad. Sin embargo, el Reglamento General de Recauda- 
ciôn, en sus articules 9.2, 10.4 y 11.4 establece la solidari 
dad también en estos casos (111).
En principio, el articulo 34 tiene como fundamento un 
presupuesto objetivo inseparable, inescindible. Como diria 
Giannini, la unidad y la inescindibilidad del presupuesto de- 
terminan el nacimiento de una relaciôn juridica objetivamente 
ùnica (112), aunque sean varias las personas que en aquél par 
ticipan. Pero adviértase bien, la inescindibilidad del presu­
puesto justifica o fundamenta, a nuestro juicio, la hipôtesis 
considerada: concurrencia de titulares en el hecho imponible
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(113); mas no la consecuencia juridica prevista para la mis- 
ma: la solidaridad frente a la Hacienda Pùblica (114).
Por lo que se refiere a esta consecuencia juridica, 
el precepto que comentamos se limita, efectivamente, a orde- 
nar la solidaridad frente a la Hacienda Pùblica, salvo que 
la propia de cada tributo dispusiere lo contrario (115), lo 
cual supone, como es sabido, que el Fisco puede dirigir su 
pretension de cobro, por la totalidad de su crédite, frente 
a cualquiera de las personas que ban asumido la titularidad 
juridica pasiva. Como se recordara (116), hay que diferenciar 
claramente la subjetividad de la solidaridad; en rigor, no 
hay titularidad solidaria, sino titularidad pasiva plural y 
responsabilidad solidaria, aunque convenga mantener tal expre 
sion, siempre que se entienda en sus justos términos, tanto 
por economia del lenguaje como por ser expresiones de uso fre 
cuente en la doctrina.
Como ha puesto de relieve la profesora Soler Roch, cu- 
ya postura en este punto asumimos plenamente, el articulo 34 
no tiene pretensiones de generalidad: simplemente establece
que cuando se produzca la titularidad o realizaciôn conjunta 
del hecho imponible, la consecuencia juridica automatica es 
la solidaridad en la deuda tributaria (117). Pero, obviamen­
te, lo que no es valido es argumentar "a contrario sensu", 
esto es, deduciendo que la solidaridad en la deuda tributaria 
sôlo puede darse cuando sean varias las personas que concu- 
rran a la realizaciôn del hecho imponilbe. Dicho con otras 
palabras, "es errôneo pensar que todo supuesto de obligaciôn
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tributaria solidaria deba fundamentarse 'ex necesse' en dicho 
precepto" (118).
c ') La tesis de la realizaciôn conjunta del hecho impo 
nible por los miembros de la unidad familiar. Con­
sideraciôn critica.
Para un sector doctrinal la solidaridad de los su­
jetos pasivos integrados en una unidad familiar, prevista en 
los artîculos 49,2 y 31 de la Ley reguladora del IRPF, es re- 
conducible a una manifestaciôn del articulo 34 de la LGT. De£ 
de esta perspectiva sostiene el profesor Ferreiro que "cuando 
una persona fisica esta integrada en una unidad familiar se 
considéra que la renta es obtenida para y por todos los miem­
bros de tal unidad familiar y que, por tanto, todos los miem­
bros de la unidad familiar realizan el hecho imponible y que­
dan conjunta y solidariamente sometidos al impuesto como suje 
tos pasivos contribuyentes" (119).
En la misma linea, el profesor Ramallo sostiene que 
"los miembros que, como sujetos pasivos, integran la UF son 
los que, al mismo tiempo, realizan el hecho imponible del im­
puesto. Esta afirmaciôn implica que el aspecto objetivo del 
supuesto de hecho no es, como dice el articulo 39,1 de la 
Ley, la 'obtenciôn de renta por el sujeto pasivo'..., ni la 
titularidad sobre distintas clases de renta..., sino la pose- 
siôn y libre disponibilidad para todos los miembros de la UF 
de las distintas rentas obtenidas individual -y quizâ también 
colectivamente- por cada uno de ellos" (120).
545
Para ambos autores estamos, por tanto, en presencia 
de un supuesto de "cotitularidad" o "concurrencia" previsto 
genéricamente por el articulo 34 de la LGT (121).
A nuestro juicio, sin embargo, y asumiendo al respecto 
la tesis sustentada por la profesora Soler Roch, esta solu­
ciôn es inexacta. La solidaridad de los miembros de la uni­
dad familiar no puede reconducirse al supuesto previsto en 
el precepto de referenda, ya que "siendo el hecho imponible 
la obtenciôn de renta por el sujeto pasivo y atribuyéndose 
dicha subjetividad exclusivamente a la persona fisica... no 
hay técnicamente concurrencia de dos o mas titulares en el 
hecho imponible" (122). En efecto, la unidad familiar no pue­
de reconducirse al articulo 34 de la LGT, sea cual sea la 
interpretaciôn sustentada respecto al alcance de la unidad 
familiar sobre la subjetividad de la obligaciôn tributaria, 
o sea, ya se entienda que son sujetos pasivos todos los miem­
bros o sôlo los que obtengan renta, puesto que en ningûn caso, 
dada la tipificaciôn legal del hecho imponible (art. 39,1), 
nos encontramos con un presupuesto objetivo al que se vincu- 
len una pluralidad de elementos subjetivos que es, como hemos 
visto, el supuesto al que se refiere el articulo 34 de la LGT 
(123).
Si la Ley estableciera que todos los miembros de la 
unidad familiar son sujetos pasivos -cosa que no hace- la re­
misiôn al articulo 34 seria efectivamente necesaria para fun- 
damentar esa asunciôn de la cualidad de sujeto pasivo, que 
se explicaria por constituir el hecho imponible la obtenciôn
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conjunta de renta o el disfrute de la renta. Pero no dândose 
aquella hipôtesis, y siendo el hecho imponible la obtenciôn 
de renta por el sujeto pasivo, no hay necesidad alguna de acu 
dir al articulo 34 para explicar la solidaridad de la unidad 
familiar. Desde este punto de vista, la remisiôn al citado 
precepto puede verdaderamente calificarse de esteril, ya que, 
por un lado, el presupuesto en él contemplado no es el que 
se produce en el Impuesto y, por otro, la consecuencia juridi 
ca en él prevista ya viene establecida es la Ley del Impues­
to y atribuida, por tanto, directamente a los sujetos pasivos 
integrados en una unidad familiar, sin necesidad de remisiôn 
alguna para fundamentar esta consecuencia juridica.
En definitiva, el articulo 34 no anade nada a la norma 
tiva del Impuesto y, sin embargo, si perturba considerablemen 
te la configuraciôn legal del hecho imponible en aquélla tip^ 
ficado y la consiguiente asunciôn de la cualidad de sujeto 
pasivo como consecuencia de la realizaciôn de aquél.
b) Referenda a la responsabilidad solidaria.
Otro caso de solidaridad previsto en la LGT es el 
del responsable solidario (124), contemplado en los articulos 
37 y 38 de dicho cuerpo legal (125). segùn el apartado prime­
ro del citado articulo 37, "La Ley podrâ declarar responsa­
bles de la deuda tributaria, junto a los sujetos pasivos, a 
otras personas, solidaria o subsidiariamente". En la actuali­
dad la responsabilidad solidaria no se considéra como un su­
puesto de solidaridad tributaria en sentido técnico, ya que
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el responsable solidario no concurre a la realizaciôn del he­
cho imponible, sino que realiza un presupuesto de hecho dis­
tinto, que es el que origina el nacimiento de la obligaciôn 
de responsabilidad (126).
Dejando a un lado la cuestiôn de si el responsable es 
verdadero sujeto pasivo (127), asi como la cuestiôn relative 
a la naturaleza de esta figura (128), lo que a nosotros nos 
interesa es poner de manifiesto que la solidaridad de la uni­
dad familiar es distinta de la que se origina en los supues­
tos de responsabilidad previstos en nuestro ordenamiento. En 
efecto, el responsable se situa junto al sujeto pasivo, mien- 
tras que los miembros de la unidad familiar son ellos mismos, 
sujetos pasivos, que, "en calidad de contribuyentes, aparecen 
solidariamente obligados frente a la Hacienda Pùblica, en ra- 
zôn a las normas que establecen la tributaciôn familiar con­
junta (acumulaciôn) y como medio de garantizar la realiza­
ciôn del crédite tributario correspondiente a la deuda global 
résultante de dicha acumulaciôn" (129).
Realmente, el plantearse la posibilidad de remitir la 
solidaridad de la unidad familiar al articulo 37 de la LGT 
sôlo tendria sentido entendiendo que son todos los miembros 
de la unidad familiar los que quedan conjunta y solidariamen­
te sometidos al impuesto, de forma que aquellos miembros que 
no obtuvieran renta vendrian obligados precisamente en fun­
ciôn de su calificaciôn como responsables solidarios (130). 
Sin embargo, tal posibilidad carece por completo de apoyo le­
gal, no sôlo por los argumentos ya expuestos acerca del alcan
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ce de la unidad familiar sobre la subjetividad de la obliga­
ciôn tributaria, sino también -y en este punto de manera fun­
damental- porque el articulo 31 de la Ley del Impuesto, rela­
tive al pago de la deuda tributaria, en ningûn momento alude 
a una "responsabilidad" distinta de la que corresponde a los 
sujetos pasivos, como taies sujetos pasivos, contribuyentes. 
Antes al contrario, la obligaciôn del pago de la deuda tribu­
taria se atribuye,ùnica y exclusivamente a los sujetos pasi­
vos (art.31,1 de la Ley y 132 del Reglamento), y en el supues 
to de unidad familiar tal obligaciôn se imputa igualmente a 
los sujetos pasivos que la compongan, sin perjuicio del pro- 
rrateo "segùn la parte de renta que corresponde a cada uno 
de ellos" (art. 31,2 de la Ley y 133,1 del Reglamento). Luego 
esta claro que sôlo estân obligados al pago de la deuda aque­
llos que acumulan renta, o sea, les que realizan el hecho im­
ponible y son, por tanto, sujetos pasivos contribuyentes (131).
c) Conclusiôn: necesidad de un nuevo planteamiento de
la solidaridad tributaria.
Al poco tiempo de la entrada en vigor de la LGT es- 
cribiô Cortés Dominguez que "quizâs pudiera afirmarse que 
nuestra Ley General Tributaria ha nacido vieja", no ya, decia 
el citado profesor, porque no se hayan recogido en ella las 
ùltimas conquistas de la doctrina especializada, sino sobre 
todo, y entre otras razones, por su falta de adaptaciôn a là 
realidad de nuestro Derecho positivo (132).
Tal afirmaciôn, realizada en aquel momento con ocasiôn
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del estudio de los preceptos de la LGT dedicados a los suje­
tos pasivos, adquiere plena validez como consecuencia del or­
denamiento tributario que surge de la reforma de 1978 (133).
La necesidad de adaptaciôn de la LGT, en materia de sujetos 
pasivos, por lo que a nosotros nos interesa, es patente si 
considérâmes las nuevas figuras que aparecen con la menciona- 
da reforma tributaria, figuras que, o bien encuentran un enca 
je dificil y forzado en nuestra Ley General (134), o bien no 
la encuentran en absolute, como es el caso de la unidad fami^  
liar.
La problemâtica que plantea la regulaciôn de los suje­
tos pasivos en los nuevos impuestos personales, sobre la "ator 
mentada" y "borrascosa" doctrina general en torno al sujeto 
pasivo del tributo (135) ha sido subrayada por Ramallo, enten 
diendo que tal problemâtica ha de centrarse esencialmente en 
très puntos: 19) en la reavivaciôn del problema de los suje­
tos pasivos sin personalidad juridica; 29) en la necesidad 
de perfeccionar la diferenciaciôn entre las categorias de su­
jeto pasivo, de contribuyente y de sustituto, y 39) en una 
renovaciôn de esfuerzos por distinguir entre la solidaridad 
en la obligaciôn y la responsabilidad solidaria (136). En efec 
to, como hemos comprobado, de la unidad familiar se dériva 
la necesidad de diferenciar el supuesto de cotitularidad del 
articulo 34 de la LGT y la responsabilidad solidaria del ar­
ticulo 37 de la misma Ley, mas no por ello, como hemos visto,
se resuelve el problema de la calificaciôn juridica de esta
figura. Una profundizaciôn en los citados preceptos lo que
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pone de manifiesto, precisamente, es que la misma no tiene 
cabida en ninguno de ellos. La mayor parte de los problemas 
que la interpretaciôn de la unidad familiar ha ocasionado 
(configuraciôn del hecho imponible, delimitaciôn del sujeto 
pasivo, etc.) tienen su origen en la resistencia a admitir 
la realidad de esta figura, tal como viene configurada en las 
normas légales. Resistencia que se explica por el hecho de 
que la unidad familiar es un supuesto nuevo, especial, de so­
lidaridad tributaria, distinto de los previstos en la LGT. 
(137). Por ello, lo adecuado no es tratar de forzar la inter­
pretaciôn de la unidad familiar de forma que tenga cabida en 
alguno de los supuestos recogidos en la LGT, sino, admitido 
que se trata de un supuesto de solidaridad tributaria, tratar 
de construir adecuadamente tal concepto dogmâtico.
C.- La unidad familiar como un supuesto especial de solida
ridad tributaria.
a) Planteamiento.
Hemos visto que en nuestra legislaciôn y en nuestra 
doctrina la solidaridad tributaria quedaba referida al supue^ 
to de concurrencia de titulares en la realizaciôn del hecho 
imponible. Esta identificaciôn, en el âmbito de nuestra disci 
plina, entre lo que no es mâs que uno de los posibles supues­
tos de la solidaridad y el concepto genérico de la misma, ha 
dificultado la comprensiôn de la figura de la unidad familiar 
tal como viene configurada en la normativa del IRPF. Particu-
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lamente, frente al concepto "tradicional" de solidaridad tri^  
butaria, ligada a un presupuesto objetivo ùnico y a una re­
laciôn juridica objetivamente ùnica, la solidaridad de la uni 
dad familiar tiene en su origen no un solo hecho imponible, 
sino una pluralidad de hechos imponibles, que, en principio, 
dan lugar a una sola obligaciôn tributaria. La aceptaciôn de 
esta realidad, ciertamente novedosa en nuestro ordenamiento 
tributario, pone de manifiesto la necesidad de una reelabora- 
ciôn del concepto de solidaridad tributaria.
Para demostrar que no hay obstâculo dogmâtico que se 
oponga a la realidad de que la unidad familiar tenga en su 
origen una pluralidad de hechos imponibles, habremos de deter 
minar, en primer lugar, lo que propiamente constituye la soli 
daridad tributaria. La dificultad que aparentemente entrana 
el que de una pluralidad de hechos imponibles se derive una 
obligaciôn tributaria nos lleva a considerar la naturaleza 
juridica de la obligaciôn solidaria, cuestiôn que abordamos 
en segundo lugar. Una referenda a la Ordenanza Tributaria 
Alemana de 1977 ilustrarâ los diversos supuestos de solidari­
dad tributaria que se derivan o, mâs exactamente, que apare­
cen comprendidos en el concepto analizado, entre los que se 
encuentra, claro estâ, el de la unidad familiar.
b) Concepto de solidaridad tributaria.
En el âmbito del Derecho civil (138) la solidaridad 
pasiva es una forma tipica de organizaciôn de la pluralidad 
de deudores en la obligaciôn, entendiéndose que una obliga-
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cion es solidaria cuando cada uno de los deudores tiene per 
si solo e individualmente el deber de cumplir integramente 
la prestacion objeto de la relacion obligatoria, las cosas 
objeto de la prestacion, segun el articulo 1137 del Codigo 
Civil, de manera que el acreedor puede exigir el cumplimiento 
a cualquiera de ellos.
Si bien la delimitacion de lo que constituye la solida 
ridad no plantea problema alguno, no ocurre lo propio cuando 
se trata de precisar sus caracteristicas esenciales (139). 
Junto a la pluralidad de deudores, "presupuesto que se ofrece 
en grado de apotegma" (140), la unidad de objeto o identidad 
de la prestacion, punto en que coinciden la generalidad de 
las doctrinas, segun expone Hernandez Gil (141), es frecuente 
que cada autor incluya otra u otras caracteristies, o que co- 
loque la esencia de la solidaridad en una linea determinada. 
Asi, Castan senala como tercera caracteristica de la obliga- 
cion solidaria, la existencia de una relacion interna entre 
los deudores, por virtud de la cual cada uno de ellos, frente 
a los demas, es solo deudor de una parte (142). Para Amorth 
la obligacion solidaria résulta compuesta por cuatro requisi- 
tos caracteristicos, si bien subraya que dos de ellos -la plu 
ralidad de deudores y la identidad de la prestacion- no son 
exclusivos de esta clase de obligaciones; los otros dos requi 
sitos, dice este autor, ponen de manifiesto la modalidad tipi 
ca del vinculo solidario en su aspecto funcional: cada uno
puede ser constrefiido a cumplir la totalidad de la prestacion 
(tercer requisito), pero el cumplimiento de uno libera a los
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otros (cuarto requisito) (143). Por su parte, Larenz pone el 
acento en que para la existencia de una obligacion solidaria 
es indispensable que todos los deudores solidarios estén obli 
gados a la satisfacciôn del mismo interés del acreedor en la 
prestacion (144). Para este autor lo esencial de la solidari­
dad es la identidad del interés del acreedor (145).
Mas recientemente, Dîez Picazo ha manifestado que la 
esencia de la solidaridad pasiva es el que esta constituye 
un caso de extension de responsabilidad. En el lenguaje usual, 
dice Dîez Picazo, solidarizarse significa hacerse responsable 
de un deber que en todo o en parte es de otro y asumir las 
consecuencias de dicho deber. En la solidaridad pasiva cada 
deudor asume la responsabilidad de su propio deber y la res­
ponsabilidad del deber de sus codeudores. Se trata, en défini 
tiva, de un diverse alcance de los elementos de deuda y res­
ponsabilidad (146).
Hernandez Gil presta una especial atenciôn a la exis­
tencia de una pluralidad de vinculos, de relaciones, entre 
los diverses deudores y el acreedor (147), centrândose asî 
en la naturaleza jurîdica de la obligacion solidaria, cues- 
tiôn ampliamente controvertida y a la que nos referiremos de^ 
pues.
Frente a la amplia problemâtica que la caracterizaciôn 
de la solidaridad ha suscitado en la doctrina civilista, la 
doctrina tributaria, de forma que puede reputarse ampliamen 
te mayoritaria, ha construido el concepto de solidaridad en 
base a très caracteristicas fundamentales: pluralidad de suje
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tos, identidad de la prestacion, y la existencia de una misma 
"causa obligandi". Esta ultima caracteristica, entendida como 
la realizaciôn del mismo hecho imponible, fué mencionada ya 
por Blumenstein (148), como peculiaridad de la solidaridad 
tributaria frente a la del Derecho civil, y ha sido recogida 
por la doctrina italiana y espanola (149). Aunque sin mencio- 
narla con los termines con que generalmente es designada, "ea 
dem causa obligandi", claramente la incluye como tal, Gianni- 
ni, al fundamentar la solidaridad tributaria, como ya hemos 
indicado, en un "objeto ùnico, considerado como tal, expresa 
o impllcitamente, por el legislador tributario. No existe, 
por tante, solidaridad -dice el maestro italiano-, en el caso 
de varias deudas impositivas conectadas con presupuestos de 
hecho que sean susceptibles segùn el Derecho tributario de 
una distinta consideraciôn y valoraciôn, aunque estén etre 
si mas o menos estrechamente ligados" (150).
Peculiar posiciôn mantiene al respecte Cocivera, quien 
entiende la "eadem causa obligandi" como "el mismo hecho jurl 
dice o un conjunto de hechos conexos de modo que la relacion 
existente entre ellos sirva para unificarlos" (151), si bien 
no aclara qué tipo de relacion unificadora o estructural ha 
de darse, ni cuando o con respecte a qué presupuestos se pro­
duce tal circunstancia. Apoyândose, fundamentalmente, en esta 
afirmacion de Cocivera y en el concepto de solidaridad expre- 
sado por Amorth, Fantozzi (152) entiende la solidaridad como 
formula de imputaciôn de los efectos de un presupuesto pluri- 
subjetivo (153).
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Verdaderamente, nos résulta dificil encontrar una ex- 
plicaciôn objetiva acerca de las razones que han motivado la 
inclusion de la tercera caracteristica que comentamos en el 
concepto de la solidaridad tributaria. El origen de la misma 
parece hallarse, como se desprende de su menciôn por Blumens­
tein, en ser una de las peculiaridades esgrimidas para funda­
mentar la diferencia entre la obligacion tributaria solidaria 
y la del Derecho comûn. A su vez, el interés por explicar una 
diferencia estructural entre ambos "tipos" de solidaridad no 
nos parece ajeno al deseo de justificar lo que en un determi- 
nado momento histôrico en el ordenamiento italiano -y hoy dla 
en el nuestro- era una peculiaridad del Derecho tributario 
frente al Derecho civil. Nos referimos a la situaciôn existen 
te durante la vigencia del Codigo Civil italiano de 1865, en 
cuyo articulo 1188 se establecia que la solidaridad entre los 
deudores habia de resultar expresamente del pacto o de la ley
(154), a semejanza del articulo 1137 de nuestro Codigo Civil. 
Se dicutia entonces si el caracter solidario de las obligacio 
nés que incumbian a varias personas constituia un principio 
general en el Derecho tributario, prevaleciendo con mucho la 
opinion afirmativa. Esta se justificaba, segùn expone Gianni- 
ni, "no solo por el conjunto de disposiciones tributarias... 
a la vista de las cuales podia argüirse que el legislador no 
habia dejado de establecer la solidaridad del vinculo cuantas 
veces se encontre frente a una obligacion que recayera sobre 
varias personas, sino por la propia esencia de la obligacion 
impositiva, que en su consideraciôn legal aparece como una 
obligacion inica respecte a su origen y a su objeto, lo que
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constituye precisamente el fundamento de la solidaridad"
(155).
Todo ello puede ser una explicaciôn pero no deja de 
ser mas que una explicaciôn parcial, en todo caso, si se tie­
ne en cuenta que autores como Cocivera, que defienden la per- 
fecta identidad entre la estructura y funciôn de la obliga- 
ciôn tributaria solidaria y la obligaciôn "in solidum" régula 
da por el Côdigo Civil, acogen, como hemos visto, la "eadem 
causa obligandi" como caracteristica conceptual de la solida­
ridad tributaria (156).
A nuestro juicio la solidaridad hace referencia exclu- 
sivamente al modo en que quedan obligados varios sujetos, con 
independencia del fundamento de su sujeciôn (157). Cuestiôn 
distinta es que la causa, entendida como la razôn juridica 
en virtud de la cual se asume una posiciôn deudora pueda ser 
un criterio vàlido para distinguir unos y otros supuestos de 
solidaridad, pero no debe utilizarse para distinguir la soli­
daridad de lo que no lo es (158).
La solidaridad, insistimos, lo que indica es cômo se 
responde de la deuda y, en este sentido, compartimos la posi­
ciôn de Diez Picazo cuando afirma que "colocar la esencia de 
la solidaridad pasiva en la lînea de extensiôn de la responsa 
bilidad es ademâs aproximarla a su verdadera funciôn econômi- 
ca, pues con ella lo que se trata fundamentalmente de conse- 
guir es un refuerzo de la posiciôn del acreedor. La solidari­
dad pasiva cumple, de esta manera, esencialmente, una funciôn
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de garantîa... Cuando se habia de solidaridad de deudores 
se esta aludiendo en rigor a una responsabilidad solidaria" 
(159).
c) Naturaleza jurîdica de la obligaciôn solidaria.
El origen de la solidaridad de la unidad familiar, 
concretado en la existencia de una pluralidad de hechos impo-
nibles, puede ser rechazado en el âmbito o desde la perspectif
va de la concepciôn tradicional de la solidaridad tributaria, 
no sôlo por no encontrarse comprendido en el concepto de la 
misma, sino también por su "aparente" contradicciôn con la so£ 
tenida unidad de la obligaciôn tributaria solidaria. Como he­
mos visto, se ha mantenido como fundamento de la solidaridad
tributaria la existencia de un presupuesto ùnico e inescindi-
ble, unidad e inescindibilidad que determinan el nacimiento 
de una relaciôn jurîdica objetivamente ùnica (160). Desde es­
te punto de vista podrîa objetarse la dificultad de admitir 
que de una pluralidad de hechos imponibles sur ja una sola obli^  
gaciôn tributaria, con lo cual se estarîa nuevamente rechazan 
do la caracterizaciôn de la unidad familiar que aquî sostene- 
mos.
El dilema, a nuestro entender, no debe resolverse in- 
tentando demostrar la susceptibilidad de la hipôtesis de que 
una pluralidad de hechos imponibles den lugar a una sola rela 
ciôn obligatoria -quizâs poniendo de manifiesto la inexisten 
cia de impedimento dogmâtico al respecte-, sino revisando pre 
cisamente el presupuesto inicial, esto es, la pretendida uni-
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dad de la obligaciôn tributaria solidaria. Con otras pala­
bras: lo que nos planteamos aquî es la naturaleza jurîdica 
de la obligaciôn solidaria, cuestiôn ampliamente debatida en 
el seno de la doctrina civilista y que ha tenido escasa reso- 
nancia en la doctrina tributaria, lo que en parte puede expl^ 
carse por el propio concepto de solidaridad por ella sustenta 
do (161).
Muy sucintamente, las diversas posiciones, en el âmbi­
to de la doctrina privatista, en relaciôn a la naturaleza ju­
rîdica de la solidaridad, pueden sistematizarse del siguiente 
modo (162):
1) Teorîa de la unidad de obligaciones. Los seguidores 
de esta tesis afirman que, por su estructura, la obligaciôn 
solidaria es una obligaciôn ùnica; la pluralidad de sujetos, 
dicen, no implica necesariamente una pluralidad de obligacio­
nes, sino, a lo sumo, una pluralidad de relaciones subjetivas 
dentro de la unidad, a la vez que la unidad del objeto déter­
mina la unidad de la obligaciôn.
2) Teorîa de la pluralidad de obligaciones. Segùn los 
seguidores de esta teorîa, la concurrencia de varios deudores 
provoca siempre la existencia de otras tantas obligaciones, 
si bien estre estas obligaciones distintas media una conexiôn 
que puede ser debida ya a la unidad de fin o interés que sa- 
tisfacen, ya a la identidad de la prestaciôn.
3) Doctrinas que mantienen fôrmulas conciliadoras o 
eclécticas. Tratando de conciliar las dos tesis anteriores, 
se ha sostenido que, si bien hacia el exterior la obligaciôn
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aparece como ùnica, en su interior se encuentra dividida. En 
similar sentido se ha dicho también que hay pluralidad de vin 
culos, pero no de obligaciones, o bien que la obligaciôn es 
ùnica en cuanto a su objeto, pero mùltiple en cuanto a los 
sujetos.
En la doctrina moderna ha alcanzado gran difusiôn la 
teorîa de la pluralidad de obligaciones, no sôlo entre los 
cultivadores del Derecho privado (163), sino que también se 
va abriendo paso entre la propia doctrina del Derecho tributa 
rio. Asî, Cocivera afirma que la obligaciôn "in solido" esta 
constituida por varias obligaciones parciales, unidas entre 
sî por el vînculo de la solidaridad (164).
En nuestra opiniôn, y siguiendo al respecto la posi­
ciôn de Dîez Picazo, que asumimos plenamente, aùn sin aceptar 
întegramente la soluciôn que propugna la existencia de una 
pluralidad de relaciones obligatorias, debe reconocerse que 
la pluralidad de sujetos ha de tener un relfejo en la estructu 
ra del vînculo obligacional. La tesis de la pluralidad de 
obligaciones, dice el citado autor, "merece ser revisada. Si 
por obligaciôn se entiende cada correlaciôn de un derecho de 
crédite con un deber de prestaciôn o deuda, la conclusiôn pa­
rece Clara. Todos los supuestos de pluralidad de sujetos dan 
origen a una pluralidad de derechos y a una pluralidad de de- 
beres. No hay, en rigor... un ùnico deber, sino tantos debe- 
res cuantos son los sujetos deudores. Ello no debe, sin embar 
go, conducir a un criterio de atomizaciôn radical. La rela­
ciôn obligatoria, en cuanto relaciôn jurîdica, se encuentra
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organizada, unificada, institucionalizada, en atenciôn a su 
funciôn o finalidad econômico-social y a los intereses que 
que permite satisfacer. Por ello, si bien puede hablarse de 
pluralidad de obligaciones y de pluralidad de vinculos, la 
relaciôn obligatoria en cuanto relaciôn juridica mantiene un 
évidente grado de unidad. Se trata de una relaciôn obligato­
ria compuesta por un haz de obligaciones que gobiernan la si­
tuaciôn... de cada uno de los deudores y en la cual, al mismo 
tiempo, existe una relaciôn asocitativa o de grupo... de los 
codeudores entre si" (165).
Valga la larga cita, ya que por la claridad y preci- 
siôn de la tesis en ella contenida, asi como por su linea ar­
gumentai, basada en la significaciôn estructural de la rela­
ciôn obligatoria, es integramente aplicable a la obligaciôn 
tributaria solidaria (166). Asimismo, tal configuraciôn no 
sôlo es referible a la unidad familiar, sino que, tal como 
se desprende de lo dicho, explica el comportamiento interno 
de todo supuesto de solidaridad tributaria, a los que nos re­
ferimos a continuaciôn.
d) Supuestos de solidaridad tributaria.
El parâgrafo 44 de la vigente Ordenanza Tributaria 
Alemana (167), establece en su numéro 1: "Son deudores solida 
rios las personas que conjuntamente deben la misma pretaciôn 
derivada de la obligaciôn tributaria o responden de ella, o 
deben ser objeto de liquidaciôn conjunta a efectos de un de-
561
terminado impuesto. Mientras no se disponga otra cosa, cada 
deudor solidario lo sera del total de la prestacion". A1 co- 
mentar este precepto, la doctrina (168) distingue los siguien 
tes supuestos de solidaridad tributaria:
1 2 ) Solidaridad por la realizaciôn conjunta del presu­
puesto de hecho ("Gesamtschuld durg gemeinsame Tatbestandver- 
wirklichung" ), supuesto en el que se incluyen los casos de 
pluralidad de sujetos pasivos (169).
22) Solidaridad como consecuencia de la responsabili­
dad conjunta ("Gesamtschuld infolge Nebenhaftung"). Se inclu­
yen aqui los casos de pluralidad de responsables y, aunque 
del texto de la Ordenanza no résulta claro, también los suje­
tos pasivos y los responsables solidarios (170).
3-) Solidaridad de los que deben ser objeto de liquida 
ciôn conjunta ("Gesamtschuld von Zusammenzuveranlagenden"), 
como es el caso de los cônyuges segun los paragrafos 26 y si- 
guientes de la Ley del Impuesto sobre la Renta ("Einkommens- 
teuergesetz") y del parâgrafo 14 de la Ley del Impuesto sobre 
el Patrimonio ("Vermogensteuergesetz").
Como ya hemos indicado en otro lugar, el sistema tradi^ 
cional alemân de acumulaciôn de las rentas de los cônyuges 
fué declarado inconstitucional, razôn por la cual, respecto 
al actual sistema de acumulaciôn, los parâgrafos 268 a 280 
de la Ordenanza combinan la solidaridad con la posibilidad 
de solicitar en estos casos la ejecuciôn separada, de modo 
que ésta tenga lugar frente a cada persona sôlo por su cuota 
parte correspondiente. Esta peculiar configuraciôn de la res-
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ponsabilidad de los deudores solidarios en cierta forma se 
contradice con lo que constituye la propia esencia de la soli 
daridad, delimitando un distinto alcance de los elementos de 
deuda y responsabilidad en el sentido de ser mas resctrictiva 
esta que aquélla. En el supuesto de solidaridad combinada con 
la ejecuciôn separada, en principio se es deudor del todo, pe 
ro se responde s*ôlo de la cuota parte correspondiente. En es­
tos casos la solidaridad parece establecerse, mas que para 
asegurar el cumplimiento de la prestaciôn, para asegurar su 
configuraciôn, pensando, ademâs, en la determinaciôn de la 
capacidad contributiva que ha de gravar el tribute, mâs que 
en aumentar el numéro de patrimonies que respaldan el interés 
protegido del acreedor.
Trasladando estas categorlas a nuestro Derecho, resul- 
tarian los siguientes supuestos de solidaridad (171):
1 2 . Un primer supuesto séria el de la concurrencia de 
varias personas en la realizaciôn de un presupuesto de hecho 
contemplado por una norma tributaria, ya sea el hecho imponi­
ble, el presupuesto de hecho que da lugar a la sustituciôn, 
el presupuesto de hecho de la responsabilidad, o el presupues 
to de hecho de una obligaciôn pecuniara distinta, como la de 
realizar ingresos a cuenta o la de retener e ingresar las can 
tidades retenidas.
22. En segundo lugar, estarîa el caso del responsable 
solidario, que en la actualidad, como hemos dicho, no se con­
sidéra como un supuesto de solidaridad tributaria en sentido 
técnico, pero cuya posiciôn juridica frente a la Hacienda Pu-
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blica reune las notas de la solidaridad, aunque las relacio­
nes internas sean distintas que en el caso anterior. Desde 
el punto de vista interno, la obligacion del responsable y 
la obligacion principal no estan en relacion de paridad, sino 
que la una depende de la otra y solo uno de los deudores tie­
ne derecho a reembolso (172). Sin embargo, frente a la Hacien 
da Publica, lo caracterlstico es que "la solidaridad pasiva 
es una superestructura creada en interés del acreedor", lo 
cual supone "que la solidaridad como organizacion funciona 
en las relaciones entre acreedor y deudores", en las que la 
deuda "se considéra como ùnica" (173). Dichas caracteristicas 
pueden predicarse también de la responsabilidad solidaria 
(174).
3 2 . Por ùltimo, estarian los supuestos de acumulaciôn 
de rentas o de patrimonies, en los que generalmente la ley 
establece la solidaridad entre las personas cuyas rentas o 
patrimonies se acumulan. Como es obvie, en estos supuestos 
quedaria incluida la figura de la unidad familiar.
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3. CONCLUSIONES.
Dada la complejidad de la realidad llamada unidad fami 
liar es dificil reducir tal figura a una categorîa unitaria 
o ùnica. Sin embargo, como toda realidad, por compleja que 
sea, la unidad familiar responde a un modo de ser esencial, 
modo de ser que ha de revelar su esencia interna, aquello de 
lo que esta hecha y sin lo cual, por tanto, es imposible ex- 
plicarla.
Partiendo de esta premisa, la determinaciôn de la natu 
raleza juridica de la unidad familiar gira en torno a dos al- 
ternativas fundamentales: la primera de ellas es su considéra 
ciôn como sujeto de derecho o, miâs exactamente, su posible 
configuraciôn como sujeto pasivo sin personalidad juridica.
El pretender atribuir subjetividad a la unidad fami­
liar es algo aberrante desde el punto de vista juridico, ya 
que la unidad familiar carece de personalidad juridica y no 
cumple tampoco los requisitos exigidos por el articulo 33 de 
la Ley General Tributaria para ser considerada sujeto pasivo. 
Desde esta perspectiva, cualquier intento de imputar subjeti­
vidad juridica tributaria a la unidad familiar es realmente 
esteril y sôlo puede mantenerse relativizando las categorias 
juridicas en favor del elemento econômico de la imposiciôn, 
lo cual es absolutamente inadmisible desde una perspectiva 
cientifica.
En el supuesto de que el legislador tributario llegara 
a afirmar la caracterizaciôn de la unidad familiar como suje-
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to pasivo -asi, por ejemplo, en el caso de haber prosperado 
el Proyecto de Ley del IRPF de 1978-, ello no desvirtuaria 
la afirmacion anterior, ya que las instituciones no las perfi^ 
la el legislador cuando define, sino cuando califica, y unas 
y otras solo seran validas en cuanto respondan a la interpre­
tation global del sistema. Por ello, suponiendo que una norma 
atribuya a la unidad familiar la cualidad de sujeto pasivo 
eso no significarla que efectivamente la unidad familiar pu- 
diera llegar a asumir la titularidad pasiva de la obligacion 
tributaria. En este caso, el termino sujeto pasivo significa- 
ria no la persona obligada al cumplimiento de las prestacio- 
nes tributarias, sino el elemento personal configurador del 
presupuesto de hecho.
En realidad, en toda propuesta de definicion de la uni^  
dad familiar como sujeto pasivo lo que se esconde es la pre­
tension de gravar a un grupo determinado de personas, como 
tales personas, entendiendo que es a ese conjunto al que debe 
referirse la manifestacion de capacidad economica, y no a un 
individuo aislado. Por ello, primero, en este caso la unidad 
familiar no es mas que una forma abreviada de designar a unas 
personas fisicas, y , segundo, para lograr ese objetivo no es 
necesario en modo alguno designar a la unidad familiar como 
sujeto pasivo. En caso contrario, se tiene la sensacion de 
que lo que se intenta es "sustituir" la capacidad jurîdica 
por la capacidad econômica, lo cual carece de sentido por corn 
pleto, ya que ambos conceptos son radicalmente distintos. Di­
cho con otras palabras, no se produce la necesidad de optar
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entre el criterio material de justicia, de un lado, y la dog- 
mâtica juridica, de otro: ambos son perfectamente compati­
bles .
La segunda de las alternativas, a partir de la cual, 
por tanto, habrâ de indagarse la naturaleza juridica de la 
unidad familiar, es su consideraciôn como un supuesto de soli 
daridad tributaria y, dentro de ella, a su vez, se presentan 
dos posibilidades: reconducir esta figura a alguno de los su­
puestos de solidaridad tributaria previstos en nuestro Dere­
cho, o entender que se trata de un supuesto nuevo, especial 
de solidaridad tributaria, distinto de los recogidos en la 
Ley General Tributaria y distinto, asimismo, de los supuestos 
acuhados por nuestra doctrina cientifica.
A nuestro entender, la soluciôn connecta es la segunda 
de ellas, sin género de duda alguna. Hemos puesto un especial 
interés en manifestar la irreductibilidad de la unidad fami­
liar a la Ley General Tributaria, recogiendo, no obstante, 
las posiciones doctrinales y, en algùn caso, jurisprudencial, 
que se manifiestan en sentido contrario al nuestro.
Nuestra argumentaciôn ha discurrido: 1 2 ) Por el cauce 
de subrayar las circunstancias que oscurecen una Clara com- 
prensiôn del supuesto de solidaridad que la unidad familiar 
constituye y entre ellas, particularmente, el concepto que 
podemos llamar "tradicional" de subjetividad tributaria. 2 2 ) 
Profundizando en la regulaciôn de la âolidaridad en sentido 
técnico, contenida en la Ley General Tributaria, de forma que 
se haga manifiesta la improcedencia y esterilidad de una remi
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siôn en este sentido.
De todo ello cabe concluir:
1 2 : Que la unidad familiar no constituye un caso de 
solidaridad de los previstos en el articulo 34 de la Ley Gene 
ral Tributaria, puesto que no se trata de un supuesto de con­
currencia de titulares en la realizaciôn del hecho imponible.
22: Tampoco estamos ante un caso de responsabilidad 
solidaria a los que se refiere el articulo 37 de la Ley Gene­
ral Tributaria, dado que los sujetos pasivos integrados en 
una unidad familiar, no se situan junto al sujeto pasivo, si­
no que son, ellos mismos, sujetos pasivos que, en calidad de 
contribuyentes, aparecen solidariamente obligados frenta a 
la Hacienda Pûlbica.
Asimismo, debe rechazarse la posibilidad de remitir 
la solidaridad de la unidad familiar a un supuesto de respon­
sabilidad solidaria en el sentido de que tal sea la base jur_î 
dica que fundamenta o justifica la solidaridad de los miem- 
bros que no obtengan renta, tal como esta expresiôn es tipifi 
cada en el articulo 3^,1 de la Ley del Impuesto. Como hemos 
manifestado en otro lugar, los miembros de la unidad familiar 
que no obtienen renta no realizan el hecho imponible -adviér- 
tase bien, no realizan ningûn hecho imponible ni ningun presu 
puesto de hecho-, y no son, por tanto, sujetos pasivos ni tam 
poco responsables solidarios de la deuda tributaria correspon 
diente a la acumulaciôn.
32: La delimitaciôn de la unidad familiar como un su-
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puesto de solidaridad tributaria exige un nuevo planteamiento 
del concepto dogmâtico de esta ultima. En esta lînea de argu­
mentaciôn, entendemos que la solidaridad tributaria, al igual 
que la solidaridad del Derecho civil, hace referencia, exclu- 
sivamente, al modo en que quedan obligados varios sujetos, 
con independencia del fundamento o causa de su sujeciôn, es 
decir, la solidaridad lo que indica es un peculiar modo de 
responder y conceptualmente, por tanto, ninguna referencia 
es necesaria a que en su origen tenga un solo presupuesto o 
varios. Esta circunstancia puede ser un criterio vâlido para 
distinguir unos supuestos de solidaridad de otros, pero en 
modo alguno debe utilizarse para diferenciar la solidaridad 
de lo que no lo es.
42: Del concepto que propugnamos de solidaridad se dé­
riva la necesidad de adaptaciôn del articulo 34 de la Ley Ge­
neral Tributaria de forma que recoja todos los supuestos de 
solidaridad que se establecen en las leyes propias de los dis 
tintos tributos y, en particular, los supuestos de acumula­
ciôn de rentas o de patrimonies, en los que generalmente la 
ley establece la solidaridad entre las personas cuyas rentas 
o patrimonies se acumulan para garantizar el crédite tributa­
rio.
Claramente aparece incluida en este supuesto la unidad 
familiar.
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4. NOTAS.
(1) GUASP, "Derecho", cit., pâg. 81.
(2) Ibidem.
(3) Vid., supra, capitule I, epigrafe relative a la unidad 
familiar y modalidades de asunciôn de la titularidad pa­
siva de la obligaciôn tributaria.
(4 ) Recordemos que segùn el art. 42,1 del Proyecto de Ley, 
eran sujetos pasivos del impuesto, por obligaciôn perso­
nal: "a) La unidad familiar que tenga su residencia habi 
tuai en territorio espanol. b) Las personas fisicas que 
no formando parte de una unidad familiar tengan igualmen 
tes su residencia en territorio espanol".
(5) Dice ABELLA ("Manual del Impuesto...", cit., pâg. 97) 
que "el alto grado juridico de algùn miembro de la Câma- 
ra llevô a determinar que en este Impuesto sôlo la perso 
na fisica podia tener el carâcter de sujeto pasivo, ya 
que la falta de personalidad juridica independiente de 
la unidad familiar hacia rechazable su consideraciôn di- 
recta como contribuyente del Impuesto".
Por otra parte, BANACLOCHE ("Impuesto sobre la Renta..." 
cit., pâg. 298), se refiere al hecho de que los sujetos 
pasivos no pierden su individualidad por el sometimiento 
conjunto y solidario..., "por la aportaciôn de un exce- 
lente profesor al debate parlamentario".
(6) Vid. Informe de la Ponencia, en Civitas REDF, nùms. 17- 
18, pâgs. 181-182.
(7) CORTES DOMINGEZ, "Una contribuciôn al estudio de la capa 
cidad juridica tributaria", Moneda y Crédite, nùm. 94, 
1965, pâg. 89.
(8) Una contra-argumentaciôn a "las razones que sirvieron 
para justificar la adopciôn del criterio de la Ponencia, 
(que) pueden ser objeto de algunas matizaciones...", en 
PENA ALVAREZ, F., "La unidad familiar en el Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas", cit., pâgs. 193 
y ss. Entre otras razones, entiende este autor que "a 
la unidad familiar el ordenamiento juridico no le recono 
ce personalidad juridica, pero desde luego no es una ins 
tituciôn desconocida para el Derecho".
(9) Una amplia y rigurosa exposiciôn de las doctrinas elabo- 
radas en torno al tema, expuestas por orden cronolôgico, 
puede verse en SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica 
tributaria de los entes colectivos no dotados de persona 
lidad", en Hacienda y Derecho, V, Madrid, 1967, pâgs. 
329 y ss. Un resumen del debate doctrinal en: CORTES DO-
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MINGUEZ, "Una contribuciôn al estudio de la capacidad 
juridica tributaria", cit., pâgs. 93 y ss.; FEREZ DE AYA 
LA y GONZALEZ GARCIA, "Curso de Derecho tributario", 
cit., t.I, pâgs. 270 y ss.; BOTELLA GARCIA, A., "La capa 
cidad en el orden tributario", en "Estudios de Derecho 
tributario", lEF. Madrid, 1979, vol.I, pâgs. 690 y ss.
(10) Con la claridad y precisiôn que le caracterizan, insis­
te el profesor de Madrid en que "sin la presencia en 
el ordenamiento positivo de la expresada categoria de 
sujetos no tendria sentido hablar de una capacidad juri 
dica tributaria ya que, en rigor, esta ultima expresiôn 
se ha acunado en la doctrina para dar una explicaciôn 
cientifica al fenômeno que acabamos de aludir ("La capa 
cidad juridica tributaria...", cit., pâg. 327); de no 
ser asi, bastaria "con senalar que, para ser sujeto pa­
sivo de la obligaciôn tributaria, es ineludible tener 
capacidad juridica" (op.cit., pâg. 321).
(11) Quiere decirse que la falta de personalidad juridica 
de la unidad familiar es un componente o aspecto sustan 
cial de la amplia problemâtica que plantea la defini- 
ciôn de la unidad familiar como sujeto pasivo. En este 
sentido entendemos la opiniôn de SÛLER ROCH, para quien 
la consideraciôn de la familia como unidad econômica, 
susceptible de ser tenida en cuenta como tal a efectos 
impositivos, no puede identificarse con el tema de la 
subjetividad tributaria de los entes colectivos sin per 
sonalidad. Y alega como fundamento el hecho de que en 
la reforma de la imposiciôn directa, por una parte, se 
pretende suprimir la virtualiaaa del art! 33 de la LGT 
-por lo que a imposiciôn sobre la renta de las personas 
fisicas se refiere- y, por otra, se otorga la considéra 
ciôn de sujeto pasivo a la unidad familiar en el Proyec 
to de Ley del IRPF y en el Proyecto del IPN, "lo cual 
confirma que se trata de dos problemâticas distintas" 
("La unidad contribuyente...", cit., pâg. 540, en nota 
45).
(12) La existencia en el ordenamiento positivo italiano del 
llamado "Impuesto de Familia" -tributo municipal de ca­
racter personal, muy similar por su estructura al im­
puesto complementario progresivo sobre la renta- diô 
lugar a las mâs variadas opiniones doctrinales sobre 
la subjetividad del nùcleo familiar en el âmbito del 
mencionado tributo; si bien, por lo general, la conside 
raciôn de este tema en concrete no aporta ningûn argu­
mente nuevo de importancia respecto al mâs general de 
la admisibilidad de sujetos pasivos no personificados, 
ya que en la posiciôn de los distintos autores cabe 
apreciar un reflejo de este ultime en el tratamiento de 
aquél.
Asi, mientras para INGROSSO ("La Finanza Locale", Nâpo- 
les, 1962, pâg. 68) y ARENA ("Finanza Pubblica", Turin,
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1963, t.II, pâgs. 255 y ss.) el sujeto del impuesto es 
la familia en su unidad, para BERLIRI ("Principios...", 
cit., vol.II, pâg. 212) lo es el cabeza de familia, al 
que considéra -tanto en el Impuesto de familia como en 
el Impuesto complementario progresivo-, como un "simple 
deudor de una obligaciôn que pesa ùnica y exclusivamen- 
te sobre él".
El citado Impuesto debîa ser satisfecho por cada fami­
lia, por las personas solas, asi como por las uniones 
de individuos que convivieran para fines de instrucciôn, 
educaciôn oculto (arts. 111 a 115 del T.U. sobre Ha­
ciendas Locales, aprobado por R.D. de 14 de septiembre 
de 1931, num. 1175, modificado por los arts. 28 y 29 
de la Ley de 2 de julio de 1952, nùm. 703). Por familia, 
a los fines del impuesto, habia que entender la uniôn 
de varias personas unidas por vinculo de parentesco o 
afinidad, que convivieran en la misma casa. En la actua 
lidad, en lugar del "Impuesto de familia", se aplica 
el "Impuesto local sobre las rentas", que fué la nove- 
dad mâs importante de la reforma fiscal de 1973, por 
lo que al âmbito de las Haciendas Locales se refiere. 
Los textos que regulan su régimen son los D.P.R. 599, 
600, 601 y 602, todos de fecha de 29 de septiembre de 
1973.
No obstante, el lector interesado en el "Impuesto de 
familia" puede consultar, ademâs de las obras citadas, 
y entre otras, las siguientes: MONDINI, "Il soggetto
passive dell'Imposta di famiglia", Dir. e Prat.Trib., 
1966, nùm. 6, pâgs. 555 y ss.; NAPOLITANO, "I soggetti 
passivi dell'Imposta di famiglia", en Giust.Trib.,1953, 
pâgs. 350 y ss.; NOBILE, "L'Imposta di famiglia e la 
sua applicazione", Nâpoles, 1954; DE MITA, "La defini- 
zione giuridica dell'Imposta di famiglia", Nâpoles, 
1965; DI RENZO, "L'Imposta di famiglia nella dottrina 
e nella prattica tributaria", Milân, 1954; PROVINI, 
'L'Imposta di famiglia", Padua, 1965, etc...
(13) Vuelve sobre el tema G.A. MICHELI, en "Soggettività tri^
butaria e catégorie civilistiche", Riv.Dir.Fin.Sc. 
Fin., 1977, nùm.3, pâgs. 419 y ss.
(14) Op.cit., pâg. 329.
(15) "Instituciones...", cit., pâgs. 97-98.
(16) Cfr. GIUSSIANI, "La capacité giuridica tributaria dei
consorzi", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1939, (II), nùm. 3,
pâgs. 194 y ss.; INGROSSO, "Istituzioni di Diritto fi- 
nanziario", Nâpoles, 1937, vol. II, pâg. 17, quien réi­
téra esta posiciôn en "Diritto finanziario", Nâpoles, 
1956, pâg. 100; TESORO, "Principi di Diritto tributa­
rio", Bari, 1938, pâgs. 110 y ss.; PUGLIESE, "Istitu-
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zioni di Diritto finanziario", Padua, 1937, pâgs. 45 
y 47 y ss.; ARENA, "Corso di Scienza delle Finanze e 
Diritto finanziario", Nâpoles, 1940, pâg. 471, y vuelve 
a manifestarse en el mismo sentido, en "Finanza Pubbli­
ca", cit., t.II, pâg. 256; VANONI, "Note introduttive 
alio studio della capacita degli enti morali nel Diri­
tto tributario", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1941, num.1,pâgs. 
1 y ss.; también, GIANNINI, en "Il rapporte giuridico 
d'imposta", cit., pâgs. 81 y ss.
(17) "Note introduttive allo studio délia capacité degli en­
ti morali...", cit., pâg. 3.
(18) Cfr. "Soggettivité tributaria e catégorie civilisti­
che", cit., pâgs. 419-420.
(19) "Derecho tributario (Explicaciones)", Ed.Der.Fin., Ma­
drid, 1970, pâgs. 283-284, y continua; "Con ello nues­
tra disciplina demuestra que también ella construye y 
concibe conceptos propios. Por tanto, cuando el articu­
le 33, al referirse a esta clase de situaciones o enti- 
dades, dicen que carecen de personalidad, se refiere 
a la propia del Derecho Privado, porque, ante las pro­
pias normas del Derecho Tributario, es indudable que 
la tienen". La misma opinion sostiene este autor en 
"Ley General Tributaria", Ed.Der.Fin., Madrid, 1967, 
pâg. 488.
Para BOTELLA GARCIA ("La capacidad en el orden tributa­
rio", loc.cit., pâg. 696), "a pesar de la carencia de 
dudas que este autor -refiriéndose a AMOROS RICA- mani^ 
fiesta, lo que si es claro es que parte de una concep­
ciôn positiviste de la personalidad que no es constante 
en la doctrina".
(20) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica tributa­
ria...", cit., pâg. 408.
(21) "Instituciones...", cit., pâg. 98.
(22) Un neto rechazo del relativisme de los conceptos juridi 
COS, en el clâsico trabajo de E. ANTONINI, "La soggettT 
vitâ tributaria", Morano, Nâpoles, 1965, quien ya se 
habia manifestado en el mismo sentido en "Profili sogge 
ttivi dell'obbligazione tributaria", Riv.Dir.Fin.Sc. 
Fin., 1963, num. 1, pâgs. 88 y ss.
(23) L.V. BERLIRI, "Note alla Decisione 22 novembre 1939, 
nùm. 19.741 délia Commissione Centrale per le imposte", 
en Giurisprudenza delle Imposte Dirette, 1940, nùm. 98, 
pâgs. 495 y ss. (citado segùn SAINZ DE BUJANDA, op.cit. 
pâgs. 332-333).
(24) "Principios...", cit., vol.I, pâgs. 273 y ss.; expresi- 
vamente se refiere el autor a la "Pretendida imponibili
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dad de los entes de hecho".
(25) Ibidem., pâgs. 275-276. La apariciôn en el ordenamiento 
italiano del "Texto Unico de los Impuestos Directos"
(29 de enero de 1958), hizo que A. BERLIRI replanteara 
su tesis a la vista del articulo 8 de este cuerpo le­
gal, distinguiendo entre capacidad juridica subjetiva 
y capacidad juridica objetiva; cfr. A. BERLIRI, "Il Te£ 
to Unico delle Imposte Dirette", Giuffrè, Milân, I960, 
pâgs. 14 y ss.
(26) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica tributa­
ria...", oit., pâgs. 407-408.
(27) Cfr. CORTES DOMINGUEZ, "Una contribuciôn al estudio de 
la capacidad juridica tributaria", cit., pâg. 97.
(28) C. LAVAGNA, "Teoria dei soggetti e Diritto tributario", 
Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1961, nùm.1, pâgs. 3 y ss.
(29) "La capacità giuridica tributaria degli enti collettivi 
non personificati", Riv.Dir.Fin.Sc.fin., 1962, nùm.3, 
pâgs. 269 y ss.
(30) Mâs recientemente, A. AMATUCCI ("Observaciones en torno
a la subjetividad tributaria", RDFHP, nùm. 159, 1982,
pâgs. 833 y ss.), afirma la existencia de una capacidad 
juridica limitada a las situaciones juridicas especlfi- 
cas que el ordenamiento prevé, pero "en el sentido no 
de que la misma deba referirse a una sola rama del dere 
cho, sino vinculando potencialmente a todas las ramas 
del ordenamiento". "De esta forma... desaparece el pro­
blema de la relatividad de los conceptos jurldicos" 
(loc.cit., pâg. 843).
(31) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica tributa­
ria...", cit., pâgs. 404 y ss.; CORTES DOMINGUEZ, "Una 
contribuciôn al estudio de la capacidad juridica tribu­
taria", cit., pâgs. 102 y ss. No obstante, este ùltimo 
autor niega la posibilidad de que los entes no dotados 
de personalidad puedan asumir la condiciôn de deudores 
en el seno de la obligaciôn tributaria (cfr. "Una con­
tribuciôn al estudio de la capacidad juridica tributa­
ria", cit., pâgs. 109 y ss.).
(32) "La capacidad juridica tributaria...", cit., pâgs. 410 
y ss.
(33) "Cuando el legislador -escribe ANTONINI- califica a un 
determinado objeto y lo denomina 'persona juridica', 
obedece a la exigencia sistemâtica y programâtica de 
poder en el future dictar disposiciones que se refie- 
ran a una determinada realidad normativamente precalifi 
cada" ("Profili soggettivi...", cit., pâg. 111).
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(34) Ibidem., pâg. 109.
(35) Con precision senala GIARDINA que "lo que cuenta es que 
exista una valoraciôn unitaria de la figura tomada en 
consideraciôn por el ordenamiento y que el ente elevado 
a la categoria de sujeto de derecho opere efectivamente 
como centro de convergencia de normas" ("La capacité 
giuridica tributaria...", cit., pâg. 280).
(36) Cfr. GIARDINA, "La capacité giuridica tributaria...", 
cit., pâgs. 280-281.
(37) Ibidem., pâg. 282.
(38) "Profili soggettivi dell'obbligazione tributaria", cit., 
pâgs.115-116; subrayado del original. "Esta atribu- 
cion -continua ANTONINI-, cualquiera que sea el medio 
como se lleve a cabo, en el piano legislativo, implica 
el ùnico efecto y sirve al ùnico fin de poder insertar 
en el sistema una determinada realidad precalificada 
como punto de referencia de futures, posibles, ulterio- 
res efectos queridos por el ordenamiento" (loc.cit.). 
Por lo tanto, dice CORTES DOMINGUEZ, cuando un ente no 
cumple los requisitos que fija el ordenamiento juridi­
co, no llega a persona juridica, quedândose en sujeto 
de derecho ("Una contribuciôn al estudio de la capaci­
dad...", cit., pâg. 105).
(39) Cfr. GIARDINA, "La capacité giuridica tributaria...", 
cit., pâgs. 284 a 288, donde se refiere el autor a "Los 
limites de la calificaciôn unitaria de la figura subje­
tiva" .
(40) "La capacidad juridica tributaria...", cit., pâg. 419.
(41) Cuando una norma tributaria déclara que ciertos entes 
no dotados de personalidad juridica tendrân la conside­
raciôn de sujetos pasivos del tributo habremos de inda- 
gar "si los entes enunciados por la norma tributaria 
aparecen o no efectivamente 'precalificados' por el or­
denamiento juridico como sujetos de derecho" (SAINZ DE 
BUJANDA, "La capacidad juridica tributaria...", cit., 
pâg. 420.
(42) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, loc.cit. en nota anterior.
(43) En contra, SOLER ROCH ("La unidad contribuyente...", 
cit., pâg. 541) quien sostiene que la atribuciôn de res 
ponsabilidad del pago de la deuda tributaria a determi­
nates miembros de la unidad familiar, segùn los supues­
tos, "no son... incompatibles con la posiciôn deudora 
que asume la unidad familiar: dicha posiciôn, inherente 
a la condiciôn de sujeto pasivo, es algo mâs que una 
pura declaraciôn formai del legislador... La unidad fa-
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miliar es... verdadero deudor del impuesto, capaz de 
asumir la titularidad juridica pasiva, de la que respon 
de con todos los bienes y derechos que la integran, lo 
cual no impide que dicha responsabilidad se materialise 
en alguno de sus miembros..." (subrayado del original). 
Recuérdese que para la citada autora la unidad familiar 
"présenta unas connotaciones particulares que no son 
exactamente reconducibles al âmbito propio del articulo 
33 de la Ley General Tributaria", como hemos dicho ya 
(vid., supra, nota 11). Por lo demâs, como es claro, 
la afirmacion transcrita la realiza la autora con refe­
rencia a los Proyectos de Ley del IRPF y del IPN.
(44) Recientemente, PEREZ DE AYALA y GONZALEZ GARCIA ("Curso 
de Derecho tributario", t.I, 3- edicion, 1983, pâgs. 
245 a 247), plantean el tema de los entes de hecho en 
termines, no de subjetividad, sino de capacidad y, mâs 
concretamente, de capacidad de obrar en el âmbito tribu 
tario.
(45) "Curso de Derecho financière espanol", cit., pâg. 468.
(46) "La imposiciôn sobre la renta de las entidades carentes 
de personalidad juridica", CT, nùm.46, 1983, pâg. 75.
(47) Dice FERREIRO ("Curso...", cit., pâg. 469) que "cuando 
la Ley considéra sujetos pasivos a las herencias yacen- 
tes, a las comunidades de bienes, las sociedades irregu 
lares, etc., estâ aludiendo abreviadamente a los verda- 
deros sujetos de la obligaciôn tributaria, a las perso­
nas fisicas o juridicas (comuneros, herederos, socios, 
etc.), que se encuentran en estas situaciones juridicas 
(por ejemplo en la situaciôn de titularidad compartida 
en el caso de la comunidad de bienes). A las personas 
que son o serân (en el caso de la herencia yacente) ti­
tulares de la unidad econômica o del patrimonio separa- 
do susceptibles de imposiciôn".
Por su parte, sostiene FALCON ("La imposiciôn sobre 
la renta de las entidades...", cit.) que los verdaderos 
titulares de la relaciôn juridica tributaria son siem­
pre las personas. "Pero la titularidad de una relaciôn 
juridica puede ser asumida no sôlo por una persona de­
terminada, aisladamente considerada..., sino también 
por un conjunto de personas en un régimen peculiar de 
actuaciôn y responsabilidad (sociedad irregular), o por 
una persona transitoriamente indeterminada (herencia 
yacente). En estos dos ùltimos casos se habia,impropia- 
mente, de sujetos no personificados, entidades de he­
cho, etc., aunque, en rigor, los verdaderos sujetos son 
siempre las personas" (pâg. 75).
(48) SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad juridica tributaria...", 
cit., pâgs. 422-423.
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(49) Ibidem., pâg. 448.
(50) Ibidem., pâgs. 446-447. Y concluye el profesor de Ma­
drid sobre la eficacia del citado precepto: "En defini­
tive, se limita a recorder al legislador la posibilidad 
de que en futures leyes atribuya la consideraciôn de 
sujetos pasivos del tributo a las entidades que reùnan 
las caracteristicas del articulo 33. Pero es claro que 
el legislador estaria siempre en condiciones de hacer 
eso mismo, aùn cuando el articulo 33 no le autorizara 
a hacerlo, y que, por otra parte, cuando efectivamente 
se décida a incluir en el elenco de sujetos pasivos a 
entidades no dotadas de personalidad juridica, podrâ 
realizarlo, en cada ley particular, con criterios defi- 
nitorios que pueden o no coincidir con los de la Ley 
general" (op.cit., pâg.447).
Sin embargo, el valor juridico del articulo 33 no siem­
pre es correctamente entendido; asi, STAMPA, al argumen 
tar la posibilidad de reconducir la figura de la unidad 
familiar al âmbito del precepto de referencia, expone, 
entre otras, las siguientes consideraciones: "Primera.- 
En el articulo 33 no estâ citada la familia y en mate­
ria fiscal no caben interpretaciones extensivas ni ana- 
lôgicas (sic). Segunda.- Que la familia supera en rique 
za juridica, en importancia de fines, en interrelaciôn 
de afectos, deberes y derechos, en trascendencia social 
y en realidad prejuridica a las figuras que se recogen 
en el articulo 33 de la L.G.T." ("La legalidad y la uni^  
dad familiar...", cit., pâg. 402).
(51) En la literatura mâs reciente preocupan mâs los proble- 
mas que plantea la aplicaciôn del art. 33 de la LGT, 
que la discusiôn doctrinal en torno al mismo; en este 
sentido, vid. el estudio del citado precepto, de ACOSTA 
ESPANA, R., en "Comentarios a las leyes tributarias y 
financieras", Edersa, Madrid, 1982, pâgs. 289 y ss. Es­
ta orientaciôn es acertada, a juicio de PEREZ DE AYALA
y GONZALEZ GARCIA ("Curso de Derecho tributario", cit.,
t.I, 1983, pâg. 245).
(52) SAINZ DE BUJANDA, op.cit., pâg. 449.
(53) Para ALBINANA ("Derecho financiero y tributario", cit.,
pâg. 494) "Es évidente que con la expresiôn 'unidad eco 
nômica' no pretendiô el articulo 33 de la Ley General 
Tributaria referirse a categoria econômica alguna con 
el mâs leve reconocimiento legal, jurisprudencial o doc 
trinal. Es sabido que en el lenguaje econômico corrien- 
te se suelen llamar unidades econômicas a las explota- 
ciones y a las empresas (en el sector de la producciôn) 
y a las economias familiares o domésticas (en el sector 
del consume)...''.
"También pueden caracterizarse las 'unidades econômi­
cas' respecto de los 'patrimonies separados', atribuyen
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do a aquéllas una proyeccion dinamica y a los 'patrimo­
nies separados' un planteamiento estatico...". 
Consecuentemente, el profesor ALBINANA "No se explica 
que en el estado actual de la doctrina del Derecho tri- 
butario suscite preocupaciones dotar de 'subjetividad 
tributaria' a una unidad familiar carente -ello es ob 
vio- de personalidad jurldica para el Derecho privado" 
(op.cit., pags. 497-498).
Es asimismo significative que el citado profesor inclu- 
ya la referenda a la unidad familiar en el lugar consa 
grade al analisis del articulo 33 de la LGT.
(54) "Una contribucion al estudio de la capacidad jurldica 
tributaria", cit., pag. 114. Vease también GIARDINA, 
"La capacita giuridica tributaria...", cit., en quien 
se inspira esta postura.
FALCON ("Los entes sin personalidad como sujetos pasi- 
vos de la relaciôn jurldica tributaria", tesis de licen 
ciatura, inédita, pâgs. 94 y ss.) interpréta el requisT 
te de que las entidades constituyan una unidad econômi- 
ca o un patrimonio separado en el sentido de "exigencia 
de autonomla patrimonial, o sea, en el sentido de que 
solo puede ser sujeto pasivo de un impuesto quien a su 
vez sea titular de un patrimonio". Y dado que el patri­
monio separado es una de las dos especies de patrimo­
nies no personales, entiende que la "union econômica" 
es la otra especie, esto es, "la de los patrimonies co- 
lectivos" (op.cit., pàg. 100).
(55) "La capacidad jurldica tributaria...", cit., pâgs. 451- 
452; subrayado del original.
(56) "La susceptibilidad de imposiciôn parece ser un requis! 
to genérico, que engloba el de la autonomla patrimo­
nial, aunque el articulo 33 se refiere a esta separada- 
mente, le que demuestra su importancia" (FALCON, "Los 
entes sin personalidad como sujetos pasivos de la rela­
ciôn jurldica tributaria", cit., pàg. 103, nota 144).
(57) Para ALBINANA, el art. 33 atribuye a los entes sin per­
sonalidad la consideraciôn de sujetos pasivos, cuando 
séria mas propio asignarles la categorla de contribuyen 
tes ("El Derecho privado en el ordenamiento tributario 
espahol", loc.cit., pâg. XXXI), y, en este sentido, es­
cribe: "El mas superficial examen de este precepto de 
nuestra Ley General Tributaria pone de manifiesto esta 
errôneamente empleada la expresiôn 'sujeto pasivo'..., 
ya que se esta refiriendo a unidades econômicas portado 
ras de 'capacidad de pago' y a las que el ordenamiento 
no ha atribuido personalidad jurldica. For ello debiô 
la Ley General Tributaria considerar como 'contribuyen- 
tes' a las aludidas unidades econômicas, sin perjuicio
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de que las leyes propias de cada tributo las llame o 
no a cumplir -en primer grado- las prestaciones tributa 
rias ante la Hacienda Pûblica" (Prologo a la obra de 
J. SOTO GUINDA, "Tributaciôn de las Sociedades en Espa 
fia", Guadiana de Publicaciones, Madrid, 1970, pâg. 61).
No obstante, cabe apreciar una evoluciôn en la posiciôn 
del profesor ALBINANA sobre la consideraciôn de los en­
tes sin personalidad, tal vez por la apariciôn de los 
nuevos Impuestos sobre la Renta de las Personas Fîsicas 
y sobre el Patrimonio; asi, frente a la posiciôn ex- 
puesta, escribe, mâs recientemente, acerca del art. 33, 
que "hay que reconocer emplea la expresiôn ’sujeto pa­
sivo' tal vez transformando al 'contribuyente' en 'su­
jeto pasivo' como si tuviera personalidad jurldica" 
("Sistema tributario espahol y comparado", Ediciones 
ICE, Madrid, 1983, pâg. 33; transcrito segùn el origi­
nal ).
Por otra parte, sostiene el profesor FERREIRO ("Curso 
de Derecho financiero...", cit., pâg. 468) que, dado 
que el art. 33 dice "Tendrân la consideraciôn de suje­
tos pasivos...", hay que entender que estos entes "no 
son sujetos pasivos. Pero entiéndase bien..., segùn el 
articulo 33, los entes a que se refiere no son sujetos 
pasivos en ningùn sentido".
(58) SAINZ DE BUJANDA. "La capacidad jurldica tributaria...", 
cit., pâg. 452.
(59) Cfr. la referenda de FALCON a la unidad familiar, en 
su trabajo "La solidaridad tributaria desde la perspec- 
tiva actual", comunicaciôn a las Jornadas conmemorati- 
vas del XX Aniversario de la entrada en vigor de la 
LGT (inédito, de prôxima apariciôn en la revista Crôni- 
ca Tributaria).
(60) No obstante, como se recordarâ, algunos autores enten- 
dlan con relaciôn al IGRPF, que el sujeto pasivo, en 
los supuestos en que el régimen econômico del matrimo- 
nio fuese de tipo comunitario, era la sociedad conyugal 
(vid., supra, capltulo II, pâgs. 273 y 316, nota 103).
(61) En este sentido, la Sentencia de 17 de marzo de 1955, 
al considerar la sociedad de gananciales como verdadera 
sociedad (Aranzadi, Répertorie de Jurisprudencia, ns 
de reproducciôn 1688).
(62) Vid. la Sentencia del Tribunal Supremo de 31 de marzo 
de 1964 (Aranzadi, ns 1767), y las Resoluciones de la 
DGRN de 8 de noviembre de 1944 y de 20 de octubre de 
1958 (Aranzadi, nùms. 1264 y 3966, respectivamente); 
en ellas se considéra la sociedad de gananciales como 
una comunidad de bienes entre marido y mujer.
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(63) La Resoluciôn del TEAC de 24 de febrero de 1972, recuer 
da que "a mayor abundamiento, la sociedad de ganancia­
les nunca puede considerarse persona distinta de uno 
de los cônyuges..." (Resoluciones del TEAC, 1972, t.I, 
n2 de reproducciôn, 379; la cita es de la pâg. 739).
(64) En este sentido, BELTRAN DE HEREDIA ("La comunidad de 
bienes en el Derecho espahol", Madrid, 1954, pâgs. 92 
a 96), rechaza que la sociedad conyugal sea sociedad 
o comunidad en mano comùn, afirmando que se trata de 
una comunidad de bienes especial del derecho de fami- 
lia.
(65) Para que un ente desprovisto de personalidad, escribe 
SAINZ DE BUJANDA, "pueda manifestarse como sujeto pasi­
vo del tributo, no basta que varias personas aparezcan 
juridicamente conectadas con un mismo objeto, sino que 
las relaciones surgidas entre ellas, y con el objeto 
comùn, se encuentren, ademâs, organizadas de tal moao 
que esa pluralidad de personas se manifieste hacia el 
exterior con fisonomia unitaria y esté, por tanto, en 
condiciones de asumir la titularidad pasiva de la obli- 
gaciôn tributaria. La simple concurrencia o concurso 
de titularidades jurldicas sobre un mismo objeto puede 
generar formas de cotitularidad..., pero no es por si 
sola suficiente para que las personas a las que corres- 
pondan esas titularidades constituyan un sujeto unita- 
rio en las relaciones externas" ("La capacidad juridica 
tributaria...", cit., pâg. 463; el subrayado es nues- 
tro).
(66) Precisamente porque no es una verdadera organizaciôn 
entiende SAINZ DE BUJANDA que "los condôminos no consti 
tuyen un ente colectivo al que pueda serle atribuida 
una titularidad pasiva unitaria de la obligaciôn tribu­
taria, sino que quedan solidariamente obligados frente 
a la Hacienda Pùblica", constituyendo un supuesto com- 
prendido en el art. 34 de la LGT ("La capacidad juridi­
ca tributaria...", cit., pâg. 469.
(67) Acertadamente concluye BERLIRI que "prescindiendo de 
la cuestiôn del regreso y del sustituto del impuesto..., 
si no se quiere crear la confusiôn de lenguas y concep- 
tos es necesario tener claro que sôlo puede ser sujeto 
pasivo de la obligaciôn tributaria aquel que debe entre 
gar el objeto de dicha obligaciôn, con la consecuencia 
de que quien no debe nada al acreedor... o quien debe 
entregar en virtud de una obligaciôn diversa... no son 
sujetos pasivos de la obligaciôn tributaria. De donde 
se desprende que sujeto pasivo de la obligaciôn tributa 
ria y deudor del impuesto son termines necesariamente 
équivalentes" ("Principles...", cit., vol.II, pàg.212; 
el subrayado es nuestro).
(68) Vid. las consideraciones al respecte de SAINZ DE BUJAN-
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DA, en "La capacidad jurldica tributaria...", cit., 
pâgs. 480 y ss.
(69) Literalmente, el mencionado art. 31 disponla: "Serâ re^ 
pensable del pago de la deuda tributaria...", le que, 
como hemos visto en otro lugar, fué considerado por la 
Ponencia como deficiencia de técnica jurldica, ya que 
"La relaciôn existente entre la Hacienda Pùblica y la 
persona obligada al pago de la deuda tributaria se cali 
fica como relaciôn de *responsabilidad', siendo asl que 
los sujetos pasivos del impuesto son 'deudores' del mis 
mo y como taies deben ser calificados, ya que la respon 
sabilidad aparece definida para otras hipôtesis distin­
tas en los artlculos 37 y siguientes de la Ley General 
Tributaria" (Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., 
pâg. 230).
(70) Vid. SAINZ DE BUJANDA, "La capacidad jurldica tributa­
ria...", cit., pâgs. 454 y ss., donde el autor considé­
ra la distinciôn entre los supuestos en que aparece un 
sujeto pasivo sin personalidad jurldica y los supuestos 
de mera cotitularidad jurldica pasiva, entre el art. 
33 y el art. 34 de la LGT. En este ùltimo supuesto no 
hay "un sujeto colectivo surgido de la unificaciôn de 
las diversas personas que se relacionan con el elemento 
objetivo del presupuesto de hecho..., sino tantos suje­
tos pasivos como personas se encuentren en la expresada 
situaciôn" (loc.cit., pâg. 464).
(71) Con claridad expone DIEZ PICAZO que el problema dogmât_i 
co "radica no tanto en saber si deuda y responsabilidad 
son dos elementos conceptuales diversos con un innega- 
ble valor instrumental, cuanto en decidir si son fenôme 
nos independientes y autônomos, que pueden presentarse 
separadamente" ("Fundamentos del Derecho civil patrimo­
nial", cit., pâg. 330).
(72) Ibidem., pâg. 345. "La responsabilidad -continùa el au­
tor citado-, sôlo encuentra su justificaciôn a través 
de la idea previa del deber jurldico. Se es responsable 
porque se debe o se ha debido algo... No existe respon­
sabilidad sin que previamente exista deber y un deber 
que quiera ser calificado como deber jurldico tiene que 
llevar aparejada una sanciôn que, bajo una u otra for­
ma, constituye responsabilidad".
(73) Cfr. FERRARA, "Trattato di Diritto civile italiano", t. 
I, Roma, 1921, pâg. 312.
(74) Vid. el articulo 43,4 de la LGT.
(75) Art. 1412 del Côdigo Civil, en su redacciôn anterior
a la Ley 11/1981, de 13 de mayo, en relaciôn con el
art. 59 del mismo Côdigo, en su redacciôn anterior a
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la Ley 30/1981, de 7 de julio.
(76) A tenor del art. 1375 del Côdigo Civil, "En defecto de 
pacto en capitulaciones matrimoniales, la gestiôn y dis 
posiciones de los bienes gananciales corresponde conjun 
tamente a los cônyuges...".
La palabra "gestiôn", segùn exponen LACRUZ y SANCHO es 
mâs amplia que la de disposiciôn y abarca este ùltimo 
concepto. Pero la disposiciôn no es acto que necesaria­
mente afecte a la sustancia el patrimonio; hay disposi- 
ciones (de frutos, rentas,etc...) en el curso de cual- 
quier administraciôn ordinaria ("Derecho de familia", 
cit., 1982, pâg. 449).
Por otra parte, el pârrafo primero del art. 1377 del 
mismo cuerpo legal dispone: "Para realizar actos de di^ 
posiciôn a titulo oneroso sobre bienes gananciales se 
requerirâ el consentimiento de ambos cônyuges", lo que 
podrîa interpretarse en el sentido de que la facultad 
de disposiciôn conjunta de los bienes comunes no puede 
alterarse en capitules matrimoniales. No obstante, para 
LACRUZ y SANCHO esta facultad puede conferirse por vo- 
luntad de los esposos a uno solo de ellos, " en la medi 
da en que no sea depresiva o coactiva para el otro" 
(op.cit., pâg. 450).
(77) Para LACRUZ y SANCHO el citado art. 66 concreta un tex­
te constitucional mâs ambiguë, segùn el cual "El hombre 
y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con pie 
na igualdad juridica" (art. 32,1 de la Constituciôn es- 
pahola). La intenciôn del legislador constitucional era 
"la de puntualizar que, dentro del matrimonio, marido 
y mujer son iguales, y eso es lo que, con mâs exacta 
expresiôn, hace el articulo 66" (op.cit., pâg. 174).
(78) "La capacidad juridica tributaria...", cit., pâgs. 448- 
449.
(79) "Una contribuciôn al estudio de la capacidad juridica 
tributaria", cit., pâg. 103.
(80) Ibidem., pâgs. 109 y ss.
No obstante, para SAINZ DE BUJANDA, "las entidades co- 
lectivas no dotadas de personalidad, pero calificadas 
por el ordenamiento general como sujetos de derecho, 
no sôlo configuran subjetivamente el hecho imponible, 
sino que asumen, en posiciôn deudora, la titularidad 
de la expresada obligaciôn", sin perjuicio de que esta 
pueda derivar ciertos efectos juridicos a cargo de las 
personas que componen el ente ("La capacidad juridica 
tributaria...", cit., pâg. 439).
(81) "Principios...", cit., vol.II, pâg. 209.
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(82) Nos remitimos al capltulo I, donde se ha insistido espe 
cialmente en este concepto.
(83) También en este sentido es significative el Proyecto 
de Ley del IRPF, por cuanto en su exposiciôn de moti­
ves, como se recordarâ, se decia "que en el case de con 
tribuyentes que forman parte de una familia, es dicha 
familia la que debe constituir la unidad contribuyente, 
acumulândose, en consecuencia, la totalidad de las ren- 
tas pertenecientes a sus miembros". Y mâs adelante se 
sehala como un perfeccionamiento del Proyecto de Ley 
el perfilar "la unidad familiar como autentica unidad 
contribuyente incluyendo todas las rentas pertenecien­
tes a sus componentes..." (cfr. la exposiciôn de moti­
ves del Proyecto de Ley, loc.cit., pâg. 95; el subraya­
do es nuestro). Después de estas declaraciones, el art. 
42 definîa a la unidad familiar como sujeto pasivo.
(84) Un problema similar al senalado es el que se produce 
cuando se intenta incluir al "contribuyente incidido" 
entre los sujetos de la obligaciôn tributaria.
(85) En este sentido, ALBINANA ("Sistema tributario espahol 
y comparado", cit.), al afirmar que el art. 33 de la 
LGT sôlo se propuso asignar a las entidades que en él 
se mencionan la cualidad de "contribuyentes'... en la 
medida que taies categorias o situaciones econômicas 
puedan ser representatives de una capacidad contributi­
ve especifica", sehalando que esta materia tiene toda 
su trascendencia en el âmbito del IRPF y sobre el Patri^ 
monio, en el que se estâ abriendo peso el reconocimien- 
to de la unidad familier como contribuyente aunque ca- 
rezca de personalidad juridica (pâg. 33).
También en el sentido sehalado en el texto, es signifi­
cative la siguiente afirmaciôn de ACOSTA ESPANA: "La
Ley General Tributaria lo que dice es que cuando, de 
acuerdo con las leyes en que asi se establezca, exista 
una pluralidad de personas, éstas se estimarân como uni 
ce titularidad de la posiciôn de sujeto pasivo... en 
razôn a que la atribuciôn de tal condiciôn lleva consi- 
go la juste distribuciôn de las cargas fiscales. Es 
mâs, podria decirse que es esta razôn de justicia la 
que impone no sôlo el sehalamiento del sujeto pasivo, 
sino la atribuciôn de esta condiciôn a una pluralidad 
personal" ("Comentarios a las leyes tributaries y finan 
cieras", cit., t.I, pâg. 301).
(86) En el fondo de este problema, asi como en el de la admi 
sibilidad de sujetos pasivos no personificados, en gene 
ral, parece hallarse una cierta tendencia a "sustituir" 
la capacidad juridica por la capacidad contributive, 
o , mâs exactamente, parece que determinados sectores 
parten de la convicciôn de que en ocasiones la consecu- 
ciôn del principio material de justicia tributaria con-
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lleva el "desprenderse" de las exigencies inherentes 
al dogme de la personalidad juridica.
Para una nitida distinciôn entre estos conceptos, vid: 
CORTES DOMINGUEZ, "Una contribuciôn al estudio de la
capacidad...", cit., pâgs. 97 y ss.; id., "Los sujetos 
de la obligaciôn tributaria", cit., pâgs. 33-34; SAINZ 
DE BUJANDA, "La capacidad juridica tributaria...", cit. 
pâgs. 319 y ss.
(87) Se refiere al Impuesto progresivo complementario sobre 
la Renta; vid. capitulo I, epigrafe dedicado a Italia, 
dentro del estudio del Derecho comparado.
(88) Recuérdese la distinciôn sehalada en el capitulo I, en­
tre el piano procedimental de la determinaciôn conjunta 
o separada de las rentas, del piano material de la acu- 
mulaciôn de las mismas.
(89) Citado tal como es expuesto por Antonio BERLIRI, "Prin­
cipios...", cit., vol.I, pâgs. 277 y 278.
A esta postura se adhiere VICENTE-ARCHE ("Notas" a la
traducciôn de la obra citada de A. BERLIRI), al escri- 
bir, con relaciôn al precepto que disponia la acumula- 
ciôn en la CGR: "Efectivamente, al referirse este arti­
culo a la sociedad conyugal, corrobora de forma absolu- 
ta los razonamientos que, referidos al Derecho positivo 
italiano, formula L.V. BERLIRI. Se observa, con toda 
claridad, que el legislador estâ contemplando el objeto 
del impuesto, y no el sujeto. Es decir, establece lo 
que deben pagar a titulo de impuesto las personas inté­
grantes de la sociedad conyugal, pero no quién debe pa­
gar el impuesto. Esta cuestiôn del sujeto se plantea 
en un segundo momento, y es entonces cuando la ley dic­
ta normas a efectos de quién debe ser el que satisfaga 
el impuesto establecido cuantitativamente sobre la ren­
ta global del marido y de la mujer. Queda bien claro,
por tanto, que la norma se refiere al contenido de la 
relaciôn impositiva y no al sujeto pasivo" (loc.cit., 
pâg. 294).
(90) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 68.
(91) Vid. PONT MESTRES, "Anâlisis y aplicaciôn...", cit., 
pâgs. 74-75: "La cotitularidad del articulo 34 de la 
Ley General Tributaria a cuyo modelo cabe enteder se 
acoge el Impuesto sobre la Renta -sin que por lo demâs 
resuite relevante a efectos prâcticos, reconducirlo o 
ho a un supuesto de dicho articulo- en el salmo cuarto, 
dos, relativo a la unidad familiar, constituye un su­
puesto claro de solidaridad en sentido juridico" (el 
subrayado es nuestro).
(92) En este sentido, ANTON PEREZ, al decir: "El anâlisis
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de la naturaleza juridica de un impuesto es un trabajo 
que muy bien podria resultar obligado cada cierto perio 
do de tiempo, por lo que puede aportar no sôlo al cono- 
cimiento teôrico del impuesto, sino también para su pro 
pia aplicaciôn prâctica. Lo que el impuesto de que se 
vaya a tratar sea en si mismo considerado, détermina, 
de manera inexcusable, su forma de aplicaciôn y desarro 
llo ulterior" ("La naturaleza juridica del Impuesto so- 
bre la Renta...", cit., pâg. 81; el subrayado es nues­
tro) .
(93) En este sentido, RAMALLO, "La unidad familiar...", cit. 
pâg. 57.
(94) "La deducciôn 'a forfait' por gastos personales en el
IRPF", Civitas REDF, num. 33, 1982, pâgs. 123 y ss.,
en especial 139 a 141.
(95) Ibidem., pâg. 140, nota 48 bis.
(96) Opiniôn sostenida por ROMANI BIESCAS, "Sujetos pasivos 
y responsables tributaries", cit., pâg. 41.
(97) Se refiere el autor, concretamente, a RODRIGUEZ PEREZ, 
"Comentarios a la Ley y Reglamento...", cit. (1982), 
pâg. 57.
(98) RAI4ALL0, "La unidad familiar...", cit., pâg. 57.
(99) "Instituciones de Derecho tributario", cit., pâg. 114.
(100) En cuanto a la Jurisprudencia, vid. los comentarios 
a la STS de 28 de febrero de 1969 (Aranzadi, nS 946), 
de PRAENA REQUENA, en CT, nùm.1, 1972, pâgs. 165 y ss., 
y de ROMANI BIESCAS, "Sujetos pasivos y responsables 
tributaries", cit., pâgs. 37 y ss.
Por lo que se refiere a la doctrina, el SDFUM ("Notas 
de Derecho financière", cit., t.I, vol.22, pâgs. 735 
y ss.) y CORTES DOMINGUEZ Y MARTIN DELGADO ("Ordenamien 
to tributario espahol", cit., pâgs. 341 y ss.), se ocu- 
pan fundamentalmente de la determinaciôn de las obliga- 
ciones a las que se extiende la solidaridad y de la efi 
cacia de los actos realizados por un coobligado solida- 
rio. Ultimamente y con ocasiôn de estudios générales 
sobre la LGT, lo que no deja de ser significative, se 
han ocupado del articulo 34, ACOSTA ESPANA, en "Comenta 
rios a las Leyes tributaries y financières", cit., t.I, 
pâgs. 308 y ss., y FALCON TELLA, en "La solidaridad tri^  
butaria desde la perspective actuel", cit.
(101) En la doctrina italiana, aparté de las obras générales 
de GIANNINI, BERLIRI, INGROSSO, TESORO, PUGLIESE, etc., 
con relaciôn al tema de la solidaridad, puede verse:
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ALLORIO, "Solidarietà processuale' e variazione di mo- 
tivi nell’impugnazione tributaria", Riv.Dir.Fin.Sc. 
Fin., 1943, (II), pâgs. 32 y ss.; id., "Diritto proce 
ssuale tributario", Utet, Turin, 1969, (5- ed.); AZZA- 
RITI, "Solidarietà nelle obbligazioni tributarie", 
Riv.Trim.Dir.Proc.Civ., 1961, pâgs. 614 y ss.; id., 
"La indivisibilité delle obbligazioni tributarie", 
Giur.It., 1963, (I), num.2, pâgs. 229 y ss.; COCIVERA, 
"Effetti sostanziali e processuali della solidarietà 
del debito d'imposta", Foro It., I960, IV, pâgs. 177 
y ss. (traducciôn al Castellano de F. VICENTE-ARChE, 
"Efectos sustanciales y procesales de la solidaridad 
en la deuda impositiva", RDFHP, num. 37, I960, pâgs.
9 y ss . ) ;'D ' ALESSIO, "Osservazioni sulla rilevanza trd^  
butaria delle obbligazioni a struttura soggettiva plu- 
rima", Dir.Prat.Trib., 1968, nùm.1, pâgs. 3 y ss.; DE 
MITA, "La solidarietà passive nel debbito d'imposta", 
Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., I960, (II), pâgs. 3 y ss.; TESO­
RO, "Il principio délia solidarietà tra i soggetti pa- 
ssivi dell'obbligazione tributaria", Riv.Dir.Pubb., 
1937, I, pâgs. 229 y ss.; ZINGALI, "Solidarietà forma- 
le dell'obbligazione tributaria?". Arch.Fin., 1950, 
pâgs. 348 y ss.; y la monografîa de FANTOZZI, "La sol^ 
darietà nel Diritto tributario", ya citada.
Las referencias a la Jurisprudencia son continuas en 
estos trabajos; una amplia referencia a la misma, en 
la obra de ALLORIO, "Diritto processuale tributario", 
cit., pâgs. 149-150, nota 61.
Para la doctrina alemana sobre el tema, y aparté de 
los comentarios a la Ordenanza Tributaria, puede verse 
la selecciôn expuesta por FALCON, en "La solidaridad 
tributaria...", cit., pâg.4, nota 4; sobre la literatu 
ra anterior a la vigente Ordenanza Tributaria, una am­
plia referencia en DE MITA, ""La solidarietà...", cit. 
pâgs. 5-6, nota 4.
(102) Cfr. SDFUM, "Notas de Derecho financiero", cit., vol. 
22, pâg. 735.
(103) "La capacidad juridica tributaria...", cit., pâg. 463.
(104) FALCON, "La solidaridad tributaria...", cit., pâg. 5.
(105) ACOSTA ESPANA sehala como presupuestos de aplicaciôn 
de este precepto: 1. Pluralidad; 2. Concurrencia; 3. 
Identidad de titularidad; 4. Ausencia de Ley que deter 
mine lo contrario (Comentario al articulo 34 de la 
LGT, en "Comentarios a las Leyes tributarias...", cit. 
pâgs. 308 a 310).
(106) En este sentido, SAINZ DE BUJANDA escribe que el arti­
culo 34 "sôlo es comprensible en el sentido de que 
cuando sean varias las personas que se encuentran con
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el elemento objetivo del hecho imponible en la rela­
ciôn prevista por la ley fiscal para que nazca la obli 
gaciôn tributaria, cada una de las personas pasara a 
asumir, en régmien de solidaridad con las restantes, 
la titularidad pasiva de la expresada relaciôn" ("La 
capacidad juridica tributaria...", cit., pâgs.463-464; 
el subrayado es nuestro).
Por su parte CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO entien- 
den "por titulares del hecho imponible a los que ac- 
tuan el hecho imponible" ("Ordenamiento tributario es­
pahol", cit., pâg. 342).
(107) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, op.cit., pâgs. 466 y ss., espe- 
cialmente 469.
(108) Cfr. BELTRAN DE HEREDIA, "La comunidad de bienes en 
el Derecho espahol", Ed.Rev.Der.Priv., Madrid, 1954, 
pâgs. 19 y ss. y 63-64.
(109) Cuando el articulo 33 menciona las "comunidades de bie 
nes" se refiere mâs bien a las comunidades en sentido 
amplio, comunidades societarias o sociedades sin perso 
nalidad; cfr. SAINZ DE BUJANDA, op.cit., pâgs. 469 y 
ss.
(110) Vid. SAINZ DE BUJANDA, "Lecciones de Derecho financie­
ro", 2# ed., 1982, pâgs. 230-231 y 234; CORTES DOMIN­
GUEZ, "Los sujetos de la obligaciôn tributaria", cit., 
pâgs. 69 y ss. y 85 y ss.; CORTES DOMINGUEZ y MARTIN 
DELGADO, "Ordenamiento tributario...", cit., pâgs. 367 
y ss., y 382 y ss.
(111) Por ello, como acertadamente dice FALCON, "Aunque de 
'lege ferenda' esta sea la soluciôn mâs acertada, es 
muy dudosa la legalidad del Reglamento en este punto, 
pués deberia limitarse a desarrollar la LGT, como re- 
cuerda el art. 9.1.c) de esta. Otra diferencia entre 
la Ley y el Reglamento es que la primera establece la 
solidaridad salvo que la Ley propia de cada tributo 
'dispusiere lo contrario' (es decir, la mancomunidad), 
mientras que los artlculos 9 y 10 del Reglamento exi- 
gen que la ley disponga 'expresamente otra cosa'. Apli 
cando la teorîa general de las fuentes résulta éviden­
te que la Ley del tributo puede apartarse expresa o 
tâcitamente de la Ley General Tributaria, y tanto en 
el sentido de establecer la mancomunidad como en otro 
distinto (por ejemplo, considerar como sujeto pasivo 
ùnicamente a uno de los cotitulares del hecho imponi­
ble, o establecer la solidaridad sôlo respecto a una 
parte de la deuda, etc.)" ("La solidaridad tributa­
ria...", cit., pâg. 5, nota 6; transcrito segùn el or^ 
ginal).
(112) "Instituciones...", cit., pâg. 117.
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(113) Asi, aunque el articulo 34 parece estar pensado para 
los impuestos reales, no puede descartarse "ab initio" 
la posibilidad de que un impuesto personal venga confi 
gurado de tal forma que en la realizaciôn de su presu­
puesto de hecho concurran una pluralidad de sujetos. 
Sobre este punto opina FALCON que "en principio" tal 
precepto "sôlo es aplicable a los impuestos reales, 
y no a los personales, pués si en estos ûltimos el pre 
supuesto objetivo 'no puede ser pensado' mâs que por 
referencia a una persona o a una entidad determina- 
da... mal puede hablarse de concurrencia de varios ti­
tulares en el hecho imponible" ("La solidaridad...", 
cit., pâg.5); si bien sehala que "cabria pensar, sin 
embargo, en un impuesto personal cuyo hecho imponible 
estuviese referido a una entidad sin personalidad, cu­
yo s miembros se configurasen después como deudores so- 
lidarios" (op.cit., pag.5, nota 7).
(114) En contra, GIANNINI, para quien la solidaridad en el 
Derecho tributario se fundamenta, precisamente, en que 
se trate de un objeto ùnico ("Instituciones...", cit., 
pâg. 114).
(115) El reglamento General de Recaudaciôn, por su parte, 
reproduce idéntica norma en su articulo 9,2, "por lo 
que habrâ que acudir al Côdigo Civil como Derecho su- 
pletorio, para determinar los efectos de la solidaridad 
tributaria, sin perjuicio de efectuar las matizaciones 
exigidas por la naturaleza juridico-pùblica del tribu­
to" (FALCON, "La solidaridad tributaria...", cit., 
pâg. 6 ).
(116) Vid., supra, capitulo III, epigrafe 2, apartado A, don 
de nos referimos a este problema.
(117) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 24.
(118) Ibidem.
(119) "Curso de Derecho financiero...", cit., (1981), pâgs.
267 y 472; idéntico parecer vuelve a exponer el profe­
sor FERREIRO en la obra colectiva "Comentarios a la
Ley del Impuesto...", cit., pâgs. 67-68. En el mismo
sentido, CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", 
cit., pâg. 115. También acoge esta tesis, PONT MES­
TRES, "Anâlisis y aplicaciôn del nuevo Impuesto...", 
cit., pâgs. 74 y ss.
(120) "La unidad familiar...", cit., pâg. 57; en cuyo caso/
ahadimos nosotros, el elemento subjetivo del hecho im­
ponible estaria constituido por la pertenencia a la 
unidad familiar.
(121) Op.cit. ,loc.ult.cit., respectivamente. El profesor RAMA­
LLO aclara: "el término 'concurrencia' del art. 34 de
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la LGT me parece adecuado, por cuanto indica una parti 
cipaciôn de todos los sujetos en el disfrute de las
rentas".
(122) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 22; la
misma opinion mantiene FALCON, "La solidaridad...", 
cit., pâg. 7.
La duda sobre si la unidad familiar encaja en el âmbi­
to de aplicaciôn del art. 34 de la LGT fué protamente 
manifestada por BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos y 
sus obligaciones...", cit., pâg. 36.
(123) También para RODRIGUEZ FEREZ ("Comentarios a la Ley
y Reglamento...", cit., pâg. 57), dado que el art. 34
de la LGT basa la solidaridad, indudablemente, en un 
mismo hecho imponible, no es éste el caso de la unidad 
familiar, "pués el hecho imponible serâ privativo de 
cada sujeto y estarâ constituido por la obtenciôn de 
sus respectivas rentas". De la opiniôn de RODRIGUEZ PE­
REZ se hace eco COLMENAR, "El sujeto...", cit., pâg. 
687.
Igualmente, si un solo miembro de la unidad familiar 
obtiene renta, tampoco se produce una concurrencia de 
titulares en el hecho imponible, ya que éste le es im- 
putado, ûnica y exclusivamente, al sujeto pasivo, per­
sona fisica, que "actûa" el hecho imponible.
(124) No existe solidaridad entre contribuyente y sustituto, 
"porque el sustituto no es deudor solidario, sino prin 
cipal, de tal manera que el sujeto activo se tiene que 
dirigir siempre contra él" (CORTES DOMINGUEZ Y MARTIN 
DELGADO, "Ordenamiento...", cit., pâg. 403). Asimismo, 
"si el sustituto... para serlo debe ponerse en lugar 
del contribuyente, una situaciôn de solidaridad signi- 
ficarîa la ruptura de este planteamiento. Ponerse en 
lugar es excluir de un sitio al que lo ocupaba, no po­
nerse a su lado" (ACOSTA ESPANA, en "Comentarios a las 
Leyes tributaries...", cit., t.I, pâg. 310).
No obstante, sobre si el sustituto desplaza, total y 
absolutamente, al sustituido, no hay acuerdo en nues­
tra doctrina; vid., al respecto, las opiniones de COR- 
TES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, ("Ordenamiento...", 
cit., pâgs. 384-385 y 397), y PALAO TABOADA ("La reten 
ciôn a cuenta", RDFHP, Num.74, 1968, pâgs. 286 y ss.
(125) Sobre el tema puede verse en nuestra doctrina, entre 
otros: SAINZ DE BUJANDA, "La responsabilidad tributa­
ria en régimen de solidaridad". Hacienda y Derecho, 
VI, Instituto de Estudios Politicos, Madrid, 1973, 
pâgs. 287 y ss.; CALVO ORTEGA, "La responsabilidad tri^  
butaria solidaria por actos ilicitos" HPE, num.5, pâgs. 
33 y ss.; COMBARROS, "La responsabilidad tributaria,
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solidaria y subsidiaria, en el procedimiento de recau­
daciôn" ,Civitas REDF, nùms. 23, 1979, pâgs. 377 y ss.; 
HERRERO MADARIAGA, "El responsable tributario", Civi­
tas REDF, nùm. 26, 1980, pâgs. 185 y ss.
(126) Vid. SAINZ DE BUJANDA, "La responsabilidad tributa­
ria...", cit., pâgs. 292 a 295; "Lecciones de Derecho 
financiero", cit., pâgs. 233-234; CORTES DOMINGUEZ y 
MARTIN DELGADO, "Ordenamiento...", cit., pâgs. 381- 
382.
(127) Este problema, entitativamente considerado, no es sino 
una manifestaciôn mâs del criterio adoptado en punto 
a la configuraciôn dogmâtica de los deudores del tribu 
to. Asl, mientras el Derecho tributario alemân, que 
atiende exclusivamente a la posiciôn de aquéllos fren­
te a la Hacienda Pùblica, conoce una categorla tributa 
ria ("Steuerpflichter") para referirse a toda persona 
obligada al cumplimiento de los deberes tributarios, 
tanto materiales como formales (vid. PALAO, traducciôn 
de la "Ordenanza Tributaria Alemana", pag. 73, nota 
28), nuestra LGT procédé a una clasificaciôn de los 
"sujetos pasivos" en funciôn del hecho que da origen 
a la posiciôn de obligado y, por tanto, a la distinta 
relaciôn que guarda con el hecho imponible; con lo 
cual, no se considéra "sujeto pasivo" al responsable.
Tampoco es ajena a esta configuraciôn del sujeto pasi­
vo el papel protagonista de la obligaciôn tributaria 
-en cuanto vlnculo jurldico tributario fundamental y 
principal-, y ello explica que autores como BERLIRI 
mantengan que el responsable solidario es un verdadero 
sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria (cfr. "Prin­
cipios...", cit., vol.II, pâg. 247); por contra, en­
tiende BERLIRI que el denominado "responsable subsidia 
rio" no es sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria; 
en realidad, dice, no es ni siquiera responsable, sino 
el sujeto pasivo de otra obligaciôn de carâcter subsi- 
diario (op.cit., pâgs. 243 y ss., en especial, 246).
Esta tesis fué objeto de crltica por PARLATO ("Il res­
ponsable d'imposta", Giuffrè, Milân, 1963, pâgs. 23- 
24), afirmando que a pesar de que el sujeto pasivo y 
el responsable solidario aparecen frente a la Adminis­
traciôn en una situaciôn de paridad, ello no debe con- 
ducir a considerar al responsable como sujeto pasivo, 
puesto que existen dos relaciones obligatorias deriva- 
das de presupuestos de hecho diferentes. En esta li- 
nea, aunque con alguna excepciôn -como por ejemplo, 
ROMANI BIESCAS, quien acoge la tesis de BERLIRI (en 
"Sujetos pasivos y responsables tributarios", cit., 
pâgs. 197-198)-, se ha situado tradicionalmente nues­
tra doctrina patria. No obstante, ùltimamente, el pro­
fesor FERREIRO entiende que "el responsable, respon-
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diendo de la deuda tributaria y, en ocasiones, pagândo 
la, es también evidentemente, sujeto pasivo" ("Curso 
de Derecho financiero...", cit., pâg. 461; subrayado 
del original).
(128) Para una sintesis de las diversas teorlas al respec­
to, nos remitimos a CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, 
"Ordenamiento...", cit., pâgs. 374 y ss. La tendencia 
actual es a construit la figura del responsable como 
sujeto pasivo de una obligaciôn accesoria de garantia, 
distinta de la obligaciôn tributaria y reconducible 
a la figura de la fianza; sujeto pasivo y responsable 
no se encuentran en situaciôn de paridad, ya que el 
caracter garantista de la responsabilidad tributaria 
détermina la configuraciôn de la obligaciôn del respon 
sable como una obligaciôn accesoria y dependiente de 
la principal (vid. COMBARROS, "La responsabilidad tri­
butaria...", cit., pâgs. 380-381; HERRERO, "El respon­
sable tributario...", cit., pâgs. 201 y ss.).
(129) SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", cit., 
pâg. 24.
(130) Esta parece ser la opiniôn de LASARTE ("Comentarios 
a la Ley del Impuesto...", cit., pâgs. 341-342), al 
referirse a "la caracterizaciôn en cuanto taies suje­
tos pasivos de los componentes de la unidad familiar 
no perceptores de renta, que a nuestro juicio se acer- 
can mucho mâs a la figura del responsable solidario 
que al contribuyente propiamente dicho".
(131) No obstante, la sala de lo contencioso Administrative 
de la Audiencia de Valencia, en su Sentencia de 16 de 
noviembre de 1983 -relativa a la deducciôn de la cuota 
de diez mil pesetas sin necesidad de justificaciôn-, 
se pronuncia sobre determinadas cuestiones relativas 
a los sujetos pasivos, aludiendo, por lo que ahora nos 
interesa, al articulo 37 de la LGT como posible base 
juridica de la solidaridad entre los miembros de la 
unidad familiar (Considerando cuarto, "in fine"). "Ello 
sôlo podria sostenerse afirmando que cada miembro de 
la unidad familiar es deudor de su parte o porciôn en 
la obligaciôn, pero responsable de la deuda de los de­
mâs" (FALCON, "La solidaridad tributaria...", cit., 
pâg. 8, nota 14; subrayado del original). Y en otro
lugar sehala este mismo autor que, pese a la afirma­
ciôn del Tribunal, no se trata de un supuesto de res­
ponsabilidad previsto en el articulo 37 ("La unidad 
familiar y la deducciôn 'a forfait' por gastos persona 
les", comentario a la citada Sentencia de la Audiencia 
de Valencia, ambos publicados en la Revista La Ley,
num. 896, de 16 de marzo de 1984, pâgs. 2 y ss.; la
afirmaciôn citada aparece en la pâg. 3).
(132) "Una contribuciôn al estudio de la capacidad juridica 
tributaria", cit., pâg. 90.
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(133) Vid. al respecto la opinion de BANACLOCHE, "Novedades 
reglamentarias en el Impuesto sobre la Renta...", cit. 
pâg.32.
(134) Pensamos, concretamente, en la figura del "retenedor", 
que tan diversas interpretaciones ha ocasionado. Asi, 
mientras SAINZ DE BUJANDA reconduce la posiciôn juridi^ 
ca del retentor al deber de colaboraciôn con la Admi­
nistraciôn financiera ("Lecciones...", cit., pâg.238), 
FERREIRO entiende que es perfectamente reconducible 
a la figura del sustituto ("La figura del sustituto 
en las nuevas Leyes del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas fisicas y sobre Sociedades", CT, num.28,1979, 
pâg. 67). Sobre el tema puede verse también, entre 
otros: CASADO OLLERO, "De la imposiciôn de producto 
al sistema de retenciones y pago fraccionado en el Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas (I). La 
retenciôn a cuenta", Civitas REDF, num.21, 1979, pâgs. 
55 y ss., en especial, pâgs. 70 y ss.; SOLER ROCH, 
"Notas sobre la configuraciôn de obligaciones...", 
cit., pâgs. 24 y ss.; CLAVIJO, "Los rendimientos del 
capital...", cit., pâgs. 136 y ss.
(135) Vid. ALBINANA ("Derecho financiero y tributario", cit. 
pâg. 468) al referirse a "la imposibilidad de poner 
orden en la doctrina espanola sobre los elementos per­
sonales de las obligaciones tributarias, ni aùn enfren 
tândose con las disposiciones contenidas en la Ley Ge­
neral Tributaria".
(136) "La unidad familiar...", cit., pâgs. 49-50.
(137) En este sentido, FALCON, "La solidaridad...", cit., 
pâg. 8, y "La unidad familiar y la deducciôn 'a for­
fait'...", cit., pâg. 3. También ALBINANA, si bien de^ 
de una perspectiva distinta a la nuestra, afirma, refi 
riéndose a la "titularidad plural de la renta y de la 
base imponible que se atribuye a todos y cada uno de 
los miembros de la unidad familiar en cuanto se recono 
ce a todos ellos la condiciôn de sujetos pasivos", que 
"esta conclusiôn, superadora de una regulaciôn un tan­
to 'sui generis', no responde a esquema alguno de los 
que la doctrina en esta materia ha construido" ("Siste 
ma tributario espahol y comparado", cit., pâg. 289). 
Asimismo, PENA ALVAREZ llega a la conclusiôn "de que 
la Ley del tributo créa una figura especifica, distin­
ta y alejada del esquema general establecido en la 
LGT" ("La unidad familiar...", cit., pâgs. 196-197).
(138) De forma paralela a como sucede en el Derecho tributa­
rio, en la bibliografia civilista espahola son muy es- 
casos -en claro contraste con la doctrina iusprivatis- 
ta extranjera- los estudios dedicados a la solidari­
dad. Aparté de las obras générales sobre el Derecho 
civil, sôlo pueden destacarse los siguientes trabajos:
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HERNANDEZ GIL, "La solidaridad en las obligaciones", 
Rev.Der.Priv., 1946, pâgs. 397 y ss.; id., "El princi­
pio de no presuncion de la solidaridad", Rev.Der.Priv. 
1947, pâgs. 91 y ss.; id., "Comentarios a las Senten- 
cias de 13 y 20 de marzo de 1943", Rev.Gral. de Legis. 
y Jurisp., 1944, pâgs. 98 y ss., y 337 y ss.
Para una amplia referencia a la producciôn literaria 
germana, italiana y francesa, sobre la materia, vid. 
HERNANDEZ GIL, "La solidaridad en las obligaciones", 
cit., pâgs. 397-398, en nota.
(139) La doctrina romanista se ha esforzado en escindir el 
concepto de solidaridad en dos especies: una, califica 
da como solidaridad propiamente dicha y, en ocasiones, 
como correalidad, caracterizada por la unidad del vin­
culo obligatorio; otra, calificada como simple solida­
ridad, caracterizada por la existencia de una plurali­
dad de obligaciones. La doctrina francesa, aceptando 
determinadas proposiciones de la pretendida distinciôn 
romana, creô, a su vez, otra: solidaridad perfecta e 
imperfecta, considerândose que la solidaridad perfecta 
es la convencional y la legal que tenga por base una 
presunciôn de voluntad, siendo imperfecta cuando, sin 
meidar estipulaciôn, la ley la establece. Para una ex­
posiciôn critica y rechazo de estas distinciones, vid. 
HERNANDEZ GIL, "La solidaridad en las obligaciones", 
cita., pâgs. 400 y ss.
Por su parte, la doctrina alemana viene tradicionalmen 
te distinguiendo, en el âmbito del Derecho civil, en­
tre solidaridad propia e impropia, segùn que exista 
o no una identidad de fin para la solidaridad de los 
distintos coobligados (ENNECCERUS, L ., "Derecho de 
obligaciones", ed. revisada por H. LEHMANN, traducciôn 
de la 35- ed. en lengua alemana por B. PEREZ GONZALEZ 
y J. ALGUER, Bosch, Barcelona, 1954, vol.II, tyl,pâgs. 
440 y ss., en especial, 443 y ss. Para una crltica de 
estso conceptos, vid. LARENZ, "Derecho de obligacio­
nes", t.I, versiôn espanola de J. SANTOS BRIZ, Ed.Rev. 
de Der.Priv., Madrid, 1958, pâgs. 513 y ss., quien ex- 
presivamente califica la solidaridad "impropia" como 
solidaridad "aparente". De cualquier forma, esta dis­
tinciôn es irrelevante a efectos tributarios, puesto 
que en este âmbito la solidaridad atiende al interés 
del acreedor (vid. TIPKE-KRUSE,"Abgabenordnung", 11^ 
éd., Colonia, 1983, comentario al parâgrafo 44).
(140) HERNANDEZ GIL, "La solidaridad en las obligaciones", 
cit., pâg. 411.
(141) Ibidem., pâg. 410. Al factor de identidad de la presta 
ciôn se refiere especialmente BINDER, J., "Die Korreal 
obligationem in romischen und heutigen Recht", 1899, 
pâgs. 4 y ss., y 570 (citado por LARENZ, op.cit., pâg.
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503, en nota).
(142) "Derecho civil espahol, comûn y forai", t.32, 12ë éd.. 
Reus, Madrid, 1978, pâg. 135. En la misma linea, ES- 
PIN, "Manual de Derecho civil espahol2, vol.III, 3& 
éd., Ed.Rev.Der.Priv., Madrid, 1970, pâg. 102.
(143) "L'obbligazione solidale", Giuffrè, Milân, 1959, pâg. 
8 .
(144) "Derecho de obligaciones", cit., pâgs. 503 y 505.
(145) Ibidem., pâg. 513; esta caracteristica, sin embargo, 
es matizada por HERNANDEZ GIL, "La solidaridad...", 
cit., pâg. 410.
(146) Cfr. "Fundamentos del Derecho civil patrimonial", cit. 
pâg. 420. Tal consideraciôn no debe inducir a error, 
ya que como el mismo DrlEZ PICAZO advierte (op.cit., 
pâg. 344), "en la medida en que el deudor solidario 
se hace responsable de la deuda o deber de sus codeudo 
res, es, ya él mismo, deudor de esa parte o porciôn, 
de suerte que una escisiôn o disociaciôn real entre 
débito y responsabilidad no se produce, al menos en 
el sentido de permitir la autonomia y la independencia 
en el orden juridico de una y otra situaciôn".
(147) "La solidaridad...", cit., pâgs. 411-412.
(148) "Sistema de Diritto delle Imposte", Giuffrè, Milân, 
1954, pâgs. 43-44.
(149) Vid. COCIVERA, "Efectos sustanciales y procesales de 
la solidaridad en la deuda impositiva", cit., pâgs. 
11-12; D'ALESSIO, "Osservazioni sulla rilevanza tribu­
taria delle obbligazioni a struttura soggettiva pluri- 
ma", cit., pâg. 16; CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, 
"Ordenamiento...", cit., pâg. 341.
(150) "Instituciones...", cit., pâg. 114; subrayado del ori­
ginal. En el mismo sentido, respecto a la "eadem causa 
obligandi", CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, "Ordena 
miento...", cit., pâgs. 341-342.
(151) "Efectos sustanciales y procesales...", cit., pâg. 12. 
"Para que exista obligaciôn solidaria -dice COCIVERA- 
es necesario que frente a varios deudores la obliga­
ciôn surja del mismo hecho jurldico o al menos de he- 
chos intencionadamente unidos por las partes con nexos 
taies que puedan ser considerados como un conjunto uni^  
tario a efectos del vinculo que dériva de los mismos" 
(loc.cit.; subrayado del original).
(152) "La solidarietà...", cit., pâgs. 53 y ss.
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En cuanto al rechazo de la "eadem causa obligandi" 
(op.cit., pâgs. 53-54), en otros lugares FANTOZZI se 
refiere también, expresamente, a la posibilidad de plu 
ralidad de sujetos respecto "ad una o più fattispecie 
collegate" (pâg. 42).
(153) Cfr. "La solidarietà...", cit., pâgs. 1, 11, 40 y ss., 
57, etc...
La referencia a la nociôn de presupuesto plurisubjeti- 
vo para explicar la solidaridad es una constante en 
FANTOZZI (sobre la nociôn de "fattispecie" objetiva 
y subjetiva para FANTOZZI, vid. op.cit., pâgs.6 y ss.) 
Asi, parte de que existen dos situaciones posibles pa­
ra imputar a varios sujetos los efectos de un presu­
puesto: una, la de imputar una parte de los efectos 
a cada uno de los sujetos, de manera que la totalidad 
de los efectos es cubierta mediante la imputaciôn par- 
cial a todos los sujetos; otra, la de imputar a cada 
sujeto la totalidad de los efectos. El fenômeno de la 
solidaridad se situa, claro estâ, en la segunda de las 
hipôtesis citadas (pâg. 14).
Asimismo, al examinar los diversos tipos de presupues­
tos a través de los cuales se exterioriza esta plurali 
dad, define como "pluralidad subjetiva paritética" la 
hipôtesis de pluralidad de sujetos pasivos que tiene 
lugar cuando los efectos de un hecho imponible son si- 
multâneamente referidos a distintos sujetos, y de "plu 
ralidad dependiente" cuando el presupuesto se haya ve- 
rificado respecto a un solo sujeto. Dentro de esta hi­
pôtesis diferencia la "pluralidad dependiente conexa 
o encadenada" ("contestuale") y la "pluralidad sucesi- 
va o sobrevenida" (pâgs. 37-38).
(154) Por contra, el Côdigo Civil de 1942 acogiô en su ar­
ticulo 1294 el principio de que la solidaridad se pre­
sume si de la ley o del titulo no résulta otra cosa.
(155) "Instituciones...", cit., pâg. 114; el subrayado es 
nuestro.
(156) Cfr. COCIVERA, "Efectos sustanciales y procesales...", 
cit., pâgs. 12 y 14 y ss.
(157) Al respecto es absolutamente clara la doctrina civilis 
ta que, en las ocasiones en que se plantea el problema 
de si se requiere que la relaciôn obligatoria solida­
ria tenga como fuente el mismo acto, responde que no 
sôlo puede derivar de actos diversos, sino también de 
actos de diferente tipo; cfr. LARENZ, op.cit., pâg. 
5 1 3. La Jurisprudencia francesa y alemana admite la 
solidaridad con las mâs diversas procedencias (cfr. 
HERNANDEZ GIL, op.cit., pâg. 411).
595
Que la solidaridad no requiere una identidad en la eau 
sa obligatoria puede considerarse recogido en el art. 
1140 del côdigo Civil, segùn el cual: "La solidaridad
podrâ existir aunque los acreedores y deudores no es- 
tén ligados del propio modo y por unos mismos plazos 
y condiciones"; vid., en este sentido, la opiniôn de 
HERNANDEZ GIL, lOC.cit.
(158) "En la obligaciôn tributaria, en cuanto obligaciôn 'ex 
lege', no existe causa en el sentido técnico jurldico, 
por lo que dicha expresiôn sôlo puede tener algùn sen­
tido entendida como causa de la ley, es decir, como 
fundamento, motivo o 'ratio legis" (FALCON, "La solida 
ridad tributaria...", cit., pàg. 10, nota 12). Vid. 
los diversos estudios reproducidos en la secciôn "Docu 
mentos" de HPE, nùm. 64, 1980, especialmente el estu­
dio introductorio de TEJERIZO, "La causa de los tribu- 
tos", pâgs. 193 y ss.
(159) "Fundamentos del derecho civil patrimonial", cit., 
pâg. 420; subrayado del original.
(160) Cfr. GIANNINI, "Instituciones...", cit., pâg. 117.
(161) Pero sôlo en parte. En este sentido, COCIVERA entien­
de, acertadamente, que el presupuesto ùnico e inescin- 
dible al que recurre la doctrina para sostener la uni­
dad de la obligaciôn tributaria solidaria, no es un 
elemento idôneo para resolver el problema de la estruc 
tura de la misma, ya que no implica, como se sostiene, 
la necesidad de una relaciôn jurldica objetivamente 
ùnica ("Efectos sustanciales y procesales...", cit., 
pâg. 18).
(162) Para una detallada exposiciôn, vid. HERNANDEZ GIL, "La 
solidaridad...2, cit., pâgs. 403 y ss, quien estudia 
la cuestiôn con detenimiento.
(163) Para HERNANDEZ GIL en la relaciôn obligatoria solida­
ria se integran varias obligaciones, tantas cuantos 
sean los sujetos deudores, y ello es asl por exigen- 
cias de la regulaciôn legal, que impone ciertos efec­
tos y situaciones jurldicas que sôlo pueden explicarse 
teniendo por base la divisiôn o pluralidad. Concreta­
mente, se refiere el autor a los arts. 1140, 1144 y 
1148 del côdigo Civil. Especial interés, en este sent^ 
do, présenta a nuestro entender, el art. 1144, segùn 
el cual: "El acreedor puede dirigirse contra cualquie- 
ra de los deudores solidarios o contra todos ellos si- 
multâneamente. Las reclamaciones entabladas contra uno 
no serân obstâculo para las que, posteriormente, se 
dirijan contra los demâs, mientras no resuite cobrada 
la deuda por completo" (cfr. "La solidaridad...", cit. 
pâgs. 411-412).
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También BONET ("Comentario a Jurisprudencia hipoteca- 
ria", Rev.Gral.Legisl.Jurisp., 1946, pâg. 601), sostie 
ne la pluralidad de obligaciones, basândose en los mis 
mos preceptos citados.
(164) Cfr. "Efectos sustanciales y procesales...", cit., 
pâg. 12. Parte COCIVERA en este punto de la adaptaciôn 
entre la estructura y funciôn de la obligaciôn tributa 
ria solidaria y la obligaciôn "in solido" regulada por 
el côdigo Civil, de 1942. Los preceptos del citado Cô­
digo en que tanto la doctrina civilista como el propio 
COCIVERA fundan la tesis de la pluralidad (arts. 1293, 
1297 y 1420), son anâlogos a los esgrimidos por la doc 
trina espahola.
En el mismo sentido, D'ALESSIO, "Osservazioni sulla 
rilevanza tributaria...", cit., pâg. 16. Acertadamente 
exponen estos autores que, admitida la identidad entre 
la solidaridad tributaria y la solidaridad civil, no 
puede mantenerse una postura diferente respecto a la 
naturaleza jurldica de una y otra. La tesis de la iden 
tidad entre la solidaridad de la obligaciôn tributaria 
y la del Derecho civil es defendida, ademâs de los au­
tores citados, y entre otros, por: ALLORIO, "Diritto
processuale tributario", cit., pâgs. 208 y ss.; id., 
"Solidarietà processuale'...", cit., pâgs. 33 y ss.; 
BERLIRI, "Principios...", cit., vol.II, pâgs. 2 48 y 
ss.; PUGLIESE, "Istituzioni di Diritto finanziario", 
cit., pâg. 64.
(165) "Fundamentos...", cit., pâgs. 404-405.
(166) Como es sabido, existe acuerdo en la doctrina mâs auto 
rizada sobre la igualdad entre la obligaciôn tributa­
ria y la obligaciôn del Derecho civil, al menos en su 
estructura. No puede dejar de hacerse referencia, en 
este punto, a: GIANNINI, "Instituciones...", cit.,
pâgs. 87 y ss.; BERLIRI, "Principios...", cit., vol. 
II, pâgs. 147 y ss.; TESORO, "Principi di Diritto tri­
butario", cit., pâgs. 49 y ss. Y en la doctrina espaho 
la: SAINZ DE BUJANDA, "El nacimiento de la obligaciôn 
tributaria", cit., pâgs. 11 y ss.; VICENTE-ARCHE, "Con 
figuraciôn juridica de la obligaciôn tributaria", cit. 
pâgs. 7 y ss.
(167) La "Abgabenordnung" de 16 de marzo de 1976 ha sido pu- 
blicada en el "Bundesgesetzblatt",I, de 23 de marzo, 
pâgs. 613 a 700. como hemos dicho ya, existe versiôn 
castellana, de PALAO TABOADA.
(168) Vid. TIPKE-KRUSE, "Abgabenordnung", cit., comentario 
al parâgrafo 44; también TIPKE, "Steuerrrecht. Ein Sy^ 
tematischer Grundriss", 9^ éd., Colonia, 1983, pâg. 
137.
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(169) Adviértase que el Derecho tributario alemân desconoce 
la figura del sustituto del contribuyente; vid. PALAO 
TABOADA, traducciôn de la "Ordenanza Tributaria Alema­
na", comentario al parâgrafo 33, nota 28, pâgs. 73-74.
(170) Aunque no résulta claro del texto de la Ordenanza, la 
doctrina alemana entiende que también el deudor y el 
responsable son deudores en el sentido del parâgrafo 
44; vid. TIPKE, "Steuerrecht...", cit., pâg. 137.
(171) Cfr. FALCON, "La solidaridad...", cit., pâgs. .11 y ss.
(172) Vid. COMBARROS, "La responsabilidad tributaria...", 
cit., pâg. 382, quien acude a la distinciôn civilista 
entre "solidaridad paritaria" y "solidaridad dependien 
te" (DELGADO ECHEVARRIA). Dicha distinciôn es también 
acogida por FANTOZZI, "La solidarietà...", cit., pâg. 
38 y 386 y ss. (vid., supra, nota 153 de este capitu­
le) .
(173) DIEZ PICAZO, "Fundamentos...", cit., pâg. 424.
(174) Cfr. FALCON, "La solidaridad...", cit., pâg.12.
CAPITULO V 
FUNDAMENTO DE LA UNIDAD FAMILIAR
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SUMARIO
1. FUNDAMENTO DE LA UNIDAD FAMILIAR COMO UNIDAD CONTRIBUYENTE
A.- Fundamento juridico.
a) El principio de capacidad contributiva.
a ') Significado del principio y su relaciôn con la 
unidad familiar, 
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En la introducciôn de este trabajo manifestâbamos que 
el objeto de nuestro estudio lo constituye la configuraciôn 
jurldica de la unidad familiar, entendiendo por configuraciôn 
jurldica la respuesta a una triple interrogante; &qué es?, 
cpor que?, &cuales son sus efectos?. Hasta ahora nos hemos 
ocupado esencialmente de la primera de estas cuestiones: a
partir del concepto de unidad familiar, el estudio de su natu 
raleza ha revelado su esencia interna. Lo que debemos propo- 
nernos ahora es "pasar del problema del que no al problema 
del cômo sino al problema del por que" (1). Para intentar una 
respuesta a esta cuestiôn es por lo que nos planteamos el fun 
damento de la unidad familiar.
Por fundamento se désigna la "ratio legis" de su elec- 
ciôn, los propôsitos y motivos que justifican su existencia. 
No obstante, debe advertirse que la amplitud concedida al tra 
tamiento de esta cuestiôn es menor que la prestada a los otros 
dos problemas antes enunciados. Existe una clara razôn para 
ello: el fundamento de toda figura es, en cierto sentido, al­
go ajeno, extraho, a esa figura en si misma considerada, por 
cuanto es indiscutible que "nada puede apoyarse en si mismo, 
sino en otra realidad ajena, la cual, justamente por serlo, 
es la que le puede servir de sustentaciôn" (2). En este senti^ 
do, un estudio extensivo del fundamento de la unidad familiar 
supondria abordar una serie de temas y cuestiones distintos 
de lo que constituye el objeto propio de nuestro trabajo. Asi, 
al examinar el fundamento de la unidad familiar, lo que pre- 
tendemos esencialmente es senalar ese fundamento, indicar el
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porqué de la unidad familiar, lo que es ineludible a efectos 
de una configuraciôn juridica de la misma; pero no considerar 
ese fundamento exhaustivamente, lo cual supondria entrar en 
una problemâtica conceptualmente diversa de la que aqui nos 
ocupa.
1. FUNDAMENTO DE LA UNIDAD FAMILIAR COMO UNIDAD CONTRIBUYENTE
No existe un fundamento ùnico para una realidad tan 
compleja como es la unidad familiar. Particularmente, las no- 
ciones estricta y amplia de esta figura exigen senalar sépara 
damente el fundamento de cada una de ellas. Paralelamente a 
como nos hemos ocupado de precisar el concepto, abordaremos 
en primer lugar la fundamentaciôn de la unidad familiar en 
cuanto unidad contribuyente, para después referirnos al funda 
mento del régimen de la misma.
A su vez, dentro de la designaciôn de la familia como 
unidad contribuyente deben distinguirse, por un lado, los ele 
mentos juridicos y, por otro, los elementos metajuridicos. 
Los primeros son aquellos que responden al criterio de justi­
cia en el reparto de la carga fiscal. Los segundos son ajenos 
o indiferentes al valor de justicia (3). Estos ùltimos pueden 
ofrecer la mâs variada naturaleza, si bien en el caso de la 
unidad familiar son de indole esencialmente econômica,
Por el contrario, con relaciôn al régimen de la unidad 
familiar no procédé la distinciôn sehalada. Los motivos que 
explican y la finalidad que persigue la concreta regulaciôn
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legal de la unidad familiar en nuestro ordenamiento no respon 
den con caracter general a una exigencia de justicia. Y qui- 
zâs sea esta la consideraciôn mas importante que cabe sefialar 
al respecto.
A.- Fundamento juridico.
a) El principio de capacidad contributiva.
El argumente fundamentalmente invocado en favor de 
la unidad familiar, como hemos manifestado ya en mas de una 
ocasiôn, puede concretarse en el principio contributive. La 
idea ha side clara y exactamente expuesta per Soler Roch al 
afirmar que "en la medida en que se considéré que la pertenen 
cia a una unidad familiar modifica, cualitativa y cuantitati- 
vamente, la capacidad econômica individual, exigirâ que dicha 
capacidad se considéré de modo conjunto y no individualmente" 
(4 ).
En verdad, el rechazo o aceptaciôn de esta propuesta, 
desde el punto de vista juridico, entrana mas una peticiôn 
de principio que una argumentaciôn en funciôn de termines pu- 
ramente racionales (5). Por elle, la principal dificultad 
que, a nuestro modo de ver, entrana esta aseveraciôn surge 
cuando se intentan concretar les termines de la misma. La ca­
pacidad contributiva es, de por si, una nociôn considerable- 
mente compleja y problemâtica, pero si a elle se aflade la 
idea de una "alteraciôn cualitativa y cuantitativa", con le 
que estâmes presuponiendo un punto de partida estable o cens-
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tante, la cuestiôn puede hacerse interminable. Quiere decirse 
que a la dificultad que entrana todo intente de aproximaciôn 
al principio de capacidad contributiva, se unen en nuestro 
case una serie de problemas adicionales, ya que la relaciôn 
capacidad contributiva-unidad familiar parece presuponer o 
exigir una nociôn concreta y determinada de aquélla, le cual, 
sin embargo, se halla absolutamente alejado de su significa- 
ciôn doctrinal.
Asî las cosas, habremos de indagar, en primer lugar, 
que se entiende por capacidad contributiva cuando este concep 
te se relaciona con la unidad familiar. Por otra parte, es 
necesario abordar si el hecho de que por determinados secto- 
res la capacidad contributiva se predique fundamentalmente 
respecto de las personas fisicas excluye, teôricamente, la 
imposiciôn de la unidad familiar.
a ’ ) Significado del principio y su relaciôn con la uni^
dad familiar.
El origen del principio de capacidad contributiva 
se encuentra, como es sabido, en la Ciencia de la Hacienda, 
constituyendo, junto con el criterio del beneficio, los dos 
principios doctrinales clâsicos con arreglo a los cuales se 
détermina la susceptibilidad de los individuos de ser someti- 
dos a imposiciôn (6). Es por ello que durante algûn tiempo 
la capacidad contributiva o capacidad econômica (7) fué cons^ 
derada como algo "extrajurldico", como una idea que por su 
vaguedad e indeterminaciôn no es apta para constituir un pre-
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cepto juridico. En este sentido se han manifestado autores 
de tanta autoridad como Giannini, quien estima que "El juicio 
sobre la idoneidad de un determinado hecho para que sirva de 
indice de capacidad contributiva esta ûnicamente reservado 
al legislador, y, por tanto, aùn cuando esa idea sea colocada 
como base de un tributo, constituye un concepto parajuridico 
que interesa al economista, no al jurista" (8).
El primer esfuerzo teôrico por integrar el concepto 
de capacidad contributiva en el sistema de Derecho tributario 
fué llevado a cabo, como pone de relieve Palao (9), por Gri- 
ziotti, en cuya doctrina tal principio desempena un papel cen 
tral (10).
En la actualidad, la significaciôn juridica del princ^ 
pio es unânimemente aceptada, pues, como afirma Sainz de Bu- 
janda, "los fundamentos econômicos del concepto de capacidad 
contributiva -que en modo alguno pueden discutirse- no se de 
ben confundir con la idea de justicia que anima a ese concep­
to, que es precisamente la que le hace opérante en el campo 
del Derecho tributario" (11). Ahora bien, si puede afirmarse 
la aceptaciôn generalizada del principio de capacidad contri­
butiva como criterio de justicia tributaria, no ocurre lo pro 
pio cuando se trata de precisar la virtualidad prâctica del 
mismo o, si se prefiere, aceptado que la capacidad contribute 
va suministra el criterio de justicia impositiva, el problema 
surge la hora de determinar "que orientaciôn nos proporciona 
esta nociôn ante el problema de la imposiciôn en abstracto 
sobre una materia determinada" (12).
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En esta linea de consideraciôn, y sin ningûn ânimo de 
exhaustividad (13), entendemos que las diversas posiciones 
ante la orientaciôn concreta que el principio de capacidad 
contributiva proporcione, pueden sintetizarse en uno de los 
ôrdenes sigiiientes que, en ultima instancia, podrlan reducir- 
se a dos: aquel que concede un contenido propio o autônomo 
a este principio, y aquel que entiende la capacidad contribu­
tiva ûnicamente en cuanto concreciôn o especificaciôn de otros 
principios (14).
En primer lugar estarla la posiciôn de quienes no en- 
cuentran, precisamente, un criterio concreto de orientaciôn 
en la proposiciôn segûn la cual la carga tributaria debe dis- 
tribuirse segûn la capacidad contributiva o, quizâs mas exac­
tamente, en palabras de Pérez de Ayala, para algunos autores 
"no puede filosôfica y lôgicamente demostrarse la conexiôn 
existante entre la justicia tributaria y el principio de la 
capacidad de pago o econômica" (15). En este sentido, se ha 
afirmado que estamos ante "un principio orientador, cuya efi- 
cacia se manifiesta no por medio de la deducciôn, sino como 
punto de vista fundamental en la discusiôn de los problemas 
financières". El principio de capacidad contributiva es asi 
entendido como un tôpico, como los principios générales del 
Derecho (16). No quiere decirse con ello que la nociôn de ca­
pacidad contributiva esté vacia de contenido, sino que se tra 
ta mas bien de un problema de indeterminaciôn de ese conteni­
do, razôn por la cual podrla afirmarse que la capacidad con—  
tributiva "no tiene la estructura lôgica de un axioma del cual
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puedan deducirse segûn las reglas del razonamiento una cadena 
de consecuencias" (17).
En segundo lugar nos encontramos con la posiciôn que 
trata de erigir a la capacidad contributiva como criterio ex- 
clusivo de justicia tributaria. Esta orientaciôn, que tiene 
su origen doctrinal en Italia (18), cree encontrar en este 
principio el concepto clave para juzgar la legitimidad de las 
leyes fiscales y para fijar los limites del poder tributario, 
entendiendo la capacidad contributiva como medida de la justi 
cia de los tributos. En el concepto de capacidad contributiva 
estarian, pues, encerrados "in nuce" los criterios constitu- 
cionales de imposiciôn, que bastaria desarrollar para obtener 
en sus lineas esenciales el sistema tributario prefigurado 
por las leyes fundamentales (19).
Frente a esta posiciôn se alza la idea de la delimita- 
ciôn del principio de capacidad contributiva como especifica- 
ciôn del principio de igualdad, entendiendo el verdadero sig­
nificado de esta ûltima como la "interdicciôn de la arbitra- 
riedad", esto es, como "prohibiciôn de discriminaciones arbi- 
trarias a la luz de la comûn conciencia juridica, (que) es, 
por tanto, la ûnica que permite atribuir al principio corres- 
pondiente un contenido propio, independiente, supraordinado 
a sus posibles especificaciones positivas, las cuales enton- 
ces no resultan lôgicamente indispensables, y son sôlo un for 
talecimiento del principio general" (20). El principio de 
igualdad recobra asi su "practicabilidad" en el âmbito tribu­
tario, lejos de basarse en un solo concepto: la capacidad con
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tributiva (21).
Ciertamente, a nuestro entender, en la actualidad care 
ce de sentido la concepciôn de la capacidad contributiva como 
criterio exclusivo de justicia tributaria, o como ùnico crite 
rio para determinar la igualdad o diversidad de las situacio- 
nes a efectos de la imposiciôn. Pero igualmente, tampoco es 
posible negar contenido material al principio de capacidad 
contributiva, reduciendo la idea de justicia de la imposiciôn 
al principio de igualdad, como si el valor justicia no aporta 
ra efectivamente nada a este ultimo (22). Como expresa Pau- 
lick, el principio constitucional de igualdad (consagrado en 
el artlculo 32,1 de la Ley Fundamental de Bonn), contiene a 
la vez un imperativo de justicia y una interdicciôn de la ar- 
bitrariedad. "Por ello, el principio de igualdad représenta 
para el legislador el mandainiento general de tratar de modo 
igual lo que es igual y diversamente lo que es desigual de 
acuerdo con su singularidad, orientândose permanentemente a 
la idea de justicia" (23).
En este orden de consideraciôn -y si no hemos entendi­
do mal el conocido estudio del profesor Palao-, cuando se ha- 
bla de "crisis" del principio de capacidad contributiva en 
puridad lo que se denuncia es la crisis de una determinada 
concepciôn de tal principio, mas que del principio en si (24) 
Dicho con otras palabras, en nuestra opiniôn, no es posible 
negar contenido material al principio de igualdad en aras de 
la capacidad contributiva, ni tampoco puede "limitarse", ni 
"reemplazarse", la justicia por la igualdad.
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Aunque desde posiciones diferentes, la doctrina se ha 
esforzado por senalar a cada uno de estos principios un dis- 
tinto âmbito de actuaciôn. En esta linea, La Rosa -a juicio 
de Palao, el mas claro exponente de esta tendencia (25)- es 
cribe: "Cualquiera que pueda ser la soluciôn del problema fi- 
losôfico de la definiciôn de la justicia en el piano del dere 
cho positivo, principios de justicia distributiva y princi­
pios de igualdad parecen tener funciones profundamente diver­
sas y, por tanto, presentarse como irréductibles a una catego 
ria comûn" (26). También para Gaffuri los principios de capa­
cidad contributiva y de igualdad tienen distintos âmbitos de 
actuaciôn; séria contradictorio atribuir al primero de dichos 
principios la doble funciôn de limite y de criterio de distri 
buciôn de la carga tributaria (27): la que le corresponde es 
la de constituir el limite mâximo a la imposiciôn. Respetando 
este limite, el legislador es plenamente libre para fijar la 
carga tributaria de cada contribuyente, atendiendo a los di- 
versos fines politicos que pueden influir sobre la tributa- 
ciôn, lo cual élimina el problema de los fines extrafiscales 
(28), Mas alla del limite determinado por la capacidad contr^ 
butiva (o aptitud para la contribuciôn) comienza la actuaciôn 
de otros principios constitucionales, y especialmente el de 
igualdad, distinto de aquél (29).
No obstante, la polémica en torno al contenido de la 
capacidad contributiva permanece, y de ello encontramos una 
posiciôn significativa en los ûltimos trabajos sobre el tema 
del profesor Pérez de Ayala, donde, a diferencia de otros es-
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tudios anteriores (30), expone: "la nociôn de capacidad econô­
mica, dentro de la teorla de justicia social, no integra o 
da contenido a un principio autônomo, sino que es el presu- 
puesto lôgico o conceptual para elaborar desde las diversas 
modalidades de la justicia los principios de justicia fiscal 
propiamente dichos: el de progresividad, el de igualdad y el 
de no confiscatoriedad impositivas" (31).
En cualquier caso, el articulo 31,1 de la Constituciôn 
"al obligar a todos a contribuir al sostenimiento de los gas- 
tos publicos, cine esta obligaciôn en unas fronteras préci­
sas: la capacidad econômica de cada uno y la del estableci- 
miento, conservaciôn y mejora de un sistema tributario justo 
e inspirado en los principios de igualdad y progresividad.
"A diferencia de otras Ccnstituciones, la espanola, 
pues, alude expresamente al principio de la capacidad contri­
butiva y, ademàs, lo hace sin agotar en ella -como lo hiciera 
cierta doctrina- el principio de justicia en materia contribu 
tiva. Capacidad econômica, a efectos de contribuir a los gas- 
tos pùblicos, tanto significa como la incorporaciôn de una 
exigencia lôgica que obliga a buscar la riqueza alli donde 
la riqueza se encuentre".
Esta lôgica "pudiera demandar la estimaciôn individua- 
lizada de cada caso, con respecto a cada uno de los tributos 
que integran el sistema tributario y en cualquier supuesto 
en orden al sistema tributario mismo, como conjunto, atendi- 
das las variantes circunstancias sociales y econômicas" (32).
En nuestro sentir, el principio de capacidad contribu-
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tiva tiene una significaciôn concreta: la de ser la manera
de formular el principio de justicia con referencia al âmbito 
tributario (33). "Aunque una definiciôn vâlida de lo que debe 
entenderse por justo, a efectos tributaios, rebasa el plantea 
miento que aqui hemos de hacernos, lo que no puede soslayarse 
es que el legislador constituyente ha dejado bien claro que 
el sistema justo que se proclama no puede separarse, en nigun 
caso, del principio de progresividad ni del principio de igu^ 
dad. Es por ello -porque la igualdad que aqui se proclama va 
intimamente enlazada al concepto de capacidad econômica y al 
principio de progresividad- por lo que no puede ser, a estos 
efectos, simplemente reconducida a los términos de articulo 
14 de la Constituciôn..." (34).
En este sentido, la capacidad contributiva, como prin­
cipio general del Derecho tributario, y como todos los princi 
pios générales del Derecho, tiene mucho de tôpico (35); sin 
embargo, "se impone con la fuerza de la evidencia intuitiva: 
en efecto, no puede negarse que los impuestos deben ser gra- 
duados de alguna manera en funciôn de la riqueza o fuerza eco 
nômica de los contribuyentes, por muy indeterminada que esta 
sea. Posiblemente era este y no otro el alcance que se atri- 
buia al concepto de capacidad contributiva cuando se intentô 
por la doctrina juridica revitalizar el principio" (36). Este 
era también, en sustancia, el valor que inicialmente se confi 
riô al principio de capacidad contributiva en la doctrina es­
panola (37). En este sentido, con claridad escribe Sainz de 
Bujanda: "La justicia tributaria es, por esencia, parte del
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Derecho tributario. En rigor, es su cimentaciôn y su razôn 
de ser... La ciencia econômica sumistrarâ criterios aptos pa­
ra gravar las rentas, atendido su origen o su altura, con 
arreglo, por ejemplo, a criterios de igualdad...". Pero, "Es 
el principio de justicia adoptado el que mueve los resortes 
técnicos del reparto y el que détermina el tipo de conocimien 
tos econômicos que han de ponerse en juego para que, ante la 
conciencia del pais, aquel principio gane efectividad... Da­
dos unos determinados supuestos, de los que insoslayablemente 
hay que partir, el ordenamiento juridico sôlo puede organizar 
la materia imponible con sujeciôn a criterios de justicia, 
de los que ûnicamente podria prescindirse dando paso a un re­
gimen de opresiôn o, cuando menos, de frivolo arbitrismo fis­
cal" (38). Y afirma, a modo de conclusiôn: "Las normas tribu- 
tarias sôlo serân légitimas si en ellas se establecen tribu­
tos justos, y esto sôlo acontecerâ en la medida en que esas 
cargas se impongan a los sûbditos en orden al bien comûn y 
con arreglo a criterios que emanen del Derecho natural". Este 
"no se limita a la funciôn negativa de senalar los presupues- 
tos inaliénables de lo juridico, sino que es, ademàs, para 
el Derecho positivo el modelo (de lege ferenda) que muestra 
la perfecciôn a que debe aspirar y le ofrece una fuente inago 
table (principios générales del Derecho) con que completar 
la irremediable insuficiencia de las normas positivas' (De 
Castro). La doctrina de estos principios -precisamente por 
ser générales- es la misma en Derecho tributario que en cual­
quier otra rama del Derecho, y a ella hemos de remitirnos" 
(39).
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Si a la vista de cuanto antecede nos planteamos la 
cuestiôn inicial, esto es, que significaciôn ofrece el concep 
to de capacidad contributiva cuando se relaciona con la uni­
dad familiar, hemos de convenir que cuando se senala la capa­
cidad contributiva como fundamento de la unidad familiar lo 
que quiere expresarse exactamente es que se estima mas justo 
someter a imposiciôn al individuo, no aisladamente considera- 
do, sino considerado dentro del grupo familiar al que pertene 
ce, y conjuntamente con los demâs individuos integrados en 
ese grupo familiar.
En este sentido, la cuestiôn se plantea tanto en térmi^ 
nos de capacidad contributiva absoluta como de capacidad con­
tributiva relativa (40). En cuanto a lo primero, se piensa 
que la aptitud, en abstracto, para concurrir a las cargas pù- 
blicas, es diversa segûn se trate de personas aisladas o de 
personas que conviven en un grupo familiar. En cuanto a lo 
segundo, supuesta la capacidad econômica absoluta, el legisla 
dor se dirige a delimitar el grado de capacidad, lo que lleva 
a una concreta determinaciôn del "quantum" de la deuda. Obvia 
mente, no quiere decirse con ello que la concreta determina­
ciôn de la cuantia de la deuda sea consecuencia o resultado 
exclusivo de la determinaciôn de la capacidad contributiva, 
sino que, atendidas todas las circunstancias, y supuesta una 
especifica aptitud para contribuir, se instrumentarn unos mé- 
todos determinados (acumulaciôn de rentas, deducciones por 
cargas familiares, etc...) que permitan cuantificar en cada 
caso la prestaciôn tributaria (41).
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Al optar por la tributaciôn familiar el legislador pue 
de haber tomado en consideraciôn circunstancias, hechos o con 
ceptos que, en si mismos considerados, sean ajenos a lo juri­
dico (en el caso de la unidad familiar, por ejemplo, la exis- 
tencia de economias de escala), pero ello se hace asi en aten 
ciôn, no ya exclusiva sino tampoco principal, a esa realidad 
econômica; sino porque se estima que de esa manera se dâ sa- 
tisfacciôn adecuada a la idea de justicia (42).
Desde este punto de vista, el postulado de la capaci­
dad econômica como fundamento de la unidad familiar puede, 
obviamente, aceptarse o no; pero como hemos dicho reiterada- 
mente, lo que no puede negarse es que, desde el punto de vis­
ta juridico, el fundamento de la unidad familiar se encuentra 
en el principio de capacidad contributiva; o lo que es lo mi£ 
mo, el principio juridico que anima la realidad unidad fami­
liar y su consideraciôn por la norma tributaria es el de la 
capacidad contributiva.
En definitiva, este principio présenta una especial 
significaciôn en la unidad familiar, lo que no presupone nece 
sariamente una signficaciôn idéntica en otras instituciones 
del ordenamiento tributario.
b') La capacidad contributiva como atributo del indivi^ 
duo y la unidad familiar. Observaciones crîticas.
Es indudable que la persona fisica es la gran pro- 
tagonista de cualquier sistema fiscal. Ello es asî porque la
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persona fisica es la gran protagonista del Derecho. El Dere­
cho, definido por ese gran jurista que es el profesor Guasp, 
como el conjunto de relaciones entre hombres que una cierta 
sociedad establece como necesarias (43), es una realidad esen 
cialmente humana, en el sentido de que la verdadera materia 
juridica esta constituida por una relaciôn entre homres. Esta 
designaciôn de lo juridico es, a nuestro entender, lo que de­
be considerarse implicite en aquella afirmaciôn.
Sin embargo, cuando generalmente se sostiene que la 
persona fisica es la gran protagonista del sistema tributario 
lo que se quiere decir, o lo que se pretende demostrar, es 
algo bien distinto, que, como es sabido, se relaciona con la 
imposiciôn sobre las Sociedades. Desde esta perspectiva, se 
considéra que a través de la imposiciôn sobre la renta de las 
personas juridicas en realidad se grava la renta de las perso 
nas fisicas, que son las ùnicas que se benefician de las ven- 
tajas que procura la actividad del Estado y que sufren el sa- 
crificio del pago del impuesto. Asi, al afirmar que cualquie­
ra que sea el impuesto y su naturaleza es siempre, en defini­
tiva, la persona fisica la que soporta el gravamen, lo que 
se quiere justificar es la supresiôn total o parcial de la 
imposiciôn sobre Sociedades y demâs entidades juridicas o, 
al menos, manifestar que el fundamento a este tipo de imposi­
ciôn debe hallarse en razones eminentemente prâcticas (44).
En esta linea de argumentaciôn, se afirma que la capa­
cidad contributiva sôlo la tienen las personas fisicas (45), 
y ello tiene en su base la idea de que la renta constituye, en
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su acepciôn estricta, una magnitud que ûnicamente se puede 
aplicar a personas naturales (46). Tal consideraciôn llega 
a relacionarse asi con las diferentes teorias de la defini­
ciôn de la renta, entendiendo que el concepto de renta en fun­
ciôn de la "fuente" es una magnitud extraha a las unidades 
de producciôn, que sôlo puede ser de aplicaciôn a las perso—  
nas fisicas. Y mas decididamente se afirma la capacidad con­
tributiva como atributo del individuo si se parte de la renta 
gastada o consumida como indice de la capacidad econômica 
(47).
Taies opiniones, elaboradas esencialmente en el seno 
de la Economia financiera tienen, pues, una finalidad y una 
motivaciôn muy concretas, y no son susceptibles, en nuestra 
opiniôn, de ser "trasladadas", sin mas al terreno juridico (48).
En buena parte, el predicar la capacidad contributiva como 
atributo del individuo surge como consecuencia de la conside­
raciôn de los efectos econômicos del impuesto, de manera que 
el "contribuyente incidido" es siempre, en ûltima instancia, 
la persona fisica. El papel fundamental que las aportaciones 
de la Economia financiera, en materia de efectos econômicos 
del impuesto, desempena en la tesis de referencia, es innega- 
ble si se tiene en cuenta que, sin embargo, los propios econo 
mistas postulan el gravamen de la unidad familiar, entendida 
como unidad de consumo, de manera que es la renta de la fami- 
lia y no la del individuo la que debe someterse a tributaciôn,
En definitiva, lo que queremos poner de manifiesto es 
que la afirmaciôn segûn la cual la capacidad contributiva es
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un atributo de la persona fisica exclusivamente, es algo que 
esta aun por demostrar desde el punto de vista juridico (49), 
y de lo cual no pueden derivarse, por tanto, consecuencias, 
en orden a una aceptaciôn o rechazo de la unidad familiar; 
esto es, no puede utilizarse, ni positiva ni negativamente, 
como argumento bâsico de la imposiciôn individual. Desde un 
punto de vista juridico la consideraciôn del problema ha de 
discurrir por otros cauces y, en esta linea, hemos de retor- 
nar a la significaciôn del principio de capacidad contributi­
va, especialmente de la capacidad contributiva relativa, en 
el sentido mas arriba sehalado.
En este orden de consideraciones es francamente signi- 
ficativa la polémica surgida en Italia a raiz de la declara- 
ciôn de inconstitucionalidad de las rentas de los cônyuges. 
Como se recordarâ, el sistema tradicional del "cumulo" en 
Italia fué declarado ilegitimo por entender la Corte Costitu- 
zionale que, entre otras razones, era contrario al articulo 
53 de la Constituciôn, en el que se consagra el principio de 
capacida contributiva. Afirma la Corte que tal principio debe 
entenderse significativo de que "todos son obligados a contri 
buir a los gastos pùblicos en razôn de su personal capacidad 
contributiva" (50), lo que lleva a rechazar la imposiciôn fami 
liar.
En verdad, como dice Gallo (51), es évidente que en 
este razonamiento la Corte ha debido de forzar no poco, aùn 
en el piano literal, la interpretaciôn de la formulaciôn cons 
titucional del principio de capacidad contributiva, por cuan-
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to el adjetivo "personal", referido a tal concepto, no existe 
en aquella formulaciôn (52). En este orden, la interpretaciôn 
de la Corte es calificada de "exasperantemente individualis- 
ta" (53).
Cuando se afirma la conveniencia de considerar unita- 
riamente, como "expresiôn autônoma de capacidad contributiva", 
toda la renta de la unidad econômica constituida por la fami- 
lia (54), lo que se postula es la determinaciôn de la cuantia 
del impuesto teniendo en cuenta que la aptitud para concurrir 
a las cargas pùblicas de cada individuo es consecuencia, no 
exclusivamente de su renta personal, sino de la renta conjun- 
ta de la familia. En este sentido, estamos ante un problema 
de capacidad contributiva relativa, que en nada se contradice 
con el caracter "personal" de la imposiciôn (55), ni con la 
necesidad de que todo sujeto que séa titular o poftador de 
una manifestaciôn de aquella capacidad venga, como tal, obli- 
gado a contribuir a las cargas pùblicas (56). Cuestiôn bien 
distinta, como sabemos, es que de los principios constitucio­
nales (asi, de la igualdad juridica de los cônyuges) se deri­
ve la exigencia de reconocimiento de la titularidad pasiva 
de la relaciôn tributaria a todas y cada una de las personas 
que contribuyen a la formaciôn de la renta familiar; pero de 
ello no se dériva, claro esta, el principio de imposiciôn se- 
parada. Es mas, teniendo en cuenta, como quedô expuesto en 
otro lugar, que el sistema de imposiciôn conjunta o familiar 
es el que permite una valoraciôn mas real, y consiguientemen- 
te un tratamiento mas adecuado de las cargas personales del
618
contribuyente, del cual forman parte esencial las circunstan­
cias familiares, resultaria que la unidad familiar se adecûa 
mas exactamente a la "personal" capacidad contributiva de ca­
da perceptor de renta, que el sistema de imposiciôn separada.
La doctrina italiana, con frecuencia harto crîtica con 
la posiciôn del Alto Tribunal, se ha forzado en demostrar que 
en los argumentos por aquél utilizados se mezclan dos princi­
pios distintos. En este sentido, es Clara la opiniôn de De 
Mita, al decir: "En verdad, igualdad de tratamiento de los 
cônyuges y capacidad contributiva son dos principios distin­
tos. La igualdad de tratamiento exige que marido y mujer ten- 
gan las mismas obligaciones fiscales en relaciôn a una rique­
za que bien puede ser comûn sin que ello contradiga la igual­
dad. Una vez resuelto el problema de la igualdad de tratamien 
to en el âmbito de la obligaciôn de declarar y pagar... el 
problema de la capacidad contributiva debe afrontarse autôno- 
mamente" (57).
b) El principio de igualdad. Su insuficiencia para ju£
tificar la unidad familiar.
La realizaciôn de la idea de justicia es la meta 
de todo orden juridico. La justicia y la igualdad tienen en­
tre si una relaciôn intima, ya que el principio de igualdad 
se ha desarrollado a partir de la idea de justicia (58). En 
este sentido, no es fortuito que, en ocasiones, se hay a pre- 
tendido agotar el contenido de uno en otro de estos princi­
pios. Sin embargo, el principio de igualdad contiene un manda
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to concreto: si todas las personas son iguales ante la Ley 
(art. 14 de la Constituciôn espafiola), esto signfica que la 
ley tiene que tratar igual lo que es igual, pero ha de tratar 
de diferente modo lo que es desigual, atendiendo a su peculia 
ridad. El legislador, dice Paulick, esta constitucionalmente 
obligado a crear un Derecho igual para todo lo que es igual 
y a tener en cuenta las desigualdades existantes (59). La re­
laciôn entre la idea de justicia y la igualdad es patente en 
el articulo 31 de nuestra Constituciôn, al proclamar: "Todos
contribuirân al sostenimiento de los gastos pùblicos de acuer 
do con su capacidad econômica mediante un sistema tributario 
justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad 
que, en ningûn caso, tendra alcance confiscatorio".
Si se parte de la aceptaciôn de que la convivencia en 
una familia incide en la aptitud para contribuir a las cargas 
pùblicas, la tributaciôn de la unidad familiar puede conside­
rarse, consecuentemente, como una exigencia del principio de 
igualdad. Desde esta perspectiva, como dijimos en el capltulo 
I de este trabajo, se entiende que el sistema de imposiciôn 
familiar, al equiparar la tributaciôn de las unidades familia 
res, es el ùnico que dâ satisfacciôn adecuada al principio 
de igualdad (60 ). Ahora bien, con independencia de que una pro 
posiciôn de esta îndole cobra su verdadero sentido una vez 
que se haya aceptado el postulado inicial -esto es, que la 
pertenencia a una familia modifica, cualitativa y cuantitati 
vamente, la capacidad econômica del individuo-, pensamos que 
desde el propio âmbito del principio de igualdad pueden formu 
larse objeciones a la tributaciôn de la unidad familiar.
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En primer lugar, un argumento puede hallarse en la ar- 
bitrariedad Insita en la delimitaciôn de lo que constituye 
la unidad familiar para la norma tributaria (61). El legisla­
dor no puede traducir a términos jurldicos la "familia" en 
sentido econômico. Para la ciencia econômica es familia el 
conjunto de personas que se comportan como unidad de consumo, 
con independencia de los vînculos de parentes que existan en­
tre aquéllas. Sin embargo, el Derecho no puede acudir, por 
razones de seguridad juridica, a un concepto tan indetermina- 
do e inseguro como el de unidad de consumo o uniones de he­
cho, con lo cual, ante la necesidad de precisar quienes son 
miembros de una unidad familiar a efectos de su sometimiento 
al impuesto, no puede menos de realizar una selecciôn arbitra 
ria. Résulta asi una disparidad de tratamiento entre situa- 
ciones iguales, segûn existan vinculos juridicos o no entre 
las personas que las integran, o segûn se encuentren o no corn 
prendidas en la definiciôn -limitadora de la realidad- de la 
unidad familiar, llevada a cabo por el legislador, por exigen 
cias de la seguridad juridica.
Desde esta perspectiva, bien pudiera entenderse que 
esta disparidad de tratamiento carece de justificaciôn, pues- 
to que dériva esencialmente de la concreta determinaciôn nor- 
mativa de la realidad unidad familiar, en la que forzosamente 
hay una gran dosis de discrecionalidad, mas que de una dife­
rencia real entre unas y otras situaciones familiares. La te­
sis de la igualdad en sentido material, entendida como "prohi 
biciôn de discriminaciones arbitrarias a la luz de la comûn 
conciencia juridica" (62) constituye una séria objeciôn a la
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unidad familiar. Asi las cosas, no puede dejar de recordarse 
la argumentaciôn de la Corte Costituzionale al considerar ina 
decuado e irracional el sistema normativao que previene para 
los cônyuges un tratamiento fiscal mas oneroso que el previs- 
to para las personas que conviven sin estar unidad en matrirno 
nio, aunque la situaciôn sea semejante, puesto que en ambos 
casos se benefician de las supuestas ventajas econômicas der^ 
vadas de la vida en comûn (63).
No obstante, debe reconocerse igualmente la relativi- 
dad de toda esta problemâtica, lo que es évidente si tenemos 
en cuenta que la supuesta arbitrariedad implicita en la defi­
niciôn normativa de la unidad familiar puede no considerarse 
como tal verdaderamente, por cuanto atiende, precisamente, 
al principio de la seguridad juridica. Dicho con otras pala­
bras: "Se lesiona el principio de igualdad cuando no sea posi 
ble encontrar para un trato igual o una diferenciaciôn esta- 
blecida por el legislador un fundamento razonable, résultante 
de la naturaleza de la cosa o de cualquier modo convincente, 
es decir, cuando la regulaciôn dispuesta por el legislador 
tenga que calificarse de arbitaria" (64). Y es claro que en 
el problema de la definiciôn normativa de la unidad familiar 
existe un fundamento razonable, una razôn que la justifica: 
dar adecuado cumplimiento a la seguridad juridica. Desde este 
punto de vista, la disparidad de tratamiento puede dejar de 
considerarse arbitraria. Por otra parte, cabe también plan- 
tearse (por lo que a la concreta situaciôn "matrimonio juridi 
co"-"matrimonio de hecho se refiere"), si verdaderamente aque
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lia disparidad de tratamiento résulta de la "naturaleza de 
la cosa", en el sentido de que la "comunidad econômica" que 
se produce en uno y otro caso sea de diferente indole (65). 
Al respecto es significative el Proyecto de Ley de nuestro 
IRPF, en cuya exposiciôn de motives se decia que si bien, por 
un lado, las razones que justifican la imposiciôn de la uni­
dad familiar puede entenderse igualmente aplicable a las si­
tuaciones de hecho, por otro, ademàs de la dificultad practi- 
ca de probar dichas situaciones "en estos casos es bastante 
mener el riesgo de que sus miembros redistribuyan entre si 
sus rentas con objeto de eludir el impuesto". (66).
La segunda objeciôn que puede formularse a la tributa­
ciôn ae la unidad familiar desde el principio de igualdad se 
concreta en el hecho de que la formulaciôn constitucional del 
mismo, como principio informador de todo el ordenamiento jur^ 
dico, queda referida a los individuos, y no a las unidades 
familiares. En este sentido, recuerda Neumark (67) que la Ley 
Fundamental de Bonn dice inequîvocamente que "todas las perso 
nas son iguales ante la Ley" (68), y no que "todos los matri- 
monios considerados como unidad son iguales ante la Ley", ni 
mucho menos que "todos los matrimonios son unidades que deben 
equipararse, ante la Ley, a los individuos (solteros)" (69). 
La tributaciôn de la unidad familiar parte de un determinado 
criterio para la comparaciôn de la carga fiscal, comparaciôn 
que se establece entre la carga tributaria global que soporta 
la unidad familiar considerada y otras unidades o individuos 
(70); esto es, se tiende a equiparar la tributaciôn entre las 
diferentes "unidades" de imposiciôn, no entre los individuos.
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Lo que cabe preguntarse entonces es si este planteamiento es 
compatible con la formulaciôn constitucional del principio 
de igualdad (71), que queda referido a los individuos, y no 
a las unidades familiares.
B .- fundamento extrajurldico.
En mas de una ocasiôn a los largo de estas paginas he­
mos puesto de relieve la importancia del fundamento extrajurl 
dico de la unidad familiar. Baste con recordar que las razones 
aducidas en la exposiciôn de motives del Proyecto de Ley del 
IRPF para justificar la configuracion de la familiar como uni^  
dad contribuyente son, exclusivamente, de la expresada natura 
leza (72). En concreto, se afirma: "Las razones para conside­
rar a la familia... como unidad contribuyente son de dos ti- 
pos. En primer lugar, se argumenta con razôn que el agrupa- 
miento de personas que hacen la vida en comûn suponen ciertas 
economias de escala y , por consiguiente, una mayor capacidad 
de pago de la que resultaria de considerar a cada sujeto ais­
ladamente. Por otra parte, también es évidente la dificultad 
de discernir, en el caso de la familia, tanto los ingresos 
como los gastos que puedan corresponder a cada miembro, sepa- 
raciôn que résulta crucial en el caso que nos ocupa, por tra- 
tarse de un impuesto progresivo en el que cabe lograr venta­
jas mediante redistribuciones aparentes de renta, si cada 
miembro de la familia tributase aisladamente" (73).
En este momento hemos de destacar los dos argumentos 
bâsicos que aqui se contienen para justificar la imposiciôn
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de la unidad familiar: la existencia de economias de escala 
y el constituir esta una medida para evitar las distribucio- 
nes ficticias de renta entre los miembros de la familia, con 
el propôsito de eludir la progresividad del impuesto. Aunque, 
en parte, ya nos hemos ocupado del tema en la primera parte 
de este trabajo, al considerar el fundamento del sistema de 
imposiciôn conjunta, a cuyo lugar nos remitirnos para evitar 
reiteraciones innecesarias, pueden anadirse aqui otras obser­
vaciones al respecto, que exponemos a continuaciôn.
a) La existencia de economias de escala.
Dado que el concepto de "capacidad" se refiere nece 
sariamente a una aptittud efectiva y, por tanto, existente 
en concreto, cierta y actual, el principio de capacidad con­
tributiva requiere que sean gravadas manifestaciones econômi­
cas reales y no meramente ficticias (74). Asi, es évidente 
la trascendencia que adquiere el que verdaderamente el hecho 
de la convivencia origine ciertas economias esenciales, aho- 
rros en la satisfacciôn de las necesidades, que se traduzcan 
en un efectivo incremento de la capacidad econômica. Si ello 
es asi, y la teoria econômica, aun con diferencias entre unos 
y otros autores (75) parece demostrarlo de manera irrefutable 
(76), existen "indicios" (77) suficientes para estimar cierta 
la proposiciôn de que la convivencia familiar incide en la 
capacidad contributiva de los individuos que integran aquel 
grupo (78). Aunque, en todo caso, sigue subsistiendo aquella 
peticiôn de principio en punto a la aceptaciôn o rechazo de 
tal proposiciôn, por cuanto con estas razones no se desvirtûan
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los caractères de elecciôn de base esencialmente ideolôgica 
que en ella subyace (79).
Por otra parte,parece existir una cierta contradicciôn 
en el hecho de la "creaciôn juridica" de la unidad familiar 
por razôn de las economias de escala, por un lado, y, por 
otro, establecerse medidas correctoras de la progresividad 
derivada de la acumulaciôn de las rentas. El planteamiento 
econômico, aisladamente considerado y llevado hasta sus ulti­
mas consecuencias, es incompatible con la adopciôn de taies 
medidas (80). Sin embargo, esa contradicciôn es, en todo ca­
so, meramente aparente, ya que si bien la realidad econômica 
del grupo familiar puede hacer aconsejable su consideraciôn 
unitaria a efectos fiscales, ello no implica necesariamente 
que, desde el punto de vista juridico hayan de aceptarse to­
das las consecuencias que se derivan el planteamiento econôriû 
co; particularmente, y por lo que aqui y ahora nos interesa, 
que los ahorros esenciales de la convivencia hayan de tener 
un reflejo cuantitativamente idéntico en la determinaciôn de 
la prestaciôn tributaria. Asimismo, cabe pensar que con taies 
medidas lo que se inteta es corregir la posible inadecuaciôn 
entre la progresividad de la tarifa y la valoraciôn cuantita­
tiva de las efectivas economias de escala. Taies motives, que 
pueden darse de manera concurrente, explican la adopciôn por 
parte del legislador (81) de medidas correctoras de la progre 
sividad que, en principio, como decimos, pudieran entenderse 
contrarias al propio fundamento de la consideraciôn por el 
ordenamiento tributario de la realidad social y econômica que 
constituye la unidad familiar.
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b) La unidad familiar como medida contra el fraude.
La consideraciôn de la familia como unidad contribu 
yente a efectos del IRPF tiene un claro motivo, como recorda- 
ba el Proyecto de Ley, en la finalidad de evitar que mediante 
distribuciones aparentes de renta entre los miembros de aqué­
lla se obtenga una ventaja o un beneficio de reducciôn de la 
deuda impositiva, contrario a la progresividad del impuesto. 
Desde esta perspectiva, la unidad familiar constituye clara- 
mente una medida contra el fraude.
Al hablar aqui de fraude nos referimos, no al "fraude 
tributario" o "infracciôn tributaria de defraudaciôn", sino 
al "fraude de ley tributaria" (82). Como es sabido, la prime­
ra se caracteriza porque, habiéndose producido el hecho impo­
nible y habiendo surgido, por tanto, a cargo del sujeto pasi- 
vo la deuda tributaria, ésta se intenta ocultar total o par- 
cialmente a la Administraciôn. Por el contrario, el fraude 
de ley tributaria se caracteriza por la consecuciôn de un re­
sultado igualmente ventajoso para el sujeto que lo practica, 
pero conseguido mediante una conducta que impide que surja 
el presupuesto de hecho, Estos supuestos son calificados en 
la doctrina italiana como "evasione" y "elusione d'imposta", 
respectivamente. Una clara distinciôn entre evasiôn y elusiôn 
en el sentido antes sehalado, es bien trazada por Antonini: 
mientras que la evasiôn consiste en la ocultaciôn del presu­
puesto de hecho ya verificado, la elusiôn se orienta a impe- 
dir que surja el presupuesto de hecho (83); esto es, se inten 
ta "eludir" (de ahî su denominaciôn) la realizaciôn del presu
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puesto de hecho de la imposiciôn, poniendo en practice otros 
hechos que permiten la consecuciôn de un resultado econômico 
anâlogo (8 4 ). Este supuesto en nuestro Derecho se conoce con 
la expresiôn "fraude a la ley tributaria" (8 5 ) y es précisa- 
mente el que se intenta evitar mediante la tributaciôn de la 
unidad familiar.
La represiôn del fraude de ley es tenida en cuenta no 
solo para el establecimiento de la imposiciôn conjunta de los 
miembros de la familia, o sea, para la designaciôn de la uni­
dad familiar como unidad contribuyente, sino que también es 
esta la razôn que explica numerosos puntos concrètes del tra- 
tamiento de la unidad familiar. Dicho con otras palabras, el 
recurso al fraude de ley se présenta también como el fundamen 
to del régimen de la unidad familiar: basta con pensar en la 
intrascendencia de la emancipaciôn de los hijos a efectos de 
su exclusion de la unidad familiar, como hemos visto, o en 
la no relevancia de las separaciones matrimoniales de hecho. 
Ello no obstante, el problema que al respecto puede plantear- 
se se concreta, como es obvio, en la procedencia o improceden 
cia del recurso al fraude de ley en punto a una justificaciôn 
de la unidad familiar. En este sentio cabe distinguir dos ver 
tientes o aspectos: uno, relativo al fraude de ley en gene­
ral: la ilicitud del mismo; otro, especifico de la unidad fa­
miliar: hasta que punto el fraude de ley puede considerarse 
explicaciôn suficiente de aquélla.
Por lo que se refiere a lo primero, frente a la acepta 
ciôn generalizada de la ilicitud del fraude a la ley en el
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Derecho comûn, no ocurre lo mismo en el Derecho tributario 
(86). Ello se debe, como pone de manifiesto Palao, "a la iner 
cia de la concepciôn de las leyes tributarias como leyes pena 
les, restrictivas de la libertad personal", asl como a "la 
conciencia social que, especialmente en algunos paises, no 
reprueba el incumplimiento de los deberes fiscales, sino que, 
antes bien, mira complaciente y aprobadora, considerândolos 
como muestra de ingenio y habilidad, los sutiles recursos que 
el contribuyente despliega en la lucha contra el fisco" (87).
Sin embargo, el fraude de ley tributaria no présenta 
unas caracterîsticas conceptuales o identificadoras diversas 
de las que califican al fraude de ley en el Derecho comûn, 
por lo cual, no existe razôn alguna, en nuestra opiniôn, para 
objetar la ilicitud del fraude a la ley tributaria (88). Los 
requisitos del fraude a la ley, segûn F. de Castro (89), son: 
-que admitir la validez del acto contrarie la finali- 
dad prâctica de una ley, suponga una violaciôn de la misma 
(90) ;
-que sea necesario hacer jugar el concepto de fraude: 
no se puede hablar de fraude sino cuando fracasan otros proce 
dimientos juridicos (91);
-que la ley en que se ampare el acto (ley de cobertu- 
ra) no lo proteja suficientemente, que el acto considerado 
no sea el supuesto normal de la ley de cobertura (92);
-que el acto produzca un dano a un tercero, un perjui- 
cio al Estado, o contradiga los principios générales del Dere 
cho.
629
La ilicitud del fraude a la ley tributaria, y mas con- 
cretamente, la ilicitud de las distribuciones ficiticias de 
renta entre los miembros de la familia, se fundamenta con cia 
ridad en que mediante aquellas lo que se intenta conseguir 
es la no satisfacciôn de un impuesto que en realidad "es ya 
debido" (93). Se defrauda asl la Ley reguladora del IRPF, élu 
diendo la progresividad inherente a este tributo, con un per- 
juicio para la Hacienda Pûblica. En la transmisiôn de un bien 
productor de renta o en la concesiôn de emancipaciones con 
la finalidad sehalada, es patente la no coincidencia entre 
el fin perseguido y la forma juridica adoptada (94), existe 
una discrepancia entre la causa objetiva y la finalidad perse 
guida por las partes (95), discrepancia que se intenta encu- 
brir mediante una apariencia juridica.
Naturalmente, lo que puede suscitarse en este punto, 
aceptada la calificaciôn de fraude de ley de taies conductas, 
es la procedencia de la norma general sancionadora, esto es,, 
no la creaciôn de la unidad familiar, sino la aplicaciôn del 
mecanismo previsto en el articulo 24,2 de la LGT, por lo que 
a nuestro ordenamiento juridico se refiere. A nuestro juicio, 
y desde esta perspectiva, la adopciôn de la figura de la uni­
dad familiar se encuentra justificada, teniendo en cuenta la 
dificultad prâctica de reconducir cada supuesto concreto que 
en la realidad se produjera, al âmbito de dicho precepto (96)
Por otra parte, como pone de relieve Sainz de Bujanda 
(97), el legislador puede combatir el fraude mediante la con- 
figuraciôn técnica de los hechos imponibles, de tal manera
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que las posibilidades de no pagar el impuesto queden suprimi- 
das o reducidas a proporciones minimas, asi como organizando 
procedimientos de liquidaciôn, inspecciôn y recaudaciôn que 
hagan estériles los intentos de elusion (98). Esto es précisa 
mente lo que ocurre en la unidad familiar: mediante la acumu- 
laciôn rentas a efectos de determinaciôn de la deuda tributa­
ria se évita no tanto la posibilidad de actuaciôn de los par- 
ticulares como los efectos defraudatorios que de ella pudie- 
ran derivarse; esto es, no se prohibe, por ejemplo, las trans 
misiones de bienes entre miembros de la familia, sino que me­
diante una determinada configuraciôn de los elementos consti- 
tutivos del tributo y de su aplicaciôn y exacciôn, se hacen 
irrelevantes las posibles conductas defraudatorias. Nada pue­
de objetarse en base a una restricciôn de la esfera de liber­
tad de los particulares (99), econtrândose justificada la 
adopciôn de tal medida.
Ahora bien precisamente por las consideraciones que pre 
ceden, la adopciôn de la unidad familiar, en cuanto medida 
antielusoria, sôlo esta justificada respecto de la realidad 
en que es posible o presumible tal actuaciôn fraudulenta. Con 
cretamente, ello es asi con relaciôn a determinadas catego- 
rias de rentas o rendimientos (las derivadas del capital y, 
en menor medida, las procédantes de actividades empresariales 
y profesionales) y de determinadas situaciones o actuaciones 
(como pueden ser la adopciôn de un convenio regulador de la 
separaciôn entre los cônyuges, o la emancipaciôn de los hi­
jos). Sin embargo, nuestro legislador tributario ha acogido 
la figura de la unidad familiar con una extensiôn y otorgândo
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le un régimen juridico que no siempre se encuentra justifica- 
do desde la perspectiva de la represiôn del fraude; basta pen 
sar en la acumulaciôn de las rentas del trabajo dependiente, 
en las que es prâcticamente imposible una distribuciôn fraudu 
lenta, o en la absoluta intrascendencia de toda separaciôn ma 
trimonial, salvo que haya recaido sentencia judicial al respec- 
y aunque pueda probarse fehaciehtemente. En ocasiones, estas 
medidas pueden encontrarse justificadas en razôn de otros ar- 
gumentos (asi, para la acumulaciôn de las rentas de trabajo 
dependiente, con relaciôn a las cuales igualmente puede enten 
derse aplicable el principle contributive), pero en otras, 
no cabe mas explicaciôn que una extensiôn indiscriminada de 
la unidad familiar, lo cual es a todas luces reprobable.
En definitiva, la calificaciôn como ilicitas de deter­
minadas conductas que pueden llevarse a cabo en el seno de la 
familia con el propôsito de eludir el tributo, justifica la 
adopciôn de la figura de la unidad familiar, de manera que 
se prescinda de lo individual y caracterîstico de cada caso, 
reemplazândolo por lo tîpico y comûn, con independencia de 
que las actuaciones que se hacen irrelevantes a efectos del Im­
puesto tengan o no una finalidad fraudulenta. Pero la utiliza 
ciôn de tal medida no puede hacerse indiscriminadamente; antes 
al contrario, es necesario descubrir los supuestos, hechos o 
situaciones en los cuales la elevaciôn a norma general se en­
cuentra justificada por la propia naturaleza de las cosas. De 
no ser asi, estaremos ante una extensiôn in justif icada y en 
este sentido arbitraria, de la figura de la unidad familiar.
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2. FUNDAMENTO DEL REGIMEN DE LA UNIDAD FAMILIAR.
A.- La unidad familiar como formula de garantia del crèdi-
to tributario.
El principio de capacidad contributiva puede justifi- 
car la figura de la unidad familiar en cuanto unidad contribu 
yente, esto es, el principio contributivo explica el estable­
cimiento de un sistema de imposiciôn conjunta o acumulada. 
Pero, como sabemos, la acumulaciôn se produce en el terreno 
de la valoraciôn y cuantificaciôn de la base imponible, sien- 
do compatible, sin embargo, con la utilizaciôn de muy diver­
sas fôrmulas en piano de la subjetividad tributaria .(100). No 
obstante, la soluciôn mas frecuente y la mas adecuada al âmbito 
del Derecho tributario (101), en el que se trata de garanti- 
zar al mâximo los derechos del Fisco, es la atribuciôn de 
aquélla titularidad a todas las personas que hayan contribui- 
do a la formaciôn de la renta familiar, disponiéndose la res- 
ponsabilidad solidaria de las mismas.
Nuestro IRPF no constituye una excepciôn a esta régla, 
estableciendo la obligaciôn solidaria de los sujetos pasivos 
que componen la unidad familiar (art. 4^,2 de la Ley), y atri 
buyendo la responsabilidad solidaria de los mismos frente a 
la Hacienda Pûblica (art. 31,2 de la Ley).
Como ha puesto de relieve Soler Roch, el motivo déter­
minante para la opciôn de la solidaridad frente a la Hacienda 
Pûblica de los sujetos pasivos que integran una unidad fami-
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liar debe buscarse "en un interés bâsicamente garantista; lo 
que se pretende, en definitiva, es garantizar al mâximo la 
realizaciôn del crédito tributario, evidentemente mâs protegi 
do frente al deudor solidario que en una obligaciôn de régi­
men mancomunado; de ello es consciente nuestro legislador tri^  
butario, como demuestra al establecer, en la Ley reguladora 
del Impuesto, las reglas a las que debe ajustarse el prorra- 
teo de la deuda, que deberân, en todo caso, efectuar los miem 
bros de la familia 'con carâcter interno', tras haber respon- 
dico solidariamente frente a la Hacienda Pûblica; la priori- 
dad en la realizaciôn del crédite tributario se muestra asi 
como la 'ratio' de la norma contenida en los articules 4 ^ , 2  
y 31 de la Ley reguladora del IRPF" (102).
La ley tributaria utiliza la solidaridad como medio 
para protéger el interés del acreedor en la prestaciôn, no 
diferenciândose, por tanto, de la funciôn que la misma cum- 
ple en el âmbito de la obligaciôn del Derecho civil, en el 
que es unânimemente admitlda la finalidad garantista de la so­
lidaridad pasiva (103). De esta forma, la solidaridad se esta 
blece no sôlo para asegurar la configuraciôn de la obligaciôn 
tributaria, que es, sin embargo, lo que ocurre en aquellos 
sistemas en que la solidaridad se combina con la ejecuciôn 
separada, sino también y de manera principal, para asegurar 
el cumplimiento de la prestaciôn (104).
Esta fôrmula, en opiniôn de la profesora Soler Roch, 
y "sin perjuicio de la consideraciôn de otros posibles siste­
mas, es, en principio vâlida desde el punto de vista juridi-
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CO. Las tensiones que pudieran producirse entre el principio 
garantista y el principio contributivo estan salvaguardadas 
por las normas relativas al prorrateo de la deuda tributaria, 
destinada a mantener el necesario equilibrio entre ambos inte 
reses, de modo que la mayor garantia del crédito tributario 
no impida que cada persona cumpla con el deber de contribuir, 
en ultima instancia, en proporciôn a su esfuerzo econômico 
individual" (105). No obstante, es évidente que en la prâcti­
ca pueden producirse no pocos casos en que la insolvencia de 
un miembro de la unidad familiar haga irrelevante de hecho 
la norma del prorrateo interno, con lo cual se vulnera verda- 
deramente el principio contributivo y se evidencia que la so­
lidaridad responde, en ultima instancia, a la mayor garantia 
del crédito tributario (106).
B .- Otras razones.
Las razones que explican el régimen de la unidad fami­
liar en nuestro IRPF, como ya quedô indicado, son ajenas al 
principio de justicia. Junto a la atribuciôn de responsabili­
dad solidaria como medio de garantizar el crédito tributario, 
las consideraciones que pueden hacerse sobre la unidad fami­
liar se centran especialmente en las ventajas que la misma 
présenta desde un punto de vista prâctico. A estos efectos, 
son dos, en nuestra opiniôn, los tipos de ventajas que se ma- 
nifiestan con mayor claridad: ventajas administrativas y ven­
tajas recaudatorias. A ello habria que ahadir la considera­
ciôn del fraude como motivo que explica muchas de las normas
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que integran el régimen de unidad familiar, a lo que ya nos 
hemos referido.
b) Ventajas de la unidad familiar desde el punto de 
vista administrative.
El establecimiento de un sistema de tributaciôn fa­
miliar es compatible con muy diversas posibilidades no sôlo 
en el terrno de la subjetividad de la obligaciôn tributaria, 
sino también en el âmbito del deber de declarar. Sin embargo, 
la generalidad de los sistemas fiscales en que se dispone el 
régimen de acumulaciôn, y nuestro IRPF tampoco constituye una 
excepciôn en este punto, establecen la exigencia de declara- 
ciôn conjunta de los miembros de la familia, atribuyéndose 
la titularidad de dicho deber sôlo a determinadas personas 
de las que integran el grupo familiar (1 0 7 ). Las razones para 
ello son de indole esencialmente prâctica: la declaraciôn ûni^  
ca en el seno de la familia simplifica la gestiôn tributaria 
y ofrece a la Administraciôn financiera unas posibilidades 
de control considerablemente mayores que si el Impuesto se 
aplicase a cada individuo aisladamente considerado, o se dis- 
pusiera una exigencia distinta a la de declaraciôn conjunta. 
El mismo fundamento debe hallarse en la norma que dispone la 
sujeciôn al deber de declarar ùnicamente a los miembros de 
la familia que tienen capacidad de obrar (IO8 ).
b) Ventajas de la unidad familiar desde el punto de 
vista recaudatorio.
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Desde el punto de vista recaudatorio la unidad fami­
liar supone indudablemente ventajas para el Fisco, que pueden 
apreciarse desde diversas perspectivas.
El interés del resultado recaudatorio es évidente, 
puesto que la acumulaciôn de las rentas supone la aplicaciôn 
de un tipo de gravamen que da lugar a una cuota tributaria 
mayor que la que corresponderia a la deuda conjunta que hubie 
se sido determinada separadamente para cada perceptor de ren­
ta de la familia (109). Esta ventaja se neutraliza cuando las 
rentas, separadamente consideradas, alcanzan el tipo marginal 
de la escala, pero, claro esta, la incidencia real de este 
supuesto es minima.
Si este hecho es de fâcil constataciôn, cuestiôn radi- 
calmente distinta es la cuatificaciôn, siquiera de manera 
aproximada, de esta ventaja recaudatoria (110). La dificultad 
de cuantificar la ventaja del resultado recaudatorio que la 
acumulaciôn de rentas en el seno de la familia supone, puede 
convertirse en una razôn adicional, no para su establecimien­
to, sino para su mantenimiento en el sistema tributario. En 
momentos de grandes necesidades financieras, la supresiôn de 
la acumulaciôn de las rentas puede verse relegada, frente a 
otras medidas en las cuales sea posible prever su incidencia 
recaudatoria.
Por otra parte, las ventajas del resultado recaudato­
rio no derivan ùnicamente del hecho de la acumulaciôn, sino 
que también, indirectamente, al eliminar las posibles distri-
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buciones ficticias de renta, se suprime la posibilidad de elu 
dir la progresividad del impuesto, de donde se obtiene un bé­
néficié suplementario respecto a la tributaciôn separada 
(111 ).
Junto a estas ventajas debe constatarse la aplicaciôn 
del coeficiente corrector de la deducciôn general cuando mas 
de un miembro de la unidad familiar obtiene renta, si bien 
ùnicamente en la parte del indice corrector que excede de la 
unidad puede verse una medidad correctora de la progresividad 
"acumulada" (1 1 2 ), puesto que, de tributar separadamente, ta­
ies rentas tendrian de por si derecho a la aplicaciôn de la 
deducciôn general.
De cualquier forma, la supresiôn de la unidad fami­
liar, frente a lo que se piensa en ocasiones, no tiene por 
que abocar necesariamente en una disminuciôn del gravamen de 
los miembros de la familia. El problema tiene en su origen 
una determinada toma de posiciôn respecto a como debe distri- 
buirse la carga tributaria; prevista la acumulaciôn se dispo­
ne una determinada tarifa del Impuesto, que se verâ modifica­
da caso de disponerse la tributaciôn separada. No podemos de- 
jar de mencionar en este punto las palabras del diputado Lo­
zano Pérez, al discutirse en el Pleno del Congreso el Proyec- 
to de Ley del Impuesto: "Nosostros podemos decir ahora: divi- 
damos por dos las rentas del matrimonio, que tributen separa­
damente, con lo cual Hacienda va a ingresar menos, pero, auto 
mâticamente, tenemos que elevar los tipos de gravamen" (113). 
Estas palabras ponen de manifiesto que la supresiôn de la uni
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dad familiar lo que supone es una diferente distribuciôn de 
la carga fiscal, que recaerla en parte sobre los solteros y 
en parte sobre el miembro de la unidad familiar que obtuviese 
la renta mas elevada; asimismo, las familias en que sôlo un 
miembro obtiene renta, también veria incrementada la deuda 
tributaria. El incremento de los tipos de gravamen, probable- 
mente haria que la suma de las deudas tributarias pagadas por 
las personas del grupo familiar perceptoras de renta, no fue- 
se en muchos casos inferior a la que satisfacen tributando 
conjuntamente. Naturalmente no pretendemos con estas observa- 
ciones justificar un mantenimiento de la unidad familiar; lo 
ûnico.que queremos manifestar es que la supresiôn de la misma 
no implica "ex necesse" una disminuciôn de la carga fiscal 
para los grupos familiares {II4 ). Cuestiôn radicalmente diver 
sa, que no estamos considerando aqui, es que por multiples 
razones, se considéré preferible un sistema de imposiciôn di£ 
tinto al de la unidad familiar tal como viene configurada en 
la actual normativa del Impuesto. Este, insistimos, es un pro 
blema sustancialmente distinto, y sobre el que ningûn juicio 
de valor estamos manifestando. Lo ûnico que en este punto que 
remos subrayar es que acumulaciôn, tarifa a aplicar y deduc- 
ciones de la cuota, constituyen un todo unitario que no puede 
valorarse sino unitariamente, ccxno conjunto (115). Cualquier otra 
observaciôn quizâs fuese mâs facil de formular, pero sin duda 
séria menos realista. Y ello por la razôn insoslayable de 
que, como con frase algo mâs que afortunada expresara Gastôn 
Jêze, la existencia de gastos implica la necesidad de cubrir- 
los.
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3. EL PROBLEMA DE LA INCQNSTITUCIONALIDAD DE LA UNIDAD FAI4I- 
LIAR: UNA REFERENCIA.
Un estudio sobre la unidad familiar quedaria forzosa- 
mente incomplete si no nos refiriéramos al problema de la po­
sible inconstitucionalidad del régimen previsto en el Impues­
to para la acumulaciôn de las rentas familiares. El tema ha 
sido suscitado en diversas ocasiones por la doctrina (116) 
y también cabe encontrar alguna referenda jurisprudencial 
al mismo (1 1 7 ).
Diverses preceptos constitucionales pueden ser aduci- 
dos como contraries al régimen de la unidad familiar. Asi, 
el profesor Ramailo, al analizar la incidencia de la Constitu 
ciôn espanola en la Ley del IRPF, en punto a la regulaciôn 
de la unidad familiar, alude al articulo 18,1 y al articulo 
39,1, en los que se hace referenda a la familia (118). Para 
Ramallo, al amparo del primero de los citados preceptos, en 
el que "Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad per­
sonal y familiar y a la propia imagen", "quizâ puedan plan- 
tearse limites a las actividades inspecteras o investigadoras 
que, en virtud de la solidaridad de los miembros de la UF, 
podrân ir dirigidas contra cualquiera de ellos y en relaciôn 
a cualquiera de ellos" (119). Asimismo, el articulo 39,1, se­
gûn el cual "Los poderes pÛDlicos aseguran la protecciôn so­
cial, econômica y juridica de la familia", pudiera suponer 
que el Tribunal Constitucional espanol hubiera de introducir 
modificaciones al principio de acumulaciôn, por cuanto, "por 
un lado, supone una obligaciôn a los poderes pûblicos, y, por
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otro, la obligaciôn es de dar protecciôn, lo cual es un térmi^ 
no interprétable como favorecer y, en cualquier caso, como 
impedir la discriminaciôn frente a situaciones no familiares, 
tanto en el terreno econômico como en el juridico" (1 2 0).
No obstante, entiende Ramallo que "hoy no van a ser 
tanto los argumentos de defensa de la familia (su no penaliza 
ciôn o discriminaciôn fiscal) los que van a prestar fundamen- 
to para rechazar la acumulaciôn de rentas, cuanto los argumen 
tos, igualmente constitucionales, de la capacidad econômica 
(articulo 3 1 ,1 ) o el genérico de la igualdad (art.14)" (1 2 1 ).
Para el profesor Gonzalez Garcia, la inconstitucionali 
dad del tratamiento dispensado a la familia por el IRPF, ha­
bria que reconducirlo a très preceptos constitucionales, si 
bien entiende que esta reconducciôn plantea muy diverses pro­
blèmes (122). En primer lugar considéra el citado profesor 
que "La violaciôn del principio de igualdad... es patente, 
tanto en lo que se refiere a la responsabilidad solidaria de 
los sujetos pasivos intégrantes de la unidad familiar frente 
a los no intégrantes, como en lo relativo a la acumulaciôn 
de sus rentas o al dispar régimen de deducciones establecido 
para unos y otros. Pero a pesar de ser évidente y facilmente 
demostrable, no parece decisivo, excepto en cuanto a la soli­
daridad -que esta absolutamente injustificada-, traer a cola- 
ciôn el principio de igualdad". Es decir, para Gonzalez Gar­
cia "el principio de igualdad no constituye el centro del pro 
Dlema" (123). Tampoco cree que sea decisivo, "a pesar de su 
contundente claridad, el art. 139,1". Y continua: "Puede ser
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suficiente en Alemania, donde la protecciôn a la familia es 
una cuestiôn de aplicaciôn de la Constituciôn objetivable. 
Pero mucho me temo que en Espana el tema se vaya a prestar 
a interpretaciones ideolôgicas..." (124). Por ello, concluye 
el profesor Gonzalez Garcia que "el tratamiento de las rentas 
familiares es un problema esencialmente cuantitativo, siendo, 
por tanto, su confrontaciôn con el principio de capacidad con 
tributiva, el cauce adecuado para dirigir su casaciôn consti­
tucional. Primero, porque la capacidad para contribuir al so£ 
tenimiento de los gastos pûblicos sôlo puede entrar en juego 
una vez que se hayan cubierto otras obligaciones juridicas 
de carâcter prioritario, entre las que, en primer lugar, se 
encuentra el deber de alimentos y educaciôn. La cobertura de 
estos gastos, que la Constituciôn recoge en su art. 35, no 
puede ser desconocida por el legislador fiscal a la hora de 
fijar la contribuciôn de los ciudadanos al sostenimiento de 
las cargas pûblicas. Un régimen tributario que viole este 
principio elemental podrâ ser juridico, pero desde luego no 
es justo" (1 2 5).
En nuestra opiniôn, y tal como se deduce de lo expues- 
to al tratar el fundamento de la unidad familiar, a donde nos 
remitimos, un juicio de legitimidad de esta materia habria 
de considerar fundamentalmente el principio de igualdad, con- 
sagrado en el articulo 14, y su manifestaciôn concreta en el 
âmbito tributario, contenida en el articulo 31 (126). Ahora
bien, una vez que hemos dejado constancia del problema que 
aqui se suscita, séria irresponsable por nuestra parte aventu
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rar cualquier tipo de conclusion al respecto. Indudablemente, 
el precedente de la declaraciôn de inconstitucionalidad en 
Alemania e Italia de la tributaciôn familiar conjunta, es un 
hecho, o un dato, que gravita sobre la regulaciôn de la uni­
dad familiar contenida en el IRPF de 1978. Ello no obs­
tante, es dificil extraer conclusiones, ya en sentido positi- 
vo, ya en sentido negativo, de los razonamientos del "Bundes- 
verfassungsgericht" o de la "Corte Costituzionale", por cuan­
to los motivos que determinaron en ambos casos la declaraciôn 
de ilegitimidad de la acumulaciôn son dificilmente traslada- 
bles a nuestro ordenamiento. Particularmente, el argumente 
esencialmente invocado para considerar la inconstitucionali­
dad del "cumulo" en Italia, como se recordarâ, se concretaba 
en el hecho del no reconocimiento de subjetividad a la mujer 
casada, no legal y efectivamente separada, situaciôn que no 
se produce en la actual normativa de nuestro tributo. Por 
otro lado, la derogaciôn en Alemania de los parâgrafos 26 y 
siguientes de la "Einkommensteuergesetz" fué consecuencia, 
bâsicamente, del principio constitucional de protecciôn a la 
familia, y aunque, en este sentido, cabe invocar el articulo 
39,1 de la Constituciôn espanola, nos parece ciertamente dudo 
so que de tal precepto pueda derivarse el rechazo de la acumu 
laciôn de las rentas familiares (127). Unicamente la conside­
raciôn de la existencia de un "principio de imposiciôn indiv^ 
dual" ("Grundsatz der Individualbesteruerung" ), contenida en 
la decisiôn del Tribunal Constitucional alemân, pudiera ser 
invocada para el caso espanol, y fundamentalmente, como hemos 
dicho, en cuanto a la relaciôn del mismo con el principio
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constitucional de igualdad, que queda referido a los indivi- 
duos y no a las unidades familiares.
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4. CONCLUSIONES.
Desde un punto de vista juridico, el fundamento de la 
unidad familiar responde al principio contributivo. Es la 
idea de que la convivencia en un grupo familiar modifica cua- 
litativa y cuantitativamente la capacidad econômica del indi­
viduo, lo que anima a esta figura y la hace opérante en el 
piano tributario. Sin embargo, esta proposiciôn, como la pro 
pia nociôn de capacidad contributiva, entraha mâs una peti- 
ciôn de principio que una argumentaciôn en funciôn de termi­
nes puramente racionales.
La consideraciôn de la capacidad econômica como atribu 
to exclusive de la persona flsica no constituye, a nuestro 
entender, una séria objeciôn a la imposiciôn de la unidad fa­
miliar, ya que cuando se afirma la conveniencia de conside 
rar unitariamente, como expresiôn autônoma de capacidad con­
tributiva, toda la renta de la unidad econômica constituida 
por la familia, lo que se postula, en realidad, es la deterrrd 
naciôn de la cuantia del impuesto teniendo en cuenta que la 
aptitud para concurrir a las cargas pûblicas de cada indivi­
duo no es consecuencia exclusiva de su renta personal, sino 
de la renta conjunta de todos los miembros de la familia.
El principio de igualdad se manifiesta insuficiente 
para justificar la figura de la unidad familiar. Primero, por 
que la realidad social y econômica que constituye la familia 
no puede trasladarse exactamente al campo del Derecho tributa
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rio. El legislador tributario no puede traducir a termines 
juridicos la unidad familiar en sentido econômico, por exigen 
cias del principio de seguridad juridica, teniendo que acudir 
a la existencia de vinculos juridicos entre las personas que 
la integrany realizando en todo caso una selecciôn arbitraria 
de los supuestos que constituyen unidad familiar. Résulta asi 
una disparidad de tratamiento entre situaciones iguales, se­
gûn que queden o no comprendidas en la definiciôn -limitadora 
de la realidad- llevada a cabo por el legislador tributario.
Por otra parte, el principio constitucional de igual­
dad queda referido a los individuos, no a las unidaaes fami­
liares o matrimonios, de manera que la finalidad bâsica del 
sistema de imposiciôn familiar -equiparar la tributaciôn de 
las distintas unidades fiscales- puede entenderse contraria 
a la propia formulaciôn constitucional de aquel principio.
Desde un punto de vista extrajurîdico, la unidad fami­
liar tiene en su base elementos de indole esencialmente econô 
mica, por cuanto la existencia de economias de escala que se 
originan en el seno de la convivencia es lo que, en ûltima 
instancia, explica una alteraciôn de la capacidad econômica 
de las personas que componene el grupo familiar.
Especial importancia présenta también, desde una pers­
pectiva parajuridica, la funciôn que la unidad familiar cum- 
ple como medida contra el fraude, lo que se ofrece como expli 
caciôn no sôlo de la consideraciôn de la unidad familiar como
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unidad contribuyente, sino que también constituye la "ratio" 
de muchas de las normas del régimen de la unidad familiar.
Con independencia de que las distribuciones ficticias 
de renta entre los miembros de la familia, la concesiôn de 
emancipaciones en fraude de ley fiscal, etc..., pudieran re- 
conducirse al articulo 24,2 de la Ley General Tributaria, la 
opciôn legislativa por la figura de la unidad familiar se en­
cuentra justificada, ya que la generalizaciôn de aquélla for­
ma de fraude haria prâcticamente imposible su control y fisca 
lizaciôn. Hay que tener en cuenta, ademâs, que con esta medi­
da no se coarta ni se restringe la esfera de libertad de ac­
tuaciôn de los particulares, sino que ùnicamente se hacen ino 
perantes a efectos fiscales determinados comportamientos, que 
siguen siendo perfectamente vâlidos en los demâs âmbitos, di^ 
tintos al del IRPF.
Ello no obstante, la adopciôn de la unidad familiar 
en cuanto medida antielusoria, sôlo estarâ justificada, prec_i 
samente, respecto de aquélla realidad y aquellas conductas 
de las que pueda presumirse en términos générales una finali­
dad fraudulenta. De no ser asi, estaremos ante una extensiôn 
arbitraria de la figura de la unidad familiar.
La consideraciôn del fundamento del régimen de la uni­
dad familiar en nuestro IRPF manifiesta que los motivos que 
explican y la finalidad que persigue la concreta regulaciôn 
legal de aquélla no responden, con caracter general, a una
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exigencia de justicia. La responsabilidad solidaria ante el 
Fisco de todos los miembros de la unidad familiar, por el to­
tal importe de la deuda tributaria que corresponda a la acumu 
laciôn, responde a un interés bâsicamente garantista. La Ley 
del IRPF dispone la responsabilidad solidaria de los sujetos 
pasivos integrados en la unidad familiar como fôrmula de ga­
rantia del crédito tributario, y no sôlo para asegurar la con 
figuraciôn de la obligaciôn tributaria, lo que podria conse- 
guirse igualmente con un fôrmula de tipo mancomunado o limi- 
tando la ejecuciôn a la parte de cuota que corresponda a cada 
sujeto pasivo.
En definitiva, la solidaridad de la unidad familiar 
es un institute eminentemente garantista, que, aunque sea vâ- 
lido desde el punto de vista juridico, puede ocasionar de he­
cho graves problemas en situaciones de insolvencia de un miem 
bro de la unidad familiar; problemas que no se ven resueltos 
por el prorrateo de la deuda tributaria, ya que este se de- 
senvuelve exclusivamente a efectos internos, entre quienes 
integren la unidad familiar, pero no frente a la Hacienda Pû­
blica .
La unidad familiar présenta también ventajas desde el 
punto de vista administrativo y desde el punto de vista recau 
datorio. La exigencia de declaraciôn conjunta, por un lado, 
y la atribuciôn del deber de declarar sôlo a los miembros de 
la unidad familiar que tienen capacidad de obrar, por otro, 
supone una considerable simplificaciôn de la gestiôn tributa­
ria.
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El interés del resultado recaudatorio es también évi­
dente, ya que la fôrmula prevista por el legislador para los 
supuestos en que se verifique la acumulaciôn rentas es mini­
ma, cuantitativamente hablando. La ventaja del resultado re­
caudatorio, frente a un sistema de imposiciôn individual, se 
obtiene no sôlo de la acumulaciôn de las rentas, sino tam­
bién, indirectamente, de la supresiôn de los efectos de las 
posibles conductas fraudulentes de cara a la progresividad 
del tributo, lo que supone, como es claro, un beneficio adi­
cional .
Por ultimo, hemos efectuado una referencia al problema 
de la inconstitucionalidad de la unidad familiar. La declara­
ciôn de ilegalidad de la acumulaciôn en Alemania y en Italia 
es un dato que gravita sobre la regulaciôn de la unidad fami­
liar en nuestro ordenamiento. Sin embargo, las razones que 
motivaron sendas declaraciones de inconstitucionalidad no 
siempre son trasladables a nuestro IRPF.
Se ha senalado en diversas ocasiones la posibilidad 
de que la tributaciôn conjunta de los miembros de la familia, 
tal como viene prevista en nuestro sistema tributario, puede 
ser contraria al principio constitucional de igualdad (art. 
14) y a su formulaciôn concreta en el âmbito tributario (art. 
3 1 ), asl como al principio de protecciôn a la familia (art. 
39). Aùn senalando que, en nuestra opiniôn, un juicio sobre 
la legitimidad de esta materia habria de considerar fundamen­
talmente el principio de igualdad, hemos obviado deliberada
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y conscientemente, cualquier tipo de pronunciamiento sobre 
este problema. Una vez que hayamos expuesto el régimen de la 
unidad familiar, el lector tendra, por lo menos, tantos argu­
mentos como nosotros mismos para obtener sus propias conclu­
siones sobre esta problemâtica. Si alguna luz aportamos en 
este sentido, habremos conseguido con creces la finalidad de 
nuestro trabajo.
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5. NOTAS.
(1) GUASP, "Derecho", cit., pâg. 289.
(2) Ibidem.
(3) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Fundamento del hecho imponible", 
cit., pâg. 545.
(4) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 23.
(5) En la tramitaciôn parlamentaria de la Ley del IRPF de 
1 9 7 8, se senalô expresamente "la conceptuaciôn de la uni 
dad familiar como entidad econômica dotada de una especi 
fica capacidad contributiva, lo que obliga a la acumula- 
ciôn..." (cfr. Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 
184; el subrayado es nuestro).
Sobre ello opinan CALERO, J., y NAVAS, R. , que "esta 
afirmaciôn incurre en una évidente peticiôn de princi­
pio, como es el partir de una aseveraciôn no fundamenta- 
da, cual es justamente la existencia de esa especfica 
capacidad contributiva del grupo familiar" ("Estudio pre 
limiriar" a la traducciôn de la obra de MOSCHETTI, F.,
"El principio de la capacidad contributiva", lEF, Ma­
drid, 1 9 8 0, pâys. 37-38).
La "peticiôn de principio", por otra parte, se predica 
igualmente de la propia nociôn de capacidad contributi­
va; en este sentido, escribe MOSCHETTI: "En el concepto 
de capacidad contributiva... hay implicito un elemento 
de juicio, una valoraciôn, una estimacion de la idonei- 
dad para contribuir a los gastos pûblicos... El concepto 
requiere un juicio de valor, conforme a los idéales poli 
ticos y sociales acogidos en una determinada colectivi- 
dad" ("El pincipio de capacidad contributiva", cit., 
pâg. 2 7 6 ; subrayado del original).
(6 ) Cfr. PALAO, "La imposiciôn sobre las ganancias de capi­
tal y la justicia tributaria", HPE, nûm. 9, 1971, pâg.
37.
(7) Sobre la identificaciôn, en nuestro sistema, de la capa­
cidad contributiva con la capacidad econômica, vid. las 
consideraciones de SAINZ DE BUJANDA, en "Reflexiones so­
bre un sistema de Derecho tributario espanol". Hacienda 
y Derecho, III, pâg. 189.
(8 ) Cfr. GIANNINI, "I concetti fondamentali del Diritto tri­
butario", cit., pâg. 7 5; el subrayado es nuestro.
(9) Cfr. PALAO "Apogeo y crisis del principio de capacidad 
contributiva", en "Estudios juridicos en homenaje al pro
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( 1 ü )
fesor Federico de Castro", vol.II, Tecnos, Madrid, 1976, 
pâg. 377.
Cfr. GRIZIOTTI, "Il principio délia capacité contribuai 
va e sue applicazioni", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1949, nûm. 
1 , pâgs. 15 y ss. .
GRIZIOTTI concibe la capacidad contributiva como la par 
ticipaciôn de los individuos en las ventajas derivadas 
de los servicios pûblicos. Esta concepciôn ha sido am- 
pliamente superada por la doctrina posterior: vid. GIA­
NNINI, "Istituzioni di Diritto tributario",9* éd., Giu 
ffrè,"Milân, 1974, pâgs.82 y ss.; BERLIRI, "Principios 
de Derecho tributario", cit., vol. II, pâgs. 177 y ss., 
en especial 180 y ss. Estas crlticas se centran espe­
cialmente en la negaciôn de la relaciôn "causal", en 
el piano juridico, que GRIZIOTTI afirma, entre los ser 
vicios pûblicos y la obligaciôn de pagar los tributos. 
Una amplia critica a la concepciôn griziottiana, en la 
obra de GlARDINA, E., "Le basi teoriche del principio 
délia capacité contributiva", Giuffrè, Milân, 1961, 
cap. IX pâgs. 395 y ss.
No obstante, MAFFEZZONI intenta revitalizar aquélla con 
cepciôn, argumentando que lo que estâ superado es la 
doctrina de la causa del impuesto, pero no el nûcleo 
esencial de la concepciôn de GRIZIOTTI, que se propone 
revalorizar, como base de un principio general del orde 
namiento tributario (vid. "Il principio di capacité con 
tributiva nel Diritto finanziario", Utet, Turin, 1970, 
especialmente pâg. 5 .
(11) "Reflexiones sobre un sistema de Derecho tributario es- 
pahol", cit., pâg. 182. En este sentido es fundamental 
la aportaciôn de GlARDINA, cuya monografia "Le basi teô 
riche del principio délia capacité contributiva" marco 
un cambio de orientaciôn en la doctrina, a la vez que 
supuso un importante esfuerzo teôrico por dotar de efec 
tivo contenido al principio constitucional de capacidad 
contributiva.
Para una Clara exposiciôn de la doctrina de GlARDINA, 
asi como para la evoluciôn doctrinal de este principio, 
vid. el excelente estuido del profesor PALAO, "Apogeo 
y crisis del principio de capacidad contributiva", ya 
citado.
(12) PALAO, "La imposiciôn sobre las ganancias de capital 
y la justicia tributaria", cit., pâg. 3 7 .
(13) Para una exposiciôn de las "diversas actitudes académi- 
cas" sobre el principio de la tributaciôn segûn la capa 
cidad de pago, vid. el estudio del profesor PEREZ DE 
AYALA, "Las cargas pûblicas: principios para su distri-
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buciôn", HPE, num. 59, 1979, pâgs. 87 y ss., en espe­
cial 89-9 0 .
(14) "Si se nos permitieran las generalizaciones bien pudie- 
ra decirse que ante el principio de capacidad contribu- 
tiva les autores o adoptan una postura negativa, en el 
sentido de concluir su total falta de contenido, o pre- 
tenden de él mas de lo que, a nuestro juicio, el princi 
pio puede ofrecer" (CALERO y NAVAS, loc.cit., pàg. 19).
(15) "Las cargas pûblicas...", cit., pàg. 89.
(16) Cfr. PALAQ, "La imposiciôn sobre las ganancias de capi­
tal...", cit., pàg. 37. Sobre su propia posiciôn al res 
pecto, vid. su trabajo "Apogeo y crisis del principio 
de capacidad contributiva", cit., pàg. 4 2 2 , nota 1 3 5 .
(17) PALAQ, "La imposiciôn sobre las ganancias de capital...", 
cit., pàg. 37. "Por eso es ingenuo esperar que el prin­
cipio de capacidad contributiva, o lo que es lo mismo, 
el principio de justicia, nos proporcione por si mismo 
ninguna indicaciôn sobre la estructura de un impuesto, 
los métodos concretos de imposiciôn, etcetera" (op.cit. 
pàg. 38).
(18) Siendo su autor màs representative MANZONI, "Il princi­
pio délia capacité contributiva nell'ordinamento Costi- 
tuzionale italiano", Turin, 1965
(19) Cfr. PALAQ, "Apogeo y crisis...", cit., pàg. 391.
(20) Ibidem., pàg. 415.
(21) Ibidem., pàg. 417, nota 128.
(2 2 ) "... la alusiôn a la capacidad contributiva puede desapa
recer de los textes constitucionales sin que elle supon 
ga merma alguna ni en los limites a las leyes tributa- 
rias ni en la precisiôn y determinaciôn con que estes 
se formulan técnicamente" (PALAQ, "Apogeo y crisis...", 
cit., pàg. 416). "Este es lo que ha sucedido en la Ley 
fundamental de Bonn, en la que no se recogiô el précep­
te del art. 134 de la Constituciôn de Weimar, que decia 
asi: 'Todos los ciudadanos sin distinciôn contibuyen
en relaciôn con sus medios a todas las cargas pûblicas 
de acuerdo con las leyes’... Este precepto era ya consi 
derado como una especificaciôn del principio de igual- 
dad ante la ley que contenia el art. 1 0 9 , pârr. 1 , al 
que no venia a anadir nada sustancial" (Ibidem., nota 
1 2 7; el subrayado es nuestro).
(23) Cfr. PAULICK, H., "La Qrdenanza Tributaria de la Repû-
blica Federal Alemana. Su funciôn y significado para 
el Derecho tributario", en "Qrdenanza Tributaria Alema­
na" (Estudio preliminar), lEF, Madrid, 1980, pàg. 42.
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(24) "La inutilidad de los penosos esfuerzos de la doctrina
por delimitar conceptualmente el concepto de capacidad 
contributiva, ha llevado a algunos autores a abandonar 
la aspiraciôn inicial de erigir a dicho concepto en el 
criterio exclusive de justicia tribuaria y, aùn sin 
abandonarlo por complete, a reducir su papel a limites 
mucho mas modestes que, en rigor, suponen la crisis de 
la concepciôn anterior" (PALAO, "Apogeo y crisis...", 
cit., pàg. 400). "La razôn fundamental del fracaso de 
las doctrinas de la capacidad contributiva, en sus for- 
mulaciones dogmâticas, es el intente, metodolôgicamente
errônero, de hallar en el concepto de capacidad contri­
butiva un criterio exclusive para determinar la igual- 
dad o diversidad de las situaciones a efectos de imposi 
ciôn. Desde este estrecho punto de partida se acomete 
el imposible empefio de encerrar en ese concepto todos 
los posibles dates de la realidad que pueden inducir 
al legislador fiscal a tratar de modo dispar a los dife 
rentes supuestos" (Ibidem., pàg. 410).
(25) "Apogeo y crisis...", cit., pàg. 400.
(26) LA ROSA, "Eguaglianza tributaria ed esenzioni fiscali", 
Giuffrè, Milân, 1968, pàg. 17.
(27) Cfr. GAFFURl, "L'attitudine alla contribuzione", Milàn, 
1969, pàgs. 48 y ss. y 219.
(28) Ibidem., pàg. 50.
(29) Ibidem., pàg. 133 y 219 y ss.
(30) Vid. "Derecho tributario", 1, Ed.Der.Fin., Madrid, 
1968, pàgs. 85 y ss., en especial 89 y ss.; "Las ficcio 
nés en el Derecho tributario", cit., pàgs. 105 y ss.; 
"Estudio preliminar"a la obra de E. GONZALEZ GARCIA, 
"Introducciôn al Derecho presupuestario", Ed.Der.Fin., 
Madrid, 1973, pàgs.XII y ss., en especial XXXIX y ss.
(31) "Las cargas pûblicas...", cit., pàg. 90. Esta posiciôn 
nos recuerda la concepciôn de MOSCHETTI, para quien "ca 
pacidad contributiva no es... toda manifestaciôn de ri- 
queza, sino sôlo aquella potencia econômica que debe 
juzgarse idônea para concurrir a los gastos pûblicos, 
a la luz de las fundamentales exigencias econômicas y 
sociales acogidas en nuestra Constituciôn*» (op.cit., 
pàg. 277; en el mismo sentido, pàgs. 73 y ss.). En am- 
bos planteamientos, la capacidad contributiva es enten- 
dida como una nociôn formai, que en el caso de MOSCHE­
TTI parte de la inclusion del deber de contribuir a los 
gastos pûblicos entre los deberes de solidaridad, del 
artlculo 29 de la Constituciôn italiana.
(32) Sentencia del Tribunal Constitucional, de 20 de julio
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de 1981, Fundamento juridico 4 (BOE de 13 de agosto, 
suplemento al num. 1 9 3 , pàg. 16).
(33) "Si renunciamos al intento de définir en termines abso- 
lutamente racionales la capacidad contributiva, una res 
puesta posible séria decir que el principio que en ella 
se basa no es sino una manera de formular el principio 
de justicia con referencia concreta al àmbito Tributa­
rio. Esta interpretaciôn tiene, sin embargo, el inconve 
niente de que résulta tautological decir que es justo 
que tribute quien tiene la debida capacidad econômica 
equivaldria a decir que es justo que sea sometido a im­
posiciôn quien se considéra justo someter a gravamen. 
For ello, no queriendo privar de todo contenido mate­
rial al concepto de capacidad econômica, puede pensarse 
que esta constituye una especificaciôn del principio 
de igualdad, si bien indeterminada y sujeta, en cuanto 
a su modo de operar, a los limites que se derivan con 
caràcter general del principio superior; es decir, en 
el sentido de que no serian inadmisibles las discrimina 
ciones que se establezcan prescindiendo de la capacidad 
contributiva, siempre que estuviesen objetivamente jus- 
tificadas y no pudiesen ser consideradas como infunda- 
das y arbitrarias" (PALAO, "Apogeo y crisis...", cit., 
pàg. 4 2 2 ).
(34) Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de julio 
de 1981, Fundamento juridico 4, loc.cit.
(35) Vid. el ya clâsico estudio de VIEHWEG, T., "Tôpica y 
Jurisprudencia", traducciôn al castellano de DIEZ-PICA 
ZO, Taurus, Madrid, 1964; asimismo, el Prôlogo de GAR­
CIA DE ENTERRIA, a esta obra, en especial, pàg. 15-16.
En nuestra doctrina, del papel fundamental que los prin 
cipios générales del Derecho desempenan en el Derecho 
financiero, se ha ocupado especialmente MARTIN QUERALT, 
J ., "Constituciôn espahola y Derecho financiero", HPE, 
num. 63, 1980, pàgs. 97 y ss., en especial 117 y ss.
(36) PALAO, "Apogeo y crisis...", cit., pàgs. 422-423.
(37) Ademàs del citado estudio de SAINZ DE BUJANDA, "Refle- 
siones sobre un sistema de Derecho tributario espahol", 
véase el trabajo de CORTES DOMINGUEZ, "El principio de 
capacidad contributiva en el marco de la técnica juridi 
ca", RDFHP, num. 60, 1965, pàgs. 975 y ss.
(38) "Reflexiones sobre un sistema...", cit., pàgs. 182 y 
ss.
(39) Ibidem., pàg. 186.
(40) Cfr. GIARDINA, "Le basi teoriche...", cit., pàgs. 48 y 
ss., en especial, 53 y ss.
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(41 ) El profesor PEREZ DE AYALA, profundizando en las posibi^ 
lidades de dotar a los principios de justicia social 
de "un contenido técnico que los haga operativos", pro- 
pugna que "el moderno concepto de capacidad econômica" 
se exprese en la proporciôn entre recursos y necesida- 
desde cada persona. "La semejanza de circunstancias 
-dice el citado profesor- viene dada por la semejanza 
de poder de disposiciôn de recursos utiles y escasos 
para cubrir las respectivas necesidades.
"En funciôn de ello precribe la justicia fiscal que 
quienes tienen semejante poder de disposiciôn en recur­
sos econômicos y semejantes necesidades sean semejante- 
mente tratados por el impuesto. Es decir, que la seme­
janza de cuota a pagar se fi je segûn la proporciôn en­
tre recursos y necesidades de cada persona".("Las car­
gas pûblicas...", cit., pàg.9 5 ).
Desde esta perspectiva, y teniendo en cuenta proposicio 
nés como la existencia de un "presupuesto familiar", 
en el que se ponen en comûn los ingresos y con cargo 
al cual se satisfacen los gastos farniliares, la tributa 
ciôn de la unidad familiar encontrarîa una clara justi- 
ficaciôn.
Por otra parte, la tesis de PEREZ DE AVALA puede rela- 
cionarse con la distinciôn de MOSCHETTI (op.cit., pàgs. 
275-2 7 6 ) entre capacidad econômica y capacidad contribu 
tiva, por cuanto en la concepciôn de este ûltimo autor 
la capacidad econômica parece hacer referencia exclusi- 
vamente a la existencia de recursos, mientras que la 
capacidad contributiva es la que désigna la aptitud pa­
ra la contribuciôn. Idea anàloga se encuentra en MANZO- 
NI ("Il principio délia capaità contributiva...", cit., 
pàgs. 73-7 4 ), quien afirrna que pueden existir capacida- 
des econômicas no demostrativas de capacidad contributi­
va; un claro ejemplo, dice este autor, se encuentra en 
la exenciôn del mlnimo vital.
(42) "Si el legislador selecciona los hechos imponibles en
vista, entre otros factores, de su sustancia econômica, 
y si esta se toma en cuenta, ademàs, al confeccionar 
las tarifas, ello no acontece asi por un exclusivo y 
reverencial acatamiento a los soportes econômicos de
la imposiciôn, considerados en su radical desnudez y 
aislamiento, sino porque al tener en cuenta esos presu- 
puestos extrajuridicos, y al valorarlos como se estime 
pertinente, se cree dar satisfacciôn a unos determina- 
dos postulados de justicia impositiva, que la comunidad 
ha erigido previamente en principios rectores de su vi­
da politica" (SAINZ DE BUJANDA, "Reflexiones...", cit., 
pàgs. 182-183).
(43) Cfr. GUASP, "Derecho", cit., pàg. 7.
(44) Tal es el caso, por ejemplo, de NEUMARK, quien justifi-
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ca el gravamen sobre la renta de Sociedades por motivos 
puramente practicos (cfr. "Principios de la imposiciôn", 
cit., pàg. 173).
(45) Tendencia especialmente defendida entre los autores del 
mundo anglosajôn; asi, MUSGRAVE, "Teoria de la Hacienda 
Publica", Aguilar, Madrid, 1969, pàgs. 180-181.
Entre nosostros, el profesor ALBINANA llega a la conclu 
siôn de que la capacidad de pago es concepto propio o 
exclusivo de las personas fisicas (cfr. "Prôlogo" a la 
obra de SOTO GUINDA, "Tributaciôn de las Sociedades en 
Espana",2ë éd., 1976, pàg. 41.
(46) Cfr. NEUMARK, "Principios de la imposiciôn", cit., pàg. 
176; con mayor amplitud, en su obra "Problemas econômi­
cos y financieros del Estado intervencionista", Ed.Der. 
Fin., Madrid, 1963, pàgs. 35 y ss., en especial, 44 y 
ss.
Sobre la renta como manifestaciôn de capacidad contribu 
tiva nos remitimos a la obra de FALCON Y TELLA, "Anàlisis de la 
transparencia tributaria", lEF, Madrid, 1984, pàgs.156 
y ss., donde se expone ampliamente la doctrina al res­
pecte. El ultimo trabajo especificamente dedicado a es­
te tema, por lo que a nosotros se nos alcanza, es el 
de AGULLO, A., "Estructura de la imposiciôn sobre la 
renta y el principio de capacidad contributiva", Civi- 
tas REDF, num. 37, 1983, pàgs. 23 y ss.
(47) Tesis defendida por EINAUDI, FISCHER, KALDOR, ANDREWS, 
etc.; también es la nociôn de renta sostenida en el In­
forme MEADE, en el que se propugna la imposiciôn al gas 
to personal: vid. AGULLO, "Estructura de la imposiciôn 
sobre la renta...", cit., pàgs. 27 y ss.; PEREZ DE AYA­
LA, "Explicaciôn de la técnica de los impuestos", cit., 
pàgs. 70, 75, 83 y ss., y 125 y ss. Este ultimo autor 
dedica un estudio especifico al tema, con el expresivo 
titulo de "Nuevos argumentes para la rehabilitaciôn de 
la ’renta consumida’ como indice de capacidad contribu­
tiva", RDFHP, num. 128, 1977, pàgs. 395 y ss.
(48) En este punto se pone especialmente de relieve la nece 
sidad de una depuraciôn metodolôgica en punto a un anà­
lisis juridico de la renta; en efecto, los limites meto 
dolôgicos de la investigaciôn no han sido trazados con 
claridad, por lo que el problema de la definiciôn juri- 
dica de la renta résulta aun de dificil soluciôn. No 
obstante, el estudio màs significativo sobre este tema 
lo encontramos en PUOTI, G., "Riflessioni sulla defini- 
zione giuridica di reddito", Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1976, 
num. 2, pàgs, 271 y ss.; este trabajo, que lleva como 
subtitulo "A proposito di una recente opera sulla proge 
ttrazione giuridica del reddito", supone una critica
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a la obra de D'AMATI, N., "La progettazione giuridica 
del reddito", Padua, 1973-1975, en la que élabora una 
nociôn jurîdica de renta a la luz del Testo Unico de 
1 9 5 8. D ’AMATI contesta a las criticas de PUOTI, en "Nuo 
vi profili delle Imposte sui redditi. Appendice alla 
progettazione giuridica del reddito", Padua, 1980.
(49) Tal demostraciôn, a nuestro juicio, no parece ademàs 
nada facil, ya que no se explica cômo pueda llegar a 
sostenerse que las grandes companias, por ejemplo, no 
tienen capacidad de pago; recuérdese, en este sentido, 
la posiciôn del Tribunal Constitucional, al afirmar que 
"capacidad econômica a efectos de contribuir a los gas­
tos pûblicos, tanto significa como la incorporaciôn de 
una exigencia lôgica que obliga a buscar la riqueza 
alli donde la riqueza se encuentra" (loc.cit., supra, 
nota 3 2 ).
(5 0 ) Cfr. Sentencia de 15 de julio de 1975, nûm. 179, Giuris 
prudenza Costituzionale, 1976, fasc. 6,8, pàg. 1116; 
el subrayado es nuestro.
(5 1 ) "Regime fiscale délia famiglia e principio di capacité 
contributiva, cit., pàg. 94.
(5 2 ) En el mismo sentido DE MITA, "La illegittimité costitu­
zionale del cumulo", cit., pàg. 339.
Literalmente, dispone el art. 53: "Tutti sono tenuti
a concorrere aile spese pubbliche in ragione délia loro 
capacité contributiva".
(53) Cfr. DE MITA, op.cit., pàg. 340; GALLO, op.cit., pàg.
94.
(54) Cfr. GALLO, op.cit., loc.ult.cit.
(55) Afirma DE MITA (op.cit., pàg. 339), que, en realidad,
la consideraciôn como "riqueza personal" de las rentas 
de los cônyuges, en relaciôn con el principio de capaci 
dad contributiva, lo que exige es la acumulaciôn de
aquéllas, por cuanto se destinan a la satisfacciôn de
las necesidades farniliares; de donde se desprende, para 
el autor, la legitimidad del "cumulo", al que considéra 
màs "propio" con el art. 53.
(56) La palabra "tutti" del art. 53, dice GALLO (op.cit.,
pàgs. 94-95), significa ûnicamente que todo sujeto que 
realice un hecho o un acto indicative de capacidad con­
tributiva sea, como tal, obligado, sin exenciones subje 
tivas injustificadas, a la prestaciôn de la obligaciôn 
tributaria. Vid. también, al respecte, las observacio- 
nes de STEFANI, "Imposta personale, cumulo dei redditi 
e capacité contributiva", cit., pàg. 1637.
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(57) Op.cit., pàg. 339.
(58) Cfr. PAULICK, "La Ordenanza tributaria de la Repûblica 
Federal Alemana...", loc.cit., pàg. 42.
(59) Ibidem. Vid. las consideraciones de PEREZ DE AYALA so­
bre la relaciôn entre el principio de igualdad y la ju^ 
ticia tributaria, en "Las cargas pûblicas...", cit., 
pàgs. 90 y ss.
(60) Vid. PEREZ DE AYALA, op.cit., pàg. 104, donde ofrece 
el autor "la formulaciôn técnica de reglas de igualdad 
subjetiva ' o personal a efectos tributario"; entre 
ellas se senalan, las desgravaciones, reducciones o dis 
criminaciones tributarias por razones farniliares.
(61 ) Vid. la consideraciôn, en este sentido, de FALCON, "Ana 
lisis de la transparencia tributaria", cit., pàg. 163, 
nota 353.
(62) PALAO, "Apogeo y crisis...", cit., pàg. 415.
(63) Sentencia de 15 de julio de 1976, nûm.197, loc.cit., 
pàg. 1117.
(64) PAULICK, loc.ult.cit.; el subrayado es nuestro.
(65) Recuérdese la critica de PERRONE a la ilegitimidad de 
la acumulaciôn en este punto, en el sentido de que te­
niendo en cuenta la inestabilidad de la relaciôn basada 
en la simple convivencia, no es absurdo presumir que 
en este caso no se verifica esa tendencial confluencia 
de recursos, sino que, por el contrario, cada uno perma 
nece màs estrechamente ligado a su propia e individual 
situaciôn econômica (cfr. "Il cumulo dei redditi...", 
loc.cit., pàg. 128, nota 16).
(66) Cfr. el Proyecto de Ley, loc.cit., pàg. 95.
(67) "Principios de la imposiciôn", cit., pàg. 153.
(68) Vid. el art. 14 de la Constituciôn espahola.
(69) No obstante, entiende NEUMARK que "Desde la perspectiva 
del principio de igualdad y siempre que se le dé una 
interpretaciôn rigurosa y no sôlo formai, es decir, 
siempre que sea objeto de una interpretaciôn material 
y sociolôgica", es muy posible que el sistema de imposi 
ciôn conjunta "no sea condenable sin màs" (loc.ult. 
cit.).
(70) Cfr. PALAO, "El tratamiento de la familia...", cit., 
pàgs. 9-10.
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(71) Es de todos conocido. que los valores constitucionales 
"no son simple retôrica, no son... simples principios 
' programâticos ' , sin valor normativo de aplicaciôn posi^  
ble; por el contrario, son justamente la base entera 
del ordenamiento, lo que ha de prestar a este su senti­
do propio, lo que de presidir, por tanto, toda su inter 
pretaciôn y aplicaciôn" (GARCIA DE ENTERRIA, E., y FER­
NANDEZ, T.R., "Curso de Derecho administrativo", I, Ci- 
vitas, Madrid, 1980, pàg. 115). Sobre la Constituciôn 
como norma jurîdica, vid. también PREDIERI, A., y GAR­
CIA DE ENTERRIA, E., "La Constituciôn espahola. Un estu 
dio sistemâtico", Civitas, Madrid, 1980, pâgs. 91 y ss.
(72) Vid. esta circunstancia manifestada por RAMALLO, "La 
unidad familiar...", cit., pàg.68.
(73) Vid. la exposiciôn de motivos del Proyecto de Ley, loc. 
cit., pàg. 95.
(74) Cfr. MOSCHETTI, op.cit., pàg. 303.
(75) Vid., a este respecte, las divergentes opiniones de AL­
BERS, W ., "Die Berücksichtigung der Leistungsfâhigkeit 
in der deutschen Einkommensteuer", Finanz Archiv, N.F., 
vol.18, 1958, pàgs. 423 y ss., en especial pàg. 431, 
y HALLER, H., "Die Steuern. Grundlinien eines rationa- 
lem Systems Offentlicher Abgaben", J.C.B. Mohr (Paul Sie 
beck), Tubinga, 1964, pàgs. 64 y ss.
(76) Vid. la bibliografia citada en la nota 106 del capitule
I, y la citada en la nota (75) anterior.
(77) "No es correcte confundir indicio con presunciôn, la 
cual es màs bien el procedimiento lôgico deductive que 
se basa sobre aquél" (MOSCHETTI, op.cit., pàg. 304, no­
ta 3).
(78) Por tanto, sôlo en cierta medida podria considerarse 
la imposiciôn de la unidad familiar como un supuesto 
reconducible a la nociôn de capacidad contributiva pre- 
sunta. Como es sabido, el concepto de capacidad contri­
butiva presunta ha sido elaborado por la Corte Costitu­
zionale, que en diversas ocasiones (asi, en las Senten- 
cias de 3 de julio de 1967, nûm. 77, y de 12 de juliô . 
de 1967, nûm. 103, ambas en Riv.Dir.Fin.Sc.Fin., 1968,
II, pàgs. 3 y ss.; o en la Sentencia de 16 de julio de
1968, nûm.99, en Giur.Cos., 1968, pàg. 1579, etc.), ha 
desestimado cuestiones de constitucionalidad suscitadas 
en relaciôn con el principio de capacidad contributiva, 
sehalando que segûn el "id quod plerumque accidit" no 
résulta arbitrario presumir la existencia de capacidad 
contributiva en relaciôn con ciertas situaciones, aun- 
que en realidad no sea cierta su verificaciôn; o sea.
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segûn esto, se estima acorde con el principio de capaci 
dad contributiva el que la imposiciôn se realice en ba­
se a indices de capacidad no necesariamente existantes, 
sino ûnicamente présentes de manera presunta, siempre 
que esté justificado racionalmente, responda a crite- 
rios lôgicos y esté fundado sobre la experiencia comûn.
Esta nociôn ha sido ampliamente constestada por la doc­
trina italiana; vid. las criticas de: MICHELI, "Capaci­
té contributiva reale e presunta", Giur.Cos., 1967, 
pâgs. 1525 y ss.; idem., "uguaglianza di trattamento, 
capacité contributiva e presunzioni di legge", Giur. 
Cost., 1966, pâgs. 1454 y ss.; idem., "Ancora in tema 
di legittimité costituzionale delle presunzioni in mate 
ria tributaria", Giur.Cost., 1968, pàg.1680; MAFFEZZO- 
NI, "Delia presunzione di esistenza di gioielli, denaro 
e mobilia nell'applicazione di tributi succesori", Riv. 
Dir.Fin.Sc.Fin., 1967, II, pâgs. 223 y ss; CRISAFULLI, 
"In tema di capacité contributiva", Giur.Cost., 1965, 
pâgs. 861 y ss.; FALSITTA, "Appunti in tema di legitti­
mité costituzionale delle presunzioni fiscali ", Riv.Dir. 
Fin.Sc.Fin., 1968, II, pâgs. 3 y ss.Lina amplia exposi­
ciôn de la doctrina y jurisprudencia sobre este tema, 
en MOSCHETTI, op.cit., pays. 322 y ss.
(79) En este sentido, CALERO y NAVAS, al decir: "La capaci­
dad contributiva es un concepto normativo, una realidad 
formai, fruto de la funciôn calificadora del Derecho, 
distinta, por tanto, de otras realidades sociales o eco 
nômicas. No basta por ello constatar que la convivencia 
familiar significa normalmente una mayor economia de 
gastos comunes u otros extremos similares para de ahi 
inferir inmediatamente que la familia como tal sea titu 
lar subjetivo de una capacidad contributiva propia" 
("Estudio preliminar" a la traducciôn de la obra de MO^ 
CHETTI, "El principio de capacidad contributiva", cit., 
pàg. 38).
Por otra parte, la Corte Costituzionale, como se recor- 
darâ, parte de la no aceptaciôn del hecho de que la con 
vivencia origine una mayor capacidad econômica, lo que 
considéra que no es "demostrado ni demostrable" (loc. 
cit., pàg.111 7 .
(80) Es évidente que si se acoge la unidad familiar porque 
la convivencia supone una mayor capacidad econômica, 
como consecuencia de ahorros esenciales, lo que se tra­
duce en un incremento del poder adquisitivo, carece de 
sentido la adopciôn de medidas que precisamente se diri 
gen a contrarrestar la mayor carga tributaria derivada 
de la acumulaciôn de las rentas; esto es, a eliminar 
el efecto, lôgico y consecuente, desde esta perspecti­
va, de la mayor deuda tributaria que se corresponde a 
ese incremento de la capacidad econômica.
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(81) Piénsese en el incremento de la deducciôn general, en 
nuestro IRPF, a la que se aplica un coeficiente correc­
tor cuando màs de un miembro obtiene rentas por encima 
de una determinada cuantia.
(82) Cfr. PALAO, "El fraude a la ley en Derecho tributario 
(Notas para un estudio)", RDFHP, nûm. 63, 1966, pàg.
679.
(83) Cfr. ANTONINI, "Evasione ed elusione d'imposta (gli 
atti simulati e le imposte di registre e sulle successio- 
ni)", en "Studi di Diritto tributario", Milàn, 1959, 
pàgs. 3 y ss.
(84) Cfr. PALAO, op.cit.,loc.ult.cit.
(85) No obstante, debe senalarse que la terminologîa de eva­
sion y elusion del impuesto es también utilizada en 
nuestra doctrina, aunque no siempre con un significado 
idéntico al senalado. El profesor PEREZ DE AYALA se re- 
fiere a la evasion y a la mera elusion como dos supues­
tos distintos, afirmando que "los comportamientos en 
fraude de ley cubren, desde luego, los supuestos de eva 
siôn tributaria, pero,ademàs, pueden cubrir algunos de 
los que en la ciencia de la Hacienda se consideran me- 
ros supuestos de elusiôn" ("Las ficciones en el Derecho 
tributario", cit., pàg. 147).
Por otra parte, ALBINANA considéra que la "elusiôn", 
en cuanto resultado del comportamiento material o real 
del contribuyente, y previo a la realizaciôn del hecho 
generador, es fenômeno extraho a la "evasiôn", que cali 
fica de "evasiôn legal impositiva" en cuanto la ley, 
atendiendo a los medios materiales o formales utiliza- 
dos para obtener la reducciôn o exoneraciôn impositiva, 
no la tipifica como illcita (cfr. "La evasiôn legal im­
positiva", Rev. de Econ. Politica, nûm. 56, 1970, pàg.
29).
El término elusiôn, en cuanto designaciôn del fraude
de ley tributaria, con el sentido senalado en el texto, 
parece haberse reservado en nuestra doctrina para un
supuesto determinado de aquél: el de elusiôn fiscal me- 
diante sociedades, razôn por la cual considérâmes màs
oportuno aludir a la unidad familiar como medida contra 
el fraude, aunque, en puridad, igualmente puede denomi- 
narse "medida antielusoria".
(86) Sobre la defensa del fraude a la ley en el campo tribu­
tario, nos remitimos al estudio de PALAO, "El fraude
a la ley...", cit., pàg. 681.
(87) Cfr. PALAO, op.ult.cit., pàgs. 680-681.
(8 8) En realidad, "los argumentes que se aducen contra la
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ilicitud del fraude a la ley tributaria son, en esen- 
cia, los mismos con los que se pretende admitir el frau 
de a la ley en general" (PALAO, op.ult.cit., pag.68l).
(89) Cfr. "Derecho civil de Espana", Civitas, Madrid, 1984, 
t.I, Libro preliminar, pâgs. 546-548.
(90) "Solo una cosa prohiben las leyes tributarias: la pro­
pia violacion; es decir, el incumplimiento de las obli- 
gaciones que ellas mismas establecen, obligaciones 
que... solo surgen cuando se dan los supuestos en ellas 
contemplados" (PALAO, op.ult.cit., pag. 682).
(91 ) Esta es "una reaccion del ordenamiento para casos ex­
tremos, ante los que fracasan los medios ordinarios de
la interpretaciôn y de la calificaciôn de los hechos
imponibles" (PALAO, "La elusiôn fiscal mediante Socieda 
des. Comentarios a los articulos 38 a 40 de la Ley 50, 
de 14 de noviembre de 1977", Civitas REDF, nûms. 15-16, 
1977, pàg. 776).
(92) La elusiôn del impuesto, desde el punto de vista de sus 
efectos, observa BLUMENSTEIN, debe producir una minora- 
ciôn de la carga tributaria "que no debe haber sido pre 
vista y aprobada por el legislador, expresa o tâcitamen 
te, mediante una correspondiente formulaciôn de la nor­
ma tributaria" ("Sistema di Diritto delle Imposte", 
cit., pàg. 28).
(93) Vid. PALAO, "El fraude a la ley...", cit., pàg. 685.
(94) "Es importante senalar, sin embargo, que el fraude tri­
butario no presupone ni se realiza necesariamente me­
diante fraude de ley no tributaria, aunque tampoco lo 
excluye. La forma jurîdica adoptada como artificio de- 
fraudador puede ser perfectamente lîcita y vàlida para 
los efectos no tributarios" (PALAO, "El fraude a la 
ley...", cit., pàgs. 678-679).
(95) Cfr. PALAO, op.ult.cit., pàg. 685.
(96) Pensâmes, concretamente, en la exigencia del expediente 
especial en el que se aporte por la Administraciôn la 
prueba correspondiente y se dé audiencia al interesado.
(97) Cfr. "Reflexiones sobre un sistema de Derecho tributa­
rio espahol", cit., pàg. 250.
(98) Junto a estas soluciones de Derecho tributario material 
y de Derecho tributario formai, el profesor de Madrid 
sehala una tercera, que aparece marcada por el signo 
punitive, y que "consiste en establecer severas sancio- 
nes para los infractores, que hagan innecesaria una fi£ 
calizaciôn administrativa permanente y minuciosa del 
cumplimiento de los deberes fiscales"; es ésta, por tan
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to, una soluciôn de Derecho penal tributario (cfr. "Re 
flexiones...", cit., pâgs. 250-251).
(99) Precisamente, la defensa del fraude a la ley en el cam 
po tributario se centra enérgicamente en la libertad 
de los individuos para configurar sus relaciones jurl- 
dicas libremente, entendiendo que la figura del fraude 
représenta una restricciôn injustificada a la libertad 
personal; cfr. PALAO, "El fraude a la ley...", cit., 
pag. 681).
(100) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obli 
gaciones...", cit., pàg. 23.
(101) Cfr. SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales de 
la unidad familiar", cit., pâgs. 434-435.
(102) "Notas sobre la configuraciôn de obligaciones...", 
loc.ult.cit.
(103) En contra, RAMALLO, al decir: "Lo que ocurre en Dere­
cho tributario no es exactamente esto. La Ley tributa­
ria utiliza la solidaridad para aumentar el nivel de 
la carga tributaria en los impuestos personales, ya 
que sirve para configurar la prestaciôn (su cuantia) 
de un modo distinto a como se configuraria de no exis­
tir. sôlo en un momento lôgicamente posterior a la acu 
mulaciôn de rentas y patrimonies, en virtud de la solT 
daridad, entrarâ en juego el aspecto garantista de la 
misma" ("La unidad familiar como sujeto...", cit., 
pâg. 72).
(104) En contra, y como consecuencia de la opiniôn expresada 
en la nota anterior, entiende RAMALLO que "La solidari 
dad en Derecho tributario, por lo que a la UF por lo 
menos se refiere, no se establece sôlo para asegurar 
el cumplimiento de una prestaciôn, sino para asegurar 
su configuraciôn; y esta pensada, ademàs, en funciôn 
de la acumulaciôn de rentas màs que para aumentar el 
numéro de patrimonies que respalden el interés protegi^ 
do del acreedor" (loc.ult.cit.).
En nuestra opiniôn, y siguiendo la posiciôn de la pro- 
fesora SOLER ROCH en este punto, la solidaridad de la 
unidad familiar, tal como viene configurada en la nor- 
mativa del Impuesto, es un institute eminentemente ga­
rantista. Cuestiôn distinta es que, efectivamente, de
la solidaridad, en cuanto forma de organizaciôn de una
obligaciôn subjetivamente colectiva, se derive una pe­
culiar estructura de la obligaciôn correspondiente, 
como hemos visto en otro lugar.
(105) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pàg. 24.
(106) En este sentido, SOLER ROCH, quien sehala asimismo que
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"El régimen al que, tanto la Ley como el Reglamento 
del Impuesto, someten la deuda tributaria familiar, 
révéla cômo, en el fondo, el propio legislador conside 
ra màs justa una fôrmula de tipo mancomunado..." ("No­
tas sobre la c o n f i g u r a c i ô n , cit., pàg. 24, en nota 
44).
(107) La exigencia de declaraciôn conjunta debe diferenciar- 
se de la sujeciôn al deber de declarar; sobre ello nos 
remitimos al epîgrafe correspondiente del capitule VI 
de este trabajo, donde analizamos el régimen de la uni^  
dad familiar.
(108) Vid. el a'rt. 34, 2 y 3 de la Ley.
(109) "Supongamos un matrimonio que tiene dos millones de 
pesetas, uno procédante de la mujer y otro del mari- 
do... A este matrimonio se le aplica como tipo de gra­
vamen el 19 por 100 hasta 1.800.000 pesetas, y el 24,7 
por 100 para las 200.000 pesetas restantes. Habida 
cuenta de las deducciones que establece el articule 
29, tributaràn 369.320 pesetas. En cambio, a dos solte 
ros, o dos personas no ligadas por el vinculo matrimo­
nial, con un millôn de pesetas de renta cada una, co- 
menzariamos por aplicarles ûnicamente el 17 por 100 
del tipo de gravamen, y habida cuenta también de las 
deducciones, los dos tributarian 310.800 pesetas" (In- 
tervenciôn del diputado LOPEZ RODO en el Pleno del Con 
greso, al debatirse el Proyecto de Ley del IRPF; vid. 
en Civitas REDF, nûms. 17-18, pàg. 314).
(110) Los ûnicos datos con que contamos respecte a la inci- 
dencia real de la acumulaciôn, es el nûmero de déclara 
ciones correspondientes al ano 1979 en que se déclara 
màs de una renta del trabajo. Concretamente, de los 
5.445.553 declaraciones procesadas, 3.839.203 corres- 
pondieron a declaraciones en que solamente trabaja una 
persona; 506.200 correspondieron a declaraciones en 
que trabajan dos miembros de la unidad familiar, y 
43.029 fué el nûmero de declaraciones en que trabajan 
très miembros de la unidad familiar (vid. "Anàlisis 
de los resultados de la aplicaciôn del nuevo Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas correspondien­
tes al ejercicio 1979 y medidas a adoptar", pàgs. 10 
y 11).
No obstante, PENA ALVAREZ, efectûa una estimaciôn de 
"cuàl ha podido ser como màximo la recaudaciôn obteni- 
da por la acumulaciôn, comparando la recaudaciôn efac­
tiva con la que se hubiese obtenido si todos los miem­
bros de la unidad familiar hubiesen percibido rentas 
idénticas.
"Operando de esta forma se puede estimar que en 1979 
el aumento de los ingresos fiscales como consecuencia 
de la acumulaciôn de las rentas de las unidades fami-
665
liares fué, como màximo, de 9.200 millones de pesetas, 
cifra poco significativa si se compara con los 461.020 
millones de pesetas de cuota correspondientes a la re­
caudaciôn total del impuesto sobre la renta de las per 
sonas fisicas en 1979" ("La familia en el impuesto so­
bre la renta/1", diario EL PAIS, miércoles 28 de sep- 
tiembre de 1983, pàg. 50).
(111) Recuérdese la Exposiciôn de Motivos del Proyecto de 
Ley y la dificultad que alli se sehalaba de discernir 
tanto los ingresos como los gastos que puedan corres- 
ponder a cada miembro de la familia, dificultad que 
es obviada con la tributaciôn de la unidad familiar.
(112) Vid. el art. 29, apartado d), pàrrafo tercero de la 
ley. Insistiremos en este punto al analizar las deduc­
ciones de la cuota en el prôximo capitule.
(113) Vid. en Civitas REDF, nûms. 17-18, pàg. 316.
(114) "supongamos un matrimonio con dos hijos en que los in­
gresos del marido asciendan a un millôn y medio de pe­
setas, y los de la mujer a 800.000 pesetas. Con la le- 
gislaciôn hasta hoy vigente (léase IGRPF), este matri­
monio paga 570.000 pesetas; con el Proyecto (de Ley 
del IRPF), 405.000 pesetas... En la legislaciôn France 
sa, en el "quotient familial"... se pagarian 595.000 
pesetas; es decir, un 32 por 100 màs. En la legisla­
ciôn belga, 750.000; es decir, un 46 por 100 màs. En 
la legislaciôn inglesa, 566.000 pesetas; es decir, un 
30 por 100 màs. En la legislaciôn italiana, 453.000 
pesetas; es decir, un 11 por 100 màs. En la legisla­
ciôn alemana, 618.000 pesetas; es decir, un 35 por 
100 màs" (Intervenciôn del Ministre de Hacienda FERNAN 
DEZ ORDONEZ, con ocasiôn del debate en el Pleno del 
Congreso, del IRPF, "precisando" la intervenciôn de 
LOPEZ RODO, constatada en la nota 109 anterior); vid. 
en Civitas REDF, nûms. 17-18, pàg. 317).
(115) En este sentido, la sehalada intervenciôn de FERNANDEZ
ORDONEZ, al decir: "Esta manana se han hecho aqui mu- 
chas citas. Yo harla una màs, la de Hegel: 'La verdad
està en el todo'. No fraccionemos la verdad. La verdad 
en un Impuesto no està en la consideraciôn de un tema 
determinado, concreto. Consideremos la base, el tipo, 
la tarifa, las deducciones. Apliquemos todo esto en
su conjunto..." (loc.cit. en nota anterior).
(116) Al poco tiempo de publicarse la Ley 44/1978, escribia
CAZORLA ("Reflexiones sobre la tramitaciôn parlamenta- 
ria del Impuesto sobre la Renta", cit., pàg. 4), 
que "quizà alguna mente albergue ya la pretensiôn, 
sobre todo en lo que se refiere al tratamiento de la 
unidad familiar y el tratamiento de la mujer dentro 
de ella..., de impugnar ante tal alto organismo algunas
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disposiciones contenidas en la nueva Ley de Renta", 
El tema es objeto de consideraciôn individualizada por 
GONZALEZ GARCIA, en un trabajo que lleva el expresivo 
titulo de "ôEs constitucional el tratamiento dispensa- 
do a las rentas familiares por el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas?", en "Memoria de la Aso 
ciaciôn Espahola de Derecho Financiero 1980", pâgs. 
451 y ss. También se refiere a este problema RAMALLO, 
en "La unidad familiar como sujeto en el Ordenamiento 
Tributario Espahol", cit., pâgs. 47-48.
Por otra parte, el tema habia sido aludido por YEBRA 
("La familia ante el ordenamiento tributario", cit., 
pâgs. 515 y ss.), con relaciôn a la normativa del IGRPF 
sehalando que las disposiciones del tribute debian
acompasarse a los criterios contenidos en las Leyes 
Fundamentales, en materia de familia (loc.cit., pag. 
517).
(117) Concretamente, la Audiencia Territorial de Valencia, 
en su Sentencia de 16 de noviembre de 1983 (publicada 
en la revista LA LEY, nûm. 896, de 16 de marzo de
1984, pâg. 6), se refiere a los principios de igual­
dad, protecciôn a la familia y redistribuciôn de la 
renta, para concluir que la deducciôn de 10.000 pese­
tas por gastos personales sin necesidad de justifica- 
ciôn debe multiplicarse por el nûmero de miembros de
la unidad familiar (Considerando noveno).
Para una consideraciôn critica de la interpretaciôn
llevada a cabo en la citada Sentencia en este punto,
vid. FALCON, "La unidad familiar y la deducciôn 'a for 
fait' por gastos personales', cit., pàg. 4).
(118) También sehala RAMALLO el articule 35,1, en el que se
déclara el derecho de todos los espaholes "a una remu- 
neraciôn suficiente para satisfacer sus necesidades 
y las de su familia sin que en ningûn caso pueda hacer 
se discriminaciôn por razôn de sexo", entendiendo que 
"Este articule plantea très problemas desde la perspec 
tiva fiscal: primero el de que la remuneraciôn sera
mayor o mener entre otros factores, segûn la cantidad
de unidades econômicas que el Estado y demàs entes pû­
blicos detraigan de la economia privada de cada ciuda- 
dano; segundo el establecimiento de necesidades mini­
mas que exigen un minime exento en el tribute, o indu 
so el llamado impuesto negative sobre la renta; terce­
ro, si la remuneraciôn familiar no puede estar condi- 
cionada por razones de sexo, el trabajo de dos o màs 
miembros de la UF y, concretamente, el trabajo de la 
mujer casada no podrà ser discriminatorio" ("La unidad 
familiar...", cit., pàg. 48).
(119) "La unidad familiar...", cit., pàg. 47.
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(120) Ibidem., pâg. 48.
Para una consideraciôn del precepto constitucional de 
protecciôn a la familia, en el àmbito del Derecho pu­
blico y en el àmbito iusprivatista, respectivamente, 
vid.: SERRANO TRIANA, A., "La protecciôn familiar en 
la perspectiva del Derecho publico", Revista de la Fa- 
cultad de Derecho de la Universidad Complutense", 
nûm. 66, 1982, pàgs. 23 y ss.; MARTINEZ MORAN, N., "La 
familia y su protecciôn constitucional", Revista de 
la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 
monogràfico 1, 1978, pàgs. 115 y ss., en especial 137 y ss.
(121) "La unidad familiar...", cit., pàg. 48, nota 7.
(122) Cfr. "ôEs constitucional el tratamiento dispensado...",
cit., pàg. 463.
(123) Ibidem., pàg. 464.
(124) "El artlculo 39,1 serà, sin duda, objeto de una 'segun
da lectura', de una 'lectura politica', o de cualquier
otro tipo de lectura interesada, con tal de que la mi^ 
ma no sea jurîdica, que es lo que se trata de evitar. 
Después de todo, siempre podrà argumentarse que la fa­
milia està 'protegida' si se rebaja dos pesetas el bi- 
llete de ferrocarril a partir del quinto hijo. Es de­
cir, résulta muy dificil argumentar formalmente cuando 
no existe una verdadera voluntad de favorecer a la fa­
milia" (GONZALEZ GARCIA, loc.ult.cit.).
(125) Ibidem., pàgs. 464-465.
(126) Ya en el debate parlamentario del Proyecto de Ley del 
Impuesto, fueron invocados los principios de igualdad 
y protecciôn a la familia, previstos en el entonces 
Proyecto de Constituciôn, sehalando el diputado LOPEZ 
RODO en el Pleno del Congreso, que "la penalizaciôn 
del matrimonio por via fiscal" que la tributaciôn acu- 
mulada del impuesto supone, olvida las sehaladas decla 
raciones constitucionales (Vid. el Debate en el Pleno 
del Congreso, loc.cit., pàgs. 314-315).
(127) Sehala RAMALLO, compartiendo la opiniôn de Luis LOPEZ 
GUERRA ("El régimen constitucional espahol", obra con­
junta con Jorge DE ESTEBAN, Ed. Labor, Barcelona, 1980, 
pàg. 318), que "dado el caràcter de compromise del tex 
to constitucional, la protecciôn a la familia en la 
Constituciôn sigue... 'las tendencias de la llamada 
doctrina social catôlica présentes también en las Le­
yes Fundamentales del période anterior'..." ("La uni­
dad familiar...", cit., pàg. 48).
CAPITULO VI 
REGIMEN DE LA UNIDAD FAMILIAR
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Al analizar el concepto de unidad familiar vimos que 
lo esencial de esta figura no es la realidad personal que 
constituye, sino el hecho de que la pertenencia a ella supone 
todo un régimen del tributo, en general, y de la obligaciôn 
tributaria en particular. La inclusiôn del sujeto pasivo en 
una unidad familiar o, si se prefiere, la presencia de la uni 
dad familiar, implica una determinada configuraciôn de los 
elementos constitutivos de la obligaciôn tributaria y del pro 
cedimiento de aplicaciôn del tributo. Pero la unidad familiar 
no es un tributo, ya que el hecho imponible es el correspon­
diente al IRPF, y aunque présente ciertas particularidades 
no ostenta ningûn elemento distinto, que le cualifique, res­
pecte al supuesto de que el sujeto pasivo no pertenezca a una 
unidad familiar.
En diversas ocasiones a lo largo de este trabajo hemos 
expuesto a grandes rasgos en qué consiste este régimen, y he­
mos subrayado la importancia del anàlisis del hecho imponible 
para explicar la figura de la unidad familiar. Sôlo nos resta 
ahora confrontar lo dicho entonces con los preceptos corres­
pondientes .
Es imprescindible hacer constar en este momento la im­
portancia del principio de capacidad contributiva, como crite 
rio interpretativo, lo que significa que el anàlisis de las 
normas -de la letra y del espiritu de la ley- ha de llevarse 
a cabo comparando el principio de justicia y el caso concreto 
contemplado en la norma interpretada (1). Esto, que puede con 
siderarse un principio general interpretativo en este sector
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del Ordenamiento, adquiere una singular importancia en rela­
ciôn a la unidad familiar, dada la especial significaciôn del 
principio de capacidad contributiva en el fundamento de esta 
figura, o lo que es lo mismo, teniendo en cuenta que ese prin 
cipio es la respuesta esencial, desde el punto de vista juri­
dico, al porqué de su existencia. La interpretaciôn del régi­
men de la unidad familiar con arreglo al principio de capaci­
dad contributiva es, por tanto, un corolario fundamental, que 
habrâ de presidir el anàlisis juridico que a continuaciôn se 
desarrolla.
1. NACIMIENTO DE LA OBLIGACION TRIBUTARIA: EL HECHO IMPONI­
BLE. CONFIGURACION LEGAL Y SIGNIFICACION JURIDICA.
Segûn el artlculo 3 2 , nûmero 1 de la Ley de 8 de sep- 
tiembre de 1978, "Constituye el hecho imponible del impuesto 
la obtenciôn de la renta por el sujeto pasivo". Como acontece 
frecuentemente, la definiciôn legal del hecho imponible no 
recoge exactamente y con toda amplitud los distintos elemen­
tos y aspectos que integran el presupuesto de hecho, por lo 
que se hace necesaria una integraciôn sistemàtica de los di- 
versos preceptos en los que se regulan los mismos.
A.- Elemento objetivo.
Como es sabido, el hecho imponible (2) -conjunto de 
circunstancias previstas en la norma, cuya realizaciôn provo 
ca el nacimiento de una obligaciôn tributaria concreta-, se 
compone de dos elementos fundamentales: el objetivo y el sub-
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jetivo. El elemento objetivo del hecho imponible (expresion 
équivalente a las de presupuesto objetivo u objeto del presu 
puesto de hecho) es un acto, un hecho, una situaciôn de la 
persona o de sus bienes, que puede ser contemplado desde va­
ries aspectos: material, espacial, temporal y cuantitativo.
a) Aspecto material.
El aspecto material del hecho imponible coincide 
con la definiciôn legal del mismo. El sujeto pasivo forma par 
te, estructuralmente, del elemento objetivo del presupuesto 
de hecho (3), ya que se trata de un impuesto personal, del 
impuesto personal por excelencia. No obstante, el sujeto pasi 
vo, sistemâticamente, ha de ser objeto de consideraciôn indi­
vidualizada, ya que es uno de los elementos constitutivos de 
la obligaciôn tributaria. Asi pues, el anàlisis del aspecto 
material del hecho imponible se circunscribe a la "obtenciôn 
de la renta". Nos referiremos en primer lugar a ete segundo 
elemento.
a') El concepto de "renta".
Cuando se habla de la renta en el àmbito tributario 
constituye ya un tôpico el afirmar que es este uno de los con 
ceptos màs dificiles de définir y uno de los temas sobre los 
que se ha volcado la producciôn literaria doctrinal; cQué es 
lo que nos interesa a nosotros ahora de este concepto?, ôen 
qué sentido habremos de considerarla aqui?.
A nuestro entender, todo planteamiento de la renta a
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efectos fiscales puede encuadrarse en uno de los très aparta- 
dos siguientes:
-Consideracion de lo que debe constituir la renta a
efectos fiscales, o problema de la definicion fiscal de la 
renta.
-Consideracion de la renta como manifestacion de capa- 
cidad contributiva, o significacion juridica de la renta.
-Consideracion de la renta como objeto del tribute,
esto es, como manifestacion de la realidad economica que tra- 
ta de someterse a tributacion.
El primero de ellos constituye materia propia de la 
Ciencia de la Hacienda, aunque frecuentemente su estudio se 
incluya con ocasion de los otros dos, lo que es consecuencia 
de una de las dificultades esenciales que plantea el estudio 
de la renta, a la que ya nos hemos referido en el capitulo
anterior: la falta de limites metodolôgicos claros en la in-
vestigaciôn de la misma. Al hablar aqui de renta, esta nos 
interesa exclusivamente en cuanto objeto de tributo, en el 
sentido mas arriba senalado, diferenciândose asi claramente 
esta nociôn del objeto del presupuesto de hecho (4). La ren­
ta como objeto del tributo, a nuestros efectos, no es otra 
cosa que el concepto de renta contenido en las disposiciones 
reguladoras del IRPF (5).
La Ley no da un concepto unitario de renta. Este con­
cepto si se contenia en el Proyecto de la misma, concretamen- 
te en el articule 13,1, segùn el cual: "Constituye la base
imponible del impuesto la suma del consume mas la variaciôn
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neta del valor del patrimonio del sujeto pasivo" (6). Este 
precepto fué modificado por la Ponencia, entendiendo que la 
definicion legal de base imponible podia simplificarsse, remi^ 
tiéndola al concepto de renta (7). Sobre ello, asi como del 
tenor literal del articulo 13,1 del Proyecto, relative a la 
"base imponible", cabria pensar, en principle, en una inco- 
rrecta incardinacion del concepto de renta; pero hay que te- 
ner en cuenta, como dice Palao, que "la renta es el elemento 
central del hecho imponible en su aspecto objetivo; pero es 
también la base imponible. Ambas funciones de la renta son 
inseparables" (8).
De cualquier forma, el concepto de renta a efectos del 
impuesto hay que remitirlo a sus diverses componentes, mencio 
nados genéricamente en el articulo 3-,2 de la Ley, a cuyo te­
nor :
"Componen la renta del sujeto pasivo:
a) Los rendimientos del trabajo personal.
b) Los rendimientos de las explotaciones economicas 
de toda indole y los derivados de actividades profesio 
nales o artisticas.
c) Los rendimientos derivados de cualquier elemento 
patrimonial que no se encuentre afecto a las activida­
des referidas en la letra anterior.
d) Los incrementos de patrimonio determinados de acuer 
do con lo prevenido en esta Ley".
El analisis de este articulo, sehala Clavijo, pone de 
manifiesto que la renta "comprende unicamente las retribucio- 
nes", entendiéndose por retribuciones los "rendimientos de 
los factores de produccion en sus distintas manifestaciones 
que esencialmente se reducen a los tres grupos: trabajo, capi
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tal y mixtos; y ademâs todos los incrementos patrimoniales 
que se pongan de manifiesto, en general, con ocasion de cual­
quier alteraciôn de la composiciôn del patrimonio" (9). Nos 
parece importante subrayar esta precision senalada por el pro 
fesor Clavijo, respecto a que la renta comprende "retribucio­
nes", genéricamente, lo cual es acertado. Por el contrario, 
en ocasiones, en trabajos y manuales dedicados al Impuesto, 
se designan dentro del concepto de renta dos categorias -ren 
dimientos e incrementos de patrimonio-, como si unos y otros 
tuvieran una distinta naturaleza a los efectos del Impuesto 
(10). Es indudable que desde el punto de vista econômico po- 
drân senalarse entre ambos conceptos todas las diferencias 
que se quieran, pero a efectos de lo que es renta para el Im­
puesto tanto da un rendimiento como un incremento de patrimo­
nio; quiere decirse que tanto unos como otros son elementos 
componentes o computables para la determinaciôn de la magni- 
tud renta, cuya cuantîa se hallarâ mediante la suma algebrai- 
ca de los mismos.
Sin embargo, algo de las distinciones de que rendimien 
tos e incrementos de patrimonio son susceptibles desde el pun 
to de vista econômico, ha sido tenido en cuenta por el legis­
lator al disponer en el articulo 62 del Reglamento, dedicado 
al concepto de renta: "1. Componen la renta del sujeto pasivo 
la totalidad de sus rendimientos netos, mas los incrementos 
y menos las disminuciones patrimoniales". Y tras determinar 
en su numéro 2 lo que se consideran rendimientos, el numéro 
3 del mismo articulo establece: "Se consideran incrementos
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o disminuciones patrimoniales las variaciones en el valor del 
patrimonio del sujeto pasivo...". Facilmente se aprecia la 
inclusion de las disminuciones patrimoniales como si fueran 
un componente mas de la renta, cuando en realidad no son mas 
que una partida negativa que, incluso, cabe preguntarse si 
es igualmente referible a los incrementos de patrimonio como 
a los restantes rendimientos. A nuestro entender, es mas co­
nnecta la descripciôn legal de renta que la reglamentaria, 
en la que, ademâs, bajo la denominaciôn de "concepto de ren­
ta" lo que parece comprenderse en la forma de determinar la 
base imponible (art. 62,1 del Reglamento).
En definitive, lo que queremos destacar aqui es lo 
siguiente:
12 : Tanto los rendimientos como los incrementos de pa­
trimonio son "componentes" de la renta, sin que, a estos efec 
tos, sean susceptibles de una distinta calificaciôn o natura­
leza (11).
22 : Ambos pueden presenter, como es obvio, una partida 
positiva o negativa, lo que implica que las disminuciones de 
patrimonio no son "componentes" de la renta, sino una partida 
negativa de uno de sus componentes. Con claridad afirma G. 
de la Pena que "las disminuciones patrimoniales son a los in­
crementos lo que los gastos necesarios son a los rendimien­
tos -es decir, una partida negativa en la configuraciôn de 
la renta del sujeto pasivo-" (12).
En este orden de consideraciones, es de destacar como 
el articulo 13 de la Ley, tras determinar que "constituye la
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base imponible el importe de la renta en el periodo de la im- 
posiciôn" (nûm.1), dispone: "Las cuantias de las distintas par 
tidas, positivas y negativas, que componen la renta se inte- 
gran y compensan para el calcule de la base imponible" (num.2)..
32 : La denominaciôn de incremento patrimonial no debe 
desnaturalizar el verdadero significado del mismo, que no es 
otro que el de ser también un rendimiento para el sujeto pasi 
vo. En este sentido, Falcôn ha puesto de manifiesto reciente- 
mente que el concepto de incremento patrimonial es "una cate- 
goria residual en la que tienen cabida todos los ingresos no 
excluidos expresamente del tributo y que no puedan reconducir 
se a cualquier otro de sus conceptos" (13).
Taies precisiones habrân de sernos de utilidad en un 
momento posterior.
b') Significado del términô obtenciôn.
Por lo que se refiere al término "obtenciôn" se ha 
senalado su vaguedad e imprecisiôn, acudiéndose en ocasiones 
a un concepto previo de renta -a fin de determinar la signi- 
ficaciôn del mismo-, ya de naturaleza juridico privada, ya 
incidiendo en la naturaleza econômica del concepto, exigiéndo 
se, por ejemplo, la efectiva entrada de un ingreso en el pa­
trimonio del sujeto pasivo.
En esta llnea de consideraciôn, quizâs haya sido Gota 
Losada el autor que mas ha incidido, en nuestra doctrina, en 
una interpretaciôn de lo que debe entenderse por "obtenciôn"
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en base a conceptos del Derecho privado, Para este autor, lo 
que détermina la sujecion al impuesto es la titularidad de 
las distintas clases de renta, regulândose dicha titularidad 
fundamentalmente por el Derecho civil, mercantil y laboral. 
En relaciôn al impuesto, prosigue el autor citado, la titula­
ridad que interesa es la titularidad de goce o disfrute, es 
decir, de los derechos subjetivos que tienen como objeto la 
apropiaciôn de las rentas, aunque el sujeto no pueda ejerci- 
tarlos por si mismo (14).
Estas afirmaciones, realizadas con relaciôn a nuestro 
anterior IGRPF fueron en su dia ampliamente aceptadas y han 
sido también acogidas por la doctrina para explicar el concep 
to de obtenciôn en el Impuesto sobre la Renta de 1978. Asi, 
y en esta linea, para el profesor Palao, obtener renta, en su 
acepciôn mas simple, "significa ostentar un titulo juridico 
por virtud del cual los ingresos que forman su componente po­
sitive son apropiados por el sujeto pasivo; équivale, por tan 
to, a poseer la titularidad de las rentas" (15). Si bien el 
citado profesor formula a continuaciôn determinadas precisio­
nes importantes sobre este criterio, al que califica de "cri- 
terio fundamental" (16).
Por otra parte, el Consejo de Estado, basândose en el 
articulo 28 de la LGT, y argumentando en base a la naturaleza 
econômica del hecho imponible en el IRPF, afirma que "ha de 
haber siempre un ingreso efectivo" para poder exigir el im­
puesto. Asimismo, el Consejo de Estado subraya la convenien- 
cia de que el Reglamento precise qué se entiende por "obten-
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cion' de la renta, a fin de evitar confusion con otros térmi- 
nos, taies como devengo, percepciôn, cobro, pago, ingreso, 
etc..." (17).
En nuestra opinion, siendo indiscutible que la renta 
en si misma considerada es un hecho de naturaleza econômica, 
y siendo también indudable que la renta se obtiene por medio 
de contratos o relaciones juridicas muy variadas, lo decisivo 
es que la "renta", en sentido juridico tributario, no existe 
hasta que el legislador la define. El legislador tributario 
no esta vinculado por esos conceptos naturales de renta, ya 
sean naturales econômicos o naturales juridicos. El legisla­
dor es soberano para delimitar el objeto del tributo, siempre 
que sea indicative de capacidad econômica. De ello se despren 
de que la significaciôn de la expresiôn "obtenciôn de renta" 
debe buscarse dentro de las propias normas reguladoras del 
tributo, mediante una interpretaciôn integradora y sistemâti- 
ca del articulado de la Ley, en relaciôn con el articulo 3^ 
de la misma. Como observa Sainz de Bujanda, cuando el legisla 
dor détermina que el presupuesto de hecho de un tributo es 
la percepciôn de renta, es necesario que las propias normas 
juridico-fiscales formuler el concepto de renta, lo que lleva 
aparejada "la necesidad de enunciar los elementos que han de 
computarse para determinar si, a efectos del nacimiento de 
la obligaciôn tributaria, ha habido o no percepciôn de renta" 
(18). Ahora bien, no es necesario que todos esos elementos 
se recojan en un mismo articulo, con independencia de que és- 
to sea mas correcte (19).
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En este sentido, y desde nuestro punto de vista, lo 
mas que puede llegara afirmarse respecto a la supuesta falta 
de concreciôn explicita del concepto de "obtenciôn" es a sena 
lar su falta de contenido autônomo, por cuanto el significado 
del mismo hay que remitirlo o ponerlo en relaciôn con cada 
uno de los componentes de la renta, segùn vienen definidos 
y configurados en los preceptos légales correspondientes.
De esa interpretaciôn sistemâtica se dériva que la ren 
ta no sôlo se obtiene a través de la percepciôn de rendimien­
tos de trabajo personal, de renta de explotaciones econômicas 
o derivadas de actividades profesionales o artisticas, de ren 
dimientos del capital y de incrementos de patrimonio, sino 
que también se obtiene renta mediante la "imputaciôn" de de­
terminados rendimientos al sujeto pasivo. La "imputaciôn de 
rendimientos", como es sabido, es regulada en el articulo 12 
de la Ley, dando lugar al llamado régimen de "transparencia 
fiscal", del cual se ha ocupado especialmente Falcôn y Telia, 
quien afirma que también obtiene renta "quien es socio de una 
entidad transparente que obtiene bénéficiés" (20).
Pero existe también otra norma especifica que détermi­
na la imputaciôn de rendimientos, precisamente con relaciôn 
a la unidad familiar. Nos referimos a la norma contenida en 
el articulo 19,3,b) de la Ley, y en el articulo 75,b) del Re­
glamento, y a cuyo tenor: "No tendrân la consideraciôn de gas 
tos deducibles en ningùn caso... b) Los pagos o prestaciones 
de cualquier clase que se efectùen entre las distintas perso­
nas que componen la unidad familiar, los cuales tampoco se
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computarân como ingreso de la persona que los reciba". Aun­
que, como es obvio, estamos en presencia de una imputaciôn 
totalmente distinta de la regulada en el articulo 12, hay que 
admitir que también se trata de una norma que puede dar lugar 
a supuestos de imputaciôn en sentido técnico, si bien por via 
negativa y no positiva. En efecto, si la retribuciôn efectua- 
da por un miembro de la unidad familiar a otro miembro de la 
unidad familiar no es renta de este ultimo, ni tampoco gasto 
del primero, quedarâ integrada dentro de la renta del que 
efectûa tal retribuciôn; esto es, el rendimiento que, econômi 
ca o realmente, percibe una persona -miembro de una unidad 
familiar- le es imputado a otra -miembro de la misma unidad 
familiar-, que es gravada como si efectivamente hubiera obte- 
nido tal rendimiento. Como ya hemos senalado en otro lugar, 
hay que hacer constar que este precepto se ha visto afectado 
por el Real Decreto 2933/1983, de 13 de octubre, que régula 
el nuevo régimen de estimaciôn objetiva singular; concretamen 
te, tal modificaciôn afecta al sistema de determinaciôn de 
rendimientos del régimen normal de estimaciôn objetiva singu­
lar (art.102 del Reglamento modificado). Nos ocuparemos de 
ello al analizar la base imponible; baste aqui con la indica- 
ciôn senalada.
De cualquier forma, y volviendo al significado del tér 
mino "obtenciôn", que es lo que aqui nos interesa, de todo ello 
se desprende que no hay base legal para sostener que la "ob­
tenciôn de renta" supone siempre un ingreso efectivo, lo que 
es dificilrnente conciliable con los supuestos de imputaciôn
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de rendimientos antes senalados. Por otra parte, piénsese en 
la norma segùn la cual "las prestaciones de trabajo personal 
y de capital en sus distintas modalidades se presumirân retri 
buidas, salvo prueba en contrario" (art.3 2 ,3 de la Ley y art. 
7 del Reglamento), presunciôn, en principle, "iuris tantum", 
pero que dado el caracter negative de la prueba -que en el 
antique Derecho se denominaba, como es sabido, "probatio dia 
bolica"-, viene a convertirse, de hecho, en una presunciôn 
"iuris et de iure".
En este orden de cosas debe consignarse que también 
se considéra "renta obtenida" la renta de los inmuebles urba­
ne s utilizados por sus propietarios (art.l6,1,b de la Ley), 
asi como determinados supuestos de rentas en especie previs- 
tos por la normativa del Impuesto (art. 14,2,d de la Ley, y 
arts. 54,i y 60,2 del Reglamento). Estos supuestos, que en 
la terminologla anglosajona se designan con el nombre de "ren 
ta imputada" ("imputed income"), deben diferenciarse claramen 
te de las anteriores reglas sobre imputaciôn de rendimientos. 
Con claridad dice Palao que en rigor estos supuestos no pue­
den calificarse siquiera como normas de imputaciôn, ni de pre 
sunciôn, pues la renta en ambos casos existe efectivamente, 
sino de normas que establecen una excepciôn al caracter mone- 
tario que ordinariamente se exige para que las rentas se suje 
ten al impuesto (21).
Adviértase que nos hemos referido a la renta obtenida 
de los inmuebles urbanos utilizados por sus propietarios, no 
al supuesto de viviendas desocupadas; en este ùltimo caso no
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puede hablarse de una existencia efectiva de renta, por lo 
que bien puede considerarse un argumente adicional que confir 
ma la no adecuaciôn entre "obtenciôn de renta" y efectiva per­
cepciôn de ingreso.
Como recapitulaciôn de lo expuesto podemos concluir 
que la nociôn de "obtenciôn de la renta" es compleja y no re­
ducible a la simple titularidad de la misma, ni tampoco a la 
efectiva percepciôn de un ingreso. Puede decirse, siguiendo 
al profesor Palao, que la renta se obtiene por un sujeto cuan 
do es imputada a este con arreglo a las normas del impuesto. 
Dicho con otras palabras, "obtenciôn" es una expresiôn abre- 
viada que ha de interpretarse sistemâticamente en relaciôn 
con el contexte, con el resto del articulado de la Ley (22).
b) Aspecto espacial.
En otro lugar de este trabajo hemos indicado que 
la unidad familiar plantea, con relaciôn a las dos modalida­
des de sujeciôn al impuesto, una amplia y compleja problematic 
ca. Por un lado, la cuestiôn de si es posible la vinculaciôn 
de la unidad familiar a la obligaciôn real de contribuer o , 
mas expresivamente, si varias personas sujetas todas ellas 
por obligaciôn real de contribuir constituyen unidad familiar 
a los efectos del impuesto; a esta cuestiôn, como hemos vis­
to, ha de responderse, con toda claridad, negativamente (23). 
Por otra parte, el problema fundamental de la unidad familiar 
en relaciôn con el aspecto espacial del hecho imponible, tie- 
ne lugar cuando uno o varios de sus miembros, pero no todos.
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son sujetos pasivos por obligaciôn personal, mientras otros 
lo son por obligaciôn real. Esto es lo que corresponde abor- 
dar en este momento.
El articulo 42 de la Ley, como sabemos, consagra dos 
"modalidades" (24) de sujeciôn al impuesto: obligaciôn perso­
nal para las personas fisicas residentes y obligaciôn real 
para las persona's fisicas no residentes que "obtengan renta" 
en Espana.
A estos efectos, el articulo 62 de la Ley dispone: "Se 
entenderâ por residencia habitual la permanencia por mas de 
ciento ochenta y tres dias, durante un ano natural, en el te- 
rritorio espanol" (art.6 2 ,1 ) y "Se considerarâ que la unidad 
familiar es residente en territorio espanol siempre que en 
él resida cualquiera de los cônyuges o el padre o la madré o, 
en su defecto, todos los miembros de la unidad familiar" (art. 
6 2 ,3 ). Tenemos, por tanto, dos nociones diferenciadas, aunque 
estrechamente relacionadas: residencia de la persona fisica 
y residencia de la unidad familiar. Veamos este ultimo concep 
to, ciertamente problemâtico, para lo cual es necesario dis- 
tinguir: 1 2 : supuestos en que la unidad familiar es residen­
te ; 22 : efectos de esa residencia.
En primer lugar, del articulo 6 2 , 3 de la Ley résulta 
una norma que podemos calificar de norma general: la unidad
familiar es residente siempre que sean residentes todos sus 
miembros. Ninguna duda plantea este supuesto, que puede consi^ 
derarse "prototipico": todas las personas integradas en la
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unidad familiar quedan sometidas al impuesto por obligaciôn 
personal con arreglo al régimen previsto para la misma (25). 
En segundo lugar, poniendo en relaciôn el articulo 62,3 con 
las modalidades de unidad familiar descritas en el articulo 
5 2 , resultan unas normas particulares de determinaciôn de la 
residencia de la unidad familiar, que pueden sistematizarse 
asi (26):
-Primera modalidad (art.5 2 ,1 ,primera): la unidad fami­
liar es residente si ostentan tal condiciôn cualquiera de los 
cônyuges.
-Segunda modalidad (art.5 2 ,1,segunda): la unidad fami­
liar es residente si lo es el cônyuge que tiene los hijos a 
su cuidado.
-Tercera modalidad: ( art. 52 ,1 , tercera ) : la unidad f am 
liar es residente en Espana si reside en ella el padre o ma­
dré que tenga los hijos a su cuidado.
-Cuartà modalidad (art.5 2 ,1,cuarta): es residente sôlo 
si lo son todos los hermanos sometidos a tutela.
Lo que hasta este punto pudiera ser tranquilo comenta- 
rio empieza a matizarse de inquietud cuando se trata de deter 
minar los efectos de esa residencia. El problema dériva no 
sôlo de la falta de un precepto legal en el que claramente 
se establezcan los efectos de la residencia de la unidad fand 
liar (27), sino también de la propia nociôn de unidad fami­
liar residente, por cuanto ello supone la atribuciôn de resi­
dencia a un "ente" que ni tiene personalidad juridica ni os- 
tenta las condiciones o calificaciôn requeridas para ser un
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centro de imputaciôn de efectos juridicos (28). Y ello se ad- 
vierte facilmente en la propia nociôn considerada, ya que, 
en realidad, la residencia de la unidad familiar se identifi- 
ca con la residencia de unas personas fisicas determinadas. 
En efecto, lo que el articulo 62,3 dispone es que, cuando de­
terminadas personas fisicas, miembros de una unidad familiar, 
sean consideradas residentes, "se considerarâ que la unidad 
familiar es residente". Y aqui es justamente donde empieza 
el problema. ôQué quiere decir "se considerarâ"?. Una inter­
pretaciôn coherente y vâlida de tal expresiôn sôlo puede obte 
nerse mediante una interpretaciôn sistemâtica de las resta­
tes normas légales.
Por una parte, poniendo en relaciôn este precepto con 
el numéro 2 del articulo 4 2 , y con el articulo 7 2 ,3 , en el
que se dispone la acumulaciôn de las rentas de los miembros 
de la unidad familiar, parece claro que la residencia es un 
requisite esencial para la propia constituciôn o existencia 
de la unidad familiar. Asi lo hemos considerado y expuesto
al plantearnos la posible relaciôn unidad familiar-obligaciôn 
real de contribuir, llegando a la conclusiôn de que la inter­
pretaciôn reglamentaria (art. 17,2) es correcta en este punto. 
No hemos, por tanto, de volver a insistir sobre ello.
Por otra parte, al decir "se considerarâ" lo que pare­
ce contenerse en tal expresiôn es que "se entiende" que "los 
demâs" miembros de la unidad familiar -distintos de los que
determinan la residencia de la unidad familiar- son también
residentes, aunque en realidad no lo sean. Es decir, se produ
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ce lo que se ha calificado de "atracciôn de residencia". En 
este sentido, Banacloche dice que la residencia de uno de los 
cônyuges "atrae" la residencia de todos los miembros de la 
unidad familiar, el padre o madré "atraen" la residencia de 
los hijos, pero los hijos no "atraen" la residencia de los 
padres (29). En definitive lo que parece es que se dice "resi^ 
dencia de la unidad familiar" para aludir a la residencia de 
los miembros de la unidad familiar. Pero con ello, claro es­
ta, no se resuelve el problema, aunque se haya avanzado en 
su delimitaciôn.
Efectivamente, ôcuâles son esos miembros de la unidad 
familiar que deben considerarse residentes?, &cual es el al- 
cance de esa "atracciôn" de residencia?. La cuestiôn, nada fa 
cil de resolver, ha de solucionarse considerando las posibles 
interpretaciones al respecto, de donde habremos de obtener 
una conclusiôn valida tanto por una via positiva como negati­
va, o sea, descartando aquellas posibilidades que no encuen- 
tren un encaje adecuado en las diversas normas que han de te- 
nerse en cuenta sobre este punto.
Segùn una interpretaciôn, que aparentemente puede con­
siderarse seguida por el Reglamento, son todos los miembros 
de la unidad familiar los que quedan sometidos al impuesto, 
como sujetos pasivos por obligaciôn personal. Concretamente, 
dispone el Reglamento en su articulo 13:
"1. Son sujetos pasivos del Impuesto por obligaciôn per 
sonal:
a) Las personas fisicas que tengan su residencia habi­
tuai en territorio espanol, y
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b) Las personas fisicas que, aùn no residiendo habi- 
tualmente en territorio espanol, formen parte de una 
unidad familiar que se considéré residente en dicho 
territorio".
Del tenor literal del precepto lo que parece despren- 
derse es la sujeciôn al impuesto por el mero hecho de pertene 
cer a una unidad familiar residente, con independencia no sô­
lo de que se resida en Espana sino también de que se obtengan 
rentas en ella (30).
Esta posibilidad debe rechazarse, ya que ello supon- 
dria un tercer criterio de sujeciôn no contenido en la Ley: 
pertenencia a una unidad familiar residente, lo cual, como 
es obvio, excede la competencia de la via reglamentaria. Como 
es claro, el Reglamento no puede someter al âmbito de aplica- 
ciôn del tributo a quien ni es residente en Espafta ni obtiene 
rentas en ella. Derivar de la nociôn de residencia de la uni­
dad familiar el que son todos los miembros de aquélla (31) 
los que quedan sometidos al impuesto, por obligaciôn perso­
nal, es algo a todas luces excesivo.
Una segunda posibilidad vendria constituida por enten­
der que la residencia de la unidad familiar détermina exclusi 
vamente la propia nociôn de existencia o constituciôn de la 
unidad familiar, pero sin derivar de ello ninguna otra conse­
cuencia. Los miembros de aquélla vendrlan sujetos ya por obli 
gaciôn personal, ya por obligaciôn real, acumulândose las ren 
tas que correspondan a cada uno segùn la modalidad de tribute 
ciôn por la que vengan sujetos. Esta es la opiniôn sostenida 
por Alsina y Arias, quienes entienden que "la acumulaciôn a
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que se refiere el art. 7.3 de la Ley sôlo puede referirse a 
los miembros de la unidad familiar que sean sujetos pasivos 
del Impuesto, es decir, a los residentes en territorio espa- 
fiol y a los residentes en el extranjero que perciban rentas 
procédantes de Espafia, sôlo en cuanto a estas ultimas (32). 
Y concluyen sobre este punto: para las unidades familiares
"residentes en Espana... habrîan de acumularse las rentas mun 
diales de los miembros de la unidad familiar que fuesen suje­
tos pasivos por obligaciôn personal y, en su caso, las procé­
dantes de Espana, de quienes lo fuesen por obligaciôn real" 
(33). En anâlogo sentido, Menéndez Hernandez afirma: "Segùn
el articulo 72 de la Ley, deben acumularse, para determinar 
el tipo imponible, todos los rendimientos e incrementos de 
patrimonio de todos los miembros de la unidad familiar, y 
ello habrâ de conseguirse con naturalidad, independientemente 
del hecho de que los padres y la mayor parte de los hijos vi- 
van en Espana y de que otro u otros residan en el extranjero, 
pues segùn el pârrafo dos del articulo 42 de la Ley pueden 
coexistir plenamente, a efectos de tributaciôn conjunta, los 
criterios de la obligaciôn personal y la obligaciôn real de 
contribuir" (34).
Tampoco esta posibilidad, aunque en principio résulta 
sugestiva y acorde con el tenor literal de los preceptos lega 
les, puede aceptarse, en nuestra opiniôn. Hemos visto que la 
obligaciôn real de contribuir es un impuesto distinto a la 
obligaciôn personal; cada una de ellas tiene un presupuesto 
distinto, si bien en ambos casos de naturaleza personal, que 
las cualifica estructuralmente, y presentan diferencias en
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su régimen, fundamentalmente en el grado de subjetivaciôn del 
impuesto. Por ello, no se explica como pueden "acumularse" 
obligaciones surgidas de presupuestos de hecho que implican 
diversas "modalidades" de tributaciôn, o lo que es lo mismo, 
no pueden "coexistir" obligaciones derivadas de impuestos di- 
ferentes, como es el caso de la obligaciôn personal y la obli 
gaciôn real de contribuir. Pero es que, ademâs, cuando el ar­
ticulo 69,3 de la Ley dispone que "se considerarâ que la uni­
dad familiar es residente", estâ disponiendo algo mâs que la 
exclusiva vinculaciôn de la unidad familiar a la obligaciôn 
personal de contribuir. En las opiniones expuestas se tiene 
especialmente en cuenta la acumulaciôn prevista en el articu­
le 7 9 , 3 de la Ley y el sometimiento conjunto y solidario al 
impuesto de los miembros de la unidad familiar, establecido 
en el articulo 4 9 ,2 , pero parece olvidarse la nociôn de resi 
dencia de la unidad familiar, regulada igualmente en el texto 
legal.
Una tercera posibilidad, que en parte se basaria en 
el mismo argumento que la anterior, en el sentido de entender 
que la residencia de la unidad familiar no "atrae" la residen 
cia de sus miembros, séria la de entender que los miembros 
de la unidad familiar -residente- que fuesen sujetos pasivos 
por obligaciôn personal tributasen conjuntamente, mientras 
que aquellos que lo fuesen por obligaciôn real tributarian 
cada uno, separadamente. En este caso entendemos que tal in­
terpretaciôn debe rechazarse por ser contraria al sometimien­
to conjunto y solidario ordenado por el articulo 49,2 para
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los sujetos pasivos, tanto por obligaciôn personal como por 
obligaciôn real de contribuir. En este caso, los efectos de 
la residencia de la unidad familiar se restringen aun mas que 
en la interpretaciôn anterior, puesto que sôlo determinaria 
la existencia de unidad familiar respecto de los miembros que 
fuesen sujetos pasivos por obligaciôn personal. Ello es con­
trario, asimismo, a la propia nociôn de unidad familiar; en 
este sentido entendemos la posiciôn de Ferreiro al afirmar 
que no caben unidades familiares en parte residentes y en par 
te no residentes (35).
Las posibilidades expuestas, como vemos, no llevan a 
ninguna conclusiôn positiva y, consecuentemente, no resuelven 
el problema planteado. La soluciôn habrâ que buscarla por otro 
camino, el ùnico posible para nosotros, que consiste en inter 
pretar el articulo 13,1,b) del Reglamento conjuntamente con 
el articulo 62,3 de la Ley, de forma que no se vulnere la dua 
lidad de las modalidades de sujeciôn al impuesto contenidas 
en el articulo 4 2 . Cuando la Ley dispone qué se entiende por 
unidad familiar residente se estâ queriendo atribuir algùn 
efecto a esa residencia, y ese efecto sôlo puede ser que la 
residencia de la unidad familiar "atrae" la residencia de sus 
miembros que sean sujetos pasivos por obligaciôn real. Dicho 
con otras palabras, de la residencia de la unidad familiar 
se dériva como consecuencia inexcusable la residencia de sus 
miembros que sean sujetos pasivos con arreglo al articulo 4 2 , 
1 de la Ley (36). Los sujetos pasivos que, en principio, que­
dan vinculados al Impuesto por obligaciôn real, al formar par
696
te de una unidad familiar residente, ven alterado o modifica­
do su principio individual de sujeciôn, por razôn de esa per­
tenencia, pasando a tributar por obligaciôn personal, de acuer 
do con el régimen propio de la unidad familiar. La residencia 
de la unidad familiar, segùn esta postura que sostenemos, im­
plica una alteraciôn del principio individual de sujeciôn al 
impuesto, pero no vulnera la dualidad de modalidades de suje­
ciôn consagradas en el articulo 42 del texto legal.
No obstante, es conveniente insistir en esta postura, 
por cuanto la acusaciôn de ilegalidad senalada en ocasiones 
al articulo 13,1,b) del Reglamento, puediera entenderse -erro 
neamente- aplicable a la interpretaciôn que aqui sostemos. 
Asi, el Consejo de Estado, en su Dictamen al proyecto del pri^  
mer Reglamento del Impuesto, entendia que la norma segùn la 
cual las personas fisicas no residentes son sujetos pasivos 
por obligaciôn personal, por pertenecer a una unidad familiar 
residente, debia suprimirse. Argumentaba el Consejo de Estado 
que "las rentas de quienes formen parte de la unidad familiar 
han de acumularse..., pero han de serlo de acuerdo con el cri 
terio personal o real que resuite de aplicaciôn a cada miem­
bro, ya que los sujetos pasivos... son las personas fisicas, 
sin perjuicio de que los componentes de una unidad familiar 
queden conjunta y solidariamente sometidos al impuesto" (37). 
Apoyândose en esta argumentaciôn -en la que, como es claro, 
se basa la interpretaciôn antes consignada en segundo lugar- 
Alsina y Arias consideran que "tal norma (art.13,1,b del Re­
glamento) no estâ explicitamente contenida en el texto legal.
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por lo que résulta de dudosa legalidad" (38); e insister en 
que "el sistema reglamentario es desmesurado" y el precepto 
en cuestiôn "un anadido carente de apoyo legal expreso" (39). 
Igualmente, Menéndez Hernandez considéra que "La extensiôn 
de la obligaciôn personal al apartado letra b) résulta 'con­
tra legem'. Porque segùn el articulo 42 de la Ley las perso­
nas fisicas que no residen en territorio espanol estân afec- 
tas al impuesto por obligaciôn real. La extensiôn reglamenta­
ria deviene nula y sin efecto al contener 'contra ley' como 
consecuencia del rigido principio de la jerarquia normativa. 
Por tanto, es preciso considerar como no existente dicho pre­
cepto" (40).
En nuestra opiniôn, no puede atacarse sin mâs la lega­
lidad del precepto reglamentario objeto de comentario; parti- 
cularmente, no puede admitirse que sea un anadido carente de 
apoyo legal, sin antes haber puesto de manifiesto el sentido 
de las normas légales. Utilizando las palabras de Alsina y 
Arias, el hecho de que la norma contenida en el Reglamento 
no esté expresamente contenida en la Ley, no la convierte en 
ilegal; y si estâ implicitamente contenida, entonces tiene 
pleno sentido.
En efecto, la supuesta ilegalidad del Reglamento al disponer 
que es sujeto pasivo por obligaciôn personal quien no es resd^ 
dente pero pertenezca a una unidad familiar residente, habrâ 
de admitirse si "excede" lo dispuesto en la Ley, pero para 
ello es preciso haber desentrahado qué es lo que dispone aqué 
lia. En este sentido, entendemos que el problema se centra
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en la determinaciôn de los efectos de la nociôn "residencia 
de la unidad familiar". Como hemos indicado ya, cuando el ar­
ticule 62,3 régula la residencia de la unidad familiar, estâ 
disponiendo algo mâs que la exclusiva vinculaciôn de la misma 
a la obligaciôn personal de contribuir. Ese "algo mâs" es lo 
que, en nuestra opiniôn, no ha sabido delimitarse adecuadamen 
te, lo que origina todo el problema que venimos considerando. 
Los efectos de la nociôn "unidad familiar residente" no apare 
cen, en efecto, Clara o expresamente regulados, por lo que se 
hace preciso el recurso al articulo 24 de la LGT, en el que, 
como es sabido, se prohibe la utilizaciôn analôgica para ex­
tender mâs allâ de sus termines estrictos el âmbito del hecho 
imponible, pero no se prohibe la interpretaciôn extensiva, 
que es verdadera interpretaciôn, perfectamente vâlida por con 
siguiente en esta rama o sector del Ordenamiento que llamamos 
Derecho financière y tributario (41). El errer de principio 
que se encuentra en el origen de esta farragosa cuestiôn es, 
precisamente, "meter en el saco" de la analogia lo que no es 
sino interpretaciôn con resultado "extensive" de las normas 
légales (42).
Desde esta perspectiva, es claro que lo que el Regla­
mento no puede hacer en modo alguno es someter a imposiciôn 
a quien ni es residente en Espana ni obtiene rentas en ella, 
lo que supondrla, como hemos dicho, un principio de sujeciôn 
no contenido en la Ley. En efecto, en la Ley no se contiene 
norma alguna que contemple el supuesto de que una persona fi­
sica no sujeto pasivo (adviértase, no decimos no residente, 
sino no sujeto pasivo), forme parte de una unidad familiar.
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Cualquier intento de someter o de "atraer" a tributaciôn a 
quien no viene obligado, a quien no es sujeto pasivo, ni por 
obligaciôn personal ni por obligaciôn real, supone la aplica­
ciôn de una norma prevista para otro supuesto: el de quien 
es sujeto pasivo, el de quien viene personalmente obligado. 
La residencia de la unidad familiar no puede extender sus 
efectos mâs allâ de los miembros que sean sujetos pasivos, 
porque ello implicaria una integraciôn analôgica del hecho 
imponible que llevaria a entender que realiza el presupuesto 
de hecho quien pertenece a una unidad familiar residente. Y, 
desde luego, si lo que dispone el precepto reglamentario co- 
mentado es un tercer criterio de sujeciôn, entonces es clara­
mente ilegal.
Ahora bien, la cuestiôn es radicalmente distinta si 
el articulo 13,1,b) del Reglamento se entiende como especifi- 
caciôn de los efectos de la residencia de la unidad familiar, 
regulada en la Ley. En este sentido bien cabe entender que 
lo que dispone el precepto legal correspondiente es que cuan­
do la unidad familiar sea residente son residentes todos sus 
miembros que sean sujetos pasivos, ya vengan individualmente 
sujetos por obligaciôn personal o por obligaciôn real. Como 
hemos dicho, segùn esta postura, la residencia de la unidad 
familiar implica la alteraciôn del principio individual de 
sujeciôn al impuesto. Esta interpretaciôn conduce a una "ex­
tensiôn" del hecho imponible, si se quiere, o mâs exactamen- 
te, tiene como resultado una interpretaciôn extensiva del he­
cho imponible, por cuanto el sentido del mismo puesto de mani
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fiesto es mâs amplio que el que se desprende de sus termines 
literales. Concretamente, no sôlo realiza el presupuesto de 
la obligaciôn personal de contribuir quien reside en Espana y 
obtiene renta, con independencia del lugar en que esta se gé­
néré, sino también el no residente que obtiene renta en Espa­
fia, cuando pertenece a una unidad familiar residente. Esta 
es, en nuestro sentir, la interpretaciôn que se deduce de la 
problemâtica nociôn de residencia de la unidad familiar y del 
sometimiento conjunto y solidario al impuesto de los sujetos 
pasivos a que se refiere el numéro 1 del articulo 4 2 , tal co­
mo dispone el numéro 2 del mismo precepto.
Esta interpretaciôn también puede considerarse compren 
dida en el articulo 13,1 del Reglamento, que no alude en su 
apartado b) a la necesidad de que taies sujetos obtengan ren­
ta en Espana, como tampoco exige en el apartado a) que se ob- 
tenga renta. El Reglamento se limita a desarrollar la Ley y 
no tiene por qué repetir aquélla en todos y cada uno de sus 
preceptos. Mâs aun, al définir el sujeto pasivo cuando se ha 
definido previamente el hecho imponible.
De cualquier forma, una modificaciôn del precepto cita 
do aclararia muchas dudas y problemas, y para ello bastaria 
con complementarlo incluyéndose la exigencia en su apartado
b) de obtenciôn de renta en Espana. Sin perjuicio, claro es­
tâ, de la conveniencia de una modificaciôn legal en el senti­
do de regular mâs explicitamente y con mayor claridad los 
efectos de la residencia de la unidad familiar.
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c) Aspecto temporal: periodo impositivo "normal" y pe- 
riodos impositivos "cortos".
De entre los diversos problemas que plantea el as­
pecto temporal del hecho imponible, uno ha de ser analizado 
en este trabajo: la propia estructura temporal del presupues­
to objetivo, por cuanto su determinaciôn présenta normas par­
ticulares en el supuesto de que el sujeto pasivo pertenezca 
a una unidad familiar.
Desde el punto de vista temporal, el hecho imponible 
del Impuesto sobre la Renta tiene una duraciôn prolongada. 
Se trata de un impuesto periôdico, siendo el periodo impositi 
vo un elemento consustancial con el propio aspecto material, 
ya que hasta el ultimo dia del periodo impositivo -devengo- 
no es posible saber si se ha producido o no el hecho imponi­
ble .
Como régla general, el periodo de imposiciôn es el ano 
natural (art. 23 de la Ley y 106 del Reglamento) (43), pero 
exister determinados supuestos en los cuales el periodo impo­
sitivo es inferior al ano, como consecuencia de ciertos acon- 
tecimientos, relacionados ya directamente con el sujeto pasi­
vo, ya con el hecho de su pertenencia a una unidad familiar. 
En estos casos, se habla, en ocasiones de periodos impositi­
vos "cortos" (44).
a ’) Interpretaciôn del texto legal.
Segùn el articulo 24,1 de la Ley, "El periodo impo-
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sitivo sera inferior al afio para el sujeto pasivo que falle- 
ciera en dia distinto del treinta y une de diciembre, y para 
les demâs sujetos pasivos incluidos en la misma unidad fami­
liar” . Y segûn el numéro 7 del mismo artîculo, "El periodo 
impositivo sera también inferior al ano en los casos de diso- 
luciôn o separaciôn matrimonial, produciéndose el devengo en 
la fecha de la sentencia y posteriormente en la que correspon 
da segûn lo establecido en este artîculo y en el anterior". 
De estos preceptos se deduce que son très, en principio, las 
causas que dan lugar a un periodo impositivo inferior al ano: 
fallecimiento del sujeto pasivo, disoluciôn del matrimonio 
y separaciôn matrimonial. Veamos cada una de ellas.
Por lo que respecta a la primera de las causas -falle 
cimiento del sujeto pasivo (45)-, el ûnico problema que susc^ 
ta es la necesaria precision de la significaciôn del término 
sujeto pasivo. Habida cuenta de que segûn una opinion amplia- 
mente extendida todas las personas que integran la unidad fa­
miliar son sujetos pasivos del tributo, resultaria que la 
muerte de cualquier miembro de la unidad familiar, con inde- 
pendencia de que obtenga o no renta, interrumpe el periodo 
de imposiciôn para los sujetos pasivos incluidos en la unidad 
familiar a la que aquél perteneciera (46). Verdaderamente ca- 
rece de fundamento disponer como norma general la interrup- 
ciôn del periodo impositivo por fallecimiento de un miembro 
de la unidad familiar que no obtiene renta (47), pero, afortu 
nadamente, no es eso lo que se dispone en la Ley.
En efecto, como hemos senalado en otro lugar, no hay
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base legal suficiente para entender que todos los miembros 
de la unidad familiar asumen la titularidad pasiva de la obli^ 
gacion tributaria. Sujeto pasivo, tanto si la persona fisica 
no pertenece a una unidad familiar como si se encuentra inser 
to en ella, solo lo es el que realiza el hecho imponible. De 
manera que en el artîculo 24,1 de la Ley lo que se esta dispo 
niendo es la interrupciôn del periodo impositivo por falleci- 
miento de un miembro de la unidad familiar que "obtenga ren­
ta" (48).
Aûn sosteniendo una opinion distinta respecto a los 
miembros de la unidad familiar que resultan personalmente 
obligados, también es esta la conclusion a que llega el profe 
sor Lasarte, quien realiza un estudio pormenorizado de esta 
materia. Para el citado profesor, los miembros de la unidad 
familiar que no obtienen renta se asimilan al responsable so- 
lidario, y por lo tanto, no son sujetos pasivos, lo que le 
permite llegar a una conclusion igual a la que aquî sostene- 
mos, aunque por diferentes razones. "Tratândose de personas 
integradas en una unidad familiar -dice Lasarte-, el periodo 
impositivo se interrumpe para todos los miembros de la misma 
por fallecimiento de uno de ellos siempre que hubiera obteni- 
do renta" (49).
Asî pues, y por lo que se refiere a la conclusion sena 
lada, el precepto legal nos parece correcto y creemos que no 
deja lugar a dudas relacionândolo con la significaciôn del 
término sujeto pasivo, de acuerdo con la interpretaciôn sis- 
temâtica del presupuesto objetivo del tributo que venimos rea
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lizando.
Por lo que se refiere a la disoluciôn del matrimonio 
como segundo supuesto que provoca el periodo impositivo infe­
rior al ano natural, surge la dificultad de discernir a que 
"disoluciôn" se refiere, teniendo en cuenta que en el articu­
le de referenda no se menciona la nulidad entre las causas 
consideradas. En puridad conceptual, la disoluciôn y la nuli­
dad son radicalmente distintas, como es bien sabido. La diso­
luciôn del matrimonio presupone la validez de su existencia 
juridica hasta que surge la causa que determine la ruptura 
del vinculo. La nulidad, por el contrario, implica la déclara 
ciôn de la inexistencia juridica del matrimonio que, por al- 
gùn impedimento o causa juridicamente reconocida no fué vâli- 
damente constituido. Con grâfica expresiôn se dice que el ma­
trimonio en este caso no se anula, sino que se déclara nulo. 
En sentido estricto, por tanto, el término empleado por la 
Ley no engloba el supuesto de nulidad. ôHay que entender en- 
tonces que la nulidad del matrimonio no produce la interrup­
ciôn del periodo impositivo?. Tal conclusiôn, basada en una 
interpretaciôn exclusivamente literal del precepto, no nos 
parece aceptable desde ningùn punto de vista. Primero, por- 
que, como es sabido, en el momento de promulgarse la Ley del 
Impuesto la causa normal y tipica de disoluciôn del matrimo­
nio era la muerte de uno de los cônyuges, no admitiéndose en 
aquel momento en nuestro ordenamiento el divorcio vincular, 
por lo que parece un tanto absurdo pensar que el legislador 
se referia ùnica y exclusivamente a la disoluciôn por muerte, 
maxime cuando el fallecimiento del sujeto pasivo estaba reco
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gido en el artîculo 24,1 (50). En segundo lugar, la propia
Ley, en el artîculo 5^, al regular las modalidades de unidad 
familiar refiere la segunda de ellas a los "casos de nulidad, 
disoluciôn del matrimonio o separaciôn judicial", por lo que 
no parece lôgico que despues en el artîculo 24,7 excluya la 
nulidad. En tercer lugar, el propio artîculo 24,7 refiere el 
devengo, en los supuestos en él contemplados a la "fecha de 
la sentencia", que en aquel momento -1978- dificilmente podîa 
relacionarse con la disoluciôn en sentido estricto.
A todo ello, y abundando en este sentido, hay que ana- 
dir otra consideraciôn, a nuestro juicio, fundamental. La doc 
trina de la invalidez e ineficacia del matrimonio, como ponen 
de relieve Lacruz y Sancho (51), es una de las mas oscuras 
y complejas del Derecho de familia, entre otras razones por 
la dificultad de adaptar las respectivas categorîas del négo­
cie jurîdico. Por tanto, no debe extranar que el legislador 
tributario haya utilizado el término disoluciôn para referir- 
se a la nulidad, especialmente teniendo en cuenta, como pone 
de relieve Lasarte, que al no existir hasta 1981 la posibili- 
dad de disoluciôn del matrimonio por divorcio vincular, "el 
término disoluciôn se ha venido utilizando para hacer referen 
cia al resultado de la declaraciôn de nulidad" (52). Por todo 
ello, mas que un olvido del legislador lo que parece producir 
se aquî es una confusiôn de términos, en el sentido de se em- 
plea la palabra "disoluciôn" cuando en realidad lo que se 
quiere decir es "nulidad".
Lo que podemos entonces preguntarnos es si el artîculo
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24,7 se refiere solo a la "nulidad" o si al decir "disolu­
ciôn" se refiere a la nulidad y disoluciôn conjuntamente. A 
nuestro parecer, y a la vista de lo expuesto, existen impor­
tantes razones para entender que se refiere a la nulidad, es­
pecialmente por el dato de referir el devengo exclusivamente 
a la fecha de la sentencia, y no también a la del fallecimien 
to del cônyuge. Con lo cual, y teniendo en cuenta lo dispues- 
to en el artîculo 24,1, resultarîa que la muerte del cônyuge 
que no obtiene renta, no darîa lugar a la interrupciôn del 
periodo impositivo, lo cual, por otra parte, puede parecer 
bastante lôgico.
Sin embargo, tal conclusiôn parece excesiva "de lege 
data", y hay que tener ademâs en cuenta que el fallecimiento 
de uno de los cônyuges, con independencia de que obtenga o 
no renta, tiene como consecuencia la "disoluciôn" de la uni­
dad familiar a la que pertenecîa, pasando a quedar encuadrado 
el cônyuge supérstite en otra modalidad de unidad familiar 
si hubiere hijos, y si no, constituyéndose en sujeto pasivo 
independiente. Desde este punto de vista, nos inclinamos a 
pensar que la "disoluciôn" contemplada en el artîculo 24,7 
debe entenderse comprensiva tanto de los supuestos de disolu­
ciôn del matrimonio como de la declaraciôn de nulidad del mi£ 
mo. Carecerîa verdaderamente de sentido una interpretaciôn 
literal rigurosa del precepto, pues no existe razôn alguna 
para diferenciar el tratamiento en ambos casos (53).
En cuanto a la "separaciôn matrimonial", entendemos 
que no présenta dificultades, aunque al promulgarse la Ley
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algûn autor se pronunciô en el sentido de dudar si se referia 
a la separaciôn judicial o no (54). Creemos que realmente la 
redacciôn del precepto no deja lugar a duda: se refiere la
separaciôn judicial. Ello es perfectamente coherente con la 
normativa del Impuesto, que atiende a la existencia de vincu- 
los juridicos entre las personas para el reconocimiento de 
unidad familiar, sin tener en cuenta, en general, las posi- 
bles uniones o separaciones de hecho. Por la misma razôn, a 
efectos de interrupciôn del periodo impositivo tampoco pueden 
tenerse en cuenta separaciones matrimoniales que no hayan si- 
do decretadas judicialmente.
Cuestiôn distinta es que, "de lege ferenda", fuese con 
veniente asimilar a la sentencia judicial la interposiciôn 
de la demanda de separaciôn con la consiguiente adopciôn de 
medidas provisionales por el Juez. Nos hemos ocupado de ello 
al analizar las modalidades de unidad familiar, a donde nos 
remitimos. Por otra parte, entendemos que esta ultima cues­
tiôn puede diferenciarse, no sôlo conceptualmente, sino tam- 
bien a efectos de su regulaciôn, de la que ahora considérâ­
mes, ya que una cosa es la determinaciôn de las causas que 
dan lugar a interrupciôn del periodo impositivo, y otra dis­
tinta permitir la tributaciôn separada de los cônyuges duran­
te parte de un periodo impositivo o, incluse, durante un cier 
to tiempo, atendiendo a determinadas circunstancias de hecho 
"suficientemente probadas", en las cuales la convivencia no 
se ha producido, faltando el fundamento de la acumulaciôn. 
Ello no es incompatible con una "declaraciôn con junta", en
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la que se haga constar, por un lado, la deuda tributaria que 
corresponde a cada cônyuge, y, por otro, la acumulaciôn que 
corresponde en cada caso. Recuérdese lo que dijimos en el ca­
pitule I respecto a la distinciôn entre el piano procedimen—  
tal de la determinaciôn conjunta o separada de las rentes, 
del piano material de la acumulaciôn de las mismas, siendo 
perfectamente imaginable la fijaciôn de bases distintas en 
un mismo procedimiento, que conduzca a deudas tributaries di­
ferentes (55).
Hasta aqul la interpretaciôn del texto legal. Pasemos 
ahora a analizar el Reglamento, que en este punto lleva a ca- 
bo una regulaciôn algo mas que censurable.
b ') El texto reglamentario. La cuestiôn de su ilegali- 
dad en este punto.
El artîculo 107 del Reglamento dispone:
"1. El periodo impositivo sera inferior al ano natural 
en los siguientes casos:
a) Tratândose de un sujeto pasivo que no forme parte 
de una unidad familiar, por fallecimiento del mismo 
en un dla distinto del 31 de diciembre.
a) En casos de sujetos pasivos intégrantes de una uni­
dad familiar, por fallecimiento de uno o ambos cônyu­
ges, por disoluciôn o nulidad del matrimonio, por sepa 
raciôn matrimonial en virtud de sentencia judicial, 
por cese de la tutela de alguno de los hermanos tutela 
dos o por fallecimiento del padre o madré solteros".
En una lectura superficial del precepto se aprecian 
claramente las importantes diferencias en él contenidas, res-
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pecto al texto legal (56). Mientras en el apartado a) se limi^  
ta a recoger lo dispuesto en el articulo 24,1 de la Ley para 
el supuesto de sujeto pasivo que no forme parte de una unidad 
familiar, en el apartado b) se contiene una regulaciôn amplia 
mente diferenciada de la contenida en la Ley. Por sistemati- 
zar esta regulaciôn, podemos exponerla asi:
-No se recoge -nos resistimos a utilizar la expresiôn 
"se suprime"- el fallecimiento del sujeto pasivo integrado 
en una unidad familiar.
-Se "limita" los supuestos de fallecimiento al de uno 
o ambos cônyuges y a al padre o madré solteros, supuesto este 
ultimo "de nuevo cuno".
-Se "introduce" otra nueva causa de interrupciôn del 
perido impositivo: el cese de la tutela de uno de los herma­
nos tutelados.
-Se recoge la disoluciôn o nulidad del matrimonio, y 
la separaciôn judicial, como causas significativas a estos 
efectos, ûnico punto en que este articulo 107,1,b) no plantea 
problema. Esta precisiôn reglamentaria es, en efecto, adecua- 
da, como se deduce del anâlisis efectuado de la Ley, y una 
vez constatados estos extremos, no hemos de incidir sobre 
ello. Limitémonos, por tanto, al contenido del resto del pre­
cepto considerado.
El Reglamento, entendemos que en un intento de sistema 
tizaciôn, ha incurrido en el error de "excluir" el falleci- 
miento del sujeto pasivo perteneciente a una unidad familiar, 
como causa que da lugar a un periodo impositivo inferior al
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ano. En efecto, el apartado a) se refiere al sujeto pasivo 
que no forme parte de una unidad familiar, y en el apartado
b), dedicado al supuesto de unidad familiar, el caso del fa- 
llecimiento se identifica con el de determinados miembros de 
la unidad familiar. Vaya por delante que el Reglamento, como 
es claro, no puede derogar lo dispuesto en la Ley, y , por tan 
to, el fallecimiento del sujeto pasivo produce la interrup­
ciôn del periodo impositivo en todo caso (art. 24,1 de la Ley).
Ahora bien, puede entenderse que los supuestos de fa- 
llecimiento que el articulo 107,1,b) menciona estan recogidos 
en el texto legal, o no?. 0 lo que es lo mismo, ^el falleci- 
miento de uno de los cônyuges y del padre o madre solteros 
es una aclaraciôn reglamentaria o un anadido que carece de 
apoyo legal, y es ineficaz por tanto?. Veamos.
En cuanto al fallecimiento de uno de los cônyuges (el 
Reglamento absurdamente, a nuestro entender, dice "de uno o 
ambos"), es una precisiôn innecesaria, puesto que esa es una 
de las causas de disoluciôn del matrimonio (art. 85 del CC 
en su actual redacciôn, y art. 52 en la redacciôn previa a 
la reforma de 1981); y puestos a especificar que deberia en­
tenderse por disoluciôn, también deberia citarse el divorcio. 
Lo que parece es que el Reglamento ha pretendido "limitar" 
los supuestos de fallecimiento del sujeto pasivo, aunque ade­
mâs de no limitarlo, en este caso ha incurrido en una réitéra 
ciôn, pues el propio precepto 107,1,b) menciona la disoluciôn 
del matrimonio como supuesto que interrumpe el periodo imposi^ 
tivo.
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Mas atenciôn merece el "fallecimiento del padre o ma­
dre solteros". Para quienes entienden que sujetos pasivos son 
todos los miembros de la unidad familiar, tambien es esta una 
precision innecesaria, puesto que no es mas que un caso parti 
cular de muerte del sujeto pasivo, prevista con caracter gene 
ral en el articulo 24,1 de la Ley (57). Y si es una aclaraciôn 
entonces deberian incluirse todos los supuestos, porque sino 
da la sensaciôn de que el Reglamento "excluye" el fallecimien 
to de los hijos, asi como el de un hermano sometido a tutela, 
como causa relevante a estos efectos.
Desde nuestra configuraciôn del sujeto pasivo, es évi­
dente que la muerte del padre o madre solteros, como tal su- 
ceso, no puede calificarse como un supuesto particular del 
caso general "fallecimiento del sujeto pasivo"; y no encontra 
mos apoyo legal que lo justifique. Ahora bien, ello no obsta 
para que, "de lege ferenda", consideremos tal posibilidad.
Desde esta perspectiva, esta claro que si el padre o 
madre solteros obtienen renta, no hay problema alguno, puesto 
que entonces son sujetos pasivos. Si no obtienen renta, lo 
que verdaderamente sera totalmente excepcional, hay que tener 
en cuenta la consideraciôn fundamental de que el fallecimien­
to del padre o madre solteros siempre da lugar a la disolu­
ciôn de la unidad familiar a la que pertenecia. Si el hijo 
es uno, pasarâ a constituir un sujeto independiente; si son 
varios, estaremos ante hermanos sometidos a tutela; y en el 
supuesto de que siendo solteros el padre y la madre (58) el 
supérstite ocupara el lugar del premuerto, se tratarla en to-
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do caso de una nueva unidad familiar, aunque encuadrada en 
la misma modalidad que la "disuelta". Teniendo esto en cuen­
ta parece logica la precision reglamentaria, aunque mantene- 
mos nuestras réservas sobre si tal supuesto puede entenderse 
comprendido en la regulaciôn legal, en la que en ningùn pre­
cepto se alude a la disoluciôn de la unidad familiar como cau 
sa significative, en punto a la interrupciôn del periodo impo­
sitivo, limitandose en todo caso a regular unos supuestos de 
forma casulstica. Insistimos también en que a pesar de que 
el caso del padre o madre soltero que obtenga renta es mas 
teôrico que de otra indole, ello no excluye su consideraciôn 
desde una perspectiva "de iure condendo", que es como debe 
entenderse el comentario realizado.
En cuanto al "cese de la tutela de alguno de los herma 
nos tutelados",previsto en el Reglamento como causa que orig_i 
na el periodo impositivo inferior al ano, carece claramente 
de apoyo legal (59), lo que no impide que, al igual que en 
el caso anterior, efectuemos una consideraciôn de la misma. 
La diferencia fundamental entre estos dos supuestos es Clara: 
mientras que si el padre o madre solteros obtienen renta su 
fallecimiento se encuentra regulado como causa que origina 
la interrupciôn del periodo impositivo, no ocurre asi respec­
to al cese de la tutela de los hermanos (60), cuando obtenga 
renta, que es el supuesto que ha que tener en cuenta princi- 
palmente.
Si el hermano cuya tutela cesa no obtiene renta, cree­
mos que deben diferenciarse dos posibilidades: que el cese
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de la tutela suponga la disoluciôn de la unidad familiar, lo 
que ocurrirâ, claro esta, si eran dos ûnicamente los hermanos 
tutelados, pasando a integrar cada uno de ellos sujetos pasi­
vos independientes; en este caso, y siguiendo la misma lînea 
argumentai que aqul sostenemos, existe una importante razôn 
para incluir tal causa como supuesto que interrumpa el perio­
do impositivo. Pero si el cese de la tutela no implica la di­
soluciôn de la unidad familiar a la que pertenecia, no hay razôn 
que justifique el interrumpir el periodo normal de imposi­
ciôn.
Si el hermano cuya tutela cesa obtiene renta, estaria 
justificada la interrupciôn del periodo impositivo, si bien, 
insistimos, ello no se encuentra previsto en la Ley. En puri­
dad, se trata de una laguna legal, supuesto al que nos referi^ 
mos a continuaciôn.
c ' ) Especial referenda a una laguna legal.
Hemos analizado detalladamente los supuestos en los 
cuales se produce la interrupciôn del periodo impositivo, de 
donde se desprenden importantes consideraciones;
En primer lugar, y como es évidente, la unidad fami­
liar despliega una eficacia fundamental en la configuraciôn 
del aspecto espacial del hecho imponible, en el sentido de 
que el sujeto pasivo puede ver interrumpido su periodo normal 
de imposiciôn por causa no imputable a él, o directamente re- 
lacionada con él, sino por una causa que o bien afecta a otra 
persona integrada en la misma unidad familiar (fallecimiento
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de otro sujeto pasivo o fallecimiento del cônyuge), bien por 
algûn acontecimiento que afecta al vinculo juridico existante 
entre las personas que forman la unidad familiar (divorcio, 
nulidad del matrimonio, o separaciôn judicial) (61). En defi­
nitive, la pertenencia a una unidad familiar, esto es la in- 
clusiôn en el grupo de personas que forman una unidad fami­
liar, supone una particular configuraciôn del aspecto tempo­
ral del presupuesto objetivo del tributo.
La regulaciôn contenida en la Ley del Impuesto sobre 
esta materia es fragmentaria y asistemâtica, limitandose a 
regular unos supuestos conretos y determinados. El desarrollo 
reglamentario carece de apoyo legal en alguno de sus puntos, 
y, desde luego, en modo alguno puede desvirtuar la norma gene 
ral contenida en el artîculo 24,1 de la Ley, segûn la cual, 
el fallecimiento del sujeto pasivo da lugar a la interrupciôn 
del periodo impositivo.
Es deseable una nueva regulaciôn de esta importante 
materia, mas Clara y rigurosa, atendiendo a una sistematiza- 
ciôn de la misma que no deje fuera ningùn supuesto digno de 
consideraciôn, esto es, relevante para la interrupciôn del 
periodo impositivo, segûn el propio fundamento y finalidad 
del régimen de la unidad familiar. Ello se conseguirîa dispo- 
niendo una norma general y unas normas particulares de inte­
rrupciôn del periodo impositivo para el supuesto de que el 
sujeto pasivo pertenezca a una unidad familiar. La norma gene 
ral ha de venir constituida por el fallecimiento del sujeto 
pasivo. Las normas particulares deben limitarse a disponer
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que todo supuesto que implique la constituciôn de una nueva 
unidad familiar o la disoluciôn de una unidad familiar pree- 
xistente, y no se encuentre comprendido en la norma general, 
causa igualmente la interrupciôn del periodo impositivo (62).
Asimismo, debe disponerse en la Ley que las circunstan 
cias familiares, a efectos de determinaciôn de la propia uni­
dad familiar serân las existantes en la fecha del devengo, 
en cada caso, norma que no se encuentra prevista en la Ley 
del Impuesto, siendo esta la laguna legal que queremos poner 
de relieve en este momento.
En efecto, el artîculo 23 de la Ley se limita a dispo­
ner que el "impuesto se devengarâ el dîa treinta y uno de di­
ciembre de cada ano", sin perjuicio de lo dispuesto en el ar­
tîculo 24. Y en el artîculo 24 se dispone que en el supuesto 
del numéro 1 de dicho precepto -fallecimiento del sujeto pas^ 
vo-, el impuesto se devengarâ el dîa del fallecimiento (art. 
24,2), y en los supuestos del numéro 7 del mismo artîculo 
-"disoluciôn" del matrimonio y separaciôn judicial- el deven­
go se produce en la fecha de la sentencia (ultimo pârrafo del 
propio precepto 24,7).
Es de hacer constar que el Reglamento, de forma mâs 
sistemâtica, dispone en su artîculo 113 que "El impuesto se 
devengarâ el ultimo dîa del periodo impositivo". Esta norma, 
completada con el artîculo 107,2, segûn el cual, en los su­
puestos de periodo impositivo inferior al ano este "finaliza- 
râ cuando se produzcan las circunstancias que se indican" en
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cada supuesto, supone, como decimos, una regulaciôn mas co­
nnecta, Clara y sistemâtica del devengo del impuesto.
Volviendo al tema que hemos de tratar aqul, la unica 
norma legal referida a la determiinaciôn de las circunstan­
cias personales y familiares es la contenida en el articulo 
25, segûn el cual: "La determinaciôn de los miembros de la 
unidad familiar y de las circunstancias personales y familia­
res que deban tenerse en cuenta a efectos de lo establecido 
en las letras a), b), c) y d) del articulo 29, se realizarâ 
por la situaciôn existante en la fecha del devengo del impues 
to". Es évidente que la determinaciôn a que se refiere este 
articulo ûnicamente es relevante a efectos de deducciones de 
la cuota, pero nada dice de los miembros que han de conside- 
rarse comprendidos en la unidad familiar, esto es, de la pro­
pia determinaciôn subjetiva de la unidad familiar, a efectos 
de aplicaciôn del régimen de la misma; lo que tampoco se dis­
pone en ningùn otro precepto de la Ley. Ello, unido a la no 
consideraciôn de la constituciôn de unidad familiar como cau­
sa que origine la interrupciôn del periodo impositivo, da lu­
gar a problemas importantes que se traducen, de hecho, en si- 
tuaciones discriminatorias e injunstas (63). El problema ha 
sido especialmente puesto de manifiesto con relaciôn a un su­
puesto concreto: el de celebraciôn de matrimonio durante el 
ano, pero es igualmente referible a otros supuestos anâlogos 
(64). Alguna soluciôn ha sido apuntada al respecto -aparté, 
claro estâ, de la propia posiciôn mantenida por la Administra 
ciôn, que despues expondremos-. Nos referimos, concretamente,
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a Munoz Banos (65), quien, argumentando en base a la indivi- 
dualidad de la subjetividad del impuesto y entendiendo que 
la Ley y el Reglamento tienen en cuenta la disoluciôn de la 
unidad familiar a efectos de interrupciôn del periodo imposi­
tivo, llega a la conclusiôn de que "el dia en que los cônyu­
ges contraen matrimonio termina un periodo impositivo... y 
se inicia otro... que tendra como particularidad diferenciado 
ra respecto al primero el que los que antes eran sujetos pasi^  
VOS individuales ahora pasan a serlo como miembros de una uni^  
dad familiar que ha surgido a raiz del matrimonio celebrado" 
(66). La tesis sostenida por este autor, guiado por los mas 
laudables propôsito, es ciertamente atrayente, pero no pode­
mos suscribirla ya que, a nuestro entender, no es esa una so­
luciôn amparada en el texto legal. En la Ley no se considéra 
la disoluciôn de la unidad familiar a efectos de interrupciôn 
del periodo impositivo, aunque ello, y en eso estamos de acuer 
do, hubiera sido lo deseable. Esa linea empieza a ser seguida 
por el Reglamento (67), si bien de forma casulstica y de lega 
lidad mâs que dudosa, como hemos visto. La equiparaciôn de 
la constituciôn de la unidad familiar a la disoluciôn de la 
misma, a efectos de determinaciôn del periodo impositivo es, 
en efecto, fructlfera, "de iure condendo", pero dificilmente 
puede sostenerse "de iure condito", para amparar la soluciôn 
propuesta.
Hemos manifestado ya que en el problema de referenda 
lo que se produce es una verdadera laguna legal, razôn por 
la cual debe rechazarse la soluciôn apuntada por Mûnoz Banos,
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pero igualmente es esa también la via adecuada para rechzar 
la tesis sostenida por la Administracion, amparandose en un 
precepto reglamentario ilegal por el mismo motivo. De nuevo 
cobra aqui toda su importancia el articulo 24 de la LGT y la 
prohibicion en él contenida del recurso a la integracion ana- 
logica para extender mas alia de sus términos estrictos el 
ambito del hecho imponible.
Frente a la redacciôn expuesta del aticulo 25 de la 
Ley, el articulo 122 del Reglamento dispone: "La determina­
ciôn de los miembros de la unidad familiar y las circunstan­
cias personales y familiares que deban tenerse en cuenta a 
efectos de lo establecido en los arts. 15 v 121 de este Regia 
mento se ajustara a la situaciôn existente en la fecha del 
devengo del impuesto". Es évidente que la adiciôn "a efectos 
del art. 15" del Reglamento -modalidades de unidad familiar- 
no se encuentra comprendida en el articulo 25 de la Ley, que 
ûnicamente se refiere a determinadas deducciones del articulo 
29 del texto legal, reguladas en el articulo 121 del Reg1amen 
to. Sin embargo, en el "Répertorie de la Doctrina Administra­
tive del IRPF se incluye un "supuesto de aplicaciôn prâctica" 
(68), segun el cual, dos personas que contraen matrimonio a 
mitad del periodo impositivo deben acumular los rendimientos 
obtenidos por ambos durante todo el ano, porque segûn lo dis­
puesto en el articulo 122 del Reglamento, "Si se considéra 
la situaciôn familiar de 31 de diciembre... -fecha del deven 
go del impuesto- como situaciôn existente durante todo el ano, 
no cabe duda de que procédé la acumulaciôn de todas las ren-
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tas".
A nuestro juicio, lo que se esta produciendo aquî es 
una integracion analôgica del hecho imponible, por cuanto se 
aplica una norma en virtud de la cual la situaciôn familiar 
existente en la fecha del devengo se ha de entender como exis­
tente durante todo el ano a efectos de aplicaciôn del régimen 
propio de la unidad famiilar, cuando la previsiôn legal ùnica 
y exclusivamente lo dispone asî a efectos de determinadas de­
ducciones de la cuota (69). Y mâs concretamente, entendemos 
que lo que se produce en la interpretaciôn oficial y reglamen 
taria es una ampliaciôn de los efectos del devengo, asignândo 
le o incluyendo como tal una consecuencia no establecida en 
la Ley. Como es claro, una cosa es que la situaciôn familiar 
haya tenido lugar efectivamente, y otra cosa distinta es que, 
sin tener lugar, haya de entenderse como producida, que es 
lo que ocurre en el caso de celebraciôn de matrimonio durante 
el ano, cuando se pretende entender el matrimonio como exis­
tente antes de que realmente se hubiera celebrado.
Las consecuencias de todo ello pueden resumirse de la 
siguiente forma:
-No puede entenderse que la celebraciôn del matrimonio 
es causa que origine la interrupciôn del periodo impositivo 
y la consiguiente anticipaciôn del devengo, porque ello no 
aparece previsto en la Ley.
-Pero tampoco hay que entender que debe aplicarse el 
régimen de unidad familiar a la parte del periodo impositivo 
en el que en realidad la unidad familiar no existîa, porque
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tampoco estâ dispuesto en la Ley. 0 si se prefiere, utilizando palabras 
de Munoz Banos, ningùn precepto de la Ley obliga a "entender que la uni­
dad familiar existente al 31 de diciembre deba entenderse constituida por 
todo el periodo iiipositivo" (70).
ôQué hay que hacer entonces en estos casos? ^Existe alguna solu­
ciôn a todo este enredo?. Pensamos que si, y ha sido ya apuntada en este 
apartado, cuando hemos aludido a la separaciôn matrimonial: nos referimos 
a la distinciôn entre el aspecto procedimen tal de la acumulaciôn, del ârrt- 
bito material de la misma. De manera que aunque la deuda ha de ser una 
y determinarse en un ùnico procedimiento (puesto que no se prevé la anti­
cipaciôn del devengo para el supuesto considerado), no deja de ser menos 
cierto que ninguna norma obliga a efectuar la acumulaciôn de las rentas 
por la parte del periodo impositivo en que no existîa la unidad familiar. 
Asî, la soluciôn consiste en forrriular la declaraciôn de forma que la de­
terminaciôn de la cuota ùnica sea el resultado de otras cuotas que pode­
mos llamar "parciales": la que corresponde a cada cônyuge por la parte 
del periodo impositivo anterior al matrimonio y la que corresponde a la 
acumulaciôn por la parte del mismo que constituyeron unidad familier. A 
efectos de la cuantificaciôn de la deuda las deducciones procedentes se­
rân las que correspondan a las circunstancias personales y familiares exi£ 
tentes en la fecha del devengo, como dispone el artîculo 25. Ello, sin 
perjuicio de que sôlo se pueda exigir responsabilidad solidaria por la 
parte de renta acumulada. Los efectos que se derivan de esta postura vie- 
nen a coincidir, como es claro, con los que ocasionarîa el devengo antici^  
pado, pero la razôn formai, o si se prefiere, jurîdica, es muy distinta. 
En définitiva, pensamos que lo procedente es aplicar el régimen de unidad 
familiar cuando verdaderamente hay unidad familiar (71).
Para finalizar el anâlisis del aspecto temporal del
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hecho imponible no nos resta sino mencionar la posibilidad 
prevista en el artîculo 107,2 del Reglamento, pero también 
contenida en el artîculo 24 de la Ley (especialmente en el 
ultimo pârrafo de los numéros 6 y 7 de este artîculo), de que 
dentro de un mismo ano natural se produzcan varios periodos 
impositivos "cortos", de acuerdo con lo preceptuado en los 
artîculos correspondientes. Lo ya expuesto sobre el tema nos 
exime de incidir en un comentario mâs amplio de esta posibili 
dad, que, desde el punto de vista teôrico de aplicaciôn del 
Impuesto, no présenta en sî mismo mayores problemas.
A otras cuestiones relacionadas con la interrupciôn
del periodo impositivo, particularmente determinaciôn de la
base correspondiente al mismo y deducciones de la cuota en
este supuesto, nos referiremos en los lugares correspondien­
tes .
d) Aspecto cuantitativo.
El elemento objetivo del hecho imponible también 
puede ser considerado desde el punto de vista cuantitativo. 
Haciendo abstracciôn de la problemâtica general de la determi 
naciôn del objeto medido por este aspecto, en el impuesto so­
bre la renta es comunmente admitido que el aspecto cuantita^i 
vo del hecho imponible expresa la mediciôn del objeto mate­
rial del mismo. "Lo que se mide -dice Saînz de Bujanda- no
es el hecho imponible en sî mismo considerado (es decir, la 
percepciôn de la renta...) sino los bienes materiales o inma- 
teriales que entran a formar parte del presupuesto de hecho"
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(72). Nada nuevo hemos de anadir a ello, salvo subrayar una 
precision, fundamental a nuestros efectos, que quizas no se 
encuentre suficientemente expresa en la afirmacion expuesta. 
El aspecto cuantitativo del hecho imponible "obtencion de ren 
ta" expresa, ciertamente, la mediciôn de los bienes materia­
les e inmateriales -tambien inmateriales, recuérdese los su­
puestos de "renta imputada"- que forman parte del presupuesto 
de hecho; pero es necesario poner de relieve que esos bienes 
no son medidos exclusivamente en cuanto forman parte del as­
pecto material, sino también en cuanto son "obtenidos" -obte 
nidos como actividad, no como relaciôn o resultado- en un de- 
terminado espacio, durante un tiempo tambien determinado. El 
aspecto cuantitativo del hecho imponible no puede relacionar­
se tan sôlo con el aspecto material, por cuanto no es una ex- 
clusiva mediciôn del mismo. El aspecto cuantitativo expresa 
la mediciôn del aspecto material, delimitado por el aspecto 
espacial y por el aspecto temporal. El aspecto cuantitativo, 
en una palabra, expresa la mediciôn del elemento objetivo del 
presupuesto de hecho.
La obtenciôn de renta es una actividad (obtenciôn) que 
tiene por objeto lo que en principio es una entidad abstrac- 
ta (renta), que, sin embargo, ha de ser medida de algûn modo. 
Y esa mediciôn se lleva a cabo no sôlo mediante la determina­
ciôn o materializaciôn de lo que es renta, esto es, la concre 
ciôn del bien que forma parte del presupuesto, sino también 
refiriendo esos bienes a unos limites de espacio y de tiempo. 
En realidad, desde un punto de vista lôgico, el aspecto mate­
rial del hecho imponible, no en cuanto elemento hipotéticamen
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te previsto, sino en cuanto elemento del hecho acaecido en 
la realidad, en cada supuesto, viene predeterminado por el 
aspecto espacial y por el aspecto temporal, ya que los bienes 
que entran a formar parte del presupuesto serân unos u otros 
segûn se trate de un periodo impositivo normal o de un perio­
do impositivo corto, y segûn el sujeto venga obligado por 
obligaciôn personal o por obligaciôn real.
Y ello es igualmente susceptible de una mayor abstrac­
ciôn. Como ha puesto de relieve el profesor Ramallo, respecto 
a la expresiôn hecho imponible, no basta con detenerse en el 
anâlisis del calificativo "imponible"; es necesario también 
llamar la atenciôn sobre el sustantivo "hecho", ya que la rea 
lidad es que el "hecho imponible" es en esencia siempre un 
verbo, una acciôn: obtener, poseer, gastar, transmitir, ejer- 
cer... algo por alguien (73). Desde esta perspectiva es claro 
que una acciôn es susceptible de ser medida no sôlo si se ma­
terialize de algûn modo, sino tambien si esa materializaciôn 
se limita espacial y temporalmente. Cuando se afirma que el 
aspecto cuantitativo expresa la mediciôn del objeto material 
del hecho imponible se estâ diciendo algo exacto, siempre que 
se entienda bien que ese objeto material estâ previamente de­
limitado espacial y temporalmente. Eso es lo que queremos de­
cir al afirmar que el aspecto cuantitativo del hecho imponi­
ble expresa la mediciôn del elemento objetivo del presupuesto 
de hecho, del cual forma parte el propio aspecto cuantitativo
Esta precisiôn es necesaria pero no es suficiente, 
cuando se trata de determinar el aspecto cuantitativo del he-
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cho imponible en el supuesto de que el sujeto pasivo pertenez 
ca a una unidad familiar. En realidad, puede decirse sin te- 
mor que todas las precisiones son pocas cuando de unidad famd^  
liar se trata. En efecto, como es sabido, cuando el sujeto 
pasivo pertenece a una unidad familiar, se acumulan todos los 
rendimientos e incrementos de patrimonio de todos los sujetos 
que la compongan. (art. 7-,3 de la Ley y art. 17,1 del Regla­
mento), con lo cual, el problema que se plantea es: ^la acumu 
lacion tiene lugar en el hecho imponible o en la base imponi­
ble?. Dicho con otras palabras, el aspecto cuantitativo &supo 
ne la mediciôn de la magnitud renta obtenida por el sujeto 
pasivo, persona fisica, o comprende la cuantla correspondien­
te a la acumulaciôn de las rentas de todos los miembros de 
la unidad familiar?. Las consecuencias derivadas de una u 
otra opciôn son, obviamente, muy importantes. Asi, y por po­
ner el caso extremo, en el que el problema se aprecia con ma­
yor claridad, de considerar que el aspecto cuantitativo com­
prende la "renta acumulada", no se llegarla a realizar el he­
cho imponible en el caso de que las pérdidas de un mienbro 
superen los ingresos del otro. Por el contrario, si la acumu­
laciôn tiene lugar en la base, lo que puede ocurrir es que 
quien ha realizado el hecho imponible -obtenido renta- no lie 
gue a asumir una posiciôn deudora frente al Fisco, como conse 
cuencia de que la renta negativa del otro miembro supere la 
renta positiva de aquél. En definitiva, lo que se pone de ma­
nifiesto es que si el aspecto cuantitativo expresa la medi­
ciôn de la renta acumulada, las pérdidas de un miembro inci- 
den en la "realizaciôn" del hecho imponible del otro y, conse
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cuentemente, en su asunciôn de la titularidad pasiva. Mien­
tras que si expresa la mediciôn de la renta obtenida por cada 
sujeto aquellas pérdidas incidirân en la cuantificaciôn de 
la deuda asumida por el otro.
La cuestiôn no es precisamente facil de resolver, ya 
que el problema conceptual que aquî subyace no es otro que 
el de la distinciôn entre el aspecto cuantitativo del hecho 
imponible y la base imponible, o mâs concretamente, el proble 
ma del objeto medido por la base imponible. Y esta, como es 
sabido, es una de las cuestiones mâs complejas y difîciles 
de la dogmâtica del tributo. Ahora bien, esa dificultad debe 
relativizarse, por cuanto lo que nosotros hemos de encontrar 
aquî es una respuesta al problema enunciado en tanto en cuan­
to se relaciona con la unidad familiar, con lo cual su plan- 
teamiento se délimita, desde todos los ângulos posibles consi 
derablemente. Ademâs, en el momento actual, a pesar de la corn 
plejidad del problema, contamos con importantes precisiones 
sobre el mismo, aportadas por nuestra doctrina cientîfica
(74). Ello tampoco debe llevar a pensar que la tarea es fa­
cil, porque ha de tenerse présente que la soluciôn que se 
adopte no es algo aislado, antes al contrario, es un aspecto 
de todo un régimen de aplicaciôn tributo. Quiere decirse que 
en este problema, como en todos los que plantea la unidad fa­
miliar, la consideraciôn individualizada del mismo, por razo­
nes obvias, ha de llevarse a cabo teniendo en cuenta que la 
posiciôn adoptada en punto a su resoluciôn incide sobre otros 
problemas no considerados en ese momento. No se trata de solu 
cionar -caso de que pudiéramos hacerlo- una pluralidad de
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cuestiones autonomas, sino un conjunto de problemas interde- 
pendientes, cuya soluciôn individual ha de tener como résulta 
do un conjunto armônico o armonizado. Piénsese, por ejemplo, 
en la relaciôn existente entre la determinaciôn del aspecto 
cuantitativo, con las importantes consecuencias sehaladas se­
gûn la posiciôn que al respecto se adopte, y la "compensaciôn 
de pérdidas" a que se refiere el articulo 21 de la Ley, con 
lo que ello supone de "comunicaciôn" entre periodos impositi­
vos, cuyo alcance respecto al hecho imponible del periodo 
"compensado" estâ aun por precisar, como hemos senalado en 
otro lugar.
Una vez expuestas estas premisas estamos en condicio- 
nes de abordar directamente el problema mâs arriba planteado: 
ôqué es lo que mide el aspecto cuantitativo del hecho imponi­
ble del Impuesto sobre la Renta, cuando el sujeto pasivo per­
tenece a una unidad familiar?: (,1a magnitud renta obtenida
por el sujeto pasivo, o la magnitud conjunta de las rentas 
obtenidas por todos los sujetos pasivos incluidos en la uni­
dad familiar?. La respuesta, a nuestro entender, sôlo puede 
ser una: la obtenciôn de renta se verifica por cada persona 
fisica, el hecho imponible es realizado por el sujeto pasivo, 
persona fisica, concreta y determinada; luego el aspecto cuan 
titativo ûnicamente puede expresar la mediciôn del elemento 
objetivo de un presupuesto de hecho, del presupuesto de hecho 
del que forma parte estructuralmente. Lo que équivale a decir 
que la acumulaciôn de rentas tiene lugar en la base, no en 
el hecho imponible.
727
Que la obtenciôn de renta es referida a cada sujeto 
pasivo es algo que se pone de manifiesto no solo en el articu 
lo 32 , 1 sino también a todo lo largo del articulado de la Ley. 
Asî, cuando el artîculo 31,2 utiliza la expresiôn "renta que 
corresponde a cada uno de ellos", pone de manifiesto que la 
pertenencia del sujeto pasivo a una unidad familiar, con la 
consiguiente acumulaciôn de rentes, no desvirtua la considéra 
ciôn fundamental de que la renta es obtenida individualmente
(75) .
Que la acumulaciôn de rentes tiene lugar en la base 
se aprecia claramente por la circunstancia de que en todo ca- 
so las pérdidas son imputables al sujeto pasivo, lo que no 
podrîa determinarse si la acumulaciôn se vefiricara en el he- 
cho imponible, pues entonces quedarla "diluida" esa posibili- 
dad de discernir la renta imputable a cada miembro, o las pér 
didas en este caso. En el articule 21 de la Ley, el derecho 
a compenser pérdidas se reconoce al sujeto pasivo, que puede 
compenser su importe dentro de los cinco ejercicios siguien- 
tes en la cuantia que ^  estime conveniente, lo que supone 
la "titularidad individuel" de ese derecho de compensaciôn. 
En este sentido, y de forma mas Clara aun, el Reglamento, de- 
sarrollando el articule 21 de la Ley dispone que "cuando un 
miembro de la unidad familier deje de serlo, y tuviese pérdi­
das a él imputables, pendientes de compensaciôn, ésta se 11e- 
varâ a efecto, en su caso, en las declaraciones correspondiez 
tes a su nueva situaciôn familier" (art. 96,3). Asimismo, "la 
compensaciôn de pérdidas se interrumpirâ, en su caso, por el
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fallecimiento del sujeto pasivo..." (art. 96,4).
En otro orden de consideraciones, la posibilidad de 
que la base imponible del tribute se "refiera" a una plurali- 
dad de hechos imponibles, o mas concretamente, exprese la me- 
dicion de una pluralidad de hechos imponibles, es algo que 
se explica no solo por la peculiar estructura de la obliga- 
cion solidaria en que nos encontramos, sino también, y muy 
especialmente, por la diferencia que cabe apreciar entre am- 
bos elementos estructurales de la obligacion tributaria. En 
este sentido, el profesor Vicente-Arche ha puesto de manifie^ 
to que "la norma tributaria détermina siempre la cuantia de 
la obligacion, en los tributos variables, a través de un para 
metro (76) que puede coincidir o no con el substrato material 
del elemento objetivo del hecho imponible, pero que en todo 
caso tiene una sustantividad propia" (77).
A ello podria objetarse la necesidad de que exista una 
determinada ligazôn entre el hecho imponible y la cuantia de 
la obligacion, pues de lo contario no se daria virtualidad 
al principio de capacidad econômica, de manera que la base 
no puede ser mas que "la mediciôn concreta del elemento mate­
rial del hecho imponible" (78).
La necesidad de ampliar la premisa metodolôgica que 
considéra la base imponible como la mediciôn del elemento ma­
terial del hecho imponible, ha sido puesta de relieve por el 
profesor Ramallo, manifestando la necesidad de vincular la 
base imponible al hecho imponible en su totalidad, ya que no
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solo los elementos objetivos -ni dentro de ellos su aspecto 
material- son aptos para medir una capacidad economica, sino 
que también el elemento subjetivo del hecho imponible puede 
ser indicative de capacidad contributiva (79). Pero es que, 
ademâs, lo que ocurre en la unidad familiar es que la cuantia 
de la obligacion tributaria no expresa la capacidad econômica 
de un solo sujeto, sino de un grupo de sujetos, tantos como 
integran la unidad familiar. De manera que la base imponible 
en este caso no sôlo hay que vincularla con el hecho imponi­
ble en su totalidad, sino también con una pluralidad de he­
chos imponibles. En realidad, la funciôn bâsica que cumple 
la base imponible es adecuar la obligaciôn tributaria a la 
capacidad econômica que se quiere someter a tributaciôn (80), 
que no es la manifestaciôn de capacidad contributiva de un 
sujeto aislado, sino la "capacidad econômica conjunta" del 
grupo familiar al que el individuo pertenece (81). Lo que en 
todo caso viene a demostrar la sustantividad propia de la 
base, anteriormente senalada.
Por lo demâs, recuérdese la presencia del hecho de la 
pertenencia a una unidad familiar, en el elemento subjetivo 
del hecho imponible, al que a continuaciôn nos referimos.
B.- Elemento subjetivo.
El elemento subjetivo del presupuesto de hecho consis­
te en una determinada relaciôn, de hecho o juridica, pero 
siempre preestablecida en la ley, en la que debe encontrarse
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el sujeto pasivo del impuesto con el elemento material u obje 
tivo para que nazca a su cargo la deuda impositiva. El elemen 
to subjetivo cumple la funciôn primordial de determinar la 
persona gravada, esto es, la persona a quien ha de imputarse 
la titularidad pasiva de la obligaciôn tributaria.
En el impuesto sobre la renta la "obtenciôn" resume 
la relaciôn que debe existir entre el sujeto pasivo y el ele­
mento objetivo del hecho imponible (82). Es decir, el "nexo" 
que une al sujeto pasivo con la renta es la obtenciôn de ésta 
por aquél (83). Ello no debe inducir a confusiôn, en el senti 
do de que la "obtenciôn" en cuanto intégrante del elemento 
subjetivo, se identifique con la "obtenciôn" en cuanto inté­
grante del aspecto material del presupuesto objetivo. La "ob­
tenciôn" en el âmbito del aspecto material implica una acciôn, 
la acciôn de obtener renta; mientras que en el elemento subje 
tivo se habla de "obtenciôn" en cuanto relaciôn, con el signi^ 
ficado expuesto (84). La "obtenciôn" en cuanto resultado posi 
tivo, determinarâ la efectiva producciôn o realizaciôn del 
hecho imponible, esto es, el acaecimiento en la realidad, en 
un caso concreto y determinado, del hecho hipotéticamente pre 
visto por la norma.
Ahora bien, la significaciôn del elemento subjetivo 
del presupuesto de hecho no se circunscribe a determinar el 
sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria, sino que ofrece 
una significaciôn estructural para el propio elemento objeti­
vo, por cuanto la determinaciôn del elemento personal de la 
relaciôn tributaria trasciende a la propia sustancia objetiva
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del presupuesto (85). Esa significaciôn estructural del ele­
mento subjetivo ofrece una especial importancia en el supues- 
to que nos ocupa, ya que en este caso el presupuesto objetivo 
no sôlo queda referido a una persona concreta y determinada, 
-que es la que hace posible la propia existencia objetiva del 
presupuesto-, sino que ademâs de ser una persona concreta y 
determinada se trata de una persona que pertenece a una uni­
dad familiar, cualificada por el hecho de su inclusion en una 
unidad familiar. Y esa pertenencia, no como criterio identifi 
cador de la persona, sino como criterio cualificador de la 
misma, trasciende asimismo, y en consecuencia, a la propia 
configuraciôn del presupuesto objetivo.
Ello se aprecia claramente al considerar la configura- 
ciôn de cada uno de los aspectos del elemento objetivo, tal 
como ha quedado expuesta, ya que en todos ellos ha sido nece- 
sario delimitar la especial incidencia del hecho de que el 
sujeto pasivo pertenezca a una unidad familiar, derivândose 
de ahî una especlfica determinaciôn de cada uno de esos aspec 
tos, que bien puede calificarse de especlfica respecte al su- 
puesto de sujeto pasivo individual. La significaciôn estructu 
ral de la pertenencia a una unidad familiar, en la configura- 
ciôn del presupuesto objetivo se aprecia, efectivamente, en 
todos los aspectos del mismo, si bien en el aspecto cuantita- 
tivo no directa sino indirectamente, y en el aspecto material 
con menor relevancia que en el aspecto temporal y espacial. 
Decimos que en el aspecto cuantitativo la significaciôn confi 
guradora se aprecia indirectamente porque en principio, como 
hemos visto, el aspecto cuantitativo mide la magnitud renta
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obtenida por el sujeto pasivo, sin mas matizaciones; pero su- 
poniendo este aspecto la mediciôn del objeto material, delimi^ 
tado temporal y espacialmente, y manifestândose en ellos el 
hecho de aquella pertenencia, es claro que indirectamente, 
también en el aspecto cuantitativo influye o incide el que 
el sujeto pasivo sea un miembro de una unidad familiar y no 
una persona fîsica aislada.
De esta forma es posible delimitar la incidencia de 
la unidad familiar en la configuraciôn del presupuesto objeti 
vo sin que ello altéré ni desvirtùe la consideraciôn fundamen 
tal de que sujeto pasivo, contribuyente, de la obligaciôn tr^ 
butaria, es el realizador del hecho imponible.
C .- Algunas conclusiones. Precision acerca de la plurali­
dad de hechos imponibles. La "obtenciôn de renta nega- 
tiva" y su especial significado en la unidad familiar.
Antes de seguir adelante, y a la vista de cuanto 
llevamos dicho, es conveniente que expongamos determinadas 
consecuencias que de ello se derivan que, aunque sistemâtica- 
mente pudieran ser tratadas en otros lugares, es oportuno 
traer a colaciôn en este momento, por cuanto se esta en mejo- 
res condiciones de entenderlas con claridad.
Quizâs pueda parecer reiterativo en exceso aludir nue- 
vamente a la circunstancia de que la obligaciôn tributaria 
solidaria en que son sujetos pasivos miembros de una unidad 
familiar tiene en su origen una pluralidad de hechos imponi-
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bles y no un solo hecho imponible. Pero ello es necesario por 
dos razones: primero, porque ahora puede entenderse mejor es­
ta realidad, y , segundo, porque en este momento deben senalar 
se determinadas precisiones sobre la misma.
En cuanto a lo primero, parece claro que la titulari­
dad del hecho imponible es imputada o atribuida en todo caso 
a la persona fisica, tanto si es sujeto pasivo individual co­
mo si es sujeto pasivo miembro de una unidad familiar. El he­
cho de que la pertenencia del sujeto pasivo a una unidad fami 
liar se manifieste en el elemento subjetivo del presupuesto 
de hecho no desvirtua en modo alguno la titularidad indivi­
dual de la obtenciôn de la renta, por cuanto la doble signifi 
caciôn estructural del elemento objetivo del hecho imponible 
permite diferenciar lo que es la eficacia configuradora sobre 
el presupuesto objetivo, de la determinaciôn del sujeto pasi­
vo de la obligaciôn tributaria (86).
En segundo lugar, debe advertirse que aunque estamos 
en presencia de una pluralidad de hechos imponibles, no se 
trata de hechos imponibles absolutamente aislados o ii^depen- 
dientes. Entre ellos cabe apreciar un punto estructural co- 
mun: la presencia de la unidad familiar en el elemento subje­
tivo, con la significaciôn expuesta. Y también es comùn en 
ellos la consecuencia juridical dar lugar a una obligaciôn 
tributaria solidaria. Bien puede afirmarse, por tanto, que 
se trata de una pluralidad de hechos imponibles coligados en 
su elemento subjetivo y en su consecuencia juridica.
En otro orden de consideraciones, es necesario sehalar
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que, desde el punto de vista material, el hecho imponible del 
impuesto sobre la renta ha de calificarse como presupuesto 
complejo, ya que esta formado por una multiplicidad de hechos 
que se producen e integran progresivamente en el tiempo, cons 
tituyendo una unidad teleolôgica objetiva. De manera que la 
obtenciôn de renta no puede identificarse con la obtenciôn 
de rendimientos. Los distintos componentes de la renta se in­
tegran progresivamente en el tiempo, computândose con signo 
positivo o negativo segùn corresponda, y sôlo cuando el resul 
tado final sea positivo puede decirse que se ha realizado el 
hecho imponible. En una palabra, la obtenciôn de renta sôlo 
se verifica si se obtiene renta neta global. Ello significa, 
asimismo, que la "obtenciôn" de pérdidas, ya como consecuen­
cia de rendimientos negativos, ya como consecuencia de dismi- 
nuciones patrimoniales, no suponen la realizaciôn del hecho 
imponible. Y nada puede objetarse argumentando en base a si 
el concepto de renta del impuesto es un concepto analltico 
o un concepto sintético (87), con la finalidad de identificar 
la renta con los rendimientos. La definiciôn analltica o sin- 
tética de la renta no presupone un concepto jurldico preciso 
y determinado y, como taies, carecen también de efectos jurl- 
dicos. Por tanto, una argumentaciôn de esta indole no puede 
desvirtuar la consideraciôn juridica fundamental de que el 
hecho imponible sôlo se produce si se obtiene renta neta glo­
bal. Ello con independencia, por lo demâs, de que la defini­
ciôn sintética de la renta sea algo mâs que un mero concepto 
metodolôgico, ya que en la realidad una definiciôn pura de 
ese tipo es prâcticamente inviable. En todo caso la renta hay
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definirla y materializarla a través de sus componentes (88).
De ahi también se deduce que si un miembro de la uni­
dad familiar "obtiene" renta negativa, no es sujeto pasivo, 
puesto que no ha realizado el hecho imponible. Su renta nega­
tiva se computa y compensa la renta positiva de los restantes 
miembros de la unidad familiar, por exigencias de la capaci­
dad econômica que se somete a tributaciôn. Esa compensaciôn, 
como hemos visto, tiene lugar en la base, porque ésta cumple 
la funciôn primordial de adecuar la obligaciôn tributaria a 
la capacidad contributiva gravada y, naturalmente, la renta 
negativa de un miembro incide en la valoraciôn y determina­
ciôn de esa capacidad contributiva. En este caso, el miembro 
de la unidad familiar que "obtiene" renta negativa se convier 
te en un acreedor de los demâs miembros de la unidad familiar 
que hayan obtenido renta positiva viendo, sin embargo, reduci 
da la deuda tributaria correspondiente, en principio, a la 
renta obtenida.
Ello se deduce con claridad de las normas que regulan 
el prorrateo de la deuda tributaria, segùn las cuales, "para 
llevar a cabo el prorrateo se imputarân a cada miembro de la 
unidad familiar que resuite afectado los rendimientos, incre- 
mentos y disminuciones de patrimonio y deducciones de la cuo- 
ta que les sean especîficamente aplicables" (art. 3 1 ,3 , 2 2 pâ- 
rrafo, de la Ley). Nôtese como, acertadamente, este artîculo 
no se refiere a los sujetos pasivos, sino a "miembros de la 
unidad familiar que resulten afectados".
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Desde esta perspectiva también se confirma la conside­
raciôn fundamental de la obtenciôn individual de la renta.
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2. SUJETO PASIVO.
A lo largo de este trabajo hemos efectuado continuas 
referencias a la delimitaciôn del sujeto pasivo del Impuesto 
sobre la Renta en relaciôn a la unidad familiar. Para no rei- 
terar aqui argumentaciones ya desarrolladas, nos limitaremos 
a exponer, a modo de conclusiones, los puntos mâs importantes 
que deben tenerse en cuenta respecte a este elemento constitu 
tivo de la obligaciôn tributaria.
A.- Asunciôn de la posiciôn deudora por los miemoros de 
la unidad familiar. Diversas interpretaciones y postu- 
ra adoptada: exclusiva sujeciôn al Impuesto de los
miembros de la unidad familiar que obtengan renta.
En termines générales puede afirmarse que sujeto 
pasivo es el deudor de la obligaciôn tributaria, es decir, 
el sujeto que ha de realizar la prestaciôn tributaria en fa­
vor del ente publico acreedor. En este sentido, segùn una opi. 
niôn ampliamente difundida, todas las personas integradas en 
la unidad familiar asumen una posiciôn deudora, con indepen­
dencia de que obtengan o no renta, deduciéndolo asî del artî­
culo 4 2 , 2 de la Ley, en el que se dispone el sometimiento con 
junto y solidario al impuesto de "todos los componentes" de 
la unidad familiar. Dentro de esta opiniôn pueden distinguir- 
se, a su vez, varias posiciones.
Conforme a una de ellas, los miembros de la unidad fa­
miliar son, todos ellos, sujetos pasivos contribuyentes, que
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concurren a la realizaciôn del hecho imponible. Tal interpre- 
taciôn se basa, esencialmente, en el fundamento juridico de 
la solidaridad tributaria. Para unos autores, el hecho imponi^ 
ble en este caso viene constituido por la posesiôn y libre 
disponibilidad de la renta, esto es, por una participaciôn 
de todos los sujetos en el disfrute de las rentas (89), mien­
tras que para otros, cuando una persona fisica esta integrada 
en una unidad familiar se considéra que la renta es obtenida 
para y por todos los miembros de tal unidad familiar (90). 
En ocasiones, la sujeciôn conjunta y solidaria al impuesto 
de todos los miembros de la unidad familiar, es aceptada como 
un supuesto de concurrencia de titulares en la realizaciôn 
del hecho imponible, sin precisar en que consiste este, o se 
limita a sehalar la condiciôn de sujeto pasivo de todos los 
miembros de aquélla (91).
Una segunda interpretaciôn, mucho menos difundida que 
la anterior, vendria caracterizada por entender que aunque 
todos los miembros de la unidad familiar quedan personalmente 
obligados, sôlo los que obtienen renta realizan el hecho impo 
nible del impuesto, y por tanto solamente ellos son sujetos 
pasivos contribuyentes. Los miembros de la unidad familiar 
no perceptores de renta se asimilan, desde esta perspectiva, 
a la figura del responsable solidario (92). Por otra parte, 
en alguna ocasiôn se ha apuntado la posibilidad de caracteri- 
zar a los miembros de la unidad familiar como sujetos pasivos 
sustitutos (93).
A nuestro entender, ninguna de las interpretaciones
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expuestas se ajustan a las disposiciones reguladoras del tri­
bute, conforme a las cuales, solo los miembros de la unidad 
familiar que obtengan renta son sujetos pasivos, siendo ade­
mâs éstos los unices a los que se atribuye la subjetividad 
de la obligacion tributaria. Esta opinion va abriéndose paso 
en nuestra doctrina y Jurisprudencia, que cada vez con mayor 
firmeza se cuestiona la posibilidad de que resuite obligado 
quien no realiza el presupuesto de hecho propio del tribute 
considerado (94).
En nuestra opinion, en ningun precepto legal se atri­
buye el cumplimiento de la obligacion tributaria a la persona 
que no realice el hecho imponible, tal como viene tipificado 
en el articule 3- de la Ley. Segùn el articule 31,1 del texte 
legal, sôlo los sujetos pasivos del impuesto quedan obligados 
al page de la deuda tributaria, y esta norma general no se 
ve contradicha en el nùmero 2 del mismo precepto, segùn el 
cual: "Los sujetos pasivos que componen una unidad familiar 
estân solidariamente obligados frente a la Hacienda Pùblica 
al page de la deuda tributaria que corresponda a la acumula­
ciôn...". En esta norma se estâ estableciendo la "responsabi- 
lidad solidaria" de los sujetos pasivos integrados en una uni^  
dad familiar, y sujeto pasivo, segùn el articulo 4 2 , 1 en rela 
ciôn con el articulo 32,1 de la Ley, sôlo lo es el que obtie­
ne renta. Cuando el articulo 42,2 dispone el sometimiento con 
junto y solidario al impuesto de "todos los componentes" de 
la unidad familiar, se estâ refiriendo a todos los componen­
tes que sean sujetos pasivos, con arreglo a la propia défini-
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ciôn del mismo contenida en el numéro 1 de este precepto. No 
hay razôn para entender que al decirse "todos los componen­
tes" esta expresiôn deba relacionarse con la descripciôn de 
las modalidades de unidad familiar. Mas lôgico parece enten­
der que deba relacionarse con la propia definiciôn del sujeto 
pasivo, maxime cuando no se dispone otra cosa en norma algu­
na.
En el fondo de la opiniôn que rechazamos subyace una 
determinada concepciôn de la solidaridad tributaria, que se 
manifiesta en dos sentidos: primero, en la necesidad de remi- 
tir o fundamentar todo supuesto de obligaciôn tributaria soli^  
daria en el articulo 34 de la LGT, cuando este precepto lo 
ùnico que dispone es que en el supuesto de que varias perso­
nas concurran a la realizaciôn del hecho imponible, la conse­
cuencia juridica automâtica es la solidaridad en la deuda
(95), y tal remisiôn no es en modo alguno necesaria, precisa- 
mente, porque ya se establece en la propia Ley del Impuesto
(96) que los sujetos pasivos que componen una unidad familiar 
son deudores solidarios. En segundo lugar, la falta de clari­
dad con que es entendida la solidaridad tributaria se mani- 
fiesta en una cierta identificaciôn entre subjetividad y soli^  
daridad (97), conceptos, sin embargo, que deben delimitarse 
claramente. La solidaridad lo que indica es un peculiar modo 
de responder, independientemente del fundamento de su suje­
ciôn (98). En rigor, no puede hablarse de titularidad solida­
ria, sino de titularidad plural y responsabilidad solidaria, 
por cuanto el concepto de solidaridad hace referencia exclusif 
vamente al modo en que quedan obligados varios sujetos, pero
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para ello es necesario haber delimitado previamente la asun­
ciôn de la titularidad pasiva correspondiente.
En definitive, sôlo los miembros de la unidad familiar 
que obtienen renta quedan personalmente obligados al pago de 
la deuda, y lo son como sujetos pasivos contribuyentes, que 
responden solidariamente de la deuda tributaria que correspon 
da a la acumulaciôn de las rentas de todos ellos.
La "obtenciôn" de renta negativa no supone la realiza­
ciôn del hecho imponible, ni, consiguientemente, la asunciôn 
de la posiciôn deudora. El miembro de la unidad familiar que 
"obtenga" renta negativa no es sujeto pasivo, y no se le pue­
de exigir responsabilidad solidaria. Este sera un acreedor 
de los sujetos pasivos integrados en la unidad familiar, como 
se desprende de las normas que regulan el prorrateo entre los 
miembros de la misma (art. 31,3).
Por ultimo, ùnicamente recordar que los sujetos pasi­
vos integrados en una unidad familiar quedan sujetos al im­
puesto por obligaciôn personal, no por obligaciôn real, acumu 
lândose en consecuencia todas sus rentas, con independencia 
del lugar en que se obtengan.
Para complétât la delimitaciôn del sujeto pasivo no 
nos resta sino aludir a la terminologîa legal al respecto, 
por cuanto se presta a cierta confusiôn.
B.- La denominaciôn contribuyente y sujeto pasivo en la
terminologîa de la Ley: una referencia.
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Segùn el mayoritario sentir de la doctrina, sujeto pa­
sivo contribuyente, en el âmbito de la LGT (art,31,1) es la 
persona natural o juridica que asume la obligaciôn tributaria 
nacida del hecho imponible por ella realizado (99). Cuando 
la Ley del Impuesto define el sujeto pasivo se refiere, como 
es sabido, al sujeto pasivo contribuyente, esto es, al reali 
zador del hecho imponible.
Siguiendo la distinciôn contenida en el articulo 42 
entre sujetos pasivos, personas fisicas individuales, y miem­
bros de una unidad familiar, la Ley refiere diverses precep- 
tos a los sujetos pasivos integrados en una unidad familiar 
(asi, en los articules, 7^,3, 24,1, 31,2, 34,6, etc...), y
en todos ellos se entiende por sujeto pasivo el realizador 
del hecho imponible. Sin embargo, en determinates preceptos 
légales, se alude, no al sujeto pasivo, sino al "contribuyen­
te": asi, en el articulo 20,9, en el que se régula la exen- 
ciôn parcial de los "incrementos de patrimonio obtenidos por 
la enajenaciôn de la vivienda habituai del contribuyente"; en 
el articulo 29, al regular la deducciôn por "ascendientes que 
convivan con el contribuyente", o la deducciôn fija de diez 
mil pesetas sin necesidad de justificaciôn, por la que podrân 
optar "los contribuyentes", o la deducciôn por "adquisiciôn 
de la vivienda que constituya o vaya a constituir la residen- 
cia habituai del contribuyente"; también en el mismo articulo 
se dispone la necesidad de que "el patrimonio del contribu­
yente" refleje el importe correspondiente a las inversiones 
realizadas para que procéda la deducciôn por las mismas (100).
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Pues bien, el problema que se plantea es si en estos 
supuestos el término "contribuyente" se emplea para aludir 
al sujeto pasivo realizador del hecho imponible, o si se uti- 
lizan con una significaciôn distinta. No podemos detenernos 
aqui en un examen pormenorizado de cada uno de estos precep­
tos; si los traemos a colaciôn es para hacer constar el dile- 
ma que suscitan. Este dilema no se plantearia si el Proyecto 
de Ley no hubiera considerado sujeto pasivo a la unidad fami­
liar (101), pero lo cierto es que un examen comparative de 
las normas citadas y los preceptos correspondientes del Pro­
yecto de Ley, manifiesta con claridad que el término "contri­
buyente" proviene de este ultimo; con lo cual, y dado que no 
se encuentran explicaciones al respecto, puede suponerse que 
en la tramitaciôn parlamentaria no se advirtiô la nueva signi 
ficaciôn del término, como consecuencia de la sustancial modi 
ficaciôn llevada a cabo en la definiciôn del sujeto pasivo.
Por otra parte, la cuestiôn, aunque ciertamente con 
problemas, se limitaria exclusivamente al âmbito del IRPF si 
la nociôn de "contribuyente" inicialmente expuesta no fuese 
objeto de controversia. Pero, como es sabido, no es esa la 
ùnica significaciôn que al artîculo 31,1 de la LGT se le atri 
buye en nuestra doctrina. En este sentido, para el profesor 
Albinana, "el contribuyente se identifica en cuanto es titu­
lar o portador de la capacidad econômica o contributiva some- 
tida a gravamen por el tributo de que se trate" (102). Esta 
nociôn del "contribuyente" pude encontrar un reflejo en los 
preceptos de la Ley del Impuesto, en los cuales hay base suf^
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ciente, en virtud de la interpretaciôn histôrica, para enten­
der que se refieren a la unidad familiar y no al sujeto pasi­
vo.
Es sobradamente conocido de todos los problemas aplica 
tivos que algunos de estos preceptos estân ocasionando (103), 
por lo que es deseable, no sôlo para una mayor claridad, y 
en aras del principio de seguridad juridica, sino también por 
coherencia y respeto a la LGT, que se modifique consecuente- 
mente la terminologîa legal. Como dirîa Ramallo (104), si los 
términos son los vehîculos simbôlicos a través de los cuales 
nos entendemos, aquéllos solo estân justificados y serân fruc 
tîferos en la medida en que respondan a una realidad claramen 
te diferenciada y distinta de otras, y aunque en la elabora- 
ciôn cientîfica se den casos de incongruencia terminolôgica, 
ello no justifica el que dejen de mencionarse los problemas 
que una relativizaciôn de los términos puede plantear.
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3. LA DEUDA TRIBUTARIA: DETERMINACION DE SU CUANTIA.
La obligaciôn principal de todo sujeto pasivo consis­
te en el pago de la deuda tributaria. Las rentas obtenidas 
por los miembros de la unidad familiar se acumulan a efectos 
de determinar la base imponible, existiendo, ademâs, normas 
epeclficas para la propia determinaciôn de la base que deberâ 
ser acumulada. A la base imponible asî obtenida se le aplica 
el tipo de gravamen para hallar la cuota tributaria, sobre 
la cual proceden determinadas deducciones, ya en relaciôn con 
la existencia de unidad famiiar, ya en atenciôn a las circuns 
tancias personales y familiares del contribuyente.
A.- Normas de determinaciôn de la base imponible en rela­
ciôn con la unidad familiar. Norma general y normas 
particulares.
a) Acumulaciôn de rentas.
El artîculo 7 2 , 3 de la Ley (art. 17,1 del Reglamen­
to), détermina, como sabemos que "Cuando los sujetos pasivos 
compongan una unidad familiar se acumularân todos los rendi­
mientos e incrementos de patrimonio de todos los miembros de 
la unidad familiar, cualquiera que sea el régimen econômico 
del matrimonio". Este precepto constituye una norma primor­
dial del régimen de la unidad familiar, razôn por la cual pue 
de calificarse de norma general, para diferenciarla cualitati 
vamente de otras normas particulares referentes a la determi­
naciôn de la base imponible "individual", cuando el sujeto
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pasivo pertenece a una unidad familiar.
Dos aspectos pueden distinguirse en cuanto a la acumu­
laciôn: el âmbito subjetivo de la misma, esto es, la determi­
naciôn de los sujetos cuyas rentas se acumulan, y el âmbito 
objetivo, con el que nos referimos a las rentas que han de 
ser acumuladas (105).
a*) Ambito subjetivo. Especial referencia a la irrele- 
vancia del régimen econômico matrimonial.
La determiinaciôn de los sujetos cuyas rentas se 
acumulan coincide exactamente con las personas que integran 
la unidad familiar, conforme a la delimitaciôn de la misma, 
contenida en el artîculo 52 de la Ley y en el artîculo 15 del 
Reglamento. Dada la particular interpretaciôn que algunos au­
tores sostienen respecto al hecho imponible, cuando el sujeto 
pasivo pertenece a una unidad familiar, en ocasiones se preci 
sa que "los sujetos que acumulan son todos y sôlo los que ob­
tienen renta" (106), si bien, como es claro, tal precisiôn 
es innecesaria en nuestro planteamiento.
Siguiendo la distinciôn manifestada por Ramallo (107) 
entre base imponible de carâcter individual y base imponible 
general -segùn que aquélla se corresponda exclusivamente con 
un hecho imponible realizado por un sujeto, o se refiera a 
un conjunto de contribuyentes-, cuando mâs de un miembro de 
la unidad familiar obtenga renta nos encontramos ante una ba­
se que se corresponde con la segunda de las categorîas mencio 
nadas.
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Ningun problema plantea la interpretaciôn de este pun­
to, ya que la configuraciôn subjetiva de la unidad familiar 
ha sido ampliamente analizada al efectuar la identificaciôn 
de la misma, a donde nos remitimos. Unicamente puede comentar 
se la norma relativa a la irrelevancia del régimen econômico 
matrimonial, sobre la cual existen pareceres encontrados. Las 
opiniones en torno a esta disposiciôn pueden diferenciarse 
en dos ôrdenes, segùn la orientaciôn de las mismas.
La primera de ellas -que, vaya por delante, no compar 
timos- se basa en consideraciones de indole iusprivatista, 
entendiendo que el legislador tributario no sôlo debe respe- 
tar las normas que regulan la titularidad de las diversas cia 
ses de rentas y bienes, sino que, ademâs, se encuentra vincu- 
lado por ellas, de tal forma, viene a decir Stampa, que el 
precepto de la Ley del Impuesto segùn el cual es indiferente 
el régimen econômico matrimonial a efectos de acumulaciôn, 
carece de validez, ya que aquéllo "sôlo séria posible si se 
hubiera producido la derogaciôn de los efectos de dicho régi­
men por la publicaciôn de la Ley del Impuesto sobre la Renta" 
(108). Sin llegar a taies extremes, Pena Alvârez partiendo, 
a nuestro entender, de la relaciôn manifestada por Gota entre 
"obtenciôn" de la renta y titularidad privada de la misma, 
considéra que "la imputaciôn personal de los rendimientos no 
debe separarse de las normas que determinan la asignaciôn de 
las rentas en el âmbito privado, salvo en contados supuestos 
de conductas fraudulentas pues, en caso contrario, la contri- 
buciôn séria pagada por personas distintas de las que efecti-
748
vamente tienen la propiedad y la libre disposiciôn de esas 
rentas" (109).
Ciertamente, la conveniencia o inconveniencia del sis- 
tema de tributaciôn conjunta es una cuestiôn discutible, pero 
una vez que el legislador ha optado por él, en los términos 
que ha hecho nuestro legislador tributario de 1978, es adecua 
do no excluir de la acumulaciôn las rentas de los cônyuges 
en virtud del régimen que rija el matrimonio. Lo contrario, 
como dice I. Pérez Royo (110) "séria tanto como permitir la 
opciôn de los contribuyentes por la imposiciôn conjunta o se- 
parada, para lo que no tendrian mâs que dotar a su matrimonio 
de uno u otro régimen econômico", lo que pueden hacer tanto 
antes como después de haberlo celebrado (111).
En otro orden de consideraciones, Ferreiro cuestiona 
la procedencia de esta norma, en el sentido de que "ha de en­
tenderse como una aclaraciôn cuya necesidad es mâs que dudo- 
sa, ya que la norma que se pretende aclarar con ella es per- 
fectamente inteligible y en ella se ordena la acumulaciôn de 
todas las rentas de todos los miembros de la unidad familiar, 
sin ulteriores distinciones" (112). Por su parte, Ramallo en­
tiende que "la menciôn al régimen econômico del matrimonio... 
no es acertada por su carâcter restrictive, ya que se refiere 
exclusivamente a la sociedad conyugal, pero no al resto de 
los miembros de la unidad familiar" (113). En cualquier caso, 
y a la vista de las opiniones anteriormente expresadas, no 
parece que esté de mâs la disposiciôn comentada.
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Por ultimo, carece en la actualidad de eficacia la dis 
tincion formulada por Gota, respecto al IGRPF, entre acumula­
ciôn absoluta y acumulaciôn relativa, en funciôn de que el 
régimen econômico, como se recordarâ, fuese de gananciales 
o de separaciôn de bienes, respectivamente, "pues la acumula­
ciôn es siempre igual y lo ùnico que es absolute o relative 
son los efectos de la misma por la existencia del prorrateo, 
ya fuera del âmbito de la relaciôn tributaria" (114).
b') Ambito objetivo. Especial referencia a las rentas 
obtenidas sin mediaciôn de establecimiento perma­
nente y a la acumulaciôn de incrementos y disminu­
ciones patrimoniales.
La acumulaciôn tiene por finalidad formar la base 
imponible plural del impuesto, de manera que ésta pueda cum- 
plir la funciôn primordial de adecuar la obligaciôn tributa­
ria a la capacidad econômica que se quiere gravar con el tri­
buto. La base imponible es asi "el resultado de la suma alge- 
braica de rendimientos, gastos, incrementos y disminuciones 
patrimoniales y no sôlo como dice la Ley, de los rendimientos 
y de los incrementos, ya que a efectos del prorrateo de la 
deuda todos ellos son tenidos en cuenta" (115). Ninguna renta, 
de las que son sometidas al Impuesto, queda excluida de la 
acumulaciôn (116), acumulândose las rentas mundiales de los 
sujetos integrados en la unidad familiar, ya que son sujetos 
pasivos por obligaciôn personal, aunque no residan en Espana, 
siempre que obtengan rentas en ella.
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Se manifiesta aqui la importancia del nuevo régimen 
de tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn de esta­
blecimiento permanente por personas no residentes en territo- 
rio espanol, sobre el cual se hace necesaria una nueva aclara 
ciôn. Entendemos que tal régimen no es de aplicaciôn a quie- 
nes sean miembros de una unidad familiar residente, puesto 
que -recuérdese lo dicho con relaciôn al aspecto espacial del 
hecho imponible- taies personas son consideradas a efectos 
del impuesto como si efectivamente fueran residentes, pasando 
a tributar por obligaciôn personal, y acumulando, consiguien­
temente, sus rentas mundiales a las de los demâs miembros de 
la unidad familiar. Por tanto, también las rentas obtenidas 
sin mediaciôn de establecimiento permanente se acumulan. Des­
de esta perspectiva, las consecuencias derivadas del hecho 
de pertenecer a una unidad familiar residente son considera- 
blemente mâs importantes en la actualidad, ya que, mientras 
que con anterioridad a la vigencia de aquel régimen, todas 
las rentas eran sometidas a la aplicaciôn de la tarifa progre 
siva del impuesto, ahora a las rentas obtenidas sin mediaciôn 
de establecimiento permanente les es de aplicaciôn un tipo 
proporcional (el general es del 16 por ciento).
Quizâs lo excesivo de la consecuencia del hecho de per 
tenecer a una unidad familiar residente, teniendo en cuenta 
la considerable diferencia del régimen de tributaciôn de no 
darse esa pertenencia, exija una révision del régimen de uni­
dad familiar en lo que se refiere a la acumulaciôn de las ren 
tas de sus miembros que no sean por si mismos sujetos pasivos 
por obligaciôn personal.
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Quizâs quepa también otra posibilidad de interpreter 
este punto, teniendo en cuenta las caracterîsticas del régi­
men de tributaciôn de las rentas obtenidas sin mediaciôn de 
establecimiento permanente, que quedan fuera del âmbito de 
aplicaciôn del IRPF, y son sometidas a una nueva forma de tr^ 
butaciôn, que parece contener los mimbres jurldicos necesa- 
rios para ser calificado como un nuevo impuesto. Desde esta 
perspectiva, pudiera entenderse que el no residente en Espa­
na, que obtiene rentas sin mediaciôn de establecimiento perma 
nente, en realidad no es sujeto pasivo del IRPF -siempre, en- 
tiéndase, que no obtenga rentas sujetas al régimen de obliga­
ciôn real del Impuesto-, sino de otro tributo distinto y, en 
consecuencia, no vendria obligado a acumular sus rentas con 
arreglo al régimen propio de la unidad familiar. En definiti- 
va, se plantea un problema importante de delimitaciôn entre 
el régimen de referencia y el IRPF, que pone de manifiesto 
una falta de previsiôn legislative, por cuanto la regulaciôn 
del mismo parece totalmente insuficiente (117).
En cualquier caso, lo que si estâ claro es que a los 
incrementos de patrimonio obtenidos por personas no residen­
tes en territorio espanol y sometidos a tributaciôn por el 
IRPF, les serân de aplicaciôn las normas de determinaciôn de 
la base imponible y los tipos de gravamen contenidos en el 
régimen general de la obligaciôn personal (art. 17,4 de la 
Ley 5/1983), lo que también puede considerarse como un argu- 
mento para entender que las rentas obtenidas sin mediaciôn 
de establecimiento permanente siempre se acumulan a las de 
los miembros de la unidad familiar, cuando sean obtenidas por
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un "no residente", que pertenezca a una unidad familiar rési­
dante .
Asî como la acumulaciôn de rendimientos, con la salve- 
dad expuesta, no présenta dificultades, la Question varia con 
siderablemente con relaciôn a los incrementos de patrimonio, 
siendo este uno de los aspectos mas problemâticos y complejos 
del régimen de la unidad familiar, en lôgica correspondencia, 
ya que la tributaciôn de los incrementos y disminuciones pa­
trimoniales es uno de los temas mas conflictivos del amplio 
campo que ocupa la normativa tributaria en el panorama jurid^ 
co actual (118), y, sin duda, el que mas problemas aplicati- 
vos plantea en la normativa del Impuesto.
Lo primero sobre lo que hay que llamar la atenciôn, por 
paradojico que pueda parecer, es precisamente sobre la parque 
dad de disposiciones légales al respecto, por cuanto prâctica 
mente ninguna otra norma, aparté del articule 79,3, se refie- 
re propiamente a la acumulaciôn de incrementos y disminucio­
nes de patrimonio, con relaciôn a la unidad familiar. En este 
sentido, ante el "silencio" de la Ley (119), parece claro que 
es de aplicaciôn el régimen general previsto para aquéllos, 
en el articule 20 de la Ley y en los articules 76 y siguien- 
tes del Reglamento (120).
Asi las cosas, en el tema se dan cita dos factores, 
fundamentalmente. En primer lugar, hay que diferenciar segùn 
se trate de incrementos o disminuciones puestos de manifiesto 
por transmisiôn onerosa o por transmisiôn lucrativa. Si se
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trata de transmisiôn lucrativa hay que tener en cuenta que 
el articule 20,2 de la Ley dispone que no son incrementos o 
disminuciones de patrimonio aquellos que se encuentren suje- 
tos al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (121), sehalan- 
do el Reglamento, tal vez con mayor correcciôn, que los incre 
mentes patrimoniales que se encuentren sujetos a dicho Impue^ 
te no serân sometidos a gravamen (art. 78,1,b). Esta exclu­
sion es aplicable al sujeto pasivo perceptor de la herencia, 
legado o donaciôn, y no al sujeto transmitente a titulo gra­
tuite; o sea, el incremento o disminuciôn patrimonial no se 
computa en la renta del sujeto que recibe la donaciôn heren­
cia o legado (122).
Si se trata de transmisiôn a titulo oneroso, no hay ex- 
clusiôn o restricciôn especificamente aplicable a la acumula­
ciôn de incrementos y disminuciones patrimoniales en el seno 
de la unidad familiar. Esta circunstancia ha side duramente 
criticada en ocasiones (123), entendiendo que es contraria 
a la propia consideraciôn de la unidad familiar como unidad 
contribuyente, ya que -se aduce- una de las razones en que 
se funda su existencia es exonerar las transmisiones de bie- 
nes efectuadas en el seno de una misma unidad familiar imposi^ 
tiva, como decia el Informe Carter.
En nuestra opiniôn, y con independencia de que hubiera 
sido deseable alguna precisiôn legal al respecto, la tributa­
ciôn de los incrementos y disminuciones de patrimonio que se 
pongan de manifiesto por transacciones entre miembros de una 
unidad familiar, se encuentra plenamente justificada. En el
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propio Informe Carter que, efectivamente, propugna en princi­
ple que "las donaciones o legados de un miembro a otro de una 
misma unidad familiar no den lugar a impuesto alguno" (124), 
en realidad tal exoneracion no opera plenamente mas que res­
pecto a los conyuges, puesto que con relaciôn a los hijos, 
cuando dejan de pertenecer a su unidad familiar inicial, se 
arbitra un sistema de imposiciôn de las plusvalias no realiza 
das de los bienes que el hijo retira de la unidad familiar 
a la que pertenecia, asî como un gravamen en la nueva unidad 
de imposiciôn por los bienes retirados de la primera (125). 
Por otra parte, las transferencias de bienes no son tenidas 
en cuenta a efectos de imposiciôn de las plusvalias, en tanto 
operen dentro de la misma unidad familiar, lo que obliga a 
un complicado sistema de tributaciôn y "seguimiento" de los 
bienes en cuestiôn, cuando la unidad familiar integrada por 
los cônyuges se disuelve (126). Todo ello, claro esta, para 
evitar que se celebren matrimonies con la ùnica finalidad de 
eludir el impuesto sobre las ganancias. En realidad, un siste 
ma de tributaciôn de los incrementos y disminuciones de patri 
monio diferente al previsto en el IRPF, lo ùnico que podria 
hacer, en todo caso, es retrasar el pago del impuesto, pero 
a Costa de un sistema verdaderamente complejo y en buena medi 
da mas teôrico que practice.
El segundo factor a que antes hacîamos referenda, y 
que debe tenerse en cuenta en este punto, es el relative a 
las limitaciones impuestas por el Côdigo Civil respecto a la 
posibilidad de transacciones entre los patrimonies de los côn
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yuges, si bien la reforma del citado cuerpo legal ha alterado 
sustancialmente esta materia. Con anterioridad a la reforma 
de 1981, era nula toda donaciôn entre cônyuges, sea cual fue- 
re el régimen econômico del matrimonio (art. 1334 del CC, en 
su anterior redacciôn) y marido y mujer sôlo podian venderse 
bienes recîprocamente en caso de separaciôn de bienes (ante­
rior artîculo 1458 del CC). En la actualidad, el Côdigo se 
limita a regular las donaciones por razôn de matrimonio entre 
los futuros esposos (art. 1341), disponiendo con carâcter ge­
neral que "El marido y la mujer podrân transmitirse por cual- 
quier titulo bienes y derechos y celebrar entre si toda clase 
de contratos" (art. 1323); y el nuevo articule 1458 establece 
sin restricciôn en funciôn del régimen econômico del matrimo­
nio, que: "El marido y la mujer podrân venderse bienes reci- 
procamente" (127).
b) Rendimientos del trabajo: la no consideraciôn como
gasto de determinados conceptos.
Segùn el articule 45,3,b) del Reglamento, para la 
determinaciôn del rendimiento neto del trabajo no serân dedu- 
cibles: "Los gastos de guarderia infantil, aùn cuando ambos 
cônyuges trabajen, y de empleados de hogar". Esta norma, que 
no se encontraba recogida en el primer Reglamento del Impues­
to, tiene su origen en la Orden Ministerial de 4 de junio de 
1980 (BOE del 9 de junio), por la que se aclaraban determina­
dos conceptos de gastos necesarios, Orden que ha sido expresa 
mente derogada por la Disposiciôn final segunda del Reglamen­
to de 1981 (128).
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La exclusion es Clara y tiene un fundamento concrete: 
entender que se trata de un gasto de consume o aplicaciôn de 
renta, y no de un gasto necesario para la obtenciôn del rendi^ 
miento (129). Desde este punto de vista, nada puede objetarse 
al precepto comentado, ya que ninguna norma legal o convencio 
nal obliga al sujeto pasivo a realizar taies gastos. Por otra 
parte, es necesario poner limites al criterio de necesidad 
del gasto, ya que una interpretaciôn extensiva del mismo 11e- 
varia a considerar como gasto necesario prâcticamente la tota 
lidad de la renta dedicada al consume; por ejemplo, alimenta- 
ciôn, vestido, etc.
Ahora bien, un comentario "de lege ferenda" de esta 
norma es obligado, no sôlo por la consideraciôn en si de la 
exclusiôn en ella contenida, sine también porque el supuesto 
constituye un ejemplo indicative o paradigmâtico del concepto 
de "gasto necesario" sostenido por la interpretaciôn oficial 
y reglamentaria con relaciôn a los rendimientos de trabajo 
personal (130). Desde esta perspectiva, no cabe duda de que 
existe un tratamiento discriminatorio de los rendimientos de 
trabajo personal frente a las otras categorias de rendimien­
tos, y ello es lo que explica, a nuestro entender, que a pe- 
sar de la claridad de la norma contenida en el articulo 45,3,
b) del Reglamento, la generalidad de los contribuyentes per- 
sistan en considerar como necesario este gasto (131). Y, en 
efecto, el criterio restrictivo con que es valorada la necesi 
dad del gasto respecto a los rendimientos del trabajo perso­
nal no se encuentra expresamente contenida en la Ley, que ré­
gula la determinaciôn de los rendimientos netos del trabajo.
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del capital y de actividades empresariales y profesionales 
conjuntamente, en su articulo 19, disponiendo como norma gene 
ral que se deducirân "de los rendimientos Integros obtenidos 
por el sujeto pasivo los gastos necesarios para la obtenciôn 
de aquéllos"; a continuaciôn, enuncia una serie de gastos con 
carâcter ejemplificativo. Claro estâ, el concepto de "gasto 
necesario" bien puede considerarse un concepto jurldico inde- 
terminado, ya que todo dependerâ de lo que se entienda por 
"necesario"; pero, precisamente, lo que llama la atenciôn en 
el desarrollo reglamentario del Impuesto es el distinto crite 
rio de "necesidad" del gasto que se sostiene segùn el tipo 
de rendimientos de que se trate. Asi, respecto a los rendi­
mientos del trabajo personal se viene exigiendo una relaciôn 
directa o de causa inmediata entre la consecuciôn del ingreso 
y la realizaciôn del gasto, de manera que se hace equivaler 
"gasto necesario" a "gasto obligatorio" (132), mientras que 
con relaciôn a los rendimientos de actividades empresariales 
o profesionales el concepto de "necesidad" se amplia conside- 
rablemente (133). A nuestro modo de ver ello carece de fun­
damento ya que en todo caso la voluntad de la Ley es gravar 
la efectiva capacidad econômica del sujeto pasivo y, en defi­
nitive, su renta disponible (134).
En este orden de consideraciones, el admitir como gas­
to para la determinaciôn del rendimiento neto del trabajo los 
gastos de guarderia y de empleados de hogar cuando ambos côn­
yuges trabajan, nos parece una necesidad derivada del princi­
ple de capacidad contributiva y una exigencia del propio régi
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men de tributaciôn conjunta. Hace ya algûn tiempo el profesor 
Albinana dijo que la gran reforma tributaria no necesitaba 
ser publicada en el Boletin Oficial del Estado (135). De la 
misma forma podrîamos decir aqui que un tratamiento adecuado 
de la tributaciôn de las rentas familiares no exige tanto una 
sustituciôn radical de nuestro sistema actual como una modifi 
caciôn del mismo, y en esta modificaciôn se incluye de manera 
muy especial la consideraciôn de lo que es gasto necesario 
cuando mas de un miembro de la unidad familiar obtiene renta, 
y una valoraciôn adecuada de las cargas familiares a efectos 
de deducciones. Como hemos visto en la primera parte de este 
trabajo, no existe un sistema, no ya perfecto, sino admitido 
como vâlido con caractères de generalidad, de lo que debe 
constituir la tributaciôn de las rentas familiares; entre 
otras cosas, porque intervienen en ella una pluralidad de fac 
tores que pueden combinarse de muy distinto modo, y al mismo 
resultado se puede llegar a través de medios muy diverses. 
Pero lo que si es claro es que sôlo un tratamiento adecuado 
de la acumulaciôn puede justificar este sistema, y una minima 
valoraciôn del principle de justicia tributaria obliga a que 
si la convivencia se tiene en cuenta a efectos de la progrès! 
vidad del tribute, se tenga en cuenta de la misma manera a 
la hora de considerar los gastos y las cargas familiares. Los 
gastos de guarderia y de empleados de hogar no son, desde lue 
go, directamente necesarios para obtener los ingresos, pero 
si marido y mujer desarrollan una actividad laboral, o se tra 
ta de unidades familiares en que no se incluyen ambos cônyu­
ges, aquellos gastos deben contemplarse en la normativa del
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tribute.
Ahora bien, insistimos en que ello no es mas que una 
consideraciôn "de lege ferenda", porque en las disposiciones 
del Impuesto no encontramos base alguna que permita una via 
alternativa a la exclusiôn reglamentaria de tales gastos, aun 
que se haya intentado en alguna ocasiôn. En este sentido, La- 
moca Pérez propone una interpretaciôn del articulo 134 del 
Reglamento, en virtud de la cual entiende que se produce un 
"reparte interno" de las rentas obtenidas por los miembros 
de la unidad familiar, de manera que "este reparto interno 
-dice el autor citado- hace que los rendimientos cambien de 
naturaleza juridica, pasando a ser todos los obtenidos, como 
contraprestaciôn a los derechos personales, rendimientos del 
capital mobiliario. Y en razôn de este cambio de naturaleza 
juridico-fiscal el campo de los gastos deducibles se amplia 
comparândolos con el que regia en los rendimientos del traba­
jo personal, dependientes" (136).
No podemos compartir esta "interpretaciôn alternati­
va", como la llama su autor, por razones évidentes. El articu 
lo 134 del Reglamento dispone el prorrateo de la deuda tribu­
taria entre los miembros de la unidad familiar, y realmente 
no conseguimos entender cômo puede derivarse de ahi un cambio 
de naturaleza juridica de los rendimientos por aquéllos obte­
nidos .
Tampoco la via de los gastos excepcionales no suntua- 
rios parece adecuada para dar cabida a los gastos que comenta
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mos, ya que como su propio nombre indica tal deduccion se re- 
fiere a gasto "excepcional", o sea, "ocasional o esporadico", 
condiciones que no se dan en el supuesto que nos ocupa, en 
el que se trata de gastos que, por su propia naturaleza, son 
récurrentes y periôdicos (137). No obstante, es necesario ad- 
vertir que dada la amplitud de criterio con que la propia Ad- 
ministracion ha interpretado el concepto de gasto excepcional 
no suntuario, en el sentido de considerar como tales gastos 
no excepcionales (138), podria defenderse lo contrario a lo 
que aqui sostenemos, guiandonos exclusivamente por lo que con 
sideramos una interpretaciôn rigurosa de lo que es gasto ex­
cepcional no suntuario. De cualquier forma, lo que manifiesta 
la interpretaciôn oficial senalada es un intente de paliar 
en alguna medida, por parte de la Administraciôn, el inadecua 
do tratamiento que de las cargas familiares se contiene en 
el IRPF, pero ello no deja de ser una medida parcial y aleato 
ria y, en todo caso, insuficiente.
c) Rendimientos del capital: renta imputada de inmue-
bles urbanos. Viviendas desocupadas.
La incidencia de la unidad familiar en la détermina 
ciôn de la base imponible es también apreciable con relaciôn 
a los rendimientos del capital, a tenor de lo dispuesto en 
el articulo 16,1,b) de la Ley, en relaciôn con el apartado
c) del mismo articulo. Segùn el citado precepto, "Se compren- 
derân como rendimientos procedentes de la propiedad o pose- 
siôn de inmuebles... b) En el supuesto de inmuebles urbanos
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utilizados por sus propietarios, la cantidad que resuite de 
aplicar el tipo del tres por ciento al valor por el que se 
hallen computados o deberlan, en su caso, computarse a los 
efectos del Impuesto sobre el Patrimonio Neto" (139). Pero 
"c) En el supuesto de vivienda, propiedad de persona distinta 
del promotor, que se encuentre desocupada durante mas de diez 
meses al ano, seguidos o alternos, y que pertenezca a miem­
bros de una unidad familiar que posea mas de tres viviendas, 
se estimara la renta que resuite de aplicar el diez por cien­
to al valor por el que se hallen computadas o que deberlan, 
en su caso, computarse a los efectos del Impuesto sobre el Pa­
trimonio Neto". Estas normas, de redacciôn poco clara y defec 
tuosa, como se ha manifestado frecuentemente (140), son desa- 
rrolladas en los articulos 48 y siguientes del Reglamento, 
aclarandose el concepto de bien inmueble urbano (art. 49,1), 
definiendose la nociôn de utilizaciôn del mismo (art. 49,2), 
que debe entenderse por vivienda desocupada (art. 50,1,2 y 
3), quién se considéra promotor (art. 50,4), y cômo debe apli 
carse el tres por ciento a inmuebles parcialmente utilizados 
(art. 48,2) (141).
Resumidamente, de los preceptos légales y reglamenta- 
rios, résulta lo siguiente: Se imputa como renta el tres por 
cientro del valor de los inmuebles urbanos utilizados por sus 
titulares, ya como propietario, ya como usufructuario, siendo 
el concepto de bien inmueble urbano mas amplio que el de vi­
vienda; aunque la edificaciôn "ha de ser, en realidad, una 
vivienda, no una edificaciôn cualquiera..., el concepto se 
extiende ademâs a los terrenos anejos a ella y destinados al
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servicio de la misma y de sus ocupantes" (142). Cuando entre 
todos los miembros de la unidad familiar posean mas de tres 
viviendas -ya sean utilizadas, ocupadas o desocupadas- y las 
que excedan de tres estén desocupadas durante mas de diez me­
ses al ano, seguidos o alternos, se estimarâ como renta el 
diez por ciento del valor de las viviendas desocupadas que 
excedan de aquel numéro. Es decir, los miembros de la unidad 
familiar han de poseer, al menos, cuatro viviendas, entre uti^  
lizadas y desocupadas, para que sea aplicable este régimen, 
del cual se excluye, en todo caso, la propiedad del promoter, 
en los términos establecidos por el articulo 50,4 del Regla­
mento. Asimismo, no se consideran desocupadas las viviendas 
destinadas a la venta o alquiler, mientras que son vendidas 
o alquiladas efectivamente. En definitive, la trascendencia 
de la unidad familiar en este punto puede concretarse en que 
el limite de tres viviendas, entre ocupadas y desocupadas, 
para que procéda el coeficiente del tres por ciento, se deter 
mina no con relaciôn al sujeto pasivo, sino con relaciôn al 
conjunto de personas que integran la unidad familiar.
El problema que podria plantearse en la imputaciôn de 
renta de inmuebles urbanos, en el supuesto de unidad familiar, 
es la persona a la que debe imputarse esa renta. La Ley, en 
el articulo 16,1,b) refiere literalmente el supuesto a los 
"propietarios", aunque el mismo precepto 16,1, se refiere, 
como norma general, a la "propiedad o posesiôn" de inmuebles 
urbanos, y el articulo 48,1 del Reglamento se dispone para 
la"utilizaciôn de bienes urbanos por sus propietarios o usu-
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fructuarios". La precision reglamentaria ha venido unicamente 
a solventar los problemas que un excesivo literalismo del pre 
cepto legal podria ocasionar en los supuestos en que la nuda 
propiedad y el usufructo del inmueble no concurrieran en la 
titularidad de la misma persona. En este sentido, estâ claro, 
como dice Palao, que basta "la mera posesiôn a titulo de due- 
no" (143), lo que significa que la imputaciôn de la renta ha 
de hacerse al titular o titulares, no a todos los que usan 
la vivienda. Asi, cuando la titularidad del inmueble urbano 
corresponda a mâs de una persona de la unidad familiar -lo 
que es especialmente frecuente respecto a la propiedad de la 
vivienda habituai- la imputaciôn de renta corresponderâ a los 
cotitulares, de acuerdo con sus respectives participaciones 
(144).
La finalidad perseguida por la disposiciôn relative 
a viviendas desocupadas "es evidentemente sancionar a los pro 
pietarios que retienen viviendas sin alquiler o vender por 
razones especulativas. Se trata, por tanto, de una medida de 
polîtica de vivienda, claramente extrafiscal" (145).
Referir el limite de tres viviendas al conjunto de per 
sonas que forman la unidad familier, y no a cada sujeto pasi­
vo, puede ser objeto de critica entendiendo que se produce 
una discriminaciôn de la familia. Literalmente la discrimina- 
ciôn, desde luego, se produce, porque mientras dos personas 
solteras pueden tener entre ambas seis viviendas, entre ocupa 
das y desocupadas, sin incurrir en el supuesto que da lugar 
a la aplicaciôn del diez por ciento en lugar del tres por
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ciento, dos personas casadas incurren en él si tienen cuatro 
viviendas -insistimos-, entre ocupadas y desocupadas. Ahora 
bien, una critica en este sentido mâs bien parece implicar, 
a nuestro entender, una toma de posiciôn tajante y negativa 
respecto al sistema de tributaciôn conjunta de la unidad fam^ 
liar, y no es nuestro deseo incurrir en planteamientos de es­
ta naturaleza. La referenda a la unidad familiar y no al su­
jeto pasivo, en este punto, entendemos que puede verse justi­
ficada por el propio fundamento de la imputaciôn de rentas 
de viviendas desocupadas, en el sentido anteriormente senala- 
do (146). Cuestiôn distinta, como expone Palao, es que "aun 
aplaudiendo el fin perseguido", la via elegida sea la mâs ade 
cuada técnicamente, ya que las normas introducidas por este 
motivo en el Impuesto sobre la Renta constituyen una pieza 
perturbadora en la estructura y fundamento de este, por cuan­
to estas normas prescinden del concepto de renta y, consi- 
guientemente, de la capacidad econômica, y fijan aquélla en 
una cuantia que obedece sôlo a su finalidad sancionadora. Ta­
ies normas desconocen, ademâs, la justificaciôn del gravamen 
de la renta imputada, que consiste en la efectiva percepciôn 
por el sujeto pasivo de una renta efectiva, aunque no moneta- 
ria, como es el caso de los servicios producidos por la pro­
pia vivienda. En definitiva, existen vias mâs adecuadas para 
conseguir la finalidad perseguida por las normas que imputan 
una renta de viviendas desocupadas (147).
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d) Rendimientos de actividades empresariales, profesio 
nales y artisticas.
a') Pagos entre miembros de unidad familiar: su con 
sideracion como norma general del régimen de 
unidad familiar y como norma especialmente apli 
cable a esta clase de rendimientos. Su conside­
ration en el nuevo régimen de estimaciôn objeti 
va singular.
El articulo 19 de la Ley dispone, como sabemos, en su 
numéro 3, que "No tendrân la consideraciôn de gastos deduci­
bles en ningùn caso... b) Los pagos o prestaciones que se 
efectùen entre las distintas personas que componen la unidad 
familiar, los cuales tampoco se computarân como ingreso de 
la persona que los reciba". La misma norma se encuentra conte 
nida en el articulo 75,b) del Reglamento, si bien entre ambos 
preceptos hay una diferencia apreciable: mientras que el arti 
culo 19 de la Ley se refiere a la determinaciôn de los rendi­
mientos netos, tanto del trabajo, como del capital, como de 
actividades empresariales y profesionales, y ninguna alusiôn 
a algûn tipo de rendimientos en especial se contiene en su 
numéro 3, el articulo 75 del Reglamento se encuentra inserto 
en la Secciôn III del Capitule V ("Determinaciôn de la ren­
ta"), siendo dedicada esta Secciôn a "Rendimientos de activi­
dades empresariales, profesionales y artisticas".
Dado el carâcter de la norma contenida en el articulo 
19,3,b) de la Ley (148) parece que, efectivamente, su âmbito
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de aplicaciôn se corresponde con la determinaciôn de este ti­
po de rendimientos, razôn por la cual la incluimos en el pré­
sente apartado. Ahora bien, el hecho de que la norma parezca 
especialmente aplicable a la determinaciôn de los rendimien­
tos netos de actividades empresariales y profesionales, no 
desvirtùa, claro estâ, el âmbito mâs general del articulo 19 
de la Ley. En esta linea, quizâs la norma cobre su verdadero 
sentido distinguiendo entre los términos "pagos o prestacio­
nes" que en ella se contienen. En efecto, es dificil pensar 
en un supuesto de pagos entre miembros de la unidad familiar 
en el âmbito de los rendimientos del trabajo y del capital, 
pero no asi de "prestaciones" en general. El término "presta­
ciones", debe ademâs ponerse en relaciôn con el articulo 39,3 
de la Ley, en virtud del cual: "Las prestaciones de trabajo
personal y de capital en sus distintas modalidades se presumi^ 
rân retribuidas, salvo prueba en contrario". Desde esta pers­
pectiva, lo que parece es que el articulo 19,3,b) de la Ley 
contiene una excepciôn o, mâs bien, un supuesto excluido de 
la presunciôn de retribuciôn de las prestaciones, cuando las 
mismas se realizan entre miembros de la unidad familiar (149)
En cualquier caso, una vez expuestas estas observacio- 
nes, y constatado que este precepto contiene una norma que 
bien puede calificarse de norma general en el régimen de uni­
dad familiar, limitemos el precepto al âmbito de los rendi­
mientos de actividades empresariales y profesionales, para 
los que parece estar pensado especialmente. En este orden de 
consideraciôn, el articulo 19,3,b) de la Ley y el articulo
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75,b) del Reglamento, disponen que los pagos o prestaciones 
que se efectùen entre las personas que componen la unidad fa­
miliar no tienen la consideraciôn de partidas deducibles y 
dichas cantidades, puesto que no se deducen, tampoco se compu 
tarân como ingreso de los miembros de la unidad familiar que 
las perciban, pues de no ser asî se darîa lugar a un doble 
cômputo de las mismas (150).
ôCuâl es el fundamento de esta disposiciôn?. A nuestro 
juicio, esta norma atiende claramente a una finalidad antide- 
fraudatoria, finalidad que cabe apreciar en dos sentidos: pri 
mero, evitar transferencias entre los miembros de la unidad 
familiar. Tales transferencias a primera vista pueden parecer 
intrascendentes, dada la acumulaciôn de rentas, pero no es 
asî, ya que mediante las mismas podrîa, por ejemplo, encon- 
trarse una justificaciôn a los incrementos de patrimonio 
(151). En segundo lugar, también debe buscarse su fundamento 
en lo establecido en el artîculo 29 de la Ley, sobre aumento 
de la deducciôn general en la cuota cuando mâs de un miembro 
de la unidad familiar obtiene rendimientos de trabajo o de 
actividades emresariales, profesionales o artîsticas. Esta 
finalidad ha sido claramente puesta de relieve por Lasarte, 
quien entiende que lo mâs probable es que "el legislador haya 
pensado que serîa facil para los sujetos pasivos simular las 
prestaciones referidas y disfrutar de una mayor deducciôn en 
la cuota, posibilidad que queda cortada por la norma comenta- 
da al no computarse como ingreso de perceptor dichos rendi­
mientos" (152). Esta finalidad, présente a nuestro entender
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en la norma legal y compartiendo, por tanto, la opinion del 
profesor Lasarte, se ha visto, no obstante, desvirtuada por 
la Ley de Presupuestos Générales del Estado para 1984 (Ley 
44/1983, de 28 de diciembre), en cuyo articulo 28 se modifica 
el artîculo 29 de la Ley, en el sentido de ahadir un nuevo 
pârrafo segùn el cual, el incremento de la deducciôn general, 
que corresponde cuando mâs de un miembro de la unidad fami­
liar obtenga renta, serâ igualmente de aplicaciôn "en las ac­
tividades empresariales o profesionales en que se imputen o 
hayan declarado rendimientos por el trabajo del titular y 
otros miembros de su unidad familiar que, conjuntamente, tra­
bajen en la actividad de que se trate". Nos ocuparemos de 
ello al referirnos a las deducciones de la cuota; baste aquî 
con la indicaciôn senalada.
En este orden de consideraciones podrîa pensarse, asi­
mismo, que el artîculo 19,3,b) de la Ley pretende simplificar 
el câlculo de la base imponible total que corresponde a los 
sujetos pasivos que forman una unidad familiar, ya que el côm 
puto como gasto disminuirîa el bénéficié empresarial, pero 
su inclusiôn como rendimiento del perceptor anadirîa a la ba­
se imponible una cantidad équivalente a dicha disminuciôn. 
Sin embargo, si es asî, esta medida no tiene virtualidad prâc 
tica en la generalidad de los casos, porque exige una correc­
ciôn de la cifra résultante de la contabilidad del contribu­
yente como rendimiento neto, dado que si este la lleva en for 
ma debida, taies contraprestaciones deberân figurar anotadas 
por su importe en la cuenta de gastos de la actividad (153);
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por esta razôn debe rechazarse la idea de simplificaciôn en 
el câlculo de la base imponible, como justificaciôn de este 
precepto.
Hemos dicho antes que el artîculo 28 de la Ley de Pre­
supuestos para 1984 amplîa el âmbito de procedencia del incre 
mento de la deducciôn general en funciôn del numéro de miem­
bros de la unidad familiar que obtienen renta. Pues bien, es­
ta norma debe entenderse como parte de un conjunto de disposa^ 
ciones que tienen por objeto la modificaciôn del régimen fis­
cal de las retribuciones efectuadas entre los miembros de la 
unidad familiar. En efecto, ademâs de la modificaciôn mencio- 
nada, este régimen ha experimentado una sensible variaciôn 
a partir del 1 de enero de 1984, fecha de entrada en vigor 
del nuevo régimen de estimaciôn objetiva singular, aprobado 
por el Real Decreto 2933/1983, de 13 de octubre (BOE de 28 
de noviembre), por el que se dâ nueva redacciôn a los artîcu- 
los 97 a 105 del Reglamento del Impuesto (154). Segùn el cita 
do Real Decreto, para la determinaciôn de los rendimientos 
netos en el sistema de estimaciôn objetiva singular normal, 
se incluyen entre los costes de personal, deducibles como ga^ 
tos del ejercicio, "las retribuciones imputables al titular 
de las actividades y demâs miembros de la unidad familiar que 
trabajen en la misma" (art. 102,1,segunda,a), del Reglamento, 
en su nueva redacciôn). Dichas retribuciones no sôlo se compu 
tan como gastos deducibles, sino que también se integran en 
el rendimiento neto de la actividad empresarial o profesional 
de que se trate (art. 102,1,tercera,1.- del Reglamento modifi
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cado) (155). Estas disposiciones se encuentran igualmente con 
tenidas en la norma undécima de la Orden de 13 de marzo de 
1984, por la que se desarrolla el régimen de estimaciôn obje­
tiva singular.
Lo que cabe cuestionarse en este momento es la validez 
del nuevo régimen de estimaciôn objetiva singular en cuanto 
a las normas senaladas. En efecto, la Ley dispone taxativamen 
te que "no tendrân la consideraciôn de gastos deducibles en 
hingun caso" los pagos o prestaciones de cualquier clase que 
se efectùen entre las personas que componen una misma unidad 
familiar, mientras que el Real Decreto mencionado claramente 
los considéra como gastos, correspondientes al coste de perso 
nal (art.102,1,segunda,a), incluyéndolos después en el rendi­
miento neto de la actividad de que se trate (art. 102,1,terce 
ra,1.-). En este sentido, curiosamente sehala el Preâmbulo 
del Real Decreto 2933/1983 que "Como complemento de lo esta­
blecido en este Real Decreto se instrumentarâ la modificaciôn 
legal del régimen del trabajo de los miembros de la unidad 
familiar". En nuestra opiniôn, no puede, o al menos no debe- 
ria, modificarse la Ley como complemento de lo establecido 
en el Real Decreto; primero habria que modificar la Ley, y 
después podrâ desarrollarse adecuadamente el régimen de esti­
maciôn objetiva singular. Cierto es que la modificaciôn del 
régimen de tributaciôn de los pagos entre miembros de la uni­
dad familiar, contenido en el nuevo sistema de estimaciôn ob­
jetiva singular, puede entenderse que no contraviene el funda 
mento de la norma legal dispuesta en el artîculo 19,3,b), pe-
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ro, aun asi, entendemos que el caracter taxativo de esta dis­
posiciôn no puede contradecirse o desvirtuarse por una norma 
de rango inferior.
En cualquier caso, y como consecuencia de todo ello, 
la Ley 44/1983, de Presupuestos Générales del Estado para 
1 9 8 4, contiene una disposiciôn adicional vigesima tercera, 
a tenor de la cual: "El Gobierno deberâ presentar a las Cor­
tes Générales un Proyecto de Ley modificando el régimen fis­
cal de la unidad familiar, que contemple adecuadamente el gra 
vamen de los rendimientos obtenidos por sus miembros". Pensâ­
mes que tal disposiciôn viene, efectivamente, motivada por 
las modificaciones expuestas, y por el anuncio de modifica­
ciôn parcial del régimen de unidad familiar expresado en el 
Preâmbulo del Real Decreto 2933/1983.
b ' ) Referenda a determinados gastos remuneratorios
de servicios personales.
Dentro del propio articulo 19 del texto legal se 
contienen otras dos normas en las cuales se hace referenda 
a la unidad familiar. Se trata de los apartados b') y c') del 
numéro 1,segundo,b) de dicho articulo, segùn el cual, para 
la determinaciôn de los rendimientos netos de las actividades 
profesionales y empresariales y , en su caso, del trabajo y 
del capital, se considerarân como gastos deducibles: "b) Las
cantidades devengadas por terceros en contraprestaciôn direc­
ta o indirecta de servicios personales... En particular... 
b ') Las cantidades destinadas por el sujeto pasivo u otros
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miembros de la unidad familiar al seguro de accidentes del 
personal, c ' > Las asignaciones del sujeto pasivo u otros miembros 
de la unidad familiar, a las instituciones de prevision del 
personal, siempre que su administraciôn y disposiciôn no co­
rresponda a aquéllos".
Cuantos autores se han ocupado de comentar estas normas 
-por lo que a nosotros se nos alcanza- han expresado su comùn 
perplejidad ante las mismas, posiciôn que compartimos plena­
mente. cQué sentido tiene la alusiôn o inclusiôn de "otros 
miembros de la unidad familiar", junto al sujeto pasivo, en 
estos preceptos?. Verdaderamente, no encontramos razôn que 
lo justifique (156). En este sentido, dice Banacloche: "El
supuesto es complicado si se piensa que el miembro que reali- 
ce la asignaciôn no tiene nada que ver con la actividad co- 
rrespondiente. Igual cabe decir para las cantidades destina­
das al seguro de accidentes del personal" (157). Asimismo, Col_ 
menar afirma: "No se ve claramente la 'ratio' de este precep­
to: cuando las asignaciones se realizan por otros sujetos de 
la unidad familiar distintos al titular de la actividad econo 
mica correspondiente y a la que parece hay que atribuir aque­
llos gastos ôcômo encontrar una conexiôn entre aquellas perso 
nas y esta actividad?" (158). Por su parte, Sanchez Pinilla 
ratifica su extraheza ante estas normas, diciendo que "En rea 
lidad, poco uso se harâ del precepto, pero en los casos en 
que se dé, permitirâ considerar como gasto a estas asignacio­
nes, que no tendrân que ir por la via de la deducciôn de la 
cuota, sino en la base" (159). Nada nuevo podemos ahadir aqui
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a estas opiniones, sino sumarnos a esta general extraheza.
Por otra parte, debe sehalarse que el desarrollo regia 
mentario de los preceptos legales a que en este momento nos 
referirnos, suprime la referenda a los otros miembros de la 
unidad familiar, en punto a la consideraciôn como gasto de 
las cantidades asignadas al seguro de accidentes del perso­
nal. Concretamente, dispone el Reglamento en su artîculo 73, 
relativo a los gastos por adquisiciôn de servicios, que se 
incluyen en este concepto de gasto, como especificaciôn de 
las cantidades devengadas por terceros en contraprestaciôn 
directa o indirecta de servicios personales (art. 73,A): "b)
Las cantidades satisfechas en virtud de precepto legal para 
fines sociales y las destinadas al seguro de accidentes del 
personal, c) Las asignaciones del sujeto pasivo u otros miem­
bros de la unidad familiar a las instituciones de previsiôn 
del personal...".
e ) Incrementos y disminuciones patrimoniales.
La nociôn de incremento y disminuciôn patrimonial 
sostenida en el articulo 20,1 de la Ley del Impuesto es obje­
to de delimitaciôn negativa en el numéro 2 de dicho precepto. 
Tal delimitaciôn es necesaria por la propia amplitud con que 
vienen definidos los incrementos y disminuciones de patrimo­
nio, pues de no recogerse expresamente, taies supuestos ha- 
brian de ser considerados como incrementos o disminuciones 
gravables, por concurrir en los mismos los dos elementos con- 
figuradores de aquéllos: la alteraciôn en la composiciôn del
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patrimonio y la variaciôn en el valor del mismo (160). De es­
tas restricciones al concepto de incremento y disminuciôn pa­
trimonial, dos se relacionan con la unidad familiar. A ellas 
nos referimos a continuaciôn.
a') El consume efectuado por los miembros de la unidad
familiar.
Segùn el articulo 20,2,pârrafo segundo, de la Ley, 
a los efectos del Impuesto no se considerarân disminuciones 
patrimoniales las debidas al consume del sujeto pasivo, norma 
que es complementada por el articulo 80 del Reglamento, refi- 
riéndola asimismo a "cualquier miembro de la unidad familiar" 
La precisiôn reglamentaria es adecuada, por cuanto careceria 
de sentido entender que el consume del sujeto pasivo no es 
disminuciôn de patrimonio, y considerar lo contrario respecto 
a los demâs miembros de la unidad familiar. El propio funda­
mento de la norma explica y justifica sobradamente esta acla- 
raciôn del Reglamento.
Esta delimitaciôn y consecuente restricciôn del concep 
to de disminuciôn patrimonial se debe a un motivo évidente: 
consentir que las cantidades destinadas al consume del sujeto 
pasivo o de los miembros de la unidad familiar fueran conside 
radas como disminuciones patrimoniales, equivaldria a desvir- 
tuar el propio caracter y contenido del Impuesto sobre la Ren 
ta (161). Sin embargo el precepto ha sido duramente critica- 
do -nos referimos, fundamentalmente, a Stampa-, afirmando que 
el consumo "siempre es disminuciôn patrimonial, lo que es una
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realidad supralegal que no puede soslayarse", y preguntândo- 
se: "ôQué sometimiento policiaco incompatible con la democra- 
cia significa ese control del gasto que es el consumo?" (162) 
Como sehala Martin Queralt, "que como consecuencia del consu­
mo, el sujeto pasivo ve disminuido el valor de su patrimonio, 
es una realidad innegable, pero ello no obsta a que en la 
cuantificaciôn de la renta del sujeto pasivo, no sea tenido 
en cuenta el destine dado por aquél a su renta o patrimonio, 
pues en otro caso, y por idénticas consideraciones de orden 
supralegal, las cantidades ahorradas habrian de ser considéra 
das como incrementos patrimoniales, lo que conduciria al ab­
surde de gravar, por dos distintos conceptos, un mismo ingre 
so" (163). Por otra parte, como observa G. de la Peha, nadie 
impide al individuo consumir y hacerlo en unos determinados 
bienes, como nadie le somete a un "control policiaco" del mi^ 
mo. Lo ùnico que se le impide es algo bastante mâs simple: 
se le impide reducir su base imponible del IRPF por las canti 
dades de renta o de patrimonio gastadas o consumidas (164).
b') Disoluciôn de la sociedad de gananciales.
El artîculo 20,2,pârrafo tercero de la Ley, y el 
articulo 79 del Reglamento, enumeran una serie de supuestos 
en los cuales no se considéra producido el requisite de la 
alteraciôn patrimonial. Se trata por tanto, como expresa el 
Reglamento, de actos que no implican incrementos o disminucio 
nés patrimoniales; entre ellos, se encuentra la disoluciôn 
de la socieda de gananciales, supuesto al que la redacciôn
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reglamentaria anade la extinciôn del régimen de participation 
de los cônyuges, nuevo régimen de comunidad introducido en 
el côdigo Civil por la reforma de 1981 (165). En estos casos 
se entiende que no se ha realizado el incremento o la disminu 
ciôn patrimonial, siendo por tanto indiferente que el valor 
del patrimonio del sujeto pasivo haya experimentado una varia 
ciôn positiva o negativa; taies variaciones "no se estiman", 
dice la Ley, o "se estima que no existen", dice el Reglamen­
to , por entenderse que no son consecuencia de una alteraciôn 
en la composiciôn del patrimonio (166).
Esta previsiôn no se encontraba recogida en el Proyec­
to de Ley del Impuesto; fué introducida por acuerdo unanime 
de la Ponencia, entendiendo que en estos casos "no existe ver 
dadera enajenaciôn, sino especificaciôn o individualizaciôn 
de derechos" (167). Ciertamente, la critica generalizada de 
que es objeto esta disposiciôn no carece de fundamento (168). 
Dejando a un lado las posibles consideraciones acerca de si 
en estos supuestos se produce meramente una especificaciôn 
de derechos, cuestiôn en todo caso controvertida (169), lo 
que si esta claro es que la exclusiôn de los mismos no se ju^ 
tifica porque en ellos no existe "enajenaciôn". La Ley, al 
définir la nociôn de incremento o disminuciôn patrimonial, 
se refiere a "alteraciôn" en la composiciôn del patrimonio, 
y es évidente que la "alteraciôn" es mucho mâs amplia que la 
"enajenaciôn", e incluye, desde luego, los amplios efectos 
que de la disoluciôn de la sociedad de gananciales y su co­
rrespondiente liquidaciôn, se derivan para los patrimonios
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de los cônyuges (170); y lo mismo vale decir para la extin- 
ciôn del régimen de participaciôn (171).
Ahora bien, rechazada aquella razôn como motive que 
explique la exclusion de la disoluciôn de la sociedad de ga- 
nanciales, en punto a su consideraciôn como acto que implique 
alteraciôn patrimonial -e igualmente, claro esta, para la ex 
tinciôn del régimen de participaciôn-, lo que debemos pregun- 
tarnos es si existe otro argumente en base al cual tal exclu­
sion pueda justificarse. Este es, ise encuentra verdaderamen- 
te fundamentado el entender que en los cases de disoluciôn 
de la sociedad de gananciales no se producen incrementos o 
disminuciones de patrimonio?.
La sociedad de gananciales conduira, segûn el articu­
le 1392 del Côdigo Civil, cuando se disuelva el matrimonio, 
cuando sea declarado nulo, cuando judicialmente se décrété 
la separaciôn de los cônyuges, y cuando los cônyuges conven- 
gan un régimen econômico distinto en capitulaciones matrimo­
niales (172), sin que elle afecte, al vinculo matrimonial, 
como es sabido. De acuerdo con la tônica general del régimen 
de unidad familiar, lo lôgico, a nuestro entender, es que 
cuando el matrimonio se disuelve, se déclara nulo o se produ­
ce la separaciôn judicial de los cônyuges, pasando cada uno 
de ellos a integrar bien otra unidad familiar, bien un sujeto 
pasivo independiente, se estimen las diferencias de valor que 
hayan podido originarse. La exclusiôn deberia quedar limitada 
al supuesto de disoluciôn de la sociedad de gananciales por 
convenir los cônyuges un régimen econômico distinto "constan­
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te matrimonio". Y ello, primero, por coherencia con el régi­
men general de unidad familiar, en el que no se otorga rele- 
vancia al régimen econômico matrimonial pactado por los cônyu 
ges; y, segundo, porque el fundamento de tal irrelevancia es 
întegramente vâlido en este punto, ya que tal fundamento no 
es otro que evitar alteraciones fraudulentas del régimen eco­
nômico matrimonial.
Por otra parte, la norma contenida en el articule 20, 
2,pârrafo tercero, de la Ley, lo ùnico que hace es aplazar 
la estimaciôn de los incrementos y disminuciones patrimonia­
les (173), pero ha venido a introducir un elemento distorsio- 
nador en el régimen general de los incrementos y disminucio­
nes de patrimonio, como en el que debiera ser el régimen de 
la unidad familiar (174). En este orden de consideraciones, 
la presencia de ese "elemento distorsionante", se aprecia cia 
ramente si ponemos en relaciôn la norma comentada -art. 20,2, 
pârrafo tercero-, con la disposiciôn contenida en el articule 
20,3 de la cual pueden derivarse situaciones conflictivas e 
incluse paradôjicas. En efecto, segûn este ultime articule, 
"Son incrementos ô disminuciones de patrimonio, y como taies 
se computarân en la renta del transmitente, las diferencias 
de valor que se pongan de manifiesto con motive de cualquier 
transmisiôn lucrativa". Pues bien, cuando la sociedad de ga­
nanciales, o el régimen de participaciôn, se disuelve o se 
extingue, respectivamente, por muerte de uno de los cônyuges, 
ôcuâl de aquellos dos preceptos corresponde aplicar?.
El profesor Ramallo (175) entiende que es de aplica-
779
cion el articulo 20,2,pârrafo tercero, y por tanto no precede 
la estimaciôn de los incrementos o disminuciones patrimonia­
les. Ciertamente, esta interpretaciôn puede argumentarse en 
base a que se trata de una norma mas especifica en relaciôn 
con la norma contenida en el articule 20,3, en el que se esta 
regulando la posibilidad de que transmisiones a titulo gratui 
to, tanto si tienen lugar "inter vivos", como si se producen 
"mortis causa", pongan de manifiesto diferencias de valor en 
relaciôn a la renta del transmitente. Pero tal interpretaciôn 
supone aplicar un tratamiento distinto a la disoluciôn por 
muerte del matrimonio, a efectos de estimar o considerar los 
incrementos o disminuciones patrimoniales, segûn el régimen 
econômico que rija aquél; si en el matrimonio rige el régimen 
de separaciôn de bienes no se produce el senalado conflicto 
de normas, siendo entonces claramente de aplicaciôn al falle- 
cer un cônyuge, el articulo 20,3 de la Ley (176).
Desde esta perspectiva, pudiera pensarse que al ex- 
cluir la disoluciôn de la sociedad de gananciales como supue^ 
to que implica alteraciôn patrimonial, tal disposiciôn se re- 
fiere mas bien a los supuestos en que aquélla tiene lugar 
cuando el matrimonio es declarado nulo, se disuelve por di- 
vorcio, los cônyuges se separan, o convienen un régimen econo 
mico distinto, pero no al supuesto de disoluciôn por muerte. 
Entendemos que en este caso, siempre debe ser de aplicaciôn 
la norma contenida en el articulo 20,3 de la Ley; esto es, 
estimândose los incrementos y disminuciones patrimoniales en 
la renta del cônyuge premuerto.
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De cualquier forma, como vemos, la delimitaciôn negati 
va del concepto de incremento y disminuciôn patrimonial, en 
cuanto a la disoluciôn de la sociedad de gananciales y extin- 
ciôn del régimen de participaciôn se refiere, es dificilmente 
justificable. No parece una norma afortunada, especialmente 
teniendo en cuenta los problemas que puede ocasionar en los 
supuestos de disoluciôn por muerte de uno de los esposos.
Por ultimo, hay que sehalar que el articulo 79 del Re- 
glamento, relative a los actos que no implican incrementos 
o disminuciones patrimoniales, contiene un apartado 2 segûn 
el cual en esos casos los bienes y derechos se incorporarân 
al patrimonio por el mismo valor por el que se hubiese compu- 
tado el derecho enajenado (177) o ejercitado. Este precepto 
tiene una finalidad bastante Clara: evitar, en palabras de
G. de la Pena, que con esos supuestos "se evada la parte del 
incremento patrimonial que corresponde al periodo de tiempo 
anterior al de la realizaciôn de las mencionadas operaciones 
y que caso de admitirse la incorporaciôn de esos bienes o de­
rechos por un valor superior al hasta entonces declarado ha- 
bria supuesto la prâctica desapariciôn del incremento patrimo 
niai por toda su cuantia a la divisiôn o disoluciôn" (178).
c ') Alimentes entre cônyuges: consideraciôn critica.
Insuficiencia legal e incorrecciôn reglamentaria: 
la via de los gastos excepcionales no suntuarios.
El articulo 7 de la Ley, incluido dentro del Capi­
tule III, dedicado al sujeto pasivo, contiene un nûmero 42
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segûn el cual: "En los supuestos de anualidades por alimentes 
satisfechos entre cônyuges por decisiôn judicial, el importe 
de las mismas se computarâ como ingreso del perceptor y no 
constituirâ renta gravable en el alimentista". Tal vez sea 
esta una de las normas del Impuesto mas unânimemente critica- 
das (179), existiendo una verdadera coincidencia de pareceres 
al sehalar las deficiencias técnicas de la misma. De ello ca- 
be destacar la incorrecta incardinaciôn sistemâtica del pre­
cepto, asl como la confusiôn de termines que en él se contie- 
nen (180).
En cuanto a lo primero, no se comprende, efectivamen- 
te, la razôn por la cual se haya podido situar esta norma en­
tre las dedicadas al sujeto pasivo, ni aûn entendiéndola como 
especificaciôn de lo que no es renta (181). En este sentido, 
como observa Ferreiro (182), el articulo 72 tiene por finali­
dad determinar la renta gravada en funciôn del sujeto pasivo 
y consecuentemente con el articulo 42 distingue entre: a) ren 
ta gravada de las personas fisicas residentes en Espaha, ais- 
ladamente consideradas (nûm.1); b) renta gravada de las perso 
nas fisicas no residentes en Espaha (nûm.2) y c) renta de las 
personas fisicas integradas en una unidad familiar. El nûmero 
4 de este articulo esta claramente fuera de lugar.
En cuanto a la referida confusiôn de termines, califi- 
cada de "injustificable error semântico del legislador" (183), 
no es otra, claro esta, que el empleo del termine "alimentis­
ta". El termine "alimentista", en el lenguaje usual y en el 
de nuestro ordenamiento juridico (184), désigna a la persona
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que percibe los alimentes, mientras que el articule 72,4 la 
emplea para designar a la persona que presta los alimentes. 
Solo asi adquiere sentido este articulo. Dicho con otras pala 
bras: el articulo 72,4 literalmente dispone que en los supue^ 
tes de anualidades por alimentes el importe de las mismas se 
computarâ como ingreso del perceptor y no constituirâ renta 
gravable para el perceptor ("alimentista"); con lo cual, es 
necesario entender por alimentista, no alimentista, sine ali­
mentante, para que la norma tenga algùn sentido.
El Reglamento, mâs correctamente, situa esta norma en 
el Capitule v ("Determinaciôn de la renta"), dentro de su Sec 
ciôn IV, relative a los incrementos y disminuciones patrimo­
niales, y corrige el error terminolôgico de la Ley. Concreta- 
mente, se dispone en su articulo 89: "En los supuestos de
anualidades por alimentes satisfechas entre cônyuges por deci 
siôn judicial, el importe de las mismas se computarâ como in­
greso del perceptor y como disminuciôn en el obligado a satis 
facerlas".
Por lo que se refiere al contenido de la norma comenta 
da, igual en el precepto legal y en el reglamentario, también 
es unânime y justificada la consideraciôn critica de la mis­
ma, por cuanto alude ûnicamente a un supuesto de prestaciôn 
de alimentes: los satisfechos entre cônyuges por decisiôn ju­
dicial, desconociendo todos los demâs (185). Esta Clara insu­
ficiencia de la consideraciôn a efectos del tribute de la 
obligaciôn de alimentes entre parientes -que no es sine una 
manifestaciôn del inadecuado tratamiento que de las cargas
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familiares se contiene en el IRPF, como ya hemos manifestado 
en otro lugar-, ha intentado ser subsanada por el Reglamento 
de 1981, que al enumerar los supuestos que se consideran in- 
cluidos entre los gastos excepcionales no suntuarios menciona 
las "anualidades por alimentes que no sean entre cônyuges y 
siempre en caso de obligado cumplimiento de acuerdo con nues­
tro ordenamiento juridico" (art. 123,d,6). Claramente se ad- 
vierte la incorrecta calificaciôn de estas "anualidades" como 
gasto "excepcional" (186), que, ademas, se contradice de for­
ma expresa con la propia definiciôn general que de esta clase 
de gastos se contiene en el mismo articulo 123,d), segun el 
cual, se trata de gastos que "tengan caracter esporadico u 
ocasional".
La inclusiôn de estas anualidades por alimentos entre 
los gastos excepcionales no suntuarios, tiene un efecto dis­
torsionante, por cuanto produce efectos no previstos por el 
legislador al regular las deducciones de la cuota; o lo que 
es lo mismo, aquella inclusiôn se aviene malamente con la fi­
nalidad y estructura de las deducciones de la cuota, tal como 
estas fueron originariamente previstas. Asi, puede ocurrir 
que en situaciones familiares anômalas, una persona dé dere­
cho a deducciôn en dos declaraciones diferentes, y ademas se 
produce una discriminaciôn entre el tratamiento de las cargas 
familiares, que perjudica o hace "de peor derecho", a las que 
ya venian previstas en la Ley.
En cuanto a lo primero, es suficientemente significati 
va la contestaciôn a una consulta vinculante de 9 de mayo de
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1981 (187), "sobre situaciôn tributaria de una persona solte- 
ra que tiene a su cargo a sus hermanos, por fallecimiento de 
la madré y abandono del padre", en la que, de acuerdo con el 
articulo 52 -modalidades de unidad familiar-, se aclara que 
esa persona no forma unidad familiar con sus hermanos. Pero, 
"sin embargo, el sostenimiento de taies hermanos, en tanto 
no sean alimentados por su padre, se considéra gasto excepcio 
nal no suntuario... Los cinco hermanos menores de edad, for- 
man unidad familiar con el padre, en cuya declaraciôn de Ren­
ta producen el derecho a la deducciôn en tanto no sean someti^ 
dos a otra tutela". Es obvio que a efectos de la persona sol- 
tera que mantiene a sus cinco hermanos menores, mâs le vale 
considerar tal gasto como excepcional no suntuario que no con 
siderarlo de ninguna manera. No es la equidad del caso lo que 
aqui objetamos, sino, precisamente, el que no estén previstas 
en la Ley situaciones de ese tipo, y haya que recurrir a una 
via como la senalada, considerando "excepcional" algo que a 
todas luces no lo es.
En cuanto al segundo efecto distorsionante antes sena­
lado, y también ilustrândolo por la via ejemplificativa, re- 
sultarâ que al padre que mantiene a su hijo perteneciendo am- 
bos a la misma unidad familiar, le corresponde deducir de la 
cuota por tal concepto 14.000 pesetas (188); mientras que el 
padre, separado judicialmente, que mantiene a su hijo, puede 
llegar a deducir 30.000 pesetas (189) por el mismo concepto, 
y ademâs, claro estâ, el hijo darâ derecho a deducciôn en la 
declaraciôn del padre a cuyo cuidado esté confiado (190).
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Como vemos, la regulacion de esta materia no puede ser 
mas desafortunada, siendo ineludible una modificaciôn de este 
punto. En este orden de consideraciôn, pensamos que una co­
nnecta regulaciôn de la obligaciôn de alimentos entre parien­
tes que no forman parte de la unidad familiar, debe conside­
rar los siguientes elementos. En primer lugar, es necesario 
distinguir dos supuestos distintos -en cierta forma reconoci 
dos por la actual normativa, como despues veremos-, ya que 
ambos deben diferenciarse a efectos de su consideraciôn por 
el tributo. Por un lado, lo que podemos llamar, siguiendo la 
denominaciôn del articulo 89 del Reglamento, supuestos de 
"anualidades por alimentos" y, por otro, supuestos de "perso­
nas a cargo del sujeto pasivo".
En cuanto a las "anualidades por alimentos", nos pare­
ce connecta la consideraciôn de las mismas como disminuciôn 
patrimonial para el deudor alimentario o alimentante y como 
incremento patrimonial para el acreedor alimentario, alimen­
tista o perceptor de los alimentos. Tal régimen, aunque des- 
pués de lo expuesto résulta évidente, debe comprender o refe- 
rirse a todos los supuestos de prestaciôn de alimentos, y no 
sôlo al de los cônyuges, siempre que se cumplan los siguien­
tes requisites; primero, que medie sentencia judicial en la 
que se reconozca y cuantifique la prestaciôn correspondiente. 
La exigencia de "sentencia judicial" es ineludible, porque en 
caso contrario se estarla abriendo una posibilidad de fraude 
que podrîa desvirtûar la propia existencia de la unidad fami­
liar; recuérdese lo dicho en cuanto al fundamento del siste-
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ma de tributaciôn conjunta y su finalidad de evitar distribu- 
ciones fraudulentas de renta entre las personas de la fami- 
lia. Asimismo, aunque la obligaciôn de alimentos nace en el 
momento en que la persona con derecho a ellos los necesitare, 
"no se abonarân -dice el articulo 148 del Côdigo Civil- sino 
desde la fecha en que se interponga la demanda" (191). El se­
gundo requisito viene constituido por la necesidad de hacer 
constar expresamente que taies anualidades o prestaciones ten 
gan lugar entre personas que no pertenezcan a la misma unidad 
familiar, lo cual, aunque pueda parecer una reiteraciôn inne- 
cesaria si previamente se exige sentencia judicial, no lo es 
teniendo en cuenta ciertas situaciones conflictivas respecte 
al levantamiento de las cargas del matrimonio (192).
En cuanto a los supuestos de "personas a cargo del su­
jeto pasivo", que no forman parte de la unidad familiar y que 
no se encuentren comprendidas en el supuesto de "anualidades 
por alimentos", debe permitirse por ellas una deducciôn de 
la cuota de cuantia similar a la prevista para los miembros 
de la unidad familiar. Asimismo, claro esta, tal posibilidad 
debe limitarse a las personas respecto de las cuales exista 
obligaciôn de prestar alimentos de acuerdo con nuestro ordena 
miento juridico, ya que en caso contrario se trata de una "1^ 
beralidad" del sujeto pasivo, prevista expresamente en el ar­
ticulo 20,2,pârrafo segundo, de la Ley.
Una norma de cautela, quizâs exagerada, pero no inutil 
teniendo en cuenta los supuestos de "padre independiente", 
debe exigir que para que procedan las deducciones familiares,
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en general, la persona a la que se refiera en cada caso, debe 
encontrarse efectivamente a cargo del sujeto pasivo, al igual 
que el articulo 29,c) de la Ley y 121,5 del Reglamento -deduc 
ciôn por ascendientes- exigen para esa deducciôn en concrete 
que convivan con aquél.
En définitiva, lo que proponenos, utilizando como punto de 
referenda las actuales disposiciones del Impuesto, puede con 
cretarse en lo siguiente: 1) Ampliar el articulo 89 del Régla 
mento a todo supuesto de anualidades por alimentos, con los 
requisites mencionados. 2) Ampliar la deducciôn por ascendien 
tes a toda persona a cargo del contribuyente, respecto de la 
cual sea de obligado cumplimiento la prestaciôn de alimentos, 
de acuerdo con nuestro ordenamiento juridico; ello con inde- 
pendencia, claro estâ, de la exigencia relativa a una determi 
nada cuantia de renta propia de taies personas, por encima 
de la cual no procédé tal deducciôn. 3) Suprimir el numéro '
6 del apartado d) del articulo 123 del Reglamento.
f) Otros aspectos de la base imponible en relaciôn con 
la unidad familiar.
Hasta ahora hemos visto en este epigrafe los efec­
tos que de la unidad familiar se derivan en punto a la deter­
minaciôn de la base, no siendo necesario subrayar la importan 
cia de los mismos; Pero la trascendencia que esta figura pré­
senta en relaciôn con la base imponible del tributo, no se 
circunscribe a los efectos senalados, aun siendo los mâs ca- 
racteristicos; existen también otras normas relativas a la
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determinaciôn de la base imponible, en las que influye ya di- 
recta ya indirectamente, el hecho de que el sujeto pasivo per 
tenezca a una unidad familiar. Tal ocurre con la determina­
ciôn de la base imponible en los periodos impositivos inferio 
res al ano, como consecuencia de la interrupciôn del periodo 
impositivo normal por causa imputable bien al propio sujeto 
pasivo, bien a una circunstancia o suceso que afecta ya a 
otro sujeto pasivo incluido en la misma unidad familiar, ya 
a la propia existencia de la unidad familiar en cuanto conjun 
to de personas fisicas determinadas. De manera indirecta in­
fluye el hecho de la pertenencia a una unidad familiar, en la 
determinaciôn de los limites de aplicaciôn del régimen de es­
timaciôn objetiva singular. Y también es necesario aludir a 
determinadas normas sobre el criterio de imputaciôn temporal 
de ingresos y gastos, contenidas en el Reglamento de 1981, 
asi como a la compensaciôn de pérdidas entre los resultados 
de un ejercicio con los cinco ejercicios siguientes, para 
aclarar alguna duda que sobre la titularidad de ese derecho 
de compensaciôn pudiera originarse, cuando el sujeto pasivo 
pertenece a una unidad familiar.
a') Determinaciôn de la base imponible en perido infe­
rior al aho.
En el IGRPF, en el supuesto de que el contribuyen­
te falleciera en dia distinto al 31 de diciembre, produciéndo 
se asi la anticipaciôn del devengo, correspondia, para el cal. 
culo del tributo debido por ese periodo impositivo, "estimar
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la base imponible que corresponderia al ano, al objeto de 
aplicar la tarifa" (193). Tal norma es acertadamente suprimi- 
da (194) en la Ley del IRPF de 1978, al disponer en su articu 
lo 2 4 , 3  que en los supuestos de periodo impositivo inferior 
al ano "la base imponible sera la que corresponda a la renta 
obtenida hasta dicha fecha, sin que procéda en ningûn caso 
la elevaciôn al ano de esta. Esta norma, a nuestro entender, 
es adecuada, ya que no debe olvidarse que el Impuesto grva 
la renta obtenida hasta la fecha del devengo y que, por tan­
to, no puede integrar la base la renta que presuntamente po- 
dria obtenerse con posterioridad a esa fecha. Si algùn efecto 
de "ahorro fiscal" se produce para el contribuyente por el 
hecho de fraccionar el periodo impositivo, ello es precisamen 
te una consecuencia de la excepcionalidad del supuesto, que 
es lo que motiva la decision del legislador en este punto
(195).
b') Limites de aplicaciôn del régimen de estimaciôn
objetiva singular.
Al poco tiempo de publicarse la Ley del Impuesto
(196) manifestaba Banaclociie la necesidad de que el Reglamen­
to aclarara los limites de aplicaciôn del régimen de estima­
ciôn objetiva singular; particularmente, si se limitaba por 
volumen de ingresos, era necesario determinar si tal limite 
se referia a cada sujeto pasivo o al conjunto de ingresos per 
cibidos por los miembros de la unidad familiar (197). La acla 
raciôn se produjo previamente a la publicaciôn del Reglamen-
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to, por la Orden de 26 de diciembre de 1978 (BOE de 27 de di­
ciembre), por la que se desarrollaba el régimen de estimaciôn 
objetiva singular. En esta disposiciôn se establecieron dos 
tipos de limites a la aplicaciôn de aquel régimen: uno, en
funciôn de la cuantia de ingresos -1 .5 0 0 . 0 0 0 pesetas para pro 
fesionales y artistas- o volumen de operaciones -5 0 .0 0 0 . 0 0 0  
para actividades. empresariales-; y otro por la naturaleza de 
las actividades (art. 1 2 , nùms.1,2 y 3 de la citada Orden). 
En ella se disponia asimismo que para el cômputo de los limi­
tes cuantitativos se tendria en cuenta la totalidad de los 
ingresos o volumen de operaciones del sujeto pasivo en el 
ejercicio inmediatamente anterior a aquel en el que tuviera 
lugar la aplicaciôn de este régimen (art. 1 2 ,4 ). Tal norma 
no se recogiô expresamente en el Reglamento de 1979 (198),
si bien su disposiciôn final tercera declaraba subsistence la 
Orden de 26 de diciembre de 1978. Por su parte, el Reglamento 
de 1981 incorporô un nuevo apartado 3 a su articulo 1 0 0, en 
el que se disponia que para el cômputo de los limites cuanti­
tativos se tendria en cuenta la totalidada de los ingresos 
y volumen de operaciones del sujeto pasivo, derivados de las 
respectivas actividades empresariales, profesionales o artis- 
ticas, realizadas.
La nueva regulaciôn del régimen de estimaciôn objetiva 
singular, introducida por el Real Decreto 2933/1983, de 28 
de noviembre -al que ya nos hemos referido en mâs de una oca 
siôn-, ha venido a cumplir la finalidad primordial de reducir 
el âmbito de aplicaciôn de aquél, a la vez que intenta corre-
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gir determinadas deficiencias -tratamiento discriminatorio en­
tre las empresas, segun los factores productivos del sector 
de que se trate- que originaba la regulacion anterior (199). 
El problema fundamental del régimen de estimaciôn objetiva 
singular y que constituye la "ratio legis" de su nevo régimen 
es enunciado con claridad en el Preâmbulo del Real Decreto 
2 9 3 3/1 9 8 3 , en el que se dice que el desarrollo reglamentario 
que de la estimaciôn objetiva singular se habia llevado a ca- 
bo hasta aquel momento, no ténia en cuenta que la Ley del Im­
puesto configura tal régimen "como un sistema que simplifica 
de manera importante las obligaciones formales, pero que en 
absolute autoriza a determinar unos rendimientos netos distin 
tos de los reales".
De acuerdo con la finalidad enunciada, se modifican 
sustancialmente los limites de aplicaciôn del régimen de esti 
maciôn objetiva singular. Asi, si bien se mantiene la ante­
rior distinciôn entre actividades empresariales, de un lado, 
y actividades profesionales o artisticas, de otro, se mantie­
ne también el limite cuantitativo referido al volumen de ope­
raciones y volumen de ingresos, respectivamente, y se introdu 
ce un nuevo factor de limitaciôn, relative al numéro de traba 
jadores de plantilla; éstos no podrân exceder de doce en nin­
gûn dia del ejercicio, para las actividades empresariales, 
y sôlo los profesionales que no tengan ningûn trabajador asa- 
lariado a su servicio podrân optar por el régimen de estima- 
ciô objetiva singular (art. 99,1 del Reglamento, modificado).
Ademâs, "a efectos de soliciter la inclusiôn en el ré-
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gimen de estimaciôn objetiva singular se tendrân en cuenta 
la totalidad de los ingresos ovolumen de operaciones y el nu­
méro de trabajadores, relatives a la actividad del sujeto pa­
sivo o, en su caso, de la unidad familiar, en el ejercicio 
inmediato anterior a aquel para el que se solicita la aplica­
ciôn de dicho régimen" (art.5-,1 de la Orden de 13 de marzo 
de 1984). Asimismo, se dispone que cuando se desarrollen va­
rias actividades, ya empresariales ya profesionales o artlsti 
cas, los limites correspondientes se referirân al conjunto 
de las actividades citadas respectivamente, computândose con- 
juntamente a estos efectos las actividades desarrolladas por 
los miembros de una misma unidad familiar (art. 99, 3 y 4 del 
Reglamento, y articulo 5 2 , 5 y 6 de la citada Orden de 13 de 
marzo de 1 984).
También a efectos de determinaciôn del limite de aplicaciôn 
del procedimiento simplificado de estimaciôn objetiva singu­
lar, se tiene igualmente en cuenta el conjunto de actividades 
ejercidas por el sujeto pasivo o, en su caso, por los miem­
bros de la unidad familia (art. 103,3 del Reglamento, en su 
nueva redacciôn) (200).
Por lo que se refiere a la trascendencia de la unidad 
familiar en cuanto a la determinaciôn del rendimiento neto 
de estimaciôn objetiva singular, en los términos dispuestos 
por el articulo 102 del Reglamento y en el articulo 11 de la 
Orden de 13 de marzo de 1984, nos remitimos a lo expuesto en 
el apartado d) de este mismo epigrafe.
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c') Imputaciôn temporal de ingresos y gastos.
La existencia de normas que regulen la imputaciôn 
temporal de ingresos y gastos tiene por finalidad evitar que 
los contribuyentes puedan trasladarlos con libertad de un 
ejercicio a otro, neutralizando asi el efecto de la progresi- 
vidad (201). Como norma general, en el Impuesto sobre la Ren­
ta los ingresos se imputarân al periodo en que se hubieren 
devengado y los gastos a aquel en que se hayan producido, con 
independencia del momento en que se efectuan los cobros y pa- 
gos (art. 26,1 de la Ley y 109,1 del-Reglamento), si bien los 
sujetos pasivos podrân acogerse a criterios de imputaciôn dis 
tintos, siempre que los manifiesten y justifiquen la propues- 
ta, especificândose el plazo de su aplicaciôn.
El Reglamento de 1979 disponia en su articulo 112 la 
suspensiôn del plan especial de imputaciôn en los supuestos 
en que el sujeto pasivo dejara de estar sujeto a la obliga­
ciôn personal de contribuir y de fallecimiento del sujeto pa­
sivo, debiendo aplicarse al periodo impositivo en que se pro- 
duzca el supuesto, todos los ingresos y gastos pendientes de 
imputaciôn como consecuencia del plan especial aceptado por 
la Administraciôn. No obstante, los herederos podian solici- 
tar la continuaciôn del plan.
El Reglamento de 1981 ha ampliado esta norma a los ca­
sos de constituciôn, disluciôn y abandono de la unidad fami­
liar por el sujeto pasivo (art. 112,2,3 y 4). A nuestro enten 
der lo mâs importante de ello es que por primera vez se haya
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dado trascendencia a los supuestos de constituciôn, disolu­
ciôn y abandono de la unidad familiar por el sujeto pasivo, 
supuestos que no vienen recogidos en la Ley como taies, aun­
que hubiera sido lo deseable, como ya hemos manifestado, pues 
hubiera permitido un tratamiento mâs sistemâtico del régimen 
de unidad familiar. Estos conceptos se han acogido tardiamen- 
te en las disposiciones reguladoras del tributo, y ademâs se 
han acogido inoportunamente, ya que no se entiende la razôn 
por la cual es encesaria la suspensiôn del plan de imputaciôn 
propuesto por el sujeto pasivo, cuando cambia su situaciôn 
familiar. La posibilidad de opciôn la tiene, segun la Ley, 
el sujeto pasivo, y le debe acompanar sea cual sea su situa­
ciôn familiar posterior (202). El profesor Lasarte pone de 
manifiesto que el articulo 112 del Reglamento tiene por fina­
lidad asegurar el cômputo de los ingresos y gastos pendien­
tes, imputando los mismos al perido en que se realicen taies 
cambios o fallezca el contribuyente, consintiendo la permanen 
cia del criterio de imputaciôn sôlo en los casos en que la 
Administraciôn tributaria tenga garantia de su cumplimiento, 
con lo cual parece évidente que se pretende ante todo asegu­
rar los tributos pendientes (203). Esto, que es perfectamente 
vâlido cuando el contribuyente deja de estar sujeto a la obli 
gaciôn personal de contribuir y cuando se produzca el falle­
cimiento del sujeto pasivo (tal como hacîa el Reglamento de 
1 9 7 9), carece sin embargo de sentido con relaciôn a la modif_i 
caciôn de la situaciôn familiar del sujeto pasivo. Por otra 
parte, en el articulo 112 del Reglamento de 1981 se contienen
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tales deficiencias técnicas en su redacciôn que quizâs llegan 
a hacer inaplicables las normas contenidas en sus apartados 
2, 3 y 4 (204).
Segûn el nûmero 2 del citado articulo 112: "Cuando los 
sujetos pasivos hayan optado por un criterio de imputaciôn 
de ingresos y gastos distinto al que, con caracter general, 
détermina el articulo 109 de este Reglemento y constituyan 
una nueva unidad familiar, todos los ingresos y gastos pen­
dientes de imputaciôn como consecuencia del criterio adopta- 
do deben aplicarse al periodo impositivo en el que pasaron 
a formar parte de dicha unidad familiar, salvo que ésta haya 
optado por el mismo criterio de imputaciôn que el elegido por 
aquéllos". Verdaderamente es para nosotros incomprensible el 
contenido de este precepto. ôQué quiere decir que la unidad 
familiar haya optado por un criterio de imputaciôn?. ôCômo 
puede optar la unidad familiar?. Habrâ que entender que se 
refiere a los sujetos pasivos que compongan la unidad fami­
liar, pero en este caso la norma parece partir del supuesto 
de que el criterio de imputaciôn elegido por los sujetos pasi 
vos es el mismo para todos ellos, lo que, claro estâ, puede 
no ser asl. También parece exigir que el criterio de imputa­
ciôn solicitado por el sujeto pasivo integrado en una unidad 
familiar es igualmente aplicable a todos los sujetos pasivos 
integrados en la misma unidad familiar; es decir, parece impo 
nerse que sôlo puede optarse por un criterio especial de impu 
taciôn cuando el mismo es idéntico para todos los sujetos pa­
sivos de la unidad familiar, lo que, evidentemente, no tiene
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por que ser asi. Cada sujeto pasivo puede optar por un crite­
rio de imputaciôn distinto al de otro sujeto pasivo que perte 
nezca a la misma unidad familiar que aquél, puesto que cada 
uno de ellos es titular de un hecho imponible distinto, y nin 
guna restricciôn en aquel sentido se contiene en la Ley del 
impuesto.
Este ultimo "presupuesto" tambien parece contenerse 
en el numéro 3 del articulo 1 1 2 , segun el cual, en los casos 
de fallecimiento del sujeto pasivo o en los que se produzca 
la disoluciôn en la unidad familiar, todos los ingresos o gas 
tos pendientes de imputaciôn como consecuencia de la propues- 
ta formulada y aceptada, deberân aplicarse al periodo imposi­
tivo en que se produzca aquel supuesto, "salvo que los herede 
ros o los miembros que constituian la unidad familiar disuel- 
ta soliciter la continuaciôn del plan en las condiciones que 
se establezcan por la Administraciôn tributaria". La afirma- 
ciôn de que los herederos soliciter la continuaciôn del plan 
propuesto por el sujeto pasivo que ha fallecido, se compren­
de; pero &qué relaciôn pueden tener los miembros de una unidad 
familiar disuelta (matrimonio que se sépara, anula o divor- 
cia, cese de la tutela de uno de los dos hermanos tutelados, 
cônyuge viudo, padre o madré soltero, cuando el hijo alcanza 
la mayoria de edad, o pasa a vivir de forma independiente, 
etc...) con las rentas del sujeto pasivo o sujetos pasivos 
que antes constituian unidad familiar?. La ùnica forma de en­
tender este articulo es refiriéndolo a los sujetos sujetos 
pasivos que componian la unidad familiar, pero la critica a
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ese "presupuesto" que en la norma parece contenerse respecto 
al plan de imputaciôn, ûnico para todos ellos, es la misma 
que en el caso anterior.
El numéro 4 de este articulo 112 incurre tambien en 
la incongruencia de referirse al "criterio adoptado en su dia 
por la unidad familiar", lo cual no tiene sentido, ya que el 
criterio es propuesto y adoptado por el sujeto pasivo, no 
por la unidad familiar. Concretamente, dispone el articulo 
112,4: "En el supuesto de que un miembro de la unidad fami­
liar deje de serlo, sin disolverse ésta, y tuviese pendientes 
de imputaciôn en el momento de su separaciôn ingresos o gas­
tos atribuibles a él, en virtud del criterio adoptado en su 
dia por la unidad familiar a la que perteneciô, dichos ingre­
sos y gastos pendientes se le atribuirân en el periodo imposi 
tivo en que se produzca su separaciôn, salvo que solicite de 
la Administraciôn tributaria la continuaciôn del mismo crite­
rio y plazo adoptado en su dia y sea aceptado por ésta".
En definitiva, nos parece mâs correcte el articulo 112 
del primer Reglamento del Impuesto que el del texto reglamen­
tario de 1981. Aquél es mâs coherente con la titularidad indi 
vidual del hecho imponible, que se manifiesta, por ejemplo, 
en la titularidad del derecho a compenser pérdidas, a la que 
a continuaciôn nos referiremos. Quizâs el fundamento de aque­
lla norma haya que buscarlo en lo que la misma supone de anti 
cipo de la prestaciôn tributaria para el Fisco, pero ello no 
justifica, a nuestro entender, el incremento de la progresivi 
dad que tiene como consecuencia -imputaciôn de ingresos pen-
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dientes en un solo ejercicio- para el periodo impositivo en 
que se produzca uno de esos casos, maxime cuando la trascen­
dencia de la constituciôn de unidad familiar o la salida de 
la misma del sujeto pasivo no estân previstas como causas sig 
nificativas a efectos de anticipaciôn del devengo, lo que ma­
nifiesta una importante falta de coherencia que no viene sino 
a evidenciar el distinto criterio con que se aborda la misma 
situaciôn segûn el efecto que de ello se derive sobre los in- 
tereses recaudatorios. Cierto que existe la posibilidad de 
continuar con el plan especial de imputaciôn que habîa pro­
puesto el sujeto pasivo, pero se exige una "nueva aprobaciôn" 
del mismo, injustificadamente, a nuestro entender, puesto que 
ya habîa sido aceptado en su momento por la Administraciôn.
d') Compensaciôn de pérdidas.
La compensaciôn de pérdidas, instituciôn privativa 
del Impuesto sobre Sociedades en el sistema tributario espa- 
nol anterior a la refora de 1978 (2 0 5 ), ha sido extendida al 
âmbito del IRPF, disponiéndose en él articulo 21 de la Ley: 
"Si en virtud de las normas aplicables para la determinaciôn 
de la base imponible ésta resultase negativa, su importe po- 
drâ ser compensado dentro de los cinco ejercicios siguientes 
en la cuantia que el sujeto pasivo estime conveniente".
Muy diverses razones se han aducido para justificar 
la posibilidad de que el sujeto pasivo pueda compensar las 
pérdidas de un ejercicio con sus ingresos de otros ejercicios 
posteriores. Asi, Lasarte (206) menciona, junto al principio
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constitucional de capacidad economica, el que esta medida apa 
rece como forma de proteccion de las actividades economicas 
mas arriesgadas, la relaciôn de las pérdidas con regimenes 
especiales de amortizaciôn, y la necesidad de corregir la 
irregularidad en la obtenciôn de la renta, si bien manifiesta 
que ninguno de estos argumentos es suficientemente convincen- 
te por si mismo para justificar el articulo 21 de la Ley. En 
nuestra opiniôn, el fundamento de esta norma responde, de un 
lado, a un principio general: el principio de justicia en el 
âmbito de la imposiciôn, y de otro, a una serie de motivos que 
podriamos llamar particulares, entre los cuales se encuentran 
no sôlo los antes apuntados, sino también otros que coadyuvan 
en este sentido. En este orden, tampoco es ajena a la posibi­
lidad de que el sujeto pasivo del IRPF pueda compensar pérdi­
das, la introducciôn en el mismo del régimen de transparencia 
fiscal, ya que en éste se traslada a los socios no sôlo el 
bénéficié de la Sociedad, sino también, en su caso, las pérdi 
das, determinadas conforme a las normas del Impuesto sobre 
Sociedades (207).
La compensaciôn de pérdidas aparecia prevista en el 
articulo 21 del Proyecto de Ley del Impuesto, si bien por ini^  
ciativa de la Ponencia se introdujo una modificaciôn en la 
redacciôn del precepto, con la finalidad de que quedara Clara 
mente establecido que la compensaciôn es facultative para el 
sujeto pasivo, disponiéndose asimismo la facultad de aquél 
para distribuir la compensaciôn en la cuantia que estime con­
veniente (208).
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En cuanto a los sujetos que tienen derecho a efectuar 
la compensaciôn, el articulo 21 se refiere ûnicamente a los 
sujetos pasivos, sin hacer referencia alguna a la unidad fami^  
liar. Ello es perfectamente coherente y lôgico, teniendo en 
cuenta la titularidad individual del hecho imponible. Incluso 
autores que no parten de esa titularidad individual, como Ra­
mallo, al plantearse la posibilidad de situaciones dudosas 
en relaciôn a la compensaciôn de base imponible negativa de 
un ejercicio dentro de los cinco ejercicios siguientes, afir- 
man que "lo lôgico parece ser que el sujeto que abandona una 
UF, si fué él quien diô origen a la base negativa, sea él tam 
bien quien arrastre el derecho a la compensaciôn" (209). Tam­
bien Diaz Tovar, aunque afirma, en principio, que "puede cue^ 
tionarse si el titular del derecho de compensaciôn es la per­
sona fisica... o la unidad familiar en que esta integrada", concluye 
ye,sin embargo,que en caso de conflicto de intereses, el titu 
lar del derecho a la compensaciôn sera la persona fisica, aun 
que varie su situaciôn familiar (2 1 0 ).
El Reglamento de 1981 ha venido a resolver esta duda, 
en su articulo 9 6 , ûnico precepto dedicado al desarrollo del 
articulo 21 del texto legal, disponiendo en su nûmero 3: "Cuan 
do un miembro de la unidad familiar deje de serlo, y tuviese 
pérdidas a él imputables, pendientes de conpensaciôn, ésta se 
llevarâ a efecto, en su caso, en las declaraciones correspon­
dientes a su nueva situaciôn familiar". La posibilidad de que 
una persona fisica que ha registrado pérdidas se intégré en 
una unidad familiar o se séparé de la misma para, a su vez.
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permanecer como tal sujeto pasivo independiente o constituir 
una nueva unidad familiar, da lugar a una rica casulstica, 
respecto a la cual se ha senalado las consideraciones que, 
desde el punto de vista de la equidad, puedieran formularse, 
"en el caso extremo de un sujeto pasivo ûnico perceptor de 
rentas de la unidad familiar que tuviese pérdidas en un ejer­
cicio y se beneficiase en cambio de la compensaciôn en el se- 
no de la unidad familiar diferente por haberse separado de 
la primera" (211). Estas observaciones, a nuestro entender, 
sôlo relativamente pueden aceptarse, por cuanto parecen presu 
poner una especie de "derecho adquirido" por parte de los mien 
bros de la unidad familiar a beneficiarse de las pérdidas de 
uno de ellos. Sôlo desde esta perspectiva puede parecer injus 
to que una persona que ha sufrido pérdidas teniendo una situa 
ciôn familiar determinada, perteneciendo a una unidad fami­
liar concreta, las compense, sin embargo, en una unidad fami­
liar diferente. En este sentido, es significativa la opiniôn 
de Sanchez Pinilla, para quien "El Reglamento no es coherente 
en el tratamiento de la compensaciôn de pérdidas con la inte- 
graciôn de las rentas en la unidad familiar. Las personas que 
forman una unidad familiar compensan en un mismo periodo los 
beneficios y las pérdidas, los incrementos y las disminucio­
nes, de tal modo que unos se benefician, por llamarlo de al- 
gûn modo, de las pérdidas de otros, confundiéndose rendimien­
tos positivos y negativos en la declaraciôn comûn" (2 1 2 ).
En nuestra opiniôn, el presuponer un "derecho" de los 
miembros de la unidad familiar a compensar sus ingresos futu-
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ros con las perdidas de quien pertenecio a la misma unidad 
familiar que aquéllos, es mas que discutible. En realidad, 
desde el punto de vista de la equidad, mas discutible pudiera 
parecer (2 1 3 ) la norma segun la cual la compensacion de pérdi 
das se interrumpirâ, en su caso, por el fallecimiento del su- 
jeto pasivo, sin perjuicio de su posible compensacion en la 
declaraciôn correspondiente al ultimo periodo impositivo del 
causante (art. 96,3 del Reglamento). Este precepto, aunque 
se ha relacionado especialmente con los miembros de la unidad 
familiar a la que pertenecîa la persona fallecida (214), a 
quien afecta, obviamente, es a quienes le sucedan en los bie- 
nes y derechos, aunque en la pfactica unos y otros coincidan 
frecuentemente. Como observa Lasarte, este precepto es acorde 
con las disposiciones légales que solo conceden la compensa­
cion con cargo al propio Impuesto sobre la Renta de ejerci- 
cios futures, y con la lôgica del tratamiento fiscal de la 
renta y de las sucesiones "mortis causa". En general, las 
obligaciones del causante, y en particular las pérdidas regis 
tradas por el mismo, habrân de ser imputadas a sus bienes y 
derechos como operaciôn previa a la determinaciôn del valor 
neto transmitido; por tanto, en la medida en que no puedan 
ser absorbidas por la renta del ultimo ejercicio, disminuirân 
el valor neto patrimonial recibido por el heredero. La compen 
saciôn por parte de este, carecerîa, pues, de justificaciôn 
(215).
803
B La base imponible acumulada y la aplicacion de la tari
fa progresiva. Limite de la cuota integra.
Como es sabido, para hallar la cuota integra del tribu 
to se aplica el tipo de gravamen que corresponda a la base
imponible, para cuyo calculo se integran y compensan las cuan
tias de las distintas partidas, positivas y negativas, que 
componen la renta (art. 13,2 de la Ley). Cuando se trate de 
sujetos pasivos pertenecientes a una unidad familiar, como
recuerda el articulo 37, 2 del Reglamento, para determinar
la base hay que tener en cuenta el principle de acumulacion 
de las rentas de los miembros, de manera que, a su vez, las 
bases imponibles correspondientes a los sujetos que componen 
la unidad familiar, se integran y compensan en su cuantia, 
dando lugar a la base imponible "acumulada" o "plural", segun 
la terminologia de Ramallo (216).
En el Impuesto sobre la Renta no es aplicable la
nocion de base liquidable, definida en el articulo 53 de la 
LGT como "el resultado de practicar, en su caso, en la import 
ble, las reducciones establecidas por la ley propia de cada
tribute", ya que el legislador ha sustituido la técnica de
las desgravaciones en la base por la de deducciones en la cuo 
ta, de acuerdo con la tendencia propugnada en la actualidad, 
como hemos visto en otro lugar (2 1 7 ), por reputarse este sis- 
tema mas simple y equitativo. A ello se refiere el articulo 
95,2 del Reglamento, conforme al cual. "Una vez fijada la ba­
se imponible no podra ser objeto de reduccion alguna", si 
bien hay que tener en cuenta la posibilidad prevista en el
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articulo 21 de la Ley, de compensar las perdidas de ejerci- 
cios anteriores, a lo que ya nos hemos referido (218).
Al ser progresiva la tarifa del Impuesto, la acumula­
cion de las bases imponibles correspondientes a los miembros 
de la unidad familiar produce el efecto évidente de incremen- 
to de la progresividad, de manera que la cuota résultante 
es mayor que la cuota que hubiera resultado de sumar las co—  
rrespondientes a cada uno de aquellos miembros, caso de que 
hubieran tributado separadamente (219). Se trata de un efecto 
primordial del régimen de la unidad familiar, de acuerdo con 
el fundamento de la misma en los términos expuestos en el ca­
pitule anterior. La finalidad de gravar la capacidad contribu 
tiva que corresponde al grupo familiar y no al individuo, 
atendiendo a la circunstancia fundamental de que el hecho de 
la convivencia altera cualitativa y cuantitativamente la capa 
cidad econômica del individuo en cuanto tal, lo que se tradu­
ce en un incremento de la capacidad de pago cuando mas de un 
miembro obtiene renta, justifican desde el punto de vista teo 
rico la mayor cuota que asi se origina. No obstante, en las 
deducciones de la cuota, como veremos a continuaciôn, se ati^ 
de al hecho de la acumulacion, disponiéndose una deducciôn 
especial para estos supuestos.
Este punto ha sido abordado ya en diverses lugares de 
este trabajo y no considérâmes necesario volver a insitir so­
bre ello. Por otra parte, el senalar el efecto de la mayor 
presiôn tributaria que para los miembros de la unidad fami­
liar se origina, frente a los que no se encuentran en esta
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situaciôn, constituye un lugar comûn en todos los trabajos 
y estudios relatives a la unidad familiar. Por nuestra parte 
no nos queda sine remitirnos a la consideraciôn del fundamen­
to de la unidad familiar, efectuada en el capitule anterior.
La escala de gravamen aplicable con caracter general 
(220), regulada en el articulo 28,1 de la Ley del Impuesto, 
viene siendo modificada en la Ley de Presupuestos con efectos 
durante el periodo de aplicacion de la misma, en ejercicio 
de la habilitaciôn contenida en la disposiciôn adicional se- 
gunda de aquélla. Asi, el articulo 27 de la Ley 44/1983, de 
28 de diciembre, de Presupuestos Generates del Estado para 
1 9 8 4 , dispone con vigencia exclusiva para el ano 1 9 8 4, los 
tipos de gravamen que serân de aplicacion a la base imponible 
del Impuesto. El citado articulo 27 de la Ley de Presupuestos 
para 1 9 8 4, tambien modifica para este mismo anô la limitaciôn 
de la cuota integra prevista en el articulo 28,2 de la Ley 
del Impuesto (221), precepto que queda redactado de la si- 
quiente forma: "La cuota integra de este impuesto, résultante 
por aplicacion de la escala, no podrâ exceder, para los suje­
tos por obligaciôn personal, del 46 por 100 de la base impon_i 
ble ni, conjuntamente con la cuota correspondiente al Impues­
to sobre el Patrimonio Neto del 70 por 100 de dicha base. A 
estos efectos, no se tendra en cuenta la parte del Impuesto 
sobre el Patrimonio que corresponda a elementos patrimoniales 
que, por su naturaleza o destino, no sean susceptibles de pro 
ducir los rendimientos comprendidos en los articulos 14 al 
18 de esta Ley. Para la debida aplicacion de esta limitaciôn.
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la declaraciôn y liquidaciôn de ambos impuestos se realizarân 
simultàneamente" (2 2 2 ).
Por ultimo, y por lo que se refiere a la escala de gra 
vamen aplicable a la declaraciôn simplificada(223), regulada 
en el articulo 115 del Reglamento, es, obviamente, modificada 
a tenor de las normas sobre la materia contenidas en la Ley 
de Presupuestos de cada ano. La escala para la declaraciôn 
simplificada del periodo impositivo correspondiente a 1 9 8 3, 
se contiene en el Real Decreto 351/1984, de 25 de enero (BOE 
de 24 de febrero), por el que se dâ nueva redacciôn al articu 
lo 115 del Reglamento.
C .- Deducciones de la cuota.
a) Consideraciones générales.
Las deducciones de la cuota, reguladas en el articu 
lo 29 de la Ley y en los articulos 119 a 131 del Reglamento, 
pueden calificarse como medidas desgravatorias en sentido am- 
plio (2 2 4), que tienen como finalidad primordial atemperar 
la deuda tributaria a la capacidad econômica del contribuyen- 
te, mediante la subjetivaciôn del tribute. En opiniôn de Gon­
zalez Sanchez (225), las deducciones son "exenciones parcia- 
les". Pero, como ha puesto de relieve Martin Queralt (226), 
partiendo de la distinciôn formulada por Sainz de Bujanda en­
tre exenciôn y otras modalidades de técnicas desgravatorias 
(2 2 7 ), la no incidencia de las deducciones en la delimitaciôn
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del hecho imponible, ni en las normas de determinaciôn del 
sujeto pasivo del impuesto, permite diferenciarlas del concep 
to de exenciôn, tanto objetiva como subjetiva. Se trata de 
técnicas normativas de liquidaciôn del impuesto, que reducen 
la cuantia de las cuotas impositivas normalmente debidas por 
los obligados, segun la concepciôn de Sainz de Bujanda.
En la exposiciôn de motivos del Proyecto de Ley envia- 
do a las Cortes, se ponla un especial énfasis en destacar que 
"Una de las indudables ventajas del Impuesto sobre la Renta 
frente a la imposiciôn de producto, consecuencia de operar 
sobre una base subjetivizada, es la posibilidad de personali- 
zar la carga tributaria atendiendo a las circunstancias perso 
nales y familiares del sujeto pasivo.
"Hasta ahora -continûaba el Proyecto de Ley- la consi­
deraciôn de taies circunstancias se llevaba a cabo bien me­
diante deducciones en la base, bien a través de desgravacio­
nes en la cuota. Frente a esta técnica, de sensible compleji- 
dad en este ultimo caso, el Proyecto plantea la personaliza- 
ciôn del impuesto en la forma de deducciones en la cuota. Con 
ello se persiguen dos ventajas.
"Primera, simplificar la liquidaciôn del impuesto para 
los sujetos pasivos, y segunda, eliminar el caracter regresi- 
vo de la legislaciôn anterior, puesto que, al deducir los ga^ 
tos de la base, una misma cuantia de gastos suponla bénéfi­
cies mayores cuanto mas elevada fuese la renta del sujeto, 
fenômeno que se producla igualmente, aunque con menor intensi 
dad, en el caso de las desgravaciones por circunstancias fami
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liares" (228).
En efecto, el haber evitado operar, como sefiala Garcia
Martin (229), con el concepto de "reduccion" y el no intentar
calificar de desgravaciones o "bonificaciones" las correccio- 
nes (matematicamente "deducciones") que introduce, son un 
acierto. En primer lugar, por satisfacer mejor a la equidad, 
y en segundo término, porque asi se evitan confusiones termi- 
nologicas.
Frente a esta indudable ventaja y acierto del IRPF,
la regulacion que de las deducciones de la cuota se lleva a
cabo en la Ley 44/1978, présenta serios inconvenientes. En 
primer lugar, y fundamentalmente, hay que senalar "la caotica 
ordenacion legal de las deducciones" (2 3 0 ), ya que no existe 
practicamente ningun criterio de sistematizacion de las mis- 
mas. Esta situaciôn se ha intentado corregir en el Reglamen­
to (2 3 1 ), que distingue entre: deducciôn general (art. 1 2 0 ); 
deducciones familiares (art. 1 2 1 ); deducciones por gastos per 
sonales (art. 123); deducciones por incentivos (art. 124); 
deducciôn por aplicaciôn de incentivos regulados en la ley 
del Impuesto de Sociedades (art. 126); y deducciôn por divi- 
dendos percibidos (art. 127). A ello se ahade, lôgicamente, 
la deducciôn de retenciones y pagos fraccionados, la denomina 
da compensaciôn de impuestos, y las que procedan por razôn 
de ingresos obtenidos en Ceuta y Melilla.
En segundo lugar, el cuadro general de deducciones lé­
gales evidencia una notoria falta de previsiôn, por cuanto
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ha sido necesario ampliarlas, en unos casos -asi, por ejemplo, 
el concepto de gasto excepcional no suntuario- o introducir 
nuevos conceptos desgravatorios, ya en los textos reglamehta 
rios, ya en las leyes anuales de Presupuestos, haciendose uso 
de la habilitaciôn contenida en este sentido en la Ley del 
Impuesto -por ejemplo, la deducciôn para los "pensionistas", 
prevista inicialmente en la Ley 42/1979, de 29 de diciembre, 
de Presupuestos Générales del Estado para 1980-. Naturalmen- 
te, no incluimos en esta critica las actualizaciones de las 
cuantias a deducir, lo que es perfectamente lôgico, sino el 
hecho de que haya sido necesario "ampliar" los conceptos pre- 
vistos en el texto legal, para dar acogida a supuestos dignos 
de consideraciôn.
A la falta de sistematizaciôn legal antes senalada, 
viene a sumarse la dificultad que en ocasiones se produce pa­
ra conocer la normativa aplicable en determinados supuestos, 
dadas, por una parte, las remisiones a otros textos legales, 
o "integraciones normativas" (232), el desarrollo reglamenta- 
rio de esta materia, y las constantes modificaciones en las 
Leyes de Presupuestos, que no siempre siguen, ademas, el mis­
mo criterio ordenador a la hora de disponer aquellas (2 3 3 ). 
Todo ello "ofreee un panorama ciertamente irréductible a la 
sistematizaciôn, puesto que las afinidades y las diferencias 
-materiales y estructurales- existentes entre las distintas 
deducciones, se ven potenciadas... por la dispersion normati­
va en cuanto a su tratamiento" (234).
Esta falta de sistematizaciôn tambien dificulta el de-
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cidir la elecciôn de aquellas deducciones que se relacionan 
con la unidad familiar; en ocasiones, claro esta, tal elec­
ciôn no plantea problema alguno -asi, en el incremento de la 
deducciôn general cuando mas de un miembro obtiene renta-, 
pero en otros casos, el limite o frontera que marca la distin 
ciôn entre la problemâtica de las deducciones de la cuota en 
relaciôn con la'unidad familiar y aquellas que pueden enten- 
derse independientemente de la existencia de una unidad fami­
liar, no aparece nada claro (235). Sin embargo, dado que no 
es posible efectuar aqui un anâlisis de todo el conjunto de 
las deducciones, hemos optado por analizar aquellas que direc 
tamente se relacionan con la existencia de la unidad fami­
liar o, si se prefiere, aquellas que tienen como presupuesto 
la existencia de una unidad familiar, aunque, como decimos, 
con ello no se agota la problemâtica que la unidad familiar 
suscita en relaciôn con las deducciones de la cuota (2 3 6 ). 
En este sentido, las disposiciones que habremos de considé­
rer, fundamentalmente, son la Ley del impuesto, el Reglamento 
de 1981 y la Ley de Presupuestos Générales del Estado para 
1984.
Por ultimo, para terminer este comentario general, de- 
be recordarse que la limitaciôn de las deducciones que procé­
dé aplicar para los sujetos pasivos por obligaciôn real de 
contribuir (237), es intrascendente a los efectos de unidad 
familier, ya que los miembros de esta son sujetos pasivos por 
obligaciôn personal.
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b) Deducciôn general. Su incremento en funciôn de la 
acumulaciôn.
La deducciôn general de la cuota es regulada en el 
articulo 29,d) de la Ley del Impuesto -art. 29, apartado f), 
segùn la Ley de Presupuestos para 1984-, y en el articulo 120 
del Reglamento. Aunque formalmente la deducciôn general no 
puede calificarse como un minimo exento (238), siempre que 
el sujeto pasivo realice la declaraciôn del Impuesto, esta 
deducciôn viene en realidad a equivaler a un minimo de exen­
ciôn (239).
La cuantia inicialmente prevista en la Ley del Impues­
to para esta deducciôn era de 1 5 . 0 0 0 pesetas, que pasô a ser 
de 16.500 para el ejercicio correspondiente a 1983 (Ley 5/ 
1 9 8 3, art. 9 ^), y es de 1 7 . 0 0 0 pesetas para el ejercicio de 
1984 (art. 28 de la Ley de Presupuestos para este ano).
El caracter de general implica que corresponde a toda 
declaraciôn formulada, ya se trate de contribuyente indivi­
dual, ya de la declaraciôn correspondiente a la unidad fami­
liar, siendo en principio ùnica en ambos casos (240), si bien 
se dispone una ampliaciôn o incremento de la misma para el 
supuesto de que mas de un miembro de la unidad familiar obten 
ga renta. En este sentido, cuando varios miembros de la uni­
dad familiar obtengan individualmente rendimientos netos del 
trabajo personal, o de actividades empresariales, profesiona- 
les o artisticas, en cuantia superior a 1 5 0 . 0 0 0 pesetas anua­
les, la deducciôn general se incrementarâ aplicando a la mis-
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ma el coeficiente que resuite de multiplicar 1,5 por el numé­
ro de miembros que perciben dichas remuneraciones, segùn se 
dispone en el articulo 29,f), segundo pârrafo de la Ley del 
Impuesto, a tenor de la modificaciôn del mismo contenida en 
la Ley de Presupuestos para 1984 (art. 28). Inicialmente, la 
cuantia de renta exigida era de 75.000 pesetas, y el coefi­
ciente por el que procedia su incremento era de 1,3.
Este incremento de la deducciôn general cumple, a nue£ 
tro modo de ver, dos funciones: una, aplicar la deducciôn ge­
neral propiamente dicha a los miembros de la unidad familiar 
que obtienen renta; otra, atemperar la progresividad del Im­
puesto derivada de la acumulaciôn. Las dos circunstancias que 
condicionan la procedencia del incremento de la deducciôn ge­
neral -que se obtengan rendimientos en una cuantia minima, 
y que los rendimientos lo sean de una determinada proceden­
cia , esto es, naturaleza de la fuente productora de renta y 
cuantia de la misma-, adquieren su significaciôn si son rela- 
cionadas con aquella doble finalidad. Por un lado, es necesa­
rio exigir una cuantia de renta, que viene a equivaler aproxi 
madamente a la cuantia de renta "exenta" a través de la deduc 
ciôn general (241), ya que en caso contrario se estaria conce 
diendo una deducciôn general de mayor cuantia al sujeto pasi­
vo incluido en una unidad familiar que al sujeto pasivo indi­
vidual, lo que no séria lôgico, porque ya existen otras deduc 
ciones (por matrimonio y por hijos) que atienden a sus cir- 
cunstacias familiares. El multiplicar la deducciôn general 
por un coeficiente determinado y no simplemente por el numéro
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de miembros que obtengan renta, es lo que atiende al hecho 
de la progresividad derivada de la acumulaciôn (242). Por 
ello, entendemos, no se permite esta ampliaciôn o incremento 
cuando sôlo se perciben rentas patrimoniales o de capital 
(243), con la finalidad de evitar las posibles situaciones 
de fraude, por cuanto mediante transacciones ficticias de los 
bienes o elementos que producen aquellas, se obtendrîa el de- 
recho a una deducciôn que, de otro modo, no procederîa. Re- 
cuérdese el fundamento de la acumulaciôn, tal como lo sehalà- 
bamos en la primera parte de este trabajo, y su especial sig­
nif icaciôn respecte las llamadas rentas "no ganadas". Nuestro 
legislador ha tenido en cuenta de manera primordial esta con­
sideraciôn, otorgando a la vez un tratamiento fiscal mas ven- 
tajoso las rentas "ganadas" o "no fundadas".
No obstante, puede discutirse, claro esta, la decisiôn 
adoptada, entendiendo que si la acumulaciôn lo es de todos los 
rendimientos, también debe procéder la deducciôn general y 
la correspondiente correcciôn de la progresividad que en todo 
caso se origina, respecto de todas las categorîas de rentas, 
no excluyéndose las patrimoniales o de capital. En este orden 
de consideraciones, entiende Martin Queralt que la soluciôn 
del Impuesto en este punto es discutible, ya que, de manera 
expresa, en el nuevo sistema tributario espanol la discrimina 
ciôn entre rentas ganadas y no ganadas se relega al âmbito 
de la imposiciôn estrictamente patrimonial, mientras que en 
el âmbito del Impuesto sobre la Renta no existen mâs que dos 
parâmetros para determinar el tratamiento tributario de esta:
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su cuantia y las circunstancias personales y familiares de 
los perceptores (244). A nuestro juicio, la discriminaciôn 
que en este punto opera el impuesto es acertada, no solo por­
que efectivamente viene a prévenir situaciones fraudulentas 
verdaderamente incontrôlables por la Administraciôn, sino tam 
bien porque esa discriminaciôn puede entenderse fundada en 
el mayor coste que para el sujeto pasivo supone la obtenciôn 
de rentas de su trabajo, en sentido amplio, frente a las ren­
tas del capital. Por otro lado, nos parece cuanto menos discu 
tible la afirmaciôn de que en el Impuesto sobre la Renta no 
se procédé a una discriminaciôn cualitativa de la misma por 
razôn de su origen; piénsese en la determinaciôn de los rendi 
mientos netos segùn la fuente productora de renta, o en la 
deducciôn de la cuota por dividendos percibidos.
También se ha objetado a la fôrmula de incremento de 
la deducciôn general el hecho de que "se admite sin correc­
ciôn prévisible alguna, un indudable e indeseable efecto de 
salto en la funciôn efectiva del gravamen, cuando los rendi­
mientos con el origen mencionado, correspondientes al segundo 
o siguientes miembros de la unidad familiar que los obtengan, 
pasen de menos a mâs" de la cuantia minima exigida para que 
procéda tal deducciôn (245). Verdaderamente, lo que se pone 
de manifiesto al exigir una cuantia fija de renta por debajo 
de la cual no procédé la deducciôn, es que el legislador ha 
optado por una sistema simple y sencillo, que bénéficia mâs 
a las rentas mâs bajas frente a las mâs altas, sienpre que se 
supere el minimo exigido (246), pero que quizâs sea una fôrmu
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la tosca que no se caracteriza por su precision desde el pun­
to de vista técnico (247).
La Ley de Presupuestos Generates del Estado para 1984 
(Ley 44/1983, de 28 de diciembre), ha ahadido un tercer pârra 
fo al apartado f) del articulo 29 de la Ley del Impuesto, en 
virtud del cual igualmente sera de aplicaciôn este incremento 
de la deducciôn general "en las actividades empresariales o 
profesionales en que se imputen o hayan declarado rendimien­
tos por el trabajo del titular y otros miembros de su unidad 
familiar que, conjuntamente, trabajen en la activiada de que 
se trate"o Tal norma puede parecer, en principio, innecesa- 
ria, habida cuenta de que al disponerse la procedencia de la 
ampliaciôn de la deducciôn general, el precepto correspondiez 
te se refiere, sin mâs, a los rendimientos derivados de acti­
vidades empresariales o profesionales, con lo cual parece que 
siempre que mâs de un miembro obtenga rendimientos de esa na­
turaleza es de aplicaciôn la deducciôn general incrementada 
con el coeficiente corrector que procéda en cada caso.
Sin embargo, ello no es o, mejor, no era, realmente 
asi, ya que, como se recordarâ, el articulo 19,3,b) de la Ley 
dispone que en ningùn caso tendrân la consideraciôn de gasto 
deducible los pagos o prestaciones de cualquier clase que se 
efectùen entre las distintas personas que componen la unidad 
familiar, los cuales tampoco se computarân como ingreso de 
la persona que los reciba. La consecuencia que de ello se des^  
prende en este punto es Clara: cuando uno o varios miembros 
de la unidad familiar participan con su trabajo o actividad
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en una explotaciôn econômica o en el desarrollo de una activi 
dad profesional de la cual es titular otro miembro de la mis­
ma unidad familiar, no procédé el incremento de la deducciôn 
general por acumulaciôn de rendimientos, ya que al no poderse 
computar los "pagos o prestaciones" como ingreso de las perso 
nas que los perciben, no ha habido propiamente acumulaciôn. 
Dicho con otras palabras, no se dâ la hipôtesis de que "va­
rios miembros de la unidad familiar obtengan rendimientos ne­
tos", puesto que éstos son imputados integramente al titular 
de la empresa, negocio o actividad. El fundamento de esta si­
tuaciôn parece encontrarse en su consideraciôn como medida de lu- 
cha contra el fraude, en el sentido de evitar las posibles 
atribuciones ficticias de ingresos (por servicios no presta- 
dos), que puedieran producirse entre miembros de la unidad 
familiar, para obtener asi el derecho a la deducciôn corres­
pondiente (248).
El pârrafo tercero del apartado f) del articulo 29, 
antes citado, ha venido a modificar esta situaciôn permitien- 
do también el incremento de la deducciôn general cuando va­
rios miembros de la unidad familiar presten sus servicios en 
una empresa o actividad de la que sea titular otro miembro 
de la misma unidad familiar. Esta modificaciôn es adecuada, 
a nuestro entender, ya que con la normativa anterior se pro- 
ducia una discriminaciôn entre la carga fiscal de unidades 
familiares, discriminaciôn que carece de fundamento. En efec­
to, si dos unidades familiares disfrutan de un mismo nivel 
de ingresos, éstos son de idéntica naturaleza, y en ambos ca-
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SOS mâs de un miembro participa en la obtenciôn de los mis- 
mos, carece de sentido concéder una deducciôn en un caso y 
no en el otro. Ademâs, debe considerarse, en punto a las posi 
bles situaciones fraudulentas, el âmbito social y sociolôgico 
afectados o implicites en la cuestiôn tratada; generalmente 
consituirân pequenos négociés, modestes agricultores, etc...,
y no hacen falta muchos dates para aceptar que en estos âmbi- 
tos lo verdaderamente normal es que los miembros de la fami- 
lia ayuden en la actividad familiar (249). Desde esta perspec 
tiva, parece excesiva la norma de cautela contenida en la Ley 
del Impuesto, especialmente por cuanto supone, como hemos in- 
dicado, un tratamiento discriminatorio entre unidades familia 
res, ûnicarnente en funciôn de quién sea el titular de la act^ 
vidad empresarial o profesional en la que los miembros de la 
aquélla presten sus servicios, lo que, desde nuestro punto 
de vista, carece de justificaciôn. Adviértase, asimismo, que 
el precepto contenido en la Ley de Presupuestos no altera la 
norma legal del articulo 19,3,b), ya que no interfiere el ré­
gimen de determinaciôn de la base imponible. Por otro lado, 
la norma comentada ha de entenderse como parte del conjunto 
de disposiciones que han modificado el régimen de estimaciôn 
objetiva singular, a lo que ya nos hemos referido.
Por ultimo, para terminar el comentario a la deducciôn 
general, no nos resta sino senalar que la cuantia de renta 
exigida a efectos de aplicaciôn del incremento de la misma 
se refiere a "rendimientos netos", y por tanto, no afecta a 
esa cuantia la posible compensaciôn de pérdidas realizada
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en virtud de lo previsto en el articulo 21 de la Ley (250). 
En los supuestos de periodo impositivo inferior al ano natu­
ral deberâ tenerse en cuenta lo preceptuado en la Ley (art. 
24,4) y en el Reglamento (art. 119,3), en punto a la aplica­
ciôn de las deducciones, en el sentido de que se aplicarân 
reducidas en la proporciôn que guarde el periodo impositivo 
con el ano natural expresado en dias. Entendemos que igual 
proporcionalidad cabra aplicar a efectos de determinar si pro 
cede o no la ampliaciôn de la deducciôn general en el caso 
de acumulaciôn de rentas en la unidad familiar (251).
c ) Deducciones familières.
a' ) Por matrimonio.
Ningùn problema plantea la deducciôn por matri­
monio, prevista en el apartado a) del articulo 29 de la Ley, 
y en el articulo 121,1 del Reglamento. La cuantia de la misma 
en el Proyecto de Ley er^ de 7.500 pesetas, que la Ponencia 
elevô a 8.500, haciéndose eco del sentir de numerosas enmien- 
das (252). Asimismo, la cifra establecida en la Ley del Im­
puesto se ha ido aumentando progresivamente en las Leyes anua 
les de Presupuestos Générales del Estado, siendo su cuantia 
para el ejercicio correspondiente a 1984, de 18.000 pesetas 
(art. 28 de la Ley 44/1983, de 28 de diciembre).
Es de resaltar la diferencia entre la forma en que es 
regulada esta deducciôn y la paralela prevista en el IGRPF, 
por cuanto se manifiesta aqui en plenitud la evoluciôn de la
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consideraciôn juridica de la mujer casada, manifestaciôn, a 
su vez, de la evoluciôn social y sociolôgica en el mismo sen­
tido. En el TR del IGRPF se concedîa una desgravaciôn "por 
esposa del contribuyente" (art. 36,a), con lo cual no se te- 
nîan en cuenta los supuestos en que la "esposa" era tan suje­
to pasivo como el marido (régimen de separaciôn de bienes), 
ni aquellos casos en que la acumulaciôn se verificaba en la 
persona de la mujer, como hemos visto al analizar los antécé­
dentes de la unidad familiar. Desde el punto de vista de la 
técnica del tribute, esta desgravaciôn "por esposa" carecîa 
de sentido, siendo ùnicamente un mero reflejo de la relevan- 
cia social y juridica del varôn.
En el IRPF la deducciôn, acertadamente, como es obvio, 
se concede "por razôn de matrimonio", si bien en los supues­
tos de "separaciôn judicial", en los cuales se suspende la 
vida en comûn de los casados, pero sin invalidaciôn del vincu 
lo, no es aplicable esta deducciôn a ninguno de los cônyuges. 
La deducciôn por matrimonio procédé cuando los cônyuges cons- 
tituyen la modalidad de unidad familiar prevista en el articu 
lo 5-,1,primera de la Ley. Por lo demâs, es también claro que 
procédé su aplicaciôn tanto en caso de matrimonio canônico o 
celebrado en forma religiosa -que produce plenos efectos civi 
les desde su celebraciôn (art. 61 del Côdigo Civil), como en 
el supuesto de matrimonio contraido conforme a la legislaciôn 
civil (253).
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b ') Por hijos.
De las diversas deducciones por cargas familiares 
previstas a efectos de subjetivaciôn del tribute, es en la co­
rrespondiente a los hijos donde se pone especialmente de re­
lieve la falta de sistematizaciôn que, como caracterîstica 
general, senalâbamos en materia de deducciones de la cuota, 
si bien el Reglamento ha supuesto una cierta mejora al respec­
to.
En un intento de sistematizaciôn de la normativa apli­
cable (art.29,b de la Ley y 121,2 del Reglamento), hay que 
diferenciar los hijos que forman parte de la unidad familiar, 
de aquellos que, aun no constituyendo unidad familiar con sus 
padres -o con el padre o madré, en su caso-, dan derecho a 
deducciôn en la daclaraciôn de éstos. Como norma general debe 
senalarse que, a diferencia del anterior IGRPF (254), a efec­
tos de deducciones por hijos no se contiene diferencia alguna 
por razôn de sexo; la normativa es exactamente aplicable en 
los mismos término para los hijos y para las hijas.
En primer lugar, todos los hijos que forman parte de 
la unidad familiar dan derecho a deducciôn de la cuota. Para- 
dôjicamente, ello no se dice de forma expresa ni en la Ley 
ni en el Reglamento, pero entendemos que no hay posibilidad 
de considerar otra cosa. Si se dispone expresamente que no 
excluye el derecho a deducciôn por hijos el que éstos obten­
gan renta, sea cual sea su cuantia, también a diferencia del 
anterior IGRPF; ello, obviamente, es exigencia del régimen 
de unidad familiar.
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En segundo lugar, la Ley prevé que la deducciôn por 
hijos es tcimbién aplicable respecto de los integrados en la 
unidad familiar, cuando concurran en ellos las siguientes cir 
cunstancias: 1^) que sean menores de 25 aflos; 2&) que no obten 
gan rentas superiores a una determinada cuantia, y ) que 
no sea casado. Han de concurrir estas très condiciones para 
que el hijo que no forma parte de la unidad familiar dé dere­
cho a deducciôn en la declaraciôn del padre. Dicho con otras 
palabras, no se trata de requisites alternatives, sino concu­
rrentes, de tal manera que si falta alguno de ellos, el dere­
cho a la deducciôn no existe. Ahora bien, esto, que puede con 
siderarse norma general, ha de matizarse, para lo cual es ne­
cesario considerar cada uno de los requisitos senalados, si 
bien previamente conviene hacer referencia a cierta circuns­
tancia prevista en la Ley del Impuesto como causa que excluye 
la aplicaciôn de la deducciôn por hijos, y sobre la cual se 
ha suscitado cierta problemâtica.
El articulo 29,b) de la Ley del Impuesto, dispone como 
causa excluyente de la aplicabilidad de la deducciôn por hi­
jos el que éste sea religioso profeso o miembro de Institutes 
seculares (255). La exclusiôn, en el âmbito de la Ley del Im­
puesto, insistimos, debia entenderse referida, aunque del te­
nor literal de la Ley pudiera deducirse otra cosa (256), a 
los hijos que no forman parte de la unidad familiar, ya por 
razôn de edad, ya por vivir independiente de sus padres con 
su consentimiento (en este caso, por su condiciôn de religio­
so). Pero si el hijo continûaba viviendo con sus padres, lo
822
que no es extrafio si pertenece a determinados Institutes secu 
lares, y es menor de 18 arios, forma parte de la unidad fami­
liar y darîa derecho a deducciôn. El âmbito de esta exclusiôn 
debe entenderse limitado, por tanto, a los hijos que no vivie 
ran con sus padres, por razôn de religioso profeso o por ser 
miembro de Institos seculares, ya que entonces viven indepen- 
dientes y no forman parte de la unidad familiar.
Ahora bien, esta causa de exclusicôn no aparece prévis 
ta ni en el primero ni en el segundo Reglamento del impuesto. 
Ello se debe al Dictamen del Consejo de Estado al Proyecto 
del Reglamento de 1979, en el que se afirmaba al respecto que 
la vigencia del articulo 29 de la Ley en este punto "ha de 
ponerse en cuestiôn después de haber entrado en vigor la Cons 
tituciôn espaftola de 1978. En efecto, el indicado precepto 
de la Ley 44/1978 establece una discriminaciôn por motivos 
religiosos, toda vez que la condiciôn de religioso profeso 
o de miembro de Institutes seculares sôlo queda vinculada a 
la religiôn Catôlica, con lo que se introduce un tratamiento 
fiscalmente desfavorabla por el hecho de la adscripciôn a una 
determinada religiôn. A la vista de los articulos 14 y 16 de 
la Constituciôn espanola, ha de entenderse derogado, no in- 
constitucional, el tan referido aspecto del articulo 29 de 
la Ley 44/1978. Por estas razones considéra este Alto Cuerpo 
Consultivo que debe suprimirse la referencia a religiosos pro 
fesos o miembros de Institutes seculares en el Reglamento del 
Impuesto sobre la renta de las Personas Fisicas" (257).
Realmente, como sehala Martin Queralt, cuya opiniôn
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compartimos , es éste un "razonamiento un tanto discutible. 
Materialmente, porque la deducciôn en estos supuestos... no 
tiene causa justificativa, al no responder a la existencia 
de gastos. Formalmente, porque el Consejo de Estado resuelve 
con excesiva premura un problema -el de la eficacia derogato- 
ria de los textos constitucionales- bastante mâs compleja de 
lo que da a entender el Dictamen del citado cuerpo consulti­
vo" (258). No obstante, el problema debe entenderse resuelto 
por la Ley 5/1983, de 29 de junio, que, haciéndose eco de es­
ta polémica, altera el texto originario de la Ley de 1978 y 
no incluye esta limitaciôn en su articulo 9 2 , donde se dâ un 
nuevo contenido a los apartados a),b),c) y d) del articulo 
29 de aquélla.
En otro orden de consideraciôn, y continuando con la 
argumentaciôn antes senalada, para que el hijo que no forma 
parte de la unidad familiar dé derecho a deducciôn en la de­
claraciôn de sus padres, debe tratarse de hijo "no casado". 
A "contrario sensu", si procédé la deducciôn, o mâs exactamen 
te, no se excluye la aplicabilidad de la misma, cuando el hi­
jo es viudo, divorciado, separado judicialmente o su matrimo­
nio ha sido declarado nulo. Lo que cabe preguntarse es si tam 
poco se excluye el derecho a la deducciôn en esos supuestos 
cuando el "hijo" tenga, a su vez, un hijo. De acuerdo con el 
tenor de la Ley, donde ninguna limitaciôn se contiene en cuan 
to a procedencia de deducciones por personas que constituyan 
una de las modalidades de unidad familiar previstas, la res- 
puesta a aquella pregunta debe ser afirmativa. Adviértase,
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por otra parte, que a efectos de deducciones por hijos que 
no forman parte de la unidad familiar, ninguna exigencia se 
contiene en punto a que convivan con los padres (259).
Por lo que se refiere a la exigencia de que los hijos 
no obtengan rentas superiores a una determinada cuantia, esta 
se cifra en la Ley en 100.000 pesetas anuales, cantidad que 
no ha sido modificada posteriormente.
El limite de los 25 afios conoce una sola excepcion: 
que el hijo sea "invidente, gran mutilado o gran invalide fi- 
sico o psiquico, congénito o sobrevenido". En estos casos, no 
se excluye la aplicabilidad de la deducciôn, sea cual sea la 
edad del hijo. Dada la redacciôn del precepto legal podria 
originarse la duda de si en este supuesto la deducciôn es 
aplicable aunque el hijo obtenga renta. El Reglamento de 1981 
ha dispuesto que la deducciôn por hijo impedido fisica o psi- 
quicamente procédé siempre que no esté casado ni obtenga ren­
tas superiores a 100.000 pesetas (260); es decir, con rela­
ciôn a los hijos en estas circunstancias se exceptùa la limi­
taciôn de la edad, pero no las otras condiciones exigidas pa­
ra que procéda la deducciôn por hijos no incluidos en la uni­
dad familiar.
La aplicabilidad de esta deducciôn que considérâmes 
ha sido modificada por la Ley de Presupuestos para 1984, como 
después veremos. Baste aqui con indicar que la redacciôn del 
precepto legal, tal como viene contenida en aquélla, plantea 
un problema de interpretaciôn, por cuanto cabe entender que
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o bien se ha ampliado la procedencia de la misma respecto al 
Reglamento -incrementando la cuantia de renta por encima de 
la cual no procédé, de 100.000 a 500.000 pesetas-, o bien se 
ha suprimido la posibilidad de aplicar la deducciôn por inva­
lidez respecto de los hijos que no forman parte de la unidad 
familiar. En nuestra opiniôn, la soluciôn correcta es la pri­
mera.
En otro orden de consideraciones, respecto de las de­
ducciones por hijos se ha seftalado que al ser la deducciôn 
fija y la tarifa progresiva, la elevaciôn del tipo impositivo 
tiene como efecto la transformaciôn del bénéficié en degresi- 
vo, segùn el numéro de hijos (261). Quizâs atendiendo a esta 
consideraciôn, la Ley de medidas urgentes en materia presu- 
puestaria, financiera y tributaria (Ley 5/1983), dispuso una 
modificaciôn de la cuantia fija de la deducciôn por hijos, 
en el sentido de concéder una cantidad -13.000 pesetas- por 
cada uno de los très primeros, y otra cantidad superior 
-18.000 pesetas- por cada uno de los restantes. Estas cantida 
des no se han alterado por la Ley de Presupuestos para 1984.
La deducciôn por hijos deberîa ciertamente reformarse, 
procediendo a una sistematizaciôn y clarificaciôn de la mis­
ma. Como norma general, deberîa disponerse que sôlo los hijos 
que forman parte de la unidad familiar dan derecho a esta de­
ducciôn. Para todos los demâs supuestos, la deducciôn por hi­
jos deberîa quedar subsumida, a efectos de regulaciôn, en la 
deducciôn de la cuota por persona a cargo del contribuyente, 
en los términos que hemos visto al analizar el derecho de ali
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mentos entre parientes. Con ello quedaria ademas suprimido 
el limite de los 25 afios, que no tiene mucho sentido hoy dia, 
ya que si verdaderamente los padres mantienen a su hijo, por 
circunstancias ajenas a unos y otro, el derecho a la deduc­
ciôn debe reconocerse igualmente.
c') Régimen transitorio para familias numerosas de ho­
nor.
Segun la disposiciôn transitoria cuarta de la Ley, 
"Los sujetos titulares de familia numerosa de honor en el mo- 
mento de la entrada en vigor de esta Ley que en la fecha del 
devengo tuvieran derecho a deducciôn, segùn lo en ella esta- 
blecido, por un minimo de diez hijos, no satisfarân mâs im­
puesto que el que les hubiera correspondido satisfacer, de 
acuerdo con las normas de esta Ley, sin aplicaciôn de la de­
ducciôn por hijos establecida en el articulo 29, letra b), 
y con aplicaciôn de una deducciôn en la cuota del doce por 
ciento de las rentas de trabajo que integran la base imponi­
ble .
"Esta norma dejarâ de aplicarse a dichos titulares en 
el momento en que el nùmero de hijos con derecho a deducciôn 
de la cuota sea inferior a diez, cualquiera que sea la evolu­
ciôn familiar posterior.
"Esta norma no sera de aplicaciôn a quienes accedan 
a la titularidad de familia numerosa de honor con posteriori- 
dad a la fecha de entrada en vigor de la présente Ley" (262).
La ùnica finalidad de esta disposiciôn es salvaguar-
827
dar, de una manera un tanto "sui generis" (263), una especie 
peculiar de "derecho adquirido" por estos contribuyentes en 
el marco del antiguo Impuesto sobre los Rendimientos de Traba 
jo Personal (264). Los contribuyentes a quienes afecta este 
regimen son, unica y exclusivamente, aquellos que el dia 1 
de enero de 1979 fueran titulares de familia numerosa de ho­
nor, y que en la fecha del devengo del Impuesto, sigan siéndo 
lo (265). Pero dejaràn de estar incluîdos en él en el momento 
en que dejen de tener diez hijos con derecho a deducciôn de 
la cuota en el IRPF; derecho que no recuperarân si en el futu 
ro volvieran a tener diez o mas hijos con aquel derecho 
(266) .
El Reglamento de 1981 previene en su disposiciôn adi- 
cional tercera, num.1,pârrafo segundo -recogiendo la norma 
contenida en la disposiciôn adicional cuarta del Reglamento 
de 1979-, que igualmente sera de aplicaciôn el régimen de re­
ferenda "a los sujetos pasivos que, al devengarse el Impues­
to, tuvieran nueve hijos con derecho a la deducciôn prevista 
en el art. 121 de este Reglamento, siempre que alguno de ellos 
tenga la condiciôn de subnormal, minusvâlido o incapacitado 
para el trabajo".
La cuantla de la deducciôn es el doce por ciento de 
las rentas de trabajo personal, y es incompatible con la pre­
vista para los hijos en el apartado b) del articulo 29 de la 
Ley y en el articulo 121,2 del Reglamento, esto es, la susti 
tuye. Aunque, en principio, esta deducciôn especial es mas 
beneficiosa que la aplicaciôn del régimen general de deduccio
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nés por hijos, en determinados supuestos -asi, por ejemplo, 
para rentas muy bajas- puede suponer un tratamiento mas gravo 
so. Aunque la Ley del Impuesto no aludla a este problema, los 
autores que se pronunciaron sobre el mismo entendieron que 
se trataba de un régimen opcional (267), no solo por un "ele­
mental principio de equidad" (268), sino también por los tér- 
minos de la Ley, al disponer que estos contribuyentes "no sa- 
tisfarân mas impuesto" (269). Esta soluciôn ha sido acogida 
por el Reglamento de 1981, que ha anadido un numéro 4 a la 
disposiciôn transitoria tercera en virtud del cual los titu­
lares de familia numerosa a que se refiere esta disposiciôn, 
"podrân optar" por la aplicaciôn de lo dispuesto en ella o 
por las deducciones previstas en el régimen general.
A la vista de esta norma, concluyen Argüello y Cortés 
que "dado el escaso numéro de contribuyentes hipotéticamente 
beneficiarios de este trato y el carâcter limitado de su dura 
ciôn, amén de sus multiples restricciones, probablemente el 
mejor destino de esta disposiciôn transitoria hubiera sido 
no dictarla" (270).
d') Por invalidez.
En el Proyecto de Ley del Impuesto, esta deducciôn 
-al igual que en el anterior IGRPF- quedaba referida ûnicamen 
te a los hijos, cuando éstos fueran invidentes, gran mutilado 
o gran invalide, flsica o mentalmente, con independencia de 
su edad. La Ponencia considerô que esta deducciôn especial 
no debla limitarse a los hijos, sino que también debia refe-
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rirse a otros miembros de la unidad familiar en los que concu
rrieran las mismas circunstancias, criterio que prevaleciô
en el texto definitive (271). En el Informe de la Ponencia
el precepto se incluia como segundo pârrafo del apartado 2
del articulo 29, después de la deducciôn general de 15.000
pesetas; pero en el Dictamen de la Comisiôn de Hacienda se
incorporô la deducciôn correspondiente a miembro de la unidad
familiar de 70 o mas afios, quedando regulada la deducciôn que
ahora comentamos en el tercer pârrafo del citado precepto,
tal como aparece en la Ley 44/1978. Asi, segùn el apartado
d) del articulo 29 de la Ley, se deducirâ de la cuota:
"Con caracter general... quince mil pesetas.
Por cada miembro de la unidad familiar de edad igual 
o superior a setenta anos... très mil pesetas.
Por cada hijo, cualquiera que sea su edad, y por cada 
miembro de la unidad familiar que sea invidente, gran 
mutilado o gran invâlido, fisico o psiquico, congénito 
o sobrevenido, la cantidad anterior se incrementarâ 
en ocho mil pesetas".
La referenda a "la cantidad anterior se incrementa 
râ" prevista en el Informe de la Ponencia, ha enturbiado el 
sentido y la cuantia de esta deducciôn como consecuencia de 
de la deducciôn incluida entre la misma y la deducciôn gene­
ral. Es évidente que la Ley no ha querido referirse a la de­
ducciôn de miembro de la unidad familiar de 70 o mâs anos. 
Pero salvada esta posible confusiôn, quizâs se haya hecho 
cuestiôn excesiva de este problema. Asi, mientras para Bana- 
cloche "son las 15.000 pesetas las que se incrementan... La 
deducciôn se refiere a una circunstancia excepcional en la
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familia,y a la deducciôn general se incrementa esta" (272), 
para Martin Puerait el problema de a que "cantidad anterior" 
se refiere la Ley, "hubiera podido evitarse, aùn subsistiendo 
el maremagnum del articulo 29, si la deducciôn que analizamos 
se hubiera cifrado en una cantidad concreta -como hacia el 
proyecto- y no se hubiera acudido al déficiente expediente 
de inc rement ar... una cantidad 'anterior' que no se sabia 
bien cuâl era" (273). Ahora bien, como concluye el propio Mar 
tin puerait (274), carece de sentido buscar la referenda a 
una "cantidad anterior" a la que unir esta deducciôn, pues 
en algunos supuestos no existe siquiera tal cantidad: por
ejemplo, en el caso de un hijo invidente, mayor de 25 anos, 
que no dâ derecho a deducciôn por hijos. En definitive, la 
cuantia de esta deducciôn es fija -8.000 pesetas en la Ley- 
y dilucidar si se incrementa a una u otra deducciôn es mâs 
una cuestiôn nominalista que de otra indole; su cuantia se 
detrae de la cuota integra, junto con las demâs posibles can 
tidades a deducir, sin necesidad de adscribir dicha cifra a 
cantidad anterior alguna (275). En este sentido, acertadamen- 
te suprime el Reglamento (art. 121,4), toda referenda a in- 
cremento de la cantidad anterior, disponiendo esta deducciôn 
"ademâs de las deducciones a que se refieren los apartados 
anteriores, si procedieren" (276).
Problema mâs importante, en nuestra opiniôn, y al que 
ninguna referenda se contiene en la Ley del Impuesto, es el 
relative a si esta deducciôn es aplicable respecte de los hi­
jos no incluidos en la unidad familiar, cuando obtengan ren-
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tas superiores a 100.000 pesetas. El Reglamento, como hemos 
senalado ya, solventa esta duda disponiendo que la deducciôn 
procédé siempre que el hijo no esté excluido por razôn de la 
renta obtenida, o por estar casado, con lo cual lo ùnico que 
se exceptùa de las condiciones que excluyen la aplicabilidad 
de la deducciôn por hijos es la edad limite de la misma, en 
atenciôn a la circunstancia de invalidez.
Respecte de los "miembros de la unidad familiar" ningu
na limitaciôn o causa excluyente se contiene en la Ley o en el
Reglamento, procediendo esta deducciôn en todo caso, siempre
que se dé la circunstancia que constituye el presupuesto de
aplicaciôn de la misma, y particularmente, con independencia
de la cuantia de renta que se obtenga. Concretamente, dispone
el articulo 121,4 del Reglamento que en concepto de deducciôn
familiar se deducirâ:
"Por cada hijo, cualquiera que sea su edad, no exclui­
do por las letras b) y c) del apartado 2 de este ar­
ticulo o por cada miembro de la unidad familiar o, en 
su caso, por cada sujeto pasivo que sea invidente, 
gran mutilado o gran invâlido, fisico o psiquico, con­
génito o sobrevenido, 8.000 pesetas, ademâs de las de­
ducciones a que se refieren los apartados anteriores, 
si procedieren".
Adviértase que al limitarse en este precepto la de­
ducciôn por invalidez respecte de los hijos en los que se dén 
las circunstacias b) y c) del apartado 2, el limite de renta 
no juega respecte de los hijos que integren la unidad fami­
liar. Dicho con otras palabras: de acuerdo con la interpreta- 
ciôn reglamentaria, los hijos que forman parte de la unidad
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familiar, en los que concurra la circunstancia de invalidez 
prevista, dan derecho a esta deducciôn con independencia de 
la renta que obtengan. Y lo mismo cabe decir de los restantes 
miembros de la unidad familiar. La obtenciôn de renta por en- 
cima de una determinada cuantia -100.000 pesetas en el Régla 
mento-, sôlo impide la aplicabilidad de la deducciôn por inva 
lidez respecto de los hijos que no formen parte de la unidad 
familiar.
Ahora bien, este planteamiento fué modificado por la 
Ley 5/1983, al disponer en su articulo 10 la redacciôn de es­
ta deducciôn en los siguientes términos:
"Por cada hijo o miembro de la unidad familiar, cual­
quiera que sea su edad, y siempre que no tenga ingre- 
sos anuales superiores a 500.000 pesetas, que sea invi 
dente, gran mutilado o gran invâlido, fisico o psiqui­
co, congénito o sobrevenido, ademâs de las (deduccio­
nes) sehaladas en las letras anteriores, 36.000 pese­
tas" (pârrafo tercero, del apartado d, del articulo 
29 de la Ley del Impuesto).
Por su parte, la Ley de Presupuestos Générales del 
Estado para 1984 dispone en su articulo 28 que la deducciôn 
procédé: "Por cada sujeto pasivo o, en su caso, por cada miem 
bro de la unidad familiar, cualquiera que sea su edad, y siem 
pre que no tenga ingresos anuales superiores a 500.000 pese­
tas...". Facilmente se advierte que al suprimirse en este ul­
timo precepto la referenda a los "hijos", y limitarse la de­
ducciôn al sujeto pasivo o miembro de la unidad familiar, li- 
teralmente se estâ excluyendo la aplicaciôn de esta deducciôn 
respecto de los hijos que no forman parte de la unidad fami-
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liar, aunque den derecho a deducciôn de la cuota. Sin embar­
go, al regularse en el articulo 28 de la citada ley la deduc­
ciôn por hijos, se dispone, en los términos que ya conocemos, 
que ésta no se practicarâ por: "Los hijos mayores de veinti- 
cinco anos de uno y otro sexo, salvo la excepciôn del epigra- 
fe e )". La excepciôn, tal como se dispone literalmente, insi^ 
timos, no consiste en que la deducciôn por invalidez es apli­
cable a los hijos mayores de 25 afios, sino que no es aplica­
ble ni a los mayores ni a los menores de esa edad, cuando no 
forman parte de la unidad familiar.
A nuestro entender, no es eso lo que se ha querido de­
cir. La referencia del precepto citado a sujeto pasivo o miem 
bro de la unidad familiar, mâs bien parece consecuencia de 
un intente de sistematizaciôn de las deducciones (277), no 
habiéndose advertido que al excluir la referencia a los "hi­
jos" la excepciôn al limite de la edad en relaciôn con la de­
ducciôn por invalidez, producia exactamente un efeto contra­
rio al pretendido. Pensâmes que el término "miembro de la uni^  
dad familiar" debe entenderse aqui no en su verdadero senti­
do, sino también como comprensivo de los hijos que, no forman 
do parte de la unidad familiar, den derecho a deducciôn de 
la cuota. De lo contrario, careceria de sentido la referencia 
a la excepciôn del apartado e), contenida en el apartado b5 
del precepto que comentamos. De cualquier forma, es de desear 
que se modifique la redacciôn de la norma, incluyendo expresa 
mente a los hijos, junto al sujeto pasivo y miembros de la 
unidad familiar, como hacen el Reglamento y la Ley 5/1983, 
de medidas urgentes en materia presupuestaria, financiera y
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tributaria.
Por otra parte, el citado articulo 10 de la Ley 5/1983 
y el articulo 28 de la Ley de Presupuestos para 1984, introdu 
cen un limite de renta -500.000 pesetas-, por encima de la 
cual esta deducciôn no procédé en ningûn caso. Esto, que res­
pecto a los hijos no incluidos en la unidad familiar, enten- 
diendo el problema en el sentido expuesto, supone una amplia- 
ciôn de la aplicabilidad de la deducciôn, implica una conside 
rable reducciôn de la procedencia de la misma para los suje­
tos pasivos "aislados" y para los "miembros de la unidad fami^  
liar". Quizâs se haya pensado que la deducciôn por invalidez, 
que atiende a las especiales y mayores necesidades de la per­
sona en esas circunstancias, carece de fundamento cuando aqué 
lia obtiene rentas superiores a 500.000 pesetas anuales. En 
realidad, eso es lo que se dispone. Sin embargo, ello nos pa­
rece justificado respecto de los hijos que no forman parte 
de la unidad familiar, puesto que en este caso, formularân 
su propia declaraciôn, pero no es correcto, entendemos, para 
todo sujeto pasivo o para todo miembro de la unidad familiar. 
Piénsese en el caso de un sujeto independiente, gran invâlido 
y con 501.000 pesetas de renta al ano; con la actual regula- 
ciôn, no tiene derecho a la deducciôn por invalidez. Aùn en- 
tendiendo que que este limite de renta juega ûnicamente para 
los "miembros de la unidad familiar" -lo que también es posi 
ble dado el tenor literal del articulo 28 de la Ley de presu­
puestos para 1984-, creemos que ello no tiene justificaciôn, 
pues en este caso se estaria introduciendo una discriminaciôn 
infundada entre el sujeto pasivo individual y el incluido en
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una unidad familiar.
La deducciôn por invalidez atiende, como hemos dicho, 
a las mayores necesidades de la persona que la padece, y esas 
necesidades se producen en todo caso, sea cual sea el nivel 
de renta. Para nosotros no tiene justificaciôn excluirla por 
encima de una determinada cuantia, maxime cuando esa cuantia 
se cifra en 500.000 pesetas. El régimen de esta deducciôn de- 
beria rectificarse, y mâs concretamente, en el sentido que 
dispone el Reglamento de 1981, donde mâs adecuadamente se ré­
gula esta deducciôn, a nuestro juicio. No obstante, la norma 
es susceptible de una perfeccionamiento, en el sentido de con 
ceder la deducciôn por invalidez, por un lado, para todo suje 
to pasivo individual, y para todo miembro de la unidad fami­
liar; y, por otro, para toda "persona a cargo del contribuyen 
te" que dé derecho a deducciôn de la cuota, en los términos 
que hemos expuesto en otro lugar. Con ello se solventaria el 
problema de los hijos que no forman parte de la unidad fami­
liar pero dan derecho a deducciôn en la declaraciôn de sus 
padres, cuya posiciôn en la actual normativa es ciertamente 
conflictiva. Particularmente, puede llegar a ocurrir que, o 
bien ateniéndose al tenor literal de la Ley 44/1983 no se les 
concéda derecho a deducciôn por invalidez, aunque no obtengan 
renta, o puede que obteniendo renta por debajo de 500.000 pe­
setas se apliquen esta deducciôn en su propia declaraciôn y 
en la de sus padres, que es tal como nosotros lo entendemos.
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e') Por miembro de la unidad familiar de setenta o mâs 
anos.
El pârrafo segundo del apartado d) del articulo 
29 de la Ley, dispone una deducciôn de la cuota de 3.000 pese 
tas, "por cada miembro de la unidad familiar de edad igual 
o superior a 70 anos". Nos encontramos ante una deducciôn nue 
va en nuestro Impuesto sobre la Renta, si bien su justifica­
ciôn es Clara (278).
El ùnico problema interpretative de esta deducciôn pue 
de venir dado por el alcance de la expresiôn "de edad igual 
o superior", que queda referida por el articulo 25 de la Ley, 
que después veremos, a la fecha del devengo del impuesto 
(279). Los setenta anos deberân cumplirse dentro del periodo 
impositivo y, en ùltimo término, el dia del devengo, no plan- 
teândose mayores problemas en este punto. Por lo demâs, aun­
que la Ley refiere la deducciôn ûnicamente a "miembros de la 
unidad familiar", es claro que también es aplicable a los su­
jetos pasivos individuales, que no forman parte de unidad fa­
miliar alguna. Asi lo ha entendido el Reglamento de 1981, y 
de la misma forma se establece en la Ley de Presupuestos para 
1984, donde se régula esta deducciôn en un apartado, el d), 
exclusivamente dedicado a ella, lo que sin duda es mâs correc 
to que la incardinaciôn en la Ley del Impuesto. La cuantia 
de la deducciôn prevista para 1984, "por cada sujeto pasivo 
o, en su caso, por cada miembro de la unidad familiar de edad 
igual o superior a setenta afios", es de 11.000 pesetas.
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f )  Por ascendientes.
La deducciôn por ascendientes, prevista en el apar 
tado c) del articulo 29 de la Ley, se concede "por cada uno 
de los ascendientes que convivan con el contribuyente que no 
tengan rentas superiores a cien mil pesetas anuales", siendo 
la cuantia de la cantidad a deducir de 5.000 pesetas (280).
El Reglamento de 1981 exigiô que la convivencia debia tener 
carâcter "permanente" para que procediera la deducciôn. Esta 
exigencia ha sido criticada, ya que podria plantear problemas 
de aplicabilidad cuando, caso frecuente, el ascendiente a lo 
largo del ano conviva en diferentes unidades familiares (281). 
Como sehala G. de la Peha (282), el requisite de que la convi 
vencia tenga lugar "de forma permanente" vino a enturbiar un 
panorama bastante claro hasta entonces, y ello, entre otras 
razones, porque la expresiôn es demasiado abstracta, lo que 
puede ocasionar una escasa operatividad, y porque suponiendo 
que con el requisite lo que se pretendiera es evitar el posi­
ble fraude en el caso de que el contribuyente tuviera a su 
cargo al ascendiente sôlo durante unos dias al ano, ya es de 
aplicaciôn el articulo 119,3 del Reglamento.
No obstante, la cuestiôn puede entenderse zanjada en 
la Ley de Presupuestos para 1984, donde se dispone la deduc­
ciôn "por cada uno de los ascendientes que convivan con el 
contribuyente que no tengan ingresos superiores a 500.000 pe­
setas anuales" (283), siendo su cuantia de 12.000 pesetas. 
Parece que la exigencia reglamentaria de la permanencia de  ^
la convivencia no tiene mâs finalidad que aclarar que no dâ
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derecho a esta deducciôn una convivencia esporâdica u ocasio- 
nal (284), pero ello no impide, como sehala Martin puerait, 
la posibilidad de prorratear el importe de tal deducciôn, en 
el supuesto antes senalado de que el ascendiente "conviva" 
a lo largo del aho en varias unidades familiares, atendiendeo 
a la proporciôn que guarde su estancia con cada una de ellas, 
en relaciôn a un mismo periodo impositivo (285). En realidad, 
el problema fundamental que puede plantear esta deducciôn en 
la prâctica es el de la prueba de la convivencia.
Ni la Ley ni el Reglamento aclaran si se trata de as­
cendientes en linea recta exclusivamente, o también puede 
aplicarse esta deducciôn a los ascendientes en linea colate- 
ral (por ejemplo, una tia). Aunque la opiniôn no es unanime, 
(286), creemos, siguiendo a Martin puerait (287), que ante 
el silencio de la norma, habrâ que entender incluidas ambas 
categories de ascendientes.
Por lo demâs, el término"contribuyente"tiene aqui una 
significaciôn distinta a la acuhada en la LGT, refiriéndose 
tanto al sujeto pasivo como a miembro de la unidad familiar 
que no obtiene renta. Asi, en la consulta vinculante de 30 
de mayo de 1979 (288), "sobre deducciôn por sostenimiento de 
madré politica a cargo del contribuyente", se reconoce el de­
recho a esta deducciôn; sin embargo, es évidente que el ascen 
diente lo es del cônyuge del contribuyente, no del contribu­
yente propiamente dicho (a no ser que dentro del término "as­
cendientes" se incluyan también a los parientes por afini- 
dad).
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d) Deducciôn por gastos personales.
a') Consideraciôn general. Planteamiento. Origen 
del precepto.
El articulo 29 de la Ley del Impuesto, en su 
apartado e), dedicado a deducciones de la cuota por gastos 
personales, incluye cuatro conceptos de taies gastos:
1) Primas satisfechas por razôn de contratos de seguro 
personal, cuando el beneficiario sea el propio contribuyente, 
su cônyuge, ascendientes o descendientes, siendo deducible 
el 15 por ciento de taies primas. A este concepto se asimilan 
las cotizaciones de carâcter voluntario a Mutualidades o Mon- 
tepios Laborales. El importe de esta deducciôn no pdrâ excé­
der de 45.000 pesetas.
2) Gastos de enfermedad, accidente o invalidez, tanto 
si estas eventualidades han afectado al sujeto pasivo, como 
a miembros de la unidad familiar, como a otras personas que 
dan derecho a deducciôn de la cuota. A estos conceptos se as^ 
milan las cuotas satisfechas a Mutualidades o Sociedades de 
seguros medicos. El porcentaje a aplicar a las cantidades su- 
fragadas por estos conceptos es también del 15 por ciento.
3) Gastos abonados a profesionales, que no se encuen- 
tren comprendidos en el supuesto anterior, siendo deducible 
de ellos el 5 por ciento.
4) Gastos excepcionales de carâcter no suntuario, de 
los cuales es deducible el 15 por ciento, con un limite mâxi- 
mo de 45.000 pesetas (10 por ciento y 30.000 pesetas, respec-
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tivamente, para 1984).
En principio, la deducciôn por gastos personales no 
plantea mayores problemas. Sin embargo, la ordenaciôn legal 
de los mismos ha sido objeto de duras crîticas, llegândose 
a afirmar el "caos sistemâtico con que hoy dia estân regula- 
dos" (289). Un poco exagerada nos parece esta critica, ya que 
cabe encontrar un criterio ordenador que ha presidido la regu 
laciôn legal de esta deducciôn. En nuestra opiniôn, la ordena 
ciôn de la deducciôn por gastos personales responde a un do- 
ble criterio limitador de la cuantia, en funciôn del carâcter 
del gasto. Estos dos criterios cuantitativos, limitadores y 
ordenadores, son:
-el distinto porcentaje previsto, segùn los supuestos: 
5 por ciento para pagos a profesionales, 15 por ciento para 
los demâs casos; y
-una cuantia mâxima para determinados conceptos: 45.000 
pesetas para las primas de contratos de seguros, y 45.000 pe­
setas en la Ley 44/1978 (30.000 en la Ley de Presupuestos pa­
ra 1984), para los gastos excepcionales no suntuarios. Esta 
limitaciôn cuantitativa se encuentra plenamente justificada, 
ya que de no hacerse asi, y dada la naturaleza de los gastos 
a los que afecta, se estaria discriminando en favor de las 
categorias de rentas mâs altas frente a las de rentas mâs ba­
jas, lo que, obviamente, incidiria en la progresividad del 
tributo.
El problema que la deducciôn por gastos personales plan 
tea no es otro, como es bien sabido, que el de la excepciôn
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a la justificaciôn documental del gasto, concediéndose el de­
recho a deducir una cantidad fija sin necesidad de documenta- 
ciôn alguna. La polémica deviene por la incorrecta incardina­
ciôn sistematica de la regia general -justificaciôn documen­
tal del gasto- y de su correspondiente excepciôn, asi como 
por los términos en que tal excepciôn se encuentra prevista.
En efecto, el precepto que comentamos incluye entre
sus numéros 3 (pagos a profesionales) y 4 (gastos de carâcter
excepcional no suntuario), lo siguiente:
"Las deducciones de las partidas sehaladas en el apar­
tado e) de este articulo estarân condicionadas a su 
justificaciôn documentai y a la indicaciôn del nombre 
y domicilio de las personas o entidades perceptoras 
de los importes respectives.
"Los contribuyentes podrân optar por deducir los por- 
centajes anteriormente sehalados ola cantidad fija de 
diez mil pesetas, sin venir obligados, en este ultimo 
caso, a la justificaciôn documentai de los citados gas 
tos, ni a la indicaciôn del nombre y domicilio fiscal 
de las personas o entidades perceptoras de los impor­
tes respectives".
La confusiôn que origina esta norma puede concretar 
se, por una parte, en la virtualidad de la exigencia de justi 
ficaciôn documentai del gasto a todas las partidas consigna- 
das en el apartado e), y, por otra, al alcance de la opciôn 
ahl sehalada, tanto en un sentido objetivo o material -catego 
ria o categorias de gasto a los que afecta o sustituye la de 
ducciôn fija de 10.000 pesetas-, como en su âmbito subjetivo 
-persona o personas por quienes se concede-.
En cuanto a lo primero, la cuestiôn es fâcil de solven
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tar: con independencia de su incardinaciôn sistematica, la 
norma que establece la necesidad de justificaciôn documental 
del gasto para que procéda la deducciôn correspondiente, se 
dispone expresamente respecto "de las partidas consignadas 
en el apartado e)", por lo que no cabe duda de que también 
la realizaciôn de gastos excepcionales no suntuarios deberâ 
justificarse documentalmente (290).
Por lo que se refiere a lo segundo (alcance objetivo 
y subjetivo de la deducciôn "a forfait") requiere un comenta- 
rio mâs amplio. Se trata de la tan traida y llevada cuestiôn 
"de las 10.000 pesetas" (291), cuestiôn que, en nuestra opi­
niôn, ha sido objeto de "desmesurada atenciôn por parte de 
comentaristas y exégetas" (292). En efecto, se nos escapa la 
razôn o razones por las que haya podido prestarse tal impor- 
tancia a este problema (293), especialmente si se compara con 
la escasa o nula atenciôn concedida a otros aspectos de mayor 
trascendencia que la unidad familiar plantea, como hemos ten^ 
do ocasiôn de comprobar a lo largo de estas pâginas. La tras­
cendencia concedida al problema de referencia quizâs sôlo ten 
ga explicaciôn entendiéndolo como "exponente" de la problemâ- 
tica de la unidad familiar, y en este sentido se explicaria 
el que para resolver la cuestiôn de la deducciôn de 10.000 
pesetas sin necesidad de justificaciôn se haya sentido la ne­
cesidad de acudir a los principios constitucionales de igual- 
dad, protecciôn a la familia y distribuciôn personal de la 
renta, como indicâbamos en otro lugar (294), lo que en nuestra opi­
niôn es no sôlo innecesario sino también excesivo.
843
En esta linea de "desmitificaciôn" -si se nos permite 
calificarlo asi- y antes de abordar propiamente la problematic 
ca de la deducciôn que nos ocupa en este momento, es preciso 
aludir al origen del apartado e) del articulo 29 de la Ley, 
por cuanto pudiera prestarse a confusiôn el punto de arranque 
del error sistemâtico del precepto (295).
Como hemos visto al ocuparnos de la tramitaciôn parla- 
mentaria del proyecto de Ley del Impuesto, inicialmente el 
apartado e) del articulo 29 sôlo contenia dos numéros, relati 
vos a gastos por pagos de previsiôn y aseguramiento, uno, y 
a gastos por enfermedad, accidente o invalidez, otro. La in- 
clusiôn en el primer grupo de gastos de conceptos taies como 
cotizaciones a la Seguridad Social, Montepios y Mutualidades 
obligatorias, derechos pasivos y cotizaciones a Colegios de 
Huérfanos o instituciones similares, fué suprimida por la Po­
nencia, entendiendo que se trataban de gastos necesarios para 
la obtenciôn de la renta y por tanto comprendidos en la enun- 
ciaciôn del articulo 19 de la Ley (296). Asimismo, aceptando 
la enmienda propuesta por el Grupo Parlamentario Socialista, 
la Ponencia incorporô un numéro 3 a este apartado e), relati- 
vo a pagos a profesionales. Consecuentemente, los dos pârra- 
fos finales del apartado e) (justificaciôn documentai del gas 
to y deducciôn de 10.000 pesetas sin necesidad de justificar) 
se incluyeron a continuaciôn del nuevo numéro 3 previsto (297). 
Acogiendo igualmente la propuesta de incorporaciôn de un epi- 
grafe dedicado a gastos excepcionales no suntuarios (298), 
se incluyô un apartado e') con tal concepto. No se aclara en 
el Informe de la Ponencia la razôn de esta incardinaciôn sis-
844
temâtica, si bien cabe entender que responde a la considera­
ciôn de esta clase de gastos como una categoria distinta de 
los restantes conceptos incluidos como gastos personales. En 
realidad, los gastos excepcionales no suntuarios presentan 
unas caracteristicas definidas que permiten su conceptuaciôn 
como concepto independiente, y esta opiniôn se ve avalada por 
el desarrollo reglamentario de los mismos, donde se les conce 
de una amplitud tal que bien puede decirse que se han conver- 
tido en una categoria "residual".
En el Dictamen de la Comisiôn de Hacienda (299) los 
gastos excepcionales no suntuarios aparecen tal como queda- 
rian en el texto de la Ley: incluidos dentro de un numéro 4 
del apartado e); pero la incorporaciôn del anterior apartado 
e') al apartado e) no fûe acompanada de la consiguiente alte- 
raciôn sistematica de los dos ùltimos pârrafos del mismo,que­
dando situados entre los numéros 3 y 4.
En definitive, el resultado de todo ello es que en el 
articulo 29,e), referente a la deducciôn por gastos persona­
les, se contiene una exigencia de justificaciôn documentai 
que queda referida, aùn a pesar de su incardinaciôn sistemâti 
ca, a todos los conceptos comprendidos en este apartado, y 
una opciôn para deducir los porcentajes sehalados en los nùme 
ros 1,2 y 3, o la cuantia fija de 10.000 pesetas sin necesi­
dad de justificaciôn documentai. A esta ùltima cuestiôn nos 
referimos seguidamente.
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b') La deducciôn "a forfait". La cuestiôn en la doctri 
na y en la Jurisprudencia. Postura adoptada.
Como sabemos, la deducciôn "a forfait" por gastos 
personales plantea problemas tanto en relaciôn al âmbito obje 
tivo de la misma, como en relaciôn a su âmbito subjetivo.
Por lo que se refiere al alcance objetivo de la deduc­
ciôn cabe diferenciar dos aspectos. El primero es saber si 
la deducciôn de 10.000 pesetas afecta a todo el partado e) 
o solo a los très primeros numéros. La interpretaciôn literal 
del precepto, que refiere la opciôn de la cantidad fija sin 
necesidad de justificaciôn a "los porcentajes anteriormente 
sehalados" excluye inevitablemente a los gastos excepcionales 
de carâcter no suntuario, y por lo tanto, conduce a la compa- 
tibilidad de ambas deducciones (300). Esta era la situaciôn 
existente hasta la Ley 44/1983, que ha modificado este aspec- 
to como veremos al referirnos a los gastos excepcionales no 
suntuarios.
El segundo problema que se suscita en el âmbito mate­
rial de la opciôn es si ésta sustituye a los tre primeros nu­
méros en su conjunto, o a cada uno de ellos. Respecto de este 
tema, la opiniôn mayoritaria entiende que la deducciôn es glo 
blal por los très conceptos; esto es, dentro de las 10.000 
pesetas se subsumen los gastos consigandos en los très prime­
ros numéros del apartado e) (301). Asi se aclaraba en la Or- 
den de 29 de mayo de 1980 (BOE de 30 de mayo), sobre interpre 
taciôn del articulo 123,3 del Reglamento del impuesto, dispo-
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niéndose posteriormente en el Reglamento de 1981 que la deduc 
ciôn sera "fija y ùnica". Ello es correcto, ya que la finali­
dad de la deducciôn es sustituir la prueba de los gastos rea- 
lizados efectivamente y, por tanto, se convierte en una deduc 
ciôn general y minima en razôn de unos gastos presuntos (302).
De esta opiniôn, que puede considerarse generalizada, 
disentia el Consejo de Estado, que en su Dictamen al primer 
Reglamento del Impuesto senalaba que "En el numéro 3 del indi^  
cado articulo 123 deberâ especificarse que la deducciôn de
10.000 pesetas es aplicable a cada uno de los apartados y no 
al conjunto" (303). También para Stampa, la deducciôn proce- 
dia por cada uno de los conceptos sehalados en los apartaddos
a), b) y c) del articulo 123,1 del Reglamento, siendo por tan 
to la deducciôn de 30.000 pesetas sin necesidad de justifica­
ciôn (304). Sin embargo, al margen de la critica que "de lege 
ferenda" pueda formularse al precepto (305), la interpreta­
ciôn de este punto es Clara: la opciôn por deducir 10.000 pe­
setas sin justificar incluye los très conceptos "anteriores", 
esto es, primas de seguro, gastos de enfermendad y pagos a 
profesionales (306).
Por lo que se refiere al elemento subjetivo de la de­
ducciôn, el problema que se plantea, dado el tenor literal 
de la norma ("Los contribuyentes podrân optar...") es la de- 
terminaciôn de las personas que pueden ejercer ese derecho 
en el supuesto de unidad familia, o si la deducciôn es ùnica 
para la unidad familiar. La doctrina en este punto aparece 
dividida, pudiendo reconducirse, fundamentalmente (307), las
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distintas posiciones de los autores, a las siguientes:
a) En primer lugar, la de quienes sostienen que la de­
ducciôn de 10.000 pesetas debe multiplicarse por el numéro 
de miembros que integran la unidad familiar. Se aduce para 
ello que la Ley atribuye un derecho de opciôn a los "contribu 
yentes", y que en el supuesto de unidad familiar hay que con­
sidérer como taies a todas las personas que la integran (308)
b) Teniendo en cuenta fundamentalmente también la sig­
nif icaciôn del término "contribuyentes", G. de la Peha 
entiende que la deducciôn de 10.000 pesetas corresponde a los 
miembros de la unidad familiar que obtienen renta, ya que sô­
lo ellos son sujetos pasivos y, por tanto, "contribuyentes". 
Para el citado profesor, "de la misma manera que los miembros 
de la unidad familiar que no obtienen renta no son sujetos 
pasivos del Impuesto sobre la Renta, tampoco tienen derecho 
taies personas a deducir en concepto de gastos personales, 
ni en ningûn otro concepto, entre otras cosas porque al no 
corresponder porciôn alguna de cuota, no habrâ de donde dedu­
cir, y mucho menos a aplicar una deducciôn 'a forfait' de
10.000 pesetas" (309).
c) Una tercera opiniôn sostiene que la deducciôn de
10.000 pesetas corresponde a la unidad familiar. Cuando la 
Ley se refiere a los "contribuyentes" (art. 29,e) y el Regla­
mento a los "sujetos pasivos" (art. 123,3), taies expresiones 
deben entenderse referidas a la unidad familiar, ya entendien 
do que ésta es sujeto pasivo contribuyente (310), ya estiman-
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do que la unidad familiar constituye el elemento subjetivo 
realizador del presupuesto de hecho. En este sentido se mani- 
fiesta Martin Queralt, para quien "en consecuencia,a la misma 
unidad familiar le es aplicable el tratamiento predicable del 
sujeto pasivo del Impuesto, aùn cuando en puridad no haya si­
do configurada como tal por la normativa reguladora del pro­
pio impuesto"; es decir, para el citado profesor, en el fondo 
lo que ocurre es que "sin admitir como sujeto pasivo en senti^ 
do estricto a la unidad familiar..., lo que ha hecho el legis 
lador es atribuir a la misma el régimen predicable del sujeto 
pasivo configurador del hecho imponible" (311).
Esta es, sustancialmente, la interpretaciôn sostenida 
por el Ministerio de Hacienda, que en la citada Orden de 29 
de mayo de 1980 aclaraba: "En el supuesto de unidad familiar, 
la deducciôn de 10.000 pesetas, en caso de opciôn, sera ùni­
ca , sin multiplicar esta cantidad por los miembros que inte­
gran aquélla". En los mismos términos se dispone el âmbito 
de la deducciôn por el articulo 123,3 del Reglamento de 1981.
Tal disparidad de opiniones se ha dejado sentir en la 
Jurisprudencia habida sobre el tema. Asi, la Audiencia de Ovie 
do, en mâs de una ocasiôn (312), ha entendido que la deducciôn 
de 10.000 pesetas es ùnica para la unidad familiar. Se sostie 
ne que la Ley del Impuesto, al establecer que todos los compo 
nentes de la unidad familiar quedan conjunta y solidariamente 
sometidos al Impuesto como sujetos pasivos, estâ creando un 
nuevo sujeto pasivo, la unidad familiar, que tiene la natura­
leza de un solo sujeto a todos los efectos previstos en la Ley.
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En términos muy similares, la Audiencia de Granada, 
en su Sentencia de 12 de julio de 1983 (313) entendiô que con 
independencia de que se afirme por la Ley que cada uno de los 
componentes de la unidad familiar es sujeto pasivo del tribu­
to , exister razones para entender que el legislador refiriô 
la suma de la deducciôn al conjunto de la unidad familiar. 
La unidad familiar, se afirma, tiene sustantividad propia a 
los efectos del impuesto, reconocida a partir del articulo 
42 de la Ley y de los preceptos que se mencionan en el mismo. 
La deducciôn es por tanto ùnica por unidad familiar.
Distinta posiciôn se sostiene por la Audiencia de Va­
lencia, en su Sentencia de 16 de noviembre de 1983 (314). En
ella se intenta una aplicaciôn del principio de "interpreta­
ciôn de las leyes conforme a la Constituciôn", que le lleva 
a concluir que la deducciôn de 10.000 pesetas debe multipli­
carse por el nùmero de miembros de la unidad familiar. Como 
sabemos, los principios constitucionales en que se basa esta 
interpretaciôn son: el principio de igualdad, el principio
de protecciôn a la familia y la redistribuciôn de la renta 
que el articulo 40 del texto constitucional sehala como uno 
de los fines de la actividad financiera. Como ha puesto de 
relieve Falcôn (315), se trata de una argumentaciôn muy discu 
tible. Segùn el Tribunal, la interpretaciôn que del articulo 
29 de la Ley "hace la Administraciôn supone una situaciôn di^ 
criminatoria para los miembros de la unidad familiar frente 
a los contribuyentes individuales, y frente a aquellos otros 
que conviven sin vinculo matrimonial, pues si no se pone en
850
duda el derecho del contribuyente que déclara por los miem­
bros de la unidad familiar a deducir los gastos personales 
de todos los miembros, si que se le obliga a justificarlos 
documentalmente, y ello supone de hecho la no posible deduc­
ciôn de los gastos personales, muy dificiles de justificar 
a veces, y en todo caso se esta estableciendo ya una carga 
sobre los miembros de la unidad familiar que no pesa sobre 
los contribuyentes que no integran esta...". Sin embargo, y 
compartiendo plenamente la opiniôn del profesor Falcôn al re^ 
pecto, "no existe discriminaciôn por el mero hecho de que la 
deducciôn 'a forfait' se considéré ùnica para la unidad fami­
liar, ya que la Ley permite optar por la deducciôn integra 
de los gastos personales de sus miembros, siempre que se jus- 
tifiquen documentalmente. La justificaciôn, frente a lo que 
afirma el Tribunal, no es muy dificil dada la naturaleza de 
dichos gastos... Llevando el razonamiento del Tribunal a sus 
ùltimas consecuencias habria que considerar, por ejemplo, que 
también el limite de la obligaciôn de declarer, fijado en el 
articulo 34 de la Ley, discrimina a la unidad familiar frente 
a las uniones de hecho" (316).
Tampoco el principio de protecciôn a la familia puede 
utilizarse para determiner el âmbito subjetivo de la deduc­
ciôn "a forfait". Dicho principio exigiria en todo caso consi 
derar adecuadamente las cargas familiares, cuestiôn distinta 
del âmbito de la deducciôn tratada. "En el fondo, la menciôn 
que en la Sentencia (de Valencia) se hace del articulo 39, 
supone simplemente abundar en la argumentaciôn desarrollada
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al hilo del principio de igualdad" (317). Y mâs claramente 
aùn se observa esta consideraciôn respecto del articulo 40 
de la Constituciôn. Verdaderamente no se comprende que conse­
cuencia puede derivarse del principio de una distribuciôn per 
sonal de la renta mâs equitativa, en orden al problema trata- 
do. La Audiencia simplemente se limita a mencionar el precep­
to constitucional, sin indicar de que manera influye en el 
fallo.
Por ùltimo, el Tribunal Supremo, en su Sentencia de 
6 de julio de 1984 (318), ha venido a fijar doctrina legal 
respecto a la interpretaciôn del articulo 29,e) en el punto 
de referencia, "en el sentido de que la opciôn que en dicho 
precepto se concede permite tantas opciones de 10.000 pesetas 
cuantos sean los contribuyentes que integran la unidad fami­
liar y obtengan individualmente rentas que por su cuantia que 
den sujetas al referido impuesto". Las consideraciones en que 
se basa tal conclusiôn son las siguientes:
- Segùn el articulo 4 de la Ley, "los ùnicos 'sujetos 
pasivos' son las personas fisicas..., quedando excluida del 
carâcter de sujeto pasivo la unidad familiar".
- "La Ley del Impuesto en su articulo 3 define el he­
cho imponible como 'la obtenciôn de renta por el sujeto pasi­
vo', de donde se ve que la Ley estâ considerando como 'suje­
tos pasivos' del Impuesto a todos quienes obtengan rentas, 
pero no naturalmente en cualquier cuantia, sino solamente en 
cuantia suficiente para quedar sujetas a imposiciôn".
- "Por lo tanto..., se excluye que pueda entenderse
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aludida, como 'contribuyente' la unidad familiar, mero conjun 
to de personas que, a efectos del Impuesto... tiene como fina 
lidad la acumulacion de todos los rendimientos e incrementos 
de patrimonio de cuantos la constituyen...".
- "Si la Ley de 1978 hubiera querido limitar a una so­
la las opciones posibles, lo hubiera dicho expresamente, como 
lo dice la Ley... que aprobo los Presupuestos Générales del 
Estado para 1984...".
- "La Ley concede la opcion por el concepto de 'gastos 
personales de los contribuyentes', no 'del contribuyente' y 
séria contrario al principio de igualdad concéder la opcion 
a uno solo de los varios que obtienen rentas sujetas..., con- 
virtiendo asi en singular... lo que el texto de la Ley que 
se interpréta concede a una pluralidad...".
- "Es contrario a la justicia tributaria imponer a esa 
pluralidad solamente la carga como es pagar la deuda tributa­
ria derivada de la realizaciôn del hecho imponible y negarles 
el bénéficié que la propia Ley concede a quienes sean 'contri 
buyentes', por lo que debe concluirse que si se obtiene el 
bénéficié -cobro de la deuda tributaria-, debe soportarse el 
perjuicio -deducciôn permitida por la Ley" (319).
Esta soluciôn, que viene a coincidir en lo fundamental 
con la posiciôn del profesor G. de la Pena, es ciertamente 
sugestiva y goza de una indudable apoyatura normativa, pero 
supone una interpretaciôn excesivamente literalista (320).  En 
nuestra opinion el problema ha que ha dado lugar la deducciôn 
de las 10.000 pesetas sin necesidad de justificaciôn radica
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en que se ha partido de una interpretaciôn exclusivamente li­
teral de la opciôn concedida por el articule 29,e) (321), de 
manera que aùn en las ocasiones en que se ha intentado solu- 
cionar el problema por una via distinta a la de la significa- 
ciôn del termine "los contribuyentes" (322), en realidad se 
ha recurrido a otros medios de interpretaciôn de forma que 
apoyaran o confirmaran la opiniôn inicialmente sostenida 
(323). En el debate doctrinal.y jurisprudencial en torno a 
la deducciôn "a forfait" se ha hecho un excesivo use, "como 
razonamientos técnicos, de opiniones 'de lege ferenda', abso- 
lutamente validas y respetables como taies, pero en absolute 
validas a efectos de prejuzgar la conclusiôn a obtener del 
anâlisis del ordenamiento vigente" (324).
Por otra parte, la Ley de Presupuestos para 1984 dâ 
nueva redacciôn al articule 29 de la Ley del Impuesto, reco- 
giendo el contenido del apartado e) del mismo en un apartado 
g), en cuyo ultime pàrrafo se dispone: "En el supuesto de 
unidad familiar, la deducciôn de 10.000 pesetas, en case de 
opciôn, sera ùnica, sin multiplicar esta cantidad por los 
miembros que integran aquélla". Sin embargo elle no resuelve 
définitivcimente el tema, ya que la modificaciôn tiene una vi- 
gencia temporalmente limitada al ejercicio de 1984, y ademâs 
subsiste el problema que podemos llamar "de fonde", que no 
es otro que el de determinar el âmbito de la deducciôn "a for 
fait" prevista en la Ley 44/1978 (325).
No parece necesario insistir en que la argumentaciôn 
contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo es correcta,
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tiene un indudable apoyo legal y ofrece una soluciôn cierta­
mente sugestiva. Pero el significado del elemento subjetivo 
de la deducciôn fija por gastos personales sin necesidad de 
justificaciôn pensâmes, como hemos dicho, que no puede obte- 
nerse exclusivamente del tenor literal del precepto.
En este orden de consideraciones son dos, fundamental- 
mente (326) a nuestro juicio, los criterios que han de presi- 
dir la operaciôn interpretativa de la susodicha deducciôn. 
En primer lugar, el elemento histôrico de la misma, y en se- 
gundo lugar, el elemento teleolôgico.
Por lo que se refiere al elemento histôrico, la expre- 
siôn "contribuyentes" del actual articule 29, al concéder la 
opciôn de las 10.000 pesetas, procédé del Proyecto de Ley del 
Impuesto. El ultimo pàrrafo del mismo disponia, prâcticamente 
con el mismo tenor literal que el pàrrafo tercero jdel art. 29, e): "Los 
contribuyentes podràn optar por deducir los porcentajes ante- 
riormente sehalados o por la deducciôn de la cantidad fija de
10.000 pesetas, sin venir obligados, en este ultimo caso, a 
la justificaciôn documentai de los citados gastos, ni a la 
indicaciôn del nombre y domicilio fiscal de las personas o 
entidades perceptoras de los importes respectives".
Dado que en el Proyecto de Ley del Impuesto sujeto pa- 
sivo era la unidad familiar y las personas fisicas que no for 
maran parte de una unidad familiar, parece claro que la op­
ciôn concedida a "los contribuyentes" por la deducciôn fija sin 
necesidad de justificaciôn se concedîa a la unidad familiar, 
como tal sujeto pasivo, contribuyente; o lo que es lo mismo.
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la opciôn por deducir 10.000 pesetas se concebîa como ùnica 
para la unidad familiar, y no para los miembros de esta, o 
para los miembros que fueran sujetos pasivos.
En la tramitaciôn parlamentaria del Proyecto de Ley 
no se alterô la redacciôn originaria del precepto en cuestiôn 
(327), no advirtiéndose que el término "los contribuyentes" 
habîa adquirido una significaciôn distinta a la inicialmente 
prevista. Asi pues, aunque contribuyente en el âmbito del Im­
puesto sobre la Renta es la persona fîsica que obtiene renta, 
esto es, que realiza el hecho imponible, la intenciôn del le- 
gislador al redactar el articule 29 y aludir al "contribuyen­
te" era referirse a la unidad familiar. En este sentido, Mar­
tin Queralt ha propuesto una interpretaciôn correctiva del 
articule 29, entendiendo que a los efectos de este precepto 
la expresiôn "contribuyente" hace referencia a la unidad fami^  
liar (328). "Elle explicaria, ademâs -dice Falcôn-, la nueva 
redacciôn dada al precepto por la Ley de Presupuestos para 
1984, que, frente a lo que afirma el Tribunal Supremo, no pre 
tende modificar el Ordenamiento juridico, sino fijar con cla- 
ridad la interpretaciôn correcta de entre las distintas que 
se habian producido en la prâctica. Si el legislador de 1978 
hubiera querido que la deducciôn 'a forfait* se multiplicase 
por el numéro de contribuyentes, lo hubiera dicho con clari- 
dad, estableciendo que puede optar por ella 'cada contribuyen 
te', en lugar de usar la expresiôn genérica de 'contribuyen­
tes" (329).
En cuanto al elemento teleolôgico adquiere una impor-
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tancia decisiva, ya que aunque todos los elemenos de interpre 
tacion que enuncia el articulo 3,1 del Codigo civil han de 
manejarse conjuntamente, las normas han de interpretarse 
"atendiendo fundamentalmente al espiritu y finalidad" de las 
mismas.
Desde esta perspectiva esta claro que debe diferenciar 
se la finalidad de las deducciones por gastos personales, de 
la finalidad de la deducciôn fija sin necesidad de justifica- 
cion. En el primer caso, se trata de atemperar la carga tribu 
taria al principio contributivo, esto es, lo que se pretende 
con la deducciôn por gastos personales es la subjetivaciôn 
del tributo en atenciôn a las cargas y necesidades y los co- 
rrespondientes gastos en los que efectivamente se ha incurri- 
do; por ello se exige justificaciôn documental de los mismos. 
En el segundo caso, deducciôn "a forfait", la finalidad es 
completamente distinta: lo unico que se pretende es excluir 
la necesidad de justificaciôn (330). No nos encontramos aqui 
con el principio de capacidad contributiva como fundamento 
de tal deducciôn, sino con principios de eficacia y economia. 
Nada puede objetarse por tanto en base al principio de igual­
dad, argumentando que se produce una discriminaciôn frente 
a la unidad familiar si la deducciôn es ùnica. La deducciôn 
es ùnica porque viene prevista como tal para cada declaraciôn; 
dado que la comprobaciôn es una en cada caso (sujeto pasivo 
y unidad familiar) la cifra de 10.000 pesetas es también una, 
ya que no se trata mas que de obviar la obligaciôn de justif_i 
car los gastos cuando son de escasa cuantla e importancia
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(331).
En conclusion, aunque del tenor literal del precepto 
que concede la opcion de deducir 10.000 pesetas por gastos 
personales sin necesidad de justificaciôn documental pudiera 
entenderse que tal opciôn se concede por cada "contribuyente", 
persona fisica, el origen de la norma y la finalidad de la 
excepciôn a la justificaciôn documental del gasto ponen de 
manifiesto con claridad que la opciôn es ùnica tanto para el 
sujeto pasivo individual como para la unidad familiar. Cual- 
quier otra interpretaciôn puede ser mas deseable "de lege fe­
renda" , pero contraviene es espiritu de la Ley.
No obstante, dados los términos en que la polémica se 
ha desarrollado, no es aventurado imaginar que la soluciôn 
definitiva a la cuestiôn de las 10.000 pesetas posiblemente 
haya de venir como parte de una "soluciôn" mas amplia que 
afecte a toda la problernâtica de la unidad familiar (332).
c ’) Los gastos excepcionales no suntuarios.
Los llarnados gastos excepcionales de carâcter no 
suntuario aparecen regulados, como sabemos, en el nùmero 4 
del articulo 29,e) de la Ley, y en el articulo 123,1,d) del 
Reglamento (333). La cuantia prevista para la deducciôn por este 
concepto era del 15 por ciento con un limite mâximo de 45.000 
pesetas. La Ley de Presupuestos Générales del Estado para 
1984 ha modificado estas previsiones, disponiendo el 10 por 
ciento con una cuantia maxima de 30.000 pesetas. Asimismo,
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hasta la citada Ley, como ya quedo indicado, esta deducciôn 
era compatible con la cantidad fija de 10.000 pesetas, ya que 
la opcion por esta cantidad fija venia prevista en el numero 
3 del articulo 29,e), lo que conducia inevitablemente a la 
exclusiôn de los gastos excepcionales no suntuarios del âmbi­
to cuantitativo de la deducciôn "a forfait". Este punto tam­
bién ha sido modificado por la Ley 44/1983, que al dar nueva 
redacciôn al articulo 29 de la Ley ha alterado la colocaciôn 
del precepto en que se dispone la opciôn de las 10.000 pese­
tas, que aparece situado a continuaciôn de la deducciôn por 
gastos excepcionales no suntuarios. Asi pues, ahora, entre 
"los porcentajes anteriormente sehalados" se incluye el co- 
rrespondiente al concepto del que ahora tratamos, de manera 
que la opciôn por ûeducir 10.000 pesetas excluye la posibili- 
dad de deducir ademâs por gastos excepcionales de carâcter 
no suntuario.
El problema fundamental que plantea esta deducciôn es 
la propia determinaciôn del concepto que en ella se compren- 
de, sobre el que ninguna aclaraciôn o determinaciôn se com- 
prende en la Ley. En este sentido, no le faltaba razôn a Gar­
cia Martin al sehalar que "el concretar el concepto de 'gasto 
excepcional (aspecto positivo) no suntuario (aspecto negati- 
vo)' es un reto a la imaginaciôn de los redactores... del Re­
glamento del tributo, por razôn de la enorme variedad de su- 
puestos que pueden prestarse al debate, sobre todo porque tan 
to la excepcionalidad como lo suntuario son conceptos que ad- 
miten la graduaciôn y de apreciaciôn eminentemente relativa"
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(334).
El primer Reglamento del Impuesto senalô que "Se consi 
derarân gastos excepcionales de carâcter no suntuario aque- 
llos cuya realizaciôn sea exigida al sujeto pasivo por razo- 
nes familiares o personales y tengan carâcter esporâdico u 
ocasional". Y en los mismos términos se definen estos gastos 
en el Reglamento vigente. Sin embargo, mientras que el Regla­
mento de 1979 se limitaba a disponer que "Se considerarân in- 
cluidos en este apartado los gastos ocasionados por estudios 
en territorio nacional con motivo del desplazamiento del ho- 
gar familiar de los hijos que dan derecho a la deducciôn..., 
siempre que se correspondan a estancia y manutenciôn y sean 
satisfecnos a personas o Entidades dedicadas legalmente al 
hospedaje" (art. 123,1,d,segundo pàrrafo), el Reglamento de 
1981 ha dado una regulaciôn considerablemente mâs amplia a 
esta categorîa de gastos, incluyéndose hasta diez conceptos, 
con carâcter ejemplificativo, no taxativo.
En efecto, segùn el articulo 123,1,d) del vigente Re­
glamento, "Se considerarân incluidos en esta letra, entre 
otros, los gastos ocasionados por": 1) estancia y manutenciôn 
con motivo del desplazamiento de los hijos por estudios en 
territorio espanol; 2) boda del contribuyente o de sus hijos; 
3) bautizo, primera comuniôn y demâs actos que las respecti- 
vas religiones impongan a los que las profesan; 4) defunciôn, 
accidente o enfermedad frave de familiares del contribuyente 
o de miembros de la unidad familiar, hasta el cuarto grado 
inclusive; 5) procesamiento en causa criminal o pleitos civi­
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les; 6) anualidades por alimentos que no sean entre cônyuges 
y siempre de obligado cumplimiento de acuerdo con nuestro or­
denamiento juridico; 7) seguridad personal o familiar; 8) de^ 
plazamiento del contribuyente al extranjero, residencia habi­
tuai de sus padre, hijos o cônyuge; 9) traslado de residencia 
habituai, personal o familiar, que no sea objeto de compensa- 
ciôn no sujeta al impuesto; y 10) cantidades satisfechas con 
cargo a la economia particular del sujeto pasivo, en virtud 
de campanas électorales de carâcter politico, sindical, patro 
nal o colegial, en las que participe como candidato.
No es este el lugar mâs adecuado para efectuar un deta 
llado comentario de cada uno de estos conceptos (335), si 
bien no puede dejar de senalarse la contradicciôn implicita 
entre el concepto general de lo que es gasto excepcional no 
suntuario, sehalado por el propio Reglamento, y algunos de 
los supuestos en él consignados. Asi, no se entiende que rela 
ciôn puede existir entre el gasto consignado en el numéro 10 
(gastos de campanas électorales), y la exigencia contenida 
con carâcter general de que el gasto lo sea por razones "fami^ 
liares o personales". Con mayor claridad, choca la considéra 
ciôn como gasto "excepcional" de las "anualidades" por alimen 
tos consignadas en el numéro 6, a lo que ya nos hemos referi- 
do en otro lugar (336), y lo mismo puede decirse de los gas­
tos ocasionados por estudios de los hijos fuera del hogar.
En realidad, la inclusiôn de estos supuestos permiten 
calificar los gastos excepcionales no suntuarios como una ca- 
tegoria residual de gasto, donde el legislador ha encontrado
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un cauce para dar acogida a determinadas clases de gastos que 
en un momento determinado ha considerado dignos de ser teni- 
dos en cuenta, pero que no encontraban encaje posible en nin­
guna otra deducciôn. Por lo demâs, tanta perplejidad como los 
ejemplos expresamente incluidos en este concepto, pueden oca- 
sionar determinadas excepciones del mismo. En este sentido, 
tampoco se explica la exclusiôn de los gastos de estudios rea 
lizados en el extranjero, ya que aunque denoten una cierta 
potencialidad econômica, hubieran podido introducirse las 
oportunas correcciones a fin de atemperar el posible carâcter 
suntuario de los mismos (337).
Por lo que se refiere a otros posibles gastos extraor- 
dinarios de carâcter no suntuario, el Reglamento excluye tam­
bién expresamente la posibilidad deconsiderar como taies las 
cantidades gastadas en la adquisiciôn de bienes de uso perso­
nal o familiar (338), lo que a nuestro entender es totalmente 
innecesario y no es mâs que una manifestaciôn del conceptua­
lisme a que ya nos tiene acostumbrados el redactor del Regla­
mento; también se excluyen las obras de mejora, reparaciôn 
o conservaciôn de bienes muebles o inmuebles, cantidades que 
se abonen en concepto de guarderia infantil o ensenanza, y 
las cantidades satisfechas por razôn de coacciones, amenazas, 
secuestros o cualquier otra manifestaciôn de una conducta ilj. 
cita penalmente (339).
Sin embargo, si han sido considerados por la Adminis- 
traciôn gastos excepcionales no suntuarios (340) los deriva- 
dos de una enfermedad de hijos mayores de 25 aflos, asi como
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los ocasionados por la custodia de hijos menores de edad que 
convivan en una unidad familiar (341).
e) Determinaciôn de circunstancias familiares y cuan­
tia de las deducciones en periodo inferior al ano.
La procedencia de las deducciones personales y fami^ 
liares, segun el articulo 25 de la Ley, se determinarâ por 
la situaciôn existante en la fecha del devengo del Impuesto, 
esto es, el 31 de diciembre de cada ejercicio o el dia en que 
se interrumpa el periodo impositivo conforme a lo dipuesto 
en el articulo 24.
La soluciôn adoptada por esta norma es verdaderamente 
simple: consiste en atenerse a la situaciôn del dia del deven 
go como si hubiera concurrido durante todo el ano, sin tener
en cuenta, por tanto, las variaciones que a lo largo del mis­
mo hayan podido producirse en las circunstancias personales 
o familiares del sujeto pasivo, salvo que coincidan con las 
causas previstas a efectos de anticipaciôn del devengo (342).
Este planteamiento ha suscitado algunas criticas, cen- 
tradas especialmente en la denuncia de las situaciones de ine 
quidad que pueden derivarse de ello. Asi, Banacloche (343) 
sehala: "Si un hijo nace el 31 de diciembre cabe deducir por 
él como si hubiera formado parte de la unidad familiar todo
el ano. Si un hijo menor se casa el 31 de diciembre no cabe
deducir por él... Si un hijo cumple 18 ahos el 31 de diciem­
bre y tiene renta superior a 100.000 pesetas anuales no cabe
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deducir por él. Si un hijo menor de 25 ahos sin renta cumple 
esa edad el 31 de diciembre no cabe deducir por él"(344). Ver 
daderamente lo ûnico que cabe decir es que el legislador ha 
optado por la simplicidad, pero séria convenience una modifi­
caciôn de esta norma, disponiendo la posibilidad de aplicar 
las deducciones reducidas al plazo de tiempo dentro del ejer­
cicio en que se hayan dado los presupuestos de las mismas, 
esto es, en el que los miembros de la unidad familiar hubie- 
sen reunido los requisitos exigidos para su disfrute. Como 
sehala el profesor Lasarte, "Disposiciones de este tipo impl^ 
carian sin duda una mayor complejidad en la gestiôn del tribu 
to, pero supondrian una mejor adaptaciôn del mismo a las cir­
cunstancias personales y familiares a que se refiere el ar­
ticulo 12 de la Ley" (345).
Por ultimo, hemos de referirnos a la cuantia de las 
deducciones en los periodos impositivos inferiores al aho, 
supuesto previsto por el articulo 24,4, en los siguientes tér 
minos: "Las deducciones de la cuota reguladas en los aparta- 
dos a), b), c) y d) del articulo veintinueve se aplicarân re­
ducidas proporcionalmente al nùmero de dias del aho natural 
que integren el periodo impositivo".
Entendemos que el precepto es correcte en su previsiôn, 
tanto por lo que respecta a las deducciones que se reducen 
como a la inclusiôn sôlo de determinadas deducciones. En cuan 
to a lo primero, es claro que la aplicaciôn de las deduccio­
nes reguladas en las letras a), b), c) y d) del articulo 29
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(deducciones personales y familiares y la deducciôn general), 
por su cuantia integra, en un periodo impositivo corto, supon 
dria un tratamiento discriminatorio e inadecuado, y ademâs, 
salvo en el caso de sujeto pasivo no integrado en una unidad 
familiar, permitiria la posibilidad de un doble cômputo de 
las mismas, al ser practicadas de nuevo en el periodo o perio 
dos sucesivos hasta el 31 de diciembre (346). En cuanto a lo 
segundo, el resto de las deducciones de la cuota se adaptan 
a la duraciôn del periodo de imposiciôn de forma automâtica, 
porque al calcularse en funciôn de la aplicaciôn de renta al 
concepto correspondiente sôlo se tendrâ en cuenta la destina- 
da a este fin durante el plazo de duraciôn del periodo impos^ 
tivo de que se trate (347).
Por lo demâs, y aunque en alguna ocasiôn se ha relacio 
nado esta medida con la prohibiciôn de elevar al ano las ren­
tas del periodo impositivo corto (348), en nuestra opiniôn, 
y compartiendo la posiciôn de Lasarte al respecte (349), se 
trata de dos cuestiones independientes, que responden a moti­
ves claramente diferenciados, de manera que aunque tal eleva- 
ciôn fuera ordenada por el legislador, seguiria estando justif 
ficada la reducciôn proporcional de las citadas deducciones 
al plazo de duraciôn del periodo impositivo.
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4. EXTINCION DE LA OBLIGACION TRIBUTARIA.
A.- Planteamiento.
La extinciôn de la obligaciôn tributaria plantea, como 
es sabido, una amplia problematical desde la admisibilidad 
de formas de extinciôn no previstas en la LGT, a las particu- 
laridades de los esquemas normatives de la prescipciôn, pasan 
do por los sujetos legitimados para el pago (350). Sin embar­
go, en relaciôn con la unidad familiar, la especialidad en 
este punto queda referida al pago de la deuda, corne medio nor 
mal y ordinario de extinciôn de la obligaciôn tributaria.
En efecto, segùn el articulo 31,2 de la Ley del Impue^ 
to, "Los sujetos pasivos que componen una unidad familiar es- 
tân solidariamente obligados al pago de la deuda tributaria 
que corresponde a la acumulaciôn de rendimientos e icrementos 
de patrimonio previstos en el articulo séptimo, apartado très 
de esta Ley...". Asi pues, es esta especifica responsabilidad 
en el pago del impuesto a lo que debemos referirnos en este 
lugar. Ademâs, el citado precepto debe entenderse completado, 
por lo que a la obligaciôn de pago se refiere, con lo preveni 
do en el articulo 24,5 y en el articulo 32 de la Ley, en los 
que se dispone la responsabilidad solidaria de los herederos 
y legatarios junto con los sujetos pasivos supérstites de la 
unidad familiar, lo que, dado los términos en que se encuen- 
tra regulado, ocasiona no pocos proDlemas.
Por otra parte, al referirnos aqui a la extinciôn ce 
la obligaciôn tributaria, aludimos ùnica y exclusivamente a
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la obligaciôn tributaria principal u obligaciôn tributaria 
en sentido estricto, dejando para un epigrafe posterior la 
referencia a otras obligaciones materiales distintas de la 
principal.
B.- La obligaciôn de pago en el supuesto de unidad fami­
liar: la responsabilidad solidaria de los sujetos que 
la integran. Observacionès criticas.
La adopciôn por el legislador de la unidad familiar 
como centro de configuraciôn de situaciones juridicas subjeti 
vas, conlleva la necesidad de determinar el alcance de la 
adopciôn de dicho concepto en el âmbito normativo regulador 
del impuesto (351). A esta exigencia responde el articulo 31, 
2 de la Ley (art. 133,1 del Reglamento), conforme al cual, 
el hecho de la pertenencia del sujeto pasivo a una unidad fa­
miliar no sôlo détermina una particular forma de cuantifica­
ciôn de la deuda tributaria, sino también un modo peculiar 
de responder de la misma: los sujetos pasivos integrados en 
una unidad familiar responden solidariamente del pâgo de la 
deuda tributaria, determinada conforme al régimen de acumula­
ciôn previsto en el Impuesto. Como sabemos, ello supone que 
el Fisco puede dirigir su pretensiôn de cobro frente a cual- 
quiera de aquellos sujetos, quien deberâ responder del total 
importe de la deuda correspondiente a la acumulaciôn de ren­
tas de todos los miembros de la unidad familiar.
El precepto es diâfano en su contenido: se dispone la 
obligaciôn solidaria de los sujetos pasivos integrados en la
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unidad familiar, para el pago de la deuda tributaria, sin ex­
cepciôn alguna en funciôn del régimen econômico que rija el 
matrimonio (como hacîa, sin embargo, el anterior IGRPF; re- 
cuérdese los supuestos de acumulaciôn con prorrateo de la 
exacciôn), ni de ningùn otro criterio (limitaciôn de la res­
ponsabilidad de los hijos, por ejemplo).
Asi las cosas, cuando se afirma, como hace Colmenar 
(352), que "la unidad familiar influye en la fijaciôn del ti­
po tributario pero no en el pago de la deuda", se trata exclusi­
vamente de una consideraciôn "de lege ferenda", ciertamente 
digne de ser tenida en cuenta, pero que se aparta sustancial- 
mente de la ordenaciôn del tributo. La Ley prevé el prorrateo 
de la deuda tributaria, como sabemos, pero tal prorrateo tie­
ne eficacia ûnicamente en la esfera interna, no frente a la 
Hacienda Pûblica. Frente a la Hacienda Pùblica, todos los 
miembros de la unidad familiar (cônyuges, padre, madré, hijos 
o hermanos sometidos a tutela) son indistintamente deudo- 
res, responsables solidarios, del total importe de la deuda, 
y no sôlo vienen obligados al pago voluntario de la misma 
(Schuld), sino que también responden de ella en periodo ejecu 
tivo (Haftung) (353). Adquiere asi todo su significado la fun 
ciôn de la unidad familiar como formula de garantie del créd^ 
to tributario, ya que no cabe encontrar otra explicaciôn o 
justificaciôn a esta extensiôn de la responsabilidad. Lo que 
cabe preguntarse, claro esta, es si la protecciôn del crédito 
tributario es suficiente justificaciôn al respecte. En este 
sentido se manifiesta Martin Queralt, para quien, en este pun
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to "se ha ido mâs allâ de lo que en pura lôgica juridica po­
dia esperarse. En efecto -continua el citado profesor-, admi- 
tiendo el concepto de unidad familiar, la eficacia de dicho 
concepto debia quedar limitada al âmbito de la cuantificaciôn 
de la deuda tributaria y, en el mejor de los casos, podia lie 
gar a determinar una responsabilidad solidaria de los miem­
bros de tal unidad familiar que se encontraran en condiciones 
normales, pero no... extenderse a otros supuestos... en lôs 
cuales la aplicaciôn incondicionada del régimen de solidari- 
dad no sôlo se concibe como una garantla de la propia Hacien­
da Pûblica, ni supone sôlo una Clara desnaturalizaciôn del 
concepto de una instituciôn tan dogmâticamente elaborada como 
es la de la solidaridad, sino que trasciende con mucho todos 
esos efectos para afectar frontalmente, desconociendo su efi­
cacia, el âmbito de las relaciones reguladas por el Derecho 
de Familia y por el Derecho de Sucesiones" (354).
Aunque desde otra perspectiva, el problema ha sido tam 
bién sehalado por Stampa, con términos ciertamente expresi- 
vos, al decir: "hay algo que répugna cuando se contempla la 
posibilidad de que un niho responda de las deudas tributarias 
de su padre, o de las producidas en el patrimonio de otro her 
mano por la inepcia de su tutor. Y hay algo que extrada cuan­
do se piensa en que pueda existir responsabilidad solidaria 
en un matrimonio que se gobierne en régimen de separaciôn de 
bienes..." (355).
Por nuestra parte, y dejando a un lado la cuestiôn se- 
halada por Martin Queralt en punto a la "desnaturalizaciôn"
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del concepto de solidaridad (356), cuestiôn a la que ya nos 
hermos referido reiteradamente, no podemos sino compartir las 
opiniones expuestas, insistiendo en lo que consideramos una 
amplitud excesiva del régimen de responsabilidad previsto pa­
ra el supuesto de unidad familiar. La cuestiôn no se plantea 
tanto por un reverencial respeto a las normas del ordenamien­
to juridico privado, cuanto por el hecho de que la regulaciôn 
del Impuesto verdaderamente desvirtûa determinadas disposicio 
nés de aquél, que sin embargo, aparecen claramente justifica- 
das y llenas de significaciôn. Asi, los preceptos del Côdigo 
Civil relatives a la administraciôn de los bienes de los hi­
jos, y especialmente las limitaciones previstas en punto a 
actos de disposiciôn de estos bienes (357), pueden verse ob- 
viadas simplemente mediante la omisiôn del cumplimiento de 
los deberes fiscales por parte de los padres, de manera que 
la responsabilidad haya de hacerse efectiva sobre el patrimo­
nio de los hijos (358). Y anâlogas consideraciones pueden for 
mularse respecto de los supuestos en que los cônyuges han op­
tado por la separaciôn de bienes como régimen econômico que 
haya de régir su matrimonio.
La soluciôn nos parece que debiera buscarse mâs que 
por una "vuelta" al sistema anterior del Impuesto, esto es, 
disponiendo el prorrateo de la exacciôn para determinados su­
puestos, por la via de la limitaciôn de la "responsabilidad" 
a la parte de cuota que corresponda individualmente, a seme- 
janza de lo que se dispone en los parâgrafos 268 y siguientes 
de la Ordenanza Tributaria Alemana; en ellos, como hemos séria
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lado ya en mâs de una ocasiôn, se prevé que los deudores soli 
darios pueden solicitar que la ejecuciôn se limite para cada 
uno a la cuota parte correspondiente. Esta peculiar configura 
ciôn de la responsabilidad solidaria que, como sabemos, con­
traria en cierto sentido lo que constituye la propia esencia 
de la solidaridad, permitiria armonizar las ventajas de la 
gestiôn y liquidaciôn ùnicas con el respeto a la autonomia 
patrimonial de los componentes de la unidad familiar (359). 
Por otra parte, al ser, en principio, los miembros de la uni­
dad familiar, deudores solidarios, en situaciones familiares 
que podemos llamar "normales" o no conflictivas, tampoco se 
plantearian problemas en orden al pago de la deuda tributa­
ria. De hecho, la posibilidad de solicitar la ejecuciôn sepa- 
rada, vendria a constituer una instituciôn destinada a salva- 
guardar la autonomia patrimonial en situaciones familiares 
anômalas, evitando las posibles injusticias y, en ocasiones, 
perjuicios irréparables, que de la responsabilidad solidaria 
pudieran derivarse.
C.- La responsabilidad de los herederos y legatarios.
La sucesiôn en las relaciones tributarias constituye 
un tema polémico en punto a determinar si la transmisiôn "mor 
tis causa" (360) de la deuda se produce a través de un méca­
nisme ajeno al Derecho civil, o si, por el contrario, el efec 
to de la transmisiôn de la deuda tributaria no adquiere una 
peculiaridad que permita reconducirla a un mecanismo juridico 
distinto del comùn.
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De acuerdo con lo dispuesto en nuestro ordenamiento, 
existen razones para pensar que tal transmisiôn se opera den­
tro del esquema de la sucesiôn civil; particularmente, por 
el hecho de que la solidaridad de los herederos por las deu­
das tributarias transmitidas a la muerte del causante, no dé­
riva de la ley tributaria, ni tampoco del régimen del Côdigo 
Civil previsto para las obligaciones con pluralidad de deudo­
res, sino que esta solidaridad es consecuencia del régimen 
juridico contemplado en el Côdigo para la herencia. Los ar- 
ticulos 1084 y 1085 del citado cuerpo legal disponen que los 
herederos responden solidariamente de las obligaciones del 
causante, y estos preceptos son directamente aplicables al 
âmbito tributario (361), ya que la deuda tributaria forma par 
te del patrimonio del causante y, por tanto, estâ sometida 
al régimen juridico comùn (362).
La Ley del Impuesto se refiere al supuesto de transmi- 
ciôn de obligaciones pendientes en su articulo 32, disponien­
do que se transmitirâ, con exclusiôn de las sanciones, a los 
herederos y legatarios, sin perjuicio de lo que establece el 
côdigo Civil para la herencia aceptada a bénéficie de inventa 
rio (363). Junto a esta norma general, el articulo 24,5 de 
la propia Ley dispone que "Los herederos y legatarios estarân 
solidariamente obligados, frente a la Hacienda Pûblica, con 
los sujetos pasivos supérstites de la unidad familiar, y ocu- 
parân, respecto a éstos, el lugar del causante a efectos del 
prorrateo regulado en el articulo treinta y uno de la Ley".
El primer problema que se plantea en este punto es pre
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cisamente el sentido que pueda tener esta norma, o lo que es 
lo mismo, la razôn por la cual el legislador haya sentido la 
necesidad de disponer un precepto especificamente dedicado 
a la sucesiôn "mortis causa" del sujeto pasivo incluldo en 
una unidad familiar. Ciertamente, el articulo 24,5 se limita 
a declarar que los herederos y legatarios responden solidaria 
mente junto con los miembros de la unidad familiar, lo que 
no es en modo alguno necesario formular especificamente, pues 
to que ello es asi en virtud de la norma general del Impues­
to, preceptuada por el articulo 32. Asimismo, el segundo man- 
dato contenido en el numero 5 del articulo 24, segun el cual 
los herederos y legatarios ocupan el lugar del causante a 
efectos del prorrateo a que se refiere el articulo 31 de la 
Ley, tampoco supone novedad alguna, puesto que "desde el mo­
mento que los sujetos citados suceden al fallecido en sus 
obligaciones tributarias, tal subrogaciôn es una lôgica conse 
cuencia juridica que tampoco hubiera necesitado de una decla­
raciôn expresa" (364).
La diferencia esencial que cabe apreciar entre ambos 
preceptos se concrete en que mientras el articulo 32 excluye 
la transmisibilidad de las sanciones, tal exclusiôn no se con 
tiene en el articulo 24,5. Ahora bien, &que virtualidad cabe 
asignar a esta "ausencia de exclusiôn"?. ôPuede derivarse de 
ello que los herederos y legatarios de un sujeto pasivo in- 
cluido en una unidad familiar responden también de las sancio 
nes?. En principio, y dado el tenor de la norma, asi como el 
hecho de que se trata de una norma especial de la unidad fami
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liar, frente a la mas general del articulo 32, la respuesta 
afirmativa puede entenderse fundada. También abonaria esta 
postura el hecho de que, como diremos mas adelante, la respon 
sabilidad solidaria de los sujetos pasivos incluidos en la 
unidad familiar, alcanza a las sanciones pecuniarias, con in- 
dependencia de que sean de cuenta del responsable o responsa­
bles de las mismas a efectos del prorrateo (art.31,4), de ma­
nera que bien pudiera entenderse que al ocupar los herederos 
y legatarios "el lugar del causante a efectos del prorrateo" 
ello supone igualmente que ocupan su lugar en punto a la res­
ponsabilidad de la obligaciôn tributaria, y , por tanto, res­
ponden también de las sanciones.
Tal conclusiôn, sin embargo, nos parece excesiva a la 
vista del articulo 32, que expresamente se refiere a la trans­
misiôn "mortis causa" de obligaciones tributarias pendientes; 
dicho con otras palabras, no hay apoyo legal suficiente, en 
nuestra opiniôn, para derivar un distinto régimen en cuanto 
se refiere a la transmisibilidad de sanciones, segun se trate 
de la sucesiôn de un sujeto pasivo individual o de un sujeto 
pasivo miembro de una unidad familiar. Cuestiôn distinta es 
que los miembros del a unidad familiar, como sujetos pasivos 
solidarios que son, y con el alcance de responsabilidad pre­
visto en la Ley, deban responder -como tales sujetos pasivos, 
insistimos-, de las sanciones pecuniarias de las que fuese 
responsable el miembro fallecido, con independencia de que 
sean herederos o legatarios de éste.
En definitiva, puede afirmarse, siguiendo la opiniôn
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del profesor Lasarte respecto al articulo 24,5, que se trata 
"de una norma de cierto mérito pedagogico, que no supone in- 
novacion alguna de lo establecido en general por los articu­
les 31 y 32 de la Ley" (365). Y ello es asi aunque el precep­
to se relacione exclusivamente con la deuda correspondiente 
al periodo impositivo que acaba con la muerte del causante, 
lo que es lôgico dado el contexte en que aquél esta ubicado 
(366), puesto que de igual forma se trata de una deuda tribu­
taria "pendiente".
La opinion de que el articulo 24,5 no anade nada nuevo 
se confirma teniendo en cuenta su nulo desarrollo reglamenta- 
rio (367); pues, en efecto, el Reglamento se limita a recoger 
el contenido del articulo 32 de la Ley, en se articulo 136, 
pero no se dispone un precepto anâlogo al 24,5 al regularse 
el periodo impositivo inferior al ano (arts. 107 y 108). Qui- 
zâs la ùnica finalidad del precepto objeto de comentario pue­
da concretarse en la "aclaraciôn" de la responsabilidad soli­
daria de los herederos y legatarios junto con los sujetos pa­
sivos supérstites de la unidad familiar, pero ello igualmente 
se dériva de los preceptuado en el articulo 32, como pone de 
relieve Lasarte (368). En consecuencia, la responsabilidad 
de los herederos y legatarios que suceden a un sujeto pasivo 
miembro de una unidad familiar, debe encuadrarse dentro de 
la norma general prevista en el articulo 32, relativo a tran^ 
misiôn de obligaciones tributarias pendientes.
En este orden de consideraciôn, el problema fundamen­
tal que se plantea es la atribuciôn de responsabilidad a los
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legatarios. Como hemos dicho, los herederos y legatarios es- 
tân obligados solidariamente frente a la Hacienda Pûblica al 
pago de la deuda tributaria que corresponda a la totalidad 
de las rentas acumuladas de los miembros de la unidad fami­
liar. Esto es, el Fisco puede dirigirse a aquellos para exi- 
girles tanto la deuda que corresponde al fallecido como la 
que debe ser soportada por los miembros de la unidad familiar, 
con excepciôn de las sanciones, y por ello se déclara que ocu 
pan respecto de estos el lugar del causante a efectos del pro 
rrateo.
Esto, que es acorde respecto de la figura del herede- 
ro, tal como viene configurada por el Côdigo Civil -con inde­
pendencia, claro esta, de las consideraciones que "de lege 
ferenda" pueden formularse a esta responsabilidad solidaria 
del heredero por la deuda correspondiente a la unidad fami­
liar-, rompe, sin embargo, el esquema bâsico respecto de la 
figura del legatario. En efecto, de acuerdo con la normativa 
del côdigo Civil, las deudas de la herencia sôlo afectan a 
los sucesores a tîtulo universal, con la limitaciôn o excep­
ciôn prevenidas para la herencia aceptada a bénéficie de in- 
ventario (369). El legatario es un sucesor a tîtulo particu­
lar (370), que no asume la titularidad de un patrimonio (bie­
nes y deudas, derechos y obligaciones), sino que es un puro 
perceptor de bienes, un sucesor en relaciones juridicas con- 
cretas. El legatario es un simple adquirente de derechos pa­
trimoniales -reales o de crédito-, y en esa adquisiciôn agota 
todas sus relaciones con el heredero o la sucesiôn del causan
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te (371).
La atribuciôn de responsabilidad al legatario por las 
deudas tributarias pendientes, establecida en el articulo 32 
de la Ley, es ciertamente problemâtica, y nada resuelve la 
aclaraciôn del articulo 136 del Reglamento, segùn el cual las 
obligaciones tributarias se transmiten sin perjuicio de lo 
que establece el' Côdigo Civil para los legados y la herencia 
aceptada a bénéficie de inventario, por cuanto, precisamente, 
lo que ocurre, como decimos, es que de acuerdo con el Côdigo 
Civil, el legatario no asume el pago de deudas mâs que en 
unos supuestos excepcionales (372). Sôlo en el caso de que 
hubiese heredero universal, y toda la herencia estuviere dis- 
tribuida en legados, "se prorratearân las deudas y gravâmenes 
de ella entre los legatarios a proporciôn de sus cuotas, a 
no ser que el testador hubiera dispuesto otra cosa" (373).
Por esta razôn, Martin Queralt propone no admitir la 
responsabilidad del legatario por deudas tributarias, salvo 
en el caso apuntado de que toda la herencia se distribuya en 
legados, si bien, como reconoce, la interpretaciôn literal 
del articulo 32 de la Ley del Impuesto lleva a una conclusiôn 
distinta, desconociendo lo dispuesto por el Côdigo Civil (374). 
También Lasarte se ha pronunciado sobre este problema, enten­
diendo, a tenor del desarrollo reglamentario, que la response 
bilidad del legatario alcanza sôlo hasta el valor del legado, 
aunque, como es claro, el bénéficié de inventario a que se 
refiere el Reglamento sea un régimen exclusive del heredero 
a titulo universal (375).
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Ambas interpretaciones intentan armonizar lo dispuesto 
en la Ley del Impuesto con el regimen del Codigo Civil, y de^ 
de luego, el limitar la responsabilidad del legatario en les 
términos propuestos per el profesor Lasarte es una exigencia 
minima, que puede entenderse perfectamente acogida en el ar­
ticule 136 del Reglamento. No obstante, seria deseable que 
se modificase este punto, en el sentido senalado por el profe 
sor Martin Queralt, de manera que solo en el supuesto de que 
la herencia se distribuya en su totalidad en legados pudiera 
exigirse responsabilidad al legatario por las deudas tributa- 
rias pendientes.
Por ultimo, para terminar este punto, no resta sino 
aclarar que por obligaciôn tributaria "pendiente" hay que en- 
tender no solo aquellas que, habiendo sido liquidadas y noti 
ficadas se encuentren pendientes de pago, sino también aqué- 
llas otras que, habiéndose producido el hecho imponible gene- 
rador de las mismas, se encuentran "pendientes" de ser liqui­
dadas (376).
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5. LA DECLARACION TRIBUTARIA.
A.- El deber de declarar.
La aplicaciôn del tributo, como es sabido, da lugar 
a una pluralidad de situaciones juridicas subjetivas cuya am- 
plia tipologia puede reconducirse a dos categorîas bâsicas: 
obligaciones y deberes tributarios (377). Entre las situacio­
nes juridicas de contenido obligacional destaca el protagonis 
mo de la obligaciôn tributaria, a la que hasta ahora nos Me­
mos referido. Entre los deberes tributarios destaca asimismo 
el deber de declarar, al que corresponde referirnos en este 
momento (378).
Antes de entrar a analizar la concreta regulaciôn de 
este deber en relaciôn con la unidad familiar, conviene recor 
dar algunas de las caracterlsticas del mismo (379), que han 
de sernos de utilidad a efectos del planteamiento que despues 
se desarrolla.
El deber de presenter declaraciôn tributaria por un 
impuesto tiene su propio presupuesto de hecho, que no tiene 
que coincidir necesariamente con el hecho imponible o hecho 
generador del tributo. "Por otro lado, ese deber no solo pue­
de ser anterior al nacimiento de una auténtica obligaciôn tr^ 
butaria material, sino que incluso puede exigirse con indepen 
dencia de que llegue a darse una obligaciôn tributaria efect^ 
va. Se trata, en general, de un deber autônomo, y no, por lo 
tanto, accesorio de ningùn tipo de deber u obligaciôn princi­
pal" (380).
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El deber de declarar tiene sus propias reglas en rela­
ciôn a la atribuciôn de subjetividad, de manera que la perso­
na a la que incumbe su cumplimiento tampoco coincide necesa­
riamente con el sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria
(381). Con carâcter general puede afirmarse que "Dicho deber 
se establece por la ley a cargo de uno o varios interesados 
en el procedimiento de gestiôn tributaria correspondiente"
(382).
Es necesario distinguir el deber de declarar, entendi- 
do en sentido amplio, de la declaraciôn "stricto sensu", por 
cuanto aquél comprende, ademâs de esta, otras prestaciones, 
taies como las comunicaciones de datos y autoliquidaciôn (383). 
Por su parte, el acto de la declaraciôn (384) "es fundamental 
mente una manifestaciôn de conocimiento o de ciencia, aunque 
pueda contener eventualmente manifestaciones de voluntad" 
(385).
El deber de declarar aparece fundamentalmente regula- 
do, en la Ley 44/1978, dentro de su articule 34, primer ar­
ticule del Capitule IX, dedicado a la "Gestiôn del impuesto". 
Como ha puesto de relieve Palao, la técnica de este articule 
"deja mucho que desear. Dedicado en su mayor parte a regular 
la declaraciôn del impuesto, aborda, sin embargo, otras cues- 
tiones que nada tienen que ver con esta, como son la solidari 
dad de los miembros de la unidad familiar en las sanciones 
tributarias y determinados deberes que afectan a las socieda- 
des en régimen de transparencia fiscal. Las normas que sobre 
estas materias se contienen en este articulo hubieran debido
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llevarse a otros lugares sistemâticamente mas adecuados. Esta 
heterogeneidad de contenido convierte en absurdo el encabeza- 
miento del articulo" (386).
Por otra parte, y por lo que a unidad familiar se re- 
fiere, la sujecion al deber de declarar no debe confundirse
con la exigencia de declaraciôn conjunta a que se refiere el
articulo 139,1 del Reglamento. "Dicha declaraciôn se exige... 
en todos los supuestos en que los sujetos pasivos estân inte- 
grados en una unidad familiar y responde al régimen de tribu- 
taciôn conjunta a que esta ultima aparece sometida en la nor- 
mativa del impuesto; pero ello no implica que el deber de de­
clarar recaiga sobre todos los individuos miembros de la fami  ^
lia, sino sôlo sobre aquellos que tienen capacidad de obrar"
(387).
a) Presupuesto de hecho del deber de declarar.
Del articulo 34,1 de la Ley, y 138,2 del Reglamento
(388) se deduce que el presupuesto de hecho del que surge el 
deber de declarar consiste en la obtenciôn de rendimientos 
e incrementos de patrimonio en cuantia superior, en su conjun 
to, a 300.000 pesetas anuales. "Estas disposiciones -dice So- 
1er Roch- revelan la autonomia del âmbito del deber de decla­
rar respecte de la obligaciôn tributaria principal, ya que 
el hecho imponible que origina esta ultima no aparece, en 
principio, delimitado cuantitativamente" (389). La Ley no acla 
ra si tal limite queda referido a rendimientos brutos o ne-
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tos (390), si bien el Reglamento dispone (art. 138,2,segundo 
pârrafo) que "cuando los ingresos procedan de actividades em- 
presariales, profesionales o artisticas se computarân solo 
los rendimientos netos". Luego, "a sensu contrario", respecto 
de los rendimientos del trabajo y del capital, en sus distin­
tas modalidades, el limite de 300.000 pesetas hay que referir
lo a los ingresos brutos.
El RDL 2/1984, de 28 de marzo (BOE de 14 de abril), 
ha dispuesto, para el ejercicio correspondiente a 1983, la 
elevaciôn de dicho limite a 500.000 pesetas, "siempre que pro 
vengan exclusivamente del trabajo y del capital mobiliario, 
sin perjuicio del régimen vigente para ingresos procedentes 
de otras fuentes. A efectos de la determinaciôn del limite
anterior no se computarân los rendimientos procedentes de la 
vivienda propia que constituya el domicilie habituai de los 
déclarantes". Asimismo, para 1983, y de acuerdo con la OM de 
14 de abril de 1984 (BOE de 16 de abril), "También deberân
presentar declaraciôn aquellas personas fisicas con derecho 
a devoluciôn por razôn de retenciones o pagos fraccionados 
realizados a cuenta del Impuesto, a efectos de que por la Ad- 
ministraciôn se tramite la correspondiente devoluciôn cuando 
procéda" (391).
La importancia de la figura de la unidad familiar se 
manifiesta también en este punto, ya que, a efectos de los 
anteriores limites cuantitativos, deben computarse, en su ca- 
so, todos los ingresos de la unidad familiar (art. 34,1 de 
la Ley, 138,2 del Reglamento y art. ùnico del RDL 2/1984).
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Esto es, el âmbito del deber de declarar se détermina, no con 
relaciôn al sujeto pasivo-persona flsica, sino con relaciôn 
a la unidad familiar, de donde se deduce, como expone Sânchez 
Serrano, que "la unidad familiar se configura como uno de los 
elementos del presupuesto de hecho del deber de declarar" 
(392).
b) Titularidad del deber de declarar.
Cuando el sujeto pasivo es una persona flsica aisla 
da, la atribuciôn del deber de declarar no plantea proble-
ma alguno. Por el contrario, en el supuesto de que el sujeto
pasivo pertenezca a una unidad familiar aparecen una plurali­
dad de personas interesadas en el procedimiento de gestiôn
tributaria, existiendo muy diversas posibilidades de configu­
rer la titularidad del deber de declarar (393). El legisla- 
dor, en este punto, ha optado por atribuir tal titularidad 
a las personas que tienen capacidad de obrar segun el ordena- 
miento jurldico privado (394). Concretamente, la normative 
del impuesto dispone como obligados a declarar los siguien- 
tes :
-El cônyuge viudo (art. 34,2 de la Ley y 139,1,b) del 
Reglamento).
-El cônyuge separado (art. 34,2 de la Ley y 139,1,b) 
del Reglamento).
-El padre o madre solteros (art. 34,2 de la Ley y 139, 
1 ,b) del Reglamento).
-El cônyuge capaz, cuando el otro sea incapaz (art.
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34,3 de la Ley y 139,1,a) del Reglamento). Por incapacidad 
hay que entender aquî la legal declarada judicialmente. En 
este caso, suscribirâ la declaraciôn el representate legal 
del incapaz (art. 44 de la LGT, al que se remite el art. 34,3 
de la Ley y 139,2 del Reglamento), que en muchos casos sera 
el otro cônyuge. La incapacidad de un cônyuge no es, por tan­
to, una causa de excepciôn a la unicidad de la declaraciôn,
sino al deber de suscripciôn de la misma por parte de ambos
cônyuges, si bien en nombre del incapaz lo harâ quien asuma
su representaciôn legal (395).
-Ambos cônyuges cuando los dos sean capaces (art. 34,3 
de la Ley y 139,1,a) del Reglamento).
-A ello debe anadirse que en el caso de unidad fami­
liar constituida por hermanos sometidos a tutela, el Reglamen 
to (art. 139,1,c), impone al tutor el cumplimiento del referi^ 
do deber.
Por lo demâs, debe subrayarse que en los supuestos en 
que el deber corresponde a ambos cônyuges el cumplimiento por 
uno no libera al otro, sino que se exige el cumplimiento por 
parte de ambos; esto es, no se dispone ningùn tipo de "solida 
ridad formai", ni aùn limitada al âmbito de la sociedad conyu 
gai. La soluciôn nos parece correcta, ya que lo contrario 
irla en contra de la equiparaciôn jurldica de los cônyuges, 
y no vemos que ello suponga graves inconvenientes en punto 
a la simplificaciôn de los deberes tributarios (396).
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c) Objeto del deber de declarar.
El objeto de deber de declarar, siguiendo a Sanchez 
Serrano (397), difiere segun los supuestos mas arriba senala- 
dos. Cuando se trate de deberes de declarar a cargo de cônyu­
ges separados o viudos, padres o madres solteros, y cônyuges 
capaces cuando el otro sea incapaz y aquél ostente la repres- 
sentaciôn legal de éste, debe declararse por ellos todos los 
datos referentes a la unidad familiar: esto es, tanto los pro 
pios como los correspondientes a los demas miembros de la uni^  
dad familiar. Asimismo, respecto de los tutores, igualmente 
deben declarar los datos correspondientes a todos los herma­
nos tutelados.
En los casos de declaraciones separadas por discrepan- 
cia, el articulo 140 del Reglamento indica que "los sujetos 
pasivos... presentaran declaraciones individuales de sus pro- 
pios elementos de renta y de los restantes sujetos de la uni­
dad familiar".
Cuando se trate de declaraciones conjuntas de ambos 
cônyuges, cada uno de ellos esta obligado a declarar los da­
tos referentes a las rentas propias y a las circunstancias 
que le afecten individualmente; mientras que lo estan ambos 
conjuntamente con respecto a la parte de renta y a las cir­
cunstancias que les sean comunes. As! se desprende del artlcu 
lo 34,3 de la Ley. Este distinto alcance de la responsabili­
dad de los cônyuges en relaciôn con lo declarado no ha sido 
recogido ni desarrollado por el Reglamento, en contra de lo
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que generalmente suele hacerse. Sin embargo, la norma puede 
plantear no pocos problemas interpretativos, fundamentalmente 
en los casos en que exista desacuerdo sobre el contenido de 
la declaraciôn (398). Ademâs, y aparté de lo dificil que pue­
da resultar el delimiter los datos o circunstancias "propios" 
de los "comunes", queda sin resolver la cuestiôn de a quien 
incumba, en las declaraciones conjuntas por ambos cônyuges, 
declarar los datos o circunstancias referentes a los demâs 
miembros de la unidad familiar; a no ser que se considéré que 
estos ùltimos son datos comunes (399). Verdaderamente no se 
entiende muy bien el sentido de este precepto, y tampoco se 
obtiene luz alguna sobre este punto, de los modelos de decla­
raciôn, que no prevén esta distinciôn entre datos o elementos 
de hecho comunes y especificos de cada cônyuges, como ha seha 
lado Palao (400).
d) Modalidades de cumplimiento.
Cuando el deber de declarar viene atribuido a una 
sola persona (casos del cônyuge viudo o separado, padre o ma­
dre soltero o el tutor), el cumplimiento de aquél no plantea 
problemas especificos. Pero cuando los obligados a declarar 
son ambos cônyuges, existen las siguientes posibilidades 
respecto al cumplimiento del deber de declarar:
a') Declaraciôn ùnica suscrita por ambos cônyuges.
Dentro de este supuesto debe diferenciarse, a su vez, 
dos posibilidades: que haya acuerdo respecto al contenido de
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la declaraciôn, o que no se dé este acuerdo.
El caso de declaraciôn ùnica suscrita por ambos cônyu­
ges, de comùn acuerdo acerca de su contenido, es la modalidad 
que podemos llamar normal y deseable desde el punto de vista 
legal. La firma por ambos y el comùn acuerdo pueden producir- 
se bien desde el primer momento, bien subsanândose el defecto 
inicial de falta de firma segùn lo dispuesto en la Ley de Pro 
cedimiento Administrativo, bien habiendo mediado requerimien- 
to administrativo al cônyuge que hubiese dejado de firmar la 
declaraciôn (art. 166,1 y 2 del Reglamento).
Cuando los dos cônyuges suscriben la declaraciôn ùnica 
pero con discrepancia acerca de su contenido, "deberân hacer 
constar en ella las circunstancias y datos concretos que moti
ven y reflejen la discrepancia" (art. 34,3 de la Ley y 140
del Reglamento). La discrepancia queda "penalizada" en cierto 
sentido, pues en estos casos, "la Administraciôn girarâ liqui^ 
daciôn provisional ùnica con el apoyo de los datos declarados 
que proporcionen una cuota mâs alta" (401).
b') Declaraciôn ùnica suscrita por uno solo de los côn 
yuges.
El supuesto de declaraciôn ùnica suscrita por uno
solo de los cônyuges puede darse en los casos siguientes:
-Cuando exista imposibilidad de hecho de que el otro 
cônyuge la suscriba (art. 34,4 de la Ley); es el caso, por
ejemplo, de que uno de los cônyuges reside en el extranjero.
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-Cuando uno de los cônyuges ostente la representaciôn 
voluntaria del otro. La Ley y el Reglamento (arts. 34,3 y 139, 
2, respectivamente), se remiten a los artîculos 43 y 44 de 
la LGT, relatives a la representaciôn voluntaria y a la le­
gal, como es sabido. Sin embargo, suprimida la licencia mari­
tal y dado que entre dos cônyuges capaces sôlo cabe la repre­
sentaciôn voluntaria, es este ultimo supuesto, en principio, 
el que propiamente debe incluirse como caso de declaraciôn 
ùnica suscrita por uno solo de los cônyuges. Ahora bien, dado 
que en caso de incapacidad de uno de los cônyuges, como hemos 
visto, corresponderâ cumplir el deber de declaraciôn a quien 
asuma la representaciôn legal de aquél, que generalmente sera 
el cônyuge capaz, viene a darse una coincidencia de hecho en­
tre el supuesto de representaciôn legal y voluntaria a que 
se refiere la normativa del Impuesto, en el sentido, de que 
en ambos casos normalmente nos encontraremos con que la decla 
raciôn ùnica es suscrita por uno solo de los cônyuges.
c') Declaraciones separadas.
La posibilidad de que los cônyuges presenten decla­
raciones separadas se prevé en la Ley del Impuesto como algo 
excepcional: cuando el desacuerdo sobre el contenido de la 
declaraciôn haga imposible la actuaciôn conjunta, en cuyo ca­
so, "presentaran declaraciones individuales de sus propios 
elementos de renta y de los restantes sujetos de la unidad 
familiar". En estos casos, ademâs de la vinculaciôn de la li- 
quidaciôn provisional a los datos que proporcionen la cuota
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mâs alta, se dispone un recargo del 15 por ciento sobre la 
cantidad a ingresar, una vez realizadas todas las deducciones 
que procedan (art. 34,3 de la Ley y 140,1 y 2 del Reglamen­
to) .
Como se ha senalado en mâs de una ocasiôn, la aplica­
ciôn prâctica de estas normas presentan dificultades casi in- 
superables, suponiendo que los supuestos previstos por la Ley 
llegaran alguna vez a verificarse (402). La declaraciôn de 
que en el caso de declaraciones separadas cada una de ellas 
comprenda los elementos de renta propios y de los restantes 
miembros de la unidad familiar, lleva inexorablemente a una 
duplicidad del pago del impuesto en la autoliquidaciôn (403). 
En taies casos, como ha senalado Palao, no hay "otra soluciôn 
que los propios cônyuges o cada uno de ellos insten de la Ad­
ministraciôn la prâctica de la liquidaciôn provisional prévis 
ta por la Ley, compensândose con la cuota résultante de esta 
las calculadas en las dos autoliquidaciones y devolviéndose 
a los contribuyentes ica cuâl de los dos?) el probable exce- 
so, como prevé el articulo 141,1 del Reglamento" (404).
La presentaciôn de declaraciones separadas también pue 
de darse como consecuencia de la imposibilidad de hecho de 
suscribir declaraciôn ùnica, precepto al que nos referiremos 
separadamente.
Por ùltimo, los articulos 14o y 141 del Reglamento ex- 
tienden las consecuencias previstas por la Ley para el caso 
de desacuerdo entre los cônyuges a todos los supuestos de uni
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dad familiar. En opinion del profesor Palao se trata de una 
extension ilegal (405). "La no admisibilidad por la Ley de 
declaraciones individuales en los demâs tipos de unidad fami­
liar se explica facilmente por el hecho de que en éstos los 
miembros menores de edad de la misma estân sometidos a la au- 
toridad del padre, madre o tutor, que decidirân en caso de 
discrepancia, sin perjuicio de las acciones que en el orden 
privado puedan corresponder al menor. Prueba de ello es que 
en el caso de la familia en la que existe el matrimonio el 
derecho a formular la declaraciôn separada no se reconoce mâs 
que a los cônyuges y no a los hijos" (406).
e) Imposibilidad de hecho de suscribir la declaraciôn
ùnica.
El articulo 34,4 de la Ley dispone que "Cuando exis 
ta imposibilidad de hecho de suscribir declaraciôn ùnica, co­
rresponderâ al cônyuge o cônyuges déclarantes manifester, ba- 
jo su responsabilidad, la causa de dicha imposibilidad". Como 
sabemos, la imposibilidad de hecho de suscribir declaraciôn 
ùnica puede dar lugar a declaraciones separadas o a declara­
ciôn ùnica suscrita por un solo cônyuge. Ahora bien, el arti­
culo 34,4 de la Ley no ha sido desarrollado reglamentariamen- 
te, y no encontramos ningùn precepto legal ni reglamentario 
en que se determinen las consecuencias juridicas de esta impo 
sibilidad (407). En los preceptos referentes al tratamiento 
de las declaraciones separadas, al desacuerdo en la declara­
ciôn ùnica o a la falta de firma de un cônyuge en la déclara-
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cion, no se hace discriminacion alguna con relaciôn al supue^ 
to de "imposibilidad de hecho" previsto en el articulo 34,4 
de la Ley; y , por otro lado, la liquidaciôn provisional ùnica 
a realizar por la Administraciôn con apoyo de los datos decla 
rados que proporcionen la cuota mas alta y el recargo del 15 
por ciento a aplicar en los casos de declaraciones separadas, 
se disponen expresamente, tanto en la Ley como en el Reglamen 
to, ùnicamente para el caso de que la presentaciôn de tales 
declaraciones se deba a falta de acuerdo en el contenido de 
la declaraciôn, pero no respecto de la imposibilidad de hecho 
de presentar declaraciôn ùnica.
Coincidimos con Sânchez Serrano (408) en que a falta 
de precepto legal expreso son aplicables a este supuesto cuan 
tas consideraciones se han hecho por la doctrina acerca de 
la imposibilidad sobrevenida, e incluso de la dificultad ex- 
traordinaria, como causas de extinciôn de las obligaciones 
(409). Por tanto, en los casos de imposibilidad de hecho o 
de dificultad extraordinaria (por ejemplo, en casos de abando 
no familiar), no cabrîa juridicamente sancionar ni "penali- 
zar", en los términos anteriormente expuestos, el cumplimien­
to del deber, extinguido o inexistente en taies casos, de su^ 
cribir declaraciôn ùnica.
No obstante, el problema que se plantea es la necesi- 
dad de delimitar el supuesto de imposibilidad de hecho prévis 
to en el articulo 34,4 de la Ley, de la "imposibilidad de ac­
tuaciôn conjunta" motivada por el "desacuerdo", a que se re- 
fieren los articulos 34,3 de la Ley y 140 del Reglamento (410).
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B L a  declaraciôn simplificada.
La declaraciôn del Impuesto sobre la Renta puede ser 
de dos clases: ordinaria y simplificada (art. 35,1 de la Ley 
y 144,1 del Reglamento). La declaraciôn simplificada no pré­
senta especiales problemas. La declaraciôn simplificada si 
requiere un comentario, especialmente por lo que se refiere 
a los limites de aplicaciôn de la misma.
De acuerdo con lo dispuesto en el articulo 144 del Re­
glamento, cuya redacciôn ha sido modificada por el RD 351/ 
1984, de 25 de enero (BOE de 24 de febrero), la declaraciôn 
simplificada "sera aplicable a aquellos sujetos pasivos inte- 
grados o no en unidades familiares cuyos rendimientos netos 
del trabajo, en su caso acumulados, no excedan de 1.500.000 
pesetas, siempre que no tengan otros rendimientos netos adi- 
cionales que no sean derivados de vivienda propia que consti­
tuya domicilio habituai del o de los déclarantes. Si los ren­
dimientos adicionales fueran derivados de la indicada vivien­
da, el limite anterior podrâ alcanzar, en su conjunto, la ci- 
fra de 1.590.000 pesetas".
Por otra parte, la Orden de abril de 1984 dispone, 
para el ejercicio de 1983, que también podrân presentar decla 
raciôn simplificada quienes no rebasando el limite de 1.590.000 
pesetas anuales, computândose, a estos efectos, en su caso, 
todas las rentas de la unidad familiar, perciban, ademâs de 
las rentas de trabajo personal y las imputables a la vivien­
da, rentas exclusivamente de las siguientes fuentes: pensio-
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nés y haberes pasivos percibidos por personas que no genera- 
ron el derecho a su percepciôn, valores mobiliarios de renta 
fija o variable, hasta 500.000 pesetas de nominal total, inte 
reses de cuentas corrientes y de ahorro, actividades profesio 
nales y artisticas sometidas a estimaciôn objetiva singular 
y actividades empresariales sometidas a estimaciôn objetiva 
singular, sistema simplificado (411).
Esta ampliaciôn del âmbito de sujetos que pueden aco- 
gerse a la declaraciôn simplificada es acordada por el Minis- 
terio de Hacienda en desarrollo de la autorizaciôn concedida 
por el articulo 144,3 del Reglamento. Ademâs, el circule de 
destinatarios a los que es aplicable el régimen de declara­
ciôn simplificada ha ido ampliândose para cada ejercicio, lo 
que supone un régimen inestable e inseguro de la materia que 
ha sido puesto de relieve por Martin Queralt: "Cuâl es la ra­
zôn para que, de una vez por todas, no se establezca, con ca­
râcter general, el status de las fuentes de renta cuyos titu- 
lares pueden acogerse al régimen de declaraciôn simplificada? 
&Por qué encontrar tan gratuita y absurdamente una maraha le- 
gislativa ya de por si confusa y de dificil entramado? &Cuâl 
es la razôn para que, como ocurre con el periodo impositivo 
de 1981 (situaciôn que se réitéra para 1983), en un Decreto 
se establezca la escala aplicable a la declaraciôn simplifica 
da y en otra disposiciôn -una OM- se establezca y régulé quié 
nés son los sujetos que, por razôn del origen de sus rentas, 
pueden acogerse a ese régimen?. Realmente no tiene explica- 
ciôn" (412).
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6. REFERENCIA A OTRAS OBLIGACIONES EN RELACION CON LA UNIDAD
FAMILIAR.
Como sabemos (413), la eficacia de la unidad familiar 
en orden a la especifica configuracion de las situaciones ju­
ridicas subjetivas a que da lugar la aplicaciôn del IRFF no 
se agota en el contenido de la obligaciôn tributaria princi­
pal. La pertenencia del sujeto pasivo a una unidad familiar 
influye igualmente sobre otras situaciones juridicas de conte 
nido obligacional que se desarrollan en el fenômeno tributa- 
rio. En este sentido, y siguiendo al respecto la clasifica- 
ciôn propuesta por la profesora Soler Roch (414), la eficacia 
de la unidad familiar es apreciable tanto sobre las obligacio 
nes tributarias a cuenta, como sobre las obligaciones acceso- 
rias y présenta, ademâs, una especial importancia con rela­
ciôn a las obligaciones extratributarias. De ello nos ocupa- 
mos a continuaciôn.
A.- Obligaciones a cuenta.
Las obligaciones tributarias a cuenta consisten en la 
entrega de sumas de dinero eventualmente a titulo definitive 
de tributo; carecen de naturaleza contributive y se definen 
en relaciôn la obligaciôn tributaria principal. Tienen una 
finalidad puramente garantista y se caracterizan fundamental- 
mente por la dependencia, entendiendo por tal el que sus efec 
tos juridicos van necesariamente referidos a la obligaciôn 
tributaria principal que ha de surgir en el future. Nacen de 
un presupuesto de hecho autônomo respecto al de la obligaciôn
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tributaria, y también con independencia de que ésta llegue 
a nacer en el future. Igualmente hay autonomia respecto del 
sujeto pasivo (415).
Las obligaciones a cuenta constituyen una instituciôn 
bâsica en el IRPF y, en general, en todo sistema impositivo 
basado en los impuestos personales, puesto que en ellos es 
necesario arbitrar un mécanisme que permita, por un lado, ev^ 
tar problemas de liquidez a los contribuyentes a la hora de 
satisfacer el impuesto, facilitândoles el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias mediante la adecuaciôn de la presiôn 
fiscal al ritmo de obtenciôn de los rendimientos, y, por otro 
lado, satisfacer una serie de objetivos complementarios del 
interés pûblico en la realizaciôn del crédite tributario, co­
mo son, bâsicamente, garantizar su percepciôn, faciliter la 
gestiôn del impuesto y asegurar la regularidad en el nivel 
recaudatorio (416).
Las obligaciones a cuenta en el IRPF se satisfacen a 
través de dos mecanismos: las retenciones y el pago fracciona 
do. En ambos casos, la presencia de una unidad familiar conlle 
va determinados efectos, que exponemos seguidamente.
a) Las retenciones: determinaciôn de su cuantia.
El anâlisis de la retenciôn a cuenta suscita diver­
sas cuestiones: naturaleza juridica de la retenciôn, personas 
obligadas a retener, rentas en que es practicable la reten­
ciôn y cuantia de la misma (417).
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Sin embargo, en relaciôn con el tema objeto de nuestro 
estudio lo que nos interesa es la influencia de las circuns­
tancias personales y familiares en la determinaciôn de la 
cuantia de la retenciôn. Begun dispone el articulo 36,1 de 
la Ley, "El Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas 
correspondiente a rendimientos procedentes del trabajo perso­
nal y del capital mobiliario podrâ ser objeto de retenciôn 
en la fuente, teniendo en cuenta determinadas circunstancias 
personales y familiares previstas en las letras a) a d), am­
bas inclusive, del articulo veintinueve de esta Ley". Aunque, 
ciertamente, la situaciôn familiar del contribuyente influye 
en el câlculo de la cantidad a retener, no es el ùnico crite- 
rio para determinar tal cuantia y, ademâs, tampoco se aplica 
para todas las categorias de rentas sujetas a retenciôn (418), 
Concretamente, y por lo que a esta ùltima cuestiôn se refie­
re, a las rentas del capital mobiliario se les aplica un tipo 
fijo de retenciôn,independiente por completo de aquellas cir­
cunstancias personales y familiares a que se refiere el arti­
culo 36,1 de la Ley del Impuesto. En el Reglamento del Impue^ 
to este tipo es del 15 por ciento (art. 148,b) (419), si bien 
el tipo aplicable durante 1984, y segùn lo dispone el articu­
lo 33 de la Ley de Presupuestos para este ano, es del 18 por 
ciento. De los rendimientos del capital mobiliario se exclu- 
yen, a estos efectos, las pensiones recibidas por persona dis 
tinta de la que generô el derecho a las mismas, a las que se 
aplican los porcentajes correspondientes a las rentas del tra 
bajo personal (art. 148,b, del Reglamento).
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Existen, ademâs, determiinadas normas que prevén por­
centajes especificos de retenciôn para supuestos concretos, 
lo que aparece regulado en el articulo 148 del Reglamento, 
si bien su contenido ha sido posteriormente modificado por 
el RD 1261/1983, de 27 de abril, modificado, a su vez, por 
el RD 307/1984 de 8 de febrero (420). De todo ello, resultan 
las siguientes r'eglas:
-Cuando los rendimientos satisfechos sean contrapresta 
ciôn de una actividad profesional, artistica o deportiva, se 
aplicarâ el tipo de retenciôn del 5 por ciento sobre los in­
gresos integros.
-A los agentes vendedores del cupôn pro-ciegos, se 
les retendrâ el 4 por ciento.
-En caso de contrato de temporada inferior al ano, 
siempre que no se trate de trabajadores fijos por obra, la 
retenciôn se aplicarâ al tipo del 5 por ciento.
-A las retribuciones de los miembros de los Consejos 
de Administraciôn o de las Juntas que hagan sus veces, cual- 
quiera que sea la cuantia de aquéllas, se les aplicarâ el ti­
po del 25 por ciento.
Asi pues, con las salvedades y excepciones expuestas, 
las circunstancias personales y familiares del contribuyente, 
en ordên a la determinaciôn de la cuantia de las retenciones, 
sôlo se tienen en cuenta para las rentas del trabajo, a las 
que se asimilan, a estos efectos, las pensiones recibidas por 
persona distinta de la que generô el derecho à las .mismas, 
pensiones que se consideran, no obstante, rentas del capital.
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segun el articulo 54,1,j) del Reglamento.
La retenciôn correspondiente a este grupo de rendimien 
tos (421) se calcula aplicando el porcentaje que resuite de 
las tablas contenidas en el articulo 157 del Reglamento. Las 
tablas vigentes has sido establecidas por el RD 1261/1983, 
de 17 de abril (BOE de 20 de mayo), el cual, por una parte, 
modifica los porcentajes de retenciôn y, por otra, créa una 
nueva tabla especial para las pensiones y haberes pasivos, 
con el fin de evitar el exceso de retenciones anteriormente 
soportado por las pensiones mas modestas, segun se déclara 
en el preâmbulo del mismo. No obstante, la tabla de retencio­
nes para pensiones y haberes pasivos ha sido modificada por 
el RD 3 0 7/1 9 8 4, de 8 de febrero (BOE de 18 de febrero). Con 
todo, hemos de constater que en ella el porcentaje de la re­
tenciôn se calcula ùnicamente en funciôn del importe de la 
retribuciôn anual, sin tenerse en cuenta la situaciôn perso­
nal del contribuyente, y, en este sentido, también debe enten 
derse rectificada la consideraciôn anterior respecto a la 
influencia de las circunstancias personales y familiares en 
esta materia.
Por otra parte, existe una tabla general de retencio­
nes y una tabla especifica para familias numerosas de honor. 
Esta ùltima tiene caracter transitorio, por cuanto es conse­
cuencia de lo establecido en la disposiciôn transitoria cuar- 
ta de la Ley, de la cual nos hemos ocupado al analizar las 
deducciones de la cuota. De cualquier forma, lo importante 
es que en ambos casos la cuantia de la retenciôn se fija en
898
funciôn de dos variables: el importe de la retribuciôn y las 
circunstancias familiares del contribuyente. Por lo que a es­
ta ultima variable se refiere, han de tenerse en cuenta las 
siguientes reglas:
1^) La situaciôn familiar que détermina el porcentaje 
de las tablas que ha de aplicarse es la existante el dla pri- 
mero del periodo impositivo (art. 149,1,a, del Reglamento).
2^) El numéro de hijos a tener en cuenta es el de aque 
llos por los que se tenga derecho a la deducciôn prevista en 
el articulo 121, apartado 2 del Reglamento (art. 157,4 del 
Reglamento, en su redacciôn dispuesta por el RD 1261/1983).
3-) En el supuesto de que ambos cônyuges obtengan ren­
dimientos del trabajo personal o procedentes de actividades 
profesionales o artisticas, segùn el articulo 149,1,h) del 
Reglamento, las circunstancias familiares sôlo se considera- 
rân en uno de ellos, a opciôn de los mismos. Como advierte 
Palao (422), la referenda a los rendimientos de actividades 
profesionales o artisticas carece de sentido, puesto que el 
porcentaje de retenciôn es fijo en estos casos, como hemos 
dicho. Por otra parte, la senalada opciôn se ejercita median­
te manifestaciôn ante el pagador o pagadores de los respecti- 
vos rendimientos (art. 149,1,h, del reglamento), manifesta­
ciôn que ha de hacerse por escrito, segùn el apartado 2,3 de 
la Orden de 23 de diciembre de 1978. Esta Orden, como hemos 
sehalado en otro lugar (423), se déclara subsistante por la 
disposiciôn final tercera del Reglamento, en cuanto no se 
oponga a lo dipuesto en el mismo.
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Asimismo, y segùn la citada Orden de 23 de diciembre 
de 1978 (apartado 2,5), "En los casos de nulidad, disoluciôn 
del matrimonio, separaciôn judicial o de hecho se computarân 
los hijos, a efectos de fijaciôn del porcentaje de retenciôn, 
en el cônyuge a cuyo cuidado se hallen confiados".
Las circunstancias familiares deberân acreditarse por 
el sujeto pasivo ante cada habilitado o pagador, mediante es­
crito, acompahado de fotocopia del Libro de Familia o de cual 
quier otro medio fehaciente, lo que quedarâ en poder de dicho 
habilitado. El sujeto pasivo es responsable de la justifica- 
ciôn de la situaciôn familiar que realice en cada caso (norma 
2, apartados 2 y 4, de la Orden de 23 de diciembre de 1978).
Por ùltimo, debemos consigner la posibilidad, prevista 
en el articulo 149,2 del Reglamento, de que los sujetos pasi­
vos opten por un porcentaje de retenciôn superior al que co- 
rresponderia segùn las normas générales de aplicaciôn. En el 
propio articulo citado se regulan las normas a las que debe 
ajustarse esta solicitud, si bien los pagadores vienen obliga 
dos a atenderla.
b) Los fraccionamientos de pago: la solidaridad de los 
miembros de la unidad familiar.
El articulo 37 de la Ley dispone: "El pago del im­
puesto se podrâ periodificar y fraccionar en la forma que re- 
glamentariamente se determine". Este desarrollo reglamentario 
se contiene en los articulos 153 y siguientes, si bien hay
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que tener en cuenta las modificaciones introducidas en ellos 
por el RD 1261/1983 y por el RD 307/1984, que afectan igual­
mente a esta materia. Asimismo, la Resoluciôn de la DGT, de 
27 de marzo de 1984 (BOE de 29 de marzo) contiene determina­
das aclaraciones respecto a los diferentes casos de pagos a 
cuenta que pueden producirse.
El fraccionamiento de pago responde, como sabemos, a 
la misma finalidad que la retenciôn a cuenta, que puede resu- 
mirse, de acuerdo con Palao (424) "en la distribuciôn en el 
tiempo de los ingresos tributarios (por eso la Ley habla de 
'periodificar'), con ventajas para el contribuyente y para 
la Hacienda Pûblica". Ambas figuras se diferencian fundamen­
talmente en punto a la configuraciôn de la subjetividad tribu 
taria, pues mientras el pago fraccionado se realiza por el 
propio contribuyente, que sera, en su caso, deudor de la obli 
gaciôn tributaria principal, en la retenciôn es un tercero 
quien résulta obligado a efectuar los ingresos a cuenta (425) 
Es por ello que el fraccionamiento carece de la complejidad 
de la retenciôn a cuenta.
El fraccionamiento de pago aparece ordenado, con carâc 
ter imperative, en el articulo 153 del Reglamento, para los 
sujetos que ejerzan actividades empresariales, profesionales 
o artisticas, aunque, como hemos dicho, las rentas provenien- 
tes de taies actividades se encuentran igualmente sujetas a 
retenciôn (426).
Este sistema de obligaciôn a cuenta présenta ûnicamen-
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te un aspecto especîficamente relacionado con la unidad fami­
liar, si bien nada despreciable. Se trata de la solidaridad 
de los miembros de la unidad familiar, que "se entiende igual 
mente existente para los fraccionamientos de pago", segùn el 
articulo 133,2 del Reglamento. Hay que convenir, como ha pues 
to de relieve Soler Roch, en que esta norma reglamentaria in­
troduce una distorsion en la configuraciôn de la subjetividad 
tributaria de las obligaciones a cuenta, asi como en que esta 
extensiôn de la solidaridad parece, a todas luces, excesiva 
(4 2 7 ). Lo dispuesto en el articulo 133,2 del Reglamento res­
ponde, como es claro, a una mayor garantia del crédite tribu­
tario, lo que, a nuestro entender, no justifica esta inadecua 
da extensiôn de la responsabilidad solidaria (428). Por ello 
seria deseable que se modificara el precepto de referenda, 
ateniéndose a lo previsto en el texto legal en el que la res­
ponsabilidad solidaria, ya con un âmbito considerablemente 
amplio, no se dispone para los fraccionamientos de pago..
B.- Obligaciones accesorias.
a) Consideraciôn general. La solidaridad de los miem­
bros de la unidad familiar y su excepciôn: sanciôn
por la ausencia de un cônyuge en la firma de la de­
claraciôn ùnica.
"Obligaciones accesorias en sentido técnico -dice 
Soler Roch-, lo son aquellas en las que el presupuesto de he­
cho, aùn siendo en si mismo autônomo, guarda relaciôn directa
902
con una obligacion tributaria ya realizada" (429). Tradicio- 
nalmente, la doctrina ha considerado esta figura en relaciôn 
con las llamadas prestaciones accesorias de la deuda tributa­
ria, a las que se refiere el articulo 58,2 de la LGT: recar­
gos sobre bases o cuotas, recargos de prôrroga, intereses de 
demora y sanciones pecuniarias. Aunque tal consideraciôn, si- 
guiendo a Soler Roch, résulta, en principio, correcta, ello 
no obsta a la heterogeneidad de las obligaciones que se com- 
prenden en este grupo, ya que concurren obligaciones que tie- 
nen naturaleza tributaria, junto a otras que carecen de ella. 
"Si entendemos por naturaleza tributaria que la suma entrega- 
da lo sea a tltulo de tributo, puede estimarse que tienen di- 
cha naturaleza los recargos sobre bases o cuotas previstos 
en el apartado a) del precepto citado, que no son, en defini­
tive, sino un 'sobreimpuesto' de la deuda tributaria princi­
pal sobre la que se giran; pero no la tienen, en cambio, las 
obligaciones que dan lugar a las restantes prestaciones (inte 
reses, recargo de prôrroga y sanciones), que se imponen, no 
a tltulo de tributo, sino con ocasiôn del incumplimiento de 
las obligaciones o de la comisiôn de infracciones tributa­
ries" (430).
En relaciôn con la unidad familier son estas ultimes 
las que nos interesan, ya que, segûn el articulo 31 ,4 de la 
Ley del Impuesto, los sujetos integrados en la unidad fami­
lier responden solidariamente del recargo de apremio y de las 
sanciones pecuniarias, sin perjuicio de que seen de cuenta, 
en su caso, del miembro o miembros que resulten responsables
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de los hechos que generaron unos y otras. Y para que no quede 
duda alguna, el articulo 34,6 réitéra que "todos los sujetos 
pasivos que compongan la unidad familiar quedarân solidaria­
mente obligados al pago de las sanciones que procedan por las 
infracciones previstas en los artlculos setenta y siete a 
ochenta y dos de la Ley General Tributaria". Tan solo una ex­
ception se prevé al âmbito de la solidaridad, excepciôn que 
queda referida a la sanciôn prevista para el caso de ausencia 
de un cônyuge en la firma de la declaraciôn ùnica.
Por lo que se refiere a la obligacion solidaria de to­
dos los sujetos de la unidad familiar, en relaciôn a todos 
los conceptos incluidos en la deuda tributaria en sentido am- 
plio, entendemos, de acuerdo con la profesora Soler Roch, que 
debe distinguirse, por un lado, las obligaciones accesorias 
en sentido estricto (intereses y recargos) y, por otro, las 
sanciones (431).
En cuanto a la extensiôn de la solidaridad a los inte­
reses, retargos de prôrroga y apremio, aparece prevista , 
con carâcter general, en el articulo 99,2 del RGR, razôn por 
la cual la norma especificamente prevista para la unidad fami^ 
liar puede considerarse adecuada (432).
En cuanto a la extensiôn de la solidaridad a las san­
ciones, la cuestiôn es mas problemâtica, y merece un comenta- 
rio independiente, por lo que le dedicamos el apartado inme- 
diatamente posterior.
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Por otra parte, la sanciôn prevista para la ausencia 
de un cônyuge en la firma de la declaraciôn ùnica, ya hemos 
dicho que es el ûnico concepto excluido de la responsabilidad 
solidaria de los sujetos integrados en la unidad familiar, 
estando obligado al pago de esta sanciôn el cônyuge que no 
firmô la declaraciôn (art. 34,6 de la Ley, en relaciôn con 
el numéro 5 del mismo precepto, y art. 166,3 del Reglamento). 
Segûn el citado articulo 34,5, dicha ausencia constituye in- 
fracciôn simple y se sanciona con multa de 10.000 a 100.000 
pesetas. El Reglamento suaviza el alcance de esta rigurosa 
norma, estableciendo, en primer lugar, el carâcter subsanable 
de la falta de firma, segûn lo dispuesto en la Ley de Procéda^ 
miento Administrative (art. 166,1 del Reglamento). Esta remi- 
siôn hay que entenderla hecha al articulo 54 de dicha Ley, 
a tenor del cual, "Cuando en cualquier momento se considéré 
que alguno de los actos de los interesados no reûne los requi 
sitos necesarios, la Administraciôn lo pondra en conocimiento 
de su autor, concediéndole un plazo de diez dias para cum- 
plimentarlo". El Reglamento exige para la imposiciôn de esta 
multa previo requerimiento administrative (art. 166,2). Como 
sehala Palao (433), hay que entender que este requerimiento 
coincide con la comunicaciôn prevista en el articulo citado 
de la Ley de Procedimiento Administrative, por lo que, formu- 
lado aquél, la Administraciôn podrâ imponer la multa si la 
falta no se subsana en el plazo de diez dias.
Es dificil encontrar una justificaciôn a una sanciôn 
tan severa como la senalada, y llama particularmente la aten-
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cion el anplio margen de discrecionalidad concedido a la Admi­
nistraciôn para fijar la cuantia de la multa, por cuanto no 
se comprende muy bien a que criterios valorativos habrâ de 
acudirse en cada caso, siendo la conducta sancionada tan poco 
susceptible de matizaciones, habida cuenta de la posibilidad 
de presentar declaraciones separadas y la previsiôn legal re^ 
pecto a la imposibilidad de hecho de suscribir declaraciôn 
ùnica. Por otro lado, la sanciôn parece tanto mas excesiva 
por cuanto el hecho sancionado carece de consecuencias proper 
cionadas con la cuantia de la multa. "En efecto, la falta de 
firma de un cônyuge no exime a este de la responsabilidad so­
lidaria frente a la Administraciôn por la deuda tributaria 
de la unidad familiar, la cual dériva... directamente de la 
Ley (art. 31,1) y no esta condicionada, como es obvie, a la 
presentaciôn o firma de la declaraciôn. Las responsabilidades 
patrimoniales a que pudiera dar lugar la declaraciôn negligen 
te o incorrecte hecha por uno de los cônyuges atanen exclusi- 
vamente a la esfera de las relaciones privadas entre estes 
y no a la Ley fiscal" (434).
b) Especial referenda a la solidaridad en las sanciones,
Las disposiciones reguladoras del Impuesto estable- 
cen de manera indubitable la obligaciôn solidaria de todos los 
sujetos pasivos integrados en la unidad familiar en el pago 
de las sanciones tributaries, con la ùnica excepciôn expues- 
ta. Tal extensiôn de la responsabilidad solidaria, prevista 
en el articulo 31 ,4 de la Ley, es superfluamente reiterada en
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el articulo 34,6. Aunque este precepto literalmente se refie­
re a "las sanciones que procedan por las infracciones previs­
tas en los articulos setenta y siete a ochenta y dos de la 
Ley General Tributaria", "esta expresiôn debe entenderse como 
una forma perifrâsica de designar a las sanciones tributaries 
en general, aun cuanto su tipificaciôn y la multa correspon- 
diente estén previstas en otras disposiciones", como lo de- 
muestra la referenda genérica a "sanciones pecuniarias" del 
articulo 31,4 (435).
Desde una perspective "de iure condito", verdadera- 
mente la cuestiôn es Clara y nada podemos ahadir a lo ya di­
cho. Pero es obligado efectuar un comentario "de iure conden- 
do", por cuanto el fundamento de la solidaridad en las sancio 
nés se preste, cuando menos a discusiôn.
La cuestiôn es problemâtica con relaciôn al RGR que, 
al disponer en su articulo 99,2 que "En el caso de que concu- 
rran varios contribuyentes o sustitutos en la titularidad de 
una misma deuda tributaria, se considerarân todos obligados 
solidariamente...", origine la duda de si en el concepto de 
"deuda tributaria" han de considerarse incluidas o no las san 
ciones, habiéndose manifestado muy diverses opiniones al res­
pecte (436).
La cuestiôn, a nuestro entender, debe resolverse te- 
niendo en cuenta la naturaleza de la infracciôn tributaria, 
y mâs concretamente, la posture adoptada acerca de su caracte 
rizaciôn como ilicito civil o como ilicito penal; en el pri­
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mer caso, la solidaridad en las sanciones puede entenderse 
adecuada a tenor de lo dispuesto en el articulo 1147,2 del 
Côdigo Civil; en el segundo deberâ régir el principio juridi- 
co penal de personalidad en la sanciôn (437).
De acuerdo con la tesis sustentada por el profesor Fe­
rez Royo hay que convenir que si bien existen infracciones 
tributaries en que se lesiona el derecho subjetivo del Tesoro 
Publico a la prestaciôn tributaria, y que tienen prevista una 
reacciôn del ordenamiento de carâcter indeminizatorio, "la 
infracciôn tributaria en sentido estricto estâ constituida 
no por la violaciôn de cualquier norma del ordenamiento tribu 
tario, sino ùnicamente por aquellas conductas (acciones u omi^  
siones) para las cuales el ordenamiento tiene prevista una 
reacciôn de carâcter represivo" (438). Esta naturaleza anâlo- 
ga de los ilicitos tributarios a los pénales es defendida por 
buena parte de la doctrina, que "postula igualmente la aplica 
ciôn de los principios juridico-penales a la materia del dere 
cho sancionador tributario" (439). Y desde esta perspectiva, 
es Clara, consecuentemente, la aplicaciôn del principio de 
personalidad a las sanciones tributarias (440).
Sin embargo, con relaciôn a la unidad familiar, el le- 
gislador ha tenido especialmente en cuenta -nuevamente- la 
mayor garantîa que para el acreedor tributario supone la res­
ponsabilidad solidaria, poniendo de manifiesto una vez mâs 
la funciôn primordial que la unidad familiar cumple como for­
mula de garantîa, mediante la obligaciôn solidaria de los su­
jetos que la componen. Compartimos plenamente la posiciôn de
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la profesora Soler Roch, al afirmar que "el reconocimiento 
de la responsabilidad individual a nivel interno, a través 
de las normas sobre el prorrateo de la deuda, no son suficien 
tes para evitar el conflicto entre el principio garantista 
y el principio de personalidad de la sanciôn, que la normati- 
va del IRPF ha resuelto, en definitive, a favor del primero" 
(441).
Para terminer este punto no nos resta sino recorder 
que el articulo 32 de la Ley del Impuesto dispone la intrans- 
misibilidad de las sanciones, tema que no siempre ha sido re­
suelto en el mismo sentido en nuestro ordenamiento (442). En 
este orden hay que tener en cuenta, como ha sehalado Martin 
Queralt (443), que las sanciones no se transmiten "sea cual 
sea la fase procedimental en que se encuentren, esto es, ha- 
yan sido liquidadas o no" (444).
c) Especial referenda al recargo en caso de declara- 
cioiies separadas.
Como se recordarâ, el articuo 34,3 de la Ley y el ar­
ticulo 141,2 del Reglamento, disponen un recargo en el supue^ 
to de que los cônyuges incluidos en una misma unidad familiar 
presenter declaraciones separadas por causa de desacuerdo res 
pecto al contenido de la declaraciôn, siendo el recargo del 
15 por ciento sobre la cantidad a ingresar, una vez realiza- 
das todas las deducciones que procedan.
Este recargo constituye, en opiniôn de Soler Roch, una
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prestaciôn accesoria especifica, que responde, ademâs, a una 
situaciôn regulada por primera vez en nuestro ordenamiento 
tributario. La obligaciôn que genera es de naturaleza no tri­
butaria, sino sancionadora, impuesta en razôn al interés en 
el cumplimiento de las normas que ordenan el régimen de tribu 
taciôn familiar conjunta (445).
En efecto, para la citada profesora, y frente a lo que 
puede considerarse opiniôn generalizada (446), el recargo po­
drâ ser discutible o excesivo, pero en ningùn caso, injustifi 
cado, de acuerdo con los intereses protegidos en la normativa 
del IRPF. Si no se dispusiera, dice Soler Roch, alguna medida 
de tipo intimidatorio, podria extenderse la prâctica de decla 
raciones y autoliquidaciones individuales, con la consiguien- 
te erosiôn del régimen de tributaciôn familiar, que para ser 
aplicado correctamente exigirîa un esfuerzo adicional de la 
Administraciôn gestora en la practica de las liquidaciones 
conjuntas (447). Ello no obsta al reconocimiento de que la 
cuantia del recargo parece excesiva, teniendo en cuenta que 
la presentaciôn de declaraciones separadas no constituye in­
cumplimiento del deber de declarer, sino una posibilidad con- 
cedida por la propia norma. La explicaciôn a la cuantia del 
recargo debe buscarse en el propio efecto penalizador que per 
sigue, por cuanto es indudable que el interés prioritario de 
las normas que regulan la declaraciôn es que ésta sea presen- 
tada conjuntamente por ambos cônyuges; junto al efecto penal^ 
zador se persigue un efecto intimidatorio, de manera que pre- 
cisamente en base a aquel interés, se pretende impulsar la
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conducta de los cônyuges hacia la declaraciôn conjunta (448).
C.- Obligaciones extratributarias: el prorrateo entre los
miembros de la unidad familiar.
Las obligaciones extratributarias, como se dériva 
de su propia denominaciôn, no contienen un crédito tributa­
rio, esto es, un derecho de crédito a favor de la Hacienda 
Pûblica, exigible a tltulo de tributo. En estas obligaciones, 
acreedor y deudor son ajenos a la esfera jurîdico financiera 
y el cumplimiento de las mismas se desenvuelve en un terreno 
ajeno al procedimiento tributario. Ello no obstante, las obli 
gaciones extratributarias "traen su causa... del procedimien­
to de aplicaciôn del tributo y, fundamentalmente, de una obli 
gaciôn tributaria ya satisfecha" (449).
Aunque los supuestos de hecho que dan lugar a las obli 
gaciones de que ahora tratamos son heterogéneos, todas ellas 
responden al mismo principio, que define su naturaleza jurldi^ 
ca: "Se tratà de obligaciones de restituclôn o reembolso, que 
tienen un fundamento genérico en la doctrina del enriqueci- 
miento sin causa y un fundamento especlfico que, en el fondo 
coincide con el de la obligaciôn tributaria principal, en la 
medida en que el reembolso satisface las exigencias derivadas 
del principio contributivo, garantizando que la detracciôn 
de riqueza se efectûe, en definitiva, de quien detenta la ca- 
pacidad contributiva y esta por ello mismo llamado a soportar 
el tributo" (450).
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Estas obligaciones, en relaciôn con el IRPF, presentan 
un supuesto de interés para nosotros: el de los reembolsos
entre los miembros de la unidad familiar a que puede dar lu­
gar el pago de la deuda tributaria.
El prorrateo (451) de la deuda tributaria entre los 
miembros de la unidad familiar se encuentra regulado en los 
articulos 31 de la Ley y 134 y 135 del Reglamento; responde 
a una norma general del régimen juridico interno de las obli­
gaciones solidarias, establecido en el articulo 1145 del Côdi 
go Civil. En virtud de este precepto, el deudor solidario que 
satisface la deuda puede reclamar de los codeudores la parte 
que a cada uno corresponda. El articulo 31,3 de la Ley esta- 
blece que "El prorrateo sera interno y se régira por las nor­
mas que establezca el régimen ecoonômico del matrimonio, asi 
como por los preceptos de la legislaciôn civil aplicable en 
cada caso a las relaciones patrimoniales entre los miembros 
de la unidad familiar", disponiendo a continuaciôn determina- 
dos criterios para llevar a cabo esta distribuciôn interna.
Segûn algunos autores, la previsiôn en la normativa 
del Impuesto de criterios para efectuar el prorrateo de la 
deuda supone una intromisiôn en el ordenamiento juridico pri- 
vado, criticândose la "incongruencia" del precepto legal que 
tras remitirse a las normas del Derecho privado que regulan 
las relaciones econômicas familiares, incluye criterios para 
llevarlo a cabo (452). En nuestra opiniôn, las reglas del pro 
rrateo contenidas en la Ley y en el Reglamento del Impuesto
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no deben considerarse una intromisiôn o ingerencia en el régi 
men juridico privado. En este sentido se ha manifestado Soler 
Roch, entendiendo que esas réglas deben interpretarse "como 
la necesidad de establecer unos criterios para déterminar esa 
parte de la deuda 'que a cada uno corresponda?, toda vez que 
en la cuatificaciôn de la deuda global concurren algunos con­
ceptos cuya correcta atribuciôn puede y debe ser efectuada 
por las normas tributarias. Estas mismas normas se remiten, 
en cambio, al régimen juridico-privado cuando se trata de pro 
rratear magnitudes cuya atribuciôn individual depende del ré­
gimen econômico y patrimonial por el que, en cada caso, se 
rijan los miembros de la unidad familiar" (453).
Igualmente, para Martin Queralt, los criterios del 
prorrateo cumplen una funciôn Clara: "En rigor... no estân
concebidos para determinar de forma imperativa cômo se ha de 
realizar el prorrateo, sino que tratan de establecer las ba­
ses definitorias de la porciôn de deuda tributaria que a cada 
miembro le corresponderia asumir si no se hubiera estructura- 
do el concepto de unidad familiar..." (454).
Por lo que se refiere a las reglas concretas previs­
tas, pueden diferenciarse una régla general y unas reglas es- 
peciales. La régla general es que la deuda tributaria "se im­
putera a cada miembro de la unidad familiar en la misma pro- 
porciôn que se halle su renta respecte de la acumulada de to­
dos los miembros de la unidad familiar" (art. 135,1,b, del 
Reglamento), teniendo en cuenta, para establecer esa proper-
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cionalidad, que "a cada miembro de la unidad familiar se impu 
tarân los rendimientos, incrementos y disminuciones de patri 
monio que le correspondan de acuerdo con las normas que esta­
blezca el régimen econômico del matrimonio y los preceptos 
de la legislaciôn civil aplicable en cada caso" (art. 134 del 
Reglamento).
Las réglas especiales quedan referidas a la imputaciôn
de las deducciones de la cuota y al reconocimiento de la res­
ponsabilidad individual sobre determinadas prestaciones acce­
sorias, y segûn el articulo 135,1 del Reglamento, son las si- 
guientes:
-Las deducciones de la cuota se imputaran a los suje­
tos a quienes les sean especificamente aplicables, y cuando
no exista dicha posibilidad, se aplicaran por partes iguales 
a los miembros de la unidad familiar que resulten afectados.
-Las deducciones por matrimonio, hi jo y ascendientes 
se imputaran por partes iguales a los cônyuges.
-El recargo de apremio y las sanciones pecuniarias se- 
rân de cuenta del miembro o miembros de la unidad familiar 
que, en cada caso, resulten responsables de los hechos que 
las generen.
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7. OTRAS CUESTIONES DERIVADAS DE LA UNIDAD FAMILIAR. PLANTEA- 
MIENTO DE UNA PROBLEMATICA.
La unidad familiar, como supuesto de solidaridad tribu 
taria que es, no agota su problemâtica en cuanto aquî hemos 
expuesto. Antes al contrario, la solidaridad tributaria susci 
ta una amplia serie de cuestiones que no han sido resueltas 
definitivamente en nuestra doctrina, lo que en parte se expli^ 
ca por el escaso eco que la solidaridad ha tenido entre los 
estudiosos del Derecho tributario en nuestro pais, especial­
mente si se compara con la atenciôn prestada a la misma en 
la doctrina extranjera, como hemos sehalado en otro lugar.
Por un lado, dentro de la propia instituciôn del tribu 
to, en si mismo considerado, el fenômeno de la pluralidad de 
sujetos obligados solidariamente plantea la necesidad de de­
terminar el âmbito al que se extiende la solidaridad, esto 
es, si abarca no solo a la cuota, sino también a los restan­
tes elementos enumerados en el articulo 58 de la LGT (455). 
Asimismo, aparece el problema de la denominada solidaridad 
formai, o sea, si la solidaridad se extiende también a los 
deberes formales (456).
En nuestra opinion, la unidad familiar no constituye 
un supuesto adecuado, que sirva como contrapunto, para el es- 
tudio de los problemas enunciados, precisamente porque la nor 
mativa del Impuesto dispone normas concretas al respecte, pa­
ra la unidad familiar (457). Es por ello que en este trabajo 
no nos hemos referido al problema del âmbito de la solidari-
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dad en general. Sin embargo, el hecho de que en un Impuesto 
como el que aquî hemos tratado, se disponga un supuesto de 
solidaridad tributaria como es la unidad familiar, puede dar 
lugar -de hecho, lo ha dado ya (458)- a reavivar la polémica 
sobre estos temas, ampliando, a la vez, la premisa metodologi^ 
ca de la que ha de partir su estudio.
Por otra parte, aparecen los problemas relatives a la 
llamada solidaridad procesal, expresiôn con la que se alude 
a la dinâmica aplicativa del tributo, ya sea en via de ges- 
tiôn, en via econômico administrative o en via judicial. Los 
problemas que en este âmbito se plantean derivan de la denond 
nada "comunicabilidad de la eficacia de los actos de los deu- 
dores solidarios", de la eficacia de los actos de gestiôn y 
de la comunicabilidad de los efectos de cosa juzgada. A ello 
puede ahadirse la legitimaciôn en el procedimiento de gestiôn 
y en el proceso tributario.
La significaciôn que en este punto ofrece la unidad 
familair es distinta de la que hemos consignado respecto a 
las diversas situaciones juridicas de contenido obligacional 
y el deber de declarer, en el sentido de que al no contenerse 
en la legislaciôn del Impuesto disposiciones concretas sobre 
aquellas cuestiones, la unidad familiar ofrece un cauce ade­
cuado para plantearlas, cuyas conclusiones bien pudieran ser­
vir para resolver otros supuestos de plurisubjetividad tribu­
taria, que puedan producirse en la aplicaciôn de cualesquiera 
otros tributos.
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En definitiva, la unidad familiar ha venido a plantear 
una amplîsima problemâtica, no solo por lo que a la concreta 
aplicaciôn de su régimen se refiere sino también con relaciôn 
a una serie de temas, en ocasiones ya clâsicos, de la dogmâti 
ca tributaria. Sôlo una parte de los mismos ha sido tratada 
en este trabajo.
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8. CONCLUSIONES.
El anâlisis del régimen de unidad familiar ha puesto 
de manifiesto la complejidad de esta figura y la problemâtica 
regulaciôn de la misma. Hemos procurado apuntar en cada caso 
una soluciôn al problema planteado, teniendo siempre présente 
que nos movemos dentro de todo un régimen del tributo y, por 
lo tanto, las diversas soluciones aisladas han de tener como 
resultado un conjunto armônico, esto es, ha de existir una 
linea lôgica de relaciôn entre todas ellas. En estas conclu­
siones nos limitamos a senalar los aspectos mâs importantes 
del régimen analizado, poniendo el acento en aquellos que, 
en nuestra opiniôn, séria conveniente modificar.
Aunque la figura de la unidad familiar se viene vincu- 
lando en su consideraciôn al sujeto pasivo del Impuesto, lo 
cierto es que el "verdadero" problema de la unidad familiar 
lo constituye la configuraciôn del hecho imponible, lo que 
es perfectamente lôgico dada la significaciôn de este elemen- 
to cardinal de la obligaciôn tributaria.
La definiciôn del hecho imponible contenida en el ar­
ticulo 32, 1 de la Ley no recoge exactamente los distintos ele 
mentos y aspectos que integran el presupuesto de hecho, por 
lo que es necesaria una integraciôn sistemâtica de los diver- 
sos preceptos en los que se regulan los mismos. En todos 
ellos es considerable la influencia de la unidad familiar.
Frente a lo que se ha afirmado en alguna ocasiôn, no
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es necesaria la existencia de un "ingreso efectivo" en orden 
a la obtenciôn de la renta. El articulo 19,3,b) de la Ley del 
Impuesto détermina que en ningùn caso tendrân la considera­
ciôn de gasto deducible los pagos o prestaciones que se efec- 
tùen entre las distintas personas que componen la unidad fam^ 
liar, los cuales taimpoco se computarân como ingreso de la per 
sona que los perciba. Esta norma supone una especie peculiar 
de "imputaciôn" de rentas, que desvirtûa la supuesta afirma- 
ciôn anterior. La misma consecuencia se dériva de la norma 
que dispone la imputaciôn de rendimientos de viviendas desocu 
padas.
Especialmente problemâtica es la nociôn de unidad fami^ 
liar residente, nociôn incorrecta en si misma, por cuanto en 
realidad lo que se dispone bajo esa expresiôn es la residen- 
cia de personas fisicas, no de un ente unitaria o subjetiva- 
mente considerado. Los efectos derivados de la residencia de 
la unidad familiar no aparecen claramente regulados en la nor 
mativa del Impuesto, lo que, como es claro, deberia corregir- 
se. No obstante, de una interpretaciôn sistemâtica puede dedu 
cirse que son dos los efectos esenciales que se derivan de 
la nociôn senalada: por un lado, la necesidad de que la uni­
dad familiar sea residente para la propia constituciôn o exis 
tencia de la misma; por otro, una incidencia fundamental en 
la configuraciôn del aspecto espacial del presupuesto de he­
cho, por cuanto de la pertenencia a una unidad familiar resi­
dente se dériva una alteraciôn del principio individual de 
sujeciôn al Impuesto. Dicho con otras palabras, quien perso-
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nal e individualmente venga sujeto por obligacion real, "pa- 
sa" a tributar por obligacion personal, quedando integrado 
en el régimen propio de la unidad familiar. La residencia de 
la unidad familiar, en definitiva, tiene el efecto ineludible 
de "suponer" la residencia de sus miembros que sean sujetos 
pasivos con arreglo al articulo 49 de la Ley.
En este punto se plantea un problema adicional, dériva 
do del nuevo régimen de tributaciôn de las rentas obtenidas 
en Espana sin establecimiento permanente por los no residen- 
tes, que evidencia una notoria falta de previsiôn legislative 
sobre el mismo. Entendemos que, ante la ausencia de norma le­
gal que disponga lo contrario, igualmente en estos casos el 
no residente forma parte de la unidad familiar residente, tri^  
butando entonces por el régimen general de la obligaciôn per­
sonal del IRPF. Ello no obstante, dada la considerable dife- 
rencia entre este régimen y el regulado en el articulo 17 de 
la Ley 5/1983, de 29 de junio, séria conveniente una revisiôn 
de este cambio de tributaciôn, que puede parecer excesivo de^ 
de muy diverses puntos de vista.
La regulaciôn de los supuestos que dan lugar a la anti 
cipaciôn del devengo es fragmentaria y asistemâtica. Séria 
mâs correcte disponer la interrupciôn del période impositivo 
siempre que se constituya una unidad familiar o se produzca 
la disoluciôn de una unidad familiar preexistente. Ademâs, 
Ademâs, el desarrollo reglamentario del articulo 24 de la Ley 
(art. 107) excede la competencia propia de la potestad régla-
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mentaria, ya que régula supuestos no contemplados en la Ley. 
Por otra parte, el hecho de que en el texto del Reglamento 
no se recojan determinadas causas previstas, sin embargo, en 
el texto legal -asi, y especialmente, fallecimiento del suje 
to pasivo incluido en una unidad familiar-, no obsta la plena 
validez de las mismas.
Igualmente carece de apoyo legal la extension reglamen 
taria contenida en el articulo 122, cuando dispone que la de- 
terminacion de los miembros de la unidad familiar que deben 
tenerse en cuenta a efectos de la propia existencia de unidad 
familiar, y consecuentemente de la aplicaciôn del régimen de 
la misma, se determinarâ por la situaciôn existante en la fe- 
cha del devengo. Tal previsiôn queda referida en la Ley (art. 
25) ùnicamente a los efectos de procedencia de determinadas 
deducciones de la cuota. Sin embargo, la interpretaciôn régla 
mentaria senalada, unida a la no anticipaciôn del devengo en 
los casos de constituciôn de unidad familiar, tiene como re­
sultado el que deba aplicarse el régimen de acumulaciôn duran 
te todo el ano, aùn por la parte del mismo en que la unidad 
familiar no se ha constituido. No es esta una soluciôn ampara 
da en las normas légales y, ademâs, pugna con el propio funda 
mento de la figura que nos ocupa. Lo correcto es aplicar el 
régimen de unidad familiar ùnicamente cuando hay unidad fami­
liar, esto es, por la parte del periodo impositivo en que la 
misma exista.
La titularidad del hecho imponible es imputada o atri-
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buida en todo caso a la persona fisica, tanto si se trata de 
un sujeto pasivo individual como para el sujeto pasivo que 
sea miembro de una unidad familiar. Süjétô. pasivo en-:el âmbito 
de este Impuesto lo es ùnicamente el que obtiene renta neta 
global, siendo necesario subrayar que el hecho de la obten­
ciôn individual de la renta viene confirmado en diverses pre­
ceptos legales; asi, al disponerse la responsabilidad solida­
ria (art. 31,2), o al regularse el prorrateo (art. 31,3). To­
do ello supone que el miembro de la unidad familiar que sufre 
pérdidas no es sujeto pasivo, no asume la posiciôn deudora 
derivada de la realizaciôn del hecho imponible, y por tanto 
no es responsable solidario de la deuda tributaria que corres 
ponde a la acumulaciôn de rentas en la unidad familiar. Este 
miembro se convierte, en virtud del prorrateo, en un acreedor 
de los sujetos pasivos integrados en la misma unidad familiar 
que aquél.
En cuanto a la acumulaciôn de rentas, efecto sustancial del 
régimen analizado, tiene lugar en la base imponible, ya que 
ésta cumple la finalidad esencial de adecuar la obligaciôn 
tributaria a la capacidad econômica gravada, que queda referi 
da, en nuestro caso, al conjunto de sujetos integrados en la 
unidad familiar. El aspecto cuantitativo del hecho imponible 
mide la magnitud renta obtenida por cada sujeto pasivo, expre 
sando la mediciôn del elemento objetivo en su conjunto y no 
estrictamente del aspecto material del mismo.
El tratamiento que en la normativa del Impuesto se con
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tiene en punto a la obligaciôn de alimentes entre parientes 
deja mucho que desear, en el sentido de que, por un lado, su­
pone el desconocimiento de todo pago o anualidades por este 
concepto que no tenga lugar entre cônyuges, y, por otro, los 
casos de anualidades distintos al sehalado se asimilan en su 
tratamiento al de personas a cargo del contribuyente, conce- 
diéndose una deducciôn de la cuota (art. 123,1,d,6, del Régla 
mento), lo que es incorrecte. Ademâs en el Reglamento se pro­
duce la paradoja de considerar estas "anualidades" como "gas- 
tos excepcionales". Entendemos que todo supuesto de anualida­
des por alimentes, satisfechos entre parientes que pertenez- 
can a diferentes unidades familiares, mediante sentencia judi­
cial en que se reconozcan y cuantifiquen, deben asimilarse 
en su régimen a la actual previsiôn legal respecto de las 
anualidades entre cônyuges; esto es, el importe de taies anua 
lidades debe considerarse incremento patrimonial en el percep 
tor de las mismas, y disminuciôn patrimonial en el obligado 
a satisfacerlas. Para todos los demâs casos de prestaciôn de 
alimentes entre parientes, siempre que sean de obligado cum­
plimiento segûn nuestro ordenamiento juridico (ya que en caso 
contrario se trata de una liberalidad del sujeto pasivo, y 
como tal expresamente prevista en el articulo 20,2 de la Ley), 
debe disponerse una deducciôn en la cuota que bien puede asi­
milarse o incorporarse a la actualmente prevista para los as­
cendientes .
La norma que dispone la no estimaciôn de incrementos 
o disminuciones de patrimonio en los supuestos de disoluciôn
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de la sociedad de gananciales o de extinciôn de régimen de 
participaciôn de los cônyuges (art. 20,2 pârrafo tercero, de 
la Ley, y art. 79,1,b, del Reglamento), contraviene lo que 
debe constituir el régimen propio de unidad familiar, da lu­
gar a un conflicto de normas y es contrario al principio gene 
ral de este régimen en cuanto a intrascendencia del régimen 
econômico matrimonial se refiere. Por ello, el mencionado pre 
cepto no puede ser mâs desafortunado. Proponemos una interpre 
taciôn restringida del mismo, en el sentido de limitar su âm­
bito de eficacia a los casos en que la sociedad de ganancia­
les o el régimen de participaciôn de los cônyuges se extin- 
guen por convenir los cônyuges un régimen distinto en capitu- 
laciones matrimoniales, lo que si es verdaderamente necesario, 
por razones obvias.
Las deducciones de la cuota, en general, carecen de 
un criterio de ordenaciôn, lo que se manifiesta especialmente 
en la regulaciôn de la deducciôn por hijos. También en este 
punto deberia procederse a una sistematizaciôn de la normati­
va. En cuanto a la opciôn de 10.000 pesetas por gastos perso- 
nales sin necesidad de justificaciôn, entendemos, en funciôn 
de la finalidad de esta excepciôn a la régla general de justi 
ficaciôn documentai del gasto, y al elemento histôrico de la 
norma, que tal opciôn se concede por cada declaraciôn, ya se 
refiera ésta a un sujeto pasivo individual o a una unidad fa­
miliar. Se ha hecho una excesiva cuestiôn de este problema, 
y en su resoluciôn se ha tenido en cuenta exclusivamente una 
interpretaciôn en funciôn del elemento literal -concretamente
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de la expresiôn "contribuyentes"- olvidando otros elementos, 
como el teleolôgico, a los que sin embargo hay que atender 
fundamentalmente, segûn dispone el articulo 3^,1 del Côdigo 
Civil.
La amplitud con que se dispone la responsabilidad soli 
daria de los sujetos integrados en la unidad familiar, la 
atribuciôn de la misma a los herederos y legatarios en los 
términos previstos por la legislaciôn del Impuesto, y la ex- 
clusiva limitaciôn del prorrateo de la deuda a efectos inter­
nos, evidencian sin ningùn género de duda la atenciôn primer 
dial concedida a la protecciôn del crédito tributario. Pensâ­
mes que la forma en que viene prevista la atribuciôn de res­
ponsabilidad es a todas luces excesiva. Deberia disponerse 
la posibilidad de que los sujetos pasivos solidarios solici­
ter la ejecuciôn separada, de manera que puedan responder sô­
lo por su cuota parte correspondiente. Ello armonizaria las 
ventajas de la gestiôn y liquidaciôn ûnicas con el respeto 
a la autonomia de los sujetos que componen la unidad fami­
liar.
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9. NOTAS.
(1) vid. por todos CORTES DOMINGUEZ, "El principio de capaci 
dad contributiva en el marco de la técnica juridica", 
cit., pâgs. 975 y ss., en especial, 993 y ss.
(2) Sobre la significaciôn y delimitaciôn del hecho imponi­
ble, asi como la configuraciôn de cada uno de sus elemen 
tos constitutives, nos remitimos, con carâcter general, 
a SAINZ DE BUJANDA ("Concepto del hecho imponible", cit. 
pâgs. 293 y ss.), a quien segimos en la estructura y si£ 
temâtica de este epigrafe, aunque no lo hagamos constar 
asi expresamente en todos sus puntos, lo que no considé­
râmes necesario, dado que las proposiciones y conclusio­
nes del profesor de Madrid son sobradamente conocidas 
de todos. Sobre el hecho imponible, son también clâsi­
cos: en nuestra doctrina, VICENTE-ARCHE, "Consideracio- 
nes sobre el hecho imponible", RDFHP, num. 39, I960, 
pâgs. 529 y ss.; en la doctrina extanjera, JARACH, D. , 
"El hecho imponible. Teoria general del Derecho tributa­
rio sustantivo", Buenos Aires, 1971 (2^ ediciôn).
(3) Tal significaciôn estructural, evidenciada, con caracter 
general, por SAINZ DE BUJANDA al acunar el significado 
juridico del impuesto personal, es senalada con relaciôn 
al IRPF por PALAO (en la obra colectiva "Comentarios a 
la Ley del Impuesto...", cit., pâg. 48), al afirmar que 
"las normas sobre los sujetos pasivos son una parte inte 
grante de la delimitaciôn legal del hecho impnible".
(4) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Concepto del hecho imponible", 
cit., pâgs. 333 a 336; FERREIRO, "El objeto del tribu­
to", Civitas REDF, num. 10, 1976, pâgs. 227 y ss.
(5) Sobre el concepto juridico de renta contenido en una ley 
fiscal, vid. AGULLO, A., "Estructura de la imposiciôn 
sobre la renta y el principio de capacidad contributi­
va", Civitas REDF, num.37, 1983, pâgs. 25-26, y biblio- 
grafia alli citada, especialmente en nota 4.
(6) Vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg. 103.
(7) Ibidem., pâg. 191, donde pueden verse también las diver­
sas enmiendas presentadas a este precepto.
La supresiôn del concepto de renta es destacada por DRA­
KE, "Concepto y composiciôn de la renta en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas", CT, num. 26, 
1978, pâg. 43; idem., "Un impuesto nuevo", cit., pâg. 
14.
(8) Obra colectiva "Comentarios...", cit., pâg. 48. Dice el 
profesor PALAO que "résulta discutible la sistemâtica 
utilizada por las leyes tributarias, sobre todo desde
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la Ley General Tributaria, de separar la definiciôn del 
hecho imponible de las normas de determinaciôn de la ba­
se. Tal separaciôn es hasta cierto punto artificiosa y 
consecuencia de ella es una definiciôn del hecho imponi­
ble... de dudosa relevancia".
( 9 ) "Los rendimientos del capital...", cit., pâgs. 63-64.
(10) Asi, por ejemplo, BANACLOCHE, ("Impuesto sobre la Ren­
ta...", cit., pâg. 72), quien concluye: "si bien los
rendimientos pueden ser positives o negatives, no es 
cierto que las disminuciones sean incrementos negati­
ves" .
(11) Vid., en este sentido, MARTIN QUERALT ("Comentarios a
la Ley del Impuesto...", cit., pâg. 223), quien se re­
fiere a "los incrementos y disminuciones patrimoniales
como un componente mâs -positive o negative- de la ren­
ta del sujeto pasivo"; también, CAYON GALIARDO, A., 
"Las rentas irregulares y el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas", Civitas REDF, num. 22, 1979,
pâg. 260.
(12) "Consideraciones en torno a la nociôn de 'incremento 
patrimonial' en el IRPF", Civitas REDF, num. 32, 1981, 
pâg. 587.
(13) "La sujeciôn al Impuesto sobre la Renta de las Personas
Fisicas de las prestaciones por desempleo: una nota",
CT, num. 47, 1983, pâg. 59.
La idea ha sido igualmente expresada por G. de la PEfJA 
("Consideraciones en torno a la nociôn de incremento 
patrimonial...", cit., pâg. 595, quien concluye sobre 
la nociôn de incremento patrimonial que "mâs parece que 
se ha utilizado esta figura como cajôn de sastre en el 
que se han incluido todos aquellos supuestos que no pu- 
diendo ser catalogados en ninguno de los restantes ti- 
pos de rendimientos en que la renta aparece dividida 
la opciôn legislativa era la de considerarlos como ta­
ies". En anâlogo sentido, GUTIERREZ GONZALEZ, M., "Ren­
ta gravable y determinaciôn de la base imponible en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", CT, 
num. 35, 1981 , pâg. 71 .
(14) Cfr. GOTA LOSADA, "Tratado...", cit., vol.II, pâgs. 18 
y ss.
(15) Cfr. PALAO. en "Comentarios...", cit., pâg. 48.
ABELLA, "siguiendo en este punto a Gota Losada", entien 
de que "se necesita la titularidad de disposiciôn de 
los bienes para poder difrutar econômicamente de dicha 
parte de renta" ("Manual del Impuesto...", cit., pâg. 
110; subrayado del original).
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(16) Vid. PALAO, "Comentarios...", cit., pags. 49-51.
(17) Dictamen num. 42.101, de 5 de julio de 1979, pags. 24 
a 26, dentro de la observacion al articule 5- del Pro- 
yecto del primer Reglamento del Impuesto. Las observa- 
ciones se reiteran en los mismos termines en el Dicta­
men al Preyecte del segunde Reglamente (num. 43.209, 
de 25 de junie de 1981), pags. 4 y 5.
(18) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Naturaleza del heche impeni- 
ble". Hacienda y Dereche IV, pag. 580.
(19) Cfr. FALCON, "Analisis de la transparencia tributaria", 
lEF, Madrid, 1984, pag. 255.
(20) Ibidem.
(21) Cfr. PALAO, "Cementaries...", cit., pag. 50.
(22) Ibidem., pag.51. En analege sentide, FALCON, "Analisis 
de la transparencia tributaria", cit., pag. 255.
(23) Sebre elle nes remitimes al capitule III, epigrafe 4 de 
este trabaje. Recuérdese también le que alli dijimes 
respecte al nueve régimen de tributacien de las rentas 
ebtenidas sin meaiaciôn de establecimiente permanente 
y su exclusion del tema ebjete de nuestre estudie. Asi 
pues, al hblar de ebligaciôn real nes referimes a la 
que viene regulada en la Ley del Impueste, tante antes 
ceme después de aquella medificaciôn, cen el âmbite eb- 
jetive que censecuentemente le corresponde en cada une 
de eses mementos.
(24) "Las leyes hablan, en ecasienes, de las 'fermas' e'meda 
lidades' de un impueste que ellas regulan. Al utilizer 
estes vocables se pene de manifieste el pensamiente del 
legislader, que consiste en atribuir naturaleza unita- 
ria a un tribute, diversificândele, ne obstante, a efec 
tes aplicatives e de gestion. Pere ne puede senalarse 
a priori cuâl sea la verdadera naturaleza juridica de 
esas fermas e medalidades impesitivas. Tede dependerâ 
de que las leyes las configurer e ne en terne a presu- 
puestes distintes. En el primer case, las pretendidas 
fermas de 'un' impueste serân, en riger, etres tantes 
impuestes; en el segunde, censtituirân simples medalida 
des aplicativas de un presupueste genérice" (SAINZ DE 
BUJANDA, "Estructura juridica del sistema tributarie", 
cit., pàg. 319; transcrite segùn el original). Sebre 
la calificaciôn de la ebligaciôn real de centribuir co­
me un impueste distinte a la ebligaciôn personal, vid. 
capitule III, epigrafe 4, dende abordâmes el tema, ceme 
se recerdarâ.
(25) Adviértase que ne mezclames este preblema cen el de la 
subjetividad de la ebligaciôn tributaria. En este memen-
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to nos limitâmes a determinar el alcance de la unidad 
familiar sebre el aspecte espacial del heche impenible; 
pere elle debe entenderse cemplementade cen la configu­
ration del sujete pasive, ceme es obvie.
(26) Cfr. FERREIRO, "Cementaries...", cit., pàg. 79.
(27) Nos remitimes nuevamente al capitule 111,4, dende nes 
planteames este preblema, peniende de manifieste la au- 
sencia de efectes claramente regulades de la neciôn de 
"unidad familiar residente", asi ceme el erigen de este 
precepte.
(28) "La Ley se refiere a la residencia de la unidad fami­
liar, es decir, la residencia de alge sin centenide 
fiscal. Es mejer aludir a la residencia de las personas 
integradas en una unidad familiar" (BANACLOCHE, "Impue^ 
te sebre la Renta...", cit., pàg. 90; el subrayade es 
nuestre).
(29) Cfr. BANACLOCHE, "Les sujetes pasives y sus ebligacio- 
nes...", cit., pàg. 40.
(30) Esta parece ser la ferma en que entienden ALSINA RIUBRU 
GENT, E., y ARIAS VELASCO, J ., el citade precepte régla 
mentarie (cfr. "Impueste sebre la Renta de las Personas 
Fisicas", Bosch, Barcelona. 1980, pàg. 33), que elles 
mismes critican ceme veremes a centinuaciôn.
Ne obstante, es frecuente que al cementar el articule 
62,3 de la Ley y el articule 13 del Reglamente, les au- 
teres adepten una pestura pece précisa, en el sentide 
de que ne se sabe muy bien cuàles son les efectes que 
cencretamente atribuyen a la residencia de la unidad 
familiar. Un ejemple le tenemes en BANACLOCHE, al de­
cir: "La gran nevedad es la residencia del ne residen­
te. Es màs teôrica que pràctica, pere la Ley la régula. 
El cônyuge separade de heche de quien vive en etra na- 
ciôn, incluse cen les hijes, si reside en Espana hace 
que se censideren residentes también el cônyuge y los 
hijes... En la pràctica, se reselverà una situaciôn asi 
cen la declaraciôn del cônyuge residente, deduciende 
per matrimenie y per hijes y ne acumulande, clare, ren­
ta" ("Impueste sebre la Renta...", cit., pàgs. 89-90).
(31) El prefeser FERREIRO ("Cementaries...", cit., pàg. 71), 
considéra que el articule 13,1,b) del Reglamente es co­
rrecte, afirmande: "El calificative de residente se ha 
de aplicar, per tante, en estes cases, a la unidad fami^ 
liar censiderada en bloque, es decir, a tedes sus miem- 
bres. La unidad familiar puede... ser residente e ne 
ser residente, pere si es residente, le son todos sus 
miembres. Ne caben unidades familiares en parte residen 
tes y en parte ne residentes". Esta afirmaciôn la realT 
za FERREIRO al cementar el articule 42 de la Ley y fun-
929
damentaimente, entendemos, respecte de la delimitaciôn 
de si la unidad familiar puede quedar vinculada al im­
puesto per ebligaciôn real. Al analizar el articule 62 
se limita a subrayar que "si la unidad familiar es resi 
dente le son tedes sus miembres" (ep.cit., pàg. 78).
(32) "Impueste sebre la Renta...", cit., pàg. 38; el subraya 
de es nuestre. Y centinûan ALSINA y ARIAS: "Per tante,
entendemos que, en riger legal, en el supueste de un 
centribuyente casade, residente en Espana y cuye cônyu­
ge resida en el extranjere, censtituirà, junte cen sus 
hijes meneres residentes igualmente en Espana, una uni­
dad familiar, que tributarà, en tede case, per ebliga­
ciôn personal (en este sentide interprétâmes el articu­
le 6.3 de la Ley); pere les ingreses del etre cônyuge 
y les hijes residentes en el extranjere ne seràn acumu- 
lables a les de la citada unidad familiar, salve que, 
per procéder de Espana, queden sujetes a ebligaciôn re­
al ; en cuye case habràn de acumularse, en virtud de le 
dispueste en el art. 4.2 de la Ley" (lec.cit.; parénte- 
sis del original).
(33) Ibidem., pàgs. 39-40.
(34) "La unidad familiar ceme sujete fiscal", en "Memeria 
de la Aseciaciôn Espanela de Dereche Financière. 1980", 
pàg. 491 .
(35) Vid., supra, nota 31.
(36) Ne pedemes entrar aqui a censiderar si este efecte es 
una presunciôn "iuris et de iure" de residencia, e una 
ficciôn, per citar les des cenceptes en les que, en 
principle, puede encajar el supueste mencienade. Sebre 
elle, vid., FEREZ DE AVALA, J.L., "La ficcienes en el 
Dereche tributarie", cit., en especial, pàgs. 19 y ss.
(37) Dictamen num. 42.101, de 5 de julie de 1979, pàg. 30. 
La ebservaciôn se formula al articule 12 del Preyecte, 
que pasaria a ser el articule 13 del texte reglamenta- 
rie; el precepte, en cuante al punte que cementames, 
es idéntice en el Reglamente de 1979 y en el de 1981.
(38) "Impueste sebre la Renta...", cit., pàg. 33.
(39) Ibidem., pàg. 38.
(40) "La unidad familiar ceme sujete fiscal", lec.cit., pàg. 
491 .
(41) Este es, ceme es sabide, el sentide pueste de relieve 
per la dectrina màs auterizada, acerca de la significa- 
ciôn del art. 24 de la LGT: que se refiere a la anale- 
gia, ne a la interpretaciôn extensiva, que, ceme dicen 
CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO , ne es una manera de
930
interpretar, sino el resultado de la operacion intrepre 
tativa; vid. CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, "Ordena 
miento...", cit., pags. 130 y ss.; SAINZ^ DE BUJANDA, 
"Lecciones de Derecho financière", cit., pàgs. 72 y ss.
Otras pesicienes al respecte, asi ceme una amplia bi- 
bliegrafia sebre el tema, pueden verse en el cementarie 
de GONZALEZ GARCIA, E., al articule 24 de la LGT, en 
"Cementaries a las Leyes tributarias y finâncieras", 
cit., t.I, pàgs. 190 y ss.
(42) Verdaderamente, la nitida distinciôn, a nivel concep­
tual, entre le que es analegia y le que es interpreta­
ciôn extensiva, puede ternarse berresa, en ecasienes, 
cuande se trata de calificar dentre de une de eses des 
cenceptes un supueste concrete. Y desde esta perspecti- 
va ne son gratuitas determinadas cenfusienes jurispru- 
denciales, de las cuales pueden citarse las STS de 2 
de diciembre de 1969 (Aranzadi, num. 5.611); 16 de fe- 
brere y 2 de junie de 1970 (Aranzadi, nùms. 868 y 2.940 
respectivamente); también, en el misme sentide, las Re- 
selucienes del TEAC de 20 de junie de 1973 y de 1 de 
marze de 1977 (apud. GONZALEZ GARCIA, lec.cit., pàg.195, 
en nota 11).
(43) Para un anàlisis de la necesidad de delimiter el pério­
de impesitive, vid. LASARTE, ebra celectiva "Cementa­
ries...", cit., pàgs. 329 y ss., dende el citade prefe­
ser realize un emplie y excelente estudie de les articu 
les 23 y ss. de la Ley, censiderande asimisme su desa- 
rrelle reglamentarie.
(44) Vid. CARÜ CEBRIAN, A., "Les périodes impesitivos 'cer­
tes' en el Impueste sebre la Renta de las Personas Fisi 
cas", CT, num. 32, 1980, pàgs, 57 y ss.
A elles se refiere RODRIGUEZ PEREZ ceme "période anor­
mal per incomplete", que, curiesamente, define "de mode 
general ceme aquel en que ne cencurren durante tede el 
ane las circunstancias que determinan la calidad de cen 
tribuyente" ("Cementaries a la Ley y Reglamente...", 
cit., 1982, pàg. 275).
(45) Para una justificaciôn del période inferior al ane per 
causa de fallecimiente, vid. LASARTE, "Cementaries...", 
cit., pàgs. 339 y ss.
(46) En este sentide, ABELLA, "Manual del Impueste...", cit. 
pàg. 575; ALSINA y ARIAS, "Impueste sebre la Renta...", 
cit., pàg. 218; BANACLOCHE, "Impueste sebre la Ren­
ta...", cit., pàg. 298.
(47) En epiniôn de RAMALLO "parece excesive pensar que el 
f allecimiente de un hi je mener de edad, que sin lugar 
a dudas es sujete pasive del impueste, cierre el perie-
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do impositivo y devengue el tribute para tede el grupe 
familiar. Quiza le razenable sea estimar que este deven 
go extraerdinarie del tribute se darâ sole en case de 
que el fallecide sea une de les cônyuges e un hije, 
siempre y cuande tenga bienes y rentas de les cuales 
sea titular" ("La unidad familiar...", cit., pàgs. 65- 
66 ).
(48) Idéntica opinion sestienen SIMON ACOSTA, E., y CARRETE- 
RO FEREZ, A., para quienes "les sujetes pasives son 
quienes realizan el heche impenible, es decir, quienes 
ebtienen renta; en conclusion, sole el fallecimiente 
de un miembre de la unidad familiar que haya ebtenide 
renta (sea padre, madré, hije o hermane) produce la 
quiebra del période anual" ("Ourse de intreduccién al 
sistema impesitive estatal", CEURA, 1981, pàg. 179).
(49) "Cementaries...", cit., pàg. 344; el subrayade es nues­
tre .
(50) Ninguna luz arreja sebre este punte el Informe de la 
Penencia, en el que ninguna explicaciôn se efrece res­
pecte al articule 24,7, a pesar de que fué intreducide 
per aquélla; vid. Civitas REDF, nùms. 17-18, pàg. 214.
(51) Cfr. "Dereche de familia", cit., (1982), pàg. 197.
(52) Cfr. LASARTE, ën la ebra celectiva "Cementaries...", 
cit., pàg. 347.
(53) Ibidem.
(54) Nes referimes, cencretamente a BANACLOCHE, "Les sujetes 
pasives y sus ebligacienes...", cit., pàg. 49.
(55) Cfr. PALAO, "El tratamiente de la familia...", cit., 
pàg. 10.
(56) Las criticas a este articule pueden censiderarse genera 
lizadas: vid. ABELLA, "Manual del Impueste...", cit., 
pàg. 575; BANACLOCHE, "Impueste sebre la Renta...", 
cit., pàg. 298; en ecasienes, las criticas se atempe- 
ran, aduciende le cenveniente de la fermulaciôn regla- 
mentaria. En este sentide, ALSINA y ARIAS ("Impueste 
sebre la Renta...", cit., pàg. 218): "Aun cuande de di£ 
cutible legalidad, la nerma reglamentaria parece màs 
realista que la legal, ya que resultaria pece justifica 
de que el fallecimiente de un hije mener, sin ingreses, 
predujese apertura de un nueve période impesitive para 
tedes les miembres de la unidad familiar". En la misma 
linea, CARO ("Les périodes impesitivos...", cit., pàg. 
60), entiende, respecte al cese de la tutela de algune 
de les hermanes tutelades, que "a riesge de la homolo­
gation de legalidad que merezca, parece lôgica la previ 
sien reglamentaria".
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Por su parte, PEREZ ROYO, I. ("La unidad familiar...", 
cit., pag. 64), critica que entre la Ley y el Reglamen­
to, en este punto, se encuentran respuestas no exacta- 
mente coïncidentes. Mas expllcitamente, el profesor LA­
SARTE advierte, refiriéndose al art. 107 del Reglamen­
to, que "esta disposiciôn no se ajusta debidamente a 
lo dispueste per la Ley, perque, per una parte, recerta 
el alcance de algune de les préceptes légales, y per 
etra, anade supuestes ne previstes en aquélla" ("Cemen­
taries...", cit., pàg. 337).
(57) Vid., en este sentide, CARO, "Les périodes impesitivos 
•certes'...", cit., pàg. 60. Le misme vale decir respec 
te del fallecimiente de une de les cônyuges, desde esta 
censideraciôn del sujete pasive, supueste que también 
considéra CARO, "ya genéricamente previste en el articu 
le 24,1 de la Ley" (ep.cit., pàg. 59).
(58) Vid. la censideraciôn de este supueste, efectuada en 
el capitule III, dende analizames la cenfiguraciôn sub- 
jetiva de la unidad familiar.
(59) "El Reglamente dispene que el période impesitive finali^ 
za per cese de la tutela de algune de les hermanes tute 
lades, punte sebre el que ne existe previsiôn legal al- 
guna y precisamente per elle, y perque ne creemes exis- 
tan razenes legitimaderas de tal evente, entendemos que 
en taies supuestes ne debe preducirse la finalizaciôn 
del période impesitive, pus hay que entender que si al­
gune de les hermanes semetides a tutela alcanza la mayo 
ria de edad durante el ane, basta que, en aplicaiôn del 
art. 25 de la Ley, se considéré que ne ferma parte de 
la unidad familiar y que, en censecuencia, practique 
su cerrespendiente declaraciôn individual per las ren­
tas ebtenidas durante el entere période impesitive" 
(MARTIN QUERALT, en la ebra celectiva "Curse de Dereche 
tributarie. Parte especial. Sistema tributarie: les tri^  
butes en particular". Pens, Madrid, 1984, pàg. 123).
(60) LASARTE ("Cementaries...", cit., pàgs. 348 y ss.) se 
plantea si el cese de la tutela puede asimilarse, en 
cuante a sus efectes sebre la unidad familiar, a la nu- 
lidad, diseluciôn e separaciôn matrimonial, llegande 
a la cenclusiôn de que "este precepte ha ide màs allà 
de les limites de la petestad reglamentaria" (pàg. 351) 
Pene asimisme de manifieste que la nerma reglamentaria 
supene "un trate discriminaterie en relaciôn cen un gru 
pe familiar en el que figuran hijes que ebtienen la ma- 
yeria de edad durante el ane natural en dia anterior 
a 31 de diciembre" (pàg. 351, in fine). Esta misma epi­
niôn es expresada per SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impue^ 
te...", cit., pàg. 208.
(61) "En cenclusiôn, fallecimiente de sujetes pasives percep 
tores de renta y supuestes de nulidad, diseluciôn y se-
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paraciôn judicial constituyen ejemplos paradigmâticos 
de conclusion del periodo impositivo" (MARTIN QUERALT, 
"Curso de Derecho tributarie...", cit., pàg. 123).
(62) Sebre este punte llama la atenciôn MARTIN QUERAL (lec. 
ult.cit.), senalande que "ceme centrapartida a las cri­
ticas suscitadas per le general centra la tipificaciôn 
del cese de la tutela de algune de les hermanes tutela­
des, ne deja de ser paradôjica la exclusion de determi- 
nades supuestes que entendemos tienen entidad suficien- 
te para determinar la cenclusiôn del période impesiti­
ve, ceme la adepciôn, el matrimenie, etc.".
Per etra parte, para BANACLOCHE ("Impueste sebre la Ren 
ta...", cit., pàg. 298), "deberia cencluir el période 
impesitive: 1 ) per la mayeria de edad de un hije; 2) 
per su casamiente; 3) per vivir independiente cen cen- 
sentimiente de sus padres y peculie prepie; 4) per te- 
ner un hije e recenecerle y tenerle baje su cuidade. 
En definitiva: cuande cualquier miembre de la unidad
familiar saiga de ella... Aunque parezca évidente, de- 
biô decirse que en tede case en que se ferme una nueva 
unidad familiar acaba un période impesitive". En ter­
mines similares se expresan COLMENAR ("El sujete...", 
cit., pàg. 721) y CARO ("Les périodes impesitivos...", 
cit., pàg. 59): ambes auteres manifiestan su extraneza 
ante el heche de que la Ley ne tome en censideraciôn 
el nacimiente de un hije, el que este alcance la maye­
ria de edad, etc., ceme causas que determiner la inte- 
rrupciôn del période impesitive.
En nuestra epiniôn, ceme hemes diche, le decisive a 
efectes de determinar las causas que deben dar lugar 
a interrupciôn del période de impesiciôn, es la censti- 
tuciôn e diseluciôn de una unidad familiar; pere ne ve- 
mes razôn alguna para anticipar el devenge per la maye­
ria de edad de un hije, per ejemple, que ne ebtiene ren 
ta.
(63) Vid. CARO ("Les périodes impesitivos...", cit., pàg. 
58); para este auter el erigen de estas situacienes se 
encuentran en que "ne preecupa ni a la Ley ni al Regla­
mente el inicie de un période inferior al ane cuande 
ne trae su causa precisamente en la finalizaciôn de 
etre période 'certe' anterior".
(64) Dentre de les supuestes anàleges se incluyen etres ca­
ses que puedan darse de censtituciôn de unidad familiar 
en dia distinte al 31 de diciembre, ceme de diseluciôn 
de la misma, ne previste per la Ley a estes efectes: 
asi, per ejemple, el mencienade del cese de la tutela 
de une de les des hermanes tutelades.
En principle, el supueste es también referible a les 
cases de inclusiôn de personas en la unidad familiar.
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o a la salida de alguna de ellas, siempre, claro esta, 
que obtengan renta (y en este sentido debe entenderse 
completado el comentario efectuado en la nota 62 ante­
rior). Lo que ocurre es que, de acuerdo con la interpre 
taciôn oficial y reglamentaria, en la pràctica no se 
plantearàn problèmes en los casos de disoluciôn de uni­
dad familiar, ni en los de salida de la misma de alguna 
persona, porque refiriendo las circunstancias persona- 
les y familiares a la fecha del devengo, podràn tribu- 
tar separadamente durante todo el ano, lo cual es màs 
ventajoso. Con todo, el problème màs normal y frecuente 
y donde el problème se aprecia con mayor claridad es 
en el caso de celebraciôn del matrimonio en dia distin- 
to a 31 de diciembre, razôn por la cual puede tomarse 
como exponente del problème, tal como aqui lo hacemos.
(65) "La unidad familier y la acumulaciôn de rentas en el 
Impuesto sobre la Rente de las Personas Fisicas", CT,
num. 35., 1981, pàgs. 119 y ss.
(66) Ibidem., pàg. 127.
(67) De hecho, el articule 112,3 del Reglamento de 1981 (pre 
cepto relativo a los criterios de imputaciôn temporal), 
ha acogido la figura de disoluciôn de la unidad fami­
lier, con lo que viene a reconocerse la necesidad de 
regular este supuesto como criterio que determine una 
regulaciôn sistemàtica de la unidad familier. Pero in- 
sistimos en que ni la disoluciôn ni la constituciôn de 
unidad familier, como taies eventos, han sido recogidas 
en la Ley.
(68) Vid. "Repertorio de la Doctrine Administrative del Im­
puesto...", cit., pàgs. 441-442.
(69) Nôtese, ademàs, que las deducciones de los apartados
a), b), c) y d) del articulo 29 de la Ley, que son a
las que se refiere el articulo 25 de la misma, no son 
todas ellas especificas de la unidad familier: asi, la
deducciôn por hijos mayores de edad pero menores de 25 
arios, o la deducciôn por ascendientes, o la deducciôn 
general.
(70) "La unidad familier...", cit., pàg. 127. El autor 11e- 
ga, en efecto, a vislumbrar la clave del problème, tal 
como se deduce de la cita; el error de su propuesta, 
entendemos, se encuentra en no considérer que admitir 
la celebraciôn del matrimonio como un supuesto de anti- 
cipaciôn del devengo, es contrario al art. 24 de la 
Ley.
(71) Acertadamente dice LASARTE ("Comentarios...", cit.,
pàg. 348), que "la propia acumulaciôn de esas rentas
no parece justificada, pues hasta el dia del matrimonio 
no se dan los supuestos econômicos-juridicos que la fun
935
fundamentan".
(72) "Concepto del hecho imponible", cit., pags. 338-339; 
subrayado del original.
(73) Cfr. RAMALLO, "Hecho imponible y cuantificaciôn de la
prestaciôn tributaria", Civitas REDF, num. 20, 1978,
pàgs. 606-607, en nota 3.
(74) Nos referimos, fundamentalmente, al trabajo del profe­
sor RAMALLO citado en la nota anterior, y al del profe­
sor VICENTE-ARCHE, "Elementos cuantitativos de la obli- 
gaciôn tributaria", RDFHP, num. 60, 1965, pàgs. 923 y
ss.
(75) Vid. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obli- 
gaciones...", cit., pàg. 23.
(76) El termine paràmetro no se utilize en este caso como 
significative de magnitud no expresada en dinero, sino 
como base imponible en cuante concepto genérice. Sobre 
los términos paràmetro y base imponible, véase la epi­
niôn de RAMALLO, en "Hecho imponible y cuantificaciôn 
de la prestaciôn tributaria", cit., pàg. 631.
(77) "Elementos cuantitativos...", cit., pàg. 930; el subra­
yado es nuestre. "No es cierto, pues, como afirma JA- 
RACH -continua VICENTE-ARCHE-, que 'el objeto del hecho 
imponible es el elemento sobre el cual se mide el monte 
del impuesto', por el contrario, este elemento es siem­
pre el paràmetro, que la ley tributaria régula con nor- 
mas peculiares, distintas de las que acotan y defininen 
el hecho imponible, aun en el caso de que entre el subs 
trato material de éste y aquél se produzca la coinciden 
cia a que acabamos de referirnos". Sobre ello vid., tam 
bién, SAINZ DE BUJANDA, "Concepto del hecho imponible", 
cit., pàg. 389.
(78) Cfr. CORTES DOMINGUEZ, "Ordenamiento tributarie espa- 
nol", Tecnos Madrid, 1968, pàgs. 493 y ss., en especial 
497 y ss.; la cita es de la pàg. 500.
(79) "Hecho imponible y c u a n t i f i c a c i ô n . , cit., pàgs. 631- 
632.
(80) Vid. VICENTE-ARCHE, "Elementos cuantitativos...", cit., 
pàg. 931, donde se dice: "En realidad... la funciôn bà- 
sica que cumple el paràmetro (junto con el tipo de gra­
vamen) consiste en adecuar a cada ebligaciôn tributaria 
el principle constitucional de tributaciôn con arreglo 
a la capacidad contributiva".
(81) Recuérdese el concepto de unidad familiar en cuante uni 
dad centribuyente, visto en el capitule I.
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(82) Cfr. PALAO, obra colectiva "Comentarios a la Ley del 
Impuesto...", cit., pag. 48.
(83) Cfr. CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", cit., 
pag. 66.
(84) "La frase 'obtencion de la renta' encierra 'in nuce' 
el presupuesto de hecho del impuesto, pues hace referen 
cia tanto a la accion que lo constituye, como al objeto 
de esta y, por tanto, a la relaciôn que ha de existir 
entre uno y otro" (PALAO, "Comentarios...", cit., pag. 
48; el subrayado es nuestro).
(85) Vid. por todos, SAINZ DE BUJANDA, "Estructura juridica 
del sistema tributario", cit., pags. 299 y ss.
(86) Por ello no compartimos la posiciôn del profesor PALAO 
sobre este punto, quien, tras analizar el hecho imponi­
ble afirma que las réglas y criterios de imputaciôn del 
mismo "sôlo funcionan con pureza en el caso del contri- 
buyente individual. Cuando por el contrario -continua 
PALAO- aquél forma parte de una unidad familiar, la 
existencia de ésta y la acumulaciôn de las rentas de 
todos sus miembros a que da lugar... produce una imputa 
ciôn de rentas que podriamos calificar de derivada, o 
de segundo grado. Esta tiene lugar idealmente en la uni^  
dad familiar, pero surte sus efectos juridicos por la 
via de la solidaridad... en cada uno de sus miembros... 
que frente a la Hacienda Pùblica responden del impuesto 
como si las rentas se hubieran obtenido por cada uno 
de ellos, sin perjuicio, naturalmente, del prorrateo 
interno" ("Comentarios...", cit., pàgs. 50-51).
En nuestra opiniôn, no se produce esa imputaciôn dériva 
da o de segundo grado que el profesor PALAO senala, si­
no que, por el contrario, la imputaciôn de rentas tiene 
lugar ùnica y directamente en la persona fisica que rea 
liza el hecho imponible, Nôtese como en la peculiar de- 
terminaciôn de los distintos aspectos del elemento ob- 
jetivo que hemos expuesto, en ningùn momento se sustitu 
ye a la persona fisica por la unidad familiar, ni tampo 
co al determinar el elemento subjetivo. A nuestro modo 
de entender lo ùnico que ocurre es que la persona fisi­
ca se encuentra cualificada por el hecho de esa perte- 
nencia a una unidad familiar, pero el hecho imponible 
es realizado por la persona fisica y la titularidad de 
la renta le es imputada ùnica y exclusivamente a ella.
Por lo demàs, recuérdese lo dicho en el capitulo III 
respecto a la distinciôn entre subjetividad y solidari­
dad, y a la determinaciôn de la "sedes materiae" de la 
solidaridad.
(87) Sobre los conceptos de impuestos analiticos e impuestos 
sintéticos sobre la renta, vid. PARAMIO, "Clsificaciôn
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de los sistema de imposiciôn sobre la renta...", cit., 
pàgs. 15 y ss.; también, GOTA, "Tratado...", cit., t.I, 
pàgs. 69-70.
(88) En este sentido, un claro ejemplo lo encontramos en el 
Proyecto de Ley del Impuesto, en el cual, definiéndose 
la renta, como se recordarà, como "la suma del consumo 
màs la variaciôn neta en el valor del patrimonio del 
sujeto pasivo (art. 13,1 del Proyecto de Ley), ello no 
era ôbice para que el art. 32 describiera los componen- 
tes de la renta.
No obstante, vid. las consideraciones de DRAKE ( "Delimi^ 
taciôn del hecho imponible y la base imponible", RDFHP, 
num. 1 4 2 , 1 9 7 9, pàgs. 663-664), acerca de la definiciôn 
analltica y sintética en el Impuesto.
(89) Cfr. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pàg. 57.
(90) Cfr. FERREIRO, "Curso de Derecho financiero...", cit.
(1 9 8 1 ), pàg. 267; "Comentarios a la Ley del Impuesto 
sobre la Renta...", cit., pàg. 67. La tesis del profe­
sor FERREIRO es seguida por CLAVIJO, "Los rendimientos 
del capital...", cit., pàg. 115.
(9 1 ) Cfr. PONT MESTRES, "Anàlisis y aplicaciôn...", cit.,
pàgs. 74-75; GORJON PALENZUELA, "La unidad familiar..." 
cit., pàg. 77; STAMPA, "Notas sobre la interpretaciôn 
juridica de la renta", RDFHP, num. 149, 1980, pàgs.
1141-1142; BANACLOCHE, "Impuesto sobre la Renta...", 
cit., pàg. 84; LOPEZ BERENGUER, J., "Manual del Impues­
to sobre la RentaV,.Edit. Aranzadi, Pamplona. 1980,pàg. 
5 0 . RODRIGUEZ PEREZ, ("La familia y el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Fisicas", cit., pàg. 1488), 
aunque pone de manifiesto que, a diferencia del art. 
34 de la LGT, en el Impuesto se producen tantos hechos 
imponibles como miembros obtengan renta, acepta, sin 
embargo, que "otro punto gravoso para la familia lo 
constituye la obligaciôn conjunta y solidaria estableci 
da por el articulo 4,2 de la ley para todos los compo- 
nentes de la unidad familiar, a la que se veràn someti- 
dos algunos a quienes propiamente ninguna obligaciôn 
habria correspondido ante el impuesto por no tener de 
por si caràcter de sujetos pasivos...".
(92) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pàg. 342.
También parece pronunciarse en este sentido la Audien- 
cia Territorial de Valencia, en su Sentencia de 16 de 
noviembre de 1983 (Considerando cuarto "in fine"), pu- 
blicada en la Revista LA LEY, num. 896, de 16 de marzo 
de 1 9 8 4 , pàg. 6.
ABELLA ("Manual del Impuesto...", cit.), aunque por una 
parte afirma que "la unidad familiar no es sujeto pasi-
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VO contribuyente, en si misma, sino que lo serân todos 
y cada uno de sus componentes que tengan la titularidad 
de las rentas objeto de gravamen, si bien se constituye 
una responsabilidad conjunta y solidaria de la cuota 
del Impuesto..." (op.cit., pag. 98, subrayado del origi 
nal), por otra parte, como hemos indicado, entiende que 
todos los componentes de la unidad familiar son sujetos 
pasivos; asi, al analizar el periodo impositivo infe­
rior al ano (op.cit., pag. 575).
Recientemente, parece acoger también la tesis de la 
"responsabilidad solidaria" MARTIN QUERALT ("Curso de 
Derecho tributario...", cit., pag. 74), al afirmar que 
"résulta obligado al pago del impuesto, conjunta y soli 
dariamente con el auténtico realizador del hecho impo­
nible , todo aquel que forma parte de la familia,tal co- 
mo esta aparece definida po la propia Ley. En tal caso, 
pese a que no se haya obtenido renta se responde como 
si asi hubiese ocurrido" (el subrayado es nuestro).
(93) Nos referimos a PENA ALVAREZ, "La unidad familiar en 
el Impuesto sobre la Renta...", cit., pags. 260 y ss. 
Para este autor, solo son contribuyentes los que obtie- 
nen renta, pero "la figura del sustituto del contribu­
yente, tal como ha sido disenada por el articulo 32 de 
la L.G.T. encaja perfectamente con el supuesto de que 
un miembro de la unidad familiar ingrese, en el cumpli 
miento de los preceptos de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, deuda tributaria que en el prorrateo interno 
corresponde a otro miembro" (op.cit., pàg. 275). Y con- 
cluye que "Las personas fisicas componentes de la uni­
dad familiar pueden aparecer como sujetos pasivos del 
Impuesto sobre la Renta, tanto como contribuyentes,como 
sustitutos del contribuyente, o también ocupando las 
dos posiciones simultàneamente" (pàg. 276).
(94) Cfr. PENA VELASCO, "La deducciôn 'a forfait'...", cit., 
pàgs. 139 y ss.; SIMON y CARRETERO, "Curso de introdu- 
cciôn...", cit., pàg. 179; GIMENO ULLASTRES, J., "La 
deducciôn fija por gastos personales en la unidad fami­
liar", Rev. LA LEY, num. 896, de 16 de marzo de 1984, 
pàg. 2.
Por lo que se refiere a la Jurisprudencia, el TS, en 
su Sentencia de 6 de julio de 1984 ha declarado que 
"los contribuyentes a los que alude la Ley del Impuesto 
seràn todos aquellos sujetos pasivos -no sustitutos- 
que, dentro de una unidad familiar de la que formen par 
te -arts. 4 y 5- realicen el hecho imponible, esto es, 
obtengan renta en cuantîa suficiente para quedar suje- 
tas, y por ello, estàn obligadas a soportar la carga 
tributaria...". Asimismo, entiende el TS que la unidad 
familiar es "mero conjunto de personas que, a efectos 
de Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas tie­
ne como finalidad la acumulaciôn de todos los rendimien
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tos e incrementos de patrimonio de cuantos la constitu­
yen.., a cuyos componentes se imputa la responsabilidad 
solidaria frente a la Hacienda Publica... sin perjuicio 
del prorrateo de la deuda tributaria entre los que la 
integran, pero sin que ello signifique ni el reconoci- 
miento de su personalidad juridica, incluso en el orden 
tributario (sino mas bien todo lo contrario), al some- 
terse al gravamen como sujetos pasivos, a las personas 
fisicas que la componen, consecuencia lôgica al ser 
esas personas fisicas y no la unidad familiar quienes 
realizan los hechos que la Ley convierte en supuesto 
de hecho del Impuesto". Y se subraya que "séria rechaza 
ble aceptar la personalidad juridica de la unidad fami­
liar sôlo a efectos tributarios y negârsela en otras 
esferas del derecho".
(95) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obli- 
gaciones...", cit., pàg. 24.
(96) La misma idea en SIMON y CARRETERO, "Curso...", cit., 
pàg. 179.
(97) En este sentido, BANACLOCHE,.al afirmar: *Son sujetos
pasivos todos los que obtienen renta en Espana, sin for 
mar parte de la unidad familiar, y por razôn de solida­
ridad , todos los que forman parte de una unidad Fami­
liar aunque no obtengan renta" ("Novedades reglamenta- 
rias en el Impuesto sobre la Renta...", cit., pàg. 32).
(98) Cfr. FALCON, "La solidaridad...", cit., pàg. 10.
(99) Cfr. SAINZ DE BUJANDA, "Lecciones de Derecho financie­
ro", cit., pàg. 209; CORTES DOMINGUEZ, "Los sujetos de 
la obligaciôn tributaria", cit., pàgs. 16 y ss.; del 
mismo autor y MARTIN DELGADO, "Ordenamiento...", cit., 
pàgs. 295 y ss.; FERREIRO, "Curso...", cit., pàgs. 443 
y ss.
(100) También, en el art. 33,2, relativo a la jurisdicciôn 
compétente para dirimir las controversias entre la Adm^ 
nistraciôn y los contribuyentes, segùn el cual: "Cuando 
la base imponible declarada sea inferior en un quinto 
a la cantidad que resuite en virtud de la estimaciôn 
del consumo de la unidad familiar, màs las diferencias 
puestas de manifiesto en las variaciones del patrimo­
nio, serà preceptiva la investigaciôn de las operacio- 
nes bancarias del contribuyente...".
(101) Cfr. BANACLOCHE, "Novedades reglamentarias...", cit., 
pàg. 32. Dice también el autor que "da la sensaciôn de 
que sôlo se habla de contribuyentes cuando hay renta".
(102) Cfr. "Contribuyentes y sustitutos de contribuyentes en 
el Derecho tributario espanol", cit., pàg. 179. Idénti- 
co concepto se ofrece en las obras del mismo autor: "De
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recho financière y tributario", cit., pàg. 469; "Siste 
ma tributario espanol y comparado", cit., pàgs. 27-28.
(103) Nos referimos fundamentalmente, claro està, a la dedu­
cciôn fija de diez mil pesetas, sin necesidad de justi^ 
ficaciôn, a la que en su momento nos referiremos.
(104) Vid. "Hecho imponible y cuantificaciôn...", cit., pàg. 
631 .
(105) Asi pues, al hablar aqui de àmbito subjetivo y àmbito 
objetivo de la acumulaciôn, taies conceptos no se co- 
rresponden exactamente con el sentido subjetivo y el 
sentido objetivo del término acumulaciôn a que nos re- 
feriamos en el capitulo I, recogiendo la distinsiôn 
senalada por RAMAIlo, "La unidad familiar...", cit., 
pàg. 50.
(106) RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pàg. 58; el au 
tor efectùa esta aclàraciôn a pesar de que "es éviden­
te", teniendo en cuenta que los sujetos que obtienen 
rentas "pueden no coincidir con los sujetos que la dis 
frutan".
(107) Cfr. RAMALLO, "Hecho imponible y cuantificaciôn...", 
cit., pàg. 639. Planteàndose esta distinciôn respecto 
al articulo 14 del TR del IGRPF, entendia el citado 
profesor que sôlo cuando el matrimonio se rigiera por 
el sistema de separaciôn de bienes podia hablarse de 
base plural.
(108) "Estudio sistemàtico...", cit., pàg. 232.
(109) "Limitaciones a la regulaciôn fiscal de la familia...",
cit., pàg. 597.
(110) "La unidad familiar...", cit., pàg. 54; vid. también, 
en este sentido, la opiniôn de COLMENAR, "El sujeto: 
la unidad familiar", cit., pàg. 707.
(111) Vid. los articulos 1315, 1325 y 1326 del Côdigo Civil.
(112) "Comentarios...", cit., pàg. 83.
(113) "La unidad familiar...", cit., pàg. 58; la observaciôn
del autor adquiere su sentido teniendo en cuenta que 
en el momento de formularla aun no se habîa llevado
a cabo la reforma del Côdigo Civil y subsistla, por
tanto, el usufructo paterno respecto de los bienes y 
rentas de los menores.
(114) RAMALLO, "La unidad familiar...", loc.ult.cit.
(115) Ibidem.
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(116) Recuérdese, no obstante, que algunos de los estudios 
que precedieron a la reforma de la imposiciôn sobre 
la renta recomendaban la no acumulaciôn de las rentas 
del trabajo; en este sentido, vid. MARTINEZ MARTINEZ, 
"La reforma de la imposiciôn sobre la renta...", cit., 
pàgs. 84-86; ANTON, DIAZ y GARCIA, "La unidad contribu 
yente", cit., pàgs. 174-175.
(117) En el mismo sentido, LASARTE, al afirmar con relaciôn 
al precepto que dispone este régimen que "tal vez sea 
consecuencia de una redacciôn apresurada" ("Comenta­
rios...", cit., pàg. 301).
(118) Vid. de la PENA VELASCO, "Consideraciones torno a la 
nociôn de incremento patrimonial...", cit., pàgs. 575 
y ss., donde se ofrece una explicaciôn de esta reali­
dad. Para una justificaciôn de la tributaciôn de este 
componente de la renta, vid. PALAO, "La imposiciôn so­
bre las ganancias de capital y la justicia tributaria", 
cit., pàgs. 35 y ss.
(119) Vid., al respecto, COLMENAR, "El sujeto...", cit., 
pàg. 710; RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pàg. 
66.
(120) Sobre ello y muy especialmente por lo que se refiere 
al propio concepto de incremento y disminuciôn patrimo 
niai en el Impuesto, nos remitimos a: de la PENA VELAS 
CO, "Consideraciones en torno a la nociôn de incremen­
to patrimonial...", cit.; CAYON GALIARDO, "Las rentas 
irregulares...", cit.; MARTIN QUERALT, "Comentarios 
a la Ley del Impuesto...", cit., pàgs. 22b y ss.; RO­
DRIGUEZ MIRANDA, S. y SEMPERE RODRIGUEZ, F., "Régimen 
fiscal de los incrementos y disminuciones de patrimo­
nio", Ediciones del Foro, Madrid, 1980, en especial 
capitulo III,pàgs. 85 y ss.
(121) La Orden de 23 de diciembre de 1978 estableciô que "la 
expresiôn 'Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones' ut^ 
lizada en los numéros 2 y 7 del articulo 20 se entende 
rà... referida a los impuestos que actualmente gravan 
las transmisiones 'mortis causa' y las donaciones 'in­
ter vivos', mientras permanezcan en vigor".
(122) Cfr. de la PENA VELASCO, "Consideraciones en torno a 
la nociôn de incremento patrimonial...", cit., pàg. 
584; MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pàg. 234.
(123) Nos referimos, especialmente, a COLMENAR, "El suje­
to...", cit., pàgs. 709-710, cuya opiniôn es seguida 
por STAMPA, "Estudio sistemàtico...", cit., pàgs. 243- 
244.
(124) Informe CARTER, vers, espahola, cit., vol.II, pàg. 
145; el subrayado es nuestro. En la misma idea se in-
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siste en las pàgs. 1 57, 161, 166, etc...
(125) Ibidem., pàgs. 158 y ss. y 170 y ss.
(126) Ibidem., pàgs. 148 y ss. y 169-170. Asimismo, "con vis
tas a impedir que los matrimonios se lleven a cabo con 
el ùnico fin de reducir los impuestos sobre las trans- 
ferencias de bienes, deberian limitarse las transférer 
cias libres de gravamen a las realizadas entre cônyu­
ges casados desde por lo menos cinco anos o que hayan 
tenido un hijo de su matrimonio... Como excepciôn a 
eta régla, se permitiria durante este periodo de tiem- 
po que las transferencias estén libres de gravamen ha^ 
ta un limite de la mitad de la renta, deducciôn hecha 
de los impuestos, declarada por la unidad familiar"
(loc.cit., pàgs. 169-170.
(127) El profesor RAIVIALLO alude a otro factor que incide en
la situaciôn que comentamos: la relaciôn de los incre­
mentos patrimoniales a efectos del IRPF con el IPN y 
el ISD; vid. su opiniôn al respecto en "La unidad fami 
liar...", cit., pàgs. 66-67.
(128) También se refiere a las cantidades abonadas en concep
to de guarderias, una consulta vinculante de 19 de
abril de 1979, aclaràndose que también ellas se hallan 
sujetas al impuesto (O.M. de 17 de abril de 1980, BOE 
de 26 de abril, pàg. 1.201). Quizàs deba encontrarse
aqui la razôn de que la mencionada Orden de 4 de junio 
de 1980 sôlo se refiriera a gastos de guarderia, a los 
que el Reglamento de 1981 ha venido a equiparar los
de empleados de hogar.
(129) Vid., en este sentido, SANCHEZ PINILLA, "Notas al Im­
puesto...", cit., pàg. 91.
(130) En este sentido, LAMOCA PEREZ ("Gastos de guarderia
y empleados de hogar en el Impuesto sobre la Renta,
CT, nùm. 47, 1983, pàg. 76), quien realiza una conside 
raciôn individualizada del art. 45,3,b) del Reglamento,
(131) Vid. LAMOCA PEREZ, loc.cit., pàg. 75.
(132) Ibidem., pàgs. 75-76.
(133) Vid., los arts. 45 y 62 y ss. del Reglamento.
(134) Cfr. NAVAS, R., "Los gastos tributarios en el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Fisicas", Civitas REDF,
nùm. 22, 1979, pàg. 303.
(135) "Introducciôn al sistema impositivo espanol", Guadiana 
de Publicaciones, Madrid, 1970, pàg. 17.
(136) "Gastos de guarderia...", cit., pàg. 76. Insiste nueva
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(137)
mente este autor en la opinion de que en virtud del 
art. 134 del Reglamento se produce una alteraciôn de 
la naturaleza juridica de determinates rendimientos, 
en su trabajo, "La familia en el Impuesto sobre la Ren 
ta", CT, nùm. 48, 1984, pàgs. 77 y ss., en especial, 
pàg. 78.
La misma opinion mantiene al respecto LAMOCA PEREZ, 
"Gastos de guarderia...", cit., pàg. 78.
(138) Nos referimos, cencretamente a la inclusion en el Re­
glamento, como gasto excepcional no suntuario, de las
anualidades por alimentes en los supuestos no compren- 
didos en el articulo 89 del mismo; sobre ello, vid., 
el apartado c') de este mismo epigrafe.
(139) La Orden de 23 de diciembre de 1980, anteriormente ci­
tada, dispone que la expresiôn "Impuesto sobre el Pa­
trimonio Neto" que se utiliza en el IRPF, deberàn en­
tenderse referida al Impuesto de tal naturaleza vigen- 
te, esto es, al Impuesto extraordinario sobre el Patri 
monio, creado por la Ley 50/1977, de 14 de noviembre.
(140) Vid., por ejemplo, BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos
y sus obligaciones...", cit., pàg. 48), quien afirma 
que la norma relativa a viviendas desocupadas se refie 
re a la unidad familiar, pero "nada dice del propieta- 
rio no perteneciente a ninguna unidad familiar, que 
posea todas las viviendas desocupadas que desee". El 
Reglamento (art. 50,1), refiere el supuesto de vivien- 
da desocupada "a un sujeto pasivo o, en su caso, a miembros 
de una misma unidad familiar". Por otra parte, APARI- 
CIO PEREZ, A., y FERNANDEZ JUNQUERA, M., ("Los rendi­
mientos del capital inmobiliario en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Fisicas", RDFHP, nùm. 159, 
1982, pàg. 1045), entienden que la "redacciôn dada por 
el actual Reglamento del Impuesto " a esta materia, 
"es imprecisa y confusa".
(141) Sobre ello nos remitimos al excelente comentario de 
PALAO al art. 16 de la Ley, en la obra colectiva "Co­
mentarios...", cit., pàgs. 133 y ss. Sobre el tema pue 
de verse también, el citado trabajo de APARICIO y FER­
NANDEZ JUNQUERA, "Los rendimientos del capital inmobi­
liario..."; CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", 
cit., pàgs. 194 y ss.; ALSINA y ARIAS, "Impuesto sobre 
la Renta...", cit., pàgs. 99 y ss.; ARGUELLO REGUERA 
y CORTES MARTINEZ, "El nuevo Impuesto...", cit., pàgs. 
166 y ss.; LOPEZ BERENGUER, "Manual del Impuesto...", 
cit., pàgs. 175 y ss., etc...
(142) PALAO, "Comentarios...", cit., pàg. 138. Al respecto, 
aclara SANCHEZ PINILLA ("Notas al Impuesto...", cit., 
pàgs. 98-99): "A los garages utilizados por sus propie 
tarios se les aplicarà el 3 por 100, aunque estén fue-
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ra de su vivienda habituai. Habrâ tantos 3 por 100 co­
mo garages tenga... ya que no se trata de viviendas. 
Si no estàn ocupados, no habrà rendimiento gravable... 
A los locales de nogocio no se les aplicarà normalmen 
te el 3 por 100. Si estàn afectos a actividades empre- 
sariales del propietario formaràn parte de esos rendi­
mientos... Si estàn desocupados, produciràn rendimien­
to cero, porque no seràn utilizados por sus propieta- 
rios".
(143) PALAO, loc.ult.cit.
(144) Vid. la consulta de 22 de junio de 1981, en "Reperto­
rio de Doctrina Adminsitrativa...", cit., pàg. 197.
(145) PALAO, "Comentarios...", cit., pàg. 142.
(146) Nôtese que el diez por ciento no se aplica a las vi­
viendas ocupadas, aunque sean cinco, ni a las vivien­
das destinadas al alquiler o venta, ni a inmuebles ur- 
banos distintos de vivienda (garages, locales comercia 
les), ya estén ocupados o sin ocupar, y cualquiera que 
sea su numéro.
(147) Cfr. PALAO, "Comentarios...", cit., pàg. 142. Para una
consideraciôn critica del rendimiento imputado de vi­
vienda desocupada, vid. PEREZ CRISTOBAL, J., "Rendi­
mientos imputables en viviendas utilizadas por sus pro 
pietarios o usufructuarios", CT, num. 38, 1981, pàgs.
135 y ss.
(148) El precepto, con idéntico tenor literal, se contenia
en el Proyecto de Ley del Impuesto, en su articulo 19, 
4,c); vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pàg. 105. So­
bre los criterios que presidieron la modificaciôn de 
la incardinaciôn sistemàtica del mismo, vid. Informe
de la Ponencia, loc.cit., pàg. 203.
(149) Por ejemplo, la operaciôn que el padré, médico, reali­
za a su hijo, o el préstamo sin interés que le ofrez-
ca: no se entienden retribuidos, pero tampoco puede 
deducirse nada por ellos.
(150) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pàg. 187.
(151) Cfr. SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impuesto...", cit., 
pàg. 144.
(152) "Comentarios...", loc.ult.cit.
(153) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", loc.ult.cit.
(154) El Real Decreto 2933/1983, se encuentra complementado
por la Orden de 13 de marzo de 1984, por la que se de-
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sarrolla el régimen de estimaciôn objetiva singular, 
y por la Resoluciôn de la DG de Tributes de 27 de mar­
zo de 1984 (BOE de 19 y 29 de marzo, respectivamente). 
Sobre el nuevo régimen de estimaciôn objetiva singular 
pueden verse los trabajos de ALEMANI SELFA, GATOO DE 
ECHARRI y MARTINEZ GIMENEZ, incluidos en el nùm. 47 
de CT.
(155) Vid. el comentario al respecto de CASADO OLLERO y HE- 
RRERO MADARIAGA, en "Impuesto sobre la Renta...", cit. 
pàg. 269.
(156) El origen de estos preceptos se encuentra en la acepta 
ciôn por parte de la Ponencia de las enmiendas suscri- 
tas por determinados diputados de Alianza Popular y 
de UCD, entendiendo que era màs adecuada su conceptua- 
ciôn como gasto deducible que como deducciôn de la cuo 
ta. La referenda a otros "miembros de la unidad fami­
liar" aparece en la redacciôn del art. 19 propuesta 
por la Ponencia (vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, 
pàgs. 202-203).
(157) "Los sujetos pasivos y sus obligaciones...", cit., 
pàg. 48.
(158) "El sujeto...", cit., pàg. 719.
(159) "Notas al Impuesto...", cit., pàg. 139.
(160) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pàg. 233.
(161) Como senalan RODRIGUEZ MIRANDA Y SEMPERE RODRIGUEZ
("Régimen fiscal de los incrementos...", cit., pàg. 
128), "los consumos de los contribuyentes no pueden
vaciar y dejar sin sentido un tributo sobre la renta". 
La misma opiniôn expresa MARTIN QUERALT, op.cit., pàg. 
236.
(162) "Estudio sistemàtico...", cit., pàgs. 323 y 343.
(163) "Comentarios...", cit., pàg. 236.
(164) "Consideraciones en torno a la nociôn de incremento
patrimonial...", cit., pàg. 585, en nota 32.
(165) Los otros casos que no implican incremento o disminu­
ciôn de patrimonio son: la divisiôn de la cosa comùn, 
y disoluciôn de las comunidades de bienes o separaciôn 
de comuneros. G. de la PENA ("Consideraciones en torno 
a la nociôn de incremento...", cit., pàg. 591), entien 
de que se trata de supuestos de exenciôn; CAYON GALIAR 
DO ("Las rentas irregulares...", cit., pàg. 261), apun 
ta también la posibilidad de considerarlos supuestos 
de no sujeciôn.
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(166) En este sentido, de la PENA, "Consideraciones...", 
cit., pàg. 588; MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit. 
pàg. 238.
(167) Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., pàg. 205.
(168) Asi, G. de la PENA, "Consideraciones...", cit., pàg.
591; MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pàgs.238-
239; RODRIGUEZ MIRANDA y SEMPERE RODRIGUEZ, "Régimen 
fiscal de los incrementos...", cit., pàgs. 118 y ss.; 
LOPEZ BERENGUER, "Manual del impuesto...", cit., pàgs. 
2 78 y ss.; MENENDEZ HERNANDEZ, J., "Contradicciones 
y paradojas en el Impuesto sobre la Renta", Ed.Der. 
Fin., 1980, pàgs. 98 y ss.
(169) Abordan esta cuestiôn: MARTIN QUERALT, RODRIGUEZ MIRAN
DA y SEMPERE RODRIGUEZ, LOPEZ BERENGUER, y MENENDEZ
HERNANDEZ, loc.cit. respectivamente en nota anterior.
(170) Cfr. art. 1396 y ss. del Côdigo Civil.
(171) Cfr. arts. 1417 y ss. del Côdigo Civil.
(172) El régimen de participaciôn, segùn dispone el art.1415
del côdigo Civil, se extingue en los casos prevenidos
para la sociedad de gananciales. Sobre la libertad de 
estipulaciôn de capitulaciones matrimoniales, recorda- 
mos los arts. 1325 y 1326 del mismo cuerpo legal.
(173) Vid., en este sentido, SANCHEZ PINILLA, "Notas al Im­
puesto...", cit., pàg. 152.
(174) Sobre la importancia, también en este punto, del con­
cepto de disoluciôn de la unidad familiar, véase la 
consideraciôn de RAMALLO, "La unidad familiar...", 
cit., pàg. 67.
(175) Cfr. "La unidad familiar...", loc.cit.
(176) Facilmente se aprecia la consecuencia del elemento dis 
torsionante a que nos hemos referido: basta modificar 
el régimen econômico matrimonial -lo que puede hacerse 
en cualquier momento-, segùn convenga a la situaciôn 
en cuestiôn; particularmente, si la diferencia de va­
lor que se pondria de manifiesto es negative, la esti­
pulaciôn del régimen de separaciôn de bienes darà dere 
cho a su cômputo, mientras que si no se adopta esta 
"previsiôn", puede quedar a merced de la interpreta­
ciôn administrative el precepto que corresponde apli­
car.
(177) Tal alusiôn ha dado lugar al comentario de que si pre- 
viamente se entiende que no hay incremento porque no 
hay enajenaciôn, no se explica la referenda al "dere-
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cho enajenado"; vid. SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impues 
to...'-1, cit., pag. 152.
(1 7 8 ) "Consideraciones en torno a la nociôn de incremento 
patrimonial...", cit., pag. 591, en nota 51; en el mi^ 
mo sentido, MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., 
pag. 2 3 9.
(1 7 9 ) Baste con indicar al respecto la opiniôn de FERREIRO 
("Comentarios...", cit., pag. 83), para quien el 
art. 7 2 , 4 es "una de las normas mas oscuras e innecesa 
rias de la Ley".
(1 8 0 ) La incardinaciôn sistemàtica del precepto arranca del 
Proyecto de Ley del Impuesto, que se referla a las 
anualidades satisfechas por alimentos, sin màs especi- 
ficaciones, empleando los términos "alimentario" y 
"alimentista". La limitaciôn de las anualidades por a d  
mentos a los "satisfechos entre cônyuges por decisiôn 
judicial fué iniciativa de la Ponencia (vid. Civitas 
REDF, nùms. 17-18, pàgs. 101 y 185).
(181) En este sentido, BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos...", 
para quien el art. 72,4 singifica que "rompiendo la 
sistemàtica el legislator incluyô una no sujeciôn fue- 
ra de lugar (art. 3.4) o no se atreviô a définir como 
gasto el de alimentos" (pàg. 47).
(182) Cfr. "Comentarios...", cit., pàgs. 80-81.
(183) FERREIRO, "Comentarios...", cit., pàg. 84.
(1 8 4 ) Vid., por ejemplo, el art. 142 del Côdigo Civil.
(185) Cfr. art. 143 del Côdigo Civil.
(186) En este sentido, FERREIRO, "Comentarios...", cit.,
pàg. 8 4 , nota 8.
(1 8 7 ) "Repertorio de la Doctrina Administrativa...", cit., 
pàg. 89.
(188) Cfr. art. 28 de la Ley de presupuestos Générales del
Estado para 1 984.
(189) Ibidem.
(1 9 0 ) Asimismo, résulta que por un hermano a su cargo el su­
jeto pasivo puede llegar a deducir 30.000 pesetas,
mientras que por un ascendiente sôlo puede deducir 
12.000; ademàs résulta que por un hermano a su cargo 
de 26 anos, que continùa su educaciôn (vid. art. 143, 
segundo pàrrafo, del Côdigo Civil), procédé deducciôn, 
mientras que no procédé por un hijo en las mismas cir­
cunstancias, etc...
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(191 ) Para una exposiciôn de la problemâtica acerca del naci 
miento del derecho a alimentos y la reclamaciôn judi­
cial de los mismos, vid. LACRUZ y SANCHO, "Derecho de 
familia", cit. (1978), t.II, pàgs. 224 y ss. y 239 y 
ss.
Sobre el procedimiento sumario a seguir a efectos de 
asignaciôn de alimentos provisionales, cfr. arts. 1609 
y ss. de la LEG.
(192) En este sentido, cfr. art. 1318 del Côdigo Civil. A 
ello se refiere FERREIRO ("Comentarios...", cit., pàg. 
84), observando que aunque el art. 7^,4 "parece estar 
pensado para cônyuges separados, podrîa también refe- 
rirse, en una interpretaciôn estricta literal, a cônyu­
ges que aun forman parte de la misma unidad familiar"; 
recuérdese que el precepto se refiere literalmente a 
"decisiôn judicial", no a "sentencia judicial".
(193) Cfr. art. 27 del TR del IGRPF. Con este precepto lo
que se pretendîa era evitar el deterioro de la progre- 
sividad del tributo. En este sentido: GOTA, "Tratado
del Impuesto sobre la Renta", cit., t.III, pàg. 284; 
GARCIA ANOVEROS, "Impuesto General Sobre la Renta...", 
cit., pàgs. 73-74; ambos entendian que era adecuado 
"elevar la base al ano", ya que la tarifa progresiva 
estaba concebida para un periodo anual.
(194) En contra parece opinar ALBINANA, ("Sistema tributario
espanol y comparado", cit., pàg. 295, nota 10), al de­
cir, refiriéndose a la expresiôn "elevaciôn al ano" 
contenida en el art. 24,3 de la Ley: "El legislador
de 1978 ha hecho 'tabla rasa' de tal exigencia aritmé- 
tica y dispone se aplique la tarifa (anual) del impue£ 
to a rentas obtenidas en periodos inferiores a un ano", 
También SIMON y CARRETERO ("Curso de introducciôn...", 
cit., pàg. 180), parecen preferir el sistema anterior 
como forma de evitar el deterioro de la progresividad 
del tributo.
(195) Cfr., en este sentido, LASARTE, "Comentarios...", cit. 
pàgs. 354-355. También se pronuncian a favor de la nor 
ma contenida en el articulo 24,3 de la Ley: ABELLA, 
"Manual del Impuesto...", cit., pàg. 578; ALSINA y 
ARIAS, "Impuesto sobre la Renta...", cit., pàg. 219; 
ARGUELLO y CORTES, "El nuevo Impuesto...", cit., pàg. 
293; LOPEZ BERENGUER, "Manual del Impuesto...", cit., 
pàg. 129; RODRIGUEZ PEREZ, "Comentarios...", cit.,
(1982), pàg. 278. CARO CEBRIAN ("Los periodos impositi 
vos cortos...", cit., pàg. 61, aunque dice que "Verda­
deramente el tema es discutible en cuanto a su adecua- 
ciôn a la progresividad del impuesto", reconoce a con- 
tinuaciôn que "imponer la elevaciôn al ano indiscrimi- 
nadamente es peligroso, pues se pueden estar manejando
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rentas del periodo que no habîan de ser récurrentes".
(195) Vid. el art. 22 de la misma, apartados 3 y 4, relati­
vo s al régimen de estimaciôn objetiva singular. Sobre 
este articulo, nos remitimos al estudio que del mismo 
hace PALAO, "Comentarios...", cit., pàgs. 304 y ss.
(197) Cfr. "Los sujetos pasivos y sus obligaciones...", cit. 
pàg. 49.
(198) Vid. el art. 100 del primer Reglamento del Impuesto, 
relativo a los limites de aplicaciôn del régimen de 
estimaciôn objetiva singular.
(199) Vid. el Preàmbulo del Real Decreto 2933/1983, de 13 
de octubre, BOE de 28 de noviembre.
(200) Incorrectamente, el precepto se refiere al supuesto 
de que "por un mismo sujeto pasivo o, en su caso, por 
una unidad familiar, se ejerzan varias actividades...". 
Es évidente que la "unidad familiar" no desarrolla, 
no puede desarrollar, actividad alguna, sino los suje­
tos que la componen.
(201) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pàgs. 361-363, 
donde se pone de relieve la importancia de esta mate­
ria y la necesidad de su regulaciôn.
(202) Cfr. SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impuesto...", cit., 
pàg. 213, quien también entiende que la ampliaciôn a 
los nuevos supuestos del art. 112 del Reglamento es 
innecesaria.
(203) "Comentarios...", cit., pàg. 386; en el mismo sentido, 
LOPEZ BERENGUER, "Manual del Impuesto...", cit., pàg. 
134.
(204) Sobre las deficiencias técnicas del precepto llama la 
atenciôn LASARTE, "Comentarios...", cit., pàg. 387, 
nota 17; también para una opiniôn critica del numéro 
1 del art. 112, vid. ALSINA y ARIAS, "Impuesto sobre 
la Renta...", cit., pàg. 224.
(205) Vid. la Orden de 4 de diciembre de 1964 (BOE de 14 de 
diciembre), por la que se regulaban los procedimientos 
de compensaciôn de pérdidas de los contribuyentes suje 
tos a los Impuestos sobre Sociedades e Industrial, Cuo 
ta por Beneficios, establecido en la Ley de Reforma 
del Sistema Tributario.
(206) Cfr. "Comentarios...", cit., pàgs. 280 y ss.
(207) Cfr. FALCON, "Anàlisis de la transparencia tributa­
ria", cit., pàgs. 276 y ss.
(208) Vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pàgs. 106 y 212.
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(209) "La unidad familiar...", cit., pàg. 67.
(210) "Compensaciôn de pérdidas en el Impuesto sobre la Ren­
ta", CT, nùm. 33, 1980, pàgs. 37 y 44.
(211) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pàg. 296.
(212) "Notas al Impuesto...", cit., pàg. 186; y màs adelante 
afirma que si el cônyuge que tuvo las pérdidas se di- 
vorcia y contrae matrimonio, serà el nuevo cônyuge y 
no el anterior el que se beneficiarà de las pérdidas 
habidas, lo que entiende "Es un procéder poco equitati 
vo con la. primera unidad familiar, que hubo de mante- 
nerse con las rentas de quien las produjo".
(213) Cfr. SANCHEZ PINILLA, "Notas al Impuesto...", cit., 
pàg. 187.
(214) Ibidem. Afirma el autor: "No nos parece justo que para 
pagar el impuesto se integren las rentas de todos los 
miembros de la unidad familiar y a la hora de conti­
nuer los sobrevivientes con un beneficio se olvide la 
situaciôn originaria".
(215) Cfr. "Comentarios...", cit., pàgs. 296 y 297. Lo que 
si se plantea LASARTE, precisamente por el ùltimo argu 
mento expuesto, es la oportunidad de admitir la compen 
saciôn en el supuesto especifico de transmisiôn "mor­
tis causa" de una empresa (loc.cit.). Del tema de la 
sucesiôn de los negocios y actividades econômicas en 
general, y los problemas que plantea en el IRPF, se 
ha ocupado, entre otros, BAYOD PALLARES, R.G., "El su­
jeto pasivo sucesor de actividades econômicas en el 
Impuesto de Personas Fisicas", CT, nùm.39, 1981, pàgs. 
43 y ss.
(216) Vid. supra, nota 107 de este capitulo.
(217) Vid. capitulo I, pàgs. 76 y ss., donde nos referimos
a la técnica de las desgravaciones en el método unita- 
rio.
(218) Vid. PALAO ("Comentarios...", cit., pàgs. 121 y 122), 
quien, frente a la base imponible "ordinaria", se re­
fiere a determinadas correcciones que traen su causa 
de ejercicios anteriores.
(219) Para un "anàlisis de la evoluciôn de la carga tributa­
ria de la familia en la pràctica", vid. PENA ALAVAREZ,
"La unidad familiar...", cit., pàgs. 355 y ss., donde 
se contempla "la valoraciôn y enjuiciamiento del nivel 
de presiôn fiscal soportado por una unidad familiar 
(lo que) se facilita por medio de la elaboraciôn de 
un conjunto de casos pràcticos que ilustren sobre los 
efectos que se derivan de la aplicaciôn del impuesto".
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(220) Sobre el tema, vid. MARTIN QUERALT, "Comentarios...",
cit., pàgs. 398 y ss.
(221) Segùn este articulo, la cuota integra del IRPF, para
los sujetos pasivos por obligaciôn personal, no podrà 
exceder del 40 por 100 de la base imponible, ni, con- 
juntamente con el Impuesto sobre el Patrimonio, del 
55 por 100.
(222) Sobre el problema que plantea la determinaciôn del con
cepto de cuota integra, y la conexiôn que se prevé en­
tre el IRPF y el Impuesto sobre el Patrimonio, vid. 
MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pàgs. 414 y 
ss.
En otro orden de consideraciones, BANACLOCHE ("Impues­
to sobre la Renta...", cit., pàgs. 317 y ss), al comen 
tar el articulo 28 de la Ley, distingue: la cuota minT 
ma, la cuota complementaria, la cuota provisional, la 
cuota negative pendiente, la cuota imposible y la cuo­
ta simplificada.
(223) Sobre ello, vid. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", 
cit., pàgs. 401 y ss.
(224) En un sentido muy amplio, medidas desgravatorias son
"todas las que conducen a una supresiôn o aminoraciôn 
de las cuotas que, por aplicaciôn de las normas régula 
doras de un tributo, habrian de satisfacerse si las
aludidas medidas no se hubieran adoptado" (SAINZ DE 
BUJANDA, "Teoria juridica de la exenciôn tributaria". 
Hacienda y Derecho, III, Instituto de Estudios Politi­
cos, Madrid, 1963, pàg. 432).
(225) Cfr. "Presupuesto de hecho y justificaciôn de las de­
ducciones de la cuota del I.R.P.F. por gastos persona­
les", Civitas REDF, nùm. 25, 1980, pàg. 114. De esa
calificaciôn parte, justamente, su estudio del tema, 
por cuanto se refiere al "presupuesto de hecho" de las 
deducciones, remitiéndose a la nociôn de "presupuesto 
de hecho de la exenciôn" (op.cit., nota 1).
(226) "Comentarios...", cit., pàg. 425.
(227) Cfr. "Teoria juridica de la exenciôn tributaria", cit. 
pàg. 433.
(228) Vid. el Proyecto de Ley, loc.cit., pàg. 98. La matiza- 
ciôn de "menor intensidad" del caracter regresivo de 
la legislaciôn anterior, referido a las desgravaciones 
por circunstancias familiares, alude sin duda a la li­
mitaciôn del anterior IGRPF respecto a la procedencia 
de la desgravaciôn "por esposa", limitada a los contri 
buyentes cuya base liquidable no excediera de 1.600.000 
pesetas; y a la desgravaciôn por hijos, que tampoco procedia cuæ 
do tuvieran "de por si peculio con renta superior a 25.000 pese­
952
tas anuales" (cfr. art. 36, a) y b) del TR del IGRPF).
(229) Cfr. "Las deducciones de la cuota", RDFHP, num. 142, 
1979, pâg. 818.
(230) MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 426. En 
el mismo sentido, GARCIA MARTIN, "Las deducciones de 
la cuota", cit., pâgs. 819 y 822; APARICIO PEREZ, A., 
y MONASTERIO ESCUDERO, C ., "Las deducciones de la cuo­
ta en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fîsi- 
cas", CT, num. 38, 1981, pâg. 20. G. de la PENA ("La 
deducciôn ’a forfait* por gastos personales en el IRPF", 
Civitas REDF, num. 33, 1982, pâg. 123), insiste, por 
su parte, en "la total carencia de técnica normativa 
en algunos casos, y la inadecuada sistematizaciôn de 
los preceptos reguladores de la materia, en otros".
(231) El lector interesado en un anâlisis comparative de las
modificaciones introducidas en esta materia por el se-
gundo Reglamento del Impuesto, puede consultar: de la
PENA VELASCO, "Innovaciones introducidas por el Regla­
mento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisi 
cas en materia de deducciones de la cuota", CT, num.
40, 1982, pâgs. 119 y ss.; APARICIO y MONASTERIO, "Las 
deducciones de la cuota en el nuevo Reglamento del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas y en la 
Ley de Presupuestos Générales del Estado para 1982",
CT, num. 40, 1982, pâgs. 27 y ss.
(232) Vid. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâgs.426- 
427, quien pone especialmente de relieve esta circuns- 
tancia.
(233) Cfr., por ejemplo, el articule 9^ de la Ley 5/1983,
de 29 de junio, y el articule 28 de la Ley 44/1983,
de 28 de diciembre.
(234) MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 427. Una
acentuada critica a la regulaciôn de las deducciones
en el Impuesto, es la que realizan APARICIO y MONASTE­
RIO ("Las deducciones de la cuota en el Impuesto...", 
cit.), quienes concluyen que se trata de una regula­
ciôn "incompleja por su falta de coherencia, tante in­
terna como externa"; "confusa e incompleta"; que "pena 
liza el ahorro y discrimina por razôn de la inversion"; 
entendiendo que es necesaria su modificaciôn para ada£ 
tarla "mejor a los dos principles fundamentales del 
Derecho: seguridad juridica y equidad" (pâgs. 34-35).
(235) Por ejemplo, la deducciôn correspondiente a la inver-
siôn realizda en la adquisiôn de vivienda habituai del
"contribuyente", entendiéndose aqui por "contribuyen- 
te" unidad familiar (vid. el apartado h), num. 5, del 
articule 29 de la Ley del Impuesto, tal como aparece 
redactado en el articule 28 de la Ley de Presupuestos
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para 1984). Si mas de un miembro obtiene renta, cabe 
entender que se produce una discriminaciôn entre las 
"posibilidades desgravatorias" de los sujetos de una 
unidad familiar y los que no son taies, ya que en este 
ultimo caso séria posible desgravar por tantas vivien- 
das como personas obtienen renta; no obstante, ello 
era mas significative a efectos practices antes de la 
limitaciôn porcentual prevista para todas las inversio 
nés en la Ley 5/1983 (art. 10).
(236) Asi, el mencionado limite para él cônjunto de las in- 
versiohes, a efectos de la'deducciôn por làs mismas: 
la Ley de Presupuestos Générales del Estado para 1984, 
dispone en su art. 28, siguiendo la norma ya prevista 
en la ley 5/1983, que el importe del conjunto de las 
inversiones (adquisiciôn de vivienda, suscripciôn de 
valores, restauraciôn de monumentos hitôrico-artisti- 
cos, e intereses de préstamos concertados para la ad­
quisiciôn de acciones de la propia empresa) no pdrâ 
exceder del 30 po 100 de la base imponible del sujeto 
pasivo o, en su caso de la unidad familiar.
(237) Cfr. art. 29, segundo pârrafo, de la Ley, modificado 
por el art. 28 de la Ley de presupuestos para 1984.
(238) Opiniôn distinta parecen mantener APARICIO y MONASTE­
RIO ("Las deducciones de la cuota en el Impuesto...", 
cit., pâg. 21), quienes objetan que al ser esta "una 
deducciôn destinada a garantizar un minimo de existen- 
cia la cantidad en la que se cifra este es a todas lu­
ces insuficiente...".
(239) Asi lo manifiestasn: GARCIA MARTIN, "Las deducciones 
de la cuota", cit., pâg. 282; MARTIN QUERALT, "Comenta 
rios...", cit., pâg. 428; RODRIGUEZ PEREZ, "Comenta­
rios...", cit., (1980), pâg. 243.
(240) Sin embargo, algûn autor, como STAMPA ("Estudio siste- 
mâtico...", cit., pâg. 250), argumentando en base al 
termine "general", entiende que "no hay razôn para con 
siderar que la deducciôn en caso de matrimonio se re- 
fiere a uno solo de los cônyuges".
(241) Siendo el tipo minimo de la escala de gravamen del 15 
por 100, las 15.000 pesetas de deducciôn general equi- 
valen a 100.000 pesetas de "renta exenta", exigiéndose
75.000 pesetas de rendimientos netos para que procéda 
el incremento de la deducciôn general; siendo el tipo 
minimo del 16,4 y la deducciôn general de 17.000 pese­
tas, esta viene a equivaler a 105.328 pesetas de ren­
ta exenta.
(242) Vid. los ejemplos y consideraciones al respecto, de 
COLMENAR ("El sujeto...", cit., pâg. 714), y RODRIGUEZ 
PEREZ ("Comentarios...", cit., 1980, pâg. 245), si
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bien estos autores entienden el incremento de la deduc 
ciôn general como medida que atiende ùnicamente al pro 
blema de la progresividad derivada de la acumulaciôn.
(243) Lo que excluye el precepto objeto de comentario es su 
aplicabilidad cuando ùnicamente se perciben rentas de 
capital o incrementos de patrimonio, pero el obtener- 
los no obsta la aplicaciôn del precepto si se dan las 
condiciones por él exigidas; vid., en este sentido, 
MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 430; RO­
DRIGUEZ PEREZ, loc.cit. en nota anterior.
(244) Cfr. MARTIN QUERALT, op.cit., pâg. 429; en el mismo
sentido, RODRIGUEZ PEREZ, op.cit., pâgs. 245-246, al
decir: "no se trata de un problema de îndole de ren­
tas, sino de su cuantia en relaciôn con la progresivi­
dad y la familia, y por tanto existe sea cualquiera 
su clase; de querer atender a estas tal vez lo hubiéra 
mos hecho en sentido de limite, es decir, aplicando 
en todo caso la deducciôn con el solo requisito de una 
cierta cuantia de renta de los interesados, y excluyén 
dola a partir de la posesiôn de un cierto importe de
rentas patrimoniales, bien de una vez o bien, por ejem 
plo, reduciéndola primero a su cincuenta por ciento 
y suprimiéndola al llegar a otra cuantia superior". 
En este sentido, vid. la enmienda del Grupo Parlamenta 
rio Comunista al art. 29,d) del Proyecto de Ley, propo 
niendo un texto alternative (Civitas REDF, nùms.17-18, 
pâg. 223).
También le encuentran escasa justificaciôn a la discri^ 
minaciôn cualitativa que aqui se produce: GARCIA MAR­
TIN, "Las deducciones de la cuota", cit., pâg.833; APA 
RICIO y MONASTERIO, "Las deducciones de la cuota en 
el Impuesto...", cit., pâg. 25.
(245) GARCIA MARTIN, loc.ult.cit.
(246) Para APARICIO y MONASTERIO (op.ult.cit., pâg. 25), "re 
sulta regresivo el sistema adoptado al establecer una 
correcciôn que présenta carâcter proporcional indepen- 
dientemente de la cuantia de las rentas aportadas por 
los diverses sujetos pasivos" (el subrayado es nues- 
tro). No compartimos esta opiniôn: ciertamente, la de­
ducciôn fija de la cuota tiene un efecto matemâtica- 
mente regresivo en punto al benerficio fiscal que de 
aquella se dériva, habida cuenta de la progresividad 
de la tarifa; pero ello, a nuestro entender, no puede 
calificarse de regresivo, sin mâs, por cuanto, précisa 
mente, el bénéficie fiscal serâ menor cuanto mayor sea 
la renta obtenida. Cuestiôn distinta es que se conside 
re mâs adecuado un sistema de correcciôn de la progre­
sividad que atienda a la cuantia de la renta acumula- 
da, y del cual se derive por tanto una "correcciôn" 
mâs intensa o efectiva de la progresividad; sobre todo
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ello nos remitimos al capîtulo I, donde analizamos am- 
pliamente los diversos sistemas de imosiciôn sobre la 
renta acumulada y las técnicas para corregir los efec­
tos indeseados de la acumulaciôn.
(247) Cfr., en este sentido, MARTIN QUERALT, "Comentarios...',' 
cit., pâg. 429.
(248) Esta circunstancia es acertadamente senalada por LASAR 
TE ("Comentarios...", cit., pâg. 187), como pusimos 
de manifiesto al ocuparnos de la determinaciôn de la 
base imponible.
(249) En este sentido, COLMENAR, ("El sujeto..."^ cit., pâg. 
7 1 5 ), objeta al incremento de la deducciôn general, 
tal como viene prevista en la Ley, que "si lo que se 
ha pretendido ha sido favorecer a las unidades familia 
res de niveles de renta modestos, se ha tenido en cuen 
ta un hâbito de las zonas urbanas, pero que discrimina 
frente a las costumbres de las zonas rurales...". Tam- 
bien LASARTE (loc.ult.cit.) pone de relieve que la so- 
luciôn legal "tiene el inconveniente de que las presta 
ciones entre miembros de la unidad familiar son en mu- 
chos casos reales y no hay motivo para negarles el au- 
mento de la deducciôn general".
(250) Vid. GARCIA MARTIN, "Las deducciones...", cit., pâg.
8 3 4 ; ABELLA, "Manual del Impuesto...'.', cit., pâg. 643.
(2 5 1 ) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 430;
GARCIA MARTIN, loc.ult.cit.; ABELLA, loc.ult.cit.
(2 5 2 ) Vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg. 220.
(253) Cfr., en este sentido, "Comentarios...", cit., pâg.
432.
(254) Cfr. art. 36,b) del TR del IGRPF.
(2 5 5 ) La referenda a Institutes seculares se debe al crite-
rio de la Ponencia, ya que no se encontraba contenida
en el Proyecto, que en este punto recogîa la normativa
anterior (hijos casados y religiosos profesos). Asimis 
mo, se elevô la cuantia inicialmente prevista (5.000 
pesetas), y se modificô el limite que determinaba la
inaplicabilidad de la misma (25.000 pesetas).
(2 5 6 ) ConCretamèhte,:dispone el articule 29,b) de.la Ley que 
de la cuota que resuite de la aplicaciôn de la tarifa 
se deducirâ:
"Por cada hije légitimé, legitimado, natural, reconoci^ 
do o adoptado, seis mil pesetas.
No se practicarâ la deducciôn anterior por:
-Los hijos mayores de veinticino anos de uno y otro
sexe, salve la excepciôn del pârrafo très del epigrafe
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d) (relative a hi je invidente, gran mutilado o gran 
invalide, fisico o psiquico).
-Los hijos casados, religiosos profesos o miembros de 
Institutes seculares, de uno u otro sexe.
-Los hijos o hijas que obtengan rentas superiores a 
cien mil pesetas, excepte cuando integren la unidad 
familiar".
(257) Dictamen 42.101, de 5 de julio de 1979, pâg. 56.
(258) "Comentarios...", cit., pâg. 435, en nota 13. También 
para BANACLOCHE, ("Impuesto sobre la Renta...", cit., 
pâgs. 355-356), "la correcciôn reglamentaria del ar­
ticule 121,2,b) no parece plenamente justificada. En 
primer lugar, porque la Ley prima sobre el Reglamento. 
En segundo lugar, porque la Constituciôn no se opone 
a la Ley, ya que ésta encontraria aplicaciôn en rela­
ciôn con cualquier confesionalidad que tuviera comuni- 
dades religiosas legalmente establecidas. Y en tercer 
lugar, porque si se admite que el Reglamento es cons- 
titucional y la Ley no, lo que hay que deducir es los 
padres de novicios, postulantes, iniciados, etcétera, 
pueden deducir por sus hijos, aunque éstos sean mante- 
nidos por la comunidad religiosa en que viven".
(259) Estos extremos no siempre son entendidos tal como aqui 
los hemos expuesto. Asi, para MARTIN QUERALT ("Comenta 
rios...", cit., pâg. 434), no "se aplicarâ la deduc­
ciôn cuando el hijo esté casado, aunque sea menor y 
esté separado. Sin embargo, si que se aplicarâ cuando 
el hijo o hija sean viudos, aunque sean mayores de 
edad, siempre que no sean mayores de veinticinco anos 
y no perciban rentas superiores a 100.000 pesetas, si 
viven separados de los padres, pues si viven con los 
mismos también podrâ practicarse tal deducciôn. Situa- 
ciôn que comparativamente -hijos separados y viudos- 
no résisté el menor anâlisis y es ciertamente critica- 
ble".
Por nuestra parte, entendemos que si el hijo estâ sepa 
rado, es menor y no tiene hijos, volverâ a integrarse 
en la unidad familiar de los padres (vid. supuesto de 
aplicaciôn prâctica n9 4, "Répertorie de la Doctrina 
Administrativa...", cit., pâg. 90), y darâ derecho a 
deducciôn. Si tiene a su vez un hijo, la deducciôn pro 
cede en la declaraciôn del padre, siempre que no obten 
ga rentas superiores a 100.000 pesetas, y siempre que 
sea menor de 25 anos, aunque constituya otra unidad 
familiar con su hijo. El "abuelo" podrâ deducir por 
su nieto, acogiéndose a la via de los gastos excepcio- 
nales no suntuarios, como hemos visto en otro lugar. 
Por otra parte, ninguna exigencia encontramos en la 
Ley acerca de que los hijos deban convivir con los pa­
dres para que procéda la deducciôn por los mismos (vid
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en este sentido, ARGUELLO y CORTES; "El nuevo Impues­
to...", cit., pâg. 315). Si compartimos la opinion del 
profesor MARTIN QUERALT en punto a que la regulaciôn 
de esta deducciôn es ciertamente criticable y no resis 
te el menor anâlisis.
(260) Segùn el art. 121,2 del Reglamento, la deducciôn por 
hijos no serâ practicable por:
"a) Hijos mayores de 25 anos, salvo lo dispuesto en 
el apartado 4 de este articule.
b) Los hijos casados.
c) Los hijos que obtengan rentas superiores a 100.000 
pesetas anuales, excepte cuando integren la unidad fa­
miliar" .
El apartado 4 se refiere al "hijo, cualquiera que sea 
su edad, no excluido por las letras b) y c) de este 
articule, que sea invidente, gran mutilado o gran invâ 
lido fisico o psiquico.
(261) Cfr. GARCIA MARTIN, "Las deducciones...", cit., pâg.
830.
(262) Esta norma no se encontraba prevista en el Proyecto
de Ley, y se incorporé por iniciativa unânime de la 
Ponencia, con la finalidad de garantizar "los derechos 
que corresponden a los sujetos titulares de familia 
numerosa de honor" (cfr. Civitas REDF, nùms. 17-18, 
pâg. 248).
(263) Cfr. la opiniôn de MARTIN QUERALT, "Comentarios...", 
cit., pâg. 436.
(264) Vid. el art. 89,6 del TR del IRTP, aprobado por Decre-
tp 512/1967, de 2 de marzo (BOE de 21 de marzo). Sobre
disposiciones complementarias de esta norma, vid. CAL- 
VO ORTEGA, "Leyes tributarias de Espaha", Servicio de 
Publicaciones del Ministerio de hacienda, Madrid, 1975, 
pâg. 304, nota 2.
(265) Sobre la fecha a la que debe entenderse referido el 
precepto, vid. GARCIA MARTIN, "Las deducciones...", 
cit., pâgs. 837-838.
(266) vid. la consulta vinculante de 3 de julio de 1979, Or- 
den de 17 de abril de 1980, BOE de 26 de abril, nùm. 
101, pâgs. 1226-1227.
(267) Cfr. GARCIA MARTIN, "Las deducciones...", cit., pâg. 
837; LOPEZ BERENGUER, "Manual del Impuesto...", cit., 
pâg. 353.
(268) Cfr. ABELLA, "Manual del Impuesto...", cit., pâg. 838.
(269) Cfr. ARGUELLO y CORTES, "El nuevo Impuesto...", cit., 
pâg. 316.
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(270) Ibidem.
(2 7 1 ) Vid. Informe de la Ponencia, loc.cit., pâg. 222; tam- 
bien, en este sentido, la enmienda num.2, suscrita por 
Hipôlito GOMEZ DE LAS ROCES, del grupo Parlamentario 
Mixto (vid. la enmienda en Civitas REDF, num. 17-18, 
pâg. 116).
(2 7 2 ) BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos...", cit., pâg. 50.
(273) MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 437.
(2 7 4 ) Ibidem., pâg. 438.
(275) Ibidem.
(276) "Tal vez la intenciôn del autor de la Ley no fuera
otra que la de hacer ver que esta deducciôn no se pre-
sentaba como alternativa a las anteriores deducciones, 
sino que era perfectamente susceptible de ser aplicada 
complementariamente. Si se acepta esta interpretaciôn 
comienza a tener un sentido medianamente lôgico la de- 
safortunada referenda legislativa" (MARTIN QUERALT, 
loc.ult.cit.).
(2 7 7 ) Nôtese que en la Ley del Impuesto las deducciones que
tratamos quedan referidas a "miembros de la unidad fa­
miliar", no contemplândose al sujeto pasivo indivi­
dual. En este sentido, dice BANACLOCHE: "en la Ley pa-
reciô no advertirse que hay sujetos pasivos integrados
en la unidad familiar y otros que no lo estân. Asi, 
ha podido pensarse que fiscalmente no hay otra cosa 
peor que ser soltero, invâlido y mayor de 70 anos, por 
que segùn la letra de la Ley ni la deducciôn por edad, 
ni la de invalidez pueden ser aprovechadas por quien 
no sea miembro de una unidad familiar" ("Impuesto so­
bre la Renta...", cit., pâg. 355).
El problema lo aclara el Reglamento, en los apartados 
3 y 4 del articule 121, y, definitivamente, queda solu 
cionado a partir de la Ley de Presupuestos para 1984, 
donde se incluyem por este motivo, al regular las de­
ducciones, al "sujeto pasivo o, en su caso, miembro 
de la unidad familiar", lo que, precisamente, origina 
el problema que comentamos en el âmbito de la deduc­
ciôn por invalidez.
(2 7 8 ) Como ha quedado indicado, esta deducciôn no se contem- 
plaba en el Proyecto, ni aparece en el Informe de la 
Ponencia; su inclusiôn se previno en el Dictamen de 
la Comisiôn de Hacienda.
(2 7 9 ) Vid. la consideraciôn de GARCIA MARTIN ("Las deduccio­
nes...", cit., pâg. 835), para el supuesto de que los 
anos se cumplan el ùltimo dia del periodo impositivo.
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(280) Una enmienda suscrita por el Grupo Parlamentario de 
la Minoria Catalana propuso una nueva redaccion del 
apartado 1 del articulo 5- de la Ley, conforme a la 
cual se incluirlan en la unidad familiar los ascendien 
tes que convivieran con el contribuyente y no tuvieran 
rentas superiores a una determinada cuantia (es decir, 
aquellos a que se refiere el art. 29,c de la Ley). En 
apoyo de esta ampliaciôn se alegaba "rectificar la in- 
congruencia que supone la no inclusion de los ascen- 
dientes..., porque teniendo en cuenta la insuficiencia 
de las pensiones de la mayoria de los jubilados, por 
inoperancia del Estado, éstos dependen econômicamente 
del contribuyente". La Ponencia estimé que no era per­
tinente tal inclusion, "precisamente por las razones 
que se dan en la enmienda para la inclusion de los mi£ 
mos", ya que es mâs favorable no acumular la renta y 
concéder una deducciôn en la cuota por los ascendien- 
tes, como hace el articulo 29 (cfr. Informe de la Po­
nencia, loc.cit., pâg. 182).
(281) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâgs.439- 
440.
(282) Cfr. G. de la PENA, "Innovaciones introducidas por el 
Regalmento...", cit., pâg. 125.
(283) La misma norma se contiene en el pârrafo primero del 
apartado d) del articulo 29, tal como viene redactado 
por la Ley 5/1983, de 29 de junio.
(284) Razones de justicia posibilitan que la interpretaciôn 
del criterio de la permanencia no sea tan estricta que 
impida la realizaciôn prâctica de la posibilidad de 
prorratear la deducciôn. "Bastaria entender la 'perma­
nencia' como requisito admisible no solo y ùnicamente 
con referencia al entero periodo impositivo, sino admi 
sible también referido a periodos inferiores a aquél, 
perfectamente delimitables" (MARTIN QUERALT, "Comenta­
rios...", cit., pâg. 440).
(285) Cfr. MARTIN QUERALT, loc.ult.cit.
(286) Asi, por ejemplo, ABELLA ("Manual del Impuesto...", 
cit., pâg. 647), entiende que el término "ascendiente" 
parece limitar la deducciôn al que lo sea en linea rec 
ta y no en la colateral.
(287) Cfr. "Comentarios...", loc.ult.cit.
(288) Orden de 17 de abril de 1980, BOE de 26 de abril, nùm. 
101 , pâg. 1210.
(289) G. de la PENA, "La deducciôn 'a forfait' por gastos 
personales...", cit., pâg. 125.
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(290) Sobre la justificaciôn documentai para que pueda prac­
ticarse la deducciôn, vid., especialmente: GONZALEZ 
SANCHEZ, "Presupuesto de hecho y justificaciôn de las 
deducciônes...", cit., pâgs. 119 y ss.; MARTIN QUERALT, 
"Comentarios...", cit., pâg. 451.
(291) Ya calificada asi en 1980 por GIMENEZ-REYNA, en "Aspec 
tos subjetivos...", cit., pâg. 231.
(292) Las palabras son de MARTIN QUERALT ("Comentarios...", 
cit., pâg. 452), quien también parece entender asi que 
la importancia concedida a este problema es excesiva.
No obstante, una justificaciôn de tal notoriedad la 
ofrece De la PENA ("El elemento subjetivo de la deduc­
ciôn 'a forfait* por gastos personales en el IRPF", 
CT, nùm. 48, pâg. 277), quien partiendo de que "si des 
de un punto de vista estrictamente juridico ello no 
se justifica facilmente, si que résulta explicable si 
el problema se aborda desde otros puntos de vista", 
como son: la divulgaciôn que los medios de comunica- 
ciôn han dado a este problema, el amplio nùmero de per 
sonas a los que afecta, y el interés recaudatorio en 
ella implicite.
(293) Sobre la deducciôn de gastos personales sin necesidad
de justificaciôn, pueden citarse los siguientes traba- 
jos especificamente dedicados al tema: De la PENA, "La 
deducciôn 'a forfait* por gastos personales...', cit.; 
idem., 'El elemento subjetivo de la deducciôn ' a for­
fait'...", cit.; GIMENO, J . , "La deducciôn fija por 
gastos personales en la unidad familiar", Revista LA 
LEY, nùm. 896, pâgs. 1 y ss.; FALCON, "La unidad fami­
liar y la deducciôn ' a forfait* por gastos persona­
les", cit.; idem., "La deducciôn fija de 10.000 pese­
tas en el IRPF", inédito; BANACLOCHE, "La deducciôn 
de las 10.000 pesetas", CT, nùm. 47, 1983, pâgs. 265
y ss.; RODRIGUEZ SAINZ, "La deducciôn fija de^  10.000 
pesetas por gastos personales", Rev. LA LEY, nùm. 947, 
pâgs. 1 y ss.
(294) Vid., supra, nota 117 del capitule V.
(295) De la PENA ("La deducciôn 'a forfait'...", cit., pâg. 
125), senala que "el caos sistemâtico" de la regula­
ciôn de los gastos personales en la Ley del Impuesto, 
"comienza precisamente a partir del Informe de la Po­
nencia, y ello como consecuencia de la aceptaciôn de 
dos enmiendas...".
Con independencia de que la modificaciôn del apartado
e) del art. 29 del Proyecto de Ley comenzara, efeùtiva 
mente, en el Informe de la Ponencia"! Ta redacciôn del 
precepto que habria de pasar al texto de la Ley procé­
dé del Dictamen de la Comisiôn de Hacienda, y no del
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Informe de la Ponencia.
Por otra parte no podemos dejar de consignar, aunque 
quizâs no sea este el lugar mâs oportuno, que a veces
se tiene la sensaciôn de que el Informe de la Ponencia
es tomado como causa y origen de "todos los maies" de 
la unidad familiar.
(296) Vid. "Informe de la Ponencia", loc.cit., pâg. 224.
(297) Ibidem., pâg. 225.
(298) La enmienda que proponla la incorporaciôn de un eplgra 
fe e') relative a gastos excepcionales no suntuarios, 
fué presentada por los ponentes GARCIA ANOVEROS, LOPEZ 
RODO, y YEBRA MARTUL-ORTEGA, alegândose para ello "la 
tradiciôn legislativa en la materia y razones de equi­
dad" .
(299) Vid. en Civitas REDF, nùms. 17-18, pâg. 271.
(300) Vid. GARCIA MARTIN, "Las deducciones de la cuota", 
cit., pâg. 827; De la PENA, "La deducciôn 'a forfait' 
por gastos personales...", cit., pâgs. 128-129.
(301) Para una amplia justificaciôn de esta interpretaciôn, 
vid.. De la PENA, op.ult.cit., pâgs. 132 y ss.
(302) Cfr. APARICIO y MONASTERIO, "Las deducciones de la cuo 
ta en el Impuesto...", cit., pâg. 23. Igualmente, las 
Sentencias de las Audiencias de Granada y de Oviedo, 
de 12 de julio de 1983 y de 4 de octubre de 1982, res- 
pectivamente, acogen esta linea interpretativa; una 
referencia a la primera puede verse en Gaceta Fiscal, 
num. 12, junio 1984, pâg. 57; la segunda aparece publi 
cada en LA LEY, num. 896, pâg. 5.
(303) Vid. Dictamen 42,101, pâg. 58.
(304) Cfr. "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 393. Los ar- 
gumentos de STAMPA son ampliamente rebatidos por De 
la PENA, loc.cit. en nota 301.
(305) Una amplia consideraciôn "de lege ferenda" es realiza- 
da por De la PENA, op.ult.cit., pâgs.135 y ss.
(306) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 456.
(307) Las distintas posiciones de los autores sobre este pro 
blema son puntualmente expuestas en el excelente traba 
jo de De la PENA, "La deducciôn 'a forfait'...", reite 
radamente citado.
(308) Vid.: APARICIO y MONASTERIO, "Las deducciones de la 
cuota en el Impuesto...", cit., pâgs. 22-23; RODRIGUEZ
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PEREZ, "Comentarios a la Ley y Reglamento...", cit., 
(1 9 8 0), pâg. 249; GIMENEZ-REYNA, "Aspectos •subjeti­
vos...", cit., pâg. 232; BANACLOCHE, "Impuesto sobre 
la Renta...", cit., pâgs. 356 y ss.; idem., "Novedades 
reglamentarias...", cit., pâg. 33.
(309) "La deducciôn 'a forfait'...", cit., pâg. 141; la mis­
ma opiniôn sostiene este autor en "El elemento subjet^ 
vo de la deducciôn...", cit., pâgs. 283 y ss.; también 
sostiene que la deducciôn de 10.000 pesetas correspon­
de a cada miembro de la unidad familiar que obtenga
renta, GIMENO, "La deducciôn fija...", cit., pâg. 2.
(3 1 0 ) ARGUELLO y CORTES, "El nuevo Impuesto...", cit., pâg.
320.
(311) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 458.
(312) Asi, en la Sentencia de 4 de octubre de 1982, y en la
de 13 de septiembre de 1983; esta ultima es comentada 
por BANACLOCHE, "La deducciôn de las 10.000 pesetas", 
loc.cit.
(313) Sentencia objeto de comentario por BANACLOCHE, loc.
cit. en nota anterior.
(3 1 4 ) Sentencia que ha dado lugar a los siguientes comenta­
rios: GIMENO, "La deducciôn fija...", loc.cit.; FAL­
CON, "La unidad familiar y la deducciôn...", loc.cit.; 
RODRIGUEZ SAINZ, "La deducciôn fija de 10.000 pese­
tas...", loc.cit.; BANACLOCHE, "La deducciôn de las
10.000 pesetas", loc.cit.; De la PENA, "El elemento
subjetivo de la deducciôn...", loc.cit.
(3 1 5 ) Vid. "La unidad familiar y la deducciôn...", cit.,
pâg. 4.
(316) "La deducciôn fija de 10.000 pesetas...", (inédito), 
pâg. 10. Asimismo, la Sentencia de la Audiencia de Gra 
nada, de 12 de julio de 1983, afirma en uno de sus con 
siderandos que "al tratarse de una opciôn frente al 
acreditamiento documentai de los gastos realmente efec 
tuados, no puede afirmarse que medie una lesiôn antiju 
rldica del principle de igualdad".
(3 1 7 ) FALCON, "La deducciôn fija de 10.000 pesetas...", pâg. 
11 .
(318) La Sentencia de la Audiencia Territorial de Valencia 
fué impugnada, al amparo del art. 101 de la LJCA, por 
considerarse gravemente danosa y errônea para la Admi- 
nistraciôn la doctrina en ella establecida. El corres­
pondiente recurso extraordinario de apelaciôn ha dado 
lugar a la Sentencia de 6 de julio de 1984, que respe- 
tando la situaciôn juridica particular, fija la perti-
963
nente doctrina legal respecto de la interpretaciôn del 
articulo 29,e),3, de la ley 44/1978.
(319) En termines muy similares habia defendido STAMPA la 
procedencia de la deducciôn de 10.000 pesetas por cada 
uno de los miembros de la unidad familiar, seftalando 
que "la unidad familiar no es sujeto pasivo. Lo son 
las personas fisicas. Y lo son todas las que se tienen 
en cuenta 'para bien o para mal', en la declaraciôn 
del tribute. Y ello no sôlo por la aplicaciôn del ele­
mental principle juridico de que quien es sujeto apto 
para soportar cargas y deberes, lo ha de ser también, 
y correlativamente de bénéficiés y derechos, sino por 
lo dipuesto en el propio texto de la LIRPF en su arti­
culo 1 9 , numéro 1 , al disponer que la renta de los su­
jetos pasivos se gravarâ en funciôn de las circunstan- 
cias personales y familiares que concurran en éstos" 
("Notas sobre la interpretaciôn juridica de la renta", 
cit., pâg. 1141). Vid. la critica que a esta argumenta 
ciôn realiza De la PENA, "La deducciôn 'a forfait'..." 
cit., pâg. 139.
(320) Vid., en este sentido, la opiniôn de MARTIN QUERALT 
("Comentarios...", cit., pâg. 458), sobre la posiciôn 
de De la PENA respecto al tema que nos ocupa.
(321) "Los Tribunales se han limitado, salvo la Audiencia 
de Valencia, a realizar una interpretaciôn literal de 
un término ("los contribuyentes") empleado en la Ley 
del tribute, extrayendo mecânicamente la soluciôn del 
tema debatido. Cuando se ha entendido, errôneamente, 
que contribuyente es la unidad familiar, se ha conside 
rado que la deducciôn es ùnica por unidad familiar, 
mientras que cuando se ha afirmado, con mayor fortuna, 
que es contribuyente toda persona fisica que obtiene 
renta, se ha llegado a la conclusion de que las 10.000 
pesetas han de multiplicarse por el numéro de personas 
que obtienen renta" (FALCON, "La deducciôn fija de
10.000 pesetas...", pâg. 15).
(322) En este sentido, BANACLOCHE ("Impuesto sobre la Ren­
ta...", cit., pâgs. 356-357): "En Derecho, las normas 
se interpretan segùn el sentido propio de las palabras 
(y el sujeto pasivo se define en la Ley), en relaciôn 
con el contexte (y son varies los preceptos que dife- 
rencian sujeto pasivo aislado y sujetos integrados en 
la unidad familiar), los antecedentes histôricos y le­
gislatives (en la discusiôn parlamentaria quedô claro 
que toda persona fisica en sujeto pasivo y el Reglamen 
to especificô que 'el sujeto pasivo' podia deducir 
diez mil pesetas) y la realidad social (mientras la 
deducciôn general responde a economias de escala, és- 
tas no se producen en los gastos personales) y aten- 
diendo fundamentalmente al espiritu y finalidad de 
aquéllas (siendo évidente que la Ley no podria querer
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discriminar contra un sujeto pasivo por el hecho de 
pertenecer a una familia, lo que, por otra parte, sé­
ria inconstitucional). 0 por lo menos esto se deduce
del articulo 3 del Codigo Civil".
Interpretando el articulo 29,e) de la Ley globalmente, 
de acuerdo con los elementos a que se refiere el ar­
ticulo 3,1 del Codigo Civil, FALCON ("La deducciôn fi­
ja de 10.000 pesetas...", pâgs. 16 y ss.), llega a la 
conclusion, que compartimos plenamente, de que la de­
ducciôn es ùnica para la unidad familiar. Lo que ocu- 
rre, como pone de relieve este autor, es que la juris- 
prudencia, en lugar de aplicar estas normas de inter­
pretaciôn, suele acudir a criterios distintos, procu- 
rando llegar a una soluciôn justa, tal como ésta es 
entendida por el Tribunal.
(323) El problema ha sido senalado por MARTIN QUERALT ("Co­
mentarios...", cit., pâg. 457): , "El hecho de que el 
mantenimiento de una postura u otra conduzca a situa- 
ciones mâs o menos discriminatorias constituye un ele­
mento a tener en cuenta para instar, en su caso, la 
reforma del vigente ordenamiento, no en modo alguna 
para justificar que el ordenamiento quiere decir lo 
que en rigor no dice" (subrayado del original).
(324) Cfr. MARTIN QUERALT, loc.cit. en nota anterior.
(325) En este sentido, FALCON ("La deducciôn fija de 10.000
pesetas...", pâg. 6), quien senala que el problema sub 
siste no sôlo por la vigencia temporal limitada de la 
modificaciôn, sino también: "porque en alguna senten­
cia se ha considerado inconstitucional la discrimina­
ciôn que se produciria si la deducciôn 'a forfait* fue 
se ùnica, sin poderse multiplicar por el nùmero de 
miembros de la unidad familiar, y, de ser esto cierto, 
la Ley de Presupuestos para 1984 séria inconstitucio­
nal en este punto". Y anade que "la inconstitucionali- 
dad de la Ley de Presupuestos para 1984 también podria 
fundamentarse en el hecho de que la nueva redacciôn 
dada a la Ley del I.R.P.F. exce los limites de la habi 
litaciôn concedida por ley tributaria sustantiva, ya 
que no se funda en razones de polltica econômica".
Para nosotros, lo que se estâ suscitando en este pun­
to, es la "procedencia" de la limitaciôn contenida en 
el art. 134,7 de la Constituciôn, asi como el origen 
y finalidad de este precepto. Verdaderamente cabe pre- 
guntarse el sentido de que la Ley de Presupuestos no 
pueda, por si misma, modificar una ley anterior. Pero, 
claro estâ, cualquier tipo de consideraciôn en este 
sentido ha de hacerse "de iure condendo" y, por otra 
parte, excede con mucho el tema que hemos de tratar 
aqui. Simplemente nos preguntamos hasta qué punto estâ
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justificado el limitar la vigencia temporal de la par­
te dispositiva de la ley de presupuestos, asi como el 
âmbito material de la misma.
(326) La consideraciôn del elemento sistemâtico, del elemen­
to sociolôgico, y hasta del elemento literal, no hacen 
sino abonar la conclusiôn que se desprende del crite­
rio histôrico y teleolôgico. En este sentido, como he­
mos indicado (vid., supra, nota 322), FALCON realiza 
una interpretaciôn global del precepto en considera­
ciôn que le lleva a la misma conclusiôn que aqui soste 
nemos. Muy sucintamente, para el autor citado, el te­
nor literal de la norma da a entender que los "contri­
buyentes" son los sujetos de la opciôn que en ella se 
concede, pero cuando se refiere â Tos termines de la 
opciôn emplea la expresiôn "cantidad fija", y este ad- 
jetivo puede entenderse no sôlo en el sentido de que 
dicha cantidad es ùnica en relaciôn con los "porcenta- 
jes anteriormente sehalados", sino también en el senti 
do de que es ùnica por cada unidad familiar. En cuanto 
al elemento sistemâtico, e interpretando el precepto 
que nos ocupa en el contexte de la Ley del IRPF, hay 
que tener en cuenta que aunque diversos preceptos men- 
cionan a los sujetos pasivos (asi, arts. 31 y 34), 
ello no supone que las normas correspondientes se apli 
quen del mismo modo cuando existe unidad familiar y 
cuando se trata de contribuyente aislado. Ademâs, de 
la regulaciôn general de las deducciones cabe presumir 
que si el legislador hubiese querido que la deducciôn 
"a forfait" se multiplicase por el nùmero de contribu­
yentes que integran la unidad familiar, habria dispues 
to algun tipo de cautela, como hace en casos anâlogos, 
para evitar las posibles situaciones fraudulentas. Por 
ùltimo, el elemento sociolôgico se manifiesta en el 
fundamento de las deducciones personales, y éste debe 
distinguirse del fundamento de la deducciôn "a for­
fait", en el sentido que senalamos en el texto.
(327) La Ponencia estimô, por unanimidad, que los dos ùlti­
mo s pârrafos del epigrafe e) deblan conserver la redac 
ciôn del Proyecto; sin embargo, la redacciôn de los 
mismos inclulda en el Informe contiene una diferencia 
respecto a la redacciôn inicial, diferencia que se re 
fleja en el texto de la Ley; concretamente, senala el 
Informe de la Ponencia que "los contribuyentes podrân 
optar por deducir los porcentajes anteriormente senala 
dos o la cantidad fija de diez mil pesetas", en lugar 
de decir "o por la deducciôn de la cantidad fija de 
diez mil pesetas" a que se hacla referencia en el Pro­
yecto .
Sobre ello llama la atenciôn De la PENA ("La deducciôn 
•a forfait'...", cit., pâg. 126), sehalando que se tra 
ta de un error de mera transcripciôn, esto es, de una 
alteraciôn involuntaria; por ello precisamente, pensa-
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mos que no puede derivarse de ello consecuencia algu­
na.
(328) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâgs. 456 
a 458.
(329) "La deducciôn fija de 10.000 pesetas...", cit., pâg. 
19.
(330) De lo que se trata, en definitiva, es de excluir "la 
necesidad de justificaciôn (para los contribuyentes) 
y de comprobaciôn (para la Administraciôn) cuando la 
escasa relevancia cuantitativa de una determinada parti 
da hace mâs gravosa la carga de conservar justifica- 
ciôn documentai que el bénéficie que de ello pudiera 
resultar. Sobre todo, desde el punto de vista de la 
Administraciôn, se trata de eximir a ésta de la necesi­
dad de entrar en la comprobaciôn cuando la escasa rele 
vancia recaudatoria lo permite" (FALCON, op.ult.cit., 
pâg. 21).
(331) "En la Ley del Impuesto no existe obligaciôn de decla- 
rar si se obtienen rentas inferiores a cierta cuantia, 
y no existe la obligaciôn de justificar los gastos 
cuando son de escasa importancia" (FALCON, loc.ult. 
cit.).
(332) La misma idea en FALCON (op.ult.cit., pâg. 24), al de­
cir: "La polémica ha estado ligada, desafortunadamen- 
te, a la interpretaciôn del término "contribuyentes" 
.. . Este estrecho marco ha impedido que se tengan en 
cuenta otros argumentes que quizâs hubieran permitido 
llegar a una interpretaciôn mâs correcta. Si la Admi­
nistraciôn defiende su postura ante el Tribunal Supre­
mo en base a que la unidad familiar es contribuyente, 
y por tanto la deducciôn es ùnica, no debe extranar 
que esta pretensiôn haya sido rechazada. Pero existîan 
otros argumentes, que podlan y deblan haberse maneja­
de, aunque ahora, posiblemente, la soluciôn haya de 
venir a través de la reforma legislativa".
(333) Estos gastos gozan ya de una cierta tradiciôn en nues­
tro ordenamiento; fueron introducidos por el articulo 
7 2 , nùmero 8, de la Ley de 16 de diciembre de 1954, 
y fueron recogidos posteriormente en el articulo 17 
del TR del IGRPF, y reglamentados por el Decreto de 
11 de mayo de 1968 (cfr. MARTIN QUERALT, "Comenta­
rios...", cit., pâgs. 446-447).
(334) "Las deducciones de la cuota", cit., pâg. 841.
(335) Sobre ello puede verse el trabajo de GOMEZ SANTIAGO, 
J., "Los gastos excepcionales no suntuarios en el Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", CT, 
nùm. 45, 1983, pâgs. 91 y ss.
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(336) Nos remitimos a lo expuesto en el apartado relativo 
a alimentos entre cônyuges, donde nos referimos a este 
precepto.
(337) Cfr. MARTIN QUERAL, "Comentarios...", cit., pâg. 449.
(338) Salvo las cantidades destinadas a la adquisiciôn del 
ajuar de los hijos con motivo de su boda, entendiendo 
por ajuar lo que prevé el articulo 123,1,d),2 del Re­
glamento .
(339) Esta ultima exclusiôn, como pone de relieve MARTIN QUE 
RALT ("Comentarios...", cit., pâg. 450, nota 37), fue 
establecida -interpretada, mâs bien, con el alcance 
normative que a tal interpretaciôn cabe dar-, por la 
CM de 4 de junio de 4 de junio de 1980, dictada al am­
paro del articulo 18 de la LGT.
Sobre este punto senala STAMPA; "Estoy conforme con 
la letra de la disposiciôn. Pero disiento totalmente 
de la finalidad que pretende y que, con una recta in­
terpretaciôn, no puede conseguir. Lo que se abone por 
coacciones, amenazas, secuestros o cualquier otra mani 
festaciôn ilicita penalmente, evidentemente no es una 
deducciôn de la cuota. Las deducciones nacen por el 
establecimiento legal de las mismas y, por tanto, no 
pueden ampliarse a otras diferentes de aquellas que 
la ley establece. Tampoco es gasto. El gasto va ligado 
a la necesidad de su realizaciôn para conseguir el pro 
ducto. Pero si es pérdida; y la pérdida patrimonial 
es en todo caso baja para fijar la base. Si se quiere, 
es uno de los elementos de la suma algebraica que se 
realiza para saber cuâl es la base. Toda pérdida patri 
monial, sea cual fuere la causa, es computable para 
la deducciôn de la base. Asi es computable la pérdida 
acaecida por un incendio, por el extravio de la cosa 
y por actos de terceros" ("Notas sobre la interpreta­
ciôn juridica de la renta", cit., pâgs. 1148-1149).
Por otra parte, la Orden de 4 de junio de 1980 (BOE 
de 9 de junio), que habia sido expresamente derogada 
por la disposiciôn final 2& del Reglamento de 1981, 
fué declarada nula por la Sala Tercera de lo Contencio 
so Administrativo del Tribunal Supremo, por concurrir 
las circunstancias previstas en el articulo 105,1,a), 
de la LJCA (vid. la Orden de 25 de enero de 1984, BOE 
de 14 de marzo, por la que se dispone la ejecuciôn en 
sus propios términos de la referida Sentencia).
(340) Vid. las contestaciones de 20 de marzo de 1979 y 31 
de julio de 1979, incluidas en la OM de 17 de abril 
de 1980, BOE de 26 de abril, pâgs. 1209 y 1210.
(341) En este ultimo caso, "del importe de taies gastos de 
mantenimiento y cuidado de los menores habrân de dedu-
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cirse las asignaciones del propio Tribunal Tutelar de 
Menores (si es que las tiene) y cualquier ayuda que
con igual fin pudiera percibir, computandose a los
efectos fiscales indicados solamente el exceso de gas­
to que pudiera darse sobre el importe de las aludidas 
asignaciones" (Contestacion de 31 de julio de 1979, 
loc.cit. en nota anterior).
(342) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pâgs. 358-359.
(343) "Impuesto sobre la Renta...", cit., pâgs. 300 y 301.
(344) Y continua: "Todo ello muy extrano comparado con la
realidad econômica y con el fundamento de las deduccio 
nés por cargas familiares, pero asi lo dice la Ley y 
debe cumplirse mientras no se modifique la norma".
(345) "Comentarios...", cit., pâg. 360. Asimismo, manifiesta
el profesor LASARTE que el articulo 25 de la Ley no
ha valorado debidamente sus posibles efectos; junto 
a la posibilidad de aplicar las deducciones reducidas 
al plazo de tiempo dentro del ejercicio en que se ha- 
yan dado los presupuestos de las mismas, entiende el 
citado profesor que "podria haberse ordenado la inte- 
rrupciôn del periodo impositivo en los casos de consti 
tuciôn de una unidad familiar..." (pâg. 359). CompartT 
mos esta opiniôn, como quedô expuesto al analizar el 
aspecto temporal del hecho imponible, si bien no in- 
cluimos aqui este problema precisamente porque, como 
también quedô indicado, una cosa es la determinaciôn 
de los supuestos que deben dar lugar a la interrupciôn 
del periodo impositivo, y otta, las mer as modificaciones 
de las circunstancias familiares, sin suficiente enti- 
dad para producir la anticipaciôn del devengo. Estas 
son las que deben entenderse comprendidas en un trata- 
miento adecuado de las circunstancias personales a 
efectos de deducciones de la cuota.
(346) Cfr. LASARTE, "Comentarios...", cit., pâg.355.
(347) Ibidem.
(348) Nos referimos, concretamente, a CARO, "Los periodos 
impositivos 'cortos'...", cit., pâg. 61.
(349) Loc.ult.cit.
(350) Sobre esta materia nos remitimos al trabajo de FERREI- 
RO, "La extinciôn de la obligaciôn tributaria", ya ci­
tado; en cuanto al tema concrete de los sujetos legiti 
mados para el pago, el problema fundamental se plan- 
teaba en relaciôn con el pago por tercero, si bien el 
Reglamento General de Recaudaciôn (art. 17,3), vino 
a disponer su admisibilidad; sobre esta cuestiôn vid.
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PEREZ ROYO, F., "El pago de la deuda tributaria por 
tercero", Civitas REDF, num.2 ,1974 , pâgs.223 y ss.
(351) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâgs.502- 
503; se refiere el autor en este punto a la unidad fa­
miliar como "centro de imputaciôn de situaciones jurî- 
dicas"; considérâmes preferible utilizar el término 
"configuraciôn" que no "imputaciôn", por cuanto este 
ultimo pudiera prestarse a confusiôn acerca del signi- 
ficado y eficacia de la unidad familiar. Recuérdese 
lo dicho al analizar el concepto de unidad familiar 
y al referimos a su supuesta calificaciôn como sujeto 
de derecho.
(352) Vid. "El sujeto...", cit., pâg. 711.
(353) Vid. RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 50.
(354) "Comentarios...", cit., pâg. 505. En términos simila­
res vuelve a manifestarse MARTIN QUERALT en "Curso de 
Derecho tributario...", cit., pâg. 143.
(355) "Estudio sistemâtico...", cit., pâg. 242.
(356) Tal "desnaturalizaciôn" se produce, en opiniôn del pro 
fesor MARTIN QUERALT, porque es necesaria "la concu- 
rrencia de dos o mâs acreedores o deudores en una sola 
obligaciôn como 'conditio sine qua non' para que pueda 
establecerse el régimen de solidaridad" ("Comenta­
rios...", loc.ult.cit.). Sobre este aspecto, nos remi­
timos al epigrafe del capitule IV donde abordamos el 
concepto de solidaridad y la naturaleza juridica de 
la obligaciôn solidaria.
(357) Vid. los arts. 164 y ss. del Côdigo Civil, en especial 
el art. 166.
(358) El problema es aun mâs grave teniendo en cuenta que 
la responsabilidad solidaria alcanza a las sanciones 
pecuniarias. "Piénsese, por ejemplo, en là UF formada 
por padres e hijos menores no emancipados en que todo 
el patrimonio sea de éstos... Si la infracciôn la come 
te el padre, responderâ con los bienes y rentas de sus 
hijos, sujetos pasivos del impuesto, pero no responsa­
bles penalmente ni por su edad ni por su culpabilidad 
objetiva, aunque si se verân afectados econômicamente 
por la acciôn antijuridica de su progenitor" (RAMALLO, 
"La unidad familiar...", cit., pâg. 74).
(359) Cfr. PALAO, "El tratamiento de la familia...", cit., 
pâg. 41.
(360) La doctrina que ha estudiado la sucesiôn de la deuda 
tributaria se ha preocupado especialmente de analizar
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los ejemplos mâs sobresalientes de transmisiôn de la 
deuda: los supuestos en que ésta se transmite "mortis 
causa"; cfr. CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, "Orde­
namiento...", cit., pâg. 363.
(361) En este sentido, CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DELGADO, 
(op.cit., pâgs. 364 y ss.), siguiendo al respecto la 
tesis llamada "civilista", defendida por MYRBACH-RHEIN 
FELD. Una posiciôn ecléctica mantiene RODRIGUEZ BEREI- 
JO, en "La sucesiôn en las relaciones tributarias", 
RDFHP, nùm. 57, pâgs. 25 y ss.
(362) Esta misma tesis parece desprenderse, dicen CORTES DO­
MINGUEZ y MARTIN DELGADO, del articulo 14 del RGR, con 
forme al cual: "Los sucesores 'mortis causa' de los
obligados al pago de las deudas tributarias responde- 
rân del pago de éstas con el importe de la herencia 
y con su propio patrimonio, salvo que acepten la heren 
cia a beneficio de inventario, en cuyo caso se estara 
a lo que dispone el Codigo Civil" (op.cit., pâg. 365).
(363) Vid. MARTINEZ LAFUENTE, "Transmisiôn de obligaciones 
pendientes en el Impuesto sobre la Renta de las Perso­
nas Fisicas", HPE, nùm. 82, 1983, pâgs. 149 y ss.
(364) LASARTE, "Comentarios...", cit., pâg. 345.
(365) Ibidem.
(366) En este sentido, entiende SANCHEZ PINILLA ("Notas al
Impuesto...", cit., pâg. 276), que "Los dos preceptos 
contemplan situaciones distintas: 1. El articulo 24
se refiere a la posiciôn de los herederos y legatarios 
por la ùltima declaraciôn del causante. 2. El articulo 
32 se refiere, en general, a las obligaciones pendien­
tes, a las de anos anteriores".
En nuestra opiniôn, sôlo relativamente puede entender­
se que se trata de "situaciones distintas"; una es mâs 
especifica que la otra, pero, precisamente por ello, 
se encuentra comprendida en la norma general.
(367) La misma opiniôn en LASARTE, op.cit., pâg. 345, in fi­
ne .
(368) Ibidem., pâg. 346.
(369) En puridad, la limitaciôn de responsabilidad por las
deudas del causante que el beneficio de inventario su­
pone, en el sentido de que sôlo se responderâ de ellas 
hasta donde alcancen los bienes de la herencia, es con 
secuencia de la excepciôn a la "confusiôn inmediata
de los patrimonios" del causante y del heredero, que 
se produce como norma general. Vid. LACRUZ y SANCHO, 
"Derecho de sucesiones", I, Bosch, Barcelona, 1976,
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pâgs. 99 y ss.
(370) Vid. art. 660 del Côdigo Civil.
(371) Cfr. LACRUZ y SANCHO, op.ult.cit., pâg. 25; por ello,
afirman estos autores, el género prôximo al legatario 
es el donatario, del que se distingue sobre todo por 
su titulo "mortis causa".
(372) Asi, cuando se trata de una carga afecta a la cosa ob­
jeto del legado, o estuviere "empenada o hipotecada para
la seguridad de alguna deuda exigible" (art. 867 del 
Côdigo Civil); pero, en este ultimo caso, el pago de 
la deuda quedarâ a cargo del heredero, y "si por no 
pagar el heredero lo hiciere el legatario, quedarâ és­
te subrogado en el lugar y derechos del acreedor para 
reclamar contra el heredero" (art. 867, segundo pârra­
fo) .
(373) Art. 891 del Côdigo Civil.
(374) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 509; anâloga opiniôn 
en la obra "Curso de Derecho tributario...", cit., 
pâg. 144.
Con claridad expone MARTIN QUERALT: "EL problema que
se plantea es determinar si la Ley del Impuesto deroga 
en este punto la normativa contenida en el Côdigo ci­
vil, tratando de afianzar el pago de la deuda tributa­
ria. Técnicarnente podria pensarse que asi es y que el 
legatario responde del pago de la deuda tributaria a 
pesar de lo que dispone el Côdigo Civil. Ello porque: 
a) es una ley especial que en este punto podria dero- 
gar a la ley general -Côdigo Civil-; b) es posterior 
en el tiempo, y c) tiene el mismo rango normativo. Sin 
embargo, es lo cierto que tal conclusiôn nos suscita 
un évidente rechazo por el hecho de que siguiendo ta­
ies pautas podrîamos llegar a desconocer toda una dog- 
mâtica tan elaborada y cimentada como la contenida en 
el côdigo Civil" ("Comentarios...", cit., pâgs. 508- 
509).
(375) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 346.
(376) Cfr. MARTIN QUERALT, "Comentarios...", cit., pâg. 509. 
"En este caso -continua-, lôgicamente, tal pendencia 
dejarâ de serlo en el momento en que, en su caso, se 
produzca la prescripciôn del impuesto por el transcur- 
so de los plazos correspondientes".
En el mismo sentido, LOPEZ BERENGUER, "Manual del Im­
puesto...", cit., pâg. 338.
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(377) Sobre ello nos remitimos al excelente trabajo de SOLER 
ROCH, "Notas sobre la configuraciôn de obligaciones 
y deberes...", reiteradamente citado.
(378) La clasificaciôn de los deberes tributaries résulta 
mucho mâs dificil que la de las obligaciones, "dada 
la heterogeneidad de los supuestos de hecho que pueden 
generarlos, los tipos de conducta exigibles en cada 
caso y sus distintos niveles de relaciôn con las obli­
gaciones tributarias.
"La ùnica nota comùn a todos ellos viene caracteri- 
zada... por su contenido juridico, correspondiente a 
una situaciôn de sujeciôn, ordenada por la ley cuya 
observancia puede ser exigible por la Administraciôn 
financière, en el marco del procedimiento tributario, 
y cuyo incumplimiento da lugar, generalmente, a la im- 
posiciôn de una sanciôn" (SOLER ROCH, "Notas sobre la 
configuraciôn...", cit., pâg. 41).
(379) Para una detallada exposiciôn de estos temas nos remi­
timos a la obra de SANCHEZ SERRANO, "La declaraciôn 
tributaria", lEF, Madrid, 1977.
(380) SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales de la uni­
dad familiar", cit., pâg. 438; subrayado del original. 
Sobre la autonomie del presupuesto de hecho del deber 
de declarer, vid., del mismo autor, "La declaraciôn 
tributaria", cit., pâgs. 69 y ss., y 114 y ss.
(381) Ello es perfectamente lôgico teniendo en cuenta que
el presupuesto de hecho del deber de declarer puede 
no coincidir con el de la obligaciôn de pagar el tribu 
to; expresamente, en este sentido, CORTES DOMINGUEZ, 
"La declaraciôn tributaria", RDFHP, nùm. , 1963, pâg. 
1044; SANCHEZ SERRANO, "La declaraciôn...", cit.,
pâgs. 45 y ss.
(382) SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales...", cit., 
pâg. 438.
(383) En este sentido, vid. RAMALLO, "La unidad familier..."
cit., pâgs. 62 y ss., donde se refiere a los "Sujetos
obligados a la autoliquidaciôn, declaraciôn y firme 
de la declaraciôn".
(384) A ello dedica SANCHEZ SERRANO el segundo capîtulo de 
su obra "La declaraciôn tributaria", cit., donde reali 
za un riguroso anâlisis.
(385) SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales...", cit., 
pâg. 438. "Puesto que dicho acto puede y suele conte- 
ner una confesiôn estrajudicial, suele ser, al igual 
que esta ùltima, una acto de carâcter divisible.
"Al ser a veces la manifestaciôn de conocimiento, en
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que consiste la declaraciôn, de carâcter personalîsi- 
mo, podria ocurrir que dicho acto no fuese fungible, 
es decir que no pudiese ser sustituido por una déclara 
ciôn de cualquier otro interesado" (Ibidem.).
(386) "Comentarios...", cit., pâg. 520.
(387) SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", cit., 
pâg. 43.
(388) El articulo 138 del Reglamento ha sido modificado por 
el RD 361/1984, de 8 de febrero (BOE de 25 de febrero) 
sobre declaraciôn y pago de los Impuestos sobre la Ren 
ta, en el sentido de anadirle un nuevo numéro 3, rela­
tivo a los documentos y justificantes que acompanarân 
a la declaraciôn anual, lo que, segùn se dice en el 
preâmbulo del propio RD, "permitirâ homogeneizar los 
documentos que deban acompanarse a las declaraciones 
anuales".
(389) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 42.
Por otra parte, senala PALAO ("Comentarios...", cit., 
pâg. 520), que "el fundamento de este limite es la es­
casa probabilidad de que con esos niveles de ingresos 
resuite una cuota tributaria a ingresar. Ello, sin em­
bargo, no estâ excluido, ya que el Impuesto sobre la 
Renta carece de minimo exento, como lo demuestra el 
primer tramo de la escala de gravamen. En tal caso, 
como dicen ALSINA RIUBRUGENT y ARIAS VELASCO (op.cit., 
pâg. 298), la deuda tributaria séria exigible por la 
Administraciôn, pero no existiria, claro estâ, infrac­
ciôn tributaria por la falta de declaraciôn. El supue£ 
to, no obstante, es mâs teôrico que real".
(390) Literalmente, la Ley (art. 34,1) se refiere a "ingre­
sos inferiores a trescientas mil pesetas anuales".
(391) Sobre estos puntos, vid. MARTIN QUERALT, en la recien- 
te obra colectiva "Curso de Derecho tributario...", 
cit., pâgs. 145 y ss.
(392) "Algunos aspectos formales...", cit., pâg. 439.
(393) En este sentido, SANCHEZ SERRANO ("Algunos aspectos 
formales...", cit., pâgs. 439-440), senala las siguien 
tes ;
1. Obligar a declarar a todos y cada uno de los intere 
sados, pero de tal modo que el cumplimiento de dicho 
deber por cualquiera de ellos libéré a los demâs.
2. Obligar a declarar a todos y cada uno de los intere 
sados, pero sin que el cumplimiento por uno de ellos 
libéré a los demâs.
3. Obligar a declarar ùnicamente a los interesados que
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tengan capacidad de obrar, liberando a los demâs el 
cumplimiento por cualquiera de ellos.
4. Obligar a declarar sôlo a los interesados con capa 
cidad de obrar, pero sin que el cumplimiento por uno 
de ellos libéré a los demâs.
5. Escoger, de acuerdo con criterios de oportunidad, 
entre todos los posibles interesados con capacidad de 
obrar, alguno a algunos a cargo de los cuales se esta- 
blecerîa dicho deber, debiendo decidir la ley, por 
otro lado, cuando se estableciese el deber de declarar 
a cargo de mâs de un sujeto, si el cumplimiento de uno 
libera o no al otro u otros.
(394) Recuérdese el articulo 42 de la LGT y su significaciôn 
respecto del menor de edad.
(395) Cfr. PALAO, "Comentarios...", cit., pâg. 522.
(396) Opiniôn distinta parece mantener SANCHEZ SERRANO, al 
decir: "Es dificil... desentranar las razones que han 
inspirado al legislador para adoptar la soluciôn sena­
lada. Si lo que se pretendîa era reducir el numéro de 
los firmantes de la declaraciôn para facilitar el cum­
plimiento del deber de declarar, al igual que se pres- 
cindiô de los menores con capacidad de obrar como po­
sibles déclarantes, se podria también haber atribuido 
el deber de declarar a uno solo de los cônyuges. 0 aun 
atribuyendo dicho deber a ambos, podria haberse dis­
puesto que el cumplimiento por cualquiera de los dos 
liberase al otro. Mientras que si lo que se deseaba 
era garantizar al mâximo el cumplimiento del deber 
de declarar, hubiese convenido establecer dicho deber 
a cargo de todos y cada uno de los posibles interesa­
dos..., aunque pudiendo acudir al mécanisme de la fun- 
gibilidad en el cumplimiento.
"En la soluciôn adoptada ha pesado seguramente la idea 
de la equiparaciôn juridica entre los cônyuges... Pero 
creemos que, respetando... tal equiparaciôn, podria 
haberse llegado por nuestra legislaciôn tributaria a 
una soluciôn mâs acorde, a la vez, con las debidas ga- 
rantias del Fisco y con una mayor simplificaciôn de 
los deberes tributaries" ("Algunos aspectos formales 
de la unidad familiar", cit., pâg. 441).
(397) Vid. "Algunos aspectos formales...", cit., cuya siste- 
mâtica en punto al anâlisis del deber de declarar en 
relaciôn con la unidad familiar, seguimos aqui, sustan 
cialmente.
(398) Vid., en este sentido, SOLER ROCH, "Notas sobre la con 
figuraciôn...", cit., pâg. 43.
(399) Cfr. SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales...", 
cit., pâg. 442.
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(400) Vid. "Comentarios...", cit., pâg. 522. "Para no negar- 
le toda eficacia -continua PALAO- habria quizâ que po- 
ner el citado precepto en conexiôn con el articulo 31 
de la Ley, entendiéndolo como una reiteraciôn del prin 
cipio del prorrateo interno de la deuda tributaria. 
Si bien hay que sehalar que la firma no es un requisi­
to necesario para el ejercicio de la acciôn de regreso 
interno, que es consecuencia exclusivamente de la posi 
ciôn de cada miembro de la unidad familiar como codeu- 
dor solidario".
(401) Esta consecuencia, dispuesta en el articulo 34,3 de 
la Ley, no viene previsa en el Reglamento para el su­
puesto de declaraciôn ùnica con discrepancia expresa 
acerca de su contenido, ya que aparece regulada en el 
articulo 141,1 del texto reglamentario ùnicamente para 
el supuesto de declaraciones separadas.
(402) Cfr. PALAO, "Comentarios...", cit., pâg. 523; MARTIN 
QUERALT, "Curso...", cit., pâg. 147.
(403) Cfr. PALAO, loc.ult.cit.; MARTIN QUERALT, loc.ult.cit.; 
LOPEZ BERENGUER, op.cit., pâg. 455.
(404) PALAO, loc.ult.cit.
(405) La misma opinipon mantienen ALSINA y ARIAS, op.cit., 
pâg. 303.
(406) "Comentarios...", cit., pâg. 523.
(407) Esta circunstancia es puesta de manifiesto por SANCHEZ 
SERRANO, "Algunos aspectos formales...", cit., pâg. 
443.
(408) "Algunos aspectos formales...", cit., pâg. 444.
(409) Acerca de la imposibilidad sobrevenida como causa de 
extinciôn del deber de declarar, vid. SANCHEZ SERRANO, 
"La declaraciôn tributaria", cit., pâg. 106.
(410) Cfr. SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales...", 
cit., pâg. 444.
(411) Sobre ello, vid. MARTIN QUERALT, "Curso...", cit., 
pâgs. 147-148.
(412) "Comentarios...", cit., pâg. 409, en nota 8.
(413) Vid., supra, capîtulo III, pâgs. 375 y ss.
(414) Vid. "Notas sobre la configuraciôn de obligaciones y 
deberes...", cit.
(415 Cfr. SOLER ROCH, op.cit., pâg. 17.
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(416) Ibidem., pâg. 24.
(417) Sobre ello nos remitimos al estudio que del art. 36 
de la Ley del Impuesto realiza PALAO, en "Comenta­
rios...", cit., pâgs. 532 y ss.; también puede verse 
sobre ello, MARTIN QUERALT, "Curso...", cit., pâgs. 
153 y ss. Para un anâlisis del papel desempenado por 
el sistema de ingresos a cuenta en la aplicaciôn de 
la reforma tributaria, vid. CASADO OLLERO, "De la impo 
siciôn de producto al sistema de retenciones y pago 
fraccionado...", ya citado. Una bibliografia sumaria 
acerca de la figura del retenedor o retentor la ofrece 
mos en la nota 134 del capîtulo IV.
(418) "Puestos a formular un principio general rector de la 
determinaciôn del importe a retener, éste serîa el de 
que dicho importe ha de calcularse de manera tal que 
la suma de las rentenciones efectuadas a lo largo del 
periodo impositivo se aproximen por defecto lo mâs po­
sible a la cuota que deberâ ingresar el contribuyen­
te, y no la superen en un numéro muy alto de casos, 
lo que obligarîa a la Administraciôn a una trabajosa 
actividad de devoluciôn del exceso a los sujetos pasi­
vos" (PALAO, "Comentarios...", cit., pâg. 539).
(419) El RDI 24/1982, de 29 de diciembre elevô en un punto 
dicho tipo, fijândolo en el 16 por ciento, modificândo 
se en este sentido el art. 148,b) del Reglamento, por 
el RD 1261/1983, de 27 de abril.
(420) El primero es consecuencia de las normas previstas en 
esta materia por el RDL 24/1982; el segundo, asimismo, 
si bien con un alcance mâs limitado, tiene por finali­
dad adaptar el régimen de los pagos a cuenta a las mo- 
dificaciones tributarias contenidas en la Ley de Presu 
puestos para 1984, y al nuevo régimen de estimaciôn 
objetiva singular, segùn se déclara en los preâmbulos 
respectivos.
(421 ) Para una Clara y detallada exposiciôn de este punto,
vid. PALAO, "Comentarios...", cit., pâgs. 539 y ss.; 
también, mâs sucintamente, MARTIN QUERALT, "Curso...", 
cit., pâgs. 155 y ss.
(422) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 544.
(423) Vid., supra, nota 192 del capîtulo III.
(424) Vid. "Comentarios...", cit., pâg. 565.
(425) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", 
cit., pâg. 28.
(426) A juicio de SOLER ROCH (op.cit., pâgs. 28-29). el cita
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do articule 153 es "especialmente criticable cuando 
establece que el ingreso se efectûa 'en concepto de 
page fraccionado', porque la nociôn de page (en rela- 
ciôn con la obligaciôn tributaria principal) es... ju- 
ridicamente improcedente y, por otra parte, la nociôn 
técnica de fraccionamiento responde, asimismo, a una 
deuda ya vencida, circunstancia que no se da en rela- 
ciôn con la obligaciôn principal (aûn no devengada) 
ni con las propias obligaciones a cuenta que se pagan 
a su correspondiente vencimiento".
(427) Cfr. "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 29.
(428) En este punto puede invocarse la opiniôn de ALBINANA 
("Derecho financière y tributario", cit., pâg. 497), 
para quien la regulaciôn de la unidad familiar "peca 
de importantes defectos técnicos y de notorias faltas 
de congruencia dispositiva".
(429) Cfr. "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pay. 17.
(430) Ibidem.
(431) Ibidem., pâgs. 35-36.
(432) La inclusiôn de las obligaciones accesorias devengadas 
por retraso o incumplimiento de la obligaciôn princi­
pal, en el âmbito de la responsabilidad que afecta a 
les codeudores solidarios, es considerada por SOLER 
ROCH acorde con el principle de comunicaciôn de la re^ 
ponsabilidad establecido en el articule 1147,2 del Cô- 
digo Civil. A esta conclusiôn llega la citada profeso- 
ra con relaciôn al régimen feneral de la solidaridad 
tributaria, en su obra "Los recargos de prôrroga y 
apremio en les tributes de la Hacienda Pûblica", lEF, 
Madrid, 1974, pâg. 179, y es reiterada especificamente 
con relaciôn a la unidad familiar en "Notas sobre la 
configuraciôn...", cit., pâg. 36.
(433) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 524.
(434) PALAO, loc.cit. en nota anterior.
(435) Cfr. PALAO, "Comentarios...", cit., pâg. 526. Sobre 
este punto puede verse: FERNANDEZ LOPEZ, E, "Infraccio 
nés y sanciones en el Impuesto sobre la Renta", CT, 
num. 38, 1981, pâgs. 95 y ss.
El profesor ALBINANA ("Derecho financière y tributa­
rio", cit., pâg. 497), se refiere al âmbito de la res­
ponsabilidad solidaria de les miembros de la unidad 
familiar, afirmando que "se establecen obligaciones 
solidarias con generosidad suma: para el page de la
deuda tributaria..., para el page de las sanciones tri
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butarias... para el recargo de apremio y las sanciones 
pecuniarias.
(436) Para el SDFÜM ("Notas...", cit., vol. 22, pâgs. 736- 
737), la solidaridad se extiende no solo a la cuota 
sino también a todas las prestaciones pecuniarias que 
eventualmente puedan acompanarla, segùn lo dispuesto 
en el art. 58,2 de la LGT. Por contra, URIARTE y ZULUE 
TA ("Los sujetos pasivos en el procedimiento recaudato 
rio", HPE, num. 2, 1970, pâg. 102), entiende que la 
solidaridad alcanza solo a la cuota y a los recargos 
iniciales, ya que los recargos y las sanciones tienen 
un régimen distinto. Para CORTES DOMINGUEZ y MARTIN 
DELGADO ("Ordenamiento...", cit., pâg. 344), "la soli­
daridad se extiende a todas las obligaciones tributa­
ries originadas del incumplimiento de las normes jurl- 
dicas a las que corresponden sanciones administrati­
ves; pero no se extiende a las obligaciones correspon- 
dientes a sanciones pénales".
(437) De este tema se ha ocupado especialmente en nuestra 
doctrina FEREZ ROYO, F., a cuya excelente monografîa 
"Infracciones y sanciones tributaries", lEF, Madrid, 
1972, nos remitimos.
(438) FEREZ ROYO, op.cit., pâg. 24.
(439) Ibidem., pâgs. 25 y ss., en especial pâg. 27.
(440) Ibidem., pâgs. 29 y 140 y ss.
(441) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 36.
(442) Vid. SOLER ROCH, "Transmisiôn 'mortis causa' de sancio 
nés en el Impuesto General sobre la Renta de las Perso 
nas Fisicas", CT, num. 7, pâgs. 163 y ss.
(443) Cfr. "Comentarios...", cit., pâg. 507.
(444) En contra, ALSINA y ARIAS ("Impuesto sobre la Ren­
te...", cit., pâg. 287), entienden que "esta exclusiôn 
afecta a las sanciones derivadas de infracciones en 
que hubiese incurrido el causante y que no hubiesen 
sido liquidadas al tiempo del fallecimiento. No asi 
a las ya liquidadas, ya que estas no tienen la conside 
raciôn de obligaciones tributaries pendientes, sino 
que contstituyen obligaciones liquidas, asimilables, 
a todos los efectos, a cualquier otra deuda que recaye 
se sobre el patrimonio del causante".
Sobre los intentos de establecer distintos regimenes 
juridicos en orden a la transmisibilidad de las sancio 
nés tributaries, segùn el estadio procedimental en que
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se halle su aplicaciôn, vid. la critica que formula 
FEREZ ROYO, en "Infracciones y sanciones...", cit., 
pâgs. 150 y ss.
Por otra parte, el profesor SAINZ DE BUJANDA ("Leccio- 
nes...", cit., pâgs. 395-396), ha puesto de manifiesto 
con argumentos indubitables que, en ausencia de norma 
expresa, el principle general es el de no transmisibi­
lidad de las sanciones; luegç, entendemos, habiendo norma expresa 
en este sentido, no ha lugar a plantear la distinciôn 
formulada por ALSINA y ARIAS. Aduce el profesor de Ma­
drid en apoyo de su conclusion, entre otras razones, 
que "Al no ofrecer la Ley General Tributaria una res- 
puesta a este problema, habrâ que acudir, como derecho 
supletorio, a los preceptos del Côdigo Penal, que en 
su articule 112 establece que la responsabilidad pe­
nal, sin distinciôn, se extingue por la muerte del 
reo" (op.cit., pâg. 396).
(445) Cfr. "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 34.
(446) Asi, por ejemplo, BANACLOCHE ("Los sujetos pasivos y 
sus obligaciones...", cit., pâg. 52), al referirse al 
recargo previsto para el supuesto de liquidaciones se- 
paradas dice que "Por buscar la razôn de la sinrazôn", 
el espiritu de tal recargo se encuentra en la "activi- 
dad administrativa provocada -cuasi tasa-". Para ALSI­
NA y ARIAS ("Impuesto sobre la Renta...", cit., pâg. 
303), el recargo del 15 por ciento por liquidaciones 
separadas carece de toda justificaciôn, a no ser por 
un motivo caucional, por lo que entienden, no sin cier 
tas dudas, que no es aplicable en la liquidaciôn defi- 
nitiva, dando lugar incluso, con ocasiôn de esta, a 
la oportuna devoluciôn.
(447) Cfr. SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", 
cit., pâg. 34.
(448) Ibidem.
(449) SOLER ROCH, op.cit., pâg. 18.
(450) Ibidem.
(451) Vid. la consideraciôn que sobre el termine "prorrateo" 
efectûa MORILLO MENDEZ, A., en "Obligaciones solida­
rias y acciôn de regreso entre los sujetos pasivos del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, sus 
herederos y legataries", CT, num. 39, 1981, pâg. 114.
(452) Vid. BANACLOCHE, "Los sujetos pasivos y sus obligacio­
nes...", cit., pâgs. 53-54; COLMENAR, "El sujeto...", 
cit., pâg. 712.
(453) "Notas sobre la configuraciôn...", cit., pâg. 37.
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(454) "Comentarios...", cit., pâg. 506.
(455) En principio, la interpretaciôn unânime a este respec­
te puede concretarse en que la solidaridad abarca 
igualmente a la cuota tributaria y a las demâs obliga 
ciones de page enumeradas en el art. 58 de la LGT 
(SDFUM, "Notas...", cit., pâgs. 736-737; SAINZ DE BU­
JANDA, "Lecciones...", cit., pâg. 227; CORTES DOMIN­
GUEZ y MARTIN DELGADO, "Ordenamiento...", ci., pâg. 
344; RAMALLO, "La unidad familiar...", cit., pâg. 71 ; 
CLAVIJO, "Los rendimientos del capital...", cit., pâgs 
116-117; FALCON, "La solidaridad tributaria...", cit., 
pâg. 14, etc.). Se aduce para elle que los conceptos 
comprendidos en el citado art. 58 forman parte de la 
deuda tributaria, y segùn el art. 35 de la LGT, la 
obligaciôn de todo sujeto pasivo consiste en el pago 
de la deuda.
Compartiendo en lo sustancial esta interpretaciôn, no 
podemos dejar de consigner las dudas, planteadas en 
el texto con ocasiôn de la unidad familiar, de que esa 
consecuencia sea igualmente aplicable a las sanciones 
propiamente dichas, del mismo modo que a los recargos 
e intereses. En este sentido, como ha escrito SAINZ 
DE BUJANDA ("Lecciones...", cit., pâg. 396), "El apar- 
tado 2 del articule 58 no détermina que todos los con­
ceptos que numera se fusionen indisolublemente con la 
deuda tributaria, sino que aspira a que, a ciertos 
efectos (como por ejemplo, la forma de pago, garan- 
tias, etc.) sigan el régimen propio de las obligacio­
nes tributaries". De elle se dériva que el art. 58 no 
fuerza a concluir que las sanciones hayan de seguir 
necesariamente idéntico régimen -asi, por ejemplo, en 
punto a transmisibilidad-, que la obligaciôn tributa­
ria, por lo que bien puede entenderse, sin contrevenir 
el citado precepto, que la solidaridad no se extiende 
a las sanciones de las cuales sea responsable uno o 
unos de los varios obligados solidariamente, aplicândo 
se el principio general de la personalidad de las san­
ciones.
(456) Aunque en este punto la soluciôn tradicional en nues­
tra doctrina es afirmativa a la extension de la solida 
ridad a los deberes formales (SDFUM, "Notas...", cit., 
pâgs. 737-738; SAINZ DE BUJANDA, "Lecciones...", cit., 
pâg. 227), va abriéndose paso la idea de que la pecu­
liar naturaleza de los deberes formales hace que ten- 
gan sus propias reglas en punto a la atribuciôn de sub 
jetividad y, en consecuencia, no se deba extender a 
ellos el âmbito de la solidaridad. En este sentido, 
vid.: SOLER ROCH, "Notas sobre la configuraciôn...", 
cit., pâg. 43; SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos for­
males...", cit.,pâgs. 435 y ss.; FALCON, "La solidari 
dad...", cit., pâg. 15.
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Acertadamente entienden CORTES DOMINGUEZ y MARTIN DEL­
GADO ("Ordenamiento...", cit., pâg. 345), que el pro­
blema de la solidaridad formal depende de la soluciôn 
al problema de la naturaleza de los deberes formales 
y de su consideraciôn o no como prestaciones acceso­
rias de la obligaciôn tributaria.
(457) Propiamente, respecte a los deberes formales, taies 
normas ûnicamente se refieren al deber de declarar, 
pero no a la titularidad de otros deberes formales di^ 
tintos de este. Vid. la opiniôn sobre esta circunstan­
cia, de SANCHEZ SERRANO, "Algunos aspectos formales...", 
cit., pâg. 445.
(458) Nos referimos, concretamente, a los citados trabajos 
de RAMALLO ("La unidad familiar..."), SANCHEZ SERRANO 
("Algunos aspectos formales...") y CLAVIJO ("Los rendi 
mientos del capital..."), en los que se plantean estos 
temas, con ocasiôn del estudio de la unidad familiar.
CONCLUSIONES GENERALES
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Una vez llegados al término de nuestro trabajo, y como 
sintesis de las conclusiones expuestas al final de cada capi- 
tulo, pueden formularse las siguientes consideraciones géné­
rales :
1ë.- La regulaciôn de la unidad familiar contenida en 
la normativa del IRPF ha venido a plantear una amplia y com- 
pleja problemâtica, no sôlo por lo que a la concreta aplica­
ciôn de su régimen se refiere, sino también con relaciôn a 
una serie de temas, en ocasiones ya clâsicos, de la dogmâtica 
tributaria.
Aunque la figura de la unidad familiar puede darse en 
los impuestos personales, en general, es en el impuesto que 
grava la renta de las personas fisicas donde la presencia de 
la misma adquiere la mayor relevancia; por ello puede afirmar 
se que el planteamiento universal y autônomo del tema de la 
unidad familiar queda referido a este impuesto, al que, conse 
cuentemente, hemos limitado nuestro estudio.
2ë.- La unidad familiar es una realidad social y econo 
mica que asciende al mundo juridico directamente a través de 
la normativa tributaria; se trata, por tanto, de una realidad 
exclusivamente tributaria desde el punto de vista juridico.
Cuando de unidad familiar se habla, tal expresiôn pue­
de entenderse en dos sentidos distintos, aunque intimamente 
relacionados. En un sentido estricto el concepto de unidad 
familiar hace referencia a una modalidad de unidad contribu-
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yente, entendiendo por unidad contribuyente la designacion 
de la persona o personas con relaciôn a las cuales se determi^ 
na la riqueza que ha de quedar sometida a tributaciôn. En es­
te sentido, unidad familiar es una unidad contribuyente de 
caracter supraindividual, en la que se incluyen dos o mas per 
sonas unidas por lazos familiares o vinculos de parentesco.
En un sentido mas amplio, se habla de unidad familiar 
para aludir abreviadamente al problema del tratamiento fiscal 
de las rentas familiares, significaciôn que adquiere plena 
validez cuando queda referida al sistema concrete de tributa­
ciôn a que debe someterse, o al que es sometida, la unidad 
considerada.
Desde esta perspectiva se aprecia con claridad la rela 
ciôn existente entre la unidad familiar y la consideraciôn 
fiscal de las circunstancias personales y familiares. En cuan 
to al sentido estricto de unidad familiar, la relaciôn con 
el tema sehalado es idéntica a la distinciôn entre personali­
dad del impuesto y subjetividad del gravamen. En el primer 
caso nos encontramos con una determinada configuraciôn del 
presupuesto objetivo del tribute, que, de algùn modo, mani- 
fiesta la existencia de la unidad familiar. En el segundo, 
se trata de un sistema de cuantificaciôn de la deuda imposi 
tiva, que responde al fenomeno de la subjetivaciôn. "En cuanto 
al sentido amplio de unidad familiar, la consideraciôn a efec 
tos fiscales de las circunstancias personales y familiares 
es un fenômeno en cierto sentido mas amplio y en cierto sent- 
do mas estricto que aquél. Es mas amplio porque, tratândose
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del fenômeno de la subjetivaciôn del impuesto, puede plantear 
se tanto en los impuestos personales como en los impuestos 
reales, y ello igualmente si la unidad subjetiva tributaria 
es un grupo familiar como si lo es el individuo. Pero, a la 
vez, es mas estricto, porque esa subjetividad forma parte del 
régimen de la unidad familiar.
3 2 .- Exister dos puntos claves para comprender y valo- 
rar adecuadamente la figura de la unidad familiar. El primero 
se concreta en la necesidad de diferenciar los dos aspectos si^  
guientes: uno, el relative a la determinaciôn de la carga tribu 
taria que ha de recaer sobre los miembros de la familia, con 
lo que estâmes haciendo referencia a los elementos de cuanti- 
ficaciôn del débite tributario; otro, hace referencia a la 
titularidad de los distintos deberes juridicos derivados de 
la aplicaciôn de las leyes tributarias y, especialmente, de 
la obligaciôn tributaria principal. En modo alguno puede en­
tenderse que la designaciôn de una unidad contribuyente fami­
liar implique la consideraciôn de la misma como sujeto pasi­
vo.
El segundo de los puntos a que aludimos consiste en 
la especial importancia que en esta figura adquiere la siGni 
ficaciôn estructural del elementos subjetivo del hecho impon^ 
ble, y mas concretamente, su eficacia cbnfiguradora sobre el 
elemento objetivo del presupuesto de hecho. Esta significa­
ciôn del elemento subjetivo debe diferenciarse claramente de 
aquella otra que se concreta en la determinaciôn del sujeto
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pasivo de la obligaciôn tributaria. El hecho de que la exis­
tencia de la unidad familiar se refleje en la configuraciôn 
del presupuesto objetivo no supone necesariamente que deba 
reflejarse del mismo modo en la determinaciôn del sujeto 
que haya de asumir la titularidad jurîdica pasiva derivada 
del acaecimiento, en la realidad, del hecho hipotéticamente 
previsto por la norma. Facilmente se comprende que siendo el 
impuesto personal aquel cuyo presupuesto objetivo no puede 
ser pensado mas que por relaciôn a una persona determinada, 
résulta que cuando la persona fisica, sujeto pasivo del im­
puesto que nos ocupa, esta integrada en una unidad familiar, 
la configuraciôn del elemento objetivo del presupuesto de he­
cho no puede explicarse sino teniendo en cuenta el hecho de 
esa pertenencia; esto es, la persona con relaciôn a la cual 
hay que définir el presupuesto objetivo es, no una persona 
fisica aislada, sino una persona fisica que pertenece a una 
unidad familiar. Pero una vez ejercida esa eficacia no se de^ 
prenden otras consecuencias de cara a la concreta asunciôn 
de la posiciôn deudora, que viene determinada ùnica y exclu­
sivamente por la realizaciôn del hecho imponible, es decir, 
por estar realmente en la relaciôn que la ley exige que exis­
ta entre el elemento objetivo y una determinada persona, para 
que esta quede obligada.
4 a.- Los diversos sistemas de tratamiento fiscal de 
las rentas familiares pueden clasificarse en dos grupos bâsi- 
cos: sistema de imposiciôn separada y sistema de imposiciôn
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conjunta o acumulada. La distinciôn entre ellos responde a 
un ùnico criterio: la ausencia o verificaciôn, respectivamen- 
te, de acumulaciones subjetivas de rentas, con independencia 
de cuâl sea el método de imposiciôn sobre la renta acumulada. 
En este sentido, puede decirse que existe una correspondencia 
absoluta entre unidad familiar y sistema de tributaciôn con­
junta, por cuanto la elecciôn de aquélla conlleva necesaria­
mente el establecimiento de este. Sin embargo, de ello no se 
dériva una identificaciôn entre ambos conceptos: la acumula-
ciôn es un efecto fundamental de la unidad familiar, pero no 
puede identificarse con ella, lo que se demuestra por el hecho 
de que la unidad familiar, en cuanto realidad personal, exis­
te y despliega, ademâs, importantes efectos, aunque uno solo 
de sus miembros obtenga renta.
5^.- El sistema de tributaciôn conjunta puede calificar 
se de verdadera constante de nuestra imposiciôn personal, re- 
montândose a los propios origenes de la misma. La primera nor 
ma en que se dispone la acumulaciôn de las rentas de los côn- 
yuges data de 1812. Hasta el Proyecto de Ley del IRPF esta acumula 
ciôn se verifica generalmente en la persona de uno de los côn 
yuges -el administrador legal de la sociedad conyugal- salvo 
que el régimen econômico del matrimonio sea el de separaciôn 
de bienes.
En la CGR y en el IGRP cabe apreciar una considerable 
influencia de la s normas del Drecho privado que regulan la 
titularidad de las diversas clases de rentas y bienes y no 
sôlo de las normas relacionales del Derecho de familia. Asi,
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la llamada "acumulaciôn" de las rentas de los hijos en los 
referidos Impuestos, no es tal verdaderamente, sino que se 
trata de una mera consecuencia del contenido econômico de la 
patria potestad.
6^.- Por lo que se refiere a la significaciôn de la 
unidad familiar en las disposiciones reguladoras del IRPF, 
puede concretarse en los très puntos siguientes:
1) La unidad familiar constituye una realidad puramen- 
te personal o subjetiva, por cuanto no es otra cosa que la 
designaciôn unitaria de un conjunto de personas fisicas entre 
las que se dan determinadas relaciones juridicas familiares 
(art. 52 de la Ley).
2) La unidad familiar constituye un criterio cualifica 
dor de la persona fisica, unica a la que se atribuye la subje 
tividad del Impuesto, Existen personas fisicas sujetos pasi­
vos aislados, y personas fisicas sujetos pasivos que pertene- 
cen a una unidad familiar (art. 42 de la Ley).
3) La unidad familiar constituye todo un régimen del 
tributo, afectando tanto a sus elementos constitutivos como 
a sus aspectos aplicativos. Del hecho de la pertenencia a una 
unidad familiar se dériva una especifica configuraciôn de la 
obligaciôn tributaria principal asi como de las demâs obliga­
ciones y deberes que se desarrollan en el fenômeno tributa­
rio. Por ello precisamente no procédé la incardinaciôn siste- 
mâtica de esta figura en ningûn elemento en particular de la 
obligaciôn tributaria, si bien donde la presencia de la misma 
adquiere la mâxima significaciôn es en el hecho imponible.
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7&.- Debe afirmarse rotundamente la esterilidad que con 
lleva todo intento de atribuir subjetividad juridica a la un^ 
dad familiar, lo que solo podria mantenerse relativizando las 
categories juridicas en favor del elemento econômico de la 
imposiciôn, lo que es inadmisible desde una perspectiva cien- 
tifica. Ello no obstante, en el Proyecto de Ley del Impuesto 
remitido por el Gobierno a las Cortes, la unidad familiar era 
considerada sujeto pasivo del impuesto, lo que no puede pasar 
de ser una mera declaraciôn formularia, ya que la unidad fami^ 
liar no sôlo carece de personalidad, sino que tampoco ostenta 
las condiciones requeridas para constituir un "sujeto de dere­
cho y no cumple los requisitos exigidos por el articulo 33 
de la LGT. En el Proyecto de Ley del Impuesto el término suje 
to pasivo, con relaciôn a la unidad familiar, désigna, no a 
la persona realizadora del hecho imponible y por tanto obliga 
da al cumplimiento de las prestaciones tributarias, sino al 
elemento personal configurador del presupuesto de hecho.
8^.- La unidad familiar es una categorîa irréductible 
a la LGT. No constituye un supuesto de solidaridad del articu 
lo 34 de dicha Ley, puesto que no se trata de un supuesto de 
concurrencia de titulares en la realizaciôn del hecho imponi­
ble. Tampoco estamos ante un caso de responsabilidad solida­
ria a los que se refiere el articulo 37 del mismo cuerpo le­
gal, dado que los sujetos integrados en una unidad familiar 
no se situan junto al sujeto pasivo, sino que son, ellos mis- 
mos, sujetos pasivos, que, en calidad de contribuyentes, apa- 
recen solidariamente obligados frente a la Hacienda Pûblica.
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9ë.- La calificaciôn de la unidad familiar como un su­
puesto de solidaridad tributaria exige un nuevo planteamiento 
del concepto dogmâtico de esta ultima. En este sentido, debe 
rechazarse la idea de circunscribirla al supuesto de concu­
rrencia de titulares en la realizaciôn del hecho imponible. 
La solidaridad tributaria, al igual que la solidaridad del 
Derecho civil hace referencia, exclusivamente, al modo en que 
quedan obligados varios sujetos, con independencia del funda- 
mento de su sujeciôn; es decir, la solidaridad lo que indica 
es un peculiar modo de responder y conceptualmente, por tan­
to, ninguna referencia es necesaria a que tenga en su origen 
un solo presupuesto o varios. Esta circunstancia puede ser 
un criterio vâlido para distinguir los diversos casos de soli^  
daridad que pueden darse en el âmbito tributario, pero en mo­
do alguno debe utilizarse para diferenciar la solidaridad de 
lo que no lo es.
Del concepto que propugnamos de solidaridad se dériva 
la necesidad de adaptaciôn del articulo 34 de la Ley General 
Tributaria, de forma que recoja todos los supuestos de solida 
ridad que se establecen en las leyes propias de los distintos 
tributos y, en particular, los de acumulaciôn de rentas y pa­
trimonies, en los que generalmente la ley establece la soli­
daridad entre las personas cuyas rentas o patrimonies se acu- 
mulan, para garantizar el crédite tributario.
102.- Por lo que se refiere al fundamento juridico de 
la unidad familiar, aquél se encuentra en el principio contri
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butivo. Es la idea de que la convivencia en un grupo familiar 
modifica cualitativa y cuantitativamente la capacidad econômi 
ca del individuo, lo que anima a esta figura y la hace operan 
te en el piano tributario. Sin embargo, esta proposiciôn, co­
mo la propia nociôn de capacidad contributiva, entraha mas 
una peticiôn de principio que una argumentaciôn en funciôn 
de termines puramente racionales.
El principio de igualdad se manifiesta insuficiente 
para justificar la figura de la unidad familiar. La realidad 
social y econômica que constituye la familia no puede trasla- 
darse exactamente al campe del Derecho tributario. El legisla 
dor no puede traducir a termines juridicos la unidad familiar 
en sentido econômico, por exigencies del principio de seguri- 
dad juridica, teniendo que acudir a la existencia de vinculos 
juridicos entre las personas que la integran y realizando en 
todo caso una selecciôn discrecional de los supuestos que 
constituyen unidad familiar. Résulta asi una disparidad de
tratamiento entre situaciones iguales, segùn que queden o no
comprendidas en la definiciôn -limitadora de la realidad- lie
vada a cabo por el legislador tributario.
Desde un punto de vista extrajuridico, la unidad fami­
liar tiene en su base elementos de indole esencialmente econo 
mica, por cuanto la existencia de economies de escala que se 
originan en el seno de la convivencia es lo que, en ultima 
instancia, explica una alteraciôn de la capacidad econômica 
de las personas que componen el grupo familiar.
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Especial importancia présenta también, desde una pers­
pectiva parajuridica, la funciôn que la unidad familiar cum­
ple como medida contra el fraude, lo que se ofrece como expli^ 
caciôn no sôlo de la unidad familiar como unidad contribuyen­
te, sino que también constituye la"ratio”de muchas de las nor 
mas del régimen de la misma. Ello no obstante, la adopciôn 
de la unidad familiar como medida antielusoria sôlo estara 
justificada, precisamente, respecte de aquella realidad y 
aquellas conductas de las que pueda presumirse, en términos 
générales, una finalidad fraudulenta. De no ser asi, estare- 
mos ante una extensiôn injustificada de esta figura.
El régimen de la unidad familiar en nuestro IRPF no 
responde a una exigencia de justicia. La responsabilidad soli 
daria ante el Fisco de los sujetos pasivos integrados en la 
unidad familiar es un institute eminentemente garantista . 
Por otro lado, nos encontramos con ventajas recaudatorias y 
con ventajas desde el punto de vista de la gestiôn del impue^ 
to, como razones que explican la concreta regulaciôn de la 
unidad familiar.
1 1 2 .- Por lo que se refiere al régimen de la unidad 
familiar en el Impuesto, existen algunas lagunas légales, £al 
ta la previsiôn expresa de determinados efectos, y se plantea 
el problema de la ilegalidad del Reglamento en algunos pun­
tos .
En cuanto a lo primero, es de destacar la fragmentaria
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regulaciôn del devengo, en el sentido de que no se prevé como 
causa que interrumpa el période impositivo la constituciôn 
de una unidad familiar. Asimismo, se echa a faltar en la Ley 
una norma que disponga que la determinaciôn de los miembros 
y de las circunstancias que deben tenerse en cuenta a efectos 
de la propia existencia de unidad familiar se determinarâ por 
la situaciôn existente en la fecha del devengo.
En cuanto a lo segundo, no se prevén expresamente los 
efectos de la nociôn de residencia de la unidad familiar, lo 
que plantea no pocos problemas.
Por ultimo, el desarrollo reglamentario de las causas 
que originan la anticipaciôn del devengo, excede la competen- 
cia de la potestad reglamentaria, por cuanto contempla supue^ 
nos no previstos en el texto legal. Lo mismo vale decir acer- 
ca de la extensiôn reglamentaria contenida en el articulo 122 
al desarrollar el articulo 25 de la Ley, ya que este ultimo 
ûnicamente se refiere a la determinaciôn de circunstancias 
familiares a efectos de deducciones de la cuota. El mismo pro 
blema se plantea respecto de la atribuciôn de responsabilidad 
solidaria a los miembros de la unidad familiar por los fra- 
ccionamientos de pago (art. 133,2), de la regulaciôn de los 
criterios de imputaciôn temporal de ingresos y gastos en el 
articulo 112, y del nuevo régimen de estimaciôn objetiva sin­
gular al contemplar, primero como gasto, y después como ingre 
so, los pagos que se efectuen entre miembros de una unidad 
familiar, lo que va en contra de la norma taxativamente pre-
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vista en el articulo 19,3,b) de la Ley.
Menciôn especial merece el régimen de la obligaciôn 
de alimentes entre parientes, ya que sôlo se contempla el su­
puesto de las anualidades entre cônyuges satisfechas por deci 
siôn judicial, desconociendo todas las demâs, y se produce 
la incongruencia de considerar gastos "excepcionales" las 
"anualidades" distintas a aquéllas (art. 123,1,d,6 del Regla­
mento) .
122.- El "verdero" problema de laa unidad familiar 
lo constituye no la determinaciôn del sujeto pasivo, sino la 
configuraciôn del hecho imponible. En diversos preceptos lega 
les (asi, en punto a la regulaciôn de la responsabilidad soli 
daria, del prorrateo de la cuota y de la compensaciôn de pér- 
didas) se confirma la titularidad individual en la obtenciôn 
de la renta. De manera que sujeto pasivo, tanto si se trata 
de una persona fisica aislada como de un miembro de una uni­
dad familiar, en el âmbito de este Impuesto sôlo lo es el que 
obtiente renta neta global.
En punto a la determinaciôn del sujeto pasivo manifies 
ta toda su importancia la distinciôn entre subjetividad y so­
lidaridad, de la que no siempre se obtienen todas las conse­
cuencias. En rigor, no puede hablarse de titularidad solida­
ria, sino de titularidad plural y de responsabilidad solida­
ria, lo que supone que de la atribuciôn de responsabilidad 
solidaria no puede derivarse una distinta configuraciôn de 
la subjetividad respecto al supuesto del sujeto pasivo aisla-
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do, en el que aquélla no aparece prevista.
13^.- En cuanto a la acumulaciôn de las rentas, efecto 
sustancial del régimen analizado, tiene lugar en la base impo 
nible, ya que ésta cumple la finalidad primordial de adecuar 
la obligaciôn tributaria a la capacidad econômica gravada, 
que queda referida, en nuestro caso, al conjunto de sujetos 
integrados en la unidad familiar. El aspecto cuantitativo del 
hecho imponible mide la magnitud renta obtenida por cada suje 
to pasivo, expresando la mediciôn del elemento objetivo en 
su conjunto, y no estrictamente del aspecto material del mis­
mo .
1 4 2 .- Séria deseable que se modificaran determinados 
aspectos del régimen de unidad familiar. En primer lugar, co­
mo es obvio, los mencionados en las consideraciones formula- 
das en el punto 1 1 2 . a ellos puede anadirse la necesidad de 
completar la normativa del régimen de tributaciôn de las ren­
tas obtenidas por los no residentes sin establecimiento perma 
nente, que origina serios problemas cuando ese no residente 
sea miembro de una unidad familiar residente. El régimen gene 
ral de la unidad familiar ganarîa en sistematizaciôn y cohe- 
rencia si se dispusiera una norma que prevea la constituciôn 
y disoluciôn de la misma, lo que permitirla un tratamiento 
mas sencillo y riguroso de diversos aspectos, taies como el 
devengo anticipadoy la estimaciôn de incrementos y disminucio 
nés patrimoniales.
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La norma que dispone la no estimaciôn de incrementos 
o disminuciones de patrimonio en los supuestos de disoluciôn 
de la sociedad de gananciales o de extinciôn del régimen de 
participaciôn de los cônyuges (art. 20,2,pârrafo tercero, de 
la Ley), contraviene lo que debe constituir el régimen propio 
de la unidad familiar, da lugar a un conflicto de normas y 
es contrario al principio general de este régimen en cuanto 
a la intrascendencia del régimen econômico matrimonial se re­
fiere. Por ello, el mencionado precepto no puede ser mas desa 
fortunado. Proponemos una interpretaciôn restringida del mis­
mo, en el sentido de limitar su âmbito de eficacia a los ca­
sos en que la sociedad de gananciales o el régimen de parti­
cipaciôn de los cônyuges se extinguen por convenir los cônyu­
ges un régimen distinto en capitulaciones matrimoniales, lo 
que si es verdaderamente necesario, por razones obvias. No 
obstante, séria conveniente que se modificara el precepto de 
referencia.
Deberla procederse asimismo a una sistematizaciôn de 
las deducciones de la cuota, que debe afectar especialmente 
a la deducciôn por hijos. También pensamos que séria conve­
niente reformer la amplitud con que se dispone la responsabi­
lidad solidaria de los sujetos integrados en la unidad fami­
liar y la atribuciôn de la misma a los herederos y legatarios 
en los términos en que viene prevista en las disposiciones 
reguladoras del Impuesto. Séria mâs adecuado disponer la posi 
bilidad de que los sujetos pasivos solidarios soliciter la 
ejecuciôn separada, de manera que puedan responder sôlo por
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su cuota parte correspondiente. Ello armonizarîa las ventajas 
de la gestion y liquidaciôn ûnicas con el respeto a la autono 
mia de los sujetos que componen la unidad familiar.
15*.- A lo largo de todo el trabajo hemos evitado el 
adoptar posiciones en contra o a favor del régimen de tributa 
ciôn conjunta o de tributaciôn separada. No existe una solu­
ciôn ideal, recomendable con caractères de validez general, 
acerca de esta opciôn y del tratamiento de las rentas familia 
res en general. Ello se traduce en la opiniôn continuamente 
expresada segùn la cual toda soluciôn a este problema consti­
tuye una fôrmula de transaciôn o compromise, por cuanto subya 
cen en él una serie de principios, incompatibles entre si, 
pero igualmente defendibles en funciôn de la perspectiva adop 
tada.
No obstante, cada vez adquiere mayor importancia el 
argumente, en buena medida sociolôgico, de la neutralidad fi^ 
cal respecto al matrimonio, que juridicamente se concreta en 
la convicciôn de que es la capacidad contributiva del indivi­
duo la que debe tenerse en consideraciôn. Cabe apreciar üna 
tendencia en la evoluciôh del Derecho cômparado en este sênti^ 
do, especialmente respecto de las rentas derivadas del traba­
jo, ya que para las rentas del capital tienen un especial sig 
nificado los presupuestos bâsicos de la acumulaciôn.
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